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AÑO V III Santiago, t.” de junio de 1893 NÚM. 1

i i f i  n n is i  i i i i i i
SU M A R IO . —  NoUs Editoriales; La Ordenanta General de Policía contra el al­

coholismo. Otra* eon»ideracÍone». —  La »uspensión de la ley de 3 de diciembre 
de 1891. —  De la interpretación de la ley, explicación del pirrafo 4.* del Titulo 
Preliminar del GSdigo Civil, por don Paulino Alfonso. —  ¿Son renunciables los 
preceptos de la ley de enjoiciamiento? replica, por don Pedro César Lópei. —  
Una cuestióo de jurisprudencia, 6 sea, examen crítico-jnridico de la doctrina 
•entada por la Corte Suprema en la aplicación del artículo «48, nám. i.«, de la 
Ley de Organitación y Atribuciones de los Tribunales, en los aBos 1883 y 1885, 
por don Sótero Gundiin. —  Una observación sobre la propiedad minera, por 
doña Matilde Throup S. —  Sobre el duelo, -por don Agustín Correa Bravo. —  
Proyecto de Constitución Política para U República de Chile (continuación), 
por don Aguittn Bravo Cisterna*. '

NOTAS EDITORIALES

L a  O r d e n a n z a  G e n e r a l  d e  P o l i c í a  c o n t r a  e l  a l c o ­

h o l i s m o .— El proyecto de Ordenanza sobre esta materia pre­
sentado por el Ejecutivo al Consejo de Estado, en sesión de 
^  e uerpo de 7 de mayo próximo pasado, fu¿ desgracia- 

rid"©̂ ” ^̂  y  promulgado con fecha 17 del mes refe-

Punto grave, y  muy discutido, es la determinación de la com­
petencia del Poder Ejecutivo para dictar una Ordenanza Gene­
ral de esta clase.

Las ordenanzas de policía han merecido siempre una atención 
especial de los tratadistas; ignoramos, sin embargo, por qué 

2 n existeti en Chile, acerca de ellas, ideas tan poco confor- 
^gent^  ciencia y  con los preceptos mismos de la legislación

No necesitamos recordar á las personas ¡lustradas aquel con- 
del ilustre Benjamín Constant, á virtud del 

uaiias libertades de un pueblo deben medirse por el niSmero 
® ordenanzas de policía que en ¿1 existan.
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Pero sí es oportuno mencionar el fracaso reciente de la Orde­
nanza General contra las reuniones públicas, que derogó por 
su inconstitucionalídad flagrante el mismo señor Presidente 
Montt.

L a  Ordenanza contra el alcoholismo peca contra preceptos 
terminantes de las leyes chilenas, como puede demostrarse su­
cintamente, sin citas de leyes que dejamos la tarea de verificar 
á los letrados ó á los estadistas que deseen profundizar este lige­
ro estudio.

Las disposiciones de policía son de cuatro clases:
1.» Preceptos que hayan de regir en un departamento deter­

minado con efectos transitorios;
2.“ Preceptos que hayan de regir en un departamento deter­

minado con efectos permanentes; '
3.“ Preceptos que hayan de regir en todo el territorio de la 

República con efectos transitorios; y  finalmente
4.a Preceptos que hayan de regir en todo el territorio de la 

República con efectos permanentes.
Las reglas de policía de la primera clase deben dictarse por 

el gobernador departamental, ó el subdelegado.
Las de la segunda clase son materia de una ordenanza que 

debe dictarse por la municipalidad del departamento <5 territo­
rio municipal.

Las de la tercera clase pueden dictarse por el Presidente de 
la República.

Las de la cuarta no pueden expedirse por el Presidente de 
la República por sí sólo, sino por el Congreso Nacional y  el 
Presidente de la República, esto es, deben ser materia de ley.

Ahora bien, la Ordenanza General contra los establecimien­
tos que expenden bebidas destiladas ó fermentadas ¿es de efec­
tos transitorios ó de efectos permanentes? Cualquiera persona 
comprenderá que ella envuelve efectos permanentes, y que por 
el carácter de generalidad que se le ha impreso es extensiva á 
todo el territorio de la República.

Por consiguiente, tal Ordenanza no puede dictarse sino por 
el Poder Legislativo, jamás por el Ejecutivo sólo.

Para no extendernos, citaremos la Ordenanza General de 
Policía de los ferrocarriles, que fué emitida en 1862 por una ley.



E l presidente Pérez no creyó que él por si, ni aun con acuer- 
<Jo del Consejo de Estado, pudiera dictar reglas de policía con 
■carácter permanente y  general para los ferrocarriles de la Repü- 
blica, ya  fuesen explotados por el Estado <5 por los particulares.

Recurrió para ello al Poder Legislativo y  se conformó así 
con las ideas del eminente estadista don Manuel Antonio To- 
•cornal y  Grez, que puso su firma al pie de aquella ley.

Estimamos que en los tiempos que atravesamos, después de 
terminada una revolución que tuvo, entre otros objetos, el de 
sostener los fueros y  prerrogativas del Congreso, no pueden ni 
deben éstos supeditarse ni desconocerse por un momento ni en 
un solo acto siquiera.

L a  Ordenanza contra el alcoholismo, muy bien intencionada 
por otra parte, ha invadido las atribuciones constitucionales del 
Congreso; y  fuera de las razones expuestas, ello se comprueba 
con las mismas palabras del artículo i.« de ella, que dicen: 
‘'mientras no haya ley que reglamente el expendio de las bebí- 
das espirituosasII, etc. Luego, la misma Ordenanza confiesa que 
á  falta de ley ella se cree con derecho para prescribir disposi­
ciones legislativas. Esto no requiere más lato comentario.
 ̂ A  nuestro humilde juicio, y  sin ánimo de convertir en eno­

josa una tesis tan sencilla, ni mucho menos suscitar recrimina­
ciones ni protestas, no deben pasar inadvertidas estas invasio­
nes que, á causa de la tensión de los espíritus por la extraordi­
naria situación creada por el conflicto entre el Ejecutivo y  el 
Congreso, se condenaban ayer con tanta energía en casos aná-
|ogos, y  que en todo tiempo deben manifestarse y  también ata­
jarse.

 ̂ Sólo así llegará á imprimirse en la conciencia pública una 
«nte igencia correcta de los deberes y  funciones de los diversos 

y  propenderá á limitar la omnipotencia 
e Ejecutivo, nó por leyes nuevas, sino por una acertada y  

P>Ti ente interpretación^de las vigentes,

 ̂ •
» *

la  tendencia de represión del alcoholismo se dirige
®y que se propone gravar con fuertes patentes los estable-



cimientos que expendan bebidas destiladas ó fermentadas, cor> 
base alcohólica.

Muy sana es !a intención, y  por tanto muy digna de aplau­
dirse; mas no creemos que el vicio de la embriaguez se repri­
ma ni aun atenúe con medidas de esta clase.

L a  introducción de hábitos de temperancia en nuestro pue­
blo sólo puede conseguirse por medios indirectos, como son la 
ilustración y  el fomento de la vida intelectual.

En vez de remachar con un nuevo clavo nuestro pésimo sis­
tema tributario, insistiendo en un impuesto condenado por la 

, ciencia, y  que en Chile sólo se justificó por las necesidades tran­
sitorias de allegar fondos á la guerra con España ahora veinti­
séis años, debería más bien pcnsárse en los intereses de la ins­
trucción pública, hoy un tanto descuidados en la generalidad 
de los diversos ramos que abarca.

Y  para atacar el alcoholismo, pudiera haberse reformado el 
Código Penal vigente, que sólo impone pena al ebrio que mo­
lestare á tercero en público; debiendo perseguirse criminalmen­
te  en todas sus formas el monstruoso vicio de la intemperancia.

L a  s u s p e n s ió n  d e  l a  l e y  d e  3 d e  d ic ie m u r e  d e  1891.—  
Con motivo del bandolerismo, se ha dictado una ley que sus­
pende por el término de un año la aplicación de la ley de 3 de 
diciembre de 1891, en los juicios criminales á que se refiere el 
artículo I.® de la ley de 3 de agosto de 1876, y  que son los se­
guidos por homicidio, hurto, robo, incendios y  accidentes de fe­
rrocarriles.

En el preámbulo de la moción presentada con el proyecto á 
la Cámara de Diputados, se dice textualmente que la ley de 3 
de diciembre crea "un exceso de garantías en favor de la liber­
tad personal, traba la acción de la justicia para la pesquisa de 
ciertos delitos gravísimos y  la consiguiente aprehensión de los 
presuntos culpables.» •

Sin omitir nuestra sincera expresión de extrañeza por algu­
na de estas ideas, y  juzgando que la suspensión es acertada en 
vista de las extraordinarias circunstancias del país, debemos 
dejar constancia de que, á nuestro juicio, la suspensión de la  
Jey no implica la suspensión del recurso de protección que la

mm



Carta Fundamental establece ante la Corte Suprema, por parte 
de todo aquel que estuviere preso ó detenido ilegalmente d 
sea, faltando á las formas legales.

Como la autorizada opinión de un abogado senador de la 
República se inclinó en favor de la tesis contraria en la discu­
sión que hubo en el Senado, no está de más el que consignemos 
aquí nuestra protesta contra ella.

Ninguna ley ordinaria puede derogar ni suspender la Cons­
titución, y  el recurso de que hablamos ha sido creado por ella.

Por lo demás, la ley de suspensión debió limitarse á ciertos 
artículos solamente de la ley de 3 de diciembre y  no al i.®, pues, 
con reglamentación legal ó sin ella, la Corte Suprema está 
constitucionalmente obligada á prestar protección á las garan­
tías individuales aun en los casos de los juicios criminales á que 
se refiere la ley de 3 de agosto de 1876.

, ' L a  R e d a c c i ó n

DE LA INTERPRETACIÓN DE LA L E Y

{Explicación del párrafo IV  del Titulo Preliminar del Código Civil)

Llámase interpretación de las leyes la determinación del ver­
dadero sentido de ellas, especialmente cuando su sentido es os­
curo ó se presta á dudas.

La interpretación puede ser auténtica ó doctrinal; es autén­
tica la que procede del Poder Legislativo, que siendo el poder 
que forma la ley, es el único á quien incumbe la facultad de in­
terpretarla con fuerza generalmente obligatoria; y  es doctrinal 
la que procede de los jurisconsultos, jueces y  abogados.

A l poder judicial corresponde la facultad de interpretar las 
leyes de un modo particularmente obligatorio respecto de las 
causas que actualmente se sometan á su conocimiento, pues de 
ío contrario, carecería de la posibilidad de administrar justicia 
en aquellos casos, por lo demás muy frecuentes, en que la desin­
teligencia de las partes recae sobre la manera como ha de ser 
entendido y  aplicado algún texto legal.

Remítese don Andrés Bello acerca de esta materia, al artícu-
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lo Interpretación del Repertorio de Mcrlfn, en el cual, dándose 
cuenta de la discusión que motivó el Proyecto del Código Cí* 
vil francés, en lo relativo á la determinación de las facultades 
de los jueces para interpretar las leyes, se dice que en dicha 
discusión se hizo notar la necesidad de no restringir demasia­
do á este respecto las facultades de la judicatura, con menos­
cabo de la realización de los fines para que ha sido institui­
da, por huir del peligro de que se abrogue en la interpreta­
ción de las leyes un papel que sólo corresponde al Poder 
Legislativo; ideas que, aceptadas, dieron margen á la disposi-

■ ción del artículo 5 ° del referido Código, que prohíbe á los jue­
c e s por vía de disposición general y reglamentaria, 
sobre las causas que se sometan á su conocimiento.

Más reconocida en los miembros de los tribunales de justi­
cia la facultad de interpretar las leyes de un modo particular­
mente obligatorio, ha querido el legislador, á fin de prevenir en
lo posible erróneas interpretaciones, dictar las reglas principales 
á que en esta importantísima materia han de ajustar su conduc­
ta. En la imposibilidad relativa de incluir en el Código un tra­
tado completo sobre el particular, circunscribióse el legislador á 
la consignación de aquéllas que le parecieron más útiles, sea 
por su propia importancia intrínseca, sea por la conveniencia de 
proscribir rigurosamente máximas de interpretación antes ad­
mitidas como saludables y  valederas.

A rt. 19

Cuando el sentido de la ley es claro, no se des­
atenderá su tenor literal, á pretexto de consultar su espí­

ritu. .  ̂^
Pero bien se puede, para interpretar una espresión 

oscura de la ley, recurrir á su intención ó espíritu, cla­
ramente manifestados en ella misma ó en la historia 

fidedigna de su establecimiento.

Inciso I Si el legislador, á quien debe suponerse suficiente­
mente versado en la materia sobre la cual hace recaer sus dis»
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posiciones, y  en el lenguaje con que las expresa, dice algo con 
claridad, será porque quiere que, así como lo dice, se entienda y  
se practique; pues si otro hubiera sido su ánimo, no habría 
dicho lo que dijo, sino una cosa diversa. Dejar, pues, de enten­
der sus disposiciones en el sentido claro que ellas ofrecen, bajo 
cualquier pretexto, aunque sea en razón de las consecuencias 
absurdas 6 perjudiciales á que ello dé lugar, aunque sea so 
capa de consultar su intención ó espíritu, es desobedecer abier­
tamente su voluntad soberana, es sublevarse contra la autori­
dad de la ley, es convertirse de intérprete en legislador.

Nunca se insistirá lo bastante acerca de la necesidad de res­
petar cual se debe el fundamental principio de interpretación 
consignado en el inciso que estudiamos.

No sólo provee ese principio á que sea reconocido y  acatado 
el verdadero pensamiento del legislador; provee también á evi­
tar las funestas consecuencias que se seguirían de reconocer á  
los jueces la facultad peligrosísima de interpretar las leyes de 
una manera licenciosa y  arbitraria. Bajo un régimen semejante, 
no habría derecho alguno que pudiera considerarse seguro, aun 
cuando contara con el apoyo aparente de disposiciones legales 
explícitas y  perentorias. Disminuiríase,pues, en proporción con­
siderable el beneficio que el establecimiento de las buenas leyes 
reporta á las sociedades humanas.

No puede negarse que, por la imposibilidad de que el legisla­
dor prevea todos los casos, y  por la inconveniencia de que estatu­
y a  sobre casos raros y  excepcionales, puede llegar á suceder que 
la aplicación de la ley resulte á las veces absurda, inequitativa, 
y  contraria á la intención ó espíritu del legislador; no puede 
negarse tampoco que, en principio, sería tal vez preferible una 
regla de interpretación, según la cual pudiera en tales casos es­
tarse á dicha intención ó espíritu.

Prácticamente, empero, no es lo mismo; lo sería tal vez si 
las leyes hubieran de ser invariablemente aplicadas por hom­
bres de integérrima probidad y  de rectísimo criterio; mas, como 
los magistrados pocas veces alcanzan en el hecho tan rele­
vantes dotes, los inconvenientes del sistema que el Código pa­
trocina, si bien efectivos, serán, con mucho, menos graves que 
los inconvenientes del sistema opuesto.
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Veamos un ejemplo. Dispone el Código en su artículo 208, que 
para que pueda efectuarse la legitimación de los hijos nacidos 
antes del matrimonio, y  no reconocidos por los padres legit¡> 
mantés como hijos naturales de ambos, es preciso que los pa­
dres designen los hijos á quienes confieren este beneficio, ya es­
tén vivos ó muertos, en un instrumento público, que deberá 
otorgarse á la fecha del matrimonio, ó, en caso de impedimento 
grave, dentro de los treinta días subsiguientes á ella, sopona de 
nulidad; restricción que tiene por objeto dificultar el fraude 
que pudieran cometer los cónyuges, legitimando aparentemente 
á un extraño, con fines de indecoroso medro personal.

Pues bien, conforme á lo dispuesto en el inciso que estudia­
mos, no será válida la legitimación si no se ha otorgado el res­
pectivo instrumento público á la fecha del matrimonio, ó, en 
caso de impedimento grave, dentro de los treinta días subsi­
guientes, aunque se ofrezca probar de una manera fidedigna que 
los presuntos legitimados son efectivamente hijos de los presun­
tos legitimantes.

Lo dicho no es, empero, un obstáculo para que pueda y  deba 
á las veces limitarse la natural amplitud de significado de algu. 
na disposición legal, á mérito de otra disposición de la ley, sin- 
perjuicio de la cual haya aquélla de entenderse.

Así, por ejemplo, el inciso primero del artículo 180, el cual 
establece que el hijo que nace después de expirados los ciento 
ochenta días subsiguientes al matrimonio, se reputa concebido- 
en él y  tiene por padre al marido, no debe considerarse aplica­
ble al hijo que nace después de expirados los trescientos días 
subsiguientes á la disolución del matrimonio, porque, según lo 
prescrito en el inciso i.® del artículo 185, está obligado el jues: 
á declarar la ilegitimidad de ese hijo^ petición de cualquiera 
persona que tenga interés actual en ello.

El inciso 2,0 del artículo 1069 prescribe que para conocer la 
voluntad del testador, se estará más á la sustancia de sus dis­
posiciones que á las palabras de que se haya servido.

Así también, el artículo 1560 prescribe que conocida clara­
mente la Intención de los contratantes, debe estarse más á ella 
<jue á lo literal de las palabra. .̂

Como las leyes se hacen con el mayor esmero posible por
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personas de ordinario profundanícnte versadas en las respecti­
vas materias, y  hábiles en el manejo de la lengua de que se sir­
ven, es lógico, respecto de ellas, suponer que dicen siempre lo 
que quieren decir.

Mas, como los actos testamentarios y contratos suelen ser 
otorgados de prisa, y  por personas incompetentes, que se cuidan 
poco de proveer á la excelencia de la forma gramatical y  lite* 
raria en la expresión de su pensamiento, habría sido absurdo 
y  ocasionado á torcer con frecuencia, y  á sabiendas, la verdadera 
voluntad de los testadores y  contratantes, el hacer respecto de 
ellos una suposición análoga.

Inciso 2.0— Entiéndese por oscuro lo confuso, lo falto de clari­
dad, lo poco inteligible.

Llámase ambiguo lo que se presta á dos ó más interpreta­
ciones.

Aun suponiendo que la ambigüedad no se comprenda en la 
oscuridad á que en este inciso se refiere el Código, parece que 
cabría siempre establecer por analogía que los pasajes ambiguos 
pueden ser interpretados recurriendo á la intención ó espíritu 
de la ley, claramente manifestados en ella misma, ó en la his­
toria fidedigna de su establecimiento.
• Algo análogo cabe observar respecto de los casos no previstos 
por la ley, pero que quepan, sin embargo, dentro de su intención 
<5 espíritu.

Acostumbrábase antiguamente acompañar los preceptos lega­
les de los motivos ó razones que habían inducido al legislador 
á establecerlos.

Raras veces se observa ahora el mismo procedimiento.
Mas, aun cuando la razón de la ley no se exprese en la ley 

misma, muchas veces podrá, sin embargo, desprenderse con evi­
dencia de su contexto.

Así, por ejemplo, de lo prescrito en el artículo 1172, que de­
fine la porción conyugal como aquella parte del patrimonio del 
difunto que la ley asigna al cónyuge sobreviviente que carece 
de lo necesario para su congrua sustentación, se deduce que la con­
veniencia de proveer á ésta es el fin que el legislador se ha pro­
puesto al establecerla.

Así también, la disposición del artículo 412 del Código, la



cual establece que, por regla general, ningún acto ó contrato en 
que directa ó indirectamente tenga interés el tutor ó curador, 
podrá ejecutarse ó celebrarse sino con autorización de los otros 
tutores ó curadores generales del mismo pupilo, ó del juez en 
subsidio, ha sido establecido con el fin manifiesto de garantir al 
pupilo contra los fraudes que en esta materia, y  en su perjuicio, 
pudieran cometerse por el tutor ó curador.

Se pone también el legislador en el caso de que la intención 
6 espíritu de la ley se manifieste claramente en la historia fide­
digna de su establecimiento.

Entiéndese por historia "la narración y  exposición verdadera 
de los acontecimientos y  cosas memorables.» (Diccionario de la 
Lengua.) -

Llámase fidedigno (de las palabras latinas fide, fe, y  digntts, 
digno) lo que es digno de fe ó crédito.

L a palabra establecimiento está tomada aquí en el sentido de 
institución de la ley.

Según estas definiciones, se llamará historia fidedigna del esta­
blecimiento de la ley la narración digna de crédito de la que ocu­
rrió al instituirla.

Adviértase que, conforme á las palabras digna de crédito, no 
deberia considerarse como fuente de interpretación doctrinal la 
narración que hiciera alguna persona privada de lo que oyó decir 
al redactor de la ley en orden á su intención ó espíritu al dictar 
tal ó cual disposición de la misma: sería preciso que ello cons­
tara de documentos reconocidos como auténticos, ó cuya auten­
ticidad pudiera fehacientemente demostrarse.

Forman parte, por ejemplo, de la historia fidedigna del esta­
blecimiento de la ley, los proyectos de las leyes y  códigos, las 
actas de sus comisiones revisoras, las discusiones habidas en las 
cámaras legislativas cuando fueron presentados á su aproba­
ción, etc.

Y  especialmente forman parte de la historia fidedigna dcl es­
tablecimiento del Código Civil, los proyectos sobre los libros 
tercero y  cuarto, publicados en E l  Araucano en los años 1846 
y  1847, el proyecto de todo el Código presentado á la Com i­
sión Revisoraen 1853, la primera redacción que éstadió al mis­
mo proyecto, publicado no ha mucho en la edición de las obras
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completas de don Andrés^Bello, y  el proyecto aprobado por el 
Congreso Nacional en 1855, que difiere en algunos puntos de la 
edición oficial del mismo Código.

L a  Comisión Revisora del Proyecto de Código Civil, que, tan 
felizmente y  con tan marcado patriotismo, supo desempeñar las 
tareas encomendadas á su celo, omitió, dejarnos constancia es­
crita de sus deliberaciones, la cual habría sido preciosa para co­
nocer en muchos casos el verdadero espíritu del legislador.

Felizmente, no han incurrido en la misma omisión algunas 
de las demás comisiones revisoras de los proyectos de Códigos 
que se han convertido y  están por convertirse en leyes de la Re­
pública.

Así, por ejemplo, existen libros impresos en que se contie­
nen las actas de las comisiones revisoras de los proyectos de 
Código Penal y  de Código de Enjuiciamiento Civil.

Y  es de esperar que en lo futuro no se descuido preparar 
oportunamente, respecto de los demás códigos que se elaboren, 
un medio de interpretación de la ley, tan fácil, tan seguro y  
tan eficáz, como el que se desprende del conocimiento y  estudio 
de las actas de sus comisiones revisoras.

Prescindiendo de las fuentes ya  indicadas de interpretación 
e nuestro Código Civil, merecen aún llamar la atención á este 

propósito, las anotaciones con que don Andrés Bello acompañó 
os proyectos de 1846 y  de 1847 sobre los libros tercero y  cuarto; 
a controversia entre el mismo señor Bello y  don Miguel María 

uemes sobre varios artículos del primero de dichos proyectos; 
a enunc ación délas fuentes de algunas de las disposiciones del 

proyecto de 1853, hecha á continuación de cada uno de los 

n  ̂ Proyecto, siendo de advertir que estas fuentes
o e en en consecuencia atribuirse á las respectivas disposi­

ciones  ̂ el Código, bien que las unas y  las otras suelan á las ve- 
es comcidir; las observaciones que algunos jueces de letras hi- 

Proyecto de Código de 1853; el mensaje con que el de 
55 u presentado á la consideración del Congreso Nacional: 

A  ‘̂ ™o, las breves anotaciones hechas al Código por don 
n r s Bello hasta el artículo 76, y  que vieron por primera vez 

a luz publica en el opúsculo Don Andrés Bello y el Código Civil 
e mi distinguido amigo don Miguel Luis Amunátegui y  Reyes.
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Fuerza lógica, no escasa, tienen también para la interpretación 
de algunas disposiciones del Código los artículos en que el señor 
Bello absolvió algunas dificultades que acerca de las mismas le 
fueran propuestas después de la fecha en que empezaron á ser 
obligatorias. .

Fuente útil de consulta son, asimismo, los manuscritos en que 
se contienen los borradores del Código, hechos frecuentemente 
de puño y  letra de don Andrés Bello. Por desgracia, pocos se 
conservan, sin que se sepa absolutamente el paradero de los
demás. ^

Mas, por satisfactorio y  decisivo que sea el arbitrio de inter­
pretación derivado de la historia fidedigna del establecimiento 
de la ley, es preciso no olvidar que él constituye sólo un arbi­
trio subsidiario, del cual no es lícito echar mano cuando el caso 
de que se trata está resuelto claramente por la ley, aún cuando 
f>sta resolución sea absurda y  parezca contrariar abiertamente 
la intención ó espíritu del legislador, manifestados en la ley 
misma, ó en la historia fidedigna de su establecimiento.

A  mérito de estas mismas consideraciones, parece, por lom e- 
nos, dudosa la oportunidad con que don Andrés Bello hizo valer 
la historia fidedigna del establecimiento de la ley, derivándola 
de sus propios recuerdos, y  de los recuerdos de don José G a­
briel Ocampo, miembro que fué de la Comisión Revisora, cuando 
consultado sobre la mejor manera de interpretar el número i.® 
del artículo l6 i8  del Código, dió de él una interpretación in­
compatible con el principio de que cuando el sentido de la ley 
es claro, no se desatenderá su tenor literal, á pretesto de con­
sultar su espíritu. L a  disposición de ese número aparece en el 
Código con algún sentido, absurdo, si se quiere, pero verdadero.

Agrega don Andrés Bello que es una parte precisa de la her­
menéutica la restauración del texto legal cuando está mani­
fiestamente viciado; pero, ¿qué ley confiere á los tribunales la 
facultad de restaurar el texto de las leyes, variando la forma en 
que han sido promulgadas por el Presidente de la República, 
con audiencia del Consejo de Estado, cuando, á su juicio, esa 
forma se encuentra viciada? Y  si esa ley no existe, es el caso de 
a p lic a r  lo dispuesto en el artículo 150 de la Constitución, en 
virtud del cual "ninguna magistratura, ninguna persona, ni reu-
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Tiión de personas, puede arrogarse, ni aun á pretexto de circuns­
tancias extraordinarias, otra autoridad ó derechos que aquéllos

■ que expresamente les hayan conferido las leyes, so pena de nu- 
lidad.ii

 ̂ I-o que conviene hacer en semejantes casos, es solicitar una
disposición legislativa que autorizadamente restablezca el texto 
legal, arbitrio que de preferencia indicaba don Andrés Bello 
en el artículo de que se ha hablado.

A r t . 20

L a s  palabras d e la le y  se entenderán  en su sen tid o 
natural y  obvio , según  el uso gen era l d e  las m ism as pa- 

abras; pero cuando el leg islad or las h aya  definido e x ­

presam ente para ciertas m aterias, se les dará en éstas su 
significado legal. -

"Las palabras de la ley se entenderán en su sentido natural 
y  o vio, según el uso general de las mismas palabras.»

ntiéndese por natural lo perteneciente á la naturaleza, ó 
on orme á la calidad ó propiedad de las cosas.

Dond'^ !̂^° natural de las palabras será, pues, el que les corres-
_•  ̂ ® suyo, por lo que buenamente suenan, sin violencia de 
ninguna especie. '

encuentra ó pone delante de los ojos, y  en

neo . P^'^bras no h a d e  entenderse aquí el
generalizado, ya que ha de dis­

de  ̂ Legislador conoce el lenguaje 
la sirve, y  lo emplea correctamente. Así, por ejemplo,
so 2o\ T  tomada en el Código (artículo 647, inci-
rr>r ’ sentido ÁQ percibir, que es el que genuinamente le

^ redamar, que es el que vulgar y
ordmanamente se le atribuye.

conocer el sentido natural y  obvio de las palabras, se- 
dic ^ general de las mismas, conviene echar mano de un 

Clonarlo de la lengua; y  parece natural preferir el de la Real 
R s v i s t a  f o r r n s b . — t o m o  V IH  a
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Academ ia Española, á la cual, por tácito y  casi general asenti­
miento de todos los países en que se habla el castellano, se reco­
noce el supremo derecho de legislar, con fuerza moral obli­
gatoria, en materias de lenguaje.

Prescindiendo de la exposición de las demás razones en que 
este asentimiento se apoya, cabe observar que las resoluciones 
de la Real Academia tienen, cuando menos, el prestigio que les 
da la sabiduría de este alto cuerpo, en el que figuran muchas 
de las personas que más han descollado en el conocimiento y  
manejo de nuestra lengua.

"Pero cuando el legislador las haya definido expresamente 
para ciertas materias, se les dará en éstas su significado legal.it 

Dueño es, en efecto, el legislador de atribuir á las palabras 
la significación que quiera; lo que no obsta para que deba pro­
ceder discretamente en el ejercicio de esta facultad. Mas, desde 
el momento en que el legislador, haciendo uso de ella, defina 
ciertas palabras, no podremos, sin rebelarnos contra su au­
toridad soberana, atribuirles diverso significado, aun cuando 
las definiciones de la ley no guarden armonía con el sentido- 
natural y  obvio de las palabras, según el uso general de las 
mismas.

Así, por ejemplo, dice el inciso 2.° del artículo 36 del Código 
Civil, que se llaman hijos naturales en este Código, los que han 
obtenido el reconocimiento de su padre ó madre, ó ambos, otor­
gado por instrumento público; siendo así que ordinariamente 
se llaman hi/bs naturales los que lo son sólo por la naturaleza, 
esto es, los que han resultado de una unión sexual no sancio­
nada por la ley.

Así, también, dice el inciso 2,® del artículo 702, que se llama 
posesión regular la que procede de justo título, y  ha sido adqui­
rida de buena fe, aunque la buena f e  no subsista después de adqui­
rida la posesión-, y  que, por consiguiente, se puede ser poseedor 
regular y  poseedor de mala fe, términos que en el lenguaje na­
tural, obvio, corriente, habrían sonado como incompatibles.

Puede, empero, que el Legislador se valga de términos defi­
nidos por la ley en sentidos diversos de sus acepciones legales. 
Mas evidentemente, no será lícito atribuirles dichos sentidos^ 
sino cuando del contexto de las disposiciones de que se tra-
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te se deduzca con toda claridad que el legislador quiso atri 
huírselos.

Así, por ejemplo, cuando una ley hable de poseedores, men­
cionando entre ellos á los arrendatarios y  usufructuarios, no de­
berá entenderse que toma la palabra en su sentido legal, sino 
en su acepción ordinaria ó equivalente á tenedores.

Algo análogo cabe observar de los casos en que las leyes ca­
lifican de niños i  personas mayores de siete años,

A r t . 21

L as palabras técnicas de toda ciencia ó arte se tom a­
rán en el sentido que les den los que profesan la misma 
ciencia ó arte, á menos que aparezca claramente que se 
han tomado en un sentido diverso.

Llámanse palabras técnicas las que solo se emplean en algu-
- na ciencia ó arte.

. también palabras técnicas las que, empleándose en
cierto sentido en el lenguaje ordinario, se emplean en un sen­
tido diverso en el de alguna ciencia ó arte.

Respecto de las palabras de esta segunda especie, sólo se en- 
en ern que el legislador les atribuye su sentido técnico, cuan- 
o e o se deduzca con claridad de la naturaleza de la disposi- 

" á  f  de la doctrina legal.
nos que aparezca claramente que se han tomado en

n i  o iverso.ii "Una palabra técnica, dice don Andrés Bello, 
pue e emplearse impropiamente en una ley por falta de cono- 

imientos especiales en sus autores. ¿Sería racional tomarla en 
diferente sentido que el Legislador?,.
t¿ palabras que son propias de la jurisprudencia, ó
atr'b^f^ 1° Cuándo el legislador no las defina, deberá
atribuye^ sentido que los jurisconsultos comunmente les

A r t . 22

'E l contexto de la ley servirá para ilustrar el sentí- 
o e cada una de sus partes, de manera que haya entre 

o as e las la debida correspondencia y  armonía.
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L o s pasajes oscuros de una ley pueden ser ilustrados 
por medio de otras leyes, particularmente si versan so­
bre el mismo asunto, n

Inciso i.° L a palabra contexto significa en su sentido recto 
<'orden de composición ó tejido de ciertas obras,n y  en su senti­
dlo figurado "serie del discurso, tejido de la narración, hilo de 
la historia. M (Diccionario de la Lengua).

Fúndase esta disposición en que es natural suponer que el 
legislador haya querido ser lógico y  consecuente consigo mis­
mo en toda la trama de sus disposiciones.

S i pues del contexto de la ley se deduce claramente el pen­
samiento del legislador, y  existe una disposición ambigua ú 
oscura que, así puede interpretarse en un sentido conforme á 
dicho pensamiento, como contrario i  él, es obvio que deberá 
ser preferida la primera de estas interpretaciones.

L a disposición de este inciso no es, empero, aplicable al 
caso en que haya dos ó más disposiciones claramente contra­
dictorias, ni al caso en que una disposición clara sea incompa­
tible ó poco armonizable con el contexto de la ley.

E l legislador puede indudablemente incurrir en estos de­
fectos. .

Veremos después qué arbitrio cabe tocar cuando ocurre el 
caso de contradición en las leyes.

Si existe alguna disposición clara incompatible ó poco armo- 
jiizable con el contexto de la ley, deberá aplicársele de preferen­
cia, en razón de su especialidad, aún cuando dicho contexto 
haya de ser consiguientemente sacrificado.

Refiriéndose el Código en este inciso al contexto de la leŷ  
es  evidente que en él se trata del contexto de una ley determi­
nada, máxime cuando el inciso segundo tiene por objeto pres­
cribir que los pasajes oscuros de una ley pueden ser ilustrados 
por medio de otras leyes, particularmente si versan sobre el 
mismo asunto. '

Y  ello es lógico, supuesto que sólo en el caso de tratarse de 
una ley determinada, cabe discurrir sobre la base en que se fun­
gia la disposición de este inciso. •

Como las varias partes de una ley se entrelazan y  relacionan
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entre sí, de la misma manera que las mallas de una trama, ó los 
hilos de un tejido, y  como de aquí resulta naturalmente que la 
significación y  alcance de las unas se subordina con frecuencia 
Á la significación y  alcance de las otras, impónese la necesidad 
de estudiarlas todas para penetrarse del verdadero pensamiento 
del legislador, y  darse cuenta cabal del contexto de su doctrina.

Inciso 2.° No se refiere el Código en este inciso á los pasajes 
claros, porque ellos han de interpretarse conforme á su tenor 
literal, sin que sea lícito recurrir para interpretarlos á otra fuente 
alguna de interpretación.

No dice el Código que los pasajes oscuros de una ley deberán 
ser ilustrados, ó se ilustrarán por medio de otras leyes, á dife­
rencia de lo que dice en el Inciso precedente sobre que el con­
texto de la ley servirá para ilustrar el sentido de cada una de 
sus partes, de manera que haya entre todas ellas la debida co­
rrespondencia y  armonía. Dice solo que los referidos pasajes 
podrán ser ilustrados, etc. Y  esto se debe á que si es posible y  
probable que los redactores de las distintas leyes hayan procu­
rado armonizar entre sí las disposiciones de las mismas, cabe 
también la posibilidad de que sus pensamientos hayan sido di­
versos y  aun contradictorios.

Dice el Código "particularmente si versan sobre el mismo 
asunto,M porque, en tal caso, es más probable que en la redac­
ción de la ley ó leyes dictadas con posterioridad se hayan teni­
do presentes las disposiciones de la ley ó leyes anteriores sobre 
la misma materia.

Con mayor razón cabrá ilustrar los pasajes oscuros de una 
ley por medio de otras leyes, sí consta que la una y  las otras 
han sido redactadas poruña misma persona, porque, en tal caso  ̂
sube de punto la probabilidad de que se haya querido estable­
cer, entre sus respectivas disposiciones, la debida corresponden­
cia y  armonía. ,

A r t . 23

L o  favorable ü odioso de una disposición no se tom a­
rá en cuenta para am pliar ó restringir su interpretación. 
L a  extensión que deba darse á toda ley  se determinará.

I
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por su genuino sentido y se g d n  las reglas de interpreta­

ción precedentes. ^

H a sido regla casi constante de la jurisprudencia, que esta­
bleció el Derecho Romano, y  siguió el Español, que lo favorable 
ú odioso de una disposición debía tomarse en cuenta para 
ampliar ó restringir su interpretación.

Entendíase por favorable lo que, sin perjudicar á nadie, apro­
vechaba á uno ó más.

Y  se entendía por odioso lo que á alguno ó algunos irrogaba 
perjuicio, y  especialmente lo relativo á las disposiciones pe­
nales. •

Fundábase esta regla en que debiendo entenderse dictadas 
las leyes para el bien de los individuos que componen la comu­
nidad, parecía lógico discurrir sobre la base deque el legislador 
hubiera querido atribuir la mayor amplitud posible á las dispo­
siciones favorables, y  la menor posible á las odiosas.

Y , aun cuando según la buena doctrina, sólo cabía ampliar 
ó restringir el sentido de algún precepto legal, á virtud de la 
aplicación de este arbitrio de hermenéutica, en el caso de ha­
ber duda plausible sobre su verdadera intelijencia, nuestro Có­
digo, siguiendo en esto al de Luisiana, ha querido proscribir 
rigorosamente el empico de dicha regla, que, sin ser en manera 
alguna indispensable, se prestaba á los más graves y  frecuen­
tes abusos en la interpretación de las leyes.

L o  dispuesto en este artículo no es un obst.iculo para que, 
discurriéndose por analogía, pueda á las veces resolverse un caso 
no previsto por el legislador, con el criterio de una disposición 
relativa á un caso análogo.

Así, por ejemplo, tratándose de determinar si las donaciones 
entre vivos, que son actos jurídicos que la ley no califica de 
contratos, se rigen por las leyes vigentes á la fecha de su ejecu­
ción, ó por las vigentes á la época de su cumplimiento, puede 
sostenerse lo primero, por haber establecido la ley de 7 de oc­
tubre de i86i que en todo contrato se entiendan incorporadas 
las leyes vigentes á la época de su celebración.

Adviértase que no debe discurrirse por analogía, tomando 
por base disposiciones excepcionales, supuesto que en todo
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aquello en que deje de regir la excepción, deberá estarse i  la 
regla, y  no será lícito limitar sus efectos, á mérito de simples 
inducciones lógicas, aun cuando sea de presumir que si el legis­
lador hubiera tenido presente el caso, habría cuidado de in­
cluirlo en la excepción.

Suele también emplearse en la interpretación de las leyes el 
argumento á contrario sensu, que se contrapone al de analogía, 
y  que tiene lugar cuando, por haberse establecido una proposi­
ción respecto de una ó más personas ó cosas de una misma es­
pecie, se deduce que se ha querido implícitamente establecerla 
proposición contraria respecto de las personas ó cosas omitidas.

Debe este argumento emplearse con suma cautela.
Incide de lleno la oportunidad de aplicarlo cuando el legis­

lador restringe su disposición al caso ó casos contemplados en 
la ley, valiéndose, por ejemplo, de las expresiones sólo, sola­
viente, únicamente, ú otras semejantes, porque entonces consta 
la voluntad del legislador en el sentido de que no se aplique su 
precepto al caso ó casos no comprendidos en ella.

Incide asimismo la oportunidad de aplicarlo cuando consta 
<iue el legislador tuvo en cuenta el caso ó casos de que no se ha 

ccho mérito en la ley, porque es obvio que, deliberadamente, 
no quiso comprenderlos en su disposición.

Pero, en general, del hecho de haberse establecido una regla 
' d ^  '̂ ‘^ P̂̂ cto de uno ó más casos determinados, no es lícito 

e ucir que el legislador tuviera el ánimo de que se aplicara 
una rcg a contraria respecto del caso ó casos omitidos,

ast no es necesario decir que si existe una regla general, de- 
cr siempre estarse á lo preceptuado por ella, respecto de los 

casos no especialmente previstos por el legislador.

A r t . 24

 ̂ E n  los casos á que no pudieran aplicarse las reglas de 
interpretación precedentes, se interpretarán los pasa­
je s  oscuros ó contradictorios del modo que más confor-

parezca al espíritu general de la legislación y  á la 
equidad natural.
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L a disposición de este artículo es sólo subsidiaria, á diferen­
cia de las disposiciones de los demás artículos de este párrafo^ 
que pueden aplicarse en primer término á resolver las dificul­
tades que suscite la interpretación de las leyes.

Y  es subsidiaria, porque sólo después de establecida la impo­
sibilidad de conocer el verdadero pensamiento del legislador 
sobre el punto de que se trate, puede ser lícito derivar su pen­
samiento probable del espíritu general de la legislación y de la 
equidad natural.

Sólo se refiere el legislador en este artículo á los pasajes 
oscuros 6 contradictorios. Cabe, empero, aplicar por analogía su 
precepto á los casos no previstos por la ley; lo que está de acuer­
do con la obligación que pesa sobre los jueces de fallar los ne­
gocios que se sometan á su conocimiento, aun en defecto de le­
yes que resuelvan los casos controvertidos, so pena de consti­
tuirse culpados del delito de denegación de justicia.

Se pone el legislador en el caso de que haya en las leyes pa­
sajes contradictorios, y  de hecho los hay. Nuestro propio C ó­
digo Civil, á pesar de las eminentes cualidades de su redactor 
y  del prolijo esmero con que fué varias veces revisado, ofrece 
algunos casos de verdaderas é insalvables contradicciones.

Evidentemente errónea es, pues, ante la ley y  ante los hechos 
la aseveración de los que pretenden que el legislador no puede 
contradecirse.

Que no deba discurrirse prima facie en el concepto de que el 
legislador se ha contradicho, y  que, en consecuencia, deba tra­
tarse primeramente de desvanecer la presunta contradicción, es 
por cierto, cosa bien diversa.

Mas, cuando de hecho, é inequívocamente, la contradicción 
exista, deberá reconocérsela con franqueza, y  discurrirse sobre 
la base de su existencia, optándose por aquélla de las disposi­
ciones contradictorias que más conforme parezca con el espíri­
tu general de la legislación y  con la equidad natural.

Constituyen espíritu general de la legislación, por ejemplo, el 
que la mujer esté sometida al marido en su persona y  bienes; el 
garantir los intereses de los pupilos, mediante un sistema bien 
calculado y  prudente de precauciones legales; el dar facilida­
des á la división y  circulación de la propiedad; el que ésta no
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permanezca en dominio incierto por más de treinta años, etc.
Importa sobre manera el estudio general y  filosófico de las 

leyes para conocer en cada materia el espíritu general de la le­
gislación.

Suele también expresarse ese espíritu en algunas de las pie­
zas constitutivas de la historia fidedigna del establecimiento de 

ĉy, por ejemplo, los preámbulos ó mensajes con que suelen 
acompañarse los proyectos de leyes ó de códigos. Utilísimo es 
en este sentido el mensaje del Proyecto de Código Civil, obra 
sintética magistral, que lleva consigo toda la autoridad y  presti­
gio de don Andrés Bello, su ilustre autor.

"L a palabra equidad, dice Escriche, tiene dos acepciones en 
Jurisprudencia; pues ora signifícala moderación del rigor de las 
leyes, atendiendo más á la intención del legislador que á la 
letra de ellas, ora se toma por aquel punto de rectitud del juez, 
que, á falta de ley escrita ó consuetudinaria, consulta en sus 
decisiones las máximas del buen sentido y  de la razón, ó sea, 
de la ley natural.il

Claro es que la primera acepción no puede tener cabida en 
nueátro Derecho, ya que, según lo prescrito en el artículo 19 
del Código, cuando el sentido de la ley es claro no se desaten­
derá su tenor literal, á pretexto de consultar su espíritu. Por 
consiguiente, la palabra equidad no puede estar tomada en este 
art culo, sino en su sentido correspondiente al de ley natural, 

rincipios hay en esta ley de obvia, universal y  eterna evi- 
encía, como el que prescribe, por ejemplo, no quitar á nadie 

lo que le pertenece. i ^

Empero, como hay también principios y  reglas que sólo pa­
recen derivarse directa ó indirectamente de aquellos, no siem­
pre será tan fácil, como á primera vista pudiera parecer, el ave­
riguar cuál de las dos contrarias soluciones os la más conforiñc 
con la justicia natural.

HabU el Código copulativamente del espíritu general de la 
cgislación y  de la equidad natural. Posible es, sin embargo, que 
aya casos, en que no pueda hacerse valer el espíritu general 
c la legislación, por no haberlo constituido respecto de ellos. 

H a prescrito el legislador que en los casos a que no pudie­
ren aplicarse las reglas de interpretación de los artículos prece-
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dentes, se interpreten los pasajes oscuros ó contradictorios de 
la'manera que más conforme parezca al espíritu general de la 
legislación y  á la equidad natural, porque tratándose de suplir 
una insuficiencia, ó enmendar un yerro del legislador, es natu­
ral hacerlo sobre las bases en que éste se habria apoyado ó se 
apoyaría para hacer desaparecer la oscuridad o la contradic­
ción.

P a u l i n o  A l f o n s o  

Santiago de Chile, á 17 de Mayo de 1892.

¿ S O N  R E N U N C I A B L E S  L O S  P R E C E P T O S  D E  L A  

L E Y  D E  E N J U IC IA M IE N T O ?

Tal es el epígrafe de un artículo que publica uno de los lilti- 
mos números de la R e v l s t a  F O R E N S E  C H IL E N A .

La cuestión ahí dilucidada reviste su importancia por la fre­
cuente aplicación que nuestros Tribunales se ven obligados á 
hacer de todos aquellos preceptos que más ó menos directa­
mente se relacionan con la renunciabilidad de derechos y  trá­
mites que reglan la sustanciación de los juicios.

Sin la pretensión de abrir polémica sobre tan delicado punto 
de jurisprudencia, sentimos disentir de la ilustrada opinión á 
que arriba el artículo á que nos referimos, y  fundados en razo­
nes que consideramos también de estricto Derecho, nos permi­
timos manifestar cuál es, á nuestro juicio, la solución que nues­
tras leyes dan al caso en examen.

Tanto en las leyes de carácter sustantivo como en las de 
procedimiento, se contemplan el interés individual como el de 
la colectividad: una razón de objetivo particular relativa á las 
personas inmediatamente ligadas en el acto ó contrato sobre 
que se legisla, ó de orden y  moralidad públicos. No se da por 
el Legislador una importancia diferente á las materias que dicen 
relación con unas ú otras de aquellas dos clases de leyes. Todas 
llevan y  deben llevar el sello de la igualdad en cuanto á sus 
fines, que son unos mismos, porque la justicia es siempre una.
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L a moralidad pública, el interés individual y  el colectivo cons­
tituyen el antecedente y  fines de la ley,

¿A qué entonces establecer diferencias entre las leyes de 
procedimientos y  las que no lo son, para juzgar de los caracte­
res esenciales que á ambas constituyen?

La renunciabilidad de derechos es un principio que todas las 
legislaciones han reconocido, cualesquiera que ellos sean, limi­
tándolos sólo en aquellos casos en que un alto interés social 
aconseja restringir la libertad de las personas para disponer ya  
de lo propio como de lo ajeno. Este principio lo ha consagrado 
nuestro Código Civil en el artículo 12, disponiendo de una ma­
nera general y  absoluta: "que podrán retmnciarse los derechos 
conferidos por las leyes, con tal que sólo miren al interés indivi~ 
dual del renunciante,y que no esté prohibida su renuncia».

Ese Código, sobre ser un cuerpo de leyes fundamental en la 
organización de las relaciones civiles y  de la propiedad, ha con­
signado también prescripciones de simple procedimiento. Las 
reglas para la ordenación y  apertura de los testamentos y  
prueba de las obligaciones, por ejemplo, son de tramitación; no 
forman ó crean el derecho mismo.

Careciendo la legislación chilena de un Código de Enjuicia­
miento, están en el deber los jueces de recurrir á veces al Có- 

‘go Civil y  á algunas leyes secundarias, como fuentes Indis­
pensables que les permiten resolver una serie de cuestiones 
sometidas ásu conocimiento y  relacionadas con la tramitación
o procedimiento. •

te r^ f” ''^'^° Código, en su artículo final, inciso segundo, dióen- 
u^rza legal á las disposiciones sobre procedimiento al es­

a ecer: ^sin embargo, las leyes preexistentes sobre la prueba 
e as obligaciones, procedimientos judiciales, confección de ins- 
rumentos públicos y  deberes de los ministros de fe, solo se en- 
en erán derogadas en lo que sean contrarias á las disposiciones 

de este Código,,.

á 1^^ ” 'odo que todas las leyes sobre enjuiciamiento, vigentes 
 ̂ poca de la promulgación del Código Civil, sólo debían 

entenderse derogadas en lo que fuesen contrarias al mismo. L a  
e nulidades, juicio ejecutivo de 8 de febrero é implicancias y  

recusaciones de 8 de febrero de 1837, el Reglamento de admi-
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nistración de justicia de 1824, y  autos acordados con fuerza de 
ley, y  decretos y  disposiciones no codificadas que daban las 
reglas para el ejercicio del Derecho Penal y  Civil, en la parte en 
que abrogaban las antiguas leyes de Partida ó tenían aplicación' 
ante los Tribunales, preceptos todos, ó casi todos, de procedi­
miento, quedaban comprendidos en la enumeración de excep­
ción más arriba trascrita; con lo cual el Código reconocía implí­
citamente su carácter de ley de enjuiciamiento para determina­
das materias. >

Prevista, por ejemplo, en una de aquellas leyes la irrenuncia- 
bilidad de un trámite del juicio, y  negada ella por el Código, 
¿qué solución se daría á la contradicción de las dos leyes? In­
dudablemente se aplicaría la última, es decir el Código, que es­
tableció: "podrán renunciarse los derechos conferidos por las 
leyes, con tal que sólo miren al interés individual del renun­
ciante, y  que no esté prohibida su renuncian.

Habría necesidad de averiguar si la renuncia estaba prohibi­
da en el Código mismo ó en alguna otra disposición secundaria, 
desde que no tenemos un cuerpo codificado y  completo de L ey  
de Enjuiciamiento. Nos parece que, estando redactado el artículo 
12 en términos generales, es extensivo á toda nuestra legislación 
y  forma en ella la única doctrina aceptable, mientras no venga 
una ley general como aquella que consigne la distinción que 
una sana interpretación le niega y  que el artículo en que nos 
ocupamos parece reconocerle.

No debe olvidarse que el título preliminar del Código Civil, 
en que se contiene el artículo 12, constituye las reglas y  princi­
pios fundamentales de la jurisprudencia chilena, reglas y  prin­
cipios que revisten carácter general y  no son susceptibles de 
error en el encargado de juzgarlos. En un juicio ejecutivo, dili­
gencias de quiebra, apertura de testamento, de minas ú otros 
análogos, ¿podrán las partes renunciar á todos ó algunos de sus 
trámites?— En todos estos negocios está consultada una garan­
tía de orden público, y  se sostiene que, por esta razón, la nega­
tiva sería la solución más conforme con los principios de la 
ciencia jurídica. Igualmente, no podrían renunciarse los trámi­
tes de un proceso crimina! seguido de oficio; diligencias de ju ­
risdicción voluntaria, como facción de inventarios, tasaciones,
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remates en que haya menores interesados, etc., etc. Pero la 
«rFcnunciabilidad que nace aquí no es absoluta, pues que hay 
casos en que es permitida la renuncia, ni es lógico sostenerla 
dentro de aquellos principios, por cuanto está creada en la ley 
misma, en el texto escrito de nuestro Código. "Que no esté pro­
hibida la renuncian, dice el artículo 12; y  esta prohibición es 
expresa ó tácita, ó fluye de la propia naturaleza del acto que en 
ella se contempla.

Para la enajenación ó hipoteca de ciertos bienes, calificación 
de quiebra, sustanciación de un proceso criminal, etc, requiere 
la ley la intervención del Ministerio de Defensores Públicos, y  
no siendo esenciales los trámites, podrán renunciarse si los 
acreedores, fallido y representante fiscal consienten en ello, des­
de que cada cual es libre para disponer de lo suyo, ó tiene, si 
es funcionario público, la responsabilidad de su conducta ante 
autoridad competente.

¿Qué consideración atendible se aduciría para que un libre 
íidministrador de sus bienes, demandado en juicio de más de 
mil pesos, consintiese con su contendor en someterse á los trá­
mites de la ley de 15 de octubre de 1856; ó, al contrario, de­
mandado en juicio de menos de mil pesos, llevarlo por los trá­
mites de aquél?— ¿Por qué carecería de la facultad natural de 
alterar la tramitación en un juicio ejecutivo, restringiendo su

cfcnsa á los términos que su albedrío, ó su capricho de litigante, 
si se quiere, le sugiriese? Y  todavía, creemos que un curador ó 
representante legal, á pesar de la limitación de sus atribuciones 
administrativas, tendría perfecto derecho de hacer igual renun­
cia, pero asumiendo sí la responsabilidad que la ley prevé al 
ren ir la cuenta de su administración, por la culpa en que haya 
incurrido maliciosamente.

Es verdad que no todos los trámites del enjuiciamiento son 
rcnunciables, y  que el interés de la sociedad, consultado en la 
generalidad de ellos, fluye de su propia índole jurídica para 
prohibir la renuncia; pero el principio no es absoluto, sufre e x ­
cepciones y distinciones según cuáles sean las personas que figu­
ren ó los hechos que se hagan valer. Viene á corroborar esto 
que afirmamos la ley de nulidades, que prescribió la nulidad 
s lo en el caso de omisión de trámites que denominó esencia-
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les, y  respecto de los cuales exigió todavía hubiesen sido recla­
mados oportunamente ante el juez de la causa. Esto importa 
reconocer, en el silencio de las partes, la validez de trámites 
rulos, ó más claro, la renuncia implícita de ellos.

Sin embargo, sería de desear que materia tan importante» 
subordinada en su aplicación al criterio judicial, se consignase 
en la ley con las necesarias claridad y  precisión posibles, á fin de 
evitar toda duda y  error, definiendo el verdadero alcance de la 
renuncia de los preceptos que reglan los trámites del juicio.

P e d r o  C é s a r  L ó p e z

U N A  CU ESTIÓ N  DE JU R ISPR U D E N C IA , Ó SEA: 
examen crítico jurídico de la doctrina sentada por la Cor­
te Suprema en la aplicación del artículo 248 número i.® 
de la Ley de Organización y Atribuciones de los Tribuna­
les, en 1883 y 1885. •

H ay en la L ey  de Organización y  Atribuciones de los Tri­
bunales un precepto tan claro y  tan correctamente expresado» 
que nadie se imaginaría que su aplicación pudiera dar margen 
á controversia alguna.

Su significado y  alcance se deducen sin el menor esfuerzo de 
su propio contexto y  del espíritu del Legislador, claramente 
manifestados en todo el título de que forma parte.

Sin embargo, esa prescripción ha sido aplicada por la Corte 
Suprema en un sentido diametralmente opuesto al que se des­
prende de su letra y  espíritu, estableciendo en la materia una 
jurisprudencia irregular y  anómala que, revestida con el aparato 
de la más pura y  candorosa justicia, fascina y  arrastra al espí­
ritu desprevenido, y  podría llegar á convertirse en doctrina 
corriente, si la voz desapasionada de la verdad y  de la jus­
ticia no 'se levantara para protestar del error, restablecer los 
principios y  demostrar el sentido único verdadero y  correcto de 
la ley.

T al es el objeto de la presente publicación.
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Principiaremos por los antecedentes. '
De acuerdo el juez de letras de Rancagua con la racional in­

teligencia de la ley, entró á conocer, hasta pronunciar sentencia, 
de las siguientes causas criminales, en las cuales había anterior­
mente intervenido y  deducido acusación como promotor fiscal: 

L a seguida por don Juan de Dios Valenzuela Castillo contra 
Paulino Miranda, por tentativa de homicidio, fallada con fecha 
í 5 de julio de 1882;

L a seguida de oficio contra Francisca Cuevas y  Fidela Mo­
reno, por falso testimonio, sentenciada el 22 de agosto del 
mismo año; y

La de igual clase contra Alfredo Mamey, por choque de tre­
nes del ferrocarril, cuya sentencia fué expedida el 11 de octubre 
ael año antecitado.

Pronunció también el siguiente auto, de fecha 31 de enero de 
3i en la causa criminal que se seguía contra José Inocente 

iranda por lesiones y  que se hallaba en idéntica situación:

cargos^°*' causa á prueba por veinte días com unes con todos

curador^de turnó *̂* *̂ *̂^ ”̂   ̂ declaración de im plicancia que solicita el pro­

de x sH  número i.® del articulo 248 de la ley  de 15 de octubre 

interés personal^  ̂ *"’ P '“ “̂ ncia ser el juez parte en el pleito ó tener en él

ca u sa d  dejado el que suscribe de ser prom otor fiscal en esta

dido en la interés alguno personal, no se halla com pren-
3.” O ue  ̂ '" ’ plicancia á que se refiere la prescripción legal citada;

cancia la dp  ̂ 'ri'smo artículo establece com o causa de im pli-
en la \  abogado ó ajwderado de alguna de las partes
en la causa actualm ente sometida á su conoc.m iento;

las partes e ^ írp se T tÍc a u sÍr ’'̂  ̂ abogado ni apoderado de ninguna da

II  " ’ *'‘ "*^®stada por el que suscribe en la vista fiscal de

tlculo ICO ri  ̂ i'nplicancia en ninguno de los números del ar-
m iento ?  " i ’sma ley, en el caso de que se hubiera dado con conoci- 

" to  de lo obrado con posterioridad en la misma causa; y
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6.® Q ue ni el reo ni el señor prom otor fiscal han deducido recusación para • 
inhibir al que suscribe del conocim iento de esta causa;

Con el m érito de lo expuesto, se declara sin lugar la declaración de im ­
plicancia solicitada.»

Tocó á la Corte Suprema conocer de estas cuatro causas en 
segunda instancia por orden inverso al de las fechas expresadas, 
dictando las sentencias que aparecen insertas en la Gaceta de 
los Tribunales bajo los números 285, i2 io  y  3536 del año 1883, 
y  2697 de 1885.

Las citas que haremos en adelante de estas causas y  de las 
sentencias que en ellas recayeron, se referirán á este último 
orden, es decir, al orden en que fueron falladas por la Corte 
Suprema.

Con un fundamento común, reducido á la circunstancia de 
liaber el juez intervenido y  deducido acusación como promotor 
fiscal en la causa, y  con la cita también común de lo dispuesto 
en el artículo 248 déla  L ey de 15 de octubre de 1875, arribó el 
tribunal citado en los cuatro casos A la tácita conclusión de que 
el jue7, de letras estaba implicado y  carecía, por lo tanto, de ju ­
risdicción para conocer de esas causas, revocando, en consecuen» 
cia, el auto apelado en la primera de ellas, declarando sucesiva­
mente nulas las sentencias de primera instancia en las otras 
tres, y  condenando además al juez de letras en las costas délas 
actuaciones anuladas en la última, la seguida por don Juan 
de Dios Valenzuela Castillo contra Paulino Miranda, por tenta­
tiva de homicidio.

Decimos conclusión tácita, porque, en realidad, ella no apa­
rece expresamente consignada en ninguno de esos fallos, y  sólo 
la deducimos del fundamento y  cita legal que hemos reprodu­
cido y  de las resoluciones á que juntamente hemos hecho refe­
rencia.

Magistrados tan entendidos en la ciencia legal como los se- 
fiores Covarrubias, Prats, Cousiño, Bernales, Barceló, Lastarria 
y  Abalos, suscribieron sucesivamente con mano ligera el error 
cobijado en el fallo de aquellas cuatro causas, k excepción sólo 
del señor Covarrubias, que sancionó con su opinión disidente 
la doctrina racional sentada por el juez en la primera, y  á quien 
mencionaríamos como una protesta honrosa, si no hubiese

poWTintiA 
UNIVERSIDAD
C A T Ó L IC A  l)E 
V A L P A R A ÍS O



concurrido después con su voto ¡cosa inconcebible! á la anula­
ción de las sentencias de primera instancia en las otras tres y  á  
la condenación del pobre juez de letras en las costas de las ac­
tuaciones anuladas en la última.

II

Nace de estos antecedentes la cuestión que nos hemos pro­
puesto examinar, á saber: haber el juez intervenido y  deducido 
acusación como promotor fiscal en un proceso ¿constituye cau­
dal de implicancia ó simplemente de recusación?

Pasamos á ocuparnos do ella.
I-a L ey de Organización y  Atribuciones de los Tribunales 

<3ice en el número i.o de su art/culo 248, que es causa de impli­
cancia: ser el juez parte en el pleito ó tener en él interés perso­
nal,

Dos son, por consiguiente, las causales de implicancia esta­
rcidas en esta prescripción de la ley: la una ser el juez parte 

«n el pleito; y  tener en él interés personal, la otra.
mbas son en ciertas ocasiones inseparables; pero tienen

existencia propia é independiente la una de la otra en muchos 
casos.

A sí el duefio de la acción civil que se ventila y  el querellante 
^acusa or por delito causado en su persona ó bienes, son al 

«1 pleUo '̂' '̂^^° partes y  se hallan personalmente interesados en

Eli *
bre ‘ '̂ •̂ crvJene en una causa criminal, no á su propio nom-
cs Da t °  ejercicio de las funciones del ministerio público,
261; V juicio, según lo disponen los artículos
la Cort c  ̂  ̂ mencionada Ley, y  lo declaró implícitamente
citand  ̂ en el primero de los fallos que hemos visto,
á H de su resolución, estos dos artículos,

' aei 248 de la misma Ley.

rés consiguiente, parte; pero ¿qué inte-
^Personal tiene en el asunto? Ninguno’.

■está^reducM^/^" artículos 267 y  294 de la antedicha Ley, 
^er oítln prestar su dictamen en los negocios en que debe

. provocar la acción de la justicia y  defender los intere- 
*«VISTAF0RRNSK.-T0M0 V„, '   ̂ '
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ses que la ley le encomienda, todo con entera indcpcndencla, 
en la forma que sus convicciones le dicten y  estableciendo las 
conclusiones que crea arregladas á la ley, en lo cual no hay ab­
solutamente nada que comprometa sus intereses ó afecte en al­
gún sentido su persona.

Por la inversa, el vendedor que, citado en un juicio de evic- 
ción de la cosa vendida, no comparece á defenderla, y  el ofen­
dido por un hecho criminal que renuncia á la acción que la ley 
le concede para el castigo del delincuente, no son partes en las 
respectivas causas, y  sin embargo, tienen en ellas un interés 
personal indiscutible. •

’ Esta distinción fué establecida por el juez letrado de Ranca- 
gua en su auto de 31 de enero de 1883, y  aceptada por la Cor­
te Suprema, que dejó subsistente dicho auto en cuanto rechaza 
la implicancia por causa de interés personal, no revocándolo 
sino en lo contrario al tenor de su propia resolución, en la cual 
tomó en consideración únicamente la circunstancia de haber el 
juez intervenido y  deducido acusación como promotor fiscal 
es decir, como parte en el asunto.

En consecuencia, de las dos causales de implicancia estable­
cidas por la prescripción legal de nuestra referencia, queda eli­
minada la del interés personal, que la misma Corte Suprema 
reconoce no lo tuvo bajo ningún aspecto el juez letrado en la 
cuestión. ,

Pero la L ey  de Organización y  Atribuciones de los Tribu­
nales, no sólo determinó con precisión y  claridad en su artículo 
248, los hechos llamados á constituir causales de implicancia: 
tomó también en especial consideración la época ó tiempo de 
su existencia con relación al momento de la cuestión.

E l uso correcto de la lengua distingue á este respecto dos 
tiempos elementales y  bien definidos, el presente y  el pasado 6 
pretérito, y  un tercero, el ante-presente, que participa en cierto 
modo de la naturaleza de ambos, porque la acción ó aconteci­
miento anterior á que se refiere continúa hasta el momento en 
que se habla ó se halla en inmediata relación con lo que se está 
verificando en ese momento. .

Esta distinción, perfectamente racional y  filosófica, ha sido . 
comprobada con notables y  numerosos ejemplos por el ínmor-'

pONTrnciA 
UNIVERSIDAD
CATÓLICA i)F 
VALPARAÍSO



tal autor de la Gramática Castellana, don Andrés Bello, como 
puede verse en el tomo 4 ° de sus O b r a s  C o m p le t a s ,  número 
291, p.-igina 197, ,

L a forma verbal del presente empleada por el referido 
artículo en el número 1°, conduce con una lógica grama­
tical incontrastable á la condición única de que los hechos ahí 
calificados de implicancia se verifiquen en el momento mismo 

la litis, y  á la conclusión no menos ineludible de que no se 
da tal carácter á las circunstancias que, verificadas en un tiem­
po anterior, no existen ya en el momento citado.

De la misma manera, la forma compuesta de que se hizo 
numero 4.0, al considerar como causa de implicancia 

e echo de haber sido el juez abogado ó apoderado de alguna 
e as partes en la causa, manifiesta con igual evidencia que 
 ̂ egislador quiso referirse en este segundo caso á hechos 

tió̂ *̂̂ °̂ ’ s'n excluir los existentes al tiempo de la cues-

La calidad, pues, de abogado ó apoderado de alguna de las 
par es, constituye causal de implicancia, sea que se haya veri­
le a  o en un tiempo anterior mus ó menos remoto, ó en el mo- ' 

en o picsente, inseparado de otro momento anterior: mas no 

00̂ ^̂ *̂̂  ̂  ̂ parte ó de tener interés personal en el pleito,
el iue*̂  ^ “̂ ‘■'■'endo un caso como el del promotor fiscal, en que 
alguno  ̂ pero ha dejado de serlo y  no tiene interés
Hirlr. » en la cuestión, ese caso no se halla compren­
dido en el precepto de la ley.
cho seductor es, á la verdad, aquel principio de Dere-
en una puede ser al mismo tiempo juez y  parte
en una ccnuenda jurídica c„alq„¡„a.
ma bases fundamentales de todo siste-
d a rh m  de justicia, y  por nuestra parte no trepi-
lación á f-T  virtualmente incorporado en la legis-
Cnrfí»  ̂ P'^ccepto expreso, como lo ha hecho la
“ no se  ̂ en Francia, bajo la bellísima forma de que
la lev derogar, sino por una disposición expresa de
una n* P*’’ ‘̂ eipios de eterna justicia que no permiten que 

mismo tiempo juezyacusador.it (D a llo z,
■ t o r i o  d e  LEGISLACION, pííblico, número 74-)
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Pero fijémonos en la condición esencial del principio enun­

ciado.
No es lo mismo ser á un tiempo juez y  acusador que serlo 

sucesivamente y  con intervalos más ó menos largos de tiempo.
Lo que la razón rechaza como contrario á los principios de 

eterna justicia, es la simultaneidad ó coexistencia de esas dos 
condiciones, mas no la verificación de ellas en tiempos y  cir­
cunstancias diversas.

Dar al aforismo más alcance que el que verdaderamente 
tiene, aplicarlo á otros casos que el que conduce á evitar que 
el litigante se haga justicia por sí mismo, sería abalanzarse al 
campo de la arbitrariedad, y  mucho peor aun si establecido 
expresamente en el Código respectivo como en nuestro caso, 
se le aplica á circunstancias que el Legislador no quiso, con 
espíritu deliberado, comprender en sus preceptos.

N u e s t r a  L ey de Organización Judicial no ha hecho, por lo 
demás, distinción entre parte demandante y  parte demandada, 
parte acusadora y  parte acusada; por lo que esa calidad estará 
en todo caso comprendida en el precepto del número i.° del 
artículo 248, y  no en otro alguno, pero siempre con la condi­
ción limitativa ahí mismo requerida de existir en el momento 
de la cuestión.

. III

Tasemos al otro aspecto de la tesis jurídica que nos hemos 

propuesto desarrollar.
L a demostración anterior bastaría para nuestro objeto, redu­

cido á poner de manifiesto el error de la doctrina sentada por 
la Corte Suprema, si no fuese que el estudio completo de la 
cuestión exige que sigamos al Legislador en la calificación de 
los hechos, á fin de que se comprenda que las disposiciones dic­
tadas en la materia obedecen á un sistema ú orden de ideas de­
terminado y  no admiten por lo mismo otra interpretación.

Sabido es que, siguiendo la L ey Orgánica las huellas de 
nuestra antigua legislación, dividió las causales de inhibición de 
los jueces en implicancias y  recusaciones, las cuales son idénti­
cas en sus efectos, y sólo difieren en que las primeras pueden y  
deben ser declaradas de oficio por el mismo juez, al paso que
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las segundas no pueden serlo sino á instancia del interesado y  
por un tribunal distinto.

Tócanos, pues, examinar si los hechos, objeto de la dificultad, 
constituyen causal de recusación.

Hemos visto ya que el artículo 248 de la mencionada L ey  
no hace distinción, en su número i.°, entre la calidad de simple 
parte en el pleito y  la de parte acusadora ó de quien hubiere 
deducido acusación.

Hízola, empero, la Corte Suprema en el considerando común 
de sus cuatro fallos, y  si bien ella no conduce á la conclusión 
de la implicancia á que el Tribunal arribó, tiene una importan­
cia práctica y  concluyente en lo relativo á la recusación. , 

En efecto, el artículo 250 de la antedicha Ley, al hacer la 
enumeración de las causales de esta especie, no menciona en 
ninguno de sus incisos el simple hecho de haber el juez inter­
venido como promotor fiscal ó como parte en la causa, por lo 
que no puede ese hecho ser considerado como causal de recu­
sación. ,

Tampoco hace mórito de la circunstancia de haber el juez 
deducido acusación en el carácter expresado ó en otro cual­
quiera; pero ella se halla naturalmente comprendida en el pre­
cepto del numero 10, como vamos á demostrarlo.

Dice ese número que es causa de recusación: haber el juez ma­
ní estado de cualquier modo su dictamen sobre la cuestión pen- 

lente, siempre que lo hubiere hecho con conocimiento de ella. 
. ^sta causal de recusación no está circunscrita al
juez que, indebidamente y contraviniendo la prohibición que le 
impone el artículo 153 de la misma L ey Orgánica, hubiere ma­
ní estado su manera de pensar en la cuestión: refiérese al que 

e atalqiiier modo lo hubiere hecho, comprendiendo con tan claras 
pa abras, no sólo aquel caso, sino también, y  muy particular­
mente, el de que el juez hubiere manifestado su opinión en el 
ejercicio legítimo de las funciones de un cargo distinto, como el 

e promotor fiscal, ó el mismo de juez en una sentencia anterior 
que ubiere sido declarada nula por el'tribunal correspondiente, 

len el de juez de primera instancia, si por su promoción á la  
magistratura superior ó por otra circunstancia accidental, fuese 

amado á conocer de la misma causa en segunda instancia.
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Que la opinión manifestada lo haya sido en el desempeño de 
las funciones del ministerio público ó en el de la magistratura 
judicial, no importa diferencia alguna en la materia; puesto que 
ambos funcionarlos proceden en el cumplimiento de los inelu­
dibles deberes de sus respectivos cargos y por el solo interés de 
la Ley, estando á ambos igualmente prohibido tener interés per­
sonal de ningún género en el juicio, circunstancia que implica­
ría al juez, según se ha visto, á virtud de lo dispuesto en el ar­
tículo 248, número 1.® de la L ey Orgánica, y  que caería, con 
relación á los oficiales del Ministerio Público, en la prohibición 
especial que les impone el artículo 286 de la misma Ley.

Guardémonos de caer sobre este punto en la preocupación 
vulgar ó rutina jurídica bajo cuyo imperio no se concibe la 
idea de acusación sin los atributos del odio, del interés exaltado 
6 del espíritu de venganza, que son de ordinario los móviles de 
los que persiguen los daños causados en su persona ó bienes, y  
que la ley ha tratado con igual cuidado de eliminar tanto en el 
magistrado judicial como en el que tiene á su cargo la repre­
sentación del Ministerio Público.

Am bos funcionarios se encuentran, pues, en igual situación, 
sin más diferencia que la que nace del rol especial asignado por 
nuestras leyes de enjuiciamiento á cada uno de ellos, pero que 
lejos de favorecer al juez, nótese bien, está de parte del promo­
tor fiscal, á saber: que este último emite su dictamen ó vista 
fiscal con sólo el mérito del sumario, que puede muy bien ser 
desvirtuado más adelante, mientras que el juez, cuando dicta 
su sentencia, lo hace con el conocimiento cabal de la cuestión 
que debe necesariamente suministrarle el proceso después de 
las probanzas y  conclusiones de las partes.

Esta diversa situación en que puede encontrarse el que ma­
nifiesta su manera de pensar acerca de un negocio determinado, 
ha sido prevista por el precepto legal de que nos ocupamos, en 
el cual se dispone que el dictamen á que nos referimos no sea 
considerado como causal de recusación sino cuando se le hu­
biere emitido con conocimiento de la cuestión.

Según lo expuesto, la simple intervención anterior del juez 
en un proceso en el carácter de promotor fiscal, no autoriza la 
implicancia ni la recusación; pero si dedujo además acusación,
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3a opinión de esta manera manifestada constituye causal de 
recusación y  no de implicancia.

IV

Tales son las claras y  terminantes prescripciones de la L ey  en 
Ja materia de nuestro estudio.

¿Se ajustan ellas á los principios d éla  ciencia jurídica? ¿Ser/a 
preferible que en su lugar adoptase la L ey la doctrina de la Corte 
Suprema?

Vamos á ocuparnos por separado de esta nueva faz de la 
cuestión.

Los progresos alcanzados por otras naciones en materias le­
a le s  tienden á confundir todas las causas de inhibición de los 
jueces bajo el nombre común de recusación y  con el carácter 
prohibitivo de nuestras implicancias.

As( está dispuesto en los Códigos de procedimiento civil de
rancia y  Bélgica, artículos 378 y  380, iguales en uno y  otro;

^  W  de Enjuiciamiento Civil de España de 3 de febrero de 
í I, artículos 189 y  190, y  la de Enjuiciamiento Criminal del 
mismo país de 14 de septiembre de 1882, artículos 54 y  59; en 
iun' Procedimiento Civil del reino de Italia de 2$ de
nal'd '̂'̂ ‘̂^ulos 116 y  119, y  el de Procedimiento Pe-
y  747  ̂ reino, de 26 de noviembre de 1865, artículos 746
la R e ' el Código de Procedimientos Criminales de
fne artículos 75 y  77, y  el de Procedimien-
368 y  ^ 4  ^ comercial de la misma nación, artículos

me^añt T i  '^S'slación de Alemania encontramos algo se- 
tre im r   ̂ pues parece hacerse en ella distinción en-
mina ^ recusaciones, dándose á las primeras la deno­
que  ̂ ‘ Împedimentos ó incapacidades de Derecho para
can f pueda ejercer sus funciones, entre las cuales se colo- 
circun causales de inhibición que se basan en hechos ó '
hacpr  ̂ ®®P' ĉificadas, y  autorizando á las partes para
les V a ‘̂■'̂ ■trio de la recusación por esas mismas causa- 
d í m l . .  "íl. presunción legítima: Código de Proce-

o Civil de 3 de enero de 1877, artículos 41 y  42, y  d e
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Procedimiento Criminal de l " de junio del mismo ano, artícu­

los 22, 23 y  24.
L a mayor parte de esos Códigos comprenden expresamente- 

entre las causales obligadas de inhibición, el hecho de haber el 
juez intervenido en el proceso como fiscal: artículos respecti­
vamente 189 número 4 “ y  54 número4 °  de las leyes de Proce­
dimientos Judiciales de España citadas; 116  número 9 °  y  746 
de los Códigos de Procedimiento Civil y  Penal también citados 
del reino de Italia;’22, número 4,", y  75, número 4.“, de los Códi­
gos de Procedimiento Criminal asimismo citados de Alem ania 

y  de la República Argentina.
Pero estas prescripciones se hallan en armonía con el alto 

grado de perfeccionamiento á que ha llegado la organización 
judicial de las naciones europeas, cuya población, más ilustrada 
y  compacta, no ofrece los inconvenientes de la nuestra para que 
las diversas funciones de enjuiciamiento sean encomendadas^ 
según su clase, á magistrados también diversos, para que no se 
confundan entre sí los deberes y  atribuciones de estos funcio­
narios, y  para que pueda cada uno de ellos inhibirse y  ser reem­
plazado sin dificultades y  dilaciones de peor clase aun que las 
que con el arbitrio de la inhibición se trata de evitar.

Las investigaciones y  demás diligencias del sumario se prac­
tican ahí por jueces especiales de instrucción, que forman parte 
de la policía judicial y  son independientes de los tribunales lia- 

mados á conocer de la causa.
E l Código de Procedimiento Criminal de Alemania pasa más 

adelante aún, pues prohibe al juez de instrucción tomar parte en 
el juicio de los negocios que hubiese instruido, inciso 2.® del 
artículo 23 anteriormente citado; y  la Corte de Casación sentd 
en Francia igual principio en el año 1827, (Dalloz, cita anterior.)

Los representantes del Ministerio Público forman también 
parte ahí de la policía judicial, ó la dirigen y  vigilan; tienen la 
iniciativa del procedimiento criminal desde el momento mismo 
en que se verifica un hecho punible; ayudan y  asisten al juez de 
instrucción en las diligencias y  resoluciones principales del pro­
cedimiento; y  no sólo emiten su dictamen razonado á la expira­
ción del sumario, sino que intervienen por fin y  deducen las 
conclusiones de su juicio verbalmentc en la audiencia pública
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con que termina la tramitación de la causa ante el tribunal en­
cargado de su conocimiento.

L a administración de la justicia criminal se ejerce así por 
oíagistrados que ninguna participación han tenido en la prepa­
ración de los elementos de la acusación, y  el Ministerio Públi­
co toma, desde el momento mismo de la perpetración de 
un hecho criminal, el carácter de parte interesada principal y  
directa en el castigo del delincuente.

En Chile, como en las demás naciones hispano-americanas, 
no ha sido posible hasta hoy implantar el régimen judicial in­
dicado por los progresos de la ciencia, y  es digno de sensible 
observación, entre nosotros, que el juez llamado á conocer de la 
causa sea el mismo que instruye el sumario, acumula y  hace al 
reo los cargos dirigidos á convencerlo de su criminalidad, la  
que le coloca, respecto del acusado, en mucho peor condición 
que a del promotor fiscal, cuyo rol en el juicio está reducido á 
emitir su dictamen con arreglo al mérito de los antecedentes 
Pr^arados por el juez sin participación alguna suya.

sta misma situación especial de nuestro país fué segura- 
ente o que indujo á los autores de la L ey de Organización y  

le Tribunales á restringir en general las causa-
 ̂ recusación; y  fué una consecuencia na-t U r s I  d i *  • j y l U C  Ul l c l  « ^ U ll d ^ C u L . l l C iC i  l i d *

la sim *] adoptado el que no se diese carácter alguno á
rácter d*̂  '"tervención anterior del juez en el proceso en el ca­
sólo en  ̂ fiscal, como igualmente el que se colocase 
cnn  ̂ ®^Sunda categoría el caso de la opinión manifestada

deber̂ ía'̂ '̂̂ ^̂ *'̂  ̂ Pensamos que* esta ültima circunstancia
las  ̂ de todo, del carácter prohibitivo de

1 . porque, á la verdad, no se concibe cómo pue-
jjarfnc ^^onservar el papel de magistrado imparcial ante las
de la ¿stas que su resolución está decidida en pró
siem contra de la otra: semejante obligación será

arazosa, y  no debe serle impuesta por la ley en 
«>ngun caso. - ,

pr^^^ cuanto á la simple intervención anterior del juez en el 
de ”̂ *̂ 0 promotor fiscal, creemos que en el estado actual 

ucstra organización y  de nuestro sistema de procedímlcn*

P O N TI FI CI A  
tj-jT  U N I V E R S I D A D

CATÓLICA DE 

VALPARAÍSO



tos judiciales, no tiene importancia práctica alguna, y  que la 
inhibición, si tal carácter se le atribuyese, no haría sinó 
aumentar los entorpecimientos con que aún tropieza en Chile 
la administración de justicia y  los recursos dilatorios de los li­
tigantes de mala fe.

V

Volviendo á la tesis principal de nuestro estudio, la demos­
tración de la racional inteligencia de la L ey en el caso que con­
templamos, sentimos verdaderamente no ver confirmada sino 
en parte la sana doctrina establecida por el eminente juriscon­
sulto y esclarecido magistrado don Manuel E. Ballesteros, en 
su notable obra sobre la L ey de Organización y  Atribuciones 
de los Tribunales.

Véase cómo se expresa al dar cuenta de la jurisprudencia de 
los tribunales en lo concerniente al artículo 248 de la mencio­
nada ley, casos V I  y  V II  tomo 2.°, página 330:

«VI. Un promotor fiscal fuó llamado al desempeño dcl juzgado y  siguió 
conociendo de algunas causas en que habla intervenido en aquel carácter. 
L a  Corte Suprema al tomar conocim iento del negocio, dictó el auto si­
guiente:

«Vistos: habiendo interpuesto acusación en esta causa como prom otor 
fiscal la misma persona que después ha entrado á conocer de ellíi y  la ha 

fallado; visto lo dispuesto en el articulo 248 de Ki L e y  de 13 de octubre do 
1875, se suspenden los efectos de la sentencia apelada y  todo lo obrado por 
dicho juez, y  vuelvan los autos al juez de letras no implicado para que dé 
cum plim iento á lo resuelto por este tribunal.» (Gaceta de 1883, sentencias 
m o  y  3536; de 1885, sentencia 2697.)

V II. L a  Corte de la Serena estableció, sin em bargo, un precedente contra­
rio, declarando que debía integrar el tribunal un abogado que había sido 
fiscal en la causa criminal que se trataba de fallar, y  que, por ese m otivo 
se excusaba de conocer. Y  lo m is curioso es que, habiéndose producido em ­
pate en esta cuestión, se llamó otro abogado para dirim irlo, y  con el vo to  
de éste se declaró que el primero no podía votar en la indicación prim itiva 
para que se le inhibiese de entrar al acuerdo, resolviéndose al fin por dos 
votos contra uno, que el prim er integrante dobla conocer en la caus.-u En 
esta última votación no tomaron parte ninguno de los dos abogados. (Caerla  
de 1886, sentencia 1719.)

Obsérvase á la simple vista que el autor no tuvo conocimien­
to del auto del juez letrado de Rancagua de 31 de enero de 1883,
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tii de su revocación por la Corte Suprema, ni del voto disiden­
te del señor Covarrubias, que aceptó en todas sus partes dicho 
auto y sus fundamentos.

Así se desprende, ya de las citas de comprobación de la ju ­
risprudencia del tribunal citado, reducidas á los tres últimos de 
los cuatro fallos de que hemos hecho mérito al principio, ya de 
la natural consideración de que, si hubiese tenido el autor ese 
conocimiento, habría presentado la cuestión bajo su doble as­
pecto, dando á conocer á la vez las consideraciones legales y  
filosóficas en que el juez apoyaba su competencia, y  habría 
tenido que manifestar las razones que le decidiesen á optar 
por el uno ó el otro de los dos términos opuestos de la con­
troversia.

Llama en seguida la atención que, en vez de manifestar de 
€sta manera su opinión, como habría sido en todo caso preferi­
ble, se haya limitado á exponer la doctrina del Tribunal Su­
premo como una de aquellas verdades inconcusas que no nece­
sitan demostración ni admiten réplica, y  á considerar como cu­
rioso el precedente contrario establecido por la Corte de A pe­
laciones de La Serena, declarando que debía formar parte del 
Tribunal un abogado que había intervenido como fiscal en la 
causa.

Semejante apreciación, no expresada por el autor con plena 
franqueza, se deduce de la comparación que hace á renglón 
seguido, estimando como lo viás curioso el que se eliminase de 
tomar parte en el acuerdo al abogado de cuya implicancia se 
trataba, sin recordar seguramente que tal es el proceder estable­
cido al efecto por el artículo 257 de la L ey Orgánica, el cual 
prescribe que: de la implicancia de jueces que sirven en tribu­
nales colegiados conocerá el tribunal mismo, con exclusión del 
•Miembro ó miembros de cuya implicancia se trata.

Sea como fuere, lo que aparece en todo caso de manifiesto es 
^ue, ó no se preocupó el autor de los principios fundamentales 

la cuestión, ó se dejó inconcientemente arrastrar, como tan­
tos otros, de la fascinación que en el ánimo distraído suele pro- 

ucir el error, cuando se le presenta ataviado con el ropaje de 
a verdad; y esta deducción se corrobora en vista de la acertada 

so ución á que arriba sobre la misma cuestión, pero con maduro

P O N TI FI CI A  
tj-jT  \ U N I V E R S I D A D

C A T Ó L IC A  DE 

V A L P A R A ÍS O



estudio, en el caso idéntico de haber el juez emitido su dictameir 
en una sentencia nula.

En efecto, consecuente la Corte Suprema con el error que 
venimos combatiendo, ha dispuesto siempre, al declarar nula 
una sentencia, que se devuelvan los autos al juez no implicado,, 
en el supuesto de quedar inhibido por el ministerio de la ley el 
que pronunció aquella sentencia; y  esta misma práctica ha sido 
uniformemente observada por las Cortes de Apelaciones de 
Tacna, Santiago y  Concepción.

Las Cortes de Apelaciones de La Serena y  de Talca devuel­
ven, por el contrario, los autos al juez que pronunció la sentencia 
nula, por considerar que la opinión manifestada por aquel fun­
cionario en dicha sentencia constituye causal de recusación y  
no de implicancia.

Pues bien, después de referir el sefíor Ballesteros estos y otros 
casos de la variada jurisprudencia délos Tribunales, demuestra 
con vigorosa elocuencia en la página 353, tomo 2° de su obra 
citada, que las disposiciones de las leyes de implicancias y  re­
cusaciones y  de nulidades, de 2 de febrero y  i.° de marzo de 
1837, sobre la materia, fueron derogadas por la de Organiza­
ción y  Atribuciones de los Tribunales en los pasajes de que nos 
hemos ocupado; y  en el supuesto inexacto de que sólo la Corte 
de Apelaciones de La Serena observa el procedimiento contra­
rio, arriba á la conclusión de ser este Tribunal quien se halla 
dentro de la ley y  de la lógica.

Esta misma opinión sostuvo en un luminoso voto disidente, 
como miembro de la Corte Suprema, en el caso de que da cuenta 
la Gaceta de los Tribunales 1888, tom o 2.°, número 3185.

Estamos perfectamente de acuerdo en esta parte con el ju ­
risconsulto y  el magistrado, salvo la ligera rectificación que le 
hacemos en lo relativo al procedimiento observado por la Corte 
de Apelaciones de Talca, que es el mismo de La Serena, según 
se comprueba con las sentencias números 3075, 3125,3323 y  
3444 del año y  tomo de la Gaceta de los Tribunales á que se 
acaba de hacer referencia, que bastan para el efecto, sin que 
sea necesario registrar las casos de igual naturaleza ocurridos 
en los años siguientes.

Pero no atinamos á descubrir la razón de la diferencia entre
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este caso y  el anterior, hallándose ambos funcionarlos en idén­
tica situación, ó siendo mejor aún la del promotor fiscal, como 
ío hemos demostrado más arriba.

* V I

Establecida la racional inteligencia de la ley y  sus fundamen­
tos, es tiempo ya de que entremos á la apreciación de los funda- 
nientos de la doctrina contraria sentada por la Corte Suprema.

La ley de 12 de setiembre de 1851 prescribe en su artículo 
3-® que toda sentencia definitiva ó interlocutoria y  las revocato­
rias de otro tribunal ó juzgado, contengan, aparte de la decisión 
<Jcl asunto controvertido, los hechos y  las disposiciones legales, 
€n defecto de éstas, la costumbre que tenga fuerza de ley, y á 
falta de una y  otra, las razones de equidad natural que sirvan 
de fundamento á la sentencia: y  el artículo 95 de la de 15 de 
octubre de 1875 impone además á los tribunales colegiados la 
obligación de expresar nominalmente en las mismas sentencias 
aquellos de sus miembros que hubieren concurrido con su voto 

 ̂ formarlas, y  los que hubieren sostenido opinión contraria, los 
<̂ uales deberán exponer y  fundar su voto particular en el libro 
de acuerdos.

¿Cumplió la Corte Suprema con estas prescripciones legales 
las cuatro sentencias que dan testimonio de aquella doctrina? 
Nunca se lamentará lo bastante que el primer tribunal del 

país, aquel a quien la Constitución Política del Estado ha con­
fiado la superintendencia directiva, correccional y  económica 
sobre todos los tribunales y  juzgados de la nación, y  que es por 
ô tanto el llamado á dar el ejemplo del más respetuoso acata- 

*^'cnto de la ley, sea el primero en olvidar sus preceptos; pero 
lo cierto que así ha sucedido en el presente caso.
Si sólo hubiéramos de atenernos á la forma ó aparato exter- 

^0, por decirlo así, de las sentencias, las cuatro á que nos refe- 
■■'íTios serían irreprochables; pues todas ellas contienen la deci- 
' n del asunto juntamente con un considerando y  la cita de 

prescripción legal, por lo menos, destinados á servir de fun- 
«anjento de esa decisión.

™as penetrando un poco más en el fondo de las cosas, verc-
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mos luego que tales fundamentos no son sino un atavio enga­
ñoso, dentro del cual cabe el pro y  el contra de la cuestión y  
que puede conducir con igual lógica á la decisión del asunto en 
el uno y  en el otro sentido, al paso que brillan por su ausencia 
los fundamentos de la verdadera y única controversia jurídica 
resuelta.

En toda contienda judicial se distinguen las cuestiones de 
hecho de las de Derecho, y  esta distinción no procede de que en 
aquéllas se trate únicamente de hechos y  sólo del Derecho en 
éstas, sino del punto sobre que versa la diferencia, que serán 
los hechos cuando las partes estuvieren de acuerdo acerca de 
las prescripciones legales que los rigen, y  el Derecho si el desa­
cuerdo estuviere en aquéllos.

En las contiendas de la primera clase, la verdadera y  única 
resolución de la sentencia consiste en el establecimiento de los 
hechos con arreglo al mérito de las probanzas rendidas; porque, 
si bien hay siempre una ley ó principio jurídico que decide en 
tal ó cual sentido el asunto, las partes están de acuerdo en la 
inteligencia y  alcance de esa ley ó principio, y  el magistrado 
al aplicar la una ó el otro, no resuelve controversia alguna: los 
fundamentos del fallo nacen de la apreciación de la prueba y  
de las leyes á que ésta se halla sometida.

En las cuestiones de la segunda clase, por el contrario, la mi­
sión del magistrado se reduce á decidir si los hechos caen bajo 
el imperio de las prescripciones legales respectivamente invoca­
das por las partes, ó á optar entre la diversa inteligencia que se 
atribuye por cada una de éstas á una misma ley ó precepto de 
ella: los fundamentosde la sentencia no están entóneos en lapres- 
cripción legal que .se aplica, sino en las razones de justicia ó 
equidad natural á virtud de las cuales considera el magistrado 
que es esa prescripción legal la que domina ó tal la inte­
ligencia ó sentido que debe atribuírsela, con preferencia á la 
prescripción legal ó inteligencia diversa sostenida por la otra 
parte.

En nuestro caso, la cuestión era de puro Derecho. Constaba 
de autos y  nadie había puesto en duda que el juez letrado, 
autor de la sentencia, había intervenido y  deducido acusación 
en la causa como promotor fiscal, pero que había cesado en el
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ejercicio de ese cargo por su promoción á la magistratura judi­
cial y  no tenía interés alguno personal en el negocio.

Tratábase únicamente de resolver si esos hechos se hallan ó 
no comprendidos en alguna de las causales de implicancia se­
ñaladas en el artículo 248 de la L ey Orgánica, pues por lo que 
respecta á la recusación, no estaba en tela de juicio, ni podía 
ser resuelta en esa situación jurídica del proceso, por no haber­
la deducido ninguna de las partes y  haber establecido la ley 
para su sustanciación y  fallo trámites y  tribunales especiales.

Tampoco era materia de controversia la declaración de la 
nulidad de lo obrado por el juez de letras, pues nadie había 
puesto ni podía poner en duda esa nulidad en el caso de haber 
^ugar á la implicancia.

La dificultad única sometida á la decisión judicial versaba, 
pues, sobre la inteligencia de la prescripción legal citada, y los 
términos opuestos de la controversia partían de esa misma 
prescripción, si bien entendida de diversa manera.

Aplicóla el juez en el sentido favorable á su competencia, y  
<ístableció los fundamentos de esa resolución en las considera­
ciones racionales y  filosóficas de su auto de 31 de enero de 1883.

La Corte Suprema optó á su vez por la implicancia á que 
conduce la inteligencia contraria, pero sin expresar los motivos 

fundamentos de esta elección, que fué la verdadera decisión 
asunto controvertido.

Limitóse á establecer, como fundamentos aparentes del fallo  ̂
os hechos, acerca de los cuales no había duda ni controversia 
p ningún género, y  el precepto del artículo 248 de la L ey Orgá- 

” 'ca, que si bien daba á conocer el sentido del fallo, no explica-
en manera alguna los móviles ó fundamentos de la reso­

lución.

ex' '•'1 mismos fundamentos y  sin otra variante que la 
chóT  ̂ relativo á los he-

de letras de Rancagua, siguiendo el mismo 
pro  ̂ conclusión contraria, esto es, á la de su
' ĉr d'oŝ *̂̂ ° 31 de enero de 1883, y  habría sido curiosísimo 
las cu 1̂ concebidas en términos idénticos y  una de

cnibargo, á la otra.
 ̂ orto Suprema dijo: "habiendo intervenido y  deducido
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acusación como promotor fiscal en la presente causa la misma 
persona que ha entrado á conocer de ella y  la ha fallado: visto 
lo dispuesto en el artículo 248 de la L ey de 15 de octubre de 
1875, se revoca el auto apelado y  se declara al mencionado juez 
inhibido para conocer en el presente juicion.

Y  el juez de letras de Rancagua pudo decir: "considerando 
que, si bien el que suscribe intervino y  dedujo acusación como 
promotor fiscal en la presente causa, ha cesado en el ejercicio 
de ese cargo y  no tiene en el día otro carácter que el de juez; 
visto lo dispuesto en el artículo 248 de la Ley de 1$ de octubre 
de 1875, se declara sin lugar la implicancia deducidan.

Prueba evidente de que dentro de esc aparato cabe, como ya 
lo hemos insinuado, el pro y  el contra de la cuestión; de que él 
conduce con igual lógica á la resolución del asunto tanto en el 
uno como en el otro sentido; y  de que semejante arbitrio no 
cumple con el precepto legal de expresar en la sentencia los 
fundamentos jurídicos de la decisión del asunto controvertido.

Entrando á rastrear esos fundamentos en el campo de las 
probabilidades, parece indudable que fué un supersticioso te­
mor lo que se apoderó sucesivamente del ánimo distraído de 
tantos magistrados, ante la consideración de aquel principio ó 
axioma de Derecho á que antes nos hemos referido y  que cre­
yeron seguramente olvidado por el juez inferior, de que nadie 
puede ser al mismo tiempo juez y parte ó acusador en una con­
tienda jurídica cualquiera: tal es al menos la idea disimulada­
mente envuelta en el giro dado á la expresión de los hechos en 
el considerando.

Pero como se ha demostrado también en su lugar, la ley 
tomó en consideración ese axioma en el número i.° del artícu­
lo 248, y  con madura deliberación estableció que la condición 
de parte en el pleito sea acusadora o nó, para constituir causal 
de implicancia, debe necesariamente existir en el momento de 
la cuestión, lo que no se verificaba en nuestro caso, pues se 
trataba de un juez que había sido parte, pero había dejado de . 
serlo, y  no lo era ya cuando entró á conocer y  dictar sentencia 
en los juicios respectivos. .

Formulada esta consideración por ese magistrado en su auto 
de 31 de enero de 1883, quedó establecido que aquel principio
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no era aplicable á los hechos materiales del juzgamiento, y  la 
Corte Suprema no pudo aducirlo de una manera franca como 
fundamento del fallo sin ponerse en abierta pugna con el claro 
y expreso precepto de la ley.

Foresto fué seguramente que no lo.hizo; pero el artificio em­
picado ha correspondido mejor á la preocupación de los espíri­
tus, porque apartado de la vista el error, ha producido el efecto 

seducir y  arrastrar, ya que no de convencer,
Acaso dominó también al Tribunal el pensamiento de una 

racional y  equitativa interpretación de la ley, pretendiendo de­
ducir de la intención ó espíritu dcl Legislador el principio ó 
a> îoma de Derecho que le preocupaba y  que no veía consigna-

0 en ella; procedimiento no menos inaceptable, porque como 
^ites lo hemos asimismo demostrado, el artículo 248 de la L ey 

'■ganica consignó en su número i ° aquel principio dentro 
® sus límites racionales, en términos claros, que no se pres- 

á semejante interpretación, y  según el artículo 19, inciso 
Código Civil, cuando el precepto de la ley es claro, no

se desatenderá su tenor literal á pretexto de consultar su es­
píritu.

Mas probable parece aún que, creyendo el Tribunal haber 
°cio  el descubrimiento de un defecto en la ley, se propusiese 

lo aplicación de ésta, olvidándose de que, como
‘Ce el señor Ballesteros en el pasaje anteriormente citado 

los*d° P^íí'ria 353), sólo el Legislador es llamado a corregir 
electos de la ley, teniendo que limitarse los tribuuales á 

tal como está concebida, lo que se halla á la vez en 
precepto dcl artículo 23 dcl mismo Código, que 

ción * cuenta lo favorable ú odioso de una disposi-
^_Para ampliar ó restringir su interpretación.

^ento^ pues, á que nos referimos no tiene funda-
causa f  racional, debemos convenir en que no fué otra la 
tcria  ̂  ̂ l̂>soluto silencio guardado por el Tribunal en la ma- 

formula adoptada tuvo por único objeto disi- 
ó encubrir esa imposibilidad.

pugnar*  ̂ Preferible habría sido aceptar, ya que no era dado im- 

Tribu^  ̂  ̂ procedimientos del juez letrado, y  que
hubiese colocado á la altura de su mi- 

‘^̂ VlSUrOKE.NSE.-TOMOVIU .
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alón constitucional dando el ejemplo del respeto y no de la in* 
fracción de la ley!

V II

Réstanos examinar la última de las consecuencias á que se 
arribó, una vez precipitado el Tribunal Supremo en el camino 
de la arbitrariedad.

Hemos visto que en el último de los cuatro casos contempla­
dos se condenó al juez de letras en las costas por haber fallado 
nulamente.

Pocos días después aparecía ese fallo publicado en el número 
950Í de E l Ferrocarril, con el aditamento de que el juez con­
denado en las costas era el de Rancagua, circunstancia que no 
aparecía en la sentencia.

Abogados y  funcionarios públicos de nota, arrastrados incon­
cientemente por el aparato artístico del sofisma, han manifes­
tado con aire compasivo su extrañeza al considerar que un ma­
gistrado de esa categoría, que hoy desempeña un puesto superior 
en la jerarquía judicial, hubiese desconocido en tanto grado las 
funciones y  deberes de su ministerio hasta el punto de dar fun­
damento para la anulación de un número considerable de sus 
sentencias y  para una reprobación de parte del Tribunal Su­
premo de que rara vez se habrá visto ejemplo en los anales ju ­
diciales.

Se ha manifestado ya por qué extraña casualidad el autor de 
los A n t e c e d e n t e s ,  C o n c o r d a n c i a  y  A p l i c a c i ó n  p r á c t i c a  

DE LA L e v  d e  O r g a n i z a c i ó n  y  A t r i i í u c i o n e s  d e  l o s  T r i ­
b u n a l e s  d ióá luz .sólo esa reprobación con la prestigiosa san­
ción del mismo autor y  sin la vindicación única hasta esc mo­
mento del juez, escrita en los fundamentos de su auto de 31 de 
enero de 1883 y  en el voto disidente dcl .señor Covarrubias, del 
cual aparecía que la legalidad de sus procedimientos estaba en 
la conciencia de uno de los magistrados mismos que suscribie­
ron su condenación.

Consta, por fin, de los autos respectivos, archivados en la se­
cretaría de uno de los juzgados de letras de Caupolicán, y de 
recibo, que el juez letrado de Rancagua pagó al mandatario de 
don Juan de Dios Valenzuela Castillo la suma deciento no-
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venta pesos cuarenta y cuatro centavos, á que ascendió el im* 
porte de las costas procesales y  personales de las actuaciones 
anuladas. •

No es de poco valor, por cierto, semejante exacción para 
quien vive de la escasa renta de su empleo; pero la importan­
cia de ella desaparece ante la consideración de su prestigio pro­
fesional abatido con el sello de la ineptitud impreso para siem­
pre en su título de magistrado judicial y  de abogado.

La represión, por fin, no pudo ser más severa, ni más vasto el 
desarrollo de sus naturales consecuencias. ^

Y  todo ¿por qué? '
Prescindamos por un momento de la circunstancia de haber 

sido el juez letrado y no la Corte Suprema quien ajustara sus 
procedimientos á la más estricta legalidad.

Supongam os que aquel se equivocó en la  inteligen cia de la 
W  al aplicarla.

¿Daba esto mérito para semejante castigo?
El artículo 13 de la ley de i.® de marzo de 1837 autoriza al 

tribunal respectivo para que, juntamente con declarar la nulidad 
de una sentencia, aperciba y  condene al autor de ella en las 
costas de los trámites anulados ó en la multa que el mismo tri-
. unal estimare justa, y  aún para suspenderlo y  someterlo á 
juicio,

Pero jamás se ha hecho un uso arbitrario de tales atribucio­
nes, las que se ha creído siempre que debían reservarse para 
aquellos casos en que la omisión de los trámites sustanciales 
. P'‘ocedimicnto no pudiese atribuirse sino á una ignorancia 
in^cusable ó á una mala fe punible.

del nulidad ocurren diariamente en todos los Tribunalcs
c país, y  en ninguno de ellos se ha considerado de justicia im­

poner pena al juez inferior tan sólo por la desacertada aplica- 
‘ g. ^  de procedimiento.

ref por otra parte, que la condenación á que nos
sas^d'^r^ lugar únicamente en la última de las cuatro cau- 
conv° P®r eso pudo fundarse en la necesidad ó

reprimir la persistencia del juez de letras en 
Princl°^^"”  ̂ condenada, pues como lo hemos hecho ver al 

cipio, esas cuatro sentencias fueron consideradas en segunda
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instancia por orden inverso al de sus fechas respectivas, princi­
piando por la última, de suerte, pues, que cuando por la revoca­
ción del auto de 31 de enero de 1883 vino á tener conocimiento 
el juez letrado déla doctrina dcl Tribunal Superior, estaban ya 
sentenciadas por aquél y pendían del conocimiento de éste las

otras tres causas.
Concluyamos, pues, y respondamos con la ruda franqueza de 

la verdad. ¿Por qué tan severa represión contra aquel magis­
trado?— Por el delito de no haber adivinado que la Corte Supre­
ma había de desconocer su legítima competencia y  de no ha­
berse anticipado á este tribunal en la infracción de la ley.

Pero no es esto solo.
El terreno de las infracciones legales es frágil y  movedizo.
Se ha visto con qué facilidad se pasó en nuestro caso de una 

doctrina absurda, pero inofensiva, á la más odiosa de las in­
justicias. ■

De la injusticia á la arbitrariedad apenas si hay un paso; y  
si esta llega á convertirse en sistema ¡ay de la pronta y  cumpli­
da administración de justicia tan recomendada por la Consti­
tución Política del Estado en su artículo 105!

Tendríamos en .su lugar la desorganización que las injusti­
cias acaban de ordinario por producir en todo cuerpo social. '

Antes de acudir á ella, el hombre honrado abandonaría más 
bien sus derechos; y  el magistrado íntegro correría presuroso á 
renunciar un puesto por cuyo legítimo ejercicio la iniquidad 
podía sepultarlo en el calabozo de los criminales ordinarios.

Los jueces, los jurisconsultos, los escritores, todos, en suma, 
los que cultivamos la noble ciencia de las leyes, debemos aunar 
nuestros esfuerzos para conjurar tamaño peligro, proclamando 
la verdad y  condenando el error donde quiera que se alberguen, 
pero con detenido estudio y  sin dejarnos de improviso arrastrar 
de las seductoras formas dcl sofisma.

SÓTÉRO GUNDIAN

Talca, abril IP  de zSgr.
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UNA OBSERVACIÓN SO BR E LA  PRO PIEDAD 
M IN ERA

La naturaleza, pródiga siempre para con el hombre, le pre­
senta por do quiera medios de trabajo, que contribuyen al ade­
lanto de su cultura, así intelectual como moral.

Una de las principales fuentes de progreso, son los minerales 
que permanecen ocultos en los abismos de nuestro planeta. Las 
minas, origen de grandes fortunas y  de atrevidas y esforzadas 
empresas, como fueron las que emprendieron los españoles en 
la época del descubrimiento y  conquista de América, son cono­
cidas desde la más remota antigüedad. No obstante de que esta 
fuente de riqueza data desde épocas tan antiguas, ha sido un 
tanto desatendida en doctrinas legislativas. En Roma, sólo se 
disponía que el dueño de la superficie era dueño de las riquezas 
n^inerales que se ocultaban en los terrenos sujetos á su dominio.

En España, sólo en la segunda mitad del siglo X I V  se dic­
taron las primeras leyes sobre minas, y  fué Carlos III el que en 
*789, 1790 y  1792 expidió varias reales cédulas á favor de las 
tninas de carbón: en resumen, por ellas concedía la propiedad 
de las minas al dueño de la superficie, y  sólo por excepción á 
este privilegio, se concedía á los terceros la facultad de explo­
tarlas. Respecto de Chile, la Ordenanza de Nueva España pro- 
íi^ulgada en 1783, dió cincuenta y  seis declaraciones sobre minas 
cuando todavía nuestro país estaba bajo el yugo de la domina­
ción española. Y  sólo fué en 1874 cuando vino á tener un Có­
digo sobre la materia, cuya falta era una necesidad que ya  se 

acia sentir en nuestra legislación. El expresado Código basó 
a propiedad minera en el trabajo de las minas; sistema era este 
e suma utilidad para el progreso y  riqueza nacional, puesto 

que el Estado está interesado, tanto en el adelanto de las in- 
^^trias como en su propagación, y  como se daba á la propie- 
a minera la base del trabajo, precisamente ninguna mina 

que aba sin explotarse: por este medio se contribuía al perfec­
cionamiento de la industria minera.
r r es dueño de todas las riquezas minerales enume-

as en el inciso 1.® del artículo 2.° de nuestro actual Código
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de Minería; pero como no le es dado explotarlas, y  como tam­
poco es lógico que las industrias que están al alcance de las fa­
cultades del hombre y  cuyo adelanto es el de la nación misma, 
permanezcan inertes, concede la propiedad minera á los parti­
culares que la solicitan, pero mediante ciertas condiciones.

El Código del 74 concedía á los particulares la facultad de 
explotar las minas con la sola condición de trabajarlas por cierto 
tiempo, y  su omisión daba lugar á la pérdida de la pertenencia 
minera. Este sistema cumplía con el doble principio de utilidad 
y  progreso, puesto que los dueños de minas que poseían alguna 
fortuna y  pretendían dejarlas sin trabajo por un período más 6 
menos largo, no podían hacerlo porque se exponían á perder 
sus derechos. No hay duda que si pretendían dejar la mina sin 
explotar era porque no esperaban el producto de este trabajo 
para atender á su sustento y  al de su familia, como acontece á 
los mineros que sólo viven del trabajo de sus minas.

Entre los inventores y  propagadores de las industrias, así 
como de las ciencias y  artes, hay algunos que disfrutan de gran­
des capitales para dar mayor impulso á sus respectivos inven­
tos ó descubrimientos, al paso que otros sólo esperan el pro­
ducto de sus primeros ensayos y  de sus primeros esfuerzos 
intelectuales y  materiales para colocarlas en un grado más ele­
vado y  también para aliviarse un tanto en la lucha por la vida.

Ahora bien, podemos observar que en el Código del 74 el 
minero tenía como base de su propiedad el sistema de trabajo, 
mientras que según nuestro actual Código, que reformó el an­
terior, se basa la propiedad minera en el sistema de la patente, 
según lo dispuesto en el artículo 13, que concede la propiedad 
perpetua de las minas á los particulares, con la condición de 
pagar anualmente la contribución de diez pesos las minas me­
talíferas y  de cinco las no metalíferas por cada hectárea de 
extensión superficial que comprenda (artículo 130), salvo los 
privilegios establecidos en el artículo 132. De tal modo que, 
según el sistema de trabajo, el minero debía forzosamente tra­
bajar su mina para conservar su propiedad; lo que contribuía 
tanto al adelanto de la riqueza nacional cuanto al fomento de 
esta clase de industria; puesto que faltando á la condición que 
le imponía el Estado al hacerle la concesión minera, ó sea, al
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transferirle el derecho de propiedad de la mina, perdía este de­
recho por faltar al cumplimiento de la condicion, ó sea, según 
los términos de la ley: cumulo hubiera sido declarada en despue­
ble la pettenencia minera.

Según el sistema de la patente, sólo se pierde el derecho de 
propiedad por falta de pago de la contribución fijada por la ley. 
De tal modo que aunque la mina no se trabaje, su propie­
tario no pierde sus derechos corriendo el peligro de que su 
mina sea declarada en despueble.

Cuando nuestro actual Código de Minería vino á reformar 
el antiguo en esta parte, no todos los propietarios de minas se 
encontraron conformes con estas nuevas disposiciones. Y  como 
entre los seres humanos, duda la condición social y  pecuniaria 
en que están colocados, hay siempre diversidad de opiniones, 
resultó que unos aplaudieron y  otros reprobaron la reforma.

Entre los que aprobaron esta reforma, se contaba á los mine* 
ros que disponían de grandes capitales, y  tal vez con justa razón, 
puesto que probablemente ellos no esperaban el producto de 
su industria para atender á las necesidades de la vida; y  si esta­
ban poco empeñados en el trabajo de la mina, según el nuevo 
sistema pueden conservar su propiedad por un período mas ó 
menos largo, siempre que paguen la contribución, aunque no 
trabajen su mina.

Entre los que reprobaron la reforma, se contaba á los mine­
ros más escasos de recursos, y  como el trabajo de las minas ne- 
«̂ esita, además de grandes esfuerzos intelectuales, ingentes 
capitales y orden en el trabajo, á las personas que se dedican 
sólo á esta industria sin contar con otros recursos que el pro­
ducto de sus primeros trabajos para darle por un lado mayor 
jmpulso y  por el otro atender á su propia subsistencia, se les 

. 'O ‘in tanto costoso el pago de la contribución y  mucho más 
S'. poseyendo una mina que al través de los años y de los es* 
uerzos de trabajo llegaría á prometerles un pequeño porvenir 

y  cuya propiedad no querían perder, se véían obligados A cum- 
 ̂ últimas disposiciones del artículo 134.

‘ o hay duda que, aunque la contribución de patente es redu- 
a, para un minero escaso de capitales suele ser pesado su 

P^go, al paso que para uno que puede disponer de alguna for-
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tuna, su pago es insignificante, y, por consiguiente, no ofrece 
dificultad.

Á  pesar de todo, nuestro actual Código de Minería es ley de 
la República y  como tal estamos sometidos á sus prescripcio­
nes, aunque en la materia que hemos expuesto no haya sido fa­
vorable á todas las personas á quienes afecta. .

M a t i l d e  T i i r o u p  S ,  ( i ) .
'  Aboj'Ado de los T ribunales de C bilo

Santiago, i j  de mayo de jSgz.

S O B R E  D U E L O

I

Sí fuéramos á escribir reflexiones filosóficas ó morales sobre 
el duelo, no satisfaríamos nuestro objeto; daríamos á este ar­
tículo más extensión que debe tener y  acaso nos viéramos en 
la necesidad de repetir lo mismo que muchas veces sobre el 
mismo asunto se ha dicho.

Nuestro propósito es más modesto, y  este trabajo lleva un fin 
más práctico.

Con verdadero pesar se habrá notado que desde hace algún 
tiempo existe cierta marcada inclinación para hacer revivir en 
Chile las añejas costumbres caballerescas que tanto furor hicie­
ron en España durante los siglos pasados. Con frecuencia apa­
recen en la escena pública andantes caballeros que pretenden 
vengar ruidosamente injurias privadas ó desfacer imaginarios 
entuertos.

Se retan á duelo tremendo y  descomunal; los padrinos des­
plegan verdadero lujo de precauciones, levantan actas minucio­
sas y  eligen para que el encuentro se verifique alguna pintoresca 
quinta de los alrededores. En las primeras horas de la mañana

( 1) Utilizam os esta oportunidad p.ira enviar nucstr.is sinceras congr.itu- 
lacioni>s al prim er abogado del sexo femenino recibido en C liilc— Ñola 
del D ,
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. los contendientes se disparan sendos balazos que pasan á veinte 
ó treinta metros de distancia del destinatario respectivo. El 
duelo termina y  el honor ultrajado queda limpio de manchas.

El cirujano asistente registra á los duelistas con esmerada 
escrupulosidad, y  no pequeño trabajo le cuesta convencerlos de 
que ninguno ha quedado herido; venga entonces efusivo apre­
tón de manos que los reconcilie para siempre y les haga olvidar 
el mayúsculo reciente susto.

Vueltos á la ciudad, buscan á todos los amigos y  conocidos 
para contarles las peripecias del combate, la destreza y  valor en 

nianifestados, la cobardía y  falta de ánimo que en el contra­
rio se notaron. Pocas horas más tarde la prensa da cuenta deta­
llada del duelo, el nombre de sus actores, asistentes y  padrinos; 
el público lee la noticia con desdeñosa indiferencia y al día si­
guiente bien pocos recuerdan la quijotesca aventura.

Entretanto, la acción de la autoridad es completamente des­
conocida; las leyes que con el asunto se relacionan y  que por 
ella deben ser estrictamente aplicadas, yacen en triste y  lamen­
table olvido.

I*or eso es que ahora nos proponemos tratar la materia bajo 
'in aspecto legal, y  al hacerlo no creemos supérfluo dar á cono­
cer la historia del delito que en la criminalidad figura con el 
nombre de duelo.

*
*  ♦

Los tratadistas lo colocan entre los crímenes y  delitos que 
pueden cometerse contra la autoridad de los poderes constitui­

os y  lo definen como “un combate regular y  voluntario entre 
^os personas, ejecutado con armas que pueden causar la muerte 

 ̂ otra lesión corporal, con testigos ó sin ellos, y  precediendo 
«•eto ó desafío.,, •

I-o dividen en tres clases: decretorio, propugnatorio y  satis- 
ac crio. Decretorio es aquél en que los duelistas toman las ar- 

^̂ as con la condición de no dejar el combate hasta que muera 

nad^o  ̂ cuando concurren al sitio desig-
á n i m o o b j e t o  de conservar su honor y no con 
ren^° ^^atar á su adversario; satisfactorio, cuando se quiere 

arar ó vengar con̂ , las armas la injuria recibida, hallándose
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empero el provocador dispuesto á desistir del desafío siempre 
que su adversario se allanare á darle alguna explicación.

Los teólogos, por su parte, más minuciosos que aquéllos, cla­
sifican el duelo en seis especies distintas, que distinguen con 
los nombres de manifestativo de la verdad, ostentativo de fuer­
za, evitativo de ignominia, terminativo de controversia, evitati- 
vo de guerra y  defensivo del honor. ,

Divídese también en solemne y simple 6 privado  ̂ según las 
condiciones y  circunstancias en que se verifica.

Según tradición comunmente aceptada, el duelo trae su ori­
gen de la Escandinavia, de donde pasó á Alemania y  de ahí á 
Francia y  España. Algunos, sin embargo, sostienen que mu­
cho antes de la invasión de los pueblos del norte en la penín­
sula ibérica existía allí y  no pocas veces se le confiaba la deci­
sión de importantes y  acaloradas controversias.

En apoyo de esta afirmación, citan hasta el testimonio auto­
rizado de Tito Livio.

Como quiera que sea, todos están de acuerdo en que la pa­
tria de Pelayo y  del Cid ha sido la que con más entusiasmo 
adoptó estos combates singulares y  la que produjo más famo­
sos lidiadores, á todos los cuales pusiera á raya más tarde el 
invicto hidalgo manchego.

Destruida la monarquía goda por la irrupción de los árabes 
después de la batalla de Guadalete, se introdujeron en ella los 
usos y  las costumbres caballerescas de la Edad Media, con sus 
torneos, sus justas y desafíos de honor; prevaleció el duelo, que 
casi se hacía necesario por el estado de bárbaro desorden en 
que se hallaba entonces la sociedad. Un noble no podía depen­
der sino de Dios y de su espada, ya se tratase de vengar sus 
injurias, ya de reivindicar sus derechos.

D e esta manera el duelo era considerado como un medio de 
prueba, á falta ó con preferencia á cualquiera otra, y  como un 
recurso que adoptaban los caballeros desavenidos ó agravia­
dos para poner fin á sus discordias ó .satisfacer sus justas que- 
rella.s.

Entrelos desafíos por injurias, son famosos los del Cid Cam­
peador con don Gómez, que pusiera las manos sobre su anciano 
padre, y  con los infantes de Carrión, para vengar la honra ul­
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trajada de sus hijas; entre los que se verificaban por razón de 
prueba, la historia recuerda de preferencia el que tuvo lugar á 
orillas del Pisucrga para decidir cuál era preferible entre las 
dos liturgias, si la mozárabe, que era la de San Isidoro, 6 la ro* 
mana, que pugnaba por sustituirse á la primera.

No pudiendo los monarcas españoles proscribir el duelo, 
porque se hallaba profundamente arraigado en las costumbres 
de sus súbditos, procuraron atenuar sus efectos, evitando la 
crueldad y  furor con que se verificaba. Según esta nueva legis­
lación, promulgada por las Cortes de N ájeraé incorporada más 
tarde en las Partidas, los retos y  desafíos debían sujetarse á 
prolijos formularios; en ella se especificaba la manera de llevar- 
Jos i  efecto y las formalidades de que debían ir precedidos, el 
lugar en que debieran realizarse, las causas que podían produ­
cirlos y  las penas en que incurría el vencido.

Los Reyes Católicos no se manifestaron dispuestos á tolerar 
estos vestigios de la antigua barbarie; creyéndose bastante po- 

erosos después de la unificación de todos sus Estados, quisie­
ron atacar de frente el desorden, y  por ley promulgada en To- 

el año 1480 (ley i.a, título 20, libro 12 de la Novísima 
ecopilación) proscribieron absolutamente el duelo en todos 

sus dominios é impusieron severísimas penas á los contravento- 
•"es. Posteriormente, por real decreto de 29 de agosto de 1678 
se cometió á la jurisdicción ordinaria la obligación de perseguir 
y  castigar á los duelistas, derogándose en estas causas todo fue- 

especial, por antiguo y  privilegiado que fuese, 
len poco se consiguió, sin embargo; el mal tenía raíces pro­
as que era dif/cil aniquilar. Fueron menester leyes más 

severas aún y  en 27 de enero de 1716 se promulgó la pragmá- 
pC  ̂ terrible é inquisitorial de Felipe V , renovada después por 

® mayo de 1757 (ley 2, título 20, libro 12 
 ̂ Novísima R ecopilación).

que^^^”  ®sta ley, el desafío era un delito
cond̂ ^̂ '̂ n'̂  ̂ infamia; si el duelo tenía efecto, sus autores eran 
bien muerte y  á confiscación de todos sus

juicio que contra ellos se siguiera las probanzas 
do 00*̂ 11̂ * ®g'adas como en el crimen de lesa majestad, pudien- 

enarse por testimonios singulares y  aun por simples
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conjeturas; la prescripción, tanto de la pena como de la acción 
penal, no era admisible tampoco en este delito. A  esta misma 
sanción quedaban sujetos también los que se desafiaban seña­
lando lugar fuera del reino para llevar á efecto el combate.

Tales son las disposiciones legales que sobre esta materia ri­
gieron en todas las colonias hispano-americanas, en las cuales 
eran tan fielmente observadas como en la madre patria. En 
Chile estuvieron vigentes hasta el l.° de marzo de 1875, fecha 
en que comenzó á regir el Código Penal.

Veamos ahora lo que en las legislaciones modernas existe 
sobre duelos y  desafíos.

El Código Penal de España dedica á este delito sus artículos 
349 !Í 357 inclusive. En ellos se impone á la autoridad la obli­
gación de evitar los duelos y  de impedir que ¿stos se verifiquen; 
la muerte ocasionada en ellos es penada con prisión mayor 
debiendo tomarse en consideración las circunstancias atenuan­
tes ó agravantes; el que denostare públicamente á otro por no 
haber aceptado un duelo será castigado como reo de injuria 
grave; el que incitare á su provocación y  los padrinos que lo 
presenciaren serán considerados como autores ó cómplices, se­
gún las circunstancias; las penas se aumentan cuando el com­
bate tiene lugar sin la presencia de padrinos, cuando en él se 
obra por interés ó se falta á las condiciones estipuladas.

El Código Penal austriaco.en sus artículos 140 á 146 inclusi­
ve, define el duelo y  señala los que de él deben reputarse auto­
res; si se verifica, aunque no tenga consecuencia alguna, aqué­
llos son penados con prisión de uno á cinco años; si resultare 
cualquiera lesión ó herida, la prisión será de cinco á diez años; 
si la muerte de uno de los duelistas, de diez á veinte, y  el ca­
dáver debe ser enterrado fuera del cementerio común; en todo 
caso el provocador lleva más pena que el provocado; á los inci­
tadores, asistentes ó segundos puede aplicarse de uno á cinco 
años de prisión, según las circunstancias que en favor ó en con­
tra de ellos obraren.

El Código italiano se ocupa de lo mismo en la sección V II,
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capítulo I, título X  dcl libro II, que comprende los artículos 
588 á S9S- — Define el delito y  señala la pena con que debe cas- 
tigárscle. L a muerte ocasionada en él lleva cárcel que no baje 

un año; las heridas, de seis meses á dos años según su grave- 
fiad; si dcl duelo no resulta lesión alguna, la cárcel puede al­
canzar hasta un mes, y en todo caso conmutarse en confina- 
■̂’ento; las penas anteriores llevarán siempre consigo la multa, 
^ue puede alcanzar hasta mil liras; al provocador no se aplicará 
en nmgún caso el mínimun; los padrinos son considerados como 
c mpliccs en el solo caso que ellos instigaren el duelo; los due- 
os cometidos fuera del reino, pero concertados en él, caen del 

^>smo modo bajo la sanción de la ley penal; la fuerza pública 
Halla en el deber de evitar los desafíos, pidiendo á loS com­

a lentes en nombre dcl rey que depongan las armas.
* Código criminal de Bélgica trata la materia en sus artícu- 

423 á 433, que forman el capítulo III, títu lo V III  del li­
dia á provocación es castigada con prisión de quince 
doŝ  nieses y  multa de cien á quinientos francos, háden­

se otro tanto con los que difamaren ó injuriaren á otro por 
algún desafío; el que por una injuria cualquiera hu- 
lugar á la provocación tiene prisión de uno á seis 

año  ̂  ̂ de cien á mil francos; la muerte, de uno á cinco 
hedd' '̂  ̂ con multa de dos mil á diez mil francos, y  las 

meses á un afio con multa de trescientos á mil 
tores*̂ '̂ *̂ °̂  ‘̂■ancos. Si dcl duelo no resulta mal alguno, sus au- 
terior °̂*  ̂^^^ '̂gados con prisión y  multas más ligeras que las an- 
plicer*** testigos é incitadores son considerados como cóm- 
cl respectivamente; á los reincidentcs se asigna 

m xiiTium y  aun el doble de la pena señalada á los que por
pernera vez cometen el delito.
•̂■imen legislación de Luis X IV , era el duelo un

gobern  ̂ "majestad, por cuanto envolvía una pretensión á 
ot>stant^T y olvido de las leyes soberanas. No
cación 6   ̂ moderna consiste en no castigar la provo-
cualaii" consecuencias, como si se tratara de

En IiT^  ̂ asesinato vulgar.
duclo^ ^ '̂í*'ra,así como en los demás pueblos de raza sajona, 

casi desconocido; la actual generación considera una
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monstruosidad incomprensible que dos hombres marchen al 
campo con el propósito de matarse ó herirse mutuamente.

Casi todas las legislaciones americanas consagran también al 
duelo algunos artículos y  la penalidad es en ellas relativamente 
benigna; pero esto se explica por el hecho de que los desafíos 
son bien raros y en algunos países desconocidos.

Vengamos, entretanto, á nuestra patria, donde por desgracia 
son más frecuentes.

El párrafo 4.° del título 8,°, libro II del Código Penal, que 
encierra los artículos 404 á 409 inclusive, tiene por encabeza­
miento Del duelo.

Dice el artículo 404:
"L a provocación á duelo será castigada con reclusión menor 

en su grado mínimo." (61 á 540 dias.)
Art. 405. "En igual pena incurrirá el que denostare ó públi­

camente desacreditare á otro por haber rehusado un duelo."
Los artículos 406 y  407 prescriben que el que matare en 

duelo á su adversario sufrirá la pena de reclusión mayor en su 
grado mínimo (de cinco artos y  un día á diez afíos); si le causa­
re alguna lesión, la pena será reclusión menor en cualquiera de 
sus grados (de 61 días á cinco años) según la gravedad, pudiendo 
en ciertos casos ser alternativa de multa de quinientos á mil 
pesos; el que incitare á otro á provocar ó aceptar un duelo, será 
castigado con las penas anteriores si llega á verificarse.

Los padrinos de un desafío que se lleve á efecto incurrirán en 
la pena de reclusión menor en su grado mínimo; pero si ellos 
lo hubieren concertado á muerte ó con ventaja conocida de al­
guno de los combatientes, la pena será reclusión menor en su 
grado máximo (de tres años y  un día á cinco aííos), artículo 408.

Según el artículo 409, se impondrán las penas generales para 
los ca.sos de homicidio y lesiones; i.®, si el duelo se hubiere veri­
ficado sin la asistencia de padrinos; 2.“, cuando se provocare ó 
diere causa á un desafío proponiéndose un interós pecuniario ó 
un objeto inmoral; 3.“, al combatiente que faltare á las condi­
ciones esenciales concertadas por los padrinos,

»
* •

Lo expuesto nos manifiesta, pues, que en Chile, como casi en
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todos los países civilizados, el duelo constituye un delito previs­
to y castigado por la legislación penal; y  no sólo se impone 
una sanción al delito consumado, sino también á la simple pro­
vocación.

Ahora bien, es un principio de jurisprudencia univcrsalmen- 
te aceptado que las infracciones voluntarias de la ley, salvo es­
casas determinadas excepciones, deben ser perseguidas de oficio 
por los jueces respectivos, en su carácter de representantes de 
esa misma ley que se vulnera y de la sociedad á quien se ofen­
de. A  ellos está confiada la misión de protejer los intereses so­
ciales pesquisando 'los delitos que se cometan, no sólo cuando 
ías personas inmediatamente interesadas los exciten á proceder, 
Sino aun en el caso en que no haya requerimiento ó demanda 
íJe los que como ofendidos pudieran ejercitar la acción corres­
pondiente.

No obstante, ignoramos que entre nosotros jamás se haya 
procedido criminalmente contra algún duelista; el Código Pe- 

yace á este respecto en completo lamentable olvido, cuyas 
causas no alcanzamos á explicarnos; mucho más cuando sus in- 
•■actores son en la generalidad de los casos personas que ocu­

pan alguna posición social más ó menos elevada y que, por lo 
u o, se hallan en el deber de dar ejemplo de sumisión y obe- 

‘ ‘̂^«cia á las leyes.
Comprenderíamos y tal vez en algunos casos aceptaríamos el

o llamado decreíorio, es decir, aquél en que uno de los con- 
homb*̂ ^̂  necesariamente perecer.— Se concibe que un

m re á quien se haya inferido una ofensa irreparable en su 
ad ó en su honor y que se encuentra agobiado por el pe- 

rccurs*̂ '̂ desgracia voluntariamente ocasionada, tome el
su d h vengar esa injuria con la vida del autor de
guirló  ̂ perder la propia si no hubiera de conse-

nosot*̂ *̂  aceptaremos jamás el duelo quijotesco que entre 
fíos actualmente está de moda. Aquí vemos ruidosos desa- 
nocer  ̂ pocta noble é inspirado alguien quiso desco- 
porquc" galana inspiración y su hidalga nobleza;
fiierand̂ *̂ ! diario, al dar cuenta de un concierto ó enu-

°  as beldades que en un bazar había, olvidó mencionar
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especialmente á la señorita tal ó cual que gallardo mancebo 
cortejaba; porque á un amartelado tenorio, que es sorprendido 
en amorosa cita á horas avanzadas de la noche, se aplica mere­
cida y  saludable paliza, y  por análogas razones tan poderosas 
y  convincentes como éstas.

Todos estos duelos y caballerescas aventuras se llevan á cabo 
con petulante publicidad; que el bombo agrada sobremanera y  
aun enorgullece á los hijosdalgo de nuestra tierra. Los diarios 
publican sus nombres en hermosos caracteres, no olvidando 
tampoco *á los padrinos y  las causales que dieran origen al sin­
gular combate.

Acaso alguien nos diga: si el duelo es un delito y una farsa 
grosera, ¿cómo es que se batieron en Francia nada menos que 
el primer ministro Floquet y  el general Boulanger, por motivos 
tan fútiles como los que entre nosotros generalmente los provo­
can? A  lo que contestamos con Larra que desgraciadamente la 
diferencia que existe entre los necios y  los hombres de talen­
to suele ser sólo que los primeros dicen necedades y  los segun­
dos las hacen.

Para concluir, tenemos, pues, que cuando algún duelo se ve­
rifica en este país, todo el mundo conoce y  comenta la sobera­
na ridiculez; únicamente pasa desapercibida y  permanece igno­
rada para los funcionarios judiciales que en cumplimiento de 
su obligación debieran ser los primeros en conocerla.

Las leyes se dictan para ser fielmente cumplidas, y  por duras 
que parezcan jamás será lícito relegarlas al olvido.

Si es verdad que la pena pocas veces consigue extinguir el 
crimen, porque éste subsistirá mientras haya hombres con pa­
siones y  sentimientos diversos, también es cierto que un correc­
tivo serio y  oportunamente aplicado disminuye el vicio y  rinde 
culto austero á la virtud.

A g u s t í n  C o r r e a  B r a v o
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PROYECTO DE CONSTITUCIÓN POLÍTICA 
PARA LA R E PU B LICA  DE CH ILE

( Continuación )

Las interpelaciones de hoy día sólo son una arma destinada 
á dar golpes al Gabinete á fin de lanzarlo fuera, importando 

poco el cambio de política y  contentándose con el cambio 
personas. Dicho remedio se emplea y  prácticamente no ha 

<̂ ado ningún resultado ventajoso para los intereses del país. En 
Jos más de los casos era una arma que no daba el tiro.

124. Un'Ministro como tal y  como ex-Ministro no puede 
ausentarse del país en tres casos, excepción. Los Diputados 
otorgan permiso, porque ellos son los únicos que pueden acu- 
Síir. El Senado es juez, oye y  falla. Habiendo juicio incumbe

permiso de salir al Senado según le ley de Enjuiciamiento.
125. Hay prescripción en un año, como en el caso del Pre­

sidente. Así se concilia todo interés y  se precipita al que quiera 
Remorar, La cesación es referente á los actos ministeriales, nó
i  los civiles.

126. Se prohibe al Presidente, á los Ministros, Gobernado- 
Agentes Diplomáticos, dar orden de arresto ó de prisión.

sto es propio del Poder Judicial. Las Municipalidades tam­
Poco pueden imponer como pena el arresto ó la prisión. Ese 
punto es propio de la justicia criminal y  de los delitos.

Las referidas autoridades pueden decretar detención, medida 
administrativa, sin mezcla de criminalidad. Se puede decretar 

 ̂detención en todo caso y  se puede imponer también en todo 
^aso. A  diferencia de los ciudadanos que sólo la pueden aplicar 

caso de delito infraganti.

§ III.— Otras autoridades administrativas

A r t .  127. Cada departamento tendrá un jefe llamado go- 
(rnador y una corporación llamada Municipalidad; cada sub* 

^gación, un subdelegado; cada comuna, una junta local; y 
distrito, un inspector,

■ r e v i s t a  f o r e n s e . — t o m o  viii 5
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Estos funcionarlos son personalmente responsables de cada 
acto que ejecuten ó que hagan ejecutar.

Su autoridad será puramente administrativa, durará dos años, 
será ejercida bajo caución y se extenderá á sólo los puntos ex- 
precameníc determinados por la ley dentro de la sección terri­
torial que le corresponde.

(Arts. 107 al 112, l i s ,  122, C. Chilena.)
A r t ,  128. Para poder ser gobernador, subdelegado ó inspec­

tor, se requiere antes de ser nombrado:
1.® Ser chileno.
2.0 Poder ser elector.
3.° Tener z i  años de edad por lo menos.
4.® No haber perdido la capacidad para obtener un cargo de 

elección popular.
5.® Y  después de nombrado, rendir caución legal suficiente.
A r t .  129. El gobernador será j i fc  ejecutor de las órdenes

dt'l Gabinete, transmitidas por el Ministro del ramo respectivo; 
y  ejecutor de las órdenes del Municipio departamental respec­
tivo, mientras conserve su confianza.

A r t .  130. En cada capital de departamento habrá una Mu­
nicipalidad, y  en las demás poblaciones del mismo, una junta 
local.

Los miembros de la primera se llamarán municipales, y los 
de la segunda, vocales.

(Art. 113, C. Chilena;— 83, Española.)
A r t .  131. La ley determinará qué capitales deben tener 10, 

20 ó 30 municipales, el número de comunas dentro de cada 
departamento, su organización, y qué poblaciones tendrán 3, 7 
ú II vocales; y fijará los puntos sobre que ejerzan su autoridad, 
hasta qué limite y en la forma como deba ejercerse.

(Art. 1 14. C. Chilena;— 84, Española.)
A r t .  132. Para poder ser elegido municipal ó vocal se ne­

cesita:
1.0 Ser elector y contribuyente en el departamento ó en la 

comuna.
2.® Haber cumplido 21 años de edad por lo menos.
3.» No estar privado de la capacidad para obtener cargo de 

«lección popular.
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4 '* No estar prohibido por ley ser elegido tal ó ser municipal 
¿ vocal.

(Art. 117, C. Chilena.)
133. La elección será directa y tendrá lugar el primero 

de enero de cada dos años.
A r t .  134. Los municipales ó vocales que hubieren dictado 

Una resolución, son personal y  solidariamente respo7tsables de 
lo que proviniere de su ejecución.

A r t .  135. Cada Municipio ó cada Junta puede dictar reso­
luciones sobre asuntos de interés meramente local y  ellas tienen 

fuerza obligatoria para todos los habitantes que se hallen den­
tro do su respectivo departamento ó de su respectiva comuna, 
Una vez debidamente promulgadas.

A r t .  136. Estas resoluciones pueden ser decretos  ̂ reglamen­
tos ú ordenanzas,

^^inguna podrá ser contraria á la ley y  será nula la que lo 
fuere.

Un reglamento ú ordenanza local puede derogar otro preexis­
tente del Ejecutivo, únicamente en el territorio en que se dicte 
y  la parte expresamente reglamentada.

(Art. 120, C. Chilena.)
A r t .  137. No se podrá poner como sanción de una resolu- 

municipal, ó comuna!, ó administrativa local, sino la res- 
^°*^¡abtltdad civil, la destrucción de lo hecho en la contravención,

Una multa hasta 20 pesos, y  en defecto de la cual, una deten- 
de un día por cada peso.

A r t .  i^S, Son deberes primordiales de una Municipalidad ó
J un ta :

Dictar rfglas sobre la seguridad de las personas y  sus 
'derechos;

° ^^^re \s. higiene, vacuna, vías de comunicación é instruc- 
^ primaria, práctica sobre arte mecánica.

3-° Sobre comodidad de los habitantes y  el ornato de las po­
blaciones.

das'"* anualmente en diciembre t i  presupuesto de entra-
y  salidas para el año inmediato y  siguiente en la forma ya

^scripta en el número 11 del artículo 106.
• Invertir sus retitas conforme al presupuesto legalmentc
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. promulgado y  siendo nulo todo gasto fuera de él ó con exceso 
de él.

(Art, 119, C. Chilena;— 84, Española.)
A r t . 139. Una Municipalidad ó una Junta puede establecer 

contribuciones, conforme al tipo del sistema tributario de la 
República; suprimirlas ó modificarlas.

A r t . 140. Cualquier ciudadano puede ejercer la acción de 
inconstitucionalidad ó de ilegalidad acerca de toda resolución 
de una autoridad administrativa del presente párrafo, ante la 
Corte de Apelaciones respectiva con revisión la Corte Su­
prema.

Declarada inconstitucional ó ilegal una resolución de esta 
clase de autoridades, queda sin efecto por el solo hecho de la de­
claración precedente; y  siendo inconstitucional, sus autores que­
dan privados de ser reelegidos ó de ser nombrados en dos periodos 
consecutivos.

E x p l i c a c i ó n  y  r e s u m e n

127. Este párrafo trata de las autoridades dentro del depar­
t a m e n t o . e n c a r n a d o  en el Municipio y  Jun­
ta local encarnado en el Gobernador, Subdelegado 
é Inspector. Su responsabilidad  ̂ carácter de cada cual, duración 
de funciones, lo que se puede y  hasta dónde, caución para ase­
gurar el ejercicio correcto de cada autoridad. Nos agrada la mo­
vilidad frecuente de los funcionarios administrativos, ello cons­
tituye una esperanza fundada para muchos; pero esa movilidad 
debe existir dentro de los tiempos en que se generan los pode­
res generales.

128. Fija las condiciones elegibilidad de los agentes ad­
ministrativos.

129. Deslinda el doble carácter de ejecutor del Gobernador y  
su duración funcionaría. Si el Municipio no tiene confianza en 
él, lo deja á un lado y  nombra su ejecutor especial. Así se guar­
da la armonía entre ambos poderes. La ley fijará sus prerroga­
tivas, el procedimiento y  facultades recíprocas y  armónicas.

130. Fija dónde exista Municipalidad y  dónde Junta, nombre 
de sus miembros, sin llamar á unos regidores y  á otros alcaldes.

131. Ntintero máximo, medio y  mínimo de cada cuerpo en
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âs capitales y  en las demás poblaciones que no son capitales; 
tarea de la ley, su organización, facultades.

132. Condiciones áe elegibilidad para los legisladores admi­
nistrativos: chileno, elector, elegible (garantizado), contribuyente 
local.

En el artículo 127 el que ha perdido el carácter de chileno, 
no puede ser elector; y  el que ha dejado de ser elector, queda 
«on la condición de poder serlo. Por consiguiente, el poder ser 
comprende la exclusión primera y la no exclusión seguida, ano­
tadas más adelante. Tratándose del artículo 132, si se pierde el 
carácter de elector, no se es elector y  entonces falta el requisito 
del número i.o; si se pierde el carácter de chileno, no se puede 
conservar el de elector, se pierde también ese, y  entonces no se 

elector y  falta el mismo requisito del número i.®
Los casos contemplados están comprendidos en la redacción 

<íadaá los artículos 127 y  132,
*33- Forma de la elección y su fecha. L a forma, como en la 
los poderes generales; la fecha es distinta á la de aquéllos. 

^ 34- Responsabilidad sola y  común en los efectos. Si no hay 
< ĵccución, no hay falta.

*35- Lo que puede y  i  quien obliga una resolución, su carác- 
esencial y  cuándo nace.

Enumera las tres especies de resoluciones, nula la ilegal, 
**na local deroga una especial que sea general y  presidencial en 
cuanto á la localidad, porque no vale fuera sino dentro.

Un decreto no puede derogar otro decreto del Presidente.
El mandato individual, de aplicación única y  no repetida, es 

n̂ateria de un decretô  como un nombramiento. Lo que establece 
^̂ Slas para un algo individual pero complejo en su existencia y  
^ccanismo, como una colectividad, es materia de un reglamento 

f  **'''* ordenanza. En tal supuesto será reglamento cuando su 
^ ‘f^ci^n es particular, relativa á un solo conjunto ó solo sér: 

°''^ >̂iansa cuando su aplicación es general y  relativa á to* 
ps los objetos ó seres de su misma especie. Así, para un hos- 

 ̂ se dicta un reglamento, y  para todos una ordenanza.
^ ’^presa la única que puede tener una resolu-

n administrativa, sea que emane del gobernador, del Muni- 
P’o ó de la Junta: tres manifestaciones de esa sanción y
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reemplazo de la multa por detención, graduación del sustituto.
138. Indica sus cinco fines que hacen otras tantas categorías 

de deberes. Lo primero es asegurar la persona y  sus derechos. 
L o  segundo es cuidar la conservación por medio de la higiene, 
vacuna, etc. Las vías de comunicación son un medio de velar 
por la riqueza, comercio, industria y  adelanto en general. Pre­
ferimos la instrucción mecánica, á diferencia de la científica 6 
especulativa, ó ideal; porque queremos el bien popular y  que 
viva la clase proletaria adquiriendo conocimientos que le dan 
utilidad y  medios de subsistir.

Lo tercero viene en lo que sirve de algo, sea como comodidad 
6 como simple adorno de arte ó de otra clase.

E l cuarto deber esfor»tar la planilla de gastos y  saber inver­
tir  los fondos ajenos ó del país, porque si invierte mal, es nulo 
el gasto y  hace responsable á su autor.

139. Autoriza poner contribuciones sobre el tipo general, 
modificarlas y  suprimirlas.

140. Otorga acción popular contra Constitución ó contra ley; 
fija las Cortes que deben conocer del recurso; la materia es el 
procedimiento de las autoridades administrativas subalternas. 
Efecto de una declaración firme que sólo puede darla la Corte 
Suprema. Ese es un medio de mantener á raya al Ejecutivo, 
chapodándole todo lo que en sus subalternos es ilegal ó incons­
titucional. Sanción para un caso inconstitucional, y  para otro 
ilegal: para unos es no poder ser reelegido, como municipales y  
vocales;/rtm otros es no poder ser nombrado, como el gober­
nador, subdelegado, inspector.

Vemos que las autoridades administrativas superiores tienen 
por ju ez  al Congreso para criticar ó castigar sus actos. É l sólo 
puede decir si tal acto es inconstitucional ó ¡legal.

Las autoridades subalternas tienen por ju ez  á las Cortes para 
decidir el mismo punto.

Hemos quitado todo lo añejo que contenía nuestra Consti* 
tución del 33, todo lo malo y  lo antiguo.

Basta comparar ambas Constituciones para ver de qué parte 
está el predominio de lo bueno y  de lo prácticamente útil y  
conveniente.
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T Í T U L O  V I .— P O D E R  J U D I C I A L

A r t .  140. E l  Poder Judicial reside en los jueces, nom brados 
conform e á esta C onstitución y  á la ley.

(A rt. 76, C onstitución española;— 99, C hilena.)
A r t .  141. C orresponde á cada juez la potestad de adm inis­

trar justicia  ó de aplicar la le y  en cada ju icio  ó caso particular, 
juzgando y  haciendo ejeaitar lo ju zgad o, conform e á la  le y ,

E sta  tam bién puede encomendarle otras funciones, asi com o en ­
cargar funciones jud icia les á otros funcionarios que á los jueces.

(A rt. 76, C onstitución española;— 99, Chilena).
A r t .  142. "LíijusiiciaQ^ gratuita.
T o d o  em pleado jud icia l serd remunerado sólo por el E stado.

_ A r t .  143. Habrá de distrito, jueces de subdelegación,
cinco categorías de jueces de letras, cortes de apelación, una 
corte suprem a, los dem ás ju eces y  los respectivos secretarios 

determ ine la ley.
A r t . 144. L a  C orte Suprem a es e l d e l  P oder Judicial.
T o d a  corte y  todo ju e z  está sometido d irectam ente á  ella  en

o administrativo y en la  corrección disciplinaria,
A  una C orte de A p elación  están som etidos en igual m ateria 

tO(^3 los jueces que fije la  ley.
A  Un ju ez de letras civil, en lo  m ism o, todos los jueces de 

subdelegación de un departam ento.
A  Un ju ez de subdelegación, en lo  m ism o, todos los jueces de 

distrito de dicha subdelegación.

( A r t  104, C onstitución Chilena.)

145* U na \&y organizará el P oder Judicial, fijará\o%
 ̂ y / « c 7///ín/« de cada funcionario jud icia l, su iiihneroy 

^ t̂egoria, requisitos para ser nom brado funcionario ju d ic ia l se* 

su especie y  categoría. •

olo la  le y  podrá innovar sobre a lgu n o  de estos puntos.

A  ^^"^'^'tución española;— 100, 103, 105, C h ilen a.)
RT. 146, E l  P oder Judicial es independiente de tod a  otra

oridad en el ejercicio  d e sus funciones. .
R t. 147. £ i  J O de enero de cada año se form arán tres listas 

*¡tiales de candidatos al P od er J u d ic ia l
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Es elector de estos candidatos todo ahogado de la República, 
sea ó nó empleado judicial, y  las personas que designe la ley.

El voto, el derecho de cada elector y  la elección, se rigen por 
el artículo 46 de esta Constitución.

A r t .  148. H ay candidatos para Ministro^ candidatos para 
ju ez y candidatos para fiscal, defensor público y secretario.

En la fecha del artículo precedente, se elegirán 40 candida­
tos para ministros, 80 para jueces y  160 para los demás funcio­
narios dichos.

Por ministerio de la ley, son candidatos y figurarán en la res­
pectiva lista anual, los actuales empleados judiciales, que en la 
elección no hubiesen salido electos para un puesto ó categoría 
superior á la que ocuparon, ó que no hayan perdido su condi­
ción de elegibilidad.

A r t .  149. Cada elector escribirá en el libro de votos el nom­
bre de un candidato para cada lista y la lista en que deba figu­
rar, todo bajo su firma y  ante el secretario que la ley determine 
en cada departamento.

A r t .  150. A l siguiente día de la elección, cada secretario ««- 
viará por telégrafo ó por oficio al Presidente de la Corte Su­
prema un certificado en que consten todos los votos emitidos 
ante él.

A r t .  151. Dicho Presidente, asistido del secretario ó secre­
tarios de dicha Corte, hará el escrutinio de la elección de toda 
la República.

Estos funcionarios formarán las tres listas de que se habla 
más adelante; é incluirán en ellas los nombres de los candida­
tos por ministerio de la ley y  de los de las personas que hu­
bieren obtenido las primeras mayorías, equivalentes, respecto 
de cada lista, al número de candidatos elegibles en cada una 
de ellas.

El 15 de enero las publicarán y  las enviarán á la Corte Su­
prema.

A r t .  152. Este Tribunal distribuirá los candidatos de elección 
de la siguiente manera:

De los cuarenta para ministros, elegirá diez para candidatos 
de la Corte Suprema; los treinta restantes figurarán como can­
didatos de las Cortes de Apelaciones.
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De los ochenta para jueces, elegirá diez para cada una de las 
cuatro primeras categoría? y  los cuarenta restantes quedarán 
para la quinta categoría.

De los ciento sesenta para los demás empleados judicialest 
®íegirá tantos para fiscales y  tantos para defensores públicos» 
■como fueren los de planta; el resto quedará para secretarios.

A rreglad as así las listas, se enviarán antes del 20 de enero al 
I’ residente de la República para su publicación oficial,

A r t .  153. Cuando haya uno ó más puestos vacantes de M i­
nistro ó juez, cada Corte ó Sala elegirá un candidato de entre 
los nombres correspondientes de la lista anual en la forma 
prescrita y  participará la elección al Presidente de la Corte S u ­
prema.

Este funcionario hará la lista de los electos encabezándola 
■<¡on el elegido ó elegidos por la Corte, en cuyo distrito juris­
diccional ocurra la vacante; la enviará al Presidente de la R e ­
pública y la hará publicar acto continuo.

No podrá figurar como candidato, la persona que sea ya mi­
nistro ó juez del tribunal ó juzgado cuya vacante se va á llenar, 

 ̂ de otro de categoría superior, ni la que hubiese perdido su 
condición de elegibilidad.

5̂4. Cuando se trate de nombrar un fiscal, un defensor 
publico 6 un secretario, el tribunal ante quien ocurra la vacante, 
jorttiard una terna de la respectiva sección de la lista corres­
pondiente anual, y  la enviará al Presidente de la República. 

Rije respecto de la terna la prohibición del artículo anterior.
ISS- Habrá tres categorías de fiscales y  seis de defenso­

res públicos y  de secretarios, correspondientes á la categoría 
® tribunal más alto en que presten sus servicios respectivos.

RT. 156. Un relator se considerará como miembro del tri- 
unal en que presta su servicio y  será nombrado á propuesta en 

erna formada por el dicho tribunal conforme lo prescribe el 

 ̂ Ministros.
5̂7- La duración de \a.s funciones de los empleados, 

‘gnados en los artículos anteriores, será la misma que la de 
^jueces ante los cuales sirvan, 

de 1 Presidente de la República nombrará, eligiendo
® ista del artículo 263 ó de la ternadzX artículo 164, la per-

P O M iílC IA  
-\ UNIVERSIDAD

CATÓLICA DE 
VALPARAÍSO



sona que en propiedad Ylaysl de llenar la vacante que se trate de 
proveer.

De esa misma lista ó terna se seguirá eligiendo para las de­
más vacantes que ocurran, hasta que se agoten respectivamente.

Agotada una,/<?r elecciones h e c h a s , r e n u n c i a  ó no admi­
sión de los p r o p u e s t o s , m u e r t e  ú otra imposibilidad, se for­
mará otra en la misma forma respectivamente dicha, y cuantas 
sean necesarias y  mientras dure el año de las listas anuales, que 
vence el 20 de enero.

A r t .  156. Los jaeces de corte ó de letras y  todo otro em­
pleado judicial antes designado, que haya de ser nombrado en 
calidad de interino 6 de suplente, lo serán por el Presidente de la 
República sólo de entre los ahogados de elección, que la Corte 
Suprema haya colocado en cada categoría ó sección de cada 
lista.

La falta de una sección se suplirá con las personas de la otra 
inmediatamente inferior en categoría.

Los demás jueces y  funcionarios judiciales serán nombrados en , 
la forma que determine la ley.

Ésta también fijará las demás condiciones que una persona 
deba tener para figurar en una lista ó' sección de ella, ó en una 
terna.

A r t . 160. En el nombramiento en propiedad de Ministro de 
Corte habrá ascenso riguroso de unos á otros ó de un juez de 
la l.a categoría á ministro.

Si se trata de un juez de letras ó de otro funcionario, la ley 
fijará si hay ó ná ascenso, y  3U forma, caao de haberlo.

A r t .  161. El empleado que falt¿ d ¡a verdad ¿n lo relativo 
á la elección de c a n d i d a t o s , su destino,

A r t .  162. Nombrado un juez ú otro empleado judicial, ejtr- 
cerá las funciones de tal por derecho propio, sin esperar que un 
decreto le fije la época en que deba iniciarlas.

E l que se dictare en tal sentido, será nulo.
A r t .  163. Los jueces procederán en cada juicio estrictamente 

conforme á lo que disponga el Código de Enjuiciamiento.
L a tramitación pública para las partea en los casos, forma, 

tiempo, modo y  lugar que expresamente determine la ley.
(Art. 77, Constitución Española.)
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A r t .  164. Todo ]ü ti 6 íür\c\omxio ]\xá\z\dX es persouahnente 
r̂esponsable de toda infracción de esta Constitución, del Código 

ííe Tribunales ó de Enjuiciamiento y  de todo delito en ejerci­
cio de sus funciones.
. En cuanto á las sentencias, decretos y  demás actos ministeria­

les, sólo responden en ios casos, forma, tiempo, modo y  lugar 
expresamente determinados por la ley.

(A rt 81, Constitución española;— 102, Chilena.)
A r t ,  165. Los jueces de corte soji inamovibles en sus funcio- 

*̂ es durante su vida.
Los jueces de letras son inamovibles durante seis años en cada 

categoría.
Los demás jueces inferiores durarán tres años.
Aburante el período de sus funciones respectivas ningún juez 

podrá ser depuesto, suspendido, trasladado ni jubilado, contra su 
'noluntad, sino en los cacos, forma, tiempo, modo y  lugar expre­
samente determinados por la ley.
 ̂ (Art. 80, Constitución Española;— 9, L ey orgánica del poder 

judicial español;— lo i, Constitución Chilena.)
•^RT. 166. Un juez ó funcionario judicial pierde su destino por 

®^pirar el plazo de su duración sin tener nuevo nombramiento ó 
Pof haber sido condenado según sentencia firme por crimen ó 
simple delito.

(A rt 80, Constitución Española;— lo i,  Chilena.)
 ̂ ■̂ RT. 167, Las y  demás establecimierttos de detención
de prisión están bajóla dependencia única de los jueces de le­

en la forma que determine la ley.
RT. 168. Ningíinaordtn r\\ ninguna <^z:xAfiÍ7icomunicaci6n 

por 1 ministro de Corte, por sí ó comisionado
^ ® Tribunal, /lable con los detenidos 6 presos de cualquier 

nic 1  ̂ donde estén, ó con una persona incomu-
tie  ̂ y la l/eví á su presencia, en los casos, forma^

^Po, modo y  lugar, que ¿1 determine, 

del  ̂ ’̂^S'strado trasmitirá al juez competente toda petición 
fyp j'̂ ^̂ ’^^'^'cado ó de cualquiera otro detenido ó preso, y  co* 

ôdá*̂ o ‘•^corrección en el procedimiento ante sí y  por sobre

(Arts. 131  ̂ 1̂ 2̂  12̂  ̂ Constitución Chilena.)
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A rT , 169. Ningún juez podrá:
1.0 Resolver una cuestión meramente abstracta, una consulta, 

ó hacer declaraciones que no se refieran á un caso concreto, 
planteado por la ley ó por petición de parte,

2.° Aplicar o\.xos reglamentos ó disposición distinta á la ley, 
que los legales.

3.0 Dar posesión de su empleo á un funcionario judicial que 
no haya sido nombrado conforme á la Constitución y  leyes es­
peciales.

4.° Dirigir felicitaciones 6  censuras á ninguna autoridad pú­
blica ni á ninguna corporación oficial, aprobar ó desaprobar un 
acto determinado de la una ó de la otra en un documento cual­
quiera.

5.° Mezclarse en una reunión, manifestación ú otro acto de 
carácter político, aunque como ciudadano tenga derecho á ello, 
con excepción de inscribirse, emitir su voto y ejercer las funcio­
nes que le encomendare la ley de elecciones.

6.° Dictar en lo administrativo ó en lo disciplinario reglas 
que modifiquen ó alarguen el procedimiento legal.

7.0 Dar preferencia á un decreto administrativo cuando hay 
de por medio una ley ó la Constitución que resguardan el de­
recho herido por el decreto; ó aplicar una ley cuando hay de por 
medio una disposición constitucional en contra, que garantiza 
lo que la ley desconoce. .

(Arts. 6.0 y  7.°, ley orgánica del poder judicial español.)
A r t .  170. Lo dispuesto en los artículos precedentes no com~ 

prende el caso en que esta Constitución confiere ciertas fun­
ciones judiciales al Senado ó d la Cámara de Diputados.

E x p l i c a c i ó n  y  r e s u m e n

15.— En el título V I  organizamos el Poder Judicial en sus 
bases capitales, así como se organizan los otros Poderes P ú­
blicos.

Si la Constitución actual deja este punto confiado á la ley y  
contiene este vacío imperdonable ante la ciencia política, no 
nos parece útil ni científico el procedimiento seguido.
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En una Constitución deben figurar las bases capitales de or­
ganización de los tres Poderes: Legislativo, Ejecutivo y  Judicial. 
No hay razón para consignar las bases del uno y  no las del 
otro. Toda omisión es una falta.

En el artículo 150 decimos en quién está el Poder Judicial ó 
quién hace justicia en la República. No decimos que los jueces 
son los que exclusivamente administran justicia; porque tene- 
riios también al Senado que constitucionalmente administra 
justicia y  ejerce el papel de juez.

151.—-Determina á quién incumbe hacer justicia y  en qué 
Consiste ésta, cuál es su esencia positiva: fallar y  hacer ejecutar 
lo fallado. . .

Dice que constitucionalmente un juez puede tener otras 
funciones que las judiciales, como las relativas á asuntos elec­
torales que le encomienda la ley. También estatuye que las 
funciones judiciales suelen encargarse á otros que á los jueces 
como al Senado en ciertas acusaciones.

E sta  prom iscuidad de funciones es m ateria de convenien cia 
positiva; y  para evitar un mal m ayor, es perm itida por la cien ­

cia política, que es esencialm ente relativa.
E s parte integrante de la ju stic ia  el hacer ejecutar sus fallos, 

lo cual es com o la coronación del edificio ó com o el rem ate á 
fin de hacer justicia.

I^ado el fallo, queda la parte más positivamente útil, el cum­
plirlo. Sólo con el cumplimiento la justicia llega á ser completa

 ̂ perfecta.
E l fallo es la  conclusión de la obra: el cum plim iento es la  

perfección de lo hecho, que es adm inistrar justicia.
El cumplir un fallo no es incumbencia del Ejecutivo, porque 

*̂ 0 se trata de la aplicación de una ley. Es verdad que se trata
e una aplicación ó de una ejecución; pero no toda ejecución 

es incumbencia del Ejecutivo, sino la ejecución de la ley.
No vemos utilidad en sacar de un poder lo que concierne al 

<=*implimiento de un fallo de ese poder. En tal caso el Ejecutivo 
® o auxilia al juez cuando éste no puede buenamente cumplir 

mandato. El Ejecutivo, en tal caso, es parte accesoria, y  sólo 
'Elemento auxiliar del Poder Judicial, y  que lo prestigia; pe- 

*̂ 0 no es un ejecutor supremo y  á su voluntad. En tal carácter
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sería un elemento perturbador y  avasallador del desarrollo de 
ese poder. •

152.— Lo gratuito de la justicia es para los litigantes respecto 
de los jueces y  demás empleados judiciales, todos los cuales no 
pueden recibir remuneración alguna de los litigantes.

Lo remunerado es para los empleados respecto de los liti­
gantes, ninguno de los cuales está obligado á pagar derechos 
de arancel.

Desterramos los aranceles para secretarios, notarios y  demás 
empleados; pero no la contribución de papel sellado, etc.

153.— Determina los distintos nombres ó títulos de los jueces 
y  da existencia á las secretarías. L a ley puede dar existencia á 
otra clase de jueces, como los árbitros, arbiíradores, de merca­
dos, etc.

154.— Indica quién es el jefe del Poder Judicial y  la sumisión 
ó dependencia jerárquica entre sus distintas clases.

Y a  es oportuno que digamos por qué preferimos el estado 
actual de los jueces de menor cuantía y  el nombre que tienen 
hoy entre nosotros.

Algunos creen muy malo el sistema de los jueces de distrito 
y  de subdclegación, y  creen conjurar el mal reemplazándolos 
por los jueces de paz, rentando á estos últimos.
■ No creemos en que el sistema sea malo ó en que su índole 
traiga los males que se notan en la administración de justicia 
de menor cuantía.

Tampoco creemos en la eficacia del remedio propuesto, aun­
que se le agregue el incentivo del sueldo.

En uno y  otro caso hombres son los que hacen justicia; y  la 
honradez é imparcialidad no son producidas por la renta, ni lo 
bueno nace del oro que se paga á los servidores.

Fíjese el lector en que la justicia de menor cuantía está sin 
reglas de procedimiento y  merced sólo á lo que se le ocurre á 
cada juez. Fíjese también en que ella es esencialmente gratuita 
respecto del juez. Y  por último nótese en que un Poder Admi­
nistrativo y esencialmente político, como el gobernador, nombra 
y genera el Poder Judicial de menor cuantía, y  lo reduce á la 
nada si no secunda sus planes de avasallamientos y  de injus­
ticias.
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Á  lo expuesto hay que añadir la hidolencia é indiferencia con 
<lue miran este punto los superiores que pueden y  deben remc- 
*̂ ‘ar los males en la pequefia justicia; y  sin embargo, ellos no 
ponen de su parte el más mínimo empeño por extirparlo ni por 
<íetenerlo.

Habrá aún muchas otras causales que hacen imperfecta la 
administración de justicia de menor cuantía; pero las cuatro 
enunciadas son las principales y  las que dan margen á muchas 

las criticas del sistema.
Hágase desaparecer estas causales de perturbación y  no se 

•^otarán los malos frutos que se dicen existir y  que existen, 
Otémosles reglas de proceder, remuneremos los servicios, qui­

temos el elemento político en su formación y  desterremos la 
*̂ sidia de los superiores para elegir lo bueno y para corregirlo 

•ríalo; y entonces es de asegurar una correcta justicia de menor 
‘cuantía. Así ce remediaría el mal.

Los jueces de menor y  mínima cuantía son un sistema nacio- 
,  ̂ • crnincntemente chileno, muy en roce con el pueblo; y  dan 
justicia lo más cerca posible de los domicilios de los litigantes.

este sentido hallo muy popular el sistema, propicio al pue- 
. o nicnesteroso y  destinado á ser útil al pobre.

¿yué ganamos con cambiar los nombres y  á los jueces 11a- 
*^^los /ueees de paz, si los males quedan en pie y  siguen?

'ncultar la administración de justicia al pobre y  hacerla para 
peculio más dispendiosa y  lejana, 

tad á los jueces de distrito la enorme y  absurda facul-
Ih en única instancia hasta 20 pesos, idea que la ha-

nios en el Código Peruano, y  habremos perfeccionado el sis­
en beneficio del desvalido, 

os jueces de paz es importación francesa, aclimatada en la 
y  el Perú; nosotros deseamos adquirir tal innovación

V , 4.-1. mercadería extranjera y  sin examinar su excelencia 
y  «̂ >>>dad prácticas.

"^estra constante propensión.
der T quién organiza y  quién puede innovar el Po-

 ̂Judicial.

* IC7 la independencia en hacer justicia.
• rescribe la formación de tres listas anuales de candida*
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—  S o ­

tos á los puestos judiciales, quiénes elijan esos candidatos y  la 
manera de elegirlos, ó sea, el voto proporcional.

158. Enuméralas tres clases de candidatos, el número de 
cada clase de candidatos de elección, y  quiénes son tales por 
mandato de la ley y  quiénes no pueden serlo,

159. Fija cómo se emite el voto, el contenido de éste, dónde 
se da y  ante quién.

160. Verificada la elección aislada y  sin obligar á los electores 
á trasladarse de un lugar á otro,seenv/a su resultado por quién 
y  á quién, y  en forma de certificado telegráfico ó manuscrito.

161. Dice quién hace el escrutinio general, cómo se forman 
las tres listas y  quiénes entran en ellas. Se determina cuáles 
mayorías vencen, fecha de publicación y  envío á la Corte Su­
prema.

162. —  Encomienda á este tribunal distribuir los candidatos 
de elección en las categorías respectivas, y fija el número de 
cada grupo distribuido y  la fecha del envío de las listas arre­
gladas con la distribución al Presidente de la República. Tam ­
bién prescribe su publicación oficial.

Y a  tenemos las listas generales en poder del Ejecutivo, com­
paremos nuestro sistema con el reinante y  con el ideado hasta 
hoy en el Congreso.

H oy se forman anco listas de abogados con 260 candidatos, 
siendo 80 para ministros y  180 para jueces. Quien elije á estos 
candidatos son 4 presidentes de Santiago y  4 de provincias. La 
votación es secreta y  por mayoría absoluta. H ay tres categorías 
de jueces. Ccho presidentes eligen los 260 abogados.

En lugar de los electores presidentes, se quiere colocar la Cor­
to Suprema, ó sea, 7 electores, como medida provisional, y  las 
Cortes de Apelaciones como medida permamente.

En lugar del número fijo de candidatos, habrá un número 
indeterminado para cada una de las cinco listas. De modo que 
el mal, en vez de remediarse ó atenuarse, se agrava, y  podrán 
figurar en las listas todos los abogados de la República, en cuyo 
caso se vendría á probar que las tales listas son sin objeto.

(  Continuará)
A g u s t í n  B r a v o  C i s t e r n a s
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A Ñ O  V I I I  N Ú M S . 2  y  3
Santiago, i.» de julio y  i .°  de A gosto  de 1892

m i  f o m i s i  c i i i i i i i

libe editoriales: Proyecto ile ley de reforma del Código Civil: la 
miem* ‘ estar, por don Miguel Cruchaga Tocornal.— I ji  partida de naci- 

C o r te V ° '" °  legitimidad del hijo, refutación de una sentencia d é la  
^  ® A pelaciones de Santiago, por don Juan Antonio Bricefio V .— Del Cen- 

•cto ŝ°'l *•“ Conejeros T .— ¿Es completa la enumeración que de los 
n>in(,s' * «' articulo 3.0 del CÓ<ligo de Comercio, 6 , en otros tér- 
’«y mún** por don Enrique Egaña.— Estudio sobre la 
yecto d cliciembre de 1891, por don Manuel Arancibia A .— Pro- 
'Ion A<t'  , PoHlica para la República de Chile (continuación), por 

____  Bustin Dravo Cisternas.

N O T A S  E D I T O R I A L E S

P R O Y E C T O  D E  L E Y  D E  R E F O R M A  D E L  C Ü D K JO C IV IL

En la
^^gar et C ám ara de D iputados de Chile, que tuvo
proverf del año corriente, se presentó el siguiente

de ley:

Cámara: Desde que se publicó nuestro Código Civil, su 
^'jo jjg j í° ''.e n u n a n o ta a l título V  del libro III, artículo 1 182, 
límitoc 1 f  de las legítimas que reducen á muy estrechos

facultad de testar del padre de familia:

csiar ^s’^blecimiento de legítimas la filosofía no parece 
•■O'̂ ianos legislación. Aquel antiguo principio de los 
podíamos s *'*’ ¡‘gassit... tía jus esto, sería la regla que 

"En el preciso transigir con las preocupaciones, 
garantí '̂^ '̂' padres tiene el interés de los descendientes 

'’ eficio cuantas pueda dar la ley, y el be­
que co r  alguna vez i  la intervención del legislador es 

Consecuenci” P®*" relajación de la disciplina doméstica, 
KFvi«-r* derecho de los hijos y de su descendencia 

f o r e n s h . - T o m o  V IH
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sol)re casi todos los b ien es del padre. N o  se d iga  que la desheredación 

legal rem edie este in conven ien te. ¿Q u é padre, con  entrañas J e  tal, 

querrá sacar á  la luz p dblica  la crim inalidad  de su h ijo , crim inalidad 

cu ya  afrenta recae sobre él m ism o y  sobre toda su fam ilia?

" L a s  legítim as no fueron con ocidas en R om a, m ientras á  la som l)ra 

de las virtudes republicanas se m antuvieron puras las costum bres y 

severa la disciplina dom éstica. L a s  legítim as no son con sid erad as en 

la m ayor parte de la  G ran B retañ a y en los E stados U n id o s  de A m é ­

rica; y  tal vez no hay países d on de sean más afectuosas y  tiernas las re­

lacion es de fam ilia, m ás sanio el hogar dom éstico, m ás respetados los 

padres 6 procurados con m ás ansia la edu cació n  y establecim iento  de 

los hijos. E l legislador de la L uisiana, q u e  ha co p iad o  en parte las 

disposicion es del C ó d ig o  C iv il francés y  de los C ó d ig o s  españoles, 

ha adoptado las legítim as, pero con m odificacion es con siderables. 

C u an to  más suave el yugo  d e  las leyes, m ás poderosa es m enester 

q u e s e a  la venerable judicatura que la naturaleza confiere á  los píidros.

•■¿Y có m o  suplir el afecto  paternal ó  filial si llega a 'gu n a vez á e x ­

tinguirse? Si pasiones depravadas hacen  olvidar lo que se debe á  aque­

llos de quienes hem os recib id o  el ser ó á quienes lo  hem os transm itido, 

¿de qué sirven las p recauciones del legislador? C a b alm en te  á la hora 

de la m uerte, cuan do callan  las pasiones inaléficas y revive el ini[)erio 

de la con cien cia, es cuan do m enos se necesita su intervención. D ifun­

da las luces, estim ule la industria, refrene por m edios indirectos la 

d isipación  y el lu jo  (pues los m edios directos está  dem ostrado que 

n ada p ueden ), y  habrá p roveído suficientem ente al b ien estar de las 

descen den cias y de la ancianidad sobreviviente. Á  los hom bres en cu yo  

pech o no habla con  bastante energía la  naturaleza, no faltarán jam ás 

ni ten tacion es ni m edios de frustrar las restriccion es legales.

■■El establecim iento  de legítim as no sólo  es vicioso  porque es in ne­

cesario  (pues no deben  m ultip licarse las leyes sin n ecesidad), sino 

porque co m p lican d o  las particiones, suscitan do rencillas y pleitos en 

e l seno de las fam ilias, retardando el g o ce  de los bien es hereditarios, 

ocasion a á los herederos un d añ o  m uy superior al b eneficio  que p u ­

diera  alguna vez acarrearles.n ,

T ie m p o  es ya de que nos desprendam os de estas p reocupacion es, 

(jue sacudam os esta ver^-üenza de 35 años y, q u e  con ello  abram os las 

puertas del país al establecim iento  de las em presas industriales que 

hoy no pueden prender en C h ile , porque la liquidación  tiene que 

ven ir forzosam ente á la m uerte del fun dador sin q u e  la  vo lu n tad  de 

éste  p ued a im pedirlo de ninguna m anera, si tiene legitim arios

PONTIFICIA 
, IJN IV ER ’iliM D
I CATÓLICA f)f 
VALPARAÍSO



Teniendo éstos derechos fijos que sólo pueden determinarse por 
a liquidación judicial, las industrias establecidas por particulares sólo 

pueden durar lo que la vida de su fundador, porque aunque 6ite lo 
isponga de otra manera en su testamento, cualquiera de los herede­

ros tiene el derecho de pedir tasación y adjudicación con admisión de 
postores extraños. D e  otro modo, nadie puede calcular que la indus- 
tfia que ha formado pueda durar más allá de sus días.

Sabemos que las industrias florecen y hacen la riqueza de las na­
ciones cuando en ellas se han acumulado muchos capitales y muchas 
experiencias, y esto no acontece sino cuando han podido vivir por el 
es^cio de muchas generaciones.

«¡por qué m antenem os nosotros una ley que cierra para el país la 

 ̂ fuente d e  riquezas? 

tar In glaterra y los E stados U n id o s con la libertad  de tes-

favorecido y estim ulado enorm em ente su riqueza industrial, 

¿  'lué nosotros nos hem os de em peñar en no salir de la co n d ició n  

M e se han reducid o  los países m eridionales de Europa?

'ndíist litoral que tenem os, podríam os tener florecientes

ción transporte m arítim o; pero si no perm itim os la acum ula-

ellos de los capitales y de la experien cia de m uchas genera- 

seguro q u e  jam ás se establecerán.

parte, los hijos de los industriales que por la partición  for- 

la " °  abrigar jam ás la esperanza de suceder en la propiedad

em  ̂ no se dedican  á  ella y  prefieren hacerse abogad os ó

tria  ̂ públicos para viv ir de los despojos de las m isivas indus- 
p ’ ley co n d en a  á corta vida. '

por d^”̂ * razones filosóficas tan m agistralm ente con den sadas

do ■ B ello  en las líneas que hem os transcrito, hem os queri-
inuar estas otras que dan á esta reform a un carácter de urcen- 

' ‘^^;^posible de descon ocer.

sg Q '^''^cnios deber pasar en silencio  los innum erables perju icios que 

ñas n p articipación  forzada de la herencia á  las peque-

•■esultad '̂ *̂^^^^* cu ltivo  intensivo p uede producir
*̂ os los T  siem pre que se encuentren  reun idos en ellos lo ­

ríente  ̂ necesarios y  el cu ltivad o r disponga del capital sufi-

semiiiéj^'^^ y  d iv id id o  im prudentem ente se invierte en

•líalas pleitos y peleas, cu an d o  no en m adrigueras de todas las

” i'>'able N uestro  país con  su inm ensa zona de viñas está ad-

de dispuesto  para el cu ltivo  intensivo, pero nuestra
® partición forzosa es para e llo  un obstáculo  insuperable. ¿Qué
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h o m b re  cuerdo form ará un p equ eñ o  fun do d o tad o  de todos los ele­

m entos del caso  si sabe q u e  á  su m uerte to d o  se ha de deshacer, sin 

q u e  los despojos den  para vivir á  n inguno de los h ered eros y  sí sola­

m en te  á  los abogados y  partidores? , 

C o n  la libertad  de testar, el ipadre p ued e hacer la  partición  p or 

s( m ism o evitan do los gastos consiguientes, y  p u ed e dejar sus p eq u e ­

ñas propiedades en m anos del q u e  m ejor pueda atenderlas, y  co m p en ­

san do á  los otros con  pensiones q u e  sin perju dicar á  la industria son 

un auxilio  p oderoso para el q u e  se d ed iq u e  á  profesiones liberales ü 

otras carreras in depen dientes, y  un refugio de in estim able valor con tra 

los vaivenes de la  fortuna <5 en los días de desgracia.

P ero  en el desarrollo  que dam os á nuestra id ea  no hem os o lv id ad o  

q u e  es ju sto  aten der al alim ento co n gru o  de los hijos en to d o  tiem po. 

P o r  eso al suprim ir las legítim as, dejam os subsistente la  obligació n  

d e  proveer á la congrua alim en tación  d e  sus hijos 6 ascen dien tes d e s­

validos, p o r m edio de pensión alim en ticia.

E n  con secuencia, tenem os el honor de proponer el siguiente pro­

y e c to  de ley:

T ítulo  primero

D e  la  fa c u lta d  i e  testar y  de donar

A rtículo  primero. S e deroga el títu lo  V  y  el párrafo a.® del títu­

lo  V I  del libro  I I I ,  y los artículos 1103, 114 6 , I 3 i 3 y  1425 del C ó d ig o  

C iv il.

A rt. a.® S e  sustituye el in ciso  2.® d el artícu lo  1463 por el si­

guien te: ,

•iSin em bargo, si el d ifun to hubiere p rom etid o  por escritura p ilb lica  

entre  vivos, á un d escen dien te legítim o no don ar ni asignar por testa­

m en to  m ás d e  la m itad d e  sus b ienes, y desp ués con traviniere á su 

prom esa, el d ich o  d escen dien te legítim o ten drá d erech o  á que los 

herederos le  enteren lo  q u e  le  había  va lid o  el cum plim iento  de la 

prom esa, á prorrata dé lo  q u e  su infracción  les aprovechare.n  •  

A rt. 3.® S e sustituyen los artículos 1362 y 1363 p o r los siguientes: 

•iA r t . 1362. L o s  legatarios no son obligados á con tribuir al pago  de 

U s asignaciones alim en ticias ó de las deudas hereditarias, sino cuan do 

el testador destin e á legad os alguna parte d e  lo s bienes que d e b ió  

reservar para asignaciones alim enticias, ó  cuan do al tiem po de abrirse  

la  sucesión ya haya h ab id o  en e lla  lo  bastante para pagar las deuda» 

hereditarias.
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" L a  accidn de lo s acreedores hereditarios contra los legatarios es eti 

Subsidio de la que tienen contra los herederos. '

“ A r t . 1 3 6 3 . 'I x3s legatarios q u e  deban  con tribuir al pago  de las 

asignaciones alim enticias <5 de las deudas hereditarias, lo  harán á pro* 

ttata de los valores de sus respectivos legados, y la porción  del legata­

rio insoluto no gravará á  los otros.

"N o  contribuirán, sin em bargo, con  los otros legatarios, aquellos á 
<luienes el testador hu biere expresam en te exo n erad o  de hacerlo. P ero  

agotadas las con tribucion es de los dem ás legatarios, qu ed are  in co m ­

pleta una asignación alim en ticia  ó insoluta una deuda, serán ob ligad o s 

*1 pago aun los legatarios exon erados por el testador.

"L o s  legados de obras pías ó de ben eficen cia  p ú b lica  se entenderán 

Exonerados por el testador sin necesidad  de disposición  expresa, y  en - 

tfarán á  contribución  después d e  ios legad os expresam en te exone* 
fados..,

4.0 Se agrega a l artícu lo  1397 el inciso  siguiente: 

n em bargo, los desem bolsos h ech o s para el pago de las deudas 

descendiente legítim o se im putarán á su herencia, si la tuviere; 

•■o sólo en cuan to  hayan sido útiles para el pago  d e  d ich as deudas, 

y  ̂ vo que g¡ autor de la h eren cia  h u biere declarado expresam en te 

por acto entre vivos ó testam ento ser su ánim o q u e no se im puten  

gastos á  la herencia...

 ̂ 5.0 S e suprim en las frases "co m o  legitim ario  6« en el artícu lo  

"ó  por haber sido éste desheredado., en el artículo  243, núm ero

■ y®** el artículo  247, y »que no se les deba i  títu lo  d e  legitim an en 
®f«culo 360.

'‘^emplaza la  palabra "legitim arios., por t«herederos.r en el ar- 
'̂CUlo '

T ítulo 11 

D t  las asignaciones alim enticias

° precede, form arán el títu lo  V  del libro

I . C ó d ig o  C iv il, las d isp osicion es siguientes: '

*‘'̂ ‘as á^f ®̂®‘ ador está  ob ligad o  á hacer asignaciones alim en-

asie • personas á qu ien es debe p or ley  alim entos; estas

P®rjuici'^"^* suplen cu an d o  el testador no las ha h ech o , aun co n  

" A r^  disposicion es testam entarias expresas. ;
• *168. Las asignaciones alimenticias gravan la masa heredita-
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ria; m enos cu an d o  el testador haya im puesto esa ob ligación  á un o 6 
más partícipes de la sucesión .

" A r t .  116 9 . E l h ijo  ilegítim o q u e  fuere reco n ocid o  co m o  tal en el 

testam ento, podrá exigir á  los herederos aquellos alim entos á  que sería 

ob ligado el testador si viviere; pero sin acción  retroactiva.

" L o  cual se entien de si el testador ñ o la  recon ociere form alm ente con  

la intención de conferirle los derechos de hijo natural, ó no tuviere 
efecto  su recon ocim ien to  en este sentido.

“ A r t . 117 0 . L os asignatarios de alim entos no estarán o b ligados á  

devo lu ció n  alguna en razón d e  las deudas ó cargas que gravaren el 

patrim onio del difunto; pero podrán rebajarse los a lim en tos futuros 

que parezcan desproporcion ados á  las fuerzas del patrim onio del 
difunto.

" A r t .  i  17 1 . E l derecho á  una asignación  alim enticia  no es transm i­

sible por causa de m uerte, ni se p uede suceder en ¿1 por d erech o  d e  
representación.

" E l  derecho que no existe al tiem po d e  la m uerte del autor d e  la 

herencia, no se adquirirá después por pobreza sobrevivien te.

••A r t . i 172. L os asignatarios de alim entos á quienes el testad or no 
haya d e jad o  lo que por la ley  Ies correspond e, tendrán derech o á que 

se reform e á su favor el testam ento, y  podrán intentar la a cció n  de 
reform a dentro de los cuatro  años con tados desd e  el d ía en q u e  tu v ie ­

ron co n ocim ien to  del testam ento y  de su ca lid ad  d e  asignatarios de 
alim en tos.

"A r 'I '. i  i 73- ®̂̂ ta de herederos ó p or insuficiencia d e  la herencia, 

los asignatarios de alim entos tendrán a cció n  para exigirlos de los d o n a­

tarios del d iíim to  por orden inverso d e  las fechas de las don acion es.

" A rt. i i 74. E n  lo  que no fuere con trario  á las disposicion es an te­

riores, las asignaciones alim enticias se regirán p o r'e l títu lo  X V I I I  del 
libro  I.® de este C ó digo.n

T í t u i .0  III 

D e  la  porción conyugal ■

A rt. 7.» Se suprime el niímero 5.» del artículo 559 del Código 
Civil.

A r t . 8.® S e  reem plaza el artícu lo  988 del m ism o C ó d ig o  por el 
siguien te;

" A r t .  988. Los hijos legítimos excluyen á todos los otros herederos.
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Pero el m arido ó la m ujer sobrevivien tes q u e  no tuviere b ien es, here­

dará una porción igual á  la de cad a  un o de lo s hijos.

" E l cón yu ge sobrevivien te podrá á  su arbitrio  retener lo  que posea <5 
se le deba, renunciando á este derecho, ó  pedir la porción hereditaria  

abandonando sus otros b ienes y derechos á  favor de la m asa partible.

"E l derecho se entenderá existir al tiem po del fallecim iento del otro 

cónyuge, y no caducará  en to d o  ó parte por la adcjuisición d e  b ien es 

Que posteriorm ente h iciere  el có n yu ge  sobreviviente.

"E l cón yuge sobrevivien te que al tiem po de fallecer el otro có n yu ge 

” 0 tuvo derecho á porción  hereditaria, no la adquirirá  después por el 

hecho de caer en pobreza, n

■ T ítulo iv

D e  la  mayor edad

A rt . g  o  iQ g  efectos de la ley , se d eclara  que es m ayor

® edad el que ha cu m p lid o  21 años.

A rt . 10 Sg gi X V I  del libro  i.® del C ó d ig o  C iv il.—

antiago, á  4 de agosto  de 1892 .— N icolás González E . ,  d iputado por 
M e lip iila .,  C . V. Risopatrón.

L a  l i b e r t a d  d e  t e s t a r .  — E n  u n a  d e  la s  ú lt im a s  s e s io n e s  

ra d a s  p o r  la  C á m a r a  d e  D ip u t a d o s  s e  p r e s e n tó  un  p r o y e c t o  

f  e y  q y g  c o n s u lta  u n a  r e fo r m a  tr a s c e n d e n t a l  e n  n u e s t r o  C ó -  
d 'g o  C iv il.

L a  m o ció n  r e s p e c t iv a  l le v a  la s  f irm a s  d e  lo s  sei’ío r e s  d o n  N i-  

^ ° r iz á lc z  E r r á z u r iz  y  d o n  C a r lo s  V .  R is o p a tr ó n . 

ich o  p r o y e c t o  v a  d e s t in a d o  á  e s t a b le c e r  e n  n u e s tr a  le g is la -  

la  l ib e r ta d  d e  t e s t a r  y  d o n a r , c o n c e d ie n d o  d e  e s t a  m a n e r a  

e l e je r c ic io  p le n o  d e  s u s  d e r e c h o s , s a lv o  la s  l im i-  

‘^'oncs re fe r e n te s  á  la  d a c ió n  d e  a l im e n to s  á  c ie r ta s  p e rso n a s- 

*^90 a b o g á b a m o s  d e s d e  la s  p á g in a s  d e  la  R e v is t a  E co n ó -  

‘ p o r  u n a  r e fo r m a  s e m e ja n t e . H o y ,  e n  v is t a  d e l  p r o y e c t o  

n '^^rítado, n o s  e s  g r a t o , á  la  v e z  q u e  a p la u d ir lo , r e p r o d u c ir  

q  ̂o b s e r v a c io n e s  y  m a n ife s ta r  n u e v a m e n t e  lo s  a r g u m e n t o s  

^ n i i l i t a n  á  f a v o r  d e  su  a p r o b a c ió n . '

' ‘c il  se  h a c e  la  e m p r e s a  d e  r e fo r m a r  e n  p a r te  ta n  s u s ta n -
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clal nuestro C ódigo, que es, á ju icio  uniform e de los com enta­
dores, uno de los que presenta m enos defectos. E l prestigio  que 
ha  alcan zado aquel cuerpo d e leyes aum en ta todavía  m ás la  
dificultad  de esa tarea.

Sin  em bargo, la necesidad dé la reform a de nuestra legisla­
ción civil en algunas de sus m aterias, ha venido insensiblem ente 
abriéndose caníino en la opinión pública.

Y  ello  es natural.
R eem p lazan te  de las leyes españolas, el C ó d ig o  C iv il tuvo 

que reflejar en sus disposiciones las ideas de éix>cas pasadas, 
las costum bres de otra sociedad y  las preocupaciones correspon­
dientes. Pero las sociedades cum plen la le y  del progreso y  la 
legislación  debe estar siem pre á parejas con el grad o de progre­
so social.

D e  aquí es que se im p on ga  la reform a en la m ateria estud ia­
da en la m oción de nuestra referencia. ,

Y a  el propio autor del p royecto  de C ó d ig o  C ivil, en una de 
las notas de que lo acom pañó, puso de m anifiesto su pensam ien­
to  sobre este particular.

" E n  el establecim iento de las legítim as, decia, la filosofía no 
parece estar de acuerdo con la legislación. L a s  legítim as no fue­
ron conocidas en R om a m ientras á la  som bra de las virtudes 
republicanas se m antuvieron puras las costum bres y  severa la 
d iscip lin a dom éstica. L a s  legítim as no son conocidas en la m a­
y o r  parte de la G ran B retañ a y  de los E stad o s U n id o s de A m é ­
rica; y  tal vez no h a y  países donde sean más afectuosas y  tiernas 
las relaciones de fam ilia, m ás santo el h ogar dom éstico, m ás 
respetados los padres y  procurados con m as ansia la educación 
y  establecim iento de los h ijos.m

R azo n es poderosas m ilitan en favor de la  reform a propuesta.
P asém olas en rápida revista.
T o d o  asunto social se traduce en uno económ ico: el principio 

de las legítim as significa un aten tado en con tra  del invio lab le 
derecho de propiedad.

Á  causa de las necesidades económ icas, el hom bre se sacrifi­
ca  y  trabaja, y  form a sus capitales. A ten d id o  el origen  de la 
propiedad, se creería que su dueño pudiera disponer d e  e lla  
con entera libertad; pero, por la  ley, la  generosidad h u m an a

PO NTrnciA  
1 UN IVERSIDAD
I CATÓLICA üf 
VALPARAÍSO



está lim itada, y  si traspasa esos lím ites, se concede á los Icgití- 
niarios la acción de reform a del testam ento.

Igualm ente e l régim en de legítim as se opone á la p r o d u c -  
ción de las riquezas y al increm ento de las industrias y cien­
cias.

E x isten  en el hom bre aspiraciones naturales á disponer, para 
después de sus días, de los bienes que adquirió en vida.

Supongam os que la le y  no ponga trabas á esas aspiraciones y  
que le deje llano y  e.\pedito el cam ino para cum plirlas. E n to n - 

confiado en la garan tía  legal, se afanará por producir á fin 
poder disponer de m ás bienes y  colm ar m ás á sus anchas sus 

^spiracione-s; pero, en cam bio, si la  ley, con notoria injusticia, le 
advierte que sus bienes en gran parte serán para sus hijos, aun 
cuando éstos no lo m erezcan, el propietario no se verá  estim u- 
ado al trabajo porque d ivisará el térm ino ingrato  de sus afanes; 

y> si no tiene grande ap ego á su dc:xcn dcn cia, llegará  hasta á 

<^'lapiclar sus bienes. L a  industria sufrirá, y  la  le y  tendrá la cu l­
Pa de la estagnación ó retroceso industrial.

E so por lo que respecta al testador ó propietario. '

E n cuanto a! legitim ario  m ism o, la consecuencia no es m e- 
funesta para el progreso social. \

E a  aspiración del hom bre es satisfacer sus necesidades con 
nienor costo, con el m enor esfuerzo posible. S u  ideal econó- 

sería no verse ob ligado  al trabajo  para atender á sus ne- 
<^esidades. . -

Fácilm ente se com prenderá que si ese ideal se alcanzase, si 
pudiera alcanzarse, el hom bre viv iría  en la  inacción, las socie- 

ades no progresarían y  la v id a  se haría im posible.

'  progreso de las naciones e x ig e  el trabajo  de sus habitantes.
. ■'a bien, si la inclinación natural del hom bre lo  a leja  del 

for verdad que la  le y  que establece la  asignación

por^**^ ®'’^'™ula en el legitim ario  aquella  repulsión que siente 

en d*'' ¿N o es verdad que viendo el h ijo  la riqueza que,
aba lejan o pero siem pre seguro, ha d e heredar, se

onará al ocio y  consecuen tem ente al vicio?
* r̂nás, algún punto de contacto, en cuanto á los perjuicios 

la i -  ̂ P̂ ’oducción, tiene el establecim iento  de las legítim as con 
itución de los m a3'orazgos. É sto s se oponen al progreso
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industrial porque se d ificulta la  producción, la  cual aum en ta 
con la división y  la cooperación en las tareas.

A s i com o lastim a el derecho de propiedad, la  legítim a rebaja 
el orden y  disciplin a dom ésticos.

L a s  personas que entre sí se encuentran ligadas por vínculos 
y  deberes m ás estrechos son el padre y  el hijo. S ien do estos de­
beres, com o lo son, casi enteram ente privados, y  no alcan zando 
la  le y  positiva á sancionarlos uno á uno, d ebe d elegar en el 
padre, com o autoridad naturalm ente instituida, las facultades 
necesarias para representarla en esa parte de su altísim o m agis­
terio. S i eso es lo natural ¿qué sanción mas práctica podría la le y  
poner en m anos del padre para llam ar al hijo al recto cu m p li­
m iento de sus deberes que la facultad de privarle de su herencia?

Kn la vigen cia  del actual sistem a de legítim as el h ijo  cum pli­
rá ó no sus deberes de tal, descansando siem pre en la confianza 
d e  que la le y  le am para en su vicio  y  de que le reserva la  fortu­

na inm erecida.
E s verdad que la le y  ha puesto en m anos del padre el rem e­

dio para dar el castigo á su h ijo  ingrato  ó corrom pido: ha esta­
blecido el derecho de desheredar.

Bien puede decirse, sin em b argo ' que tal derecho no se e jer­
cita  en la práctica. R arísim os han sido los casos en que un 

padre se ha avanzado á desheredar á su hijo. Y  la razón se co m ­
prende. E l  C ó d igo  lim ita ese derecho á ciertos casos que ta x a ­
tivam en te enum era: el padre que quiera ejercitarlo  deberá 
publicar la  causal, deshonrando de esa suerte á su hijo  ante la 
sociedad. A n te  una consecuen cia sem ejante, el padre retrocede 
y  no verifica el desheredam iento.

A  este propósito d ice el señor Bello;
" N o  se d ig a  que la  desheredación legal rem edie este incon­

veniente: ¿qué padre, con entrañas d e tal, querrá sacar á la luz 
p ública  la  crim inalidad de su hijo, crim inalidad cu ya  afrenta 

recae sobre él m ism o y  sobre toda su familiaPu
A d em ás, la e.vperlencia nos recuerda las consecuencias odio­

sas á que d a lugar el régim en actual: m uchas disensiones en el 
seno de las fam ilias, m uchos dispendiosos é irritantes pleitos 

seguidos ante los T rib u n ales d e ju stic ia  tienen por c^usa las 

disposiciones vigen tes sobre la m ateria.
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Num erosas son, pues, las ventajas que produciría la reform a 
propuesta. L o s sostenedores del régim en actual basan su defen­
sa en la atribución que pretenden conceder á la le y  para velar 
porque un padre desnaturalizado no o lvide el porvenir de sus 
hijos, y  agregan que en la  lucha entre el capricho de un padre 
y  lo que llam an el derecho del hijo, la ley  debe tom ar cartas á 
fin de salvaguardiar los fueros de la justicia.

E s evidentem ente errada una argum entación sem ejante: la  
garantía para el h ijo  no puede estar en la  le y  y , com o dice el 
seflor Bello, "en el corazón de los padres tiene el interés de los 
descendientes una garan tía  m ucho más eficaz que cuantas pue­
de dar la ley.,,

Ni se d iga tam poco que el sistem a de legítim as es requerido 
por el D erecho natural. E l padre tiene obligación  de proporcio­
nar el desarrollo de la inteligen cia del h ijo  y  facilitarle los me- 

>os de ganarse, honradam ente y  m ediante el trabajo, la  vida; 
pero no podría sostenerse que la  obligación de m antenerlo debe 

extenderse á toda la vida del hijo. S i éste en una edad cualquie- 
y  rnediante el esm ero del padre, lleg a  á alcan zar la prepara- 

'kr para satisfacer por sí propio sus necesidades, la
°  legación del padre cesa.

n el caso de que un padre cliente entre los suyos con un 
'?®"'‘^nte ó im posibilitado por cua'lquier otro capítu lo  para 

^^'íuirir los m edios de sustentar la vida, la obligación  paterna 

j^^^^'^^Porcionárselos subsistirá. Pero estas serán las ex cep cio- 

tn’i  ^ raras serán á m edida que, propagán dose las indus-
• se facilite la adquisición de la riqueza.

 ̂ Aprobación del p royecto  es requerida por el progreso de 
ostras leyes y  satisfaría m u y justas exigen cias.

, ■ M i g u e l  C r u c h a g a  T .
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LA PARTIDA DE NACIMIENTO COMO PRUEBA DE 
LA LEGITIMIDAD DEL HIJO

R e f u t a c i ó n  d e  u n a  s e n t e n c i a  d e  l a  C o r t e  
DE A p e l a c i o n e s  d e  S a n t i a g o

Una de las Salas de la Corte de Apelaciones de esta capital 
ha librado recientemente un fallo confirmando otro de uno de 
los señores jueces de letras, que debe haber causado no poca 
extrañeza á los profesionales y  aun á los extraños.'

El Ilustrísimo Tribunal ha declarado por tres votos de sus 
miembros contra uno que una partida de nacimiento en la que 
se dice ser hijo legitimo de tales padres el nacido  ̂hace prueba ple­
na de legititnidad aun cuando se impugne su veracidad por fa l­
ta de existencia del matrimonio de aquéllos, s i no se acredita la im­
pugnación. ,

Las sentencias á que nos referimos dicen gsí:

Santiago, i i  de ju lio  de i 8g o

Autos y vistos: en virtud de la resolución de la Iltma. Corte de 
veintiséis de julio de mil ochocientos ochenta y  ocho, don Marcial 
Navas por don Temístocles Cienfuegos, deduce demanda á f. 43 en 
contra de doña Margarita Santis v. de Cienfuegos y su hijo legítimo, 
y  solicita que se declare que su mandante es hijo legítimo de don’ 
Dionisio Cienfuegos, y que en tal carácter debe ponérsele en pose­
sión de la parte del caudal de este líltimo que por la ley le corres­
ponde.

A  este propósito expone; que tratándose de establecer la calidad de 
legitimario y probándose el estado civil de hijo legítimo, que es el 
antecedente de aquella calidad, por la respectiva partida de bautismo, 
bastará á su propósito la presentación de esta partida.

Que establecida así la calidad de hijo legítimo, fluye como conse­
cuencia precisa de ella la segunda petición que formula, á saber: su 
derecho para exigir la parte de bienes que corresponde á aquél en la 
sucesión de su padre, en conformidad á la ley.

Comunicado traslado de la demanda, doña Margarita Santis v. de
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Cienfuegos, y don José Amo Jiménez, como curador a d litem  de! menor 
Guillermo Cienfuegos, contestándola, piden se les absuelva de ella 
con costas. .

Sosteniendo su derecho, dicen que es inexacto que el demandante 
sea hijo legítimo de don Dionisio Cienfuegos, pues éste al casorsecon 
a ocurrente era soltero según se comprueba por la respectiva infor- 
’̂^ación recibida ante la Curia Eclesiástica al celebrarse el matrimonio, 
y constaba también de püblica voz y fama; que el demandante se apro- 
^ccha tan sólo de las declaraciones que se hacen muchas veces por 
evitar deshonras, presentando como hijo legítimo á los que realmente 

lo son, pero esto no puede conferir derechos, y finalmente que es 
inexacta la teoría sustentada por el demandante que sobra y basta la 
Partida de nacimiento sin acreditar el matrimonio para justificar el 
estado civil de hijo legítimo.

'representante de don Temfstocles Cienfuegos, replicando á f. 50 
'Asiste, fundado en el artículo 305 del Código Civil, en que basta 

a acreditar el estado civil de hijo legítimo la respectiva partida de 
'smo, sin ser necesario la de matrimonio.
os demandados, duplicando á f. 5 1, insisten en sostener que la con- 

hijo legítimo comprende dos hechos capitales: uno, el de 
•lacer, y gj nacer dentro del matrimonio, y que esto se ajusta
^•■fectamente á los preceptos del título 7.® del libro i.® del Código 

"''I. en el cual se ve que ante todo es menester para la declaración de 
legítimo que sea concebido durante el matrimonio de sus padres. 

^  causa fué recibida á prueba y se rindió por las partes la que 
autos, después de lo cual, previo dictamen del Miipisterio 

*eo, se citó para sentencia. .
on 1q expuesto y considerando: ,
'■■Ulero. Que el estado civil de hijo legítimo se comprueba por la 

efida partida de nacimiento ó bautismo. '
egundo. Que por medio de la partida de f. 5 se acredita que el 
andante es hijo legítimo de don Dionisio Cienfuetíos y de doña 

Aliaga.

Que estando este instrumento en la forma debida confor- 
® o dispuesto en el artículo 306 del Código Civil, se presume su

padre Que la inexistencia de la partida de matrimonio de los 
la demandante no basta para destruir el mérito probatorio que
dete  ̂ .̂ '̂’ ^ere á la partida de nacimiento desde que ésta es la que 

'■"̂ ina el estado civil á que se refiere.
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Q uin to . Q u e  aun qu e podrán rechazarse las partidas p robando la 

no identidad personal, el dem an dado en este caso no lo  ha  hecho, 

pues no basta para justificar esa falta de identidad  personal la co m p u l­

sa agregada á  f. 44 vuelta, d esd e  q u e  la sim ple añrm ación  q u e  hace  el 

padre del dem andante de ser soltero, no p uede destruir el e fecto  del 

instrum ento p úblico  de la partida d e  bautism o.

Sexto. Q u e  respecto de la partida de f. 114 , e lla  es in condu cen te, 

p or cuan to  no se ha com p lem en tado com p roban d o q u e  el q u e  figura 

ahí com o padre, sea el m ism o del dem andante.

Séptim o. Q u e  la prueba presentada por el dem an dante se co rro ­

bora con  la fe d e  m uerte, corrien te á  f. 112 , p or m edio d e  la cual se 

acredita  que la m adre del dem andante, segün la p artida de f. s> fué 

casada con  el padre del dem andante.

O ctavo. Q u e  dados todos estos antecedentes, se ha acreditado el 

estado civil de hijo  legítim o que corresponde al dem andante.

N o ve n o . Q u e  la segun da petición  form ulada en la dem anda, á  sa­

b er; que en virtud de la ca lid ad  de h ijo  legítim o, corresponde al d e­

m andante el derech o  que la ley  le Asigna en la herencia d e  su padre, 

no ha sido con tradicha por la parte dem an dada, lim itándose tan sólo 

á  im pugnar el estado civil.

C o n  el m érito de estas con sideracion es y  visto  lo  d ispuesto en los 

artícu lo s 1,698, 305, 306 y  307 del C Ó Jigo C iv il, se declara q u e  ha 

lugar á  la dem anda, y en con secuencia, que don T em ísto c lcs  C ienfue- 

gos es h ijo  legítim o de don D io n isio  C ienfuegos, y co m o  á tal le c o r­

respon de el derech o que la ley le  asigna en la herencia d e  su finado 

p adre__L arraín  Z.— Gaete, secretario.

Santiago, 14  de m arzo de 1892.—  V istos, y  con sideran do adem ás:

Q u e  aunque ha sido im pugnada por los dem an dados la veracidad  

d e  la declaración  hech a en la partida de bautism o, de ser don T em ís- 

to cles h ijo  legítim o de don D io n isio  C ien fu ego s, .n o  se h a  aducido  

prueba suficiente en autos para destruir el m érito  legal de d icho ins­

tru m en to;
Q u e  en ninguna de las disposicion es del títu lo  q u e  trata sobre las 

pruebas del estado civil, se exige acreditar la existen cia del m atrim o­

nio com o requisito in dispensable  para poder acreditar la legitim idad 

del h ijo; y  por el contrario, de lo  d ispuesto en los artículos 305, 306, 

307, 308 y  309, se d ed u ce  que la prueba de la existencia del m atri­

m onio es sólo  uno de los m edios de p rueba de la legitim idad, sin que 

exclu ya  los dem ás m edios de prueba recon ocid os por los artículos c i­

tados.
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Y  visto tam bién lo dispuesto  en el artículo  983 del C ó d ig o  C iv il, se 

confirm a la sentencia apelada de 11 de ju lio  de 1890, corriente á  fo- 

j*  125, con costas del recurso.

P ublíquese y  devuélvan se. A grégu ese  el papel sellado  que corres­
ponde. .

Acordada contra el voto del señor m inistro  R ie sco , que op in ó  por 

la revocación, por los fundam entos que con signa en su v o to .— P a lm a  

G uzm A n.—  H u id o b r o . — R o d r íg u e z .  —  R ie s g o .—  P roveído  por la 

I'tma. Corte, Cuevas, secretario.

. VOTO ESPECIAI.

En la causa de don T em ísto cles  C ien fu ego s con  doñ a M argarita 

^■itis y otro, sobre derecho á la herencia de don D io n isio  C ienfue- 

he creído q u e  d ebía  revocarse la sentencia apelada y desecharse

^*^ anda, disin,tiendo así de la opinión  de la m ayoría del T rib u n a l.

 ̂ tenido presente para opinar de esta m a n era :

, Q ue la dem an da de don T em ísto c les  se funda en la calid ad  de

‘®gítimo que d ice  tener, c a ’ idad que las dem andadas le  descono-

afirmando que sus padres no fueron nunca casados.
según las d isp osicion es de los artículos 179 , 180 y 2 15 del

■ Civil, el estado civil de hijo legítimo, además de la correspon-
filiación, requiere para su existencia el m atrim onio de lo> pa-

•"es en una época dada.

^^3 ° Q u e dispon iendo el artículo  305 del C ó d ig o  C iv il que "e l esta-

 ̂ eivil de casado ó viudo, y de padretó  hijo legítim o, podrá  probarse

respectivas partidas de m atrim onio, de n acim iento ó bautism o,

 ̂ tu e r te n , agrega el 308 q u e "esto s instrum entos atestiguan las

^^  ̂aracioncs hechas por Jos con trayentes de m atrim onio, por los pa-

, padrinos lí otras personas en los respectivos casos. m

Q ue no pudiendo tetierse co m o  declaración  respecto  dcl matri-

"''onio de los padres la  expresión de h ijo  legítim o con signada en la

 ̂ ' ' a de bautism o, la  q u e  es una m era apreciación  d e  la pers >na que

titu inscripción, pero no un testim onio sobre los hechos cons-
^^uiivosj de ese estado civil, para ju'-tificar la raüdad de tal hijo legíti-

ha puede existir sin el referido m atrim onio, el dem an dante

lícul"^ probar éste con  la respectiva partida, en con form idad  al ar.
 ̂ 305, 6 á  falta d e  este m edio con algun o de los m encion ad os en 

ti 309; y ®

5- Que lejos de haber producido esta prueba, los antecedentes de
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los autos, á mi juicio, inducen á juzgar que el matrimonio que se in­
voca no ha existido jamás.

Santiago, 14 de marzo de 1892.—  R iesco.

Podemos asegurar que la opinión adoptada en las resolucio­
nes que copiamos, no ha sido hasta ahora la consagrada por la 
jurisprudencia de los tribunales.

Razones de hecho y  de Derecho concurren para desestimarla 
en absoluto.

Con el fallo de nuestra referencia, si regla general pudiera 
sentar, la legitimidad no tendría bases firmes é inequívocas; de 
supuesta podría pasar á ser judicialmente verdadera.

L a prole ilegítima, con un poco de precaución en los intere­
sados, quedaría al lado de la legítima y  con los mismos dere­
chos que ésta. Todo se reduciría á una simple declaración en la 
partida de nacimiento.

¿Ha podido sugerir la ley semejante anomalía? ¿Ha querido 
que la filiación legítima se pueda justificar por un  ̂simple re­
gistro de nacimiento?

Respondemos que nó, y  que esto es completamente absurdo 
y  contra ley clara y  expresa. j

*
•  «

Entendemos que es partida de nacimiento la que, extendida 
en un registro público y  autorizado al efecto, hace constatar 
que un nuevo sér de nuestra es¡>ecie ha venido á la vida en tal 
fecha y  lugar.

Como se impone la necesidad de distinguir é identificar á 
esa persona, se le da un nombre agregándose que procede de 

' tales padres que sé dice serlos.
Si á la indicación de hijo, sucede la calificación de legitimo, 

se significa que viene de matrimonio, que puede ser ó nó efecti­
vo, según la fe y  conveniencias de los que pidan la inscripción 
del nacimiento.

Es sabido que cuando el bautismo consagraba á la vez el 
acto civil del nacimiento, los párrocos se limitaban á asentar 
en las partidas la filiación indicada por los padrinos ó padres, 
fuera ella exacta ó nó, sin entrar en más indagaciones.



Idéntico procedimiento se observa hoy en la practicación de 
a inscripción en el Registro Civil. El oficial civil ha sustituido 

cura y  los testigos á los padrinos; esta es la única diferencia, 
esulta de las precedentes observaciones, que siempre se ha 
ido, como se puede hoy, hacer inscribir como hijo legitimo 

que no lo es, sin que esto pase más allá,
o expuesto es lo que surge de la apreciación práctica de la 
ena, y  esto mismo nos manifiesta desde luego cuán equí- 

oco puede ser el estado civil que se designa en una partida
'renacimiento. ' ,

. • •
* «

f . •

^hora al estudio legal del asunto.
^̂ Sitii durante el matrimonio de sus padres es hijo

Alte^" inciso i.° del artículo 179 del Código Civil.
X̂pre.s*̂ ^̂ '̂  ̂ construcción, sin cambiar el sentido, podemos 

f^uran^  ̂ Precepto así: nes solamente hijo legitimo el concebido 
'̂“^trtmonio de sus padres.»

excepciones legales referentes á legiti- 
Por matrimonio putativo y  de legitimación,

Pue P '̂‘ ‘̂"entes al caso de que tratamos.
•"^oros contexto de la disposición copiada se deduce
hijo persona tenga el estado de
y  2.0 necesario: i.®, la preexistencia del matrimonio,

otros'té*^ -̂^  ̂ tenido'lugar dentro de él; en
haya artículo 180, que el matrimonio se
>iac¡niientQ ochenta días, por lo ménos, ántes del '

in
^ •̂■ivarse^r  ̂ matrimonio, de que solamente puede
*^ente en ^  ®̂S‘*̂‘*nidad del hijo, tiene que existir y  precísa- 

no se^°^^ ^ hechos, como que son demostra- 
‘^hos'ó ne*̂  P*'̂ 5“ n̂ en ni deben aceptarse, caso de ser contradi- 

Sin dud^ juicio, sí no se hacen constar legalmente. 
^̂ <̂ nta y  h \ ^  S^na el legislador debió haber tenido muy en 
bns d e l e s t a d ^ " ^ precedentes al tratar de lasprue- 
‘ '̂ n̂trario estrecha conexión de la materia. Lo

 ̂suponerlo muy descuidado en la concordancia
^ O R E N S E ,— - t o m o  V I I I  7
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de sus mandatos, y  bien olvidadizo de los antecedentes que 
previa y  preceptivamente sienta como base general de la cons­
titución del estado civil de hijo legítimo.

Bien. El artículo 305, segundo del título de las pruebas del 
estado civil, prescribe en su primer inciso lo siguiente: esta­
do civil de casado 6 viudo y  de padre 6 hijo legitimo podrá pro­
barse por las respectivas partidas de inatriuionio, de nacimiento o 
bautismo, y  de muerte.n

El Ilustrísimo Tribunal ha entendido, por esta disposición, 
que el estado civil de hijo legítimo puede probarse con la par­
tida de nacimiento, cuando en ella se declara tal estado, sin 
perjuicio de que también puede hacerse justificando la existen­
cia del matrimonio.

Por nuestra parte nos resistimos á aceptar tal inteligencia, 
porque ni el tenor literal, ni el espíritu del precepto legal co­
piado nos autorizan á ello.

El sentido que le atribuimos, único de que es susceptible, es 
el siguiente: el estado civil de casado podrá probarse con la res­
pectiva partida de inatrimonio, el de viudo con ésta y  la de muerte 
del cónyuge, y  el de padre 6 hijo legitimo con la de matrimonio y  
la de nacimiento de los padres y  del hijo respectivamente.

' El Código dijo podrá probarse, porque, poco después (artícu­
lo 309), señala otros medios probatorios, supletorios de aquéllos. 
El Proyecto primitivo empleaba la frase probarse-, pero
como así se e.xcluía otros medios de prueba supletorios, no 
obstante de establecerlos el mismo Proyecto, se cambió la re­
dacción y  quedó correcto el discurso é inequívoco el sentido.

Deducimos de aquí que la ley no ha pretendido quitarle su 
carácter de exclusiva á la prueba de la legitimidad del hijo por 
la de la existencia del matrimonio, sino precisamente preceptuar 
que no existiendo la documentación que la haga formal (par 
tidas de matrimonio y  de nacimiento), el estado civil de que 
tratamos podrá probarse por los medios que indica el artículo 
309 y  nada más. . .

El anáh'sis lógico de la disposición del inciso i.” del artículo 
305,'apoya perfectamente nuestra opinión.

La frase respectivas partidas, usada en el precepto aludido, 
no índica que á cada estado civil de los que enumera le es
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correlativo en absoluto uno sólo no más de los tres medios 
documentales allí prescriptos; porque analizando el 

urso en tal comprensión resulta un verdadero desconcierto.
med  ̂ de los estados civiles á cada uno de los

e IOS de prueba en el orden en que están expuestos, y  se verá 
absurdo que se obtiene.

ó legislador, al disponer que el estado civil de casado
lU o, de padre ó hijo legítimo podrá probarse por las res- 

>vas partidas de matrimonio, de nacimiento ó bautismo y  

estad̂ *̂̂ ^̂ ’ establecer correlatividad rigorosa entre un
ment°  ̂ partida, .sino, y  esto es lo lógico, indicar simple- 
Partid diversos estados civiles pueden probarse por las

enumera, según corresponda 6proceda 6 sea respec- 
los ’re^- á la naturaleza jurídica de estos estados y  á

Posesión' '̂^°* proscripto para su constitución y

^encil’ f  "  respectiva como prueba de su exis-
const ’ matrimonio, porque basta en Derecho la

>̂••11101"̂ '̂  ^el contrato correspondiente; á la viudez, la del ma-
ex^t ^ muerte de su cónyuge, porque, para

'̂ el pad necesarios ambos requisitos; y  á la legitimidad
'diento d t  matrimonio de aquél y  la de nací-

hijo 1 '^°P l̂‘'̂ ’̂' ’^'^ente, porque no puede haber padre
>'iidad matrimonio y  el nacimiento, en confor-

La • . dispone el artículo 179.
precepto legal que acabamos

despr  ̂ justificada, como que
q u e^  muy claramente de su tenor literal. Con

«='<5ndel   ̂ garantida é inequívoca la comproba-

®ficacfa\ y  ̂ Ja vez con toda
'̂ ‘̂culo 17  ̂ ° ‘ P̂0;'̂ ‘cií5n general y  fundamental que contiene el

^^'iciade „  hace letra muerta la sen-
que nos ocupamos. ;

» 
« «

Ilu. •

®®*̂ tencia) Tribunal ha sostenido (considerando 2.® de la 
h s  »ingtina de las disposiciones del titulo que íra^

del estado civil, se exi¿̂ e acreditar la existencia
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del matrimonio cómo requisito indispensable para probar la legi- 
iimidad del hijo, y, por el contrario, agrega, de lo dispuesto en los 
artículos jo ¿ , jo 6 , J07, jo 8  y  jo p , se deduce que la prueba de la 
existencia del matrimonio es sólo uno de los medios que acreditan 
la legitimidad, sin que excluya los demás reconocidos por los ar­
tículos citados.w

Verdaderamente hay que esforzar con arbitrariedad el racio­
cinio para colegir una conclusión semejante, pues que, sin vio­
lencia alguna, podemos obtener una deducción diametral mente 
opuesta y  bien susceptible de comprobar.

Sostenemos, al respecto, que la prueba de la existencia del 
matrimonio es requisito rigorosamente indispensable para acredi­
tar la legitimidad del hijo, porque así lo quiere manifiestamente 
la ley. ' .

E l estudio que hemos hecho de los artículos 179 y  305, bas­
taría desde luego para confirmar nuestra opinión; pero una de 
las disposiciones citadas por el Tribunal (el artículo 309), y  otra 
omitida (el 313), se encarga de evidenciarla más todavía.

Prescribe el primero que la fa lta  de los referidos documen­
tos (los expresados en el artículo 305, incisos i.® y  3.°), »po- 
drá suplirse por otros documentos auténticos, por declaraciones 
de testigos que hayan presenciado los hechos constitutivos del esta­
do civil de que se trata, y  en defecto de estas pruebas por la noto­
ria posesión de ese estado civil.»

De manera que, al tenor de este precepto, para justificar la 
legitimidad del hijo en defecto de documentos, bastan declara­
ciones de tres testigos que hayan f)resencíado| los luchos consti­
tutivos del estado civil.

¿Cuáles son estos hechos constitutivos? Sencillamente, dos: el 
matrimonio de los padres y  el nacimiento del hijo en época le­
gal. Pater is quem nuptias demonstrant. . .

Se observa, pues, que se exige la constancia de haber existi­
do el matrimonio.

Veamos, ahora, el artículo 313, que, aunque no citado en la 
sentencia, procede en nuestra demostración.

Dispone lo siguiente: "la posesion notoria del estado civil 
probará por un conjunto de testimonios fidedignos, que la estabU¡  ̂
can de un modo irrefragable .w
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¿Cómo conseguiremos este resultado? Produciendo la prueba 
términos que no deje lugar á duda de que han existido 

los hechos demostrativos del estado civil de que se trata. En 
el caso de legitimidad del hijo, que es el que nos interesa, de- 
^m os, por consiguiente, preestablecer que éste vino de pa- 
‘íres casados, puesto que si sobre este punto inciden dudas ó 
contradicciones y  la prueba no las desvanece, no hái irrefraga- 
Solidad en la justificación que se pretende.

Ha querido, entonces, el legislador, que la existencia del ma­
trimonio se manifieste, siempre que se trate de acreditar fehacien­
temente la legitimidad del hijo. Los artículos 305, 309 y  313 con- 
cuerdan perfectamente con el 179, confirmando prácticamente 
Jos efectos del principio fundamental que éste consagra.

Y  no podía ser de otra manera dentro de la armonía que 
ebe presidir las diversas disposiciones de una ley.

El artículo 179'prescribe taxativamente los requisitos nece­
sarios para tener la calidad de hijo legítimo. El título de las 
P^ebas del estado civil enumera los medios probatorios de esos
requisitos. '

La existencia del matrimonio, es uno de ellos, y  su prueba, la 
partida correspondiente ó la supletoria indicada en el artícu- 
°  309. La del nacimiento en época legal es otro requisito, y  la 

respectiva partida de nacimiento, su prueba, y  en su defecto tam- 
' <?. supletoria del caso. -

* el legislador ha establecido, pues, dos requisitos copulati- 
para que una persona sea tenida como hijo legítimo, es evi- 

que la prueba deteste estado civil ha debido comprender 
dos requisitos, mucho más el que engendra al otro, 

da * profundamente errónea la aserción conteni-
el considerando segundo de la sentencia que examinamos, 

daTd Código no exige para acreditar la legitimi-
gj e hijo que se justifique la existencia del matrimonio. Por 
^^contrario, este requisito está prescripto como sustancial en el 

^  °  7̂9. y  su prueba en el 305 y  en el 309. 
s>dê  inexacta la otra aserción consignada en el con-
e^jg^”  . ^''idido, relativa á establecer que la prueba de la 
probat̂ '̂-̂  matrimonio es solamente uno de los medios 

orios de la legitimidad, siéndolos también, sin considera-
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ción á aquél, los indicados en los artículos 305 y  309; porque 
éstos, como lo hemos demostrado, se refieren á dejar establecido 
previamente el matrimonio, fuente y  base de la legitimidad del 
jiijo.

«« «

Para rebatir én todos sus fundamentos la sentencia de que 
tratamos, hemos de ocuparnos del considerando primero que de 
intención hemos reservado para el fin, porque así lo creemos , 
más de orden.
. E l Ilustrísimo Tribunal consagra allí una teoría inadmisible 
en procedimiento civil.

Ha declarado que, impugnada la veracidad de las declaracio­
nes de los testigos que figuran en la partida de nacimiento, 
sobre la legitimidad del hijo que en ésta se consigna, y  no 
habiéndose probado la impugnación, el referido instrumento 
justifica plenamente dicho estado civil, conforme á los artículos 
305 y  308.

De los antecedentes relacionados en el fallo de primera ins­
tancia, resulta que la impugnación fué fundada en la inexisten­
cia del matrimonio del padre del que alegaba legitimidad; en 
otros términos, quedaba afirmado por el impugnante que lo 
declarado en la partida era falso, porque el matrimonio no había 
existido.

Planteada así la cuestión ¿qué debe probarse? ¿Á quién in­
cumbe la prueba?
. El Ilustrísimo Tribunal ha sostenido que debe probarse la 
impugnación y  por quien la produjo.
. Á  primera vista parece que así debiera ser, y, sin embargo, 
si nos fijamos en la calidad y  procedencia de la impugnación, 
tendremos que hacer recaer el onus probandien el que alega la 
legitimidad.

Y  la demostración es muy sencilla.
El demandante, en el juicio de que se trata, ha debido probar 

que tiene el estado civil de hijo legítimo, y, en efecto, ha creído 
cumplir con esta obligación presentando la partida de naci­
miento.

El demandado, por su parte, ha sostenido, afirmando un he-
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cho negativo, la no existencia del matrimonio de los padres 
del demandante y, por lo tanto, que es falsa la legitimidad. ■ 

Aduce, como se ve, una negación de hecho que afecta nece­
sariamente la declaración consignada en la partida de naci­
miento que queda redargüida de falsa, porque se afirma no 
haber existido el hecho preciso para que sea veraz: el maírú 
Jnonio.

La cuestión en este terreno, que es el observado en el pleito 
de la referencia, se reduce ya á saber si ha existido 6 nó elina- 
tnmonio. Si lo primero, la impugnación hecha á la partida por 
falta de veracidad debe ser rechazada; si lo segundo, debe ser 
aceptada. Esto es obvio y  no admite discusión.

Bien. ¿A quién corresponde la prueba?  ̂ ^
¿Al que negó la existencia del matrimonio? Nó, por cierto, 

desde que al que niega ó afirma hechos negativos no le incum­
be tal obligación, sino en el caso de que la parte contraria tenga 
en su favor la presunción de la ley; y  excusado creemos obser­
var que la ley no presume que es hijo legítimo el que tal se 
^ice en una partida de nacimiento, máxime cuando está redar­
güida de falsa, en punto á declaración de legitimidad.
 ̂ Luego el onus probamii le compete al que se apoya en el 

instrumento impugnad^, y  ésto: primero, porque al sostener su 
veracidad afirma como consecuencia necesaria que sus padres 
fueron casados, sin cuyo requisito no puede apellidarse hijo 
legitimo, y  segundo, porque el matrimonio de cuya existencia 
depende en este caso la solución de la impugnación, no se pre- 
'’Ume de ninguna manera, pués no existen antecedentes ó 
circunstancias que lo hagan conocido y, pór consiguiente, de­
termina un hecho positivo, que debe probar el que con su 
existencia es beneficiado. '

Al impugnante le ha bastado para destruir el mérito, si lo 
tuviera, de la declaración de legitimidad contenida en la partida 

nacimiento, que al decir de la ley no garantiza veracidad, 
• êgar la existencia del matrimonio, porque tal partida no lo 
prueba, y, no probándolo, la declaración nada vale, desde que 

'■efiere á un hecho que debe justificarse de otro m odo..
Si de la existencia Ó inexistencia del matrimonio depende 

el caso contemplado la veracidad ó falsedad de la declara-
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ción de legitimidad que acusa la partida de nacimiento, es claro 
que no justificándose la existencia, esa declaración es letra 
muerta.

La negación del impugnante, sólo puede ser desvanecida con 
prueba que demuestre que ha acontecido el hecho que niega, y  
para eso está la partida de matrimonio ó la comprobación 
supletoria que establece el artículo 309.

Sostener que al que niega la existencia del matrimonio en 
juicio contradictorio le corresponde probar la negativa, cuando 
aquel no aparece de manifiesto ni presumido, es un absurdo 
gravísimo y  á ello nos conduce la teoría sentada en el consi* 
derando primero de la sentencia de que nos ocupamos,

* ' « *

No se nos oculta que la teoría que acabamos de sostener, se 
podría objetar aparentemente con la disposición del inciso 2" 
del artículo 308, por cuanto prescribe que las partidas de ma­
trimonio, de nacimiento y de muerte podrán impugnarse, 
haciendo constar que fué falsa la declaración en el punto de 
que se trata.

Podría decirse á eáte respecto que el que impugna la decla­
ración de legitimidad contenida en una partida de nacimiento, 
debe hacer constar que hay falsedad en lo declarado.

A  primera vista, la observación parece de fuerza; pero un 
atento examen la desvanece por completo.

Hemos demostrado en otra parte que, en conformidad á los 
artículos 179, 305 y  309, la prueba de la existencia del matri­
monio es requisito indispensable para acreditar la legitimidad 
del hijo, y  hemos agregado que la partida de nacimiento con­
juntamente con la de matrimonio .son los elementos probato­
rios de ese estado civil, sin pérjuicio de los medios supletorios, 
en caso de faltar !a documentación.

Ahora bien, el derecho de impugnación y  la obligación de 
probarla de que habla el inciso 2.® del artículo 308, se refieren 
únicamente al ca.so en que las declaraciones contenidas’̂ n la 
partida sean ó puedan ser falsas, é indiquen un hecho suscep- 
tibie de comprobarse por ella. En otros términos, lo que de-
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una partida, es lo tínico sujeto d impugnación compraba- 
no demuestra, ó más bien, lo indicativo, cede al 

f  ‘̂ ^̂ ‘^onoctmíento de la parte contra quien se opone.
 ̂ en justificación de legitimidad del hijo las

partidas correspondientes, se podrá impugnar, comproban* 
cierto, la de matrimonio para dejar sin efecto la filia- 

 ̂ que la de nacimiento indica, ó bien ésta para demostrar 
que no concurre con aquélla para producir legitimidad.

n e primer caso, se hará constar, v. g., que la declaración 
e consentimiento de los contrayentes no existió kgalmente y  
'̂ r consiguiente que no hubo matrimonio. •
Justificado este hecho, no hay para qué atacar la partida de 

 ̂ P '̂‘que la falsedad de la existencia legal del ma-
monio, implica la de la declaración sobre legitimidad conte» 
g  la partida de nacimiento. -

segundo caso, se hará constar que el nacimiento tuvo 
mat f'O determina la concepción dentro del
eral  ̂ el hijo que indica, aún nacido en época le­
ga^ no vino de ambos cónyuges. .
monT hechos, es evidente que la partida de matri-

“ 'o no tiene valor alguno como demostrativa de paternidad.
 ̂  ̂ i>^teligencia que damos al artículo 308. 

es 1  ̂ debe hacer constar según dicho precepto,
a e hechos que, sin ella, producirían prueba del acto que

consignan las partidas. '
{jj '̂ ^̂ '̂ ’̂ ĉión de filiación hecha por los testigos en la 

scripción del nacimiento, no es sino una mera indicación, y  
ce  ̂T  ''̂ '■dad, la impugnación que se haga equivale, enton- 
qû  d ®̂ ®P̂ ar un hecho improbado, y  por consiguiente 
j  ® como tal, como no existente, á no ser que venga la 
^mostración legal, ó sea, la prueba de la existencia del matrl- 
c_onio. Establecida ésta, podría impugnarse todavía la filia- 
^ ya en tal caso habría que comprobar la objeción,

. '^'ido Constar que el hijo no vino de los padres indicados 
a partida de nacimiento, ó sea. de los cónyuges que designa 

partida de matrimonio. •
'*’ P̂“ gf>ación comprobatoria de que tratamos sólo debe 

*>'>girse, pues, i  destruir declaraciones de hechos consignados



en una partida, cuando éstas son demostrativas 6 de justifica­
ción, no indicativas.

En conclusión de este punto, diremos que las partidas de 
nacimiento, de matrimonio y  de muerte son deuiostrativas é 
indicativas á la vez. Demostrativas únicamente del acto sus­
tancial que consagran é indicativas de todas las demás circuns­
tancias que en ellas se consignen.

Así, pues, si se impugna lo demostrado, corresponde la prue­
ba al impugnante, si lo indicado, al impugnado, salvo si tienen 
á su favor la presunción de la ley.

* «

Resumiendo, podemos dejar consignado á firme como resul­
tado de nuestras observaciones:

1.® Que la partida de nacimiento, por sí sola, no prueba la 
legitimidad que en ella se indica;

2.® Que esa filiación solamente puede comprobarse justifi­
cando, á la vez, la e.xistencia del matrimonio y  nó de otra ma­
nera;

3.® Que impugnada la legitimidad declarada en una partida 
de nacimiento, corresponde probar la impugnación, cuando se 
ha justificado la existencia del matrimonio, al impugnante;

4.® Que la misma impugnación, no constando el matrimonio, 
es un simple desconocimiento de un hecho cuya e.xistencia co­
rresponde probar al impugnado si pretende justificar su legi­
timidad.

Y  refiri(5ndonos al juicio en que ha recaído la sentencia de 
que nos hemos ocupado, no habiendo justificado su estado civil 
de hijo legítimo el demandante.'han debido ser absueltos los 
demandados.

E l voto disidente del ministro señor Riesco, aunque muy 
lacónicamente fundado, advierte la verdadera doctrina legal, y  
establece una conclusión que manifiesta hasta qué punto han 
olvidado sus colegas del Tribunal el requisito de la existencia 
del matrimonio para probar la legitimidad del hijo.

Dice el señor Riesco que los antecedentes producidos en 
autos le inducen, además, á juzgar que el matrimonio que se 
íqvoca no ha existido jamás, y  esta es la verdad.
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^ o obstante, se declaró legitimo al que no presentó en su 
^poyo sino una simple partida de bautismo.

Esto merece una enérgica refutación.
No es posible dejar pasar en silencio resoluciones judiciales

que se introducen doctrinas y  conclusiones perturbadoras
e un orden de cosas consagrado en disposiciones expresas de

a ley, sostenido por constante aplicación y  que consulta todas
^  garantías necesarias para la legítima constitución de la fa­

milia. •

Cualquiera que sea, por otra parte, la trascendencia del fallo 
e que nos hemos ocupado, tiene que dejar, desgraciadamente, 

e cctos y  consecuencias que acaso se explotarán mañana, lle-
V ndose ante los tribunales demandas parecidas y  tan infunda­
das como la acogida últimamente.

El precedente estudio responde á las consideraciones apun­
tadas. , ‘

• J u a n  A n t o n i o  B r i c e S o  V .

lítalo, /S de abril de iSg2.

mis

D E L  C E N S O

El tema que me he propuesto desarrollar está muy sobre ......
berzas, tanto por lo difícil del asunto cuanto por ser casi ente- 

'■amente innovado del sistema español que nos regía.
Las causas que me han inducido á hacer el presente estudio

• on. j  0̂ porque el .señor Bello no .señala ninguna fuente que 
puedan consultar los estudiantes sobre la materia; 2.®, por en­
contrarme en posesión de algunas nociones fundamentales so- 

re el particular; y  3.°, por ser este tema casi completamente 
Ijuevo, puesto que, registrando los Anales de la Universidadács- 

® su fundación hasta el año 1882, no he encontrado una .sola 
•Memoria que lo desarrolle en el .sentido que pienso hacerlo. ' 

En el tomo IV , página 391, año 1847, de los Anales de la
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Universidad, se encuentra una memoria del brillante juriscon­
sulto chileno señor Alvaro Covarrubías, titulada Los Mnyoraz- 

. gos en Chile) pero esta memoria sólo nos proporciona algunos 
datos históricos de ellos, expresando desde qué tiempo traen su 
origen, las causas de su creación, los países en que se desarro­
llaron, las leyes que los suprimieron ó introdujeron innovaciones 
en ellos, así como las razones que dan á conocer la inconvenien­
cia que resulta, tanto para el Estado como para los particulares, 
el que las leyes les presten su apoyo.

En el tomo II, página 255, año 1862, de los mismos Anales, 
se encuentra otra memoria del sefior Pedro Moncayo, titulada 
Censos. Observaciones contra su institución.

E l nombre de esta memoria indica su objeto, por lo que no 
tengo para qué ocuparme de ella en el presente trabajo.

No me propongo arg;imentar en pro ó en contra de la ins­
titución del censo, porque ya es una ley, y  sea conveniente ó 
inconveniente, no hay más que respetarla. Me propongo sola­
mente desarrollar algunas ideas en vista de las disposiciones de 
nuestro Código Civil. .

II
 ̂ .  'i 

Acepciones de la palabra censo. — k  esta palabra se le han
dado varias acepciones, tanto entre los antiguos romanos como 
entre nosotros: es una palabra vaga, indeterminada.

Entre los romanos significaba padrón ó lista que cada cinco 
años se hacía de las personas y  haciendas, debiendo incluirse en 
ellas solamente á los ciudadanos romanos, y  también significa­
ba contribución pagada por los vasallos á sus señores.

Entre nosotros tenía también al principio el primero de di­
chos significados y  .se le daba además este nombre á cierta pen­
sión que debían pagar anualmente ciertas iglesias á sus prelados.

En nuestro Código Civil .se le da á esta palabra una acejición 
diferente de las enunciadas; en él .se da este nombre á la pensión 
ó al rédito del capital acensuado y  al deredw mismo de e.vigir este 
rédito 6 canon, nó al contrato en que se constituye el derecho,como 
lo hacían las leyes y  autores antiguos, porque no hay contrato 
de censo, como lo demostraré á su tiemjx). ,

El cen.so es materia de un contrato y  nó el contrato misjno.
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III

A r t .  2022. — Definición del censo. — Censo es el derecho que te~ 
tiernos de exigir cierta pensión 6 canon generalmente anual y  por 

Precio determinado, reconociendo el censuario gravada una fin ­
ta de su propiedad con dicho canon y  precio.

Se dice que »es el derecho» (y no un contrato), por dos razones: 
I®, porque es la facultad de exigir el rédito ó canon y  ésta es 
Una de las acepciones en que se toma la palabra Derecho; y  2 
porque el Código Civil al dividir los derechos dice que son rea- 

y personales {d,xX.\CM\o 576), y  el censo figura en una y  en otra 
fila, según los casos (articulo 579 del mismo Código).

Cuándo debe figurar en una y  cuándo en otra se dirá al tra­
tar del articulo que legisla sobre la materia.

'̂Generalmente anual», porque puede el censualista haber es­
tipulado con el censuario que el pago del canon se haga en un 
periodo más corto ó más largo que el de un año (artículo 2032).

^^Generalmente por un precio determinado». Se ha hecho formar 
parte de esta frase la palabra "generalmcnten, porque hay veces 
en que el derecho de censo lo adquirimos gratuitamente, nópor 
pfecio, como por donaciones, por ejemplo.

"Reconociendo el censuario gravada una finca de su propiedad», 
porque es condición esencial del censo el que haya una finca 
gravada á que perseguir en caso necesario.

La palabra finca sólo comprende los predios rústicos y  urba- 
''os[(artículo 2024).

"Con el precio y  canon», porque está obligado á responder de 
*stas dos cantidades, •

IV

P r is io n e s  del cíwjo. — Nuestro Código Civil no reconócela 
'Visión tripartita que las leyes antiguas hacían de este derecho, 
‘vidiéndolo, en cuanto á la facultad de percibir la pensión ó 

^^non, en consignativo, etifitéutico y reservativo.
- uestro censo chileno no pertenece á ninguna de las clases 

quedan e.xpresadas; tiene á lo más, cierta semejanza con el 
^nso consignativo y  reservativo, de los cuales ha tomado sus ele-
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mentos constitutivos ó los distintos miembros que han venido
á formar esta institución chilena.

Para convencerse de esta aseveración, no hay más que definir 
cada una de las tres clases mencionadas. '

Censo consignativo es el derecho que tenemos de exigir de 
otro cierta pensión anual, por haberle dado cierta suma de di­
nero sobre sus bienes raíces, cuyo dominio directo y  útil queda 
á favor de él mismo. : ^

Enjiláitico es el derecho que tenemos de exigir de otro cierto 
canon ó pensión anual, en razón de haberle transferido para 
siempre ó en largo tiempo el dominio útil de alguna cosa raíz, 
reservándonos el directo. • ’

Reservativo ó detentivo es el derecho que tenemos de exigir 
de otro cierta pensión anual en frutos ó en dinero por haberle 
transferido el dominio directo y  útil de alguna cosa raíz.

Comparaciones con el antig,w.-(¿omo se ve, por las definicio­
nes precedentes, es con el censo consignativo con el cual el nues­
tro presenta mayores semejanzas, pero difiere principalmente 
en lo que sigue:

1.° En cuanto á la naturaleza del precio, puesto que en el 
consignativo debe ser precisamente en dinero, al paso que en el 
censo nuestro puede consistir también en alguna cosa apreciable 

/  en dinero;

2.0 En cuanto á la naturaleza de la cosa gravada, del bien cen­
sido, como la llamaban las leyes y  autores antiguos. En el con- 
stgnatzvo se admitía como cosa gravada la industria personal
del censuario, que era lo que se llamaba censo personal, mien­
tras que entre nosotros no puede haber esta clase de censos 
porque no se admite el gravamen sobre esto; y

3.® En cuanto cosa en que debía pagarse el rédito. En el 
consignativo podía estipularse que se hiciera en dinero ó en 
frutos en los lugares donde hubiera esta costumbre, mientras 
que entre nosotros sólo se puede estipular que se haga el pa-o 
en dinero. **

Por lo demás, tanto el censo consignativo como el nuestro
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pueden ser materia de los mismos contratos, es decir, que pue­
den comprarse, permutarse, donarse, transmitirse.

Del censo reservativo difiere: .
I® En cuanto al precio. En el reservativo es siempre una cosa 

raÍ7, mientras que en el nuestro puede ser dinero ó una cosa 
«‘preciable en dinero, como ya se ha visto;

2.'’ En cuanto á la estipulación para fijar la especie en que 
debe pagarse el canon. En el reservativo se puede estipular que 

•̂sta especie sea dinero ó frutos, llamándose en este último caso 
censo fructuario; y  en el nuestro sólo se puede estipular que sea 
dinero, esto es, puede ser censo pecuniario, como antes se le lla­
maba. • .

Con el censo enjitéutico es con el que tiene menos puntos de 
semejanza, es del que más difiere.

Entre nosotros no podría constituirse el derecho de censo 
permutándolo, por ejemplo, con un derecho de usufructo conce­
dido sobre un bien raíz de nuestro dominio, que es á lo que equi­
vale el censo enfitéutico, sin haber cosa gravada, que es uno de 

elementos constitutivos, el alma necesaria para la existencia 
de aquel derecho.

El mismo bien de cuyo dominio útil nos hemos desprendido, 
concediendo el usufructo sobre él para adquirir el derecho al 
censo ó canon, no puede soportar el gravamen, porque sería 
'nutil, y  lo sería por estas razones:

Porque nadie puede caucionarse á sí mismo; y  2.®, porque 
quien tiene lo más, que es el dominio, tiene necesariamente lo 
■̂ enos, que es el derecho á gozar de los gravámenes que sea 
posible imponerle. '

4

■ V I

" A r t .  2023. El censo puede constituirse por testamento, por 
onación, venta, 6 de cualquier otro modo equivalente á éstos.» 

Se ha dicho que lo dispuesto en este artículo es inexacto, es 
^  porque la donación, venta, permuta, etc., etc., no son wo- 

o^quirir sino títulos y  por consiguiente no se puede con- 
ó adquirir el derecho de censo por estos medios.

Como prueba de este aserto, dicen, el artículo 2027 de este
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Código dispone que sólo se puede constituir esto^derecho por 
escritura pública inscripta. .

Á  pesar de la respetabilísima opinión que esto sostiene, me 
inclino á creer que es erróneo lo dicho y  fundo mi creencia, ó 
más bien dicho, mi opinión, en las siguientes razones:

I.® Porque es regla de interpretación que para interpretar 
cualquiera disposición legal contenida en algún artículo de un 
Código cualquiera, no debe mirarse aisladamente sino en rela­
ción con las otras disposiciones que él contiene;

2.0 Porque en virtud de la regla precedente resulta que la do­
nación, venta, permuta, etc., etc., son una especie de justos tí­
tulos, porque son títulos traslaticios de dominio según el artícu­
lo 703 inciso 3®.; y  por consiguiente sirven (dice la ley, no que 
puedan servir) para trasladar, ó más propiamente hablando, para 
transferir el dominio; y  *

3.® Porque siendo la donación, venta, permuta, etc., etc., tí­
tulos traslaticios de dominio, es evidente que por esos medios 
se puede transferir el derecho de censo, ó lo que es lo mismo 
para el caso en cuestión, adquirirlo ó constituirlo á favor de 
otro.

Para llegar al complemento de la prueba del punto cuestio­
nado, me resta sólo determinar cuándo la compra-venta, por 
ejemplo, es título traslaticio de dominio y  por lo tanto especie 
de justo título. *

Para esto hay necesidad de extender la vista por algunos 
otros artículos de nuestro Código y  fijarse en el título V I del 
libro II, que trata del modo de adquirir llamado tradición.

En él se encuentra, desde luego, que la transferencia del do­
minio de las cosas se hace de distinta manera según sean raíces 
ó muebles, siendo uno mismo el modo de adquirir para ambas 

Principiaré por analizar la transferencia de dominio de los 
bienes raíces para concluir con la de los muebles. '

Supóngase que compre una casa por medio de una escritura 
privada y  que consiga que esta e.scritura se inscriba. ¿Habré ad­
quirido el dominio de la casa? Es claro que nó, á pesar de que 
la compra-venta es título traslaticio de dominio, esto es, que 
sirve para transferirlo^ porque en el caso en cuestión no es ju s ­
to titulo, por no estar otorgado conforme á Derecho, y  no sien-
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do justo título, no es por la misma razón título traslaticio de 
dominio. •
. Para que se entienda otorgado conforme á Derecho, se re­
quiere escritura pública, como lo preceptúa el artículo i8oi in­
ciso 2.*, é inscripta según el artículo 686.

Si le falta al título cualquiera de estos dos requisitos, no trans­
fiere el dominio, no es título traslaticio de él y  por consiguiente 

0̂ es Justo título, es únicamente un titulo no justo, artículo 
704, número 3.®, esto es, otorgado sin observarse todas las so­
lemnidades e.xigidas por la ley para su validez.

Veamos ahora qué es lo que sucede cuando falta el segundo 
elemento que sirve para transferir el dominio de los bienes raí- 
*̂ es, esto es, la inscripción '. '

Supóngase que la casa á que me he referido, se la he com­
prado á P  por medio de una escritura pública, que no está ins­
cripta.

¿Qué derechos tendría yo á la casa sin más que este contra­
to? Nada más que un derecho personal contra el vendedor P  
para obligarlo á que me entregue la cosa vendida ó á que me 
devuelva el precio pagado resolviendo el contrato, derecho que 

ningún caso podría hacerlo valer contra terceros.
De modo, pues, que si vende la misma casa á un tercero, 

®*̂ o>"gando á favor de éste una escritura pública inscripta, este 
tercero es el dueño de la casa. '

Y o no puedo ejercitar acción reclamándola, porque mi acción 
’iacida del simple contrato de venta, no es real, es sólo personal, 
¿Qué faltaba para que fuera real? Nada más que la inscripción. 

Luego siempre que falte Ua escritura pública 6 la inscripción 
la compra-venta de bienes raíces, no hay justo título, por- 

éste es sólo constitutivo ó traslaticio de dominio, y  faltando 
guno de los requisitos expresados no es lo uno ni lo otro, 

uedo citar todavía como una otra prueba de que en la com- 
ó adquisición de dominio de los bienes raíces, el tí- 

dos dominio para que sea justo necesita de los
^lementos (escritura pública é inscripción) á que ya me he 
Ido, el caso de la adquisición de dominio mediante la pres- 

■̂■>g:ión ordinaria.
1 artículo 2507 del Código dice: "Para adquirir por pres-

•'EVlstA FORENSE.— TOMO Yin ■ . 8
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cripción ordinaria se necesita posesión regular no interrumpida, 
durante el tiempo que las leyes requieren.»

Ahora bien, posesión regular es la que procede de justo ti­
tulo y  ha sido adquirida de buena fe.

K1 justo titulo y  la buena fe son los dos elementos compo­
nentes, las dos partes esenciales que forman el todo llamado 
posesión regular.

Veamos qué es lo que el Código ha llamado justo título en 
este caso, si es la escritura pública sola ó acompañada de la 
inscripción, como yo lo afirmo.

Supóngase que le compro una casa á P  por medio de una 
escritura pública que no inscribo. .

En virtud de la compra se me da la posesión de la casa y 
empiezo á vivir en ella de una manera tranquila y  no interrum­
pida por el espacio de diez años.

A l fin de este tiempo, P  mi vendedor, vende la misma casaá 
J  por medio de una escritura pública inscripta. '

/ , el nuevo comprador, se presenta reivindicándome la casa. 
¿Puedo ener\'ar la acción de J  valiéndome de la excepción de 
prescripción ordinaria?

Desde luego tengo buena fe, porque al comprar la casa á P  
lo he hecho en la firme persuasión de que se la compro al ver­
dadero dueño, que la adquiero por medios legítimos, etc., etc.,' 
(artículo 706); y  la he tenido en mi poder diez años, tiempo que 
la ley exige para adquirir por esta especie de prescripción (artí­
culo 2508).

Se ve, pues, que lo único que me falta averiguar es si el tí­
tulo que tengo es justo. ' ,
- Si lo es, es claro que puedo valerme de la excepción indicada 

para defender mí derecho. '
Si no lo es, es claro también que no lo puedo hacer, que ella 

no me servirá de arma útil para rechazar á mi agresor.
Para resolver este punto con acierto, no hay más que fijarse 

en una de las diferencias que existen entre la prescripción ad­
quisitiva y la extintiva.

Esta diferencia consiste en que en la prescripción adquisitiva 
(que es de la que al pre.sente se trata) para que el dueño de una 
cosa pierda el dominio que tiene á ella, es preciso que otro lo

\
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haya adquirido. En otros términos, para adquirir el dominio de 
Una cosa por prescripción (hablo de la adquisitiva), ya sea ordi­
naria ó extraordinaria, es preciso que eí dueño de dicha cosa 
haya perdido el dominio de ella.

Ahora b ien ,/a l intentar demandareivindicatoria cuenta con 
Una escritura pública de compra é inscripta á su favor, con la 
cual justifica el dominio que alega.

Se dirá q u e/só lo  funda su derecho en la transferencia que le 
hizo P , el que no era ya dueño de la casa al tiempo de hacér­
sela, por haber perdido su dominio por la prescripción ordina­
ria; y  que como el adquirente no puede adquirir otros derechos 
que los transmisibles que tenía el tradente (artículo 682, inc. 1.°)̂  
se desprende que /  no puede, no tiene derecho para intentar ac­
ción reivindicatoria, porque no es dueño de lo que pretende rei­
vindicar.

Que P  ha perdido su dominio no es exacto, porque paradlo 
era necesario (siendo poseedor inscripto) que la in.scripción de 
su escritura hubiera sido cancelada por otra inscripción de otra 
Escritura pública y  que hubieran transcurrido diez años desde 

fecha de la nueva inscripción (artículo 2505); es así que esto 
■lo .se ha verificado, luego no ha perdido su dominio, lo conser- 

y  por lo mismo yo no lo he adquirido ni puedo defenderme 
con la excepción de prescripción.

De aquí se deduce que el título que yo tenía no justo, y, 
como una consacuencia precisa de esto, que no había tenido 
' r̂ia posesión regular. ¿Qué le faltaba á este título para que P  
hubiera perdido su dominio y  yo lo hubiera adquirido? Nada 
niás que la inscripción, luego el título traslaticio para que sirva 
para transferir el dominio de un bien raíz, para que sea titulo 

Justo, necesita de la correspondiente escritura pública y  de su
’^iscripción.

Por esta razón nuestro Código (hablando de los títulos tras- 
cios de dominio), dice que simen para transferir el dominio. 

Si hubiera querido que el título traslaticio fuera sólo la es­
critura ó comprobante del contrato, sin tomar en cuenta el 
l^odo de adquirir correspondiente, habría dicho que puede servir 

*̂̂ 0. transferir el dominio, como puede la escritura pública en 
contrato de compra-venta, por ejemplo, de un bien raíz.
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Se dirá que la teoría que dejo demostrada se refuta diciendo 
que si yo no adquirí el dominio en el caso propuesto, no fué 
porque al jus/o titulo le faltara algo, sino porque faltaba un ter­
cer requisito distinto, independiente de la buena fe  y  justo 
titulo, cual era la tradición exigida por el inciso 3 ° del artícu­
lo 702; y  que por consiguiente la idea del justo titulo no lleva 
envuelta la de titulo y  tradición, como yo lo afirmo. ,

Nada más fácil que desvirtuar este argumento. Para ello no 
hay más que atender á la división de los títulos que hace nues­

tro Código Civil.
^Los divide en dos familias: títulos justos y  no justos.
'k  los primeros los subdivide á su vez en dos especies: trasla­

ticios y  constitutivos de dominio.
Y a  he demostrado que loS' títulos traslaticios necesitan de 

la tradición para ser tales. Por consiguiente, cuando el Código 
dice, en el inciso del artículo 702, “si el título es traslaticio 
de dominio, es también necesaria la tradictónn, no tiene por ob­
jeto enumerar otro requisito independiente, distinto de la buena 
fe y  del justo título, sino explicar que el justo título para que 
sea traslaticio de dominio, para que sirva para transferirlo, 
para que se considere perteneciente á los títulos justos, debe ir 
seguido de la tradición, luego este Inciso en lugar de debilitar 
la teoría sustentada la robustece. ‘

V o y  á examinar ahora qué sucedería si P , á quien le he com­
prado la casa, no fuera poseedor inscripto, en el mismo caso ya 
propuesto; y  que J  se la hubiera comprado después de tenerla 
yo en mi poder diez años, poseyendo los demás requisitos 
que se exigen para adquirir por prescripción; ¿podría J  in­
tentar acción reivindicatoría contra mí? En otros términos, ¿po­
dría defenderme de esta acción con la excepción de pres­

cripción? ,
Y o  creo que J  tendría perfecto derecho sobre que basar su 

acción, y  yo no tendría ley alguna en que apoyar mi defensa, 
á pesar de que al comprar la casa tenía buena fe, la he poseído 
diez años y  cuento con una escritura pública que atestigua ó 
comprueba la existencia de mi contrato. ,

¿Qué me falta, pues, para adquirir por prescripción ordinaria? 
Me falta la inscripción de la escritura de compra, me falta el
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Justo titulo, porque sin la inscripción no puede haberlo, segurt
queda ya demostrado. ^

Se dirá que haciéndose una compra, por ejemplo, de un bien 
raíz por medio de escritura pública inscripta, no hay necesidad 
de valerse del modo de adquirir î or prescripción, puesto que el 
dominio se ha adquirido ya por la tradición desde el momento 
niismo'cn que se efectuó la inscripción.

Esto no es absolutamente cierto, porque hay muchos casos 
en que la tradición no transfiere el dominio, sino que es necesa­
rio que venga la prescripción en su ayuda, como sucedería si se 
nie vendiese un bien ajeno, por ejemplo. Por este motivo, el 
articulo 1815 dice: "L a  venta de cosa ajena vale, sin perjuicio 
de los derechos del dueño de la cosa vendida, mientras no se 
extingan por el lapso de tiempo.n

Lo dicho respecto á los inmuebles, es aplicable también á los 
muebles en lo que sea adaptable á ellos.

En definitiva, queda demostrado que el título traslaticio de 
dominio, para que forme parte del título justo, debe ir seguido 
de la tradición; y  que el censo puede constituirse por testa- 
•liento, donación, venta, ó de cualquier otro modo equivalente 

 ̂ ésto.s, aunque no sean modos de adquirir sino títulos.

V II

"A r t . 2024. No se podrá constituir censo sino sobre predios 
•Esticos ó urbanos, y  con inclusión del suelo.»

Este artículo tiene por objeto dar á conocer la naturaleza de 
la cosa gravada, del bien censido.

I ê su tenor literal .se desprende que no habría constitución 
de censo si el censuario no reconociera responsable del grava­
men Un predio rústico ó urbano, ó si no se reconoce nada gra- 
' âdo, ó si lo gravado es un mueble.

Tarripoco servirá de garantía un derecho inmueble, aunque 
®ea más que suficiente. Por ejemplo, tengo el usufructo por diez 

sobre una hacienda que me produce anualmente 10,000 
pesos.

Viene P  y  quiere darme 5,000 pesos para que reconozca el
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derecho de censo á su favor, exigiéndome nada más que 200 pe­
sos anuales de réditos. ,

Hacemos el contrato, lo reducimos á escritura publica, la que 
se inscribe, y  yo le reconozco á el derecho de censo, obligan­
do á la responsabilidad de los 5,000 pesos y  de sus réditos m í. 
derecho de usufructo.

Este contrato, ¿habrá importado una constitución de censo? 
Desde luego afirmo que nó: l.“ Apoyándome en la letra del 

artículo comentado, que dice que »no podrá constituirse censo 
sino sobre predios rústicos 6 urbanosw\ y  el derecho de usufructo, 
aunque es también inmueble, no es predio rústico ni urbano; y

2.® En que si se admitiera que había constitución de censo, 
resultaría que el censuario estaba.obligado tácitamente á redi­
mirlo en diez años, cosa que está prohibida por la ley (artícu­
lo 2030), la que manda tener por no escrita toda estipulación 
tendente á este fin, no obligando, por consiguiente, al censuario.

¿Qué resultaría una vez cumplidos los diez años que debía 
durar el usufructo? Que ya no había cosa gravada, y  no habién­
dola, no habría lugar en ningún caso á la acción real procedente 
del derecho de censo que tiene el censualista.

Esto no es conforme con la naturaleza de este derecho, por­
que entre nosotros no hay censo personal como lo había en las 
leyes antigua.s.

Resta ahora averiguar qué efecto producirá el contrato cele­
brado con P , si tiene ó nó existencia legal

Existencia legal tiene, porque cumple con todos los requisi­
tos que se exigen para que una persona se obligue por un acto 
ó declaración de voluntad suya (artículo 1445).

¿Qué clase de contrato sería? No otro que un simple mutuo, 
en que el mutuante es P , el mutuario yo, la cantidad prestada 
los 5,000 pesos y  los intereses los 200 pesos anuales que equi­
valen al interés del cuatro por ciento del capital. El tiempo 
para la devolución es plazo indeterminado (artículo 2200). - 

Habiéndose demostrado que el contrato celebrado es mutuo 
he demostrado por lo mismo que es un contrato que me obli­
ga, que produce efectos legales á pesar de no haberse consti­
tuido por él el derecho de censo.

En el artículo comentado el Código dice que »Sá/o se todrá
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constituir censo sobre predios rüsttcos 6 urbanos y  con inclusión
del suelo.u ,

Esta última frase " Y  con inclusión del suelo» sólo se puede 
referir á los predios urbanos, atendiendo á la naturaleza misma 

de las cosas.
V oy á analizar ahora si la cláusula " Y  con inclusión del suelo» 

introduce una idea distinta 'de la despertada por las palabras 
predio urbano, ó si es solamente explicativa, contenida en la

palabra predio. ■
Importa resolver esta cuestión tanto para fijar con exactitud 

el tecnicismo de las palabras empleadas por nuestro Código, 
cuanto para explicarse el por qué, la causa qüe movió al legis­
lador para imponer la prohibición de poder constituir censo 
sobre casas sin inclusión del suelo.

Para resolver este problema con facilidad y  orden, conviene 
determinar ante todo la categoría en que debq colocarse la 

<̂wa, la jaula del edificio considerada aisladamente del suelo 
sobre que descansa, esto es, si en la categoría de los bienes
fnuebles ó inmuebles.

Se definirá primero una y  otra clase de bienes para tener un 
punto fijo de qué partir. '

El artículo 567 dice: '‘Muebles son los que pueden traspor­
tarse de un lugar á otro, sea moviéndose ellos á sí mismos 
Como los animales (que por eso se llamaban semovientes en la 
antigua legislación), sea que sólo se muevan por una fuerza 
® t̂erna, como las cosas inanimadas.n .

El artículo 568 dice también: '‘ Inmuebles ó fincas ó bienes 
*"aíces son las cosas que no pueden trasportarse d? un lugar á 
Q'̂ ro, como las tierras y  minas, y  las que adhieren permanente- 
‘ '̂'̂ nte á ellas, como los edificios, los árboles.n ' ’

Por las definiciones precedentes se ve que el articulo 5671 
definir los bienes muebles, establece una subdivisión, ó más 
bien dicho, la definición comprende dos partes: una que se re- 
^ '̂'e á los muebles que tienen vida propia, que se mueven por 

niismos, que son los semovientes; y  otra que se refiere á los 
^^e necesitan de una fuerza extraña para moverse, que son los
''^animados. .

En esta segunda parte de la definición tiene perfecta cabida
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la jaula del edificio de que se trata, luego es mueble por su 
naturaleza.

Este mismo artículo 567 en su inciso final establece una e x ­
cepción al precepto consignado en su inciso primero al decir. 
"Se exceptúan las cosas que siendo muebles por su naturaleza 
se reputan inmuebles por su destino.n

Esta excepción, como se ve, no tiene otro objeto que colocar 
en la categoría de los inmuebles, pero sólo para ciertos efectos 
legales, atendiendo al destino de las cosas, aquellas que son 
muebles por su naturaleza.

En la definición que se ha dado de los inmuebles se notan 
también dos partes: una que comprende las cosas que no pue­
den absolutamente trasportarse de un lugar á otro, esto es, los 
inmuebles por su naturaleza, y  otra que comprende las que se 
pueden trasportar, ya sea que sufran deterioros ó nó, pero que 
están permanentemente adheridas á los inmuebles.

Esta última parte de la definición no es otra cosa que una 
confirmación de la excepción consignada en el artículo 567, 
inciso final, ya  expresada, y  por lo tanto se refiere á las cosas 
que sólo son inmuebles por su destino, aunque muebles por su 
naturaleza; y  como los edificios están comprendidos en esta 
segunda parte, es preciso concluir diciendo que son muebles 
por su naturaleza.

E l artículo 570, dice: “ Se reputan inmuebles, aunque por su 
naturaleza no lo sean, las cosas que están permanentemente des­
tinadas al uso, cultivo y  beneficio de un inmueble.» I más ade­
lante agrega: '* Tales son, por ejemplo: las losas de un pavi^ 
mentó.» ,

L a jaula de un edificio, en el caso propuesto, está destinada 
al uso de un inmueble, que es el suelo en que se apoya.

Si las losas que son parte del edificio, sirven para el uso de 
un inmueble y  son inmuebles sólo por su destino, los ladrillos 
que componen sus paredes, las tablas y  tejas que forman su 
techado ¿por qué no han de servir también para el mismo uso 
y ser inmuebles sólo por su destino, mas nó por su naturaleza?

No hay razón alguna para que no sea aplicable al todo lo 
que se dice de cada una de sus partes.

No se podría, si, decir lo mismo si el dueño del suelo fuera
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el dueño de la casa, porque entonces la palabra casa compren­
dería también su base, es decir, el suelo en que se apoya, y  se- 
i'ía, por lo tanto, inmueble por su naturaleza.

El título V , párrafo IV  del libro II de nuestro Código Civil 
dice: “Accesión de las cosas muebles á inmuebles.w

Del espíritu del párrafo indicado se deduce con suma clari­
dad que, en el caso que vengo analizando, el suelo es lo prin­
cipal y  el edificio, considerado aisladamente, es lo accesorio.

Ks un principio de Derecho que lo accesorio acrece á lo 
principal (principio que se encuentra confirmado por nuestro 
Código Civil), de donde se deduce que el edificio acrece al 
suelo y  que por lo tanto, el edificio es el mueble y  el suelo el 
inmueble, puesto que el párrafo indicado trata sólo del acreci- 
rniento de las cosas muebles á las inmuebles y  n¿ de las inmuebles 
^ otras inmuebles de que trata el párrafo II del mismo titulo 
y  libro.

El artículo 571 dice: “ Los productos de los inmuebles, y  las 
<:osas accesorias d e l l o s , se reputan muebles, aun antes de su 

: ^^Pnración, para el efecto de constituir un derecho sobre los dichos 
Productos 6 cosas á otra persona que el dueño.

Este artículo, como se ve, asimila por completo los productos 
los ifimuebles con las cosas accesorias á ellos\ y  como es dê  

toda evidencia que los produ ctos separados ó considerados 
aisladamente del inmueble que los produce, son muebles por 

naturaleza, es claro que lo son también lo mismo sus iguales, 
es decir, las cosas accesorias á los inmuebles.

. Ahora, si los productos no están separados, son siempre mué- 
bles por su naturaleza é inmuebles sólo por su destino, según 
0̂ dice el mismo artículo que queda copiado; luego debe decirse 
0̂ mismo también de sus iguales, de las cosas accesorias á los 

muebles. • ■
Como ya dejo demostrado que el suelo es lo principal y el 

edificio lo accesorio, es preciso concluir, en vista de lo dicho sobre 
®1 artículo 571, que el edificio como accesorio a l inmneble, en el 
^^0 que vengo estudiando, es mueble por su naturaleza é in-

■ n̂ueble sólo por su destino.
Con las argumentaciones precedentes creo dejar demostrado 

««a casa, sin inclusión del suelo que ocupa, es mueble
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por su naturaleza, presumiéndosele inmueble sólo por su des­
tino.

Esta presunción de inmueblidad establecida por la ley, viene 
á confirmar aquel principio romano de que: '̂ Lo accesorio sigue 
siempre la condición de lo principal.» Así vendido, legado, dona­
do, etc., .etc., un inmueble, se entenderá vendido, legado, donado 
también lo accesorio á él, aunque no se exprese.

V oy ahora á averiguar si todo lo que se dice de lo principal 
es aplicable á lo accesorio, ó en otros términos, si todo lo que 
se dice de lo principal (de los inmuebles por su naturaleza) es 
aplicable á lo acce.sorio, á los inmuebles sólo por su destino 
considerados aisladamente.

Desde luego puede afirmarse que nó, sin temor de equi­
vocarse. '

Si quiero vender un fundo, una casa, por ejemplo (se entien­
de que con inclusión del suelo que ocupa), tengo que hacerlo 
por medio de una escritura pública inscripta; mientras que sí 
quiero vender 3,ocx) robles de los que se encuentran en mi fun­
do, ó las tejas que cubren mi casa, me bastará el simple contrato 
verbal seguido de alguno de los medios que reconoce el 
artículo 684 de nuestro Código Civil para hacer la tradición de 
las cosas muebles. '

En una palabra, las cosas inmuebles por su destino se consideran 
tales sólo miradas en unión con las inmuebles por su naturaleza. Sí 
se trata de ellas separadamente de lo principal, de los inmúebles, 
se consideran lo que son por su naturaleza, es decir muebles.

Esta teoría está basada en el artículo 571, inciso i.» puesto 
que en los casos propuestos se trata de éonstituir un derecho á 
favor de personas distintas del duefio. -

Y a  se ha probado que una casa, sin inclusión del suelo que 
ocupa, es mueble por su naturaleza é inmueble por su destino; 
y  que estas cosas inmuebles sólo por su destino no son tales 
siempre que se trata de constituir un derecho á favor de otra 
persona que el dueño, porque en estos casos se atiende sólo á 
su naturaleza; luego no puede constituirse censo sobre una casa sin 
inclusión del suelo, porque no es predio y  no lo es porque no es 
inmueble por su naturaleza como lo son precisamente los 
predios.



De lo dicho se deduce que para que una casa sea predio y, 
por consiguiente, para que pueda soportar el gravamen de un 
Censo, debe considerarse con inclusión del suelo que ocupa.

Con esto se deja demostrado que la frase "7 con inclusión del 
^ueloií que emplea el Código en el artículo 2024 que vengo 
comentando, es puramente explicativa, contenida en la palabra 
predio.

Las razones que ha tenido el legislador para no admitir como 
garantía de un censo los bienes muebles, parecen ser principal- 
*^ente las que siguen:

Por la facilidad que tiene el censuario de destruir la cosa, 
y> por lo tanto; de burlar la garantía;

2.* Por la facilidad que hay para transferir el dominio de 
ella y la dificultad consiguiente del censualista para averiguar 

poseedor; y
3-* Para evitar engaños de terceros que compraran las cosas 

gravadas sin saber el gravamen, no teniendo ningún medio 
‘disponible como precaverse del fraude.

La cosa gravada debe ser raíz y  fructífera decían las leyes de 
la Novísima Recopilación.

Nuestras leyes disponen expresamente que sea predio, es 
^ ĉir, raíz, pero nada disponen de si deben ser fructíferas 

nó.
Del artículo 2035 parece deducirse que debe ser fructífera y  

P®'’ consiguiente que existe entre nosotros, como entre las 
l^yes recopiladas, el principio de que la cosa gravada debe ser 
'^mueble y  fructífera.

pesar de lo expuesto, afirmo que no hay necesidad de la 
Existencia del segundo requisito para que una cosa pueda servir 

garantía al censo. ' ,
Los fundamentos de mi opinión son;

Porque nuestras leyes guardan absoluto silencio acerca 
tal requisito, y  del silencio de ellas se desprende natural­

mente que puede serlo ó no serlo, puesto que es sabido que, 
®̂ gun un axioma de interpretación, donde la ley no distingue 

0̂ debe el hombre distinguir; y  '
2° Porque el artículo 2035, citado, habla de lo que sucede 

generalmente y  no tiene por objeto, de ninguna manera, señalar
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un nuevo requisito para que una cosa quede hábil para poder 
soportar un gravamen como el del censo.

Este artículo tiene por objeto señalar una de las causas que 
producen la muerte de este derecho, mas no uno de los obstácu­
los que impiden su nacimiento.

E l censo es materia de un contrato como puede serlo una 
casa, un fundo ó cualquier otro objeto lícito que esté en el 
comercio humano.

Las partes contratantes son el censualista y  el censuario.
L a  cosa sobre que versa el contrato, ó, lo que es lo mismo, su 

t  ̂ objeto, es el derecho de censo que .se aspira á constituir,
i’ Ahora bien, en el contrato en que las partes se proponen
I este objeto, son libres, como en cualquier otro contrato, para

estipular cuanto les plazca con tal que no se los prohíba la ley; 
I es así que ella ha puesto trabas, en este caso, sólo generalmente
i y  á beneficio del censuario, luego el censualista puede echarse
i sobre sus hombros las cargas que quiera.

Si conviene, pues, el censualista con el censuario en que la cosa 
gravada sea un bien infructífero, siendo predio, quedará bien 
constituido el derecho de censo, porque esta garantía es sólo á 
beneficio del censualista.

Su renuncia no es carga de ningún modo para el censuario, 
es un bien y  por lo tanto puede hacerlo.

E/ gravamen de la finca acensuada ¿equivale al de la hipoteca 
¿  al de la servidumbre?

Esta cuestión era un dilatado campo en que los autores 
antiguos blandían incesantemente sus diestras armas, luchando 

> unos á la sombra de la bandera que defendía una idea y  los
' otros á la sombra de la bandera que defendía la idea opuesta.

¿Cuáles fueron los vencidos y  cuáles los vencedores?
Este fué un problema que nunca alcanzó á resolverse defini­

tivamente, puesto que ninguno de los bandos rindió sus armas, 
humilló su bandera.

A  la clara vislumbre irradiada por el Inmenso fuego de los 
partidos opuestos, nació un tercer partido llamado á dirimir las 

' difíciles contiendas que hasta entonces se habían agitado.
Este nuevo partido fué nuestro Código Civil! ¡Arma podero-



sa, con la cual hasta el novel en las lides forenses puede abrigar . 
la esperanza de obtener el lauro de la victoria! .

Como para el estudio de nuestra actual legislación no encuen» 
tro mucha utilidad el exponer las razones que alegaban en pro 
ó en contra de la tesis expresada, no lo hago. Me limitaré úni­
camente á hacer un sucinto examen de ella. . 

El gravamen del censo no importa servidumbre:
1.° Porque según nuestra legislación para que haya servidum­

bre deben coexistir indispensablemente dos predios; el sirvien­
te, que sufra el gravamen, y  el dominante, que reporte la utili­
dad (artículo 820 del Código Civil). Entre nosotros hay sólo 
Servidumbres reales ó prediales, no hay servidumbres persona­
les, esto es, á favor de una persona que repórtela utilidad, como 
las había en Derecho Romano;

2." Porque la acción que nace de la servidumbre entre noso. 
tros es sólo real, nunca persontil, según se deduce de las defini-

■ Clones de las acciones reales (artículo 577), y  personales (artícu­
lo S78); al paso que del censo pueden nacer también acciones 
personales (artículo 579); y  

3-° Porque, atendiendo á un axioma legal de los romanos, 
confirmado tácitamente por nuestro Código Civil de “que toda. 
Servidumbre sólo puede consistir en no hacer alguna cosa ó en 
tolerar que otro haga, nunca en hacer ó dar, salvo que la ley lo 
mande expresamenten, resulta que el censo no puede ser servi­
dumbre.

En efecto, en el censo la obligación que tiene el censuario es 
'Obligación de dar. ' ,

Este caso no se encuentra enumerado como excepción del 
axioma expresado ni tampoco lo consigna nuestro Código Ci- 
'̂ ‘1; por lo que se (Jeduce lógicamente que el gravamen del cen- 

no puede equivaler al gravamen de la servidumbre. ■
^ e  apoyo, para creer confirmado por nuestras leyes el axio- 

dicho, en el artículo 823, que divide las servidumbres en po  ̂
^̂ îvas y  negativas. '

Servidumbre/oJzVzVíí, dice, "es, en general, la que solo impo- 
al dueño del predio- sin’iente la obligación de dejar hacer 

(cotno la de tránsito).m Esto equivale á tolerar.



\

, Servidumbre negativa, dice el mismo artículo, "es la que im­
pone al dueño del predio sirviente la prohibición de hacer algo, 
que sin la servidumbre le sería lícito (como la de altius non to- 
llendi.)n Esto es, no hacer. .

La parte del axioma de que me vengo ocupando, que contie­
ne la excepción, está también de excepción en nuestra ley, según 
el artículo 823, inciso final, que dice: "Las servidumbres positi­
vas imponen á veces al dueño del predio sirviente la obligación 
de hacer ^ X ' g o .

¿Quién es el que puede ó el que impone á veces la obligación 
de hacer algo en las servidumbres? Nada más que la ley.
. Luego para que una servidumbre salga del círculo que le co­
rresponde, que le ha fijado la ley, es decir, para que pueda 
consistir en dar 6 hacer, debe haber una ley expresa que así lo 
determine.

E l grafiatnen del censo tampoco importa hipoteca: '
1.° Atendiendo al dominio de la cosa gravada, porque puede 

soportar la hipoteca tanto el bien propio como el ajeno del 
deudor, mientras que el gravamen- del censo sólo puede sopor­
tarlo el bien propio del censuario;

2.° Atendiendo á la amplitud de la acción. La hipoteca es 
más comprensiva, da más derechos. Así, por ejemplo, si P  me 
hipoteca un fundo de su propiedad por 3,000 pesos que me debe, 
yo puedo, s¡ quiero, cargar contra los demás bienes de P, si los 
encuentro de más fácil realización, por los 3,000 pesos y  sus res­
pectivos intereses, ejercitando la acción personal que tengo 
contra él y  dejando á un lado el fundo que me hipotecó (artícu­
lo 2425). Si fuera censualista, .sólo podría hacer esto mismo por 
los réditos devengados, y  de los 3,000 pesos sólo me respondería 
el fundo gravado.

3.“ En cuanto á los efectos que produciría si pereciera el fun­
do gravado. Si pereciera el fundo hipotecado por P, por ejem­
plo, subsistiría siempre en él la obligación de pagarme el capi­
tal y  los intereses respectivos; mientras que si el furvdo tuviera 
el gravamen del censo, P  se libertaría de pagarme los 3,000 

pesos, el capital, si el fundo gravado pereciera (artículos 203Sy 
2041).

4.° Según la naturaleza de estas instituciones. La hipoteca es
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Un contrato accesorio y  el censo es sólo un derecho que puede 
servir de materia de un contrato, pero que no es contrato.

Por las observaciones precedentes se ve que el cemo es un . 
gravamen que no importa ni servidumbre ni hipoteca. ,

Es un derecho real como lo es la servidumbre y  la hipoteca, 
pero que produce generalmente efectos jurídicos distintos.

Se dirá: ¿qué importan estas distinciones que se hacen entre 
'el censo y  la dipoteca cuando la ley los equipara y  los hace 
producir el mismo efecto? (artículo 2480).

Es cierto que este artículo hace producir los mismos efectos 
 ̂ ambos derechos, pero esto no es más que para establecer la 

Prelación para él pago como lo dice el mismo artículo y  nó 
para otro efecto, como ya se ha visto.

Se ha dicho que de un derecho real nacen .sólo acciones reales. 
Se dirá que esta proposición no es exacta, porque del censo, 

'lue es un derecho real, nace también una acción personal, y  la 
■̂ isrna cosa sucede con el derecho real de la hipoteca.

Sostengo la exactitud de la proposición impugnada y  me 
fundo en lo siguiente:

En la definición misma de las acciones reales y  persona- 
puesto que real es la que nace de un derecho real (artículo 

577); y  personal  ̂ la que nace de un derecho también personal 
(artículo 578). De aquí se deduce de una manera inequívoca que 
toda acción real nace precisamente de un derecho real, y  toda 
^ciáfi personal de un derecho de la misma naturaleza; luego si 

censo y  de la hipoteca, derechos reales, naciera una acción 
{̂ •■sonal, habría una excepción á este principio, y, por lo tanto, ' 
bebería estar consignada en las definiciones precedentes;

Porque si en el censo hay una acción personal, no es por- 
nazca del derecho real sino del personal, puesto que la ley 
que el derecho de censo es también personal (articulo 579)- 

cuanto á la hipoteca, la acción personal nace también de 
'lerecho personal, que es el crédito que se tiene contra el 

principal. Así, si el deudor vende la finca hipotecada, 
M r á  el acreedor hipotecario, en virtud de su acción real, car- 

^°bre ella para el pago de su crédito, pero no sobre los de­
'  ̂ bienes del comprador, porque contra éste no tiene acción 

^'•^onal, no tiene crédito.
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¿Sepuede constituir censo sobre una finca ajena del censuario?
Y  si se presentara un individuo á constituir ó á vender un de­
recho de censo sobre un fundo ajeno ¿qué valor tendría el con­
trato celebrado con este objeto?

Para resolver este punto con más claridad, conviene poner un 
ejemplo. Supóngase que P  me vende por escritura pública ins­
cripta un derecho de censo sobre el fundo de J. Éste concurre 
con á la celebración del contrato y  firma con él en prueba 
de aceptación ó de permitir el gravamen sobre el fundo. ¿Habrá 
constitución de censo en este caso? Es claro que sí, pero el cen- 
suario sería / , dueño del fundo gravado, y  no P .

Sostengo esta opinión fundado en que en este contrato exis­
ten entre J  y yo todos los requisitos necesarios para la constitu­
ción de este derecho.

y  ha convenido conmigo en cederme el derecho de censo so­
bre un fundo suyo, y  este convenio se ha reducido á escritura 
pública inscripta; luego se ha constituido el derecho de censo en­
tre I  y yo.

Se puede objetar la opinión enunciada diciendo que en el caso 
propuesto no ha exi.stido constitución de censo por las razones 
siguientes: i.°, cuando se vende este derecho el precio lo recibé 
el censuario, quien en remuneración de la cantidad que recibe 
se obliga á pagar el rédito correspondiente; es zsl que/ , en el 
caso dicho, no ha recibido el precio sino P , luego J  no puede 
ser el censuario, y  no ha existido por consiguiente, entre él y  yo, 
la constitución de censo.

E l contrato es válido, porque no hay ningún^ ley que impi­
da su validez, pero no produce el nacimiento del derecho de 
censo entre J  y  yo, por la razón que queda ya  manifestada; 
y  2.°, tampoco lo produce entre P  y yo, porque no puede 
un fundo ajeno dcl censuario soportar el gravamen (artícu­
lo 2023),

Como el contrato es válido, es claro que no puede ser otro 
que el de mutuo, en que el mutuante soy yo, el mutuario P  y  
J , dueño del fundo, un fiador hipotecario.

Hasta aquí la objeción, la que es fácil refutar atendiendo á 
las reglas de la compra-venta.

En este contrato (en el de la compra-venta) deben entrar
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tres cosas esenciales (artículo 1793): las partes contratantes, la  
cosa materia dcl contrato y  el precio.

Si alcanzo á demostrar que ha existido compra-venta entre 
J  y  yo, demostraré por lo mismo que la objeción propuesta no 
tiene valor alguno, puesto que ella no importa otra cosa que la 
legación de este contrato.

Es evidente que ha existido precio y  que ha existido cosa ma­
teria del contrato; luego lo que me falta averiguar es única­
mente lo que dice relación á las partes contratantes.

En la constitución de censo por compra-venta, el comprador 
el censualista que da el precio por obtener el derecho; el 

Vendedor es el censuario que da el derecho, cuyo predio queda 
®ujeto al gravamen correlativo.

Decir que / , en el caso que se viene examinando, no es el 
censuario porque no ha recibido el precio, es decir que no es 

vendedor y  establecer, por consiguiente, que vendedor es el' 
^Ue recibe el precio.

Esto no es otra cosa que establecer como principio lo que 
sucede generalmente. Para determinar la persona del vendedor 

atiende sólo á la persona que da, que contrae la obligación 
 ̂ entregar la cosa materia del contrato y  no al que "recibe el 

precio de ella, que puede muy bien ser ó no el vendedor (ar- 
ticulos 1793 y  1824).

En el caso en cuestión fué / e l  que dió el derecho sobre su 
rido, no /*, que np tenía derecho sobre él; luego J  fué el ven- 

^dor, fué el censuario, y, por consiguiente, se constituyó el de- 
*’echo.

En cuanto al principio de que no puede un fundo ajeno del 
'^^nsuario soportar el gravamen del censo, es efectivo.

VUe el contrato de que me vengo ocupando no es mutuo, 
 ̂ c a comprobado con el hecho de haber demostrado que era 

*^pra-venta y  que había existido constitución de censo.
Un f ^  viniera á venderme un derecho de censó sobre

/i sin el consentimiento de éste, es evidente que 
qui -̂ 1 constitución de censo, porque para constituirlo ó ad- 
Püed*̂  °  menester la tradición. Es así que el adqüirente no 

 ̂ adquirir otros derechos que los trasmisibles del tra- 
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dente (artículo 682); luego, yo no podía adquirir de P  ün dere­
cho que éste no tenía.

¿Puede un predio soportar más de un gravamen? ó en otros 
términos ¿puede servir de garantía para la constitución de este 
derecho una finca que ya tiene este gravamen? /

Sostengo que puede, por regla general, por lo siguiente:
I ° Porque entre lo s  bienes inhábiles para, poder prestar esta 

garantía  no se en cuentra la finca que estuviere y a  gravada, 
puesto que del artículo 2024 se desprende que sólo lo .son aqu e­

llos que no sean predios rústicos ó urbanos. ■
2.0 Porque si quiero trasladar, por ejemplo, este gravamen de 

una finca á otra distinta, puedo hacerlo, por regla general, aun­
que la nueva finca tenga ya otro gravamen de igual naturaleza 
(artículo 2037), y  como esto equivale á una nueva constitución 
del derecho, es fuerza concluir que un predio puede soportar 
dos ó más censos, siendo suficiente. ,

M a n u e l  2.0 C o n e j e r o s  T .

¿ES CO M PLETA  L A  EN UM ERACIÓN  QU E DE LOS 
actos de comercio hace el artículo 3.° del Código de 

* Comercio? ó en otros términos ¿esa enumeración es 
taxativa?

Hé aquí una cuestión que consideramos de grave importan­
cia y  que debe ser estudiada con alguna detención, especial­
mente por los que ejercen la profesión de abogado y  aun por 
los que ejercen la magistratura en pueblos que, como el de 
Concepción, tienen un gran comercio.

Sabido es que entre el procedimiento que debe observarse 
en la tramitación de los juicios estrictamente civiles y  el que 
se observa respecto de los juicios sujetos á la legislación comer­
cial, existen tan sustanciales diferencias que en la mayor parte 
de los casos que se presentan á la consideración de los Tribu* 
nales, la  ̂ sentencias, aun dados los mismos antecedentes, serán 
favorables ó desfavorables para los demandantes ó demanda­
dos, según se considere civil ó comercial el acto ó contrato de 
que se trata.
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Si tal es, pues, el resultado práctico de saber distinguir con 
precisión cuándo un acto es de comercio y  cuándo no lo es, fá­
cil es comprender que no es simplemente especulativo el ligero 
estudio que vamos á hacer de esta importante cuestión, ya que 
se refiere á asuntos que diariamente son materia de resolucio­
nes no siempre fundadas en la correcta aplicación de la ley ni 
de los buenos principios de hermenéutica legal. '

Desde luego, y  para manifestar las sustanciales diferencias . 
que existen entre los preceptos de la legislación comercial y  
los de la civil, y, por consiguiente, la importancia de saber cuán­
do un acto ó contrato debe quedar sometido á una ú otra legis­
lación, nos bastará citar algunos ejemplos.

El Código Civil (artículo 2) establece por regla general que 
la costumbre no constituye derecho; y  el Código de Comercio 
(artículos 4, 5 y  6) establece la regla contraria.

El Código Civil (artículo 303) les prohíbe á los menores, aun 
cuando estén habilitados de edad, hipotecar libremente sus bie­
nes; y  el Código de Comercio (artículo 9) le confiere esa facul­
tad al menor comerciante.

La mujer casada no puede, según el Código Civil (artículo 
I44), enajenar ó hipotecar libremente sus bienes raíces, facultad 
9ue el Código de Comercio (artículo 17) le otorga á la mujer 
casada mayor de edad que es comerciante.

El Código Civil (artículos 159, 258 y  439) dispone que ni las 
•Mujeres casadas, aunque estén separadas de bienes, ni los me- 
•̂ ores, pueden estar en juicio sin la competente autorización; y  
®1 Código de Comercio (artículo 18) establece la regla contra- 
•■‘a respecto de esas mismas personas.

Según el Código Civil (artículo 1803), cuando se vende una 
'̂ osa con arras, se entiende que los contratantes pueden retrac­
tarse, perdiendo las arras el que las dió ó devolviéndolas el que 

recibió, y  según el Código de Comercio (artículos 107 y  108), 
f  '̂ •'ición de arras no importa reserva d?! derecho de arrepen- 
'rse del contrato ya perfecto, ni la oferta de abandonar las- 

devolverlas dobladas exime á los contratantes de la
. 'gación de cumplir el contrato ó de pagar los daños y  per-: 
Juicios. '

El Código Civil (artículo 186), admite la rescisión por causa



de lesión enorme en los contratos de compra-venta, rescisión 
que no es admisible Qn ningún contrato mercantil (artículo 126 
del Código de Comercio).
, E l Código Civil (artículo 1703) establece que la fecha de un 
instrumento privado no se cuenta respecto de terceros sino des­
de el fallecimiento de alguno de los que lo han firmado, ó desde 
el día en que ha sido copiado en un registro público, etc., y  el 
Código de Comercio (artículo 127) dispone que toda escritura 
privada que guarde conformidad con los libros de los comer­
ciantes hace siempre fe de su fecha contra terceros. ~

E l Código Civil (artículos 1708 y  1709) prohíbe la admisión de 
prueba testimonial respecto de actos ó contratos que contengan 
la entr?;ga ó promesa de una cosa que valga más de doscientos 
pesos, prohibición que se extiende aún al caso en que se trate 
de adicionar ó alterar de cualquier modo lo que se expresa en 
el acto ó contrato, aun cuando alguna de esas adiciones ó mo­
dificaciones se refiera á una cosa cuyo valor no alcance á la re­
ferida suma. En el Código de Comercio (artículo 128) se esta­
blece la regla contraria: la prueba testimonial es admisible en 
todos los contratos mercantiles, cualquiera que sea la cantidad 
que importe la obligación, siempre que la ley no exija expre­
samente el otorgamiento de escritura pública.

E l Código Civil (artículos 1159, núm. 3, y  2210) prohibe esti­
pular intereses sobre intereses; y  el Código de Comercio (ar­
tículos 617 y  804) autoriza esa estipulación.

Podríamos multiplicar estos ejemplos que demuestran las 
muchas y  sustanciales diferencias que existen entre las dispo­
siciones de la ley común, ó sea, el Código Civil, y  las del Código 
de Comercio; pero creemos que las que dejamos consignadas 
bastan para manifestar que es de suma importancia poder de­
terminar con precisión cuándo un acto ó contrato está sométi- 
do á la ley comercial y  cuándo cae bajo el imperio de la ley 
común, ya  que un mismo acto puede ser válido ó nulo según 
sea la ley aplicable á él.

Pasemos ahora á estudiar la cuestión que nos hemos propues­
to como tema de este trabajo. * 

Por nuestra parte sostenemos que la enumeración que hace
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el artículo 3° de los actos de comercio es taxativa, y  vamos á 
exponer las razones de nuestra opinión.
■ El artículo i.® del Código de Comercio establece, de una ma­

nera clara y  categórica, que las disposiciones de dicho Código 
sólo se refieren á las operaciones, obligaciones ó contratos mer­
cantiles; "E l Código de Comercio, dice este artículo, rige las 
obligaciones de los comerciantes que se refieren á operaciones 
mercantiles, las que contraigan personas no comerciantes para 
asegurar el cumplimiento de~obligaciones mercantiles y  las que - 
resulten de operaciones exclusivamente mercantiles».

De aquí se deduce, pues, con toda evidencia, que el Código 
de Comercio rige los actos y no las personas: el comerciante ó 
el que no lo es, será ó no juzgado con arreglo á las disposicio­
nes de dicho Código, según sea ó no mercantil el acto que ha 
ejecutado. Á  este respecto el Legislador ha aceptado la doctrina 
de que la jurisdicción comercial es real y  no personal, y, por 
consiguiente, ha debido determinar con precisión los actos que 
debían quedar sometidos á la ley comercial, tanto más cuanto 
que ella, como ley de excepción que es, debe establecer con 
toda claridad los límites hasta donde puede ejercer su imperio.

"II n’est personne, dice un célebre jurisconsulto francés, quí 
ne sente l’importance de definir d’une maniére précise, et de 
faire connaitre, par des caracteres quí évitent toute confussion, 
fuelles sont les opérations quí doivent recevoir la qualité d ac- 
tes de commerce, puisque les négociations relatives á ses actes 
sont seules l’objet de la législation commerciale.n

Y , en efecto, no es posible desconocer que, no pudiendo le­
gislar el Código de Comercitl sino para los que ejecutan actos 

comercio, como lo dispone el artículo i.", no fuese indispen­
sable que se estableciese de un modo claro, y  que pudiera evitar 
toda cuestión, cuáles eran esos actos. . ,

Esto que á nuestro juicio se impone á primera vista, ha sido 
sin embargo hasta cierto punto contradicho por uno de nues- 
’̂’os más ¡lustrados magistrados, cuya competencia en la ma­

teria es general y  justamente reconocida.
El señor don José Alfonso, en un opúsculo que ha publicado 

^ajo el título de Comentario del título preliminar y del título pri-
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mero del libro Id e l Código de Comercio, (pág. 23) se expresa así: 
"No es tan considerable, como á primera vista pudiera creerse, 
la importancia del artículo que vamos á estudiar (el artículo 3 ° 
del Código de Comercio). Proponiéndose enumerar los actos mer­
cantiles, él no es en realidad otra cosa que un resumen com­
pendioso de las materias que este cuerpo de leyes organiza y  
reglamenta.» Y  luego agrega, casi á continuación:

"Parece fuera de duda que, ya que en las disposiciones del 
Código debía verse después extensamente lo que el Legislador 
estima acto de comercio, no era de rigorosa é imprescindible ne­
cesidad determinarlo de una manera más breve y  sintética en un 
articulo especial; procedimiento que puede incurrir en el defecto 
que acabamos de indicar (la falta de conformidad entre el artícu­
lo 3-° y  las disposiciones ulteriores del Código Civil) y  de que no 
está libre el artículo 3.®, el cual, como se expresará más adelante, 
por una parte omite en su texto materias comerciales de que el 
Código se ocupa, y  por otra menciona ciertas materias que .se 
sabe, en virtud del artículo 3.®, que son actos de comercio, pero 
respecto de las cuales ha guardado después el Legislador com­
pleto silencio..!

Como se ve, el señor Alfon.so niega por una parte la necesi­

dad y  aun la importancia de enumerar en una disposición es­
pecial los actos que el Legislador estima como actos de comercio, 
y, por otra, niega también que Ja enumeración que de e.sos actos 
hace el articulo 3.“ sea taxativa, ya que asevera que se han omi­
tido en esa enumeración materias comerciales de las cuales trata 
el Código de Comercio.

L a autoridad que reviste esta opinión, nos obliga á analizar 
los fundamentos en que .se apoya, ya que entre nosotros es muy 
común admitir como inconcu.sos y  sin beneficio de inventario, 
argumentos que, bien estudiado.s, no tienen más fuerza que las 
que les da el pre.stigio de quien los hace, sin recordar que tam­
bién aliqnando dormitat Ilomerus.

Dice el señor Alfonso que no es tan con.siderable la imi)or- 
tancia del artículo 3.°, como á primera vista pudiera creerse, 

porque proponiéndo.se enumerar los actos mercantiles, él no es 
en realidad otra cosa que un resumen compendioso de las ma­
terias de que trata el Código de Comercio, y  porque debiendo
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■verse después extensamente lo que el Legislador estima acto 
de comercio, no era de rigorosa é imprescindible necesidad de­
terminarlo sintéticamente en un articulo especial.

Pero estos argumentos son los que, en buena filosofía, se lia­
rían nimis probans, esto es, que por probar demasiado nada 
prueban.

En efecto, que el artículo 3." sea un resumen compendioso y  
sintético de los actos que el Legislador califica de actos de co- 
niercio, no le quita la importancia que tiene esa enumeración, 

cuando después, el Código de Comercio entrando en más 
detalles, reglamente y  sancione esos actos. El hecho de que este 
Código se ocupe después más detalladamente de esos actos, es 
“ na consecuencia de la enumeración que de ellos ha hecho, y  
rio algo que pueda disminuir su importancia. •

Dada la disposición dcl artículo i.®, que establece con toda 
cWidad que el Código de Comercio no legisla acerca de la ca­
lidad de las personas, sino simplemente respecto de los actos 
•Mercantiles, sean ó no comerciantes los que los ejecuten, lo na­
tural, lo lógico, era que dijese, como lo ha hecho, cuáles eran 

ŝos actos. Por esto es que la enumeración que hace el artícu- 
3 ” tiene una importancia real, que no es posible desconocer, 

suponer en el Legislador una falta de sistema y  de lógica 
sería indisculpable.

Los comentadores dcl Cótiigodc Comercio francés, analizan­
do Una disposición análoga de ese Código (artículos 632 y  633), 
®stán de acuerdo en .sostener la conveniencia y  aun la necesidad 

consignar en una disposición esjjccial, los actos sobre los 
^Uales va á ocuparse'después la ley con más amplitud.

í’ero prescindiendo de la opinión de los jurisconsultos, y  lle- 
' 3ndo á un terreno más práctico nuestras observaciones, pode- 
^os afirmar que entre nosotros hay una razón cajiital, de la cual 
'’Q ha podido desentenderse el Legislador, para hacer unaenu- 
'^^ración de los actos de comercio, y  una enumeración taxativa, 
'̂ ‘̂ ^0 luego lo dcmostraremcis.

efecto, el artículo 1059 del Código Civil establece que 
sociedades comerciales las que se forman para negocios 

la ley califica de actos de cotuercio.o
•cndo, pues, así, ¿cómo habría podido el Legislador hacer
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caso omiso de esta especie de mandato que la ley común le im­
ponía? No era, pues, sólo conveniente sino también necesario, que 
se calificase cuáles eran esos actos de comercio, únicos que po­
dían servir de base á las sociedades comerciales; y  fué esto lo 
que precisamente se hizo al redactarse el artículo 3.®, haciendo 
en él la enumeración sintética que el señor Alfonso considera 
innecesaria. .

El Legislador del Código de Corhercio se encontró con el 
precepto preexistente de la ley general, que lo obligaba á decir 
qué actos calificaba de comercio, so pena de no dar cumpli­
miento y, hasta cierto punto, de derogar la disix)sición citada 
del Código Civil; y  optó, como era natural, por aceptar el ca­
mino que se le había trazado.

Decir, pues, que el artículo 3.° pudo suprimirse sin inconve­
niente alguno, porque después debían verse extensamente tra­
tadas Ifls materias resumidas en él, es incurrir en un error, error 
tanto más grave cuanto que el Código de Comercio trata des­
pués de actos no comprendidos en dicha enumeración, porque 
en realidad no son, por su naturaleza, actos de comercio sino 
estrictamente civiles, y  en los cuales, sin embargo, se ocupa 
para cumplir con un precepto de la ley común. .

Así podemos ver que el número 9.” del citado artículo 3.” ca­
lifica de actos de comercio, las empresas de seguros terresfre-s 
a prima, inclusas aquellas que aseguran mercaderías trasporta­
das por canales ó ríos, y  nada dice de los seguros mutuos terres­
tres, no obstante que el artículo 561 y  siguientes del Código de 
Comercio, legislan también sobre estos últimos.

Es, pues, inaceptable la razón que se da para negar la impor­
tancia de la enumeración que el Legislador ha hechó de los 
actos de comercio, esto es, la de que después trata de esas mis­
mas materias más ampliamente, porque, como lo hemos dicho, 
el Código de Comercio trata también de actos que son estric­
tamente civiles, y  que si se han incorporado en él, es solamente 
I âra dar cumplimiento á leyes preexistentes que le imponían 
el deber de reglamentarlos.

El artículo 2064 del Código Civil estableció que las socieda­
des civiles anónimas, como lo es la de seguros mutuos terres­
tres, deben regirse por las mismas disposiciones que las socie-



dadcs comerciales anónimas; y  por esto es que, á pesar de no 
ser esos seguros actos mercantiles, trata, sin embargo, de ellos 
el Código de Comercio. No se debe entonces calificar de actos 
de comercio aquellos de que trata ese Código en las diversas 
dis|x>s¡ciones que contiene, porque ello nos induciría inevitable- 
rncntc en un error, sino que debemos buscarlos en el articulo 
especial en que ha debido enumerarlos, tanto para ser lógico 
con lo establecido en el artículo i cuanto para cumplir con lo 
preceptuado en el artículo 2059 del Código Civil.

De aquí nace la importancia y  aun la necesidad de la enu­
meración de que se trata. ,

Pero el señor Alfonso va todavía más lejos. No solamente 
niega la importancia capital que esa enumeración tiene, sino 
<lüe también afirma que ella no es taxativa: "El articulo 3.“, di­
ce, omite en su texto materias comerciales de que el Código se 
ocupa.M

Y a  hemos visto que si omite enumerar entre los actos de co­
nsorcio los seguros mutuos terrestres, es porque esos seguros no 
Son actos mercantiles; veamos ahora si por lo demás es cierta 

afirmación que se hace.
En la página 228 del opúsculo á que antes nos hemos refe- 

""•do, se dice lo siguiente: "El Código de Comercio se ha ocu­
pado e.xtensamente en varios actos de comercio que no se índi- 

en el artículo 3.®, y  que son una peculiaridad de la ley 
■Mercantil. En este número se cuentan los contratos de socicda- 

anónimas, de comandita simple y por acctoncs, de cuentas en 
P<^rticipación y cuentas corrientes. La calidad exclusivamente 
<̂ omercial de estos contratos está de manifiesto; el Código 

Comercio es el único que regla su constitución y  su ré- 
S‘mcn.ii

^ no comprendemos la idea que ha querido expresar el au- 
, tor en el párrafo que dejamos copiado, ó evidentemente éste se 

paralogizado. '
Es cierto que la ley no enumera entre los actos de comercio 
sociedades mercantiles (salvo la de los armadores) ni las 

cuentas en participación ni las cuentas corrientes; pero ¿acaso 
esto, se puede sostener que en el artículo especial en que 

hace la enumeración de aquellos actos, se han omitido algu-

PONTIFICIA 
¡*7- UNIVERSIDAD

■ "j C A T Ó L IC A  Df 
V A L P A R A ÍS O



nos que debieron consignarse? Creemos que nó, y  la razón es 
muy obvia.

El artículo 2059 del Código Civil define lo que son las socie­
dades comerciales; y  esa definición, que ha sido aceptada por el 
Código de Comercio, sin observación alguna, dice asi: "Son so­
ciedades comerciales las que se forman para negocios que la 
ley califica de actos de comercio, n

Luego lo que determina el carácter comercial ó civil de una 
sociedad, es la naturaleza de los actos que ejecutan los asociados 
y  no el número de personas que se asocian para ejecutarlos. Si 
un individuo compra ó permuta cosas muebles con ánimo de 
venderlas, permutarlas ó arrendarlas en la misma forma ó en 
otra distinta, ejecuta un acto de comercio con arreglo al núme­
ro l.° del artículo 3.“ del Código de Comercio, y  otro tanto su­
cede si dos ó más individuos se asocian para ejecutar esos mis­
mos actos ú otros de los enumerados en dicho articulo. El acto 
es el mismo, sea que se ejecute por una ó por muchas personas.

De aquí nace que el Legislador, con sobrada razón, no cre­
yese necesario enumerar las sociedades comerciales entre ios 
actos de comercio, no obstante creer indispensable reglamen­
tarlas, estableciendo los derechos y  obligaciones de los asocia­
dos entre sí y  los que les incumbe en sus relaciones con terce­
ros. Habría sido un pleonasmo indiscutible en un Código, el 
enumerar los actos de que va á tratar y  agregar en seguida en 
esa enumeración, como si fuese una novedad, que también son 
actos de comercio los mismos ya enumerados, cuando se ejecu­
tan por más de una persona.

Por lo que hace á las cuentas en participación, omitidas tam­
bién en la enumeración del artículo 3.°, nos bastará remitirnos 
á la definición que el artículo 507 del Código de Comercio da 
de ese contrato, para dejar demostrado que esa omisión no le 
quita el carácter de taxativa que esa enumeración tiene. '

En efecto, dice ese artículo que “/rt participación es un con­
trato por el cual dos ó más comerciantes, toman interés en una 
ó muchas operaciones viercantiles instantáneas ó sucesivas que 
debe ejecutar uno de ellos en su solo nombre y  bajo su crédito 
personal, á cargo de rendir cuenta y  dividir con sus asociados 
las ganancias ó pérdidas en la proporción convenida.m
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Como se ve, la participación no es más que una especie de 
sociedad que tiene por objeto efectuar operaciones mercantiles, 

sea, ejecutar actos de comercio, y, enxonsecuencia, es aplicable 
 ̂ ella lo que dejamos dicho respecto de las sociedades comer­

ciales.
Desde 'que ella se forma para negocios mercantiles, será á la 

calidad de esos negocios y  no al número de personas que en 
ellos intervienen, á lo que debe atenderse; y, por consiguiente, 
»inavcz determinados cuáles son los actos que la ley califica 
Como de comercio, la cuestión de saber si es una persona ó es 
tina sociedad la que los ejecuta, es completamente inoficiosa.

Finalmente, cree el señor Alfonso que, á ser taxativa la enu- 
•iicración que hace el artículo 3 habría debido el Legislador 
consignar en ella el contrato de cuenta corriente, que sin duda 

mercantil,y en el cual se ocupa el títtulo 9.*, libro II; y  juzga 
que por el hecho de haber incurrido en esta omisión, peca dicha 
enumeración por defecto.

Sin embargo, si se analiza lo que es en realidad aquel con­
trato, se verá que la omisión que se nota está perfectamente 
justificada, y  no le quita al artículo 3.® el carácter que le hemos 
atribuido. , '

Desde luego, el mismo ilustrado autor cuyas teorías impug­
narnos, nos dice que la cuenta corriente es "una de las opera­
ciones comunes de los bancosn, lo que es una verdad incues­
tionable; de manera que, considerado bajo este punto de vista, 
estaría ese contrato comprendido en el número 11 del artículo 3.° 

Pero existe ademas otra razón para que no se haya incluido 
Un modo especial el contrato de cuenta corriente entre los 

^ctos de comercio.
la definición que de él da al artículo 602, se desprende 

^ue este es un contrato mixto que participa de la naturaleza 
^el mandato ó comisión, del préstamo y  aun del depósito que 

tratadistas llaman irregular. En las transacciones que se 
Celebren en virtud de ese contrato, puede predominar cualquie- 

de esos actos mercantiles, y  por eso el Legislador se limitó 
''cglamentar la manera como podían, el remitente y  el recep- 

hacer uso, el uno de sus remesas y  el otro de lo que reci- 
y la forma en que debía hacerse la liquidación de sus res-
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pectivas cuentas. Siendo múltiples y  ya comprendidos en la 
enumeración del artículo 3 ° los actos de comercio que sirven 
de base á una cuenta corriente mercantil, no se divisa qué 
razón podría existir para hacer de este contrato una enumera­
ción especial.

No creemos, pues, que las omisiones que hace notar el señor 
Alfonso sean de tal naturaleza que autoricen para sostener 
que los actos de comercio no están taxativamente consignados 
en el artículo 3.®; antes bien, creemos lo contrario, y  no sólo 
nos fundamos en lo dispuesto por los artículos i d e l  Código 
de Comercio y  2059 del Código Civil, sino también en un prin­
cipio de hermenéutica legal, que no se debe olvidar en esta 
clase de cuestiones; — Cuando el Legislador, cada vez que quie­
re enumerar sólo por vía de ejemplos tales ó cuales actos, se 
vale de palabras que así lo manifiestan con toda claridad, es de 
rigor deducir que si no se vale de ellas, es porque quiere que 
se tenga por taxativa la enumeración que hace; lo demás se­
ría suponerle el propósito de hacer oscura la ley, ó de crear 
dificultades para su correcta interpretación, lo cual no es admi­
sible en manera alguna.

Pues bien, en el Código de Comercio encontramos varias 
disposiciones que demuestran que el Legislador se ha cuidado 
de expresar cuándo los actos que enumera deben estimarse sólo 
como ejemplos: así el artículo 149 enumera los casos en que 
debe entenderse verificada la entrega de la cosa vendida, y  ter­
mina la enumeración diciendo: "por cualquier otro medio au­
torizado por el uso constante del comercio.n— De aquí se de­
duce, pues, claramente, que los casos previstos anteriormente 
sólo se citan por vía de ejemplos.

Tenemos también, entre otros más que podríamos citar, el 
artículo 562, el cual principia la enumeración que hace de los 
objetos que son materia de los seguros terrestres á prima,- di­
ciendo: "Los seguros terrestres á prima tienen ordinarimnen- 

por objeto asegurar: i.®, la duración, etc.» Aquí la palabra 
ordinariamente demuestra con toda claridad que no se trata 
de hacer una enumeración taxativa.

Y  en esto nuestros Códigos han guardado completa unifor­
midad: así vemos en el número 4.“ del artículo 267 del Códig<?



Civil que después de establecer cuáles son los delitos que, co­
metidos por el padre, autorizan la emancipación judicial del 
hijo, agrega que también tendrá lugar esa emancipación cuan­
do el delito cometido merezca igiial ó mayor pena que las que 
ha enunciado; dando con esto á entender de un modo claro 
que los hechos contemplados en esa disposición se citan sólo
por vía de ejemplo.

Si ésta es, pues, la regla invariable adoptada por el Legisla­
dor ¿cuál debe ser la consecuencia lógica que de ella se des­
prende? L a respuesta no la creemos dudosa; cuando en una 
disposición legal se enumeran actos que crean derechos ó im­
ponen obligaciones, sin expresar de alguna marfíra que esa 
^numeración no es completa, se debe entender que ella es 

taxativa.
Pues bien, la disposición del artículo 3.“ del Código de Co- 

•^ercio, tanto por su forma cuanto por los antecedentes que la 
han motivado, se encuentra en este último caso. No hay en 
ella una sola palabra que dé margen á que se pueda creer que 

actos que enumera no sean todos los que el Legislador ca­
lifica de actos de comercio, y  por el contrario, lo imperativo y  
terminante de las palabras con que principia el inciso primero, 
después de haberse establecido en el artículo i.“ de dicho Códi­
go, que él rige sólo los actos viercaníiles y  después de la definición 
que de las sociedades comerciales da el artículo 2059 del Có­
digo Civil, demuestra con toda claridad que la enumeración 
<^onsignada en dicho artículo 3.° no puede ser sino taxativa.

Concluiremos hacieñdó presente que nuestro propósito, al 
tratar de esta importante cuestión, ha sido sólo proponer un 
tema de estudio á los que, con más ciencia que nosotros, pue­
dan dilucidarlo con mejor acierto. Á  esto queda limitada nues­
tra pretensión.

E n r i q u e  E g a ñ a

Concepción, agosto de 18^2.



e s t u d io  s o b r e  l a  l e y  m u n ic ip a l
DE 22 DE DICIEMBRE DE 1891

(Memoria presentada para optar al grado de licenciado en Leyes y Ciencia» Política» 
el 31 de mayo de 1892)

A l  señor don Valentín Letelier, como una 
débil demostración de leal adhesión  ̂ de sincera
gratitud y profunda admiración.

.

S U M A R IO . — I n t r o d u c c i ó n .— Orígenes del Municipio.— Asambleas cenerales y 
lócale».— Asamblea» de Electores stRÚn la le y  chilena.— OrgoniiaciOn provin­
cial y comunal de algunra pai»es europeos.— De los alcaldes.— De los impuestos.

- — Impuesto de caniiación.— Conclusión.

SEÍS’ ORES:

Kn cumplimiento de lo preceptuado por los E.statutos de la 
Universidad de Chile, tengo el honor de .someter á vuestro ilus­
trado juicio é imparcial criterio, el presente trabajo, que tiene 
por tema la nueva L ey de Municipalidades, estudiada á la iuz 
de los principios de la Ciencia Administrativa. '

Como nadie lo ignora, la ley de que me voy á ocupar, por las 
extraordinarias circunstancias en que fué presentada a! Con­
greso, ha sido una de aquellas á que nuestros cuerpos legislati­
vos han prestado menos atención y  estudio, á pesar de que 
por la importancia capital de la materia que regla, de las trM- 
’cendentales reformas que en nuestro régimen administrativo 
introduce, por los nuevos organismos que crea y  hasta hoy 
de.sconocidos en nuestro país, etc., exigía que se le hubiera 
dedicado una seria atención y examinado detenida y  concien­
zudamente. Nacida, pues, esta ley, en tales condiciones, no es 
de extrañar que ella contenga vacíos, errores é imperfecciones 
que acaso una más detenida discu.sión hubiera fácilmente reme­
diado. Señalar estos defectos y  estos errores será la tarea que 
trataré de realizar en esta Memoria.
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• No ignoro que la tarea emprendida es tal vez superior á mis 
fuerzas y  que he de encontrar, sin duda, dificultades y escollos 
difíciles de salvar, pero aliéntame en la prosecución de mi tra- 

f bajo la persuasión de que mis observaciones, reflejo de una 
Opinión imparcial formada en la meditación y  el estudio, podrán 
proyectar alguna luz, aunque sea débil y  escasa, sobre el tan 
debatido problema de la organización municipal.

Han influido, además, poderosamente en mi ánimo hasta 
decidirme á consagrar mis esfuerzos, mi atención y mi estudio 

tema que he elegido, dos razones que considero de grande 
'fnportancia y que por su intima conexión pudieran quizás re­
fundirse en una sola, las cuales paso á exponer en seguida. , 

la primera la vital importancia que atribuyo á una buena 
organización local, pues es ella la base más sólida en que descan­
san los derechos y  libertades de un pueblo. Son las institucio- 
•les municipales, como ha dicho Tocqueville, "á la libertad lo 

la escuela primaria á la ciencia», la ponen al alcance del 
pueblo, le hacen gustar su uso pacífico y  le habitúan á servirse 
de ella.

El régimen municipal, además, es necesario, sobre todo en 
■muestras agitadas democracias modernas, para fundar sobre 
*<̂ lidas bases la educación política del pueblo; necesidad que 
se hace sentir aun más vivamente en países como el nuestro en 
*lue las teorías más exageradas y los ideales más utópicos en­
cuentran eco y aplauso, decididos partidarios y  propagandistas 

ardorosos como inconscientes, con tal que ellas vengan 
•■evestidas con el ropaje brillante de la libertad; en nuestro 
P̂ ís, decimos, en donde hay una tendencia tan pronunciada y  

■' Una corriente tan poderosa para tratar los problemas políticos 
con el criterio subjetivo y dogmático que emplean la metafí­
sica ó la teolojía, haciendo así de la política, la ciencia experi- 
” êntal por excelencia, un vano conjunto de fórmulas y  aforis- 

inflexibles é invariables y aplicables á todos los países y  á 
ôdas las épocas, cualesquiera que sean el grado de progreso y 

desarrollo social de los pueblos. La vida municipal que pone 
pueblo en estado de ejercer á menudo sus derecho.s y sus obli- 

Saciones políticas, tiende á desterrar en los ciudadanos los per- 
•viciosos efectos que produce el idealismo político y  da á los
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pueblos un inapreciable sentido práctico para juzgar los intere­
ses y problemas que se debaten en un Estado.

Porque, en efecto, ¿de qué negocios se trata en el Municipio? 
En el fondo, dice un eminente autor, no se tratan sino los mis­
mos negocios que se tratan en el Estado, cuales son los cami­
nos, trabajos públicos, de la policía, de las finanzas, d f las 
escuelas, etc.; de dirigir á los hombres y conciliar sus opuestos 
intereses, de refrenar sus pasiones y  dirigir sus sentimientos; 
así, pues, no es de extrañar que la vida municipal acostumbre 
al ciudadano al manejo de los intereses del Estado, y  le haga 
formarse una más cabal idea de su complicado organismo y  de 
sus necesidades y  de los medios de satisfacerlas.

En los pueblos en que se ha establecido el sufragio universal, 
la vida municipal, el complemento indispensable después*de la 
instrucción primaria, de la educación política del ciudadano, 
pues no basta sólo saber leer, escribir, un poco de historia y  de 
aritmética para dar su voto en las contiendas políticas y  resol­
ver con acierto los mil complicados problemas que se presentan 
en la administración y  gobierno de ios Estados; para ello es 
indispensable el Municipio que le acostumbra á gobernar y  
dirigir los intereses de la pequeña asociación política á que 
pertenecen. En nuestro país, en donde tenemos el sufragio 
universal sin contar aún con ese poderoso agente civilizador 
que se llama la instrucción primaria, es aún más indispensable 
la pronta constitución del Municipio como poder autónomo é 
independiente.

Puede afirmarse sin temor de errar que no hay un solo pen­
sador político, ni estadista alguno que no atribuya la más 
grande importancia á las instituciones locales. Fácil tarea sería 
acumular aquí esas opiniones y  esas ideas que en todo corro­
borarían la nuestra; pero esto sería filargar demasiado ya esta 
introducción. Permítasenos, sin embargo, citar la opinión del 
grande estadista inglés, de Gladstone, el venerable anciano que 
durante tan largo tiempo viene influyendo tan poderosamente 
en el desarrollo social y  político de la Gran Bretaña. Así decía 
el político inglés en 1878 con ocasión de un proyecto de ley 
que tendía en Inglaterra á aumentar el poder del Estado: "Á  
medida que los años se acumulan sobre mí, decía, más impor-
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t^ncia atribuyo á las instituciones locales.n "Es mediante ellas, 
Agregaba, como adquirimos la inteligencia, el juicio y la expe- 
nencia política que nos hacen aptos para la vida de la li» 
í>«rtad.«

La segunda razón á que antes nos hemos referido es la ínti« 
íisa convicción que tenemos de que no hay nada que cause en 
Un pueblo más perniciosos efectos y  desastrosos males que los 
yerros legislativos. Oigamos á este respecto la opinión del 
•lustre Filangieri, que sintetizaba su pensamiento de la manera 
siguiente: *iLa pérdida de una provincia y  todos los desastres 

una guerra son males más ó menos reparables; la victoria 
ííe un día indemniza á veces de la pérdida de muchos años. 
Pero un yerro de política y  legislación, es fuente perenne de 

siglo de males y su influencia malsana, trasciende de aquél 
 ̂ los futuros siglosit (i). Hé aquí como este notable pensador 

nos pone de relieve de una manera gráfica y  elocuente los efec.
de las leyes mal concebidas ó poco meditadas. Ahora bien, 

Si se considera la alta importancia que para nosotros tiene el 
P̂ d̂er municipal, no se extrañará que hayamos acometido esta 
dificultosa empresa. Sirvan, pues, de excusa á nuestra insufi- 
’ îencia las razones que dejamos expuestas. ,

Y, ahora, entremos en materia.

O r í g e n e s  d e l  M u n i c i p i o  .

Para conocer bien una institución cualquiera, es necesario 
estudiarla desde su origen y  seguirla en las diversas fases de 
su evolución. Remontar al origen y  seguir el desarrollo es en 
política como en las demás ciencias el procedimiento más se- 
fUfo para estudiar con acierto: así decía, siglos hace, el más 
jlustre de los pensadores de la antigüedad, aquel que se puede 
llamar el verdadero fundador de la ciencia política, el inmortal
Aristóteles. ' '

Permítasenos, pues, seguir este método en el desarrollo de 
•muestro estudio. • • '

O ) Cita del «ertpr don V . Letelier eu la lección inaugural del curso de 
fecho Administrativo. ■ ■

*BVISTA FORENSE,— TOMO V in  '®



Las asambleas locales, origen primario del Municipio, ¿son 
meras creaciones de la ley ó de la voluntad ó capricho del Le­
gislador, ó por el contrario han sido obra del desarrollo social 
y  han venido á satisfacer entonces verdaderas necesidades en 
los pueblos? Para responder con acierto á esta pregunta, nece­
sitamos echar una rápida mirada al origen y desarrollo de la 
autoridad en los pueblo  ̂ primitivos.

¿Cuál es el primer poder político que nace en las socie­
dades?

Á  primera vista podría creerse que el Poder Ejecutivo es el 
primero que toma forma en las sociedades, por ser el más nece­
sario para mantener la cohesión y  unión entre los individuos 
considerados como miembros de una asociación ó cuerpo po­
lítico.

Sin embargo, el examen atento y  prolijo de los hechos nos 
enseña algo muy diferente; ellos nos demuestran que el primer 
poder que nace en los pueblos primitivos, son las asambleas 
generales que en su infancia revisten un carácter exclusiva­
mente militar, porque nacen en virtud de la guerra y por ella 
se desarrollan. Comprueban esta aserción numerosos hechos 
que no citamos aquí, tanto por no ser dirertamente conducentes 
á nuestro objeto cuanto por no alargar demasiado este trabajo. 
Bástenos solamente recordar el hecho de que todos los hom­
bres acuden á estas asambleas armados y  que sólo tienen de­
recho á concurrir á ellas los que están en estado de tomar las 
armas. En casi todos los pueblos, aun cuando han entrado en 
pleno período histórico, se hallan numerosos vestigios y recuer­
dos de este primitivo carácter bélico de las asambleas; así en 
Roma aun á mediados y fines de la república se saludaba á los 
patricios con el nombre de quirites,<\M̂  quiere decir »porta-lan­
zas», cómo un recuerdo de la época en que los patricios asistían 
armados á las asambleas.

Este primer poder que nace en las primitivas sociedades no 
tiene el carácter exclusivo que tienen nuestros modernos cuer­
pos deliberantes, sino que revisten un triple carácter, ejerciendo 
tanto las funciones legislativas como administrativas y  judicia­
les. Así, según refiere Tácito, las asambleas entre los germanos 
no sólo se ocupaban en decidir sobre la paz ó la guerra sino
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9ue también intervenían en reglar las sucesiones, ql matrimo- 
"'o. mejorar los caminos, etc.
do- recuerda una asamblea celebrada entre los go-

® el objeto de arbitrar los medios de remediar el hambre 
se hacía sentir con motivo de las malas cosechas; y  agrega 

■referido autor que una de las medidas propuestas fué asesi- 
4 los ancianos, pero habiendo esto parecido demasiado 

decidió entonces que una parte de la población emi- 
Estos hechos nos demuestran el carácter á la vez iegis-

* y administrativo de estas asambleas (i). ''
En cuanto á sus atribuciones judiciales, bástenos recordar el 

tr̂ r*̂  Horacios en Roma, hecho por el pueblo; y  'os
' 'únales de Codro y  Areopajita, compuestos de un gran nú- 
®*‘o de personas, lo que nos indica el primitivo origen popular 
®'a justicia. ■

Entre los anglo-sajones, según Gneist, la justicia superior era 
Ĵfircida por las asambleas de condados; y  los delitos menores 

-l^zgados por las asambleas de centurias. En Francia, don- 
’̂ '̂stía una organización análoga á la de Inglaterra, la justi- 

Se ejercía de igual manera.
. n esto creemos haber dejado establecido el origen y  con- 
'̂ones peculiares de las asambleas generales: podemos, pues, 

pasar á estudiar las asambleas locales, fuente y; origen 
poder municipal en los pueblos modernos.

Como todo el mundo sabe, la guerra es el estado permanente 
pueblos primitivos, y  es mediante ella como se verifica el 

Proceso de integración y  diferenciación política de las .socieda- 
es. Pero la guerra se hace y lleva á cabo de muy distinta ma- 

”era .segiin el grado de desarrollo social; así en los tiempos más 
f̂iiotos, cuando esas grandes colectividades que forman el or- 

®'̂ >smo llamado nación, no existen más que en esbozo, por 
'̂̂ irlo así, cuando lo único que existe es la errante tribu ó la 

j.¡J”^<í>seminada y dispersa, cuyos únicos medios de subsistcn- 
-Son la caza y  la pesca en los vastos territorios que ocupan, 
’̂̂ ces la guerra .se hace, ó con el objeto de robar las mu-

Explicaciones de las lecciones dadas en su cátedra de De­

°  ■̂‘íniinistrativo.
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jeres de otra tribu ó para reducir sus individuos á la esclavitud, 
ó bien para expulsarla de su fértil territorio: esta es la guerra 
propiamente de invasión. Alarico con sus hunos, arrasando cuaO' 
to encontraba á su paso y  sembrando por todas partes el horror 
y  espanto y  escribiendo su historia con lágrimas y  sangre, es d  
tipo del pueblo nómade invasor.

Más tarde, cuando los pueblos, siguiendo la ley inevitable de 
la evolución, han pasado á un estado superior y  de la época de 
la caza y  la pesca á la época pastoril ó patriarcal en que aun 
son nómades, pero que es el paso intermedio entre la época 
primitiva y  aquella en la cual los pueblos radicados en un te­
rritorio determinado comienzan á cultivar la agricultura y 
industria; en estas épocas, digo, y  especialmente en la últim*» 
la guerra se hace no ya con el objeto de conquistar mujeres  ̂
obtener esclavos, sino con el fin de conquistar á otros pueblos 
para incorporarlos en su seno y  aumentar así su poder político.
Y  así como los hunos con sus jefes son el tipo del pueblo inva­
sor, así también la república romana que por medio de sus a«" 
mas realizó la tarea más grandiosa y  gigantesca en pro de la 
civilización de la humanidad, es el tipo del pueblo conquistador-

En esta época de conquistas el pueblo vencedor se contení* 
de ordinario con que el pueblo vencido reconozca su autoridad, 

reconocimiento que se traduce, según el poder relativo de ven* 
cedores y  vencidos, ya en el pago de tributos de parte de éstos, 
ya en la pérdida completa de la independencia política del 
pueblo vencido.

Sin embargo, sucede generalmente que el conquistador reS' 
peta en el fondo la autonomía de las sociedades conquistadas, 
dejándoles sO administración, sus antiguas leyes, usos y  cos­
tumbres por las cuales siguen rigiéndose, pues de esta m anera  

facilita considerablemente su gobierno, porque no es obra de un 
día cambiar todo un régimen político y  administrativo que tíe' 
ne hondas raíces comunmente en los pueblos. Sucede entonces  

que las asambleas generales que existían en estos pueblos, píer* 
den su carácter político y  quedan reducidas á un rol simpl®' 
mente local y administrativo. Comprueban esta aserción hecho* 
numerosos; así dice Spencer, en Tahití la influencia del rey sO' 
bre los fefes locales no es ni poderosa ni permanente. Igual ob'
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^rvación ha hecho el mismo autor respecto de los reyes dé 
México y de Cuzco, que cuando conquistaban un pueblo ó una ’ 
provincia, les dejaban subsistente su antigua organización. Po- 
«cmos entonces concluir que cuando una tribu conquista á otra 

un pueblo áotro pueblo, pierden éstos su soberanía, pero 
‘luedan subsistentes sus asambleas generales, que pierden enton- 
'̂ es su carácter político para quedar convertidos en meros cuer- 

locales y administrativos.
Y  aquí tenemos determinado el origen ó fuentes principales 

poder municipal moderno.
Pero para justificar aun mejor nuestra idea y darle más re­

leve, vamos á referir á este respecto la tarea llevada á cabo por 
%unos pueblos modernos, que han desempeñado un papel de 

alta importancia en el desarrollo del progreso y  de la ci-
'̂ ‘lización. .

La república romana, como hemos dicho antes, es el pueblo 
ha realizado la más vasta tarea en este sentido, pues sabido 

que 4 los pueblos que conquistaba les dejaba sus antiguas 
*''stituc¡ones, confiriéndoles á menudo los derechos de ciudades 
**'UnicipaIes, título muy ambicionado en aquella época por los 
pueblos. Y  según Gneist las asambleas de condado en Inglate- 

fueron primitivamente asambleas deliberantes de los peque» 
reinos sajones que existían antes de la conquista: posterior- 

^^nte unos reinos fueron exterminados por los otros, pero exis- 
durante muchos siglos la heptarquía sajona, así llamada por 
compuesta de siete reinos, hasta que uno de ellos conquistó 

 ̂sometió i  todos los demás; todas las asambleas que estos rei- 
tenían en el estado de independencia, quedaron después de 

***̂ '̂ '̂ yi*gac¡ón convertidas en locales.
Francia pasó igual cosa: durante la Edad Media el rey de 

’̂ n̂cia no tenía gran poder; cualquier duque como el de Bor- 
 ̂ó de Bretaña tenía un poder igual y  algunas veces supe- 

co  ̂ medida que los reyes en la lucha tenaz
feudalismo acrecentaron su poder, sometieron á su 

 ̂ Rondad condados y  ducados, las asambleas que en ellos 
’ '̂̂ tían con carácter político quedaron convertidas en locales, 

j fenómeno ha podido observarse en nuestros días en la 
en donde antes de la conquista inglesa muchos de lo»



Estados que componen aquel inmenso territorio, eran goberna­
dos por estas asambleas políticas, carácter que con la conquista 
inglesa perdieron para quedar convertidos en meros cuerpos de 
administración local. (

Con lo expuesto creemos haber dejado establecidos con bas­
tante claridad los orígenes del Municipio, y  estudiado también 
sus principales caracteres. '

/

C a u s a s  d e  l a  d e c a d e n c i a  y  d e s a p a r e c i m i e n t o  d e  l a s

A SAM BLEA S G E N E R A L E S Y  L O C A L E S '

Habiendo estudiado ya las asambleas generales y  locales en 
sus elementos constitutivos y  en sus caracteres más prominen­
tes, podemos pasar ahora á estudiar las causas que contribuye­
ron á la decadencia, ruina, y, por fin, desaparecimiento ó trans­
formación de estas instituciones.

En los pueblos primitivos, según Spencer, Summer Maine, y 
en general todos los que han estudiado los orígenes de las ins­
tituciones, la propiedad es común, así es que no se conocen las 
desigualdades sociales que origina la riqueza; la única suprema­
cía que se conoce no es más que la que engendran el valor per­
sonal, la fuerza muscular, la astucia ó la audacia. Estas dos con­
diciones hacen que todos los hombres que componen la tribu ó 
nación, tengan empeño en concurrir á estas asambleas, porque 
allí se debaten todos los negocios que les afectan y  Ies intere­
san directamente, cual es su fortuna y  propiedad misma; ade­
más, la igualdad social que entonces existe hace aumentar el 
interés por asistir, ya que cualquier individuo influye con ma­
yor ó menor intensidad en las decisiones de las asambleas.

Pero cuando los pueblos, siguiendo la ley de la evolución, han 
llegado á un grado superior de desarrollo social, se llega de or­
dinario á la formación de la familia, lo cual tiene por conse­
cuencia el establecimiento de la filiación por línea masculina, 
que hace que el primogénito herede todos los bienes de la 
familia con la obligación, ya de alimentar á sus hermanos ó 
ya de obtener el consentimiento de éstos para enajenar; pero, 
<le todas suertes, es este un medio que contribuye á cimentar
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las diferencias de fortuna y las diferencias sociales para lo
futuro. . ,

En esta época, ya sea mediante la fijación en un territorio 
determinado ó mediante el desarrollo de la industria, se ha m- 
dividualizado la propiedad en los pueblos. Mientras ésta es co­
mún asisten todos los individuos, como ya hemos dicho, pero 
cuando ésta deja de serlo, el interés vivo que antes había por la 
asistencia comienza á decaer, y aquí tenemos señalada una de 
las causas de la decadencia de estos cuerpos políticos.

Además, la sucesión por línea masculina, que regla no sólo 
el Derecho civil, sino también el político, establece fatalmente 
el ascendiente del jefe mediante la creencia que existe, de que 
está en comunión con el espíritu de su antecesor, y  que de éste 
recibe consejos é inspiraciones, lo que produce como cons^uen- 
cía una mayor subordinación de parte de los gobernados, lo 
cual permite al jefe disponer arbitrariamente del botín adqui­
rido en las victorias contra el enemigo ó de los tributos que re­
cibe de los pueblos conquistados; y estas riquezas, ó se las apro­
pia él ó las reparte entre sus parientes ó individuos afectos á su 
persona, formándose así una clase superior, que más tarde ha 
de influir poderosamente en la dirección del gobierno. Al prin­
cipio esta influencia no es sino muy débil, domina aún la fuerza 
del número; pero más tarde la industria, viniendo á crear las 
armas ya sea como en los tiempos antiguos, carros de guerra 
ó cotas de malla como en la Edad Media, y cuyo importe muy 
crecido no permite sino á los ricos adquirirías; y  estas mismas 
riquezas que permite á la clase superior adoptar como sei^ido- 
res á los emigrados de otros Estados que no tienen lazo alpno 
que los ligue con los hombres libres, y  sí estrechas relaciones 
con su señor, estas dos causas á la larga hacen que se establezca 
el predominio de esta clase superior en las asambleas y  su voz 
y voto sea lo que en ellas domina; y  es esta otra una de las 
causas que retrae al pueblo de concurrir á las asambleas, pues, 
viendo que su voto y  opinión no influyen ni se toman en cuenta 
en estas reuniones, le demuestra lo inútil de su asistencia.

El crecimiento del territorio, por otra parte, aumentando las 
distancias, y la industria y  el comercio que radican á cada cual 

hogar, contribuyen también á dificultarla asistencia á lasen su
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asambleas, pues la ausencia de su hogar implica ^ ra  el indi­
viduo pérdidas considerables, tanto por los días que deja de 
trabajar cuanto pc«- los costos del viaje.

E l aumento de población, que aumenta considerablemente el 
número de miembros que componen la asamblea, diñcultan en 
extremo la deliberación; además, la imposibilidad para ponerse 
de acuerdo individuos venidos de las distintas partes de un país, 
hacen que el corto número de los que viven en las inmediacio­
nes del lugar donde se celebra la reunión, bien disciplinados y  
de acuerdo sobre los puntos que se han de tratar, y  con jefes 
que los dirigen y  mantienen la unidad, impongan su voluntad;, 
y  tenemos enunciada otra de las causas que contribuyen á la

• decadencia de las asambleas. .
En resumen, hé aquí las causas que hicieron desaparecer las 

asambleas como organismos políticos en las sociedades; indivi­
dualización de la propiedad que hace que falte el interés directo 
é  inmediato;, la preponderancia que el aumento de costo de las 
armas da á los jefes ó señores que imponen su opinión en las 
asambleas, desempeñando el pueblo un rol meramente pasivo, 
extensión del territorio, industria y  comercio que dificultan (a 
asistencia de los individuos al lugar designado para la reunión; 
y por último, el aumento de población que dificulta las delibe­
raciones. ,

A s a m b l e a s  d e  e l e c t o r e s

Las mismas causas y los mismos fenómenos que contribuye­
ron en otras épocas á hacer desaparecer las asambleas genera­
les y  locales, creemos nosotros que han de reproducirse en el 
funcionamiento de las asambleas de electores, porque es una 
ley en política que la repetición de los mismos hechos produce 
los mismos fenómenos, ó sea, dando más latitud al pensamiento, 
aplicaríamos á la política la ley universal de que unas mismas 
causas han de producir los mismos efectos.

Á  pesar de todo queremos examinar, siquiera sea brevemente, 
á la luz que nos suministra la experiencia, la aplicabilidad de 
esta institución en nuestro país y  si cuenta ó no con medios y  
fuerzas para vivir. Pero discúlpesenos antes una digresión.

¿Es ó nó constitucional, cabe dentro de las prescripciones de



*>üestra Carta Fundamental esta institución de modernísima 
creación llamada Asamblea de Electores? Á  mi juicio nó, pues 
’*üestra Constitución establece de una manera terminante el 
s»«tema representativo para la generación de los poderes públi- 

como lo comprueba el artículo primero que dice: »El Go- 
^yno de Chile es popular representativo» y  el artículo tercero 

dando mayor fuerza y  vigor á la idea, agrega; “La sobera- 
esencialmente en la nación, que delega el ejercicio de 

facultades en los poderes que establece la Constitución.» Estas 
^‘Aposiciones excluyen terminantemente, en mi opinión, el 
Ejercicio de la democracia pura ó directa como en parte la esta­

la Ley Municipal.
 ̂No queremos tampoco entrar á discutir cuál sistema es mejor» 
el de la representación ó el de la democracia directa, porque 
hace eso á nuestro objeto; pero queremos sí dejar sentado 

*̂*6 en el campo de la teoría el representativo es preferible, 
porque él entraña un proceso de selección, eligiendo á los mejo- 

los más aptos para el gobierno, 
descartados estos puntos, que sólo por su grande importancia 

^  hemos querido dejar sin enunciar, pasemos á ocuparnos ahora 
examen crítico de la ley. 

leamos primeramente qué atribuciones confiere la ley i  
asambleas. En su artículo 86 las enumera y  son las si­

mientes: Votar los presupuestos que Ies somete la Municipa- 
'clad de los gastos del año venidero y  aprobar las cuentas do 

*̂ '̂ ersiónj deliberar sobre los gastos posteriores que acuerde la 
Municipalidad, siempre que excedan de doscientos pesos; pro- 
"^«ciarse sobre la tasa de las contribuciones municipales con 
'̂■'■eglo á la ley; resolver sobre las enajenaciones ó gravámenes 
e los bienes raíces de la Municipalidad; acordar la contrata- 

de empréstitos’ y  sus condiciones y  forma de pago; proveer 
** ‘Nombramiento de los tres vecinos que han de fallar las cuen- 
^  fnunicipales; deliberar sobre los acuerdos, reglamentos y  
'̂■denanzas de la Municipalidad sancionados con multa; y, final­

mente, resolver sobre las demás cuestiones que proponga la 
' '̂^nicipalidad y que sean de su competencia,

Como se ve, las atribuciones que la nueva ley concede á las 
Jámbicas de electores son tan numerosas como importantes;



puede decirse que intervienen en todos los actos de alguna 
significación ó valor que ejecute la Municipalidad, más aun, su 
concurso es indispensable para la vida misma del Municipio; 
así una simple negativa para aprobar los presupuestos que la 
Municipalidad le presente, colocaría á ésta en una situación 
semejante á‘ la del Ejecutivo á quien un parlamento niega las 
contribuciones, es decir, en la imposibilidad absoluta de admi­
nistrar y  hasta de gobernar; el simple aumento ó disminución 
de los presupuestos puede permitir 6 que la Municipalidad 
haga una administración próspera y  fecunda ó condenarla á la 
estagnación ó la impotencia. En resumen, constituyen las 
asambleas de electores el organismo motor, 1̂ centro y  fuente 
de donde deriva el Municipio su poder: contando con la volun­
tad de las asambleas puede hacerlo todo; sin ella, nada, es tan 
impotente para el bien como para el mal: en rigor, pues, son 
ellas el verdadero poder local, un poder omnímodo y  sin limi­
tación de ninguna clase, lo que propende á hacer de él la más 
amplia y  audaz negación del poder municipal. Y  á lo que en­
tendemos, ni los publicistas, ni los partidos políticos, ni la pren­
sa, ni la opinión pública, nadie, en una palabra, había pensado 
ni soñado acaso jamás, en constituir un poder semejante, ni in­
troducir una reforma tan radical en nuestra administración 
pública; lo que sí sabemos es que el pensamiento común y  ar­
dientemente anhelado por el país entero, se cifra en la consti­
tución autónoma del Municipio.

Y  estudiemos ahora si este organismo exótico, hijo del idea­
lismo político, podrá ó nó tener vida dentro de nuestras cos­
tumbres, de nuestro modo de ser social y  de nuestra cultura po­
lítica, ya que hemos visto que ia experiencia recogida en la 
historia, ese gran cuadro del pasado, le condena.

En efecto, ¿quiénes van á entrar á componer estas asambleas?
Todos los ciudadanos inscriptos en los registros electorales, 

responde la ley. Ahora bien, dado este antecedente, fácilmente 
se deduce que van á ser ellos compuestos por una reunión ó 
agrupación tan desigual como heterogénea, y  así veremos .sen­
tarse al lado del acaudalado propietario á los inquilinos de su 
fundo y  el mísero proletario que trabaja y  riega con sus sudo­
res la tierra de aquél; y  si atendemos ahora á que la influencia
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los dueños de la tierra es en nuestro país tan poderosa como 
incontrastable, se comprenderá sin dificultad que el voto de las 
muchedumbres, la opinión de las asambleas no será sino el refle­
jo de las opiniones del patrón ó de los propietarios, y  habríamos 
entonces logrado aumentar aun más la influencia del propietario, 
pues no contentos con que influya de una manera tan decisiva en 

generación de los demás poderes públicos, lo haríamos tam­
bién dueño y  árbitro absoluto del poder local, fundando así en 
Sólidas bases una oligarquía ó una plutocracia en vez de una 
asamblea eminentemente popular, cual creo que habrá sido el 
propósito que ha tenido en miraei autor de la ley.

Como nadie en nuestro país tampoco ignora la poca cultura é 
•lustración de la gran masa "yel pueblo, ni tampoco nadie se 
atreverá á negar que la gran mayoría de él no se interesa ó se 
interesa muy poco en las luchas políticas, sucediendo que de or- 
<linario las mira con estóica indiferencia, importándole un ardi­
te que gobierne el partido A ó el partido B y  que el rumbo del 
gobierno se dirija en tal ó cual sentido; indiferencia que tiene 

origen y  sus raíces, en mi opinión, en la falta de intereses 
Materiales que liguen al pueblo á la administración, pues sabido 

que allí donde estos intereses faltan, es imposible constituir 
Una democracia verdadera; ahora bien, creemos nosotros que 
^sta ignorancia é indiferencia que ha demostrado el pueblo en 
los demás actos electorales, del cual arrancan su origen los de- 
nraás poderes públicos, ha por fuerza de llevarla también á las 
asambleas, haciendo que mediante la una de las deliberaciones 
”0 sean de utilidad alguna, pues en la mayoría de los casos no 
Comprenderá el interés de los asuntos sometidos á su examen, 
y mediante la otra sucederá que así como se aleja de los demás 
actos electorales, se alejará también de las asambleas. Y  no vale 
argumento alguno contra estas aseveraciones, que ellas descan­
san en la observación experimental y  en hechos que todos en 
enhile pueden comprobar.

Además, como ignora el pueblo el interés que estos actos tie­
nen y las ventajas que su asistencia le reportaría, y  como no 
tienen tampoco el interés inmediato' que les impela á asistir, se 
divisa perfectamente claro que no han de abandonar sus ocupa­
ciones, abandono que podría irrogarles grave perjuicio para ir
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á dar su voto para que el Impuesto sea de uno, dos ó tres pe* 
sos cuando la pérdida de uno, dos ó más días de trabajo les cau* 
saría males mayores; y  tampoco vale argüir contra esto que las 
reuniones han de celebrarse solamente en los días festivos, pues 
son tan numerosas las atribuciones que les concede la ley que 
por fuerza ha de prolongarse en ocasiones la deliberación á los 
días que el obrero, el inquilino y  proletario destinan á sus ocu» 
paciones.

Estas son, señores, las razones que me inducen á creer que 
la nueva ley no podrá tener aplicación en esta parte.

Pero como en política destruir no es sino una parte de la tarea, 
la más fácil y  hacedera tal vez, que para ello no se necesita mu­
chas veces sino una voluntad perseverante y  una constancia deci­
dida; mas la única tarea grande y  fructífera, la sola digna del 
hombre de estudio es la que al paso que destruye crea á la vez, ó 
mejor dicho, la que sólo en raras ocasiones destruye completa­
mente, limitándose de ordinario á reformar ó mejorar las insti­
tuciones, por eso nos parecería incompleta esta parte de nuestro 
trabajo si no señaláramos el organismo que, según nuestro crite­
rio, podría reemplazar este inútil rodaje introducido en nuestras 
instituciones.

Si no nos engañamos en nuestra apreciación, probablemente 
una de las causas de la creación de estas asambleas, y  en nues­
tro entender la única que podría justificar su introducción, ha 
sido la necesidad de poner límite y  contrapeso al poder del Mu­
nicipio, ya que en el mundo político no hay poder alguno que 
no encuentre límites y  contrapeso en algún otro poder; así 
vemos que hasta el parlamento encuentra límites á su autoridad 
casi absoluta en el Poder moderador del Jefe del Estado, que 
le concede la atribución de disolverlo en caso determinado; el 
del Ejecutivo encuentra también restricción á su autoridad en 
el voto adverso de la Cámara de origen popular, y  lo que es más 
aun, el judicial encuentra fiscalización á su autoridad en la su- 
pervigilancia que los tribunales superiores ejercen sobre los 
inferiores y  en la facultad de acusar á aquellos con ocasión de 
graves delitos ante el parlamento.

Ahora bien, esta fiscalización ó limitación podría conferirse 
en nuestro país á las asambleas provinciales, institución que ya
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nuestro país y  que fué creada porlaCons-.
titucón liberal del año 28.

'■«corramos rápidamente 
tal ve* ^sta materia en algunos países europeos, que

,  ̂ * "̂contraremos en las instituciones de aquellos pueblos 
que pueda servirnos de guía en este importante problema.

proTiaoial y  oom«ial de Blrun» paía» evropeoi (l),

de^o pretensión de hacer una exposición completa
tamo  ̂ respecto en los países de Europa; inten­
se «, k ámente dar á conocer el poder al cual en esos países 
««subordina el municipal.

> H o l a n d a

En '
ó sea e*'̂  ̂ provincia existe un estado provincial,
*’Oinbra"á"'̂ *̂̂ ™ lenguaje, una cámara de origen popular que
Poder F ’ diputación permanente que ejerce el
sobre 1 provincia, la que á su vez ejerce la tutela

s' êrte que éstos deben someter á la
gett* ”  diputación provincial, las más importantes de

ó arrie* como las que se refieren á la instrucción, compra
 ̂ ĉgad °  '^nnuebles, préstamos, aceptaciones de herencia

o, creación ó abolición de ferias ó mercados, etc.

, B é l g i c a  ,

asemeja mucho á !a de Ho- 
«s qué partes principales como en sus detalles: así

podemos omitir su descripción

P r u s i a

afto 87 provincial de Prusia comprende, desde el
' n consejo compuesto de delegados elegidos por la no»

Henj
^ “ nicinid ^ 1  mayor parte do esta reseña de una obra sobre el

reputado publicista francés Ferron.
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bleza, por las ciudades y por los propietarios rurales. Estos es­
tados reparten el impuesto sobre la renta, examinan todos los 
proyectos de ley de interés provincia! antes de ser llevados al 
parlamento; tienen también acción sobre los establecimientos 
provinciales, como asilos, hospicios y  cajas de pobres.

En cuanto á la organización municipal, se hallan en cada 
provincia distritos, círculos rurales, círculos urbanos, bailías, 
villas y  comunas rurales, en todas las cuales se halla un gra*' 
número de autoridades distintas, entre las cuales unas emanan 
en parte del poder central y  en parte de las asambleas locales, 
y  todas estas autoridades dependen las unas de las otras; de 
suerte que los poderes ejecutivos, las asambleas deliberantes, la 
justicia contenciosa y  la tutela administrativa están allí sin 
cesar mezclados y  se fiscalizan mutuamente; pero en último 
término una jerarquía de representantes del poder central en 
unión de consejos que emanan en parte ó en totalidad de los 
poderes locales son los que ejercen la fiscalización y  supervigi* 
lancia sobre los poderes municipales. .

. B a v i e r a

‘ , l 
Según la ley del 29 de abril de 1869 la organización provin­

cial y  municipal de este país es como sigue: está dividido en 
ocho círculos, cada círculo en arrondissements y  cada uno de 
éstos en distritos. '

Cada círculo tiene una dicta de elección popular que está 
encargada de deliberar sobre los negocios particulares al círculo 
y  de examinar y  votar su presupuesto. El Poder Ejecutivo es 
ejercido por una regencia nombrada por el rey, la cual está 
encargada de la supervigilancia y  tutela sobre las dictas, comí- 
tées de distritos y  sobre los consejos municipales de los gran­
des condados. ,

H u n g r í a  .

Está dividido este país en cowiiais, que se pueden comparar 
por su extensión á los departamentos franceses, y que gozan 
de libertades locales desde ios orígenes del reino de Hungría. 
Cada una de estas divisiones tiene una asamblea que goza atri'
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ter extensas, tratando de todos los negocios que in-
mun^  ̂ y  ejercen también la tutela sobre las co-

A u s t r i a

^  semejante á la de

S u i z a  •

( Cantón de Berna)

Leeisl^t  ̂ cantón un Gran Consejo que es el Poder
atribuc’ 225 diputados actualmente, cuyas
abroeac°r^*-4*°” ' modificación, interpretación y
M o s  ̂ leyes; comprende también la creación de
nistrariA públicos y  la supervigilancia sobre la admi-

^ración del cantón. .

dos compuesto de nueve miembros elegi-
^por el Consejo. •

ebctor^'*"*^ tienen tutela alguna. Existen asambleas

E s p a ñ a  ' .

sión Pi^^vincia hay una Diputación Provincial, una comi- 
''iene e[ ^ gobernador. En seguida de la provincia

parr Municipal, que es á menudo una agrupación
2 o^fi* cuales debe comprender por lo

al Avii I . L a administración municipal pertenece
»> alcalde y  i  t e  tónteates.

■"Ssde .  “ > ‘■“ "i* ”  que cuando cuentan
La Di . se divide en barrios.

'̂pales Provincial es elegida por los electores muni-
la prô -*̂  ®*icargada de la administración de los intereses 

provincial  ̂ todos los trabajos públicos de interés

tíiblea legislativa del Término Municipal lleva el
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nombre de Ayuntamiento, y  sus miembros el de regidores, y  e* 
elegida por todos los vecinos del Término.

El Ayuntamiento es el único competente para la administra­
ción de los intereses municipales; pero es necesaria la autoriza* 
ción de la Diputación Provincia! en ciertos casos que la le/ 
determina, i ■

Nos parece innecesario seguir adelante en esta exposición, 
pues en casi todos los países europeos se encuentra la misma- 
descentralización y  la autonomía de la provincia ó del departa­
mento, como asimismo la limitación del poder municipal por 
alguno de los poderes provinciales, ya sea el ejecutivo ó el 
legislativo.

Esta rápida reseña manifiesta, á mi entender, que todos los 
países europeos han creído necesaria é indispensable la descen- 

'tralización, tanto para facilitar la administración cuanto para 
hacer de los poderes provinciales y locales el más sólido baluarte 
de la libertad del ciudadano.

En conformidad á estas ¡deas nos parece que en nuestro país 
la autonomía de la provincia se impone como una verdadera é 
imprescindible necesidad, pues pensamos que es indispensable 
hacer que la vida y  actividad del país, reconcentrada hoy en 
Santiago, se comunique y  esparza por las provincias. E l medio 
más seguro para la realización de este fin sería el restableci­
miento de las antiguas asambleas provinciales, creadas, como 
hemos dicho, por la Constitución del año 28. Estas asamblea» 
tenían, según aquel Código, ni más ni menos las mismas atri­
buciones que tienen en los pueblos europeos las instituciones 
semejantes que hemos pasado en revista; y  podía tambíéf» 
encargárseles de la supervigílancia de los municipios, reempla­
zando así con ventaja ese complicado rodaje de las asambleas 
de electores.

iTiempo es, pues, de adoptar, hoy que estamos en la plenitud 
de la vida, ese hermoso ensayo de libertad, ya que por su naci­
miento prematuro abortó en la infancia de nuestro pueblo.

La descentralización se impone en Chile como I9, más impe­
riosa de las necesidades, como el medio más seguro de facilitad 
y  simplificar nuestra administración. En otro tiempo pudo> 
dice el primero de nuestros pensadores políticos, sacrificarse á
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la estabilidad y  el orden de la administración, mas no hoy que en 
el país parece afianzado para siempre el orden y  el reinado del 
Derecho.  ̂ '

L a  centralización es la p laga más devastadora y  una enfer­
medad endém ica y  peligrosa que corroe nuestro organism o 
político y  debilita nuestra vitalidad de pueblo libre. A s í  es 
triste y  doloroso ver que todas las ciudades de pVovincia llevan 
Una vida lánguida y  difícil, sin atender ni poder satisfacer todas 
sus necesidades y  detenido el progreso en las férreas mallas de 
nuestro régim en centralista. E l m al que nos aqu eja  produce 
corno consecuencia un exceso  de vida en la  cabeza y  la  pará- 
*<sis en las extrem idades; pero parece que ha llegado y a  la hora 

e dar sangre y  de infundir nueva vida á esas hasta h oy  yertas 
extremidades, porque á ello  está íntim am ente ligad o  el desa- 
*To lo de nuestra grandeza y  poderío.

vid po*’ hacer d e la provincia un centro de
 ̂ ® y  actividad en que la  industria, la  ciencia y  las letras se 

^unen en un solo haz que contribuya activam ente á hacer avan- 
naciente civilización; y  así, señores, habrem os hecho 

 ̂ e patriotas y  de verdaderos ciudadanos.

D e  l a s  a t r i b u c i o n e s  d e  l a s  m u n i c i p a l i d a d e s

a t ^  exam in ar en detalle y  una por una las
O í e n t ^ ' ^ i ? l ® '  le y  concede á los M unicipios, quiero sola- 

e acer algunas observaciones sobre las que y o  ju zg o  de 
«layor importancia. H /  J b

^ E l  inciso noveno del artículo 26, entre las atribuciones de las 

cip coloca; fundar y  sostener con fondos muni-
dotá prim arias de hombres, mujeres, nifSos y  adultos,

n olas de los útiles y  elem entos necesarios, y  dictar los re- 
Es ^ píanes de estudio por los cuales han de regirse.
*tenció de este inciso la  que ha llam ado nuestra

n y  cuyo exam en y  e.studio tratarem os de hacer, 

ción nuestra Constitución dispone: " L a  educa-
j . .  una atención preferente del Gobiernon, y  en el
i  una Superintendencia d e educación pública

yo cargo estará la inspección de la E nseñanza N acional, n
*eVlSTA f o r e n s e .— TOMO V llt  I I
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!Esta Superintendencia es, según la L ey de Instrucción Se­
cundaria y  superior, el Consejo de Instrucción Pública. Y  el 
artículo 119 de aquel mismo Código, que trata de las atribu­
ciones de las Municipalidades, en su número tercero dice que 
es atribución de ellas cuidar de las escuelas primarías y  demás 
establecimientos de educación que se paguen con fondos muni­
cipales. Estas disposiciones manifiestan, en nuestro sentir, que la 
Constitución ha querido fundar el Estado docente, es decir, el 
Estado encargado de formar el ciudadano por medio de la edu­
cación é instrucción; además creemos que ha querido dejar 
siempre á cargo de la Superintendencia de educación el cuidado 
de dictar los planes de estudio aun para las escuelas primarias 
de los Municipios, para conseguir así la uniformidad en la ense­
ñanza. Si tal opinión fuera verdadera, pediríamos nosotros se 
respetase el precepto de nuestro Estatuto fundamental; caso 
contrario, abogaríamos para que se dejaran siempre las escuela 
municipales bajo la dirección del Consejo de Instrucción Pu­
blica, único medio de conseguir la unidad en la enseñanza. Como 
pudiera chocar la insistencia sobre este punto, vamos á exponer 
los fundamentos de nuestra opinión, para lo cual necesitamos 
desarrollar brevemente las teorías que profesamos sobre la ins­
trucción.

Y  ante todo, ¿qué es la instrucción? Un distinguido educa­
cionista la define: Aquella parte de la educación que atiende al 
cultivo y  desarrollo de las facultades intelectuales del individuo.

Si estudiamos el desenvolvimiento de la instrucción de los 
tiempos más primitivos hasta nuestros días, veremos que siem­
pre ella ha tenido como fin primordial ligar á los espíritus por 
una misma verdad, enseñando una misma doctrina. A sí vemos 
en el pueblo de Israel donde había una clase especial, los levi­
tas, encargados de este alto magisterio, que la enseñanza sumi­
nistrada reconocía como base fundamental la religión, subor­
dinando todos los demás conocimientos humanos al dogma 
religioso. En la Edad Media notamos la misma tendencia, 
y  así vemos á la Iglesia, que era la única que enseñaba, re­
conocer como base de la instrucción la doctrina cristiana, y  H' 
mitándose además casi exclusivamente al conocimiento de estas 
solas verdades, fundando así la unidad de los espíritus pot
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Wedio del vínculo religioso. Y  si en la época moderna vemos 
la instrucción ha seguido un rumbo completamente distin­

to, tomando un carácter exclusivamente literario, sistema en 
que no se enseña ninguna verdad, sino que se atiende única- 
"''ente al cultivo de las facultades imaginativas y  á formar el 
gusto y  dirigir la fantasía, es porque con la Reforma, ese her­
nioso despertar del pensamiento á la vida de la libertad, cayó 
rota para siempre la unidad religiosa, y  surgieron un sinnúmero 
de sectas, creencias y  doctrinas antagónicas entre sí, lo que hizo 
>>nposible ya imponer á todos los espíritus una misma doctrina,.
*̂ na común verdad; en medio de este caos de doctrinas y  de 
creencias, la instrucción se vió forzosamente impelida á tomar 
®ste término medio que concillaba las encontradas opiniones^ 
Pero en la época contemporánea, mediante el desarrollo de las 
*̂ >encias, se ve clara y  palpablemente la tendencia á seguir los. 
®̂ ntiguos y  verdaderos sistemas, estableciendo la unidad del es- 
pfritu por la enseñanza de la ciencia que, siendo una misma, 
para todos, puede servir mejor de vínculo á los espíritus que la» 
niuertas religiones (i).

Si pues la unidad de los espíritus es el fin de la instrucción^ 
gico nos parece que sea una sola la autoridad encargada 

® imprimirle su espíritu, tendencias y  direcciones; ya  que por . 
ortuna tenemos establecido en nuestra Constitución este prin  ̂

*̂ *Pio, no lo borremos, ni tratemos de socabarlo mediante pre­
textos fútiles ó vanos. .

Reclamamos, pues, que la enseñanza primaria dependiente 
® Estado ó de alguno de sus organismos, ya sean éstos la , 

provincia ó el Municipio, quede siempre bajo la autoridad deli 
Consejo de Instrucción Pública.

D e  l o s  a l c a l d e s  .

la también vivamente nuestra atención la parte de­
, refiere á estos funcionarios. No comprendemos
*̂ 0, si se ha tenido el espíritu y  la intención de arrancar dfe. ,

1 . '

tcHer sostenidas por el eminente educacionista don Valentín L e -
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manos de un solo hombre la dirección política y  administrativa 
de una provincia ó departamento, no sólo porque sea él un agen­
te del Ejecutivo, sino también porque es materialmente impo­
sible que un solo individuo pueda llevar sobre sus hombros tan 
pesada carga, cuales son los múltiples negocios de variadísima 
índole que se presentan en la dirección de una provincia ó de­
partamento; no comprendemos, digo, cómo se ha podido efec­
tuar un simple cambio de persona, transfiriendo todo el poder 

,<lel Intendente ó Gobernador al Alcalde, dejando así subsis­
tente la misma defectuosa organización,
...En efecto, son tan numerosas y  variadas las atribuciones que 

la  ley da al Alcalde, que es imposible que aunque fueran estos 
individuos modelos de celo y  actividad, pudieran ejercerlas to­
das; ahora si se considera que son estos puestos gratuitos, se, 
•comprende que no podrán dedicarles los que lo ejerzan más que* 
el tiempo que les dejen libres las ocupaciones con que atienden 
á subvenir á sus necesidades; salyo el caso que se haya querido 
vincular estos puestos solamente en manos de los ricos; sí tal 
fuera la idea ¿á qué hacer observación alguna? Pero sí no se ha 
tenido en mira tal propósito, es fuerza observar que con el sis­
tema establecido los servicios públicos serán muy maPatendidos.

Basta leer las atribuciones concedidas por la ley á estos fun­
cionarios para penetrarse de la verdad de lo que afirmamos.

Son atribuciones del A lca ld e, dice la ley, ó sea, obligaciones:
1.“ RcM Ídir e n  ta  c a b e c e r a  c id  d is tr ito  m u n ic ip a l, n o  p u d ic n d o  

ausentarse sin perm iso d é la  M unicipalidad;
2.® Presidir las sesiones de la Municipalidad cuando falte el 

presidente constitucional, y  citarla á sesiones extraordinarias ó 
especiales;

3.® Servir de órgano de comunicación á la Municipalidad 
con otras autoridades y  funcionarios; _

4.® Promulgar las ordenanzas, reglamentos y  acuerdos mu­
nicipales que establezcan reglas de general aplicación;

5.° Ejecutar y  hacer cumplir las resoluciones de la Municipa­
lidad; •

6.® Decretar visitas domiciliarias de inspección para fines de 
salubridad, seguridad y  orden publico, y  expedir los decretos 
de allanamiento y  arresto;



7.® Disponer de la policía de seguridad urbana y  rural;
8° Ejercerla inmediata superintendencia de los estableci­

mientos, oficinas, servicios y  empleados municipales, y  dictar 
reglamentos ó providencias transitorias para el gobierno inte* 
rior de aquellos.

Además tiene numerosas atribuciones que le facultan para 
dictar reglamentos ú ordenanzas para conservación del orden 
piiblicó, seguridad del vecindario, mantener expeditas las vía» 
públicas y  el curso de las aguas, etc. Y  quedan aún por enu- 
Ríerar un número doble ó triple de obligaciones y  atribuciones.

En el Alcalde, pues, es en quien delega todo su poder y  todas 
sus atribuciones el Municipio, y  un cargo tan laborioso, aunque 
un individuo le dedicara todos sus esfuerzos y  activ'idad, nos 
parece imposible pudiera desempeñarlo satisfactoriamente.

Nosotros propondríamos, para obviar este inconveniente, se­
guir el procedimiento empleado en la mayor parte de los paí­
ses europeos, es decir, reemplazar al Alcalde por una junta com­
puesta de tres ó cuatro individuos, entre los cuales se repartirían 
de una manera equitativa los diferentes servicios del Municipio.

D e  l o s  i m p u e s t o s  

Im puesto de capitación

No pretendemos entrar á estudiar aquí el importante como 
debatido problema de si el impuesto directo ó d  indirecto es el 
mejor dentro de la teoría: es mi ánimo solamente hacer algu­
nas breves observaciones sobre el impuesto personal que esta 
ley establece.

E l impuesto personal llamado de capitación en francés y  
polax en inglés, es uno de los más antiguos que existe, como 
también de los más universales; no habiendo habido tal vea 
país alguno que no lo haya tenido en las primeras épocas de 
su historia. Actualmente ha sido suprimido en Inglaterra; pero 
lo conservan Francia y  Estados Unidos.

Es este impuesto en principio, dice Leroy Beaulieu, justo 
y  conveniente con tal que él sea moderado y  no el único; pues 
si todos los ciudadanos gozan, agrega el distinguido economis-
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ta, de una manera directa de los beneficios que le presta la 
organización del Estado y la existencia de la sociedad, justo es 
también que contribuya directamente al pago de los servicios.

El pago del impuesto personal en los países donde existe es 
condición indispensable del derecho de sufragio; así en Massa- 
chussetts, el segundo Estado en población y riqueza de los Es- 
todos Unidos, el pago de un polax de dos dollars es condición 
indispensable dei derecho de sufragio.

Monsieur Paul Leroy Beaulieu opina que este impuesto debe 
ser pagado únicamente por los que ejercen los derechos políti­
cos, porque ellos le votan y  ellos pueden aumentarlo ó dismi­
nuirlo; y  dice que extenderlo á los que no están en posesión de 
estos derechos, es algo que no tiene justificación posible.

Por lo que precede hemos visto que el impuesto de que nos 
ocupamos es conveniente bajo el respecto teórico: veamos aho­
ra si es posible su aplicación en Chile; porque no todo lo que 
es bueno en la ciencia puede implantarse en cualquier país y  
en cualquiera época, que es necesario ante todo consultar el 
grado de cultura y  progreso de los pueblos. Pero transcribamos 
antes las disposiciones de la ley á este respecto. Las rentas 
municipales se componen, dice el artículo 34, de un impuesto 
personal de uno á tres pesos que no podrá destinarse á otro 
objeto que al sostenimiento de las escuelas primarias del Mu­
nicipio. El 35 de la misma ley, agrega: «Todo varón mayor 
de 21 años, chileno ó extranjero, residente en el territorio mu­
nicipal, pagará anualmente en el mes de febrero del afto próxi­
mo siguiente el impuesto personal que será de uno á tres pesos, 
»egún fuere de uno á tres por mil la cuota sobre los haberes, 
votadas por las asambleas del Municipio.»

Ahora bien, uno de los defectos que creemos tiene este 
impuesto es su poca igualdad, pues va á pesar casi en la mis­
ma cantidad sobre ricos y  pobres, y  fácilmente se comprende 
que para los primeros que el impuesto ya sea de uno ó tres pe­
sos, es siémpre muy insignificante, en tanto que para los se­
gundos el mínimun de un peso es una carga demasiado pesada.

Más aun, este impuesto va á pesar, como sabemos, indistinta­
mente sobre todos los ciudadanos habitantes en el territorio 
municipal, estén ó nó inscriptos en los registros electorales; los



inscriptos que saben leer y escribir, ya que para estarlo lo exige 
Ja ley, van á estar en una condición relativamente superior i  los 
<iue no poseen estos rudimentos, pues sabemos que los conoci- 
n îentos que suministra la instrucción primaria, ponen al indivi­
duo en condiciones de ganarse la vida con mayor facilidad; por 
consiguiente, encontramos aquí otra irritante desigualdad. Noso­
tros propondríamos que se limitara este impuesto solamente á 
ios inscriptos en los registros electorales, medio con el cual 
Conseguiríamos limitar el sufragio universal, establecido en hora 
tan prematura en nuestro país, y  de una manera ĉ ue no suble­
varía ni resistencia ni oposición de parte del pueblo.

Por otra parte, la condición de perpetuo nomadismo en que 
viven nuestras clases trabajadoras, como asimismo sus hábitos 
de disipación, harán muy difícil la percepción de este impuesto. 
En la mayoría de los casos sucederá que el trabajador ó prole­
tario se verá obligado á recurrir a! patrón, con lo cual conse­
guiríamos condenar á mayor servilismo aun la condición del 
proletariado en nuestro país.

Y  con esto, señores, creo haber examinado los puntos más 
importantes de la nueva ley que ha de regirnos en breve pla­
zo, cumpliendo así lo que prometí en la introducción de este 
trabajo, al mismo tiempo que la obligación que me imponen los 
Estatutos Universitarios.

M a n u e l  A r a n c i b i a  A.

P R O Y E C T O  D E  C O N S T IT U C IO N  P O L ÍT IC A  
P A R A  L A  R E P Ú B L IC A  D E  C H IL E

(Continuación) *•

. «
En el sistema actual ó en el sistema del proyecto pendiente 

ante el Senado hay un desconocimiento fatal de los principios 
de la ciencia política positiva.

Esta sostiene que en una democracia pura ó en un gobierno 
del pueblo, los poderes públicos se derivan de la voluntad po­
pular.



El pueblo elige el Congreso y  el Presidente de la República. 
Nada de extraño tendría que el mismo pueblo eligiese los jue­
ces. Pero desde que el grado de ilustración no permite realizar 
este bien, es forzoso recurrir á un medio que nos aproxime á 
ese bello ideal. Ese medio creemos que está en nuestro sistema*

Así como los electores del Peder Legislativo y  los del Ejecu­
tivo, no son todos, sino los que poseen tales y  cuales requisitos; 
así también exigimos á los electores del Poder Judicial ó de sus 
candidatos ciertas condiciones de inteligencia y  de honorabili­
dad, que den certeza de buena elección. .

Nosotros exigimos que los electores sean abogados; la ley 
puede aumentar este número con todos los hombres que tengan 
título profesional, ó enseñen en la instrucción primaria, media 
ó superior, etc.

Nuestro sistema es popular, de voto restringido, no general. 
El modo de computar el resultado es el voto proporcional. Así 
se garantiza la proporcionalidad y  todas las agrupaciones de 
ideas por ciudades, departamentos, provincias ó comarcas pue­
den hacerse representar entre los candidatos, sin que sean aho­
gadas por cl centralismo ó una mayoría avasalladora y  de 
bandería.

En nuestro sistema los electores serían los 1,125 abogados 
de la República; habría que formar tres listas y  elegir en la 
primera 40 candidatos, en la segunda 80 y  en la tercera 160, 
en todo 280. Un candidato de la primera necebiCaría 28 votan­
tes, el máximo; uno de la segunda, 14 votos; y uno de la terce­
ra, 7 electores. En él la mayoría elige á los menos, hay elección 
popular limitada, verdadero republicanismo.

En el sistema actual unos pocos eligen á los más. El sistema 
es anti-popular, es oligarca. Unos cuantos gobernarían á todos. 
L a oligarquía entronizada en el Poder Judicial es la peor plaga 
que puede dársele á un pueblo. Tal sistema no cuadra bien con 
una Constitución popular, enemiga de toda oligarquía, forma 
de gobierno detestada por la democracia pura.

Tal es la realidad desnuda. Resta ahora decidirse, o por el 
sistema oligarca en que unos pocos eligen á los más, ó por el 
sistema popular en que los más eligen á los menos.

L o último es lo verdaderamente científíco.
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En el sistema oligarca actual lo secreto y la mayoría matan 
toda legítima aspiración. Las listas de número indeterminado 
serán formadas por partes ó por retazos, y por mayorías de tres, 
en cortes como la de Iquiquc, La Serena, Talca, Valparaíso, 
etc., y  por una mayoría de 6, como en la de Santiago, siendo ella 

10 ministros. Estas mayorías ocasionales no formarán las 
listas arbitrariamente, ¿ y  éste será el manjar que se ofrece á 
un pueblo republicano? En nuestro sistema surgen todas tas 
nianifestaciones que tienen consistencia legal, es descentraliza- 
dor y  entre los hombres de leyes establece una verdadera Re­
pública ó el Gobierno de ellos por ellos mismos.

En el sistema actual no vemos objeto en que cada Corte pase 
 ̂ la Corte Suprema su lista, y  en hacer de este tribunal un 

simple trasmisor de listas ajenas. ^
Nosotros le damos el papel de candidatos y  arreglador de 

listas por categorías.
Hoy existen 7 ministros de la Corte Suprema y  35 de las 

Cortes de Apelaciones: 42 en todo. Las cortes y  salas son diez, 
comprendiendo las dos que habrá pronto en Concepción.

Jueces son 83, fiscales 15, defensores públicos 50, secretarios 
91 más ó menos.

Los jueces de la i.* categoría (de Santiago, Valparaíso, Iquí- 
Rue, La Serena, Talca y  Concepción) serían 21; los de 2» y  3.» 
serían 15 en cada una; los de la 4.», 30; los de la 5.» 44 ó el resto.

' Con estos números se pueden hacer los cálculos necesarios 
para probar el si.stema.

163. Y a  tenemos arregladas las listas generales y  bases de 
elecciones posteriores.

Vamos á ver el modo de llenar una vacante de ministro ó de 
juez. ,

Cada corte ó sala elige ó presenta un candidato salido de la 
sección de la lista anual. Entre sus miembros la votación es 
proporcional; vence el que tenga mayoría. Cada corte elige 
uno.

El presidente de la Suprema forma la lista de los 10 electos, 
entre los cuales figuran las opiniones de todas las cortes, se les 
oye á todas.

164,— Establece la terna para los auxiliares de cada tribunal.



Este elije como más directamente interesado en hacerse de 
buenos cooperadores. No imponemos.

¿Qué interés tendrá una Corte en dar un secretario bueno á 
un juez? Será uno remoto.

En este punto creemos que esos puestos de conñanza deben 
ser ocupados por personas recomendadas por su jefe nato.

En ei artículo 163 y  164 rije la misma prohibición para ga­
rantir la fuerza del procedimiento y para evitar abusos.

165. Fija tres clases de fiscales y  seis de defensores y  seis de 
secretarios, equivalentes las seis á la clase de ministro y  á las 
cinco clases de jueces. Esto es útil para el ascenso y  para esti­
mular el trabajo y  emulación.

166. Equipara el relator á un ministro. En otros países un 
miembro del Tribunal hace el papel de nuestros relatores.

167. Hay empleados permanentes y  de duración limitada, 
sistema mixto.

168. Nombra el Presidente hasta agotar la lista de los diez ó 
ia de los tres, siempre que ocurran vacantes en el mismo T ri­
bunal proponente, porque, si ocurren en otro, éste tiene que 
formar su respectiva terna. No admitimos las postergaciones, 
como se ven hoy día. .

, 169. En los nombramientos interinos ó suplentes el Presi­
dente tiene entera libertad para sacar de la lista general; no se 
le pasa ni tema ni démda; en este caso sólo figuran los aboga­
dos de elección, no los candidatos por ministerio de la ley. Las 
suplencias preparan á los favorecidos. '

170. Establece el ascenso rigoroso desde el juez, asiento de 
Corte para arriba. Los demás casos quedan confiados á la ley, 
la cual debe alternar la inteligencia con la antigüedad. A  la 
Corte Suprema sólo pueden llegar los Ministros de las demás 
Cortes, nó ningún abogado. A  la de Apelaciones, los de otra 
Corte ó un juez de i.» clase, tampoco puede ingresar un abo­
gado.

La lista de 10 es por eso rotatoria y  hace prevalecer la vo­
luntad de las Cortes sobre la única del Presidente de la Repú­
blica. •

171, Fija la sanción del que falta á la verdad, por las conse­
cuencias funestas de tal acto.
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*72. Hace funcionar al Poder Judicial sin esperar la venia 
, Ejecutivo y  sin aguardar la voz de entrada de éste. Se le 

independiza.
173- Fija el modo de proceder y  la clase de tramitación que 

<lebe seguir cada juez. Sienta el principio general de la publici­
dad y encomienda á la ley determinar los casos de excepción,

Í74. Determina la responsabilidad personal de cada juez 6 
funcionario. Tres códigos son la norma de conducta del Poder 
Judicial: el de Enjuiciamiento es el de más aplicación; después 
sigue el de Tribunales. Enumera también una limitación de esa 
•■esponsabilidad en el caso de sentencia, decreto ú otro acto.

I7S- Adopta un sistema mixto: ministros inamovibles, jueces 
por seis años y  los demás inferiores por tres años. Durante este 
período todo juez es inamovible; ni puede ser suspendido, tras­
ladado, jubilado ó depuesto, á menos que él consienta ó la ley 
Jo mande así.

176. Dice cuándo se deja de ser juez ó funcionario y  las dos 
«ausas que producen ese efecto.

177- Coloca las cárceles bajo la autoridad única del juez, quita 
la ingerencia de las autoridades administrativas, ingerencia que 
«s perturbadora en sí y  perniciosa para el derecho de los ciu­
dadanos,

178. Se da á los ministros vida propia en protección de los 
presos, incomunicados ó detenidos. Seles faculta para hablar, 
Ver, y  llamar á toda persona de esa condición, para trasmitir sus 
peticiones y  para corregir todo abuso, venga de donde venga. 
Proteje al ciudadano. ,

179. Contiene siete prohibiciones impuestas al Poder JudI- 
«ial, á fin de mantenerlo grande y  robusto dentro de su esfera 
de acción: se le prohibe: -

1.® Dar resoluciones generales,
2.® No aplicar sino lo que es ley ó conforme á ley.
3.° No respetar sino los nombramientos legales.
4.® Opinar sobre puntos generales ó á ñn de captarse volun­

tad de otro poder extraño. Buscar alianza con otro poder ó 
reflirlo.

5.0 Tomar parte en política, fuera de lo lícito.
6fi" Modificar ó alargar lo dispuesto por Ley.
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7 “ Dar á un decreto más ó tanta fuerza como á una ley en 
contra, y dar á la ley secundaria más fuerza que á la ley funda­
mental cuando estén en pugna.

l8o. Regla un caso de excepción á las disposiciones anterio* 
res, nacido de la imperfección humana.

TITULO VII.— Disposiciones generales

A r t .  i 8 i. N adie puede tomar, ni aun á pretexto de circuns­
tancias extraordinarias: '
“  1.® El titu h  6 representación del Pueblo.

2.0 Otra autoridad ó poder que el que expresamente le haya 
conferido la ley.

3.° N i ejercer este poder fuera de los casos, forma, tiempo,, 
modo y  lugar, expresamente determinados por la ley.

(Arts. 150, 151, Constitución Chilena.) >
■ A r t . 182. Todo acto, ejecutado en contravención á la Consti­

tución ó á ley, es nulo; menos cuando la ley disponga otra 
cosa.

(Art. 151, Constitución Chilena; 4.®, Código Civil Español.)
A r t .  183. E l ordenador y el ejecutor de un acto nulo son 

solidariamente responsables.
A r t .  184. E s nula de hecho toda resolución q u e  em anare 

del Presidente de la República, del Senado, de la C á m a ra  de 
Diputados ó de alguna Corteó Juez, á exigencias de un Ejérci­
to, de la Armada ó.de cualquiera fuerza pública,ó la presión 
d e una reunión de Pueblo.

(Art. 149, Constitución Chilena.) ^
A r t .  185. Ningún Poder Piiblico puede por sí ni

m itar el imperio de la Constitución ni de ley alguna, ni la 
dicción de otro Poder, ni aun en caso de guerra interna ni e*’ 
forma provisional, sino en los casos expresamente previstos en 
la Constitución. ' ^

A r t .  186. E s prohibido Poder Judicial ejercer funcione® 
legislativas ó las del Poder Ejecutivo, y  al Congreso ó al 
sidente de la República ejercer funciones judiciales, agitar 
proceso ó hacer renacer uno terminado.

(Art. 99, Constitución Chilena.)



A r t .  187. Se prokibe A\oA&*.\xioúáa.á'. .
1.° Dictar reglas preventivas zonXx  ̂ el ejercicio de cualquier 

derecho individual. ;
2.° Obligar á un ciudadano á practicar actos ó ceremonias 

de un culto.
3.® Someterlo á una jurisdicción  que no es la expresamente 

establecida como propia para él.
A r t .  188. No se necesita autorización previa para procesar 

á ningún funcionario público, con excepción de los casos esta­
blecidos en esta Constitución.

A r t .  189. Todo funcionario, al tomar posesión de su destino 
ó cargo,jurard cumplir la Constitución y  las leyes.

Sin esta solemnidad no podrá funcionar.
(Art. 154, Constitución Chilena.)
A r t .  190. E l acto de un funcionario que no tenga la autori­

zación de su secretario legal, carece de fuerza obligatoria,
A r t .  191. Todo funcionario administrativo ó m ilitar tiene 

derecho para nombrar y destituir á su secretario expresando 
causa justa.

A r t .  192. L a  fuerza pública es esencialmente obediente i  su 
superior jerárquico dentro de la Constitución.

Ninguna nave ó cuerpo armado ó en formación puede delibe- 
ni hacer peticiones por sí ó representados por sus jefes.

Si lo hiciere, dcf hecho quedará disuelto y  desconocida su 
^ífistencia legal.

(Arts. 141, 148, 149, 150, Constitución Chilena; 13, incisos 6 
y  7 , Española.) ,

A r t .  193. En caso de elección extraordinaria, los funcionarios 
®*‘̂ gÍdos en ella, durarán en sus funciones el tiempo que falte 

terminar el período legal ordinario dentro del cual se ha> 
efectuado aquélla. ' .

A r t .  194. Ningún pago hecho por una tesorería servirá de 
*̂̂ 0 á ésta, si no lo hiciere en virtud de un decreto previo de 

^ytoridad competente, emanado de ley ó item y  partida de pre- 
®'̂ PUesto que lo autorice y  que esté vigente en el año de la entre- 

todo lo cual se expresará en el decreto. ,
^ r t . 146̂  Constitución Chilena.)

195. L a Nación garantiza las obligaciones de dinero
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contraídas legalmente por funcionarios debidamente autoriza­
dos, y  responde de la deuda pública con todos los bienes nacio­
nales. ;

(Art. 87, Constitución Española.) ,
A r t .  196. E l territorio real de la República comprende las tie~ 

rras deslindadas por el Norte con el Perú, por el Oriente cor» 
Bolivia y  Argentina, por el Sur el mar territorial del Cabo de 
Hornos y  Tierra del Fuego inclusives, y  por el Poniente el 
mar territorial del Pacífico inclusive.

También comprende las islas de Juan Fernández, de Pascua 
y  todas las que hay frente al anterior territorio entre el conti­
nente y  la línea longitudinal del deslinde poniente de Pascua.

Se reputa territorio ficto de la República: i,®, una nave de 
guerra chilena, en cualquiera parte; 2.0, una nave mercante con 
bandera chilena en mar chileno ó en alta mar; y  3.» una casa y  
dependencias de un Ministro Diplomático chileno en el extran­
jero.

A r t .  197. El territorio real se divide políticamente en depar­
tamentos; éstos en subdelegaciones, y  éstas en distritos.

Una ó más subdelegaciones componen una comuna. •
(Art, 106, Constitución Chilena; 82, Española,)
A r t .  198. L a  religión nacional es la católica, apo.stólica, ro­

mana, mientras la mayoría del país profese este culto.
Las autoridades pueden tributar culto á Dios en las ceremo'- 

mas públicas sólo conforme al culto católico, siéndoles prohibi­
do mezclarse en público como funcionarios, en otro culto.

L a  Nación sólo sostendrá el culto católico y  sus ministros, eff 
la parte en que no baste la iniciativa individual; y  se entregai" 
el total de la subvención fisccU al jefe de la Iglesia chilena e** 
enero de cada afio, á fin de que la distribuya.

Todo otro culto que el católico es tolerado en privado, y  ^ 
i t r i  en público cuando no sea opuesto a la moral cristiana. 

(Art. 4.®, Constitución Chilena; 11, Española.)
A r t .  i99.|Queda prohibido establecer nuevas vinculaciones- 
L as existentes se respetan, y  su existencia no impide la 

enajenación ó gravamen de la propiedad en que descansan.
A  los sucesores se les garantizará únicamente el valor a 

enajenado'ó la exención del gravamen.
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L a ley reglará este particular. '
(A rt. 153, C onstitución  C hilena.)
A r t .  200. Un proyccto de re/ot̂ ma de parte cualquiera 

ó del lodo de la Constitución, tiene que ser aprobadí> como ley 
ante un Congreso, y  ratificado como ley ante otro Congreso.  ̂

Quiénes pueden presentar dicho proyecto, su form a  y  trárnt- 
tes, son los mismos que los de un proyecto ordinario de ley, con 
estas diferencias;

A n te  el C on greso  reform ante las  m ayorías serán las de dos 
tercios de los presentes á  una sesión legal.

Entre la primera y la segunda lectura mediarán por lo menos 
treinta dias. . >

No se omitirá ningún trámite.
publicación del proyecto de reforma, aprobado como ley,, 

se hará de una manera permanente durante quince días antes 
de la elección del Congreso ratificante; y  se anunciará en igual 
forma, por la prensa y  por bando, en cada departamento, la 
*»isi¿n de este Congreso, que es aceptar ó no sin modificaciór» 
alguna lo propuesto por el Congreso reformante. 1

A r t .  201. Aprobcida la ratificación, el Presidente de la R e­
pública tendrá que promulgarla inmediatamente.

Las disposiciones promulgadas se tendrán por incorporadas 
 ̂esta Constitución.

A r t  202. Rige esta Constitución desde el 28 de agosto de 
1894.  ̂ '

E)csde esta fecha qtteda derogada toda otra Constitución en el 
*odo y toda ley en la parte que sea contraria á sus disposiciones.

‘ Resumen y eiplicaoión

*81. Prohíbe este artículo tres cosas: representar al pueblo, 
jercer un poder que no se tiene y  ejercer el que se tiene fuera 
e camino trazado por la ley, ó ilegalmente.

comprende al individuo funcionario, al 
 ̂ ivi uo particular y  á las reuniones de personas del uno ó 

otro carácter; abraza á gobernantes y  á gobernados.
¡Qg P*’ecepto propuesto es más genérico y  extenso que el de 

art culos 150 y  151 de la actual Constitución; porque ek



tercer caso del propuesto no entra en el de la Constitución 

del 33.
E l arrogarse ó hacer peticiones á su nombre es tomar ilegiti- 

mamente su 'representación; luego tal especificación es redun­
dante en el actual sistema vigente.

Este artículo es la salvaguardia más eficaz de las garantías 
dcl ciudadano.

182. E stab lecem os un sistem a d iam ctralm en te opuesto  al 

reinante en nuestra legislación. .
En vez de dccir con nuestro Código Civil, artículo 10: “es 

nulo lo que la ley prohíbe y  válido lo demásn, decimos con el 
artículo 4.0 del Código Civil Español: ties válido lo que la ley 
manda y  es nulo todo lo hecho contra ella.ii

L a  ley se dicta para que se cumpla y  nó para que se la burle. 
Si se hubiera de tolerar su no cumplimiento, más valdría no 
dictarla.

En nuestro sistema á todo lo hecho contra la ley no se reco­
noce vida; menos cuando la misma ley lo considera válido ó le 
da otra sanción.

Es este un principio más prácticamente útil que el de nues­
tro Código Civil ya  citado,

183. Establece la responsabilidad solidaria como garantía.
184. Enumera un caso de nulidad de un algo que, siendo 

válido por la forma, no lo es por la causa que lo produce. En 
este caso se halla todo lo resuelto por presión de fuerza mayor. 
En tales casos no hay libertad de acción y  debe quitarse todo 
efecto al producto de un conato de fuerza de un abuso arm ado.

E l precepto de este artículo es más comprensivo que lo que 
existe en la Constitución del 33. ,

185. Prohíbe suspender de motu propio ó limitar el imper»® 
de ninguna ley, ni la jurisdicción de otro poder bajo ningún pre­
texto. Los casos de excepción al principio son: el C o n g r e s o  que 
depone al Presidente ó Vice-Presidente, el S e n a d o  q u e  condena

á la Corte Suprema, etc.

' A g u s t í n  B r a v o  C i s t e r n a s

(Concluirá)
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AÑO V III NÚM. 4
S an tiago, i .°  de septiembre de 1892

S U M A R I O .— N o tas editoriales: P royecto  d e  ley  d e  reform a d el C ó d igo  C iv il (coiw 

tinuaciótí): alguna» observaciones sob ie  un proyecto  re lít iv o  á la  liberlad  d e  

testar, por don P aulin o A lfo n so .— D e la  legislación sobre minas. A puntes para 

nn estudio sobre e l C ó d igo  de M inería, por don J u lio  Z en teno B arros.— M inas 

d e  carbón de p iedra. Constitución de propiednd m inera en terrenos carbonífe­

ros, por don José K a v e st.— P rivileg io s exclusivos, articu lo  prim ero, por d on  

» Jorge  H u n eeu s.— P ro yecto  d e  C o nslitución  P olítica  para la R epública d e  C h ile  

(conclusión), por don A gu stín  B ra vo  C istern as.— E l m andato pora n egocios 

ju diciales, 110 producido en ju ic io  antes de la m uerte tlel m andante ¿Kubüiste 

después de ella? por J . M . G .~ A n tr o p o lo g ia  crim inal, por don M anuel T o rre»  
C am p os.— R evista  b ibliográfica, por L a  D irección .

D K

N O T A S  E D I T O R I A L E S  ■

P r o y e c t o  d e  l e y  d e  r e f o r m a  d e l  C ó d i g o  C i v i l '

. ( Continvacibn)

o b s e r v a c i o n e s  s o b r e  u n  rSOVECTO R E L A T IV O  k  L A  L IB E R T A D  

T E S T A R  '

A . '
propósito del proyecto de reforma del Código Civil, en la

parte relativa á las asignaciones forzosas, tomamos del acta de
p del Club del Progreso celebrada el 10 de agosto del

fesente año, las siguientes observaciones formuladas en ella
nuestro distinguido colega y  amigo don Paulino Alfonso:

deiyg Andrés Bello que, al través de considerables interca- 
fortuna, vivió diecinueve años en Londres, estudid 

las^ ^ prácticamente las instituciones inglesas, entre
cuales figura la libertad de testar. Desde sus primeros ensa-
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yos de codificación, hizo esfuerzos perseverantes para incorpo­
rarla en nuestras leyes, sin conseguirlo, porque en definitiva el 
Consejo de Estado le rechazó perentoriamente la idea.

Fuera de las razones que generalmente se hacen valer en fa­
vor de la libertad de testar, y  que no es necesario reproducir, 
porque las expone dop Andrés Bello en su nota sobre la ma­
teria y  el preámbulo del proyecto, figura la de simplificar con­
siderablemente con ella la teoría y  la práctica del sistema legal 
sobre sucesiones, que da lugar en la actualidad á innumerables 
y  enojosos litigios. •
... H ay que hacer, sin embargo, una salvedad á este respecto.

Imagínanse muchos que el tratado sobre las sucesiones en 
el Código, y  especialmente el título de las asignaciones forzo­
sas, es algo tan escabroso y  difícil que casi toca los límites de 
lo enmarañado é ininteligible. ’

Después de cierto estudio sobre la materia, es fácil llegar 
á convencerse de que dicho tratado no desdice en cuanto á 
su lógica y  precisión de las demás partes del Código, y  que 
está muy lejos de .ser en realidad tan abstruso como se le su­
pone.

La temible porción conyugal, explicada conforme al plan del 
legislador, es una materia que puede ser entendida por un niño 
de siete años.

L a  libertad de testar está reducida actualmente á muy estre­

chos lím ites: dejando á un lado las asignaciones alim enticias 

forzosas que también la limitan, el testador puede sólo dispo­
ner li^-emente de una cuarta parte de su patrimonio en el or­
den de sucesión de los descendientes legítimos, y, en los demás 
órdenes de sucesión, de una mitad del mismo patrimonio. _

¿Ha tenido el legislador el derecho de imponer estas restric­
ciones?

Parece que sí, pues conforme al sentir de numerosos juristas, 
terminando con la muerte la personalidad natural del indi'^*'
dúo, no puede éste exigir que sea respetada su voluntad despu^^

de aquélla, en lo que toca á la distribución de sus bienes.
En rigor no invade, pues, el legislador campo extraño á su 

competencia, estableciendo reglas sobre la materia, y  así d« 
hecho lo han entendido casi todas las legislaciones de los p̂ *
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ses cultos, aunque muchas de ellas gasten al respecto más libe­
ralidad que nuestro Código.

Pero, no conviene que el Estado establezca todas las reglas, 
é imponga todas las restricciones que pudiera establecer ó im­
poner, sino aquellas que juzgue prudencialmente necesarias, 
dejando que, por lo demás, se ejercite y desenvuelva la actividad 
de los particulares en el terreno amplio y  abierto de la libertad 
individual, en la conciencia de que, no sólo será ello lo más 

 ̂sencillo y  cómodo, sino también lo más conveniente y  fecundo. 
Por otra parte, aunque en rigor no quepa imponer las mani­

festaciones de la voluntad del dueño de los bienes en una épo- 
en que éste no existe, el respeto á esas manifestaciones, pa- 

l’ece una derivación lógica y  muy satisfactoria para el dueño 
e derecho de propiedad, derivación que, en consecuencia, esti- 

'’^ulará el trabajo y  fomentará la riqueza pública.
Pero lo más útil en estas circunstancias no es el estableci- 

"'lento de la conveniencia de la reforma, sino de la mejor ma­
niera de efectuarla.

El Código Civil es una obra maestra, admirable por sus pro- 
orciones, magnifica por su unidad, y  el criterio público se 
' t̂iria ofendido y  el sentimiento nacional lastimado, si se 

Pi'ocediera precipitadamente á su reforma. Ésta debe hacerse 
pies de plomo. .

est ri’ Código exige el más profundo y  detenido
loŝ * ^ contribución de la ciencia y  de la experiencia de 

jurisconsultos más distinguidos del país. ,

>̂ 1í-^h"^ ° conocimiento de sus disposiciones se haya genc- 
mo'ni y  se haya proyectado sobre el conjunto ^r-

r̂ític^*  ̂ ®l*as contribuyen á formar la luz intensa de una 
'•’^parcial y  severa, será la oportunidad de que se 

^Proba^v  ̂ comisión de jurisconsultos el proponer á la 
Conven̂ * legislativa aquellas reformas en que unánimemente 

j ’ obsta á que, en alguna materia aislada,
trata, por ejemplo, pueda anticiparse la 

^ada h" ‘^o'^diciones competentes.
' ‘̂ ĵ'̂ ras observar sobre la supresión de las legítimas y

lo  óf armoniza con la ¡dea general del proyecto, y  
*'ece inconveniente alguno, sin perjuicio de que sea



m uy incompleta la enumeración de los referencias á estas ma­
terias que deban en el Código ser suprimidas.
. No puede, desgraciadamente, decirse otro tanto respecto de 
la porción conyugal.

Es verdad que ella desaparece como asignación forzosa; 
pues se suprime el párrafo 2." del título 5.“ del libro 3.°; petó­
se trasladan algunas de sus disposiciones al artículo 988.

Dice este artículo, que pertenece al título De las reglas rela­
tivas d  la sucesión intitulada: "Los hijos legítimos excluyen á 
todos los otros herederos, sin perjuicio de la porción conyugal 
que corresponda al marido ó mujer sobreviviente.»

■' Diría según el proyecto de reforma:
"Los hijos legítimos excluyen á todos los otros herederos. 

Pero, el marido ó la mujer sobreviviente que no tuviere bienes, 
heredará una porción igual á la de cada uno de los hijos.

“ E l cónyuge sobreviviente podrá á su arbitrio retener la qu& 
posea ó se le deba, renunciando á este derecho, ó pedir la por­
ción hereditaria, abandonando sus otros bienes y  derechos á 
favor de la masa partible. ’ '

" E l  derecho se entenderá existir al tiempo del fa llecim ien to  

del otro cónyuge, y  no caducará en todo ó parte por la adqui' 
sición de bienes que posteriormente hiciere el cónyuge sobre­
viviente. '

"E l cónyuge .sobreviviente que al tiempo de fallecer el otro 
cónyuge, no tuvo derecho á porción hereditaria, no lo adquirí*"  ̂
después por el hecho de caer en pobreza, t» - ^

Esta intercalación de algunas disposiciones de la p o r c i o o  

conyugal, er> el título de la suce.sión intestada, ofrece inconvc' 
nientes más ó menos graves. Señalará algunos.

Desde luego, habla el proyecto del marido ó la mujer sobf^ 
viviente que fio tuviere bienes. ,

Según el Código, tiene derecho á la porción conyuga^ ® 
cónyuge sobreviviente que carezca de lo necesario para sn con 
grúa sustentación, aunque tenga algunos bienes, como expr*̂  
sámente lo reconoce el artículo 1,176, inciso l."; y. aunqi'^ 
ella no guarde completa armonía con el tenor literal de las 
labras, se entiende que el cónyuge carece de lo necesario 
su cóngrua sustentación cuando no tiene’ tantos bienes cof^

I UN IVERSIDAD



los que por porción conyugal le corresponderían, aunque sea 
rico.

La modificación propuesta reagravaría el defecto de la termi­
nología legal; pues, según ella, correspondería el derecho á la 
asignación intestada al marido ó á la mujer sobreviviente que 
*10 tuviere bienes, entendiéndose que carecería de ellos siempre 
í}ue no tuviera tantos cuantos serían necesarios para igualar el 
tinonto de la susodicha asignación, que puede ser cuantio­
sísima.

Incurre el proyecto en este punto en una contradicción de­
plorable, pues, en el inciso ifi exige que el cónyuge no tenga 
bienes, y  en el inciso 2° reconoce que puede pedir su porción 
hereditaria íntegra abandonando sus bienes y  derechos. Y  no 
puede alegarse que el abandono crea el derecho, porque, como 
dice el inciso 3.®, éste se entenderá existir al tiempo del falleci- 
^iento del otro cónyuge.

Reconoce el Código con franqueza que si el cónyuge sobre- 
''•viente tiene bienes, pero no de tanto valor como la porción 
'^oiyugalj sólo tendrá derecho al complemento, á título de 
porción conyugal.

^o hace el proyecto un reconocimiento análogo relativa-
^ente ¿ la asignación intestada. Según él, necesitaría el cón-

renunciar sus bienes propios en favor de la masa partible
ir á dicha asignación, renuncia que en el mayor número

® 'os casos carecería absolutamente de toda razón de ser.
renuncia semejante que autoriza el Código, no tiene para

efectuarse cuando no hay cuestión sobre el monto de los
' cónyuge sobreviviente; y  si ha sido autorizada por

lo ha sido con el exclusivo objeto de poner en
cónyuge un arbitrio expedito para zanjar las dificul-

1 orden á la cuantía de los mismos se hubieren sus-
'•‘tado. .

4 'iltimos incisos subordinan la existencia del derecho
hecho de haber carecido de bienes el cón- 

■'’'̂ *̂’®''‘viente á lâ  fecha del fallecimiento del otro cón-

1̂ análoga establece el Código con respecto
 ̂ o á porción conyugal; y  nada hay que observar en su



contra, supuesto que dicha porción es una asignación forzosa, 
de carácter especial/simo, destinada expresamente por el legis­
lador á proveer á la congrua sustentación del cónyuge sobre­
viviente, aunque á veces exceda su objeto.

Mas, la subordinación establecida por e! proyecto tiende á 
establecer una especialidad, una regla excepcional, en el título 
De las reglas relath'as d la sucesión intestada; lo que no se jus­
tifica lo bastante. . -

Sería preferible que, suprimida la asignación forzoíía de la 
porción conyugal, se hicieran desaparecer por completo sus 
huellas de nuestro Código Civil, sin perjuicio de atribuir, si se 
Considera oportuno, al cónyuge sobreviviente, el derecho de 
concurrir con los descendientes legítimos en la sucesión intes­
tada en una cuota del patrimonio en armonía con las que se le 
asignan en los demás órdenes de sucesión, pero de concurrir 
con ellos lisa y  llanamente como simple heredero abintestato.

L a  asignación hereditaria condicional que el proyecto esta­
blece en favor del cónyuge, por el contexto de las disposiciones, 

del artículo de que se trata, es claro que tiene por objeto, como 
la porción conyugal en el Código, acudir con un auxilio legal 
á remediar la pobreza del cónyuge.

En,lo que urge aplicar este remedio es en lo necesario para- 
proveer á la congrua sustentación del cónyuge, que fué lo que 
inspiró al legislador en el establecimiento de la porción con­
yugal. ' ,

Pues bien, si el proyecto deja vigentes las asignaciones ali' 
menticias forzosas, y  si una de éstas, y  la primera de todas, 
tiene por objeto proveer á la congrua sustentación del cónyiig® 
sobi-eyiviente, no es necesario establecer, más ó menos con e 
misrtfo objeto, una asignación abintestato, de carácter peculia- 
rísimo, y  enteramente inusitada en el Derecho.

En el Código no es lo mismo, como que en él la porci n 
conyugal es una institución aparte, y  es una asignación, aunque 
condicional, forzosa, especialmente reglamentada por el leg“‘̂ ' 
lador.

Otro grave inconveniente, que arguye una incongruencia ei* 
el sistema del proyecto, es el de que el auxilio legal con 
en él se acude á remediar la pobreza del cónyuge, sólo inci



en la sucesión intestada. ¿No pueden las circunstancias del 
cónyuge ser ¡guales en la sucesión testamentaria?

Siendo en el Código asignación forzosa la porción conyugal, 
•ncide en las dos especies de sucesión.

La adopción del proyecto daría lugar también á otras ano- 
nialías que conviene evitar.

Supóngase que muere el causante dejando un hijo legitimo 
y cónyuge pobre.

La herencia tendría que dividirse en dos partes, una para el 
hijo y  otra para el cónyuge. .
1 Pues bien, no habiendo posteridad legítima, y  habiendo as­
cendientes legítimos, cónyuges é hijos naturales, la herencia se 
<livide en cinco partes, tres para los ascendientes, una para el 
cónyuge y  otra para los hijos naturales.

Si el ascendiente legítimo es uno solo, resulta más favorecido 
9ue el hijo, y  el cónyuge mucho menos favorecido que en el 
Orden de sufesion preferente. ’

Podría llevarse muy lejos este análisis, y  manifestarse otros 
*'>'Uchos absurdos que se seguirían del establecimiento de la re- 
Sla propuesta. ^

Si ha de abrirse camino á la hermosa reforma que asegure 
para siempre en Chile el libre ejercicio del derecho de testar, 
^onviene que se hagan las cosas completas en cuanto sea posi- 

*C| y  que no se deje subsistente bajo ningún pretexto en el
'-odigo una porción conyugal, como de tapada, tímida y  vergon­
zante. .

 ̂ Eradas las disposiciones del título De los alimentos que se de~ 
por ley ¿  ciertas personas, y  la naturaleza no intrasmisible 

® la obligación alimenticia, parece lógica, y  conforme con el 
P an del Código, la .subsistencia de estas asignaciones, aunque 

a podrá á las veces impedir, á lo menos parcialmente, la rea- 
zación de los altos fines que se persiguen con el establecí- 

la libertad de testar, por ejemplo á consecuencia de
î necesidad de consagrar á la satisfacción de las dichas asigna- 

lizan  ̂ capitales competentes que por lo pronto se inmovi-

pena, ya que se trata de reformar el Código, estu- 
con detenimiento este punto, imponiéndose de lo que sobre
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él hayan pensado los jurisconsultos y codificadores más distin­
guidos de la época contemporánea, y  especialmente de las ins­
tituciones establecidas sobre la materia en los países más civi­
lizados, por ejemplo Inglaterra ylos Estados de la Confederación 
Americana,

I ■ P a u l i n o  A l f o n s o

DE LA LEG ISLACIÓ N  SO BR E M INAS

^  (Apunt«a para un estudio sobre el Código de Mineiia)

Durante el período del coloniaje rigieron en América las di­
versas disposiciones contenidas en la Recopilación de las Leyes 
de los Reinos de Indias, en cuyo Código se compilaron por or­
den del soberano las que corrían dispersas en distintas cédulas 
reales, cartas, provisiones, ordenanzas, instrucciones, autos de 
gobierno y  otros despachos emanados de los reyes de Espaiía 
ó  de las autoridades que en su nombre la ejercían en el vasto 

territorio sujeto á su dominio y  señorío.
Encomendaba su formación en 1660 por Carlos II al C onse­

jo  de Indias, fué aprobado y  mandado publicar por real cédul» 
en 18 de mayo de 1680.

En él sólo existen disposiciones de poco interés con relación 
¿  las minas, las cuales corren en los títulos 19, 2 0  y  21 de

libro 4 “  ̂ ^
M as las leyes 2* y  3», tít. l.® del libro 2.« ordenan rijan tam­

bién en América todas las anteriores que prim itivam ente

bían sido dictadas para España; y, en consecuencia de este

precepto, la legislación general de minería vigente en el 
aquel entonces, hubo de aplicarse igualmente en todas 
Indias.
. En esa fecha no existía en la Metrópoli un código espe 

sobre la materia á pesar de la importancia de las mir'*'’ ® 
ñolas, y  su reglamentación sólo apareció en la legislación g 
ral en la segunda mitad del siglo X IV .

Efectivamente, llama la atención del historiador el vac  ̂
en ella se nota, mucho más si se toman en cuenta las nqu
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mineras de la antigua Iberia tan codiciada dé'los conquista­
dores cartagineses y  romanos; pues, ni aun determinaba la cuo­
ta con que debían contribuir al tesoro del monarca, precepto 
que existía desde antiguo en la legislación latina.

Se cree que las minas seguían la condición feudal del terre­
no en que estaban ubicadas; perteneciendo al propietario, si 
^ste era libre; ó al señor feudal, si aquél dependía de éste ( i) .

Las primeras leyes sobre minería aparecen insertas en el 
Ordenamiento de Alcalá, código publicado en el año 1348 por 
I^on Alonso X I, bisnieto de Don Alfonso el Sabio, autor de las 
^iete Partidas.

Las leyes 47 y  48 del título 32 declaran pertenecientes al se­
ñorío real todas las minas de oro, plata, plomo ú otro cualquier 
^etal; como asimismo las pilas, fuentes y  pozos de aguas sa­
ladas. .

También prohibían su explotación sin permiso del soberano. 
Estas disposiciones fueron tomadas del fuero particular de la 

ciudad de Nájera, capital de la Rioja, fuero municipal ó local 
^Cordado por el rey de Navarra Don Sancho el Mayor, conser­
vado y  autorizado por su hijo el rey Don García; i confirmado 

Don Alonso V I  en 1 136, por Don Fernando IV  en 1304 y  
por Don Pedro en 1352 (2).

Ambas leyes pasaron después con importantes modificacio- 
al Código llamado Ordenanzas Reales (ley 8.% tít. 1°, H-
6.®) compiladas por el doctor Don Alfonso Díaz de Montal- 

1484. de orden de los reyes católicos Don Fernando de 
■̂■agón y  Doña Isabel de Castilla.

Este código no recibió la sanción real y  sus disposiciones no 
'̂ •̂eron más fuerza de ley que la que recibieron en su prímt- 

promulgación, 
mbi

/I ’ * 3. libro 6y) y  en seguida á la Novísim a Recopilación

tít. ,8, libro 9.°). ^
código de las Siete Partidas, el más acabado é importante

y Rodríguez de S.\n Pedro, Conuntnrios de las leyes de Minas
(1/ onónimtts de Espaüa.

®CRicHE, Diccionario de legislación, articulo «Fuero M unicipal».
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de los que nos legara la antigua Metrópoli, trabajado en los siete 
años corridos desde 1256 hasta 1263, recibido y  sancionado en 
las Cortes de Alcalá el mismo año 1348 (i), apenas contiene 
una que otra disposición relativa á las minas.

Las leyes 5.», título 15 y  11, título 28 d é la  Partida 3.*, reco­
nocen el señorío Inalienable del soberano á las minas y  á las 
rentas de las salinas.

En 1387 el rey Don Juan I concedió á los vecinos y  mora­
dores del reino, facultad para buscar, catar y  cavar minas en 
terrenos propios, y  en ajenos con permiso del dueño; debiendo 
en ambos casos pagar á la corona los dos tercios de los pro­
ductos después de cubiertos los gastos (2).

Esta ley pasó más tarde á la Novisvna bajo el número 2.®' 
título 18 del libro 9.® '

Tal precepto no dió en la práctica el resultado que de él se 
esperaba, tanto por la resistencia de los nobles, dueños de la 
riqueza territorial, que se oponían á todo lo que podía menos- 
c a W  sus intereses, cuanto por la misma prodigalidad de los 
monarcas.

Felipe II reincorporó nuevamente las minas al señorío de 
corona, y  estimulado por el deseo de incrementar las entradas 
del erario á fin de subvenir á los ingentes gastos de las g u e r r a s  

que hubo de sostener durante su reinado, dictó diversas m e d i­

das á fin de reglamentar su adquisición y  explotación; y  
la pragmática de 18 de marzo de 1563, mejorando estas dispo 
siciones, creó jueces y  tribunales especiales para que velara» 
por su exacto cumplimiento. ^

Esta pragmática pasó á la Nueva Recopilación, bajo el 
mero 5, título 13 del libro 6.° de éste Código, que fué 
por el mismo soberano en 14 de marzo de 15^7; 
que más tarde fué derogada por la primera de las Ordenan^ 
del Nuevo  ̂Cuaderno, así llamada la que fué después ley 4-*> ^
18, libro 9 de la Novísima Recopilación, último código 
del tiempo del coloniaje publicado por Cárlbs I V  en i 5 
lio de 1805.

(1} J. B. L ika, Práctica Forense.
( j )  J. B . L ir a , Exbo&ición de las leyes de M inería.
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’ Las Ordenanzas del Nuevo Cuaderno fueron comentadas en 
1761 en una obra de notable mérito por don Francisco Javier 
de Gamboa, distinguido abogado de la Audiencia de México.

Tales disposiciones formaban en España la legislación espe­
cial del ramo de minería, compatible en ese entonces con las 
necesidades de la época y  con la importancia industriaí que 
había adquirido por los descubrimientos de México y  del Perú.

En ella se fijó el derecho ó tributo que se debía pagar al 
soberano; se prescribió el registro, mensura y  posesión para es­
tablecer la prioridad del pedimento como base de la propiedad 
'íe la mina; se reglamentó su explotación penando á los infrac­
tores con la pérdida de ella; se determinó su cabida por medio 

la niensura y  alinderamiento; se otorgó á los mineros facul- 
para aprovecharse dé los montes y  dehesas; y  se amparó 

poseedor de la mina durante la litis, llevando cuenta y  razón 
sus productos.

•  Esta legi.slación no comprendió las minas de carbón, sobre 
' cuales dictó Carlos III diversas disposiciones en los años 

^789 i  i jg2,  favoreciendo su explotación y  concediendo privi- 
^gios y  franquicias que facilitaron su desarrollo. .

y  á diferencia de las minas de metales se estableció el prin- 
'̂Pio de que éstas pertenecían al dueño del suelo, permitiendo 

P®'' excepción su explotación á terceros que debían indemnizar
propietario. ,
Las leyes 3.», título i.®, libro 2.“, y  i.“, título 19, libro 4.® de la 
'̂̂ opüación de Indias, daban á los virreyes de América facultad 

^'^tar ordenanzas que tenían valor cuando eran confírma­
te soberano, pudiendo en casos urgentes y  especialmen- 
. materia de minas disponer y  ordenar lo conveniente al 

^  publico ó á los intereses de la corona. « 
(Ig ordenó el virrey del Perú (1681-1689), don Melchor 
trab y  Rocaful, duque de la Palata, encomendando el 
tos  ̂ Tomás de Ballesteros, compilara dichos estatu- 
*‘hro recibió el nombre de Ordenanzas del Perú y  en el 

Est^ encuentran las que se refieren á las minas.
^‘Aposiciones rigieron en aquel virreinato, y  por consí- 

de él Capitanía General de Chile, que formaba parte
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Parte de estas ordenanzas habían sido dictadas por el virrey 
don Francisco de Toledo, hijo segundo del conde de Oropesa 
(1569-1581), en la visita que practicó en el virreinato de orden 
del rey; y  fueron confirmadas ( i)  por la corona, mandando se 
observaran fielmente en todo lo que no estuviesen derogadas 
por las Leyes de Indias ó por otras disposiciones posteriores. 
(L e y  37, tit. I." lib. 2 R. de L)

Á  instancias del gobernador de Chile (1736-1744), don José 
Antonio Manso de Velasco, ordenó Felipe V  en real cédula de 
I.® de octubre de 1743, la fundación de una casa de moneda en 
Santiago á expensas de don Francisco García Huidobro. Y  en 
el capítulo 14 de dicha cédula se le dió la siguiente comisión: 
•'Asimismo os concedo facultad á vos el dicho don Francisco, 
para que podáis por vue^stra persona ó las que nominaréis, ha­
cer visita general á todos íos minerales de aquel reino, y  de 
proponer al Presidente de aquella mi Real Audiencia las Orde­
nanzas particulares, que contemplaréis dignas de añadir, así eng 
trapiches como en minas, en lo que no fuere posible a rre g la rse  

á las que se establecieron para los Minerales del Perú, y  de 
ellas las que tuvieren su aprobación, se pondrán en práctica y  
se dará cuenta á mi Consejo de las Indias para su confirmación, 
como de las razones que hubiere para impugnar las demás, 
con la calidad que la referida visita' por vos ó la persona que 
nombraréis haya de ser á vuestras expensas.n

En ejercicio de esta autorización, terminada la  visita que or­
denó ejecutar y  en posesión de los datos que estimó suficientes, 
presentó su trabajo García Huidobro en 18 de mayo de 1754 
gobernador de Chile (174S-1755) don Domingo Ortiz de R o sas, 

conde de Poblaciones, quien aprobó dichas ordenanzas por auto  

de 29 de mayo del año siguiente y  las mandó poner en ejecu ­

ción, previa publicación por bando,
,  Este artículo formado por cincuenta y  seis artículos ó declara* 

clones, fué publicado en Lim a en 1757 en un opúsculo de trein­
ta y  cuatro páginas en cuarto mayor, y  con el título de 
Ordenanzas de M inas para el reino de Chile, que de orden de 5 .

I

( i)  F. G a rc ía  C ald eró n , Diccionario de la Legislación Peruana, artícu'® 

cO rdenanzas de Toledo.»
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escribe don Francisco Garda de Huidobro, marqués de Casa Real,
Y  rigieron en Chile durante treinta años, sin embargo que no 

fueron expresamente sancionadas por el rey; y  hasta que en 8 
de diciembre de 1785 Carlos III hizo extensivas al virreinato del 
Perú las ordenanzas de México que con el título de Reales Orde- 
fianzas para la dirección, régimen y  gobierno del importante cuerpo 
de la M inería de Nueva España y  de su R eal Tribunal General̂  
había aprobado por real cédula de 22 de mayo de 1783.

Es este el código más importante de la legislación minera del 
coloniaje y  rigió en Chile con ligeras variantes ó modificacio- 

hasta hace pocos años.
En aquella real cédula dispuso el soberano se pusiera en vi­

gor en el virreinato del Perú, previas las modificaciones que en 
atención á los usos y  costumbres de estos países, hubiera de in­
troducir en ellas e! virrey; y  en lo relativo á Chile, de acuerdo 
Con el Presidente de este reino. ■

Con este fin expidió el virrey del Perú (178 4-17^ ) don Teo­
doro de Croix en 7 de octubre de 1787, cincuenta y  seis decla- 
•" ĉiones que sólo se aplicaron para el Perú por haberse dictado 

el acuerdo del Presidente de Chile y  sin hacerse en ellas re- 
^®rencia para su adopción en estas regiones.
. Á  su vez, el Presidente de este reino (1781-1788) don Tom ás 

•̂ ‘varez de Acevedo, dictó cincuenta declaraciones en 22 de di- 
‘ ’̂etnbre de 1787, para adoptar en Chile las citadas ordenan-

^  es de observar que la que lleva el número treinta y  cinco 
*‘*Pone vigentes en esa fecha las Ordenanzas del marqués de 

asa Real, é igual aplicación les dió )a sentencia publicada 
el número 4.18 en el nú m___4.18 en el número 86 de la Gaceta de los Tribu-'

^nles.

Tales fueron las disposiciones generales sobre minería que ri- 
Chile durante la colonia; y  para completar este cua- 

jj¡ ’ '"^ t̂anos sólo enumerar diversas disposiciones particulares 
cia épocas determinadas y  en atención á circunstan-

^^speciales.

• ®'stema de colonización implantado en América por E s- 

Boletín de Leyes, página 430.



paña, adoleció de deficiencias y  errores que produgeron por re­
sultado inmediato una población europea relativamente escasa 
para la extensión territorial que ocupaba, población poco incli­
nada á los trabajos de la agricultura, y  un comercio limitado por 
las trabas á que se le sometió. '

Y  como corolario de estos factores, escasas rentas para el 
erario español.

Ellas consistían principalmente en el quinto que el rey recla­
maba para sí de los metales sacados de las minas ó de las per­
las cogidas en el mar, ó del oro ó joyas quitados á los indios en 
las.expediciones militares. Tributo que fué muy considerable en 
México y  Perú, más en Chile, generalmente escaso y  reducido.

En efecto, aquí no había esa población que desde siglos atrás 
hubiese extraído de la tierra y  conservado en los templos, en 
los palacios y  enterratorios (huacas) esas grandes cantidades de 
metales preciosos que desde los primeros días hicieron tan pro­
ductiva la conquista de aquellos países. ^

Á  fines del año 1553 llegó á España don Jerónimo de Al- 
derete, emisario enviado por el gobernador de Chile don Pedro 
de Valdivia, (i S41-1554), llevando el quinto del rey recogido du­
rante los doce años de ocupación de este territorio.

Su monto sólo alcanzaba á poco más de setenta mil pesos en 
oro, suma escasa comparativamente con el producido por otras 
colonias. .

Así fué considerado por la Corte; sin embargo que el emisa­
rio se empeñó en demostrar gran confianza en la riqueza futura 
del país, aseverando que la guerra mantenía á los pobladores en 
el estado más lastimoso de pobreza, cargados ‘de deudas, sin po-  ̂
der explotar las minas y  con la espectativa de grandes traba­
jos para consumar la reducción del país.
- El príncipe gobernador, en vista de estos informes, hizo dos 
conc'esiones á los pobladores de Chile.

En real cédula de 18 de marzo de 1554, mandó que no se les 
pudiera reducir á prisión por deudas ni quitarles sus armas, ca­
ballos, casas ó muebles más indispensables para la vida y  tres 
de sus esclavos. .

Y  por real cédula de 21 de febrero del mismo año, ordenó 
asimismo que durante cinco años los encomenderos de Chile
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no pagasen á la corona más que la décima parte de los produc­
tos que se recogiesen en los lavaderos, en vez del quinto á que 
estaban obligados. "E  complidos los cinco‘años, agrega la cé­
dula, se pagará el noveno, é assí descendiendo en cada un año 
hasta llegar al quinto, pero del oro que hubiese de rescate ó ca­
balgados ó en otra cualquier manera, desde luego habéis de 
cobrar el quinto de todo ello, e si habiere de sepolturas habéis 
de cobrar el cuarto, h

Sin embargo, el rey no perdía la esperanza de obtener mayor 
provecho de este país, y  en el año siguiente, cuando nombró al 
mismo Alderete gobernador de Chile, le dió un pliego de ins­
trucciones en que le recomendaba lo que debía hacer al recibir­
se de su gobierno.

Le encarecía el buen trato para con los naturales; pero sobre 
todo el mayor cuidado en el beneficio de las minas, "de mane­
ra que se ponga mucha diligencia en la labor de las dichas mi­
nas, lo más pronto que se pueda, avisándome de lo que en ello 
hiciéredes, y  proveyendo que todo el provecho que dellas se pu­
diera haber y  sacar venga á estos reinos con la mayor presteza 
que se pueda, para ayuda de las necesidades que, como veis, 
tengo. Y  también tendréis cuidado de saber si en aquellas pro- 
' încias habrá otras algunas cosas de que se pueda sacar prove­
cho para socorro de mis necesidades.!! (i)

En los primeros tiempos la minería se redujo en Chile á la 
Explotación de los lavaderos de oro que se trabajaban con más 

 ̂nienos buen provecho en todo el país desde Copiapó á Castro,
Y  sufrió las alternativas de la condición de los naturales á 

Quienes se empleaba como operarios, y  disminuyó considerable- 
J^ente cuando los encomenderos no pudieron contar con el tra- 
“ajo gratuito y  obligatorio de éstos, paralizándose por completo 

promulgarse las ordenanzas reales que reglamentaron el ser- 
''•cio personal de los indígenas y  fijaron salario para los que tra- 

^jaban en los lavaderos.
Por estas circunstancias, la minería cayó en manos de indus- 

que redugeron sus trabajos á lavaderos de fácil explota- 
como los de Coquimbo, Petotta, Quillota y  Tiltil.

D. B a rro s A ra n a , Historia G tm ral de Otile, t. II, pág. 249.
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Las minas de plata se explotaban también en pequeña esca­
la y  sin resultados muy satisfactorios, sin embargo que los es­
pañoles las buscaban con mucho ahinco, conociendo los bene­
ficios de las de Potosí.

En 1685, y  con el pretendido descubrimiento de una mina 
llamada San Lorenzo en el, distrito de Mendoza, y  otra «San 
Pedro Nolascoii, situada en la falda occidental de la cordillera 
á pocas leguas de Santiago, se despertó el entusiasmo por la 
minería entre los pobladores de estas regiones, y  al efecto se 
eniprendieron varias obras y  se establecieron diversos trapiches 
para la molienda de los metales. ,

E l gobernador dictó diversas medidas para reunir los indios 
dispersos de dichas localidades para ocupados como peones, y  
pidió y  obtuvo del virrey ochenta quintales de azogue para su 
beneficio. '

E l soberano mismo se preocupó del descubrimiento, y  en 
reales cédulas de 9 de agosto de 1690, 1 1 de enero de 1700 y  11 
de diciembre de 1710, inquirió datos y  recomendó al goberna- 
nador le dispensase toda protección y  apoyo.

Sin embargo, fué de escasa importancia y  al fin de cierto 
tiempo hubo de abandonarse.

Los metales de cobre, tan abundantes en Chile, se explotaron 
para satisfacer las necesidades interiores, y  sólo á  principios del 
siglo X V II  el de Coquimbo fué llevado al Perú y  otros pun­
tos. Y  adquirió tal fama, que el mismo rey de España lo hizo 
comprar para renovar su artillería (i). _

E l ^virrey del Perú quiso establecer en Coquimbo la fu n d i­

ción de cañones halagado por el bajo precio de los salarios y  
los materiales, de los cuales el cobre solo valía de cinco á  ocho 
pesos quintal; mas este pensamiento quedó sólo en proyecto- 

Sin embargo, esta sola aplicación del cobre, escasa y  limité' 
da, no procuraba mucho consumo ni mayor provecho á los pr® 
ductores.

C on  la  instalación de la  casa de m oneda en S a n t ia g o , á  fine® 
d e l  año 1749, recibió la  m in e ría  un notab le im p u lso , p u es en 

e lla  pudieron los productores sellar las pastas m e tá lic a s  aum e'’ '  

■ . _ /

(1) D. B a rro s  Ar.^na, ohradtada, t. V , pág. 301.
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tando de este modo su beneficio; mas ellos no fueron tales que 
correspondieran á la fama de las riquezas mineras de Chile que 
sólo han venido á desarrollarse durante el gobierno de la Re­
pública.

Los gobernadores, preocupándose siempre de su incremento, 
dictaron diversas disposiciones especiales.

Entre otras, existe el decreto de 8 de junio de 1793 
Ambrosio O ’Higgins, que autorizó la corta de leñas destinadas 
al beneficio de los metales, y  otro de su antecesor, que concedió 
A los particulares licencia para denunciar y  trabajar por sí mi­
nas de azogue, concesión que fué ratificada por el soberano en 
3 de octubre de 1793, pero con obligación de venderlo al pre­
cio corriente en almacenes fiscales.

Mas en vista del poco provecho obtenido en las de Puni- 
taqui, en Coquimbo, que al principio se les creyó iguales, si no 
superiores á los de Huancavélica en el Perú, se ordenó suspen­
der su explotación por real orden de 20 de junio de l8cx5.

El plomo y  el hierro no se explotaron durante la colonia, 
pero en cambio los pobladores de Chile buscaron con grande 
empeño minas de platino, y  existe una real orden de 20 de 
«íarzo de 1805 con relación á una petición de unos vecinos de 
Caleu que solicitaron permiso para explotar unas que decían 
haber descubierto en una hacienda de don Francisco Javier 
trrázuriz ( i) .

Tal fué la legislación sobre minas que rigió durante el pe­
ríodo de la conquista y  el coloniaje y  que, salvo ligeras modi­
ficaciones, subsistió hasta la promulgación del primer Código 
’ îicional sobre la materia.

Efectivamente, después de la revolución, y  cuando el gobicr- 
pudo preocuparse de la organización administrativa, de- 

*̂ Wó vigentes por decreto de n  de junio de 1833, las Orde- , 
*̂ n̂zas de Nueva España, cuyo artículo 3.“ del título 19, que 
‘Consagraba como privilegio de los mineros la exención de 
Apremio personal en la ejecución por deudas, fué modificado 

'a ley de 8 de febrero de 1837, como lo declaró la de 22 de 
julio de 1861; exención que fué restablecida, nó como privile-

B arros A rana, obra citada, t. VIH, pág. 387.
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gio, sino como una disposición general del Derecho por la de  ̂
23 de junio de 1868, que abolió la prisión por deudas, salvo en 
casos de excepción que expresamente consignó.

Asimismo, la de 25 de octubre de 1854 declaró, modificando 
el artículo 22 del título V I, que las minas y  depósitos de azu­
fre, cal y  sustancias análogas no eran denunciables.

Y  finalmente, la ley de 15 de julio de 1871, las derogó en 
cuanto autorizaban los denuncios de bosques, y  la de 13 de ju­
lio de 1872 señaló un plazo de tres años para la caducidad de 
los que se hubieren concedido con anterioridad, '

Durante este período se gravó la exportación de los cobre» 
con diversos impuestos que se abolieron más tarde, como tam­
bién el de alcabala que se pagaba en las transferencias de do­
minio de las minas; se declaró no sé concederían privilegios 
para su explotación; se organizó el cuerpo de Ingenieros de 
Minas, fijándosele el respectivo arancel y  dictándose el regla­
mento para los exámenes de prueba para optar al grado; y  
finalmente, se contrató un estudio ó descripción geológica y  mi­
neralógica de la República con un profesor de reconocida com­
petencia (i).

Disposiciones especiales encargaron á los gobernadores las 
funciones de diputados de minas, y  concedieron álas Cortes de 
Apelaciones la facultad de otorgar concesiones para disfrutar­
las (decreto de 23 de mayo de 1838); y  otras diéronle á estos 
tribunales una organización determinada cuando conocían en 
asuntos de minería. (L ey de 30 de septiembre de 1843.— Decre­
to de 28 de noviembre de 1849, que fueron derogados por la.
26 de julio de 1866,) ’ _

Asimismo la legislación general, principiando por la Consti 
tución del año 1823 y  Reglamento de Administración 
Justicia del siguiente, hasta terminar con el Código Civil, modifi­
caron sensiblemente esta legislación particular; y  muy especia^ 
mente este ultimo código en los artículos 10, 57, 59 
1337, número 2; 1616, 1686, 170S, 1730, 1801, 2103,2104,2206. 
2475. 2477, '2507, 2508 y  en el título 4,0 del libro II.

No terminaremos este período sin mencionar los decretos de
V

( i)  Don R. A. Pissis.



7 de noviembre de 1825 y  de 31 de octubre de 1834, relativos á 
minas de carbón, los cuales adolecieron de graves errores.

El primero declaró no denunciables las minas de carbón, 
principio que estaba establecido en la Novísima Recopilación 
(Leyes 2 *, título 20, libro IX , promulgada el año 1789, y  4.“ de 
los mismos título y  libro promulgada en 1792); y  el segundo 
suspendió el primero, suponiendo equivocadamente como funda­
mento de esa derogación que no estaba en armonía con este 
código ni con las ordenanzas vigentes.

Más tarde, reconocida que fué la necesidad de reformar la 
legislación general, y  cuando ya se había llevado á feliz térmi­
no la codificación de la civil, encargó el Supremo Gobierno, en 
1863, á un distinguido abogado residente en Copiapó, don V i­
cente Quezada, la preparación de un proyecto de Código de 
Minería, cuyo trabajo vió la luz pública en el año siguiente en 
un folleto en cuarto de ciento sesenta páginas, impreso en San­
tiago en la Imprenta Nacional.

Este trabajo fué sometido al estudio de una Comisión nom­
brada en 24 de junio de 1865, á la cual se asociaron personas 
de conocimientos prácticos; pero que, abandonando el proyecto 
que le servía de base, continuó funcionando con más ó menos 
regularidad bajo la presidencia del intendente de Atacam a 
hasta el año 1871. ' '

Dos años más tarde, uno de sus miembros, don José María 
Cabezón, llevó á feliz término la conclusión de la obra, que fué 
sometida á la revisión de una nueva Comisión, en la cual figuró 
entre otros don Miguel Saldías, antiguo magistrado de la Corte 
de la Serena.

Aprobado por el Congreso, el Código de Minería se promul­
gó como ley de la República en 18 de noviembre de 1874, y  
‘Comenzó á regir desde el l.® de marzo de 1875; y  en el artículo 
final se estableció, que desde esa fecha quedaban derogadas, 

en las partes que no fueran contrarias á él, las leyes y  or- 
^•lanzas especiales preexistentes sobre la materia.

Sin embargo, dejó subsistente, como en la antigua legislación, 
 ̂ antiparo de la mina por el trabajo, como base de la propie- 

base que en la práctica dió margen á un semillero de jui- 
y  contribuyó en mucha parte á la poca estabilidad de los



derechos del propietario, y, como consecuencia, al alejamiento 
de capitales extranjeros y  creación de dificultades en la orga­
nización de grandes compañías de explotación.

Entre las reformas de más aliento debemos apuntar el reem­
plazo de los funcionarios judiciales en los trámites para la 
constitución de la propiedad de las minas, en sustitución de lc« 
gobernadores que ejercían las atribuciones de los antiguos D i­
putados de las Ordenanzas; y  la organización del Registro de 
propiedad en armonía con el precepto del artículo 686 del Có­
digo Civil.
• -Para complementar algunas de sus disposiciones, se dictaron 

en 1878 dos decretos supremos, reglamentando el cuerpo de 
ingenieros del Estado, y  determinando el notario que debía lle­
var en cada departamento el Registro de Minas.

Los graves inconvenientes del sistema de amparo y  del de­
nuncio por despueble, abrieron paso á la reforma de este Códi­
go, la que encontró favorable acogida entre los industriales; y  
el Gobierno encargó la preparación del proyecto á la Sociedad
Nacional de Minería.

En 1884 fué presentado á la discusión del Congreso, cuya 
comisión encargada de su estudio lo modificó considerable­
mente; y  vuelto nuevamente al de otras dos que lo revisaron 
sucesivamente, pasó á una cuarta; y  por fin recibió su aproba­
ción en 1888, siendo promulgado el 20 de diciembre de ese 
mismo año, y  mandado regir como ley de la República desde

l.° de enero del siguiente.
En él se consignó, como principio, el amparo de la propiedad 

minera mediante el pago de una patente obligatoria; y  se con­
sultaron disposiciones ventajosas para el descubridor y  el litigan­
te; mas, atendido el corto período de su vigencia, la práctica no 
ha hecho sensibles todavía las omisiones de que adolece, que, 
quizás, aumentarán cuando se complemente con los reglamentos 
sobre pago de patentes, remate de minas, servicio de ingenieros 
y  explotación de materias de aprovechamiento común, que no 
se han dictado hasta la fecha.

J u l i o  Z e n t e n o  B a r r o s

Concepción  ̂septiembre de 18^2.



M INAS DE CARBÓN DE PIED R A

C o n s t i t u c i ó n  d e  p r o p i e d a d  m i n e r a

E N  T E R R E N O S  C A R B O N Í F E R O S

I
<

E l carbón de piedra 6 diamante negro, según la feliz deno­
minación de un erudito escritor, es uno de los fósiles de mayor 
consumo.

Del carbón están pendiente el andar de los buques á vapor y  
de los ferrocarriles, el movimiento de las fábricas cuyos arte­
factos y  manufacturas constituyen el comercio; á él mediante 
se da luz á las poblaciones y  sirve de combustible á la econo­
mía doméstica de sus habitantes. A  donde quiera que se ex­
tienda la vista se eleva el humo incesante de este fósil, que, 
formado^en yacimientos de capas ó mantos, se extrae de las 
entrañas de la tierra.

El carbón de piedra y  el hierro son el oro y  la plata de la 
rica Inglaterra.

Con razón dichofósil despierta tan grande interés para su e x ­
plotación en los países que lo producen y  donde quiera que 

. existan yacimientos de esa sustancia en zonas de terrenos car­
boníferos, como los hay en Chile, principalmente en su región 
íiustral. Pero el carbón de piedra entre nosotros es una sus­
tancia no sujeta á la propiedad minera libremente, como las 
minas que se rigen en el Código de Minería, por estar radicada 
ó anexa al dominio del suelo en que ella se encuentra.

¿Sería susceptible de metalizarse haciendo extensiva á dicho 
fósil la constitución de la propiedad minera, á fin de poder ser 
adquirida como las demás minas?

Esta es la idea que empieza á surgir en la discusión de los 
progresos industriales de nuestro país.

Idea que tiene^dos faces: una económica, relativa á la riqueza 
pública; y  la otra jurídica, que afecta los derechos de la pro­
piedad territorial ó suelo en que se encuentra el yacimiento de 
carbón, á la vez que el interés de explotar dicha sustancia al 
alcance y  bajo las reglas de la propiedad minera.
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Bajo la faz jurídica trataremos, por ahora, la Idea rela­
cionada.

Dos son los órdenes de intereses, uno en frente del otro, en 
la cuestión de que se trata:

E l derecho de propiedad de un lado, en favor del suelo, 
según se halla establecido desde tiempo inmemorial por los 
Códigos de Minería hasta la fecha; y  del otro, el interés indus­
trial, que avanza con la bandera del progreso social.

”  Conciliar intereses tan dignos de acatamiento sería la solu­
ción lógica y sabia en tan grave como delicada materia.

III

El artículo primero de nuestro Código vigente de Minería 
dispone: ,

t'Que el Estado es dueño de todas las minas de ofo, plata, 
cobre, azogue, estaño, piedras preciosas y demás sustancias 
fósiles, no obstante el dominio de las corporaciones ó de los 
particulares sobre la superficie de la tierra en cuyas entrañas 
estuviesen situadas.»

Y  el artículo 2.“, inciso i.°, establece de libre adquisición por 
los particulares las minas de oro, plata y  demás fósiles que 
taxativamente enumera, cualesquiera que sean su origen y  la 
forma de su yacimiento.

Tanto en este inciso como en el artículo primero se da la 
aplicación de fósiles á todas las sustancias que se extraen del 
seno de la tierra, tomada dicha palabra en un sentido lato, á 
diferencia de la significación restrictiva de fósil, aplicada ordi­
nariamente á las sustancias no metálicas; y  en este sentido el 
inciso 2.0 exceptúa de )a libre adquisición por los particulares 
al carbón de piedra, así como los demás fósiles no comprendi­
dos en la enumeración taxativa que hace el inciso l.*; estable­
ciendo para el carbón de pieára y  demás fósiles indicados una 
disposición especial diferente, cual es la del citado inciso 2." 
que dice así: ,

explotación del carbón de piedra y  demás fósiles no cofH-
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prendidos en el inciso anterior cede a l dueño del suelo, quien 
estará obligado, en caso de trabajar, á constituir propiedad 
minera practicando las diligencias que prescribe esta ley.i.

Según estas disposiciones actualmente vigentes, es bien defi­
nida la condición jurídica 'de las minas de carbón. No son de 
libre adquisición por los particulares como las minas en gene­
ral, y  su explotación cede al dueño del suelo, pero con la obli­
gación, en caso de trabajar, de constituir propiedad minera con 
arreglo al Código de Minería. Es decif, que sin la voluntad 
del dueño del suelo no puede constituirse por los particulares 
propiedad minera de yacimientos de carbón de piedra, ni á 
título de descubridores.

Las minas de carbón, aunque comprendidas como las minas 
metálicas bajo el dominio eminente del Estado, y  de consi­
guiente susceptibles de constituirse en propiedad minera, la ley 
sin embargo, las ha exceptuado de la libre adquisición por los 
particulares, perteneciendo el derecho de explotarlas únicamente 
al dueño del suelo, derecho facultativo de que puede usar volun­
tariamente cuando quiera, pero con la óbligación, en caso de 
trabajar, de constituir propiedad minera.

Esta facultad es anexa al dominio del suelo superficial, aunr 
que sea enajenado el predio á cualquier título traslaticio de 
dominio, mientras el dueño no haya constituido separadamente 
propiedad minera de carbón. Una vez constituida propiedad 
minera por el dueño del suelo, ó con su consentimiento, á cual­
quier título que sea, .se entenderá, como toda mina, una propie­
dad distinta independientemente de la propiedad del predio en 
que la propiedad minera carbonífera se hubiere constituido.

En tal caso la propiedad minera de carbón se constituye por 
los mismos trámites que las demás minas, aunque sin obliga­
ción de pagar la patente, mientras el dueño del suelo no 
enajene la propiedad minera separadamente del predio super­
ficial. Por manera que descubierto un yacimiento de carbón, si 
el dueño del suelo no quiere trabajarlo, nadie, según e! Código, 
puede hacerlo, ni obligar al dueño á que lo haga; ni tampoco, 
en caso de trabajar, pierde su derecho por falta de pago de la 
patente, que no le obliga (artículo 131 del Código) sino des­
pués de enajenada como un inmueble separado del suelo. .
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Puede, en consecuencia, el duefto del suelo dejar de trabajar 
la  mina de carbón sin perderla por falta de patente mientras no 
la enajene; así como puede enajenarla separada ó conjunta­
mente con el predio superficial. Pero enajenada separadamente 
queda en todo sujeta la propiedad minera de carbón á la con­
dición de las demás minas.

IV

Manifestada la condición jurídica vigente de los yacimientos 
de carbón en terrenos de particulares, exceptuados de la libre 
adquisición, á no ser con la voluntad del dueño del suelo á 
quien cede la explotación de dicho fósil; y la facultad privativa 
del dueño del suelo para explotarlo y  trabajar constituyendo 
proi>iedad minera en las condiciones enunciadas* ¿convendría la 
metalización de dicho fósil asimilándolo á los minerales para la 
constitución de propiedad minera y  de libre adquisición por 
los particulares? Tal es la idea de reforma que se enuncia á 
esa parte de nuestro Código de Minería, para hacer de los ya­
cimientos de carbón en terrenos de particulares un inmueble 
separado del suelo de libre adquisición como las demás minas.

Los sostenedores de esa idea dirían:
Que siendo las minas del dominio del Estado y  estando los 

yacimientos de carbón comprendidos entre los fósiles, materia 
de dicho dominio, es consiguiente su asimilación á la regla ge­
neral de libre adquisición por los particulares.

Y  que el fósil de que se trata, se ha hecho de necesario con­
sumo en los múltiples usos de la industria en sus diversas ma­
nifestaciones, y  en consecuencia, su libre adqui.sición es de 
interés público, y  en nombre de e.ste interés debe abolirse la 
explotación privativa del carbón actualmente establecida en 
favor del dueño del suelo.

Por su parte, los dueños del suelo ó de terrenos carbonífero.s, 
invocarían el derecho de propiedad, del cual se han considera­
do parte integrante y  anexos los yacimientos de carbón; pro­
piedad cuya inviolabilidad está garantida por la Carta Funda­
mental de la Nación, no pudiendo ser abolida esa garantía por 
una simple ley, como es un Código de Minería.



Y  que la necesidad de ese fósil, cualquiera que sea su mayor ó 
menor consumo, no seria bastante para despojarlos de derechos 
adquiridos, como son los yacimientos de carbón en su propio 
suelo.

H e aquí las consideraciones fundamentales respectivamente 
invocadas en pro y  en contra de la idea en cuestión y  bajo la 
faz jurídica que nos hemos propuesto demostrar. ,

. V  ■

Sin perjuicio del dominio del Estado, los Códigos ó Leyes 
de minas han otorgado á los particulares !a propiedad ó libre 
adquisición de las minas para constituir propiedad minera, pré- 
via la concesión del Soberano representado por la autoridad 
designada al efecto (ántes los Diputados de minas. Intenden­
tes, Gobernadores, y  actualmente los jueces de letras y  A lcal­
des que hacen sus veces), con los requisitos prescritos en la 
misma ley, no sólo en tierras del Estado, sino en las de par­
ticulares. '

Entre otros Códigos podemos citar los siguientes:
A .— Las antiguas ordenanzas dé España ó sea la pragmáti­

ca de! Nuevo Cuaderno en 1642 (ley 4.*, título 18, libro 9, 
Novísima Recopilación), disponían:

C a p í t u l o  i .®— "Reducimos, reasumimos é incorporamos en 
Nos y  en nuestra Corona y  patrimonio todos los mineros de 
oro y  plata y  azogue de nuestros Reinos.. .  n ■

C a p í t u l o  2.°— "Q u erem os y  m andam os que las hagan  pro­
pias en posesión y  propiedad los particulares y  que puedan 
disponer com o cósa propia suya, guardando, ansí en lo que nos 
han d e p agar por nuestros derechos, com o en todo én lo  dem ás, 

io dispuesto en esta  pragm ática.»
Y  en el capítulo 5.® se concedía el derecho consecuencial de 

buscar y  labrar mina en lugares públicos y  particulares.
B .— Las ordenanzas de México ó Nueva España vigentes en 

Chile por una disposición patria hasta 1875 (fecha del Código 
^•nterior al que ahora rige), disponían:

T í t u l o  V , a r t í c u l o  i .“— »Las mina.s son propias de mí 
^eal Corona, así por su naturaleza y  origen, como por su reu-



nión dispuesta en la ley 4.*, título 13, libro 6.® dé la Nueva Re­
copilación.

A r t . 2.°— S in  separarlas d e m i real patrim onio las concedo 

á  m is vasallos en propiedad y  posesión, d e  ta l m an era que p u e­
d an venderlas, perm utarlas, arrendarlas, donarlas, dejarlas en 

testam ento  por herencia ó  m anda, ó de cualquiera  o tra  m ane­
ra enajenar el derecho que en ellas Jes perten ezca en los m is­

m os térm inos que las poseen y  en personas que puedan adqui- 

rirlasii.
C. — L a ley de minas de España de l l  de abril de 1849, con­

tiene esta disposición:
A r t í c u l o  2.°— “La propiedad de las minas corresponde al 

Estado y  ninguno podrá beneficiarlas sin concesión del G ob ier­

no en la forma que dispone esta leyu,
Explicando este derecho de los particulares dispone en su 

artículo 6.°: “ Las concesiones de pertenencias de minas serán 
por tiempo ilimitado, mientras los mineros cumplan las condi­
ciones de la ley y  las de la concesiónu.

Y  en la ley reglamentaria dictada en el mismo año, el ar­
tículo I.® reproduce como de exclusiva atribución del G o b iern o , 

la de conceder á los particulares la propiedad de las minas en 
la forma que dispone la ley. ♦

D. L a  ley de minas, en Francia, de 1810, en el artículo 2." 
dispone: "Querías minas son explotables en virtud de concestón 
del Estadoii.

Y  en el artículo 7.°: "Que la concesión dá la propiedadpe^p '  
tua de la mina, como la de los bienes comunes, de la cual no 
puede ser cspropiado sino con arreglo á la leyu. _

E. Según el Código de Bolivia (artículo 2.°)’. "la N aci n 
concede a los particulares la propiedad de los minerales; com® 
asimismo (artículo 3.®): "el derecho de catar, descubrir y
trar bajo las formalidades que dicho Código p rescrib en .

F. El Código de Minería de 1875, que ha sido reformado pô  
nuestro Código vigente desde el l." de enero de 1889, dispom»-

A r t . 13. t*La ley concede la propiedad d e l a s  ju in as  ̂^  
p articu lares.. . ;  pero sólo se entiende perdida esta  p r o p i e d a d  /  

devuelta al Estado en los casos expresamente prevenido^ 
la ley 11.



G. Nuestro monumental Código Civil en su artículo 591, 
establece: **E1 Estado es dueño de todas las minas de oro, plata, 
cobre, azogue, estaño, priedras preciosas y  demás sustancias 

fósiles, no obstante el dominio de las corporaciones <5 particu­
lares sobre la superficie de la tierra en cuyas entrañas estuvie­
sen situadas». i

Y  el Código vigente de Minería en su artículo i.**, reproduce 
textualmente á la letra la disposición citada del Código Civil.

Pero el inciso 2.® del citado artículo 591, concede á los par­
ticulares la facultad de catar y  cavar en tierras de cualquier 
dominio, para buscar las minas á que se refiere el inciso prime­
ro; la de labrar y  beneficiar dichas minas; y  la de disponer de 
ellas como dueños, con los requisitos y  bajo las reglas que 
prescribe el Código de Mineríaii. '

Y  el derecho de investigación ó cateo que se concede en el 
inciso precedente está reglamentado en el título 2.° del mismo 
Código de Minas, según los terrenos, calidad, estado y  ubica­
ción de ellos y  la naturaleza de los trabajos de investigación 
que hayan de practicarse.

/ V I

Por la reseña que acaba de hacerse queda deslindado el do­
minio del Estado en las minas; como también la propiedad ó 
derecho de los particulares que se deriva de aquel origen.

Pero aun queda reseñar si la propiedad de los particulares 
derivada del dominio del Estado es extensiva á las minas de 

carbón. ,
Tomada la palabra fósil en su significación lata, podría creer­

se que era aplicable á la propiedad, investigación y  libre ad­
quisición de las minas de carbón. Pero no lo es según las dis­
posiciones recopiladas, .sino en el sentido mineralógico de la 
palabra fósil, aplicada á tas sustancias no metálicas, como el 
carbón, el azufre y  otras .sustancias análogas. ’

Tan cierto es ello, que se han establecido disposiciones espe- 
•̂ iales para dichos fósiles no metálicos, sujetando su propiedad 
y adquisición á una base u origen distinto en conformidad de 
ifeglas especiales.



Así, respecto del carbón de piedra, recordamos las disposi­

ciones legales que siguen: , _
y4. — E l supremo decreto con fuerza de ley de  ̂ de noviem­

bre de 1825, que fué dictado, á consulta del Intendente de 
Concepción, previo dictamen de los respetables ciudadanos don 
Juan Egaña y  don Manuel Salas y  dei ministerio fiscal, con­
tiene estas breves y  terminantes disposiciones:

1.® Toda mina de carbón de piedra pertenece en dominio y  
propiedad al dueño del terreno en que se encuentre.

2.® Los que quieran explotarlas se entenderán directamente 
con los propietarios, para comprarlas, arrendarlas ó hacer el 
contrato que mejor convenga entre sí.

3.® Las minas de carbón que se encuentren en terrenos bal­
díos ó pertenecientes á propios de alguna ciudad, siguen la 
misma regla del artículo l.“, y  para enajenarlos se sacarán á 
remate según las disposiciones legales para venta ó arrenda­
miento de bienes nacionales.— F R E I R E .— Gandarillas\^,

— ordenanzas de México vigentes hasta 1875, nada es­
pecial disponían sobre las minas de carbón. Y  se reconocía con 
respecto á ellas, su dominio en favor del dueño del suelo, en 
conformidad al supremo decreto citado y  las ordenanzas del 

Nuevo Cuaderno.
C. — Kn estas ordenanzas consignadas en los títulos 18, 19 /  

20 del libro IX  de la Novísima Recopilación se registran , res­
pecto á las minas de carbón, las siguientes disposiciones, muy 
dignas de estudio, no obstante la fecha de su promulgación, un

siglo atrás. >
L a ley título 20, libro i Código citados, dispone:
•'Juzgando que el asunto de minas de carbón tiene ya  toda !*■ 

instrucción y  claridad necesarias para determinarle definitiva' 
vt&nte con separación de todas las demás minas; y  que el bî '̂  ̂
común del Reino, y  el derecho sagrado de la propiedad (los dos 
órcíenes de intereses que hemos apuntado y  que deben armoni 
zarse), piden que se simplifique, excusando formalidades y  
glamentos ociosos que puedan embarazar, y  fiando enterameo^® 
sus progresos al interés recíproco de los propietarios, de los be 
neficiadores y  del comercio, he tenido á bien m a n d a r  y  r e s o l v ^ ^  

Que sin embargo de la inteligencia que se haya dado



pueda darse á las leyes y  Ordenanzas, en cuanto á que toda es­
pecie de minas, yunque no estén expresan^ente nombradas en 
ellas, pertenecen á la corona, las de carbón de piedra sean de li­
bre aprovechamiento.»

» 3 ° Los dueños directos propietarios de los terrenos donde haj'a 
minas de carbón, sean ‘consejos, comunidades ó particulares, 
las podrán descubrir, laborear y  beneficiar por sí propios, ó per­
mitir que otros lo ejecuten, arren d arlas ó venderlas á su arbitrio, 
sin mas licencia n i form alidad que la que necesitarían para bene­
ficiar, arrendar ó vender el terreno que las contenga; haciéndose 
todo por contratos y avenencias libres, en que las partes se con­
cierten entre sí sobre las condiciones, el tiempo y  el precio ó 
por almonedas públicas cuando los terrenos sean consegiles, y  en 
los demás casos que previenen las leyes.i.

'•9“ Mediante estas declaraciones, de las cuales la l*  y  3.* 
tendrán fuerza de ley, quedarán anuladas las leyes y  ordenan­
zas que hablan de minas, y  las cédulas, decretos y  órdenes que 
tratan especialmente de las minas de carbón de piedra, en cuanto 
Unas y  otras sean contrarias á lo que aquí se establece, permane­
ciendo en lo demás en su fuerza y  vigor.»

En estas disposiciones, de tan correcto criterio para su época, 
y  de tan oportuna actualidad para la idea ó reforma en cuestión, 
se inspiró, sin duda, el supremo decreto de 27 de noviembre ya  
citado, para reconocer, en favor del propietario ó dueño del 
-suelo, la propiedad exclusiva de las minas de carbón de piedra^

Z i .- E l  anterior Código de Minería, que rigió desde 1875 
hasta 31 de diciembre de l888, estableció igualmente la sepa- 
*'ición de las minas de carbón, no enumerándolas entre el obje­
to de dicho Código, y  continuando en reconocer la propiedad 
«»inera del carbón de piedra en favor del dueño del suelo en 
^Ue se encuentran.

A l efecto, el inciso 2.® del artículo i.° disponía, que la cxplo- 
<̂̂ ión del carbón y demás fósiles no comprendidos en el inciso 

Pí'irnero cede a l dueño del suelo, con la sola obligación de dar 
^viso de ella, es decir, de su descubrimiento ó mina, á la auto- 
'■'dad administrativa, para los efectos de las disposiciones de los 
títulos 10, 12 y  14 del Código, en lo relativo á la seguridad, or- 

y arreglo de las explotaciones. <

.&
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iff. — Porfin, el actual Código vigente desde el l." de enero 
de 1889, consecuente con la legislación de minas que ha regido 
la propiedad minera del carbón de piedra, respetando igual­
mente el dominio del suelo, como base de dicha propiedad, ha 
clasificado la explotación de los distintos fósiles, así metálicos 
como los que no lo son, en las siguientes categorías:

1.“ De libre adquisición por los particulares iodos las minas 
de sustancias metálicas que taxativamente enumera el inciso l.“, 
del artículo 2.®; no obstante el dominio de las corporaciones ó 
de los particulares sobre la superficie de la tierra en cuyas en­
trarías estuvieren situadas.

2.“ También de líbre adquisición las sustancias minerales de 
cualquiera especie en terrenos eriales del Estado ó de las Muni­
cipalidades. (Inciso 3.® del artículo 2.®; y  decreto supremo de 14 
de abril de 1887, que reglamenta la concesión y  e x p lo ta c ió n  de 
las sustancias comprendidas en esta clasificación).
> 3.* De explotación privativa del dueño del suelo, á quien ce­
den las minas de carbón y  demás fósiles no comprendidos en la 
enumeración taxativa del citado inciso i.°; con la obligación, en 
caso de trabajar, de constituir propiedad minera, practicando 
las diligencias que prescribe el Código de Minas excepto la 
patente, mientras no enajene la mina separadamente del suelo, 
como anteriormente dijimos,

4» De explotación del Estado las guaneras, salitreras y  de­
más sales amoniacales análogas.

Esta explotación se.concede á particulares con arreglo á los 
decretos que rigen sobre la materia. (Decretos de 27 de junio 
de 1876 y  28 de julio de 1877). Con reserva de parte del Esta­
do á la explotación de las guaneras en terrenos de cualquier 
dominio; y  excepción de los depósitos de nitratos y  sales amo­
niacales análogas en terrenos del Estado ó de las Municipal*' 
dades, sobre los que por leyes ó títulos anteriores se hubiera 
constituido propiedad minera de particulares,

5.“ Del primer ocupante las piedras y  metales preciosos qu® 
se encuentran aislados en la superficie del suelo. (Art. 3.")

• 6.* De libre aprovechamiento las arenas auríferas y  cualeS' 
quiera otras producciones minerales de los ríos y  placeres, sie^* 
pre que se encuentren en terrenos eriales de cualquier dornini*̂ »
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con obligación de formar pertenencias mineras cuando la explo­
tación se hiciere en establecimientos fijos. (Art. 4.“).

7.* De aprovechamiento común los desmontes, escoriales y  rela­
ves de minas abandonadas, mientras éstas no hayan pasado al 
dominio particular. (Art. 5,°;.

8.* El derecho para explotar salinas en las playas marítimas 
y  en lagunas ó lagos, corresponde al propietario colindante 
dentro de sus respectivas líneas de demarcación prolongadas 
hácia el mar, laguna ó lago. (Inc. 4.“ del art. 2.®).

Tal es la clasificación vigente de la propiedad minera en to­
das sus manifestaciones, según las sustancias minerales ó fósiles 
que se encuentran en las entrañas ó superficie del suelo para su 
explotación.

V II
■ » ♦

Circunscribiéndonos a l carbón de piedra, objeto de nuestro 
principal propósito, las minas de este importante fó s il se cons-

• tituyen de una manera especial, que importa examinar, con re­
lación á la reforma que por algunos se indica, para hacer dichas 
minas, como las demás, de libre adquisición por los particulares.

Como hemos dicho anteriormente, la propiedad del carbón 
de piedra sigue el dominio del suelo, independientemente del 
dominio del Estado en las minas en general, y  de consiguiente

las traslaciones de dominio del suelo en que se encuentran 
los yacimientos de ese fósil van éstos incorporados al suelo mis- 
•̂ 0, sin necesidad de que así se exprese en el contrato ó título

transferencia del dominio.
En consecuencia, nadie, que no fuera el dueño del suelo, po- 

ni puede constituir mina y  explotación del carbón sin la 
'noluntad de aquél. Este principio, basado en el derecho invio­
lable de la propiedad, que nuestra Constitución política garan- 

hasta no poder ser privado de ella, ni de su más mínima 
P®*’ción, sin ser oido y  vencido en juicio con arreglo á derecho 

 ̂sin expropiación especial en los casos expresamente excep- 
^^ d̂os por la ley, ha servido de norma á nuestra legislación de 
IJ'inas desde los tiempos más remotos, para explotar las minas 

® carbón, con sujeción exclusiva á la voluntad del dueño del 
sunprfirial.
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L a primera limitación al dominio del propietario, que á este 
respecto se impuso para la explotación de minas de carbón, sea 
por el dueño del suelo, sea con su consentimiento, fué (artículo 
primero del Código de 1874) la de dar aviso, en caso de traba­
jar, á la autoridad administrativa, para los efectos de los títu­
los X, X II y  X I V  de dicho Código en lo relativo á la seguri­
dad, orden y  arreglo de las explotaciones. ' 

Posteriormente (artículo 2.° del actual Código que rige desde 
€l I." de enero de 1889) se ha avanzado algo más, imponiendo 
al dueño del suelo, nó un simple aviso, como acabamos de ver, 

.. sino ¿a obligación, en caso de trabajar, de constituir propiedad 
minera practicando las diligencias que prescribe dicha ley de 
minas.

Pero sin dejar de reconocer en ambos códigos el dominio de 
ia mina, inherente al señorío del dueño del suelo, mientras la 
propiedad minera no sea transferida separadamente del suelo y  
mientras no se verifique esta transferencia permanecerá la mina 
<ie carbón exenta de libre adquisición, y  como tal, aun del pago 
de la patente (artículo 131 del último Código),

Por manera que mientras el dueño del suelo no trabaje ó no 
permita la explotación del carbón de piedra, no está obligado á 
■constituir propiedad minera, ni nadie puede obligarlo á ello ni 
constituirla para sí.

Todavía más, aun constituida la propiedad minera por el 
■dueño del suelo, que se dedique al trabajo y  explotación del 
carbón de piedra que yace dentro de su heredad, no caducará 
su propiedad minera por falta de pago de la patente, mientras 
no sea transferida la mina á otra persona separadamente del sue­
lo. Sólo desde dicha transferencia la mina de carbón pasa á .ser 
un inmueble distinto y  .separado del terreno ó fundo superficial, 
aunque aquella y  éste pertenezcan á un mismo dueño, y  por 
con.siguiente de libre explotación , como las demás minas, con 
sujeción á las disposiciones especiales del Código de Minería, 
(artículo 10).

La obligación de constituir pertenencia, que la ley impone al 
propietario del suelo, en caso de trabajar, no le obliga á con­
vertir toda la extensión de dicho suelo en pertenencias mine­
ras, sino en conformidad á la ley (artículo 37, inciso 2.0), estoes,



hasta cincuenta hectáreas por cada pertenencia, diez veces más 
de la extensión de una pertenencia ordinaria, dé modo que el 
resto dei suelo carbonífero y  dentro de los límites del mismo 
predio quedará bajo la explotación facultativa del dueño mien­
tras éste no forme nuevas pertenencias ó las enajene separada­
mente del suelo. Cumple con la ley constituyendo una perte­
nencia, sin perjuicio de constituir cuantas otras le permita el 
terreno ó quiera comprender en la explotación.

V III

Dados estos antecedentes de la actual propiedad minera del 
carbón de piedra, como explotación privativa del duei^o del sue­
lo á que accede, mientras no sea transferida á otra persona como 
un inmueble distinto y  separado del suelo ó predio en que se 
encuentra; ¿convendría avanzar en la reforma minera del carbón 
al extremo de asimilarlo á las demás minas de libre adquisi­
ción? Veamos los inconvenientes que importa tomar en cuenta 
antes de optar poruña ley de expropiación contra los dueños de 
los terrenos carboníferos, cuya propiedad les está garantida por 
ía Constitución. '

■A.— Los yacimientos de carbón de piedra por su formación 
geológica en mantos, requieren para su explotación mayor ex­
tensión de suelo, y  por eso la ley, como acaba de citarse, concede 
para cada pertenencia de esta clase hasta cincuenta hectáreas, 
diez veces mayor extensión qlie la de una pertenencia co­

para la cual la ley concede solamente hasta cinco hectá­
reas. , . .

La pertenencia común en vetas de mayor ó menor inch’nación 
y  en cerros que generalmente no son destinados al cultivo, al 
Constituirse en propiedad minera, no hace grave daño al pro­
pietario ocupando tan poca superficie en el cerro de ubicación 

e las minas. Mientras que la pertenencia de carbón, por la 
•nversa, ocupando una extensión diez veces mayor y  en terre- 

de cultivo, irrogaría á la agricultura, industria de primera 
•Necesidad en Chile, no .solo la privación de los terrenos elimi-
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nados para las pertenencias y todos los servicios de la propie­
dad minera del carbón, sino la depreciación de los predios par­
cialmente expropiados, expropiación que en muchos casos equi­
valdría á una expropiación total por los perjuicios derivados de 
la industria carbonífera por la naturaleza peculiar de su expío* 
tación. '

A  — Si para expropiar un terreno carbonífero fuera una razón 
el interés de acrecentar la explotación del carbón, resultado que 
nos permitimos poner en duda, mayor razón habría para expro­
piar los terrenos salitreros y de otras sustancias análogas cuya 
explotación se ha reservado el Estado, y  en ios cuales no se 

‘ perjudica á otras industrias, como sucede respecto de la ex­
plotación del carbón á la propiedad agrícola. Con el mismo pre­
texto que hoy se invoca contra los terrenos carboníferos, po­
dría invocarse, en nombre del interés público, para análogas 
«xpropiaciones, con perjuicio de otras industrias de mayor ó 
igual necesidad. No creemos que haya llegado el caso de decla­
rar de utilidad pública los terrenos carboníferos'para declarar­
los de libre adquisición minera por los particulares.

¿7. — Recordaremos, como experiencia al respecto de que tra­
tamos, una antigua expropiación, abolida hoy felizmente, con 
la cual se pretendió favorecer la industria minera, como .se pre­
tende hoy para declarar de libre adquisición el carbón de piedra 
en terrenos de particulares. Aludimos á la expropiación de bos­
ques y  leñas para el beneficio de los metales, que nos dejó por 
triste resultado, campos eriazos y  desnudos de vegetación, el 
agotamiento de bosques y  consiguiente esterilidad en aguas y  
lluvias con perjuicio irreparable para la ganadería y  cultivos 
agrícolas,especialmente en las regiones del norte y  centro de la 
República.

La protección entonces, sin producir grandes bienes, nos dejó 
inmensos é irreparables males.

A  — Con la libre adquisición y  constitución de propiedad mi­
nera de carbón, para su libre explotación, .sucedería general­
mente lo que está sucediendo con la propiedad minera metáli­
ca, que basta para conservarla el pago de una patente, siendo 
pretexto de mera especulación en muchos casos, sin progresar 
por es¿ el trabajo de las minas.
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IX

Supuesta la libre explotación y  constitución de propiedad 
minera de carbón, ¿vendría la expropiación? ¿Sería ésta parcial 
ó total det predio en que se encuentra el suelo carbonífero?

Siendo para el predio sirviente el perjuicio resultante de la 
explotación del carbón, mucho mayor que en el de la explota­
ción de mina común metálica, proporcionalmente mayor sería 
la indemnización al favor del duefio de! suelo; y  aun en muchos 
casos la expropiación equivaldría á la de todo el predio y  con­
siguiente indemnización de su valor íntegro, con más una in­
demnización equivalente al yacimiento del carbón en las entra­
ñas del suelo expropiado. •

Las servidumbres establecidas por la ley (artículo 6.® del 
Código de Minas) en el suelo superficial, á favor del minero que 
constituye mina ó propiedad minera, se constituyen prex>ia in- 
demnisación no sólo del valor del terreno ocupado sino de todo 
perjuicio.

■ X
I

Si la experiencia aconseja cautela en la protección de indus­
trias que á otras no perjudican, con mayor razón debe preca­
Verse respecto de las que infieren perjuicios, como sucedería 
con la concesión del carbón en las condiciones que se pretende. 

Está bien la protección á una industria nueva que se trata 
establecer, ó que establecida languidece por circunstancias 

ajenas ó que reclaman oportuno y  eficaz remedio. ¿Están acaso 
Agotados ó por agotarse los terrenos carboníferos en actu al' 
«>íplotación? ¿Acaso los propietarios de terrenos carboníferos 
se niegan á explotarlos por sí ó auxiliados de ajenos capitales 
9Ue estén dispuestos á entrar en equitativos arreglos para su 
explotación? ¿Sería tan arbitrarla la negativa de los propieta- 
•"■os, de un lado, y  del otro la abundancia de capitalistas di;:- 
P'íestos á la explotación de aquella industria, para que se crea 

egado el momento de dictar una ley de expropiación, á fin de 
acer de Ubre adquisición minera el fósil que hasta aquí no lo 

 ̂S'do, adherente como es al señorío del suelo?
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Queremos suponer y  aún aceptar la com'eniencia de ensan­
char los horizontes de la industria del carbón en relación con 
el consumo de este fósil; pero creer que no habría otro medio 
de llegar á ese resultado, sino por la expropiación incondicio­
nal contra el propietario, no somos de esa opinión. Juzgamos 
más prudente avanzar en la reforma minera del carbón asimi­
lándolo á las demás sustancias minerales paulatinamente, como 
se procedió eii el Código vigente al reformar el anterior. .

X I

Pues bien, vamos á la reforma bien entendida, conciliable 
con el derecho de propieda’d, uno de los principios fundamen­
tales de la sociabilidad humana. Si primeramente se impuso al 
propietario del terreno carbonífero la obligación de dar un 
simple aviso á la autoridad administrativa de la explotación 
del carbón en su propio suelo, para los efectos de policía, orden 
y  seguridad establecidos en los respectivos títulos del Código 
de Minería; .

Si después se ha avanzado imponiendo al propietario, no ya 
el aviso sino !a obligación en caso de trabajar, de constituir 
propiedad minera conforme á los trámites de la ley, eximién­
dolo del impuesto de la patente mientras no sea transferida 
dicha propiedad, como inmueble distinto separadamente dei 
suelo; y  de consiguiente, respetándole la libertad de enajenar 
la propiedad minera de carbón conjunta ó separadamente con 
la del predio; •

Si esto no es bastante para el - propósito que se persigue, 
avanzando en la vía de reforma, podría ampliarse la facultad 
de explotar el carbón con las siguientes concesiones en favor 
de dicha industria: s ^

i.“ No dejar, como lo dispone el Código vigente de Minería» 
á la libre voluntad del propietario del suelo carbonífero, 
facultad de trabajar y  constituir propiedad minera de carbón 
dentro de su propio suelo, sino hacer obligatoria dicha faculta°>' 
desde que se descubra un yacimiento de ese fósil;

2?- Hacer extensiva dicha facultad á todo descubridor pa»"̂

I UN IVERSIDAD



manifestar y  constituir propiedad minera de su descubrimiento, 
en defecto del propietario del suelo y en la forma que sigue:  ̂

Haciéndose la constitución de propiedad y  explotación 
del carbón por el propietario, tendrá derecho el descubridor á 

' que se le indemnicen los gastos delMescubrimiento y  además un 
premio proporcionado á la importancia de éste. .

^ ._ P o r  la inversa, si se hace por el descubridor, éste pagará 
al propietario las indemnizaciones tegales dispuestas en el artícu­
lo 6 ° del Código y  además un tanto por ciento anual (que 
puede ser un cinco) del producido líquido del carbón que se

explotase. . .
En este caso un interventor nombrado por el propietario y  

á  su costa podría vigilar las operaciones de la negociación.
3.* Hacer extensiva á la propiedad minera del carbón las 

disposiciones del título II del Código sobre la investigación y

cateo de m¡na.s. .
4.“ Hacer de libre explotación por los particulares los yaci­

mientos de carbón que descubran en terrenos eriales del Estado 
ó de las municipalidades, previas las indemnizaciones legales 

respecto de estas últimas.

\

X II  .

De la manera nidicada se establecería la libre adquisición de 
Ja propiedad minera del carbón en las siguientes condi­
ciones; * , 

Libremente en los terrenos eriales del Estado, - 
Libremente en terrenos eriales de las municipalidades, pre­

vias las indemnizaciones que se establecen respecto de parti­
culares.

Y  en terrenos eriales de particulares sólo facultativamente 
defecto de la explotación preferente del propietario del 

suelo, con las respectivas Indemnizaciones en su caso.
' Hacemos estas diferencias porque los terrenos públicos, por 
su naturaleza y  origen, están en condiciones más especiales 
para no producir los conflictos de dominio y  demás inconve­
nientes apuntados respecto de la propiedad particular.

En este orden de consideraciones se basa, á no dudar, la



diferencia que la misma ley de minas establece en casos aná­
logos, A sí el inciso 3.“ del artículo 2 °  del Código vigente 
clasifica de libre adquisición en terrenos eriales del Estado ó 
de las municipalidades las sustancias minerales de toda especie, 
mientras que en terrenos eriales de particulares solamente las 
sustancias ó fósiles enumerados taxativamente en el inciso l.° 
del misino artículo 2.®. ‘

X III

Fundado en las consideraciones precedentes, concillando los 
Intereses del propietario y  los de la explotación del carbón, 
podría condensarse la reforma indicada en un proyecto de ley, 
más ó menos concebido en estos términos:

A r t i c u l o  t r í m e r o .— La Investigación ó cateo de que trata 
el título II del Código de Minería es aplicable á los yacimientos 
de carbón de piedra, bajo las disposiciones y  reglas establecidas 
en dicho título.

A kT. 2®. El dueño del suelo á quien la ley cede la explota­
ción del carbón que se encuentra dentro de su propio predio, 
podrá libremente trabajar y  explotar dicho fósil, prévia consti­
tución de la respectiva propiedad minera con una ó más perte­
nencias á su voluntad practicando las diligencias prescritas en 
el Código de Minería hasta constituir el título provisorio ó de­
finitivo de la mina.

A r t , 3.“ Contra la constitución de la propiedad minera que 
se dispone un el artículo precedente, no se admitirá otra oposi­
ción que la fundada en estas cau.sales:

1.* Ser el dueño y  estar en actual posesión del predio en que 
se quiere constituir la propiedad minera de que se trata.

2.* Ser dueño del predio colindante y  estar dentro de éste el 
todo ó parte de la extensión superficial de la pertenencia cuya 
propiedad minera se trata de constituir.

3.‘  Ser el descubridor del carbón de cuya explotación se 
trata. ’

Esta última causal es para el solo efecto de ser declarado tal 
descubridor al goce de sus derechos que le concede esta ley» 
sin suspenderse las diligencias de constitución de la p ro p ie d a d  

minera en favor del propietario.



r̂pÂ

A r t . 4.« E l descubridor de un yacimiento de carbón de pie­
dra no obstante de no ser dueño del suelo en que dicho fósil 
se encuentra, tendrá facultad de hacer la manifestación de una 
á tres pertenencias, en la forma dispuesta en el artículo 29 del

Código de Minería.
A r t .  5 " L a  manifestación precedente se notificará personal­

mente al dueño del suelo, y se le dará curso si de parte de éste 
no hubiese oposición dentro de diez días desde la notificación.

En la oposición el dueño del suelo tendrá derecho á pedir 
para sí la explotación preferente del descubrimiento; y  en este 
caso continuarán tramitándose, á petición y  en favor del due­
ño, las diligencias para constituir la propiedad minera de dicho 
descubrimiento. Salvo el derecho del descubridor al premio que

le asigna el artículo siguiente.
A r , 6.» E l dueño del suelo en el caso del inciso 2." del artí­

culo precedente, indemnizará al descubridor los gastos del des­
cubrimiento, y  además, según la importancia de éste, un premio 
de un mil á diez mil pesos, que, á falta de avenimiento de las 
partes, será determinado por el juez dentro de dichos límites, 
oyendo, si lo tiene á bién, el informe de un perito y  sin más

. trámites. . . .
A r t .  7 .° Si e! dueño del suelo no .se opusiese ni pidiese la 

explotación preferente del yacimiento del carbón, materia del 
descubrí mieuto, continuará adelante la manifestación del des­
cubridor en su favor y  por los trámites prescritos en el Código 
de Minería, hasta constituir título provisorio ó definitivo de la 

propiedad minera. _
A r t .  8.® P ara con stitu ir el títu lo  definitivo, necesariam ente se

notificará al dueño del suelo la solicitud de mensura; y  no opo- 
• îéndose ni solicitando, dentro de los diez días, como puede ha­
cerlo nuevamente, la explotación preferente de que se trata, se 
señalará día para practicar la operación, de manera que pueda 
practicarse tres días á lo menos después de notificado para di­
cha operación el dueño del suelo. '

En el caso previsto en este artículo, adjudicada la explota­
ción en favor del dueño, se entenderá la indemnización estable- 
*̂ 'da en el artículo 6.® a favor del descubridor á los gastos de 

î»antas diligencias éste hubiese practicado hasta entonces.
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A r t . 9.“ El descubridor, aun practicada la mensura y  coiis- 
tituída definitivamente en su favor la propiedad minera de su 
descubrimiento, no podrá hacer obras ni trabajo alguno para la 
explotación de la propiedad constituida, sin la indemnización 
prévia al dueño del suelo, no sólo del valor del terreno ocupatlo 
por la pertenencia y  para los demás {objetos designados en el 
inciso 1 “ del artículo 6.® del Código de Minería, sino de todo 
perjuicio, según lo dispone el inciso 3.*> del mismo articulo.

La indemnización se hará conforme á  lo dispuesto en el ar­
tículo 151 del mismo Código.

A k t . 10. Además de las indemnizaciones establecidas en el 
artículo precedente, el descubridor pagará anualmente al pro­
pietario del suelo un cinco por ciento del producido líquido de 
la explotación del carbón, según los libros de la empresa ex­
plotadora.

E l propietario podrá poner á su costa un interventor que 
vigile las operaciones. '

A r t .  n .  Conforme al inciso 3,“ del artículo 2.® del Código 
4e Minería, serán de libre adquisición por los particulares los 
yacimientos de carbón en terrenos eriales del Estado ó de la.s 
Municipalidades. ,

Estas últimas tendrán derecho á las indemnizaciones que 
esta ley establece en favor del propietario del suelo.

A r t . i 2. L a manifestación de los descubrimientos á que se re­
fiere el artículo anterior se notificará respectivamente al Promo­
tor Fiscal de Hacienda ó al que haga sus veces y  al procurador 
municipal de la cabecera del departamento; y  con la interven- 
dón respectiva de dichos funcionarios se practicarán las diligen­
cias de constitución de la propiedad minera del descubrimiento.
■ A r t . 13. Por lo demás las minas de carbón están sujetas al 
Código de Minería, en cuanto éste no se oponga á las disposi­
ciones especiales consignadas en esta ley, que regirá desde d  
I.® de enero de 1893. .

J o s é  R a v e s t

Za Serena, septietttbre de i8g2.

Escrito lo anterior, y  remitidos los originales para su publica­
ción, llega á nuestras manos el proyecto de ley presentado pof
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el Gobierno al Congreso y  del cual se da cuenta en la sesión 
del Senado de 2i de octubre último. '

I

Dicho proyecto, aunque difiere de nuestras ideas acerca de la 
libre adquisición de los yacimientos de carbón de piedra, está de 
acuerdo, en cuanto á la explotación, en reconocer en el propie­
tario el derecho para percibir, además de las indemnizaciones 
anexas á la expropiación del suelo, un tanto por ciento anual 
de la explotación misma, á título señorial.

H ay conformidad en el proyecto con nuestro modo de apre­
ciar la cuestión, sobre el derecho para descubrir los yacimientos 
de carbón y  constituir la consiguiente propiedad minera. Uni­
camente está la discrepancia en que el proyecto establece de 
libre adquisición los yacimientos de carbón, en favor de los 
descubridores, aunque con un gravamen señorial y  demás in­
demnizaciones comunes en favor del propietario. Mientras que 
nosotros optamos por la adquisición, con una restricción per­
fectamente conciliable con el derecho de propiedad, en favor 
del dueño del suelo, sin obstar al derecho del descubridor, ha­
ciendo en todo caso obligatoria la constitución de la propiedad 
niinera, sea por el dueño del suelo, sea por el descubridor.

E sta restricción consiste en el derecho preferente del propie­
tario para constituir la propiedad minera en los yaqimientos 
de carbón que existan ó .se descubran en terrenos de propiedad 
particular. Pero limitada esa preferencia á un plazo prudencial 
desde que se le notifique la manifestación del descubrimiento, 
trascurrido el cual sin haber optado el propietario porcia expío- 
tación para sí, podrá el descubridor, por su parte, constituir la 
propiedad minera del yacimiento, haciendo indemnizaciones 
*̂ ŝ ó menos idénticas á las establecidas en el proyecto.,

Y  para el caso de optar el propietario por la explotación pre- 
f'srcnte, indicamos en favor del descubridor una remuneración 
proporcionada que el propietario debiera pagarle en premio del 

descubrimiento.
Así quedaría conciliada la reforma que se persigue en favor 
la propiedad minera del carbón de piedra, estableciendo la
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libertad de descubrir y  manifestar dichos yacimientos, ai mismo 
tiempo que la obligación de constituir la propiedad minera, sea 
que la explotación haya de hacerse por el propietario del suelo, 
ó por el descubridor.

Aproximándose así los derechos del propietario y  los del 
descubridor, rara vez dejará de producirse el acuerdo entre 
ambos; y  sea con acuerdo ó sin él, en todo caso, de la manera 
indicada se habrá llegado á la constitución obligatoria de la 
propiedad minera del carbón, saliendo de la estagnación de­
pendiente de la voluntad del dueño del suelo, á que actualmen­
te está sujeta la adquisición minera de dicho fósil.

St el propósito que se persigue es facilitar á la industria y  al 
consumo la explotación del carbón fósil, y  si este objetivo se 
obtiene de la manera indicada en nuestra publicación; entre este 
sistema que concilia los intereses generales con el particular 
del dueño del suelo, y  el del proyecto que vulnera este segundo 
derecho, es preferible nuestro sistema. Como principio de jus­
ticia universal reconocemos que la creación de un derecho nue­
vo es tanto más aceptable cuanto menos vulnera los derechos 
establecidos. Y  la creación de nuevas leyes está basada en , 
aproximarse á esa solución, á que la naturaleza y  la ciencia 
encaminan el progreso de la sociabilidad humana.

Para mejor inteligencia de nuestro modo de pensar en mate­
ria tan importante como la de que .se trata, fuera del desarro­
llo que hemos dado á nuestras ¡deas en el estudio precedente, 
haremos un ligero paralelo entre la.s conclusiones en forma de 
proyecto á que hemos arribado y  las del proyecto del G obierno 
de que ahora nos ocupamos.

II

I.a propiedad minera del carbón, hasta ahora, según nuestra 
legislación antigua y  la vigente en esa materia, ha estado 
anexada al dominio del suelo y  de consiguiente subordinada á 
la voluntad del dueño de éste, en terrenos de particulares. 
Cuando más se ha permitido la libre explotación en terrenos ó 
playas de mar de la Nación. '

Ahora la cuestión que se lleva al Congreso por medio del
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proyecto recordado, es asimilar la propiedad minera del carbón 
á la propiedad general de las minas. Ó, en otros términos, hacer 
de libre adquisición los yacimientos de carbón como los fósiles 
minerales aun en terrenos á t particulares.

Y  se funda la asimilación: l.“ En el interés de acrecentar la 
explotación de dicho fósil, para el consumo en los diversos usos 
de la actividad fabril y  comercial; y  2 “ Por estar adoptada di­
cha asimilación en la legislación moderna de minería en mu­
chos Estados de Europa y  América. ^

L a  primera de estas razones ha sido detenidamente conside­
rada en el estudio precedente, demostrando que, á fuer de du­
dosos resultados, dicha reforma en el sentido lato y  absoluto 
que se la pretende, sería hasta un antecedente peligroso para
expropiaciones análogas, ^

Y  en cuanto á la segunda, notamos en la enumeración de E.s- 
tados cuyo ejemplo se invoca, como exceptuados de ese nu­
mero la Inglaterra y  los Estados Unidos, precisamente los de 
mayor actividad industrial en el mundo y  con la circunstancia 
de ser la primera de estas poderosas naciones, la más rica 
por sus yacimientos de carbón de piedra, sin necesidad de 
someterlos á la libre adquisición de que se trata. ¿Por qué las 
legislaciones de estas dos poderosas y  ricas naciones no pueden 
servir de norma en la cuestión actual? ¿Aca.so no son ellas la 
norma casi universal de las libertades y  de las garantías, así de 
las personas como de la propiedad? ¿Dónde son más respetadas 
la libertad de industria y  la propiedad, que en esos Estados, en 
cuyas legi.slaciones no se ha creído conveniente incluir la expro­
piación absoluta, que bajo el nombre de reforma se trata de 
consignar en nuestro Código de Minería? ¿Por qué las condi­
ciones del carbón de piedra en Chile no habrían de asimilarse 
á las de la Inglaterra y  Estados Unidos, que respectivamente 
en Euroirn y  en Am érica, marchan á la vanguardia del pro- 
gresp industrial? ¿Cómo los Estados Unidos, donde la indus­
tria en todas sus manifestaciones [marcha con mayor rapidez 
al incesante vapor del carbón de piedra, se pretendería que no 
sirvan de norma en materia que hasta ahora no ha sido reputada 
por ella expropiable para haceria de libre adquisición minera? 
Sí Inglaterra, con su carbón de piedra, y  Estados Unidos con
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su gigantesca industria, no han entrado en el camino de la 
libre adquisición minera del carbón, no habrá sido por falta de 
estudio en la materia ó de progreso industrial, para que no 
pueda servir de norma, como se cree, en el punto en debate, 
siendo ejemplos de respeto á la propiedad, á la libertad de in­
dustrias y  profesiones, y á las garantías individuales, en sus 
más amplias manifestaciones.

Abogamos por una reforma conciliadora de las industrias mi­
nera y  agrícola, del interés particular del propietario del suelo 
con el interés del descubridor y  explotación del carbón; del in- 

' terés particular con el interés general de la industria; de la ex­
' propiación con el principio inviolable de la propiedad, que la ley 

permite restringir en determinados casos de excepción.
— Comparemos. El proyecto del Gobierno declara de libre 

adquisición minera los yacimientos de carbón en terrenos de 
particulares.

Nosotros habíamos anticipado la misma declaración, salvo el 
derecho preferente del dueño del suelo á constituir la propiedad 
minera del yacimiento; derecho qu e‘haría valer dentro de un 
plazo determinado.

B. — E l Proyecto establece en favor del propietario del suelo, 
en todo caso de descubrimiento, una prima de remuneración 
de un tanto por ciento sobre el producido de la explotación del 
carbón, como reconocimiento de señorío; además de las indemni­
zaciones comunes por el valor del suelo que se ocupare, recar­
gado con un tanto por ciento sobre dicho valor i los perjuicio.s.

Nosotros hacemos análogas declaraciones; excepto cuando la 
explotación .sea adjudicada al propietario por su derecho prefe­
rente, y  en este caso con la obligación de pagar al descubridor 
una prima ó premio por el descubrimiento. • ■

C. — E\ Proyecto asimila los yacimientas de carbón en cuanto 
á  .su descubrimiento, manifestación, derecho de catar y  buscar 
y demás condiciones de la propiedad minera, i  las demás 
minas.

Nosotros hacemos iguales declaraciones, asimilando las nfi>' 
lias de carbón á las minas de fó.siles minerales, en cuanto sean 
compatibles conforme al Código de Minería.

D . —  Nosotros aceptamos la libre adquisición, tan g e n e ra l
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como la establece el Proyecto, respecto á los yacimientos de 
carbón en terrenos del Estado ó de las Municipalidades.

E . —  L a diferencia sustancial, como acaba de demostrarse^ 
es solamenjte con respecto á los yacimientos de carbón en te­
rrenos de particulares; diferencia que no obsta, según nuestro 
sistema, para obtener, sin vulnerar el derecho de propiedad, el 
mismo resultado que el Proyecto.

F . —  Las demá.s disposiciones son de meros detalles que es. 

fácil armonizar.
J o s é  R a v e s t

PR IV ILE G IO S EX CLU SIVO S

A r t í c u l o  p r i m e r o

L a importancia gravísima que tienen para nuestra situación 
económica todos los problemas relacionados con la producción 
nacional, nos obliga á detener particularmente la mirada sobre­
todos aquellos proyectos que pueden entrar á modificarla.

Entre ellos ocupa lugar bien importante nuestra viciosa 
legislación sobre Privilegios exclusivos. Creemos que la circuns­
tancia de que la opinión, por órgano de uno de los diarios de 
Santiago, se haya ocupado en este asunto, y  principalmente el 
hecho de que el actual Gobierno haya manifestado por ella el 
cuidadoso interés que se revela en el proyecto que sobre la  
•nateria acaba de enviar á la honorable Cámara, nos imponen 

obligación de estudiar esta materia antes de que empiecen 
Jos debates del Congreso acerca de ella.

Fuera de los privilegios determinados que establece nuestro- 
t^erecho Civil, al tratar de la prelación de créditos, no existen 
otros en nuestra legislación que los que consagró el decreto- 
con fuerza de ley de 9 de septiembre de 1840, sobre privilegios- 

^^clusivos. ■
Respecto de los primeros, nada diremos sino que en esa 

’̂ ^teria nuestra legislación no deja nada que desear y  se con­
forma con los principios más sabios y  correctos del Derecho.

^'o se puede decir otro tanto sobre los segundos, y  para 
'demostrarlo bastarán pocas palabras.



Por evidente tenemos que es un grande é ineludible deber el 
que pesa sobre todos los legisladores y  gobernantes, ordenán­
doles que lleven con la celeridad posible al terreno positivo de 
las leyes y  de los decretos, la práctica de las grandes ideas que 
sobre la libertad se han implantado ya, como principios inte­
lectuales en todos los países que no quieren rezagarse en la 
marcha veloz que lleva e! progreso de nuestro siglo.

Esas ¡deas existen hoy como principios y  en parte se han 
realizado ya; pero desgraciadamente no pasan de ser principios 
en algunos puntos.

Aceptada la teoría de que los gobiernos y  sobre todo los 
legisladores, deben impulsar y  desenvolver con vida práctica 
los principios de libertad que predominan en nuestro siglo, es 
menester también no proceder con imprudencia, es menester 
procurar no cegarse jamás con la luz de esos principios, ó, 
en otros términos, es preciso establecerlos con todas las res­
tricciones que puedan garantizar su buen éxito y  con todos 
los cuidados que precavan .seriamente á las libertades publicas 
del grave peligro de abortar sus beneficios en forma de Ucencia, 
de.senfreno ó abuso.

Ahora bien, con pocas de esas libertades es preciso guardar 
tantas precauciones como con la libertad de industria.

Para prestar á la industria todo el impulso que está llamada 
la libertad á prestar en dondequiera se la implante, es menes­
ter forzarla á veces y  alentarla con medios artificiales que, si se 
separan algo del régimen verdaderamente liberal, tienden, en 
cambio, á colocar á la industria en el g r a d o  d e  p ro sp e rid a d , ó  

digamos de crecimiento neoesario, para poderla abandonar más 
tarde á sus propias y  exclusivas fuerzas y  para que pueda res­
pirar de.spués sin peligro el aire de la libertad.

Tales son las consideraciones que muchas veces justifican eo 
nuestro concepto medidas tan contrarias á las teorías de ver­
dadera libertad, como la del protecciónismon aplicado á 1* 
industria, y  como las concesiones especiales dadas á p a r tíc u la ' 

res y  conocidas entre nosotros con el nombre de •«privilegio-*' 
exclusivosii, ' .

Hemos dicho ya que el ideal sería, sin' duda, en m a te ria  de 
industria, como en todo, la “libertad absolutaii, pero a ca b a-
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mos también de recordar que no siempre pueden ni deben im­
plantarse prácticamente los principios con todo el rigor que 
sueña la teoría. Con efecto, si nos concretamos á la sola teoría 
de la libertad de industria, reforzaremos inapelablemente lo di­
cho con sólo contemplar la cuestión por dos faces distintas y  
por un momento no más.

Desde luego, conviene recordar que las circunstancias indus­
triales de los países, varían según sea el grado de desenvolvi­
miento que hayan alcanzado sus hijos; de donde se deduce 
naturalmente, que el régimen que pudiera convenir á las cir­
cunstancias industriales del país A, pudieran ser fatales á las 
del país B, por la misma razón que el régimen de vida de un 
hombre de treinta años, sería fatal aplicado á un niño de .seis 
Weses.

Se comprenderá así por qué conviene en ciertos países fo- 
•^entar la industria valiéndose de regímenes tan poco liberales, 
Como el de las concesiones especiales y  los privilegios exclu* 
SÍV0 .S,

En Chile mismo tenemos industrias cuya implantación ha 
^echo progresar notoriamente al país, pero que no habrían po­
dido implantarse sín ciertas garantías especiales con que se las 
^  privilegiado aún á riesgo de rasguñar el derecho de terceros. 
^0 obstante, como el provecho que de tales concesiones resulta 

mayor, mucho mayor para el país que el perjuicio del irres- 
con que se oprime á terceros, concluimos que es lícito, aun 

ajo el punto de vista teórico, hacer concesiones especiales y  
® privilegio, siempre que hayan de redundar en pro del por- 

de la misma industria,
Examinada ahora la cuestión por la faz del derecho absolu-
> conviene no poner en olvido ciertos innegables derechos de 

^ceros que reclaman á veces concesiones privilegiadas opues- 
ch P''*>icipio á la libertad de industria: tales .son los dere- 
 ̂ Os alegados por los autores ó descubridores de un nuevo in- 

ó procedimiento industrial. *
ucho se ha discurrido y  escrito .sobre estos derechos, pero, 

más adelante veremos, es imposible negar que hay de 
''Os  ̂ autores ó descubridores algún derecho, por lo me­

® •■ilativo, que les abone en .sus pretcnsiones, ya  que muchos



sostienen y  niegan la existencia de derechos absolutos sobre 
esas materias, apoyados en argumentos que más adelante vere­
mos y  que sin duda son dignos de alguna consideración.

Pues bien, ese derecho, siquiera sea relativo y  limitado, dere­
cho semejante al que todas las legislaciones civilizadas han 
bautizado con el nombre de propiedad literaria é intelectual.t, 
es el segundo argumento que justifica la excepción introducida 
con el nombre de “ privilegiosit en favor de títulos de particula­
res, á pesar de que va en contra de los títulos que tienen todos 
para explotar la libertad de industria.

De las razones anteriormente expuestas se deduce que nos­
otros admitimos la conveniencia y  á veces la estricta justicia de 
los privilegios industriales, pero sin negar por esto el principio 
general de que debe tenderse á la abolición de todas las conce­
siones especiales que importen una desnivelación cualquiera en 
los derechos generales.

Como hemos sentado y  fundamentado ya esta regla general, 
consagrándole y  explicándole la existencia de excepciones en 
favor de algunos derechos particulares y  aun de algunos inte­
reses públicos, y  como en toda regla que tiene excepciones es 
preciso y  correcto enumerarlas prolijamente, pues deben ser 
siempre pocas, so pena de perder su carácter de excepciones, 
diremos más adelante, al estudiar concretamente las bases que 
deben presidir á una buena ley sobre la materia, cuáles son la» 
únicas excepciones de la indicada regla. Por ahora y  para este 
capítulo de introducción y  exposición de las ideas generales y 
fundamentales .sobre la materia, basta con decir que admitimos 
excepciones á la ley general que dice no debe haber privilegios.

Sentado este principio, parece inoficioso agregar que debe 
legislarse en cada país cuidadosamente sobre esta materia- 
Ahora bien, en Chile se ha legislado ya acerca de ella, pero, en 
nuestro concepto, sin el cuidado debido; de donde han resulta­
do en esa parte de nuestra legislación, defectos que urje corre­
gir y  reformar.

Penetrado el Gobierno de Chile de la verdad de los principié 
que á la ligera acabamos de exponer, dictó un decreto el 9 
septiembre de 1840, en el cual legi.sla sobre los privilegios eX 
elusivos. Los que se admiren de que se haya respetado has
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ahora como ley un simple decreto gubernativo expedido en 
septiembre de 1840, cuando sin duda habían cesado ya los 
efectos de la famosa declaración de estado de sitio de 31 de 
enero de 1837, deben de recordar que la fuerza de ley del de­
creto de 1840 fué "legalizada especialmente^, si se me permite 
la expresión, por explícita declaración que pronunció posie- 

' riormente el Congreso con motivo de la indicación que hacía 
en 1842 el diputado don Rafael Valentín Valdivieso (después 
arzobispo de Santiago), pidiendo se declarasen nulos todos 
aquellos decretos dictados con pretendida fuerza de ley, después 
que, en su concepto, habían caducado los efectos de la referida 
declaración de estado de sitio.

Fuera porque el Congreso de 1842 estuviera muy de prisa 
cuando el diputado Valdivieso pedía aquella natural declara­
ción; fuera porque no quería darse la molestia de estudiar, dis­
cutir y  aprobar nuevas leyes que entraran á suplir las muchas 
* âl reemplazadas por simples decretos; fuera, en fin, porque no 

_ encontraba en aquellos decretos defecto alguno de fondo que 
Valiera la pena de entrar á corregir la forma de la ley, ello es 
que rechazó la indicación del diputado Valdivieso, declarando 

implícitamente aprobados como leyes, los decretos á que 
hemos referido, entre los cuales ocupaba principalísimo lu- 
el de 9 de septiembre de 1840.

Así, pues, si las disposiciones de este decreto pudieron til­
darse fundadamente, nada menos que de "inconstitucionales!., 

^spués de aquella fecha quedó corregido el origen vicioso de 
a ley, pudiendo decirse desde entonces con razón que aquel 
^creto es, como si dijéramos, un hijo natural de nuestra legis- 

legitimado por declaración subsiguiente del Congreso. 
Tal es el fundamento histórico de la fuerza de ley del decre- 
de 9 de septiembre. Estudiemos ahora el fundamento filosó- 

de todas sus disposiciones. Para ello nos bastará con 
j^^°*^tarnos hasta nuestra Constitución política de 1833, y  es­
jo espíritu y  alcance de sus artículos 151 y  152, capítu- 

^1 que trata de las "garantías de la seguridad y  propiedad.» 
'̂̂ ^̂ '■ticulo 151 dice literalmente:

 ̂ ‘Alguna clase de trabajo ó industria puede ser prohibida, 
'’̂ n̂os que se oponga a las buenas costumbres, á la seguridad
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ó á la salubridad pública, ó que lo exija el interés nacional y  
una ley lo declare así.M

Como se ve, este artículo, sanciona explícitamente la libertad 
de industria de que hablamos al comenzar el presente trabajo sin 
oponerle más restricciones que las que expresamente enumera.

Ahora bien, la ley de 1840 ¿se conformaba en todas sus dis­
posiciones primitivas con el espíritu y  letra de este articulo de 
la Carta Fundamental?

, Tal vez parezca extraño que nosotros nos atrevamos á opinar 
terminantemente que no se conformaba en algunas disposicio­
nes, cuando nadie hasta ahora, que sepamos, ha levantado esta 
opinión. Probaremos, sin embargo, á demostrarla clara y  bre­
vemente. ,

Sabido es que en materia de privilegios se distingue, y  debe 
siempre distinguirse, entre el privilegio de «invención.t, que es 
concedido sólo al ‘'autorti ó “inventor.i de un descubrimiento, 
y  el de "introducciónn, que es concedido al que da á conocer 
por primera vez en un país inventos ó descubrimientos que no 
le pertenecen. Cuanto al primer privilegio, nada tenemos que 
decir, puesto que lo sanciona expresamente la Constitución en 
el artículo 152, que dice: ^

"Todo autor ó desaibridor tendrá la propiedad exclusiva de 
su descubrimiento ó producción, por el tiempo que le conce­
diere la ley; y  si ésta exigiese su publicación, se dará al inven­
tor la indemnización competente.>1

Mas, respecto del privilegio de introducción, la faz del asunto 
varía del todo, á pesar y  por lo mismo que el artículo 8.® de la 
ley de 1840 lo establecía en los términos siguientes:

"La introducción de artes, indu.strias ó máquinas inventada» 
en otras naciones y  desconocidas enteramente ó no establecida;» 
ni usadas en Chile, podrá obtener privilegios exclusivos en lo» 
mismos términos y  con las mismas condiciones que los nuevo:» 
descubrimientos ó invenciones; pero por un tiempo más corto 
que los últimos, que no pase de ocho años, según su utilidad y  
dificultades de la empresa, á juicio del Ministerio en vista del 
informe de la Comisión. No gozarán de privilegios las simples 
variaciones ó mudanzas de sólo formas ó proporciones de la® 
máquinas ó cosas antes establecidas.ti



Merced á la amplitud de privilegios que facilitaba este artí­
culo, se han estado concediendo desde 1840 innumerables pri­
vilegios de introducción que se opon(an abiertamente, en nues­
tro entender, al artículo 151 de la Constitución, por cuanto al 
conceder, verbigracia, que el introductor A  explotara exclusi­
vamente en Chile una máquina ó industria desconocida entre 
nosotros, se impedía que los demás habitantes pudieran in­
troducir y  explotar la misma máquina ó industria. Y  esto era 
violar desembozadamente la disposición constitucional que 
dice que "ninguna clase de trabajo ó industria puede ser pro­
hibida en Chile.M ¿Por qué, pues, una simple ley abría la 
puerta para violar esa prohibición en los términos en que se ha 
violado cien veces desde 1840? ¿Es constitucional este procedi­
miento?

La Constitución, objetarán tal vez algunos, consagra algunas 
excepciones á esa prohibición, y  la ley de 1840 no hizo más que 
ampliarlas más detalladamente. — Es verdad, replicaremos, que 
la Constitución establece algunos casos en que puede coartarse 
la libertad de trabajo ó industria; pero el hecho revelador de que 
enumere ella misma concretamente esos casos, está probando 
con sobrada claridad que el espíritu de la Constitución era res­
tringir en lo posible las excepciones y  no admitir otras que las 
enumeradas.

Ahora bien, las excepciones enumeradas, esto es, los únicos 
casos en que puede trabarse la libertad absoluta de la industria 
y  del trabajo en Chile, son tres: i ", cuando esa industria se 
Oponga á las buenas costumbres, á la seguridad ó salubridad pú­
blicas; 2.®, cuando el interés nacional lo exigiere y  »una ley lo 
declare asín; 3.°, cuando una industria ó trabajóse hallen privi­
legiados exclusivamente á favor "del autor ó inventorii del des­
cubrimiento ó producción sobre el cual se intenta trabajar 
(caso del artículo 152 de la Constitución).

La primera de estas restricciones es inviolable, y  jamás que 
sepamos, se la ha atropellado permitiendo la explotación de in- 
*íustrias contrarías á las buenas costumbres, ó salubridad y se­
guridad pública. Por otra parte, esta restricción sería más di­
fícil de barrenar, por cuanto es absoluta, y  es evidente que 
POf su naturaleza misma no puede admitir caso alguno de



excepción en favor de inventores, n¡ de introductores, ni de 
nadie. '

Cuanto á la segunda, es verdad que se establece una excep­
ción en favor del interés nacional; pero es verdad también que 
se exige para el caso que una “leyn declare especialmente ese 
interés, y  en los innumerables casos en que nuestro Gobierno 
ha coartado nuestra libertad constitucional de industria, conce­
diendo privilegio exclusivo á personas ó empresas que no son 
autoras ni inventoras de industrias que se han explotado, se ha 
procedido favoreciendo tal vez el interés nacional, cosa que pide 
la primera parte de la excepción constitucional, pero sin aguar­
dar que una ley especial declarase ese interés así, circunstancia 
que reza la segunda. Ocioso nos parece recordar casos especia­
les que comprueben la efectividad del procedimiento que cen­
suramos como vidoso. Con .solo registrar el Boletín de las Leyes 
y  Decretos del Gobierno, .se verá que aquellas concesiones cons­
titucionales fueron tan numerosas comoescasas han sido las con­
cesiones de introducción en que se ha respetado la traba cons­
titucional de exigir una ley particular del Congreso, en la cual 
.se consagrase la excepción en nombre de un interés nacional. 
I^ey particular de este último género, no recordamos más que 
una: la que privilegió á la empresa de gas hidrógeno.

Respecto de la tercera traba que la Constitución impone á 
la libertad de industria en nombre de la protección que deben 
las legislaciones civilizadas á los derechos ó méritos de todos 
los "autores ó inventoresn, nada tenemos por ahora que decir» 
si no es que la encontramos justa, y  que es de todo punto res­
petable, como lo demuestran la base de un articulo especia 
con que la protege nuestra Constitución Política, y  la sanciói  ̂
de una ley también especial con que nuestra legislación la es­
tablece. '

Clara deducción de lo expuesto es que, si !a ley de 184O ^  
dictó en conformidad y  obedecimiento á la letra y  espíritu 0̂  
artículo 152 de nuestra Constitución Política, olvidó al pfop'® 
tiempo la letra y  el espíritu del artículo 151.

Conocidos ya todos los fundamentos de nuestra legisla^* 
en materia de privilegios exclusivos, pasaremos en un 
artículo á estudiar los efectos de esa misma legislación y
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vicisitudes prácticas á que ha dado lugar, deduciendo después 
de esas vicisitudes, los errores que nuestra legislación contiene, 
y  concluyendo de éstos, las reformas que es tiempo de instru- 
ducir en ella,'

í» Jo r g e  H u n e e u s

PR O YECTO  DE CO N STITU CIÓ N  PO LÍTICA  , 
PARA L A  R E P Ú B L IC A  DE C H IL E

(Conclumti) ,
l86. Se establece una prohibición recíproca de ingerencia en 

campo ajeno. Este artículo es una especificación de la regla ge­
nera! estatuida en el artículo i8 i.

Si el Poder judicial, Juez ó Corte, dictare un decreto ó pro­
videncia con fuerza propia de ley ó de decreto administrativo,
8' dejase de cumplir una ley, derogándola implícitamente, ó in­
terpretándola de un modo generalmente obligatorio, es evidente 
Que habría transgresión de campo ó de línea de separación, é 
invasión de esfera de acción de otro poder. ' ■
 ̂ Avocarse una causa es de la jurisdicción judicial, propio del 

JUczj decidir ó tramitar una cuestión, también es de la incum­
bencia de ios jueces. L o  de agitar ó lo de hacer revivir un pro­
feso, parece incoloro, y  como que no entra en las funciones 
Judiciales; por eso lo hemos consignado, á fin de resguardar 

la independencia é integridad del Poder Judicial.
*87. Se prohibe A todo mandatario, chico ó grande, tres cosas: 

'•^itar la acción individual, hacer ejecutar actos que reprueba 
y juzgarlo por quien no debe ser juzgado.

>88. Sólo se reconocen los fueros ó privilegios constitucionales. • 
® *l>iita todo otro y  se prohibe crearlos por ley. Igualdad de 

P*'ocedi mienta
* 9̂. So prescribe el juramento como medida necesaria. Para 

j á una nación cristiana, se entra por la puerta del honor 
ĵ '̂ stído á Dios ser bueno y  cumplir la voluntad soberana del 

manifestada en la ley.
9̂0, Un acto sin autorización es como si no existiera; por



—  a 3 °  —
\ *
eso se dice en este artículo que sin ella dicho acto carece de 
fuerza.

La autorización engendra la publicidad ó lo auténtico del acto, 
le da el carácter de instrumento público, lo solemniza y  per­
fecciona. ■

191. Da una facultad para tener y  quitar un empleado de 
confianza, como lo es un secretario administrativo <5 militar. .

Ponemos un dique á la arbitrariedad, la expresión de causa 
legítima. '

192. Se fija el carácter esencial de la fuerza pública, respecto 
de quién y  dentro de qué. Fuera de estos supuestos no existe 
obediencia pasiva é irresponsable. También establece prohibi­
ciones y  una sanción de hecho.

193. Caso de elección extraordinaria, duración de las funcio­
nes de los electos en ella. Este punto no está previsto en la 
Constitución del 33, así como muchos otros de los ya tratados 
en los artículos anteriores.

194. Enumera los requisitos constitucionales que requiere un 
pago para que sírva de abono al que lo hace. Con ello se pro­
cura la buena inversión de los caudales públicos y  la buena con­
tabilidad, que transparenta la pureza de inversión y  la lega' 
documentación. ‘

La entrega es la época, punto de partida, para determinar la» 
reIacione.s que regla este artículo. En la Constitución del 33< 
esa época es la de la autorización; lo cual puede dar lugar a abu­
sos censurables y  perturbadores. '

195. Indica lo que se garantiza y  lo de que responde. Afia*’ * 
za la fe pública, .

196. Dice cuál es el territorio real y cuál es el ficto, D'* 
tinción emanada del Derecho Internacional y  que es muy f>e 

ccsaria. •
Este precepto debe existir en una Constitución:
i.° Para saber dónde tiene fuerza la ley, y  hasta dónde, y 

dónde tiene su imperio esta misma Constitución y  demás leyes
2.0 Para dar determinación á ciertos mandatos de la 

Constitución; cómo el relativo á la prohibición impuesta i  
tos funcionarios de salir de él, ó á ciertos ciudadanos de entr» 
á él.
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3.® Para saber como cumplir ciertos preceptos, como el que 
divide la República en departamentos, etc.

Nada de esto podría tener lugar si no se supiera lo que es y 
lo que comprende el territorio de la Nación.

Han errado los que han creído que es inoficioso un articulo 
como el que analizamos. É l determina una necesidad y su falta 
deja un vacío insubsanable, A tal punto que se tiene que imagi­
nar su existencia, dando al hecho imaginario una fuerza real, 
y  resolviendo como existentes las dificultades apuntadas.

197. Como sólo nos apoyamos en hechos positivos, dividimos 
el territorio en secciones departamentales, y  admitimos lasdes- 
fnembraciones comunales. Desterramos las provincias, creación 
de puro lujo en la maquinaria administrativa, no corresponde
* ninguna pieza de importancia.

L a  Asamblea Constituyente de Francia en 1790 suprimió ias 
provincias de la división territorial y  dejó sólo el departamento, 
dividiendo el territorio francés en 83 departamentos.

198. L a  religión es un elemento civilizador y  esencial al hom­
bre y  á las naciones.

Los impugnadores de este artículo dicen que la entidad mo- 
llamada Estado, no puede tener religión.

Esto es cierto; pero también lo es que el Estado, como 
*̂*tidad moral, no puede tener nada: bienes, derechos ni obliga­

ciones.
Aquí no se trata de entidad moral, se trata de los hombres, 

Entidad física, responsable, que tiene investidura -pública en 
'''^presentación de la Nación.

mayoría de ella tiene tales ó cuales sentimientos religio- 
los mandatarios se hacen eco de esos sentimientos, ni más 

ínenos que así comd cuando una idea .se encarna en la 
j^ayoría, y  ésta la embute en sus legisladores y  éstos la hacen

y- Entoncés los mandatarios tienen que respetar esa ley y que
'Obedecerla.

Así pasa también con la religión, la autoridad traduce loque ■ 
la mayoría, ella obra por representación, no tiene respon- 

'̂^bilidad,

dirá que esto importa violar la conciencia obligando al 
'^atario á hacer lo mismo que condena y  aborrece.
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Si tal es la opinión dcl funcionario, no sabe lo que Importa 
ser tal mandatario.  ̂ *

Cuando se sirve, hay que desprenderse de muchas libertades 
y  hay que hacer lo que ordena el mandante; de lo contrario, no 
se sirve. ' ,

Además observamos este hecho. En numerosos casos se dicta 
una Jey que la minoría ha combatido y  que detesta; mas, no 
por eso ni porque con ella se violente su conciencia, se deja 
de amoldarse á dicha ley y  de hacer lo que la ley manda.

¿Qué sería de ésta, sí por respetar la conciencia de cada 
cual no se le diera cumplimiento ó se exonerara á los fun­
cionarlos de cumplirla?

Por último, y  yendo al fondo de la cuestión y  objeción, no 
es exacto que se violente la conciencia; porque no se obliga á 
creer en nada, sólo el cuerpo ejecuta actos externos, que se 
traducen únicamente en mera presencia, en doblar la rodilla ó 
en descubrirse, actos que no son salvajes y  que honran y  enal­
tecen al hombre que los ejecuta.

El precepto exige que las autoridades sólo asistan al culto 
católico, al cual se sostiene como necesidad social, benéfica, y  
se entrega á su jefe el auxilio pecuniario. ^

Se tolera todo culto, como principio de caridad. Las a u to r i­

dades pueden profesar cualquiera. Se tolera públicamente á 
los cultos derivados de la moral cristiana, los demás en pr|' 
vado.

199. Prohíbe establecer nuevas vinculaciones; las antiguas 
subsisten, pero conforme lo disponga la ley según la base cons­
titucional ■

200. Toda ó una parto de la Constitución puede reformarse. 
Se fijan los trámites ordinarios, pero dobles; y  se dicen la* 
modificaciones. Los plazos largos son con el fin de que la fC' 
forma madure y  no sea obra de la precipitación.

Desterramos el engorroso sistema de la actual C o n s t it u c ió n  

porque él no conduce á nada bueno.
201. Se quita al Presidente la ingerencia en l a  ratificación»  

él no puede desaprobarla ni aprobarla, basta con la v o lu n t a  

manifestada del Congreso ratificante. ,
203. Determina la fecha de la vigencia y  lo que destruye»
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fin de quitar toda duda y  todo pretexto de deducciones. Con 
tal proceder se implanta un sistema en toda la legislación, se 
la uniforma y  no aparece defectuosa. Es inútil fijar otra época; 
porque este Congreso termina el i.° de junio del 94. Este Con­
greso seria el reformante y  el siguiente el ratificante, que fun­
cionaría desde el 1." de junio del 94. Hasta el 28 de agosto del 
94, queda tiempo para pronunciarse de sobra sobre la reforma* 

Los diputados y  senadores elegidos en octubre pasado, ter­
minan el i.o de junio del 94, según decreto supremo. En este 
^ño termina el período de tres años.

L a  razón filosófica de esto es que los términos constitucio­
nales, que son períodos, corren indefectiblemente é indepen­
dientes de las personas que funcionan dentro de ellos. Existan 
ó nó las personas, que son funcionarios en un período, este 
tiempo corre y  no se detiene.

Hemos terminado. Ojalá la buena semilla fructifique y que 
la patria crc7.ca merced á sus buenas leyes.

A g u s t í n  B u a v o  C i s t e r n a s  

Valparaíso 2S de diciembre de iSgz. ^

El  m a n d a t o  p a r a  n e g o c io s  j u d ic ia l e s , n o  
producido en juicio antes de la muerte del mandante* 
(¡subsiste después de ella? '

No termina por la muerte del mandante el mandato para 
’^egocios judiciales.

El artículo 397 de la L ey de Organización y  Atribuciones 
los Tribunales, establece el precepto que dejamos con- 

•'̂ 'Knado.
l ’-n presencia de esta disposición nos proponemos solucionar 

•̂ertas dudas ó dificultades q\ie pudieran surgir tratándose de 
Aplicación práctica.

íSe entiende que todo poder conferido para asuntos judiciales» 
P'íede ejercitarse por el mandatario después de la rpuerte del 
'¡'‘andante, haya sido ó nó aceptado por el primero antes deí 
^lleciiniento del segundo? '



A  nuestro juicio, para que dicho poder pueda obrar después 
de la muerte del mandante, es necesario que haya sido aceptado 
por el mandatario expresa ó tácitamente, porque sin la acepta­
ción el mandato no se considera perfecto.

No basta la escritura pública, ó declaración en su caso, hecha 
por el mandante, para que exista el mandato ó procuración 
judicial, á estar á la definición del artículo 2116 del Código 
Civil concebida en estos términos:

"E l mandato es un contrato en que una persona confía la 
gestión de uno ó más negocios á otra, que se hace cargo de ellos 
por cuenta y  riesgo de la primera,tt ■

Luego, para que exista el contrato es ¡menester que el man­
datario se haga cargo de la gestión encomendada, esto es, que 
exprese su voluntad de desempeñarla. Y  si nada ha dicho á 
este respecto ántes de la muerte del mandante, habrá quedado 
constancia de la voluntad de éste, pero nó de la del manda­
tario.

Pero hay más. Creemos todavía que aceptado un m a n d a to  

para pleitos, y  muerto el mandante antes que haya habido un 
principio de ejecución del mandato por parte del mandatario, 
como seria el personarse en el juicio, debe entenderse éste con 
los herederos del mandante.

Porque, al decir el artículo 397 que por la muerte del maO' 
dante no termina el mandato para negocios judiciales, su p o n e  

que ese mandato ha comenzado á ser ejercido cuando ocurría 
el fallecimiento del mandante, porque la idea de determinación 
supone principio de ser. No termina sino lo que ha comenzado 
á existir.

K1 hecho de la simple aceptación de un poder prestado por 
el mandatario en el acto del otorgamiento de la escritura 
pública que lo contiene, no importa un principio de ejecución 
del mandato.

Kra menester que el mandatario se hiciera parte en el juicio* 

acompañando dicho poder, para que se entendiera que comen* 
zaba á ejercer su cargo de tal. Una gestión cualquiera h ech a  

en ejercicio del poder vendría á importar un acto de ejecución -

La ley 23, libro 5,", Partida 3.*̂  decía: “ Muriéndose el seflo  ̂
d el pleito antes que su personero lo comenzase por d e m a n d a

i U N IV E R S ID A D



por respuesta, acaba por ende el oficio del personero, de guisa 
que no puede ir adelante en el pleito. Mas sí se muriese des­
pués que fuese comenzado por respuesta, non pierde por eso el 
personero su poderío; antes decimos que debe seguir el pleito 
hasta que sea acabado, tan bién como si fuese vivo el que lo 
fizo personero; maguer non rescibiese mandato nuevamente 
de los herederos del finado.ti ■ , '

Esta doctrina ha sido en parte acogida por el artículo 397 de 
la L ey  Orgánica de Tribunales, á fin de evitarlos inconvenien­
tes gravísimos á que estarían sujetos los juicios ya iniciados si, 
con motivo de la muerte de alguno de los litigantes, hubiera 
de caducar el poder que tenía conferido en dichos juicios y  de 
citarse y  emplazarse á sus herederos. ■

La ley de Partida exige que el juicio hubiera comenzado por 
demanda y  por respuesta, esto es, que la litis estuviera trabada 
con el personero. La nuestra no exige tanto. Basta que el pro­
curador se haya hecho parte en el juicio como demandante ó de- 
fnandado, para que su poder no termine con la muerte del man­
dante. Pero si la muerte acaeciera antes que el mandatario se 
personara en el juicio, no habría llegado el caso de que aquél 
hubiera comenzado á ejercer el cargo, y  por consiguiente, mal 
podría decirse de un cargo que no había comenzado á exi.stir 

hubiera ó no de terminar con la muerte del que lo confiriera. 
Más claro, entendemos que en el paso contemplado no ha 

existido mandato en acción, al cual ha debido referirse el ar­
tículo 397, para no ponerle término por la muerte del mandan­
te. para hacerlo sobrevenir á ella.

No se puede comenzar á representar á una persona muerta; 
y tal se diría de un mandatario que .se personase con el instru- 
"lento de su investidura en un juicio que ya no era del man- 
*̂ ante, sino de sus herederos, únicos continuadores de la persona
de aquél.

Corrobora más esta inteligencia dada al artículo 397, la con- 
•'*’deración de que sólo en presencia de ella tendría cabida el 
•̂ ‘Hivo determinante, ó la razón filosófica de e.sa excepción al 
P*'‘^cepto general de que todo mandato termina por la muerte 

niandante. Pues hemos dicho que ese motivo es no obligar 
'*•1 litigante, que se ha estado entendiendo con el per.sone-



ro de su contendor, á ir á buscar á los herederos de éste para 
seguir con ellos el juicio en que ha gestionado con aí^uél.

Esta consideración no existía en el caso de un mandatario 
que, aunque aceptara el poder, no quiso ó no pudo hacerse par­
te en tiempo en el juicio para e! cual fuera dado.

Un mandato para pleitos llega á ser tal, y  á producir sus 
efectos consiguientes, cuando se le produce en juicio. Antes de 
ello, no es más que una simple carta de personería, que puede 
quedar en la región de lo desconocido, si no sale á luz, si no se 
presenta en la arena judicial, donde debe jugar el rol que le 
corresponde. '

Conferido y  aceptado un mandato, puede haber muchos mo­
tivos que retarden y  aun impidan su ejecución, resultando de 
aquí que dicho mandato puede no alcanzar á producir efecto 
alguno legal, hasta el punto de llegar á ser completamente ine­
ficaz.

¿Y con un mandato como este puede tener aplicación la dis­
posición del artículo 397 que venimos comentando? Lo nega­
mos en absoluto. . .

Son los mandatos que se producen en juicio, con los cuales se 
ha comenzado á hacer gestiones, en una palabra, los mandatos 
en ejercicio, los que no terminan con la muerte del mandante.

De donde deberemos concluir entonces que nadie puede le­
galmente personarse en juicio con un mandato que hubiere 
aceptado, si, cuando va á hacerlo, ha fallecido ya el otorgante.

La Serena, septiembre 7.® de 18^2.
J. M. G.

. . AN TRO POLOGÍA CR IM IN AL 

I

O r i g e n  d e  l a  a n t r o p o l o g í a  ( i )

El hombre, desde los tiemjjos más antiguos, ha hecho objeto 
de su estudio á los demás hombres. Pero las observ-aciones de-

( i )  Q i íe t e l k t .  Anihropometrie. IJruxclles, 1870.— T oi'IN ard . Untori(l^‘
át l AnlhropoloffÍe,VM\&, 1877.— T a r u f f i .  CainisloriciintornonirAntropi»» '̂



naturaleza verdaderamente antropológica surgían en medio de 
observaciones médicas, anatómicas, naturalistas y  geográficas; 
de suerte que los primeros gérmenes de la ciencia del hombre 
se agitaban en medio de los datos de una Medicina rudimenta­
ria, de una Geografía primitiva y  de una vasta Anatomía com­
parada. E l hombre estudiaba al hombre; pero ya por exigencias 
de arte, á veces por simple curiosidad, por espíritu filosófico ó 
religioso, y  hasta sin objeto y  por capricho.

Sólo hacia el año 1230, cuando Federico II, emperador de 
Alemania y  rey de las Dos Sicilias, dictó una ley que prohibía 
ejercer la Medicina sin permiso especial y  sin haber antes estu­
diado Anatomía humana, los estudios sobre el hombre tomaron 
Un gran desenvolvimiento. .

E l Renacimiento se señaló por la afición á las ciencias que 
tienen íntima relación con las Bellas Artes, y  esjjecialmente con 
la Perspectiva, la Anatomía y  la teoría de las proporciones del 
cuerpo humano.

Está fuera de duda que á la formación de la Antropología 
Etnográfica han contribuido en primer término los viajeros; los 
grandes viajeros de la antigüedad, de la edad media y  de la 
*íioderna, los cuales, recorriendo regiones desconocidas, viendo 
pueblos nuevos extraños y  diversos, observando nuevas costum­
bres, nuevas religiones, nuevos usos y  nuevas armas, daban in­
conscientemente la mayor y  mejor vida, ya  á la Etnografía, ya 

 ̂ la Sociología, ya  á la Antropometría comparada.
El insigne naturalista Línneo, en sus magistrales trabajos, 

establece el género Homo y  lo divide en dos especies, señalando 
hombre un puesto natural y  aproximándolo al mundo ani- 

Á  Linneo sucede Buffon, fundador de la Etnología ó cien­
cia de las razas humanas, el cual, raonogenista por excelencia, 
tiene de la naturaleza humana un concepto independiente de 
^oda razón teológica,

*''*• Bologna, 1881.— R icar d i. Teoría anlropologica deWimputahilit!¡ e dalt 
^'^amentaU di Antropología críminale (véase C oglio lo , Complelo trattato teo- 

tpratico di Diríttoptiiale, volurae prim o, p:irte t e m ;  M ilano, 1889).—  
Les progris de P Anthropohgie. París, 1891, un folleto.— Versión 

de Rafael Á lvarez Sereix. M adrid, 1891; un<lblIeto.



Después vemos á Daubenton, contemporáneo y  colaborador 
de Bufibn, contribuyendo bastante á la Antropología y  Craneo- 
logia comparadas; más adelante á Camper, médico, naturalista, 
fisionomi.sta, antropólogo, artista, ingenio vasto y  extraño, pero 
que dejó una huella profunda en el estudio del hombre. A pa­
rece, en fin, Blumenbanch, importante por su doctrina sobre la 
unidad de la especie humana y  sobre el método en Craneolo- 
gía, y  por su clasificación. '

E s necesario convenir en que hasta 1800 los estudios antro­
pológicos, desenvueltos y  dirigidos al método natural, no forma­
ban aún un organismo, ni una serie de organismos completos 
y  definitivos. Eran todavía elementos preciosos y  numerosos, 
pero dispersos en una serie de trabajos de anatómicos, de mé­
dicos, de filósofos, de naturalistas, sin un objeto bien definido, 
sin horizonte determinado, sin alguna base que bajo forma de 
principio filosófico natural llegase á formar un todo sólido, ho­
mogéneo y  grandioso.

Después de los importantes trabajos de Boucher de Perthes 

y  Lamarck, se fundó en 1859, por iniciativa de Broca, la Socie­
dad de Antropología de París, que pronto tuvo numerosas her­
manas en todos los países civilizados. Ejerció mucha influencia 

en este linaje de estudios el gran libro de filosofía natural de 
Carlos Darwin sobre el origen de las especies.

En treinta años, el número de cultivadores de las c ien cia s  

antropológicas en las naciones civilizadas lia llegado á se r  enor­
me. Deben ser citados, entre los que han dado mayor ímpû *® 

los estudios sobre el hombre, en Francia, B roca, G ratiolet» 

De Quatrefages, Hamy, Topinard, Villermé, Bertillon, M anoU* 

vricr;en Bélgica: Quetelet; en Inglaterra; Davis, Busk, Flower» 
Ferrier, Huxley, Prichard, Wood, Darwin, Lubbock, Robcrt*» 
Tylnr, Sjiencer; en Alemania: Virchow, Ha;ckcl, W elck er, Wa 
gner, Weisbach, Luca.s, Ecker, W^aitz, Hartmann, Bischoff; 

América del Norte: Wymann, Morton, Gould, Beddoe; en Ita 
lia: Gaddi, Nicolucci, Garbiglietti, Mantegazza, Calori, L®’’'  
broso, etc.

H oy la ciencia del hombre constituye un fuerte y  
roso organismo, que día por día se engrandece y  se inip°
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ne, á pesar de todos los esfuerzos de los tímidos y  los du­
dosos ( l).

O r i g k n  d e  l a  a n t r o p o l o g í a  c r i m i n a l  (2 )

La Antropología criminal es una rama derivada de las cien­
cias antropológicas y  tiene por objeto el estudio de los séres 
humanos criminales. La Antropología criminal es, por tanto, la 
historia natural del hombre criminal, estudiado bajo el doble 
punto de vista orgánico y  psíquico, y con método antropológico. 
Todo hombre que ha entrado por sus acciones en el mundo de 
la criminalidad, es materia del estudio antropológico.

L a antropología criminal, haciendo recaer su observación di­
recta sobre los tipos criminales, se ocupa en fijar los caracteres 
anatómicos, antropométricos, intelectuales, hereditarios y  socia­
les que pueden distinguir á esta clase de personas perjudiciales 

 ̂ la sociedad humana, ,
Las primeras observaciones y  los primeros estudios de An- 

tí'opología criminal fueron iniciados por aquellos que, desde la 
antigüedad, trataron de hallar relaciones entre lo físico (yespe- 
'^'almente la cara) y  lo moral en el hombre. Á  las anomalías del 

*̂*erpo debían corresponder anomalías en el alma.
Kn los primeros tiempos sólo guiaba á los observadores el 

^■ p̂irismo. No debe extrañar que al lado de alguna buena ob­
servación fisionómica de Platón, de Aristóteles y  de Galeno, se 
^'icontrasen graves errores.

tarde, en la Edad Media, el estudio fisionómíco se unió

Puede consultarse sobre las varias partes de la ciencia, el Dictionnai- 
Sciences Aníhropoloxiques, publié sous la direction de MM. BertiHon, 

"dcrean, Hovelacque, Issaurat, Lefevre, Letourneau, Mortillet, Thulió 
etc— París, 1885-89; un volumen. '

188 Obra citada.—MaRRO. I  caratteri dei delinijmnii. Torino,
áiid Dorado  M o n t e r o , L a  A ntnfologia crim inal en Italia. M a-
Un t* tom o.— F r a n c o tt e . L'Anthropologit criminelle. París, 1891;

— ^Laurent, L'Anthropolo¿\t criminelle et les nouvelUs thiories du 

*''nio i tom o.— P r o a l .  L e crims et la peine. P arís, 1891; un



con la Astrología y  la predicción, y  cambió de un modo abso­
luto; y  pretendiendo tener caracteres de ciencia, llegó á ser un 
ridículo producto de inteligencias enfermas, con la Quiroman­
cia, Metoscopia, Podotnancin, etc. Con Lavater termina el perío-

<io fisionómico. '
L a  Antropología criminal, durante su infancia, entra en un 

nuevo período con los trabajos frenológicos de Gall.
Las tendencias psíquicas y  morales del hombre no se diag­

nostican ya por el examen de la fisionomía; el cráneo humano, 
su conformación, sus anomalías, sus defectos, sus imperfecciones, 
nos revelan las tendencias psíquicas del hombre.

L a teoría de Gall, que puede llamarse fisiológica, en cuanto 
las tendencias criminales sólo serían efecto de un poderoso des­
arrollo de órganos y  facultades naturales en el hombre, tuvo 
muchos mantenedores, cuyos trabajos ofrecen interés para el 
antropólogo criminalista.

Cuando aun no se había extinguido el último eco de la Fre­
nología, los trabajos de Ferrus y  de Lucas iniciaron la n u e v a  

cscuela de Antropología criminal con tendencia psicológica po­
sitiva, Winslow estudió la naturaleza patológica del delito, y  
Morel las degeneraciones físicas, psíquicas y  morales. D e sp in e , 

«n su obra de Psicología natural, hacía objeto de estudio espe­
cial la psicología de los delincuentes, mientras que un poco más 
tarde Thompson y  Nicolson, con su Psicología morbosa de lo  ̂
crimínales, contribuían valiosamente á la verdadera psicología 
<ie los delincuentes. Los brillantes trabajos de Maudsley hicie­
ron casi popular la nueva teoría en apoyo de la íntima re la c i o 
■entre la delincuencia, la locura y  la epilepsia. -  ̂ ^

Y  mientras progresaban las investigaciones psicológicas sô  
bre los criminales, progresaban también los estudios 
eos, ya por los trabajos de Broca y  Wirchow, ya  por los  ̂
Claphan y  Clarke, ya por los de Wilson y  Lombroso, de * 
valdi y  de Tamassia, hasta 1876, en que aparece la primera e 
ción de la importante obra de César Lombroso L'uomo 
íuente, con la cual, después de tanto trabajo analítico, se 
la  síntesis sobre los tipos delincuentes, se modifica la 
la  degeneración, y  se introduce el método natural en el estu  

del hombre delincuente.
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En la formación de la tendencia actual de los estudios an- 
tropológico-cri mínales han ejercido mucha influencia las inves­
tigaciones de la escuela antropológica de Francia, los trabajos 
filosóficos naturales de Darwin, los estudios filosófico-positivos 
de Spencer y  de su escuela, y  finalmente, los dedicados á las 
materias penales, á las reformas penitenciarias, á la Demogra­
fía y  la Sociología, etc.

En los principales países se publican diariamente nuevos tra­
bajos, fruto de investigaciones recientes; y  con la gran colec­
ción de estudios sobre el hombre criminal y  la criminalidad, ya 
desde el punto de vista anatómico ó psicológico, filosófico ó pa­
tológico, estadístico y  sociológico, filosófico-positivo ó filosófico- 
empírico, podemos estar en condiciones de distinguir con cien­
cia y  conciencia las relaciones de valor y  de mérito entre los 
trabajos individuales y  la dirección general.

Médicos, antropólogos, criminalistas, cultivadores de la Psi­
quiatría, naturalistas, legisladores, todos se afanan por resolver 

gran problema sobre la naturaleza del hombre delincuente, ' 
le estudia bajo todos los puntos de vista; se le examina en 
partes más íntimas del pensamiento y  del organismo; se 

quiere arrebatar á la naturaleza este secreto para el bienestar 
la sociedad^

La patria de Beccaria, de Romagnosi, de Carrara y  de Ellero 
 ̂ enlazado la primera la ciencia del hombre con la del Dere- 

penal. Lombroso (i), Ferri (2), y  Garofalo (3) son los tres 
P''incipales representantes de la novísima escuela, contando

su primer medio de propaganda con el Archivio de Psi~
(4). •

escuela antropológica ha sido objeto, desde su aparición,

1 .

dalinquente in rapporto alFantropoh^a, alia giurisprudenza e
T orin o, 1889; dos ^

^ o r h o n t i  deldiritto t  deltaprocedura penah, 3.* e d u . 1891; un 

*'onp Studio sul delito, suüe sue cause e sui mczzi di renres-

<4) X I * * : .
<j//o ^  P^ichiatria, Scienzepenali ed Antropología criminale per str-

T orino. E a  publicación desde 1880.
-  «V is t a  pom tN SB ___t o m o v u i  l6
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de severas y  razonadas impugnaciones en Italia, y merecen es­
pecial mención, entre ellas, las de Lucchini (l), Brusa (2) y  Co- 
lajanni (3), distinguidos criminalistas que han estudiado con­
cienzudamente el asunto. L a  importante Revista Penal (4), que 
mantiene á buena altura Lucchini, es contraria al nuevo senti­
do de los insignes é infatigables investigadores Lombroso, Fe- 
rri y  Garofalo. *

.  III

C o n g r e s o  d e  a n t r o p o l o g í a  c r i m i n a l  d e  1885 (5)

L a  primera idea de un Congreso de Antropología criminaV 
para dar á la escuela positiva ocasión de afirmar sus tendencias 
é indicar las reformas por ella reclamadas en la legislación penal, 
se remonta, gracias al senador Tommasi, á 1882. Con el impul­
so dado al proyecto, por Puglia y  Pavía, se preparaba la reunión 
para 1884; pero habiéndola impedido las condiciones sanitarias 
de Italia, no tuvo lugar hasta 1885, con motivo del tercer Con­
greso penitenciario internacional, que debía celebrarse en Roma. 
L a  presencia en esta ciudad de un gran número de represen­
tantes de la ciencia, interesados por las materias ;^enales, era utr 
buen medio de propaganda. '

E l 15 de noviembre de 1885 se verificó la sesión\inaugural 
de los dos Congresos. De la misma manera que el Congreso 
penitenciario, el Congreso antropológico tenía también su e x ­

posición.
Mr. Topinard no consideró adecuada la denominación del 

Congreso, En tanto que el hombre criminal debe llamarse hom­
bre criminal, la ciencia que lo tome por objeto de sus estu d io s

(1) lsem plicisH ( Antropologi, Psicotogi e Sociohgi) del diritiopenale. 188 • 
un tomo. Se anuncia una segunda edición, aumentada, en francés.

(2)  S u l nuoxm positivismo ntlla giuslizia penaU. R ifiessione d i un criticist»  

che preferirebbe il vecchio. 1887; un tom o.
(3) L a  Sociología criminale. 1889; dos tom os. ..
(4 ) Rivistapenale di doUrina, legislazione egiurisprudenza, E n  publicad’

desde 1874. , ..
(5) A eu s  du premier Congris international d'Ánlhropologie crimtntM-

rin , 1886-87. U n  tom o. ■



parece que podrá llamarse legítimamente Antropología crimi­
na!. La criminalidad, decía Mr. Topinard, tiene perfectamente 
el derecho y  hasta el deber de constituir una rama nueva de la 
ciencia; ella se refiere de una parte á la Medicina y  de otra á la 
Economía é Higiene sociales, de.spués á la ciencia administra­
tiva; ¿pero se refiere á la historia natural del hombre con tal 
vínculo de dependencia para que se la bautice con el nombre de 
Antropología criminal? Las lesiones que presentan los crimina­
les son de orden teratológico ó patológico, esto es incontesta­
ble, y  se ligan con la Fisiología. Los accidentes que producen 
en el orden social merecen llamar la atención de los filósofos. 
Por esto, no es Antropología. Ella está en las relaciones de las 
razas entre sí y  de los hombres con los animales. Mr. Topinard 
da á la Antropología una extensión limitada.

E l Congreso se dividió en dos secciones, de Biología y  A n­
tropología criminales, estudiando los importantes temas que á 
continuación indicamos:

S e c c i ó n  i .*— B io lo g ía  c rim in a l

I. ¿En qué categorías deben dividirse los delincuentes, y  por 
qué caracteres esenciales orgánicos y  psíquicos se les puede dis­
tinguir?

II. ¿Hay uri carácter general biopatológico que predisponga 
al crimen? Diferentes orígenes y  moralidades de este carácter.

III. ¿Cómo se deben clasificar las acciones humanas en rela­
ción con las afecciones que las determinan? ¿Cómo puede influir 
la educación moral sobre la intensidad de los accesos de las pa­
siones é indirectamente sobre las acciones criminales?

IV. Si el número de .suicidios aumenta en razón inversa del 
homicidios. *

V. De la epilepsia y  de la locura moral en las prisiones y  en 
asilos de alienados. -

VI. De la simulación en los locos.
V II. De la utilidad de fundar en Italia un Museo de Antro­

pología criminal.
V III. De la influencia de las condiciones meteóricas y  eco- 

sobre la criminalidad en Italia.



‘ S e c c ió n  2 *— Sociología criminal.

I. Si las teor/as de la Antropología criminal pueden ser acep­
tadas en la redacción del nuevo Código penal italiano, y  de qué 
utilidad pueden ser.

II. Aplicaciones y  consecuencias de las doctrinas positivas 
en los procesos criminales de hoy.

III. De la acción del perito médico en los procesos judiciales.
l y .  De los mejores medios de hacer efectiva la responsabili­

dad civil por el crimen. ,
”  V . De los mejores medios para combatir la reincidencia.

V I. Del delito político.
V II. Si deben ser admitidos y  cómo, en los establecimiento.s 

penitenciarios, los que se dedican á estudios del Derecho penal.
De las ocho tesis propuestas á la primera sección, el Congre­

so discutió las siete primeras;, dejando, por falta de tiempo, de 
debatir sobre la última.

Para cada una de las dos secciones, la primera tesis era la 
más importante y  característica, y  la que, por tanto, dió lugar á 
más animados debates.

Lombroso trató de las categorías de los delincuentes, exten­
diéndose sobre los principales caracteres orgánicos del hombre 
criminal. Presentó, en apoyo de sus teorías, un cierto número 
de cráneos, de cerebros, de fotografías, de dibujos, tomados de 
sus colecciones, y  con preferencia de las de los demás exposi­
tores. Según Lombroso, las anomalías que se encuentran en los 
criminales son de dos categorías: las anomalías atavísticas y  las 
anomalías patológicas. Enumeró unas y  otras, añadiendo las 
anomalías funcionales, objeto de lo que podría llamarse la Fi­
siología del hombre criminal, y  concluyó qu^ si á veces estas 
diferentes anomalías se hallan también en los hombres norma­
les, es siempre más raramente en la serie y  en menor número 
en el individuo, mientras que se encuentran en mayor número 
y  con más frecuencia en los criminales como ba.se y  como indi­
viduos.

Esta misma tesis dió ocasión á Mr. Beneditk de exponer sa­
bias consideraciones sobre los caracteres neuropatológicos de



los criminales, y  sobre todo de los criminales de profesión, y  í  
Mr. Lacassagne de combatir el valor, á su jxiicio exagerado, que 
se tiende á dar á la hipótesis del atavismo, y de sostener en su 
lugar, la idea del "tipo retardadon.

Ferri, para terminar el desarrollo de la  primera tesis, expuso 
los caracteres psicológicos y  psicopatológicos de los criminales, 
según los estudios hechos sobre cerca de dos mil presos locos 
y hombres honrados, y  sobre un gran número de informes mé­
dico-legales sobre locos criminales, concluyendo por proponer la 
clasificación de los criminales, en instintivos, alienados, apasio' 
nados, de ocasión y por hábito. , '

Bianchi, Marro, Benedikt y  Garofalo expusieron puntos 
de vista diferentes. L a  discusión, larga y  animada, no terminó 
por un acuerdo formal, habiéndose negado muchos miembros 
á votar sobre una cuestión científica. El Congreso se limitó á 
aprobar una conclusión de Mr. Benedikt, haciendo constar el 
acuerdo sobre los principios fundamentales de la clasificación 

propuesta.
L a  segunda y  la tercera tesis se ligaban estrechamente con la 

primera, en cuanto ellas tenían por objeto determinar otros 
caracteres que pudieran ayudar á determinar bien el génesis 
del crimen. Mr. Sergt desarrolló sus ideas sobre los caracteres 
biopatológicos generales que predisponen al crimen y  sobre todo 
los diferentes orígenes y  modalidades de estos caracteres, seña­
lando tres categorías, como signos de degeneración; atavística, 
primitiva y  secundaria (ó adquirida). Lacassagne y  Angiulli le 
pidieron explicaciones sobre la influencia que debía atribuirse 
al medio social, ya  que lo había tenido en cuenta al distin­
guir las causas del crimen en biológicas y  sociales. E l Con­
greso aprobó las ideas generales expuestas por Mr. Sergi, y  sin 
discusión las consideraciones expuestas por Mr. Sciamana so­
bre la clasificación de las acciones humanas bajo el punto de 
vista psicológico.

De las siete tesis propuestas á la Sección de Sociología crimi- 
•̂ al, sólo quedó sin discutir la quinta, referente á la reinciden- 

El Congreso, por una gran mayoría, tomó sobre la primera 
acuerdo siguiente: E l  Congreso, convencido de la dificultad

- ^  dirigir recomendaciones á las Cámaras legislativas, reco~
^ S T T i r i <  l A
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nociendo que sólo las ideas suficientemente viadtiradas pueden 
penetrar en la vida práctica, en virtud de sus propias fuerzas^ 
vota en el sentido de que las legislaciones futuras tengan en cuen­
ta, en su evolución progresiva, los principios de la escuela de A n ­
tropología criminal.

Un vivo y  animado debate suscitó la siguiente proposición 
de Mr. Lioy: "El Congreso, considerando que la evolución se 
produce por selección y  que la pena de muerte representa pre­
cisamente la eliminación del cuerpo social de los criminales 
comunes, no susceptibles de adaptación á la vida social, declara 
que esta pena es consecuencia de los principios de las ciencias 
naturales y  antropológicas, n

L a divergencia de opiniones de los congresistas y  la grave­
dad de un acuerdo favorable á la pena de muerte, tan impopu­
lar en Italia, motivaron la resolución siguiente: E l Congreso 
cree que la cuestión de la pena de muerte, no habiendo stdo pro­
puesta en el cuestionario, no puede ser discutida.

Entre las comunicaciones dirigidas al Congreso, que figuran 
en las actas, debe indicarse una de Mr. Manouvrier sobre la 
capacidad del cráneo en los asesinos, comparada con la de cua­
lesquiera hombres y  con la de hombres distinguidos, y  otra de 
Mr, Bertillon sobre la Antropometría aplicada á los reinciden­
tes. Mr. Bodio, Director general de la Estadística italiana, pre­
sentó una nota sobre el movimiento de la criminalidad en Italia.

Según las investigaciones de Mr. Manouvrier, la serie de 
cráneos de asesinos no se distingue piucho, bajo  ̂el aspecto de 
la capacidad, de una serie de hombres cualesquiera, mientras 
que la serie de hombres distinguidos se separa perfectamente 
de los demás.

IV  ,

C o n g r e s o  d e  a n t r o p o l o g í a  c r i m i n a l  d e  1889 ( i )

E l Congreso de Roma inauguró la primera manifestación 
pública de la nueva ciencia en el país de su nacimiento. E l Con-

( i )  Actes du deuxiéme Congris internalional d'Antropohgi* criminelU’ 

Lyon, 1890; untorao. l

% ■ PONTIFICIA



greso de 1889, reunido en París en agosto con motivo de la 
Exposición universal, representó la segunda etapa de las inves­
tigaciones internacionales de la Antropología criminal.

El segundo Congreso de Antropología criminal, según las 
tradiciones transmitidas por el de Roma, tuvo por objeto el es­
tudio científico de la criminalidad en el hombre en sus relacio­
nes con la Biología y  la Sociología. Se dividió en las mismas 
dos secciones, y puso en su programa las cuestiones que á con­
tinuación se indican. -

S e c c i ó n  \ ^ ~ Biología criminal

I. De los últimos descubrimientos de la Antropología cri­
minal. '

II. ¿Existen caracteres anatómicos propios de ¡os crimina­
les? ¿Presentan los criminales como término medio ciertos ca­
racteres anatómicos particulares? ¿Cómo se deben interpretar 
estos caracteres?

III. Sobre la oportunidad de establecer reglas generales 
para las investigaciones de Antropometría y  de Psicología en 
las prisiones y  en los asilos de alienados.

IV. De las condiciones determinantes del crimen y  de su va­
lor relativo. , ' .

V . De la infancia de los criminales considerada en sus rela­
ciones con la predisposición natural al crimen.

V I. Organos y  funciones de los sentidos en los criminales.

S e c c ió n  t?- — Sociología criminal

V IL  D e la determinación, por la Antropología criminal, de 
la clase de delincuentes á que pertenece un criminal.

V III. De la liberación condicional.— ¿Cuáles son, apoyándo­
se en los datos de la Biología criminal, los individuos á que po- 
<lrfa ser concedida ó debería ser negada? ,

IX. De la criminalidad en sus relaciones con la Etnografía.
X. Los antiguos y  los nue\'Os fundamentos de la responsa­

bilidad moral.
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X I . E l  proceso crim inal bajo  el punto de v ista  d e la  S o cio ­

logía.
X I I .  D e  la  A n tro p o lo g ía  b a jo  el punto de v ista  d e^ u s ap li­

caciones jurídicas á  las legislaciones y  á las cuestiones de D e ­

recho civil.
X I I I .  D el sistem a celular considerado b ajo  el punto de v ista  

de la  B io lo gía  y  de la  S o cio lo g ía  crim inales. ,
A d em ás de estas cuestiones, que debían ser o b jeto  de po­

nencias, base de .discusión, h abía  otras m uchas que no se h a­
llaban en igual caso. C ierto  núm ero de congresistas debían 

“ tra tar de ellas ante el C ongreso. S e  contaban entre ellas las 

siguientes: ,
D e  la  A n tro p o lo g ía  crim inal considerada com o una ram a de 

la  A n tro p o lo g ía  jurídica. S u  lu gar en la  A n trop ología .
D e  la  enseñanza de las ciencias m édico-legales en las F a cu l­

tad es del D erecho.
D e  la señal antropom étrica y  d escriptiva  en los sujetos de , 

quince á vein te años.
D e  la  posibilidad de hacer servir el m étodo y  las instruccio­

nes de la  A n tro p o lo g ía  crim inal para  las investigaciones de la 

policía.
D e  la  educación correccional. R eform as en relación con los 

datos de la  B io lo gía  y  de la S o cio lo gía  criminale.s.
D e  la  influencia de las profesiones sobre la  crim inalidad.

D e  las aplicaciones jud icia les de la S o cio lo g ía  crim inal.

D e  la  le y  penal en sus efectos y  en sus m odos de aplicación  

b ajo  e l punto de v ista  de la  A n tro p o lo g ía  crim inal.

D e l co n tagio  del asesinato, •
D e l papel de la  m ujer en la  etio lo gía  del crim en.
L o s  tem as i.®, 2.®, 4.®, 7,® y  10, cu yas ponencias se en com en­

daron á L om broso, M anouvrier, F errí, G arofalo  y  T a rd e , com ­
prendían las cuestiones capitales de la  novísim a escuela.

E n  la  discusión sobre los ú ltim os descubrim ientos de la  A n ­
tro p o lo g ía  crim inal, L om broso  enum era los caracteres que él 
a sig n a  á  los crim inales, asim etría d e la  cara, m ejillas salientes» 
anchura de las órbitas, foseta occip ital m edia, apéndice lem u- 

rian o d e las quijadas, etc.
M r. M an ouvrier no acep ta  com o especiales á los criminales-

PONTIFICIA 
\ UNIVERSIDAD
] C A T Ó L IC A  DE 
' V A L P A R A ÍS O



los caracteres debidos, según L om broso, á una influencia p ato ­
lógica. L a  A n a to m ía  no le  ha revelado aún un solo  carácter 
exclu sivo . Igualm en te piensan D rill, Laccissagne y  B en edikt.

Mr. D rill recuerda que la  organización  del hom bre no es 

sencilla, que el facter orgánico, bajo  el punto de vista  de la  cri­
m inalidad, no produce m ás que una predisposición m ás ó  m e­
nos m arcada en general, y  que es el m edio am biente el que 

perm ite á esta  predisposición m anifestarse. *
E s te  m edio am biente, el m edio social, desem peña, según 

Mr. D ekterew , el papel m ás im portante. E n  el m ism o sentido, 
Mr. P u gliese  define el crim en una anom alía  social, la  con se­

cuencia d e una fa lta  de adaptación  al m edio. E n  un cierto  m e­
dio social, p iensa M r. B en edikt, es el factor fisiológico, no el 

factor anatóm ico, el que hace el asesiYio, el ladrón. E l  crim in al 
no tiene estig m a particular; sólo tiene los signos de una o rg a ­
nización defectuosa, y  estos signos son tam bién los d e  los ep i­

lépticos, de los locos congénitos. E s ta  m anera de ver es tam bién 
la de Mr. T ard e; no h a y  caracteres anatóm icos incon testables; 
sólo h a y  predisposiciones orgán icas y  fisiológicas hacia  el cri- 
nien, que se d esen vuelven m ás ó m enos fácilm ente segú n  el 

*nedio social.
C om o Mr. T ard e, Mr. L acassagn e  se in d ic a  á pensar que, 

®n el problem a de la  crim in alidad, no h a y  que atender m ás 

á influencias sociales; porque el m edio m odifica el orga- 

íiismo y  crea  así ciertas anom alías, anom alías anatóm icas, se- 

^^ladas por la  escu ela  italiana. P ara  obrar sobre los crim inales, 
preciso obrar prim ero sobre el m edio. N o  es el atavism o, sino 

®1 m edio social el que hace el crim inal. M ejorad  ¿)rimero la  

®'̂ erte d e los hum ildes y  d e los pequeños y  dism inuiréis el 

ejército del crim en. L a s  sociedades no tienen m ás crim inales 

'l^e los que m erecen. • . *
Mr. G arofalo, contestando á  Mr. L acassagn e, n iega  que los 

‘ ‘̂■'niinales sean reclutados sobre tod o  en tre los pobres. L a s  
J l̂^es m edias dan tantos crim inales com o las clases inferiores; 

^  clases superiores dan m ás para cierto  gén ero  de crímenes* 

Lacassagn e, com o Mr. D ’H aussonville, encuentra rara la  

^'■'rninalidad en las profesiones liberales; pero h a y  un 4 por 100 

® Séptes ejerciendo estas profesiones. ^
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Mr. M oleschot d a  gracias á Mr. T a rd e  y  Mr. B en ed ík t p o r 
h ab er hablado de m ovim iento m olecular, porque en la  cues­

tión  todo depen de de él. L a  inve.stigación tan preciosa de los 

hechos anatóm icos tales com o los estudia  L om broso, no debe 
hacernos o lv id ar los estados pasajeros que §e presentan en todo 
individuo en las diversas condiciones de la  vida, porque desde 
la  prim er falsedad al m ás atroz d elito  h a y  una escala  infinita. 

U n  grado m ás ó m enos elevado de irritabilidad  puede llevar á 
la  ofensa, al duelo, al crim en, puesto  que, según la  palabra de 
Jesucristo, todos som os pecadores. ¿Q ué debe, pues, hacer el 

p ráctico  cuando la  ju stic ia  le pide que estab lezca  el grad o  de 
responsabilidad d e  un crim inal?

Para resolver el problem a, responde Mr. B rouardel, es nece­

sario  aplicar el m étodo clín ico. N osotros no decim os que un 

enferm o tiene fiebré tifoidea, porque está m al de la cabeza, ó 
tiene diarrea, ó tos, ó fiebre. D ecim os que padece de fiebre ti­

fo id ea  haciendo ver el m odo de agru p ación  de sus síntom as y   ̂
su época de aparición.

Á  los estigm as anatóm icos deben añadirse caracteres psico­

lógicos correspondientes. E l  d elirio  de com bate debido  al en­

venenam iento por la  b ellad on a no tiene localización  cerebral; 
só lo  es debido  á una m odificación producida por la  presencia 

d el tó x ic o  en la  sangre, en la  nutrición de la  m asa cerebral 
to d a  entera.

M r. F erri ve  en el crim en un fenóm eno m u y com plejo; es 

una especie de poliedro, del que cad a  uno sólo v e  un lad o es­
pecial. L o s  d iferentes puntos d e v is ta  son á la  v e z  v e r d a d e r o s  

é incom pletos. M r, Lom bro.so ha puesto en c laro  el lado bioI< '̂ 
g ic o  del crim en; M r. D rill, Mr. D e k te re w  y  M r. M anouvrier 

han m ostrado el lad o  social; Mr. P ugliese, el lado jurídico» 

M r. T a rd e , este crítico b en évolo  d e la  A n tro p o lo g ía  criminal* 

no  ha om itido  el lado fisiológico. C o m o  han sostenido  Mr. 

leschot y  M r. B rouardel, el crim en es, pues, á la vez un 
m eno b io ló g ico  y  social. E l  crim inal es un m icrobio que só\o 
v iv e  en cierto  m edio, ha d icho M r. Laca.ssagne en el prin’ ®'' 

C o n g re so  de R om a. Sin  d ud a el m edio hace el crim inal; 
co m o  el ca ld o  q u e no tiene m icrobios, es im p oten te  para  hacef 

germ in ar el crim en. D e  suerte que m icrobio y  caldo, lado b io '



*%ico y  lado social, son los dos aspectos fundam entales de la

«^iminalidad.
-̂1 C on g reso  de París, siguiendo el e jem plo  del d e R om a, 
abstuvo de h acer votacion es sobre cuestiones científicas: 

em itió su opinión en ciertas cuestiones de a lcan ce prác- 
t'co. Por esto, en la  discusión del tem a de que acabam os de 

^blar, ni en las dem ás de su carácter, se form ularon conclu- 
•®>ones.

propósito de los caracteres propios de los crim inales, Mr. 
anouvrier desarrolla algunos puntos de su ponencia: d ice que 
se tratase sim plem ente de la  descripción de los crim inales, 

Aplaudiría con gusto  las interesantes indagacion es de L om b ro- 
y de sus discípulos; pero cuando se trata de explicar á los 

^^ înales por la  A n atom ía , en ton ces no se conten ta  y a  con 
acer reservas á  propósito del rigor científico de los resultados 

**'iciados; considera las indagaciones m ism as m al d irig id as y  

ün resultado nulo, 
ind' considerar los delitos y  Jos cWmenes según las
^^'^aciones de los códigos, y  de d ivid ir á la  hum anidad en dos 

la  de los individuos detenidos por la  policía  y  la  de 
detenidos, va ld ría  m ás fijarse en verdaderos defectos 

tiv^ en tod os los que los presentan, ex a m in ar co m p ara­
las cualidades opuestas á estos defectos y  buscar las 

iones que pueden e x is tir  en tre ésta m ateria verdadera- 

íe  ^^iológica y  la A n atom ía. L o s  resultados así obtenidos 
® ^rir/an á la  vez á los crim inales y  á las g en tes honradas.

L om broso  está en cam in o de hacer es crim in alizar 

4  p caracteres anatóm icos. T o d o  hom bre honrado llegará  
con caracteres anatóm icos crim inalizados. S e  conso- 

un crim inal nato, pensando en que es, sin em bargo, 
Mr. ^^nrado. D e  todos estos caracteres enum erados por 

cantidad no suple la  calidad. M anouvríer 

ôs innum erables hechos y  los fam osos éx ito s  de d iag- 
^ue se valían los frenólogos, en tre los cuale.s se ha- 

sabios de m é rito . R ecuerd a los num erosos re- 

ex istían  no h a  m ucho, y  que só lo  han tenido una 
tír _̂̂ ’®tencia. H ace  especialm en te la  h istoria  de un carác- 

” ''*'alÍ2ado, y  se p regun ta  cuánto quedará den tro  de
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algunos años de estos num erosos caracteres crim inales cuando-  

h a ya  sido separado el buen grano.

Mr. L om broso, para responder á la  argum entación  de Ma- 
nouvrier, que a ta ca  d irectam ente á la escuela italiana, d ice que 
no está lejos del C ap ito lio  la roca T arp eya . S e  esfuerza pof 
hacer ve r  cóm o d istin gue á los crim inales. L o s  crim inales de 
ocasión (bastan te raros: 36 en cuatro  años entre 140 0  casos 
crim inales), tenían caracteres anormale.s. N o  es la  ocasión I» 
que hace al ladrón; la ocasión hace que un individuo predis* 
puesto para robar com eta un robo.

S e  o b jeta  que la  m ujer crim inal no tiene caracteres anató' 
m icos; pero se o lvida que la prostitución es la form a de la  cri­
minalidad fem enina. R ecuerd a  que él ha dado siem pre la 
am p lia  parte á la  influencia del m edio. E s  p sicólogo  alienist*' 
y  considera la A n tro p o lo g ía  com o accidental en sus estudio®* 
S i el crim en no es una anom alía, ¿lo es la  virtud? C o n v i e n e  

con Mr. M an ouvrier en que la capacidad  del cráneo no es u’’ 
carácter de crim inalidad. E n  cuanto á la cuestión del atavism®' 
ha hallado en los crim inales un gran núm ero d e hernias; es un 

carácter regresivo. E l papel d e las ptom ainas en las manifest®' 
cion es crim inales parece cierto.

M r. T a rd e  responde á M r. L om broso  á propósito de la 
je r  crim inal. M an tien e que la m ujer honrada presenta los c»' 

racteres de la m ujer crim inal descrita  por la  escuela itali^f’*’' 

y  sin em bargo, la  m ujer es m enos inclinada al crim en 
hom bre. L a  prostitución es la ocasión del delito, nó el delî *̂  
m ism o, p n  cuanto á la  cuestión de saber si h a y  caracteres 

tóm icos propios del crim inal, puede responderse que no. 

sin em bargo, predisposiciones orgánicas y  fisiológicas hacia e 
crim en. L a  función h ace el órgano, com o el nervio  acaba 
m odelar el hueso, com o el río determ ina el valle. D e  iŜ .̂ 
m odo el crim en hace al crim inal. S i en A n tro p o lo g ía  crinii'’ ®̂ 

se nos m ostrasen localizaciones com o las de B roca  para el le” '  
g u a je  articulado, la  base del edificio quedaría establecida. _ 

M r. M oleschot insiste sobre la utilidad de las investigación^^; 

em prendidas y  felicita  á Mr. L om b roso  y  á M r. M anouvrier 9° 
sus estudios. '

M r. B rouardel hace tam bién ju stic ia  á todos estos trabajé*



^ores. Considera la investigación de la anomaUa criminal como 
ilusoria. Debe admitirse que las deformaciones del pabellón 

la oreja, señaladas por Morel, la foseta occipital y  todos los 
^ r̂acteres del mismo género no son una causa de criminalidad 

sí mismos, sino simples indicios de un desarrollo anormal, 
'̂ '*yas consecuencias pueden ser múltiples. Los epilépticos, los 

'̂■enados acusan la presencia de ptomaínas en la orina. Las 
ptomaínas ó leucomainas tóxicas encontradas en los cerebros de 
alienados y  de melancólicos, resultan de turbaciones de la 
"atrición general. ¿Son causa ó efecto? L a cuestión debe ser 
estudiada. Mr. Brouardel responde á Mr. Tarde que la función 

el órgano, pero que es precisa la presencia de fibras mus- 
“̂'ares.

Bajenoff no acepta todo lo que está escrito en las obras 
, Lombroso y  de sus discípulos; pero su método le parece el 
'*nico verdadero, el único método científico. Resume sus inves­
tigaciones cefalométricas diciendo que las gentes honradas 

sobre todo, frontales, mientras que ios criminales tie- 
sobre todo, parietales y  occipitales.

. Garofalo piensa que puede decir.se que el crimen es 
anomalía orgánica, siempre que se con- 

*’ êren como criminales los que son considerados como tales, 
por la ley, sino por la conciencia pública. Hé aquí por qué 

° hay que ocuparse de todos los crímenes, sino solamente de 
^'^cllos que revelan una crueldad ó una falta de probidad ex- 
^̂ “•■dinarias. Reduciendo así el dominio de la criminalidad, se 

que los criminales tienen siempre anomalías morales y  
frec anomalías físicas, que se encuentran con menos

'̂* n̂cia en los demás hombres. ,
'̂■a determinar por la Antropología la clase de criminales 

pertenece un delincuente, el estudio psicológico, según 
es indispensable. Pueden distinguirse tres grupos de 

^■nales; los asesinos, los violentos y los ladrones.
individuo al que falta el sentido moral y  

®sprovisto de los sentimientos de piedad y  de justicia.
comprenden todos los impulsivos, todos los 

t r i i j j - ( l o c o s  y  epilépticos). Es la transición entre los 
por instinto y  los criminales de ocasión. En el tipo



impulsivo hay con más frecuencia ausencia de anomalías regrê  
sivas del cráneo; sólo hay anomalías atípicas, como, por ejem- 

, pío, la hemiatrofia facial; por el contrario, las anomalías ner­
viosas son frecuentes.

El último grupo, el de los ladrones  ̂ comprende los estafado­
res y  los falsarios, los ladrones vagabundos, todos afectados de 
debilidad nerviosa ó de neurastenia, combinada con una situa­
ción económica particular. Se pueden distinguir á primera 
vista en una prisión los ladrones de los violentos. Los primeros 
se caracterizan por la vivacidad y  la movilidad de la mirada, 
la frente deprimida; los otros, por el desarrollo enorme de la® 
quijadas y  la prominencia de los arcos supraciliares. Nada hay 
arbitrario en esta clasificación; el Derecho penal debería, pues» 
por una legislación ilustrada, tenerla en cuenta. La uniformid^“  
de la pena es un evidente absurdo. La ley francesa sobre lo® 
reincidentes es un gran progreso; atiende á los incorregibles- 
Los legisladores del porvenir deberán admitir la clasificacíóf’ 
de los criminales y  no perder el tiempo en concepciones 
a prior!.

Después de esta comunicación, una discusión se entabiâ  
entre Alimena, Lombroso, Topinard, Benedikt, Ferri, MoleS' 
chot, Giampietro, Brouardel, Herbettp y  Lacassagne.

Mr. Alimena no (jyiere recordar las objeciones que se 
dirigido á la Antropológía, Es bueno, sin embargó, renonocef 
una diferencia entre la ciencia pura y  la práctica de las ley®*' 
Esta diferencia no se parece al dualismo del filósofo que deci • 
"Como filósofo no admito el principio de la inmortalidad a® 
alma, pero creo en este principio como cristiano, n Si la 
cia debe .siempre marchar, la legislación sólo puede 
con sandalias de plomo. Pueden corregirse fácilmente los efí'®" 

res científicos, y  no tan bien los errores de la ley. L a 
jur/dica de la Antropología es precipitada. Es preciso sa 
esperar. Tomando ejemplo de los trabajos de Lombroso y   ̂
rri, muestra que algunos resultados interesantes eri' Antropo 

,.gííl criminal no tienpfí"hí;ilidad en la práctica, judicial. Gfce» ' 
Garofalo que la Psicología es más fecunda en resultad^^¿)^ 
siente que en las Escuelas de Derecho y  dthMe'Sicinafestá'Ci 

' cia no se enseñe. >
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Mr. Lombroso responde que sus trabajos no quitan nada al 
^diagnóstico psicológico; le dan un punto de apoyo. Encuentra 

marcados en el cráneo de Carlota Corday los caracteres 
anatómicos de la platicefalia, la foseta occipital media y  los 
Caracteres del cráneo viril.

Mr. Topinard, contestando á esta manera de ver, afirma que 
cráneo de Carlota Corday es perfectamente normal y  presen­

ta todos los caracteres de un cráneo de mujer. La platicefalia 
un carácter normal, y  la foseta vermicular no es una anoma- 

‘̂a. Nada hay de irregular en este cráneo sino la platicefalia.
cráneo nunca es medio en todas sus partes ó en sus formas, 

y se separa siempre del tipo, ya en un sentido, ya  en otro. 
Mr. Benedikt declara que estos métodos craneométricos han 
Sado á ser hoy objetos de diletantismo, y  no han dado más 

reseñas arbitrarias. Él se att'everíaá hacerla diferencia en- 
el asesino y  el violador en una prisión, pero nunca lo diría 

^"te los jueces, porque los caracteres son demasiado poco se- 
S^ros. Los que enumera Mr. Garofalo pueden pertenecer igual- 
^^nte á dispépsicos, á neurálgicos, etc. Es fácil hacer hipótesis: 

qué no decir que la foseta media indica una predisposi- 
á las hemorroides? ¿Sabemos, en efecto, cuál es la signifi- 

‘dación del vermis? Esto recuerda la respuesta dada á H yrtl á 
. P'‘'opósito de la función del bazo. Planteando Hyrtl la cuestión 

^  discípulo, obtuvo por respuesta: “Señor profesor, yo lo he 
ido, pero lo he olvidado.» Hyrtl exclamó entonces: "¡Des- 

Si âciado! vos erais el único que lo conocía y  lo habéis olvidado.» 
® juristas tienen razón en desconfiar de los presentes que les 

pues no les dais sino presunciones.
*■. Ferri distingue la Antropología criminal como estudio 

 ̂ su aplicación jurídica. No debe olvidarse la Psicología 
poderosa ayuda.

Lombroso, en una viva réplica, hace notar á Mr. Bene- 
Con reservas que acaba de formular están en oposición
¡0^ su pasado científico. No queda menos establecido que 

®‘£nos de degeneración son una rama de la Patología.

f r  , M a n u e l  T o r r e s  C a m p o s
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PU BLICACIO N ES RECIBID AS

C H I L E .~ A r É N D iC E  A l a  « P r a c t i c a  F o r e n s e  ó  P r o n t u a r i o  d e  l o s  j o t -  

C io s"  DE RobüSTIANO V e r a . — U n opúsculo de 36 páginas. Im prenta V alp araíso, 

Santiago. Contiene todas Us leyes d ictadas con posterioridad i  la  publicación  de 

esa obra y  que alteran en parle lo  en e lla  establecido. S e  term ina con un curioso 

m em orándum  p ráctico . . •
2. ApiJNTAcroNES »R JORISPRODENCIA, aplieaciSn de los Códigos y  de leyes no 

eodificadas, 1864— por  don D agoberto  J . L a g o s, A b ogado . Im prenta d el 

Á g u ila , C h illan . U n  volum en de 20t páginas. E s  una serie de anotaciones alfabéti' 

cas 'd e  m aterias resueltas por los T ribun ales y  de sentencias publicadas en la Caceta 
d e los mismos. E s  un trabajo en  el que se ha seguido el mismo m étodo qu e en el 

d el señor P laza, que llega  hasta 1890, y  en d el m onum ental det seflor R avest, que 

sigue publicándose con el nom bre de D ittionario  y  en que sólo la letra A  ocupa 

cerca de quinientas páginas. H em os expresado antes nuestro ju icio  sobre las publi­

caciones d e  esta clase: confirmamos que prestan ellas un positivo servicio, porque 

aunque las sentencias judiciales no tengan fuerza obligatoria  sino respecto de l** 

causas en que actualm ente se pronunciaren, ellas son fuente de interpretación d o c­

trinal de las leyes. L a  respetabilidad d el m agistrado que las suscribe, su versación 

juríd ica y  sus ju icios bien inspirados, no menos que el interés d e  la ley som etida i  

interpretación, com unican á tales piezas ju diciales uji m érito indiscutible. S erá  siem­

pre de actualidad, sin em bargo, recordar al respecto de que hablam os, las palabra* 

del m alogrado jurisconsulto don José Bernardo Lira en el prológo d e  su P k o n tü A » !® ’ 

D espués de añrm ar que "es m uy ocasionada á errores esta ciencia que se bel)e en el 

estudio de los fallos ju diciales", y  d e  citar diversos autores nacionales y  extranjero» 

«n apoyo-de su tesis, term ina: "A s i son los jueces: no h ay ninguno que no transij*» 

no hay ninguno que no tenga que transijir con los hechos y  atem perar el d e r e c h o  *  

las circunstancias p arti:ulares de cada caso . SI, es, sin duda, una desgracia P®'̂ * 

la ciencia  el tener que repudiar tantas veces las obras d e  los jueces; pero no I» ** 

para la ju sticia , que quiere que se considere á  lo sh o m b ies tales com o son y  no tale* 

com o debieran ser. L o  m alo seria que el ju ez ajustara los hechos á  una volunta •  ̂

alterando los elem entos del ju icio  para escapar d e  un principio que le  importunír»-'*

’ ' L a  D i r e c c i ó n

\ \

í,.
V "'-'



AÑO VIII Santiago de Chile NÚMS. 5 y  0
I." de octubre y  i.® de noriem bre de 1892

ifim  fOBBE m i l
U M A R T O . — N otas editoriales: P royecto de ley  d e  reforma del C ó d ig o  C iv il (con­

clusión): la libertad de testar, por don C arlo s A .  Palacios Z .— D el prim er acer­

vo  im aginario. E studio legal destinado á  li>s actuales alum nos de segundo año 

de C ó d ig o  C iv il en la U niversidad d e  C h ile, por dón Paulino A lfo n so .— D e 

las servidum bres é  indem nizaciones en el C ó digo  d e  M inería, por don Carlo s 

A . Palacios Z .— ¿Puede un procurador d el nún>ero representar á un litigante 
f|ue hn apelado d e  una sentencia, sin presentar poder suyo, pero si fianza de 

Mto? por J . M . G .— A n trop ología  crim inal (conclusión), por don M anuel 
T o rres C am p os.— R evista  bibliográfica, por L a  D irección.

' • N O T A S  ED ITO R ^ IA LES

P R O V E C T O  D E  L E Y  D E  R E F O R M A  D E L  C Ó D I G O  C I V I L  

(  Conclusión)

■ L A  L I B E R T A D  D E  T E S T A R  /  .
" . \

El testamento es uno de los dos modos de disponer de los 
oienes á título gratuito.

 ̂ Los preciosos monumentos que la tradición nos ha conser­
v o  de los tiempos heroicos, nos prueban que el testamento 

'existía ya. .

Las narraciones bíblicas y  los sublimes poemas de Homero, 
Sos maravillosos documentos, vestigios de la más alta anti-

del̂ t ejemplos que demuestran la existencia
testametíto en las épocas más remotas. ,
‘ógenes Laercio nos ha conservado los testamentos de 

^r^tóteles, Platón y  Epicuro.

su \ *1° es una facultad que se base en el pre-
o derecho natural, como lo pretende una escuela, furKlándose 

esta facultad es universal y  en que las naciones son 11a-
» * V 1 S T A  l 'O B K N S F ..— T O M O  V I H



maclas á sancionarla por un instinto ó impulsión natural. Lo 
primero es incompatible con las severas restricciones de los 
códigos modernos; lo segundo es contrario á los hechos consta­
tados en la historia por el derecho antiguo: en las sociedades 
primitivas un estado en que no había testamento ha precedido 
siempre en el desarrollo jurídico á uno en que el Legislador 
permite, bajo restricciones más ó menos extensas, que la volun­
tad del propietario prefiera á las pretensiones de sus pa­
rientes.

En efecto, el derecho de testar no ha nacido con el hombre; 
..es un producto social que se ha ido adquiriendo lenta y  gra­

dualmente á medida que en la larga serie de los siglos la 
sociedad ha ido sintiendo el benéfico influjo de la ley de la evo­
lución. E l derecho, forma y  condición de la vida, se desenvUelve 
poco Á poco con la vida de la humanidad.

Los modernos estudios de investigación histórica y  socioló­
gica de Sumner Maíne, Ganz, Lubbock, etc., que en cierto 
modo han reconstruido el pasado, nos permiten afirmar que en 
aquella época que ha sido en lo antiguo ensalzada por la reli­
gión y  cantada por la poesía como la edad del oro, y  que es el 
punto de partida de la civilización, nació el derecho de testar, 
nó para disponer de los bienes, pues que en las sociedades pri­
mitivas la propiedad era común, sino para indicar quien, á la 

' muerte del jefe, seguiría gobernando la familia y  proveyendo 
los .sacrificios religiosos.

La propiedad individual se ha idlo formando á medida qu® 
la conciencia de la personalidad se despertaba y  fortificaba po<" 
medio del trabajo. Entonces, y  junto con ella nació parcial­
mente el derecho de testar, y  ha ido desenvolviéndose poco a 
poco hasta alcanzar su completo desarrollo en una época bien 
lejana de nosotros, cuando la ley de las Doce Tablas, dispuso en 
la tabla V  “que la disposición del padre de familia sobre si* 
patrimonio y  la tutela de sus hijos fuera tenida como ley."

A  los romanos perteriece el honor de haber reconocido e 
testamento tal como lo entendemos al presente, de esta insti­
tución que, después del contrato, ha ejercido la más grande 
influencia en la transformación de las sociedades humanas.

En todos los testamentos que ellos tuvieron, se nota el origc*^
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primitivo en la institución del universitns juris, es decir, ¿n la 
continuación del difunto en el heredero con todas las cargas y  
derechos, esa condición de persona jurídica en la herencia que 
no se explica s¡no por el carácter primitivo de la facultad de 
testar en la especie de corporación llamada familia. '■

Varios siglos después de las Doce Tablas, se introdujo cii el 
Derecho romano un conjunto de reglas destinadas á impedir 
que se desheredase á los hijos; el pretor proveía á este objeto 
por medio de su jurisdicción, y  después apareció un procedi- 
•^lento de carácter irregular y  de origen incierto en la querella 
inofficiosi testainenti, procedimiento que permitía á los descen­
dientes atacar el testamento de su padre cuando habían sido 
injustamente desheredados. De aquí el origen de las legítimas, 

en un principio eran la cuarta parte de los bienes que los 
*̂ >jos habrían heredado abintestato. Justiniano la aumentó des­
pués á la tercera parte cuando los hijos eran cuatro ó menos, y  á 

mitad cuando eran más de cuatro. Después de la época mc- 
en que estuvo en todo su vigor el derecho de ainesse, cuyo 

'̂■'gen, debido á una causa política transitoria, todos conocemos, 
as legislaciones modernas adoptaron el sistema de testar 

'■estringido por Justiniano.
Derecho español introdujo entonces una innovacií>ii que 

nosotros conservamos: las mejoras.
'■edactor de nuestro Código quiso implantar en él el üíste- 

ma de !a libertad absoluta cuyos beneficios prácticos había 
'«o apreciar en Inglaterra; pero el Consejo de Estado ró- 

y  hubo de resolverse que el propietario sólo
 ̂aisponer libremente por testamento de la cuarta parte 

de sufi k* ,

•nitad orden de los descendientes legítimos, do la
I legitimarios, y  de todo el patrinnonio

demás casos.

'̂n l a L e g i s l a d o r  derecho de imponer esas restriccioncs?
■ *' '̂fons iniciada sobre el proyecto en el Club, el seiior

°  que el Legislador tiene derecho para imponer
terminando con la muerte la perso-

‘ndividuo, no puede exigir que .sea respetada su
5os K:  ̂ '̂ ‘̂ P̂ués de aquélla en lo que toca á la distribución de 

' ^*cnes. .

b i b l i o t e c a  

BKS».A



El seftor Alfonso se ha hecho el eco de algunos autores que 
como Kant, Gros, Krug, etc., no admiten la facultad de testar, 
porque la muerte estingue todos los derechos del hombre con 
la voluntad que los crea, y  llegan á sostener que los bienes 
quedados por fallecimiento del que con su trabajo los reunió, 
se convierten en bienes vacantes que pertenecen al Estado ó al 
primer ocupante.

Esta teoría es seguida en la práctica por algunas tribus sal­
vajes del África Central. Según Lander, en Yenne y  en los 
distritos inmediatos, á la muert^ de un propietario, no se res­
peta su propiedad, cada cual toma lo que mejor le place sin 
tener para nada en cuenta á la viuda ni álos hijos; Livingstone 
cita costumbres análogas entre los banyai\ según Gerland, lo 
mismo sucedía en las islas Sandwich; Crantz cuenta que lo 
mismo pasaba entre los groenlandeses, y  Tisson entre los sal­
vajes de Vannua Lebu. En Inglaterra quedaban en el orden 
político vestigios de esta'costumbre hasta el reinado de Juan: 
los delitos cometidos en el interregno no se castigaban, y  para 
evitarlos se supuso que el rey nunca muere: de aquí la fórmula: 
jmurió el rey! ¡viva el rey! que aplicada á la propiedad se traduce 
en el Derecho civil por la saisine.

Esta teoría, que, como se ve, no carece de defensores, ha sido 
combatida victoriosamente por los grandes jurisconsultos mo­
dernos Troplong, Demolombe, Dalloz, Saintespés-Lescost, 
etc., los que reconocen la facultad de testar como inherente al 
derecho de propiedad. Y a  antes de ellos la habían sostenido 
los escritores del siglo X V II  y  algunos del X V III  como Hugo 
Grocio, Puffendorf, Barbeyrac, Wolf, etc, y  el consejero Bigot' 
Preauméneu y  el tribuno Jaubert, al hacer en el Consejo de 
Estado de Francia la exposición de los motivos del título de 
los testamentos, reconocían que la prerrogativa más eminente 
del derecho de propiedad es la de testar. '

Si en los ensueños de Rousseau y  de Mably y  en las vana^ 
declamaciones de Robespierre, de Brissot y  de Babcef, se so®" 
tiene que la facultad de testar es un privilegio social, hay 
lo menos lógica, porque ellos parten del principio de qu® 
pro¡)iedad es contra natura.

A l contrarío de lo que piensa el señor Alfonso, creo qu® tiO
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hay ninguna razón que se oponga en derecho á que el hombre 
haga durante su vida una disposición respecto de sus bienes, 
bajo la condición de que principie á producir sus efectos desde el 
momento de su muerte. Es un negocio que tiene su causalidad 
en la voluntad viva, pero suspendida en sus efectos para el caso 
de muerte. La facultad de disponer de los bienes mortis caussa 
tiene el mismo fundamento que la de disponer de éstos por 
acto entre vivos y  puede decirse que es uno de éstos, el último. 
No debemos olvidar que el derecho de la propia terminación 
de la personalidad individual respecto de los bienes, se ejercita 
á menudo durante la vida con efectos que trascienden de ella.

La naturaleza racional del hombre que persigue fines lícitos 
de beneficencia, de gratitud, de afecto, fines que se extienden 
con preferencia más allá de la vida, tiene también el derecho 
de afectar un conjunto de medios para el cumplimiento de estos 
fines. Rehusar al hombre el derecho de testar, es considerarlo 
como un sér puramente sensible, incapaz de concebir un fin 
más allá de la vida; ó como dice Ahrens, hacerlo obrar siguien­
do esta máxima: después de mí, el diluvio.

La facultad de testar no es, pues, una simple concesión de 
la ley; anterior á ella, es una de las consecuencias del derecho 
de propiedad; de suerte que si la sociedad civil no puede exis­
tir sin la propiedad, no puede tampoco conservarse sin el dere­
cho de testar.

Las restricciones á este derecho establecidas en nuestro Có­
digo, no son, como cree e! señor Alfonso, un desconocimiento 
de la capacidad' de disponer y  una concesión de la ley: la ca­
pacidad queda entera, el Código no trata de ella al establecer 
las legítimas; éstas son, nótese bien, r)ó una incapacidad de la 
persona, sino una indisponibilidad de la cosa, de la porción le- 
Sitinia. ; '

La adopción del señor Alfonso de esa extraña teoría tiende
'tentar el principio de que si hoy conseguimos la reforma que 

"idica el proyecto, el legislador podrá, ejercitando su derecho, 
''olver mañana sobre .sus pasos, pues puede considerar que en— 
Gonces no e^cisten las razones de conveniencia que hoy la acón-» 
«ejan.

Es necesario dejar claramente establecido que con las res«
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tricciones á la libertad de testar, el legislador ha invadido un 
campo vedado, á donde no alcanza su acción y  de donde debe 
retirar su mano. ,

Pero si la facultad de testar es una consecuencia de la pro­
piedad y  no una concesión de la ley civil ¿querrá esto decir 
que un padre, que un hijo, pueden ejercitar ese derecho con 
amplísima libertad? Creo que no, pues reconociendo el derecho 
de personalidad, de propiedad y  de libertad, es preciso tener en 
cuenta el lazo de familia y  hacer que el testador respete las 
obligaciones naturales que resultan del matrimonio y  del pa­
rentesco. ¿Cuáles son estos deberes y  respecto de quienes se 
tienen?

K1 nacimiento de un hijo crea el lazo sagrado de la familia; 
la relación de derecho que existe entre el padre y  el hijo es 
recíproca: uno y  otro tienen derechos que hacer valer y  obli­
gaciones que cumplir. Por esto los padres y  los hijos se deben 
mutuamente ayuda y  asistencia.

La ayuda que los hijos tienen que recibir consiste particu­
larmente en la alimentación, conservación y  educación; los pa­
dres pueden, en caso de necesidad, reclamar socorro de los 
hijo-s*. ,

Los deberes materiales del padre terminan cuando los hijos 
han llegado á una edad en que pueden bastarse á si mismos, 
si han adquirido la educación. Los deberes del hijo nacen 
cuando el padre necesita de .socorros. E l Estado tiene que to­
mar medidas para que no queden destruidos estos derechos, ni 
se hagan ilusorias esas obligaciones, ya  que el Estado no debe 
cargar con ellas sino á falta de otros directamente afectos á 
esas obligaciones. ,

Obedeciendo á este principio de justicia familiar, casi todas 
las legislaciones han impuesto al testador la obligación de de­
jar una parte determinada al conjunto que sobrevive. De aquí 
el origen de las legítimas. Si se busca su abolengo, se encuen­
tra que en unos pueblos és romano y  en otros germano; per® 
si .se atiende á .su relación con otras instituciones jurídicas, y  
.sentido en que, por lo general, lo mantienen los códigos mo­
dernos, .se puede asegurar que viene de la primera de aquellas 
legislaciones. En efecto, las legítimas en la germana eran utia
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consecuencia de la propiedad de la familia, de este principio y  
de este hecho que explica la ausencia del testamento, de que 
hablan Tácito y  César, ausencia confirmada por los estudios 
modernos. En Roma, por el contrario, donde se implantó en 
un principio por las Doce Tablas la absoluta libertad de testar, 
aparecen como una limitación puesta á esta libertad por el de­
recho imperial, restricción inspirada en el deseo de consagrar, 
de erigir en obligación civil los deberes que dicta el afecto y 
que impone la naturaleza. ,

H oy no cabe sostener que son una consecuencia de la co-pro- 
piedad de la fam ilia  cuando ésta de hecho no existe, y  cuando 
en principio es incompatible con la emancipación del hijo por 
edad, hoy generalmente admitida. •

Atribuyo á la diferente concepción de estos deberes, la gran 
variedad de regularlas por los códigos, pues unos sólo las con­
ceden á los descendientes, los más á descendientes y  ascen­
dientes, algunos hasta los colaterales más ó menos lejanos, po­
cos Á los hijos naturales y  otros al cónyuge, como lo demuestra 
Con los códigos que cita. .

Considero que esos códigos, entre los cuales está el nuestro, 
exageran en demasía las obligaciones de la familia, ya  por el 
grado á que la hacen llegar, ya  por la cantidad en que tradu­
cen esas obligaciones.

«J Por el grado á que la hacen llegar, porque la sucesión 
testamentaria no debe regirse por la ficción de la voluntad 
presunta sino por el orden de los deberes reales que el difunto 
estaba obligado á cumplir en vida. Estos deberes son relativos 
te  ̂ padres legítimos ó naturales, á los descendien-
1^1 y  ̂ naturales y  su posteridad, pero sólo
su f  porque el padre de un hijo natural debe cargar con 
ext^ ^ de su hijo, pues habría algo de inmoral en
tura[**̂ *̂̂  obligación á la descendencia natural del hijo na-

deb  ̂ cantidad en que traducen e.sas obligaciones, porque 
hij relativas á ios alimentos y  á la educación de los
t e s t a d t i e n e n  todavía necesidad de ella á la muerte del

Sf'l '
o en uno de los pueblos de Europa, en la Inglaterra, !a
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facultad de testar es limitada, salvo la reserva concedida á 
la mujer; en América, los norte-americanos no tienen esa re­
serva. , ' 

Considero estos dos sistemas incompatibles con los deberes 
y  los sentimientos de la familia, y  creo que entre los dos extre­
mos debe buscarse el justo medio. A  su juicio, el proyecto 
consulta la verdadera y  justa teoría: reconoce la amplia facul­
tad de testar con sólo las limitaciones que imponen los deberes 
á que se viene refiriendo. Juzga, sí, que no están bien traduci­
das en el proyecto estas ideas; i)  porque él extiende las asig- 
iraciones alimenticias á todos aquellos á quienes se debe por 
ley alimentos, lo que es ir más allá de donde alcanzan los de­
beres de familia; 2) porque sólo se habla de la necesidad d« 
alimentos y  nó de la educación. Considera conveniente aclarar 
este punto, pues no encuentra claf-o que los ¿bastos de educa­
ción estén incluidos en los alimentos, bien que pudiera decirse 
lo contrario; 3) porque consecuente con la ¡dea que milita en 
favor de la supresión de las legitimas, debería también modifi­
carse el artículo 332 del Código Civil, que da derecho para 
demandar alimentos congruos al descendiente varón legítimo 
aun mayor de 25 años, aunque no tenga impedimento corporal 
ó mental para el trabajo, si no tiene bienes ó medios de ganar­
los que le permitan vivir con arreglo á .su posición social. D e­
bería rebajarse también á 2i años la edad que ese artículo fija 
para los casos que contempla. •

Juzga que la facultad de testar, asi entendida, tiene grandes 
ventajas sobre el sistema de la porción legítima, ^on ella no .se 
atacan, como ha demostrado, ni el derecho de la personalidad 
humana ni el de propiedad.

Es más justo, porque sólo el propietario es capaz de tomar 
en consideración las necesidades que tendrán después de .su 
muerte las personas que dependen de él, ya  que la ley de suce- 
.síones no puede ser sino muy imperfecta y  reglar .sólo para la 
generalidad de los casos, lo que comunmente hace que herede 
igual suma el pobre que el rico, y  hace premiar tanto al que lo 
merece como al indigno. E l sistema que se propone permit? al 
testador que, mediante la distribución de su hacienda, pueda 
recompensar á unos, castigar á otros, alentar á los que se incli-
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al bien y  dar consuelo á los que experimentan las desgra­
cias de la naturaleza ó los reveses de la fortuna.

Considerando el hijo al padre como un deudor forzoso en el 
-Sistema de las legítimas, le respeta menos que si nada debiera 
esperar de él, á no ser que lo merezca. E l absurdo sistema de 
^^gítimas y  alimentos mal entendidos de nuestro Código, colo­
ca al propietario ni siquiera en la situación de un usufructuario, 

la de un simple administrador de biene.s!
Revestido el padre de la facultad de testar, semeja en los 

límites de su hogar á la justicia que premia y  que castiga. 
^ 3̂ ce más respetable la autoridad paterna y  asegura la sumi- 
sióu de los hijos, y  esta sumisión hace llenar mejor los deberes 

la familia.
Observo que las legítimas que aseguran á la mujer una for- 

*Wna personal que ha de llegar á sus manos en algún tiempo, 
J'elajaii el principio en que se basa esa unión que debe llenaren  ̂

corazón del sér humano esa aspiración constante de dulcí.si- 
esperanzas. Las legítimas son para la mujer una causa fa- 

en la felicidad del matrimonio, que contraído frecuentemente 
ese que debe ser el punto de partida, concluye como 

concluir!
Juzgo que no debe olvidarse á este respecto cierta relación 

’*>*tioral que existe entre las legítimas, el matrimonio y  los pes- 
^*dores de herencia, relación que constantemente turba la paz 

hogar en mengua del orden que debe existir en las familias,
 ̂ mengua hasta de la dignidad y  del decoro! Celebrado un 

^^trijnonio sin la voluntad de los padres, llamados por la na- 
■’aleza y  por la ley á velar en este terreno por la felicidad de 

S’Cerca de la cual raramente se equivocan, seria natu- 
ellos pudieran castigar este paso por medio del testa- 

^^nto, Pero ¿qué sucede? Los hijos dicen "ya llegará mi edad 
casarme. II Ese m i edad y podré refieren á las legí- 

efecto, á la muerte del padre reciben su porción legí- 
 ̂de la sucesión de aquel á quien han burlado. Esto es inicuo; ' 

, Uente perenne de tristeza y  desconsuelo para los padres. 
.̂ Ĵ̂ zgo que esto es autorizar el robo, y  ¡qué ley la que auto* 

robo! Lejos de nosotros ese absurdo y  funesto sistema de 
^gítimas! Ellas menoscaban la virtud y  fomentan el vicio
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en la familia, en la familia fuente, principio y  base de la socie­
dad, escuela del ciudadano y  reflejo de lo que ha de ser la hu­
manidad! ■

Los hijos no siempre son hijos, pero siempre son legitimarios: 
el adulterio explica esto, al mismo tiempo que condena las 
legítimas.

Examinando en seguida las legítimas á la luz de la Economía 
Política, las encuentro menos aceptables aún. En efecto, la 
Economía Política no descubre razón alguna para que los le­
gitimarios pretendan un derecho sobre los bienes afectos á las 
legítimas.

El orden económico de la sociedad dice que el padre no tiene 
otra obligación que la de subvenir á las necesidades del hijo y 
formarlo de modo que pueda, una vez adulto, .satisfacer por sí 
mismo sus necesidades: el que llega áe.ste estado debe empezar 
á llenar su función social. '

Sin la libertad de testar, el propietario no .se interesará en la 
conservación de sus bienes hasta su muerte, si la repartición que 
de ellos hace la ley no está conforme con sus deseos.

Una vez que haya previsto á sus necesidades, preferirá el re­
poso al trabajo. De este modo su actividad será sustraída para 
la producción. .

Con la libertad de testar todo cambia de aspecto. De ella na­
cen multitud de pensamientos que vienen á sostener y  estimular 
la actividad de los individuos; de aquí un interés para el traba­
jo y  para el ahorro.

Los hijos, no contando con las legítimas y  pensando sólo en 

bastarse á sí mismos, desplegan en los negocios ese raro espí' 
ritu de empresa que Mr. Courcelle Seneuil nota en los segundo­

nes de Inglaterra, y  que vemos en los norte americanos.
Las legítimas dividen el patrimonio del padre en partes igu*' 

les. De aquí resulta un grave inconveniente: cada hijo se educa 
con el hábito de gastos superiores á los que le permitirá soste­
ner la parte que le corresponda de la sucesión paterna. CorrO' 
bórase esto con algunos ejemplos, que hacen ver las consecuen 
cias que de esto fluyen naturalmente si .se toman en cuenta la-'’ 
ideas y  costumbres de nuestra sociedad, en la que trata de ga®' 
tar lo mismo el que tiene lo  que el que tiene 50. '
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■ De aquí un empobrecimiento sensible que altera la condición 
de los herederos.

El sistema de las reservas acostumbra á los hijos á una vida 
ociosa y  muelle, que los coloca en triste situación si, á causa de 
reveses de fortuna, de operaciones aventuradas, hasta de casos 
fortuitos, el padre no deja á su muerte ni capital ni rentas. La 
niiseria les impulsará al robo ó á la mendicidad, ó al trabajo; si 
se deciden por éste, desempeñarán un pobre papel en la concu­
rrencia por no estar acostumbrados á él. '

Las particiones, consecuencia lógica y  necesaria de las legíti- 
presentan dos graves inconvenientes. De un lado, suscitan 

'■encillas y  pleitos en ej seno de las familias, y  retardando el 
S»ce de los bienes hereditarios, ocasionan á los herederos un 
^año muy superior al beneficio que pudieran alguna vez aca- 
■■rearíes; los bienes llegan muy disminuidos y  tarde á manos de 
los herederos. Por otra parte, tienden á producir pésimos resulta­
dos en la industria, como .se vé si, verbigracia, se trata de una 
fñbrica, de un todo, que para los resultados benéficos de la pro­
ducción debe permanecer indivisa. Muerto el propietario, los le- 
Sitimarios .se echarán sobre ella y  -vendrá necesariamente la 
''crita, lo que la hará caer en manos inexpertas que hasta allí no 

han manejado. De aquí una pérdida para la producción, ade- 
del poco interés de fomentar en los países de legítimas 

Establecimientos de esta clase. Los grandes países fabriles son 
^•íuellos donde la libertad individual no teme que la ley ha- 

particiones contrarias al interés ó á los deseos del propie- 
Urio. .

considero las legítimas y  la libertad de testar en relación 
la latifundia i la pulverización del suelo, esos dos extremos 
temibles en la división de la propiedad rural, y  que tan- 
medidas legislativas han hecho tomar en los países de 

''ropa.

. espíritu de rutina y  el respeto religioso por el Código, ha 
Impedido Ilev ar á cabo esta reforma; en el mismo Club se ha 

'cho que el Código está muy poco estudiado y  que todavía no 
llegado el caso de acometer la magna empresa de su revisión 

 ̂ ‘■̂ forma.
Recuerda á este respecto un ejemplo que don M. L. Amuná-
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tcgui señalaba á las rc[)úblicas hispano-amcricaiias para cam* 
biar su organización política. .

Durante muchos años la navegación cid Callao á Chile fué 
tan larga que las naves necesitaban un afio entero para venir y  
volver, porque no osaban alejarse de las costas é iban haciendo 
escala en los puertos intermedios. A l fin, el piloto que dió su 
nombre á las islas de Juan Fernández, apartándose de la tierra 
y  aventurándose en alta mar, buscó su camino sin temor al tra­
vés áel océano y logró llegar á Chile en poco más de 30 días.

Su inteligencia y  su audacia le valieron el apodo de brujo p 
un proceso de' la inquisición de Lima; pero á pesar de esto, la 
navegación entre Chile y  el Perú no duró ya jmsís sino Mrs.

Debemos hacer como Juan Fernáncjez el brujo: abandonar la- 
costa y, sirviéndonos de guía todos los que violan las legltiuhs, 
emprender sin miedo la reforma que se propone.

Se dice que siendo el Código una obra maestra, debe ser res­
taurada como las estátuas griegas descubiertas en el renaci­
miento, por iu-tistas tan distinguidos como Miguel Ángel.

Sin*pronunSiarme acerca de c^efetichismo por el Código, creo 
que tenemos esos Miguel Ángel llamados á hacer la reforma- 

Además, aunque la reforma no sea tan suficientemente pulida 
y  arreglada al arte, siempre será preferible al bochornoso siste­

ma de las legítimas, de esa especie de ropa vieja á que se ticn® 
simpatía, pero que no llega al cuerpo.

Creo que, ya que se ha abierto discusión en el Club para ' 
jar el programa del partido liberal, debe escribirse en él el p*""’ 
cipio de la libre facultad de testar, porque él tiende á darnos 
una libertad que no poseemos sino de una manera incompl*̂ ^®’ 
y  porque las legítimas violan la primera de todas las l i b e r t a d e s »  

la libertad individual, es decir, la libertad corporal, el libre jueS ’̂ 
de nuestra actividad  y  el empleo libre de la propiedad y  dd 
pital, y  las legítimas violan este tercer elemento de la libert̂ ^̂  
individual. Creo que así se podrá organizar esa d e m o c r a c i a   ̂

bre, laboriosa y  moral en que cada individuo aprende 
narse á sí mismo desde la infancia y  en que cada uno tiene 
cuidado de su conducta y  de su vida y  la libre disposición 

lo que es suyo.
Los efectos que ha producido y  produce la aplicación P*"

PONTtFICIA 
, UN IVERSIDAD

p ]  C A T Ó L IC A  Dt 
V A L P A R A ÍS O



t'ca de esta libertad, son los mejores argumentos en favor de 
ella. •

Los Estados Unidos son el prodigio de las naciones en el si- 
S'o X IX , laque más ha adelantado en los últimos 60 años y  

por muchos aspectos ha dejado atrás á las naciones del vie­
jo continente. E l sabio autor de "L a  Democracia en Américan 

dicho que no hay en la tierra naciones más miserables que las 
ía América del sur. La gran diferencia que hay entre la prós­

pera república anglo-americana, y  las enfermizas repúblicas his- 
Pano-americanas, se ha atribuido á cuestión de razas. No cree 

los pueblos de origen latino estén condenados á decaden- 
á causa de la sangre que corre por sus venas, á consecuencia 

® Una causa fatal que, por serlo, el hombre no puede mudar.
La razón de esta diferencia la encuentra en el grado de ¡ns- 

I^Ucción y  de libertad á que las unas y  las otras han llegado, 
^asta el siglo X V I, las tres naciones latinas por excelencia, 
. *̂‘̂ ĉia, España é Italia, poseían libertades muy semejantes á las 
l’̂ glesas. L a España á las órdenes de Carlos V  se encontró bas- 
. fuerte para intentar en su provecho la reconstrucción del 
"^l^rio romano, y  cuando conquistaba la América el sol no se 
Ponía en sus Estados. No es, pues, la raza, 
la la gran República del norte, debemos estimular
1 ^ individual  embotada por nuestras leyes, y  hacer que 

Ciudadanos en vez de entregarse al dolce fa r  nicnte que per­
la  ̂ autorizan las legítimas, contribuyan con su actividad á 
ĵ '̂^ '̂^Pcridad general. El libre y  completo descnv'olvimiento de 
'̂ icliT̂  facultades en los Estados Unidos, es lo que ha produ- 
•Jad* notables progresos de esa nación prodigiosa. Los ciu- 
gin República han expresado con una frase ori-

individual, la situación en que se han 
de sacarlo todo, recursos y  protección, de sí mismos,
Sĵ .’l e'icrgía de voluntad que cada uno desplega, de eso que 
•nd’ ayuda propia. ¡Qué más contrario áesta soberanía

que el sistema de nuestro Código que permite al 
 ̂ expensas del padre aun después de la mayor edad! 

'lUe contrario al estado muelle de nuestra juventud que lo 
° '̂^crva en Estados Unidos, donde los hijos de los millo- 
cmpiezan á ganarse su vida como empleados en las ñibri-
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cas de sus padres! Nosotros nos preocupamos solo del placer de 
vivir, sin acordarnos jamás de que cada ciudadano debe algo á 
su patria, al progreso y  á la humanidad.

Nada más contrario á la ayuda propia que las limitaciones á 
la libertad de testar impuestas por ese código que se ha compa­
rado con las estatuas griegas. Si los Estados Unidos son gran­
des, es porque sus ciudadanos son laboriosos, económicos y  mo­
rales. Si son laboriosos, es porque no esperando nada de nadie, 
pretenden alcanzar el fruto de su actividad, la propiedad; si son 
económicos, es porque saben que pueden disponer de ella á su 

-antojo,ya durante su vida, ya para después de su muerte.
No es, pues, una utopia, pedir que se borren del Código esas 

leyes; es sólo pedir el goce de las libertades que han hecho y  
hacen la fortuna y  la grandeza del pueblo más tranquilo, más 
moral y  más poderoso de la tierra. Dejemos que cada hombre 
use como lo entienda de las facultades que ha recibido de Dios, 
y  tengamos la seguridad de que quien ha sabido crear y  conser­
var como propietario, sabrá conservar como testador. A sí em* 
|X’zaremos á hacernos dignos de esa antigua raza latina tan in* 
justamente denigrada y  tan noble, y  seremos dignos de llevar el 
recuerdo de su gloria; así justificaremos aquella opinión vertida 
por Mr. Ampere, que sostiene que la Alejandría del porvenir, 
futura metrópoli del mundo comercial se ha de levantar necesa' 
riamente en el territorio de estas que al presente se llaman 
serables repúblicas.

■ C a r l o s  A. P a l .\ c i o s  Z.

D E L P R IM E R  ACERVO IMAGINARIO

e s t u d i o  l e g a l  d e s t i n a d o  á  l o s  e s t u d i a n t e s  d e  C ü D I ^ ^

C I V I L  E N  L A  U N I V E R S I D A D  D E  C H I L E

A ut. 1185 '

"P a ra  com putar las cuartas de que habla el artículo 

precedente, .se acum ularán im aginariam ente al acervo 

líquido todas las donaciones revocab les ó irrevocabl^®^
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fechas en razón de legítim as ó de m ejoras, según el 
'^alor que hayan tenido las cosas donadas al tiem po de 

entrega, y  las deducciones que, según el artículo 1 1 76, 

hagan á la porción conyugal.
“ Las cuartas antedichas se refieren á este  a cervo  ima- 

8>nario.ii

"Para computar las cuartas de que habla el artículo prece- 
Como, según el artículo 1184, no hay lugar á la 

formación de las cuartas sino en el orden de sucesión de los 
'^Ascendientes legítimos, parecería, á primera vista, que no pro- 

las acumulaciones de que habla este artículo en los de­
órdenes de sucesión de legitimarios.

^esde luego, es evidente que en estos órdenes de sucesión 
pueden incidir donaciones revocables ó irrevocables hechas 
'■azón de mejoras, porque con ellas sólo puede el causante 
la sucesión favorecer á uno ó más de sus descendientes legí­

timos. ,

En seguida, no puede haber cuestión en orden á que, para 
' °̂niputar las mitades, deben tomarse en cuenta las donaciones 
l’̂ vocablcs hechas en razón de legítimas, y  las deducciones de 

porción conyugal, aun prescindiendo de toda disposición 
 ̂ ley que prescriba acumularlas al acervo líquido para este 

ya según pronto lo veremos, los bienes res[x;ctivos 
bienes hereditarios como cualesquiera otros, que se incluyen 

acervo ó masa de bienes que el difunto ha dejado.
 ̂ Queda, pues, reducido el interés práctico de la cuestión á 

ĵ *̂̂ 'Suar si, para computar las mitades, deben ó nó acumularse 
L ^'nariamente al acervo líquido las donaciones irrevocables 

razón de legítimas, 
el inciso i.° del artículo 1184, aplicable á todos los 
de sucesión de legitimarios: "L a  mitad de los bienes, 

''las las deducciones y  agregaciones indicadas en el artículo 
que en seguida .se expresan, etc.;n y  las primeras agre- 

lones de que en seguida se habla son las que menciona este
'̂¡'>■101,85

•̂ duce la misma consecuencia la consideración de que el
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artículo 1186, que prescribe acumular imaginariamente al acer­
vo líquido ciertos bienes donados irrevocablemente á extraños, 
no hace distinción alguna entre las distintas especies de 
legitimarios. .

Parece confirmar la misma proposición el artículo 1199, en 
cuanto de una manera implícita declara que la acumulación de 
lo donado irrevocablemente en razón de legítimas ó de mejo­
ras, para el cómputo prevenido por el artículo 1185 y  siguien­
tes, aprovecha, en general, á los asignatarios que lo son á título 
de legítima ó de mejora.

K1 examen de la historia fidedigna del establecimiento de la 
’■ ley conduce al mismo resultado.

Kn la primitiva redacción que ordenó dar al Proyecto la Co­
misión Revisora, se prescribía, en general, la formación de una 
mitad para las legítimas rigorosas, y  sólo para el caso de ha­
ber descendientes legítimos, se prescribía la formación de otras 
dos cuartas; y  sobre esta base, se preceptuaba que, para compu­
tar la mitad y  las dos cuartas, se acumulasen al acervo las do­
naciones revocables ó irrevocables hechas en razón de 'legíti­
mas, ó de mejoras, etc.

En la segunda revisión del Proyecto se prescribió la forma­
ción de cuatro cuartas en el orden de sucesión de los descen­
dientes legítimos; é impresion.ado, sin duda, el redactor por la 
idea de las cuartas, modificó la primera parte de este artículo 
en el sentido de hacerla referirse exclusivamente á ellas.

Pero, tanto no debió de tener el pensamiento de que dejara 
de formarse acervo imaginario en los demás órdenes de sucesión 
de legitimarios, que no cuidó de introducir las modificaciones’ 
correspondientes en los artículos inmediatos, el 1184 y  
1186. ■ •

' Esta doctrina es, por lo demás, perfectamente lógica y  con­
forme con el espíritu del legislador, porque de no aceptársela, se 

' seguiría el grave inconvenienJ;c de que el causante de la s u c e ­

sión pudiera á su antojo desequilibrar de una manera más ¿ 
menos considerable la condición de sus legitimarios no des­
cendientes legítimos, mediante el fácil arbitrio de hacer á uno 
ó más de ellos donaciones irrevocables en razón de legítimas.

J’ero, si es cierto que, según el Código, hay también lugar
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las acumulaciones en los órdenes de sucesión de legitimarios no 
<lescendientes legítimos, preferible habría sido que en el artículo 
1185 se hubiese hecho mérito en general de las porciones, y no 
sólo de los cuartas, de que habla el artículo precedente.

Entiéndese por acumular {ácX latín acumulare, de ad. A, y cu- 
^nulare, amontonar) juntar y  amontonar. (Diccionario de la 
Real Academia Española, doudécima edición.)

Habiendo hablado el legislador en los incisos i.® y  3.® dcl 
Artículo 1184 de las agregaciones indicadas en los artículos si­
guientes, claro es que, en su concepto, agregar es sinónimo de 

<̂̂ untular.
Según el Diccionario de la Lengua, agregar (del latín aggre- 

<̂̂ re, de ad, á, y grex, rebaño) significa unir ó juntar unas per­
donas ó cosas á otras.

Acumular imaginariamente, ó sea, acumular sólo con la ima­
ginación, significa que los bienes en que consisten las dona- 
<̂ >ones revocables ó irrevocables hechas en razón de legítimas ó 

mejoras, y  las deducciones que según el artículo 1176 se 
”^gan á la porción conyugal, no han de traerse materialmente al 
Acervo líquido, sino que ha de tomarse en cuenta su valor para 
Computar las porciones de que habla el artículo precedente.
. Es constituido el acervo liquido por aquellos bienes que s u T j - 

®>sten en el acervo ó masa de bienes que el difunto ha dejado, 
P*'cvias las deducciones que haya debido hacérseles conforme 

dispuesto en el artículo 959. ‘
. '̂■escribe en primer lugar este artículo que se acumulen ima- 

S!''iariamente al acervo líquido las donaciones revocables hechas 
razón de legítimas ó de mejoras.

Si, según lo dispuesto en el artículo 1 144, las donacione.s 
'^cables no se confirman, ni dan la propiedad del objeto do- 

sin cuando muere el donante sin haberlas revocado; y
9ue haya sobrevenido en el donatario alguna causa de inca- 

' '̂aad bástante para invalidar una herencia ó legado, salvo un 
® excepcional, es obvio que dicho objeto se encuentra le- 
fnente en el patrimonio del donante á la fecha de su falleci- 

to, del mismo modo que cualesquiera otros bienes heredi-

Conforme á esta consecuencia, no puede ponerse en duda que 
* E V I s t a  FO R IfN S E . — t o m o  V I I I  l 8
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los bienes donados revocablemente á extraños se incluyen en 
el acervo ó masa de bienes que el difunto ha dejado, y  deben, 
en consecuencia, tomarse en cuenta para la computación de las 
porciones á que se refiere este artículo, aun cuando el legislador 
no haya" cuidado de disponer que las respectivas donaciones se 
acumulen imaginariamente al acervo líquido.

Otro tanto habría debido decirse de las donaciones revoca­
bles hechas en razón de legítimas ó de mejoras, aunque no se 
hubiera contenido en el Código la disposición que nos ocupa; 
disposición que ora puede dar margen al erróneo concepto de 
que los bienes resijectívamente donados no se encontraban en 
el patrimonio del difunto á la época de su fallecimiento, ora á 
la idea, también inadmisible, de que el valor de ellos ha de to­
marse en consideración dos veces para computar las susodichas 
porciones.

Tanto es cierto que, sin embargo de haberse dispuesto la acu­
mulación de las donaciones revocables, hechas en razón de legí­
timas ó de mejoras, no considera el legislador que los bienes 
respectivos hayan salido del patrimonio del difunto, que el in­
ciso i.° del artículo 960 prescribe expresamente que los impues­
tos fiscales que gravan toda la masa, se extienden á las dona­
ciones revocables que se confirman por la muerte, sin distinguir 
entre las hechas en razón de legítimas ó de mejoras, y  las de­
más donaciones revocables; siendo así que tales impuestos figu­
ran entre las deducciones que, según el artículo 959, deben ha­
cerse al acervo ó masa de bienes que el difunto ha dejado.

Parece que al disponer el Código la acumulación de las do­
naciones revocables hechas en razón de legítimas ó de mejora-'̂ ? 
se refiere sólo á aquéllas por las cuales se han donado bienes de 
que se ha hecho entrega á los respectivos donatarios, desde qu  ̂
dispone que se acumulen según el valor que hayan tenido 
cosas donadas al tiempo de la entrega.

Empero, la circunstancia accidental de haber sido los bien '̂’ 
de que se trata entregados á los respectivos donatarios, sin 
ber dejado por eso de pertenecer al patrimonio del difunto, 
alcanza a justificar la disposición que prescribe acumularlos a 
acervo líquido, de la misma manera que los bienes donada 
irrevocablemente en razón de legítimas ó de mejoras, cuyas cU"
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cunstancias, como luego lo veremos, son, para este efecto, pro­
fundamente diversas.

Confírmase lo que precede con el hecho de no haber prescri­
to el Código que se acumulen imaginariamente, ni de otro modo 
alguno, al acervo líquido las donaciones revocables hechas á 
extraños, aunque las cosas donadas se hayan entregado á los- 
respectivos donatarios; lo que no es, por cierto, un obstáculo pa­
ra que éstas se consideren incluidas en el acervo, de la misma 
manera, y  por la misma razón que cualesquiera otros bienes 
hereditarios. '

Si sólo hubiera dispuesto el legislador que se acumularan 
imaginariamehte al acervo líquido las donaciones irrevocables 
hechas en razón de legítimas ó de mejoras, y  las deducciones 
Rue, segvm el artículo 1 176 se hagan á la porción conyugal, es 
claro que habría sido improcedente la acumulación de las do­
naciones revocables hechas en razón de legítimas ó de mejoras; 
pero de ello no habría podido en manera alguna inferirse que 
’io debía tomarse en cuenta su valor para computar las porcio­
nes de que habla el artículo 1184. '
 ̂ Y  sí, á mayor abundamiento, hubiera querido evitarse esta 
'legítima consecuencia, nada habría sido más fácil que con­
seguirlo, mediante una disposición exenta de los inconvenien­
tes de que adolece la que prescribe acumular imaginariamente 

acervo líquido las donaciones revocables hechas en razón de 
egítimas ó de mejoras.

l'receptúa, en segundo lugar, este artículo, que se acumulen 
'Imaginariamente al acervo líquido las donaciones irrevocables 

^ehas también en razón de legítimas ó de mejoras.
La donación entre vivos (ó irrevocable) es un acto por el cual 

^na persona transfiere gratuita é irrevocablemente una parte de 
'’Us bienes á otra persona, que la acepta (artículo 1386).

orno los bienes donados irrevocablemente en razón de legí- 
funt^ niejoras no se encontraban en el patrimonio del di- 
cia  ̂ fecha de su fallecimiento, ni pueden, en consecuen- 

como constitutivos del acervo líquido, bien ha 
' o el legislador disponer que se acumulen imaginariamente 

tículo acervo para la computación á que se refiere este ar-
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Y  de hecho as{ lo ha dispuesto, porque las respectivas dona­
ciones que son, según la ley, imputables á legítimas ó mejoras 
(articulo 1198), han debido considerarse como anticipos de 
aquéllas ó éstas.

Provee, por lo demás, la susodicha acumulación, á igualar la 
condición de los legitimarios, ó de los asignatarios de la cuarta 
de mejoras, en su caso.

No militaban las mismas razones para ordenar la acumula­
ción de las donaciones irrevocables hechas á e.xtraños, y  por eso, 
en general, el Código no la ordena.

.. Como cabía, empero, la posibilidad de que por medio de 
esas donaciones se disminuyera demasiado la cuantiado las le­
gítimas y  de las mejoras, creyó conveniente el legislador es­
tablecer en el Código la disposición del artículo 1186.

l)eben entenderse hechas en razón de legítimas ó de mejo­
ras, no sólo las donaciones revocables ó irrevocables en que se 
haya expresado esta circunstancia, sino también todas aquellas 
que, según la ley, deban imputarse á legítimas ó mejoras (artí­
culo 1198).

, Confírmase lo que precede con la siguiente disposición del 
Proyeqto: "Para computar las legítimas rigorosas se agregarán 
imaginariamente á la tnasa, acervo o cuerpo de bienes las donacio­
nes revocables ó irrevocables, otorgadas por escritura pública, é 
imputables á la legítima (artículo 1346).

Por otra parte, si así no fuese, se dejaria al arbitrio de los tes­
tadores un medio fácil de eludir la acumulación, perjudicando 
á los asignatarios forzosos á quienes ella habría debido favo­
recer.

Se dice 'en este artículo que la acumulación de las donacio­
nes revocables ó irrevocables, hechas en razón de legitimas 
de mejoras, debe hacerse según el valor que hayan tenido 1̂  ̂
cosas donadas al tiempo de la entrega. ■

Respecto de las donaciones revocables, acaso sería más lógicí'» 
como oportunamente kc ha observado, la regla de que se acu­
mulasen según el valor de las cosas donadas al tiempo de * 
muerte del donante, porque dichas cosas son bienes heredit»^ 
rios como cualesquiera otros. Corrobórase lo expuesto con  ̂
hecho de que, no disponiéndose en el Código cosa alguna acef
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ca de la época en que deba considerarse el valor de los bienes 
donados revocablemente á extraños, tal época no puede ser otra 
que la del fallecimiento del donante, en conformidad á las re- 
glaá generales. ^

Respecto de las donaciones irrevocables, nada tiene de ex­
traño que se acumulen imaginariamente al acervo líquido según 
el valor que hayan tenido las cosas donadas al tiempo de la en­
trega, como que entonces concurrió para los donatarios el 
modo de adquirir.

Prescribe, en tercer lugar, este artículo que se acumulen ima­
ginariamente al acervo liquido las deducciones que, según el 
artículo 1176, se hagan á la porción conyugal.

Entiéndese por deducción la acción y  efecto de deducir, y  por 
deducir, rebajar, restar, descontar alguna partida de una can­
tidad.

A l hablar aquí el Código de las deducciones de la porción 
conyugal, no se refiere precisamente á la acción ni al efecto de 
deducir alguna cantidad de dicha porción, sino á la misma can­
tidad deducida, pues dice que tales deducciones se acumularán 
imaginariamente al acervo líquido.

¿Qué es lo que ha de deducirse de la porción conyugal, se­
gún lo dispuesto en el artículo 1176?

He aquí lo que dice el citado artículo:
"Si el cónyuge sobreviviente tuviere bienes, pero no de tanto 

' í̂ilor como la porción conyugal, sólo tendrá derecho al com- 
plcmento á título de porción conyugal.

"Se imputará, por tanto, á la porción conyugal, todo lo que 
el cónyuge sobreviviente tuviere derecho á percibir á cualquiera 
otro título en la sucesión del difunto, inclusa su mitad de ga- 
*ianciales, si ñola renunciare.n

Según este artículo, debe rebajarse de la porción conyugal 
ntegra aquella cantidad á que el cónyuge sobreviviente no ten- 

fia derecho en razón de poseer algunos bienes.
Como se ve, esta cantidad es constituida por bienes heredi- 

^rios de cuantía igual á los bienes propios del cónyuge sobre- 
'^íviente.

Si tal cantidad no fuese constituida por bienes que habrían 
cbido formar parte de la porción conyugal en el caso de no
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tener bienes algunos el cónyuge sobreviviente, no podría decir 
se con propiedad que se deducía de la antedicha porción.

Acontece á este respecto con las deducciones de la porción 
conyugal algo análogo á lo que ocurre con las deduccióncs 
que, según el artículo 959, deben hacerse al acervo ó masa de 
bienes que el difunto ha dejado, las cuales son evidentemente 
constituidas por bienes hereditarios.

Confírmase lo expuesto merced al examen de la disposición 
del inciso 2.® del artículo 1190.

Dice este artículo;
"Si un legitimario no lleva el todo ó parte de su legítima 

por incapacidad, indignidad, ó exheredación, ó porque la ha 
repudiado, y  no tiene descendencia con derecho de represen­
tarle, dicho todo ó parte se agregará á la mitad legitimaria, y  
contribuirá á formar las legítimas rigorosas de los otros y  la 
porción conyugal en el caso del artículo 1 178, inciso 2.° (esto es, 
■en el orden de sucesión de los descendientes legítimos, orden 
de sucesión en que, como se sabe, la porción conyugal es cons­
tituida por la legítima rigorosa de un hijo).

"Volverán de la misma manera á la mitad legitimaria las 
deducciones que según el artículo 1176 se hagan á la porción 
conyugal en el caso antedicho.n '

Supóngase que mucre una persona dejando tres hijos le­
gítimos y  cónyuge sobreviviente, el que tiene algunos bienes, 
pero no de tanto valor como la porción conyugal.

Si uno de los hijos deja ae llevar una parte de su legítima.
V .  g . ,  por desheredamiento, dice el Código que dicha parte se 
agregará á la mitad legitimaria para formar las legítimas rigO' 
T o s a s  de los otros y  la porción conyugal, ^

Sólo puede explicarse el empleo de las palabras "se agrega* 
ráit, admitiendo que el legislador discurre sobre la basé de 
la parte de legítima de que se trata había ya salido de la 
legitimaria; pero como esto no guarda armonía con la r e a l i d a  

de las cosas, habría sido preferible disponer que dicha parte sc 
entendiera quedar en la mitad legitimaria, y  que contribuyo"^ 
á formar las legítimas rigorosas de los otros y  la porción cony^ 
gal en el caso del artículo 1178, inci.so 2.", ó, s i m p l e m e n t e ,  

contribuyera á formar, etc. ,



' En el mismo ejemplo propuesto, el cónyuge sobreviviente 
no tiene derecho á una porción conyugal equivalente á una 
legítima íntegra, desde que posee algunos bienes, esto es, se 
encuentra en un caso de todo punto semejante al del legiti­
mario que por cualquiera causa legal sólo lleva una parte de 
su legítima. - '

¿Qué más natural, entonces, que el legislador haya querido 
prescribir en el inciso 2.» del artículo 1190, que, de la misma 
manera que la parte de la legítima que deja de darse á un legi­
timario, contribuye á formar las legítimas rigorosas de los otros, 
y  la porción conyugal cuando ella es también constituida por 
la legítima rigorosa de un hijo, la parte de la porción conyugal 
que deje de darse al cónyuge sobreviviente en razón de tener 
éste algunos bienes, contribuya asimismo á formar las legíti­
mas ri^rosas de los legitimarios?

Obvio es qüe con esta intelijencia del texto legal se jjrovce 
á la aplicación de la regla de hermenéutica que prescribe que

- el contexto de la ley servirá para ¡lustrar el sentido de cada 
una de sus partes, de manera que haya en todas ellas la debida 
correspondencia y  armonía.

No deja duda alguna en el orden á la legitimidad de la in­
ducción expuesta, la historia fidedigna del establecimiento de 
la ley.

Kn el proyecto de Código, según la primera redacción que
dió la Comisión Revisora, se contenía, en vez del actual ar­

ticulo 1 190, el que va á leerse:

“ A r t í c u l o  1346^. L o  que se cercenarse de una legítim a por 
‘a desheredación de un legitim ario, ó por la  im putación prevc- 

¡i>da en el artícu lo  1336, acrecerá por partes iguales á las otras 
'egítimas.M

Kl artículo 1336 decía lo mismo que el 1176 del Código.
De estos antecedentes se deduce que, .según el artículo tras- 

'•'■'to, debían acrecer á las otras legítimas todos aquellos bienes 
el difunto que dejaran de darse al cónyuge sobreviviente mer- 

á la imputación de que se ha hablado. '
Si consta que en la primera revisión del Proyecto, la Comi- 

’̂ 'ón Revi.sora se refería al cercenamiento de la porción con- 
J'^Ral, puede conjeturarse que en la segunda quisiera también
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referirse á él. Lo contrario equivaldría á sostener que había- 
querido deliberadamente ser incompleta en esta materia, por no 
estatuir cosa alguna sobre el referido cercenamiento.

Esta interpretación hace plausible el empleo de la voz volve~ 
que emplea el Código en el inciso 2.° del artículo 1190, 

pues nada tiene de extraño que vuelvan á la herencia bienes  ̂
pertenecientes á ella; en tanto que sería imposible que volvie­
sen á la herencia los bienes propios del cónyuge, los cuales 
nunca han formado parte del caudal hereditario.

Dicha interpretación explica también satisfactoriamente las- 
palabras d ^ a  viisma manera, de que se vaie el precitado inciso.

Se comprende, en efecto, que lo que se cercena de la porción 
conyugal legítima rigorosa, vuelva á la mitad legitimaría, de la 
misma manera que lo que se cercena de la legítima propiamen­
te dicha; pero no puede comprenderse que los bienes propios 
del cónyuge sobreviviente vuelvan á la referida mitad de la mis­
ma manera que estos segundos bienes.

Y  si el legislador consideró útil disponer que, en caso de que 
un legitimario no lleve una parte de su legítima, dicha parte se 
agregue á la mitad legitimaria, con la misma lógica debió de 
considerar oportuno prescribir que la parte de la legítima rigoro­
sa que deje de darse al cónyuge sobreviviente en razón de ten¿r 
¿ste algunos bienes, vuelva á la indicada mitad.

Bien se explica por lo demás que, no habiéndose modificado á 
este respecto el pensamiento de la Comisión Revisora, se creyera^ 
sin embargo, necesario dar una nueva redacción al artículo que 
nos ocupamos en examinar. .

Se recordará que el artículo 1346 e del Proyecto, sólo se ponía 
resi>ecto de la legítima propiamente dicha, en el caso de que 
se cercenara algo de ella por desheredamíetito del legitimario;, 
y  que no reconocía expresamente la posibilidad de que éste de­
jara de llevar el todo de su porcion, ni de que fuera represen­
tado por su descendencia legítima. ’ ^

Pues bien, como convenía hacer estas especificaciones res­
pecto del caso del legitimario propiamente dicho, y  como ellas 
no rezaban con el del cónyuge sobreviviente, se juzgó, sin duda  ̂
indispen.sable consagrar á dichos casos dos disposiciones distin­
tas, sin que ello implique, en manera alguna, la consecuencia de
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que el legislador haya querido reaccionar en la segunda contra 
el espíritu que, reiativamente á la porción conyugal, inspiró la 
disposición del artículo 1346^ del Proyecto.

, Y  si á la expresión "deducciones de la porción conyugali. se 
atribuyera el sentido de bienes propios del cónyuge sobrevi­
viente, sería preciso reconocer que el legislador había incurrida 
en una imperdonable falta de método al prescribir que tales 
bienes se acumulasen á la mitad legitimaria en un artículo cuyo 
primer inciso se refiere á una materia diversa, y  que sigue á otros 
Varios en que no se habla de acumulaciones.

Dice el artículo 1 185, que para computar las cuartas de que 
habla el artículo precedente, se acumularán imaginariamente al 
acervo líquido, entre otros bienes, las deducciones que según el 
artículo 1 176 se hagan á la porción conyugal.

Este precepto ha contribuido sin duda á que por las referidas 
deducciones se entiendan los bienes propios del cónyuge so­
breviviente, porque, si lo que se cercena de la porción conyugal 
en razón de tener algunos bienes el mismo cónyuge, son bienes 
hereditarios, parece á primera vista que no pueden acumular­
le  al acervo líquido.

No ha sido así, sin embargo, en el concepto dcl legislador. 
Por una parte, ya se ha demostrado cuál es el genuino senti­

do de la expresión ndeducciones de la porcion conyugaln; y  sobre 
esta base ha de discurrirse en la inteligencia de la disposición 
de que hablamos; siendo á todas luces inadmisible atribuir á la  
•^isma expresión un sentido en el artículo 1 190, y  un sentido
diverso en el 1185. ,

1 or otra parte, si el legislador ju/.gó que en el último de di- 
<̂ bos artículos debia disponer que se acumularan ¡maginaria- 
*^ente al acervo líquido, las donaciones revocables hechas en 
Ijazón de legítimas ó de mejoras, no obstante haberse encontra- 

o los respectivos bienes en el patrimonio del donante á la fecha 
^  su fallecimiento, es muy verosímil juzgara asimismo que 

p 'a disix>ner una acumulación análoga respecto de las deduc- 
<̂ iones de la porción conyugal. '

onfirma lo dicho la circunstancia de haber el legislador 
^onsiderado conveniente establecer en el inciso 2.<> del artículo 

*90 que los mismos bienes vuelvan á la mitad legitimaria.

PONTIFtCIA 
UNIVEkSlDAl-)
C A T Ó L IC A  m  
V A L P A R A ÍS O



Y , como es fácil verlo, por el hecho mismo de esta vuelta s( 
produce la acumulación prescrita; de modo que simultánea 
mente se da cumplimiento al inciso 2°  del artículo 1 190, y  a
i.o del 1185, en lo relativo á las deducciones de la porciói 
conyugal.

Tanto el precepto de que estas deducciones vuelvan á la mitac 
legitimaria, cuanto el de que se acumulen al acervo liquido, se 
deben, sin duda, á la suposición de que los respectivos biones ya 
habían salido de la masa hereditaria para integrar la porción 
conyugal; suposición inútil, y  que no corresponde á la verdad de 
las cosas, como aquélla en cuya virtud se dispuso que si un legi­
timario deja llevar una parte de su legítima, dicha parte se agre­
gue á la mitad legitimaria y  contribuya á formar las legítimas 
rigorosas de los otros y  la porción conyugal en el caso del artí­
culo 1178, inciso 2°.

Habría sido preferible disponer que lo que deja de darse al 
cónyuge sobreviviente en razón de tener éste algunos bieiKS 
propios, se entendiera quedar en el acer '̂o, ó en la mitad legiti­
maria, y  que, en el caso de quedar en la segunda, contribuyera 
á lormar las legítimas rigorosas délos lejitimarios; ó circunscri­
biendo el precepto, como lo hace el Código, ál orden de suce­
sión de los descendientes legítimos, que se entendiera quedaf 
en la mitad legitimaria, y  que contribuyera á formar las legíti­
mas rigorosas de los lejitimarios, ó simplemente esto último.

Habría sido también preferible que no se hubiera dispuesto 
acumular al acervo líquido las deducciones de la porción con­
yugal; disposición que consignada en el Código á mayor 
abundamiento por el Legislador, á fin de prevenir el peligro re­
moto de que Ips respectivos bienes dejaran de tomarse en cuenta 
para computar las porciones de que habla el artículo 
adolece de todos los inconvenientes de la que prescribe 
acumulación de las donaciones revocables hechas en razón de 
legítimas ó de mejoras, y, además, ha dado margen á la absurda 
y  funesta idea, hasta hace poco unánimemente aceptada, de 
que deben acumularse al acervo líquido los bienes propios dd 
cónyuge .sobreviviente que tiene derecho á porción conyugí^  ̂
complementaria.

Idea absurda, porque no se comprende por qué, ni para

j
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habrían de acumularse al acervo líquídB bienes como los del 
cónyuge sobreviviente, de todo punto extrafíos á la masa here­
ditaria; ¡dea funesta, porque la acumulación de esos bienes al 
acervo líquido abulta inmotivadamente la cuantía de las legíti­
mas y  de las mejoras, y  disminuye, contra el pensamiento del 
legislador, contia las tendencias de la sana filosofía, contra las 
enseñanzas de la ciencia económica, la parte de los bienes de 
que el testador puede disponer á su arbitrio.

Si el Código no prescribe acumular imaginariamente al acer­
vo líquido los bienes en que consiste la parte de una legítima 
que deja de llevar el respectivo legitimario, sin que de ello se 
deduzca que esos bienes no forman parte del acervo, ¿qué 
necesidad había de prescribir que se acumulasen imaginaria- 
rnente al mismo acervo los bienes que dejan de darse al cónyu­
ge sobreviviente, máxime cuando en otra parte se preceptuaba 
que estos bienes volviesen, ó, por mejor decir, se entendiesen 
quedar en la mitad legitimaria?

Prescindiendo de las dos inútiles disposiciones que prescriben 
íicumular al acervo líquido los bienes donados revocablemente 
en razón de legítimas ó de mejoras, y  las deducciones de la 
porción conyugal, preceptos que han contribuido grandemente 
á perturbar las ideas en esta materia, nada más fácil que for­
marse un juicio claro y  sintético acerca de la naturaleza del 
Acervo imaginario; él es constituido por el acervo líquido, con 
más la acumulación de las donaciones irrevocables hechas en 
•"azón de legítimas ó de mejoras; y  se le llama acertadamente 
imaginario, porque, aunque efectivo en cuanto comprende el 
acervo líquido, sólo existe en la imaginación en cuanto com­
prende el valor de las susodichas donaciones.

I P a u l i x o  A l f o n s o

Santiago, á de noviembre de i8g2. .



DE L A S  SER V ID U M B R E S É  IN D EM N IZACIO N ES 
EN  E L  CÓDIGO DE M INERÍA

«Reconocida la existencia He la mina, 
tos l^undos superficiales quedan sujetos á. 
ta servidumbre de ser ocupados en toda 
la extensión necesaria para la cómoda 
explotación de ella i  medida que el des­
arrollo de l o s  trabajos lo fuere requirien-

■ do; para el establecimiento de canchas,
' terrenos, hornos y máquinas de estrac;

ción y beneficio de sus metales, solos o 
mezclados con otros; para habitaciones 

' de operarios y vias de transportes hasta­
. .  los caminos comunes, no sólo de los

pi-oductos, sino de las n.aterias que se 
necesiten para la explotación y benen- 

. ció. Á estas mismas servidumbres que­
dan sujetas las concesiones de minas no 
metálicas. .

•'Los fundos superficiales no cultiva-­
. dos ó cerrados quedan a d e m á s  sujetos al

uso de las le ías que se emplearen para 
los trabajadores de la mina, pero el de­
recho de cortarlas cesa si el propietario 
del fundo las entrega cortadas. .

"L a  servidumbre se constituirá previa 
indemnización no sólo del valor del te­

' rreno ocupado, sino de todo perjuicior  ̂
ya se cause éste á los dueños de los iui>* 
dos superficiales, ya á cualquiera otro.»

, (Art. 6 del Código de M inería)

La revisión de nuestras leyes es una aspiración constante de 
los que, por nuestra profesión de abogado, estamos obligados 
ver diariamente sus defectos y  á tomar por base de nuestras dc- 
fensas, disposiciones reñidas con la ciencia, con la justicia, con 
la lógica y  hasta’con la gramática.

El Código de Minería es uno de nuestros códigos peor ela ' 
horados, y  seguramente el que contiene mayor numero de erro 
res y  de absurdos; segtin la expresión de alguien, no lo 
ron bien, quedó sa/t¿n. ^

E l artículo 6, por ejemplo, que trata de las materias que ® 
indican en el epígrafe, por haber sido detestablemente mal rê  
dactado, hace nacer infinidad de cuestiones dignas de ser 

, minadas por ser de capital importancia para la industria
' ra, y  por ser cuestiones que se suscitan á cada paso, ya en  ̂

constitución de la propiedad minera, ya en las relaciones cons



tantcs del minero con los dueños de los fundos vecinos á la 
mina.

Creemos, pues, oportuno estudiar estas cuestiones, tratar de 
^acer luz acerca de ellas, y  llegar á alguna solución satisfactoria 

permita al Legislador que revise el Código, tomarlas en 
<̂ uenta para evitarlas en lo posible, dictando al efecto reglas 
^ âras, no reñidas con la gramática y  que no digan lo contrario 

lo que el legislador quiera decir.

. •  «

El articulo que vamos A estudiar trae su origen del artículo ó.** 
Código del 74, al cual se le hicieron algunas modificaciones, 

^omo veremos más adelante.

I N C I S O  I . ® - " R E C O N O C I D A  L A  E X I S T E N C I A  D E  L A  M I N A . . . . t

El Código toma la palabra m ina  en tres acepciones:
Depósito de sustancias minerales (artículos 26 y  29). 
Pertenencia, y

O T rabajo 6 faena. '
¿A cuál de estas tres acepciones se refiere en este artículo? 

< uando empieza la existencia de la m ina  en relación con ser- 
'''dumbres de la propiedad? .

Tomada la palabra v iifia  en el sentido dtJepósito , éstos, ó 
han encontrado ó nó; sí no se han encontrado, los trabajos 

^  investigación se sujetan á las prescripciones del título 2°  S¡ 
tie ^^contrado, el que ha encontrado la m ina-depósito no 

ne todavía, por este solo hecho, propiedad sobre la mina. Tra- 
de 1 servidumbre que grava los fundos en favor

a mma, no habiéndose constituido propiedad sobre ella y  
pudiéndose ejercitar el derecho de servidumbre sino por el 
Pietario ó por uno que derive su derecho de éste, es eviden- 
que el descubridor no lo tiene, y, en consecuencia, que el 

^ito  no ha querido ni podido referirse á la m ina-depó-

adquiera el descubridor la propiedad de la m ina, 
también cuando la m ina-pertenencia se forme, nacerá

• ñ
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la servidumbre, pues que entonces también, y  sólo entonces, hay 
predio dominante.

Veamos, pues, cuando nace.
• Lo primero que el descubridor debe hacer, es dar cuenta de su 

descubrimiento al juez de letras, ó sea, hacer:
1." L a  m a n i f e s t a c i ó n .

E l juez manda que ésta se copie en un registro y  se publique, 
ó sea, manda hacer.

2.® E l  r e g i s t r o  d e  la  m a n ife s ta c ió n .

Asegurada ya la prioridad de la manifestación, vuelve el mi­
nero á la mina á labrar, dentro del plazo de noventa días con­
tados desde el registro de la manifestación, el pozo legal para 
fijar la ubicación de la pertenencia y  para hacer constar la exis­
tencia del mineral, y  á alinderar provisionalmente su pertenen­
cia con mojones visibles, colocados en los extremos.

3.° Pozo L E G A L  V  A L I N D E R A M I E N T O  P R O V I S I O N A L .

Hecho esto, y  conocida, por tanto, de un modo preciso la
mina, debe ratificarse ante el juez en lo dicho en la manifesta­
ción, y  expresar todas las circunstancias que caracterizan la 
mina; esta ratificación debe registrarse como la manifestación.

4." R a t i f i c a c i ó n  y  r e g i s t r o  d e  e l l a ,  d e n t r o  d e l  re fe r id o  

p la z o  d e  n o v e n t a  d ía s .

Cumplidos estos requisitos, que dan al minero un título pro­
visional, se procede á constituir el título definitivo por la men­
sura de la pertenencia que se hace de orden judicial, por medio 
de un ingeniero ó perito y  dos testigos; se levanta un acta de 
esta operación y  se presenta al juez, que la manda registrar.

5.“ M e n s u r a  y  r e g i s t r o  d e l  a c t a  l e v a n t a d a .  ^

Con este último requisito, la mina queda constituida definiti­
vamente, y  el minero tiene sobre ella título de propiedad inmi*' 
table en general. , ,

Aquí debemos ebservar, que la patente no es un otro requj' 
sito para adquirir la propiedad de la mina; es sólo una conti'*' 
bución que la grava, que tiene por sanción la pérdida de la 
y  por objeto, á más de la renta para el Estado, que estén las 
minas en poder de aquellos á quienes convenga pagar la con­
tribución, es decir, de aquellos que las trabajen.,

Del examen que hemos hecho, resulta que son cinco las



gencias necesarias para llegar á ser definitivamente dueño de 
Una mina recién descubierta: 

l.° Manifestación;
2° Registro de la manifestación;
3.“ Pozo legal y  alinderamiento provisional;
4.“ Ratificación y  registro; y
5° Mensura y  registro del acta de mensura. .
Ahora bien, ¿después de cuál de estas diligencias se conside­

ra ya " R E C O N O C I D A  L A  E X I S T E N C I A  D E  L A  M I N A P m

No hay sino dos términos: ó es después ác\ registro de ratifi­
cación ó después de la mensura y  registro.

En efecto, antes de la ratificación no hay existencia legal de 
la mina recién descubierta, pues, "si el registrador N O  L A B R A S E  

KL P O Z O  Y  N O  R A T I F I C A R E  su registro, se le tendrá por desisti­
do de sus derechosii (artículo 14); en consecuencia, no teniendo 
•ninguno, no tiene el de servidumbre sobre los predios superfi­
ciales. Además, antes de la ratificación no necesita el minero 
i'ecurrir al derecho de servidumbre para los trabajos preparato- 
•■los, que no son otros que labrar el pozo y  alinderar provisio- 
•lalmente: le basta con la expropiación legal en virtud del regis- 

pues, de otro modo, no podría cumplir esas obligaciones que 
imponen los artículos 3$ y  38. ,
Tenemos, pues, descartadas las diligencias anteriores á la ra­

mificación. .
Hecha ésta, el ratificcuior ha demostrado:
I.® La existencia del mineral que se va á explotar (artículo 35); 

, 2.® Ser el descubridor, y  si otros pretenden mejor derecho ya 
•’o pueden ser oídos (artículo 43); y  

3 ” Ha alinderado su pertenencia.
O sea, ha demostrado de hecho y  de Derecho que hay 

"lia mina y  que él es el único con derecho á la propiedad de 
ella.

, Ha llenado, pues, los requisitos que se deben exigir para que 
Inicie sus trabajos. Por esto el Código le reconoce con estas di- 
‘Sencias, título provisional de la propiedad de la mina hasta 

se constituya el título definitivo por la mensura (artículo 39).
*̂■0 para constituir éste no se le ha señalado plazo, ni sanción 

si no lo constituye; puede, en consecuencia, dejar la consti-
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tución dcl título definitivo para después, y  trabajar desde luego 
la mina.

E l mensaje con que el Ejecutivo acompañó el Proyecto dcl 
Código dcl 74, en que se encuentra la misma disposición que 
comentamos, al dirigirlo al Congreso decía á este respecto: "E l 
Proyecto no fija plazo determinado para la constitución dcl tí­
tulo definitivo é inmutable que se opera por el reconocimiento 
■de la mina y  por su demarcación, diligencias practicadas con in­
tervención de la autoridad pública. En tanto que reclamaciones 
•de terceros no hagan indispensable la constitución del título de­
finitivo, al minero puede bastarle el provisional,

"Inconveniente podrá parecer á primera vista esta libertad 
concedida al descubridor, y  se recordará tal vez la disposición 
■de la ley vigente, que prescribe desde luego la demarcación de­
finitiva de la mi^a. Pero, si se reflexiona que esa disposición ha 
caído en desuso y  que con ella se infieren al minero graváme­
nes pecuniarios, cuando, en la mayor parte de los casos, se 
ignora todavía si la mina alcanzará á cubrirlos, se vendrá en 
cuenta de los motivos de conveniencia que han impedido con­
servarla Ni es inoficiosa la constitución del título provisional» 
cuando ningún interés obliga todavía á establecer el definitivo."

Como se vé, por las razones apuntadas, la mina no existe 
legalmente sino desde el registro de la ratificación; y, como 1<? 
prueba la historia auténtica de la ley, el ratificador que ha regt '̂ 
irado, y tiene, por esas diligencias, título provisional, puede de­

ja r  para después, indefinidamente, la constitución dcl título de 
finitivo. Ya, por lo tanto, existe para la ley la mina, puede e 
minero empezar á explotarla y  á ejercitar, en c o n s e c u e n c i a »  

■el derecho de servidumbre que este artículo le concede so 
los fundos superficiales.

L a redacción dcl inciso primero corrobora esta opinión. 
cede la servidumbre para "/a cótuoda explotación» de la mnia»̂  ̂
cual no puede ser explotada sino después de constituido e 
tulo provisional.

En resumen, la frase '̂reconocida la existencia de la 
refiere á la mina después del R E G I S T R O  de la R A T I F I C A ^  

que ordena el inciso 2.® del artículo 38.
Sin embargo, esto no se ha entendido siempre así. El
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Cruchaga opinaba que la "existencia de la mina para los efec­
tos de esta disposición, em¡)icza desde que hay decreto de la auto­
ridad competente que acoje la manifestación de descubrimiento ó 

solicitud de pertenencia para explorar.
Ya hemos demostrado que esta opinión es errónea.
1° Porque el Código no tenía para qué conceder la servidum- 

inmediatamente después de la manifestación de descubri- 
•̂ ■cnto, pues todavía los minerales no se pueden ex¡)lotar, y  lo 
^'iico que hay que hacer es labrar el pozo y  alinderar, para lo 
cual basta la e.xpropiación legal;
_ 2.® Porque después de la manifestación, el descubridor no 

sino un principio de derecho sobre la mina, derecho que 
se consolida.con la ratificación. '

Para evitar estas interpretaciones equivocadas y  las enojosas 
y perjudiciales cuestiones á que pueden dar lugar, convendría 

ĉner presente estas observaciones en la reforma* del Código, y  
®̂ t̂ituir la frase comentada por otra más exacta. En lugar de 

se podría decir: “ D k s ü E  E L  U K G I S T K O  D E  L .\  R A T I I 'I C A -  

D E  l a  M I N A ii, etc...
redactores del Código de Minería de la República 

■̂■‘ental del Uruguay, promulgado el 2 9 ’ de julio de 1884, 
j . ’̂ aron por base nuestro Código del 74, que, como hemos 

® más arriba, contiene la misma disposición que cxami- 
pero modificada en un sentido análogo al que nosotros 

^^Ponemos para el nuestro. Ese artículo dice así: " I I  ECHO 
. ^^EGIstro d e l a  m i n a , los fundos superficiales quedan su- 

C l c , „  '  ^  ,

ycr Código del Uruguay sustitu-
r̂ase "reconocida la existencia de la minan por esta 

Se el registro de la minan. Esto indica que ellos
tro cargo de la vaguedad de la disposición de nucs-
dcl y  quisieron subsanarla dando á la redacción

18 una forma concreta que no pudiese dar en 
*^argen para opiniones distintas, y, en consecuencia, 

Si no hubiesen creído esto, habrían conservado la 
del ‘-‘■‘ticamos, así como conservaron sin variación el resto 

•■ticulo 6.“ de nuestro Código del 74.
k O S E S S E .— TO M O  V I I I  IQ  .
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. . L O S  F U N D O S  S U P E R F I C I A L E S .  . .n  

Fundo es “una porción determinada de terreno, cultivada 6 
inculta, con todo lo que contiene arriba y  abajo, m

Superficie (de super-faz, sobre-faz) es nuna extensión en que 
.sólo se consideran dos dimensiones, longitud y  latitud, sin pro-

fundidad.ii • . _
En consecuencia, fundo superficial es una porción determi­

nada de terreno, cultivada ó inculta, en que .sólo .se consideran 
dos dimensiones, longitud y latitud, sin más profundidad que 
la necesaria para el cultivo de la superficie.

El articulo 2 de la ley de minería de Bolivia, promulgada el 
13 de octubre de 1880, contiene esta idea, y, al distinguir el 
suelo del 'subsuelo, dice; -E l suelo comprende la superficie pro­
piamente dicha, y  además el esijesor á que liaya llegado el 
trabajo del propietario, ya sea para el cultivo, ya para .solar y  ci­
mentación, ya para otro objeto cualquiera distinto de la minería.» 

De lo dicho .se sigue:
1.0 Que la frase "fundos superficiales^  ̂ se refiere 110 sólo 

predio rüstico en que esté situada la mina, sino también á aqu '̂ 
líos en que no hay mina\ y, por tanto, todos los predios rústico  ̂
están sujetos á la servidumbre que establece este inciso.

Un ejemplo hará palpable la importancia de esta primera 
deducción. El fundo A, debajo del cual está la mina, no tiene 
lu g a r  apropiado ó extensión suficiente para el esta blecim ien to  

de cancha.s, terreros, máquinas, habitaciones, etc.; pero ese lu­
gar apropiado existe en el fundo H, debajo del cual no hay 
mina, colindante con el A; ¿se podría imponer al ^
servidumbre? Si la frase que comentamos se refiere sólo a 
predios que tienen minas dentro de sus límites, es inconcu  ̂
que no .se podría imponer la servidumbre al fundo B, y  la' ff"'  ̂
tendría que limitar .su explotación con arreglo á los .servic 

que el fundo A  pudiese prestarle.
No creemos que ésta haya sido la intención del Código- 

que no encontrara os ninguna razón para gravar sólo á 
dos en que hay mina y  nó á los colindantes en caso 

Como antes hemos dicho, los redactores del C ó d i g o  del 
guay tomaron por modelo nuestro Código del 74, y  al re a 
el suyo copiaron casi á la letra el artículo 6 bajo el número



que dice: "Hecho el registro de la m i n a , l o s superficiales 
quedan sujctosn, etc. Conservaron, pues, la f r a s e superfi­
ciales, á la que dieron el mismo sentido que acabamos de darle, 
es decir, comprenden en ella tanto á los que tienen mina deba­
jo como á los que no la tienen. El artículo 19 de ese Código,

1̂ establecer una nueva servidumbre, distinta de la del artículo 
18, no deja lugar á dudas á este respecto. Dice así: "Tanto el 

ftindo superficial en que esté situada la mina, como los adyacentes, 
quedan también sujetos á la servidumbre de pastaje, etc.n Es, 
pues, bien claro que en la legislación boliviana son fundos 
superficiales tanto aquellos predios en que hay mina debajo, 
^omo aquellos en que no la hay.

Ksta interpretación dada á la frase que examinamos, por ' 
Una legislación emanada de la nuestra, es un antecedente pode­
roso y atendible para llegar á una solución acertada, como cree- 

que es la que damos. .
última consideración á este respecto.

, Si la concesión minera no tuviese superficie, cabría tal vez la 
‘*^terprctación contraria, pero teniendo superficie y  profundi- 

indefinida, artículo 37, es lógico concluir que la frase "fun- 
' superficial,, está tomada en contraposición á concesión mi- 

que es predio superficial y  con profundidad indefinida; 
sea •

^í¡na = superficie 4-profundidad indefinida.
' ^ndo superficial =  superficie. En este .segundo factor falta, 

se ve, la segunda cantidad, que es lo que diferencia al 
P'"'nier factor del segundo. n

• 'fundos superficiales», no comprende la super­
e t̂j concedidas á otros mineros en la parte en que
Pns aunque la ventaja que resultara al que la ocu-

fuese superior á la que obtendría el propietario de esas per-

defi minera no puedo estar comi)rcndida en la
qi'íí corresponde á fundo superficial. Pertenencia 
un sólido de profundidad indefinida, artículo 37; el 

cm̂ î  limita su profundidad á las necesidades del

E l  ■
sefior Cruchaga era de opinión distinta. Pero no creemos
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que haya estado en la mente dcl Legislador hacer extensiva 
hasta ellas esta disposición, que ha sido establecida únicainctite 
en beneficio de las minas. En el conflicto de dos de ellas, cada 
cual pretendería derecho para ocupar la superficie de la otra y  
con la misma razón, pues ambas invocarían la misma disposi­
ción y  el objeto que la ley tuvo en vista al dictarla. Si ambas 
están en explotación activa y  tienen su superficie ocupada con 
sus obras,' no sería posible conceder el derecho á ninguna de 
ellas; y  si una tiene parte de su superficie d e s o c u p a d a ,  tampoco 
sería posible ni justo concederla á la otra, pues serían un incon- 

•• veniente para el establecimiento de obras que condujesen al 
laboreo interior, para la ventilación ó desagüe, etc., de perte­
nencias ajenas, cuya superficie se pretende ocupar.

Creemos fuera de duda que esta disposición no alcanza á la 
superficie de las minas y  que sólo se refiere á los fundos supcr 
Aciales en el sentido en que los hemos definido,

3.° Q l ie  la  fr a s e  '^fundos superficiales» se refiere tanto d 
fundos cultivados 6 cerrados como á los NO cultivados N O  cerr(̂  
dos, p u e s  e s t o  s ig n if ic a  la  fr a s e  " fu n d o s  s u p e r fic ia le s n , e n  qi*® 

•. n o  -se d is t in g u e , y  e s t a  o p in ió n  la  c o r r o b o r a  la  r e d a c c ió n  de 

in c is o  2.0, q u e  d ic e : "I^ os fu n d o s  s u p e r f ic ia le s  N O  CU LTIVAD O ^ 

Ó C E R R A D O S, q u e d a n  A D E M Á S s u je t o s  a l u so n , e tc ., lo  q u e  c  a 

r a m e n t e  d á  á  e n t e n d e r  q u e  e n  e l in c is o  i . “ e l  L e g i s l a d o r  se  

r e fe r id o  á  u n o s  y  o tr o s ;  y  a q u í, a l q u e r e r  e s t a b le c e r  e l  u s o   ̂

la s  le ñ a s , t e n ie n d o  p r e s e n te  la  a m p lia  d is p o s ic ió n  d e l ^

p r im e r o , r e s t r in g e  la  d is p o s ic ió n  á  s ó lo  lo s  n o  c u ltiv a d o s  ó ceff^^  

dos, y  s o b r e  e llo s  e s t a b le c e  ú n ic a m e n t e  e l u s o  d e  la s  le^ a s. 

p u e s  e l in c is o  q u e  c o m e n t a m o s  s e  re fir ie s e  s ó lo  á  lo s  n o  cu  

v a d o s  y  n o  c e r r a d o s  ¿á q u é  v e n d r ía  e s t a b le c e r  e l  in c is o  2. 

la  fo r m a  e n  q u e  'e s t á ,  f i ja n d o  l a  d is t in c ió n  d e  n o  c u lt iv a  

n o  c e rr a d o s ?  I í a b r í a  b a s t a d o  p a r a  e s t o  d e c ir :  “ lo s  y

p e r fic ia le s n  s o la m e n t e  y  n o  a ñ a d ir  la  fr a s e  " n o  c u lt iv a c  

c c r r a d o s ii ,  y a  q u e  d e  é s to s  s ó lo  t r a t a b a  e n  e l in c is o  p^'

No debemos .suponer que el Legislador haga distinciones 
no tendrían objeto; y, en consecuencia, no debemos dist'^^ 
y  sí aplicar esa disposición en la forma que hemos indica 

Un juicioso comentador del Código, el señor 
opinión contraria. Cree que no se puede ejercitar la serví
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bre de este artículo en "los predios superficiales cerrados y  cul­
tivados, y  menos todavía en los lugares exceptuados por el at- 

tículo 19.1, ó sea, cree que .

no se puede 
e jercitar 
la s e r v i­
dumbre:

en terrenos cerrados, 
en terrenos cultivados de secano, 
en fincas de regadío, , , , • j
en terrenos secanos que tengan arboleda ó vuledo, 

,en casas, jardines ni puertas,

a) Respecto de los T E R R E N O S  C E R R A D O S , no hay ninguna 
disposición del Código que restrinja la servidumbre con que 
grava á todos '̂ /os fundos superficialesn el inciso i.® del articu­
lo 6 que comentamos.

El señor Ravest parece que se funda en el artículo 14 para sos­
tener lo contrario, pues cita la disposición de ese artículo en el 
resumen de razones que aduce para llegar á la conclusión gene­
ral arriba apuntada, página I2 de sus comentarios. E l articulo 
H dice que se puede "catar y  cavarn libremente en los "terre­
nos no cerrados ó no dedicados al cultivon, y  á contrario sensu, 
9«e no es libre la cata en los terrenos cerrados ó cultivados. 
Como se ve, esta disposición se refiere á la cata y  nó á la servi­
dumbre: no es, pues, aplicable. '

Tenemos que se puede ejercitar la servidumbre:

{no cerrados, 
no cultivados,

cerrados. /  . ■

Respecto de los T E R R E N O S  C U L T I V A D O S  D E  S E C A N O , se 
^̂ nda en "las restricciones á que está sujeta la facultad de ca­

y cavar,., página 12. Es exacto que el Código establece en 
articulo 15 una limitación á la facultad de catar y  cavar en 

fundos, pero no lo hace con el objeto de impedir en abso­
rto la cata, sino con el objeto de resguardar los intereses del 
P’‘opietario de los terrenos cultivados de secano. Es evidente 

en los fundos no cultivados ó no cerrados no se causa nin- 
perjuicio, ó el que se causa es tan pequeño que no vale la 
establecer trabas á la libre investigación. No sucediendo 

’ Con los cultivados de .secano, se requiere el permiso del 
ó del administrador del fundo, y, en caso de negativa, el

PorvTtriciA  
r —  \ UNIVERSIDAD

C A T Ó L IC A  DE 
V A L P A R A ÍS O



dcl juez. Si pues el juez puede conceder permiso para catar.se 
pueden hacer calicatas y  encontrar minas; si se pueden encontrar 
minas, se puede constituir propiedad minera, y, en consecuen­
cia, expropiar el terreno que ocupe la mina; si esto, que es lo 
más, se puede hacer en esa clase de terrenos, ¿por qué se le ha­
bría de eximir de la servidumbre de este artículo?

Esta sería una consideración decisiva para resolver que se 
puede ejercitar la sei-vidumbre en los fundos cultivados de se­
cano en que el juez ha dado permiso para catar; pero en los que 
no ha dado porque no se le ha pedido, ó en aquellos en que ha 
negado el permiso, se puede ejercitar tambicín la servidumbre, 
porque ese permiso se refiere á la cata y  nó á la servidumbre, 
pues el artículo 15 se refiere á la primera y  nó á la segunda. No 
existiendo, pues, ni por analogía, razón alguna que restrinja la 
amplia disposición del artículo 6.", que establece la servidumbre 
sobre todos los fundos superficiales, sin distinguir, debemos ló­
gica y  necesariamente concluir que se refiere á todos. - 

Tenemos un término mas que agregar á la enumeración. .
I ! '

. ( no cerrados, ,
Se puede ejercitar la servidumbre en lo s)  no cultivados, 

fundos. . cerrados, i
(. cultivados de secano-

c) Respecto de las FINCAS DE RE(iAOÍo hacemos las 
mas observaciones que hemos hecho respecto de los terrenos 
cultivados de secano. En efecto, el artículo 19 prohibe al jue* 
conceder permiso para hacer calicatas en ellos, pero eso no siĝ *̂' 
fica decir que quedan exentas de la servidumbre del artículo 
6. Las fincas de regadío ¿están acaso exentas de la servidum* 
bre de tránsito en el Código Civil? Si entre, el camino públic*  ̂
y  mi predio hay una finca de regadío ¿quedaré sin comunica* 
ción con el camino? No lo dice el Código Civil. L a  mina es 
predio, ¿porqué se le iría á limitar por la disposición del artíci*' 
lo 19, que trata de calicatas, el derecho que el Código Civil 
concede á la servidumbre de tránsito sobre toda clase de fincas  ̂
Téngase presente que la servidumbre de tránsito es una de 
manifestaciones de la servidumbre que establece el 
La disposición del artículo 19, referente á las calicatas,
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tiene que hacer con el artículo 6, que trata de las servidumbres 
Tenemos un nuevo término para la enumeración.

rno cerrados,

Se puede ejercitar la servidumbre en i
cultivados de secmio^fundos

_ fincas de regadío.

d) Respecto de las A R l iO L E D A S  Ó  V I Ñ E D O S , creemos que ni 
terrenos de secano ni de regadío se ])uede ejercitar la servi­

dumbre del artículo 6, nó por la disj)osición dcl artículo 19, 
Sino por los principios generales de legislación. Si la servidum- 

se extendiese á las arboledas y  viñedos, se causaría un mal 
*^ucho mayor que el bien que se podría obtener; ni al minero 

convendría, porque la indemnización que tendría que pagar 
^̂ ría probablemente mucho mayor que el bien que le reporta- 
•■'a. Kl artículo 862 dcl Código Civil arroja alguna luz sobre 

punto.
O Finalmente, el señor Ravest opina que el artículo 6 no 
aplicable á las c.\SAS  ̂ HUERTAS ni ja r d in e s , de que habla 
artículo 19. , ' ,
Creemos lo mismo, pero no por la disposición del artículo 19. 

Respecto de las casas, porque el artículo 6 se refiere á 
"fundosn y  las casas no son "fundosn ni en el Código Ci- 

ni en el Código de Minería;
2-® Res| jccto de los jardines, ¡xirque son un accesorio de las 

’̂ asas, y  pQr la regla del artículo 862 del Código Civil, y  por 
'último,

3 ® Respecto de las huertas, por las razones que hemos ex- 
P^ ŝto al hablar de las arboledas y  viñedos, 

consecuencia, y  resumiendo:
9

-, .1 -j u j  I f  arboledas ni viñedos, 
ejercita la servidumbre dcl ar-J inrri:

tículo 6 sobre 1 ’(, nes.
. «

♦ ♦ ■ ■

" • • • q u e d a n  s u j e t o s  Á  l a  ................................................

una verdadera s e r v i d u m b r e ? .servicio con que este
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artículo grava á los fundos superficiales, es una verdadera ser­
vidumbre, pues reúne todos los caracteres esenciales que están 

. contenidos en germen en la definición que de la servidumbre da 
el artículo 820 del Código Civil Chileno, y  que esplícita y  cate­
góricamente están consignados en el artículo 637 del Código 
francés.

En efecto, hay:
. I.° Coexistencia de u/¿a carga y  un beneficio.

L a primera parte de este requisito, expresa formalmente en 
la definición que Domat da de la servidumbre, al decir que “es 
un derecho que sujeta á un fundo d algiin servicio para el uso de 
otro fundón, y  expreso también en el artículo 820 citado, en la 
parte que dice: "es un gravamen impuesto sobre un prediofi,está 

establecida claramente en el artículo 6 que examinamos, pues 
grava con los servicios que determina á los fundos suijerfi- 
ciales.

La segunda parte, determinada en la definición de Pothicr: 
"sen-idumbre es el derecho que tiene el dueño de una heredâ  ̂
sobre una heredad vecina para comodidad de la suya», y  reconoci­
da en el artículo 820 en la frase en utilidad», está también esta­
blecida de un modo categórico en el artículo 6, pues el servicio 
que grava á los fundos sujjcrficiales es "para la cómoda explota­
ción ae la inina.w

2." Coexistencia de dos predios, uno que sojwrta el gravamen 
y  otro que reporta el beneficio.

a) Los fundos superficiales soportan la carga. Estos son, 
duda, predios, pues para el Código Civil, "predios ó fundosn son 
una misma cosa, como lo dice el artículo 568, inciso 2.

b) Las minas reportan aquí el beneficio. El artículo 568 cita* 
do llama predios á las casas y  heredades. Las minas no son ca­
sas ¿serán heredades? El Código Civil no dice en ninguna
lo que llama heredad. '

Según la definición que dan de heredad, Escriche, Barcia, Sal' 
vá, la Real Academia y  las leyes de Partida, e s p e c i a l m e n t e  1* 
ley 7, título 8, Partida 5.» se desprende, sin dejar lugar á duda, 
esa palabra se refiere á todos los inmuebles propiam ente talcs  ̂

entre los cuales están comprendidas las minas, según el inciso !■ 
del artículo 568 del Código Civil.
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3.® Que los predios sean de distinto dueño. '
Si la mina y  los fundos superficiales son de un mismo dueño 

y  la mina necesita de los servicios de los fundos superficiales 
para su cómoda explotación, el dueño de ella no impondrá ser­
vidumbre alguna sobre los fundos al ganarlos con algún servi­
cio, sino que ejercitará su ju re dominii,

*
' ' •  •

" ... de ser O C U  P A D O S  en toda extensión necesaria para la C Ó M O ­

D A  E X P L O T A C I ( ) N  de ella á medida que E L  D E S A R R O L L O  D E  L O S

T r a b a j o s  lo f u e r e  r e q u i r i e n d o . . .  ..
Esta frase fija con toda claridad cuál es la servidumbre que 
beneficio de las minas grava á los fundos superficiales, y  cuá­

les son los límites de ella.
Siempre que la cómoda explotación de la mina haga necesaria 

la ocupación de parte de los fundos superficiales, el minero pue- 
hacerlo; y  si el desarrollo de los trabajos hace necesaria la 

°*^upación de mayor terreno, puede ir ocupando todo el que 
^^ga necesario el desarrollo gradual de ellos.

Derecho del propietario para oponerse á un modo de ejercicio.—  
propietario tiene el derecho de oponerse al modo de ejerci- 
de la servidumbre que le sea perjudicial, si tiene medio de 

accr que le imponga menos perjuicios y  le sea menos gravosa, 
®'̂ 'nipre que con ese modo de ejercerla se llenen los fines que la 

ha tenido en vista para propender al desarrollo y  adelanto 
^a minería. Verbigracia, oponerse al establecimiento de un ca- 

Ĵ irio jxiis largo ó más perjudicial que otro que se podría esta- 
*̂ ĉr, etc., etc. '

bebemos considerar aplicables á esta materia las prescrip- 
oiies generales dcl Código Civil que reglan las relaciones del 

*̂0 dominante con el predio sirviente.

»
» «
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Titulo necesario.— Hemos visto que para establecer esta servi­
dumbre basta el título provisional. El propietario dcl fundo que 
se' quiere gravar, puede examinar si el minero se encuentra <5 nó 
en posesión de una concesión legal.

«
* •

¿Cuíindo se hace efectiva la-servidumbre sóbrelas fundos su­
perficiales?— L a  extensión  de la pertenencia m inera con SUPER­

FICIE y  profundidad indefinida

( en las minas de oro, plata, etc., de i á $ hectáreas.
\ en las minas de carbón, etc., hasta 50 hectáreas.

Las servidumbres referentes á los fundos superficiales ¿podrán 
.sólo constituirse cuando los servicios que la hacen ncccsaria 
no puedan establecerse dentro de la concesión? ¿ó lo.s propic* 

tarios de esos fundos estarán obligados á permitir la constitu­
ción de la servidumbre, aunque esos .servicios puedan establecer­
se dentro de la concesión sin necesidad de gravar con ellos á los 
fundos superficiales?

El Código no ha resuelto expresamente esta cuestión, pcro 
en la frase que comentamos hay los antecedentes n e c e s a r i o ^  

para resolverla acertadamente.
Creemos que el minero debe, en primer término, ocupar 1» 

sujierficie de su pertenencia; que ocupada esta superficie, cuan­

do el •íDE.SAKROLLO d e  l o s  TUAn.\JOS LO VAY.\ REQUIRII^'" 

DOii, puede ocupar los fundos superficiales, y  finalmente, <3̂ ® 
puede desde luego ocuparlos si la superficie de su p e r t e n e n c i a  

no le da facilidades para la "C(').\10I)A EXrLOTACU')N..i
La cómoda explotación de la mina y  el desarrollo de lostr»' 

bajos fueron la causa que obligó al Legislador á establecer es» 
servidumbre. E.stos requisitos son, pues, la norma que debe ser 
vimos de gui'a para la re.soIución atinada de cuestiones de cst® 
naturaleza.

Los redactores del Código del Uruguay que, como antes hc' 
mos dicho, tomaron por base nuestro Código del 74 para la 
dacción dcl suyo, se dieron cuenta de esta cuestión, y  re.solvic'"®'̂  
en el artículo 20 que la .servidumbre " .s ó lo  ten d R .A
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m se

CUANDO NO PUEDA CONSTITUIRSE DENTRO DE LA CONCE- 
SíCjn .ii Esta resolución no nos parece del todo acertada, pues 
debió haber dicho. . .  "cuando no pueda constituirse CÓMODA* 

^•KNt e  dentro de la concesiónn; de otra manera la dis¡x)sición 
del artículo 20 hace fuego contra la del artículo 18.

♦ .•  «

^(fectos de redacción. ¿E s taxativa la enumeración?— La fra­
que comentamos define la servidumbre y  la establece en toda 

•'*'1 latitud. A  pesar de dar una regla completa y  suficiente para 
•■esolver todas las dificultades que pudieran suscitarse, el Código 
^reyó conveniente aclararlas con ejemplos, como son todos los 

siguen después de la palabra »requiriendon.
la frase "para el establecimiento de canchasn, etc., se 

'̂ ĉuentra comprendida en la frase de la ley que extiende la 
*^'^idumbre á "toda la extensión necesaria para la cómoda ex- 
P'^tación de ella..,

^sto no sería un defecto si el inciso estuviera bi^i redactado; 
^ '‘0. desgraciadamente conservó la redacción defectuosa del 

del 74. Esto ha hecho decir á uno délos comentadores, 
Señor Ravest, que esta enumeración es TAXATIVA, lo que 

""e s  exacto. ,
Je »requiriendo» no debe haber punto y  coma, sino 

con'* y  agregar YA SEA. Después de "ó mezclados
°tros.t, el punto y  coma y  la palabra YA. Quedaría en esta

para el establecimiciito de canchas, 
hornos y  máquinas de ¿stracción y beneficio de sus me- 

^^solos ó mezclados con otros, ya para habitaciones.. .n etc.
inciso, queda más claro: los términos de la 

tomarán falsamente por taxati- 
de ulti'Tno, no tendrá defectos de redacción, impropios

Código y del Legislador.
tros del Código del Uruguay creyeron con noso-
*̂ ®*Pect̂  enumeración no era taxativa, pues corrigieron ol 
S‘fse articulo en la forma que indicamos que debe corre- 

nuestro.
*
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" . . .  PARA EL ESTAnLECIMIENTO DE
a )  • 'C a n c iia S ii ,  lu g a re s  d o n d e  se  d e p o sita n  los m in era les;

b) “TEKREROSri, lugares donde se arrojan las tierras de mina 
que no tienen metal y  las piedras sin ley ó sin la suficiente para 
que convenga beneficiarlas;

c) " H o r n o s ," para fundir m e ta le s ;y

"Máquinas de extracción y  beneficio de sus metales solos <5 
mezclados con otros.n

Orígenes.— Esta, disposición tiene analog/a con la ordenanza 
52 del Nuevo Cuaderno, que otorgaba á los dueños de minas la 
facultad de construir todas las obras necesarias para el beneficio 
de aquellas en cualquier sitio ajeno pagando su valor, y  con el 
art/culo 14 del t/tulo 6 de la Ordenanza de Nueva España, que 
establee/a que se podía denunciar sitios y  aguas para establecer 
las oficinas y  mover las máquinas necesarias para el beneficio de 
los metales.

Alcance é  importancia de esta frase.— disposición da al 
dueño de la mina el derecho de establecer en los fundos supe*"' 
ficiales

a) Canchas, terreros y  máquinas de e stra cc iÓ N  de sus me* 
tales, y

b) Hornos y  máquinas de BENEFICIO de sus metales SOLOS  ̂
MEZCLADOS CON OTROS. •

Esto último evita que desaparezcan todas las explotación^® 
de minerales que requieren bajo flete para poder ser beneficia' 
dos fuera, ó que requieren que se beneficien en lugares pró>̂ * 
mos al de producción, sobre todo si se tiene presente que 
metales preciosos de ley subida son ya escasísimos, y  en cari’ 
bio abundan en extremo los de veinte marcos en plata,  ̂
ocho ó diez por ciento en cobre; esto es, los que no sopof^^  ̂
gastos considerables de flete antes de ser beneficiados. ,

Con este derecho del minero se evita también que los 
cultores pidan sumas de consideración por terrenos 
para el establecimiento de las empresas de beneficio que  ̂
establecer el minero, ya que el interés inmediato de ellos es, 
el centro y  sur, contrario ó á lo menos completamente 
al fomento de la minería, y  ya que sí todos los terrenos fi-'̂ ^̂  
y  los despoblados en que ser/a, sin esta disposición, fácil
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los sitios de beneficio, abundan en el norte, no sucede lo 
•Tiismo en el centro y  sur.

El Código del 74 no tenía la frase "solos ó mezclados con 
®tros.,t De esa omisión nacía la duda de si el minero podía sólo' 
'̂ '^ncficiar los metales que salían de su mina, ó podía también 
beneficiar, como materia principal, otros minerales que no fue- 
*'an auxiliares de la reducción de los suyos.

El Código actual ha resuelto esta duda de un modo favorable 
^ 'a industria minera, que la disposición del antiguo Código en­
trababa.

El Código de Uruguay dictado antes del nuestro, no trae 
"sta frase.

« .

"•••• Pa r a  iiAniTACiONE.s d e  o i’Er a r io s  y  v ía s  d e  t r a n s - 
HASTA LOS CAMINOS COMUNES.1.

^̂ p̂osiciones del Código Civil análogas d esta frase. —  Por el 
568 Código Civil, la mina es predio. Por el 847, si 

predio se halla destituido de toda comunicación con el ca- 
P’iblico por la interposición de otros predios, el dueño 

 ̂ primero tiene derecho para imponer á los otros la ser\’i- 
re de tránsito, en cuanto fuere indispensable para el uso y  

de gu predio.
* Código de Minería no hubiese gravado á los fundo» su- 

con la servidumbre de tránsito en favor de las minas, 
la tendrían por las disposiciones citadas del Código Civil.

Código exige que el predio esté destituido de TODA 

con el camino público, y  autoriza la imposición de 
cuando fuere INDISI’EN.SARLE para su uso y  beneficio. 

riQ de esta servidumbre.—  Disposición tan restringida
Por ’ suficiente para el auje y  desarrollo de la minería, 
el Código del 74 como el actual, consignaron en
ser̂ j 6 que •►los fundos superficiales quedan sujetos á la 
la ocupados en toda la extensión necesaria, para
de e.vplotación de la m ina...  para el establecimiento
los p transportes hasta los caminos comunes, no sólo de
expiQ. ¡̂>10 de las materias que .se necesiten para la

^ción y  beneficio.!!
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¿ Puede establecerse más de un camino? — Esta amplia dispo­
sición nos hace creer que si la mina necesita más de una vía 
de transporte para su ' ĉómoda explotación«, puede exigirla.

Opinión del señor Z zm — Sin embargo, nuestro profesor de 
Código de Minería, el s-;ñor Lira, es de opinión distinta. Cree él=

1.“, que siendo esto un privilegio, debe estar concedido ex­
presamente, y  como no lo está, la mina tiene sólo derecho á una 

salida '
2°, que el espíritu del Código, á Juzgar por el mensaje con 

que .se le acompañó, es el de restringir los privilegios que otor­
gaba á los mineros la Ordenanza de Nueva E.spaña en perjui­
cio de los agricultores. ,

3.0, que la frase vías de transportes no puede autorizar nues­
tra opinión; pues ella, aunque está en plural, se refiere á la otra 
frase, también en plural, "fundos superficialcsn, ó sea, á cada 
fundo una servidumbre de una vía de transporte, y  no más, 
y  aunque para autorizar más de una en cada fundo, el Código 
debió decir: "y  vías de transporte que el minero necesite ó quiera 
imponer. M _

Contestación. — \P, 2.̂  Si fuera exacto que el Código 
ser restringido con los mineros, no habría dictado esta disi)0-'’*' 
ción, pues bastaba con la del Código Civil, que confiprc la ser­

. vidumbre de tránsito á los predios, y  que da una á cada uno 
hasta el camino público. Si pues ha expresado la concesión /  
en términos tan amplios, debemos suponer que no ha sido p®*' 
cometer una redundancia que á nada conduciría. ^

3.0 No es la frase "vlas de transporten, en plural, lo que auto  ̂
riza nuestra opinión, ni para so.stenerla necesitamos 
Código diga ‘'vías de transporte que el minero necesita ó 
imponerii. Lo que justifica nuestra opinión es la regla genC* 
del artículo, que hace nacer la servidumbre cuando es 
para la "cómoda explotación du la minan y  que la hace creĉ  ̂  ̂
medida que el desarrollo de los trabajos lo va}’a requiricii •

Por otra parte, si el Código es largo con los mineros, es J
usto

con los propietarios de los fundos gravados, pues, como 
mos en el inci.so 3.", autoriza la constitución de la servid m  

sólo mediante "previa indemnización no sólo del valor dcl 
no ocupado, sino de todo perjtdcio».
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Resolución> í/ ^ 7 r t/ .- L a  C orte  de A pelacion es, aplican do este 

artículo, ha justificado nuestra opinión resolviendo que una 

m ina que tenia salida al cam ino público, tenía derecho A e x ig ir

otra vía de trasporte. ■
Ésto en cuanto á la constituci(3n de la servidumbre de

tránsito. . . .
Cuándo puede exonerarse de esta servidumhte el predio 

Respecto de su terminación, no diciendo nada el Código de 
Minería, creemos que pueden aj^licarse las prescripciones del 
Código Civil. _

De modo, pues, que constituida la servidumbre de tránsito 
llegase á no ser necesaria para la mina por la adquisición de 
terrenos que le dan un acceso cómodo al camino publico, ó por 
otro medio, el dueño del predio sirviente tendrá derecho para 
pedir que se le exonere de la servidumbre, restituyendo lo que, 

establecerse ésta, se le haya pagado por el valor del terreno  ̂
no por resarcimiento de todo otro perjuicio, como lo dispone 
el artículo 849 del Código Civil.

I
' »

* •  ^

"•. .C .W I I N O S  C O M U N E S .. .  Á  pesar de que el Código no dice , 
(caminos públicos, nosotros creemos más propia esta palabra por 
ser la que el Código Civil emplea en el inciso 2.“ del artículo 
589, al definir los bienes cuyo uso pertenece á todos los habi­
tantes de la nación y  por ser también la que emplea en el 
Artículo 847 al establecer la servidumbre de tránsito, en la parte 

que dice "destituido de toda comunicación con el camino 
^ Ú H L IC O .,,

* • '
* * ’ ■

• • N’ O  S Ó L O  D E  L O S  P R O D U C T O S , S I N O  D E  L A S  M .\ T E R L \ S  

U t- S E  N E C E S I T E N  P A R A  L A  E X P L O T A C I Ó N  Y  B E N E F I C I O . . .  

de '̂‘ í̂>e no era necesaria. Bastaba con haber dicho "vías 
^asta los caminos públicos... La .servidumbre de 

sirve'*̂  ̂ limitada para tal ó cual servicio; establecida.
Con H  ̂ beneficio dcl predio en cuyo favor se ha

® sin que tenga otro límite que las necesidades del
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m ism o predio, y  sirve y a  para el trasporte HASTA el camino 
público, y a  para el trasporte Di:L camino público M. predio. P or 
esto el C ód igo  C ivil, redactado por m ano m aestra, establece la 
servidum bre de tránsito "para  la COMlíNICAClÓN CON el cam i­
no públicoii, y  nó com o el C ódigo  de M inería, que dice "vías de 
TRANSPORTE HASTA los cam inos com unes, no sólo de los pro­
ductos, sino de las m aterias que se necesiten para la e x p lo ta ­
ción y  beneficioii; lo que en realidad dice es que la servidum bre 
se concede para transportar los productos de la m ina y  las m a­
terias necesarias para la explotación  y  beneficio, hasta los 
cam inos com unesn, lo  que es un absurdo, pues las m aterias 

necesarias para la explotación , se llevarán Á LA m ina y  nó AL 
ó HASTA el cam ino.

E ste  defecto fué tom ado del C ódigo  del 74, del que tam bién 
lo tom ó el C ó d igo  del U ru guay. *

P ara evitarlo, conviene reform ar esta parte y  poner, en vez 
de la  frase criticada, esta otra "y vías de COMUNICACIÓN CON 
los caminos 1’úliLICOS.n E sto  basta.

Reforina introducida por el articulo 6 del nuevo Código al an­
tiguo articulo 6. —ha. reform a borró del C ódigo  dcl 74 una frase 
que venía en seguida de la que acabam os de com entar y  criticar, 
y  la sustituyó por otra.

. a) L a  que borró decía: "P ero  el dueño del terreno no está 
o bligado á consentir el establecim iento de em presas industriales 
ó com erciales de fundición ó beneficio.n

L a  legislación vigen te en C h ile  antes del C ó d ig o  del 
autorizaba á cualquiera para denunciar y  pedir merced de sitios 
ó aguas, para establecer, en terrenos propios de particulares, 

pagando el suelo que ocupasen, las oficinas y  m over las 
quinas necesarias para el beneficio de los m etales, que llam aban 

de hacienda, ó sea, los hornos para fundir m etales y  los trajjich*^  ̂
para m olerlos. '

E l C ó d igo  del 74 quiso concluir con este favor especial y  
exa gera d o  concedido á la industria minera, y  estam pó esta 

frase que no era necesaria, pues bastaba con el artículo
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derogó TODAS LAS LEYES y  ordenanzas preexistentes sobre 
niinería, aun en la parte en que no fueran contrarias á ese 
Código.

La enmienda no significa, en consecuencia, que los dueños 
de los fundos superficiales están obligados ahora á consentir el 
establecimiento de esas empresas.

Las empresas industriales ó comerciales de fundición ó bene­
ficio, cuando no se constituyen como dependencia ó comple­
mento de la explotación de una mina, no pueden considerarse 

realidad sino como empresas de industria distinta y  .separada 
d® la minería, y  no deben pretender los favores de la ley espe- 

pero si el dueño de la mina quiere colocar en el fundo 
superficial un establecimiento de fundición ó beneficio de sus 
metale.s, el propietario del suelo está obligado á permitir esa 
instalación, porque ella cabe dentro de la frase "para el esta- 

lecimiento de canchas, terreros, HORNOS y  MÁQUINAS de 
^tracción y  u e n e f i c i o  de sus metales,,, comb ya lo hemos 

*̂ ho más arriba.

La frase por que la sustituyó es la siguiente: "A ESTAS 
ISMa s  s e r v i d u m b r e s  QUEDAN SUJETAS LAS CONCESIONES 
® MINAS NO METAl ICAS.,1

esta frase.-'Ld. idea que se tuvo en vista al redactar 
^ frase, fué, sin duda, la siguiente:

viit artículo establece la servidumbre en favor de las
««J, sm distmguir si son metálicas ó no metálicas, en todo

est^'^”  envuelta la idea de mina metálica. Por
Para^  ̂ suscitaran dudas, y  como no hay razón
dict^T servidumbre á las minas no metálicas, se

o Ja frase que examinamos.

Pero al redactarla, el Legislador
'lue ni • desgraciado, pues dijo lo contrario de lo

^quiso decir. .

favo/jgV ^  rninas no metálicas están sujetas en
gravan á ^ictálicas á las mismas servidumbres que

superficiales; esto es, las hizo predio sir-
^stas °  hacerlas predio dominante; en efecto dice:
de m- servidumbres QUEDAN SUJETAS las concesio- 

mmas no metálicas,,.
‘ V IS T A  F O R F .N .S E .-T O M O  V I I I  j O
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A d e m á s , e l p lu ra l e s t á  m a l e m p le a d o :  d e b ió  d e c ir  “ á  es/rí 

m is w íj  servid u m ^ r^ ii, y  n ó  á  e s t o  mls;//<7j s e r v id u m ^ m n , p u e s ­

t o  q u e  e l in c is o  h a b la  e n  s in g u la r ;  en  e fe c to  d ice : "quedan 
s u je to s  á  la  servidum/^r^.n D e b ió  re fe r irs e  á  la  s e rv id u m b re , 

c a r g a , g r a v a m e n , y  n ó  á  lo s  d ife r e n te s  m o d o s  e n  q u e  p u e d e  

m a n ife s ta r s e  e se  g r a v a m e n , y a  s e a  e n  e l e s ta b le c im ie n to  

c a n c h a s , te rre ro s , m á q u in a s  d e  e s tr a c c ió n , h a b ita c io n e s  d e  o p e ­

ra r io s , e tc ., e tc . .

T a m p o c o  h a y  n e c e s id a d  d e  d e c ir  " la s  c o n c e s io n e s  d e  m in aS "; 

b a s ta  d e c ir  " la s  m in as» .

-  R e s u m ie n d o  la s  o b s e r v a c io n e s  q u e  n o s  h a  s u g e r id o  la  frase 

c ita d a , d e b e r ía  d a rs e  fo rm a  á  la  id e a  q u e  c o n tie n e , d e  este  

m o d o : " A  e s ta  m is m a  s e r v id u m b r e  q u e d a n  s u je to s  lo s  fu n d o s 

s u p e r fic ia le s  en  fa v o r  d e  la s  m in a s  n o  m e tá lic a s " ,  ó  " á  e sta  

m is m a  s e r v id u m b r e  tie n e n  d e r e c h o  la s  c o n c e s io n e s  d e  m in a s  no 

m e tá lic a s . II

M in a s  n o  m e tá lic a s  so n  a q u e lla s  á  q u e  se  re fiere  e l a r t íc u lo  2 

e n  su  in c is o  2.°, e l c a rb ó n  y  d e m á s  fó sile s . .

* ■* *

I n’ c i s o  2 . " -  " L o s  f u n d o s  s l t k r k i c i a l k s  n o  c u l t i v a p o s

ó  C E R R A D O S  Q U E D A N  A D E M Á S ,  S U J E T O S  A L  U SO D E  L A S  LEÑ'A^ . 

Q U E  S E  E .N irL E A R E N  1*ARA L O S  T R A H A J A D O R E S  D E L A  M IN A , 

P E R O  E L  D E R E C H O  D E  C O R T A R L A S  C E S A  SI E L  P R O P I E T A R I A  

D E L  F U N D O  L.VS E N T R E G A  C O R T A D A S . . .

O rig en . — l eye s  7 , 12, 14  y  16, t itu lo  17 , lib ro  4  d e  la  R^‘  

copildción de In d ia s ,  d e c la r a b a n  re s p e c t iv a m e n te :

a )  Q u e  lo s  m o n te s  c o n te n id o s  e n  la s  m e rc e d e s  d e b ía n  ser ■ 

c o m u n e s ;

' b )  Q u e  la  c o r ta  d e  b o s q u e s  p a r a  e n m a d e r a r  se  h ic ie r a  en  la^ 

é p o c a s  c o n v e n ie n te s  á  su  d u r a c ió n  y  f irm e za ;

c )  Q u e  se  p o d ía  c o rta r  lib r e m e n te  la  m a d e r a  d e  lo s  montes 
co n  ta l q u e  se  ta la s e n  d e  m a n e ra  q u e  p u d ie ra n  c r e c e r  y  aum en­
ta r s e , y

d )  F in a lm e n te , q u e  lo s  q u e  te n ía n  p u e b lo s  en  encom ienda 
d e b ía n  h a c e r  p la n ta r  s a u c e s  y  o tro s  á rb o le s  p a r a  q u e  h u b ie ra  

a b u n d a n c ia  d e  leñ a.
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La ordenanza 49 dul Nuevo Cuaderno concedía á los prime­
ros para beneficiar las minas, adecuarlas y  conservarlas, y  cons­
truir ingenios y  sus edificios, el derecho á los montes ó maderas 
M Á S  C E R C A N A S  y  á la leña y  cepas de ella, con obligación de 
cortar lo seco por el pie y  de satisfacer á los particulares su 
justo precio valorizado por el juez de minas y  nada en los 
niontes públicos.

Los artículos 12, 13 y  14 de la Ordenanza de Nueva España 
disponían respectivamente:

a) Que los montes y  selvas P R Ó X IM A S  á las minas debían 
servir para proveerlas de madera con destino á sus máquinas, y 
de leña y  carbón para el beneficio de sus metales; y  si esos 
montes y  selvas eran propios de particulares, debía pagárseles ' 
su justo precio, y  se les prohibía extraer la madera, leña y 
carbón de sus pertenencias para otras poblaciones que pudieran 
proveerse en distintos parajes;

b) Que la corta y  acarreo de la madera no podía hacerse 
sino en el tiempo y  forma ordenado por un reglamento que 
debía dictar el Real Tribunal de Minería, calificar el virrey y  
autorizar el rey;

c) Que los carboneros y  leñadores no podían cortar "los 
renuevos de árboles para hacer carbón y  leñan, y  se ordenaba 
que donde no los hubiera, se plantaran y replantaran arboledas, 
principalmente en los sitios y  parajes en donde en otro tiempo 
las hubo, y se daba por razón que el consumo y  el descuido de 
su reproducción habrían escaseado y  encarecido las dos especies 
más útiles y  necesarias para el laboreo de las minas y  el bene­
ficio de los metales; y  finalmente, se ordenaba al Real Tribunal 
de Minería que formase una ordenanza sobre esta materia.

Por una exagerada protección á la industria minera, estas 
leyes dispusieron que todos los montes, bosques y  maderas de 
lugares vecinos de las minas fuesen destinados al laboreo de 
<Jstas, al movimiento de sus máquinas y  al beneficio de sus 
metales, sin que los dueños de los montes, etc., pudiesen opo- 
ncrseyá su destrucción, "concedicndoles sólo el derecho de ser 
pagaflos de su precio á justa tasación pcricial.n

lisaa disposición, limitada á los bosques próximos á la mina, 
Se extendió más tarde, á impulso del desarrollo dado á la
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industria de fundición de metales, á toda clase de bosques  ̂
cualquiera que fuese su situación; de modo que casi no 
habido punto alguno de la República que haya escapado ® 
devastación. Los Tribunales de Justicia aceptaron esta inter­
pretación contraria al tenor literal de las leyes y  aumentaron e 
mal. (Véase Gaceta de los Tribunales de 1868, página I0i3, 
sentencia 2280.)

Un escritor distinguido decía á este respecto que "los denun­
cios de bosques se han repetido sin cesar y  el hacha que ^  
cpdicia española ponía en las manos del minero, ha sacrificac o  

á la agricultura, empobreciendo la fertilidad de nuestros campoS; 
desnudándolos de su vegetación y trayendo por c o n s e c u e n c i a  

forzosa la extinción de las vertientes naturales d e s t i n a d a s

fecundizarlos.!! _ _
En efecto, se nota en nuestro país qué las lluvias en invierno 

no son tan frecuentes ni tan abundantes en cada aguacero como 
al principio de este siglo. Esto se palpa día á día, y  los agn* 
cultores que riegan sus fundos con las aguas de los ríos qu  ̂
tienen su nacimiento en la cordillera, sufren una gran disminu 
ción en la producción por la merma notable que han sufrido 
estos ríos en sus aguas á causa de los pocos aguaceros, lo que 
hace ya necesario someter á turno á los dueños de canales.

Los grandes desmontes hechos en la parte media de Chile, 
dice M. de Pissis, han disminuido notablemente la frecuencia 
de las lluvias, y  no estando retenida el agua que suministran 
por la tierra porosa de los bosques, se desliza casi toda hacia 
el mar con gran perjuicio de la agricultura; así es que los vera­
nos se han vuelto más secos y  los riegos más necesarios: las 
nieves de los Andes suministran aun agua para las necesidades 
de la agricultura; ^ ro  los riegos, además de los crecidos gastos 
que ocasionan, no tienen jamás el poder fertilizador de las 
aguas lluviales. Tiempo es ya de pensar en el arbolado si no se i 
quiere ver reducirse más y  más la superficie de las tierras de
cultivo. '

Un ingeniero notable, don Luis Lemuhot, decía en una Me­
moria premiada por la Facultad de Ciencias Físicas y  Matemá­
ticas en el certamen de 1864, que la causa de la disminución 
de las aguas de lluvia era el corte de los montes que se ha
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hecho en los cerros para dar abasto de combustible á los hor­
cos de fundición de cobre, y también por el que se ha ejecuta­
do sin tino en la mayor parte de las haciendas para transfor- 
>iiar las lomas y  cerros cultivables en tierras de labranza, cuando 
los cereales aumentaron de valor en tiempo del descubrimiento 
de California.

Cuando á principios de este siglo visitaba Mr. de Humboldt 
laguna de Taricagua en el valle de Arangua, en Venezuela, 

atribuyó la disminución, hasta entonces ínexplicada de estas 
^Suas, que en 1555 estaban á 2,803 metros del pueblo de Valen­
cia y entonces á 5400, á la corta de los montes que se hicieron 
en el valle, y  decía: ‘'Cortando los árboles que cubren la cima 
y  la pendiente de los cerros, los hombres de todos los climas 
preparan á las generaciones futuras dos calamidades á la vez: 
Una la falta de combustible y  otra la escasez de las aguas.»

Veintidós años más tarde, esas aguas cubrían terrenos que 
an^cs habían sido cultivados. Mr. de Boussingault atribuía esto 
al crecimiento de los montes, crecimiento que pudo efectuarse 
porque las luchas de la independencia suspendieron la corta y  
diezmaron la población del valle.

Mr. de Boussingault, que ha estudiado detenidamente la in­
fluencia del corte de los montes sobre los climas, cita varios 
ejemplos de la misma naturaleza para probar que la corta de 
los bosques en los cerros hace disminuir la cantidad de lluvias, 
principalmente en los países cálidos.

Esta conclusión á que llegan Humboldt, PIssis, Boussingault, 
etc., se justifica si se tiene presente el efecto que producen en 
la atmósfera los montes que crecen en los cerros y  sus pen­
dientes. Mr. Lemuhot explica así estos efectos: "Todos los cuer­
pos tienden á equilibrar su temperatura con los que los rodean, 
equilibrio que tiene lugar con más ó menos rapidez, según sea 
la conductibilidad de los cuerpos para el calor. Los árboles 
tienen un gran poder de irradiación hacia el espacio, cuando 
no hay nubes, para equilibrar su temperatura con ese mismo 
espacio planetario; de modo, que tan luego como baja el sol 
al horizonte y  sus rayos río alcanzan á mantener el calor que 
los árboles han adquirido en el día, éstos principian á enfriarse 
y  quitan una parte del calor al aire que los rodea, guardando



éste el calor adquirido en el dta por ser mal conductor. Las 
capas de aire que rodean los árboles, se enfrían, adquieren más 
densidad y  el vapor de agua que tienen en sus moléculas se 
precipita sobre los cuerpos, formando el rocío que se ve por la 
mañana sobre los cuerpos que han sido expuestos á la irradia­
ción nocturna, proporcionalmente a! poder de irradiación que 
tiene cada uno. El aire que rodea las plantas se enfría y  ad­
quiere más densidad; baja entonces y  deja su lugar á otras ca­
pas más cálidas que están cargadas de humedad, las cuales, 
enfriándose á su vez, bajan también. Se produce de este modo 
una corriente que baja toda la noche, hasta que los rayos del 
sol vienen á compensar él calor que pierden las plantas. De 
este modo los árboles que cubren los cerros y  sus faldas esta­
blecen una corriente de aire que sigue la pendiente hasta llegar 
al plan. II

Sentados estos hechos, veamos cómo provoca la vegetación 
en Chile los aguaceros en el invierno.

En el verano, cuando el sol se acerca al hemisferio sur, se 
produce el vacío en el norte por la rarefacción del aire á causa 
del sol que calienta la tierra, y  por consiguiente las capas infe­
riores de la atmósfera, y  obliga al aire á elevarse á la parte su­
perior por haber disminuido su peso específico. De aquí nacen 
las corrientes bajas del sur al norte para llenar ese vacío, y  al 
mismo tiempo las corrientes altas del norte al sur para ocupar 
el lugar que dejan las corrientes sur-norte. Mientras corren los 
vientos del sur en la parte inferior, no se pueden tener aguace­
ros por estar este viento poco cargado de vapores, y  éstos, á 
medida que adelantan así al norte, se dilatan por efecto del 
calor que los penetra.

Cuando el sol se retira del hemisferio sur y  sus rayos caen* 
oblicuamente sobre la tierra, no tienen fuerza para calentarla 
y  las capas de aire que tocan su superficie no se dilatan y  cal­
ma el viento; por esta razón se tiene raramente vientos fuertes 
de sur en marzo y  abril, y  las noches se refrescan por efecto de 
la irradiación que se opera. Si los cerros están cubiertos de 
montes, éstos impiden á la tierra que se caliente por los rayos 
del sol; el enfriamiento de las capas de aire que rodean los 
montes no está contrariado por el calor del terreno, y  principia
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de noche una corriente continua de aire frío y  condensado que 
resbalando por la pendiente de los cerros, obliga al fin á la co­
rriente superior norte-sur á bajar á la superficie de la tierra, 
donde se condensan los vapores que trae y  se forman los agua­
ceros. Si, por el contrario, los cerros están desnudos de montes, 
no sólo se caldcan en el verano por la ausencia de sombra, sino 
también en invierno la parte de ellos que mira al norte, por 
recibir entonces el sol perpendicularmente á sus faldas. La tie­
rra, siendo poco conductora del calor, irradia poco de noche y 
la corriente no se forma, y si por casualidad corre viento norte 
P«r efecto del enfriamiento del aire producido por las nieves 
de la cordillera, el aguacero se tran.sformaría en nevazón de 
poca duración, por ser disipadas las nubes por la corriente 
ascendente del aire calentado por el mismo terreno de los 
cerros. ,

Explicada la causa de las lluvias en Chile, se ve que los ce­
rros desnudos de montes deben recibir los aguaceros tarde y 
en poco número.

Decreto de i8¿g. — E\ 2 de julio de 1859 se dictó un decreto 
por el Ministerio de Hacienda en que se impedía cortar en los 
bosques fiscales maderas que no tuviesen ciertas dimensiones. 
Esta disposición, que tendía á evitar la extinción del alerce,

, según dice el decreto, no evitaba el mal sino en pequeñísima 
parte y  dejaba en pie los denuncios autorizados por las leyes 
citadas más arriba.

Por eso, y teniendo presente las altas consideraciones de in­
terés público que hacían indispensable poner atajo al desmonte 
>ncon.siderado de los cerros y  evitar la ruina completa de la 
agricultura, el 15 de julio de 1871 se promulgó la siguiente ley: 

" A r t í c u l o  ú n i c o . — Se derogan las ordenanzas de minas 
cuanto autorizan los denuncios de bosques.»

comisión de gobierno de la Cámara de Diputados creía 
yer en las disposiciones que autorizaban esos denuncios, cierta 
'fcompatibilidad con la Constitución, cuando decía: "Esta su­
presión (la del denuncio de bosques) es un homenaje debido al 
derecho de propiedad y  al espíritu de nuestra Constitución que 

halla tal vez en conflicto con Ise subsistencia de tales denun- 
CIOS..I En efecto, la Constitución del n ,  posterior d las leyes que
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autorizaban los denuncios, en el niímero 5 del artículo 10 ase­
gura á todos los habitantes de la República la inviolabilidad 
de las propiedades, sin que nadie pueda ser privado de la de su 
donriinio n¡ de una parte de ella por pequeña que sea <5 del de­
recho que á ella tuviere, sino en virtud de sentencia judicial; 
salvo el caso en que la utilidad del Estado, calificada por una 
ley, exija el uso ó enajenación de alguna, etc.

Ley de 1872.—Como la disposición de la ley de 2 de julio 
del 71 era un poco dura, pues nada estatuía respecto de las 
personas á quienes perjudicaba al dejarlos de repente sin leña 
para sus establecimientos de beneficio, la ley de 13 de julio de 
1872 facultó á lo» denunciantes que tuviesen hornos en labor 
para continuar ejercitando sus derechos con arreglo á ordenan­
za, por el término de tres años, contados desde la promulga­
ción de esa ley, y  autorizó para cortar sólo los árboles que se 
consumiesen durante ese término. Se declaró exentos de toda 
expropiación forzada á Jas montes anteriormente cortados y  á 
aquellos en que no se hubiesen planteado aun los estableci­
mientos para que se solicitaron. Se prohibió la corta de árboles 
ó arbustos en los lugares donde existen ó aparecieren vertien­
tes, prohibición que rige con todos los árboles y  arbustos sil­
vestres situados á menos de 400 metros arriba y  á menos de 
200 metros á cada Jado de Jos manantiales, regla, sS, que no 
rige con los árboles y  arbusto.s situados cerca de los manantia­
les que nacen en terrenos planos regados. El artículo 6 de esa 
ley encargó al Presidente de la República que dictase un re­
glamento para determinar las reglas á que ha de someterse ia 
explotación de los bosques en cada departamento, pudiendo 
prohibir el corte do los árboles en los cerros hasta una altura 
que evite la destrucción del terreno vegetal.

El 3 de mayo de 1873 se dictó ese reglamento. En él se 
adoptó un sistema de administración según el cual es inspector 
general de bosqutes el presidente de la Sociedad Nacional de 
Agricultura, son inspectores particulares los gobernadores de- . 
partamentales, y  guardas los subdelegados. Esta administración 
debe formar la estadística de los bosques, hacer nuevas planta­
ciones, dar cuenta al gobierno de los abuso.s y  de las necesida­
d"* que note en el ramo de bosques, y  velar acerca del cumplí-
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niíento del reglamento, sometiendo á los culpables al juez de 
letras para que sean penados con una multa de 50 á 500 pesos, 
cuyo producto se distribuye por cuartas partes entre el denun­
ciante, el procurador municipal, que debe gestionar en el juicio, 
la municipalidad y el fondo de la administración (i)

Código del 7 .̂ — Frescas estas reformas y  un afto apenas des­
pués de ser dictado el reglamento á que acabamos de referirnos, 
se promulgó el Código del 74, que no contiene disposición al­
guna i  este respecto, lo que es natural, pues la reforma estaba 
hecha en las leyes citadas y  no había necesidad de estamparla 
en el Código.

Código actual.-VA Código actual estableció que "los fundos 
superficiales no cultivados ó cerrados quedan además sujetos al 
uso de las leñas que se empleasen para los trabajadores de la 
mina, pero el derecho de cortarlas cesa si el propietario del fun* 
do las entrega cortadas, n ’

"Fundos .superficialesII (ya hemos definido estafrasey expli­
cado su alcance), no cultivados 6 cerrados. Se trata de dos clases 
de fundos: i.‘ , w  cultivados, y  2.*, no cerrados, y  si el Código no 
lo dijo fué por un defecto de redacción. Debe haber un no antes 
de cerrados. No se refiere, pues, á los cerrados 6 cultivados', y no 
se ha referido á ellos por las razones de interés público, lata* 
mente expuestas al criticar la antigua legislación sobre bosqups, 
y porque un fundo cultivado necesita de la leña para sus me-, 
nesteres diarios, y  establecer como obligatorio en favor del 
minero el usode las leñas sería condenarlos en un porvenir más 
ó menos próximo á ver extinguirse sus bosques y  á tener que 
incurrir á la leña de otros fundos, á precios indudablemente 
subidísimos; al paso que ga.stándose sólo para los menesteres del 
fuudo se puede medir la duración de los bosques y  arbolados y  
arreglar sus gastos á las necesidades del fundo.

*» *

(1 )  Vcase tomo J7, pág. 98; tomo 39, pág. 280; tomo 40. pág-
437; tomo 41, pág. 390. Mercurio, tomo 10, pág. 545; tomo t6, pág. 537; to- 
•no X7, pág. 361. Leyes no Cedificada$, tomo i . ”, pág. S70 y  siguientes.
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A L  U S O  D E  L A S  L E Ñ A S .........  “

Este derecho se traduce por el de cortar la lefia y  llevarla á 
la mina. .

Debemos considerar incorporadas en este inciso las leyes y  re­
glamentos sobre corta dé bosques. En consecuencia, la corta 
debe hacerse con arreglo á esas disposiciones, y  el dueño puede 
prohibirla en los lugares que la ley del 72 y  el reglamento la 
prohíben.

Con el objeto de que se tengan presente esas leyes, nos he­
mos extendido latamente acerca de ellas y  hemos indicado los 
lugares dónde existen todaS las disposiciones dispersas vigen­
tes sobre la materia, para que se puedan encontrar con facilidad.

Hemos expuesto también, con demasiada latitud quizás, las 
razones de interés público que se tuvieron en vista al dictar 
esas disposiciones, con el objeto de que no se olviden si alguna 
vez se trata de volver sobre este punto, ya que es de temerlo en 
esta tierra donde se hace tan poco caso de ciertas cuestiones 
vitales, y  donde se aprecia tan poco por las autoridades la gran­
de influencia que ejerce el arbolado en la agricultura, en el cli­
ma y  hasta, y  principalmente, en la vida misma de los habitan­
tes del país. Esto no es mera palabrería. Hoy, por ejemplo, que 
se ha concluido la canalización del Mapocho y  que han queda­
da á ambas orillas de este río vastos terrenos que sería natural 
destinar á un parque, que vendría á ser como los pulmones de 
Santiago, no se piensa en eso .sino en venderlos á los particula- 
les para llevar á las arcas nacionales unos cuantos miles de pe­
sos, y  privar as{ á esta ciudad d« una verdadera fuente de vida. 
Pero nó; .se olvida que Santiago por sus malas condiciones 
higiénicas, es una de las ciudades donde muere mayor número 
de habitantes, en relación hasta con los 'pueblos de la India, y  
donde e! 41 por mil perece á causa de la ignorancia, menospre­
cio ú olvido pcir parte de los autoriclade.s, de las leyes higiéni­
ca» que rigen la duración y  conservación de la salud y  la vida. 
Si esto pasa en la capital y tratándose de la vida ¿qué se podrá 
decir y qué temer del resto del país y  tratándose principalm ente 
de la agricultura? ' '

• *
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Q U E  S E  E M P L E A S E N . . . »

Debe decirse "que se necesitasen .̂ No cabe derecho al uso de 
leñas que se han empleado, sino al uso de las lefias que no se ne­
cesiten. .

' * : 
’ » *

•I .. .  P A R A  LO S  T R A B A J A D O R E S  D E  L A  M I N A ..........

El uso de las lefias está limitado por las necesidades de los 
trabajadores que haya ocupados en la mina, verbigracia, para 
guisar la comida, secar la ropa, etc. No hay, pues, derecho para 
usarla en la explotación y  beneficio de los metales.

Sin embargo, el señor Vera, en la página 46 de sus comenta­
rios, dice: "En cuanto al uso de las leñas introduce también una 
novedad importante y  es que el propietario del fundo, si le agra­
da, puede, entregar cortada la leña que exija el L A B O R E O  d e  

L A  M IN A .ii  . ■

Probablemente el señor Vera ha leído en vez de "para los 
trabajadores áe\& minan, como dice el inciso, "para los traba­

jo s  de la mina.» Pero esto no es aceptable porque el señor Vera, 
al copiar el artículo 6.“, reproduce el inciso 2.® con la frase "para 
los trabajadores de la mina.»

Buscando la razón de esta opinión del señor Vera, hemos en­
contrado que el artículo 6.° del proyecto presentado por el se­
ñor ministro de la Corte de La Serena, don Sótero Gundián, al 
ministro de Justicia el 31 de agosto de 1888, tiene en el inci­
so 2.’’ la frase "para los trabajos de la mina.» Fuera de esto no 
hemos encontrado otra base á esa creencia; pero esto no es bas­
tante. En efecto, tanto la edición oficial de 1889 revisada por el 
subsecretario de Justicia, como la última edición del Código 
hecha en Europa en 1891 por don Roberto Miranda, revisada 
á su turno por nuestro ministro en Francia, traen la frase "para 
los trabajadores de la minan, no "para los trabajos><\ y en la fe 
de erratas no hay nada á este respecto.

Por ser contraria á la opinión del señor Vera el tenor literal 
del artículo, y  sobre todo por las razones que obligaron al Le­
gislador á prohibir la corta de bosques en beneficio de ¡a indus­
tria minera, creemos que no ha habido equivocación en la re­
ducción del inciso, y que en él se establece silo el uso de la leña
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Pí:

para los menesteres de los trabajadores de la mina, y  nó para 
el laboreo de ésta,

* « ' '

P E R O  E L  D E R E C H O  D E  C O R T A R L A S  C E S A  SI E L  P R O P I E ­

T A R I O  D E L  F U N D O  L A S  E N T R E G A  C O R T A D A S .i i

El corte de la lefia hecho por los mineros, como que no están 
enterados en la conservación y  el uso prudente de los bosques, 
puede ser perjudicial á los intereses del propietario. Por esto la 
ley da á éste el derecho de entregarla cortada y  cesa entonces 
el derecho del minero para cortar. .

De este modo se evitará el corte inconsulto, aun con la dis­
posición de las leyes y  reglamento sobre corta de bosques, y  se 
asegura de una manera más conveniente para el propietario el 
precio de la leña, pues asi es más fácil llevar cuenta exacta del 
consumo que haga el minero. Por otra parte, el gasto que el 
propietario puede hacer en la corta de la leña, gasto que evita­
ría si la cortase el minero, se le retribuye por éste con arreglo á 
la amplia disposición del inciso tercero, como veremos en se­
guida.

. *
. • * '

I n c i s o  3®.— " L a  s e r v i d u m b r e  s e  c o n s t i t u i r á  p r e v i a  i n ­

d e m n i z a c i ó n  N O  S Ó L O  d e l  V A L O R  D E L  T E R R E N O  O C U P A D O , 

S I N O  D E  T O D O  P E R J U I C I O , Y A  S E  C A U S E  É S T E  Á  L O S  D U E Ñ O S  

D E  L O S  F U N D O S  S U P E R F I C I A L E S , V A  Á  C U A L Q U I E R A  O T R O .n  

Razón de este inciso.— lus incisos anteriores, el Código ha 
consultado los intereses de la minería, estableciendo la servi­
dumbre del inciso l.“ y  el uso de las leñas de que habla el in­
ciso 2." Estos servicios no pueden ser gratuitos, pues si lo fue­
ran, la ley violaría la disposición constitucional que declara que 
nadie puede ser privado de su propiedad ni de una parte de 
ella, sino cuando la utilidad del Estado, calificada por ley, esta­
bleciere el uso ó enajenación de alguna; lo que tendrá lugar dán­
dose previamente al dueño la indemnización que se ajustare con 
él ó se avaluare á juicio de hombres buenos.

Establecido por esta ley el derecho á la servidumbre en vista 
de la utilidad que al Estado resulta por el inconveniente y  des-
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arrollo de la minería, que lanza á la circulación la riqueza 
escondida, no se ha cumplido sino con la primera parte de la dis­
posición constitucional. De aquí este inciso tercero que, cum­
pliendo con la segunda, armoniza los intereses bien entendidos 
del Estado, y d a á  los dueños de los fundos superficiales ó á  
cualquiera otro, derecho á

/ i.o, por la servidumbre de que habla el in- 
una indemnización 3 ciso i ", ó sea por la ocupación del terreno-

prévia ¡ necesario para la cómoda-ex flotación de
\ la mina; 2.0, Por todo otro perjuicio.

¿Es necesario este inciso?— disposición de este inciso no 
era indispensable; bastaba con la del número 5 del artículo 10 
de la Constitución. Si la ley no la hubiese estampado aquí, el 
dueño del terreno ocupado (1) con arreglo al inciso i.“, el de 
la leña empleada (i) con arreglo al 2.\ no habría estado ĉ bii- 
gado á prestar esos servicios gratuitamente, y  sólo se le habría 
obligado, previa indemnización, najustada con él ó avaluada á 
juicio de hombres bueno.s.n Sin embargo, la disposición es con­
veniente, porque evita discusiones y  completa la materia. Ade­
más, esta es la costumbre; cuando se hace una ley, se introducen 
en ella las disposiciones constitucionales que con ella se relacio­
nan, como sucede en la Ley de Organización y  Atribuciones de 
los Tribunales, en la de Régimen Interior, Municipalidades, etc.

♦, ♦ *

" L A  S K K V I D U M B U E  S E  C O N S T I T U I k A  P R E V I A  IN D E M N I Z A - . 

C IÜ N  N O  S Ó L O  D E L  V A L O R  D E L  T E R R E N O  O C U T A D O .......  ,

Error en la redacción.Si la indemnización e s / m  w, no se­
rá del valor del terreno ocupiuio, sino del que se va d ocupar. Hay, 
pues, un defecto de redacción en esta parte de la frase.

¿C¿¡no se Jija la indemnización previa?— YA valor del terreno 
es el que ajusta el minero con el po.secdor del fundo, ó el que

( i )  A  pesar de ser impropias estas palabras, como ya lo hemos mani­
festado respecto de la segunda y  como lo manifestaremos luego respecto de 
la primera, las usamos aquí por ser tas de que so sirvo este articulo.
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se avaluase á juicio de hombres buenos, según el artículo consti­
tucional citado. El juez, por tanto, en caso de contravención, de­
be oir á las partes, y  si no se avienen, oirel dictamen de peritos.

Pero el valor que se va á pagar por la ocupación del suelo no 
es sólo el del suelo que se va á ocupar, sino el de todo perjuicio 
que se cause por esto no sólo á los dueños de los fundos super­
ficiales, sino i  cualquiera otro.

Alcance de la frase »todo perjuicio» — \ja. frase subrayada es 
de más alcance del que á primera vista parece tener.

Indemnización de las lenas.~'E.n p rim er lu g a r, no esta n d o  

co m p ren d id a  en el m iem b ro  a n terio r la  in d em n ización  p o r el 

u so  d e la  leñ a, d e b e  co m p ren d erse  aquí, p u es q u e éste  es un 

p e rju ic io  q u e se cau sa  al fun do, es un m en o scab o  d e la  p ro p ie­

d a d , q u e h a ce  n ecesaria  la  in d em n iza ció n  previa.

En segundo lugar, lo que á primera vista se entiende por todo 
perjuicio, son las costas de las diligencias que el propietario 
tenga que hacer, pues jamás debe ser gravado con ellas.

Pero no es esto lo importante, ni lo que da la latitud de que 
hemos hablado, á la frase <'todo perjuicioit.

Indevinización por la superjicie de la pertenencia. — YX a rtícu lo

13 co n ced e  al m in ero  la  p ro p ied ad  p e rp etu a  d e la  m ina, y  el 

a rtíc u lo  37 d ice  q u e  la  p erten en cia  p a ra  la  m in a  es un só lid o  

d e  b ase  rec ta n g u la r  y  d e  p rofu n d id ad  in d efin id a  d en tro  d e  los 

p la n o s ve rtic a le s  q u e lo  lim itan , y  q u e co m p ren d erá  la  e x te n ­

sión  d e  cinco h ectá rea s  suüfcrficiales co m o  m á x im o , y  d e  una 
co m o  m ínim o, á  vo lu n ta d  a e l reg istra d o r, si se tra ta  d e minas 
d e oro, p la ta , etc., y  h a sta  cincuenta h ectá rea s  SUPERFICIALES, 
si d e  carb ó n , etc. ^

A l darse esta extensión de terreno al minero, se expropia de 
ella al dueño. ¿Tiene éste derecho de cobrar al minero el valor 
de esc suelo expropiado? El Código no lo dice en ninguna par­
te, y  al hablar de indemnización en el artículo ó, habla sólo de 
los terrenos nece.sarios para la cómoda exíplotación de la min» 
y  nó de los terrenos que constituyen esa mina ¿Se seguirá de 
aquí que el minero que va á aprovechar esc terreno no deberá 
pagarlo al propietario? ¿Se seguirá de esc silencio de la ley qü« 
eüa establece un despojo en favor del minero, despojo qu® 
puede llegar en unas minas á cinco hectáreas y  en otras, en las
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que, por la naturaleza del terreno en que esas minas se encuen­
tran generalmente, el suelo es el más apropiado para la agricul­
tura, hasta cincuenta hectáreas? Como ya hemos dicho más 
arriba, la omisión del Código en materia de indemnización, no 
perjudica al propietario á que se expropia: si la ley calla, la 
Constitución habla, y  ella no comprende, digámoslo así, la ex­
propiación sin la indemnización previa.

Si el Código quería hablar de indemnización sin necesidad ■ 
de hacerlo, debió ser cornpleto y  lógico: ó hablar de todas ó no 
hablar de ninguna. De otra manera, su regla incompleta esta­
blece una fuente perenne de controversias, siempre perjudiciales.

Este defecto ú omisión, se notó al aprobarse en la Cámara de 
Diputados el artículo 13, y  don José María Balmaceda propuso 
la enmienda; pero otro señor diputado, el señor Tagle Arrate, 
dijo, refiriéndose á la indemnización de la superficie ocupada 
por la pertenencia, que ese asunto estaba determinado en el in­
ciso último del artículo 6, que hablaba de iodos ios perjuicios 
que pudiera experimentar el dueño del fundo. E l señor Balma­
ceda pidió que quedara constancia en el acta de que ese inciso 
se refiere también á los terrenos de que habla el artículo 37.

Se hizo, pues, decir al artículo lo que no dice, y  debemos en­
tender que la frase "todo perjuicíon, comprende también la in­
demnización por la superficie de la pertenencia minera; y  esto, 
nó por la di'claración de la Cámara, que no tiene fuerza legisla­
tiva, pues para ello falta el concurso del Senado y  del Ejecutivo, 
sino por decirlo así la Constitución. •

Uno de los comentadores del Código, el señor Ravest, al es­
tudiar el proyecto del Código actual comparáíidolo con el Có­
digo del 74, cometió el error de creer que "la expropiación legal 
de la extensión dcl terreno que forma una pertenencia no está 
sujeta á indemnización previa, á diferencia de la servidumbre so­
bre el mayor t e r r e n o  que después se necesitare á medida que el 
desarrollo de los trabajos lo fuere requiriendo. Este nuevo te­
rreno, materia de la servidumbre y  fuera del sólido que forma 
la pertenencia es el que está sujeto á previa indemnizaclónii (l).

( [ )  V é a s e  p ág. 167 d el Estudio Comparado d tl l^oyecio dt Refonna del C i '

\ digo de Mintria, por el seftor don José Ravest.



Después, ai estudiar el inciso 3.'’, dice, en la página 13 de sus 
Comentarios, que "El terreno componente de la pertenencia es 
materia de la expropiación legal anexa á la propiedad minera, 
y  para cuya ocupación no se requiere indemnización previa. 
Esto no significa que dicho terreno sea gratuito. Pero el mayor 
terreno, además de la pertenencia, es materia de la servidumbre, 
previa indemnización, " S I N  L A  C U A L  E S E  M A Y O R  T E R R E N O  N O  

P O D Í A  S E R  O C U P A D O .t i  En otros térmíno¡5, que la superficie de 
la pertenencia no se paga, pero que no es gratuita, porque el mi­
nero tiene que pagar el terreno que, fuera de la pertenencia, ne­
cesite para la explotación de la mina. La cosa no carece de in­
genio, pero...

Si, como cree el señor Ravest, el terreno que forma una per­
tenencia no estuviese sujeto á indemnización previa, el dueño 
del fundo sufriría una expropiación contraria al artículo ya tan­
tas veces citado de la Constitución, y  contraria además al espí­
ritu, ya que no á la letra, del inci.so 3.® que examinamos, pues 
la Cámara de Diputados consideró que en la frase "todo otro 
perjuicioii iba incluida la indemnización del terreno incluido en 
la pertenencia.

¿Cuándo debe pagarse esta indemnización?—^\ minero no 
tiene derechos sobre la pertenencia que se le ha señalado des­
pués de la manifestación, sino desde que ha ratificado el regis­
tro y  lo ha registrado, pues, si esto no hace, se le tendrá por 
desistido de sus derechos. Hasta entonces el minero no ha ne­
cesitado el terreno que ha de formar su pertenencia, no ha 
constituido propiedad minera, ti*ata sólo de los primeros pasos 
para hacerlo, y usa de ese terreno sólo para labrar el pozo y  
alinderar provisionalmente. Estos trabajos los hace en virtud 
4el principio de expropiación, de la orden de la ley, así como 
hizo anteriormente los de investigación. La expropiación no ha 
tenido lugar, pues que si no ratifica, los derechos que empiezan 
á formarse, permítasenos la expre.sión, desaparecen. C u á n d o  

éstos ya no pueden desaparecer, existe la expropiación y  con 
ella la obligación de indemnizar. Nace, pues, ésta desde la rati­
ficación del registro. Conveniente sería aclarar este punto y  
completar el artículo con una frase que dijera más ó menos lo 
siguiente:



“Hecho el registro de la ratificación, se pagará al dueño del 
iido expropiado por la concesión minera, el valor de la super­

óle ocuj)ada por la pertenencia, n

fund

»« *

Y a se cause éste A L O S  D U E Ñ O S  D E  L O S  F U N D O S  S U l ’ E R .  

*‘ Í C I A L E S , y a  á  C U A L Q U I E R A  Q T R O .t ,

Refiriéndose la frase "ya á cualquiera otron "A los dueños de 
^ndosn, no debió ponerse en singular y  debió haberse dicho: 
‘ya á cualesquiera otrosn.

Según hemos dicho anteriormente, la frase ‘'fundosuperficialu 
refiere á los predios rústicos, y  está tomada en contraposi- 

<̂ 'ón á "conccsión mineran, que es predio superficial y  con pro­
fundidad indefinida. Con arreglo á esto, la frase “cualquiera 

no puede referirse sino á los dueños de minas, las que, in- 
'^udablemente, pueden sufrir algún perjuicio, si se toma en 
<̂ üenta la naturaleza de la servidumbre que establecen los inci­
sos I.» y  2.®

Pero no creemos que ésta haya sido la intención del Legisla­
dor. Nos parece que en la frase "á los dueños de los fundos su- 
Perficialesii ha querido referirse á los dueños de los fundos que 
^stán directamente gravados con la ser\’idumbre; y  en la frase 
"ya á cualquiera otron, á los dueños de los fundos que no So- 

Partan el servicio, pero que pueden con él ser perjudicados, lo 
•liíe fácilmente puede suceder por la clase de servidumbre de 
'l'Je se trata en este articulo. ,

Para evitar el error señalado y  estas dudas, que pueden tra­
ducirse en conflictos, convendría reformar la frase y  decir: "ya 
*e cause á los dueños de los fundos que sufren el servicio, ya á 
Cualesquiera otros. II De este modo la ¡dea aparece bien clara en 

primera parte de !a frase, y  en la segunda quedan compren- 
*lidos tanto las per£enencias mineras como los fundos superfi­
ciales no gravados directamente con la servidumbre. ^

Tomando en cuenta las observaciones que nos ha sugerido el
R R V IST A  VOKgNSR. — t o m o  V I I J  í I
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estudio del artículo 6, desearíamos que se reformase y 
redactado en la forma siguiente:

A k t . 6

"Desde el registro de la ratificación los fundos superficial*-’* 
quedan sujetos á la servidumbre de ser ocuj)ados en toda la 
tensión necesaria á medida que el desarrollo de los trabajos 
fuere requiriendo, ya sea para el establecimiento de canchas, tĉ  
rreros, hornos y maquinarias de estracción y  beneficio de su’’ 
metales solos ó me/xlados con otros; ya para habitaciones 
o[)erarios y vías de comunicación con los caminos públicos.

. esta misma servidumbre quedan sujetos los fundos s u j i c r f i c i a  • 

en favor de las minas no metálicas.
"Los fundos superficiales no cultivados ó no cerrados quet^ 

además sujetos al uso de las lefias que se necesitaren para j*’® 
trabajadores de la mina; j)ero el derecho de cortarlus cesa si c 
propietario del fundo las c-ntrcga cortadas,

"La servidumbre se constituirá ])rcvia indemnización del va 
lor del suelo que se va á ocupar, de la leña que se necesite y 
de todo perjuicio, ya se cause á los dueños de los fundos 
sufren el gravamen, ya á cuales(}uiera otros.

"Mecho el registro de la ratificación, se pagará al dueño de 
fundo expropiado iK>r la concesión minera, el valor de la suih ’̂’" 
ficie tjcupada por la pertenencia.it

K1 artículo que hemos e.vamínado contiene, como sc ha vist*’ ’ 
varías ideas que no aparecen en la primera lectura con tf>< 
claridiid. Con el objeto de presentarlo de una manera gráfi<̂  ̂  ̂
metódica, lo hemos condensado en el cuadro siguiente, .en  ̂
que hemos resumido y  agrupado ordenadamente todas las 
que contiene:
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¿PUEDE UN PROCURADOR D EL NÚM ERO R e ­
presentar á un litigante que ha apelado de una sentencia, 
sin presentar poder suyo, pero sí fianza de rato?

Nos ha movido á escribir sobre este tema la circunstancia de 
haberse resuelto la afirmativa de la proposición anterior pof 
una Corte de Apelaciones, mandando suspender la relación de 
una causa el mismo día que debía verse en deserción, por haber 
se presentado un procurador de número ofreciendo fianza de

• rato por el apelante.
Entendemos que esta jurisprudencia no tiene ajx)yo en la 

ley. Antes, por el contrario, creemos que ella está reñida con 
los preceptos que rigen en materia de procedimiento.

Vamos á tratar de demostrarlo. _
La ley 3.®, título 20, lib ro  11 d é la  N o v í s i m a  R eco p ilació n , 

dispone que el apelante debe presentarse al Tribunal de A lz a d a  

á seguir el recurso dentro del término de emplazamiento, tcr 
mino que la ley estima fatal, porque después de transcurrido, 

sólo admite al apelante, cuando alegare razón d erech a  y  
probare, ó lo que es lo mismo, si tuviere y ju stificase  causa de
legítimo impedimento.

No obstante, y  por equidad, algunos tribunales, y  entre ellos 
la Corte de La Serena, vienen admitiendo de tiempo atrás la 
comparecencia del apelante hasta ultima hora, con tal q̂ ® 
aun no se hubiese declarado desierto el recurso, cuando se pre­
sentare á seguirlo fuera del término de emplazamiento, con 1» 
sola obligación de pagar las costas causadas por su morosidad.

Esta práctica, aunque contraria al precepto de la ley, viene 
á suavizar su rigorismo intransigente, y  se conforma, en cierto 
modo, con los principios reguladores de una bien entendida li­
bertad de defensa.

Pero, si es admisible la latitud de defensa que esta p rá ctica  

abre para los litigantes que llegan tarde á  seguir el recurso 
alzada, estamos muy lejos de opinar que ella debe extenderle 
hasta autorizar á un extraño para personarse por aquellos, sin 
traer poder judicial ó carta de personería. ■

Según la le y  3.*, título 31, libro V, de la Novísima R eco p ila-
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ningún procurador dcl número de las Cortes de Apela­
ciones puede personarse en juicio sin poder bastanteado por 
abogado residente en la misma audiencia. ■

El artículo 400 de la ley de 15 de octubre de 1875 dispone, 
asimismo, que en la Corte Suprema y  en las Cortes de Apela­
ciones no pueda ninguna persona presentarse en juicio, sino 
por sí misma, ó por medio de un procurador del núniero, se en­
tiende premunido éste dcl competente poder, constituido en la 
forma prevenida por el artículo 395. ’

Sólo cuando las cartas de personería fueren dudosas, mal- 
fechas 6 menguadas, según la expresión de la ley 21, título 5.“, 
Partida 3.*, se admite al apoderado ó mandatario, con tal que 
legitime su personería rindiendo fianza de rato, esto es, de 

el mandante tendrá por firme y  valedero todo lo que el 
primero hiciere á nombre del segundo.

En el caso previsto en la citada ley, hay razón ó fundamento 
plausible para aceptar la representación del mandatario me­
diante la expresada garantía, porque trae consigo un principio 
de prueba por escrito, un testimonio auténtico, de que tal ó 
cual persona le ha conferido un mandato judicial, lo ha hecho 
su personero, otorgándole el respectivo poder, si bien éste ado­
leciera de algún vicio ó defecto, á subsanar el cual tiende, la 
fianza de rato. Pudo haber error, descuido ó ineptitud en la 
constitución del mandato, por sus términos ó condiciones, pero

• se traduce en él la voluntad del otorgante para ser representa­
. do en la instancia por un tercero; y  esta carta, por punto ge- 

•leral, para que ese tercero, supliendo las deficiencias de su in- 
'^estidura con el celo de un buen padre de familia, haga eficaz 

mandato, depurándolo del vicio que lo menoscabara, ó com­
plementándolo, con la fianza que ofrece de que el mandante 
tendrá por firme y  valedero lo que él hiciera en su nombre y  
’’epresentación. '

No puede tampoco invocarse en apoyo de la jurisprudencia 
*lue venimos combatiendo lo dispuesto en la ley 10 del título 
y Partida citados.

Dispone esa ley que nadie puede tomar la representación de 
otra persona en juicio sin su otorgamiento, pudiendo hacerlo 
'únicamente, y  por excepción, señaladas personas ligadas con el
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actor ó demandante por relaciones de matrimonio, de parentes­
co, de comunidad, etc., y  á condición de prestar fianza de 
si ella fuere pedida por el reo ¿ demandado antes de estar con 
testada la demanda, y no después. En cuanto al reo ausente y 
emplazado, esa misma ley dispone que cualquiera persona pi'C' 
de responder ó salir á su defensa sin poder de aquél, dando 
fianza de que aprobará y  ratificará lo que á su nombre se l'i" 
ciere. ,

Pero esta doctrina será aplicable á la segunda i n s t a n c i a ,  cuan­
do en la primera se ha defendido el reo personalmente ó p” *'

, medio de procurador, y  en tales condiciones ha apelado de 
sentencia pronunciada.
. Es decir, ¿podrá, en el caso contemplado, pre.sentarse un ex­
traño, aunque .sea procurador del número, á nombre del apelan­
te, tomando su representación y ofreciendo fianza de rato, p*'!'"̂  
seguir un recurso que el apelante parecía haber abandonado?

Sostenemos que tal intervención .sería improcedente, porque 
ella no cae dentro de los términos d e'la  ley antes citada, 
cual .se refiere al caso de haber demanda contra una personé 
ausente á quien se hubiera emplazado.

No viniendo á contestarla, y  por razones de equidad, porpi'^̂ ' 
sumirse acaso que el ausente emplazado tiene algún legítini^ 
impedimento para comparecer á defenderse, ha podido esa le/ 
autorizar.su defensa por un extrafio, en calidad de agente oficiO' 
so, pero dando fianza de rato.

] il apelante que no se presente á .seguir el recurso de alzada 
dentro del término de emplazamiento, .se presume que lo aban­
dona ó desampara; y  de aquí la doctrina de dar por desierto 
cho recurso á petición del apelado.

Si fuera lícito á un tercero hacer gestiones en favor del ape' 
lantc, sin acompañar poder, dejaría de ser cierto que una in '̂ 
tancia de apelación podía terminar por deserción de la mistn*» 
quedando por consiguiente burlada esta legítima expectativa 
del litigante vencedor. ,

Además, .se consagraría el absurdo legal de que la voluntad 
de un extraño, obrando no pocas veces por odio al apelado, se 
sobrepusiera al presunto propósito de la misma parte interesada 
de no continuar la pro.secución del recurso.
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S i pudiera un tercero, sin presen tar p o d er del a jie lan te, ofre» 

cerse com o person ero su y o  p ara  seg u ir  el recurso d e a lzad a, 

tam bién d eb ería  ad m itírse le  á ap ela r de la sen ten cia  si la  p a r­

te m ism a no lo  hiciera. ^
Pero es un principio en Derecho que sólo aquellos á quienes 

atañe el pro ó el darto del pleito, sobre que es dado el juicio, se 
pueden alzar, como puede verse en las leyes 2, 4 y  7, título 23, 
Partida 3*

Y  si esto es así, si scSlo puede apelar quien tiene interés en el 
pleito, ó aquel á quien alcanza el pro ó el daño de la cuestión, 
de tal manera que no ai)clando queda firme y con fuerza ejecu­
toria la sentencia que se pronunciare en primera instancia, no 
alcanzamos á comprender cómo el que no puede apelar podría
seguir una apelación ajena.

¿Y á nombre de qué principio habría de ingerirse un extra- 
fio en asuntos que no le interesan y que pertenecen al orden pri­
vado, y que por consiguiente no admiten la intervención de

agentes oficiosos? •
Se comprende, y la ley lo autoriza, que en asuntos que perte­

necen al orden público, en que hay acción popular, como por 
ejemplo la remoción de un curador por sospechoso, se presente 
cualquiera haciendo gestiones en favor del pupilo; pero en el 

.caso contemplado no existe a q u e l l a  consideración. Tratándose 
de los intereses privados, éstos no existen solamente al calor 
que los engendra, sin tener que pedir ni recibir nada de la ac­
ción pública, cuyos dominios le .son desconocidos.

Hl procedimiento observado puede ser muy liberal, pero no 
se ajusta á los preceptos legales, ó más propiamente, está en 

abierta pugna con ellos.
E sta s  som eras co n sid eracio n es nos autorizan  para  resolver en 

sen tido n eg a tiv o  la  prop osición  q u e sirve d e títu lo  á\ presen te

artículo.
. J. M. G.

/■rt Serena, octubre, l8g2.



ANTROPOLOGÍA CRIMINAL

(  Conclusión)

Mr. Molcschot hace plena justicia á las reservas de Mr. Be- 
nedikt. Son los ignorantes los que creen saber, y los verdaderos 
sabios saben que ignoran. Nuestra ignorancia es grande sobre
las funciones del vermis. , '

Para Mr. Brouardel, el problema está bien planteado. Un» 
condena recae sobre un individuo, y se trata de saber si es UH 
simple accidente ó una consecuencia del dominio de la A ntro­
pología. Con más frecuencia le falta al médico el signo precisé 
característico dcl diagnóstico. La culpabilidad la establece C 
Ministerio público sobre el conjunto de pruebas. K1 defenso  ̂
examina aparte cada testimonio y  destruye los argumentos unos 
después de otros, Lacassagne opinaba que un acto aislado, 
insensato que fuese, era insuficiente para afirmar la locura.

Un alienista debe restablecer ante todo los antecedentes de 
su sujeto, sus particularidades, su vida entera, y  después de 
esto e.xaminar los signos físicos. Sería un error rechazar su con­
junto. La cuestión es saber en qué límite es preciso tenerlo en 
cuenta. Suponiendo admitidas las ideas de Mr. Garofalo, un 
criminal nato debería tener guardia de vista en un estableci­
miento especial. Tal es el estado de la cuestión. ' _ 

Mr. Herbette enumera los resultados obtenidos por la Admi" 
nistración penitenciaria. «'Nosotros tenemos al mismo tiempOi 
dice, clientes y  enfermos.» La Administración hace todo lo 
posible para seguir un método y  reglas científicas. Mr. Her- 
bette hace el elogio del servicio antropométrico de Mr. Bef* 
tillón.
. Mr. Lacassagne da gracias á Mr. Herbette por su discurso 
tan instructivo y  tan lleno de promesas. Aprovecha la presen­
cia dcl Director de la Administración penitenciaria para darle 
conocimiento de los votos emitidos por el Congreso relativa­
mente al estudio científico de los criminales detenidos y  al es­
tudio anatómico del cadáver de los fallecidos decapitados. I-O 
estos últimos tiempos, gracias á ciertas intervenciones, los con-
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'Afinados á muerte han formulado el deseo de que sus cuerpos 
•̂0 sean disecados. Se ha accedido á esta demanda, pero erró­
neamente. Si el temor de ser llevado al anfiteatro y  á las expe- 
•"'Cncias después del suplicio puede disminuir el número de los 
Standes criminales, es necesario consignar en la ley la necesí- 
dad de esta autopsia. ,

 ̂ Mr. Hcrbette responde que la prisión es un lugar de repre- 
nó un hospital. El hospital es una asociación de benefi- 

<̂ encia, en que el enfermo, á cambio de cuidados prestados, pro­
porciona un sujeto de estudio y  e.xperiencia. Las entradas y  

.salidas son libres. Kn la prisión, la situación es otra. Un 
principio elemental de Derecho penal es que la pena se extin­
gue con la vida. El cuerpo del criminal pertenece á él ó á su 
familia. La Administración no conserva más que el derecho de 
Autopsia, que es un privilegio administrativo que interesa al 

r̂den social. Las experiencias sobre los cadáveres de los ejecu- 
^̂ dos .suscitan observaciones del mismo orden.

En cuanto á las visitas á los establecimientos penitenciarios, 
Administración está dispuesta en principio á dar las autorí­

a-aciones necesarias; importa, sin embargo, que los condenados 
no se crean objeto de una curiosidad demasiado grande.

Sobre el valor relativo de las condiciones individuales, físicas 
y Sociales que determinan el crimen, dice Mr. Ferri, la escuela 
'̂ rirninal positiva admite que el génesis de todo crimen recono­
ce como causa original los factores antropológicos ó personales, 

factor físico ó del medio ambiente, el factor social ó del me- 
‘̂0 social. ¿Cuál es el valor relativo de estos tres factores? El 

Crimen es á la vez biológico y  sociológico. Es preciso buscar 
â influencia y el valor relativo de cada uno de estos factores 

Antropológico físico^ y social. Hay causas determinantes para 
cada variedad de crimen. En los factores antropológicos, hay 
que distinguir los factores psicológicos, fisiológicos y  anatómi­
cos. En cuanto á las condiciones del medio físico, las estadísti­
cas francesas revelan que el máximun de los crímenes contra 

propiedad tiene lugar en invierno y durante los años de frío, 
cuando las causas sociales pueden intervenir marcadamente. 
Los crímenes contra las persona*  ̂ y  los atentados al pudor se 
niuestran durante los meses y los años de temperatura elevada.
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cuando las condiciones biológicas ofrecen una resistencia d<5brl. 
La electricidad atmosférica, la presión barométrica, el clima, 
desempeñan también un cierto pa¡)cl. Sin predisposiciones de 
atavismo, no hay crímenes, tales corno asesinatos seguidos de 
robo. Causa y  efecto están aquí íntimamente ligados, porque 
cada efecto es á su vez una causa y  viceversa. Es la cuestión 
bizantina sobre la preexistencia del huevo ó de la gallina. 
la miseria es causa de la ignorancia, la ignorancia viene á scf 
á su vez una causa de miseria.

Hay en ciertos criminales como una especie de daltonisiTi<̂  
moral. El asesino dirá, por ejemplo; i'yo no,he robado, soy uf> 
hombre honradon; el ladrón, “yo no he matado, no soy un 
sinoit. Debemos, según esto, distinguir cinco especies de crim'' 
nales: criminal nato, loco-criminal, criminal de ocasión, por 
sión, por hábito. • ,

Conclusiones: como medio preventivo, mejorar las condicio' 
nos sociales; como medio curativo, eliminar para siempre ó tr\o~ 
mentáneamente las naturalezas defectuosas.

Mr. Alimena dice que el crimen es ¡un fenómeno complcj^' 
resultado de factores orgánicos y  .sociales. La sociedad es cô n 
más frecuencia la causa de las predisposiciones morbostis. 1'* 
no acepta la metáfora que compara al criminal con el microbio’ 
de un caldo. El caldo no produce el microbio, mientras que 
•sociedad hace nacer al criminal. Por esto tiene grande impo"̂ ' 
tancia la educación continuada en la raza, la educación heredi­
taria. Es preciso seleccionar al hombre.

Mr. Manouvrier trata de demostrar que Mr. Eerri desconoce, 
como Lombroso, aunque en menor grado, la importancia del 
medio e.xterior. Creéis que la ocasión hace al ladrón, ha dicho 
Mr. Lombro.so, y es porque no dais bastante importancia á If’*’ 
caracteres anatómicos. Se le puede resjwnder que su error re­
sulta precisamente de que sólo ve causas ocasionales en las 
fluencias sociológicas, cuando estas influencias predisponen re a l'. 
mente al hombre á llegar á ser criminal.

El argumento de Mr. Ferri sobre la importancia predoitii' 
nante de los caracteres anatómicos no prueba nada, porque sólo 
.se atienden clases generales de influencias sociológicas y  no mi' 
núsculos sucesos cotidianos, que obran continuamente sobre

PONTtFlCIA 
UNIVERSIDAD
c a t ó l i c a  Dt
V A L P A R A ÍS O



hombre desde su nacimiento y  que hacen de él lo que ha 
ser sociológicamente en un momento cualquierá de su vida. 

, '̂ '’^ d̂io de la criminalidad en los animales prueba que la 
puede hacer que un animal se conduzca de un modo 

rano á todos sus instintos hereditarios y  hasta á su orga- 
rado '̂ "̂ ‘̂'‘^tómica esencial. Se consigue hacer á un lobo hon- 

hacer que no devore carneros y  que se contente con su 
" a servida regularmente. Esta comida desempeña aquí el

■ papel que las rentas, gracias á las cuales tantos crimi- 
s en potencia nunca llegan á serlo efectivamente.

' r. Tarde e.xpone lo que ¿1 entiende por tipo profesional dcl 
 ̂íiinal. Sucede lo mismo con el tipo agrícola, militar, ecle- 

' ^uco, etc. Cita las sociedades de castas en que el tipo se des­
rolla y  se revela. I,os brahmanes de la India tienen' cierta- 

' ‘̂-'nte un tipo particular.
^r. Drill piensa que Mr. Ferri no ha insistido bastante sobre 
Valor del factor social. Todos estos individuos mal instalados, 

*̂ al alimentados, mal pagados, mal vestidos, sin instrucción, con- 
‘ '̂̂ nados a la fatiga, no pueden luchar contra las degeneraciones.

Mr. Molcschot objeta á Mr. Manouvrier con esta charada de 
*̂ ant, ¿Hay en el mundo dos árboles que tengan el mismo nú- 
• ĉro de hojas? La respuesta es evidentemente, sí, porque el 
•humero de árboles excede en mucho al de hojas de no imjwrta 
qué árbol.

Mr. Manouvrier responde que ha insistido precisamente en 
"’U argumentación sobre la necesidad de considerar no solamen- 

el número de las condiciones y  circunstancias que pueden 
'difluir sobre nosotros, sino también las posiciones relativas de 
®stas condiciones. Si se transformase bajo este punto de vista 

 ̂ charada de Kant, la respuesta no sería tan sencilla. El nú- 
'^cro de las combinacioties posibles llegaría á ser inconmensu- 
•"able, infinito; y  la realización de dos casos semejantes, aunque 
l^póricamente posible, llegaría á ser prácticamente imposible, 

puede decir que nunca ha habido ni nunca habrá dos hom- 
'‘cs .sometidos á influencias de medio idénticas.

Mr. Feré no cree en el tipo profesional señalado por Tarde, 
®>no cuando este tipo haya sido establecido por medidas ú otros 
‘Caracteres precisos.
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Mr. Lombroso piensa que las monstruosidades y  las enfcf" 
medades se extinguen por la esterilidad. Lo mismo sucede con 
los criminales. Él cree en el tipo profesional. La educación y 
medio hacen de niños honrados, hombres honrados; pero estos 
factores carecen de influencia sobre los niños nacidos malos ¿ 
sobre los criminales natos.

Mr. Van Hamel piensa que el medio social es el único factor 
que se puede modificar y  no los demás. '

Mr. Bajenoff rio admite la distinción hecha por Mr. Fern 
entre los locos ordinarios y  los alienados criminales. La deno­
minación de alienados criminales es un término sin ninguna 
clase de valor científico. El alienado que ha cometido un cri' 
men se asemeja á los otros alienados de la misma categoría, / 
difiere esencialmente de los otros criminales.

Mr. Motet admite para ciertas clases de alienados, asilos es* 
peciales tales como los de Broadmor en Inglaterra y  de Moi '̂ 
telupo en Italia.

Mr. Semal distingue á los alienados con instintos criminales 
de los que carecen de ellos.

Mr. Bajenoff ha visitado el Asilo de Broadmor y  el 
anejo á la prisión de Pesth, en Escocia, y  no ha sacado un 
entusiasmo.

Mr. Manouvrier piensa que no se ha comprendido el alcance 
de su observación sobre la educación de un lobo. Nada es nfî s 
difícil que impedir á un animal que obedezca á sus instintos. 
Puede citar en el mismo orden de ideas un perro de caza ense­
ñado á no comer liebres ni conejos en medio de los que viva-

Mr. Semal pide que, conforme á las conclusiones de 
Sciammana, una comisión quede encargada de ¡establecer 
formulario de investigaciones antropométricas y  jurídicas en 
las prisiones.

Mr. Brouardel propone á los miembros que deseen forma*" 
parte de esta comisión que se hagan inscribir. Se formará la 
comisión en la última sesión. Esta proposición es aprobada.

Nada justifica la hipótesis de que la responsabilidad moral 
suponga el libre albedrío, dice Mr. Tarde en su ponencia sobre 
los antiguos y  los nuevos fundamentos de la responsabiliza^ 
moral. La idea de culpabilidad subsiste, puesto que hay nccc'
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*>dad de considerar á un hombre culpable para juzgarle punl- 
Este problema arduo y  urgente ha recibido soluciones 

*'iultiples, admitiendo todas la imposibilidad de fundar la mo- 
''*1 sin el libre albedrío; pero ésta imposibilidad no está demos- 

La culpabilidad no es sólo un acto contrario á la utilidad 
 ̂ la ¡voluntad generales, supone también esencialmente dos 

la identidad personal y  la identidad social; dos nociones 
positivas que explican el mérito y  el demérito moral, 

^rne. Clemence Royer expone largamente cómo y  por qué 
hombre ha tenido siempre y  conserva aún más ó menos ilu­

sión de su libertad. Ha creído en su libre albedrío como creía 
el movimiento del sol alrededor de la tierra, en virtud de la 

‘‘̂ nsación que experimentaba. Esto prueba que una creencia 
Puede ser muy antigua y  universal, sin ser por ello verdadera.

Coutagne felicita á Mr. Tarde por .su comunicación. Sin 
^ombatir su teoría del libre albedrío como base de la responsa- 

‘'iclad, presenta algunas objeciones á la teoría de lá identidad 
ha expuesto en sus escritos, tan interesantes bajo el punto 

vista psicológico. Pregunta si puede ella síibsistir en el te- 
'■feno de la práctica. En la base de toda cuestión de responsa- 
^abilidad se encuentra un hecho con carácter anti-social: el 
P '̂'ju¡cio causado. Para la apreciación del carácter de la respon­
sabilidad, diversos elementos intervienen, y  entre ellos la teoría 

Mr. Tarde. La Antropología criminal habrá prestado un 
servicio á la sociedad si llega en un porvenir más ó menos 
®jano á hacer suprimir del Código Penal el artículo, por 

Ejemplo, que atribuye irresponsabilidad á ciertas categorías 
individuos que han causado á la sociedad un perjuicio cierto.

Manouvrier, teniendo que combatir las opiniones de 
Tarde, siente la necesidad de dirigirle, primero, felicitacio- 
porque es uno de los raros magistrados franceses que 

'Comprende la necesidad de basar los principios del Derecho en 
cosa que la Metafís/ca. Pero hay que perdonarle su afir- 

"^ación de que el Derecho penal tenía necesidad de reformas, 
pero que el Derecho civil era casi perfecto. Para mí, dice 

Manouvrier, que considero los defectos del Derecho civil 
^mo una fuente abundante, por desgracia, de crímenes y  de 
•''fortunios de todas clases, tal aserción contribuye á hacerme
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sospechar que su autor no es tan avanzado como lo debería 
ser. Abordando la discusión de la ponencia de Mr. Tarde, cree 
Mr. Manouvrier que la necesidad de una solución nueva no se 
hacia sentir en el mundo científico. P2ntiende que la del ponen­
te no ha de satisfacer, ni á los positivistas ni á los metafísica*' 
Mr. Tarde se ha dejado influir demasiado por un caso extra 
ordinario, en el que existía una especie de desdoblamiento 
la personalidad. El gendarme y  el juez sólo deben tener en 
cuenta la personalidad objetiva. Con la teoría de Mr. Tai'de. 
serían las víctimas los culpables de haber llevado la tentaci 
á los criminales. Para completar la refutación de la teoría 
Mr. Tarde, Mr. Manouvrier expresa el sentimiento de no poder 
le oponer, desde luego, una teoría más satisfactoria; pero pare  ̂
ccría chocante presentarla sin explicación, y  por esto prcfic''e 
es[)erar aún. .

Mr. Motet dice que la cuestión de responsabilidad no ha 
ser resuelta por el médico. .

Mr. Ferri aborda la cuestión de la resiwnsabilidad. El 
terio actual es falso. No hay mérito ni demérito. Ser virt̂ ®̂  ̂
no es un mérito. El criterio de Mr. Tarde es insuficiente. To 
dos los hombres son responsables frente á la sociedad, sea'̂  
criminales ú honrados,

Mr. Tarde protesta contra la confusión establecida po*"  ̂ ’ 
Ferri entre el criminal y  el alienado, entre el malhechor dig’’® 
de piedad y  el malhechor digno de censura y de pena, y  por 
siguiente, entre el asilo y  la prisión. Nada hay más adecúa  ̂
para comprometer más gravemente la Antropología crim»"'  ̂
los ojos del público, y  este buen sentido, cuyo apoyo ha invoca  ̂
do Mr. Ferri, .se eleva contra su teoría, no menos que la co'’ 
ciencia de Ik humanidad.

Por lo expuesto (i) se comprende bien que en el Congrc'’^

( i )  H e m o s s e g u id o , en la b re v ís im a  n o tic ia  q u e  h e m o s p res en ta d o , ' 

su m e n  d e lo s d eb a te s  q u e  se n os re p a rtió  á  los c o n g re s is ta s  a n te s  de 

b lic a c ió n  de las A c ta s  p o r e x te n s o  co n  e l t i tu lo  s ig u ie n te :  Dcuxi'cincCo"^  

iuternnlioiuil d ’Anlhropoloj^ie criminellc, Srssion de Pnris du samedi 10 ^ 

d i 17 A o ú llS S O . Proch-verhm tx sommaires rcdigh soiis la dirtclión de ‘  

gitot, Secretiüre géníral, par M M . A . licrtiHon, lioiirnet, Couia^ne, 

d u C o n g rh .—^ d x h , i 8 8 i ;  un  fo l le to .  ,
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Î an’s una numerosa falange de antropólogos, á cuyo frente 
‘̂ '■'Centraba el docto profesor de Antropología de la Facultad 
Medicina de París, Mr. Manduvrier, impugnó duramente 
doctrinas de Lombroso y  de sus discípulos. Hallaron más 

^̂ ogicla en el Congreso las doctrinas templadas, que sostienen 
Archivos de la Antropología criminal, que publican en Lyon 

•̂ sclc 1886 Lacassagne, Garraud, Coutagne y  Bournet (i). El 
l'^I^litano Mr. Giampietro llegó á proponer un acuerdo en es- 

í*í^iminos: "E l Congreso no estima que los caracteres anató- 
de los criminales sean adecuados para facilitar las inves- 

S^ciones jurídicas y  legislativas.!. ' '
Coino medio de facilitar los estudios antropológicos, el Con- 

8''eso aprobó dos propuestas de alcance práctico.
primera, de Mr. í-acassagne, comprendía dos partes: “ i.* 

 ̂ tener de los Gobiernos un acceso más fácil en las prisiones;
■ Î edir que los cadáveres de los detenidos y  de los ejecutados 

pongan siempre á disposición de la ciencia.n 
í-a segunda, de Mr. Garofalo, "tendía al nombramiento de 

comisión compuesta de siete antropólogos, encargados de 
una serie de observaciones comparativas hasta el próxi- 

Congreso de Bruselas de 1892, entre una cifra de 100 cri- 
l' '̂ âles vivos, á lo menos un tercio de asesinos, otro de violen- 

 ̂ y otro de ladrones, y  un número igual de hombres honrados, 
antecedentes personales y  de familia sean conocidos 

^•’ '̂ ĉtamentc.ii
Rcrtiilon nos dió á los congresistas una conferencia in- 

•"esante en la Prefectura de policía, presentándonos teórica 
 ̂P'"ácticamente su sistema de identificación antropométrica. Ur̂  

®̂ jeto detenido el día anterior, sospechoso de haber dado un 
•̂ n̂ibre falso, fuó introducido y  medido. Mr. Moleschot fué ín- 

á hacer la investigación antropométrica, que permitió 
'̂̂ ‘̂ oiitrar la antigua medida del individuo detenido y  expulsa- 

 ̂de Francia, bajo otro nombre, cinco ai’ios antes. El Congre- 
’ ^*^nvencido de la importancia del método inventado por Mr. 
'̂ '‘tillon, adoptó el acuerdo siguiente: "E l Congreso manifiesta 
 ̂deseo de que el servicio antropométrico se generalice como

0 ) Archhes de rAntropoloj'ie criminelU ct dt Sciences penales.
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medio de prevención social y  de probar judicialmente laideiiti' 
dad délos detenidos^. Se nos repartieron, después de la confe­
rencia, papeletas de las empleadas con medidas y  r e t r a t o s  y  dos 
importantes opúsculos (i). Este método está ya adoptado 
la República Argentina y  varios Estados de la América del 
Norte. ■

Debemos, para terminar este punto, resumir doctrinas impoi"' 
tantos para el estudio de la Antropología en sus relaciones con 
el Derecho.

Mr. Topinard, en su nota sobre Criminología y  Antrojíolo' 
gía, afirma que las cuestiones tratadas no se relacionan con 
esta última. La expresión "Antropología criminaln debería ser 
reemplazada por la de "Criminología.i. Desde e l  momento en ■ 
que las opiniones predominantes en el Congreso, contrarias á 
las de la escuela italiana, no dan importancia á los caractero’ 
anatómicos, es claro que tiene razón Topinard. Criminología 
Sociología criminal son denominaciones más adecuada.s.

Mr. Manouvrier dió una interesante conferencia sobre 
Antropología criminal considerada como una rama de la An­
tropología jurídica.t. Comienza por señalar el lugar de la An­
tropología entre las ciencias y  adopta la clasificación de Au­
gusto Comte. La Antropología criminal no es Antropología 
enseriada á los juristas, es decir, enseñada bajo el punto de vista 
que les interesa. La Antropología criminal no es otra cosa qu® 
la Antropología referente al Derecho penal; es, pues, una sim* 
pie división de la Antropología jurídica. Ella no comprenda 
sólo la Antropología de los criminales, sino todas las nociones 
antropológicas susceptibles de aclarar la legislación y  la admi­
nistración de los criminales. >

Mr. Sarraute, tratando de las aplicaciones judiciales de la 
Antropología criminal, dice que la pena debe individualizarse. 
En la práctica, para dar satisfacción á las exigencias de una

(i) nertlllon, Les slgnalemcuts itiilrkifomi'irii¿ues. M ílhode nouvtlk de 
Urmtnalion lie P individucllc. Con/á ence au Cungrcs pcnitentiairt in te rn a tio n » *  

d e R o m c .  P a rís , 1886; un fo lle to .

\\<ix\.\\\on^Suf lefoHctioHneiiicnl du sett'ice des s¡f;niileiiic>¡ts anlhropoiiiél''^' 
ques. L y o n ,  i8 88 ; un fo lle to .
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Penalidad, sería menester autorizar al juez de instrucción para 
establecer los factores antropológicos y  sociales por actos de 
jnstrucción, y  á consignarles en el procedimiento como uno de 

elementos esenciales de'la imijutabilidad. Pero para orde- 
la intervención de peritos, es necesario que el juez de ins- 

'̂■Ucción esté en condiciones de apreciar su utilidad y  de ins- 
P̂ ' ĉionar los resultados. De aquí la necesidad de abrir un 
curso de Antropología criminal y  de Medicina legal, que se- ‘ 
S îrían los estudiantes que hubieren de dedicarse a las funcio- 

judiciales. En cuanto a los asuntos que llegan á los jueces 
P®'" vía de citación directa, como la instrucción se hace en la 
^udiencia, y  es demasiado sumaria para que el criminal sea 
Ĵ ^̂ gado como criminal, propone Mr. Sarraute la indeíermina- 

de la pena. Con esto, debe conservarse el jurado, pero con 
P' ôfundas modifícaciónes (aptitudes especiales de los jurados, 
’^umcro más restringido de los mismos, recusaciones motiva- 

cuestiones propuestas al jurado simplificadas y  modifi­
cadas).

Lacassagne trató de la enseñanza de las ciencias mé­
dico-legales en las Facultades de Derecho. Deben distinguirse 
|''es puntos: el género de estudios (los estudiantes de Derecho 
”iduccn y  los de Medicina deducen), las materias que deben 
Enseñar (la Medicina legal y  la Medicina judicial), los proce- 
^'mientos de enseñanza (cartas gráficas, fotografías, piezas 
Anatómicas, visitas á los asilos de alienados, á las prisiones, al 

‘̂̂ spital). La enseñanza así dada, sería provechosa para los es- 
^üdios jurídicos y  aumentaría la competencia de los magistra- 

y  abogado.s. El Congreso manifiesta la aceptación de la ’ 
de Mr. Lacassagne.

M r.F  ioretti, en su ponencia sobre la aplicación de la An- 
l̂ ôpología á las legislaciones y  á las cuestiones de Derecho 

considera éste como un conjunto de regliis obligatorias 
|lUe rigen en las sociedades humanas, el cambio y  el goce de 

valores. Todo lo que es Derecho civil, debe tener una sig- 
*̂ *ficación económica. Hay muchas cuestiones de dinero que 
*̂ 0 Son cuestiones de Derecho civil; pero no hay cuestión de 
^ ‘írecho civil que no sea y  no pueda llegar á ser por sus con- 
‘̂^cuencias una cue.stión de dinero.

r e v i s t a  k o r f .n s p . — t o m o  v m  22
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Todas las materias que se refieren á las personas, y  que el 
Código civil trata en el primer libro, no son con frecuencia más 
que cuestiones prejudiciales planteadas únicamente con el ob­
jeto de resolver cuestiones de dinero. No es raro que esposos 

pretendan su divorcio ó separación sin ningún objeto interesa­
do; pero son cuestiones que entran en la regla cuando se re­
flexiona que la institución del matrimonio ha sido, por decirlo 
así, violcutumente incorporada al Derecho civil, sólo para regu­
lar con anticipación las numerosas relaciones pecuniarias qu*̂  
de él se desprenden.

Kn Derecho Civil, la idea de la propiedad está siempre m* 
timamente ligada á la de la comercialidad de los bienes. Kl 
Derecho Civil excluye de su dominio lo que está fuera del co­
mercio. En otros términos, en Derecho civil el vínculo que une 
al propietario con la propiedad es simplemente económ ico y 
pecuniario.

Puede decirse, pues, que la cuestión económica forma 1̂  ̂
premisas indispensables de la vida del Derecho Civil, tanto 
bajo el punto de vista de los sujetos, como de los objetos de 
derecho. Y  es de la noción del vii/or del dinero de donde se p°' 
drán sacar las esenciales al Derecho civil. _

El Derecho civil, que regula las relaciones entre los indivi' 
dúos, descansa sobre una institución enteramente human») 
.sobre una creación artificial, que tiene por premisas indisper*' 
sables la igualdad de los hombres, una igualdad que debe ser 
necesariamente abstracta y convencional también. Se despren­
de de esto que el Derecho civil es una ciencia abstracUt Y 
puramente racional, que depende mucho de las Matemática®) 
sin confundirse con ellas.

¿Cómo a.\ú\car \a A/iíro/>o/ô îu, ciencia natural, á la legi^'^' 
ción y á las cuestiones de Derecho civil, que constituyen una 
ciencia abstracta? ¿N o sería una tentativa tan absurda coin o  si 
.se quisiese aplicar la Antropología i. la Geometría?

La ley encuentra en la vida individuos incompletos ¿» 
relación de la vida económica. Este es el único punto de vista po*’ 
el que la Antropología puede relacionarse con el Derecho civil» 
la Antropología podrá ayudar á señalar y  reconocer las incap^' 
cidades jurídicas, ayudará investigar los medios de remediarlâ
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^ero esto no significa una reforma completa del Derecho 
gic ' fundamento enteramente antropoló-

I como puede hacerse con el Derecho Penal. Ajjenas signi- 
^sto la preparación de ciertas condiciones para asegurar su 

tod  ̂ f'^ncionar. Si se pretende que la Antropología invada 
° el dominio del Derecho Civil, se niega la condición pri- 

ción̂  existencia de éste, ya que se funda sobre la suposi- 
g ” '̂ '̂■acta de la igualdad de los hombres, igualdad que los 

^aios antropológicos destruyen completamente, 
la a " puede negarse que, aun en otras materias,

'̂ '•‘‘‘^Pología puede ejercer una influencia indirecta sobre el 
Civil, y  esto princi¡)almente llevando á los espíritus 

eje ' '̂ t̂odo positivo, de cuya ai^licación es tan brillante 
Antropología, y  modificando con arreglo á él, sobre 

de ° doctrinas del Derecho civil, fundadas :en la hipótesis 
Una declaración de voluntad hecha bajo el imperio del li- 
albedrío. ‘

U n i ó n  i n t e r n a c i o n a l  d e  d e r e c h o  p e n a l

use-las Y  ■̂̂'̂ "■‘guidos criminalistas y  profesores Prins, de Br 
•̂(i'o de Amsterdam y  Von Liszt, de Marburgo, han

fundadores de lá Unión en 1889, con el propósito de 
tcs Europa la reforma de las leyes penales vigen-
p̂ ]’ á los datos suministrados por los estudios antro- 
®Pre y  sociológicos. Han estimado como medio eficaz de 

esta reforma, la reunión en cada Estado de muchos 
independientes, que tomen como base de inteli- 

ciertos principios orgánicos y  que persigan después, 
en su patria, la reforma gradual del actual sistema 

reputado publicista francés, Mr. Leivcllé, les ha 
r¡g¡̂  progresistas. Las numerosas adhesiones di-
fi, *̂ esde los principales países del mundo, prueban que la 
i   ̂ ^e la Unión Internacional de Derecho Penal, debida 

'■iiciativa de Von Liszt, es oportuna y  útil. Tiene la Unión
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por órgano un interesante Boletín, escrito en alemán y

La Unión Internacional de Dcreciio Penal, según el 
lo I “ de sus estatutos, estima que la criminalidad y  la represi ̂  ̂
deben ser consideradas, tanto bajo el punto de vista soc 
como bajo el punto de vista jurídico. Ella persigue la 
ción de este principio y  de sus consecuencias en \a ciencia 
Derecho criminal y  en las legislaciones penales.

La Unión adopta como base fundamental de sus t r a b a j o s  a 
tesis siguientes; i.», la misión del Derecho Penal es la 
contra la criminalidad, considerada como fenómeno social 
la ciencia penal y  la legislación penal deben tener en cuenta o 
resultados de los estudios antropológicos y  sociológicos;  ̂
pena es uno de los medios más eficaces de que dispone el 
tado contra la criminalidad, pero no es el único; no debe 
aislada de los demás remedios sociales, y  sobre todo, no de 
hacer olvidar las medidas preventivas; 4.*, la distinción entf® 
los delincuentes por accidente y  los delincuentes por ^
esencial en práctica como en teoría, y  debe ser la base dê  
disposiciones de la ley penal; 5.*, como los tribunales repres'̂ '®̂  
y  la administración penitenciaria concurren al mismo fin, 
condena no vale sino por su modo de ejecución, la separac* 

consagrada por el derecho moderno entre la función 
y  la función penitenciaria, es irracional y  dañosa; 6.‘ , ocupao^  ̂
con justo título la pena privativa de libertad el primer lu¿ar  ̂
el sistema de penas, la Unión concede una atención 
todo lo concerniente á la mejora de las prisiones y  de las 
tuciones que se refieren á ellas; 7.“, en lo que toca, sin 
á las penas de prisión de corta duración, la Unión consi 
que la sustitución de la prisión por medidas de una 
equivalente, es posible y  deseable; 8.*, en lo que toca á las 
de prisión de larga duración, la Unión estima que es ncce^a 
hacer depender la duración de la prisión, nó únicamente 
gravedad inalcriul y  mural de la Infraccit^n cuinclida, si»® ^

(1) MtUcilangcn dcr TiitenlaHonalcnirlmlnalistlschcn Vcrelni/ínng. 
de tU n io n  intcrnaliomil de D r o itpenal.— R e r lln , B r ü s s e l.— Prem ier®  

n é e , 1889.— D e u x i¿ in e  a n n é e , 1890-91 (e n  p u b lic a c ió n ).
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de los resultados obtenidos por el régimen penitenciario; 
en lo que toca á los delincuentes habituales incorregibles, la 

l̂ 'nión estima que, independientemente de la gravedad de la in­
fracción, y  aun cuando se trata de la reiteración de pequeños 
delitos,'el sistema penal debe, ante todo, tener por objetivo po- 

ŝr á estos delincuentes en condiciones de no dañar el más lar- 
6o tiempo posible.

Por regla general hay una sesión por año, designándose en 
una el lugar y  la época de la siguiente. La Mesa fija la or- 

‘̂-‘1 del día de las reuniones y  procura que las discusiones sean 
preparadas por ponencias. Presenta además en cada sesión una 
Memoria sobre los progresos realizados desde la última re- 
'^"'ón en las legislaciones penales de los diferentes países, á la 
ÍUe da publicidad de igual modo que á un resumen de las se­
siones. La mesa se compone de tres miembros, que se reparten 
®ntre sí las funciones de Presidente, de Secretario y de Tesorero. 

El número i.® del Boletin de la Unión, correspondiente á 
de 1889, publica un artículo, en aclaración al programa, 

®°bre las tendencias de ella. _ _
La Unión .se dirige á todos los que estiman que la misión 
la pena es combatir contra la criminalidad, y  que bajo este 

punto de vista las instituciones actuales son perfectibles. No 
P''̂ 'e á sus miembros la adhesión á una teoría cualquiera de 
^erccho Penal. Prescinde de las luchas teóricas de escuela, y 
tiene una tendencia esencialmente práctica: la transformación 
Sradual del Derecho vigente en el sentido de una adaptación 

completa de la pena á su objeto. Los principios enuncia­
dlos en los estatutos no son puntos de doctrina, no forman un 
d êcálogo de las ciencias penales, sino las bases de la actividad 

la asociación, y  sólo indican la dirección general de sus tra- 
ĵos. El examen antropológico y  socialógioo del delito está en 

comienzos. La asociación se ha cuidado de no inscribir en 
programa datos aun problemático.s, reservándose especial- 

'’ ênte, frente á la llamada escuela italiana, la libertad plena de
crítica.
La primera sesión de la Unión Internacional de Derecho 

Penal tuvo lugar en Bruselas el 7 y  8 de agosto de 1889. Fue- 
•■on objeto de discusión las siguientes cuestiones:

PONTIFICIA



I. ¿Puede recomendarse al legislador que siga el ejemplo de 
Bélgica (ley de 31 de mayo de 1888), introduciendo l a  condena 
condicional en el sistema penal? '

II. ¿Qué medidas pueden recomendarse al legislador p '̂”̂  
restringir el papel de la prisión en lo concerniente á las conde­
nas pronunciadas por infracciones ligeras? '

III. ¿Cuáles son los defectos del sistema seguido hoy poT 
mayor parte de las legislaciones para combatir la reincidencia'’

IV. a. ¿Á partir de qué edad se puede perseguir á l o s  jóvenes 
delincuentes? — ¿Es necesario hacer depender de la perpetra­
ción de una infracción el derecho para el Estado de imponer al 
niño autoritariamente la educación? . ^

Mr. Prins hizo la ponencia sobre la conducta condicional. 
desenvolvimiento de la pequeña criminalidad es un fenómeno 
que se manifiesta por todas partes, una dificultad con la cual 
todas las legislaciones modernas deben contar. Los criminalis­
tas han formado la convicción de que el papel de la prisi<̂  ̂
ganaría al reducirse. La prisión es un medio que se prodiga á 
riesgo de quitarle todo su valor, en lugar de usar de él con dis­
cernimiento. Es un mal necesario y  deberían buscarse ocasio­
nes de evitarlo. De aquí la condena condicional. Lejos de ser 
una innovación, es una vuelta á una tradición anterior á l7^ '̂ 
Mr. Beranger desenvolvió en 1884 ante el Senado francés un 
proyecto dando al juez el derecho de declarar, pronunciando la 
condena, la suspensión de la ejecución de la pena durante un 
tiempo determinado. Si en este término el condenado no ineu- 
rre en nueva condena, se considera la condena la primera coiT>o 
no impuesta. Si incurre en otra, las penas de las dos condena^ 
se acumulan. La ley belga de 31 de mayo de 1888 ha sido 
primera en aplicar completamente el principio. Mr. Prins con­
cluye que la ciencia penal puede recomendar, en el dominio 
la pequeña criminalidad, esta reforma legal, esperar su genera­
lización y  aguardar con confianza sus resultados.

La Asamblea de Bruselas aprobó las conclusiones siguien­
tes, aplazando para el próximo Congreso las conclusiones sobre 
la tesis última.

La Unión Internacional de Derecho Penal recomienda á lo® 
legisladores de todos los países la adopción del principio de 1®
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Condena condicional, pero insistiendo sobre la necesidad de 
*^ctcrminar sus límites según las condiciones locales, y de tener 

cuenta el car<-ictcr y  el estado normal de cada pueblo.
La Unión estima que el legislador debe tomar en seria con­

sideración las-medidas adecuadas para reemplazar las penas de 
prisión de corta duración. Recomienda principalmente: i.°, la 
caución; 2.°, toda reforma encaminada á obtener el pago de la 
•^ulta y  á eliminar así la prisión subsidiaria.

La Unión estima que el sistema actual sobre la represión de 
reincidentes es defectuoso en principio y  absolutamente in­

suficiente para combatir la reincidencia. Entre los defectos de 
sistema, son de notar, sobre todo: i.®, la falta de clasifica- 
la uniformidad del tratamiento de los delincuentes de há­

bito y  de los delincuentes de ocasión; 2°, el abuso de las llenas 
demasiado cortas, que tiene por efecto que los reincidentes en­
tren en la sociedad sin que ésta sea protegida de una manera 
suficiente. ' .

La segunda sesión de la Unión tuvo lugar en Berna de! 12
14 de agosto de 1890. Las cuestiones sometidas á ella fueron 

las siguientes:
I- ¿Cómo debe determinar la legislación la noción de los cri- 

'^•nales habituales incorregibles y  cuáles son las medidas rcco- 
•^cndables contra esta categoría de criminales?

— a. ¿A partir de qué edad se puede perseguir á los jóvenes 
'delincuentes?— ¿Es necesario hacer depender de la perpetra- 

de una infracción el derecho para el Estado de imponer al 
•liflo autoritariamente la educación? —c. ¿Es necesario ú opor­
tuno hacer depender el tratamiento de los jóvenes delincuentes 

la cuestión de saber si ellos han obrado con ó sin discerni- 
niiento?

III. ¿Puede y  debe ocuparse la legislación más que lo ha 
Î echo hasta ahora del elemento de la reparación civil de la in­
fracción y  de los derechos de la parte lesionada? ¿Qué medios 
pueden proponerse para conseguir este fin?

IV. ¿Se puede, en ciertos casos, reemplazar la pena priva­
tiva de libertad de corta duración por el trabajo obligatorio sin 
cárcel? '

La sesión tomó varios acuerdos:
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Sobre la primera cuestión: i °  Hay malhechores para fcs 
cuales, visto su estado físico y  moral, la reacción habitual de  ̂
la pena ordinaria es insuficiente. 2° Entran en esta catcgoria, 
en particular, los reincidente?! endurecidos, á quienes se dcbc 

, considerar como criminales degenerados ó criminales de profc- 
. sión. 3 Estos malhechores deben ser sometidos, según el 

grado de su degeneración y  del peligro que presentan, á m edi­

das especiales destinadas á ponerlos en condiciones de no dafiaf, 
y  á enmendarlos, si es posible.

’ Sobre la segunda cuestión.— Reconociendo el valor de 1̂  
influencias geográficas y  etnográficas, la Unión es de opinión-

I “ Que los niños q u e no han cumplido la edad d e catorce 
años no deben ser sometidos á medidas penales. 2.® Que la 
cuestión del discernimiento debe ser suprimida y  reemplazad^ 
por otra cuestión: ¿es necesario sorneter al niño á la tutela pu' 
blica? 3.® Que el tratamiento aplicable á los niños cu lp ables 

ó abandonados debe conformarse con la individualidad 
cada niño.

La tercera cuestión fué aplazada, por falta de tiempo, pa â 
la sesión siguiente. _

Sobre la cuarta cuestión: La Asamblea, sin rechazar en pi‘‘'̂ ' 
cipio la pena de trabajos sin prisión, y  teniendo en cuenta e 
deseo de la Unión de estudiar previamente los medios prácticos 
de la aplicación de esta pena,' así como la reforma del s is te m a  

de la multa, decide el aplazamiento de esta cuestión para la 
' sesión siguiente. ,

La tercera sesión de la Unión ha tenido lugar en C r is t ia n 'a  

del 25 al 27 de agosto de 1891, habiendo figurado en su orden 
' del día las siguientes cuestiones:

PRIMERA CUESTIÓN

I. ¿Bajo qué condiciones y  en qué casos debe recomendaos® 
el empleo de la multa en ía legislación penal)

II. ¿Pueden indicarse los principios -segiin los que la tasa de 
' la multa ha de ser fijada?

III. ¿Sería, sobre todo, posible y  práctico hacer proporciona- 
ble la multa con las condiciones de fortuna del condenado-
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¿Po(jría, por ejemplo, graduarse según la renta anual de este 
^̂ Itirno, ó según su parte contributiva de impuestos, ó según el 
'''•lor de su jornada de trabajo? '

¿Por qué procedimiento se llegaría mejor á asegurar el 
p''‘go de la multa y  á disminuir la proporción de las multas
‘"cobrables? '

Cuando no hay medio de cobrar la multa, ¿debe reco- 
'^^ndarse como pena subsidiaria el trabajo obligatorio sin de- 
^̂ nción?

V i. ¿Debe aplicarse el principio de la condena condicional á 
penas pecuniarias? •

S E G U N D A  C U E S T I O N

j ¿No debería tener en cuenta la legislación penal, más de 
<íüe hasta ahora, los intereses de la parte lesionada por la

‘' f̂racción?
¿Qué medidas deben recomendarse con este objeto?

¿No se puede, sobre todo, conceder en ciertos casos al 
'’ '̂nisterio público el derecho de requerir de oficio y  sin consti- 
l^ción de parte civil la condena á indemnización en provecho 

 ̂ parte lesionada?
¿No es igualmente posible y  práctico destinar en ciertos 

âsos una parte del peculio del detenido á la reparación del 
f̂io causado al lesionado por la infracción?

’ T E R C E R A  C U E S T I Ó N

. ¿I’ermite la experiencia establecer las especies de infrac- 
ĵ '̂ nes rnás frecuentemente cometidas por los delincuentes, á

* <lue se da bastante generalmente la denominación de inco- 
‘‘‘■̂ gibles? • , ■

¿Permite, sobre todo, la experiencia decir si para los de- 
’̂ cucntes de esta categoría la reincidencia consiste en la repe- 
ción de las mismas infracciones ó en la sucesión de infrac- 

'̂ ‘ones diferentes?
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' III. ¿Cuáles son las medidas legales y  penitenciarias 
mejor convienen á los delincuentes de esta categoría? p

El Secretario de la Unión, Mr. Liszt, ha hecho una impo*" 
tante Memoria sobre las dos primeras campañas de la 
publicada en el Boletín (i). Comienza dando el resumen 
una conferencia del Presidente, Mr, Prins, sobre "La crini' '̂  ̂
lidad y  el estado socialu, que, para terminar, es oportuno 
producir. .

"La escuela clásica del Derecho penal, creación de los 
fos liberales y  de los soberanos ilustrados de fin del siglo 
sado, reacción metafísica y  (i!antró[)ica contra las crueldades 
de las antiguas tendencias, es impotente enfrente de la crin '̂ 
nalidad, como muestran bien las cifras crecientes de la rcin '̂" 
dencia. .

"Trata de ocupar su lugar una escuela nueva, que ve en c 
delito el producto necesario de circunstancias dadas y 
propone combatirlo en sus raíces. >

"La escuela italiana tiene también sus principios. Pero g '̂ 
neralizando precipitadamente los datos obtenidos, ha vuelto 
caer en la Metafísica; .su tipo del hombre criminal está taf 
lejos de la realidad como el hombre ideal de la filosofía 
tiana. ,

" A l  lado de la ley  de la herencia, dem asiado exclusivaiTicnt^ 
puesta en claro por los crim inalistas y  los novelistas, la cienci® 
conoce la ley  do la evolución. K s ley  dcl progreso ¡jar» 
m u tu lo , livH n a c ió n o s  y lo s  in<livkUios. l^a e v o lu c ió n  intclcctU '''

y  moral es más rápida cjue la evolución fisioló[,nca. Estaafirn’ '̂ 
ción es la base de nuestra esperanza en el porvenir, de nuestra 
confianza en la acción de la pena. El delito es un fenómeno •'iO'  ̂
cial, producto de las relaciones de la vida social. El deli''*' 
cuente no es un ti¡x) antropológico, sino un tipo social. 
principio caracteriza nuestras tendencias; combatimos el delito 
como un fenómeno .social, atacándole en .su bíise social; le cofH' 
batimos con la pena, pero con la pena en los límites de su efi' 
cacia y  nó con la pena únicamente.n

Esperamos y  deseamos que la Unión Internacional de Derc- 
*

( i )  Número de febrero de i8 y i. '
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penal, con la brillante falange de criminalistas que figuran
miembros, contribuya de una manera poderosa al

entre

P'’ogrcso y  mejoramiento de las vigentes legislaciones.

M a n u e l  T o r r e s  C a m p o s

P R IV IL E G IO S  E X C L U S IV O S

‘ A R T Í C U L O  S E G U N D O

Los primeros y  más graves inconvenientes con que se tropezó 
práctica al aplicar la ley de 1840, fueron los abusos á que 

^  prestaba el famoso ya citado artículo 8.“ de la ley. .
 ̂El espíritu, loable, sin duda, que había movido al Presidente 
neto y  al Ministro Montt, á establecer las concesiones del ar- 
culo 8.” fué evidentemente f(jmentar, aunque de modo artifi- 

é incorrecto, U importación de industrias, máquinas é in- 
*̂̂ ntos, cuya explotación no ofrecía entonces en Chile garantías 

alicientes bastantes si no se la salvaguardiaba con privilegios 
® í̂clusivos de introducción. Era, pues, sin duda, de "interés na- 

■̂onali, el que se introdujeran algunas industrias entre nosotros, 
cuando para ello t'uese necesario ofender el principio de la 

'“ertad de trabajo, privilegiando á industriales que no se pre- 
^ntaban abonados por el título de inventores ó descubridores. 
-̂1 proccdimictUo habría sido correcto, y, sobre todo, habría de 

im pedido los grandes abusos que se com etieron A la
®®fnbra del artículo 8." de la ley de 1840, si el Supremo Gobier­
no hubiera recordado al despachar cada solicitud de privilegio 

introducción, que era su deber exigir una declaración espe- 
eial del Congreso Nacional sobre si el establecimiento privile­
giado de la industria que se pretendía introducir, era ó nó de 
'itcrés nacional. Verdad es que la ley de 1840 olvidaba, no sa­
bemos si maliciosa ó inocentemente, la exigencia de esta decla- 
•■ación que salvaba el principio establecido por el artículo 151 

la Constitución; pero esto no disculpaba en manera alguna 
procedimiento; pues, sobre los vacíos y  aun sobre las dispo­

siciones terminantes de todas las leyes de la República, están 
disposiciones del último inciso de la Carta Fundamental.
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Libres ya los particulares de toda traba para asegurarse p®’’ 
medio de privilegios la explotación exclusiva de cualquiera if>' 
dustria desconocida en Chile, é igualado el simple comerciante 
que introduce en el país una mercadería ó industria cualquî *̂”̂  
desconocida aun en nuestra plaza, con el inventor de un nuevo 
descubrimiento, comenzaron á llover solicitudes de privilegio® 
para la introducción de toda clase de mercaderías ó industrias, 
aun de aquellas que para vivir prósperamente no necesitan 
garantía del privilegio exclusivo. Colocado el Gobierno en la 
pendiente de favorecer en principio los privilegios de introduc­
ción, evadiendo, para facilitar más las concesiones, hasta la 
gencia constitucional del artículo 151, se vió bien pronto arras­
trado al verdadero abismo administrativo, de estar privilegiando 
todas las innumerables industrias y  mercaderías que diariamente 
se tenían que importar á un país tan joven como era entonces 
y  como lo es todavía Chile. Todos comenzaron pronto á reco­
nocer la existencia del abuso, pero el Gobierno no hallaba ma­
nera de cortar el mal sin entrar á violar el principio del articu­
lo 8.° de la ley que él reconocía, y  sin, entrar á hacer entre lo® 
solicitantes distinciones y  rechazos que habrían sido puramente 
despóticos y  caprichosos, puesto que el Gobierno se olvidaba o 
no se atrevía á fundarlos en la aplicación de un principio sino 
en la corrección de un abuso. Por otra parte, si el Ejecutivo 
hubiera levantado entonces la bandera del principio constitu­
cional del artículo 151, habría .sido reconocer implícitamente 
que lo había e.stado infringiendo durante años enteros.

Con semejante estado de cosas, llegó un día en que todos 
echaban de menos en Chile la libertad de trabajo, pues comen­
zaba á ser difícil encontrar una industria que no estuviese y* 
privilegiada. Entonces fué cuando se comenzó á señalaren toda 
la opinión como necesaria la reforma de la ley de 1840. Se culp 
á la ley de haber abierto la puerta á un abuso tan absurdo y 
monstruoso como iba siendo económicamente el que se cometí* 
en los privilegios exclusivos. El Congreso mismo, al discutir en 
1871 y  en 1872 la reforma, culpaba sólo á la ley, olvidando qu® 
el origen de todo abuso no procedía de un mal artículo de ley 
sino de un procedimiento administrativo inconstitucional.

Si el Congreso d e 1871 y  1872 hubiera pensado y  estudiado
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seriamente el grande abuso que reinaba en la materia, y  si, ade- 
hubiera tenido toda la energía y  arrogancia que se requiere 

P̂ ''a aplicar el cáustico de un principio absoluto de justicia so­
la llaga abierta del abuso, sin reparar en los perjuicios ó 

^°fivulsiones particulares que la medicina puede traer; si el • 
ingreso de entonces, decimos, no hubiera temido enrostrar al 
Jecutivo su procedimiento, que era, sin duda, inconstitucional, 
habría atrevido tal vez á declarar "nulos todos los privilegios 

e ''itroducción concedidos hasta entonces, sin que una ley del 
ongrcso los declarase especialmente de interés nacionaln. Así, 
obra del Poder Legislativo habría sido más breve y  más rá- 

P'*̂ a, pero también más severa y  hermosa. '
Empero, al Congreso le pareció más fácil el remedio de en- 

á reformar brevemente la ley en la parte que más urgía, esto 
en el artículo 8." A l efecto, don Federico Errázuriz propu- 
al Congreso en 1871, un proyecto de reforma de la ley, pro­

vecto que fué modificado por la Comisión respectiva de la Cá- 
de Senadores, formada entonces por don Manuel Camilo 

Vial y  don Alejandro Reyes. Después de largas discusiones ocu- 
•'■'idas en la Cámara de Diputados, en las cuales tomaron parte 
Pi'incipal don Miguel Cruchaga, don Ángel Custodio Gallo, don 
Manuel A. Matta, don Alejandro y  don Vicente Reyes y  don 
Knrique Cood, se aprobó el proyecto de la Comisión en la for- 

que tiene la ley de 25 de julio de 1872, la cual dice lacóni- 
eamente en su artículo único:

"Se deroga el artículo 8.® de la ley de 9 de septiembre de 
>840.,,

Los privilegios de introducción no se han venido á abolir en 
práctica entre nosotros, hasta que esta reforma cobarde de 

*^72 declaró derogada la garantía inconstitucional que conce- 
^̂ a el artículo 8." de la ley á los introductores. Algunos, como 

.scfiores Cruchaga y  Gallo (don Ángel C.), pidieron franca- 
•ricnte, ya en 1872, una reforma más cabal y  completa de la ley 

1840. El Congreso admitió la idea de que esa reforma era 
Conveniente, pero aprobó la incompleta y  lacónica ley de 25 de 
i^Iio de 1872, para “ mientras se estudiaba y votaba un proyecto 

reforma cofnpleta.i, que hasta ahora no se ha estudiado ni 
Votado en el Congreso. ' '
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Prescindamos por el momento de los demás defectos de la ley 
de 1840, defectos que después estudiaremos, y  completemos 
estos antecedentes históricos sobre nuestra legislación en ma­
teria de privilegios exclusivos, examinando los descaminos y 
vacíos de la reforma de 1872 y  comentando los abusos que de 
allí han emanado y  emanan todavía.

El famoso articulo S." decía, tratando de establecer el privi­
legio de introducción:

L a  INTR0I)UCCI()N de artes, industrias ó máquinas invenid' 
das en otras naciones y  desconocidas enteramente, ó no establecida  ̂
ni usadas en Chile PODRÁ OHTENER PRIVILEGIO S EXCLUSIVOS 

en los mismos términos, etc.
Fijándose bien en la letra de .este articulo (y olvidando sU 

¡nconstitucionalidad en fuerza del derecho consuetudinario que 
lo ha respetado), vemos que aquí no sólo se sanciona el privi­
legio de simple introducción, que solicitan sólo los que no son 
autores ni inventores de una industria, sino que además se es­
tablece el privilegio de invención para los autores de inventos, 
artes, etc., extranjeros. La ley de 1872 parece haber confundi­
do, con respecto á los extranjeros, las dos clases de privilegios, 
pues habla de artes, industrias ó máquinas inventadas en otn'¡̂  
naciones, olvidando distinguir si el solicitante del privilegio de 
introducción es un mero comerciante introductor de una indus­
tria ó máquina, cuyo invento ya no le pertenece, ó si es ade­
más el inventor mismo del arte, industria ó máquina c u y a  in­
troducción privilegiada se .solicita. ’ '

El artículo 8,® era, pues, defectuoso; ó quería garantizar es­
pecialmente el privilegio de un invento extranjero en Chile <5 
fué su intento proteger sólo el privilegio de introducción que. 
como hemos dicho, no es solicitable sino por los que no son 
autores del invento.

En e l  p r i m e r  c a s o  n o  d e b i ó  d e  c o n f u n d i r  el p r i v i l e g i o  d e  in­
t r o d u c c i ó n  c o n  e l  d e  i n v e n c ió n ,  c o n  r e s p e c t o  a l  e x t r a n je r o ,  y  

d e b i ó  e x t e n d e r  u n a  d is p o s ic ió n  esf)cc ia l  p a r a  d e c i r  simplemente 
q u e  " e l  i n v e n t o r  e x t r a n j e r o  se  c o n s id e r a r á  en  las  m i s m a s  c o n ­

d ic i o n e s  q u e  el c h i le n o n ,  sin [X irjuicio d e  p o n e r l e  a l g u n a s  re s­

tr ic c io n e s  q u e  m á s  a d e l a n t e  di.scutiromos.

En el segundo caso, debió de expresar claramente que el ■
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Pnvüegio de introducción de artes, industrias ó máquinas in- 
Sol* naciones que intentaban garantizar, se refería

ai caso en que lo solicitasen los que no podían ni 
lan derecho á echar mano del privilegio especial que á los 

'^itores ó descubridores se concede. ,
Undados en estas razones, y  recordando, además, á los que 

siderasen oscura esta interpretación del artículo 8.“, el prin-
1 o general de nuestra legislación que ordena interpretar la 

sentido más favorable á los legislados en los casos en 
hubiere oscuridad ó vaguedad en ella, han creído muchos 
la única garantía que entre nosotros se ha concedido á los 

 ̂ Afilores ó descubridores extranjeros era precisamente la que 
‘ '̂̂ ducía de la amplitud dispositiva del citado artículo 8 ° de 
i'y  1S40.

partidarios de esta interpretación hacen además el si- 
■ente principal argumento práctico en favor de su herme- 
'̂ 'ca, argumento qne complementa el anterior. Con efecto, 

si se registra no sólo el resto de la ley, sino también las 
Posjciones constitucionales, se puede concluir que en nuestra 

bislación no hay ninguna otra referencia, ninguna otra garan- 
 ̂ > nmguna otra alusión siquiera á los derechos de inventores 

Ah extranjeros que deban protejerse en Chile-
8 o no e.\istiendo otra disposición que la del artículo
■ ^ue pueda aplicarse á la materia, claro es que éste debe pre- 
 ̂ ^eer y  constituir la única norma y  garantía de los inventores 

^^cubridores extranjeros. Así se interpreta la mente de la 
^gislación en el sentido más favorable á los legislados, llevan­
° esta materia el espíritu de nuestras leyes administrativas 

*'̂ 1 mismo liberal y  noble camino que le han señalado nues- 
leyes civiles y  nuestra Constitución misma al tratar de pro- 

siempre por todos los medios posibles la condición del 
'^dudano extranjero en Chile.

^Conduirá)
JOkCItC IIUNEICUS
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Larraín, f  don Evaristo del Cam po, don V alen tín  M a g a l l a n e s ,  y
T o m ás Zelada. , ,
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Santiago de Chile
I.® d e d ic ie m b re  d e  1892

^ W A R io ._ ¿ c ó m o  debe entenderse el número 2 del artículo 1610 del Código 
‘ ''il? por don Carlos A .  Palacios Z .— Sin autorización del ju « ,  ni del marido, 

¿puede vender sus bienes raíces I» mujer divorciada ó  simplemente separada de
Wenes? por don Juan de D ios P laza.— A nalogías y  diferencias entre los artículos

lo» Códigos Chilenos, por don A n íbal Echeverría y  R eyes.

¿CÓMO D EBE EN TE N D E R SE  E L  NÚM ERO 2 
d e l  a r t í c u l o  1610 D EL CÓDIGO CIVIL?

lo:

" A k t . I6t0 . Se efectúa la subroga­
ción por ministerio de la ley, y  aun 

contra la voluntad del acreedor en to- '
' dos los casos seí^alados por las leyes,

- y  especialm ente i  l>eneficio...
3 .° D el que habiendo com prado un ' 

inmueble, e i  obligado á pagar á lo i . 
acreedores hipotecarios á quienes el 
inmueble está hipotecado, n

JO — El mímero del artículo citado concuerda con
del 2 y  3, tomados conjuntamente, del artículo 1251
del francés; con el número 4 del 768 argentino; 1441
del sardo; 1438 del holandés; 1204 del napolitano; 2157

^ L u i s i a n a ;  936 de Vaud y  con el mímero $ del 1117 
^Código de Goyena, '

J’ior " ^ ‘ •̂■echo Romano, sólo el acreedor hipotecario poste- 
>lab P^S^ba al hipotecario anterior, etiam invito  ̂ ó consig­
la 1  ̂ del crédito, quedaba subrogado por ministerio de 

4̂' y  S> 8 y  10, título 18, libro 8 del 
j). ‘2®i II, párrafo 4, 12, párrafo 6 y  9, título 4, libro 20 del 
b t̂o. Este ünico caso de subrogación legal del Derecho 

^no está consultado en el ntímero i del artículo 1610 de
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nuestro Código. A  no mediar pacto ó cesión, el simple acreedor 
quirografario ó un tercero, no quedaban subrogados según 
Derecho Romano. Lo mismo se disponía en la ley 34, título l 3 
Partida 5.* '

«« •

Este número trata sólo de la adquisición á tituló oneroso, y 
de éstos sólo de la compra-venta. ‘

El citado es uno de los varios casos de subrogación legal. 
Código lo establece como consecuencia necesaria de otras dis' 
posiciones del mismo, que fijan la naturaleza de los derechos 
reales y  del derecho de hipoteca, y  reconoce aquí la justicia de 
sustituir el comprador del inmueble en los derechos de los aeree' 
dores hipotecarios á quienes paga. ^

El que compra un inmueble gravado con hipotecas es obl*' 
gado hipotecariamente á las deudas, puede ser perseguido p®'" 
los acreedores y  por esta persecución debe ó entregar el 
mueble ó pagar. Está, pues, interesado en hacer el pago y 
ser su.stituidü á los acreedores que paga. Encuentra en esta sU' 
brogación un medio de conservar el inmueble que ha adquirido» 
porque, pagando á los acreedores hipotecarios, no tiene que 
mer en adelante ninguna persecución sobre ese inmueble, pueS' 
to que los acreedores quedan sin derecho sobre él por el pag®’ 
el cual traspasa al que lo efectúa los derechos de los acreedores 
hipotecarios. ' ,

Estos derechos son dos:
a) El derecho personal contra el que contrajo la deuda, y _ 
¿J La acción real de hipoteca sobre el inmueble que cauci® 

na el crédito. /
En ambos derechos se subroga el que "habiendo compré 

un inmueble es obligado á pagar á los acreedores hipotecario®^  ̂
Pero la subrogación en estos dos derechos ¿es de utilida<í  ̂

subrogado?
Veámoslo.
La subrogación en el derecho personal, le da acción 

el deudor para exigirle el reembolso de lo que ha pagado, 
recho que podrá ó no serle eficaz según los haberes del deU

J



Por la subrogación en el derecho real de hipoteca, adquiere 
^  pagarse con el inm ueble afecto á ella.

rech^^  ̂ Jo ha com prado; adquiere, por tanto, un de-
o de hipoteca sobre su propio inm ueble. ¿D e qué le sirve 

este derecho? ■ ’

(j. al com prador del inm ueble la acción personal con-
^  el vendedor, se ha cum plido el fin que el C ódigo  se ha pro- 

gj porque, com o dice G arcía G o y e n a ( i) ,  es evidente que 
renuevo dueño de la finca no se propone en el pago sino asegu- 

die^ y  _*‘bcrtarse de las reclam aciones que sobre la m ism a pu- 

si los acreedores hipotecarios anteriores á laad q u i-
com prador del inm ueble resuelve al com prarlo si el 

^cho personal le es bastante garantía  de pago, 

pot tendrá sobre este m ism o inm ueble acción hi-
res com pra que ha hecho de él sea revocable ó

tibie, porque, com o dice Pothier, la adquisición que hace el 
^^rcedor de la cosa hipotecada opera una extinción absoluta de 

hipoteca, siem pre que esta adquisición sea irre- 

Pa I r ’ ‘^°"S’Suiente, com o el que com pra el inm ueble ocu- 
acr^ H persona á quien paga y  llega  por tanto á ser
Qui'̂  ̂ y  dueflo de la cosa que cauciona su crédito, si la ad- 
^^'íiíción es irrevocable se efectúa una confusión que, según la 

presión de Pothier, extingue en absoluto el derecho de hipote- 

tec si después se vende el inm ueble, el derecho de hijx)-
a no puede revivir si no se constituye de nuevo, 

hac  ̂ com pra es irrevocable, porque si no lo es, no
sea^ ‘̂*‘«0 suspender el derecho de hipoteca m ientras el acreedor 

dej apariencia, para recuperar su valor cuando
^ e  de serlo, por la razón que el derecho de hipoteca no ha

ten . el de propiedad, y  por tanto no ha podido
^ r lugar la confusión.

che está reconocida por M erlin, D alloz, E scri-

Pal h y autorizada por nuestro C ódigo  con las
abras '.perfecta é irrevocable,, que em plea en el artículo 885,

(á! Goyena, Concordancias del Código Civil, t. 3, pág. 141, núm. 5.
"úni, R‘P‘ rloirr, Dalloz, Rífertoirt, t. 37, páj. 833; Duranton, t. 20

' 335»
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a;

que por analogía aplico á la hipoteca, com o se verá más ade­
lante.

M erlin dice á este respecto: “ L a  cuestión que h a y  que e x a ­
m inar aquí es si el tercer adquirente que p aga se subroga i  sí 
mismo, es decir, si conserva la  hipoteca para hacerla valer en 
caso de evicctón, v. gr.; ó si esta hipoteca, que desde el i n s t a n t e  

de la adquisición ha estado confundida en su persona, se extin* 
gue para siempre. E n  D erecho, añade, el efecto no tiene más du­
ración que la causa. S i pues la causa de la  confusión no es 
que m om entánea, si la  adquisición es revocable, la confusiói^ 
cesará necesariam ente con ella. E s  necesario, continúa, úna caü' 
sa perfecta y  absoluta para que pueda extin gu ir los derechos 
para siempreii ( i).

E sta  regla se aplica á todos los casos en que la adquisición 
es anulada ó rescindida, sea por vicio de violencia, de dolo, de 
error, de falta de causa; sea por incapacidad que resulte de 
m enor edad, de la  interdicción ó de contrato celebrado po’’- 
m ujer casada. Sin  em bargo, esta regla sú fre la  excep ción del 
artículo 1491, de que hablaré m ás adelante.

E s indiferente que la  nulidad ó rescisión sea pedida por e' 
com prador ó el vendedor.

•  *

L a  opinión que sostengo, fundada en la  distinción antcriori 
ha sido controvertida (2).

Para exponer con claridad las opiniones, pondré un ejempl°> 
tom ando el caso de una venta válida, irrevocable y  no sujeta  ̂
condición.

- A  debe á  B  cien m il pesos por un contrato de m utuo, y  le

( 1 )  M e r lin , Ripertoire, Suhrof’ation des persones.
( 2 )  E n  la  c la se  e x tr a o rd in a r ia  d e  Código Civil, 2 .°afío , m i c o n d isc íp u lo  d o ”  

V ir g i l io  S o la r i s o s tu v o  la  o p in ió n  c o n tra r ia , q u e  y o  re b a t í.  A in d icac ió n  de 

p ro fe so r  d o n  C a r lo s  A ld u n a te  S o la r , e l se ñ o r S o la r i re u n ió  su s a r g u m e n t o *  

e n  un a r t ic u lo  q u e  le y ó  en  c la s e  e l 7 d e  ju n io  de 1887, y  á  q u e  y o  c o n t e s t  

c o n  e l q u e  a h o ra  p u b lic o , y  a l q u e  h e  q u ita d o  to d o  a q u e llo  q u e  se referí®
|> d ir e c ta m e n te  a l se ñ o r S o la r i.
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dado en garantía una hipoteca sobre su fundo. C compra este 
fundo y B se dirige contra él (artículos 557, 2428) para que le 
pilgüe los cien mil pesos con que el fundo está gravado. C paga, 
y por el mero hecho de pagar (artículo 1610  número 2) adquie- 

por subrogación los derechos que B tenia. Estos derechos
de dos clases: ,

Derecho in personam que nace del contrato principal, del 
n iÚ tu O j y  .

b) El derecho real de hipoteca que nace del contrato acceso­
rio de hipoteca.

C, tercer poseedor de la cosa gravada que paga la hipoteca, 
subroga en ambos derechos,
I ê éstos, el primero subsiste, porque no ha habido ningún 

**'edio de extinción que lo haya hecho perecer.
El segundo se sostiene que también existe. Por el contrario, 

Creo que, en el caso propuesto, se extingue. .
Se dice que mientras C sea dueño del fundo no podrá ejercer 
acción hipotecaria sobre él, y  que este derecho queda como 

W n te  para recobrar su fuerza cuando el inmueble deje de per­
tenecer á C. _ , 

Supongamos que C vende el fundo á D: ¿tendrá C acción hi­
potecaria sobre el fundo, ó habrá ésta perecido? «

Hé aquí la cuestión.

•  »

Con el nombre de confusión 6 consolidación se conocía en De­
recho Romano la reunión de un derecho real y  un gravamen, ó 

Un derecho personal y  una obligación.
En el primer sentido, se decía que expiraban de este modo 

los derechos reales de usufructo, uso, habitación, cuando el que 
tenía estos derechos pasaba á ser dueño de la cosa gravada. 

*̂̂ 1 mismo modo se extinguían las servidumbres cuando el 
'^ueño del predio sirviente pasaba á ser dueño del predio domi- 
’^ante ó vice-versa; también expiraba el derecho de hipoteca 
^^arido el dueño de éste adquiría la cosa hif)Otecada, etc.

Tomadas las palabras confusión ó consolidación en el segun- 
sentido, se decía que expiraban por este medio las obliga-
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Clones personales, como cuando el deudor heredaba al acreedof 
ó un tercero á ambos.'

Se sostiene que el Código sólo reconoce la confusión, tornan 
do esta palabra en el segundo sentido, que es el que le da e 
artículo 1665, y  no reconoce la confusión como medio de 
guir los gravámenes, por juntarse éstos con el derecho real ® 
dominio, y  se dice que la confusión no puede efectuarse porque> 
refiriéndose ésta á los casos en que se reúnan las c a l i d a d e s  o  

deudor y  acreedor en una misma persona, no puede aplicarse 
los derechos reales y  gravámenes, en los que debe hacerse abs­
tracción por completo de las personas para no considerar si^o 
las cosas. Pero se olvida que el hombre relaciona consigo todos 
los objetos, cualesquiera que sean, animados ó inanimados, 
muebles ó inmuebles, como sometidos ó por lo menos destinados 

para satisfacer sus necesidades ó placeres, y  que de esas rel  ̂
ciones con las cosas nacen los derechos que tiene sobre ellas» 
derechos que no se concebirían si el hombre no existiera; ê 
consiguiente, la sutileza no puede llevarse tan léjos, so pena de 
caer en el absurdo de concebir derecho sin sujeto. De estas re­
laciones del hombre con las cosas y  del hombre con el hombre 
nacen las obligacionespropter rem y  las in personam. Las obH' 
gaciones propter rem se reconocen en todas las legislaciones al 
instituir los derechos y  contratos reales, á que desde el Defe' 
cho Romano acá se atribuye la influencia de obligar á la P̂ *”' 
sona por cuanto es poseedora de la cosa.

Es evidente que la persona obligada propter rem es deudor 
por la cosa; todo deudor supone un acreedor, y  éste no puede 
ser sino aquel á quien la cosa esté obligada, expresión cuya uT*' 
propiedad misma está demostrando que no es la cosa sino sU 
dueño quien está obligado. En el caso que examinamos está 
obligado á dejar que se paguen con su cosa ó á pagar el cré­
dito si quiere conservarla íntegra, y  está obligado respecto de 
aquel que adquirió el derecho correlativo para seguridad de 
derecho tn personam que nace del contrato principal. TenennoSi 
pues, un acreedor, y  un deudor que tiene dos obligaciones:

á) la que nace del contrato principal y  que es una obligación’ 
in personam; y

la obligación propter rem, que nace del contrato accesorio*
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^hora, s¡ este deudor vende la cosa gravada, el que la compra 
 ̂adquiere con todos los gravámenes que le serían inherentes 
permaneciese en poder del deudor que se obligó por ella, por 

consiguiente la adquiere con la hipoteca y  contrae la obligación 
Propter rem como poseedor déla cosa gravada. Si en esta situa- 

paga al acreedor hipotecario queda, por el ministerio de 
 ̂ subrogado en los derechos que el acreedor tenía. Kstos 

de dos clases, correlativos á las dos obligaciones de que 
he hablado, 

el derecho personal y
el derecho real de hipoteca. L a subrogación se efectúa en 

«fíibos derechos; de éstos, solo el primero subsiste; el segundo 
porque por el solo hecho de la subrogación se han reunido 

el tercero que paga las calidades incompatibles de acreedor 
|)‘Potecarlo y  de dueño de la cosa que asegura el crédito á su 
avor ó de deudor propter revi; y obsérvese que aunque deudor 

P®*" la cosa, no por eso deja de ser deudor. Ahora, como con- 
‘ '̂̂ ‘■ren en una misma persona las calidades incompatibles de 
acreedor y  deudor de una misma cosa, se verifica de derecho 

confusión ó consolidación que extingue la obligación acce- 
®°na. Por esta razón dice Dalloz, haciéndose cargo de la cues- 

que nía hipoteca expira por la confusión que se opera por 
reunión, bajo la misma cabeza, de las calidades de acreedor 

hipotecario y  de propietario del inmueble hipotecado, á causa 
principio neniine res suapignori essepotet» (i). Esto es evi- 

^^nte: el contrato de hipoteca, como todo contrato, necesita 
^03 partes, una que se comprometa á dar, hacer ó no hacer algo 

favor de la otra. Si la parte obligada se subroga en los de- 
*'®chos de aquella á cuyo favor está obligada, dejan de existir 

dos partes, porque la obligada á dar, hacer ó no hacer algo 
la misma á cuyo favor se debe dar, hacer ó no hacer algo, 
confusión, pues, del carácter de deudor y  acreedor no puede 

aparecer más clara.
La hipoteca es un desmembramiento de la propiedad; el pro­

pietario ¿puede tener un derecho desmembrado sobre un fundo 
‘̂‘ya propiedad entera, absoluta, le pertenece? Si hubiere tenido

( o  Dalloz, obra, tomo y  lugar citados.

& ■  lIN lVERSinAD
- PONTIFICIA



una hipoteca sobre el fundo antes de llegar á ser propietario, 
ésta se habría extinguido por confusión desde el instante en 
que hubiese adquirido la propiedad del fundo. ¿Porqué, enton­
ces, sostener que no sucede lo mismo con la hipoteca que ad­
quiere por subrogación? • ,

* •

Cuando se dice que la .confusión sólo tiene lugar en los de­
rechos y obligaciones, se olvida que en el caso en que el carácter 
real de los derechos es más marcado que en ningún otro, se 
efectúa también la confusión. Me refiero á las servidumbres.

Sí el dueño de un fundo goza de una servidumbre de tránsi­
to en el de su vecino y  en seguida compra este fundo, se extin­
gue lâ  servidumbre aunque no se extingue el servicio; este 
continúa, no ya á título de gravamen, sino á título de dominio» 
porque este derecho ha destruido al de servidumbre que es 
más dí’bil, si se me permite la expresión.

La naturaleza de derechos y  gravámenes reales de la scrvi- 
dumbre y  de la hipoteca, me autoriza para aplicar por analogía 
á ésta los principios que rigen aquella. Así, si la una se extin­
gue por confusión, hay un antecedente para creer que lo propio 
sucederá á la otra, y  si en un caso extinguido un derecho no 
revive, lógico creo sostener que tampoco revive en d  otro.

El principio romano que abraza todas las cuestiones relati­
vas á este asunto y  que sirve de norma para resolverlas, es 
"que todo gravamen para que exista, debe ser formalmente 
estipulado» (i).

En el ejemplo propuesto, el dueño del predio dominante 
adquiere el predio sirviente, y  aunque, como he dicho, el servi­
cio subsiste, la servidumbre se extingue. De modo que aunqu® 
el propietario venda más tarde uno de los predios y  pasen á 
ser de distintos dueños, no por eso ese servicio vuelve á cam­
biarse en gra.\&m&n porque no ha sido formalmente estipulado.

Teniendo en cuenta este principio, nuestro Código dice en 
el artículo 885: «Las s e r v id u m b r e s  SE e x t i n g u e n  p o r

( i )  Seilor Chacón, Código C ivil.
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CONFUSIÓN ó SEA la reunión P E R F E C T A  É IR R E V O ­
CABLE en MANOS DE UN M ISM O DUEÑOli. Y  en seguida 
^°niando las dos cuestiones y  resumiéndolas, las resuelve del 

siguiente: "Así, cuando EL^DUEÑO DE UNO DE ELLOS 
Compra, e l  o t r o ,  P E R E C E  la servidumbre, jf si por una 
^Ueva v e n t a  SE SEPARAN, NO R E V IV E .i, artículo 885, nú- 

3. inciso 2.
Este mismo principio consignado para ia servidumbre, es el 

sostengo para la hipoteca, y  le es aplicable.
en el caso de la hipoteca, al comprar C el fundo, ad- 

'lUiere su dominio; al pagar á B, adquiere el, derecho de hipo- 
sobre su mismo fundo, en este momento expira este dere- 

*̂ 0̂ por la confusión; sí después se vende, el derecho de hipo- 
no revive.

■Admitir que esta situación no cesa por la confusión es llegar 
 ̂ absurdo siguiente:

A. me debe diez mil pesos y  yo, para seguridad de que me 
pagará, hipoteco á mi favor mi propio fundo. Si A  no me 

vendo mi fundo y  entablo acción hipotecaria. ¡Qué más 
Sencillo!

Laurent comete el imperdonable error, en un jurisconsulto 
^  su talla, de decir que "revive la hipoteca porque la con- 

se diferencia de los otros modos de extinción (ha di­
de e x t in c ió n ! )  de los derechos reales y  de las obliga- 

‘̂ ‘ones en que no es sino un obstáculo al ejercicio del derecjio 
y el derecho mismo no se extinguen, de lo que deduce que

derecho puede ser ejercido desde que el obstáculo desapa- 
recc(i). , *■

y  esto no es todo; aquí, como en otras materias de Derecho 
Laurent prueba ser más qu? un jurisconsulto, un decla­

mador y  no tener bien claras sus ¡deas acerca de la doctrina 
del Derecho. En efecto, momentos ántes habia dicho (2) que la 
subrogación del numero 2 del artículo 1251 del Código Civil 
•̂ ancés "presenta una dificultad desde el punto de vista de los 

P'‘*nc¡pfos. Si el adquirente paga los créditos hasta concurrencia

(*) Laurent, Droit Civil, t. 18, pág. lO J . ' •

, Laurent, Droil Civil, t. 18, pág. 101.



de su precio (i), toma su lugar y  ejerce sus derechosn, y 
pregunta "¿cómo concebir que el propietario ejerza una hipO' 
teca sobre su propio fundoPn; y  se contesta, "si hubiese tenido 
una hipoteca sobre el fundo ántes de llegar á ser propietariOi 
esta hipoteca SE HABRIA EXTINGUIDO POR c o n f u s i ó n

desde el instante en que hubiera adquirido la propiedad del 
fundoii. Ahora bien, si la hipoteca se extingue como él lo sos­
tiene ¿cómo renace si no se constituye de nuevo? ¿qué Dios puc* 
de, como á nuevo Lázaro, decirle "resucita, levántate y  anda»? 
Pero tenía necesidad de buscar un medio para conciliar el rigo*' 
de los principios con el objeto inadmisible que señala á este 
caso de subrogación legal, como puede verse en la página 99 
del tomo citado; y, á ejemplo de lo que hacían los pretores 
entre los romanos para dar una apariencia de justicia á la i f ' 
terpretación que barrenaba una ley clara, nos dice desde el 
solio de su autoridad de jurisconsulto y  con entonación sa* 
cerdotal, por sí y  ante sí, que la confusión tiene un carácter 
que le quita por completo el de extinción, y, á semejanza del 
manzanillo de La Africana ó de aquellos ungüentos de las

7  í/na tiene sólo virtudes soporíferas de adormidera.
Hasta aquí Laurent; grande como filósofo y  publicista, me' 

rece sumo respeto á pesar de sus errores en Derecho.

« «

El caso de la Prenda arroja mucha luz sobre este punto.
Si A  me da en prenda su reloj para seguridad de cien pesos 

que me debe, y  yo, poco después, le compro el reloj, el derecho 
de prenda perece por la confusión con el dominio, como lo preS' 
cribe el artículo 2406, inciso 2. Sería un absurdo sostener qU® 
si yo vendo ese reloj á otra persona, renace el derecho de pr^n* 
da y  puedo pedírselo. Si esta absurda conclusión se sostien®

(1 )  Precia. E l núm. 3 del art. 1251 del Código C ivil francés se diferencia 

del correspondiente nuestro en que en aquél es necesario, para la subroga' 
ción, emplear el precio de adquisición en pagar á los acreedores hipoteca* 
ríos. Sin embargo, el núm. 3 de ese mismo articulo tomado conjuntam ente 

con el núm. a, establecen la misma doctrina que el nuestro. ' ,
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la hipoteca, debe también, siguiéndose la misma lógica, 

Sostenerse para la prenda, porque, como dice Ortolán, "los 
trechos reales de prenda y  de hipoteca son exactamente 

‘guales en cuanto al derecho real, á los MODOS DE EXTINGUIR- 

y á sus efectosi. (i). .
Este caso de prenda es un argumento conducente para pro- 

ĵue en el caso de hipoteca debe suceder lo mismo, puesto 
^ue ésta, como lo dice el artículo 2407, no es sino un derecho 

 ̂prenda sobre un inmueble; y  el recaer sobre éstos ó sobre 
•'muebles, no cambia la naturaleza del derecho real y  del gra- 
'̂ arnen.

Esto mismo es lo que Demolombe sostiene con las palabras 
®‘Suientes: »La prenda y  la hipoteca son derechos sttigeneris 

participan de la naturaleza de los créditos que garantizan, 
 ̂ 'lue, aparte del carácter de contratos accesorios que se extin- 

cuando el principal expira, están sujetos á todas las causas 
 ̂ extinción especiales á los créditos que garantizan» (2). 
Extraña puede parecer á primera vista esta identidad que De- 

*^°'ombe y  Ortolan encuentran entre la prenda y  la hipoteca; 
P®i“o si se echa una mirada al origen de la institución de la 
P̂ ênda, se ven caracteres que la confunden por completo con 
^ hipoteca. ^

Según Ulpiano, cuando el arrendatario de una casa no podía 
P^Sar anticipadamente el valor del arriendo, daba al propie- 
ario una garantía: afectaba á título de prenda todos ó una parte 

^  los muebles que introducía en la casa. El arrendatario deu- 
CONSERVABA, pues, la posesión de los muebles dados en 

•̂■enda; era una verdadera hipoteca. Después, con el transcurso 
los años y  la repetición constante de esta costumbre, la con- 

ición se subentendía y  el arrendador tenia una hipoteca tácita 
®°bre los muebles de la casa arrendada. Era algo así como el 

brecho de retención que el inciso 2 del artículo 1,942 de nuestro 
'“Odigo da al arrendador, y  que no es otra cosa que esa hipo- 

primitiva de que hablan Ulpiano, Jourdan, Nerat y  otros. 
Según Catón, el que vendía la cosecha de un olivar ó de una

(*) Ortoldn, ZJírícAo libro a, pág. 311 .
Demolombe, Codito Civil Franch, t. 9, núm. 47J,
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v iñ a  te n ia  p o r  p re n d a  e l m a te ria l l le v a d o  p o r  el co m p ra d o r, 
m a te ria l q u e  QUEDABA en  p o d e r  d e  éste.

Según Gaius y  Paulo, así como se daba en hipoteca el usu­
fructo, así también se daban en prenda las servidumbres.

En suma, de las dos clases primitivas de prenda, el pignus 
opposüum y el pignoris datio, la primera no era otra cosa que el 
contrato que recibió más tarde el nombre de hipoteca.

♦ - . ' * *

Hemos visto que en nuestro Código existe la confusión ó 
consolidación en el sentido lato que le daban los romanos. En 
efecto, las servidumbres se extinguen por este medio corno 
lo dispone el artículo 885; el artículo 806 dice también qu® 
el usufructo expira por la consolidación con la propiedad, y 
mismo sucede con los derechos de uso y  habitación, según eí 
artículo 812 .

Respecto de la hipoteca, he demostrado que expiraba por con* 

fusión en Derecho Romano; Escriche dice que así era en 
recho E sp añ ol; D em olom be y  A u b r y  et Rau, Merlin, Duranton 

y  Dalloz sostienen que así es en Derecho Francés; y  como 
legislaciones romana, española y  francesa son la fuente á donde 
el legislador chileno ha ido á buscar las disposiciones y  el esp ' 
ritu de nuestro Código, especialmente por lo que respecta á  ̂
materia del libro IV , es natural suponer que este principiOi 
las legislaciones madres reconocen, no puede ménos de es 
consignado en nuestro Código. Efectivamente, el inciso 2 ° 
artículo 2 4 2 9  lo contiene así:

"E l tercer poseedor reconvenido para el pago de la hipo e . 
constituida sobre la finca, haciendo el pago se subroga en  ̂
derechos del acreedor en los mismos términos que

¿En qué términos se subroga el fiador que paga por el  ̂
dor principal?

Los artículos 2370 y  2383 nos resuelven la cuestión en el sen 
tido siguiente:

" E l  fiador tendrá acción contra el deudor principal 
reembolsos de lo que haya pagado por él con in tereses y  g 

pero la fianza no subsiste ni puede renacer porque se exti h

P O N T IF IC IA  
, U N IV E R S ID A D

C A T Ó L IC A  m  
V A L P A R A ÍS O



por la reunión de las calidades de acreedor y  fiador ó deudor y
fiador. II

Estas disposiciones aplicadas á la hipoteca para obedecer al 
'’^andato del articulo 2 4 2 9 , ya citado, da por resultado, palabra 
por palabra, que:

"El tercer poseedor que paga el gravamen hipotecario, ten­
drá acción contra el deudor principal para los reembolsos con 
'■itereses y  gastos; pero la hipoteca se extingue por la reunión de 

calidades de acreedor hipotecario y  dueño de la cosa hipo- 
^ ĉada, ó deudor/w//^r rem.»

Como se ve, la cuestión, en presencia de los artículos citados, 
puede quedar resuelta de un modo más favorable á la opi­

nión que sostengo.

• *

ebo contestar aquí una observación. Se dice que cómo puede 
^^tinguirsc la hipoteca cuando 110 ha habido cancelación en el 

^gistro del Conservador, 
e olvida que la cancelación es sólo uno de los medios de ex- 

guir la hipoteca; y  si ésta no se cancela en el respectivo re- 
ha pagado la deuda que garantiza, la hipoteca
g| '̂̂ '̂ ’nado sin necesidad de cancelarla. Lo mismo sucede en 

extinguirse por consolidación con el dominio; y  nó- 
de 1 siquiera conveniencia en llenar el trámite

'^ '̂^celación, pues á nadie puede ocurrirse'que grava el 
® 'Wa hipoteca constituida á favor del dueño.

examinado el caso de una compra-venta 
®Xaiv’ *'̂ '̂ ®''°̂ able y  no sujeta á condición. Me resta, pues, que 
Püédp*'̂ *̂̂  demás casos, que suscitan algunas cuestiones que 

Prik dificultades.
vendió é hipotecó la cosa era 

^ verifica la condición de que dependía 
Para"^*° ¿subsistirá la enajenación y  el gravamen?

^ ‘'te cuestión hay que distinguir, teniendo pre-
‘sposición del artículo 1 4 9 1 , si la condición constaba
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<5 nó en el título respectivo, inscrito ú otorgado por escritura 
pública.

a) Si la condición constaba en el título respectivo, la cosa 
vuelve á su antiguo dueño sin gravamen, porque la resolución 
del derecho del que la ha gravado lleva consigo la resolución 
(artículo 2 4 3 4 ) del gravamen, y  la resolución del derecho del 
que la habría comprado, porque nadie puede traspasar á otro 
mas derechos que los que tiene. Así, si A  vende á B una casa 
bajo condición resolutoria que consta en el título respectivo; B 
la hipoteca á C y  la vende después á D, el que paga al acree­
dor hipotecario C y  se subroga en sus derechos. En esta situa­
ción se verifica la condición resolutoria y  declarada la resolu­
ción del contrato de A  con B, vuelve al primero el dominio 
la casa, y  de consiguiente tiene acción reivindicatoría que ejerce 
contra el poseedor D. Este, por haber pagado al acreedor hi­
potecario, se subroga en sus derechos; pero como éstos estaban 
subordinados á la eventualidad de que se verificara la condi­
ción resolutoria que pondría fin á los derechos del que enajen<̂  
la casa y  constituyó la hipoteca, y  como con esta incertidutn- 
bre los habría adquirido D, extinguidos los derechos del prii î '̂ 
ro, se extinguen también los de C, y  de consiguiente se extin ­
gue también el derecho de hipoteca (2 4 3 4 ), quedando en p’ 
sólo el derecho personal. '

Dalloz, dando la razón de esta disposición en el Código 
cés, dice que los que tienen sobre un inmueble un derecho sus­
pendido por una condición ó resoluble en ciertos casos, ó sujct<̂  
á rescisión, no pueden constituir sobre este inmueble sino 
hipoteca sometida á la misma condición ó á la misma rcsci 
sión (i).

¿>) En el mismo caso propuesto, si la condición no 
en el título respectivo, aunque por el rigor del derecho 
suceder lo mismo, el Código establece que no se resuelva  ̂
gravamen por la resolución del derecho del c o n s t i t u y e n t e ,  

tampoco la enajenación, y  esto en atención á la  buena ^  
tercero, al que no es posible perjudicar por un descuido ó neg^ 
gencia del que debió hacer la inscripción, y  además porque

( i )  Dalloz, t. 37, pág. 830.
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ría muy fácil que dos se pusieran de acuerdo para perjudicar á 
ün tercero.

Siguiendo la doctrina del Código, resulta que el gravamen 
con que se afectó la cosa por el primer comprador es perfecta- 
•^ente válido, y  que también es válida é irrevocable la compra 
^ccha por el segundo comprador, ó sea D, en el caso arriba pro­
puesto. De consiguiente ha adquirido dominio, y  al subrogarse 

el derecho de hipoteca con que la cosa está gravada, este 
derecho ha expirado por la confusión ó consolidación.

Luego en ninguno de los dos casos tiene el subrogado el 
derecho real de hipoteca. En el primero, porque se verificó la 
‘Condición resolutoria de que dependía; en el segundo, por con­
solidación del derecho de hipoteca con el de dominio.

I

■ •  .♦ «

S e g u n d a  c u e s t i ó n . — Si se resuelve la venta en el caso que 
constituyente tenga sobre la cosa gravada dominio pleno é 

’*TevocabIe, esto es, si la resolución tiene lugar entre el que ha 
^^ndido la cosa gravada y  el que la ha comprado y  ha pagado 

crédit(x hipotecario ¿tendrá éste la acción de hipoteca?
Su Pedro, deudor de Juan, hipoteca á favor de éste
^ Casa y  después la vende á Diego bajo condición resolutoria, 

paga gj crédito hipotecario á Juan y  queda subrogado 
sus derechos. Hecho ésto, se verifica la condición resolutoria 

casa^  ̂ el dominio de Diego y  tiene que entregar la
«■iap̂ q̂ ' se la vendió: ¿conserva .Diego la acción hipoteca­

’ y ®sto en nada lastima la regla dada anteriormente res- 
tori °  confusión ó consolidación, porque la acción resolu- 
el D influencia retroactivamente, haciendo que desde

se adquirió la cosa se considere que no ha habido 
*'®solm ’ y  consiguiente, el adquirente bajo condición
sido jamás dueño. Ahora bien, si nunca ha

®stá que tampoco ha sido a¿ mismo tiempo 
^̂ nto ^'Potecario y  dueño de la cosa hipotecada, y  que, por 
püeg podido efectuarse la consolidación. No revive aquí,
ció Acción hipotecaria; pudo, sí, perecer, lo que no aconte- 

'’^Ue Se verificó la condición resolutoria. Habría perecido

k:-
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si el cumplimiento de esta condición se hubiese hecho impo­

sible. '
«« «

T e r c e r a  CUESTIÓN. — Si se declara la nulidad de la venta 
¿tendrá acción hipotecaria el que compró la cosa hipotecada y 
pagó á los acreedores hipotecarios?

a) Si la nulidad es absoluta, es sabido que el acto ó contrato 
nulo no produce alteración alguna en los derechos existentes 
ántes de él, porque la nulidad absoluta es la nada y  ésta no 
puede producir efecto alguno, según la expresión del 
Fábres. De consiguiente tiene la acción hipotecaria, sino pô  
el número 2 del artículo que examinamos, al menos por  ̂
número 5 del mismo, esto es, quedaría subrogado en los de­
rechos del acreedor como cualquiera que pagase una dcu 
ajena, y  como en estos derechos está el de hipoteca, es fue
de duda que lo adquiere.

b) Si la nulidad es relativa, la declaración de ésta
el efecto de "restituir las cosas al mismo estado en que se 
liarían sí no hubiese existido el acto ó  contrato n u l o . . ,  art c  

lo 1 ,087. De consiguiente, existe también la acción hipoteca 
como en el caso de la acción resolutoria que antes he 
nado, porque la acción rescisoria y  la resolutoria tienen e 

mo efecto retroactivo. .
♦• •

C u a r t a  c u e s t i ó n . - S i  hay varios inmuebles 
y  sólo se compra uno, el que adquiere éste y  pag» 
hipotecario ¿tiene acción contra los otros inmuebles? •> P 
el Código dice que se subroga en todos los d e r e c h o s  de 
á quien paga, y  como éste tiene acción contra los otros 
bles, es evidente que esta acción pasa al que se subroga e

derechos. . ubfog^'
Nuestro Código ha querido dar ancho c a m p o  á la  ̂

ción legal, y  si su objeto hubiera sido limitarla á los  ̂
sobre el inmueble adquirido, no habría establecido el 
y  no se habría servido de una expresión tan c o m p r e n s  

la de ese número:. . .  "del que paga una deuda ajena.»

&
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El Código no ha restringido, pues, el efecto de la subroga­
ción al inmueble adquirido, como según Pothier sucedía en la 
antigua legislación francesa. En efecto, el adquirente del in- 
'̂ '̂ Ueble que paga el crédito hipotecario, paga por el vendedor 
y se subroga en los derechos que el acreedor tenia á este res­
pecto, es decir, no sólo en los derechos sobre el inmueble 
adquirido, sino en todos los derechos del acreedor, pues el prin­
cipio de la subrogación legal no tiene en nuestro Código nin­
guna restricción en este sentido, 

logrón, comentando el inciso 2 ° del artículo 1,251 del Códi- 
francés, resuelve la cuestión de la manera siguiente: “Si el 

ha adquirido el inmueble paga á los acreedores hipoteca- 
es subrogado contra el vendedor para pedirle que le 

•■̂ emboLse lo que ha pagado por él, y  ejerce también LOS 
®Tros d e r e c h o s  h i p o t e c a r i o s  que los acreedores que ha 
Pagado pueden tener SOBRE OTROS INMUEBLES.11 
_ la misma opinión son Delvincourt, Duranton, Grenier, 

‘̂■oplong y  Dalloz (i).

Se tiene, pues, acción tanto respecto del inmueble adquirido, 
 ̂•‘especto de los otros; perece la primera por consolidación 

°^cl dominio, y  subsisten las demás.
ero ¿cómo sucede esto, siendo indivisible Ja acción hipote- 

en nuestro Código? **
a indivisibilidad no consiste en esto, sino en que se pueda 
eguir por el todo cualquiera de los fundos, y  no se puede 

para cobrar, verbigracia, cinco mil pesos á uno y  cinco 
pesos A otro. Sería este el mismo caso que si habiéndose hi- 

de 1̂  fundos para seguridad de un mismo crédito, uno
os perece por inundación. Es indudable que hay acción 

contra el no inundado, y  no se podrá argumentar 
 ̂ acción es indivisible y  no puede ir contra uno porque ha 

'̂ îdo respecto del otro.

•  '
*  *

c u e s t i ó n . — Si el tercero sólo adquiere una parte

tonio J; Duranton, tom o 12¡G ren ier, tom o 2; T roplong, 
tomo 37, página 644.
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dcl inmueble hipotecado y  paga el crédito hipotecario, ¿tendrá 
acción de hipoteca sobre la otra parte?

Es evidente que la consolidación sólo se opera relativamente 
á la parte adquirida; la acción hipotecaria queda gravando la- 
parte restante y  por la totalidad del crédito, en razón del prn '̂ 
cipio de la indivisibilidad de la hipoteca. De esta misma manera 
resuelven la cuestión Duranton y  Flandin (i).

*« «

S e x t a  c u e s t i ó n .— Si á más del inmueble hipotecado ha/ 
prendas que garantizan la misma ebligación, el tercero que a  ̂
quiere el inmueble hipotecado y  paga el crédito ¿adquirirá c

derecho de prenda? /
Sí, porque efectuándose la subrogación legal por el pago 

que ha adquirido el inmueble, y  siendo ésta la transferencia 
todos los derechos del acreedor, como antes he dicho, al 
que paga, y  estando incluido en estos derechos el de prenda, 
indudable que también adquiere ese derecho. Como 
cía, tiene acción para pedir la cosa dada en prenda y  tener a 
su poder hasta la satisfacción de su crédito.

•  '
_ * •

S é p t i m a  c u e s t i ó n . - E s  oportuno examinar aquí lo q^c 
cedería en un caso análogo á una fianza hipotecaria.

L a fianza es hipotecaria, artículo 2430 , cuando el 
seguridad de la obligación principal, hipoteca además a 

mueble. ^
Si el fiador hipotecario adquiere el crédito afianza o»  ̂

la vista que se extingue la fianza; la hipoteca, que marc 
par con ella, se extinguirá también. De otra manera e 
tendría sobre el inmueble de que es dueño, el derecho 
teca, y  ya he demostrado que por esta causa este dercc o

«
*  *

, En resumen:
1,0 L a hipoteca se extingue por la reunión de las c

• .  pallo*'
( i )  Duranton, tom o X X , número 334; Flandin, citado P°

roo X X X V II, número 2,589.
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incompatibles de acreedor hipotecario y  de dueño de la cosa 
que garantiza el crédito á su favor;

2.0 El gravamen, una vez extinguido, no puede renacer por 
la venta del inmueble; ■

3.® Si el que hipotecó y  vendió la cosa era dueño condicional 
y se verifica la condición de que dependía su dominio:

si la condición constaba en el título respectivo, el derecho 
de hipoteca expira por la resolución del derecho del constitu­
yente, y

si no constaba del título respectivo, se extingue por la 
Consolidación del derecho de hipoteca con el dominio;

4° Si la resolución de la compra se efectúa por el cumplí- 
*’'i>ento de la acción resolutoria que media entre el que vendióla 

gravada y  el que la compró, éste adquiere la acción hipote­
caria, ó más propiamente, la conserva, y  

5 ® Finalmente, el adquirente de un inmueble hipotecado que 
P'̂ Sa al acreedor hipotecario, es subrogado de Derecho en los 
Pi îvilcgios é hipotecas de este acreedor, no solamente sobre el 
'■iniucble vendido, sino también sobre los otros inmuebles del 

^udor afectos al crédito hipotecario, y  sobre todas las caucio- 
que aseguran este crédito.

C a r l o s  A .  P a l a c io s  Z.

a u t o r i z a c i ó n  d e l  j u e z , n i  d e l  m a r id o ,
¿puede vender sus bienes raíces la mujer divorciada ¿ 
®‘”iplemente separada de bienes?

O/
y tal como lo haría si fuera soltera y  mayor de edad. E x - 

nes mujer del pródigo que, estando separada de bie-
^  a menester la autorización judicial.

decisiones de los Tribunales Superiores que 
cuestiones de un modo inamovible. Pocas ve- 

*̂ ¡80 • • acaso porque es fácil obtener un per-
crgg •̂ '̂ '̂cial y  librar así de incertidumbres al comprador; pero 

' ^conveniente que el punto se e.sclarezca, porque, si se
lo dejamos ya  dicho, se ahorran mil expedien- 

^tiles y  se mata el germen de otros tantos pleitos.

rí>vin>.
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La ley general otorga á todos la libre administración de sus 
bienes. La excepción es común á ambos sexos, con la sola e x ­
cepción del matrimonio, que priva á la mujer de la libre admi­
nistración de los bienes que ya  tenía ó le impide empezarla á 
ejercitar, cuando así habría sucedido según las leyes generales. 
E l matrimonio es sociedad de bienes, cuyo administrador es el 
marido, á quien por razones de armonía y  de unidad se otorga 
la administración de los bienes que el hecho del matrimonio 
no los hace bienes sociales, sino que quedan del dominio espe­
cial de la mujer. Para administrar el marido sus bienes propios 
y  los de la sociedad conyugal, no tiene restricciones, pero sí 
para los bienes de la mujer.

De aquí se deduce que en el título de la sociedad conyugal 
sólo pueden encontrarse limitaciones para la libre administración 
de los bienes de la mujer por el marido, y  que en el título sobre 
los derechos y  obligaciones de los cónyuges del libro I del Có­
digo Civil, no pueden encontrarse reglas de administración de 
esos mismos bienes, excepto en los párrafos que tratan dc| caso 
escepcional de la separación de bienes, simple ó acompasada 
del divorcio. Los artículos 159  y  173 del Código Civil regla'’ 
estas dos situaciones en que puede encontrarse la mujer que ca­
rece de marido administrador de sus bienes.

Ambos artículos confieren á la mujer la libre administración 
de sus bienes, lo que es una consecuencia de no pertenecer y* 
á sociedad universal de bienes, de no ser casada en orden á los 
bienes: solo queda el vínculo matrimonial que liga los cuerpo^ 
que obsta para contraer nuevo vínculo. Pero se arguye dicien  ̂> 
que no cabe en la libre administración la enajenación de lo 
ministrado. Lo contrario es la verdad: l.°, porque durante  ̂
largo espacio de una administración que no tiene m^s 
que los de la vida del administrador, ocurre como necesi 
ordinaria la enajenación; 2 °, porque tal es la inteligencia 
mun que llama libre administrador de bienes á quien 
aún enajenarlos; 3.0, porque tal es también la inteligencia 
gal que después de permitir al menor habilitado celebrar o 
los contratos que podría ejercitar siendo mayor, le 
enajenación de sus bienes raíces (297  y  303, Código Civi 
porque igual cosa sucede con la mujer del pródigo, á ^
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concede la separación de bienes, pues expresamente le quita su 
enajenación (4 5 1 , Código Civil); 5 porque, á pesar d^'que tuvo 

 ̂ la vista el modelo ¿el Código francés que prohibía expresa- 
niente la enajenación de los bienes raíces (artículos 1449 y  
•S38), y  á pesar de haberlos copiado el artículo 184 del Proyec­
to de Código del señor Bello, hoy convertido en el 159  del Có­
digo, no incluyó semejante prohibición en este artículo ni én el 
*73 ; 6.0, porque la especificación del artículo 159, inciso 2.®, su- 
P^ne á lo más una prescripción inútil, como tantas otras hay en 
las leyes, puesto que no se incluyó en el artículo 173 donde na- 

la creería necesaria, pero no da margen á suponer contra­
dicciones, como las que se deducirían de la inteligencia contra- 
•■•a en los artículos 173 , 303, 451  y  demás ya citados.

Contra la bondad de la ley podrá argüirse lo que se quiera, 
pero eso solo es oportuno cuando se trata de juzgarla, no de 
'nterpretarla y  aplicarla. Con todo, nada hay más lógico y  con- 
''^niente que la libre enajenación de los bienes de la mujer 
basada y  separada de bienes; por las mismas razones que la 
 ̂ onan respecto de la soltera y  mayor de edad. Ésta enajena 

j ‘‘emente los raíces porque tiene capacidad legal para ello y  
pierde porque tiene quien administre sus bienes; y  debe re- 

^^perarla una vez que carece de ese administrador. A  todo esto 
^grega lo inútil de la prol^ibición que es tan fácil de burlar 

fraude alguno. Si la mujer quiere vender á despecho del 
rniiso judicial, reconoce una deuda, se le embarga y  se le re- 

 ̂el bien raíz. De un error del legislador no pueden dedu- 
. e prescripciones que él no estableció en el texto claro de la 

y y que debió establecer.

J u a n  d e  D io s  P l a z a

^ ^ ^ ^ O G ÍA S  Y  D IF E R E N C I A S  E N T R E  L O S  A R ­
T ÍC U L O S  D E  L O S  C Ó D IG O S  C H IL E N O S

Co
gos  ̂ objeto de facilitar el conocimiento de nuestros Códi- 

 ̂ personas ajenas á la profesión de abogado, hemos 
 ̂ paciencia de anotar después de cada artículo, los de-
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más que con él se relacionan, ya  concuerden, les sirvan de com- 
plemento’'ilustrativo, ó les sean enteramente contradictorios.

Mediante este trabajo, será expedito formarse en un momen­
to dado, cuenta cabal de las disposiciones que sobre una misma 
materia, ó sus análogas, existan en el cuerpo de los Códigos.

Se evitarán así molestias, que no es otro el objeto á que de­
ben tender las obras de recopilación, que, si no acusan talento 

en sus autores, no por esto son menos apreciadas y  acaso llegan 
á ser muy estimadas por aquellos que, al consultarlas, se pene­
tran de su práctica utilidad.

Á  los estudiantes de Derecho sobre todo, suelen presentarse 

sérias dificultades para averiguar el alcance de ciertos artículos.

La costumbre, por ejemplo, no constituye Derecho en la legis­
lación civil, sino en los casos en que la ley se remite á ella, ta 
como lo manda el artículo 2.® del Código Civil.

¿Cuáles son estos casos? Á  la derecha de la mencionada 
disposición, citamos treinta y  dos artículos, en los que la cos­
tumbre, se toma especialmente en cuenta al aplicar la ley, P®*" 
que el Código se refiere á ella ó al uso local. .

Según el Derecho Mercantil, es admisible la prueba de testi 
gos, cualquiera que sea la cantidad que importe la obligac 
que se trate de acreditar, exceptuándose los casos en que 
exija escritura pública, con arreglo al artículo 128 del Códig 

de Comercio. . ^
En el inciso 2.“ de dicho artículo, se encontrarán 

tres disposiciones por las que se requiere instrumento pu 
para probar actos de comercio, que no pueden ser justi ca 
con testigos. , . jg

Creemos ĉ ue los anteriores ejemplos llevarán al ¿s
los estudiosos el convencimiento de que la tarea que nos ^  ̂
impuesto no será infructuosa, puesto que, como lo 
consignado, facilitará el examen completo de cualquier pr  ̂
legal, y  servirá para economizar el tiempo, que tan pr̂ -̂'  ̂
para las personas ocupadas, como lo son los jueces, a o  ̂
y  estudiantes de Derecho, á quienes ofrecemos este 

En él, ni siquiera la idea constituye una novedad; 
gados distinguidos han hecho lo mismo respecto de los 
Civil y  de Comercio, pero, sin falsa modestia, debemos
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*"ar que nuestros apuntes, han aumentado considerablemente las 
concordancias conocidas, como cualquiera puede comprobarlo. 

Por riguroso orden numérico, hemos colocado á la derecha 
cada artículo, todos los demás que correspondan con el que 
cita en el margen izquierdo, que es el que debe consultarse 
cada caso particular. '

CONSTITUCIÓN POLÍTICA
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7
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.

8 inc. 3.
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27 Inc. 2

" 4 
, - 5

n 6
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• II 10
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II 2

" 3 
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35
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50
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56 70.

57 70. .
58 27 inc. 5 - 70.
59 27 inc. 5 - 70.
60 27 inc. 5 - 65 - G6 - 69 - 70.
61 27 inc. 5-70 .'
62 27 inc. 5 - 70.
63 27 inc. 5 -7 0 .
64 27 inc. 5 -7 0 .
65 27 inc. 4 - GO - 69 - 70 - 74.
66 93.
67 5 inc. 1 - 74 - 92 -106.
68 18 -23 - 52 á 58 - 65 - 70.
69 27 inc. 4 -6 6 -7 0 -9 3 .
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76
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134 49 ¡nc. 1 - 95 inc. 4 -120 -128 -129  -130.
138 27 ¡nc. 6 -15 2 .

3̂9 10 inc. 3 -2 8  núms. 1,3  y  10 - 31 -1 1 9  incs. 7 y  
8 -140.

Ho 147.
'42  10 inc. 6-143. ’
'43  142. . r
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998 - 2484.
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170 1-17 13 .
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2 0 -51 -591 -Gol. '
222-279-1564.
15G2 - 1503.
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437-500- 1272-1447-1470. 

3 5-2 14 -2 15 .
103 inc. 2."
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270 - 272 - 275 ina 4.“ - 904 -1099. 
10 4 -122 -179 -20 4 .
103-104.
990-993.
300.
551 -071 -1579.
1547-1827-2310.
1547 inc. 2.0-2152.
777 inc. 5.° -
C4 - 76 - 80 - 223 - 306 - 700 - 908 - 1230 - 
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21.
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05.
1587- 1588-235T).

.  430 ■

I2:i' '̂ 
1730' 
1042 ' 
0474 '

PüNTtri<-iA 
UNIVERSIDAD
C A T Ó L IC A  DE 
V A L P A R A ÍS O



71
73
74
76

77
78

79
80
8 1

82

83
84 

86 
88

90
91

92
94
.. N;

95

96

97
98

99 
«00 
<0t 
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77 -2051. ,
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275 núm. 3-1G 98-1792. '
74 inc. 2.® - 181 - 185 - 109 - 485 - 902.
80 - 95 - 958. ’
958.

47 incs. 2.° y 3.° - 83 - 473. '
83 - 88 - 1 1 0 - 300 - 351 - 3.52̂ - 380 - 399 - 422 - 437

441 .4 4 3  .  473.041 . 540' .  120]

52 núin. 4, R. del Conservador. .
81 núins. O y 7.
90 inc. 3.0 - 491 - 955 -1240 -1704.
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90 - 303 - 394 - 487 - 488 - 630 - 2397.
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81 núm. 3-84 - 85 - 1285-1338, y  52 núm. 4 del 
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47 inc. 3.°
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47 ¡nos. 2.® y  3.® - 707.
78 - l(i6 - 200 - 325 - 498 - 740 - 800 - 812 - 902 -

905 - 905 - 1005 - 1087 inc. 3.® - 1272 - 1390 - 
1447 inc. 3." - 2274 inc. 2."

321 núm. 10 - 325- 327-902.
321 -902.
10 1.

1470 inc. 3."- 1095-2290.
122 inc. 2.“ - 17í<9 - 1790.
2105. '

133- 1438- 1443- 1.507.
3 4 -1 1 7 -1 2 3 .
3 5 -3 8 - 113-204. • 
l l í i - 116 -12 4 .
260 núm. 3.
26 inc. 2.“ - 42 - 206 - 267 - 297 á 299.
272.
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-  382 -

109 / 202. . ^
n o 223 - 202 - 203 - 207.
III 345 - 494.
112 235 inc. 3.*
113  N.* I 10 4 -116 .
113  N.® S 207 núm. 3 y .4 - 497 núm. 9.
114 1208 núm. 4 -12 10 . ,

US 979 - 1210 inc. 2.“
116 113 -5 2 0 -5 3 3 .
1 1 9 / 15 núm. 1 - 2484.
120 15 núms. 1 y 2 .
122 . 37 - 100- 179 inc. 2°-20 3-205 inc.

inc. 3.®
123 1 19 -1 7 0 4
124 113 inc. 2.“ - 127-245-249-20 5-260

126

127
128

129
130
131 
132'
134
135

136

137

138
139
141
142

144

1T90

;9 - 338- 

J7

11-408.
10G9.
20 - 124 - 970 -1208 núms. 1 á 3.
2 0 0 - 201. '

200.
200-201-511 -1274. ■
1G8-171.
1749- 1750. '
329 - 1740 núm. 5. , ^
148-155- 107- 170 inc. 2.® -1120 - U '^l' 

1718- 1719- 1749-1750-2103 núm. 
niim. 3. 3(¡5 -

140 -155 -159 -108 y siguientes -, 259 - 2CU -"  
144-, - 1447 -1578 -1752-2320 inc.

' 147 -159 - 723- 1225 - 1230 - 1250 inc. 2. ■
1447 inc. 3 .0- 10 52 -1084-1088 - 1"^ 
2 - 1 7 5 - 1  1752-2218-2338.

147 -150 - 253 inc. 2.” - 1708 -1751.
147 -201 -1005 núm. 5.
150-2128-2173. •
138-254-672-705-1093 á 1097-216^- 
255-393-450-679- 1754-1755.

1715'
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145 450-4G3- 1758.
146 134 - 136 - 137 -140 - 160 - 101 -106 - 228 - 254 -

1225 inc. 4.® -1247 -1250 -1273 -1740 inc. 2.® -
1750 inc. 2.®- 1751 - 1752-1759 inc. 2.®-2225- 

‘ 2342. ■ ,
147 47 incs. 2.® y 3.® -138 inc. 2.® - 232 - 253 inc. 2.® -

1447 inc. 3.®-1688-1720 inc. 2.®-1751.
148 298 - 342. ,
150 47 incs. 2.® y  3.® -175 1.
152 155- 106- 16 7 -9 7 0 -17 6 4  núm. 3.®
153 12 - 1469 - 1717 - 1719 - 1747.
154 345-494-450 -462.
155 171 inc. 2.®-376-4.50-463 in c.'2.®-470 - 176 2­

2337.
IS; 17 13 - 1739 inc. 2.®-2485. "
‘ 58 170 - 1753 inc. 2.® -1704 núm. 3.
‘ 59 144- 103- 166- 173 -349 inc. 3.®-450 inc. 3.®-

1225.
166- 174 -2 2 8 -2 79  inc. 3.®
146 inc. 3.® - 100 -1750 inc. 2.® - 1760.
166.

'^3 ■ 159 inc. 3.®- 166- 349.
164 j - g

‘ 5̂ 178 inc. 2.®- 1763.
' 462. ,

1247 -1250 inc. 2.®
159 a 163.

4 140.
5 171 - 1753 inc. 2.®
' 1720 - 1764 núm. 3.

158- 177 - 994- 1764.
177 - 358 - 994- 1173 - 1620 núm. 2.
177 - 1137 inc. 3.® - 1620 núm. 2 - 1790 - 1792.
13 6 -1 4 4 -1 5 9 -1 2 2 5 .
160 inc. 2.®- 17 7 -  323- 324- 1173. •
177 - 1173.
177 - 117 3 - 1620 núm. 2 .
170 á 172- 174 á 176.

" N.® I 
II 2II

II M

167

*70
171
172 

>73
•74
>75
176

*77

II
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179
180 
182

183
184 ■
185
186
189

190

191
192

193
194
196

197
198

199
200

201
202

203 

. 204

.205 '
206

207
208

209
211
212

213
214
216

2 17  N.°

1G5. ,
35 - 37 -122.
76 - 206. '
295.
206 ¡nc. 4.0-216.
186 - 217 inc. final - 275 inc. 1.® - 293 núms. 1 á 3. 
186 - 217 inc. 1.“ y núm. 4.» dcl inc. 2.®
184-185.
237. '
35.
19 7-19 8  inc. 2.®
197.
197.
1 !)8.
180-181.
1 9 1-19 2 -19 3 .
19 lin c . 2.0-194.
328.
128.
128-2317.
3 5-2 15 .
122-217 núm. 3.
10 4 -217  núm. 3.
3 7 -2 17  núm. 3.
76 inc. 3.0 - ISO -183 - 203 á 205 - 208.
208 - 270 y  siguientes. _ ^399
35-2 0 6 -2 0 7-2 17  núm. 4 - 2 7 1  -2 < 2 -l6 9 ‘J 

-1701. ,
218-345-494-1099.
345-494. .
47 incs. 2 y 3-218.
218.
30-2049.
183- 184. •
76.
203 á 205.  ̂ , j o -293
104 y siguientes - 208 inc. 3 .o -2<5 m®- 

núms. 1 á 3. , '



20 9-211 -213.
2*9 240-270.
220 276 - 968 núm. 3. ' ■
221 231 - 321 núm. 3. •
222 223 -2 2 8 -2 3 1 -2 3 2 -2 7 7 -2 7 9 -4 2 8 .
223 47 incs. 2 y 3 - 278 - 358.
^24 278. . ,

42-278.
^27 ; 278. '

J28 160 inc. 2.® - 279 -1740 núm. 5 -1744 inc. 3.»
^29 279. ,

279. . .
221. .

2^2 47 inc. 2 y  3 -14 7  - 253 - 279 - 1447 - 1688.
219 -24 0 -14 56 .
262-279-348. ,

235
236 

23;
238

239

242 y  siguientes - 358 -1796.
2 246-40 9- 1445-1447 inc. 3.»

171 - 268 - 810 - 961 - 962 - 968 - 977 - 987 - 2466 
 ̂ inc. 3.® - 2481. ,

246 .
247 242 - 253 - 255 - 297 - 342 - 439 -1447 inc. 3.» ‘
248 344 - 1579. .
249 268.

250 124-381.
25 j inc. 3.°- 1547 inc. 1.»
232 262 - 348 - 357 - 366 inc. 2.® - 441.

253
138j  147 - 232 - 246 - 344 - 439 - 723 -1447 inc. 3.»

254 1708 - 1720 inc. 2.® - 2238.
235 142 -146  - 393.

14 4 -2 5 3 -3 9 3 -175 4 .
*  «'Or r n s E . - t o MO VUI 35
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112 -2 79 -2 4 5 6 .
279.
279.
279.
279. '



256

257
258
259
260
261 

263
265

266 N.» I
267

268 

270
272

273
274

275
N.® I

II II 2

II  M 3
II II 4

II II 5

276

277

278

279

280

281

282

283
284

285

286

3 93 -3 9 7-3 9 8  -4 0 2 -4 0 7 -5 5 7  núm. 1 -1 2 5 0 ­

1411 -1757. •
345 - 494.
345 - 494.
136 - 345 - 494.
136 - 258 /
139 - 723 -1005 núm. 5 inc. 2 *

42 - 366.
26 -1699.
78 * 95. , 1 oíiS
113 - 348 - 357 - 497 núm. 9 -1012 núm. 8 -1-*^»'
243 núm. 2 -2 4 4 -2 4 8 -3 4 4 .

36 inc. 2 y 3. . n o .
36 inc. 2.0 - 208 inc. 2,»- 277 núm. 5 - 30o me.

1699 -170 1.

208-209. . . fpc,
277 y siguientes-321 núm. 4-983 y  siguiente

116 9-118 2 núm. 3.
184 -185 - 217 núm. 4 inc. 2 - 293 núms. 1 ¿

217 núm. 1. '
217 núm. 2.
76.
964. .
272 inc. 1.® ,«3
219 - 220 - 368 - 448 núm. 2 - 462 núm. 4 - •

222. , 2 -4 0 2
223 á 227-321 núm. 4-323-448 num. ^

núm. 4 -5 0 3 -116 9 . _  ̂ 3 2 8 inc-
160 inc. 2.» - 228 inc. 3.» y  siguientes -

271 -2 7 2 -3 2 1  núm. 6 - 329 y  siguiente 

núm. 4 -116 8 .
345 - 494.
292.
285.
320.
283-287-323 incs. 3 y 4.

-
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287 28Ó - 292 - 324. *
288 320.
289 308.
290 331.
291 293 núm. 3-321 nxim. 7.
292 287.
293 184 y siguientes - 217 núm. 4 inc. 2.“ -275 

inc. 2.”
294 312-320.
296 328-1458 inc. 2-231(3.
297 20 inc. 2.0-'107-1IG-302-303-425-436- 

1272- 1092-1721 -2342-2509.
299 234-240.
300 42. ■ •
301 2G4-342-355-43G.
302 26 inc. 2 - 57 - 60.
303 10-20 inc. 2 - 88 - 246 - 393 y siguientes - 

630- 1721-1754.
305 272-309.
306 47 inc. 2 y 3 -1699.
308 289- 1700. •
30$ 1699.
312 294.
314 501. •
315 3 inc. 2.®
320 284 - 288 inc. 2.° .
321

N.o
326 - 959 núm. 4- 1134-1167 y siguientes.

I 324.h
" 2 324.
" 3 221 - 324.
” 6 28G.II
" 7 291 inc. 2.0•I

II " 9 324- 1408. '< 1

322 " 10 95 - 324. .

323
324
325

175 -176. 
279 inc. 2.®
287-321 -908- 979- 1210.
979- 1087 inc. 4.®-2274 inc. 2.®
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327
3 2 8  

329
331
332
334
335 
337
340

341
342
343
344

345

347
348
349
350

351
352

353
354
355
356
357
358 
3 6 o
3 6 2

3 6 3

366

3 6 7

368

3 7 0

3 7 1

3 7 2

321.
189 -907 inc. 3.®
1458 in c .2 » -1 5 1 1-2 3 1 6 in c . 2.»

134- 1740 núm. 5 inc. 2 “
290- 13C1 inc. 2.®
230 -280 -1134.

12 - 2451.
1018 núrn. 1 inc. 2 .°- 10G2 inc. 2.»-2451.
1734 -1108 - 13G1 -1018 núm. 10.
391 - 2320 inc. 2 .®
390 -1447.
148 -246 - 301 - 390 - 430 - 1447.

100 - 252 - 299 - 348 - 402 núm. 1 - 493 - 500 -

111"- 124 -154  - 209 - 257 - 258 - 259 - 281 - 494 - 

543.
302.
110 -2 5 1-2 0 2 -2 0 7 .

159 - 103.
308, ■
42-419. .
42 - 300 - 397 - 398 -1230 -1250. .

300.
358 - 480.
442 - 451.
480.
251 - 207 - 300.
171 - 223 - 240 - 300 - 428 - 499 - 511.
352 inc. 2.» 7 353 inC. final - 357 - 358.

347.
42 - 372 - 419.
339 - 437.
42 - 419 - 448 iñc. 5.» - 402 inc. 7 .° - 9 - U.
277 - 278 inc. 2.°;- 350 - 448 núm. 2 - 50.̂ .

494.
500 inca. 2.» y 4.» 523 - 525 - 543.
42 - 419 - 303,

A-'jteHv. PONTIFICIA
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373
374
375
376
378
379
380
381
382

384
386

387
388

390

391
392

393
394
395
396
397
398

399
400
402
403
404
405

406
407

408
409

411
412

413
415
416 
419

404 inc. 2.®
3 76 -3 8 0 -4 9 5-12 8 4 -2 33 7. 
2 4 5 -4 9 5 -5 17  -1240 inc. 3.®
517-2337 inc. 2.®
2 4 9 -4 2 3 -4 3 4 -4 9 5 - 39 - 2170 ino. 2.*. 

415 inc. 2.®
4 2 - 3 7 4 -4 1 5 -1 1 5 3 . 
1253- 1255- 1284- 17C6.

1253.
1770 inc. 2.®
1566 inc. 2.®
11.
47 incs. 2.® y 3.® -124  - 411 -1566.
23 - 723 -1445 -1447 -1578 -1579.
44 - 340 - 2288 - 2481 núm. 5.
428 inc. 2.®
144 - 432 - 679 -172 1 -1754.
1 0 - 1 1  -1293 -129 4.

393.
1322. •
256 - 352 -1225 -1236 inc. 1.® -1250.
256 - 352 - 399 -1225 - 1236 inc. 1.®-1250. 

1342.
1236- 1449-1478 -2447.
256 -1388 -1392 -1397 -1653.
1393-1401 -1652-1654.
1447 inc. 3.®-2342.
723 -1576 -1578 -1579 - 2181 - 2233. 
2157-2308.
2 5 6 -5 5 7 -17 5 7 - 1969.

1258-2157.
2509 - 2511 - 2520 inc. 2.® - 2523 - 2524. 
388-1566 inc. 2.® .
1 1 .1 2 9 4  -1443 -1799 -1800 - 2144. 
419-440 -1283-20 76 inc. 2.?-2127.
3 79 -1262-2 155  incs. 2.® y 3.®
419.
416 inc. 2.® -493-1281-1511.



421

—  390 —

2076 inc. 2.°-2127.
422 303. '

423 44-378-1C98-2224.
424 1310 -150 9 -2156 -2158 -22 0 6  -/2308.
426 512 - 2280 y siguientes.

• 4 2 7 2120  y  siguientes - 2286 y  siguientes.
428 222 - 225 - 234 - 236 - 277 - 392.
430 464 inc. 2.» ,
432 393-1754. •

434 378 inc. 3 - 539.
-  436 297-301.

437 2 6 -4 2 -9 70 - 1447 inc. 3.» '

438 428. '

439 242 - 246 - 253 -1445 -1447 inc. 3.»
440 47 incs. 2.°y 3.°-2132.
442 451.

443 42-452-541 -54 2-1291 -1683,. '
444 482. . ‘
446 461. ■

447 455 - 461 - 687 - 52 y  56 del R. del Conservador.
448 276 - 278 inc. 2.® - 367 inc. final - 386 - 448 m'im. 4 -

450

462 núm. 4-462 inc. 7 . ° - 4 7 8 - 5 0 3 - 5 0 4 -5 1 4  

n\im. 5 á 516.
14 4 -1 4 5 -  15 9 -5 0 4 - 1754. .

451 355-442.
452 443 - 514 núm. 1 - 541 - 542 - 1291 - 1683.

454 468.

455 447-408- 1005. ' ■
456 270 - 1005 núm. 3.
457 470.
458 470.

, 459 443 - 444 - 541 - 542'- 970.
, 461 446-447.

462 155 - 166 - 27G - 344 - 367 inc. final - 448 número *̂ 
2 y  3 inc. 2.” - 470 - 475 - 493 - 499 núm. 2 - SO*)- 

14 5-4 70 -1758 . '.  463
464 430-470.
465 510-1005.
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46;
468
469
470
471
473
474
475 
478
481
482 
484 
48 5 
486 
48; 
488
490
491
492

493
494
495
496
497

N.o

498
499
500
501

503
504 
Sio 
Su 
Sia 

5̂ 3 
Si4

471.
454 - 455 - 4G1 - 472.
353.
155 - 457 - 458 inc. 1.» - 402 á 464.',
467. ■
80 - 81 - 479 - 480.
459. .
462. '
448 núm. 1.
353 inc. 4 .» -12 3 2 -12 4 0 -129G.
444.
39 3 -3 9 4 -4 8 7-4 9 1.
76- 180- 195.
47 inc. 3.»
88 - 339 - 343 - 393 - 394 - 406 - 432 - 749. 
2132. .

, 1232 inc. 2.0- 1240.
84-484- 1763.
247 - 344 - 348.

' 247 - 268 - 360 - 419 - 462 nára. 1.
111 - 124 -15 4  - 209 - 211 - 373 - 416.
281 - 374 - 375 - 380.
338.
1272.
2163 núm. 6.
267 núm. 4.
267.
1272.
402 - 463 - 470 - 511 - 514 núm. 5 - 1758.
26 inc. 2 - 297 - 371 - 1272.
314.
278 inc. 2 - 448 núm. 2 - 462 - núm. 4.
450. '
405.

130 - 358 - 1274 - 1511 inc. 2 - 2481 núm. 6. 
426 inc. 3.®
520 - 540 541 - 1275.
530-971 - 1277 - 1327.
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S I 4  N . 0 4 64.
ti *t 5 499.  ̂ .
tt rt 9 516. '

516 514 núm. 9.

SI7  N 376-2337 inc.2.

5 1 9 522. ,
520 513.
522 519.

5 2 3
371.

5 2 5 971.
526 534 - 537 - 538. '
528 414.

5 2 9
1184.

5 3 0
512 -1070. '

533 116.

5 3 6 645 - 647 - 781 á 790.

539 344 - 378 - 434. ,

5 4 1
459 - 542 - 2333. .

542 4 2 -4 5 2 -12 9 1.

545 54 - 55 -1447 inc. 3 - 2053 inc. 2.

546 963- 1391. •

547 963-2053.

549 5 6 á - 558 -1511.

5 5 0

5 5 1

563.
43 - 563 -1448 - 1579 - 1797 - 1923 - 21

5 5 2
43 - 563 -1448 -1579 -1797 -1923 - 207

554 563-2081 núm. 1.

555 563.

5 5 6
563-739-770 -1250 .

557 2 56 -4 0 7-56 3 -1757.

5 5 8 563.

559 563.
560 563. '
561 563.
562 . 1056 inc. 3.

5 6 3 549 y  siguientes. ^

5 6 7 570-574. '
569 1830.

u n iv e r s id a d  
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570
571
573
574
575 
577 
579
582

583
585
586

587
588
592

593
595
596

597
598 
6o3 
6o6
609

610
611
612

6 1 3
6 ,4
615

616 
6 1 9

626
6 2 9

6 3 5

6 3 7

639
646

650

^53

567-905-1830-2410-2420.
1801 inc, 3.
2420. • '
56 7-112 1.
813.
679-891-893.
2027-2033-2035. .
765. ■
714-893-922.
110 5-1461 -2498.
1105 inc. 2.».2047.
1105 inc. 2. .
670-684-686-703.
2499. ,
582. .
836. '
836. ,
656.
860 - 944.
598 - 860 - 944.
588 - 590.
619. '
616.
59 - 593.
840. '
840.
840. .
840. ' '
610.
609.
786- 1731.'
637.
639-2288 inc. 2.»
629 y siguientes.
635. ,

680 . 905 á 907 - 043.1078 -1486 á 1488 - 1493. 
5 8 9 .5 9 4 -6 5 4 - 1816.1820,
654 - 808 - 2502.

' i i
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6S4
656
658

662
666
669
670
671

672

674

675
676

677
679

680

681

682

683
684

685

686

687

689

693
698

699

700

702

703
704

650 - 650. ,
597 - 654. ,
662 inc. 2.0 '
1556.
47 inc. 3.® .
004 y  siguientes -1556.
5 7 7 . 588 - 684 - 686 - 1817 - 2174 - 2386 - 2437.
4 3 -14 4 8 -15 7 9 -18 6 5 -2 16 0 . ^
678 - 705 - 721 -1818 -18 19  - 2160 inc. 2." - 241‘-  
704 núm. 3 -1448 -216 0 . '
70 3-1138  inc. 3.0 
1057 -1453 á 1455.
1057 -1453 á 1455. ,

646 - 905 á 907 - 1078 - 1485 á 1491 - 1493 -1 
-1820 - 18 74 -18 76 - 1877. '

1548.
70 5 -7 18 - 779- 792 - 1110 - 1575- 1818- 18 

1874-1946 -2416 
2508.
688-702. . '

 ̂  ̂ iMorí
4 - 588 - 670 - 679 - 697 - 724 - 726 á 729 - <

2 .“ - 7 6 7 - 9 2 4 - 1400- 14 4 3 -1711  inc.3.“ - 

2410 - 2505.
. 385 y 54 del R. del Conservador.

722 -956 y 55 y 79 inc. 1.® del B . del O

vador. o o del ^
686 y siguientes - 2 513  y  59 y  79 inc. -

del Conservador.
1443 y 58 dol R. del Conservador.

. -»ntes.
1127inc. 2.®- 1576 inc. 2 . '.  1901 ysig«J

42 incs. 2.® y  3.® - 582 - 714 - 715 - '
2195. ■

708- 713 - 714.
588 - 675 - 2460. .Qg,
705 -1682 • 1691 y  siguientes - 2507 - '

PONTÍFICIA 
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704 K'o 2 

" N o 3 
" No 4 

;os  ̂
706 
7o;
7o8
7U
714

716

717
718
719
720
721
722

2̂3
724

725 •
726
728
729
730

3̂1
3̂2
3̂3
3̂4
3̂5

?36
737
738
739 .
740

741
742

4̂3
744

14 50 -2 1GO.
674. ,
12G9. .

672 - 682 inc. 2.« - 1812 - 2160 inc. 2.*
8 - 47 inc. 4.° - 1452 - 1453 - 2297 - 2299.
47.
2507.
926-928. ' .
577 - 583 - 700 - 725 - 922 - 928 - 1930 - 2315 

2354 - 2393.
2510 núm. 3.
920-977 -2500.
682-920- 1344-2417-2504.
47 ¡ncs. 2.® y  3.°-731 -920.
671 inc. 2.0-2132.
672 inc. 2.“ -1448 - 1449. ,
688 - 956 inc. 2.°
26 - 253 - 390 - 405 - 583 - 1578.
686 - 729 - 924 - 928 - 2505 - 2510.
583-700- 703- 714.
728-731 -900-2502.
924- 2505.
"24-928. ' .
802- 1815- 1931 -2510.
47 incs. 2.0 y 3.»-719 inc. 3.®-2502.
688.

1087 - 1618 núm. 8.
1066. '

686-687-767- 1251 -1443- 1699.
806 inc. 4.®
746. '

762-962- 1085.
^46 - 950-956- 1087 inc. 3.®- 1482- 2029. 
<8-748-806-953. .
J080. 1084- 1087. . ,
"52-14 13  inc. 2.®-1414. 
p 5 6  á 1158.

~ 6 2 -110 2 .116 5 . '

P O N T IF IC IA  
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745
746

747
749
750
751
752
753
755
756

757
758

759
761

762

763
764

765
766

767

768

7 6 9

770

773
774
775 
777
779
780
781

782

7 8 3

786

7 8 7

737 - 739 
2044.
487 y siguientes.
780 inc. 1 .*-1147.
7 3 3 .7 7 3  inc. 2.® - 1084.
742.
7 6 1-13 17 . • '
761 - 775.
908 inc. 2.*
393-761.
764.
75 4 -79 5 -8 0 1.
753 - 755 - 757 -1078 -1080 y siguientes 

14 13 -14 14 -14 8 5 . .
738-962. ,
73 3 -773  inc. 4.*-807-1665. ¡ jOlS'
5 7 7 -7 14  y  siguientes -725 -759 - < , 

2174-2196.
582 inc. 2.»-583-893-922.
171 -2 4 3 -8 10 -13 3 7  - 1765-2466.
686-687- 1443-1699 y 52 del B. del 

vador.
815.
745.
739.
75^-806 inc, 2.*-1154.
792-956 - 1118.
245 - 249 - 755 - 787 - 1410 inc. 2.®
44 - 787 - 788 - 802.
682-1928. ■ ' -
7 5 0 -11 5 4 -  115 5 - 1163. 1726
644 - 645 - 647 - 794 - 810 - 893 - 9a '  

1794-2315.
821.
1980.
626-1731.
758 - 775.

i r f T  UNIVERSIDAD
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788 ■
789
790
792
793
794 
/9S
796
797
798 
8oo 
8ot
802
803

805

806
807 
\oi 
8iq 
8 it 
8|2

*̂3
818
819 

821 
822

2̂3
824
826

828
829

830 

3̂5
836

837 
840

775 inc. 4*
647-8 93-2315. .
682 - 774.
819-1489.
781 -8 10 - 1958- 1959, .
1740- 1970- 1979.
1370 inc. 2.» - 1372 inc. 2." - 1740 núm. 4.
1380- 1940- 2207.
1940. •
1937 -2392.
759 - 791 - 908 y siguientes.
1831 -1 9 3 1 -19 8 2 - 2730.
1238,- 1384 - 1394 inc. 2.® -1618  ndra. 8 - 2460 

inc. 3.®
731 - 768.

. 7 8 -9 5 -7 4 0 -7 7 3  inc. 2.®-1154.

763 inc. 3.® - 2041.
653-805-887-2041. . '
243-760-2466. '

I 577 -1018 núm. 9 - 2315. '
686 - 766 á 772-2174 .
575-2174. ,
44 inc. 3.®
795-888- 1618 núm. 9 -19 16 .
577 inc. 2.®
882.
842-936- 940.
882. .

' 8 8 6 - 1524. '
866 - 930 incs. 2.® y 3.®
842 - 858 - 866 - 2035 inc. 2.®
807. ,
861 -879.
882-2512.
595 inc. 2.® - 596 - 944.
595 - 598 - 603 - 860.
612 á 615. ,
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84*2 753-823 ¡nc. 2.» - 858 - 1317.
846 858. '
847 1337 núm. 5. •
849 871.
850 47 inc. 3.0- 1120 - 1337 núm. 3.

85 r 829. •

853 47 inc. 3.°
856 ' 937-941.
858 829 .  842 - 2035 ¡nc. 2.»
859 942-943. ,
860 598-603-944. . '
8 6 i . 833 - 870 - 973 incs. 2.» y 3.» - 944,
865 807 á 809. .
866 828 - 829 - 808 - 930 incs. 2.» y  3.'
867 837 - 805.
868 805.
869 805. •
871 849.
872 803.
878 931 inc. 3.»
879 833-931.
881 883-885 núm. 3 -112 0 .
882 822-824-884-917-2498 inc. 2. 

2508-2512 núm. 2.
883 881 -2499. .
884 882.
885 802-1432.

•• N.» 3 881.
>1 11 5 2514-2515.

886 1529-2504-2519.
887 653-808.
889 70 0 -893-1490 -1931.
890 898-902-1490-1815-2303.
891 577^680- 1204- 1491 . 1812.
892 1321.
893 77 - 583 - 922 1930 - 2254 - 2315 -:
894 77 - 583 - 702 - 922 - 1930 - 2254 -
895 700-1526 inca. 1.° y  2.®
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8g6
897

898
899 

9cx>
901
902
903
904
905

906
907
908
909
9 10 

9 n

914
9is
916
917
9 18
920
921
922
923

924
926
927
928
930

931

932 

934
936
937

749,
706 - 707.
903 -1818 - 2302 inc. 2°
1354- 1523-1840
706-707-906y sigiúentcs-927 - lG lO -2302inc.2.® 
2249 y siguientes. '
890.
898- 14G4núm. 3-1G 61. ,
1494 inc. 2.“ -1087 - 2193 - 2234 - 2235 - 2253.
570 - 572 - 646 - 680 -1078 - 1486 á 1488 - 1493 - 

1816- 1820.
706 - 707. • ,
327 inc. 2.® - 644 y siguientes - 706 - 707,
756 - 1746 -1849 -1935-1936.
1687 inc. 2.0- 1746- 1935- 1936.
1936 inc, 2°
1936. , '
706 - 1687. '
706-1687- 1937-2392.
5 6 8 -7 16 - 1687- 1937-2392, •
696 - 702.' ^
882 - 955.
700 - 928 - 955.
717 á 719-950.
926.
14 - 583- 714-8 93 -9 28 -23 15.
1662. .
47 incs. 3.° y  4.° - 686 - 724 - 728 - 730,
7 11-7 12 .
900 -1458 inc. 2,“ -1 5 1 1  inc. 2.® - 2316 - 2317, 
7 1 1 - 7 1 2 - 7 1 4 -  729-918.
583 - 670 - 686 - 714 - 715 - 828 - 829 - 834 - 835

861 - 866 - 916 - 931 inc, 1.° - 950,
857 - 879. ,
2328 inc. 2.®
950-1551 núm. 1 -2323-2333.
944.
950,

te

saif
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938
9 4 0
941 
943 
944.
946
947
948
9 5 0

951

953
953
954
955

956

957

958

654 - 833.
833.
851.
646.
598-835, núm. 1 -800-861.
1524- 1526- 1533-2307-2323 inc. 2.»
796.
2333 - 2334.
882 inc. 2.» - 885 núm. 5 - 920 - 930 - 2512.
1066 - 1087 -1097 -1099 -1104 -114 1 -1142 -15/2 

-2163. .
996,
9 5 -7 4 0 - 748- 1087-1089.
1097- 110 4- 1142.
15 - 16 - 81 - 83 - 84 - 9 0 -9 1-9 0 9 -9 17 -9 18  

- 998 - 1009 - 1029 - 1078 - 1099 - 1222 -1223 - 
1226- 1285- 1287- 1338- 1339.

688 - 722 - 1070 - 1074 y  sigmentes - 1272 -1338 - 
1474- 1477- 1485. . ^

962 - 987 -116 3  - 1165 inc. 2 .» - 1228 inc. 2.“ • 123*­
- 1252 - 1267 - 1269 - 1415 - 2512 - 2517.

79. .

959 ' 116 7 -118 4 -118 5 -118 9 .
M N .o i 1224.
" II 2 1354-2472 núm. 2-2473.
" II 3 2472 núm. 6-2473.
» II 4 321 - 333- 1168- 1171. .
II II 5 988- 117 2 - 1178.

960 1118. ^
961 ’ 9 5 -9 6 -3 2 1  inc. 10 .® ‘
962 77 - 78 - 95 - 97 - 738 á 740 - 762 - 957 * 1

inc. 2.»-1085 T1390- 1479-2281.
963 545 á 547 - 978 - 1056 - 1061 -1391.
964 36 inc. a» -10 3  - 104 -12 2  - 277 núm. 4
965 1060- 1061 - 1312-13 13 .
966 95- 1 2 7 -9 7 2 -1 0 0 2 -11 3 3 -  1314.
967 975-1061 -1269-2512.
968 962- 979- 1208- 1210  inc. 2.»

.  1391-
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968 N.o 3 992 núm. 2.
'• ti 5 47 incs. 2 y  3. .

970 127.

971 49 2-514  y  siguientes-525 -119 2  - 1277 - 1300-
1327.

972 2 9 6 -9G6- 130 0 -130 1- 1314- 1329-1456 inc. 2.»
974 967 - 978 - 1209.
975 967 - 1269.
977 243 - 247 - 717 - 987 inc. 2.» -1200 - 2500.
578 324.325. ,

979 115 inc. 2.» - 296 - 324 inc. 2.» - 968 - 1207 -1210
, . inc. 2.°

9^0 9.52 inc. 2.° - 999 - 1064 - 1068 inc. 2.» -1100.
I 2044.

^ 2̂ 2045. •
^̂ 4 987.
^̂ 5 900 inc. 4.» - 992. '

2 4 3 -9 5 7 -9 7 7 -1 1 9 0 -  1200.
25 - 959 núm. 5 - 983 - 989 - 990 - 992 ■ 994 - 995 - 

1 1 7 2 -1 1 7 8 -1 1 9 1 .
993 - inc. final -1178.
993 inc. final.
986.
989 inc. 2.® - 990 inc. 2.®
17 1 -11 7 3 .
952 inc. 2.®-1191.
57-955-10 0 9 .
15 núm. 2 -1 6  - 57 - 81 - 84 - 955 inc. 2.»

4." -1001 á 1004 - 1463 -1204. 
l002 1136 á 1139. , .
looj 1062- 1 13 3 -13 11  - 1312- 1704.
lOoG - 201 - 465 -1034 -1060 - 1447.
loo; 465.
loog 1451 -14.56.
lOOg 1015.

loiQ 1 5 .1 6 - 5 7 - 9 5 5 .9 9 7 .9 9 8 -  1025- 1029. .
lOn 81 -8 4 - 1025.

1027-1709. .
f o r e n s e .— t o m o  VIII a6

98;
988

98g

990
992
993
994
996
997
998

999
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IO I2 17 - 267 núm. 4 - 1024-1031 - 1061. :

IOI4 1021. . •

IOI5 1017 -1023 final.

IO I6 289 - 1026- 1109.

1018 1012.

IO I9 10 2 2 -10 2 0 . ■

1020 1016 - 1025.

I02I 1014.

1023 . 1026 - 1047 - 1054.

1024 10 12  núm. 11- 1020- 1026.

• 1009- 1010-1020 inc. 3.°

1026 1016-1020 inc. 5.° -1023inc. 5.O-1024 inc. 2.®-1682.

1027 , . 17 - 1699. '

1029 955- 1009- 1045- 1050.

10 3 1 1012 núm. 8 - 1013. •

1032 1038. .

1033 104̂  inc. 2.“

1034 1060. .

103S . 1037.

1036 1312 inc. 2.» . ,

1037 1035- 1046- 1053.

1038 1032- 1046- 1053.

1041 1046- 1047.

1042 1033 - 1047 - 1048.

1043 1046. .

1044 12 12  inc. 2.®

1045 1029- 1047. ■'
1046 . 1037- 1038- 1053.

1047 . 1023-1041 inc. 1.0- 1045. .
1048 1050- 1055. .
1049 1054.
1050 . 1029- 1054- 1055.
1051 1048- 1055.
1052 12 12  inc. 2.0 .

1053 1037- 1038- 1046-1212 inc. 2.“

1054 . ; 1023- 1047- 1050.

* 1055 1048 inc. 4.®-1050. .
1056 562 - 962 -1003 - 1065 -1416 - 2047.
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1057
1058
1059

1060
1061

1062
1063
1064
1065

1066

106;
1068
1069

io;o
1072
1074
1077

1078

1080
1081 

1082 
I08j
1084
1085
1087

1088 

*090
1093

*094
1095
I097

*098
I099

676-1455.
1132-1453-2295.
1005 núm. 5.
1005 núm. 5 -  1015- 1034. .
967.
1002- 113 3 - 1704-1709.
1056- 1067.
2 8 -2 9 - 186- 980-986.
1056 - 1475 inc. 2.“ -1480 ¡nc. 2.»
734 - 951 - 1050 -1056 inc. 2.° -1087 inc. 3.» -1 11 2  - 

1 1 1 7 -  1475 inc. 3.»-2047.
1063 -1481 inc. 2.® . .
730 - 980 - 1095 - 1152 - 1229 -1473 - 1612 - 1901. 
19 - 1070 - 1103 - 1361 inc. 4.» - 1545 -1560 - 1566.
953-1473 y siguientes.
1082 - 1481.
1077.
1074 -1481.
646 - 956 inc. 1.“ - 680 - 761 - 905 - 906 - 907 - 962 

inc. 2.0 -1338 núm. 1 -1485 á 1488 -1492 inci­
sos 2.® y  3.«-1493-1816-1820.

741 -1479. .
1495.
956- 1072.
1472-1479,
751 - 761 - 953 inc. 4.°
738-962- 1078-1473-1495.
78 - 95 - 325 - 732 núm. 2 - 733 - 734 - 739 á 741 - 

770 - 771 - 773 - 806 - 951 - 2047 - 2274 inc. 2.» 
1081 inc. 3.0-2274. ,
1479-1489.
1000 inc. 2.°-1461 inc. 3.®-1473 y  siguientes-1480.
1494 inc. 2.0
1068-1152.
351 - 951 - 954 - 1104 -116 8  -1290 -1338 núm. 4 - 

1354- 1366- 1418-1523-1780. '
951.
951.
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IIOO
II02

Í 103
1104

1105
1106

1107 

H 09 

I I I O 
I l l t
1 1 1 2

1 1 1 3
1 1 14
1 1 1 5
1116

111 7

1 11 8

1120

1 1 2 1

11 24

1125
1126

1 1 27
1128
1 1 29
1132

113 3

1 1 34

1135

113 7
1138

113 9
114 0

980-1099. -
1097-1354-1360.
1104 - 1182 -1210  y  siguientes.
951 - 954 - 1002 -1 11 3  -1124 -112 7  -113 3  -114 1  - 

1362 - 1363 - 1366- 1461 -1 7 1 1 .
585 á 587 - 956 ina 2.°
1109-1366.
1 1 1 1 - 1 1 1 2  núm. 1 - 1 1 1 6 .
1106.
47 incs. 2.® y 3.*- 682 -1743.
1107.
1066-1107.
1813.
1117-15 0 9 .
1509. •
1107.
1114  - 1125 - 1135 inc. 3.“ - 1366 - 1458 - 14B3 

inc. 2 .°
646 - 774 - 953 - 960 - 1070 - 1080 - 1265 - 1338 -

1485 -1486.
47 incs. 2.° y  3.®- 850-8 81- 1337 núm. 5-1366. 
574. '
110 0 -110 1 -110 2 -114 7 . 
6 8 2 -110 4 -113 5 -13 6 2 -13 0 6  inc. 3.°.2430.
79 3-1432-18 74 -19 0 4 -20 31,-24 15 .
699-1901. '
1654 inc. 2.»
2295.
1058 -1066 -1 1 1 2  - 1445 -1453 - 2295 inc. 1.* 
1002 - 1062 -1704 -1708 -1 7 1 1  -17 13  - 1739.
321 - 3 3 2-1114  -1 1 1 5  - 1361 inc. 3 .<>. 1509• 2 - ^  
1125-1212-1366 -1486 -150 4 -154 7 inc.

- 1550 - 1670 y  siguientes.
10 0 0 -114 4 -1719 . 39
675 inc. 2.0-1000 -1005-1387 á 1392-1406-1' 

incs. 2.» y  3 .°-178 6 -179 6 . .
1000. '

775 inc. 2.®
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1141

1142
1144
1145
1146
1147
1148
1149
1152

1153
1154 
1156 
1158 
H 6 i 
1162 
1163 
1165

1167

1168 
1169 

ÍI70

1171
1172 

í i ;3
1174

H76
1177

U 80
I i 8i
Í 182
1183
U 84

1185

951 - 954 -1104 -114 3  - 1184 incs. 2° y  3.® -118 5  - 
1362 y  siguientes -1390 - 1415.

951 -9 54- 140 7-140 8- 1409.
1137 inc. 2.“ -1200 inc. 2.® -1201 inc. 2«
1135- 1149 inc. 2.0 
118 5-119 8 . •
984 -1068 -1095 -1098 -1124  - 1152 - 1163 - 1791­
1124-1785. ,
47 incs. 2.° y  3.° -112 5  -12 15  inc. 2.°
1068.
957- 1163.
773 inc. 2." - 780 - 806 inc. 2.®
113 4 -114 7 -14 3 7 .
743 inc. 2.®
1068. , , ,
744. .
957. •
738 - 745 - 763 núm. 4 - 955 - 962 - 1078 ina 2.® - 

115 6 -115 7 -116 6 .
321 - 9 5 9 -1 1 7 1 -1 1 8 9 -1 1 9 2 .
321-959 núm. 4-1097 inc. 2.® ' 
270-272-280-290-331.
1361 inc. 2.® '
1189.
1177. "  .
174- 175-176 -9 9 4 .
955.
389 - 959 - 993 -117 7  -118 5 -1190 -1221 -1775.
17 5 -117 5 .
959 núm. 5-988 - 1121 -118 4 -1 19 0 -11 9 1  - 119 3 ­

12 2 1 .
959- 1104 inc. 2.® r 117 7-13 5 4 . í
954-1167. ■
977-984-986.
983 y  siguientes.
688-959-983 y  siguientes - 990 -1178  - 1183- 

118 5 -12 2 0 -13 13 -13 7 5 . 
9 5 9 -114 1-117 6 -119 9 .
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1187
1188
118 9

1190
1 19 1
1192

1 1 9 3  

1 1 9 5

1197
1198 

*U99
1200
1201
1202

1203
1204

1206
1208

1209
1210 
1212

1 2 1 5
1216

1217

1220
1221

1222

1224

1225
1226

1228
1229

1425.
2 -13 5  -1198 - 13G3 -1405 -1434 -1738 -1742.
959.
977-984-987 inc. 2 .» -1176 -1178  inc. 2.»-1185. 
996-1178 inc. 2.®-1198.
971 ina 3.°-1195-1204. ,
1178 inc. 2.»-1198. ,
118 4-1192-1204-1403. 
399 -120 6 -1318 -1336-1342.
1203-1744.
1185-1354-2408.
9 77-98 4 -98 7-114 4-120 2 .
1144-1455.
1200 inc. 3.®
118 8 -135 7-13 75 .
1081 - 1192 - 1226 - 1403 - 1469 - 1555 inc. 1.°- 

1709. .
118 5- 1197.
114 - 127 -26 7 núm. 4 -9 6 8 -9 7 8 -14 2 8 - 1626 

núra. 1 . . '
1216.
115 - 324 inc. 2.0-979-1207.
1023 - 1025 - 1026 - 1036 -1044 inc, 2.® - 1052 - 

1053. ,
53 -114 9 . .
959 -1103 -1182 -1209 inc. 2.® -1218  -1221 -1315 

inc. 2.0-2509-2511.
118 4 -119 1  inc. 2.»-1210.
1184 inc. 3.“ -12 16 -12 17 .
1178.
378 - 381 - 382 - 955 - 995 - 1253 - 1255 -1284 - 

‘ 1285-1766. ,
959 núm. 1. '
1 3 7 -14 6 - 15 9 -17 3 -3 9 7 -12 0 4 -12 5 0 . .
926 inc. 2.» - 956 - 1192 -1204 inc. 2 °  - 1413 inci­

so 2 1463 -1469.
957. .
1068-1151-2052. ,
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1230

1231

1232

1233 
^234
1235
1236

1237
1238

*239
1240

1241

1242
1244
1245

1247

1248

1250

1251

1252

*253
^254
1255
1256 
1258
.1259

1260

1262
1263

1264
1265

47 inc3. 2.0 y  3.»-1230 -1231 -1241 -1242 -1244 - 
1252-1437. .

Í 2 4 4 - 1256-1300-1768.
95 - 484 - 490 - 937 - 957 - 1252 - 1326 inc. 3.» - 

14 13 -14 3 0 - 1481.
47 incs. 2.0 y  3.0-1241- 1242.
1451 - 1782 inc. 2.» -1889 - 2206.
47 inc. 4.0-1232-1233. ' ,
13 7 -2 4 6 -2 5 6 -3 9 7-3 9 8 -4 0 0 -12 2 5 .

1682-1782 inc. 2°
803 inc. 2.»-1340 - 1384-1394 inc. 2.»-1610- 

2468. .
803.
243 - 374 - 375 - 481 - 482 - 484 - 490 - 955 -1226 - 

12 3 2 -12 6 9 -12 71. '
47 inc. 3.0-1230 4 1233- 1449 inc. 2.0 ,
47 inc. 3.0-1230-1244-1699. .
47 inc. 3.0 -1231.
951 -1097. -1247 -1248 - 1252 -1623 - 2487.
1232 - 1245 - 1259 - 13.54 - 1378 - 1623 - 1669 - 

2487.
1241 -1242-1245-1247-12.52.
137 -146 -166 -256 - 397 - 398 - 539 -1225 - 1688­

1759 inc. 2.0 .
755 -124 1 -1242 -124.5.
957 - 1230 - 1232 - 1241 - 1242 - 1244 - 1247 á 

1249.
382 - 1766.
2103-2105.
381 -3 8 2 -12 2 2 -12 6 6  -2123.
1231 -1768.
44 inc. 3.0-408-1.547-2157. .
1247- 1357-16G9. ,
44 -1547 inc. l.o 
4 15-2 15 5.
1698. .
577-8 91. .
6 4 6 -9 0 7-1118 . 1
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1266
12Ó7
1268

1269
1270

1271
1272

1273

1274
1275
1277
1278
1280
1281

1283
1284
1285
1286
1287
1288

1290
1291

1294
1295
1296
1297
1298
1299
1300

1301 

1304
1306

1309

13 10

1311
13 12

1 3 1 3

704 núm. 4 - 906 y  siguientes. -
898 - 906.
704 - 890 -1269. '
704 - 975 - 2512 núm 1.
1301. -
1240 inc. 2." -
26 inc. 2 ." -297-497-498-500 .
14 6 -115 1 ,
511.
513.
971 inc. 2.*-1327.
2124 inc. 3.“ - 2 1 6 7 -2 170 -2 177 .
2135. ■
4 19 -15 11  inc. 2.»
413 - 2076.
381- 1222-1766.
2170.
1296- 1336-1354.
12 2 5-12 73 -13 3 6 -13 55 .
1240 -1297.
1097. ' *■
443 - 452 - 541 - 542 incs. 2.® y  4.° -1683.
394-412-800.
1232 inc. 2.»
487 y  siguientes - 1297 -1579.
761 -1296. • ■
1309.
44 inc. 3.®
971- 1301 -1321-1329.
1682. ■
1770. .
1332 inc. 2.0 - 1770. - , 55,
379 - 415 - 1262 -1298 - 1316 - 1415 -1465 • ^
424 - 425.
10 0 2 -13 14 -13 Í6 . .^25'

, 961 y  siguientes - 9G5 -1002- 1214 á 121o'

1272.
1184-incs. 2.“ y  3.®
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1314
'3 1 5
1316
1317
1318
1319 
1321 

Í322

1324
1326

1327 
.'3 2 9  

^330 
*331 
>332 

*333 
*335 
*336

*^ 3;

*338

*339
*340

*341
*342
*343

972
1209 inc. 2.0 -1216.
2155 inc. 3,0- 1309.
733 - 753 - 842 -1988 - 2115 - 2304 - 2313. 
1197-1336. .
7 5 2 -7 5 3 - 1070-1845.
892-1526núra. 4, inc. 3.» ,
102 -2 56-3 9 6  - 1326 inc. 2.“ -1337 núm. 1 0 ­

1342.
1699 - 1701.
488 - 1232 inc. final - 1322 inc. 2.° - 1332 inci­

so final -1337 núm. 10.
791 -971 -1277 -1278.
44 inc. 3.0-1300. .
974-975. '
1349.
1306.
959 - 965.
1337.
1286-1287-1338. '
399 - 847 - 850 - 881 - 1322 - 1325 - 1326 -1335 - 

1342.
84 - 85 - 89 - 90 - 91 - 646 - 955 - 956 -1070 -1078 - 

1080-1084-1097 inc. 2.“ - 1 11 8 -1 2 5 8 -14 8 5 ­
14 8 6 -15 5 1-177 2 -2 3 10 .

644 y  siguientes.
803 inc. 2.0- 1238- 1358- 1359- 1373 inc. 2 .'-  

1526 inc. 4.»‘- 2452-2461.
1330.
399-400-1337.

703 - 718 - 1726 -1729 -1743 -1812 -18 15  -1818 -
1819-2417. .

1365-1837-1856.
1822 inc. 1.» -1839 - 1842 -1852. •
1354- 1355- 1363- 1365- 1526 -2089 inc. 2.<>- 

2311. ■ ^
1489-1888-1889. ,



*349
Í3SI
Í3S2
*354

*3SS
*356
*357
*358
*359
*36o
*36r

*362
*363
*364

*36s
*366

*367
*368
*37Q
*371
*372
*373
*375
*376
*377
*378
1380
13 8 2 '
1384

*385
1386

1387
1388

1331.
1383-1451 . 1082- 1091. '
1083- 1091-1890.
8 9 9 -9 5 1  - 9 5 4 - 9 5 9  núm. 2 -  1 0 9 7 -1 1 8 0 -1 1 9 9 ­

1245 - 1247 - 1286 - 1347 - 1356 -¡1360 - 1523 - 
1520- 1528 - 1533- 1540.

1287 inc. 2.“-1311 - 1347-1303 - 1526 - 1823. 
1354-1308-1372 .
1203- 1259- 1005. • ‘
1340 - 1373 inc. 2.° - 1526 núm. 4 - 2307.
1340 - 1373 ¡nc. 2.»-1.526 núm. 4 - 2307.
1097 inc. 2 .»-1108-1373.
47 incs. 2.» y 3.° - 331 inc. 2.“ - 956 inc. 2.° - 1069 ' 

1087 - 1134 -1141 - 1170 - 1353 - 1500 - 2276.
1104 inc. 2.“ - 1125 - 1135 - 1141 -1306.  
9 5 4 -1 1 0 4 -1 1 4 1  - 1194-1 3 5 5 -1 5 2 6 .
1698. , ■
1345 -1347 -1526 - 2095 - 2307.
1097 - 1104- 1106- 1 1 25- 1135 inc. 3 ,° -1 2 8 6 '  

1362- 1300- 1308-1010 núm. 2 - 2429 inc. 2.® 
1098.
797 - 798 -1356 - 1360 -1370  -1372.  
7 9 6 -1306-1368 .
1308.
796 - 1356. .
1340 -1358 -1300  - 1520 núm. 4 -1708. 
1188-1203. ,
1141-1194.

2515.
1259-2487. .
1382-1419. .
1380 núm. 1. ^
803 inc. .2.0 - 1238 - 1394 -1091 - 2408.
087 inc. 2.0- y 52 núm. 4 del R. del Conservador. 
403 - 1136 - 1200 - 1201 - 1404 1411 • H l2  * 

1417- 1 4 2 5 -1 0 5 3 -  1908-2278  inc. 2.® 
1 4 3 6 -1 4 4 6 -  1447.
402-1138.

' \ p(.N:



*390
1391
1392
1393
1394

1395 
1397 
*399 
Hoo

Hoi
1402
1403

1404

1406

1407

1408

1409 

•410 
H u

1412
1413 

4̂15 
H i6
Hj7
Hi8
Htg
H2i
1423
42,

1425

*426

78-962 incs. 3.» y  4.0-1415.
903-9G4- 1393- 1394.
402.
1397-1654-2299-2347.
803 inc. 2.°-1238- 1384-1412-1610-2468 nú­

mero 2. ' . 
1653-2174-2180-2200.
2299. ,

. 409.
686 - 687 -1407 -1443 - 1653 - 1701 - 1787 -180 1- 

inc. 2.°
1404 inc. 2.0 - 1406 -1410 -1653 -1701 -1788. 
1404.

. 140 4-170 1-1708
1386 - 1401 ■ y  siguientes - 1406 - 1433 - 1701 •• 

,178 0-178 6. .
1787-1788.
951 . 1 14 2 -18 11 -  2050.
321 núm. 9 - 775 inc. 3.» - 1142 - 1264 - 1433 

inc. 2.® - 2056.
951 -9 5 4 -114 2 -18 11-2 0 5 6 . ,
735-1401. ^
671-803 inc. 2.°-1225 y  siguientes -1241 y  si­

guientes-12 50 -138 0 -1394 -14 13-144 8 -1579 - 
2110-2132.

138 0 -1432-1437- 1902-1903. ;
762-703 núm. 4 -1 2 2 6 -  1236- 1411.
957.
1056 -1070 -1473 y siguientes -1491 -1789 -1791. 
140 8-1423- 1625- 1626 núm. 5. .
951 - 1097 - 1354.
1380 núm. 1 .
381 y  siguientes - 1247 - 1253 - 1706.
14 17 -14 3 5 - 1852. .

. 1432- 1005.
.118 7-158 0 .

906 y  siguientes - 1488 - 1489.1551 -1687 - 1688­
1873.
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1427
1428

1430
1431
1432
1433 
1435 
1437 
143»
1439
1440
1441

1443
1444 
1447

144»

1449

1450
1451
1452
1453

1454
1455
1456

1457
1458
1459 
I4<5o  
1461

1691 -1692.
968 y  siguientes -1431.
1691 - 1692.
1428.
1464 núm. 4 -1491 ■ 2416.
1138.
1423 -1852.
24 - 576 - 1412 -1460 - 1606 - 2284 - 2285. '
1449 - 1460 -1538 -1548 - 1553 - 1555.
1489.
154 7 -2 174 .2 17 8 ,
1461 inc. 2.°-1472 - 1535 - 1536 - 1 8 1 3 - 1 9 1 1 ' 

2258. .
1554 - 1924 - 2174 - 2212 - 2386 - 2437.
1546 -1563 inc. 2.0-1879.
97 - 137 - 138 inc. 2.» - 147 - 232 - 235 - 242 - 246 - 

253 - 402 inc. 2 °  - 404 - 439 - 545 y  siguientes - 
723 - 1138 - 1470 - 1472 - 1630 - 1632 -1683' 
1684 - 1686 - 1688 -1721 - 1796 á 1798 - I8OO' 
22 18 -2 2 38 -2 2 9 6 -2 3 19 .2 34 2 -2 3 58  inc. 3."' 

2688. '
552 - 671 inc. 4.»- 674 - 678 - 721 - 1576 - 2116 ' 

2128 -213 1-213 6 -2160 .
47 inc. 3.0 - 377 - 721 - 1241 - 1242 - 1437 -1516 - 

153 6 . 1695-2124.
153 6 . 154 5 -15 53 -2 16 0 .
1691.
8 - 706 inc. 4.0 - 2227 - 2297 - 2299.
676 - 706 inc. 3.“ - 1058 - 1132 - 1467 ■ 171^' 

inc. 2.»-2295-2457.
676-2216-2457.
15 7-6 7 6 -2 2 16 -2 4 5 6 .
235.972  inc. 2.“ -2453.
2453. '
328 - 927 -1685 -2316 inc. 2.» - 2453. j
707-907 inc. 3.° - 968 nára. 5  - 1 3 0 1  -1445 -
1524.
585 - 1093 - 1441 -14 75  -1808 inc. 2.»
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1462
•463
1464

H6s
1466

1467
«468
*469

H7o

H71

H73
H74

^75

Ú76
H78
H79
H80

H8i

H82
H83
H84
H8s
>486

*488

H8g

1813.
1204 inc. i»  -1226 -1320 -1394 -1801 -1810.
585-586 -8 9 0 -110 5 - 1432 núm. 3 - 1 4 9 0 - 1 5 1 3 ­

1578 núm. 2 -1 6 6 1 -1 6 8 9 -1 9 1 1 -1 9 1 3 -2 3 8 7 ­
2414 - 2467 - 2470 y 53 núms. 3 y 59 del R. del 
Conservador. .

12 - 153 -18 9 2 -2 15 5  inc. 3.»
1682 - 1797 - 179 9- 1809 inc. 2.° - 2144 - 2210- 

2259-2450.
1453-1455-1476.
1687-2299.
10 á 12 - 1682 - 1684 - 1693 - 1721 inc. 3.® - 

1892.
9 9 - 13 7 -5 7 0 -14 4 3 - 1447 inc. 3.° -1474 - 1630-,

1688 - 1708 - 2296 - 2338 - 2375 núm. 1. - 2521 
y  siguientes.

1470-2338-2388-2415.
1070 inc. 2 .°-14 79 - 1849.
956.
1065 - 1066 - 1089 y  siguientes - 1461 inc. 3.°- 

1480.
1467. .
7 8 -3 7 7 -4 0 0 -14 6 9 - 1562- 1809 inc. 2.°-2067.
1080-1090.
1093-1482.
1067 - 1072-1077.
1820.
40 5-1560 - 1576-1578.
1560.
1070 -1080 -13 19  - 1495-2295 y  siguientes.
44 inc. 3.° - 45 - 643 y  siguientes - 646 - 680 - 905 

y  siguientes -1070 - 1078 * 1135 -1493 -1547 -
1549 - 1550 -1590 - 1670 -17 7 1  -1772  -1816  -
1820- 1883.

680 - 906 y  siguientes - 956 -1090 -1426 -1687 • 
1688- 1890 inc. 2.» _

680 y  siguientes - 1090 -1426 -1552 -1556  y  si* 
guientes -1590 -1691 - 1789 inc. 2.® - 1790 in-
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1490
14 9 1

1492

1 4 9 3

1494

H 95
1496

1497
1499
1500

1504

1506

1507

1509
15 11

1513
15 14
1515
1516
1518
15 19

1520
1521

1522

1523
1525
1526

2.0 -1791 -1822 -1826 -1827 - 1873 -1874* 
1877 y  siguientes - 2002 inc. 2.® - 2 10 1  - 2 2 /1.

698 - 889 - 890 -1404 -1876 -1882 - 2303.
680-680-724-1070 inc. 3.°- 1432 núm. 1-1554­

1810 - 1872 -1876 - 1882 - 1886 inc. 2.® - 241 <3 ' 
2446 y 53 núm. 1 del R. del Conservador.

10 7 8 -14 16 - 1770.
646 - 680 - 904 y  siguientes - 1078 -1320 -1437 -

1486 y siguientes -1493 - 1816 -1820. ■
378 inc. 2.» - 904 - 1081 - 1094 - 1201 - 1232 • 

12 76 -13 7 7-15 3 0 -2 2 0 0 -2 2 0 1-2 2 9 1 inc. 2.*
1083 -1485 - 2295.
1.537 - 1826 inc. 4.° - 2348 - 2349 - 2391 - 2406 - 

2427.
1591 -1596 -1650 - 19!)5 - 2204 - 2353.
1526 núm. 6 -1725 núm. 6, inc. 3.®
150 7-156 6 -159 6 -16 2 7.
44 inc. 3.» - 45 - 1135 - 1486 - 1506 - 1526 - 1547 

inc. 2.® - 1549 - 1550 -1670 y  siguientes.
44 inc. 3.® - 45 -1504 - 1547 inc. 2.®
1500 inc. 2.® - 1566 -1610 - 1725 - 17i)5. .
1 1 1 4 -1 1 1 5 .
201 - 328 - 419 - 511 - 549 incs. 2.® y 4.®- 927 - 1238­

1281 -12 8 3 - 1284- 1526 núm. 3 -1 5 2 7 -1 6 3 5 ­
1751 - 1840-2095 núm. 2 - 2 1 8 9 - 2 3 17 -2 3 5 8  

núms. 1 y  4 - 2519.
1464 núm. 4 - 1519 - 1531 . 1532 -1585 - 1645.
1518-1623-23.55-2372. '
1612. ' , ,
47 inc. 3.®-2519.
1514.
1513 - 1531 - 1567 núm. 2 - 1643 inc. 2.®-104.5.
1623-1657-2354.
1526 núm. 3 -15 3 3 -15 3 4 -15 5 6 . .
1526 núm. 2 -1531 -1010 núm. 3 -1668.
899 - 1097 -1354 - 1355-1526 - 1528 -1540.
1527- 1528-1840.
891 - 893 - 895 - 1321 - 1340'-1354 y  siguientes -
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1527
1528

1529
1530 
ÍS3I
1532

1533

1 5 34

1535
1536 

>537 
1538 

>539 
>540 
*541 
•542 
>543 
>544 
>545

>546

>547

>548
>550

>551
>552

1358 - 1359 - 1373 inc. 2 “ - 1499 - 1511 - 1521 - 
1522 inc. 2.® - 1530 - 1533 y siguientes -15 4 1  -
1550 y  siguientes - 2405 - 2408 - 2461

1428- 1511 inc. 3.“ - 1520 - 1532- 1623.
1523.
886 - 2519.
1494 inc. 2.° - 1572 inc. 2.® •
1513 - 1519- 1522.
1513 inc. 2.°-1527.
1521 -1526 ‘núm. 3 -1540 inca. 2.® y  3.® - 1556 y 

siguientes -1840 inc. 2.® - 2328. .
1521 - 1526 núm. 3-1540  incs. 2.® y  3.* - 1556 y  si­

guientes - 1840 inc. 2.® - 2328.
46.
1449 -1450.
1496 - 1499 - 1543 - 1647 - 2463.
823- 1551.
1591. .

1467 - 1523 - 1526 núm. 4, inc. 2.® - 1533 - 1534.
1365 - 1526 núms. 1 y  3 - 2408.
11 - 1545.
1537.
1441 - 1889-2206.
144 3 -14 4 5-1553 -156 7  inc. 1.® -1584 - 1631 nd- 

mero 3, inc. 2.®- 1700- 1722. '
2 - 1444 - 1447 - 1550 - 1560 - 1563 inc. 2.® -1590 - 

1672 - 1706 -2152 - 2155 - 2288.

■ ^^29 - 1488 - 1504 - 1506 - 
1 5 5 8 in cs .2 y 3 -1670 y  siguientes-1673 - 1 6 7 4 ­
1679 - 1698 - 1771 - 1875 ina 3.® - 1925 - 2129 - 
2150 inc. 3.® - 2152 - 2153 - 2158 - 2178 núms. 1 
y  4 - 2179 - 2219 - 2230 - 2232 - 2288 inc. 2.® -
2299-2351.

681 -15 7 1 -1680.

1135^. 1486 - 1504- 1547 inc. 2.®- 1590 - 1670 - 
1671 -1674 - 1820 - 2129 - 2222 - 2288.

- 2226 .2227.
1489 .1820 inc. 3.®
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'SS3
^554

*SSS
*SS6
^557
^558
»5S9

*S6o

*562
*563
*564

>566
*567

*568
*569

*570
*571
*572 ,

*573

*574

*575
*576

V

>578

*579

1581

1491 - 1554 -1572  inc. 2.» -1810.
1443 - 14C9 - 1491 - 1553 - 1556 - 1701 - 1708 - 

17 13 - 178 7-18 10 .
1204 inc. 1.®.
10 15-19 30  inc. 5.0-2019.
1551.
1547 incs. 2°  y  4.®.
423 - 424 -1600 -1605 - 2145 - 2156 - 2158 - 2210­

2300-2303-2370. '
19 -1069 inc. 2.0 - 1361 inc. 4.» - 1483 - 1484­

1546.
24.
2 - 2 4 - 4 7  incs. 2.“ y  3.“ - 1444 -1546,
22.
388 - 411 -1500 inc. 2.» -1507 -1545 -1588 inc. 2.“ - 
154 5-IG l 9.
154 8 -15 71-16 0 4  - 2232.
1417-1590-238 2.
47 incs. 2.“ y  3.®- 1595 inc. 2 °  - 2209.
1604-2347.
1530- 15 5 3 -16 10 - 1631 núm. 3, inc. 2.“ -2 1 16 ' 

2123 - 2286. ^
1610 núm. 5- 16 11-19 13 -2 2 9 1  -2295 inc. 2.®- 

2345.
1610 núm. 5 - 1 6 1 1 - 1 9 0 1  y  siguientes -191 ̂  

2291 - 2295 inc. 2.® - 2345 - 2369 núm. 5, ina 2 .' 
2870 - 2375 núm. 2.

682 - 890 inc. 2.“ - 1448 -18 15  - 2467.
405 - 699 - 700 - 723 - 1483 inc. 2.® -1582 -1»^^ ^

siguientes. ' „ « l a l .
723 - 1483 inc. 2.® - 1576 - 1661 - 1688 - 21

2233-2467. „ 96'
43 - 247 - 405 - 551 - 552 - 671 inc. 2.® - 723 - a

1411 - 1600 núm. 2-174 9.
2128. ,

 ̂ A n í b a l  E c h e v e r r í a  y  R e y e s
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AÑO VIII Santiago de Chile NÚMS. 8, 9 y  10
I.* de enero, i.® de febrero y  i.® de marzo de 1893

S u m a r i o . — E studio solire la división territorial de Chile, por don Claudio Ar- 
teaga Ureta.— ¿Son renunciables los preceptos de la ley de enjuiciamientos? por 
<l<in Juan Antonio Briceño V. — Ailministración de justicia de menor cuantía en 
Valparaíso. Todo es nulo en ella, por don Agustin Bíavo Cisternas.— Breves 
observaciones sobre la aplicacii^n de algunos artículos del reglamento del Con­
servador de Bienes Raíces, por don Víctor Vargas M .— Artículo 146 del Código 
de Minería, por don Luis Custodio Contardo.— Analogí.is y diferencias entre los

• arlícultjs de los Códigos Chilenos (conclusión), por don Aníbal Echeverría y  Re­
yes.— Privilegios exclusivos, fin del artículo segundo y  tercero y último, por don 
Jorje Huneeus.— Delitos cometidos por i^edio de la palabra, por don Antonio 
Cánovas del Castillo,— Influencia del descubrimiento y conquista de América en 
el Derecho Internacional, por Joaquín Fernández P .— En honra de un libro chi­
leno (La Legislación de Chile con relación al Derecho Internacional Privado, por 

J. C. Fabres), por don Rafael M. Arízaga.

e s t u d i o  s o b r e  la  d i v i s i ó n  t e r r i t o r i a l  
DE CHILE

' IN T R O D U C C IÓ N

 ̂ Vamos á ocuparnos en exponer la división de nuestro territorio 
es e el doble punto de vista de la división general, que mira 

conjunto de la Administración Pública, y  de las divisiones 
niotivadas por la naturaleza propia de servicios 

Una mismo tiempo de diseñar la teoría de
' êpto á y  de apreciarlas respectivamente en con-

1  ̂ f̂̂ i' âd administrativa. Estudiar todos los respectos 
taría un estimarse una división territorial, impor­
te Memoré demasiado extenso para el objeto de la presen-

•^*VISTA FORENSR— TOMO V I I I
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C A P Í T U L O  P R I MER O ,

SlTlslón ffonoral &ol torritorlo

1. Teoría de ello.— 3 Territorio general.— 3. Territorio marítimo 

1. T E O R Í A  D E  E L L A

Hechos generales observados nos manifiestan que las Icyc® 
de división territorial, sin las cuales nosotros no concebimos 
idea de un mediano gobierno, lejos de haber existido 
sólo aparecen en un período de cultura bastante posterior. ^

Sometidas primeramente las agrupaciones humanas al durí­
simo régimen de la vida nómade y  después al de la vida scrni' 
nómade, mientras el estado embrionario de las industrias 
les permite radicarse en una porción limitada del suelo, es 
comprender que en esas primeras etapas del desarrollo social la® 
leyes de división no han podido tener lugar, desde que ni 
lo tenia la noción de la territorialidad.

Más tarde, á causa de condiciones físicas especiales, de 
guerra y  del nacimiento y  desarrollo de las industrias (sobre 
todo de la agrícola, una de las primeras en aparecer), los 
blos pueden ya radicarse en una determinada extensión de 
tierra, y  con esto el organismo social adquiere importantisini 
elementos de vitalidad y  de progreso. La acción de la autoi"  ̂
dad, especialmente en su forma represiva, se facilita sobre nti® 
ñera; la propiedad inmueble puede existir; la familia con 
tuirse y  solidificarse; el esfuerzo logra tener una aplicación m 
continua, más regular y  más fecunda.

Sin embargo, llegados los pueblos al estado de ® 
dad, aun deben transcurrir siglos para que aparezcan las  ̂
nes administrativas del territorio. En efecto, los hechos cô  
nados en la historia y  los relatos de los viajeros 
el régimen del estatuto personal sólo cede al régimen 
del estatuto real después de una lenta evolución y.  ̂
también, de encarnizadas luchas. Mientras rige aquel  ̂
las leyes miran á las personas y  no al territorio. Oig^

" ; ;  j  C A T ó i  i c r  1)1 
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exclusivamente por y  para la guerra (que al paso que se retro­
grada en el desarrollo de la civilización, se la ve aparecer con 
•iiás y  más frecuencia, hasta constituir el estado normal de las 
Agrupaciones tribales), las sociedades, en las fases primaria y  
aun media de la cultura, viven en el estado que Spencer de­
nominó del militarismo. L a  nación es un ejército. Así, en el 
^erú, según Garcilaso, “los habitantes de cada ciudad estaban 
'escritos por décadas, bajo el mando de un decurión; cinco decu- 
•■'ones estaban bajo un superior y  dos de estos superiores bajo 
yn jefe de más alto grado; cinco de estos centuriones bajo un 

y  dos de estos jefes bajo un oficial que mandaba, de este 
l^odo, un mil hombres; finalmente, por cada decena de mil, 

abía un gobernador de la raza de los Incas. El gobierno polí- 
’co se asemejaba completamente, pues, á la dirección de un 

''cgimiento. Hasta hace pocos años el Japón nos ofrecía otro 
Ĵ^mplo de esta analogía» (i). E l Exodo refiere que Moisés 
'Sió en Israel individuos valerosos y  los puso á la cabeza de 

^^rupaciones de lo, 50 y  100 hombres, en que dividió la socie- 
I dándoles el nombre de caporales y otros. Subsiste en China 

^asta hoy, á través del régimen industrial, la antigua división 
ecuriaj y  centurias. Entre los bárbaros que invadieron el 

^rnpcrio Romano, cada individuo, aún en tiempo de paz, debía 
 ̂ ar incorporado á una agrupación numérica determinada (2). 

^Pcncer, refiriéndose á la organización civil del antiguo Egipto, 
soberano, descendiente de los dioses, existía una 

centralizada cuya parte civil 'estaba distribuida 
 ̂sub-clases tan definidas como las de la parte militar, 

grandes divisiones sociales, sacerdotes, soldados, 
Vivía comerciantes y  pueblo común, debajo del cual
'íe ^^ ĵ^vos, la primera comprendía más de una veintena 

núi segunda, excedía de una media docena
órdenes establecido para los grados milibires; la 

comprendía más de doce órdenes, y  la cuarta un número

Valentín § *59, t. J, pág. 147.
«Df̂ I P H  ̂ Cicnaa del Derecho y  de ¡as Instituciones, (inédito), 

*^*^*straiivo j»  ̂ párrafo aDcsarrollo dcl personal ad-
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s
todavía mayor» (3). Por eso Roma, en donde existía una orga­
nización análoga hasta épocas posteriores (4), y  cuya organiza­
ción primera fué completamente numérica (s), no necesitó en 
sus tiempos primitivos de leyes de división territorial. Cada 
clase era allí regida por su ley especial; existiendo, en conse­
cuencia, dentro de una misma ciudad, derechos y  deberes d ife ' 
rentes. Más tarde, á pesar de su extensión territorial, aún no 
tenía leyes de esta naturaleza. Los pueblos conquistados esta­
ban bajo la dependencia del Senado. Sólo después, cuando 1» 
necesidad se hizo sentir muy vivamente, llegóse á dividir el 
suelo de Italia en cuatro departamentos y  se formó provincií^s 
con los territorios sometidos, como las Galias y  otras (6 ). Entre 
los antiguos francos tenía tal predominancia la organización 

militar que, según Fustel de Coulanges, se empleaban pronniS' 
cuamente las voces latinas populas y exerciUis. En Inglaterra, de . 
mismo modo que en la China actual, subsiste hasta nuestros 
días en todos los condados la división en decurias y  ccntu’ i*̂  
(hundred y tythings) (7 ), cuyo origen remonta hasta muy 
tiguo. • • . .

En este estado social, las leyes, como Secíamos, han teni 
un carácter exclusivamente personal; cada una de ellas 
á determinados grupos ó clases de individuos, pero n o  á to 
el conjunto social.

El régimen del estatuto personal persistente por largo 
y  ocasionado á luchas tenaces (como ha podido obsen 
durante nuestra edad en Austria-Hungría con motivo 
contienda política sostenida por el partido alemán, y
de al estatuto real, y  por los dálmatas, húngaros, 
demás pueblos coaligados, que tienden á conservar sus

(3) Principes de Sodologie, § 558, t. 3, pág. 776. p^ru)'-
(4) Véase Spenccr, opúsculo citado, § 569, t. 3, p.'ig. 78 i"7°3  X 

Histoire des Romains, t . III, pág. 159, 173 y  otras.
(5) T enia 3,000 caballeros, 300 senadores, jo o  monjas.
(6) Valentín L etelier, Ciencia del Derecho y  de ¡ a s  Instiiucionei,

«Del territorioi>, párrafo « D e  la d i v i s i ó n  t e r r i t o r i a l . »  Véase, a e

la división romana Batbie, D roit Public et Adminislralif, t. 3> '
(7) Batbie, opúsculo diado, t. 3, pág. 199.
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P^ctivas individualidades etnológicas), cede, por fin, el paso al 
•’̂ girnen del estatuto real, á causa del desarrollo de la pobla- 
cion, de la riqueza, del territorio y  de otros múltiples elementos 
Sociales cuya naturaleza está en pugna con el militarismo.

•Así las cosas, esto es, en el período de la cultura, del des- 
‘̂ rollo deliberado, se comprenderá fácilmente que la primera 

de un buen gobierno es una acertada división terri- 
ó como dice Colmeiro: "L a distribución de la esfera co- 

de la acción administrativa en cierto número de esferas 
Particulares que juntas se mueven en armonía y  en virtud de 

 ̂ Solo impulso.ii Clasificar las funciones administrativas por 
^vicios y  por distritos, agrega el mismo autor, es aplicar el 

' ouo á la Administración y  sirnplificar su mecanismo, seña- 
Sü”  ̂ autoridad el círculo de su poder y  los límites de 

(8). Un tratadista contemporáneo, profesor en 
niversidad de Oviedo, ha expresado en los siguientes tér- 

fest°^-'^ " ‘̂ ‘^ssidad política de la división territorial; “ La mani-
acción del Estado sobre su 

®>ste constitución de su organismo político, con-
Iqj adaptación geográfica. Esta adaptación se revela en
la e nacionales por la distribución de sus funciones en

convierte la tierra en término juris- 
El c dentro del que se ejerce el imperio ó poder soberano.

complejo de la vida política social que una nación 
tiva conformidad con los centros de la vida colec-

'*̂ ^̂ Sran á la sociedad nacional, una acción política 
acc¡¿ éstos. Ahora bien: á la necesidad de que "esta
de efectúe y  organice convenientemente, respon-
'̂ '̂itra territorial. En efecto: como el Estado no se con-
tnisrtĵ '̂̂  punto dado á la sociedad, sino que es la sociedad 

Se cumpliendo el derecho, y  por toda la socie-
 ̂ de sentir la acción del Estado, de ahí que toda ella

 ̂  ̂ t • '
48 Derecho Administrativo Español, Madrid, 1892,

P°'' J- y  A dolfo Posada, Madrid, 189J,
Prin ?  ̂ colección de estudios sueltos hechos por áriibos au- 

aleman y  el segundo español.
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debe revestir una organización, de la cual es elemento sustan­
cial la división del tcrritorion (lO).

Establecida así la teoría de esta división, pasemos ahora á 
exponer las diposiciones del Derecho chileno. Desde el punto 
de vista d é la  división general, civil que algunos dicen ( n )  
(contraponiéndola á política, militar, judicial, etc.), conceptua­
mos necesario dividir el estudio en dos párrafos; relativo el 
uno al territorio propiamente tal, y  el otro al territorio viaritimo. 
Para hablar con propiedad, tal vez no hay, ó al menos no cono­
cemos, una expresión que pueda contraponerse con exactitud i  
territorio marítimo. Y  en verdad, éste no comienza donde el 
verdadero territorio acaba, pues hay cierta faja costanera de 
tierra firme sometida simultáneamente á las leyes que reglan el 
territorio en general y  las que en especial rigen el marítimo. 
Este último puede designarse más exactamente por medio del 
adjetivo terráqueo, pues comprende á la vez una faja continen­
tal y  uña faja oceánica. Emplearemos, sin embargo, la voz ad­
mitida por el uso general.

2. TERRITORIO GENER.\L

Con la conquista de los Incas, á mediados del siglo X V, 
extensión del territorio que más tarde se denominó Chile, quedo 
seccionada en dos porciones: una del río Maulé al norte, quefu '̂ 
sometida á la dominación incásica, y  la otra del Maulé al sur­
que continuó independiente ( 12).

L a  extensión del territorio durante la conquista española va­
rió en realidad con el poder militar de los conquistadores y  con 
la suerte de las armas. Sin embargo, el monarca español dccja* 
ró comprendida desde un principio como parte de sus dominio®

(10) Sobre ingerencia popularen  la división territorial, punto interesan^ 
tisim o que no alcanzamos á estudiar aquí, puede verse por lo que rcspcc 

al derecho francés, la obra de Batbie, Droit Public et A dm ., t. 3, § 176 y  *7 » 

pág. 183, con notas.
 ̂ ( t  i )  A sí en España. Véase á don V icente Santamaría de Paredes, ^  . 

Derecho administrativo, M adrid, 1891, pág. 9a y  á don M anuel Colmeiro.

I.pág. 5S. n t s c t . ! *
(12 ) B a r r o s  A r a k a ,  Historia general de Chile, parte I.*, cap. IH, S 5»

p % s . 1 5 7 6 6 .
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y  en calidad de provincia del Perú, la  larga  fa ja  de tierra o cci­

dental que term ina con el resto del continente.
Durante el coloniaje prosiguió este orden de cosas, aun cuan­

do en realidad no tuvo España el dominio efectivo de la región 
ocupada por los araucanos en resistencia; de igual manera que 
nosotros mismos carecemos aún de la efectiva posesión de ese 
territorio y  de otros más australes hasta la fecha inesplorados 

gran parte. .
La real orden de 15 de marzo de 1798 dispuso que la capi­

tanía general de Chile debía entenderse independiente del vi­
rreinato; y  por el planteamiento en Chile de la Ordenanza de 
intendentes de 28 de enero de 1782, quedó dividido el territorio 
en dos intendencias separadas por el rio Maulé. Cada una de 

Intendencias, cuyas respectivas capitales eran Concepción, 
para la del Maulé al sur, y  Santiago, para la del Maulé al norte, 

subdividia en partidos, i  cargo cada cual de un subdelegado. 
En ese estado las cosas, sobrevino la revolución independien- 
dcl año 8.
E l C ongreso de i 8 n ,  <» sesión de 23 de septiem bre, acep tan ­

do ’niplícitam ente la  d iv ^ ó n  territorial de la  O rd en an za de 
^782, acordó la  form ación de una tercera inten den cia en C o- 
^^imbo, á cargo  de un gobern ador p olítico  y  m ilitar. E s ta  me- 

‘ a. cu j’a planteación em barazaron los trastornos políticos, fue 

recordada en el artículo  4.° de la  Convención que celebraron los 

egados de las jun tas de S a n tia go  y  C oncepción el 12 de ene- 

del año 12, pues en el precitado artículo  se recom endaba la 

j^eión de los lím ites de la provincia  de Coquim bo. E l Regla- 
‘'*̂ ento constitucional provisorio de 27 de octubre del m ism o año, 

'̂̂ ’isidera com o establecidas esas tres intendencias ó provincias, 

 ̂ ^̂ foyecto de constitución provisoria para el Estado de Chile  ̂
^^rado y  sancionado el 23 de octubre de 1818, d ispone en el 

ticulo I o capítu lo  I V , que C h ile  se d iv ida  en las tres pro­

*  ̂ existen tes.
^*'oyecto de Constitución m andado confeccionar por O ’H ig- 

18 de m ayo  de 1822 y  sancionado y  p rom u lgado el 30 

en su artícu lo  4.0 d iv id ía  el territorio  en seis depar- 
(en el 27 d iv id ía  cad a  departam en to  en delegaciones

^'''Sientes á los npartidosu d e la  O rd en anza de 1782) y  ca d a
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delegación en distritos (que eran las antiguas ndiputacioncsn). 

P or d ecreto  del Jefe Suprem o don R am ón Freire, exp ed ido  el 
23 de abril de 1823, se nom bró una com isión en cargada de pro­
poner al G obierno la  división y  deslinde de los departam entos de 

la  R ep úb lica  (13); y  la  Constitución definitiva de 29 de d iciem ­
bre del m ism o año, en su articulo 100 divide el E sta d o  en go ­
biernos departam entales, delegaciones, subdelegaciones, prefec­

turas é inspecciones. S egú n  el Almanak nacional para el Estado 
de Chile publicado por don Juan E g a ñ a  en 1824, la  división 
fundam ental dol territorio chileno en aquel año era la  siguiente^

• D epartam en to  de Coquim bo, departam ento de San tiago , <Je* 
partam ento de C oncepción , gobierno (departam ental) de V a l­
divia, gobierno de T alcah u an o  y  gobierno de V alparaíso . E  
departam ento de C h iloé estaba aún en m anos de la m etrópoli; 

pero el 19 de enero de 1826 fué incorporado á la  R ep ú b lica  en 

virtud  del pacto  firm ado entre F reire y  Q uintanilla. ^
E l Proyecto de un reglamento provisorio para la administración 

de las provincias (títu lo  I) de 30 de noviem bre de 1825, el de­
creto de 31 de enero d e 1826 (14), d ictad o cuando el país ca rc ' 
cía  de toda constitución p olítica  (á consecuencia de la s im p  ® 

le y  de 10 de enero de 1825, que declaró insubsistente la Consti

■ tución del 23), y  finalm ente, la le y  d e 30 de agosto  del cita   ̂
año 26 (15), establecieron una m ism a d ivisió n  ad m in istra tiv a  en 

oc/ioprovincias, á saber. C oquim bo, A co n cag u a, S an tiago , Co - 
chagua, M aulé, C oncepción , V a ld iv ia  y  Chiloé. L a  división esta^ 

b lecida en las tres disposiciones precedentes, debió su 
los propósitos federalistas de que se hallaba á la  sazón a n im a   ̂

la  m ayoría  de los espíritus de la  clase gobernante; propósi 0̂  

engendrados á su vez por el espectáculo  de los transtornos 
tinos que venían produciéndose en C h ile  y  por el deslum bra 

e jem plo  de la R ep ú b lica  N orte-A m erican a.
E l Proyecto de constitución federal presentado al C ongreso ^

I.® d e d iciem bre de 1826, y  el Reglamento provisorio para «

(13) Boletín de Un Leyes, Valparaíso, im prenta E l  Mercurio, i 8 4 5 . 

pág. 27.
(14 ) * /<i4 edición citada, t. I, págs. 367-368,

(15) Boletín de las Leyes, edición citada, 1 . 1, 411-412.

PONTtFlClA 
I UN IVERSIDAD
I CATÓLICA Dt 
VALPARAÍSO



i îHen de lasprovhtcias presentado al m ism o C on greso  en 19 ele 
enero de 1827 (para que rigiera tem poralm ente m ientras se dis- 
cuti'a y  aprobaba aquella C onstitución) m antenían la  m ism a d i­

visión del territorio nacional en ocho provincias (16).
En la Constitución Política de 8 de agosto  de 1828 (art. 2,) 

^Ira de don José Joaquí^i de M ora, sobrevinieron esas m ism as 

tendencias á  la im portación federal y  se produjo idéntico resul­
tado fijándose en ocho el núm ero de provincias.

Esta m area agitad a  é interm inable, dicho sea al pasar, de 
tanto reglam ento, proyecto  y  ten tativa  para d ividir el territorio 

la R epública, m anifiesta á todas luces con qué fu érzase  ha- 
sentir y  cuán difícil es satisfacer adecuadam ente la necesidad 

esa división.
, ^ ino, por últim o, la  Constitución Política h o y  en vigencia , 
J'jrada y  p rom ulgada el 25 de m ayo  de 1833, que consigna en 

capítulo V I I I  (antes IX ), artículo  106 (antes 1 15), la  siguien- 

disposición: '
_ "E l territorio de la  R ep ú b lica  se d ivide en provincias, las pro- 

' ' ‘ ic ias en departamentos, los departam entos en subdelegaciones 
^ âs subdelegaciones en distritos.» (17 )

Conform e á las disposiciones v igen tes hasta la  C onstitución 
33 había las siguientes provincias: Coquim bo, A co n cag n a, 

^ntiago^ C olchagua, M aulé, Concepción, V a ld iv ia  y  Chiloé. L a  

P*'ovincia de T a lc a  fue creada por le y  de 5 de agosto  de 1833; 
 ̂ e V alparaíso  por le y  de 27 de octubre de 1842; la de A ta c a -  

por ley  de 31 de octubre de 1843; la  de Ñ u b le  por le y  de 2 
febrero de 1848; la  de A rau co  por le y  de 5 de ju lio  de 1852;

Llanquihue por le y  de 22 de octubre de 1861; la  de C uricó  

d j-  agosto  de 1865; la  de L inares por le y  de 11 de
 ̂ ^'embre de 1873; la reorganización de la  provincia de A rau co  

la d la de B iobio  por le y  de 13 de octubre de 1875;
Ta por le y  de 10 de diciem bre de 1883; las de

y  T arap acá  por leyes de 31 de octubre de 1884: las de

p. X l Geografía política de Chile, Santiago 1888, t. I,
neejj, y - ^ X X I X ;  Sesiones délos cuerpos Legislativos, Santiago, t8«7; Hu- 
holti! ** ^'íititución ante el Congreso, Santi.igo, 1890, t . 1, págs. 49-55 i 

citado.
sse Huneeus, La Constitución ante el Congreso, t I, págs. 363-267.
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M alleco y  C autín  por le y  de 12 de m arzo de 1887, y  la de A n - 
tofagasta  por le y  de 12 de jun io  de 1888. E n  cuanto al territo­
rio de M agallanes, establecido por decreto de 8 de ju lio  de 1853, 
Conforme A la autorización otorgada  al Presidente de la R ep ú ­
blica en el artículo 4.® de la  le y  de 2 de ju lio  de 1852 (18), su e x is ­
tencia inconstitucional no puede ser m irada com o dudosa. E lla, 
sin em bargo, ha debido ser im prescindiblem ente acep ta d a  á 
efecto  de la constitución física y  particular de aquel territorio y  
de la pequeñez de su población aglom erada en un solo punto (19).

P or lo que atañe á la facultad de m odificar la división terri­
torial de la R ep ública, debem os recordar aquí que, conform e á 
la  regla predom inante en los países cultos (20) y  al núm ero 5 
del artículo 28 de nuestra Constitución, es m ateria de ley  crear 
nuevas provincias ó departam entos ó arreglar sus lím ites; al paso 
que es sólo m ateria de decreto del E jecu tiv o  crear y  dem arcar 
subdelegaciones y  distritos. Á  este ú ltim o respecto, el artículo 

32 de la ley  de R égim en Interior de 23 de diciem bre de iSSS 
establece que, para la creación de nuevos distritos y  subdelega- 
ciones ó variación de los existen tes, debe procederse con 

d iencia de la respectiva M unicipalidad.
P or últim o, según el núm ero 6 del artículo  2 de la ley  

reorganización de los M inisterios, d ictad a  el 21 de jun io  d®
1887, corresponde á la Secretaría  del Interior el despacho ¿e 

todos los asuntos que se refieren al territorio; ex ce p to  en lo 
atañen al m arítim o, som etido al D epartam en to  de M arina po*", 

el núm ero 6 del artículo  7 de la  m ism a ley. .
E s ta  división general del territorio que hem os venido expo 

niendo con stitu ye la base prim ordial de todo nuestro m ecano 
m o adm inistrativo, y  sobre ella  reposan la  unidad y  eficacia 
G obierno C en tral y  de los m últiples servicios que corren á s 

cargo. L a s  leyes todas .se refieren constan tem ente á ella; y  
existiera, se habrían hecho im posibles ó engorrosísim as  ̂

tud de disposiciones de tan ta  trascendencia com o las qu^

(18) A. Echtiverria, GeografíapoH/ica de Chile, t. I, pAgs. 3-5.
(19) Véase Huneeus, op. cit. t. 3 , pags. 265 y  266. j j ,
(20) Bluntschli, Tcoria general del Estado,Mííáná,i%Zo,^¡íg. 

maria de Paredes, Curso de Derecho Administrativo  ̂ pág. 38; B a t b i e ,

Public et Administraíif, t. 3, pág. 181, § 176.
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artículos 6, 7 y  8 del C ó d ig o  C ivil consignan para la  prpm ulga- 
com o las que la  L e y  O rgán ica  del 75 dá para fijar la  com ­

petencia de los tribunales, ó instituciones com o el R egistro  

Conservatorio. _
Sobre esa división descansa todo nuestro régim en interior, y  

él, la  v id a  arm ónica de la R ep ública. L o s  cuatro órdenes 
funcionarios locales que asum en la  representación del Jefe 

Supremo dcl E stado, Intendentes, G obernadores, Subdelegados 
 ̂ inspectores, la  asum en sólo y  respectivam ente dentro de los 

dimites de la provincia, del departam ento, de la  subdelegación 
y  <icl distrito (21). A l  ocuparse en instituir aquellos funciona- 

la Constitución ha establecido previa é inm ediatam ente la  

división del territorio (artícu lo  106).
Para ¿ s ta d o s  de m ínim a extensión  y  aún poco desenvueltos 

social y  adm inistrativam ente, com o los antiguos E stad o s m uni­

cipales de la G recia, com puestos sólo de la  ciudad y  un peque­

ro  territorio adyacente, se concibe que la  ex isten cia  de un 
Gobierno, m ás ó m enos regular, h aya  sido com patib le con la  
‘ '^existencia de divisiones territoriales; pero en naciones de cu l­
tura desarrollada, cualquiera que sea la  exten sión  de tierra que 

° ‘ ‘̂^Pen, cuanto m ás si e lla  es ám plia, una adm inistración co- 
'■‘■ecta no puede ejercitar sus fuerzas y  cum plir sus fines sin un 
territorio convenientem ente adaptado á la  variedad de órganos 
y de funciones gub ern ativas y  sociales. A d em ás, el principio de 

división dcl trabajo, que es una de las leyes prim ordiales de 

actividad del individuo, rige tam bién la  actividad  del E stad o  
^/lecesita para su aplicación, entre otros puntos de apoyo, la  

división y  subdivisión calculada del territorio (22).

- 3. t e r r i t o r i o  m a r ít im o

Antes de 1848, estimamos que no había disposición alguna 
'^ f̂ional que fijara la división administrativa del territorio ma- 
‘■itimo. Con anterioridad á esa fecha, en que se encuentra la pri- 
• êra ley sobre el particular, sólo podría aducirse aquí el Decre-

Artículos 107 á 112 de la ConstiluMn Política.
Véase Santamaría de Paredes, op. cit., págs. 78 á 81.
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to  Suprem o d e 2 7  de ju lio  de 1824 (23,) que m andó regir en 
Chile, y  rigen hasta la  fecha la Real Ordenanza Naval de 1802, 
llam ada de G randallana, y  las Ordenanzas generales de la A r ­
mada Naval de 1793. E stas últim as, que han tenido y  tienen 
una aplicación general y  diaria en nuestra m arina (ya  que sobre 
la  prim era se han suscitado graves dudas en punto á su v ig en ­
cia) (24), no consignan disposición algu n a sobre división del 
territorio m arítim o, y  sólo  en el artícu lo  1 7 ,  títu lo  V I I ,  tratado 
5.°, se habla  som era y  vagam en te de la exten sión  de m ar some­

tid a  á la  jurisdicción de los capitanes de puerto.
Es frecuente en los decretos expedidos por el Ministerio de' 

Marina antes del año 48 ya citado, el empleo de la voz aposta­
dero; pero el significado administrativo de ella en la legislación 

española no corresponde á deducción alguna precisa que se 
pretenda extraer con aplicación al territorio marítimo de Chile- 
Apostadero, dice un buen Diccionario ( 2 5 ) ,  n e q u i v a l e  á  departa- 
tamento y  se aplica con especialidad á la jurisdicción del Co' 
mandante General de Marina de la Habana y  á la  del de Fi' 
lipinas.ii En este sentido, podría á lo más deducirse la unida 
de nuestro territorio marítimo (cosa que no hay para que extraer 
de allí, desde que á contarde 18 l i  todas nuestras ConstituciO' 
nes ó Proyectos han establecido la unidad del territorio); 
nada acerca de su división administrativa ( 2 6 ) .  ^

L a  le y  de 30 de agosto  de 1848 repitió  en su artículo  i- 

p recepto de la  unidad del territorio  m arítim o y  colocó á s 

b ajo  la  dirección y  m ando de un C om an dante G eneral de 

na, subordinado al M in istro  respectivo^ E l  artícu lo  3.® “ J 
puerto de V a lp ara íso  com o cap ital del territorio marítimo»
2.° dividió este territorio en once gobernaciones marítimaS) y

(23) Manual del Marino, t. I, pág. 42. Santiago, 1888. 2.* edición.
(24 )  V éa se la  vista fiscal de don Francisco U garte  Z e n te n o  en

dtl marino, Santiago, 1889, t. 4 pags. 113 á 116 . pe-
(25) Diccionario mar'Uitno español, p or los señ ores L o re n zo , M urg*' '  

rre iro , pág. 43, M adrid, 18 64.,

(26) E n tre otros decretos, puede verse el de 22 de agosto de 1  ̂

Manual precitado, 1. 1, pág. 44), declaraciones 2.* y  3.* que concuer *  ̂  ̂

la única interpretación que nos atrevem os á dar, por lo que re 
nuestro estudio á la  voz capostadero.»
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4 ® dividió éstas á su vez en subdelegacionos, siendo las prim e-, 

m aterias de ley, y  las segundas de decreto  del E jecutivo.
L a  ley  de 23 de septiem bre de 1862 creó la  gobernación m a- 

•■ítima de L lan qu ih u e y  las leyes de presupuestos han estab le­
cido las de A n to fa ga sta , T a ra p a cá  y  A rica, aum entándose así 

 ̂ <l>iince el núm ero de gobernaciones de que en la  actualidad 
consta el territorio, si bien es necesario hacer presente que la  de 
Juan Fernández sólo tiene y  ha tenido una ex isten cia  nom inal 

el núm ero 11 del artículo 2.® de la le y  del 48.
decreto de 11 de ju lio  de 1870 fijó la subdivisión en subde- 

I^Saciones de todas las gobernaciones m arítim as de la R cp ú- 
í'ca á  la sazón ex isten tes (excep to  Juan Fernández), espcci- 

cificando los respectivos lím ites. E se  decreto  general ha sido 

posteriormente m odificado ó adicionado por los decretos cuyas 
‘̂̂ ■'ípectivas fechas se indican á  continuación (27): 15 de febrero 

^ S de ju lio  de 1873; 5 de m ayo  y  24 de ju lio  de 1874; 26 de 
Octubre de 1875; 24 de m arzo, 30 de jun io, 3 d e octubre y  30 

 ̂ noviem bre de 1877; 16 de m ayo  de 1878; i l  de m ayo  de 
°> y  4 de m ayo de 1882. U n decreto  de 30 de noviem bre de 

 ̂ 90 creó nom inalm ente la  subdelegación m arítim a de la Isla  

con depen den cia de la gobernación de V alparaíso .
' 1 artículo 593 del C ó d ig o  C ivil fija el m ar territorial y  la e x -  
^'on hasta que alcan za el ejercicio  de la  policía  m arítim a, 
alando respectivam en te una y  cuatro leguas m arinas.
-a división del territorio m arítim o de la  R ep ú b lica  tiene en 

a tr 'b  rnás im portancia de la  que á prim era v ista  pudiera 
So], L o s  funcionarios para que ha sido establecida no

'^ente tienen á su cargo  el recibir y  despachar cuotidiana- 

*^^ves de com ercio, intervenir en el engancham iento  de 

I » . ? ; ' ? ? *  1”  m ism as naves y  cum plir todas las órdenes 
' îcr 'A p a rta  la  C om an dancia G eneral de M arina y  el G o- 
(jg 'Central. C om o encargados del reconocim iento de naves y  

la ^^claración de innavegabilidad, cuidan directam ente por 
faiiridad de los pasajeros y  de la  carga  en el m ar; son 11a-

hallan Insertos por orden cronológico en los tomos corres- 
del Marino, del que han aparecido hasta hoy cuatro
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m ados preferentem ente por la  le y  á prestar los au xilios necesa­

rios en casos de naufrajio y  varam iento, y  velan por la salud 

toda de los habitantes, pues tienen á su cuidado la sanidad m a­
rítim a, de tan ta  trascendencia nacional cuando una epidem ia 
que azota  á otro país am enaza invadirnos (28). Servicios espe­
ciales, adem ás, com o el im portantísim o de los correos, han en­
contrado un poderoso m edio de acción en las autoridades m a­

rítim as (29).

C A P Í T U L O  I I

Sivisionos especíalos '

I. Teoría de las divisiones especiales.— 2. Servicio electoral.— 3. S e r v i c i o  muni^ 

pal.— 4. Instrucción púlilica. —  5* Servicio judicial.— 6. Estado civil. 7* 
cienda pública.— 8. C orreos.—9. Concepto final. •

I. T E O R Í A  D E  L A S  D IV IS IO N E S  E S P E C IA L E S

• • llC"
. P ero  á m ás de la  división fundam ental del territorio que 

m os exp u esto  en el capítu lo  precedente y  que mirA á la adt ■> 

nistración general de la R ep ública, y  de la división m arítim a, q 

posee un carácter de generalidad bajo  de m uchos 
existen  entre nosotros, com o en todos los países cultos, 
nes particulares del territorio, destinadas á concordar con 
variadas naturalezas de servicios especiales, que aum entan 

cesar en ntim ero y  en im portancia á la m edida que se  ̂

vuelve la civilización. •
P ued e indicarse, á este propósito, com o una inducci*^*! 

da de hechos gen eralm en te observados, que cada 
cial necesita de una p articu lar división del territorio. 
observa que “ las d ivisiones adm inistrativas de la F ran cia  

diferentes según los servicios públicos, pues las necesida 
cada  ram a nq son unas mismas.n Y  aún cuando las le>es

• c

(28) Véanse Ley de Navegación de 24 de junio de 1878 y  r c g l a m c n  

plenientarios de ella en los tomos 2 y  4 del M anual del Marino- 
{29) Véanse artículos 169 á 177 de la Ordenanza General de Con
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^csas han sacrificado m ucho á la uniform idad, no han podido, 
em bargo, llevar la sim etría hasta la  e x a cta  concordancia de 

todas las divisiones (30). E n  España, donde las d ivisiones terri­
toriales del presente sig lo  han sido hechas "b ajo  la sugestión de 

Uniformidad artificial francesan, según las palabras de don 
Adolfo Posada (31), la  presente división general, establecida 
por real decreto de 30 de noviem bre de 1883, sólo debe ser res- 
P̂ t̂ada, en cuanto á los servicios especiales, por el m ilitar, 
por el judicial y  por el de hacienda (32). Pero es en In glaterra 

onde puede observarse de la  m anera m a s.típ ica  esta com ­
plexidad creciente de las d ivisiones particulares del territorio 
"Motivada por el desenvolvim iento de los servicios especiales.

Londres depende de varios m unicipios y  autoridades, según 
Os distintos servicios. A s í el condado de Y o rk , d ividido  com o 

demás condados en centenas ó centurias y  decenas ó de- 
‘^Urias ihundred tythiugSy d ivisión de origen histórico-m ilitar), 

j ^'^cuentra seccionado en distritos especiales para la policía y  
'Milicia. A s í  el condado de L in co ln , adem ás de la  división 

S^neral, ha sido dividido  en tres circunscripciones, hechas úni- 

^̂ ■ncnte desde el punto de vista  de la  policía. A n á lo g a s  d iv i­

se encuentran en los condados de S u sse x  y  de K e n t 
Con el propósito de facilitar algunos servicios públicos, 
el electoral y  otros, la  le y  de 1832 y  una le y  posterior 

^|''̂ -3 î‘on, para el solo efecto de esos servicios determ inados, 
ciertas porciones del condado de L an caster á otras por- 

extraflas al condado (34). •
así, aunque som eram ente, la teoría  general de las 

particulares del territorio con m otivo de la especiali- 

Prin' '̂  ̂ ^'S^nos servicios públicos, pasem os ahora á e x p o n e r la s  
‘̂ 'palcs disposiciones del cuerpo de nuestro D erecho, para, 

apreciar la calidad de ellas en cuanto se relacionan 
 ̂ 'Anidad de la adm inistración general,

(31) li AdministratiJ, t. 3, pág. 180.
(jjv  y  M eyer. Derecho administrativo, M adrid, 1892, pág. 311.

de Paredes, Curso de Derecho Administrativo, M adrid,
] ' 92.
(33) R.fL- ,
(3 )̂ opúsculo citado, t. 3, púgs. 198-199. .

‘‘tbie, opúsculo citado, t. 3, pág. 197. ,
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2. SERVICIO ELECTORAL

E l servicio electoral, fundam ento de los poderes públicos y  de 
la  organización entera del E stado, se encuentra entre nosotros, 
en térm inos generales, según la  le y  en vig or de 20 de agoí^to 

d e  1890, am oldado á la  escala de división territorial que esta- 
b le c e e l artículo 106 de la C onstitución. E lim in an do  el distrito, 
que no desem peña papel alguno en la le y  electoral, tenem os, en 
efecto, la  snbdelegación, el departam ento, la provincia y  el terri­

torio  todo en su unidad com o im portantes m oldes á que se 

conform a el servicio electoral.
Sin em bargo, la base prim ordial de este servicio  es la s u b d e -  

Icgación. L a s  jun tas electorales de m ayores contribuyen tes ui"' 

baños y  rurales son constituidas por subdelegaciones (3 S ) .y P ‘’ '̂  
subdelcgacion cs tam bién .se form an los registros de electores 
(36). E sto s registros, en caso  que el núm ero de c a l i f i c a d o s  exce­

d a  el térm ino legal (de 150), se subdividen en secciones que no 
pueden conten er m ás de cien to  cincuenta nom bres, sin que ê 

tom e en consideración el distrito  (37). L a  publicación de esto-'' 
m ism os registros á que, dentro de los vein te d ías siguientes á 

la  en trega  d e uno de sus ejem plares efectuada por el comisario 
d e cada  ju n ta  electoral, han de proceder los notarios c o n s e r v a ­

dores de bienes raíces, d ebe igualm en te hacerse por s u b d e l e g a -  

ciones y  por orden a lfabético  de apellidos de los ciudadanos ins­

crip to s en cad a  una d e ellas (38). L a  em isión y  recepción dcl v o t o  

.se efectúa igualm en te por subdelegaciones, aun en el caso en 

que el registro  y  la  ju n ta  electoral de cad a  una de éstas llegue  ̂
seccionarse por efecto  d e  un núm ero de iascriptos m ayor de 

c ien to  cincuenta (39). •

(35) Artículos I, inciso i ;  j ,  incisos I y  7 ;} '9 , inciso 2 de la L ey  de Elec­
cion es de 20 de agosto de 1890

(36) A rtículos 10, 23 y  25 de la ley  citada.
(37) A rtículos 10; 47, inciso 2; y  48, inciso i  de la ley citada.
(38) Artículos 36, inciso i¡  y  32, inciso i ,  de la ley  citada.
(39) A rtículos 47, inciso 2; 52, inciso i ,  y  otros de la ley  citada.

i 'O M IF IC lA  
u MVPK!.IDAD
. ATÓLíCADt
VA(,PARAlí.«:



E l departam en to tiene asim ism o aquí un rol de im portancia. 
A n te  todo, la C ám ara de D iputados se com pone de m iem bros 
elegidos por los departam en tos en votación directa (40), y  que 
Asumen la representación departam en tal (el nom bre) en confor- 
«lidad al inciso 4.“ del artículo  68 de la L e y  de E lecciones. S e  
constituyen por departam entos l a s  jun tas generales escrutadoras 

que habla el artículo  70 de la m ism a ley. E l nom bram iento 
electores de P residente de la  R ep úb lica  se hace tam bién en 

Concepto á esta  d ivisión  del territorio (41). E n  todo lo que se 
í'efiere á la previa constitución  de las jun tas electorales y  dem ás 
'■celamos ju d icia les posteriores, el juez de letras es llam ado, por 
•■egla general, á  conocer del n egocio  y  fa llarlo  en prim era ins­
tancia (42). S e  sabe que el conservador de bienes raíces del d e­
partamento, el tesorero fiscal y  el tesorero m unicipal son res­
pectivam ente designados para conservar cad a  uno de los tres 
•ejemplares d e los registros de electores (43).

H é aquí ahora el papel de la p rovin cia  en este servicio. A n te  
todo, el artícu lo  22 (42) d e  nuestra C a rta  F un dam en tal dice; 
"E l Senado se com pon e de m iem bros elejid os en votación di- 
’’̂ cta por provincias, correspondiendo á cada una e leg ir  un 
®^nador por cada tres d iputados y  por una fracción de dos dipu- 
t^dos.ii L o s senadores asum en la  representación provincial (el 
hombre) en conform idad á lo establecido  en los incisos 6.» y  4 -° 
*̂̂ 1 artículo 68 de la  L e y  E lectora l, y  los sufrajios em itidos á 

su favor son escrutados por ju n tas generales, que se reúnen en 
la .sala del m unicipio de la cabecera  de la  provincia (44). D é la s  
glaciaciones de los reclam os electorales conocen las respectivas 
|-Ortes de A lzad a , y  en este servicio  electoral se conform a con 
^  ^'visión en provincias d esde que, según lo verem os al hablar 

 ̂ 'a adm inistración de justic ia , los térm inos juri.sdiccionaics d e

\
A rt. ,6  ( ,8 )  de la C o n stitu c ió n  P o lít ic a , y  68, in ciso  i  de I.i L e y  

^ctoral precitada.

( A rt . 55 (64) de la  C o n stitu c ió n  P o lític a , y  74 y  75 de la le y  d icha.

l<y, citada y  art. 2 de la le y  d e  31 de e n e ro  de 1888, in Boletín de las
/ ’ V é a se , adeniiis, a rt. 49j in ciso  $o, y  o tro s de la L e y  E lecto ra l.

« la J ^ / '- t lc u lo s  12, in ciso  2; y  32, in ciso  i de la le y  citad a. V é a se , adem ás, 
‘í- 04.

Articulo 67, inciso i de la ley citada.
^^visTA forínse.— TOMO VIII ■
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aquellas C ortes coinciden con las lincas term inales de grupos de 

provincias (45).
F inalm en te, por lo que respecta á la  unidad del territorio mi- 

■' rado en su conjunto, observarem os que las dos ram as del Poder 
L egisla tivo , ó sólo algunos de sus m iem bros, tienen una m arca- . 

d a  ingerencia en el ser\-icio electoral, según los artículos 1 3, 33» 
34, 45, 63, 77, ICX> y otros d e la  le y  tan tas veces citada.

3. S E R V IC IO  M U N IC IP A L ^

-  N uestra  C on stitución  P olítica  dispone que debe haber una 

M un icipalidad en todas las capitales de d epartam en to y  en la^ 
dem ás poblaciones en que el P residente de la  R ep úb lica, o yen ­
d o  al C on sejo  de E stad o , ten g a  por convenien te establecerla

. (46). D e  acuerdo con ello  se han exp ed id o  los decretos de 31 
d e m ayo  de 1878, de $ de d iciem bre del m ism o año, de 31 de 
noviem bre de 1881 y  de 15 de septiem bre de 1882 (47), q«e, r®®' 
pectivam ente, crearon las M unicipalidades de V iñ a  del Ma^ 

de San L u is G o n zaga  de R ere, d e L o ta  y  de M aullín.
L a  le y  d d  87 dispone, adem ás, en su artículo  13, que toda 

M un icipalidad podrá constitu ir en cada pueblo d e l t e r r i t o r io  de 

su jurisdicción, que e x c e d a  de quinientos habitantes, una junta 

local com puesta de tres ó de cinco vecinos eleg id os por ella po*’ 

voto  acum ulativo. ^
N uestra  legislación, com o se vé, tom ando el departam ento 

por base origin aria  de la  organización  m unicipal, no parece 

cuidarse en seguida, para los otros m unicipios que hayan de esta­
blecerse en cada dei)artam ento, d é la  d ivisión territorial en sub- 
dclcgaciones; y  ello  se exp licaría , pues la  facilidad c o n  q u e  pue­

de cam biarse los lím ites de estas ú ltim as (m ateria de sinip'®

(45) Véanse artículos 7, 8, 37,40, 41 y  42 de la )ej' citada. E n  c u a n to  á I** 
publicidad por prmñncias de ciertos actos electorales, véanse los a rtíc u lo s  3»

, inciso i ;  y  36, inciso j  de la misma ley.
(46) A rticulo  113 (122) de la Constitución Política, y  articulo i . 'd e la  «X 

M unicipal de 12 de septiembre de 1887, .
(47) Véase Recopilación de leyes y decretos por A . Echeverría y  A . del > 

Santiago, 1888, págs. 219-221.
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decreto) perm itirá siem pre guardar una e x a c ta  concordancia 

^ntre los de ellas y  los del M unicipio.
Sin em bargo, el artículo  118 de la  C onstitución , que, com o el 

Artículo 1 13, e x ig e  una equ ivalen cia  m ínim a de una M un icipali­
dad por cada un departam ento, nos parece al m ism o tiem po 
í’cquerir una perfecta concordancia en tre los térm inos jurisd ic­
cionales del M unicipio y  las lincas term inales d e  una ó  m ás sub- 
delegaciones com pletas, y a  que el subdelegado es presidente d e  
la Municipalidad de su respectiva  snbdelegación, y  donde aque­
lla comprende varias de éstas, la  preside el su bd elegad o d e  la  
< âbeccra m unicipal (48). D e  otro m odo la  adm inistración se ve- 

diariamente entorpecida por odiosos conflictos en tre las 

autoridades vecinales.
La nueva ley  m unicipal de 22 de d iciem bre de 1891, que aun 

•ío ha eutrado en vigencia, reproduce en su artículo  i.® el te x to  
de! artículo 113 d é la  C onstitución, y 'a g re g a  que ncl Presiden­

te déla  República al establecer una nueva M unicipalidad, fijará 
las subdclegacioms 6 secciones dcl departamento que deben for- 
* âr el nuevo territorio municipal.n L a s  palabras su b rayad as 

confirman bien á las claras el con cepto  exp resad o  de q u e nues­
tra organización adm inistrativa local reposa por en tero en la d i-  
visión departamental, encuadrándose sim étrica y  num éricam ente 
i  ella.

Conforme' al artículo i.° d e esa  ley y  al 113  d e la  C o n stitu ­
ción ya citados, el E jecu tiv o  h a  decretado con fecha 22 de d i­
ciembre de 1891, la  creación de cien to  n oven ta y  cinco M un ici­
palidades nuevas, asignándoles territorios que com prenden un 
'’umero com pleto de subdelegaciones (49).

La disposición contenida en el artículo  13 de la  le y  del 87, no 
encuentra en la le y  dcl 9 1; pero ésta, en cam bio, ordena en 
artículo 2 que en la  parte urbana de las poblaciones de San - 

'.̂ 0  y  V alparaíso se d ivida el territorio m unicipal en diez y  en 
Cinco circunscripciones respectivam ente á cargo  cad a  una de

^U8) Pueden verne artículos 15 ,16 , *7, 34, 35 y  otros muchos de la ley de 
> *fticulo8 103 á 105 de la ley del 91 y  articulos 2.“ y  3.» dcl dccrcto citado 

45 á 63 de la edición oficial de la ley  O rgánica de M u- 
Pdlulades hedía por la Im orenta Nacional en 1891.
** de diciem bre de 1891.



una junta local de tres Municipales que forman parte de la to 
talidad de la corporación.

, 4. IN S T R U C C I Ó N  P Ú B L I C A

Pasemos ahora á ocuparnos de la instrucción pública, divid' 
da en primaria, secundaria, superior y especia!.

L a  necesidad de ella, acaso la más imperiosa de todas a 
que sienten hoy los pueblos cultos, como destinada que 
esa instrucción á preparar la clase gobernante y  á recon.stituií 
la unidad del intelecto (50), debía ser satisfecha en la más 
plia medida; puesta al alcance de todos, de los hombres y 
las mujeres, de los pobres y  de los ricos. Por eso su servicio- 
organizándose en conjunto sobre la base de la división genera 
del territorio, ha tenido que atender á algo más que á esa d'- 
visión; sus establecimientos han debido ser mucho más nutiie' 
rosos que nuestras provincias, departamentos y  subdelegaciO' 
nes.

Organizando la instrucción primaria por lo que respecta ás" 
inspección, sobre la cuádruple base de la unidad territorial 
provincia, del departamento y  de la parroquia, en cuanto ha/ 
una Inspección General de toda ella y  visitadores provincial^*’ 
en cuanto las Municipalidades pueden nombrar comisiones 
cuiden y  vigilen las escuelas de su dejjartamento y  los párrocos 
tienen derecho á inspeccionarla en.señanza religiosa dada en las 
escuelas públicas de la parroquia (5 1 ), la ley orgánica, sin 
bargo, por loque atai^e al establecimiento de escuelas, ha orde 
nado que las haya de ambos sexos en las poblaciones de ca 
departamento, hasta llegar á la proporción de una escuela ele* 
menta! de niños y  otra de niñas por cada dos mil habitante* 
( 52). Más allá todavía va la nueva ley de Municipalidades, 
dispone que forzosa y  preferentemente se asignen fondos, entre

%

,  {50) Véase Filosofia de la Educación por don Valentín  Letelier. SantisS®' 
iS y r . •

(5 1) A rtículos 25,3 1, 35 y  36 de la Ley de Instrucciin Primam  de ® 
noviem bre de 1S60 »« Recopilación de leyes por Ram ón Chavarrla, San*'’ ® ’ 
1886, pág. i8a á 184. ,

(52) A rticulo  4.* de la Ley de Instrucción Vrimaria, citada úp. cit-, P‘'S’
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objetos, para la  instrucción prim aria, debiendo sostenerse 
cada territorio m unicipal una escuela de hom bres y  otra de mu- 

por cada un mil habitantes, habida consideración á la s q u e  
^°stenga el E stad o  (53) A d em ás, en la cabecera de todo dcpar- 

^cnto debe ex istir  una escuela superior para cada  se xo  (54).^  ^ U  i 1  C% 1 .4  ^ ^  —y  y »

or lo qug respecta á la  instrucción secundaria, m anda la  le y

9 'Ac eñero de 1879 que h a ya  á lo m énos un establecim iento  

(55); y  en cuanto á la  instrucción superior, se 
ta I ^’ ’̂c^'Ticnte en todo su c o n te x to  á la  U niversid ad  del Es- 

^  que existe en Santiago.

>nt' 1 Instrucción P ú b lica  está en cargado de la supcr-
form enseñanza costeada con fondos nacionales, con-
(SsT^ dispuesto en el artícu lo  145 (154) de la  C onstitución  
tos ' departam entos en que ex istan  establecí m ¡en-

dele • enseñanza secundaria ó superior, debe haber
^Saciones de aquel C on sejo  (57).

ten ° '  ‘^^'^ablecimientos de instrucción especial, casi todos ex is- 
de ^‘'̂ ’itiago, com o la  E scu ela  N orm al de Preceptores y  la 

la E scu ela  de A rte s  y  O ficios, el C onservatorio  

y Qjrog  ̂ M úsica, la E scu ela  M ilitar, el In stituto  A g ríco la , 
los determ inadas localidades, com o la  E scu ela  N aval y

^'lue-escuelas.

5. SE R V IC IO  J U D IC IA L

tribunales establecidos por la  le y  se halla  
sión  ̂ ^^orde entre nosotros, de un m odo general, con la d iv i­

" ' '̂^mun del territorio.

y  en cada subdelegación de la  R ep ú b lica  

dist ' T  '̂ ■̂“’P^'^tivamente un funcionario con el títu lo  de ju e z • 
' o y  de juez de subdelegación (58). E l ju ez de letras co-

^̂ •*) A lt ^lunicipal de 22 de diciem bre de 18 91.

• Ar*. I o j  *  Instrucción Prinuiria citada.
187 ' * *  Instrucción secundaria y superior in C havarria, op.

(57) A n   ̂ ^ ‘y  precitada.
(58) Iry.
'*?S. Art y  (Atribuciones de los tribunales, de i s  de octubre

• 3 e inciso 1 del art. 33.
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rresponde en general al departam en to; pero no d ice la  L e y  0  ̂
g án ica  que habrá jueces letrados en determ inadas s e c c io n e s  

territorio. Sin  em bargo, de la  econ om ía de la s  disposición^* 

d e  esa le y  se deduce claram ente, d ice  e l. señ or José B e rn a f 

L ira , que el territorio  jurisd iccion al señalado á  estos tribu 

nalc-s, son los departam en tos de la  R ep ública. "Má.s, agfcS* 
el autor citado, com o en a lgun os departam en tos puede bas 

ta r  u n  sólo ju ez d e letras, en o tros necesitarse dos ó más y  

otros h a  de ser por ahora innecesario el ju zga d o  de 
esta  le y  ha dejad o  á leyes especiales y  al P residente de la 
pública, en el caso  del artículo  38, el en cargo  de c r e a r  d o n d e  se* 

m enester estos, tribunales (59).n E l artícu lo  citado, dispone, 

efecto, que ¡«podrá el P residen te de la R ep ú b lica  á petición 
con el inform e previo de la respectiva  C o rte  de Apclacione*' 

crear un ju zga d o  de letras en los departam en tos que tengan 
m ás de trein ta  m il habitantes.m E stas consideracione.s, sin en’" 

bargo, no tienen y a  sino un interés histórico, pues la  ley rfe 3* 
de enero de 1888 dispone en su artículo  2.° que h aya  á loineno* 

un ju zg a d o  de letras en cada d epartam ento (6 0 ).' "
P a ja  aquellos d epartam en tos sin esta  cla.se de juece.s, reg>* 

ántes el m an dato  con sign ad o en el artícu lo  52 de la L e y  Qrg^' 

nica, según el cual debía ejercer las funciones de juez de letra* 
en los departam en tos donde no lo había, el a lcalde que desen>' 

peñaba el ju zg a d o  de policía  local con arreglo  á la ley. Pero es» 

disposición basada en el artícu lo  37 de la  an tigu a  le y  Municip^ 
d e 3 de noviem bre d e 1854, fué m odificada por los artículos 9* 

y  99 de la le y  v igen te  de 1 2 de septiem bre de 1887, conforme a| 

segundo de los cuales incum bía, hasta la  le y  c itad a  de enero oe 
88, al 2.0 y  3.®»’ alcaldes, que no desem peñaren las funciones d®

1.®, ejercer por turno m ensual la jurisd icción  que defiere i  

a lcaldes el § II del títu lo  I II  de la  L e y  O rgán ica.
P ara  cada provincia, en cam bio, no tenem os un tribunal e*' 

pecial. L a s  C ortes de A p elacion es, c u y o  núm ero asciende 
seis en la actualidad, tienen una jurisd icción comprensiva d® 

diverso núm ero de provincias. H é  aquí cuales son hoy esto*

{59) Prontuario de los juicios, 1886, t. I pag. 26, nota ñ,
(60) Boletín de las leyesy decretos del Gobierno, ailo 1888, pág. 41-
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tribunales colegiados y  el territorio que á cada uno de ellos está 
sometido.

La Corte de Apelaciones de Iguique com^rmáe bajo su ju­
risdicción las provincias de Tacna y  Tarapacá y  á más los de­
partamentos de Tocopilla y  Antofagasta de la provincia de este 
último nombre (6 i ).

La Corte de la Serena comprende las provincias de Coquim­
bo y Atacama, y  á más, conforme á la ley de I 2 de julio de
1888, el departamento de Taltal, de ia provincia de Antofagasta;

La Corte de Valparaíso  ̂ según la ley de 2 de febrero del 
presente año que la ha creado, abarca las provincias de Aconca­
gua, Valparaíso, las islas de Juan Fernández y  el territorio de
Magallanes (62).
 ̂ La Corte de Santiago, dividida en tres salas, extiende su 

jurisdicción á las provincias de Santiago, O ’Higgins, Colchagua
y Curicó; _

La Corte de Talca comprende las provincias de Talca, L i­
nares. Maulé y  Ñuble; y  finalmente.

La Corte de Concepción, dividida en dos salas por la ley de 
e febrero último, ejerce su jurisdicción en las provincias de 

incepción, Arauco, Biobío, Malleco, Cautín, Valdivia, Llan- 
^Uihue y  Chiloé.

to puede notarse, exceptuando solamente el departamen- 
g  ̂ Taltal, que ha permanecido anexado á la Corte de la 

*̂ rena por haberse encontrado desde antes bajo su jurisdicción 
por su situación geográfica más alejada de Iquique que de la 

exceptuando asimismo el Territorio de Magalla-
> en condiciones especialísimas, los Jímites jurisdiccionales 

Cortes de Apelaciones concuerdan exactamente 
líneas terminales de las provincias. Si entre aquéllas y  

Ûrné*̂ ° ^^sta la fecha entre nosotros una correspondencia 
eco  ̂ bien entendidas consideraciones de

‘Botnia publica y  á la poca densidad de nuestra población.
(

'S  de Noviembre de 1884 y  de la  de ju lio de 1888. ' 
' ’<¡cinf)s *®fritorio la justicia  es administrada por una junta de tres

periódicamente por el Presidente de la República, en 
' ley de 3 de agosto do 1876.
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F inalm en te, h ay  en la capital de la  R ep úb lica  una C o rte  S u ­
prem a, que es la m agistratura á cu y o  cargo  está la superinten­
d encia directiva, correccional y  econ óm ica de todos nuestros 

tribunales y  ju zgad os (63). S u  unidad corresponde á la unidad 
del territorio nacional.

6. E S T A D O  C I V I L

E l R egistro  C ivil, establecido  por le y  de 17 de ju lio  de 1884, 
tiene por ob jeto  el que funcionarios públicos anoten en libros 

destinados al efecto  y  según las prescripciones de la m ism a ley, 

los nacim ientos, m atrim onios y  defunciones que ocurran en 

toda la R ep ública. N ecesidades sociales de prim er orden y  vi­
vam ente sentidas desde años atrás, ex ig ía n  im periosam ente la 
translación de este servicio  d e las m anos sectarias de la Iglesia 
á las m anos neutrales del E stado.

C en tra lizad a  la dirección d el R eg istro  C iv il en el departa­

m ento de ju s tic ia  y  de Instrucción P ú b lica  (64) y  som etida á 

la v ig ilan cia  de dos inspectores, d e  los ju eces de letras y  de las 

C ortes de A p ela cio n es (65), este  servicio  es d irectam en te pr^s* 
tado á los particulares y  en fo rm a gratu ita  (66) por funcionarios  

que se denom inan Oficiales del Registro Civil {6 j).
P ara el establecim ien to  de sus oficinas, adop tó  provisional­

m ente el articu lo  13 de la  le y  del 84 la d ivisión  territorial ecle* 
siástica de las parroquias y  vice-parroquias q u e á  la  sazón exis­

tían; pero el inciso 2.° y  sigu ien tes del m ism o artícu lo  com etí 

al P residente de la R ep úb lica, con p revio  inform e de las res 

pectivas C ortes de A p elacion es, el en cargo  d e  fijar los límites 

de cada circunscripción indepen dien tem ente de la división pa* 

rroquial. Instalado así el servicio  sobre la  base de la circuns­

cripción, extra fia  á  la  escala de nuestra d ivisión  general

(63) A rt. 104 ( i  13) de la Cmstituciún Politica.
(64) A rt. 4, núm. 7, de la Ley de Reorganizticidn de Ministerios de 

junio de 1887. ’

(6 s) A rts. 17 y  18 de la Ley de Registro Civil de 17 tie ju lio  de 
art. 9 y siguientes del Reglamento’ác 24 de octubre del mismo arto.

(66) Véase el artículo 19 de la Lty de Registro Civil.,
(67) A rt. I de Ley citada.
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territorio, él debe, sin embargo, conformarse con una parte de 
división, pues en el artículo precitado está dispuesto que la 

í̂icultad de limitar las circunscripciones se ejercite dentro de 
departamento y  fraccionando al efecto las parroquias que 

estén íntegramente comprendidas en uno de éstos.
Tenemos, de ese modo, que el Registro Civil ha de encuadrar 

circunscripciones á los límites departamentales; lo cual 
guarda concordancia con el artículo 6 ° de la ley, que dispone 

 ̂entrega anual de uno de los ejemplares triplicados del Re- 
S’stio al notario conservador del departamento, y  con los ar- 

cu os i 8, 12 y  otros, que confieren determinadas atribuciones 
a los jueces de letras (68). .

' 7. HACIENDA PÚBLICA

punto de vista de la Hacienda Pública, la adminis- 
n puede ser principalmente considerada en el servicio de 

^ servicio de aduanas. 
j^cc¡/ de Hacienda, la Dirección del Tesoro y  la D i­
ge * Contabilidad tienen á su cargo la administración 

fondos nacionales con arreglo á las leyes de coq-
■ ^ presupuestos (69); así como al Tribunal de

y iu" corresponde, respectivamente, el examen
'■gamiento y  la aprobación ó reprobación anual de aquella 

(70). •
dependencia de la Dirección del Tesoro, debe haber 

fiscal en cada capital dcl departamento, en el 
Ho s Magallanes y  en los puertos mayores, aun cuando
'̂ '̂ Pció'̂  de departamento. Pero las aduanas, con e x ­

’ 1  de la de Valparaíso, y  las tenencias de aduana esta-

 ̂ ** d eju lio  de 1888, que creó la provincia de Antofagasta
lúrnerQj adm inistrativos, determ ina en su articulo 15 el

‘^ '^^iscrlpciones del R egistro  C iv il en que debe dividirse cada 

'̂ '̂*•11 departamentos. Véase Echeverría, de Chi-

**9) Art̂ -
'*81 V ,9  f ^  de jun io de 1887, i.» de la de 30 de enero de

A r I'*®
de C enero de 1888 que reorganizó el Tribu-

“ entas y  art. 27 (36) de la CmslUución.
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blecidas en capitales de departamento) son á la vez tesorerías 
de éstos (7 1 ).

E n cargad o s especialm en te los tesoreros de la recaudación de 
la i  rentas fiscales y  del p ago  de los sueldos, pensiones y  dem ás 
gastos conform es con la le y  de presupuestos (72), tienen, adem ás 

en el departam en to en que funcionan, la representación judicial 
y  extra ju d icia l del fisco en todos los actos en que la le y  les 

d a intervención. E l D irector del T esoro  tiene esa m ism a re* 

presentación en todos los actos que no corresponden a una de­
term inada tesorería (73).

■■ P ara los efectos del com ercio nacional y  extran jero , los p u e r ­

tos de la  R ep ú b lica  se d ividen en m arítim os y  de cordillei"''' 

subdividicíndose aquellos en puertos francos, m ayores y  m e n o ­

res, y  éstos sólo en m ayores y  m enores (74). E l P residente e stá  

facu ltado para clausurar tem poralm en te uno ó m ás puertos 
m ayores m arítim os ó terrestres, cuando así lo e x ija n  circunS' 
tan cias extraordinarias, com o tam bién para abrir y  c l a u s u r a r  

puertos m enores (75); pero sólo en virtud  de una le y  pu^^® 
habilitar puertos m ayores ó cerrarlos defin itivam ente al c o m e r ­

cio  (76). E n  todos los puertos m arítim os de esta ú ltim a cate­

goría  ex iste  una aduana en cargad a de la  percepción de los 
derechos fiscales; en los puertos m arítim os m enores h a y  tenen­

cias de aduana, y  resguardo en los puertos de cordillera, y a  sea» 

éstos m ayores ó m enores {77), ,

L a  dirección entera de las aduanas se encuentra centraliza 
en la superintendencia de ellas, con asien to en V alp ara íso  (7 
y  en el M inisterio de H acien d a (79'). .

(71) A rt. 4 de la Ley 20 de enero de 1883.
(72) A rt. 5 de la Ley citada.

(73)  A rt. 31 de la Ley citada. ^ g ^ ,.

(74) A rt. I de la Ordenanza de Aduanas. L e y  de j 6 de diciembre de 1

(75) A rts. 7 y  8 de la Ordenanza citadii. ' -tada-
(76) A rt 28 (39) de la Constitución política y  art. 7 de la Ordenanna^^

(77) Véanse arts. 3 á 6 de la Ordenanza de Aduanas y  art. i.*  de la 
JO de enero de 1883, que organiza el personal de empleados de la* 
aduanas.

(78) Arts. 126 y  127 de la Ordenanza dicha. lein f'* ’
(79) A rt. 5 de la Ley de Reorganización de los Ministerios de ® 

de 1887. , ■
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8. CO RREO S

La centralización del servicio de correos de la República está 
«n el Director general del ramo, que es su jefe superior y  que, á 
su turno, depende de la Secretaría del Interior (8o).

Debe haber administraciones principales en la capital de 
cada provincia, y  administraciones locales, dependientes de 
aquéllas, en toda cabecera de departamento, en toda villa cuya 
población alcance á dos mil habitantes y  en los puertos que el 

jecutivo designe. En las villas de una población menor que 
 ̂ expresada y  en las aldeas de una población compacta, hay 

estafetas servidas por comisionados. ,
En las ciudades extensas se establecen buzones; y  además, 

en aquellas en que lo exija su actividad y  su extensión, correos 
anos encargados de repartir diariamente á domicilio la co-

respondencia dirigida de uno á otro cuartel de la misma ciu­
dad (8 i). •

translación de la correspondencia por mar, se han 
convenientemente las funciones de las autoridades ma- 

imas, á cuyo cargo corre la entrada de los buques á los 

est^hl *̂ ^ salida (82); y  el decreto de 6  de marzo de 1863 
 ̂ eció el empleo de carteros ambulantes encargados de la 

rrcspondencia conducida por los ferrocarriles (83). 
ofici^ modo el servicio de correos, que cuenta hoy con 515 

®̂ ^̂ ’̂* ĉidas y  cuyo movimiento de transmisión alcanzó 
Hne- ^   ̂ 4 7-618,906 objetos (84), conformándose en todas sus 
div-"̂  ̂ generales á la división común del territorio, ha utilizado 

'Piones especiales, como la marítima y  propendido constan-

>8^°^ y  2 de la Ordenanza general de correos de 23 de febrero de

(8a) V   ̂ ^ S de la Ordenanza citada.

(,83)  ̂ *77 de la Ordenanza citada.
R<^^opi¡acibn de Leyes y Decretos por E cheverría  y  del R io ,

P*S presentada al Congreso en 1892



tcmente á satisfacer, siempre dentro de aquella división, una de 
las más ámplias necesidades de todo pueblo culto, dado el in­
menso vuelo que en la edad contemporánea ha tomado la acti­
vidad económica.

9 . CO N C E P T O  F IN A L  ^ .

Conocidas así algunas de las divisiones particulares del te­
rritorio que los servicios especiales engendran (ya que el estudio 
de todas esas divisiones y  servicios nos conduciría demasiado 
léjos, sin tener una gran importancia), tratemos de conceptuar­
las en su conjunto bajo el respecto de la teoría de ellas y  el 
de la unidad armónica de la administración general.

Llama ante todo la atención el hecho regular de que cada 
servicio ha satisfecho la necesidad de su propia naturaleza, es­
cogiendo, de entre la división general, aquellos de sus órdenes 
que más le acomodaban. A sí el servicio electoral ha tomado 
especialmente la subdelegación, el departamento y  la provincia, 
despreciando el distrito que, por su pequeñez común y  el estado 
poco denso de nuestra población, no le ofrecía una base posible 
para la formación numérica de l.os juntas electorales de mayo­
res contribuyentes (85). La organización de los municipios, 
basada sobre todo en el departamento y  acorde, en general, con 
la subdelcgación, ha despreciado también, como el servicio elec­
toral y  por análogas razones, el pequeño cuadro del distrito. 
Las Aduanas, servicio de naturaleza especialísima, ni en pug' 
na ni en armonía con la división común del territorio, se haii 
constituido en los núcleos comerciales, sin curarse de esa divi 
sión. Los correos, establecidos en completa concordancia 
los términos provinciales y  departamentales, han debido luego 
atender, no á las subdelegaciones y  distritos urbanos ó rurales, 
sino al agrupamiento de los ciudadanos en poblaciones y  á 
mayor ó menor densidad de éstas. ’ .

La conformidad de tal ó cual servicio con la división territo ­

rial común no ha sido obstáculo á desarrollos posteriores

(85) Véanse arta. I y 9 de la Ley Electoral. '

P O N T IF IC IA  
tjr-jT . 1  U N I V E R S J ir '.D

CATÓLICA DE 

VALPARAÍSO



ese mismo servicio, motivados por el crecimiento social. A silos 
juzgados de letras que, encuadrándose en los departamentos, 
fueran al principio entre nosotros numéricamente menores que 
estos últimos, hoy día, circunscriptos siempre á los términos de­
partamentales, alcanzan á noventa y  dos, al paso que es de 
setenta y  cuatro tan sólo el número de departamentos. Así tam­
bién el servicio postal ya citado, cuenta en la actualidad, según 
dijimos, con quinientas quince oficinas.

Analizando ahora el aspecto de la unidad general de la admi­
nistración, la vemos representada en una parte considerable del 
servicio electoral. La vemos igualmente en el ramo de la Justi­
cia. No existe sólo la jurisdicción superior de la Corte Suprema 
en concordancia con la unidad territorial. También existen los 
núms. 3 y  7 del art. 73 dé la Constitución, que cometen al Pre­
sidente de la República el encargo de velar por la conducta 
nimistcrial de los jueces y  de nombrar los miembros de los 
Tribunales de Justicia, y  los múltiples y  diarios negocios que, 
de acuerdo con el núm. 12 y  otros del mismo artículo, se des­
pachan por órgano del respectivo Ministerio. Las corporaciones 
í’^unicipales son presididas por los intendentes, gobernadores 
y  subdelegados que representan y  obedecen simultáneamente 
al Gobierno Central, y todos los asuntos que con ellas se rela­
cionan caen dentro de la órbita de la Secretaría del Interior.

a instrucción pública, llenando sobre todo sus fines democrá­
ticos, y, en la instrucción primaria, su tendencia á la univer­
salidad, debía encuadrarse en la división general del territorio, 
por cuyo medio obra más eficaz y  unidamente el gobierno, ya 

el artículo 145 de la Constitución coloca toda la enseñanza 
íiacional bajo la autoridad de él.

■'ta ligera reseña nos permite comprobar prácticamente la 
exactitud de las teorías expuestas y  la bondad general de la 

‘Visión de nuestro territorio, porque es al mismo tiempo nece­
sario respetar la unidad administrativa y  las exigencias de cada 
servicio.

Es, á no dudarlo, un ideal apetecible dentro del orden pura- 
^̂ nte abstracto, el sistema de una división única del área del

hacedero ante las vigorosas y  aten­
' es necesidades de los servicios particulares, débese cuando

P O N T IF IC IA  
 ̂ ÍÍN IV E R SID A D

CATÓLICA üF 
VALPARAÍSO



menos buscar una armonización lógica en la concordancia de 
las divisiones especiales con las lineas terminales de la división 
general. Afortunadamente para nosotros esto es lo que posee­
mos en Chile, y  es esto mismo lo que no tienen otros países de 
superior cultura, como el Imperio Británico. Un conocido pu­
blicista francés, M. Boutmy, director de la Escuela Libre de 
Ciencias Políticas de París y  que ha estudiado especialmente la 
organización inglesa, formula lo que él llama el desorden ad­
ministrativo de Inglaterra diciendo que es un triple caos de 
circunscripciones, de autoridades y  de impuestos. En el cáos de 
las circunscripciones tenemos que la parroquia civil, que sirve 
para la percepción de la tasa de pobres, es con frecuencia diver­
sa de la eclesiástica, y que la parroquia fiscal, que sirve de tér­
mino á los agentes del Estado para la percepción de la landtax 
(impuesto agrícola), no coincide .siempre con las dos anteriores. 
Singularidad más extraña aún: la parroquia no se halla toda 
entera en el condado, pues á veces se extiende por el c o n d a d o  

vecino. Para el sostenimiento de sus pobres, las parroquias se 
encuentran agrupadas en unio7ies\ y má.s de una cuarta parte 
de estas uniones comprenden parroquias de dos y  aún de tres 
condados diversos. De los distritos sanitarios, creados con pos­
terioridad á las uniones, más de la mitad tiene términos que no 
coinciden con los de éstas. E l distrito urbano en unas partes 
sale fuera de la unión, en otras es más pequeño que ella y  en 
otras, por fin, la divide en dos atravesándola como una zona. 
Las circtinscripcioncs de vías de comunicación son diferentes de 
las uniones y  de los distritos sanitarios. Las ciudades incorpora­
das, borougJis, no concuerdan sino parcialmente con las divisio­
nes establecidas antes ó después de ellas, transpasando á veces 
los límites do condados, de parroquias y  de distritos sanita­
rios (86).

Esta enmarañada superposición de tan varias divisiones del 
territorio, que puede corresponder muy bien á la naturaleza de 
servicios especiales y  que es producida, en apariencia, por 
especie de satisfacción inconciente de cada n e c e s id a d  a d m i*

(86) Boutm y, citado por Posada en sus estudios de Derecho Administra­
tivo por .Meyer y  Posada, págs. 404 á 406. '
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nistrativa tal y  como se presenta, y, en el fondo, por la persis- 
t'^ncia continua de antecedentes históricos, rompe la unidad 
armónica de la administración general, la complica sobremane- 
’’a y  es fastidiosa para los ciudadanos (87).

C l a u d i o  A r t e a g a  U r e t a

¿ S O N  R E N U N C I A R L E S  L O S  P R E C E P T O S  D E  

L A  L E Y  D E  E N J U I C I A M I E N T O ?
I

Tal es el título que encabeza un estudio publicado en el nú- 
"’ cro X I  del arto V II  de la R e v i s t a  F o r e n s e  C h i l e n a , cuya 
prestigiosa firma es por si sólo un antecedente para que interese 

 ̂ materia que en él se trata.
u ilustrado autor, examinando algunos casos prácticos y 

aciendo inducciones de otros que propone por vía de ejemplos, 
’^ne: „quc por su índole especial esas leyes (las de enjui- 

dad dictadas para servir de salvaguardia' á la socie-
de 1  ̂  ̂ tal ó cual interés individual, y  entran en la categoría 
l 2 pueden renunciarse según el precepto del artículo
jurícT Civil.II Concluye manifestando nque es un error
^ ‘co sostener que los preceptos de las leyes de enjuicia- 

êl P^^^cn ser renunciados en conformidad al artículo 12 

^ülar d °  por cuanto miran únicamente el interés parti- 
es ■  ̂ individuos que de ellos hagan uso, y  sobretodo que 

una función determinadamente encomen- 
'̂ Uand 'Magistrados judiciales, puedá ser delegada por éstos 

autoriza de un modo expreso la delegación.m 
Cesit  ̂ que la materia es grave y  compleja y  que ne-
prej.gnde'̂  ̂ tratamiento una suficiencia que estamos'lejos de 

r. nos vamos á permitir, no obstante, consignar aquí

Posada, Derecho Ailministratiiio, p.̂ gs. 406-407; Valen- 
Batbig y  de las Instituciones, capitulo «Del T errito-

‘®. Droit Public el Administralif t. 3, págs. 196-200 § 196-199.

pof̂ inciA



algunas consideraciones que nos ha sugerido un atento estudio 
del asunto que apreciamos de distinta manera á la manifestada 
en el trabajo jurídico de nuestra referencia.

• *  •« « '

No aceptamos la caracterización que en términos tan abso­
lutos se hace de las leyes de enjuiciamiento. Por nuestra parte, 
juzgamos que ellas, unas son de orden público, otras conciernen 
al interés privado exclusivamente y  serán ó nó renunciablí-*s 
según la índole de cada cual y  lo que previene el artículo i 2 
citado.

Es indudable que el cuerpo de leyes de enjuiciamiento con­
siderado como tal y  en relación á la comunidad toda, responde 
á consideraciones de orden público, á un interés general, coino 
cualquier otro código; pero contemplado en las aplicaciones 
que ofrecen sus diversas disposiciones, particularizándolas me­
jor dicho, se observará que reviste diferentes fisonomías.

Y  es en este último y  único terreno en que debemos colocar 
la pregunta que sirve de título á este trabajo, y  no en el otro 
que no es do practicación. Según sea el mandato y  objeto  ̂
éste ó de aquel precepto, así será la solución que obtengam®^ 
La regla del artículo 12 del Código Civil es para aplicarla n̂  
al conjunto de los diversos preceptos de una ley, sino á cí'  ̂
mismos considerados particularmente. La respuesta que 
ponda á la pregunta á que nos referimos no puede, pu^ ’̂ 
ni afirmativa ni negativa, en general; sino distinguida y 
cada según el caso. ,

«« •

Antes de pasar más adelante cúmplenos hacer una a 
cia. Las observaciones precedentes y  las que siguen 
únicamente á las leyes de enjuiciamiento civil. 
del ramo criminal, porque por su índole especial es e * 
público el que preside casi siempre sus disposiciones, y 
no puede haber cuestión.
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Hecha la salvedad precedente, entremos de lleno en la materia 
que nos ocupa.

Prescribe el citado artículo I2 del Código Civil; "podrán re­
nunciarse los derechos conferidos por las leyes; con tal que sólo 
r îrcn al interés individual del renunciante y  que no esté pro- 
liibida su renuncia.!!

l’ara saber, pues, si un derecho puede ó nó ser renunciado, 
•̂ 0 hay sino consultar qué cla.se de interés dirige el precepto que 

confiere, y  si está ó nó prohibida la renuncia. Dificultad no 
puede caber toda vez que podamos caracterizar á firme ese in- 
tercs, que por lo que hace á la prohibición basta con hacer un 
registro de la ley. '

Creemos que no puede ofrecer dificultad saber en cada caso 
clase de intereses contempla el legislador, ya  que son tan 

^videntes los elementos que los particularizan y  deslindan. Se 
comprende á primera vista los que son de orden privado, como 
^^'mismo los que atafien al público.

La renuncia de un derecho que no esté prohibida y  que no 
ecte más intereses que los nuestros, es un acto que deriva del 

^Jcrcicio de nuestro propio sefiorio y  como tal no puede quc- 
 ̂ subordinado á más consideraciones que á las de nuestro 
‘trio. De aquí es que tal derecho puede ser renunciado libre- 

 ̂ inversa, no podemos ejercer señorío cuando tene-
prohibición de renunciar ó el derecho de que se trate se 

^/'je, además, á cautelar intcre.ses que no nos pertenecen indi- 
fa r  No nos sería lícito, por lo tanto, ejercitar la misma

/\| ' disponer fuera de lo que nos es propio.
' el interés individual, acá el colectivo, general, público; 

Tale'  ̂ completa libertad, del otro terminante restricción, 
trat  ̂ términos que el precepto de que estamos

 ̂ decidir en la materia de que nos ocu-

camino, había ya precep- 
ĉto.s *̂'t‘cuIo lo d cl Código tantas veces citado que "los

nulos y  de ningún valor, salvo en 
easQ expresamente otro efecto que el de nulidad para

general ^̂ '̂ '̂ '’̂ vención.» Este pr'ecepto, como que es más

fOKP.NsF.—TOMO vrii
artículo 12, se impone también en el trata-
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miento de la cuestión propuesta y  ambos dan elementos precio­
sos y  ciertos para llegar á resoluciones y  conclusiones definidas 

y  fundadas.
Contrayéndonos directamente al punto en examen, podemos 

establecer desde luego y  á firme lo siguiente: son irreuunciabl^^ 
los preceptos que están prohibidos de renuncia, los demás son te 

nunciables.
Existe prohibición: I.® en cada caso en que la ley la establez­

ca especialmente; 2 “ cuando deriva de un precepto p ro h ib itivo  

general y  3 ° cuando la infracción del precepto, aunque no 
prohibitivo, lleva aparejada expresa sanción de nulidad, 
los dos primeros casos comprendemos además aquellos precep 
tos en que la ley emplea palabras ó frases que indiquen p*"® 
hibición, aunque no emplee precisamente esta voz, como v. g 
el del artículo 12 , que no acepta la renuncia de derechos cna'> 
ellos miran más allá del interés individual, pues s ó l o  p¡-t 
de los que atañen exclusivamente á este interés.

Conocidas son aquellas dos reglas de Derecho 
hoy día se encuentran incorporadas en la legislación mo 
contra tenorem legis privatum utilitatem continentis 
y  juspublicum privatorum pactis inutare non potest. La vo 
manifestada en la convención prevalece sobre la ley, cuan 
no mira sino en favor de los que contratan. Por la 
prevalecerá sobre la convención, si dispone por con.M't era 
de otro orden, en interés del Estado, de la moralidac, e ^

La legislación procesal civil no es indiferente á 
ciones. Dirigida á ordenar, por lo ordinario, relacione.>5 p̂ ^̂  ̂
en las contenciones, da ciertas reglas conforme á las 
tribunales deben sustanciar y  terminar los litigios y  lo*’ 
tes proceder en el manejo de sus defensas. L a c.vistencia 
tas leyes es de pública necesidad, de interés social, 
su dirección y  aplicación, particularizada siempre, ene 
advertida en ellas más bien el interés privado, unas r̂def* 
luto,.las más, otras limitado por consideraciones de ui 
superior que la misma ley indica y  atiende con prcfere
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Ejta índole variada de los preceptos de enjuiciamiento, que 
les distingue y  clasifica, considerados en su propia y  particular 
actividad, nos hace ver claramente que es procedente la aplica­
ción de las reglas que invocábamos, pues que se presentan los 
casos que ellas contemplan. Aquellos que dispongan sólo en 
obsequio de éste ó aquel interés privado son supletorios de lo que 

acción de los interesados pueda prevenir, y  los que se dirigen 
^cautelar intereses en que estén de por medio consideraciones 

orden social, público, ó que afecten las prohibiciones de la 
 ̂ son ineludibles y  no pueden ser resignados. Todo acto que 

‘̂enda á su inobservancia es nulo.

* •
' . * •

Como consecuencia de la teoría de la irrenunciabilidad, se 
dct estudio que provoca al presente que una función
i ,?'̂ |̂ ''̂ ‘̂̂ ^rnente encomendada por la ley á los magistrados 

leíales no puede ser delegada por éstos, si la ley no autoriza 
en *̂1 expreso la delegación, aun cuando los interesados 
tu °  ‘'^' '̂''engan en la delegación. Los preceptos de esta na- 

eza, se dice, se dirigen á consultar la seriedad del procedi- 
lo elevado, son de orden público y  por

^ 'ito  no pueden ser objeto de renuncia, 
pi. la teoría sólo en una parte y  con la siguiente e>¡í- ,
ced propondremos lo que, en nuestro sentir pro-

^  en la materia.

qijg no puede delegar de inotuproprio ninguna función
ri»a  ̂ encomiende determinadamente, si esta no lo auto-

general que no
®'"ícepción que la dicha, 

ciones  ̂ fórmula. ¿Podrán ser delegadfis esas fun-
Pioy e * i'^teresados así lo quieren y  lo solicitan en su pro­
ser la > êgocio? Esta es la cuestión ó mejor dicho puede

guir necesitamos forzosamente distin-
 ̂ las funciones en delegación y  atender

•■icciones de la ley. Desde luego, podemos observar en



unas el carácter jurisdiccional, y  en otras, que son especialidad, 
simples diligencias de una actuación.

Si se trata de las primeras es evidente que no pueden ser de­
legadas, no obstante convención en contrario, sino en los casos 
en que la ley prevea. La jurisdicción deriva de leyes de derecho 
público y  su radicación, por consiguiente, no puede alterarse m 
por el funcionario á quien está atribuida, ni mucho menos por 
actos ó contratos privados, salvo las excepciones legales.

Ahora viniendo á la segunda categoría de funciones, cuyo des- 
mpcño no implica jurisdicción, creemos y  sostenemos que pue­
den ser delegadas, más correctamente diríamos, cometidas,
funcionarios subalternos de a q u e l l o s  que en los casos ordinarios

ejecutan idénticas, coma incumbencia propia de su ministerio 
y  como encargados de desempeñar las diligencias que el tn 
bunal les encomendare. L o que aquí se delega es simplemente 
el ejercicio de una función que podríamos llamar notarial, pe*" 
mítasenos la expresión, que no dá ni quita jurisdicción y. P® 
lo tanto, pueden los interesados en ello advertir lo convenien 

á sus intereses, si no tienen prohibición de la ley.
Parecerá todo lo que se quiera la teoría sentada; pero nos 

satisfactorio decir que ella concuerda con los principios 
rales consignados en el párrafo precedente y  sirve de exp 
ción en los casos de procedimiento en que aparece practic-"' 

la delegación de funciottes.

Para hacer más práctico este estudio, más perceptiblcs^^^ 
tras observaciones y  los principios que hemos sostenido, r 
remos los diversos ejemplos examinados ó citados pof e 
guido iniciador del tema de que nos ocupamos. seg' '̂*

Se sostiene que son prácticas contrarias á la ley: 
da en los juicios ejecutivos de proceder á la tasac . 
bienes embargados por el perito nombrado por el 
cuando el ejecutado, requerido á petición de aquel 
brar el sû ’o en el término legal, mi lo hace, y  2.» 
la rendición de la prueba en los juicios de menos dt 
de encomendar su recepción á funcionarios subalteino .
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lo determinan las partes. Se cita en apoyo de la impugna- 
á la primera práctica la disposición del artículo 46  del 

decreto supremo con fuerza de ley de 8 de febrero de 1837 , 
^ue ordena al juez nombrar de oficio al perito de la parte que 
no lo proponga en el termino legal. Se estima que esta función 

el magistrado no puede ser resignada porque el precepto que 
 ̂consagra es de orden público. Por lo que hace á la segunda 

práctica se invoca en apoyo de su ilegalidad el procedimiento 
especial que preceptúa la ley de i$ de octubre de 1856, que dis­
pone que la prueba en los juicios de menos de mil pesos sea 

POí" el juez de la causa en forma verbal y  con publici- 
 ̂ • Júzgase que esta función no puede delegarse porque el 

precepto de la ley quiere este procedimiento por consideracio- 
*̂ es de interés público.

Opinamos de distinta manera y  sostenemos que las prácticas 
 ̂ eridas son correctas. Examinémoslas separadamente.

» *

práctica observada en el juicio ejecutivo tiene en su 
cons'd legales y  de hecho. Ni la prohíbela ley ni afecta
tanté orden que no sea el privado. El ejecu-
bie  ̂  ̂ ejecutado son los únicos dueños de su contención y  
ránd consuno mudar el derecho á su arbitrio, inspi-

se en su propia conveniencia.

designación de
^^clusi^* ■‘’ '̂^^ î'Iamente una garantía establecida en beneficio 
el ejecutado (nos referimos al caso propuesto), suple
su du'̂  X  ̂ que quiere resguardar y  procede siempre que

cont°a” °  derecho ó no manifiesta voluntad

atribución del juez, ha sido establecida 
*‘"0 tam^A^ P'^otejer, no solamente los intereses de las partes, 

tasació' H orden más elevado, hay que aceptar que
a f e c t a d ' ^  bienes embargados es una operación que 

equiv' îT*!  ̂social ó general; lo que no se vé. Por otra parte 
 ̂ na á establecer una limitación en los derechos sobre
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dichos bienes, el de dominio del ejecutado y  el de perseguir los 
del ejecutante, que la ley no consiente.

Y  tanto es así que no se nos negará que ejecutante y  ejecu­
tado pueden aún practicar lá tasación por sí mismos, de común 
acuerdo, y  hacer servir esta operación de base al procedimiento 
de remate. La ley no contempla este caso y  ¿se podría argüir 
por esto que los interesados no podrían renunciar el derecho á 
nombrar peritos para constituirse ellos mismos en tasadores?

Todavía más. Si la práctica que se impugna como ilegal lo 
fuese en efecto, no obstante acto ó convención en contrario, es 
natural que tuviese sanción de nulidad la contravención, y  sin 
embargo no la hay, y  no habiéndola, el procedimiento es permi­
tido. Lo absuelven las partes con su propio derecho.

Y  la función encomendada al juez de completar la comisión 
pericial tasadora ¿cómo queda, se nos dice? ¿Ha podido el jncz 
resignarla? No es necesaria ni procedente en tal caso, respon-

' demos, porque si ella se ha creado en interés exclusivo 
cualquiera de las partes, como no se podrá desconocer, advir­
tiendo otra cosa ese interés es claro que t u t e l a r l o  s e r í a  inoficioso 

y  hasta atentatorio. _ '
La facultad atribuida al magistrado de nombrar de oficio 

perito de la parte omisa es para el evento, v. gr., de que el eje 
cútante proponga su perito lisa y  llanamente. Si transcurrí 
las veinte y  cuatro horas, plazo fijado por la ley, el ejecuta 
guardare silencio, incumbe entonces al juez hacer el nom 

miento. • .
Pero este no es el caso de aplicación. E l ejecutante 

su perito y  á la vez invita al ejecutado á que nombre 
en el término legal, entendiéndose que si no lo hace 
en que la tasación se ejecute por el único designado. Se 
petición expresa al respecto. E l juez la oye y  como ®  ̂
dud manda ponerla en conocimiento dcl ejecutado 
fines indicados por el ejecutante. Bien puede suceder que 
advertido de lo que le incumbe, proponga su perito, ó con 
en aceptar el de este, ó deje al juez el nombramiento, 
quiera de estos tres casos hará uso de su más perfecto 
Pues bien opta por el segundo y  lo dá á entender con 
hecho de no oponerse á lo solicitado por su conten o ,
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«n resumidas cuentas que así se pasen las cosas, y  desecha de 
consiguiente la ingerencia judicial, que no es sino supletoria.

¿En qué contraviene al Derecho el juez al proceder asi? Si lo 
la ley le encomienda es suplir el voto de una de las partes 

<lue calla, es evidente, entonces, que no tiene objeto el ejer- . 
<:icio de esa función, cuando el interesado manifiesta inequívo­
camente su voluntad.

Que es de orden público esa atribución del juez, se nos dice, 
y  que por lo tanto no debe ceder á lo que determina el interés 
privado. Lo negamos. L a  potestad jurisdiccional, las diversas 
^Aligaciones y  atribuciones que las leyes confieren á los ma- 
S'stradüs judiciales, responden, sí, á consideraciones de orden 
publico; [x;ro llegado el caso de ejercicio se observa que van 

individuo á remover y  cortar las dificultades nacidas al cho­
que de intereses privados, y, por lo tanto, esa jurisdicción tiene 
que subordinarse í  su objeto, a su fin. L a atribución ó función 

 ̂ que tratamos ha podido, pues, ser resignada, porque ha des­
aparecido su causa.

Si se nos probara que la función que el artículo 46  de la ley 
pitada encomienda al juez, resguarda en cada caso en que haya 

 ̂ aplicarse algo determinado, concreto, que pueda afectar ó 
^cte el interés público, nada tendríamos que replicar; pero 

P'̂ r naás esfuerzos que se hagan, no se nos podrá presentar tal 
Condición, porque no existe. De consiguiente hay que convenir, 
®utonc«s, en que el precepto citado es perfectamente renuncia- 
^  en rigorosa conformidad con la prevención del artículo 1 2 

Código Civil. ,
, *

« *

cio^  ̂ observada en la rendición de la prueba en los jui-
de líbenos de un mil pesos, de cometer su recepción á un 

"•■>tro de fe, cuando las partes han convenido en adoptar el 
t(a ordinario previsto para los juicios de mayor cuan-
yor f indiscutible validez. Concurren y  con ma­
que favor de nuestra opinión, idénticas razones á las

® hemos expuesto en el párrafo precedente.
precepto de la ley que determina la forma y  

■Clones de la producción de la prueba testimonial en juicios
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de menos de un mil pesos está amparada claramente por la re­
gla del artículo 12 del Código Civil. Los únicos intereses que se 
comprometen en tal caso, son los individuales de los renuncian­
tes y  por lo tanto éstos al convenir en otra forma legal de ren­
dición de prueba, no hacen más que ejercitar sus propios y 
exclusivos derechos..No se divisa, por más que busque, otra 
clase de interés que el indicado. Ningún elemento de interés 
público tiene que ver con ello; el orden social permanece siempre 
inalterable. Se obra/rí? domo sua simplemente.

El legislador, por otra parte, si hubiera dado á sus p re ce p to s  

una.jmportancia ó trascendencia tal que debieran imperar aun 
contra convención privada, lo habría significado, sea por maiH' 
Testaciones prohibitivas, sea penando con nulidad la contra\cri 
ción. Pero ni una ni otra cosa ha advertido, con lo que á en 
tender que no excluye el juego regular de los intereses priva o 
armonizados en convención que es ley para los contratantes.  ̂

Pero se insiste, pasando de la conveniencia de los dueños 
pleito á la función que compete al magistrado que 
él, en que ésta, como que no es de resorte privado sino 
den público, no puede ser delegada, aun queriéndolo aque  ̂

Simplifiquemos el caso reduciéndolo á lo que es en la pr ‘ 

que se impugna.
Dispone la ley de 1 $ de octubre de 1856: á pre-
i.o que la prueba testimonial sea rendida verbalmente V 

sencia de las partes y sobre los puntos fijados de anteman

el juez y  éstos en comparendo especial; ud¡en<í^
2.° que el mismo juez examine á los testigos, p 

carearlos á solicitud de cualquiera de las partes, y  . jura'
3.° que las tachas se opongan verbalmente ántes de 

mentado el testigo y  en la propia audiencia.
Tal es en sustancia la especialidad que ofrece la 

ria de rendición de prueba en juicios de menos de mi P 
¿Qué es lo que ocurre en la práctica? Sencillam^^ 

guicnte; el juez por petición que las partes hacen 
acuerdo, comete la recepción de la prueba á ministros 
tenor de los interrogatorios cuya evacuación so liciten ,p rocc' 
la forma prevista para el juicio ordinario. Se supnm® ¡nCO®' 
dimiento verbal, las audiencias de prueba, el careo y ^
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m m .

ción de tachas en ellas. ¿Qué es lo que de estas funciones delega 
juez? Únicamente el examen de testigos. Lo demás, como la 

''Orificación de careos, admisión de tachas é interrogaciones so- 
puntos que conduzcan á mejor esclarecer el asunto, como 

^ue dependen de la prevención de las partes, el juez nada pue- 
e hacer ni ordenar, desde que éstais convienen en otro tempe- 
■̂arncnto y  nada piden al respecto.

Ahora bien, no se nos negará que la función de examinar 
^silgos es simplemente notarial, nó de jurisdicción. La desem- 

í^ñan en juicios de mayor importancia los secretarios y  recep­
te incumbencias propias de .su oficio. Por consiguien- 

’ partes al pedir de común acuerdo y  el juez al consentir 
que el examen de testigos se practique por un ministro de fe, 

® vulneran lo que es indelegable, la jurisdicción; acomodan 
 ̂ e as para su pleito un procedimiento inofensivo, usual y  

prestigiado y  amparado por la convención, ley prefe- 
Po puede ser cohibida sino en los casos determinados 

legislador, que aquí no existen, 
hatr  ̂ *iecesidad pública que la administración de justicia se 

eficacia y  economía y  de ahí los preceptos 
rendición de la prueba en juicios de menos 

es pero esa necesidad degenera en su carácter, 
Un c cuando descendemos á particülarizaciones, á 
1q g practicación en que los interesados disponiendo de 
dio de°* propia conveniencia, adoptan otro me- 

El d probanzas que ni es inusitado, ni arbitrario. 
Octubre establece en materia de prueba la ley de 15 de 
arti'cui  ̂ P̂ ®̂> renunciado en conformidad al 
soia^ Código Civil, como quiera que la renuncia afecta 
pacto intereses privados de los que la hacen y  nace de un 

Si d?é  ̂ prohíbe la ley, ni toca en lo menor el orden público.
 ̂ teoría contraria, resultarían conse- 

duo ^̂ jo todos aspectos intolerables. L a  acción del indiví- 
^ r̂ían ad  ̂ '̂‘ r̂npre limitada en la disposición de lo suyo. Se 

 ̂ aquellos acomodos que tienen el sano
*  ̂ objeto de no festinar los litigios. ■
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También se ha traído á colación para reforzar la teoría que 
combatimos, el caso de la rendición de la prueba en los juicios 
de minas que la ley quiere que se verifique ante el juez que co- . 
noce de la causa.

Se dice que siguiendo la misma lógica de hacer delegables 
las funciones de los magistrados judiciales que la ley les enco­
mienda determinadamente, no solamente podría cometerse la 
recepción de aquella clase de prueba á ministros de fe sino qus 
también podría hacerse otro tanto del acto de verificación de 
créditos en una quiebra, pidiéndolo así los interesados de común 

acuerdo.
Re'spondemos que todo esto no se puede hacer; primero, por­

que faltaríamos á la lógica de la teoría que sostenemos, y  se 
gundo, como consecuencia, porque hay prohibición legal, á uno 
de los fundamentos de esa teoría. ^

El Código de Minería vigente, en el número 4 .° del articu o 
150 dispone lo siguiente: "L a  prueba en los juicios de 
será rendida ante el juez en audiencia pública y  la parte contr» 
quien se presentare el testigo tendrá derecho de rep regu n tar  

aun en la misma audiencia.
"Las partes pueden convenir, sin embargo, en que la prî  ̂

se rinda con arreglo á la ley común.
"Por recargo de ocupaciones del juzgado podrá 

recepción de la prueba al juez especial de alzada de que ^  
el artículo 38 de la L ey de Organización y  Atribuciones e 

Tribunales.il
Se entiende por este precepto que lo único que las 

pueden renunciar por convenio es la publicidad y  forma 
de la prueba, nó la solemnidad de la presencia judicial.^ 
acepta esta última renuncia. E l tenor del inciso 3.° del 
del precepto copiado faculta á las partes para que 
en adoptar el procedimiento común ú ordinario; pero 
siguiente, el 4.0, establece que podrá delegarse la ¿c\
la prueba al juez especial de alzada cuando el que co 
negocio tiene recargo de ocupaciones. Como se vé, a 
admite sino este delegatario y  por consiguiente 
implícitamente, pero de una manera que no dá lugar
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toda otra delegación. Luego en conformidad al artículo 12 del 
Código Civil el precepto es irrenunciable. -

»* *

■ No podrían los acreedores, síndico y  fallido en una quiebra, 
estando de acuerdo, pedir el cometimiento del acto de verifi­
cación de créditos, ni el juez consentirlo, á un ministro de fe. 
I^os razones importantés obstan á este procedimiento.
_ Es la primera, que el acto de verificación entraña una función 
judicial en que el juez tiene que interponer su jurisdicción y  á 
''Cees decidir, lo que es privativo de él é indelegable.

Es la segunda que el acto es ajeno á las incumbencias de los 
f^inistros de fe, no entra en la categoría de los de simple actua­
ción y  por consiguiente las partes no pueden conferirles cargos 
9ue no' les atribuye la ley, ni éstos deben aceptarlos. Tanto 
Valdría cometerles el pronunciamiento de la sentencia ó la tra- 
*^itación del proceso. •

ebemos ocuparnos de otro ejemplo suministrado en un in- 
rme de visita judicial que se inserta en el estudio legal á que 

J'os estamos refiriendo. Se dice ahí que aceptada la doctrina de 
re n u n c ia b ilid a d  en materia de procedimiento, podría llegarse 

asta el extremo de i.que en materia de testamentos ponién- 
de acuerdo todos los que se digan interesados en ellos, 

de encomendar á un secretario ó receptor la realización 
ju '■'̂ n̂iites que el Código Civil encarga nominalmente al

> como sucede, por ejemplo, en el caso del testamento 
^gado ante cinco testigos y  en el del testamento cerrado.n 

p extraña mucho la cita porque es verdaderamente contra­
eré y  conprendemos como, dadas las terminantes 
traerŝ *̂ '’*°” *̂ 10 y  12 del Código Civil, pueda 

 ̂ colación. El procedimiento que se insinúa, como con- 
Wn doctrina impugnada, contraría abiertamente 
'̂ •ce penal, el del artículo 1026 dcl citado Código, que

• «el testamento abierto ó cerrado en que se omitieren
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cualquiera de las formalidades á que deba sujetarse respectiva­
mente, según los artículos precedentes, no tendrá valor alguno.'i 
Uno de los artículos precedentes es el 1020 que encomienda al 
juez la funci^ón de formalizar y  legalizar el testamento otorgado 
ante cinco testigos y  otro es el 1025 que le encomienda la aper­

tura del cerrado.
Cómo, entonces, ante tan terminante sanción de la ley se 

nos puede decir que por lógica de la teoría de la renuncia- 
bilidad tendríamos que aceptar como válidos actos que la 
misma ley declara nulos? Acaso álguien ha sostenido que por 
convenio privado puedan quebrantarse los preceptos cuya in­
fracción la ley pena con nulidad? A l contrario, la teoría de la 
rcnunciabilidad procede cuando el legislador no manifiesta prO' 
hibición y  ya sabemos, y  lo hemos explicado, en qué casos a 

hay. E l citado es uno de ellos.

*# « '

Examinados y  resueltos ya los diversos casos pro p u esto s en 
el trabajo jurídico á que nos hemos estado refiriendo, réstan 
solamente establecer algunas conclusiones generales.

Podríamos haber invocado muchos ejemplos y  considera 

nes más para demostrar que la teoría que hemos los
presenta resistencia legal alguna, que por el contrario sa 
principios, no remueve ni ataca los legítimos Ínteres 
sociedad y  del individuo y  atribuye á cada uno lo que 
pió; pero ello no es necesario y  nos basta con encerra^  ̂
las terminantes disposiciones de la ley. Para nosotros 
jurídico sostener que los preceptos de e n ju ic ia m ie n t o ^  hag^*' 
miran al interés particular de los individuos que de e 

uso, no puedan ser renunciados, si cumplen con ¡nso®'
prevista en el articula 12 del Código Civil, y  es tam 1  ̂  ̂
tenible que una función determinadamente enconrien al
magistrados judiciales no pueda ser delegada, si se
desemi^eño de actuaciones que se encomiendan orui 
á agentes subalternos de la administración de 
teresados convienen y  lo piden, no habiendo pro 
la ley,  ̂ ’
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El precepto del artículo 12 citado, como'todo el párrafo en 
<lue está incluido, es de carácter general, aplicable en toda otra 
ley , es de Derecho Público en resumidas cuentas. No compren­
dernos, entonces, cómo se pueda excluir de sus efectos los pre­
ceptos de procedimiento civil, haciéndose de ellos una especia­
lidad independiente de la ordenación general. '

_ Es evidente, reconocido como está el alcance del artículo 1 2 
Citado, que aquellas leyes son también tributarias de la dispo­
sición que éste consagra y  por consiguiente á su tenor serán ó 
^0 •'enunciables sí cumplen ó no con sus condiciones.

Estimamos así que toda dificultad puede salvarse con la rigo- 
•"osa aplicación del principio que dicho artículo y  sus concor­

antes establecen y  no sería lícito en ningún caso y  bajo ningún
Pi^etexto desatenderlo, si queremos obtener resoluciones acer­
tadas.

Que la lejí- de enjuiciamiento civil va dirigida á salvar una 
•necesidad social ó del conjunto de los individuos, no cabe duda; 

de esto no puede deducirse, ni mucho menos aceptarse, que 
"itereses privados que resguarda hayan de perder su oficio 

y entiabar la acción de .sus duefios. Dichas leyes disponen para el
■ que éstos no dispongan, salvo que por consideraciones 

^speciales y  e.vpresamente determinadas, ellas mismas hagan 
>"eludible su mandato.

J u a n  A n t o n i o  B r i c e ñ o  V .

a d m i n i s t r a c i ó n  d e  j u s t i c i a  ' 

® menor cuantía en V alparaíso. T odo es nulo en ella

‘íu'cre el pueblo, pronta, barata y  buena, y  no guc- 
(rúr. <̂ r̂echo escrito. Dó ellos está harto, y  no reporta nin- 
' '“J, Pjwecho. ,,¡„o m ate. ^ ‘ ,
ley  ̂ funesto que las pequeñas transgresiones de la

'̂̂ nsti't  ̂ mucho. Y  la frecuencia de una acción
Casi ri hábito, y  por fin, la costumbre, que toma fuerza

' ley.
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También nada es más provechoso que una advertencia opor­
tuna y  cortés, de que tal transgresión' existe, á fin de que, los 
que pueden la remedien, ó á fin de que no se vuelva á repetir 
más. -

Los ciudadanos amantes del respeto á la ley, mirarán con 
buenos ojos y  recibirán con agrado tales prevenciones, enca­
minadas exclusivamente al bien de todos.

Los demás ciudadanos dejarán pasar el hecho en medio de la 
indiferencia; y los más ladinos, y  los más interesados de entre 
ellos, llegarán hasta criticar de audaces tales advertencias.

•Los primeros son los verdaderos soldados de la libertad y 
del magisterio de la ley, ¡os patriotas.

Los segundos son las huestes preparadas para la esclavitud 
y  los elementos activos de la servidumbre. Son, según la enér­
gica expresión de Tácito, ¡tomines adservitutem paratas, son ¡os 
anti-patriotas. . -

Repetiremos con Iriarte; Nuestras advertencias tocan á todos 
y  d ninguno; y  entraremos en materia, solicitando atención  ̂
indulgencia de parte del bondadoso lector.

• II

Los Jueces de Distrito y  los de Subdelegación de Valparaíso 
no son jueces nombrados conforme á ¡a ¡ey. -

Su nombramiento ado¡ece de nuiidad absoiuta.
Propiamente, ellos no son jueces y  están ejerciendo atribU' 

ciones que sólo competen á los jueces legales.
Sus sentencias y  sus actos son nulos; porque ellos son jueces 

sin valor legal, no son jueces de derecho.
La nulidad de su origen’ vicia áe nulidad sus actos 

riores. ■
Lo dicho parece mentira, un algo imaginario, algoq^*®. 

inventa. ' - A
Nosotros mismos nos hemos sorprendido ante la enorme» 

de las tesis enunciadas, pero ellas son realmente ciertas.
El asunto nos parece muy grave, muy trascendental; so  ̂

todo, en un puerto en donde existen hombres tan sobresalie^  ̂
en la magistratura, en el foro y  en la administración ‘ '
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0^ de todas las naciones dol orbe civilizado, que nos
° servan y  transmiten sus impresiones á sus respectivos Gobier-

y  conciudadanos, y  que miden y  aquilatan nuestro modo
ser y  grado de civilización por nuestros actos v  urocedi- 

mientos.

lo magnitud de nuestras afirmaciones, se presenta
positivamente cierto de ellas, como vamos á probarlo.

ñas Letrado especial propone tres perso-
de^n- nombra uno de entre los tres para Juez

istnto <5 para Juez de Subdelegación, según sea la vacante 
se procure llenar.

' •̂entô  ̂ procedimiento invariable que se observa, procedi- 
a] (j ? P°*' su base en cuanto al proponente, en cuanto

^^sigriante y  en cuanto á los nombrados.

atribuc^^^"^° porque el Juez Especial carece de
judicial propuesta, ni para generar el poder

En  ̂ ^^rior cuantía, que va á ser su subordinado.
porque el Intendente, como Gober- 

P^estas no debiera, ni le es lícito, aceptar pro-
'^ompctcnte origen legal, ni nacen de autoridad

En '
^niana ^ nombrados, porque su título viene viciado, 
P̂ <̂ sta k”  <̂ rigen ilegal, el nombrado no figura en una pro­
. a por autoridad competente, su título es colorado.

■ III '
El

“'̂ '■̂‘culo I« ?  Tribunales dice textualmente:
d serán nombrados por el

Departamento á propuesta en terna dcl Ju czd t
í'o J *

•"‘^aplica igual procedimiento'para nom- 

^̂ gtán est  ̂ A' Nada puede haber más claro.
Propon^* * '^posiciones legales, el funcionario competente 

'̂■tículr,*̂  de Letras y  nadie más.
"A kt. 3g ^  citada dice:

de’ l  ? departamentos en donde hubiere más de 
ras, se dividirá el ejercicio de la jurisdicción,..
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(fíjese el lector que aquí se habla del total de la jurisdicción,) 
nestableciénciose un turno entre todos los jueces, salvo,, (aquí 
está la excepción) que la ley hubiere cometido á uno de ellos el 
conocimiento de dcienninadas especies de causas.n

E n  la excepción entra el Juez de Comercio á quien la ley 
encomienda las causas comerciales, el Juez del Crimen que tiene 
las causas criminales y  el Juez Especial á quien la ley 
las apelaciones ó las nulidades, deducidas contra sentencias o® 

Jueces de Subdelegación. .
Entre las atribuciones que la ley confiere á los Jueces  ̂

Letras están las del artículo 37 de la ley citada, el que en sU- 
dos últimos números dice textualmente como sigue:

„2 ° En segunda instancia, de la s  causas de que c o n o c ie r e  

en p r im e r a  \o% jueces de Subdelegación d e l  D e p a r ta m e n t o .

„3 ° En i'mica instancia, de los recursos de casación que 
interpusieren contra las sentencias de los mismos j u e c e s  

Subdclcgación.M ■
Estas dos atribuciones han sido quitadas en Valpar»' 

Juez de Letras y  han sido depositadas en un Juez Esp 
como lo vamos á ver; y  esto se ha verificado sólo por vo « 

de la ley.

I V

lio
El origen del Juez Especial está en el inciso 2.° de a 

38 de la ley citada, que dice como sigue:  ̂ jg ja
IIPodrá del mismo modo á petición' ó previo in 

respectiva Corte de Apelaciones crear en loŝ  Dcp<̂ ''̂  eje'"’''̂ '̂  
en que fuese necesario Jueces Letrados EspeciaUs q*̂ ' joS 

^las atribuciones conferidas á los Jueces de Letras 
últimos incisos del artículo precedenten (los ya jas

Note bien el lector, que la ley sólo 
atribuciones de conocer en apelaciones y  en nu i ‘ 
más que esas. ' jg  la

El 22 de febrero de 1876 se dictó por el ^
el decreto que tiene tres artículos: el l.®pública

creación de un Juzgado Especial, el 2 P  r e l a t i v o
á Sec

y  el 3.'> referente á los Receptores de Menor C u a iit '*

XíTvrt(w;X
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El único que hace á nuestro estudio es el primero y  á la letra 
^'ce como sigue: ,

"i.° Créase un JuzgxXdo de Letras Especial en el departa- 
•Ti'ento de Santiago y  otro eu el de Valparaíso con las atribucio­
nes conferidas á los Jueces de Letras en los dos últimos incisos 
■del art. 37 de la L ey  de Organización y  Atribuciones de los 
Tribunales. , '

"Rige respecto de estos Jueces Especiales, en cuanto pueda 
serles aplicables, todo lo que en la citada ley se refiere á los 
Jueces de Letras, y  gozarán del sueldo asignado á éstos en los 

'̂^spectivos departamentos. M ,
¿Dónde está enunciada en las disposfciones citadas la atribu­

ción dada al Juez Especial de proponer las ternas para el nom­
bramiento de los Jueces de Distrito ó de Subdclegación? 

imposible es hallarla en ley alguna.
La ley sólo le da dos atribuciones, las de los dos incisos, la

‘'relativa á apelaciones y  la referente á nulidades.
■ No hay más atribuciones.

Luego, es evidente que no puede tener la facultad de propo-
*̂ er ternas; y  que el funcionario que se atribuye tal facultad,

da algo que no le da la ley, y  que le quita á otro funcio­
nario.

Ejerce un exceso de poder, exceso que no tiene el apoyo de 
 ̂ y  á cuyo exceso la ley fundamental quita toda eficacia; 

Parque no sólo desautoriza el exceso de poder, que engendra 
sino que también anula todo lo que se haga en virtud de 

fse exceso de poder.
 ̂ apoyo de nuestra última tesis traeremos el artículo 151 

•muestra Constitución Política, que dice á la letra como sigue: 
Nii^guna magistratura, ninguna persona, n¡ reu- 

‘ de personas pueden atribuirse, ni aun á pretexto de cir- 
ancias extraordinarias,, otra autoridad ó derechos que los 

se les haya conferido por las leyes. Todo acto 
^ontravención á este artículo es nulo.» 

torid Especial de Valparaíso se atribuye la au-
c u ' >  ̂ derecho de proponer ternas para jueces de menor 

<íerecho que la ley no le ha conferido, ni expresa ni 
' '̂Tiente; luego, dicho Juez procede en contra de lo que

“ “ V I S T A  K O R F .N S E .— T O M O  V I I I  3 °

I
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manda el artículo constitucional citado. Luego el acto ejecutado 
por él, de proponer ternas para jueces de menor cuantía, es nulo 
<5 sin valor jurídico.

De todo lo dicho se desprende, en forma que no admite duda 
ni discusión:

1.° Que las ternas propuestas por el Juez Especial son nulas 
ó sin valor ante la ley;

2.° Que el Intendente en este caso recibe un elemento ilegal 
y  lo ingerta en el mecanismo del derecho escrito; .

3.“ Que de ese elemento nulo salen los nombres de las per­
sonas designadas para que hagan justicia en el primer puerto 
de la República y  del mar Pacífico;

4.° Que la justicia de menor cuantía es hecha por personas 
no investidas de jurisdicción legal, que carecen de a u t o r i d a d  

legítima.
Podríamos seguir enunciando numerosas consecuencias, 

se desprenden fatalmente de nuestra tesis, comprobada con el 
razonamiento que precede á las anteriores deducciones. '

Las personas favorecidas con tales nombramientos, debieran 
no aceptarlos, no en són de rechazo ni de ofensa, sino como una 
manifestación de que verían con agrado, que tales cargos se 
confiriesen sin i¡ncnoscabo del respeto á la ley. A sí la autori­
dad no tendría cómplices en lo malo, ni cooperadores.

Los ciudadanos darían el alto ejemplo de hombres vcrda e 
ramente amantes del magisterio déla ley^,único cimiento dura 
dero de toda sociedad humana; y  pondrían un dique rudo, pe*"® 
insalvable, á los avances del poder, sea para el bien, sea 
el mal.

Las autoridades no tendrían cómplices ni contarían con 
tes para el desarrollo de sus excesos de poder, se verían so a® 
aisladas, y  tendrían, por la necesidad de las cosas, que circuo 
crjbir su acción á las líneas trazadas por la ley misma.

Demostrado que los Jueces Especiales no tienen la  ̂  ̂
ción de proponer ternas judiciales, vamos á examinar las o 
ciones que pudieran hacerse.
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¿Cómo, siendo ilegales tales ternas, ha podido subsistir tanto 
t’cinpo tal práctica?

Esta objeción no es tal, es puramente de aparato. Ella equi- 
''■‘le H lo siguiente: el hecho existe; dadnos una explicación de 
su existencia. ,

¿Vamos á satisfacer tal exigencia?
No; hay personas de por medio y  nuestro estudio entraría á 

Apreciar móviles personales, degeneraría y  podría atribuírsele 
papel que el científico ó el jurídico.

Izaste saber en tesis general que la inercia por un lado, la 
^wbición de mando por otro, el interés personal por aquí y  e l .

^"'culo ó partido por allí, han contribuido, cada elemento en 
su esfera, á mantener una práctica abusiva y  bochornosa hasta 

sobre todo, cuando no se ve en ninguna otra par- 
el t  ^^PÚblica y  sólo tiene existencia en un pueblo dond« 

e emento extranjero es tan numeroso y  respetable y  tan 
’^̂ ante del resjxíto á la autoridad y  á la ley.

orma contraste, esencialmente visible, el poco y  poquísimo 
^  peto á la ley por parte de nuestras autoridades locales y  el 
noŝ  rriuchísimo respeto por parte de los extranjeros que 
'  ̂ viven en medio de nosotros.
‘ ¡̂tadô  En el 2 ° inciso del decreto supremo del 76
se - rr^  ^^P'ado más arriba, se dice, se autoriza el hecho que 
de . ' ilegal; porque ese inciso dice que respecto

estos Jueces especiales . . .  todo lo que en la citada ley se refiere
Jueces de L etras...,, .

tra" propuestas de ternas se refieren al Juez de Le-
^ uego ellas incumben al Juez Especial.

porq  ̂ '̂’S^'^entación es errónea y  la objeción es inexacta;
êrnal  ̂ no autoriza á los Jueces Especiales formar

Ûciô i!̂ °.*” *̂̂ ° ninguna de sus atri-
Podr/o^ ^ podría quitar una sóla, porque un decreto no 

Así 1  ̂ reformar una ley.
Con °  artículo 52 del Código Civil,
sus se puede quitar á un funcionario una sola

<̂ Pone y  conferírsela á otro funcionario. A  ello se
 ̂ precepto constitucional que copiamos:
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" A r t .  28. Sólo en virtud de una ley se puede: ^
Hio.° Crear ó suprimir empleos públicos; determinar 6 modi­

ficar sus atribuciones. .. n >
De darle al decreto de creación del Juez Especial en su se­

gundo inciso el alcance de que le faculta para formar ternas, se 
corre el peligro de hacerlo inconstitucional y  derogatorio de una 
ley, lo cual es inadmisible y  fatal.

V I

Veamos cómo se ha opinado por el Congreso en esta mateoa 
y  por fes Cortes de Justicia, y  notemos si nuestro pensamiento 
guarda semejanza con el pensamiento de estos altos cuerpos

constitucionales. 1 ,
E l 8 de abril de 1879 se presentó en la Cámara de Diputado 

la proposición de suprimir algunos Juzgados.de Letras. 
proyecto pasó á la Comisión de Legislación y  Justicia, y   ̂
miembros de ella, don Enrique Mac-Iver, don Vicente Reye > 
don Aniceto Vergara Albano, don Carlos W alkcr Martínez^y 
don Pedro Montt, presentaron el 25 de agosto de ese aflo 
proyecto de ley en que, desechando la idea de la q
ampliaba las atribuciones de los Jueces Especiales de San 1

y  de Valparaíso. . j,o
Entre las atribuciones de que se quería investirlos, porq^  ̂  ̂

las tenían, figuraba la de proponer ternas; pues el •
de dicho proyecto, que duerme el sueño del reposo, dice 

••A rt. 5.» Formarán ías ternas para el 
Juez de Distrito y  de Subdelegacion y  de Receptores e

Cuantía.. .n las
E l 14 de enero de 1882 se dictó una ley que aumen  ̂

atribuciones de los Jueces Especiales en lo referente 
materia de menor cuantía. Dicha ley dice así: coO®'

••A r t í c u l o  ú n i c o . Los Jueces Letrados Especiales. .̂^^^^ .̂  ̂
cerán también en única instancia de las causas de co 
cuya cuantía no exceda de doscientos pesos...

Como puede notarse, no se habría dictado esta ley Y P .^plí- 
to aquel proyecto, si las ideas que contienen estuviere»
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citamente contenidas en el inciso 2 “ del decreto de creación de 
febrero del 76 , citado.

R1 pensamiento legislativo se ve claro y  poderoso contra la 
práctisa existente y  que combatimos.

V II

Veamos cómo piensa la Corte de Iquique en un asunto que 
se relaciona con la actual cuestión. “

El Procurador Municipal de Tocopilla presentó á la resolu­
ción del Juez de Letras de Autofagasta en el mes de octubre 
Je 1885 líiás ó menos las siguientes tesis: i.‘  que se declarasen 
nulas todas las diligencias de un sumario sobre un amago de 
incendio ocurrido en Tocopilla, practicado por don Aurelio Zí- 

cruelo, como Juez de Subdelegación, por haber sido nombrado 
t l̂ en terna no pasada por autoridad competente; 2.» que se 
procesase al nombrado como tal Juez y  al Alcalde que lo de- 
s’gnó don Toribio Sobarzo; y  3.» que se procesase al Gobernador

c Tocopilla don Daniel A. Novoa, que hizo tal nombramiento 
‘legal.

Iguales peticiones formuló el mismo Procurador municipal, 
. . carácter de Promotor fiscal, en un nuevo proceso que se 
jnició contra el Receptor de Menor Cuantía, al servicio del Juez 

^gal, por abuso en el desempeño de sus funciones.
ranscribiremos íntegro el otrosí que contiene en ambos jui­
la tesis 3.a enunciada más arriba, á fin de que el lector 

‘Comprenda su alcance genuino,
^  "Tercer otrosí. Como el Sr. Gobernador de Tocopilla, don 
^_aniel A. Novoa, procedió al nombramiento del Sr. Zilleruelo 

i  laT^ ^'^b'cran concurrido los requisitos legales, pido se oficie 
di h Corte de Iquique insertando esta vista, á fin de que 

T^bunal proceda, s i lo  tiene á bien, á levantar 
(jg averiguar la responsabilidad del Sr. Gobernador
la r nombramiento expresado y  especialmente

determina en el artículo 220 del Có- 
inscrt V- S. dar lugar á lo pedido en este otrosí,
Corro °  dicho oficio, en compulsa, los documentos que 

en copia de fojas 7  vuelta á fojas lo.— Bravo.,,
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El Juez de Letras de Antofagasta proveyó en el primer juicio 
lo que sigue:

' "Antofagasta, octubre lO de 1885. - E n  lo principal y  primer 
otrosí, constando de la nota de fojas 15 que don Aurelio Zille- 
ruelo fué nombrado Juez de Subdelegación por autoridad com­
petente, no ha lugar-, al segundo otrosí, no resultando de autos 
mérito para atribuir falta de cumplimiento de la ley por parte 
del Juez de ^ubdelegación nombrado, don Aurelio Zilleruelo, 
ni por parte de don Toribio Sobarzo, como Alcalde éste de 
Tocopilla, no ha lugar, al tercer otrosí, hágase como lo pide el 
ministerio público para los fines á  que haya lugar.— V a l DÉS."" 

Mujica.» •
En el segundo juicio enunciado más arriba, recayó esta pro­

videncia:
"Antofagasta, octubre 22 de 1885.— Vistos:
En lo principal y  primer otrosí, habiéndose practicado 1̂ “̂ 

dilijencias á que alude el señor Promotor fiscal por un Juez  ̂
Subdelcgación nombrado por autoridad competente, según apa* 
rece de los documentos testimoniales de fojas 7  vuelta y  sigii'^'’ 
tes, no ha lugar, al segundo otrosí, no re,sultando mérito bas 
tante para procesar á don Aurelio Zilleruelo, que ha procedí  ̂
á desempeñar el cargo con nombramiento de autoridad com 
petente, ni á don Toribio Sobarzo, que ha ejercido las funcione^ 
de Alcalde, siéndolo de Tocopilla, no ha lugar, al tercer 

para los fines á que haya lu g a r.-V a L D É S .- 

jica.» jg
El Promotor apeló de ambas resoluciones, y  la Cor^ 

Iquique áió, en el primer caso, el incendio, el siguiente a o 
"Iquique, noviembre 6  de 1885.— Vistos;
Con lo expuesto por el Sr. Fiscal en el dictamen que 

y  teniendo presente que don Aurelio Zilleruelo no 
nombrado Juez de Subdelcgación de Tocopilla en la 
ordena la ley, por cuanto la propuesta no fu é  h e c h a  p o r  os 

donarlos que designan los artículos 18 y  36 de la ley  ̂
octubre de 1875 , se declara que son nulas las dUtgettâ ^  ̂r 
cadas en este juicio por el mencionado Zilleruelo en el 
de Juez de Subdelcgación, debiendo instruirse nuevas 
sumario por el funcionarlo á quien corresponda.
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S e revoca en lo  contrarío  á éste el auto  apelado de lO d e 
octubre últim o, corriente á fojas lO  vuelta.

Publíquese y  d evu élvase .— Ballesteros. —  Urnitia Flores.—  

Puenzalida.—  Varas.— Marihiez R., secreta.ño.u ■ '
E l 28 de noviem bre, la  m ism a C orte  resolvía  el auto  ap elad o  

«n el segundo juicio, y  d aba una resolución ex a ctam en te  igu al 
^ la anterior desde teniendo presente h asta el fin, y  suscripta por 
^os mism os M inistros, m enos por el Sr. V aras.

Con las sentencias transcritas queda dem ostrado que las d ili­
gencias hechas por un Juez nom brado ilegalm en te son nulas. 

L a  razón de esto  se com prende.
L a  ley  sólo o torga  sus favores cuand o se anda por los cam i­

nos que ella  m ism a establece.

La jurisdicción sólo nace para aquellos que han llegado á ser 
Jueces conforme á la ley.

V I I I

Toca exh ib ir lo  que ha pensado la  C o rte  Su prem a en el pun- 
‘ O en exam en.

E l 6 de m arzo de 1878 el Juez d e L etra s  de V alp araíso , 
on A ndrés R ojas, e levó  una n ota  al In tendente don E u lo g io  

tamirano, y  éste, el 7 d e m arzo, la  transcribió  al M in istro  de 
Justicia.

^ ich a  nota era com o sigue:
^ "P or el artículo 38 de la  L e y  de O rgan ización  y  A trib u cio n es 

® los T ribu n ales y  Juzgados, se autoriza al P residente d e  la  

'^publica, previo inform e de la  respectiva  C o rte  de A p elacion es, 

L etrad o s E sp ecia les que ejerzan las atribucio- 
conferidas á los Jueces de L etras, por los núm eros 2.® y  3.® 
artículo 37.

le sido conveniente que se hubiera expresado en la  m ism a

 ̂ Jueces E sp eciales á quienes corresponden tam - 
36 atribuciones que son m ateria de los artícu los 18, 22 y  

jncis'' refiere á los dos citad os 254 inciso 2.“ y  250
1^0 p  silen cio  h a  sido com prendido por el Supre-

“ tiern o  en el sentido d e hacer ex ten siv o  á esos Jueces 
°  o que en la L e y  de O rgan ización  de T rib u n ales se refiere
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á los Jueces de Letras, en cuanto pueda serles aplicables según
lo expresad supremo decreto de 22 de febrero de 1876.

"Desprendiéndose del citado supremo decreto que es al Juez 
Letrado Especial á quien incumben los deberes impuestos por 
los referidos artículos déla  L ey  de Organización de Tribunales, 
aunque esta ley en su artículo 38 sólo trata de las atribuciones 
conferidas por los números 2 ° y  3 ° del artículo 37, me dirijo á 
V . S. para que, si lo tiene á bien, se sirva impetrar una declara­
ción sobre el particular dirigiéndose al efecto al Supremo Go­

bierno, ti '
Como ve el lector, el Juez de Letras no es franco; presenta 

enmarañado su pensamiento, ó bien no concibe más qus lo que

está escrito. . .
Él equipara un decreto á una ley, primer error; y  en seguid

atribuye la declaración al Ejecutivo, segundo error. _
L a  enunciada nota fué transcrita por el Ministro de 

don Miguel Luis Amunátegui, á la Corte Suprema el 18 ® 
Marzo del mismo año, y  le dice que desea conocer el dictamc 

de ella acerca de su contenido. .
L a Corte Suprema contestó en estos términos: . .j

■ ^Santiago, marzo 22 de 1878.— E l Juez de Letras en lo 
de Valparaíso.’ pide una declaración que extienda las 
nes de los Jueces de Letras Especiales, creados en virtu 
artículo 38 de la L ey de Organización y  Atribuciones e 
Tribunales, á  los casos señalados en los artículos 18, 22 y  3 
la misma ley.

No corresponde al Supremo Gobierno sino al 
cional, expedir una declaración que sería ó una interpre 
abstracta y  general ó una modificación de la ley.

Si ésta ofreciere en su inteligencia dudas fundadas qu^ 
barazasen su aplicación, sería necesario ocurrir al 
gislativo para que fijase y  determinase su ve rd a d e ro  sen 

No reputa esta Corte fundadas las dificultades exp 
por el Juzgado de Letras, y  en su concepto, basta aplica*" 
según su tenor literal. g ¿q la.

Los Juzgados Especiales de que habla el y
ley, han sido establecidos con dos objetos determina 
elusivos: I.®, conocer en primera instancia de las causas

P O N T IF IC IA
U N IV E R S ID A D

C A T Ó L I C A  Dfc 
V A L P A R A Í S O



conocieren en primera los jueces de Subdelegación del Depar­
tamento; y  2.°, conocer en última instancia de los recursos de 
casación que se interpusieren contra las sentencias de los mis- 

jueces de Subdelegaciones. Ilimitadas sus atribuciones de 
esta manera, ni pueden proponer terna para nombramiento de 
jueces de Distrito, ni informar acerca de las incapacidades V  
excusas de estos jueces, ni ejercer las demás atribuciones gene- 
•■almcnte asignadas á los Juzgados de Letras. El decreto de 22 
'íc febrero de 1876, que creó los Juzgados Especiales de Santia-
So y Valparaíso, sólo tuvo por objeto dar cumplimiento á la ley 
y no alteró ni pudo alterar sus disposiciones.

"Esta Corte devuelve á V. S. la consulta del Juzgado de Le- 
tí'as de Valparaíso, sobre la que se le ha pedido su dictamen, 
^ios guarde á V. ?>.— Manuel Montt.— José Miguel Barriga.—  
J' Alejo Valenzucla.— Alejandro Reyes.» •

No puede ser más enérgica la expresión condenatoria de la 
orte Suprema de la tesis contraria á la nuestra y  de la prác- 

t'ca hoy existente y  que calificamos nosotros de ilegal.
No estará demás que agreguemos la respetable opinión de 

Manuel E. Ballesteros. El, en su obra sobre n Antecedentes, 
Concordancia y  aplicación práctica de la L ey  de Tribunales,u 

’̂^presa este pensamiento: uSi no hubiera de pensarse en la 
^^presión de los Juzgados de Apelaciones y  en la conveniencia 

° 'i^antener un régimen igual en todos los departamentos de 
 ̂ República, convirtiéndolos en juzgados civiles, sería de desear 

por lo menos llegasen á ser ley los artículos 4 .“ y  S-° del 
proyecto (el de 25 de agosto de 1879 citado) para que cese de 

ilegal la práctica que hoy día se observa sobre nombramientos 
 ̂ jueces de Subdelegación y  Distrito, y  excusa para servir 

cargos, negocios en que la ley no llama actualmente á in- 
Especial de Apelaciones, sino al Juez de Letras 

departamento ó al Juez Letrado de turno en lo civil..1 
^tas líneas es lo único que, como pensamiento del autor, 

ros dicha obra publicada en 1890; el señor Balleste-
aparece pensando lo mismo como Ministro de la Corte de 

en las sentencias copiadas más adelante.
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IX

Hemos recopilado cuanto hemos creído necesario en contra 
de la práctica observada en Valparaíso para designar jueces de 
menor cuantía. '

Los males que produce tal práctica son incalculables y  hieren 
directamente al pueblo, al hombre de corta fortuna.

Las sentencias que den tales jueces son nulas y  lo es todo 
cuanto hagan. Así, por ejemplo, son nulos los sumarios 
indebidamente forma el Juez de Subdelegación de Viña del Mar> 
que es la 24 Subdelegación del Departamento, sea que ocurra 
el suceso, materia del proceso, dentro de la parte urbana de di' 
cha subdelegación, sea que se verifique en la parte rural de I» 
misma. La razón es la tantas veces repetida, que no es juez; es 
un particular falsamente ataviado con los caracteres de juez.

Que dichos sumarios son nulos, lo prueba prácticamente 
sentencia de la Corte de Iquique, copiada rñás atrás y  dada con 
motivo de un incendio en Tocopilla. .

Los Jueces del Crimen de Valparaíso deben procurar no ba­
sar sus sentencias en un sumario formado por el Juez de Vii'^ 
del Mar.

Los valores que se ventilan ante los 24 Jueces de Subdcl^ 
gación y  los Jueces de Distrito del Departamento de 
raíso, que en su casi totalidad son urbanos, pueden estimar.se 
año, por término medio, en cerca de trescientos mil pesos. 
poniendo que cada Juez dé una sentencia al día y  que 
juicio valga diez pesos. .

Por lo visto, no es tan insignificante el asunto y  vale la 
de que los hombres de Gobierno conjuren el mal pronto, y 
de todo punto inevitable reaccionar poderosamente cont’’̂  
práctica que produce tantos males y  beneficio ninguno.

Y  ya que hablamos de beneficios, ¿qué utilidad práctica 
peculativa se alcanza con que el Juez Especial proponga 
ternas? .

Ninguna; al menos no alcanzamos á percibirla si es qu®  ̂
te alguna. .

A l contrario, el Juez Especial buscará hombres que
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^omoél, que fallen como él, y  de sus ideas individuales, conclu­
yendo al último por haber llegado á formar, de jueces indepen- 

■entes, un conjunto de humildes subalternos, que verán en el 
JUez Especial su generador y  su benefactor, que dispensa ho­

y  el esplendor del poder.
^  todo esto en el mejor de los ideales; porque sí al Juez Es- 

P ĉial se le ocurre ser jefe ó auxiliar de política militante, todo 
Volverá una merienda de negros y  la justicia abandonará la 

para permanecer en las nubes, fuera del alcance de los 
j^ortales y  para que impere entre los hombres sólo la injusticia.

'Señados los males á grandes brochazos y  demostrando lo 
^egativo de los beneficios de la práctica que criticamos, creemos 

® utilidad enunciar someramente los caminos que podrían re- 
'^ '̂íiarlos ó evitarla.

■Aconsejaríamos que los ciudadanos favorecidos con tales 
ramientos, no los aceptasen, exponiendo la razón de su no 

^tación y  fundándola en la nulidad que entrañan, 
los aconsejaríamos que los litigantes dijeran en todos

tficompetencia del juez, fundada en el vicio de nuli- 
el nombramiento y  en que, por lo tanto, carece de juris- 

6 del carácter de ju c .
Jue' P* t̂ición no surtiera efecto, se apelaría del fallo del 

ŝtê  I^istrito ante el Juez de Subdelegación, y  del fallo de 
primera instancia ante el Juez Especial, 

ád' asunto ante el Juez Especial, habría que implicar
de °  oficio, no se diera por implicado. L a razón
248̂ 1̂̂  '"’ P'icancia está enunciada en el núm. i.° del artículo 
Per  ̂ Tribunales. En efecto, dicho Juez tiene interés 

gj  ̂ que sus propuestas sean declaradas válidas, 
dio ^̂ ''’ '̂era efecto la implicancia, se le recusarla en subsi- 
da.' ^*i^ose en la causal lO.» del artículo 250 de la ley cita- 

dicho Juez ¡la dado su opinión de validez al 
Im p ’̂ '̂ P̂̂ ctiva propuesta. 

veces^de^^°  ̂ recusado el Juez Especial, entraría á hacer las
Letras menos antiguo, el del primer 

2̂8 d«? , conforme con lo dispuesto en el artículo
la ley citada.

•Jl estrso
cursos no bastasen y  si los superiores apoyasen áestos

I...
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V

los inferiores con sus resoluciones ilegales, sé anotarían tales 
casos á fin de preparar los elementos para la acusación contra 
los jueces prevaricadores, que á sabiendas hubieren fallado 
contra ley expresa, como lo dice textualmente el artículo 223 
del Código Penal.

Si estas acusaciones no pusieren dique al mal, si el Supremo 
Gobierno no resolviese la duda propuesta por el Juez de L e t r a s  

de Valparaíso, duda que aun espera resolución; si el Congreso 
no dictase una ley que concluyera con lo abusivo de la práctica 
en examen y  que regularizara las cosas, creemos que, para po' 
ner término al mal, sería llegado el caso de emplear a q u e l  re- 
m'édio que aconsejaba á sus alumnos el antiguo profesor 
práctica forense, Sr. Güemes, contra un juez prevaricador, á sa 
ber: darle una paliza por mayor (i).

E l recurso de la tunda es un remedio doloroso y  extrenio» 
pero necesario, porque la desesperación de no poder na  ̂
justicia entre los hombres, produce ese remedio ejemplar y 
sonal, antes que recurrir á conmociones sociales, y  porque 
que demostrar que uno no os esclavo y  que no se tolera la bu 
permanente de leyes claras y  sencillas.  ̂ ,
' Los perversos tienen que desaparecer del e s c e n a r i o  p u  

para d a r  paso á los buenos. Esta es la ley del p r o g r e s o .  J 
que nuestra humilde palabra no cayera sobre rocas. j

Así lo esperamos. Los funcionarios que pueden r e m e  

mal, objeto de esta disertación científica, son personas e 
cha ilustración y  muy empeñadas en reí^lizar el bien 

Invitamos al Juez de Letras á que salga de su 
ejercite su atribución de proponer ternas y  forme comp«
Manos á la obra, señor Juez.

A g u s t í n  B r a v o  C i s t e R í '^ ^

( I )  L a  R e v i s t a , c o m o  ta n ta s  v e c e s  lo  t ie n e  d ic h o , n o  s e  nac 

b le  d e  la s id e a s  d e  lo s  a u to re s , se a n  e lla s  c ie n t íf ic a s ,  ó  d e  s im p le *  

y  pr ude nc i a . — '
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.b r e v e s  o b s e r v a c i o n e s  s o b r e  l a  a p l i c a ­
ción de algunos artículos del Reglamento del Conserva­
dor de Bienes Raíces.

)

•̂ 1 publicar estos apuntes, no nos guía otro propósito que 
'̂■atar de establecer uniformidad en la aplicación de algunos 
•̂'tículos del Reglamento del Conservador de Bienes Raíces.
 ̂ Por la poca práctica que tenemos y  el escaso tiempo de que 

trab°^ para tratar esta materia, creemos que nuestro
se presta á una fácil crítica; pero eso es lo que deseamos; ■ 

Ûe algún colega se tome la molestia de desvanecer nuestras 
s y salvar los inconvénientes que hemos notado. . 

te p establece que el Repertorio se cerrará diariamen-
■ ners creído algunos Conservadores que debe po­
ro r  ̂ el día feriado. Creemos que esta práctica no es
g] P'̂ ’̂que si el Conservador no mantiene su oficina abierta 
®ste '̂ P°'í*'á entonces estar obligado á certificaren'

C r  '

' t̂il hacer notar la mala práctica establecida por 
ci , anotar en el Repertorio del Conservador las so­

y  demás instrumentos que van á inscribir en el Re- 
'í̂ e'̂ el Este proceder no tiene fundamento, puesto
Pro • de Comercio es independiente del Registro de

y su Repertorio; y  según el Reglamento de Co- 
tr  ̂ Conservador no lleva Repertorio sino un solo Regis- 

llama de Comercio, 

antes siempre que se transfiera un derecho
La mencione en la nueva inscripción la anterior,

sona anterior á que debe referirse, es la de la per-
 ̂ cualquiera inscripción anterior como 

’̂̂ ‘̂ P>cdad'‘*̂ *̂ ° practicar repetidas veces. Por ejemplo: A  tiene 
i i  j inscrita, mu(|-e y  sus herederos venden la propiedad, 
P®*'qüc se refiere? Es claro que á la de los herederos,

pro á la de A , resultaría que se había inscrito
P'cdad que, según el Registro, pertenece á otro (á A).



Á  este respecto, hemos visto inscribir una venta hecha po*" 
una viuda con hijos, refiriéndose el Conservador á la inscrip­
ción á nombre del finado marido. Para proceder á la inscripciói  ̂
en el caso de que tratamos, debe primero practicar las inscrip' 
ciones prevenidas en el art. 55, número i .° y  2 °, y  referirse á 
última de estas inscripciones.

Haremos notar aquí un error en que, á nuestro juicio, ha iO' 
curtido el señor R. V. en su obra titulada La Testainentif^^' 
don, página 188, al decir que la posesión efectiva debe aiiO' 
tarse en el Conservador del Departamento donde está ubicad» 
el inmueble, para que el dominio se transfiera á los h e r e d e r o s .  

— Para que el dominio se transfiera á los herederos se necesita 
inscribir el decreto de pose.sion efectiva en el departamento 
que fuere pronunciado (que puede ser el de la ubicación) / 
practicar las inscripciones prevenidas en los incisos i.® y 
del 687 del C. C.— Para practicar estas inscripciones, le sirve 
título la posesión efectiva y  testamento, si lo hubiere; y  al 
tuarlas, debe referirse el Conservador á la inscripción á 
del causante de la herencia.

No podemos dejar de consignar la práctica establecida P  ̂

algunos de no inscribir un contrato de arrendamiento de p'"*̂  
piedad no inscrita, sin el aviso prevenido' por el artículo 5̂  ̂
Esto no tiene razón de ser, por cuanto el citado artículo 5̂  ® 
e.xige esa formalidad para la constitución de los derechos 

usufructo, uso, habitación, censo é hipoteca.
Los bancos estipulan en sus escrituras que las aguas 

gan las propiedades hipotecadas no pueden enajenarse- 
estipulación es una prohibición de enajenar que se inipo 
deudor, por consiguiente debe inscribirse en el R egistro   ̂  ̂
hibiciones. Pocas veces se practica esta inscripción, 
limitan á estampar esta cláusula en el Registro de hipo 
donde no tiene valor alguno. '

V Í C T O R  V a r g a s ^ '
, • Notario público deConCPC-
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a r t í c u l o  146 D EL CÓDIGO DE M IN ERÍA

" S i  t e r m i n a d o s  I o r  a v i o s  h u b i e r e  q u e d a d o  la m i n a  

e n  d e M : u b i e r t o ,  e l  a v i a d o r  t e n d r á  d e r e c h o  d e  r e t e *  

n e r l a  y  s e g u i r l a  a v i a n d o  b a j o  « u  a d m i n i s i r n c i < 1 n  ha> ^ ia  

p a g a r s e  p r e f e r e n t e m e n t e  A t o t l o  o i r o  a c r e e d o r ,  e x ­
c e p t o  l o s  h i p o t e c a r i o s  a n t e r i o r e s ,  n o  s ó l o  d e  In  d e b i ­

d o ,  i» Ín o  d e  i o s  n u e v o *  a v í o s  c o n  l o s  p r e m i o s  y  e n  la 
 ̂ f o r m a  e s t i p u l a d a  e n  e l  c o n t r a t o . n

Pl
contrato de avíos, llamado vulgarmente por los mineros 

avíos, tiene por objeto proporcionar capitales al dueño 
j  ̂ mina que carece de los recursos necesarios para explotar- 

 ̂y hacerla prosperar.
 ̂ contrato es bilateral y  por tanto impone obligaciones á 

nien  ̂ A l aviador, le toca facilitar los capitales conve-
ejecutar el laboreo de la mina, y  al dueño de la 

> píigar en época oportuna las sumas prestadas.
 ̂ os contratos de avíos, han existido en el Código del año 

de ^•'denanza de Nueva España. Nuestro actual Código 
en decirse que no ha hecho otra cosa que beber

rnisma fuente que los anteriores.
1 . . . .

desde un principio, demandan fuertes capitales y  
oreo exige muchos conocimientos prácticos y  legales, 

darig  ̂ minero no tiene capitales ó recurso alguno para 
*°l>citar  ̂ industria, necesariamente se verá en el caso de 
y nf̂   ̂ avíe para que no se paralicen las faentis

Piérdalo hecho.
tinúe vienen á dar facilidad al industrial para que con-

y florezca su industria. .
'^ina '̂'^os concluyendo la pobreza ó necesidad de
Cüaî ’ cuando ha pasado el término ú operación para
Se e-‘5t>Pulado.
da mina queda en descubierto cuando

"̂■̂bajo  ̂ P^Sar á los aviadores, verdaderos impulsadi iros del

El dér
es P'^eferente, que se da al aviador por este artículo 

para el °  natural, por cuanto es él quien da sus capita- 
®°® ênimiento de las operaciones y  progreso de la
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E l aviador, al contratar los avíos, averiguará si la mina está 
ó  no gravada con hipotecas, porque de ahí dependerá la segu 
ridad de sus capitales aviados, en caso de quedar la mina eH 
descubierto.

El aviador, al tomar la mina bajo su administración, se con­
vierte en mero tenedor de la mina, reuniendo, por consiguiente, 
las cualidades de aviador y  administrador.

Lo debido se refiere á los avíos anteriores, que el minero 
recibido, para la explotación, más no á otra clase de deud^ 
porque aquí se trata sólo de los avíos en particular sin consi  ̂
ración á ninguna otra deuda extraña.

— Los nuevos avíos son los que da el aviador después de tom 
la mina bajo su administración y  cuidado.  ̂ ^

Se forman en realidad de verdad dos épocas de avios- • 
anteriores á la administración; .̂°, posteriores á ella.

Los premios son los intereses, ganancias ó aum entos 
estipulan, en beneficio del aviador al celebrar el contrato

avíos. _ .̂ ¡5n
L a Ordenanza de Nueva España contiene una disp 

parecida, aunque no enteramente igual; sin embargo tiene 
chos puntos de contacto. ^

Este artículo 146 tiene alguna relación con el I4S> 0̂
to se supone que la administración fué descuidada, P°'‘ gi

• se utilizaron ó aprovecharon los capitales 
aviador ó no fué bastante honrado el dueño que pudien ° 
que no pensaba continuar trabajando la mina no lo que

El abuso de confianza aparece de manifiesto á pesar .̂ 1̂ 

no lo hace notar la ley. Esto se desprende del 
de la legislación y  especialmente del artículo 1 4 ^
Código.

Si se contratan avíos, es porque se reconoce la po °
mina, y  adquiriendo capitales para trabajarla, no fe
motivo alguno para dejarla sin explotar. Luego la 
evidente. quc ®

El minero que así procede, lo hace teniendo en 
aviador se hará cargo de la mina, librándose él 
Se presume el dolo y  no queda duda alguna al respe 

Tienen mayor fuerza é importancia que los av o i



bienes registrados en el respectivo conservador de minas y  
constituidos antes que los indicados avíos. '

Las hipotecas y  gravámenes posteriores á los avíos, regis­
trados, quedan pospuestos á los avíos, por el hecho mismo de 
su fecha ó época del contrato. Lo que primero se establece y  
•'Solemniza tiene preferencia sobre lo que viene después, aunque 
se llenen todas las formalidades prescritas por la ley.

El segundo aviador queda siempre en lugar inferior al pri- 
l^ r̂o, en cuanto al pago, porque nada puede recibir antes que 

^ya sido completamente finiquitado e l ,primero.
Si el primer aviador prestó un concurso oportuno y  eficaz, 

•̂ t̂ural y  lógico es que el dueño de la mina atienda preferente- 
'Tiente dicho crédito. L a simple razón nos aconsejaría esto 
‘^‘srno en todos los casos análogos. '

L u i s  C u s t o d i o  C o n t a r d o

a n a l o g ía s  y  d if e r e n c i a s  e n t r e  l o s  a r ­
t íc u l o s  DE l o s  CODIGOS CHILENOS

(Continuación)

1579 -1029 -2132 inc.2.<*-2142.
2103 mim. 5 -2 16 5 -2 17 0 . \
1 5 « - 1 5 0 7 .

1407 final-1577 - 1581 -1097-2103.

• i S
SOo

1489 - 1547 inc. 2.» - 1549 -1550 - 1553 - 1558 - 
IS91 150 9-10 77- 1081 -2320-2322. ’

1354 - 1497 - 1523 - 1570 - 1592-1594 - 1019 nú- 
I tq,  mero 2 - 2204.

■S9 -
>S96 2 “ y 3.“ - 1570- 2092 - 2209- 2402 - 2442.

1497 - 1500 ¡nc. 2.°-2092.
''•STA KORP.NSE.—tomo VIH 3I

. PONTiriCLA
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1597
1598 
i6oo 
.1601
1602

1603
1604
1605

1606
1607

1608 
i ( ^  
1610

1 6 1 1
1612

1614

1615 

1618
N .oi 
II 2

II 8

II 9

II 1 0

1622
1623

1624
1625

1626
1627

1628

1629 

1^530

1631
1632

1500 inc. 2.»-2092,
1552-2038.
1447 - 1579 -1G03-1G05.
15G7. ,
1G03.
IGOO núms. 1, 3 y  4 - 1C02 ¡nc. 2.°
1559-1571.
IGOO. .
1437. . - '
1545 - 1G28 -1031 mim. 1 - 1G37 - 1C44.
15G7 - 1573 - 1574 - 24G8 - 2470.
1574 -1901 y  siguientes.
900 inc. 3.° - 1238 - 1306 - 1394 - 1522 - 1573­

1574 - 1613 - 1036 - 1039 - 1077 - 1733 inc. 2."- 
10G8-2003 núm. 5-2094 inc. 1.O-2106 inc. 2.® 
2187 - 2231 - 2295 inc. 2.» - 2321 - 2370 - 2372 - 
2378 -2429-24GG. ■

10G8 - 1030 -1901 y  signientcs.
1032 inc. 2."-1900-2470.
24G9.
12-14G9.
1G24 - 1884 - 2405 - 2408 - 2409.
1GG2 inc. 2.0 
204.
733 - 803, ■ .
3 3 6 -8 1 1 -8 1 9 -  1910-2400 inc. 3.“ •
337- 1443- 1409- 1708.
2470.
1245 - 1247 - 1514 - 1520 - 1520 - 1527 - 2354. 
1G 18 -2407-2515. .
lG19núin. 3.
174 - 170 - 1208 - 1417 - 1423 - 1019 - 2354.
1500,
1040 y  sigiiicntüs.
1448 - 15!<2 - 2131 y  siguientes.
1440 -1447- 1470.
1572- 1007 1G35- 1037-2382.
1008.

i’OMiíitiA
iH, UNivmsiríAD ' 
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’ ^34
* 6 3 5

« 6 3 6

1 6 3 ;

‘ 6 3 9

1642

' 6 4 3
1 6 4 4

1 6 4 5

1 6 4 6

1 6 4 7

* 6 4 9

1650
I6si
1652

‘ 6 5 3

1654
iGss
'656
1 6 5 7

1658

’ Ŝ9
i66 i
' 6 6 2

1 6 6 3

' 6 G7

1CX38
' 6G9

*670
IG7 ,

1 6 7 2

1 6 7 3

'674
IG7 7

'679

1545 - 1500 y siguientes - 1C4G - 1G47.
151C inc. 2.° - 1031 núni. 3.
1010 - 1011 - 1901 y siguientes.
1007.
1445 - 1451 - 1453 - 2295 inc. 2.« - 
1031 - 1044-2401.
1519 - 1044.
1007- 1042- 1043.
1513 - 1519 - 1507 núm. 2 - 2401 inc. 2.°
1034 inc. 2.°
1407- 1537- 1034- 1038. ,
1045 - 1050 - 2098 - 2355 - 2350 - 2305 - 2499. 
1497 -2373.
1519. _

137 - 1445- 1447.
403 - 1128 -1380 y siguientes -1395 inc. 3.°-1397- 

1399 á 1401.

47 inc.s. 2 .°y  3.0- 1128 - 1393.
1377-2200.

1049 , KiOO- 1004-2350. *
1520 inc. 2.0 - 1058. .
1057-2132. ■
190 2-190 4- 1905- 1908. ,
1404 núins. 3 y  4 - 1578 - húm. 2.
334 y siguientes - 1018 núm. 1, inc. 2.° y  núm. 10 - 

2174 - 2182 - 2211 - 2220 - 2233 - 2234.
1595 y siguientes.
1259- 1059. .
1522. ■
1247 - 1259.

I I 35 - 1504- 1547 inc. 2.®- 1771 - 1821 - 2153.
44 - 47 incs. 2.“ y  3.» - 1547 inc. 3.» - 1074 - 1079 - 

2320 - 2322.
l-‘)47 inc. 2.0 - 1550 - 1074 - 1076.
l-->47 inc. 4.0. 1545-2152.
1547 inc. 3.° - 1098. .
I o90 inc. a-' - 1010  - 1901 y  siguientes.

4 -1590 . 2320 y siguientes. ,
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1680 1827.
1681 10 - 1 1  -1443 -1445 - 1447 - 1G86 - 1G91.
1682 10 - 400 - 416 - 542 - 1237 - 1301 - 1348 - 1384 -

1411 -14 2 5 -14 2 6  - 14 3 3 -14 4 5 -14 4 7 .- 1451 - 
1557- 1691 -17 0 0 -17 2 1  -1782.

1683 443 - 452 - 541 - 542 - 705 - 1291 - 14ÍJ0 - 1469 -
1691 -2 2 10 -2 5 10 -2 5 11. '

1684 443 - 452 - 541 - 542. - 1291 -1469 -1691 - 2493 -
2510 -2511.

1685 1458.
1686  1447-18 91 -2497.
1^87 706 - 904 - 906 y  siguientes - 1468 -1480 - 1890

inc. 2 °
1688 147 - 232 - 906 - 907 - 1468 - 1488 - 1578 núin. 1 *

1750 inc. 2.0 - 2218 - 2286 - 2291.
1689  687 - 890 inc. 2.» - 895 - 1490 -1756  - 1876 - 18'.)̂

inc. 2.0
1690  3 inc. 2.® - 2461 inc. 2.®
1691 1352 - 1384 - 1427 - 1430 - 1468 - 1683 -

‘inc. 3.“ -1856 -1866 - 1880 - 1896 - 2468.
1692 . 143 0 -2 510 -2511.
1693 142-168 3-1684. ,
1697 672-898-2412.
1698 423 - 705 - 1547 inc. 3.» - 1674 -1818 -19 9 5 -2 2 1 ‘ *

2224-2298-2412.
1700  3 inc. 2.0 - 308 -1400 - 1545 - 1716 -1768 - l 8ul -

1876 inc. 2.0 - 2027 - 2461 - 2485.
1701 18 -167 - 208 inc. 2.° - 272 - 306 - 698 -1400 ■ 14«^'

1404 -1469 - 14^1 -1536 - 1554 - 1700- IT ^ ' 
1716 inc. 2 °  - 1725 núm. 6, inc. 2.“ - l'^!^' 
17s7 - 1790 -1801 inc. 2.° - 1882 - 2027 - 204  ̂ ' 
2269 - 2409 - 2434.

1702 203-682-1700.
1704  1002-1062- 1123. .
1707  1702-1723 inc. 2.“
1708 16 9 8 -2175-2217.
1709  138 - 253-254 -113 3  -1204 - 1401 -1403 - IS '-*'

a I MNlVF»<.iri4r.



i ; io
17H
i ; i 2

*7'3

1714
1 7 1 5  

'716

'7 1 7
1 7 1 8

«719

•720

•721

*722
«723

• 7 2 4

>725

1726

«727
1728
‘ 729

*731

>732
‘ 733
•734
•735
>736
>737
*738

:C 18núm .lO -188S- 1988 - 2 1 7 5 -2 2 1 7 -2 2 3 7 ­
224 i.

170 8 -2123-2175.
4 - 686 inc. 3.° - 2175 - 2237 - 2244.
4 7 - 1654 - 1698. .
157 - 1062 . 1133 - 1453 - 1-554 - 1701 inc. 1.» - 

1739 incs. 2.° y 3.» - 1876 inc. 2.°- 1988 - 248.5.
423- 1614-2224.
1754 - núm. 1 - 1788.
686 - 687 - 1701 - 1713 - 1724 - 1725 - núm. 4, 

inc. 2.° y núm. 6, inc. 2.°- 1787.
1 2 -1 3 2 -  153- 1192.
1 3 4 - Ib5. '
153- 167- 1137 inc. 2.0- 1466-1721 - 1 7 5 3 - 1 7 6 7 ­

1781 - 1784
147 inc. 2.®- 1G6 - 167 - 253 inc. 2.® - 1740 inc. 

final - 1764 núm. 3.
10 - 1 1 - 107 - 297 - 303 - 393 y siguientes - 1469 - 

1781.
154.5.
17U7.
382- 1716.
686 - 687 - 789 - 1499 - 1699 - 1701 - 1713 - 1716 - 

1728 - 1731 - 1739 -1740 - 1753 - 1755 - 1801 
inc. 2.» - 2084 - 2198 - 2466 inc. 3.* ,

1344-1729- 1732- 174.5.
1733- 1746- 1771 inc. 2.»
172.5. \
1344- 1726- 174.5 inc. 2.® .
626- 1725- 1748.
1726.

1610 núm, 8 - 1701 - 1727 núm. 2 -174 1.
1745.
1754-1755.
2116 - 2466 inc. 3.®
2117.
1433 á 1435.
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\

1739

1740

1741 

1743

1743
1744

1 7 4 5  
••

1746

«747
1748

1 7 4 9

1750

1 7 5 1

1 7 5 2

1753

1754

1755
1756

1757

1758 

Í759

1 7 6 0

1761
1762

1 7 6 3

1764
1765

47 incs. 2° y  3« - 157 - 1133-1138 - 1141 - 11S5 • 
1744- 1745-2485.

138 - 143 -140 - 228 - 323 - 790 - 797 - 815 -1720 
inc. 2.°- 175Ü inc. 2.® - 1751.

1733.
1747- 1709- 1784. '
í l l O -  1344. •
47 inc. 3.“ - 228 inc. 3.» - 1198 1099 - 173iT - 

1709.
47 incs. 2.“ y  3.° -1344 -1720 - 1729 - 1734 -1739 - 

1709. *
790 - 797 - 908 - 909 - 1727 inc. 3.“ - 17G9.
1742-17G9. •
1709 - 2093 - 2308.
1 3 2 -1 3 5 -  13 7 - 148 - 155 - 1579 - 1742 - 2Ki3 

núni. 8 - 24Sl núni. 3.
135 inc. 2.® - 140 incs. 2.° y  3.® - 101 -1088 - 1""*** 

núin. 2.» - 1777 -1778  - 2440 inc. 3.»
135 - 137 - 138 - 1 13 - 146 -150  - 100 - 101 -1273* 

1511 - 10S8 - 1740 - 1777 - 177í» -2440.
1 3 0 - 1 3 7 . 140.
158 - 100 núin. 5 - 170 - 1719 -172 5  - 1774 

inc. 3.“
1 4 4 -2 5 5 -3 9 3 .3 9 4  - 079 . 1715 - 1721 - '  

1740- 1759.
143- 393- 1759 inc. 2.»
889 - 1550 - 1089 - 1759 inc. 3.° - 25o9.
250 - 407 - 473 á  477 - 557 núni. 1 - 1701 inc. S." ’

1009. .
145 - 450 - 402 - 403 - 499 núm. 3 -1702.
143 - 140 inc. 4.0 - 100 - 079 - 1250 incs. o o V 3."'

1 154 á 1 1 í)0.
101 - 1750- 1751. -
1757 inc. 1.®
159 inc. 3.« - 450 - 403 -1 15 5  -1758. 
10 5-49 1.
84 - 122 -12 3  inc. 2.-' - 158 - 159 -10 7 - ITO. 
810- 1253- 1255.



766
7 6 ;

768
76g
770

771
772
775
776
777
778

779
780
781 
782.
783
784 
78s
786

787

788
789

*790

»79t
*792

'793
'794

>795
*796

*797
*798
*799

381 - 1253- 1255- 1284 - 1700.
47 incs. 2.0 y 3.» - 1247 - 1719 - 1 7G9 - 1750 - 1777 
,1231 - 125(5. ■
1742 -1744 y  siguientes.
384- 1304- 1753.
44 - 044 y  siguientes -1480 - 1727.
643 y  siguientes - 781 inc. 2.® - 782 - 1338 - 1480. 
1170 - 1177.
959 - 1317 y  siguientes.
1180 - 1247 - 10í)9 - 1750 inc. 2.°- 1751.
750- 1750.
1345- 1305. '
1097 - 1354 - 1523 - 1701 - 1713 - 1787. 
1 2 - 1 7 1 9 - 1 7 2 1 .
1230-1234 -1235 -1237 -1242-1243 -1452 - 1G91. 
1750. .
1742.
114 7- 1404.
228 - 1138-1404-140(5 - 1701 - 1713 -172 0 -173 2 ­

1787.

1400- 1404- 14ÍJC- 1554- 1701 - 1713 - 1710.
1401 - 1400- 1715. .
47 inc. 3.°. 100- 122  inc. 2.» - 412 - 999 - 1081 y 

siguientes - 1093 - 1404 - 1400 - 1428 - 1440 - 
1547 - 1548 - 1509 - 1570 - 1708 - 2144.

47 - 100 - 122 - 132 - 172 - 999 - I08I y siguientes-
1093 - 1404 . 1400 - 1410 - 1428 -1430 - 1440 -
1489 - 1491 -1547 - 1548 - 1.509 - 1570 - 1701 - 
1792.

' 140- 1400. 1489- 1701.
172- 1790.
1548 - 1827 - 199(3. •
1897.
1447- 1(383.

10 -170 -2 4 0  inc. 2.0-1138.
552. .

11 -1406- 1911 -2144 -214 5.
4 12-1)44 .
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1800 1294-2144.
1801 571 - 679 - 680 - 768 - 767 - 812 - 1204 - 1400 -

15 5 4 -17 0 1-18 0 5 -18 9 » . 1909.
1802  ̂ 6 8 0 -15 4 5-19 2 !.
1803 47 -193 - 1554 - 1801 y  siguientes.
1805 47 inc. 4 ° - 1801 inc. 2.®
1806 1825.
1807 14 9 0 -14 9 1- 1492.
1808 1461 inc. 2.0- 1794 - 1826- 1S72.
1809 1464- 1469- 1478- 1998-2067 inc. l.°-2607 inc.:)*
1810  5 8 5 -8 19 -14 6 1- 1463- 1491 - 1554.
1 8 1 1 10 y siguientes - 47 inc. 4.® - 1407 á 1409 - 2üó6.
1812  79 2-8 9 2- 1344-20 88-2417.- ,
1813  1441 - 1461 - 1909 - 1911-2441.
18 14  1556 -18 28 - 1832- 1 9 ü 7 -2452. '
1815  682 - 730 - 810 - S90 - 1344 inc. 2.» - 1575 - 2302.
1816  644 y  siguientes - 647 - 680 - 905 y  siguientes -

1708 - 1486 -14 8 7- 1493 - 1545 - 1820 - 2295.
18 17  6 70 -679-684 -6 8 6  - 696 - 1824 .  1922 - 1992 - 

, 2477 inc. 3.»
1 8 18 672 - 682-686 - 70,5 - 721 - 898 - 1344 -1815 - 2412.
18 19  672-686 - 705 - 898 .  1344- 1815 - 2412.
1820 646 - 680 - 905y  siguientes -1078 - 14 8 6ysiguien-

tes - 1493 - 1547 - 1550 - 1590 - 1670 y  siguien­
tes -1816-2000 - 2048,

1821 684 núm. 2-167(1 y  siguientes.
1822 ' 1489.
1823 2 -4 7in cs. 2.“ y  3.“
1824 1489- 1548 - 1831.
1825 15 7 -18 0 6 - 1924.
1826  1489 inc. 2.° -1496 -1549 .  1551 y  siguientes-15-^® -

1587-1808 - 1872 inc. 2.". 1877 .  1925 - 20ü2 - 
2348 núm. 2.

1827  44 - 1489-1680 .1827.
1828 1548 .18 14.
1830  570-905.
1831 . 47 inc. 3.“ .  1978.
1832 1556 .  1557 .  1814 - 1834 -1890 .  1978  > 2524.

i'OMIFICl-»



>833
>834
'835
1836

>837

>839
1840

1 8 4 1

1842 

>843
1845
1846 
>847
1848
1849 
1851 

>8s2 

>854 
1856

1858
1859

1860
1861

1862
1863
1864
1865 
186;  

>868 
I8 6 9

1871
1872 

>873 
>874
1875

1978. ■
2524.
908 - 909.
1888.
1422 - 1423 - 1442 - 1793 - 1824 - 1924 núm. 2 - 

2085. .
900 Inc. 5.® -1346 núm. 2. - 1852.
1354 - 1511 inc. 2.° - 1524 - 1527 - 1528 - 1530 - 

1533- 1534.
1843.
1340 núm. 2 -18 5 2 -18 5 9 .
1841. ,
1847 inc. 3.* - 1855. .
900 inc. 5.0 - 1855.
1545- 1845-1854.
1852 inc. 2.0 
908.
671 - 1805- 1867.
1346 núm. 2 - 1425 -1435 -1839 - 1864 -1934. 
1847. • ■ '
1345 núm. 2 -1 0 9 1 -2 5 1 5 .
1808. ' 
18 4 -18 4 2 - 1807.
120 3-148 9-1857.
1928 inc. 4.0 - 1930 incs. 4.» y  5.“ -1933 inc. 2.® - 

1975.
1893.
1545.
1852 núm. 4 -19 3 2  inc. 2.0
1851 - 1891,
1851. '
1858 núm. 2.
1858 - 1808. '
1827.
1808-1820.
1489- 1 5 5 7 -1 5 5 9 -  1877- 1878.
680 - 682 -1489 inc. 2.» -1499 - 1878 - 1899 -1904.
4 4 - 4 7 inc3. 2.®y 3.®- 1547- 1803 ■
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1876  680 - 1490 - 1401 - 1713 - 1877 inc. 2.» - 1882.
18 77  680 - 1444 - 1489 - 1491 - 1820 - 1876.
1878 1873.
1879  1847- 1874. ’
1880 1885.

1882 1490- 1491 - 1876- 1886 inc. 2.°
1883 643 y  siguientes - 908 y  siguientes -1820
1884 1818. ,
1885 1880 inc. 2.0 - 1886.
1886 1882- 1885.
1888 1234 - 1348 - 1836 -1891 - 1896 - 1900 - 2200.
1 889 1234 inc. 3.® -1348 ínc. 2.“ -1544 - 2206.
1890 907 inc. 3.»- 1488 -1687 - 1832. •
1891 1686- 1805.
1892 10 y  siguientes - 1465 - 1469.
1893 1689 - 1862.
1896 , 1691.

1897 1793- 1794- 180 1.
1898 1801.

1899  1 <95 y  siguientes -1810  y  siguientes.
1900 1888.

1901 568 - 578 - 699 - 1127 inc. 2.° - 1440 - 1576 inc.
1011 -1801 inc. 2.° -1870 - 1884 - 2389.

1902 1576 - 1610 núm. 5 - 1G59 - 2389. ^
1903 1611.
1905 1659- 1902- 1904.
1906  IfilO - 16 12- 1659-2354-2470.
1907 1422 -1637 -18 14  -1909.
1908 1059- 1902- 1903. i
1909  1801 inc. 2.0- 18 13- 1907.
1910  47  inca. 2.° y  3." •

19 11  1464 núm. 4 -  1611 -1798 - 1813.
Í9 12  1434 núm 4 .

19 13  1464-1573.
1 9 1 5 725-7G4.
1916 819 - 1 6 1 8  núm . 9 - 18 15  - 1837 y  siguientes-

19 17  644 - 1983 inc. 2.° - 2028.
1918  1808 y  siguientes.

00
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1920

1921
1922 
* 9 2 3  

1924
• 9 2 5

1926
1927
1928
1930

1931
1932 
* 9 3 3  

*934 
> 9 3 5  

1936 
> 9 3 7  

1 9 3 8  

> 9 3 9

1 9 4 0

1941
1942

> 9 4 3

> 9 4 4

• 9 4 5

> 9 4 6  

1947 
> 9 4 9  

> 9 5 0  

> 9 5 1 

> 9 5 4  

> 9 5 5  

> 9 5 7  

> 9 5 8

684 y signiontos - 1924 -1902.
1802 y siguientes 
1817.
551 - 552.
1825 - 1837 y siguientes - 1927.
45- 1489- 1547- 1820 inc. 2.'»
1551 - 1550- 1557.
1490 inc. 2 .0 -19 :0 -19 7 1.
779 - 1801 - 1900.
583 - 893 - 922 - 928 - 1550 - 1801 - 1959 - 1900 - 

1989-2315.
725 - 802 - 889 - 895 á 897 - 925 - 1982.
1804- 1975.
1550 inc. 4.» - 1852 inc. 3.° -1801 - 2015 - 2192.
1852 inc. 3.»-2015-2192.
908 - 909. • •
908 y siguientes. •
8 0 0 -9 14 -9 15 - 1550- 1942. ' .
2 -  1489- 1540- 1973.
44 inc. 4.» - 1547 - 1972 inc. 2.“ - 1979.
2 - 795 y siguientes - 1790 - 1927 - 1970 - 1971 -

1979.
2319-2320.
47 incs. 2.® y  3.° - 1937 - 2392 - 2474 núm. 2.

inc. 2 .°
1809- 1918-1998.
2 - 1951 - 1985-1980.
1489 . 1547 inc. 2.° - 1930 - 1938 - 1939 - 1955 - 

1908.
682. ■
1547 inc. 3.° - 1698 - 1971 inc. final.
1549- 1551 núm. 1 - 1977. •
1489 - 1507 - 1938 inc. 2.“ - 1958 - 1985-1970.
2 -  1944- 1954- 1976-2009.
2.

1497-1945-2204.
1631 núm. 1 -1042,
754 inc. 2.® ■

PONTiritlA 
7^ 'A UNIVERSIDAD

C A T Ó L IC A  ixf 
V A L P A R A ÍS O



»9S9 1930 ¡nc. 4.®
1960 1930 inc. a» ■
1962 792 - 1702 -1937 -1905 - 2424 - 2428 - 2438 y

núm. 2, inc. 2.® dcl R  del Conservador.
1964 ' 1 12 6 -18 7 4 -19 5 1-2 0 3 1  -2415.

1965 1927 - 1940 -1962 - 1908 - -2422 - 2406 inc. 0 0

1966 1928./-
1968 1489 - 1010 - 1985 -1999 - 2400 - 2337.
1969 40 7-1757.
1970 1927-1940.

1971 47 incs. 2.0 y  3.» -17 12  ¡nc. 2.° - 1940.
1972 44 inc. 2.® - 1547 -1939 inc. 2° - 1947 - 1979.

«973 ' 1938. ,

1974 47 incL 2.» y 3.®

•975 180 1-1932-1933. '
1976 194 4-1951 inc. 2.» •

1977 1551 inc. 1 .°- 1949. '
1978 1831 y  siguientes. .
1979 1939- 1972, , .
1980 781 - 783. .
1982 8 0 2 -19 17 -19 3 0 - 1931.

1983 1820-1917.
1985 1944inc. 2 .°-19 ó l inc. 2.®
1986 2 -1 9 1 5 -1 9 4 4  -2435.
1987 2 -2 0 13  y  siguientes.

ITOO-
1988 47 incs. 2.®y  3.® - 1317 - 1443-1409 -1708 - 

1712 inc. 2.®-1713.
1992 2 0 11 . '
1993 2 0 11 .
1994 2020.
1995 47 incs. 2.® y  3.®
1996 179 3- 1794-1915.
1997 2 - 2002 - 2000.
1998 1809-2000.
1999 1489-1945-2000. , . 2.®'
2000 1547-1070  y  siguientes - 1820- 1821 

1933 inc. 2.®-2002.
2002 1489.

a
_ l’(r. . lí lA 
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2003
2004 
2006

2007
2008 

2009 
2 0 1 1 

2012 
2015 
2018 
2020 
2021 
2022 
2026
2027

2028 
2029 
2031 

=̂ 033
2 0 3 5

2036

2037
2038
2040
2041
2042
2044
2045
2047

2048
2049
2050
2051
2052
2053

1010 -10 12  - 20U0 inc. final - 2324.
2324.
1997 á 1999-2002- 2008. '
2012-2118..
2000. . ,
1951.
1992- 1993.
2118. , .
1932 y siguientes.
2320 - 2474 núm. 2.
45- l;-)47 inc. 2.«-1994.

. 4.
579 - 888 - 2279.
2042 - 2200 - 2207 - 2208.
579 - 080 - 087 - 1701 - 2405 - 2480 y 52 R. dol 

, Conservador.
1917-20 32-220 7 inc. 2.°
739 - 1591 - 2039 - 22371- 2280. .
1904-2415.
579.
3S5 - 443 - 4.52 - 541 - 542 - 829 - 858 -1083. 

,,443-452-541 -542 incs. 2.» y 4.® - 687 - 1083- 
2280.

2280-2431.
1598 y siguientes.
1591.
807 - 808. ■
579 -2 0 3 3 -2 2 77-2 5 12 .
747 - 703. ’ .
"47 - 984 inc. 2.° - 980 - 987 - 2047. '

j 580 - 1050 inc. 2.« - 1000 inc. 2.“ - 1087 inc. 3." - 
2045 inca 2.» y 4.» '

47 incs. 3.° y  4.° - 2027.
200 - 214 incs. 2.“ y 3.® ,
272-280. . '
74.
1229. . .
545 - 547. '

'A PONTrriClA 
\ UNiVERSIOAD

if?) CATÓLICA DE 
7  VALPARAÍSO



2054
205 $

2056
2058

2o6 s
2067
2069
2070
2071
2072 

■‘ 2074

2075
2076
2077
2078
2079

2080
2081
2083
2084
2085
2086
2087
2088
2089
2092
2093
2094

2095

2096 
2098 
210I
2103
2104
2105

2071 -2072-2081.
2080.
1407 y siguientes - 1811.
1514.
2098-2108.
147&-1809 incs. 1.“ y  2.«
2086 inc. 2.0 
2091.
2054 - 2081.
2054 inc. 2.0 - 2108 - 2110 - 2112 - 2167.
2104 y  siguientes.
2094.
413-421 - 1283-2127-2131.
2132-2134.
2148 - 2286 y siguientes. •
552 - 2094 núms. 1 á 3 - 2131 - 2154 - 3160.
2173.
2155. ) ■ •
554-20.)4.
1489-2093-2101.
1820-1821 inc. 2 .“ - 2000.
1837 y  siguientes,
2055 - 2009.
2309.
1812.
1347 inc. 2,0-2311. ‘
1595 y  siguientes,
44 iqc.3.“ - 1748-2308. „ -
552 - 1610 - 2075 - 2079 - 2151 - 2154 núm- 

2286 y siguientes. . „ ® -
1365- 1511 inc. 3,“ - 1522 inc. 3.“ -2089 inc.

. 2307 - 2335 - 2357 - 2358 núm. 1.®
087-2094.
2065. ' -
1489-2072-2073-2083, , 
9 5-12 54 -2 16 8 -2 173 , ,
1254. >
1254,
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2106 1810-■2088- 2096.
2ío8 2072 iinca. 1.® y 2.0
2109 2165.
2110 ■ 2072.
3112 2072 inc. 3.»
2 114 2173.
2115 1317 y siguientes - 2313.
2 I16 1448 y  siguientes - 2211.
2 117 2 - 1 7 25 - 2008 - 2007.
2 ll8 2012.
2120 427.
2122 . 2286;
2123 1699 -1701 - 1708 y siguientes.
2124 1278 - 1437 - 1449 inc. 2.® 4 2167.
2125 2150.

\

2126 1438.
2127 413- 421 - 2076.
2128 1447 inc. 3.®- 1448 - 1581.
2129 44 inc. 3.® - 1547 núm. 1 - 2149 - 2219

núm. 2.
^ 3 1 552- 1448-2076-2160.
2 1̂32 1411 - 1575 inc. 2.® - 1582 - 1629 - 1658 - 1

2077 - 2448.
2133 ' 1629 -2146. '

2134 1546 -2078.
2135 1280 -213 6 - 2137.
2136 2131 -2160.
2141 2448.
2143 2387 -2414. > ,
2144 1798 - 1800.
2145 1798 -2131.
2146 2133.
2148 2078 inc. 2.“
2150 1547 inc. 3.®-2125. ‘
2151 2079 -2130 inc. 2.®
2152 45 -1547 inc. 4,'» - 1548 -1673.
2153 1547 inc. 4.®-15 4 8 -16 71-2 2 2 1. '
2154 2094 -2151.
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2155 4 15- - 1202- 1309- 1405-2204.
2156  ' 1551 -1559. .
2157 400-408-1258.
2158  4 24 -1310 -1559
2 i 6 o  672-674 -705-740 m c. 2.» - 1445 - 1448 - 1450

1094 y siguientes - 2130 -2151 -2 173  inc. 2.' 
2290.

2 i 6 i . 2167.
2162 2234 - 2392 inc. 2.“
2163 135 - 497 - 1583 - 1586 - 1749 - 21'ri.
2165 2109-2173.
2167 12 78 -2 0 72 -2 12 4 -2 10 1 inc. 2.<>- 2256.
2168 ' 9 5-2103 inc. 3.“ -2178. .
2170 1285- 1287.
2I 7 I  ̂ 2103 núm. 8.

2173 141 - 2103 ircs. 2.“ y  3.»-2109 ■ 
2105 - 2339.

■ 2114 núui. 2

2174 684-C 8 0 -704-811 -8 1 3 -  1905.

2I7S 1708 y  siguientes - 2237.
2176 7uO - 725. .

2177 2 -  1489-1546-1938 inc. 2.°
2178 44 inc. 5.® - 1547 incs. 1.“ y  4.*

2179 44 incs. 2.“’ y  3.° - 1547 inc. 1.° - 2178.

2180 1662-2186-2193.

2181 405 - 2233.
2182 1002 - 2233 - 2193 - 2234.

2183 2233 - 2390. '

2184 2233.
2185 2233.
2186 2180 núrn. 1-2 19 0 .
2187 889-1010 -2231.
2189 15 11-2 17 6 .
2 I9 I 1940 inc. 2.°
2192 1933 y  siguientes - 2203. •

2193
904 - 1662 - 2180 - 2182 - 2185 - 2392 inc. -

2I9S 700 - 725 - 2499.
2196 , 764.

2198 1808 ina 3.® ■
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2200
2201

2202
2203
2204 
2206 
220; 
2208
2209
2210 
2211 

2213 
2215 

2216
2217
2218
2219

2220 
2221 

2222

2224

2226
2227

2228

222g
2230
2231

2233

^234
2235
2236 

^237
"2238
^239
2241

1404-2.202.
1404 ¡nc. 2° .
1815-2200.
1858 y siguiented - 18C0 - 2192.
1497- 1501 - 1955.
907 inc. 3.» - 1544 - 1888 - 2020 - 2208. ■
797. ,
2290.

47 incs. 2.0 y  3.“ - 1559 - 1570 -1595 inc. 2.“
12 - 1400- 1409 - 1559 núm. 3-2370.
714- 72 5-2 110 -2 2 2 1.
084- 714- 725.
231.1
1454- 1455.
1098- 1709- 1711-2224.
44 inc. final - 1447 -1088 - 2238.
44 inc. 3.°- 1547 inc. 1.°-2000 y siguientes-2 12 9 - 

2234.

47 incs. 2.® y 3.0 -1 7 1 2  inc. 3.» - 2395.
47 incs. 2.0 y  3.0-2153-2228.
44- 1545- 1547 incs. 1.° y  4.0-2129-2239-2288 

I inc. 2.0

'4 4 -4 7  incs. 2.“ y  3.° - 423 - 1547 inc. 3.° - 1098 - 
2217. .

1 C02.

1000 y siguientes - 2183 y  siguientes - 2250. 
2215-2221-2231.
2403 - 2043 y  siguientes.
Iü47 inc. 2.0

6 8 2 -1 0 1 0 -18 1 5 -18 1 8 -1 8 1 9 -2 18 7 .
1002-2181 á2185. .
«04 - 2102 - 2182 - 2392 inc. 2.» - 2390.
904 - 22.'i)3.
2241. ’

1708 y  siguientes - 1711 inc. 3 .0-2175-2241.
20 -144 7  jnc. 3.0
44 Inc. 3.0,- 2222.

«EVIsta t y  siguientes - 2244.
PORKNs e ----TOMO VIII 32
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2242 2474 núm. 1.
2249 700 - 725,
2252 901.
2253 9 0 4-2234-22;^5-2 3 9 2 ¡nc. 2 “ -2396.
2254 • 893-2315.
2255 2132-2155.
2256 21G1 inc.2.'’ -2167.:2227. '
2258 1441.
2259  ■ 1400 -1468.
2260 1468 - 2263. ,

'  2261 1459.
■2263 2200 - 2277 - 2283.
2264 325- 1408 -2278.
2265 2270-2281.
2266 2283. V
2267 2028-2283.
2268 2020 - 2283.
2269 170 iy 52 dcl R. del Conservador.
2270 2283.
2274 9 5 -3 2 5 -10 8 7  inc. 4.“ -2283.
2275 2283.
2276 1301-2283.
2277 2042-2512 núm. I. , .
2278 1104 y  siguientes -118 4  iiics. 2.® y  3.® - 1362 y

guientcs - 1386 y  siguientes - 1441 - 2283.
2279 2022 - 2027.
2280 2029 - 2036 - 2037.
2281 962 y  siguientes - 1390 y  siguientes.
2282 962 y  siguientes -1390 y  siguientes.^
2283 2266 á 2270 - 2274 y  siguientes - 2278.

, 2284 1437. , •
2286 2123 - 2293.
2287 2131 y  siguientes.
2288 44ínc.4.‘'-  2222núm. 1.®
2289 . 2132.
2290 426-427-2160 .

. 2291 1494 inc. 2.“ -1574  - 2375 núm. 2.
2294 2155.

PONTIFICIA
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2295

2296
2297
2298
2299
2300
2301
2302
2303
2305
2306
2307

2308
2309
2310
2311

2313
2314
2315
2316
2317
2319
2320
2321
2322 
'323
2324
2325
2326 
2327  ̂

2328 
'333
2334

'335
'337
2338

1058- 112 9 -1 13 2 -  1445- 1485 ¡nc. 2.»- 1495 - 
IGIO - 1638 - 1039 - 1659 - 1810 - 2208 - 2370. 

1470 final - 1095 - 1097 - 2208.
8 -7 0 0 - 1452-2301. •
47 incs. 2.“ y  3.»- 1098- 1712. ■
1393- 1397- 1408-2347.
1408.
700 y  siguientes - 904 y siguientes - 2303.
700 y siguientes - 898 - 9U0 - 904 y  siguientes.
889 - 890 inc. 2.°- 1490-1491 -2301.
2008-2081. ' 
1254 y  siguientes.
940 - 1358 -1524 - 1520 - 2089 - 2094 - 2095 - 2323 

inc. 2.°
400 - 410 - 424 - 1310 - 1748 - 2093 - 2158 
2087.
1338 núm. 3 - 2000 - 2008.
1347 inc. 2.* -13 55  - 2080 inc. 2.°
1317 y  siguientes.
2329.

583 - 811 - 992 - 1317 - 1930 - 2254 - 2393.
1354- 1458 inc. 2.°- 1523.,
927 - 1511 inc. 2.° - 1523 - 2323 - 2328.
20- 1079- 1941 -2325.
130 inc. 2.» - 1079 - 1941-2018 - 2319 ¡nc. 1 <>
222.
1079.

934 - 940 - 2037 inc. 2.®-2317.
2003 núm. 3 - 2004.
2319.
754.

l-'35-l71 -3 7 5 -  775.
932 y  siguientes - 1533 inc. 2.® - 2317.
948 - 2328 inc. 2.»
948. . •

40 - 2351 - 2358 - 2300 - 2385.
370- 517.
144/ inc. 2.® - 1470 - y  siguientes - 2354.
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2539
2342

2345

2347
2348 
2349: 
2350
2353
2354

2355
2356
2357
2358

2359
2360
2 3 6 1

2363
2365
2366

2367

2 3 6 9

2370

2371
2372

2373
2375
2376

2378

2379
2 3 8 0

2381

2 3 8 2

2173-23C0. ^
135 y  siguientes - 146 - 240 y  siguientes - 390 y 

siguientes - 404 -1445 -1447 -1749 á 1751.
1573- 1574-2309 núm. 6 inc. 2.»-2370 - 2375 

núm. 4.
1393 - 1546 - 1571 - 2134 - 2307 ínc. 3°
1496- 1826 inc. 4.®-2309.
1490 - 2041 - 233T - 2359 - 2391 - 2406 - 2427.
69 - 2359.
140 7-220 4-2373-2377.
1447 inc. 2.» -1520 - 1023 - 1625 - 1026 - 1906 - 

2338 - 2379 - 2490.
1649-2305-2381 núm. 2.
1649 -1056.
2430 inc. 4.»
1447 inc. 2.° - 1470 inc. 3.» - 1511 incs. 2.° y  3 " ' 

2335.
2350.
2339 - 2306.
2390.
2358 núm. 5.
2356.
2339 inc. 2.® - 2380.
1511 inc. 2.'*-2380.
46- 1574-2345-2348. . . .
1559 núm. 3 - 1573- 1610 núm. 3 - 2 2 1 0 - -  

2291 - 2345 ■ 2356 - 2372 - 2375.
2158 núms. 2. y  5.
1511 - 1010-2294-2370. .
1050 - 23.-)3.
1470 inc. 2.»- 1574-2291 -2370,

2295. '
1010-2307 -2308.
1018-2354.
2306-2307. 1 . . 0  . 2355'
1447 - 1474 - 1519 - 1023 - 1045 - 

2400.
1509 - 1028. .
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2383
2384 
238s
2386

2387
2388

2389
2390

2391
2392

2393
2394
2395
2396

2397 
2399
2401

2402
2403
2404

2405

2406

2407

2408
2409

2410

2411
2412

2413
2414
2415

2416

2417
2418 
2420 
2421,

10G5-2406 inc. 2.»
725 - 2407 - 2474 núm. 3.
40 - 2335.
684.

14 0 4 -18 15 -2 13 2 -2 14 2 -2 4 14 .
2414 inc. 2.*
1001 y  siguientes.
18 15-18 18 -2 18 3 .
40 - 1427 - 1490 - 2349 - 2400 inc. 3.» - 2427.
800 - 914 -1937 - 1942 inc. 2.® - 2102 - 2193 - 2234­

2253 - 2404.
577 - 714 - 725 - 893 - 2315 - 2401 - 2404 
44 inc. 4.® '
2220 incs. 1 .» y  2.»
1489- 1540-2234-2301.
2399, ,
2397 - 2420.
2393 - 2390 - 2404.
1595 y siguientes - 2442.
643 y  siguientes - 2229.
2393 - 2401 - 2415 - 2474 inc. 3.->
1520 núm. 1 - 2408.
1128 - 1490 - 1005 - 2383 - 2390 inc. 3.® - 2401 - 

. 2410. .
46 - 384 - 577.
1520 núm. 1 -1541 - 2405.
1099 inc. 2.0-1701.
080 - 087 y  52 del R. del Conservador.
10  ino. 3.®
1082- 1818.
"05 -1084.

1384 - 1404 - 2143 - 2387 - 2388 - 2430,
1904-2301 -2404. ,
082- 1491 - 1049-2400 inc. 3.®
"1 8 -1 3 4 4 -  1812. ,
579-580 -240 7 - 2419. \
570 - 571 - 573. '
571.
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2433 5T0 - 580 - 2428.
2424 19G2 núm. 3 - 2397 - 2474 núra. 3 - 2477.

2426  , 2399.
2427 1049-1490-2349-2391.
2428 577 - 895 -1902 núm. 3 - 2477.
2429 1010 núm. 1 - 1847 - 2370.
2430 2357 - 2358 - 2414 inc. ’i.»
2431 20 37-2413-2427.
2432 087 y 81 dcl R. dol Conservador.
2434  577 - 1491 - 1520- 1099 inc. 2.°- 1701 -2408­

.. ' 2428-2515-2510.
‘ 2435 1980. ,

2437 070-080- 1443. •
2438 1902.
2440 1937-1938.
2441 2408 núm. 1.
2442 1595-2402.

I 2443 2200.
2447 400 -1445 y  siguientes.
2448 2132 inc. 2.». 2141. .
2450 12 - 1400- 1409.
2451 334- 335.
2452 . 334-335- 1340inc. 2.°. 18 13 -18 14 .
2453 1450 jr siguientes.
2456 47 inca. 2.“ y  3.®- 1455. .
2457 1453- 1454. '
2459 1453- 1099.
2460 703 ines. 5.“ y  0.®
2461 1340 inc. 2.“ - 1519 - 1520 núm. 4 -1045 - '

1700. , ■ '
2463 1535 y  siguientes. .
2465 803- 1018-2027. . ^^5
2466 243 - 803 - 1078 - 1492 -10 12  -1018  núm. 9 * ^

núm. 2 - 1730 núm. 5  - 1750  - 1 753 -1965 -1  ̂  '

2467 1404 - 1575 -1578 núm. 3. - 1014. .
2468 803 inc.2.®-1238- 1384- 1394- lOOSysiguicn

2469  1018- 1020 núm. 0-2489. '
2470  10 12 -10 2 2 - 1900.
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2471
2472 
2474

2476
;2477
'2478
2480
2481

2484
2485 
2487

2492

2493
2494
2496
2 4 9 7

2498

2499
2500 

2302 
2503 
2304 

2505
2507

2508
2509

2510

2SU

2512

2313

23.4
2S1S

2475 - 2488.
959 - 24TG - 2478. ^
47 incs. 2.0 y  3.» - 1942 inc. 2.° - 2018 - 2234 - 2392 - 

2404.
2472 inc. 1.» '
19G2 núm. 3-2424-2428.
2472.
686-687-2027-2410.
1 3 5 -5 1 1  - 1749.
119.
157 - 1700 - 1703 - 1713 - 1739 ¡nc. 2.®
1097 - 1245 inc. 2.®- 1247- 1378.
588-700-2498.
1684. , .
47 incs, 2.° y  3.®
2354.
1686- 2509-2511 -2523-2524.
585 - 700 - 835 núm. 1. - 882 - 2512 - 2515. 
592-88 2-2195 inc. 2.®
717 - 977.
653 - 726 á 731.
2517-2518. .
718 -8 8 6 - 1529- 1690-2519. ‘
728-730-2510.
702-704-708. ‘
630 - 652 - 683 - 882 inc. 2.® - 890 -1683. 
4 0 9 -1756 -2 511 -2520.
47 incs. 2.®y 4.® - 700 - 714 á 716 - 717 - 975 - 977 - 

1161 - 1269 - 1449 inc. 2.® -1683 - 2042 - 2498 - 
2518.

1209 inc. 2.® - 1269 - 1683 - 2402-2509-2520 
inc. 2.® •

882 - 957 - 975.- 1209 inc. 2.® -1269 - 1683 - 2042 - 
2498 inc. 2.® - 2506.

3 inc. 2.® - 689 - 703 - 52 y  79 del R, del Conser­
vador.

1880-2277.
2277-2402-2523. ,
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2 5 16 2434.
2 5 17 957.2503.
2518 2503 - 2510 iric. 5.»
2 519 886 -1 5 1 1  inc. 2.» -15 16  - 1524 - 1529 - 2504.
2520 1083 - 2509 núm. 1.0-2511
2523 40 9-250 3-2515-2518 .
2524 409- 1692. .
Final 4.°

A n í b 'a l  E c h e v e r r í a  y  R e v e s  

(Continuará) '

P R IV IL E G IO S  E X C L U S IV O S

 ̂ (  Conclusión )

Esto es, pues, se ha dicho con razón, interpretar la ley en sU
sentido más favorable y  menos restrictivo. C o n s e c u e n c i a l m e n t e »

se ha aceptado que la mente del artículo 8 ° de la ley, era ade­
más de favorecer á los meros "introductorcsir, establecer un» 
garantía legal para los “inventores ó dcscubridoresii extranjeros' 

Ahora bien, se preguntará, y  ¿qué importancia práctica pue ® 
tener el estudio de esa interpretación, cuando de hecho se la 
aceptado hasta aquí, favoreciendo todos los días con "privileg* 
de invención II á inventores ó descubridores extranjeros (. 
que los han solicitado por sí 6 por medio de apoderados?

Vamos á contestar con sólo dos palabras, para tratar 
bar que si somos lógicos y  si nos estamos siempre á las > 
anteriormente expuestas, es forzoso deducir que desde 
ha deslizado en nuestra vida administrativa el abuso de 
concediendo con frecuencia y  por mero "decretoii, ^
"ilegalesii á inventores ó descubridores extranjeros.

Á  los olvidadizos que dieren en la distraída tentación ¿ 
guntar por qué son ilegales esos privilegios, nos limitare 
hacerles el siguiente brevísimo raciocinio. je/

Se ha admitido en un principio que el artículo 8." 
d e  9  de septiembre de 1840 era una garantía que apoy»

( i )  R e g ís tr e s e  e l  BoU tin de las Leyes y  Decretos del Gobierno.
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Salmentci. el derecho indiscutible, en teoría, de los inventores 
‘̂  descubridores extranjeros. ,

Ahora bien, la ley de 25 de julio de 1872 derogó en su ar- 
culo único ese artículo 8.®, esto es, suprimió claramente esa 

S^rantía legal de los inventores ó descubridores extranjeros; y  
claro entonces que, no registrando nuestra legislación otras 

’sposiciones que resguarden esa garantía supliendo la del ar- 
^ulo 8.®, resulta que los inventores ó descubridores extranjeros 

*íuedan entre nosotros sin derecho legal á privilegios exclusivos 
por sus artes, máquinas ó industrias.

son  ̂ puede desprenderse, sin esfuerzo alguno, que
absolutamente "ilegalesn todas las concesiones de privile- 
exclusivos que desde él 25 de julio de 1872 ha decretado 
uprcmo Gobierno en favor de inventores ó descubridores

^^tranjeros.

^'Sunos que el "derechoii de los inventores ó descu­
que ^^tranjeros es indiscutible. Á  lo que responderemos 
Pctire* ^ ya lo hemos dicho y  según lo re-

adelante, nosotros somos partidarios decididos 
'̂ orno teoría puede reputarse indiscutible,

^ue unos le concedan más latitud que otros, en la 
Igg l̂ quedado entre nosotros sin protección ni garantía

'̂̂ '̂ orice á los interesados su ejercicio. Este mismo 
por corrobora, pues, la gravedad del abuso, y  proclama,

^ ‘̂̂ nsiguicnte, la necesidad de la reforma legal, 
los „  °  dicho, creemos dejar suficientemente probado que
no fuer'̂ ^̂  defectos dcl famoso artículo 8.® de la ley de 1840, 
contrar̂ *̂  ”̂ ''*‘'̂ b‘dos por la reforma de 1872, sino que, por el 

aumentados, puesto que por asestar un golpe 
torgj . discutibles derechos de los simples introduc-
cutib']^"^?  ̂ muerte los derechos, de todo punto indis-

e los inventores y  descubridores extranjeros.
entrado de lleno en el análisis de la actual ley 

^ '̂ l̂ado sobre privilegios exclusivos, y  ya que hemos
precisión P^'i^cipales defectos, cuales son la falta de
y el  ̂ claridad con que trata los privilegios de introducción 

® t̂ranjero'" *̂’ °̂ respecto de la condición del inventor
°  Chile, lógico y  ordenado procedimiento será de
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nuestra parte el continuar en ese análisis antes de estudiar la* 
bases sobre las cuales debe, en nuestro concepto, descansar la 
reforma de la ley.

Inútil, además de indigesto para nuestro propósito, sería el 
entrar á estudiar y  á criticar separadamente cada uno de \os 
dieciséis artículos de que consta hoy la ley de 1840. Muchos, 
los más de ellos, no son sino disposiciones de tramitación  ̂
detalle, simples derivaciones y  consecuencias de las disposicio' 
nes fundamentales, y  que quedarán por lo tanto estudiados y 
criticados con el hecho mismo de estudiar y  criticar las referí- 

4 as disposiciones fundamentales de la ley, y  que son las únicas 
en que nos ocupamos en el presente estudio.

Cuatro son, en nuestro concepto, los puntos cardinales 
deben servir de base á toda ley sobre privilegios exclusivos. 
el primero, resolver acerca de los privilegios de invención; es 
segundo, decidir sobre los privilegios de introducción; el terce 
ro, tratar de la condición del inventor y  del introductor 
jero en Chile; y  el cuarto, elegir y  reglamentar el sistema y 
tramitación de las concesiones de privilegios exclusivo;?.-' 

Respecto del primer punto, nuestra ley actual no tiene n 
de censurable, pues concede los privilegios de invención po*" 
término cuyo máximum era primitivamente de diez años, y   ̂
por ley de 20 de enero de 1883 se extendió al plazo de

me-En este punto están casi todas las legislaciones más ó
de acuerdo, pues las diferencias de plazo son pequeñas, 
recen tomarse en consideración y  no tienen v e r d a d e r a  1 

tancia práctica toda vez que .se ha resuelto ya unánimem 
el principio general de que los privilegios exclusivos de 
ción deben de concederse sólo por cierto espacio limita 
tiempo. _ _

Con todo, no cerraremos el estudio de esta disposi^i > 
advertir que el plazo concedido por la ley chilena de gs
1883, es el más largo de todos los q u e  conocemos, y  y j  
quizás más conforme con el interés del país mi-sino.  ̂
que es de justa fuerza coartar en ciertos casos la *  ̂ gl 
industria concediendo privilegios, ello se haga siemp>'<̂  
menor tiempo posible, á ejemplo de otros países corno 
térra, Francia, Bélgica y  Estados U n i d o s ,  donde el
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privilegios varía entre ocho, diez, doce y  quince años, sin pasar 
de dieciocho.

Por lo que se refiere al segundo punto, ya hemos visto que la 
^^orma de 1872 suprimió los privilegios de introducción, ya  

"los censurado el espediente demasiado indirecto y  lacónico 
abu' suprimirles adoptó, y  ya hemos visto, además, los 
le  ̂ antiguo artículo 8.0 de la

Sî ’ e como el actual artículo único de la ley de 1872. 
hern' .̂ se refiere á los plazos de los privilegios
p señalado, pues, alguna conveniencia de reforma, se com-

•»tr̂  privilegios de
unl° nos permitamos indicar la urgente necesidad de

"^^reforma completa.

tor e punto tercero, que trata de la condición del inven-
^ueda en nuestra actual legislación 

®̂ PUnt °  ^^stimosamente,— según acabamos de verlo ,-co n  
La dis °  ‘Jue se refiere á los privilegios de introducción,
'̂■tícul̂ ” '*̂ -*̂ ”  negativa vigente sobre esta materia (que es el

®^PnmirT'^° 1872), se limitó á
''^Ventor  ̂ que prestaba directa ó indirectamente al
'Nosotros Chile. L a actual situación de éste entre

para niás defectuosa en la ley, puesto
‘̂̂ Sicam “ 'v ’^̂ n̂do que es uno de los casos más

frecuentes el de "inventores.i extranjeros que de- 
nuestr nuevas industrias en países jóvenes como en

‘̂istrias ' donde tienen más bello porvenir las in-
P''̂ -‘'ente  ̂v  Que es donde más carecen de riqueza

no legislación vigente es, por tanto, en esta

.̂''̂ ‘ '̂■ament sino algo más, puesto que es nula
sobre consigna disposición alguna posí-

^ t̂ranjerQ materia que como la condición del inventor 
'’^gativas ’̂ f̂̂ ’̂ '^dora á algo más que á simples disposiciones 

situa^-x  ̂ 'niplícitamente las coloquen en una buena ó 
deseab' '̂ 1 Que hubiera sido la condición en

•'̂ *'0 en ChM*̂  ^ongresales de 1872 dejar al inventor extran- 
 ̂ '̂"anquex̂ ’̂ duda expresarlo con toda la latitud

leyes administrativas se requiere. Inútil 
® lo dicho, insistir en la necesidad, no diremos
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precisamente de reformar la actual ley sobre esta materia, sino 
en la urgencia de legislar claramente sobre una materia cuyo 
solo olvido se presta á tan serios abusos como los que más 
arriba hemos señalado.

Por lo que toca al cuarto y  último punto cardinal de toda le* 
gislación sobre privilegios exclusivos, que se refiere á elegir y 
reglamentar la tramitación que deben seguir todas las conce­
siones de privilegios, sabido es que nuestra ley ha d e d ic a d o  

gran parte de sus artículos y  algunos decretos in te rp re ta tiv o s»  

que ha sido necesario dictar con posterioridad á 1840, á esta 
blecer y  reglamentar el sistema pericial para estas concesionesr 
sistema que es el más absurdo de todos los ideados, seguí' 
trataremos de domostrarlo pronto al estudiar las bases'que. 
nuestro concepto, deben presidir á una nueva ley chilena 
esta materia. Con efecto, la sola idea de que una comisi‘ î' J  
dos ó tres peritos, que puede ser muchas veces parcial, se 
quien viene á decidir y, lo que es más grave, á "fallar.-  ̂
mo término, si se conceden ó no los privilegios, es 
naturalmente zahiere los derechos particulares y  abre la ^  
franca puerta á todas las arbitrariedades en materia de co 
siones administrativas. Se comprende que, cuando el 
rés privado ó público no puede valerse por sí mismo, cu  ̂
cede en las contiendas civiles y  criminales, confíe la 
guarda y  - fiscalización á funcionarios especiales, como son 
miembros de los tribunales ordinarios de justicia en el 
cordado; pero no puede concebirse que se siga un proce 1 

to semejante cuando el mismo interés privado ó jaS
mejor que nadie los elementos necesarios para fallar so 
concesiones de privilegios exclusivos, declarando, si  ̂
silencio y  no objeta la concesión, que el invento es re 
original y  el privilegio justo, y  proclamando que es la
concesión y  que debe, por tanto, revocarse, si coi^'
justicia ordinaria que el invento no es original  ̂  ̂  ̂ y  de' 
prendido entre los que privilegia la ley. Por otra giste-
jando para un poco más adelante la discusión teóric» 
ma de informes periciales para la concesión de pnv* » 
concretaremos ahora á tildar de muy defectuosa nue 
lación sobre el particular, porque ni siquiera ha sa
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^°nsccuente con el sistema pericial y  porque, aun colocados 
centro de él y  admitiéndole como bueno por un momento, la 

de 1840 olvidó establecerlo con las únicas garantías que 
pueden dar al sistema pericial ciertas relativas conveniencias, 

stas garantías son las que concede la ley norte-americana 
al establecer el sistema pericial, favorece y  prestigia la 

’^idependcncia de los peritos, asignándoles, por cuenta del Es- 
^  o mismo, una remuneración bastante considerable que les 

en completa independencia personal respecto de los soli­
citantes. Entre nosotros, el Estado no retribuye con un centavo 

‘̂ •'5 peritos, y, para colmo dcl absurdo, obliga á ’éstos á que 
''^ciban del solicitante mismo una insignificante retribución 

no paga por cierto la gabela impuesta, que deja en libertad 
_ s peritos de aceptar ó no la comisión, facilitando por este 

° medio que la designación recaiga siempre sobre parcia- 
uscados y  propuestos de antemano por el solicitante y  que,

Palaí^^” *̂ ’̂ arbitrariedad, el favoritismo y, en una
inmoralidad, en una clase de procedimientos que 

de los más seriamente protegidos por la admi-

con lo dicho basta para demostrar por qué con- 
también defectuosa nuestra legislación en el cuarto 

’ *̂̂ tre los errores primitivos y  originarios del cual con- 
1 ‘̂Tibién censurar, antes de concluir, la disposición con- 

Pqj. P®*" el artículo 12 de la ley de 1840 (disposición que, 
el a ./  hoy derogada, bien que sólo tácitamente, por '

S-® de la L ey Orgánica de los Tribunales de 15 de

privil ^̂ ■'̂ citase pleito entre individuos que hayan obtenido 
dccijji^ fabricación de unos mismos productos, será
juc2  ̂ arbitraje en única instancia, compuesto de un

y  tercero, que nombrará

W a ' “
^'tado debemos decir que, por más que lo hemos me-

' ’ciít imposible, de toda imposibilidad, dar con
áp]-' pueda tener el sistema de arbitraje especial

'̂'Süineii't  ̂ ^^'^tenciones de esta clase la ley de 1840. El único 
que á primera vista puede hacerse valer, que es el
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de la especial competencia técnica <5 industrial que ha de re­
querirse para el estudio y  la resolución de algunos puntos de 
esos pleitos, no tiene mérito alguno si se recuerda que la jus­
ticia tiene los medios (y los usa diariamente en toda clase de 
litigios) de pedir informes de peritos antes de resolver nada 
sobre cualquier punto, para la justa apreciación del cual deban 
entrar consideraciones técnicas, científicas ó especiales de al­
gún arte ó industria en que no es competente el juez ordina­
rio. Con esta sola observación queda destruida la única 
que pudo justificar aquel sistema de arbitraje, tan expuesto, poc 
otra parte, á las arbitrariedades, injusticias y  parcialidades que 
son casi siempre consiguientes al sistema de evadir la justicia 
ordinaria, única que puede ofrecer, en un país como el nuestro, 
bastantes garantías de independencia y  seriedad en el estudio 
y  resolución de toda clase de litigios entre particulares.

Terminado ya nuestro breve análisis de la ley actual sobre 
privilegios exclusivos, y  deducida ya de él la consecuencia 1̂ ' 
gica de que es necesario entrar á reformar esa ley, corrigiéndola 
todos los defectos que acabamos de señalar ó, en otros ter­
mines, dictando una ley enteramente nueva sobre el particular, 
en nuestro próximo y  último artículo entraremos á exponer 
cuáles son, en nuestro concepto, las bases de que debería partir 
una nueva ley chilena sobre materia tan importante y  á la cual 
se encuentra tan íntimamente vinculado el otro problema dd 
porvenir industrial de la patria.

A R T Í C U L O  T E R C E R O  Y  Ú L T I M O

Casi inútil nos parece admitir como indispensable en̂  
nueva ley de privilegios exclusivos, la existencia de los privi 
gios de invención, consagrada por la legislación vigen te y  
constituye la primordial base de una ley sobre estas maten̂ -'*' 

Con efecto, no tendría ni siquiera objeto teórico alguno el 
trar á legislar nada sobre privilegio si no había de partirse 
principio de que los "inventoresii de un arte, industria, etc., 
acreedores á que las leyes establezcan una concesión espcC 
en favor de ellos.
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La justicia de este principio es tal, por otra parte, que todas 
las legislaciones civilizadas le consagran hoy prácticamente. No 
obstante, el fundamento dcl derecho de los inventores ha sido 
y es todavía teóricamente discutido por muchos economistas y  
escritores. Alegan éstos que los derechos que los "inventoresci 
^nian de "propiedadn sobre sus descubrimientos, no son tales 

trechos, puesto que se refieren á una idea, á algo inmaterial, 
corno es siempre la base de los nuevos inventos en favor de los 
guales se conceden privilegios de invención. Ahora bien, se ha 

 ̂ *̂ no, como las ideas nuevas son verdades nuevas que deben 
 ̂aprovechar á la actividad universal y  como las verdades no 

pertenecen á nadie sino que .son del dominio general de los es- 
.Piritus, resulta que el derecho de propiedad no puede invocarse 

Aspecto de objetos inmateriales que carecen de las condiciones 
®-‘’<jncialmente constitutivas de la propiedad.

n Verdad que no es difícil refutar este argumento, cuya 
podría arrastrarnos en sana lógica á los precipicios 

“̂ ^más delirante de los comunismos. 
jjQ efecto, si la base dcl raciocinio expuesto parte de que 

ser objetos de la "propiedad exclusiva^ las ideas 
Son ' ‘̂ ventos) de un individuo, por cuanto tales ¡deas no 
poste desenvolvimientos y  transformaciones
jg  principios que pertenecen al dominio "generalti
dría artes ó industrias, con mucha mayor razón po-
o b s e r t a l  principio al orden material, porque, como 

ta ^ucho acierto Ahrens, las cosas materiales "no 
'^cnto combinaciones particulares de los ele-
cet,  ̂  ̂ generales de la naturaleza que, como tales, no pertene- 
las y estas combinaciones se distinguen de
poj •̂‘'Piritu en que se las encuentra completamente formadas 
tad„ y e n  que se ’ las puede ocupar sin dificul-

recho pues que, así como sería absurdo negar el de-
P’‘‘ncin’ material, fundándose en que los cuatro

materiales de la naturaleza, el aire, el agua, la tierra

de D erecho N a tu ra l ó Filosofía del Derecho
Pag- l8s.
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y  el fuego, son del dominio de todos, y  olvidándose de que di­
cha propiedad se constituye sólo en virtud del trabajo, ya se 
llame éste ocupación, tradición, accesión, ó ya se llame (apH' 
cando las denominaciones de aquellos filósofos)  ̂ com binacio­

nes ó simjjles transformaciones particulares de aquellos ele­
mentos generales, es indudable, repetimos, que sería todavía 
más absurdo negar el derecho de propiedad intelectual, fu^' 
dándose en que los elementos primordiales de los nuevos 
ventos son ideas de propiedad general.

Con esta lógica se caería en la contradicción ridicula de ad­
mitir el trabajo como título para la propiedad material y 
rechazarle como título de la propiedad intelectual, cuando eS 
evidente, como lo dice también Ahrens, que "si en alguna pa*" 
te puede reconocerse el trabajo como una condición de la P*"® 
piedad, es, sin duda, en las obras de la inteligencia.il "

Y  es claro, si es sabido que la mera posesión de esas 
que son dcl dominio general de las ciencias, artes é industria '̂ 
cuesta ya no poco trabajo, ¡cuánto más trabajo no ha de repf̂  ̂
sentar el estudio conseguido para llevar á término e.sas 
formaciones ó combinaciones particulares que van á 
en inventos! Y  por el contrario, ¡cuántas veces en la 
de la propiedad material el trabajo se reduce á ocupar 
fuerzo alguno de esas transformaciones y  c o m b i n a c i o n e s  

ticulares de los cuatro elementos generales que tantas v 
ofrece la naturaleza completamente formadas!,

No obstante, aun cuando en teoría pudiera con 
tiles de dialéctica llegarse á negar el derecho y
lectual que ha servido siempre de fundamento á los 
artistas y  que invocamos también, como es de estricta  

para los inventores ó descubridores industriales, siem pre l̂ s  ̂

daría á éstos la salida de hacer valer el trabajo especial 
presenta un invento, como un título que innegablemente 
acreedores por lo menos á un d e r e c h o  q u e  podríamo^^^^ î ĝ 

de prioridad sobre la explotación, ya que se les niegue el  ̂
de propiedad sobre el invento. cha:/S t*Ĉ

En el fondo, vendría á ser, pues, lo mismo negar o 
aquel derecho de propiedad, pues nadie, por 
fuera, podría negar las consideraciones de gratitud  Q



sobre toda sociedad civilizada, obligándola á premiar de algún 
■̂ odo á los que enriquecen el caudal de sus propiedades, ya 

éstas del orden material, ya lo sean del orden moral.
_ Considerada la cuestión bajo este último aspecto, no esta- 

riaiTios distantes de hacer una transacción con los enemigos del 
erecho de propiedad intelectual, pues si éstos restringen la 

aplicación de su principio concediendo el aludido derecho de 
Pnoridad, nosotros debemos también restringir nuestra doctri- 

del derecho de propiedad, estableciendo el derecho que inne- 
Sa lemente asiste á la sociedad, representada por la ley ó el 

stado, de poner algunas limitaciones en nombre del interés,—  
y aun de los derechos generales,— á, los referidos derechos é 
ntereses particulares. *

. Así, pues, es evidente que la sociedad debe conceder á los 
nventores industriales los privilegios especiales de explotación, 

.se funden éstos en un derecho de propiedad, ya se limiten á 
derecho prioridad en la explotación. Establecidos 

Con puede el inventor exigir de la sociedad,
n\ iene también reconocer los derechos que á su vez puede 
'L'r la .sociedad de los inventores.

a ido es que los inventores, por más estudio y  genio que 
^e descubrimientos pongan, no pueden nunca prescindir 
civir^ elementos con que les ayuda toda sociedad

P '̂'  ̂ !>‘'*gar á producir un invento. Efectivamente, el 
ción̂   ̂ inventores no carece por tanto de cierta colabora- 
pios presta la sociedad al facilitarles todos los princi-
la s* generales ya incorjiorados en el patrimonio de

 ̂ ocurrido
que  ̂ inventores con el título de '•crendores.-, único 
Ĵ ació̂  ̂ ^«"vendría si en realidad no hubieran recibido colabo- 

derech^'^'^"^ trabajo. De ahí también el
derech” concederse á la sociedad sobre los ¡nventores,
res de t hiende no sólo á resguardar los intereses particula- 
■̂■t'staŝ  las industrias y  artes y  de todos los industriales y  

Pcnsació '̂  ̂ principalmente á establecer cierta com -,
lo sn ^ ’ -i" de las concesiones con que ella favorece á

y^^'vilegiados. ,
s derechos pueden reducirse y  traducirse todos en uno
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solo: en el derecho de “limitación,, que debe ejercitar el Estado 
sobre los derechos de -propiedad,, ó de "prioridad,, de los pri­
vilegiados. De ahí que sea, en nuestro entender, condición 
fundamental del privilegio de "invención,,, la traba de que se 
conceda siempre por un espacio limitado de tiempo.

Creemos, pues, que el Estado no puede conceder á los inven­
tores "privilegios perpetuos, porque si es verdad que al conce­
derles reconocería el derecho-de "propiedad a b s o l u t a , ,  sobre 
los inventos, es verdad también que abdicaría de un derecho 
inabdicable como es el que "pesa,, (para un Estado los derechos 
deben "pesar,, tanto como las obligaciones) sobre el Estado,

 ̂ ordenándole impedir que se lastimen ó restrinjan los d e r e c h o s  

generales que tiene toda socied«id civilizada sobre las ideas 
producidas en su seno al calor de las facilidades y  e l e m e n t o s  

especiales que solo ella h a  podido allegar con el t r a n s c u r s o  de 
los siglo.s.

De consiguiente, establecida ya filosófica y  prácticamente 1̂  
legitimidad del privilegio de invención, queda también esta­
blecido que en una buena ley sobre la materia, esos privilegié'’ 
no deben ni pueden concederse sino por un espacio "limitado" 
de tiempo. Por lo que hace ahora á la fijación de ese espaciOr 
dijimos ya que convendría no fuera en Chile tan largo c o m o  lo 
es actualmente. Con quince aflos de máximum c r e e m o s  

bastaría, y  además nuestra legislación se conformaría así nicjof 
con el espíritu dominante en esta materia, el c u a f  debe 
siempre impedir que se arraigúen demasiado todos los pri''"'  ̂
gios. Las concesiones muy largas traen peligros sumainef> 
graves para el interés de la misma industria, sobre todo 
países tan jóvenes como el nuestro, en donde las circunstancié^ 
y  los medios de actividad y  progreso varían radical 
muy poco tiempo.

Estudiada ya la primera base de que debe partir una bu 
ley nueva de privilegios exclusivos, estudiemos la seguid 
que se refiere á los privilegios de "introducción,,.

En nuestro concepto, la ley debe pronunciarse 
en contra de estos privilegios y  prohibirlos term inantes^ J  
porque es claro que á los simples introductores no les ¿ 
derecho de propiedad y  prioridad de la invención,
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la luz de la filosofía puede justificar la restricción de las liber­
tades generales que'importan siempre todos los privilegios. 
■Además, surge, y  no puede menos de surgir, del sistema favo- 

á los introductores, el más grande de los abusos; porque 
admitido en principio el privilegio exclusivo de introducir, 
Verbigracia, una máquina desconocida en Chile para trillar, ¿con 

fundamento filosófico podría rechazarse otra solicitud que 
P‘<Jiera privilegio también e.xclusivo para introducir y  vender 

Chile todos los libros que hasta ahora no se hubieran ven- 
*'̂ 0 ni iiitroducido? Se comprenderá con este ejemplo, y  con 

J'ccordar los abusos á que se prestó el antiguo artículo 8.“ de la 
1840, las enormes consecuencias que .se deducirían de 

'tiitir el privilegio de introducción en nombre del interés na- 
'̂ ’<Jnal, ya qug su favor no podrían invocarse en manera 
 ̂^una los derechos de particulares.

en" embargo, que pueden darse,-;-sobre todo
nuestra patria,— casos en que fuera 

la interés para la industria ó el progreso nacionales
de algún invento ó industria 

•■̂ntT'*̂   ̂  ̂ pública ya en el extranjero, pero que exigiera ga-
'̂^P '̂cialísimas para su establecimiento. En tal caso, po- , ■ 

e.\ permiso especial,— consagrando una verdadera
p j . ^ c ' C o n g r e s o  mismo por medio de una ley particular, 
bien que se vería que no .se admitía el principio,
csij excepción se consintiera á veces hacer concesiones
sgj.̂ .. nombre dcl interés nacional. De esta suerte se
la s '‘talmente al país y  entonces quedaría establecida para 
al oKi- compensación dcl .sacrificio que se la impondría
en  ̂ P^gar la nueva contribución que viene á imponer
S’ada ' arbitraria dcl artículo introducido privile-
e| y imposibilidad de establecer la competencia en
Portar,  ̂ °  Estas últimas consecuencias del privilegio, que im- 
'^arfan' verdadera contribución nueva, que-

Pür T* *"°'^P‘̂ ' ŝadas con el interés nacional satisfecho, 
tra parte, es preciso no olvidar que el espíritu de núes-
libortâ V'̂ .̂'̂ *'̂ ** í’ t>lítica es en general impedir que .se coarte la 
ISl  ̂ l'^dustria, pues establece para esto en su artículo

astricción ya estudiada de que .sólo el interés nacional ,
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(ó el de los autores ó inventores de que habla el articulo 152) 
pueden exigir la violación de este principio. Y  para que pueda 
aplicarse la excepción en nombre de ese interés nacional, exige 
expresamente la Constitución que una ley lo declare así. Luego, 
sólo el Congreso, que es quien dicta las leyes, tiene derecho 
para violar la libertad de industria estableciendo á veces pri­
vilegios especiales en favor de simples introductores que no 
tienen derechos propios que hacer valer para exigir esa concesión 
por simple decreto del Ejecutivo, cual lo exigen los inventores 
<5 autores. En el referido caso del “interés nacionaln declarado 
por "ley,, podría también entrar aquella otra circunstancia con 
que sostienen algunos que puede concederse privilegios de in­
troducción: la circunstancia de que el solicitante introduzca 
sólo la idea, exigiéndole,— para impulsar el progreso de la m 
dustria nacional,— que fabrique el invento en el país. _

Esta circunstancia, esta restricción, diremos mejor, explicó 
que el privilegio de introducción se permita por decreto en a 
gunos de los países más adelantados industrialmente, como 
glaterra, donde el introductor dispone en realidad de los gran 
des elementos'fabriles que se requieren para montar y  construí^ 
las máquinas y  las industrias nuevas y  donde el perjuicio 
gado á la libertad de industria se paga ampliamente con 
progreso que importa para esa misma industria la iniciaci n̂ _̂  
la “ nacionalizaciónti, si se nos permite la palabra, de proc 
mientos ó inventos nuevos; pero en Chile, en un país 
industria puede decirse que no ha salido aun de su per 
gestación, sería sobre absurda, ridicula la pretensión de sup 
siquiera que poseemos elementos para construir en el V  gs 
materiales chilenos, inventos ó industrias nuevas, a 1 

que tales elementos no existen ni existirán entre 
antes de muchos, muchísimos afios; por manera que ¿e
los privilegios de introducción con la expresada con 1 
construir los inventos ajenos en el país, no serviría uní  ̂
sino para fomentar el fraude legal, obligando á los so 1 
á importar desarm ados sus inventos y  á construirlos ap 
mente en el país con elementos separados y  especiales 
die podría impedir que introdujeran ellos del 
más, aun dado caso de que pudieran fabricarse entre
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con elementos exclusivamente nacionales, algunos fáciles inven­
tos, ajenos pero desconocidos en Chile, siempre quedaría el re­
curso indicado de pedir una ley especial del Congreso, puesto 
que el caso sería siempre raro, y  requiriéndose el dictamen del 
cuerpo legislativo, habría una garantía verdadera de la seriedad 
y  conveniencia especial de la concesión.

Con lo dicho basta, nos parece, para dejar claramente esta­
blecido que el segundo ;punto de que debería, en nuestro 
concepto, partir una buena ley chilena sobre la materia de que 
venimos tratando, sería la prohibición general de los privilegios 
de introducción, prohibición que sólo podía ser excepcionada 
por expresa declaración del Congreso Nacional.

Tócanos establecer ahora la tercera base de una ley com­
pleta de privilegios, punto en el cual debe de decidirse la con­
dición del introductor extranjero en Chile.

Respecto de este punto, creemos sencillamente que no sólo 
no debe ese introductor tener garantía alguna entre nosotros 
smo que debe expresarse con terminancia en la ley que "cn 
Chile no hay privilegios de introducción para nacionales ni e x ­
tranjeros, sino en el caso de que el Congreso Nacional lo otorgue 
por vía de excepción y  en virtud de una ley expresa que de­
ja re  la concesión de interés ó necesidad pública..! , 

Cuanto á la condición del inventor extranjero, creemos que 
be distinguirse si el invento tiene ó no privilegio en alguna 

P^rte. Si le tiene, pensamos que debe concederse el privilegio, 
pues no habiendo salido aún de las manos del descubridor de 
ese derecho de propiedad ó de prioridad, es evidente que no 
t*“ndrá Chile razón para entrar á despojar al autor de un mere- 

‘̂do premio que las leyes de otras partes no han entregado 
todavía al dominio general. En otros términos, nosotros debe- 
^os respetar siempre todos los derechos que, por no haber ca- 

Ĉcido, son aún respetables. Además, no sería justo, ni siquiera 
P*̂ sible, hostilizar sin objeto á las naciones extranjeras en la 
persona gloriosa de sus hijos inventores, negando á los méritos 
b .̂ -1°® de éstos lo que concede á idénticos méritos y  tra­

jo® de los nacionales. Por otra parte, el espíritu' uniforme 
1 sobre esta materia, en toda nuestra liberal legis-

* ri y  consignado expresamente en la Carta Fundamental de
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1833 , es el de proteger la condición del extranjero en Chile, 
equiparándolo hasta donde es posible con la del nacional. Este 
espíritu ha sido obedecido ya por nuestras leyes civiles, que 
son justa y  célebremente liberales en este punto. ¿Por qué, 
pues, no habría también de ser obedecido por nuestras leyes 
administrativas, cuando con ello no sólo se respeta un princi­
pio constitucional, no sólo se levanta y  ennoblece gloriosamen­
te el edificio de nuestra legislación, sino que, ademá.s, se favo­
rece directamente una de nuestras más positivas y  urgentes 
conveniencias, la de fomentar la inmigración extranjera á esta 

^privilegiada lengua del territorio americano?
Empero, así como hemos resuelto sin trepidación que la nueva 

ley debería proteger terminantemente la condición del extran­
jero en Chile, equiparándole al inventor nacional, cuando el 
dc.scubrimiento que se de.sea privilegiar se encuentra consa­
grado y  respetado todavía como propiedad por otras leyes, así 
también resolvemos sin vacilar que en el caso contrario, esto 
es, en el caso de que e.se invento no se encontrase ya protegi<̂ ® 
por ley alguna, en el caso de que hubiesen caducado paf^  ̂
inventor los derechos que otras leyes le respetaban y  garaiit'íi|’ ’ 
en tal caso, repetimos, no debe la ley amparar la quijote'" 
administrativa de que entre nosotros se pueda, resucitar dcrê  
chos muertos, arrebatando á los derechos generales de la socie 
dad una idea ó un invento que ha salido de manos de su a 
y  del cual éste ha gozado ya durante todo el tiempo 
justicia y  las leyes de su país le concedían.

Con efecto, no sólo no habría conveniencia, sino que
tam'

norm^
poco habría derecho para que un Estado tomara como  ̂
general el imponer trabas á la explotación de una ya
invento que es libre en todas partes y  que nos le 
otros paí.ses. Y  es claro, lo que la sociedad, y  en partí' 
ella la ley, tienen que respetar es únicamente el derec io 
cular de un autor ó inventor determinado que se presen^ 
citando "privilegio exclusivo,, pará la explotación de un  ̂
cubrimiento cuya propiedad es exclusivamente suya y  1,35 

público alguno. Pero ¿cómo, con qué títulos, ni con P 
se presentería ante un Estado un extranjero 
legio para un invento que es públicamente explotado e
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partes, ó alegando que es de su única propiedad una idea que 
nos ofrecen regalados los públicos industriales de otros puntos?

Sabido es que el papel déla legislación no es el de crear "de- 
rochosii, sino el de "reconocerlos.t y  garantizarlos cuando existen. 
Por esto en el primer caso, cuando el inventor se presenta de- 
Tioslrando que existe su derecho y  que sólo él posee su invento, ' 
Argumenta con un hecho: el de que el invento le pertenece, puesto 
que lo explota exclusivamente; de este hecho, que es en reali­
dad un título legítimo de dominio equiparable á la ocupación, 

deduce claramente un derecho, el del descubridor. En tal 
caso la ley obra dentro de su esfera limitándose á reconocer y  
 ̂ g'irantizar un derecho preexistente.

Kn el segundo caso, no pudiendo el inventor probar el hecho 
su dominio, ó sea, la ocupación de su descubrimiento, no 

P’'ueba su derecho, y  no probándolo, no puede la ley recono- 
^̂■■.sclo, ni menos garantizárselo. Es más aún, porque en esta 
^■rcunstancia, puede y  debe presentarse la sociedad: ella demos- 

ra que posee el invento ó la nueva idea, y  establecido este 
general de ocupación en favor de alguna sociedad, no 

 ̂ camino que reconocérselo y  garantizár-
*íue es lo que haría al determinar que "sólo se concederá 
cgio de invención al descubridor extranjero, para quien no 

caducado el permiso que las leyes de su propio país le han 
Cedido para la explotación exclusiva do su industria.n 

 ̂ teoría correcta es, sin duda, la expuesta en las primeras 
'''Cas que escribimos al tratar de este punto; mas, como en su 

cación podría tropezarse con el abuso, perjudicial y  burla- 
 ̂ derechos sociales, de que un inventor extranjero tu- 

tod cuidado de ir .solicitando sucesivamente en
Para  ̂ países privilegios exclusivos por su idea, cuidándose, 
rria concedieran y  para poderlos aprovechar el
País i*" posible, de no pedir un nuevo permiso en un
<iue cuando estuviera ya para expirar el término con

le había privilegiado; como podría, repetimos, 
modo el hecho de que una ¡dea industrial 

tviQ,  ̂ P*'ácticamente de un privilegio que podría ser "perpe-
■ de inventor, — si se considera la brevedad de la vida

ombre y  el gran número de países civilizados de los
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cuales podría solicitar sucesivamente privilegio,— y  como esta 
idea de la "pcrpetuidadn de las concesiones no se concilla fácil­
mente con los derechos y  los intereses generales de la sociedad, 

hemos concluido por redactar la disposición en la forma que le 
dimos en el párrafo anterior, estableciendo como salvaguardia 
de este abuso, que en las solicitudes de inventores extranjeros, 
no deberíamos nosotros tomar en cuenta sino un solo país ex­
tranjero, para los efectos de ver si el invento goza ó no aún de 
derecho de propiedad privada. Este país sería naturalmente el 
de la nacionalidad del solicitante. Así, pues, si un inventor fran­
cés se presentara solicitando privilegio para una industria que 

••no es pública en Francia,— única nación dueña del invento,— i'®* 
sotros deberíamos también conceder el privilegio, pues no podría' 
mos alegar derecho para arrebatar una idea ó un invento que la- 
misma sociedad francesa respeta todavía, considerándole como 
propiedad privada Y , por el contrario, si la concesión del soli­
citan te ha caducado ya en Francia, tendríamos claram ente de­
recho á negar el permiso, pues el solicitante nos exige un pafi*̂  
(vimos ya que el privilegio importaba una contribución, verda­
dero pago, por tanto) por una idea que la misma s o c i e d a d  ff̂ '̂  
cesa nos puede facilitar gratuitamente. Conceder permiso en 
tales términos sería perjudicar, pues, los derechos é intereseŜ  
sociales, y  si es verdad que el Estado debe proteger 
los derechos particulares, es cierto, por otra parte, que no pue  ̂
protegerles sino cuando no están en contradicción con los def® 
chos é intereses generales de la sociedad, que son naturalií’ '̂ ” 
los primeros y  más importantes para el Estado.

Elegidas ya las tres bases principales de lo que sería, en 
tro concepto, una buena ley chilena de privilegios 
no nos queda ya por estudiar y  resolver sino la cuarta /  “ 
de esas bases, que es sin duda la de menos importancia cua 
se discuten los fundamentos y  las disposiciones sustancia e 
la ley: nos referimos á la elección del sistema: de tramita*" 
aludidas concesiones. .

Para esto, nos limitaremos á proponer el sistema que 
Inglaterra, en Francia, en Bélgica y, en general en 

, países más adelantados industrialmente. Este s i s t e m a  

Ja concesión simple y  sin el odioso é tnúít/ trámite del m
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peritos, que exige nuestra malhadada legislación vigente. 
Inútil sería que repitiésemos aquí las razones con que más 
arriba criticamos ya el referido sistema pericial, sobre todo 
cuando se le establece en la mezquina forma que tiene entre 
'Nosotros y  cuando se olvida que en un país como Chile no 
pueden materialmente existir el número de industriales que 
®̂ pone aquello de solicitar para cada privilegio que se presen- 
^  informe de peritos especiales. ¿Será fácil encontrar siempre 

'̂itre nosotros peritos capaces de informar seria, concienzuda y  
°̂̂ >ípetenteinente sobre los variadísimos puntos científicos que 
‘Unamente se presentan en las solicitudes de privilegios ex- 
usivos? Por muy buena idea que tengamos,— como nos com- 

P'acemos en tenerla,— de nuestros hombres de ciencia, todos 
•^ ĉonocerán con nosotros que éstos son tan pocos, tan con- 

*í'Je no pueden ni les conviene echarse encima los car- 
periciales en las condiciones en que nuestra ley les esta-

^  P̂ r̂ lo demás, dado que el objeto único que tienen los tales 
peritos, es el de proteger el interés de terceros, im- 

 ̂ <endo que pasen por inventos originales descubrimientos ya 
c es realmente absurdo confiar esa vigilancia, e.sa

ización, á la opinión administrativa ¡lustrada por una co- 
dual ^̂ '■̂‘‘'^'nada, cuando podría ejercitarla el interés indivi- 
y  ̂ mucho más éxito, con menos costo, con mayor interés 

-• ’ mayor justicia? ' , '
Unt  ̂ parece que el mejor salvaguardia y  mejor vigi-

originalidad de un invento, es el interés de terceros 
nio  ̂ inventores, que el simple visto bueno del Supre-
pro ° puesto al pie de un informe que redactan peritos

os muchas veces por el solicitante mismo, 
cer j '  <5ue el sistema pericial no puede sino ofre-
venie entre nosotros. Por el contrario, ¿qué incon-

Gob’̂ "̂  podría traer el sistema libre que proponemos, de que 
®stu(j- conceda los privilegios de invenpión, sin pararse á 

t̂ribu '■ '’̂ ^olver él una cuestión tan ajena de su carácter y  
Sitial como es la dilucidación práctica de si es ó no ori-
^^mbr solicitado? Dirán quizá algunos rutinarios, acos­

os al sistema de arbitrajes y  arbitrariedades que con-



sagraba la ley de 1840: ¿cómo se resolverán entonces las cues­
tiones C11 que se objete la originalidad del invento?

A  lo cual responderemos sencillamente que no hay razón 
ninguna para que no conozca de esas cuestiones, como fcli '̂ 
mente sucede ya desde el l.“ de marzo de 1876, la misma justi­
cia ordinaria que conoce de las demás. Se alegará que la jus­
ticia ordinaria puede carecer de competencia científica 
estudiar los inventos. Á  lo cual responderé que más fácil cs 
todavía que carezca de ella el Estado y  que para ose caso cstáf 
los peritos: para los casos particulares en que un juez reclaiTi® 
sus especiales informes, mas no para que asinnan el carácter 

funcionarios públicos nombrados y  dependientes, por tanto, 

Gobierno para estudiar y  resolver cuestiones cuyo esclarccj 
miento y  resolución debe pender, á la luz de los buenos pn'nci 
pios, sólo de los tribunales ordinarios de justicia establcci<l<̂ ® 
por el artículo 108, capítulo 8.° de nuestro Código Fundament^^ 

Creem os, pues, que en esta materia el rtígimen más .senci 

será el mejor. El Estado concede todos los privilegios de 
ción que se soliciten, sin más garantías que las muy 
compensadoras de una pequeña contribución especial y . 
coi)ias y  explicaciones suficientes para que, pasado el toin 
del permiso, pueda el Estado comunicar y  entregar á la 
dad la propiedad del nuevo invento con que va á enriquĉ .̂̂ ^̂  
Estas garantías son, creemos, las ¿nicas que pertenecen 
sorte del Estado. t ió ^

Ahora bien, si el privilegio es objetado, se entabla la cU 
ante la justicia ordinaria y  ella resolverá el punto, ilustra 
sobre el particular, ya con informes periciales, ya con 
particulares, ya, en fin, con cualesquiera de los muchos 
de que para el esclarecimiento de todas las contencion^s^^^  ̂
pone siempre el juez que cumple con celo y  honradez a- 
incumbencias que la ley y  el honor imponen á su c o n d u c  

Establecidas ya las cuatro bases de que debe partir 
va ley chilena de privilegios exclusivos, sería inútil é 
estudiar los demás puntos de detalle que ella habría 
prender. - ^

Según lo expusimos antes, tales puntos son simple 
ciones y  consecuencias cuyo rumbo y  forma han queda
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*̂ >ados y fijados con haber resucito las cuatro bases cardinales 
acabamos de examinar.

Queda ya, por consiguiente, terminado nuestro estudio, y  
nos cumple ahora sino congratularnos de que el Ministerio 

^̂ Uial haya consagrado un momento de sus importantes tareas 
cuestión objeto de estas líneas, y  de que, al enviar al Con- 

•̂■eso un proyecto de ley nuevo sobre esta importante materia, 
manifestado conciencia y  conceptos cabales del asunto, 

^ o s  os grato anunciar que el proyecto del Gobierno, inspi- 
y basado en el prolijo y  completo proyecto que la activa 

de Fomento Fabril presentó al Supremo Gobierno 
■̂ ĝosto de 1884, lleva en toda su parte sustancial las princi- 

lo '^^'S'i'icias que acabamos de señalar y  satisface los anhe- 
e progreso que el país exige en la materia. 

tQ ^^gura, así lo deseamos al menos, que soplen al proyec- 
yiciitos de pronto despacho que no le permitan recoger á sus 

Ĥ’icl̂  polvo del tiempo, que es entre nosotros el polvo dcl

J o r g e  H u n e e u s

De l i t o s  c o m e t i d o s  p o r  m e d i o  
DE LA PALABRA <■)

Señores Académicos (2):
Qu ‘

lar l'ombre propone y  Dios dispone, axioma es de popu-
que  ̂ y  evidentísimo para mí esta noche al recordar

Pensaba yo qué sería durante mi asistencia asidua á esta

’ '̂^ncia l®‘^ ° P o r e l  P r e s id e n t e  d e  la  R e a l A c a d e m ia  d e  J u r i s p r u y

®8'^'ación, E x c m o .  S r . D . A n t o n io  C á n o v a s  d e l C a s t i l lo ,  e n l a  

1892 “ g u ra l d el c u r s o  d e  1892 á  93, c e le b r a d a  e l 28 d e  n o v ie m b r e  d e

‘'c  estos '̂d*' '̂  ̂ p ren sa  e s te  d is c u r s o  c u a n d o  o c u r r ió  la  c a tá s tr o fe  d e  P a -  

*'*'^'Ones de ^ ^'^nnamos la  a te n c ió n  d e  n u e s tr o s  le c to r e s  s o b r e  la s  c o n -  

y  ‘  L o u b e t  r e s p e c to  a l a s u n to , ig u a le s  á  la s d c l a u to r  d e  e s te  

** ^ ® P c c h o sn '^ ° '” ®nta e n  lo s  s ig u ie n t e s  t é r m in o s  u n  p e r ió d ic o  ta n  p o c o

uscsin° la  l ib e r ta d  d e  la  p a la b ra  d e  la  lib e r ta d  d e  la  e x c ita -

Pedir á la  u n a , c a s t ig a r  la  o tr a  im p la c a b le m e n te . H a y  ,

 ̂ án ia ra  q u e  p o n g a  á d is c u s ió n  e l d ic ta m e n  a c e r c a  d e  la  p r is ió n
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Academia y  qué ha sido mi vida después. Ni más ni menos 
que al mayor número de cuantos me oís ahora lisonjeábame 
la sazón la esperanza de que me abriese el foro sus puertas, 
para buscar legítimamente en él honra y  provecho. Y  si aig® • 
me atraía ya  la política, no imaginaba al menos que en mí 
sultascn incompatibles ella y  el foro. Verdad es que tamp<̂ ® 
recelaba que pusiesen tanto coto á mis aficiones literarias n"'* 
gunas otras ocupaciones. Habíanse dado casos de llevarlo tocio 
en peso, y  el intento de ser uno de ellos puede perdonarse á 
juventud ine.xperimentada. No tuve, pues, en cuenta el antedi'

, cho axioma hasta que, con efecto, dispuso Dios otra cosa. 
que apeteciéndolo, por acaso, intervine prematuramente en 
cosas públicas; abracé después con empeño y  hasta con entu 
siasmo la carrera de la Administración pública, sirviendo covno 
mejor supe al Estado, ora dentro, ora fuera de la Penínsulaf 
faltóme oportuna ocasión más tarde para deshacer lo andaflOf 

. tornando el rumbo hacia mis primitivos intentos, y  combinados 
con estas y  otras privadas causas, sucesos muy excepciona 
les, vine, por último, á dar en mi situación presente. 
pensarán que he ganado, quizá opinen otros lo contrario; teñe 
en todo caso por cierto, y  es lo importante, que en mi aparté 
miento de la carrera, con que todos aquí os honráis ú os que 
réis honrar, ha habido mucho de fortuito é indeliberado. 
ya  que, sea como quiera, no ocupo este sitio á título de a 
gado de profesión, que tantos de mis predecesores osteiitaron> 
sabed también que no elegisteis un hombre en quien falte am 
á vuestros especiales estudios. Lejos de eso, he contado siem 
pre entre los deberes de mi carrera el de cultivar sin tregu  ̂
aquellas ramas del Derecho que forman parte intrínseca de  ̂
ciencia general del Estado. .

No hay entre ellas ninguna más interesante que el defe 
penal bajo sus conceptos varios. Porque al Estado, en quien

p r e v e n t iv a  d e  lo s  p r e d ic a d o r e s  y  d e  lo s  m is io n e r o s  d e  la  an a rq u ía ; 

g u r o s a m e n te  la s r e u n io n e s  p ú b lic a s  y  to d o s  lo s  c e n tr o s  d e  la propag 

a n á rq u ic a  y  v io le n ta ;  r e g la m e n t a r  la s  B o ls a s  d e l tra b a jo , p ara  

t r a r  en  lo s  l im ite s  q u e  s e ñ a la  la  le y  s o b re  s in d ic a to s  y  e n  e l  esp ír itu  p 

s io n a l d e  su  in s t i t u c ió n .  H e  a q u í lo  q u e  se  im p o n e  á  la  co n cieo ciii 

n u e s tr o s  g o b e r n a n te s .»
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'^carna, la ineludible necesidad que trae á los hombres á vivir 
®°cialmente, ¿cuál asunto ha de importarle tanto cuanto su 
^^'stencia misma ahora y  siempre? Ni el individuo, ¿qué otro 

ha de estimar preferible al de vivir gozando del orden so- 
ó jurídico, donde se dilata su personalidad, acumulando 

erzas y  recogiendo auxilios, sin las cuales y  los cuales inten- 
ĵ . vano cumplir sus racionales fines? No arrancaría de tan 
afir  ̂ índole de este discurso no me obligase, ante todo, á 

'■piar que en la necesaria conservación del estado social real- 
^  estriban, por divergentes que sin examen parezcan, todas 
^ndamentales teorías del derecho de castigar. L a escuela 

y al italiana tiene sobrada razón en considerar al derecho 
• l í a t e s o c i a l  inseparables, como lo son la gravedad y  la 

^ ^^ t̂a aquel principio de utilidad, tan escarnecido 
'̂̂ rnós' esmalta hoy sin escándalo no pocos libros mo-
'̂Páti ’ ""r significar siempre, aunque en forma an-

° p r e f e r i r  á todo el vínculo social. ¿Cómo 
•ndivid̂ *̂  tratase sólo de la utilidad de los

siempre, y  más todavía con 
que en ^°^un? Pero contemplemos con mayor atención lo 

ciencia penal novísima.

'̂ '̂ii'Uda ]̂  ̂ ríienor grado por ella el libre albedrío,
cler  ̂ criminal nato, y  no reconociendo

que  ̂ '^^turales, ó sean verdaderos, ni los políticos, ni 
social, todavía acepta sin e.scrúpulos 

de tradicio-
'’o Por̂ ^̂  ^̂ echos, así como la legitimidad del castigo, ya que

necesidad ó utilidad de conservar 
juiit  ̂ numerosas colectividades man-

'iUe caK  ̂ humana especie. Ese necesario vínculo es cla- 
'"̂ •'̂ peto  ̂ también con sólo apellidar deber moral

’ '̂ '̂ito de á las leyes del Estado, y  justicia al cumpli-
3d que la vida en sociedad impone. Re-

.̂ ^ f̂afios ninguna escuela, por osados, peregrinos y
sus principios perezcan, tiende de propósito á 

fri. ■ otros, los Estudios de anlropol(<g'ia m W / w / de Enrique
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eliminar la ley de conservación como primera base del derecho 
penal. Por de contado á eso se reduce el sistema do la defensa 
aunque en su recto' sentido limite con exceso el vocablo la eS' 
fera de acción que para conservarse requiere el orden social, I® 
cual no es maravilla, dado que ni siquiera aquel comprende 
total definición dcl delito en nuestro Código. Bien hizo, pof 
tanto, el insigne Romagnosi (i), que tan eruditamente expuso 
ese sistema al convenir en fin en que no se trataba de una de­
fensa verdadera, sino de una especie de defensa.

Mientras tanto, es indudable que hasta con la teoría c o rre e - 

cionalista en último término .se aspira á la conservación ele la 

sociedad. Porque el esencial error de dicha escuela se cifra 
anteponer el derecho individual abstracto al derecho colectivo, 

positivo, primordial de existencia, que por su naturaleza la so­
ciedad posee. N o  soy yo de los que atribuyen al conjunto de los 
hombres fines distintos de los del individuo, antes bien sostuve 
un día que la sociedad está providencial ó naturalmente dispues­
ta para el hombre, primero que el hombre para sei-vir á la socie­
dad. Sin renegar de eso ahora, paréccme .sofisma evidente la 
pretensión de que se afirme antes la realización com pleta del 
derecho en la sociedad que su subsistencia, pues faltando ella 
todo derecho individual claudicaría. La historia enseña, por el 
contrario, que con mayor ó menor imperfección vive este ulti­
mo siempre al amparo del Estado, principal órgano social, ave­
cinándose con m ás ó menos lentitud de día en día á su idea 
concepto. Á  tan notoria verdad sumisa, reconoce la escuela co- 
rreccionalista, por último, que cuando cl fin del Estado y el 
cualquier individuo resultan ¡ncompatible.s, la preferencia hacia 
el primero es debida, por m ás que sólo la admita p r o v is io n a l­

mente, persistiendo en la optimi.sta idea de que no ha de haber 
permitido Dios la existencia de incorregibles criaturas. De aqin 
que, según ella, cese la dicha necesidad social, no bien reducido 
el delincuente á la impotencia, para preparar así su re d e n ció n - 

Mas, reducir i  la impotencia un hombre hasta que se corrija, s* 
no ha de corregirse nunca, sobre todo, ¿no constituye una pena? 
¿ Y  ésta ño le legitima también, cual vemos, para los correccio- 
. /

( i )  G ,  D . R o m a g n o s i.  Genesi del D iriítop cn a U ,— P r a t o , 184J.
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el superior interés cicla conscrvación socinl? Procrdicn- 
^  con rigurosa lógica, la teoría de lá defensa debiera parar 

onde la correccionalista, contentándose con reducir el criini- 
á la iini)otencia. Pero en fin, lo más llano y acertado es acep- 
Sin reservas el principio de la conservación, expliqúese ó no 

^odo de los antropologistas italianos, cual una reacción del 
social, contra quien atenta á sus condiciones de exis- 

No ha de empecer tal principio á ningún positivo pro­
filosofía penal ó la antropología introduzcan de 

en la ciencia y  las leyes. ¿Por ventura se dan casos 
pretender la corrección de los criminales sin 

á la penalidad su eficacia? Hágase en hora buena, 
■‘stale á cualquier país con defendecse materialir|ente de los 

'■educiéndoles á la imposibilidad de daflar? Pues al- 
■̂ísti ' ‘liic la brutal venganza, como la expiación
deb encontrados motivos no son aspiraciones que

el legislación. Mas reconózcase, en cambio,
en de la sa/ns populi, por sus abusos dcsoiMna-

Urij 1  ̂ no constituye razón bastante para destruir
Sin hecho vigente en tpdas las naciones cultas.
Ser rechazar por injusto cuanto deje de

conservación del orden social, así 
Cada pa'.  ̂ y  sucesivamente mejorado el tiempo en

inverso modo, todo aquello que de verdad 
miedo '̂̂ ^̂ '̂ ■̂'̂ ‘̂ 'ndible para tal objeto téngase por justo sin 

Si la d ^  '•f'^eridades de la especulación pura.
''icont^ expongo debiera haberse reputado siem-

^ f̂ ĉnt nunca ha habido para ello tan grave fun-
'̂ '̂*san ^hora, por la natural y  contagiosa alarma que
'lad directamente encaminados contra la socie-

definir éstos con exactitud, no sólo re­
teorías antecitadas, sino que lo es asimis- 

con simpática, la más conforme, sin
da ^^^vadas aspiraciones del espíritu humano. Ha- 

d u d j° ’ nos enseñaron Rossi y  Pacheco. No
®so de'̂ K*̂  oscurece el exacto concepto del delito en gene- 

'̂®*̂ ento definición necesario un trascendente
‘eo.̂  Por dichosos días tengo yo aquellos en que, al
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-decir moral, nadie entendía otra serie de principios con valor 
jurídico que la que encierra la doctrina cristiana, cual única ¿ 
indiscutible reconocida, así en las legislaciones como en 
conciencia de los hombres civilizados, salvo excepciones extra­
vagantes con las cuales no capitulaba el derecho todavía. 
acontece hoy ya  otro tanto; mas, para proceder con la sinceri­
dad debida, he de advertir que ni aun la propia moral cristi*' 
na, en su total sentido, cabe bien en la definición de los delito* 
que, por antonomasia, llamaré sociales. Los santos manda' 
micntos, donde en sustancia está, prohíben hasta el simpl® 
deseo de los bienes ajenos, contradicción absoluta de los proyeC' 
tos de los anarquistas y  socialistas revolucionarios. Pero tain- 
poco cabe olvidar que, en los Santos Padres y  grandes doctores 
cristianos, frecuentfsimamcnte aparece la doctrina, jamás des­
mentida por la Iglesia, de que si á los pobres ni siquiera les es 
lícito desear ajenos bienes, los ricos carecen en cambio del 
derecho que ejercitan de usar y  abusar egoístamente de su fortU'

. na, porque han de reputarse depositarios de ella 6 meros admi­
nistradores antes que propietarios, en la acepción ordinariai 
destinándola al general provecho, pues que no al individuo, sino 
á la comunidad humana, pertenecen las riquezas de la tierra. 

Harto veréis que en este sistema perfectísimo el deber y 
derecho se compenetran fácil y  pacíficamente; pero no hay 
decir la destructora revolución que ocasionaría el trasladar con- 
cej^tos tales á las legislaciones positivas, separando su sanción 

de la conciencia y  llevándola á la ley civil ó penal. ¿Se nece­
sita mis para hacer patente el radical error de introducir por 
fuerza la violación de la moral en toda definición del delito? 
Preciso es aprobar, por tanto, el propósito de encerrarla en la 
esfera humana y  racional.

De muchas, muchísimas tentativas de eso cabe hacer memo* 
ria; mas á contentarme con alguna, por vía de ejemplo, prefiero 

la de cierto criminalista italiano, que menos que otros adol^® 
de teóricos prejuicios y  exageraciones sistemáticas. Por inû i 
dejo de nombrarle (i). Redujo á dos categorías este autor lo* 
delitos todos: una, la de los que ofenden el natural sentimiento

( i )  R .  G a r o fa lo , Z a  Cr/mi/ia/o^^íí.— Pa rís, i8 8 8 .
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humanidad, ó lástima del hombre hacia las víctimas de 
cualquier atentado personal; otra, la de aquellos en que el ofen- 

ido es el sentimiento de la probidad, ó respeto á lo ajeno, 
^^nibién á su juicio innato en el humano corazón. Mas, buena 

^ala, desde luego tropezó su teoría con el obstáculo de los 
^élites políticos, para el caso idéntico á los sociales; y  un hom- 

que había comenzado por hacer constar la indulgencia que 
 ̂en los primeros obtener, para afirmarse en su opinión de 

donde no hay agravio á la humanidad ni á la honradez 
 ̂ "gun delito cabe, acabó por ponderar, como si tal cosa, el 
guroso deber en que todo gobierno se halla de castigar enér- 

d atentados contra él, no sin añadir que cualquiera
‘ “jad con sus autores constituye una falta enorme. Tama- 

pretendió resolverla consintiendo al cabo en 
con l̂ ^n âsen delitos á secas, como la generalidad, sino 
IjIJcq ^^^'ción de políticos, los atentados contra el orden pú- 
coljp entre estos últimos contaba las huelgas y

^ delitos

pueda extraviarse más la dialéctica. Tan 
^•■at ará^ extraña originalidad quiera reputarla ciencia, 

•‘espeto tan burdo sofisma. Partiendo de él, con 
•̂■adécir *^espués muy en vano el referido criminalista con- 

^ ‘̂̂ ‘^'entes comentarios al Código Penal francés de 
í'to, con ^ Faustfn Hélie, donde se reconoce como de- 
testabl H ‘̂ '^ebrantamiento moral, la violación dcl incon- 

Son hombre de someterse á las leyes
^̂ *■0 aña r  sociedad. Á  dicho parecer se ajusta el mío,
j' t̂ivos si no hay delitos puramente físicos ú ob-
^®recho principio doctrinal violado, la violación del
•̂■a en el^^V^ ‘^teligencia humana, ora en el orden individual, 

los^° <̂̂ tivo, engendra por sí sola delitos también. Hái-
deliberación cierta

perso^  ̂ ^ ^O'^nunican, contagiando con ellos de intento á 
'̂ âl pensa,*̂ "̂̂ ’ ^ contado, sin necesidad de que tal ó

inmoral en la doctrina cristiana, y  menos 
‘■^cionalista y  laica. Dejando aparte 

es responsable por razón 
*  •'ORENSE.— TOMO VIH 34
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de su libre albedrío ó por razón de su personalidad, que aquí 
no es de esencia, el principio de conservación pide que se re­
pute delito el intencionado propósito de destruir por medios 
intelectuales el orden jurídico, sinónimo, como es obvio, del 
social. Inútil parece observar, en tanto, que al decir el ilustre 
Pacheco que todo delito consiste en actos, entendió por tale? 
cuantas cosas son susceptibles de imputación, considerando á 
la palabra acto, acto á la omisión misma. Y  con efecto, es iO' 
dudable que la palabra se imputa hasta como acción g r a v ís im a  

en el derecho positivo español, según veremos de aquí adelante.
No he de tratar de hecho y  caso pensado esta noche, de cuan­

tos delitos cabe cometer en discursos ó periódicos. Por sólo 
momentos habré de discurrir acerca de ellos en general, á causa 

de la naturaleza idéntica de todos y  de sus parecidas conse­
cuencias. Procuraré, además, ir dejando á un lado aquellos d® 
políticos calificados por el contexto de algunas amnistías, y* 
que no por nuestro Código. Otros, que no yo, confunden tales 

delitos con los .sociales, y  aun hay legislaciones que en unos 
propios artículos los definen y  castigan. Mas, hora es ya de 
que resuma mi intento presentándolo, como quien dice, de 
cuerpo entero. En suma, no tan sólo excluyo del tema de este 
discurso todo delito que se cometa con diferente instrumento 

que la palabra, sino que tampoco hablaré de los de tal linaje 
expresamente cuando no tengan por fin la destrucción violen­
ta del sistema social, en tantos siglos prehistóricos é históricos 

elaborado. Delitos son estos que no atentan en sí mismos, y 
por directo modo, contra los individuos, salvo su conexión, ta 
vez forzosa, pero incidental, con otros comunes. Pero muy de 

, propósito me he trazado esta noche tan angostos límites, y  aun 
así recelo que sóbre asunto.

Por lo demás, á nadie sorprenderá tras lo dicho que á otros 
deje abandonado el examen, cuando les convenga, de los aten 
tados que, aunque perturbadores también del orden social, n® 
sea en su conjunto y  peculiar ser, sino en sus miembros, verb» 

gracia, los homicidios, de cualquier grado, los incendios, 

rebeliones ó sediciones y  cuantos obedezcan á m óviles no 
índole antisocial precisamente. Sin necesidad de estímulo, se 
encarnizará al cabo con ellos la legislación de nuestro sig '
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y  todavía más la de los venideros, ya por causa del peligrosísi­
mo mal ejemplo, ya  por indignación contra el tremendo em­
pleo de los nuevos instrumentos y  artificios de destruccción 
con que los anarquistas ejecutan sus atentados. Señales de 
esto hay ya clarísimas. Pero en el ínterin, ¿qué problema jurí- 

‘co han de entrañar proyectos tan sólo capaces de castigar 
mal realizado, sin precaverlo en lo más mínimo, y  mal idén­

tico después de todo en su realización, ya  que no en sus medios, 
que tradicionalmente prevén las legislaciones ordinarias? 

o haj' dificultad alguna en que el hecho de hacer saltar, por 
Ejemplo, ya con pólvora, ya con dinamita, escaleras ó puertas, 

^imile al de incendiar un tren en marcha, que ya castiga 
’iui'stro Código. Todo lo más, cabrían escrúpulos respecto á la 
Equidad de semejante asimilación en muchos casos. Por eso, 

 ̂ por eso atribuyo yo mayor urgencia al estudio de los 
ó lo especie en que por medio de la palabra se incurre,
ca ° r n i s m o ,  al estudio de la inducción y  la provo- 
refie punibles, en mi concepto, que cuando se

pren á delitos comunes, tratándose de delitos sociales.
Plic *̂i repute esta opinión, comprendo que debo ex-
Pon̂ *̂   ̂ ^'i^pliamente; y  confío desde luego en que nadie su- 

he dicho, ó diga de aquí adelante, tenga por 
haŷ  ° P' '̂ier límites á la libertad de discurrir. Porque tampoco 

desconozca que la libertad es el común instru- 
'íonde obrar lo justo ó lo injusto indiferentemente; de
Se e pensamiento escoge lo injusto, y
ocasi y  la potencia pasa al acto físico, tanto puede
table° beneficios, cuanto incurrir en delincuencia indispu- 

ho  ̂ “ ‘'•a^^'dad con que esta verdad sencillísima se acep- 
castigo H °i embargo, para que la imputación y
frecuenc'  ̂ ^e*"os delitos de la palabra produzca alarma con 
*'ble ab menos entre los teóricos, más atentos al po-
 ̂ la nt'ce de los tribunales ó los gobiernos, que

*'''̂ >viduaT ninguna lesión grave del derecho, sea
esa ' 1 social, quede impune. Para disminuir al pre- 

’'̂ *‘̂ con  ̂ bueno será, señores, que os recuerde la ma- 
sidera el ■̂‘̂ ‘^áidalo de nadie, nuestro vigente Código con­

culpable de la palabra en delitos reputados comunes.
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Y , aunque de paso, quiero, ante todo, mencionar los referen­
tes á la injuria ó calumnia, ora hablada, ora escrita, en los cua­
les se reputa violado el derecho de las personas, sin que ninguna 
acción física ó material las hiera. ¿No es sabido por demás 
que la represión hasta impía de los referidos delitos siempre 
ha sido como un dogma entre los mayores enemigos de la 
libertad de escribir y  de hablar? De ahí proviene que nuestra 
definición de la injuria, en especial, apenas consentiría la exis­
tencia de la prensa periódica, si la pereza en unos, en otros el 
desdén, la falta de dinero en no pocos para sostener procesos, 

_ que rarísima vez tocan á pobres de solemnidad, no l im it a s e n  

el largo alcance de las frases penables. De mí sé decir que 
nunca he conocido político que prácticamente aplique aquello 
de que la imprenta cura las heridas que causa, si por acaso se 
infieren al honor de persona allegada, como esposa ó hija.

Pero entremos ya en los delitos de la palabra que c o n d u c e n  

ó pueden conducir á actos materiales. Una de las m a n e r a s  de 
delinquir así es la inspiración, á tenor del artículo 193 d e  n u e s t r o  

Código, que principalmente hace responsables de las r e u n io ­

nes no pacíficas á aquienes las inspiran mediante im p re so s»  

discursos, lemas, banderas ú otros signos; por donde se ve qi'  ̂
hasta en casos tan indeterminados se da el delito. Y  bien m'" 
rado, ni aun le hace falta á ninguna inspiración ser directa,' 
porque muy indirectamente cabe inspirar al prójimo p u n ib le s  

acciones. Por igual manera está declarada imputable la s e d u c ­

ción de tropa armada en ciertos casos, .según reza el caso se­
gundo del artículo 1 37 del Código, castigándose al s e d u c to r  

nada menos que con cadena perpetua á muerte. Tan p e r ju d ic ia  

se reputa allí la seducción, por más que palabra tal, con p r o p ie ­

dad usada, denuncie sólo procedimientos intelectuales y  de ca­
rácter blando. También produce entre nosotros delitos la pro­
vocación por medio de la imprenta, con arreglo á lo dispuesto 
en los artículos 182 y  183 del Código. Mas de la p r o v o c a c i  n 
nada hablaré por de pronto, estimando imposible s e p a r a r  s« 

sentido del de la inducción, la cual, por el valor sumo que e 
nuestro vigente derecho alcanza, exige e s p e c i a l í s i m o  exaine’’*

Notorio es que, en España, el hecho de inducir una persona 
á  otra en cualquier delito, se reputa idéntico á  su m a t e r ia l  e je
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cución. Por repugnante y  cruel que sea, verbigracia, el parrici­
dio, coautor se estima á quien lo aconsejó, ó indujo al criminal, 
aunque no obre sino en secreto y  de silla á silla, sin intervenir 
personalmente lo más mínimo. No sucede tal en Inglaterra, 
donde, si á los que aconsejan ciertos delitos, no todos, tiénenlos 
asimismo por autores, nunca se les castiga con pena capital- 
Entretanto en Austria, donde se considera la participación, me­
diante el consejo, como indirecta, impónesele á aquélla menor 
castigo; que es lo propio que en Italia y  Bélgica acontece, que­
dando en algún otro país al arbitrio del juez la diminución de 
pena de los inductores. No entra en distinción parecida el Có­
digo español, que ni aun siquiera se aviene á definir la inducción 
en los estrechos términos del artículo 6o del francés, el cual úni- 
<̂ aniente la reputa punible cuando al par que de la palabra se 
®eha mano de dádivas, promesas, abusos de autoridad y  ma- 

‘  quinaciones ó artificios culpables. Quedan, pues, fuera, con el 
Asentimiento de los comentaristas Rossi, Chaveau, Faustín, 
Hélie y  el malogrado profesor Boitard (i), el simple consejo y  
la invitación verbal. •

Al clarísimo Pacheco, en quien vivía el derecho como en 
*̂ ŝa propia, causábale, en verdad, repugnancia que, de cual- 
^̂ ■er modo que fuese, un consejo bastara para igualar á quien 
•ñeramente habla con quien procede al hecho sangriento. Tan 

admitía, por tanto, que en todo rigor se equiparasen ex- 
^^Pcionalmente ambas cosas, y  eso por reverencia, tal vez, al 

°digo. La consecuencia práctica de su doctrina asemejábase, 
suma, A la de los citados Chaveau y  Faustín Hélie, es, á 

aber: que el consejo, aunque de positivo haya determinado un 
echo criminal, nunca debe igualarse con la ejecución, diferen- 

j^^ndo profundamente, además de la conversación persuasiva, 
Compra de un brazo asesino ó el abuso de autoridad. Y  de 

ĵ ânto hasta aquí he expuesto sobre el particular resulta que 
legislación española llega á un extremo, respecto á 

® delito de la palabra, poco de acuerdo con la ciencia y  con

Rossi, Trni/é deD roit p ina!, Bruxclle, 1841.— MM. Cliauveau 
Z f l  ®^P“ustin Hélie, Theorie du Code Vinal, Paris, 1873-— Boitard, 

criminel, Paris, 1880.
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la  legislación general. F orzad os, en tanto, nuestros T rib u n ales 

p or el inconcuso sentido dcl párrafo segu n d o  del artícu lo  13 del 

C ó d igo , don de se h ab la  d e  induccion es sim plem ente, sin otra 

condición que la  d e  que sean directas, ¿qué han d e  hacer á no 

p ecar d e prevaricadores? Di'cenlo dos ejem plos m u y  recientes. 

Á  cierto  m ozo que lab raba la  tierra le  quitaron de un tiro la 

vid a, y  vista  la causa, declaró el jurado  que una m edio her­

m an a de aquél había incitado á m atarlo  sin que m ediase pre­

cio, recom pensa ni prom esa. T a l vered icto  redujo  á su n iís  

sencillo  carácter la  inducción, es decir, al sim ple influjo de la 

palab ra  p o r parte de la inductora. B astó  esto, con todo, p-'u'a 

.que, en cum plim iento  de la ley, declarase el T rib u n al de dere­

ch o  A la m edio herm ana coautora, conden án dola, por la circuns­

tan cia  agravan te  del parentesco, á m u erte ., A l  ejecutor, en el 

ínterin, tan sólo  se le condenó á caden a pcrjxítua, cosa que no 

sin m otivo  causó extrañ eza. C a si á la par recayó  otra  sentencia 

de m uerte en dos adúlteros: sobre la  esposa, por darse como 

p robado que aconsejó  el asesinato  de su m arido; sobre el am an­

te, por único ejecu tor del delito. P rescin d o  d e  q u e la prueba 

de lo  prim ero quedó confusa á  los o jos d e  las m ás au torizadas  

personas del país, cual .suele acon tecer tocan te á  los m alos con- 

.sejos, según P ac h e co  observó, y  sin dificultad  m e allano á re­

con ocer que, por su profun da y  peligrosísim a inm oralidad, po­

d ría  figurar el m encionado d elito  en tre  los ex-cepcionales de su 

especie, q u e el gran  ju riscon su lto  aceptaba. N o  obstante, seño­

res, los T rib u n a le s  e x tra n jero s ja m á s hubieran equiparado fra­

ses m ás ó  m enos clara  y  co n scien tem en te in d u ctivas al ase.si- 

nato  por p arte de un adú ltero , en d esp oblado, del m arido en 

sueños. M u y  rigu roso  es que para  la  escu eta  elocuencia  en las 

conversaciones crim in ales p u ed a traer ap arejada  el castigo  su­

prem o. P oco  im porta tras eso saber que am b as m ujeres fueron 

indultadas. D e  lo an terior no quiero  sacar o tro  partido sino el 

darm e oportunidad para d ecir que, lejos de ser y o  de los 
ex a g e ra n  la  crim in alidad  posible de la  palabra, en principio 

opino  que d ebe ser tra tad a  con m ás in d u lgen cia  que el hecho 
brutal.

C o m o  n uestro  C ó d ig o  in titu la  en ocasion es provocación á lo 

qu e llam a inducción en otras, im pórtam e y a  hacer ver que en-
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cierran am bas voces un sentido juríd ico  idéntico  en el derecho 

'Universal. A b rid , por ejem plo, el v ig en te  C ó d ig o  francés, y  ve- 
•"éis que siem pre dice provocación don de habla  de inducción el 

nuestro. F u era  quedó de duda en el p rom u lgado por nu<\stros 

''^cilios en 1792, com o en el actual de E spañ a, que sin necesi­
dad de que em pleara el provocador am enaza, dád ivas ó pro- 

con sólo que se prevaliera del influjo avasa llad o r de su 
Palabra para surgir un delito, debía ser reput.ido crim inal, bien 

en calidad de cóm p lice únicam ente, que y a  sabem os que 

car.ictcr de coautor en este caso  es especialid ad  española. 
^Unqiic hijo de una ép oca  de grandísim o sentido liberal, el 

 ̂ '^ 'g o  d e q u e  trato  añadió que era punible el m anifiesto inten- 

de causar perturbaciones por m edio de la palabra, aunque de 

'’ o resultase efecto  alguno. H asta  ahora se ha regid o  la  im- 

P^cnta en F ran cia  por la  le y  de 29 de ju lio  de 1881, d erogad a 

no restableció los anteriores preceptos, y
ay que ex p lica r  el espíritu  en que la novísim a apareció  in- 

rrnada; pero con eso y  todo penó en m uchos casos todavía, con 

Palab*  ̂  ̂ artículo  24, la provocación á delin quir m ediante la
cuándo se trata  de hom icidio, robo, in- 

>0 ó de la seguridad del E stad o , y  por de contado, aun qu e 

P*''^duzca efecto  a lgu n o ( i) . E n tre  tales p rovocaciones las 

'Jsot^^  ̂ debido  hasta aqu í reputarse inverosím iles en tre  
í̂cul rnenos en públicos discursos, puesto que los ar-

582 y  j g j  tan sólo aluden á la  im prenta, no castigán d o-

nosotros 
:ul 

se sino
unaPosif sim ple fa lta  la  ap olo gía  de los delitos, que es

la • P'*^vocación, y  ú nicam ente tam bién cuando se tom a á 

por instrum ento.

Para 1 previsto en general por el C ó d ig o
el  ̂ ‘ '^pronta, se e x tie n d a  asim ism o á los d iscursos, pues que 

reunión en E s p a ñ a ,lo  propio que en otros países, 

^Unqng'^ ofrece ejem plos de provocación á delitos com unes, 

que especiales los m óviles, cuales son los de aquellos
no y a  satisfacer pasiones ó intereses in dividuales,

^ucrp'' 'i* ya este discurso, según se ha dicho, ha com enzado en 
K '» discusión de una ley presentada en el mes

y discusión se ha dcciar.ido urj;ente en vista de los
“ »ucosoá.
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sin o  sustituir el actual orden social por otro  que tem erariam cn* 

te  reputan m ejor? P oco  disim ulo  em plean cuando m ás los anar­

qu istas españ oles y  sus congéneres extran jero s, para provocar 

com o de paso al hom icidio, al d espojo  de los burgueses, al 

cendio  de sus propiedades, y  no h a y  que d ecir á la supresi¿'’ 

d el E stado . ¿Por qué, pues, no ha de aplicarse á inductores ¿ 

provocad ores tan peligrosos, cu an d o no el tota l rigor que  ̂

otros com unes, según q u ed a indicado, el suficiente siquiera? 

P ara  igualarlos c o n  esotros á que aludo, in con testables antece­

dentes ofrece nuestro C ó d ig o  en los delitos de im prenta, 

al constitu ir provocación ó inducción, no son castigad os si»í> 

rebajan do un grad o  la  pena que á la  perpetración  del deü̂ ^̂  

correspondería si sigu iese á la  p rovocación  el efecto, y  en doS' 

d ado el caso  contrario. P receden te  es éste  de la im prenta q“ ® 
pu diera  servir p ara  ap ro x im a r m ás á las otras legislaciones la 

nuestra por lo  tocan te á la  inducción en general. P ero  de toda® 

m aneras, sobran y a  razones para afirm ar que los delitos come­

tidos por la palabra, d ejan do aparte los d e in juria  y  caluinn'*'*» 
son siem pre delitos de inducción ó  provocación , tal y  com o en 

p rin cip io  los definen el artícu lo  13 y  los 182 y  183 del Códig*’  

P enal; y  que, llám ese com o quiera la  tal vio lación  del derecho» 
e x is te  de por sí, y  sin depen der d e o tra  a lgu n a, pues que en múlt*' 

pies casos .se estab lece  que no h ace fa lta  que la  p alab ra  produzca 

efecto. M en gu ad o  em p irism o sería en verd ad  el m edir por 
m ateriales consecuen cias ún icam en te la  v io lació n  intelectual 
de! derecho, ah ora co n tra  la  sociedad  m ism a, ah ora contra sus 

individuos, pen án dose h o y  y a  sin aqu éllas d esde el delito fruS' 

trad o  h asta la p rop osición . |

U n a  condición h a y  com ún , y a  lo  sabéis, respecto  á la imp^*' . 

lab ilid ad  d e  la  p rovocación  ó in ducción , segú n  el Código, es,  ̂

saber, q u e se h a g a  d irectam en te. P or n ecesidad  tiene lugar es® 

siem pre en tre d os personas; p ero  ¿y cu an d o el influjo dcternii* 

n an te se em p lea  con m uchos á un tiem po? P ara  responder 

sem ejan te  d em an da no cab e  m ejor g u ía  que la  doctrina o® 

nuestro  S u p rem o T rib u n al. S in  h aberse d istin gu id o  todavía lo® 

d elito s con tra  la e x iste n cia  social, de los políticos, cosa que n® 

hace aq u í al ca.so, tiene d eclarado  y a  aquel a lto  Cuerpo que 
a rtícu lo s p eriodísticos en que no se d iscu te  r a z o n a d a m e n t e
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bondad de tales ó cuales ideas, sino que se encam inan eviden te- 

niente á ex a lta r  las pasiones, m oviendo el ánim o á destruir la  

legalidad ex isten te , aun que sea en un m om en to indefinido, 
deben ser considerados com o provocación d irecta, sea  ó  no se- 

Suida, por supuesto, de efecto, según d ispone para todos los 
casos uno de los artícu los del C ó d ig o  referentes á la im prenta. 

Que la referida sentencia se ap liq u e  á lo  político, ó á lo social, 

doctrina es idéntico. P or o tra  parte, ¿la provocación d irecta  
 ̂ que el T rib u n al a ludió, solam en te tiene lugar d irigién dose el 

P<-'nódico á lectores, único público  en su caso, y  no á o yen tes 

guando en cualquier reunión se pronuncian discursos de igual 

j ole? Im posible pretenderlo. C on ev id en cia  alcanza, por tanto, 

® íloctrina del T rib u n a l S u p re m o  al d iscurso com o al periódi- 

^  P^cs tiene y a  que ap licarse á la provocación  de los delitos 

la seguridad ex te rio r  del E sta d o , contra  la  constitución  

los contra la  form a de gobierno, co n tra  las C ortes, con tra  
derechos llam ados individuales, o tro  tan to  se habrá de eje- 

^ |a r  en lo futuro respecto  á la  p rovocación  de los especiales 

‘ os contra el orden social que, tod o  bien m irado, se consi- 

previstos, ó ex p resa m en te  se prevean m ás ade-

sean en a lg o  d iferentes unos d e  otros no im pide que

relaciones com unes en tre sí tales d elitos com o,

tas

los

prop ia obra, afirm an d os fam osos antrop ologis- 
j  ̂ Italia ( i ) ;  y  tan to  m ás cuanto  que precisam ente tienden

^ salirse ahora d é la  esfera que Ies corresponde para 

vecina. N i h a y  que a d m itir  que la  guerra  d ecla- 

socialism o revolucion ario  á las clases afortunadas» 

y  5 ^ '̂■ •̂icarles v io len ta  é ilegalm en te la  suprem acía política, 

Pqco ®sí cap ital y  propiedad, sea  un género  d e  guerra, 

P<̂ lít¡ excu sab le , y  que m erezcan tam bién  títu lo  d e
delitos que de aq u élla  em anen. N ó; acom p añ a sin 

ta pr particular g raved ad  á  los d elito s sociales que im por- 

^P'^rte. S i la le y  prusiana d e  2 i  d e octub re de i8S8t 

^  aspiraciones p eligrosas, y a  dem ocráticas, y a  socialis­

mo C  I
de i’ - et R. Laschi, L t  Crim tpoU tiqut et ¡es Rivoluliom . T ra-

ien par A . Bouchard.— Paris, i8 y j.
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tas, confunde estas ú ltim as con las políticas, razones de E stad o  
tu v o  sin duda, que no m otivos científicos. P or m i lado, entiendo 

que la  prop agan da facciosa  con tra  la  propiedad individual, el 
cap ital, la  fam ilia, y  con tra  el v ín cu lo  social sobre todo, deben 
m erecer, no idéntico, sino m ayo r castigo  en nuestro C ó d ig o  que 
cu alq u ier vio lación  de los nuevos derechos políticos, m ucho m e­
nos esenciales q u e los civiles y  económ icos para los hombres. 
¿P or dón de se h a  de pretender que en ningún caso  sea más 
crim in al un aten tad o  con tra  las cosas del orden político, que 
e l que se provoque ó  reah’ce contra aquello  que co n stitu ye el 

m olde perm an ente de la  sociedad; aquello  que la  larguísiffl* 
expei-iencia de los siglos, confirm ada por la  .sociología científica 
y  el sentido com ún, señalan com o d e  tod o  punto indispensable 

p ara  el cum plim iento  del derecho d e  todos y  cada  uno; para la 
sin cesar creciente, y  h o y  y a  m aravillosa, prosperidad común; 

para  el progreso, en fin, y  la universal civilización? Q uizás no 
falte quien observe que, sobre las presentes bases sociales, caben 
y  corren opiniones varias en puntos esenciales de organización» 

m as, por ventura, ¿no acontece lo  propio respecto á todo lo polí­

tico? Y  sin em bargo, si la jurisprudencia citad a  poco ha, fundán­
dose en la ley, d istin gue del d elito  cu alqu ier razon ada discusión 
de tales ó cuales ideales, bien condena, en cam bio, las palabras 

encam inadas á e x a lta r  las pasiones del público, ó sea de la  níiu- 

chedum bre. Pues ¿cabe asunto tan eficaz, ni aun de lejos, pa'"  ̂

la  exa ltación  de las pasiones de ésta, cuand o h o y  lo  son y , si Dios 
no lo rem edia, han d e serlo cad a  d ía  m ás las cuestiones sociales?

Q u e los delitos sociales pueden carecer hasta  con frecuencia  

de perversidad de ánim o y  d e corrupción personal, por ígu® 
m anera que los políticos, cosa  es que he indicado m ás de una 
vez. M as ¿borra eso su punible índole? E l  celebérrim o juez de 

instrucción d e Sarlat, en F ra n cia  ( i) ,  crim in alista  tan de moda, 
con  razón opin a que no los h a y  m ás peligrosos que aqu¿ 
líos, hasta en la  m era ten tativa, ni tam p o co  m ás ruinosos /  

destructivos en su ejecución, poniendo por ejem p lo  los de ® 
C om m u n e d e  París. N in gú n  asesino, d ice, no sin c ita r  los peo

( i)  Mr. Tarde, PhUosophiepénale.— París, 1891. Idem, 
comparie.— París, 1886. Idem, Études pénales et sociales.— París, i89í<

P O V T I F i t I A



ha causado nunca m ales tam años á sus com patriotas cuanto  
individuos de tan nefanda corporación. V erd ad  es que arras- 

trado luego por la m anía de originalid ad , que tan ta  confusión 

^ausa en la ciencia, quiere el propio autor que se e x im a  en ellos 
responsabilidad á cualquier acusado que pruebe el desinte- 
absoluto de su acción. Á  haber tenido hecha el dicho crim i- 

^alista la indispensable separación entre los delitos en que se 
jncurre contra la  perm anencia de las form as de gobierno, ver- 

’gracia, y lü s  que cabe com eter contra la  subsistencia m ism a 
. orden social, no parecería, cual parece, un sarcasm o la  e x en - 

de responsabilidad de que se tratá. P orque el desinterés 
n^ezcla de ningún m óvil propio en los que d estruyen  un 

®'stema de gobierno para reem plazarlo  con otro, por m ás que 

sinceridad lo prefieran, dificilísim am ente se presta á la 
prueba, en razón á que los que organizan cualquiera de tales 

 ̂ “  anzas, si se realiza, por la fuerza de las cosas quedan en- 

asum ir con la responsabilidad la dirección, y  si no 
^ re a liz a  nunca encuentran ocasión de que su desinterih^ por 

¿ fuere, resplandezca. L o  contrario  suele acon tecer

ob^ °  delitos contra la  sociedad que llevan por
la realización de un ideal absurdo y  bárbaro general- 

rece antes daña de ordinario que favo-
os inm ediatos intereses personales. L o  cual quiere decir, 

cabe, con efecto, aplicarles otro criterio  
e de la conservación social. S e a  ó no la  intención perversa, 

tele^^  ̂  ̂ equivocando el bien con el m al por enferm edad in- 
^^ectual  ̂ dg ordinario m ás cierta que las físicas, con que ahora 

excu sar tantos delitos, lo  incon testable es que la 

bien^^^ ’̂ la  necesidad  de su existen cia , y  en

 ̂9uie "^'embros, no puede m enos de intim idar, de castigar 
tos '̂ ‘°'*^ritamente ataca  y  pone en peligro  sus fun dam en­
ta  ó concebiría a lgu n a indulgencia, por indelibera- 

t^ f'ad a  intención, respecto  á la  gen eralid ad  de los 

'’ l̂rnent' '̂ riunca debe exten d erse  al inductor proporcio- 
^Ue con^ tem erario sin escrúpulos, y a  que no m alvado, 

palabra e x a lta  los ánim os de m uchos y  los 

Sólo n j  acción ilegítim a contra  el conjun to  social, no 
e ser tan cu lp ab le  com o cualquiera  de los e jecu tores
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co le ctivos de un delito, sino m ás, tod avía  m ás, á  diferencia de 
lo  que acontece con los q u e sólo  practican Inducciones secreta* 

é individuales. P or m ucho m ás punibles se han reputado éstas 

h asta  ahora; pero, y a  se sabe, que con equivocación , en mi con­

cepto.
M as urgen y a  explicacion es, sin las cuales m u y distinta p*' 

recería que es la  tenden cia de cuan to  d ejo  expuesto . J u s t o  es 

hacerse ante tod o cargo  de que ni d irecta  ni indirectam ente he 

p retendido  aquí que se declaren punibles los ataques á la so­

cied ad, por eficaces y  aun peligrosos que sean, cuando se rea­

lizan  sin fa ltar á las leyes vigen tes; porque m ientras éstas n<> 
se quebranten ó  por alguien se induzca á su quebrantam iento, 

¿cóm o ha de e x is tir  delito? A p a rte  de eso, por d em ás obvio, «o 
es la  vez prim era que escribo  que, le jos de encontrarm e entre 
los asom brados por las crecien tes e x ige n cia s  d e  los obreros, 

cu én tom e en tre aquellos que, por haberlas d e  lejos previsto, 

las presencian h o y  con m ayo r calm a. N o  m e han faltado con 
ta l m otivo  censuras de intransigentes individualistas en ocasio­

nes. Pero, m ientras m ás lo  m edito, con m ás v ig o r  pienso que 
es y a  inútil vo lverse  d e  espald as para  no ve r  las indeclinables 

consecuen cias del que no sin orgu llo  in titu lam os derecho mo­

derno. C ontin u ar d iciéndoles á todos los hom bres m ayores de 
edad, instrum entos únicos en tan tos países d e  la  soberanía 

absoluta, é  im portan tes partícipes en casi todos, aquello de 

que b a jo  el gobiern o que crean, y  aun ejercen, deben avenirse 
á ser en lo  económ ico una sim ple m ercancía, con frecuencia 

relegad a  á largos é inertes alm acenajes, porque para su pecu­

liar consum o sobran, e x c e d e  á mi ju icio  los lím ites del error, 

entrándose por las puertas del delirio. ¿P or qué no recordamos 

que, cuando sin m urm uraciones se to lerab a  eso, era merced 
un sistem a social en que tan sólo  se con ceb ía  la  igualdad en 

la  iglesia  ó los tribun ales, siendo tod o  lo  dem ás jerárquico, 

sucesivo, orgánico  y  desigual, por tan to , incluso  el derecho de 

g o za r  y  aun el d e vivir? ¡A h ! fuerza es q u e contem os ya  con 

la  aspiración perpetua á la  igu ald ad  en tod o  el m odo de existir 

de los hom bres, m ientras lle g a  el d ía  no le jan o  de que asimis­
m o nos la  arranquen las m ujeres. N in g ú n  ju rista  osará negar 

qu e, si e l proletariado se valiera  e x clu siva m en te  del voto



^■ealizar por m edio de decretos legislativos un com pleto  trastor­

no social, sería éste funestísim o, no h a y  que decirlo, pero tan 

legítimo com o ahora lo  son los códigos civiles que garantizan  los 
<^ereclios de las clases tod avía  superiores, á las cuales ni siquiera 

queda derecho á quejarse, puesto que sin ellas no se habría 
llegado á fundar el nuevo derecho político. T o d a  la  cuestión 
«stá hoy, pues, en que el proletariado no se precipite y  dé si­
guiera tiem pq á la  m editación y  al estudio  com ún de la  reali­
dad, antes de abusar ó querer abusar de su poden .

condiciones se necesitan para que el m étodo de des­
trucción pacífica del actual orden de cosas prospere y , por lo 
pronto al menos, evite convulsiones inauditas. L a  prim era es, 

 ̂ mi ver, que vayan  m itigán dose de d ía en d ía los m ás ásperos 
afectos de nuestro sistem a económ ico social h asta  donde posi- 

® sea, y  por supuesto  con el concurso de todos, así patronos 

^orrio trabajadores, por m anera que nun ca pierdan los ú ltim os 

 ̂ esperanza de m ejorar constantem ente. E s  la  segunda, que, 

^Provechando el proletariado las nuevas y  claras luces que y a  
suponen las leyes, pero está  o b ligad o  á acrecentar sin tregua, 

que tan to  significa en el actual orden político, se 
á discernir inm ediatam ente siquiera de lo  posible lo 

Con ap licar a lgu n a parte dcl excep ticism o  severo
que suele ju z g a r  las creencias antiguas á las pretendidas 
‘idcs que con tam añ a facilidad acep ta  h oy, huyendo, tam - 

respecto á ellas, de la  fe del carbonero, que tan to  m enos- 

Vol^*  ̂ i'ispira. L a  tercera, ¿por qué no decirlo? consiste en 
 ̂ ‘ '̂■eer, si pueden, los que no crean por su desdicha en 

cable'^^  ̂ está fuera de esta  v id a  im perfecta, donde las in exp li- 
con '^'^'''Sualdadcs que al presente ofrece. D io s las com pensa 

y  eterna ju s tic ia  N o  h a  de alcanzar, es claro, 

^^pon rem edio con nada de lo  que aqabo de
he 1 ^ lam ento; m as por eso m ism o he e leg id o  el que 

^Hst  ̂ ^omo tem a de mi discurso. Porque, señores, aunque 
dad ' '^'^rtísimo que allí donde el convencim iento  de la  ver­
la espontáneo de lo  razon able y  ju sto  no basten, 
no y  tal com o ex ista , h abrá de am pararse, quiérase ó 

rriedida indispensable, b a jo  el derecho penal. Y  en 
orosa hipótesis de que los fundam entos de la  sociedad se
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trastorn asen legislativam en te hasta  el punto de no cum plir ya 
e lla  bien sus naturales fines, tan só lo  cabría  referirse á Dios, 

q u e no  al derecho penal, porque D io s exclu sivam en te  sabe cuál 
sería e l destino  en tonces de la  civilización . ‘

P ero  m ientras tal no acontece, y  de esperar es que á lo  me­
nos to d avía  v a y a  para largo, el d eber prim ero de la  s o c ie d a d , 

y  de su esencial órgan o  el E stad o , es contrastar, por cuantos 

m edios la legislación  le otorgue, los ataques ilegales, sean cua­
lesquiera los m óviles que los inspiren y  los instrum entos de 

que se use. ¿Queréis, señores, que aclare m ás esto  que d igo con 
ejem plos prácticos? P ues oidlos. M u y  bien puede acontecer 

que, d e igual m odo que en el recientísim o C on greso  de Tours, 

los obreros ó proletarios se lim iten á  p rop agar la  c o n v e n ie n c ia  

de apoderarse del poder público, para em plearlo  en el plantea­
m iento de sus funestos propósitos; pero com o, con efecto, les 
es lícito procurar y  con segu ir tal pretensión, según las leyes, y  

aun á m odo de en sayo  se han apoderado y a  en F ran cia  del de 

un d istrito  m unicipal tan considerable cual es el de Roubaix, 
sin contar el de C arm eau x, y  a lgu n as docenas m as asociados 

h o y  para establecer el socialism o oficialm ente, excu sad o  es de­

cir que nada deben á eso opon er las leyes penales. L o  propio 
habrá que tenor presente, si en el C o n g reso  internacional que 
ha de celebrarse en Zurich, durante el año p róxim o, realmente 

se organiza, cual su program a e x ig e  d e  antem an o, la suspen­

sión sim ultánea de tod a  la  fuerza productora del U niverso, se­

gú n  ellos dicen, ó  sea dcl trabajo, cosa, no obstante, harto más 
fácil d e  acordar que de cum plir. S i lo  lograsen, claro  está que 
las leyes pen ales no harían al caso, pues q u e la  coligación y  la 
organización  de las h yelgas, m ás ó  m enos voluntarias, es libre, 

p o r m ás que lo  lam en te y a  tan to  la  industria, sobre todo en 
F rancia. M enos que ella  y  que ningún o tro  p a í s ,  pudiera pensar 

en suprim ir la  d ich a  libertad, In glaterra, m adre d e  las traat' 
unions, tan loadas otras veces de pacíficas, y  d e tan peligro®®® 
caracteres revestidas h a c e  un año en el C on greso  de L iverp o o  , 

don de hicieron alardes d e  que no  habrán renegado en suma 

en e l  de G lasgow . E l  resultado es q u e las d ichas t r a d e - u n t o t ^ i  

m archan y a  ah ora en un sen tido  to ta lm e n te  opuesto  á los pr**'' 
cip io s y  procedim ientos antiguos, su stitu yen d o  d e s c a r a d a m e n t e
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á la clásica libertad  dcl trabajo  y  al individualism o inviolable, 
la tiranía brutal de los m ás y  de los violentos, sobre las m ino­
rías pacíficas. Confiésalo m elan cólicam ente Jorge H ow ell ( i) ,  
S[uÍ7.á el m ás en tu siasta  panegirista  de d ichas asociaciones, en 

su m oderno libro intitu lado Trade unionism ne.zO and oíd, no sin 

horror contando que aqu ella  asociación ven erab le  se en cuentra 
hoy definida por los más num erosos de sus actuales adeptos 
como una sim ple máquina de guerra contra  el orden social. 

V erdad es que, no obstante su ponderado espíritu liberal an ti­
cuo, cincuenta años h ace y a  que las írade-unions venían so lici­
tando del P arlam en to  que d erogase las leyes en cam inadas á 

impedir que por fuerza obligaran los huelguistas á suspender el 
trabajo á los que preferían continuarlo. M as aquella  dem an da 

J^'cua tom a en el d ía  las proporciones d e form al ex igen cia , 
oda la crueldad de la  le y  vigen te aún, se encierra textu alm en - 
 ̂ en prohibir que nadie em plee la  vio len cia  para que d eje  de 

ejecutar otra persona actos legítim os. N o  es de recelar, por 

n o, que el P arlam en to  inglés la  derogue; que si la derogara, 

y'^rite quedarían som etidas á la  fuerza bru ta  de los m ás 
nimorías honradas. Y  m ientras no se derogue, ¿quién dud a 

tb e  allí estorbar, com o don de quiera, en parecido  caso, 
^^e tam aña in justicia  se consum e, el derecho penal? P or des­

' Va el proletariado en partido  o b re ro ,' com o lo  
probablem en te a lcan zará algún d ía  m u y perjudicia- 

Q ^ ° s a s , bastante m ás perjudiciales que la propia jorn ad a de 

con° sobre todo si acierta á ex p lo ta r  bien las alianzas 
dgj dejará con frecuencia acaso de brindarles la  codicia  

de ciertos partidos gobernantes, sobre lo  cual y a  
e no despreciables indicios In glaterra. M as no nos apre- 

Süe  ̂ ^^'^ptar los m ales m ientras, con efecto, no se realicen, 

niiiv infalib le la  lóg ica, y  son los hechos hum anos 
suyo, por m anera que suelen desarro- 

espe presunción racional. D e  aquí que v a lg a  m ás 
nece no convienen, que adelantarse á ellos sin 

R eprim am os el m al en el en tretan to; castiguem os,

^0 G
Howell, Trade unionism nevo and oíd, traducido y  publicado 
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pues que tod avía  h a y  tiem po, los delitos sociales, según acon­
sejan  los an tropologistas italianos, que sin em pacho declaran 
punible toda lesión del derecho constitu ido  por la  m ayoría  de 
los ciudadan os para la  conservación y  el respeto d e  la  organi­
zación social y  económ ica v igen te, y  por supuesto sin excluir 

ellos tam poco d e tal am paro la  organización  política. Y  par» 

q u e el anterior con cep to  quede bien claro, fuerza es que á 
p ar se ten g a  en cu en ta  lo q u e atrás q u ed a d ich o tocan te á-1* 
lesión de los derechos por la  palabra. M as añadiré ahora qu® 
sem ejan te lesión no es posible con traería  á m om en to detertru- 

íjado. ¿Q uién sabrá, por ejem plo, nunca, cuándo se pronuncia­
ron los discursos y  se repartieron las págin as que tan poco ha 
indujeron á los invasores de Jerez, inspirándoles q u e pusiesen 

en  ejecución aquel g rito  estúpido de “ m ueran los burgueses?" 

Jam .ls, jam ás d ebe suponerse rota  la  relación íntim a que sin 

cesar e x iste  entre la  vo lun tad  in teligen te  de una parte y  de 
otra  la acción libre; pero tod avía  m enos tratán dose d e delitos 
que tan tas veces se com eten, conduciendo, q u izá  sin conciencia  

d e  ello , al m al una m uchedum bre cualquiera. \
P orqu e es consideración de sum o interés el que se provocan 

h arto  m ás fácilm en te los delitos en una m uchedum bre que en 

un individuo. P rim ero, á causa d e  q u e no cu n d e en éste tanto 
co m o  en aquélla  el espíritu de im itación, que sin duda contri­

b u y e  m ucho á la  delincuencia. E l  núm ero co n tagia  por sí solo 
con  rapidez é intensidad increíbles; y  prcci.s'amente el fenóme­

no p sicológico  que las grand es m asas hum an as ofrecen deján­

dose seducir y  llevar con co rto  esfuerzo, co n stitu ye  e n  esta 

ép oca  predilecto  asunto de la  cien cia  penal. P or eso en el Con­
greso an trop ológico  d e Bruselas, á que alu d í antes, se ha reci­
bido  con tam año aprecio  el resum en que un crim in alista  francés 

á  quien tengo y a  a ludido ( l) ,  ha hecho de tod os sus preceden 

tes trabajos filosóficos y  críticos tocan te al m encionado fenóme* 

no. L a s  lucubraciones d e  e.se observad or sagaz, aunque alguna 
v e z  peque de g en eralizad or tem erario, tienen en el presente 

caso  la  ven taja  d e  no estar por él solo in ducidas de los hecho*» 

sin o  acom pañ ado de cierto  crim in alista  italiano, célebre tatn-

( i )  M r. Tarde. ■

i'ii.NiintiA



y, entre otros m ás, de un em inente publicista  natu ralizad o  
l^rancés y  am igo m ío ( l) ,  que acab a  de coincid ir con m is previos 
juicios en la cuestión. N o  se trata, pues, de especulación cap ri­

c h o s a  y  vana, sino de observación sin ce ra .'P u e s ta  aparte la 
rudeza y  vehem encia de los térm inos que el tal crim inalista  
Emplea, y  no ten go  obligación  d e  prohijar, repito, que á mi 
parecer contiene m ucha, m uchísim a verdad, la  idea de que la 
ferm entación p sicológica  de los ánim os en la  m ultitud  acum ula- 

engendra un producto intelectual particularísim o y  d istinto 
la im posible sum a de heterogéneas volun tades que presum ió 

Spencer. A  ju icio  del crim inalista  de quien esto y  tratan do espe- 

eialmente, sem ejan te prod u cto  germ in a al calor d cl sentim ien to
* Uso de la om n ipoten cia  que desarrolla  el gran núm ero, rápi- 

amente crece luego  por virtud  d e  la  im itación, que e x a lta  y  

®P<isiona la  vo lun tad  y a  hecha com ún, y , com o por la  m ano, 
Conduce así la  m ultitud á un vértigo  ó delirio, del que surge 

erocidad á veces. E n  tal estado de cosas dase una irrespon- 
1 idad hipnótica, según nuestro autor; y  h asta ju z g a  que los 

de 1 provocadores (m eneurs) ejercen sobre la  volun tad
as m uchedum bres tod avía  m ayor influjo que sobre los indi- 

^ uos h ipnotizados sus hipnotizadores. N o  he de seguir y o  su 

cam inos tales; m as vu elvo  á decir que la c itad a  
servación, que resulta ahora conform e con una de H egel, 

cab *̂  ̂ cam bios de cantidad  producen al fin y  al
 ̂ cam bio d e calidad, es en el fondo cierta. N i h a y  úni- 

el” ^̂  fijarse, cual so fija  sólo el crim in alista  francés, 
pernicioso influjo que sobre m uchos hom bres jun tos 

‘ocultad se ejerce, partien do de la  h um an a preferencia 

Os siem pre supone. V u e stra  prop ia observación

hen influye asim ism o por
«sas  ̂ m odo y  para el' bien. C ontem plad , si no, una de 

<:ual ^ públicas en que cualquier m isionero hum ilde tal 
''cz  predica la palabra de D ios, que es decir el am or al

des o "  b-'yo e l s e u d ó n im o  d e  Valberl, h a  p u b lic a d o  en  la  R e-
e r ^  d e l i.»  d e  n o v ie m b r e  d e  e s te  año u n  articulo q u e

fot,!., 'd e ;is , y  q u e  s e  t itu la :  La thforie (Tun MsiUviste ilalien xur
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prójim o, la  indulgencia, la  abnegación personal, hasta  el propio  ; 
sacrificio  en aras del prójim o, y  veréis cuánto  m ás pronta y  
en érgicam en te que en un confesonario  se provocan a llí senti­
m ientos tiernísim os, con frecuencia acom pañ ados de llanto, el ' « 

cual sin querer conm ueve, y  á gu isa  de con tagio , á los más 
duros de corazón ó m ás incrédulos. V e rd ad  es, en cam bio, que 
abundan h o y  m ás las reuniones form adas por hom bres en sU 

m ayoría  pacíficos, y  poco ó nada in clin ad os á delinquir, lo® 
cuales á lo m ejor se desatan  en violencias, ba jo  el influjo de 

uno ó varios inductores, rarísim a ve z  de buen a fe.
-  N o  h a y, por decontado, que b u scarla  en los que predican la 
destrucción de lo presente, m intiendo esperan zas de alcanzar 
así el reino de la  ju stic ia , y  asim ilando d e paso  las relaciones 

que h o y  ex isten  entre el cap ital y  el trabajo  á las que median 
en tre el jifero  ó  m atachín y  la sre se s  d egollad as, según a c a b o  de 

, leer en cierto  discurso pron unciado en una reunión extranjera.
M as d e q u e m uchos pequen, por flaqueza ó  necia temeridad 

de espíritu, ¿se h a  de sacar en consecuencia que los te rrib le s  

dañ os que ju n tos causan no Ies sean proporcionalm ente im­

putables? D ejem o s correr librem en te las doctrinas antisocia­

les y  creed que al fin  será cosa corrien te en tre m uchos, cuando 

no en tre el m ayor núm ero, la  convicción  d e  que el simple 
burgués, cu an to  m ás el rico, por só lo  serlo, representan tan* 

ta  perversidad com o cu alqu ier ladrón ú hom icida; que aqu¿' 
líos únicam ente tienen la  cu lp a  de las indudables m is e r ia s  de 

que no andan libres los trabajad ores y  sus fam ilias, por causas 

obvias; que la  supresión san grien ta  del burgués, y  no hay 
d ecir s i es rico, rem ediaría tod o  m al, vin iendo d e repente á rea­

lizarse ü n  lin a je  de reivindicación  d e no se sabe qué b ie n e s  an 

tiguos. A  todo lo  cual añaden estos ap óstoles del extermin*® 
una com paración p rovocadora en tre el p lacer y  el trabajo, su­
poniendo patrim onio con stan te  el prim ero d e  los patronos, 

propietarios, cap italistas y  gobern an tes, y  so la  o b lig a ció n ^  
segu n d o  de los proletarios. Á  tan  sin iestras m entiras no • 

faltan contundentes refutaciones; ¿m as cóm o lograr que 

atien dan cuando el fenóm eno psíquico sobre que en Bruse •

.se ha discurrido esté y a  para realizarse ó realizado; cuando una 
m u ltitu d  por tales m odos sedu cid a form e y a  aquella sola vo
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luntad con pasiones idénticas, que co n stitu ye la "b estia  única 
 ̂ innom inada fieran, de que habla  el tan tas veces referido cri- 

•^•nalista francés? Y  lo p eor es, si cabe, que allí don de el d e li­
to intelectual resulta m ás evidente, aunque sean todos á un 
t'cm po crim inales, todos, m enos los inductores, parecen á pri- 

vista inocentes. Pero no lo son, señores, discurriendo so- 
re todo por v ía  de asim ilación racional, si se entregan h ab i­

tualm ente al gén ero  de em briaguez in telectual de que se tra ta  

constantes asociaciones ó reuniones. Y  obsérvese que no 
pronuncio aquí aún sino entre la im putabilidad  ó la exen ción  

 ̂ ■'^sponsabilidad; pues por lo dem ás, reconozco ahora, com o 
^ntes, que nunca se debe de todo punto equiparar la inducción 
^on los hechos m ateriales.

a doctrina p reven tiva  que sustento pareció defin itivam ente 
niante un d ía  en F ran cia  cuando, b ajo  la profundísim a im- 

^•"esión producida años hace por los delitos de la  C om m un e de 

’■ Si no obstante que habían sido ob jeto  del m ás san grien to  
^astigo que la historia registre, quedó allí prohibida la Inter-

 ̂ aq u ella  asociación potentísim a las 
bía que los m odernos principios de legislación  ha-

al a lcan ce 'd e  cualquier feroz en em igo del orden 
en propio tiem po aquellos d ip utados m ism os que

C ó d igo  Penal y  v ig en te  con tanto rigor garan tiza- 
(.Q t̂ '̂̂ '"‘^chos individuales, y  en tre otros el de asociación» 

tüda  ̂ abuso posible de parte de las autoridades, con
Se t  los anatem atizaron, y a  que á confiscarlos no

des cabeza de la sociedad aborrecida, poco después
POf m anos propias. Q ued ó  ella  entonces en disper- 

m uerta, porque con d istin tos nom bres hállase v iv a  
cia y  ^rnbos m^indos. M ás en érgicam en te aún que en F ran - 

''ar'ias^'^ ocasión á que aludo, se ha procedid o después en 
irn contra el com ún adversario, y  cual en nin guna en

^'cm án. T o d o  lin aje de socialism o ha estado a llí 

tiien e de la  le y  y  som etido á un scverísim o régi-
mo y ^j^'^Pcional; y  en esa lucha á m uerte contra el anarquis- 

librcs p/^'^'*^^tivismo en especial, y a  se sabe que h asta á los 

«n tant"^ U n idos les ha tocad o m u y buen a parte. N o  era, 
posible que la  nefanda prole que d ejó  tras de sí la
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Intern acional faltase tafnpoco en E sp añ a; y  una de las raíces 

om inosas d el g ran d e árbol ca ído  retoñó aquí, cual en otros 
países, inspirando en uno las nuevas trades-unions, engendran­
d o  en otro  los llam ados cab alleros del trabajo, m ultiplicando 

en  gen eral los congresos de trabajad ores por el continen te eu­
ropeo. M as á nosotros nos h a  tocad o  sin duda d e  lo  peor, pf^' 
firiendo aqu í los anarquistas la  dirección bárbara que Bakou- 

n in e inició en la  Internacional, y  q u e de vez en cuando nos 
trae  delitos horribles, aunque h asta aqu í no en gran  número- 

S in  em bargo, nuestro T rib u n al Suprem o se ha apresurado con 

•gran d ísim a razón á  d eclarar d elictu oso  el anarquism o, el colec­

tiv ism o y  hasta el propósito  de sostener sin causa ó  con 
la  lucha sistem ática  del trabajo  contra  el cap ita l y  de los tra­
bajadores con tra  la  burguesía con ocasión de ap licar el artículo 

d el C ó d ig o  sobre las asociaciones ilícitas. Y  á  fa lta  d e m ás posi­
t iv a  definición y  d e una previsión total de los delitos socia­
les de que tod avía  carecem os, y  y o  reclam o, aquel a lto  cuerpo 

ju ríd ico  ha d eclarado contrarios á  la  m oral pú b lica  tales princi­

pios, por contradecir bases fun dam entales d el orden social, e® 

á  saber, la  propiedad industrial y  la  autoridad pública. ^
B ien, m u y bien ha pensado y  resuelto el referido caso, á 

ver, el T rib u n al Suprem o, habiéndose un tan to  apartado del 

a p e g o  á la  letra  en que, acaso  en tre todas las del mundo, sc 
d istin gu e al presente la jurisprudencia española, no quiero aho­

ra in dagar si con d año ó provecho de los individuos y  del Es­

tado. M as lo  cierto  es que acab a  de sentar una doctrina 
por igual aplicada, cual corresponde, á las asociaciones, á I2* 
reuniones y  á la  im prenta, d ebe ser fecunda en consecuencias  

útiles. N o  em pece esto  el que siga  y o  pensando que la  sociecia 
actual necesita m ás todavía, es decir, m editadas reformas le­

g is la tivas 'para conservarse. C onviene, por d e pronto, que 

le y  fije con m ayor evid en cia  todo lo que en realidad compf*^** 

d e  la m oral pública, para que la  d octrin a d cl T ribun al 
c ion ado  resulte m ás aplicable. P orq u e recuerdo que en un nio- 
dern o C ódigo, el de V a u d , sólo están definidos com o atenta o* 

co n tra  aqu élla  las publicaciones obscenas; y  por parecido  ̂

en ten dió  esto  R ossi, lim itan do  tal lin a je  d e inm oralida ^  

aq u ellos actos en que la  m oral se v io la  á v ista  del público.
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prusiana, c itad a  anteriorm ente, defirió por su lado en la  
calificación, mas no en el hecho, de la  d octrina d e nuestro S u ­
premo T ribunal, declarando ilícitas todas las asociaciones don- , 

se m anifestaran aspiraciones socialistas ó com unistas, enca- 

niinadas á destruir el orden social e x isten te , pero añadiendo 
además las dañosas á la  unión de las d iversas clases sociales, 
aun cuando sólo se em pleara en ello  la  palabra escrita  ó h ab la­
da. Prescripción idéntica  á esta ú ltim a contienen el C ó d ig o  del 
imperio alem án, de una parte, y  de otra  el de H ungría. P or el 
contrario, la nación francesa, que durante tan largo  p lazo  ha 
Castigado los discursos ó im presos encam inados á sem brar odios 

' entre unas y  otras clases sociales, tiene h o y  d erogado en gen e­
ral esto por la le y  de im prenta de i8 8 l, no sin haberlo  echado 
pronto de menos. D e jó lo  adem ás siem pre en pie tocan te á los 

Eclesiásticos, en la suposición, quizá, de que ellos únicam ente 
•‘'Crían capaces de suscitar las pasiones de unos franceses contra 
otros. Pero no acontece así por todas las señas; y  si en suscitar 
odios entre las diversas clases sociales h a y  ó no delito, d íg an lo  
los deudos de los jerezanos infelices recientem ente asesinados 
en las calles, sin otro m otivo que el de llevar m ejor ropa que 

acostum bra la gente del cam po. P údose en tonces castigar la  
ejecución de tan alarm ante delito , m as no su inducción ó provo­
cación, que venía m u y de atrás y  era en gran parte obra de cri- 
*^>nalcs anónim os. E lla  hubo de realizarse, sin duda, en reuniones 
que cupo disolver, pero por falsos escrúpulos no se disolvieron 

, *̂ o bastó y a  con que se disolvieran. Y  aquel caso  dolorosí- 
‘̂ 'no es de los que están pidiendo á gritos que el castigo  de las 

predicaciones crim inales, que inducen ó provocan abierta y  
lit‘^^^-'^cnte al mal, se plantee en el C ód igo, en tregan do los de­
' os de tal índole m uy bien definidos á la  in exo rab le  acción de 

‘os tribunales.

 ̂ Pero y a  quiero hacer alto. D e  sobra habréis n otad o que n o  

atribuido diferente va lor á m is consideraciones del q u e  pue- 
âr> alcanzar en derecho con stitu yente, h u yen d o  de darles en 

Constituido form a alguna, lo cual habría requerido la  deter- 
 ̂ inación e x a c ta  que pide cuanto  ha de convertirse en ley. Á  

Un ^^adraba m enos que á m í, naturalm ente, el confundir con 
‘cuerpo legislativo  esta corporación literaria, y  con esm ero he
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procurado en cerrarm e en las estrictas facu ltades de que aqu í 
gozo. T a m p o co  he inten tad o llevar h o y  la vo z de ninguna es­

cuela, antes bien he usado de m i libertad  d e  pensar con aquella 

independencia y d esem barazo que en parecidos lugares acos­

tum bro. C laro  está que tod o en tendim ien to, por la  edad m a­
duro, posee un peculiar y  sistem ático  conten ido, y  paréceitie, 

por tanto, im probable que lo que acab áis de o ir esté  en contra­

d icción  con el conjun to  de m is palabras y  m is acciones. No 

o b stan te  lo  que tengan de personales las anteced en tes reflexio­
nes y  conclusiones, confio en que, as/ y  todo, sean com partidas 

.por hom bres poco dados á segu ir mi m odo d e  ver. Porque, se­
ñores, la  conservación en su esencia del presente estado social, 

q u e  es lo  que quiero, no á mi solo, sino á todo.s, im porta. Al* 

gun os quizá difieran en los procedim ien tos y  accidentes, qu^ 
no en la  sustancia. Y  conste, de todos m odos, que en las si* 

guien tes frases se resum e la totalid ad  de mi discurso: ni la justicia 

perm ite con.sentir la inducción sistem ática  y  continua á destruir 
vio len tam en te el sistem a de vid a  social, único q u e  e.sencialmcnte 
concebim os posible, ni, por lo  m ism o,d eb e qu ed ar s i n  proporcio­

nado ca.stigo de aquí en adelante. A s í  la  indiferencia necia, 

co m o  el tem erario desdén, son in com patib les con el deber d« 

los hom bres de ley.

S i á todos cuantos m e escuchan en cam ino ahora las postre­

ras frases, no á todos c o n  intención idéntica. T ó ca le s  á los 
mi tiem p o poner al servicio  de los jóven es la  obligada ex­

periencia; y  h asta im porta que les aconsejen, aun que sea con 

a lgú n  exceso , y  v a lg a  por lo  que va lga , desde los rincones di­
versos hacia donde los v a y a  la  n aturaleza  em pujando. P e r o  á 

vosotros, ¡oh jóven es académ icos! m ás arduos deberes os in* 
cum ben. L o s  m ás d ichosos lleg aré is  á  con tar esos c u a r e n t a  

añ os de antigüedad  que y o  aq u í cuen to; y  en tonces ¿cuál sera 

el estad o  d e las cuestiones que nos preocupan h o y  en día? La 
d istan cia  en tre lo  que de.sde le jos co n jetu ra  el hom bre y  lo que 

al cab o  los hechos niegan 6 confirm an, suele ser larga y  quedad 
regad a  con san gre y  lágrim as. A  los que la  han de r e c o r r e r  

ah ora im pórtales, no tan sólo  procurar v e r  d e  bien lejos, si'’® 
acaso  tod avía  m ás, ir m irando el terren o que pisan con atcf>' 

ción. P e r o  sin m iedo puede d esde h o y  hacerse una a firm a c ió n -



la  de que ni ellos ni sus nietos alcan zarán días en que deje de 
^aber fuertes y  débiles, com o ahora, y  en que unos gocen  m ás 
y  otros menos. D e  aquí se ha de seguir que, por m ucho que la 

equidad y  la  cien cia aum entan el núm ero de los contentos, 
cada hora necesitarán en m ayor grad o éstos que les consientan 
estarlo cuantos no lo  estén, m ediante la  eficacia  de las leyes. Y  
Sf̂ a com o quiera, enseñará tam bién el tiem po á todos que c u a ­
lesquiera que sus lunares sean, fuera de esta sociedad en que v i­

vimos, capaz de m ejoras, pero en su esencia irreem plazable, no 
hay salud para los hom bres; porque ella  ha llevado h asta donde 
está la ciencia, que cada  d ía  nos brinda con prod igios nuevos; 

^l'a trabaja con fortuna h o y  m ism o en abrir á nuestra inteli- 

Sencia y  nuestra activ idad  todo el p lan eta  entero; ella, en co n ­
clusión, es la m ejor y  más b ella  de las obras hum anas.

A n t o n i o  C á n o v a s  d e l  C a s t i l l o

i n f l u e n c i a  d e l  d e s c u b r i m i e n t o  
y conquista de América en el derecho internacional

Corno siem pre sucede con los grandes hechos, el descubri- 
■'’iicnto y  conquista de A m érica  esparcen su acción y  relaciones 

cuantos órdenes se d esp liega  la  v id a  de sociedades é indi-
■ uos y, co^ accidentales diferencias de intensidad, dejan  en 

os el sello de su influjo.

e ahí que ofrezcan á la  reflexión y  al estudio  cam po in- 

cha  ̂ todos, y  todos pueden cose-
abundantes frutos, no siendo ciertam en te al ju rista  á quien 

corresponde, y a  que en la  h istoria de m uchas ra- 
D erecho el descubrim iento y  conquista  del continen te 

Vas fuente de profundas transform aciones y  de nue-

Pro y o lvidarlos ó prescindir de ellos en el desarrollo
las instituciones jurídicas, sería d ejar una lag u n a 
rom pería bruscam ente la  continuidad  de la c a ­

la historia

rc2¿a de este aserto, y  para que claram ente apa-
 ̂ m agnitud del influjo que en el orden juríd ico  debe a tri-
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PONTIFKIA 

ij-.-, 1 UNIVERSIDAD
C A T Ó L I C A  IV. 
V A L P A R A Í S O



b u irse á  los acontecim ientos indicados, m e p rop on go h o y  señ a lar 

las consecuencias que producen en una so la  d e  las esferas del 

D erecho, en la esfera propia d e la  v id a  internacional.
D e  las consecuencias he d ich o y , sin em bargo, no á  todas he 

de referirm e: porque aun reduciéndose á  la esfera especial de laŝ  
de un hecho, tod avía  la  em presa d e  determ inarlas es vastísim a 
y  ocasion ada p o r ex tre m o  á deficiencias y  om isiones: así que^ 
ex p o n e r  el en caden am ien to  d e  los efectos que, en el orden 

internacional, orig in an el gran  descubrim iento  d e 1492 y  la  con­

q u ista  que le sigue, es tarea  m u y superior á  m is fuerzas, y  so­
b rado e x ten sa  tam bién, para pretender encerrarla  en los límites 

naturales de este estudio.
U n  con tin en te que se ofrece á  la  exp loración  desinteresada 

y  á  la  am bición  m anifiesta; inm ensos m ares q u e se abren al 

com ercio  y  á la  piratería, y a  e x citan d o  las codicias del mo­

nopolio, ó y a  g ozan d o  del régim en de libertad; problem as an­
tes ignorados, que se plantean an te  todos los países cultos; 

nuevas relaciones, aun en tre los an tigu os pueblos; com unidades 

políticas que nacen y  se desarrollan con carácter sustanti%'0 /  

propio; inesperadas perturbacion es en el equ ilib rio  de los E s­
tados, y  la  contin u a repercusión en un m undo de todas las as­
piraciones y  creencias, d e todas las luchas y  revoluciones del 

otro, tal sería, indicada no m ás que á  gr.andes rasgos, la in­

acabab le  serie de hechos y  doctrin as que h ab ría  necesidad de 

agru p ar con sistem a para desarrollar cu m plid am en te el tema 
supuesto. L a  b u la  Inter ccetera de A le ja n d ro  V I ,  las Rekctiones 

de Indis de V ito ria , la  cru zada de fra y  B arto lo m é de las Ca­

sas, las Controversias de M enchaca, no serían, en tal programaf 

de m ás indispen sable estudio  que las m isiones del Paraguay, 

la  declaración de M onroe, el arb itraje de G in ebra, ó  el fam osa 
có d ig o  de Lieber.

P or eso, habré de lim itarm e á estu d iar las c o n s e c u e n c i a s -  

principales sen tidas por el D erech o  internacion al durante el 

p eríodo de exp loración  y  de conquista, abierto  desde el día en 
que arribaron las naves españolas al territorio  a m e r ic a n o . L a s  

naves españolas, s í, porque aun que lleguen á disiparse, a n d a n ­

d o el tiem po, las som bras que h o y  se ciernen sobre las expe^*' 
c io n es de los h ijos de E rick  el R ojo , la de V a s  C o s t a  C o s te r re a l,

P O N T I f K I A  
. U N I V E R S I D A D

C A T Ó L I C A  DE 
V A L P A R A Í S O



de Juan Cousin y  otras análogas ( i) ,  la  verdad es que A m é - 

*'‘ca existe  para E u ro p a  de una m anera cierta  y , por d ecirlo  

definitiva, tan sólo desde el instante m em orable en que 
carabelas de P alos divisaron las costas de la  isla  de G ua- 

*^^hani. '

partir de esa fecha, am p liada la  acción internacional a l 
duplicarse el m undo conocido, hállanse E sp añ a y , á su ejemplo,, 

tarde, otras potencias, en con tacto  inm ediato  con la  po- 
lación y territorio am ericanos; surgiendo entre el an tigu o y  el 

^uevo continente toda esa serie de relaciones que la  co lon iza- 

im plica y  en las cuales ora descuella  el interés de dom ina- 

ó político, ora el económ ico ó m ercantil.
^  im pulsos del prim ero, hubo de d iscutirse el derecho q u e 

podían ejercitar los europeos para ex ten d er en A m é ric a  su im - 

 ̂ *^^usa del segundo, la  d irecta  exp lotación  del suelo 
seguida dcl trabajo  forzoso im puesto  á los indígerlas, rcem - 

''•ado después por el de negros africanos; m ás com o la  co- 

^inicación entre A m érica  y  E u ro p a  se hacía  á través d e 

 ̂ es cuya exten sión  y  aprovecham ien to  fueron antes d esco­

y  *i??’ "^^P^odujose en ellos la  d oble aspiración, econ óm ica 
‘tica, despertada por el nuevo continen te y  sus islas y , 

ést ^ ° d o , vino á cuestionarse tam bién si, cóm o aquél y  
el O céano susceptib le de soberanía y  propiedad ó, 

libre^ '■“ ‘^trario, com ún á todos los E stad o s y  esencialm en te

advertir que las tres m encionadas cuestiones, lig a ­

se 1° ^  estrecho vín culo  al descubrim iento de A m érica , 

• '̂dico  ̂ •'^cional é h istóricam ente, á la  vez, en el orden que

exten sión  de la  soberanía sobre nuevos territorios 

habrí ejercicio  d cl derecho de propiedad

P'fac’rt '^ p o sib le  ó precario), fué la  prim era y  natural as- 
afios  ̂ descubridores; así que, antes de transcurrir d os 

^^Ipabr^^^* prim er via je  de C olón, vienen á  dem ostrarlo  
ernente las bulas de A le jan d ro  V I  y  el tratado de T o r-

(o  Véasg j  • ■ '
‘‘ •'celona s historia d f su descubrimiento, p o r  R o d o lfo  C r o n a u .

’ * Pí'gs. 152 y  siguientes.
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desillas ( i ) ;  diez años después, la  bastarda codicia  que e s t í i n u l < ^  

inm ediatam ente las aventuras y  exp lotacion es coloniales, se 

h ab ía  revelado y a  en l o s  repartim ientos, esclavitud  é i n t r o d u c ­

ción  de negros en la  isla E sp añ a  (2); y , por f i n ,  en la segunda 
m itad del sig lo  X V I ,  cuando y a  surcaban el O céan o  exp lorado­

res de todos los países y  la  navegación segu ía  abiertam ente lo® 

derroteros que el gen io  de C olón  le trazara, com enzaron á es­

cucharse las prim eras palabras d e  protesta contra la  t r a d i c i o n a l  

opin ión  com ún, favorab le á la  propiedad y  soberanía de 
m ares (3). _

•* D e  las observaciones que preceden, resulta claram ente el 

plan que he d e  segu ir en el presente estudio: porq ue s i e n d o  el 
d erech o de adqu irir d e  las soberanías europeas en qj t e r r i t o r i o  

am ericano, el com ercio  negrero y  l a  lib ertad  de los mares, la® 

tres grandes cuestiones de carácter internacional que por r a z ó n  

del descubrim iento y  conquista de A m é ric a  s u c e s i v a m e n t e  se 
plantean ó ,  cuando m enos, adquieren las extraord in arias pro' 

porciones que las caracterizan  en la  historia, el exam en  de e-sos 

tres puntos en el orden indicado arriba co n stitu ye  el a s u n t o  

tod o  sobre que este trabajo  ha de versar.

C om entando la  regla  en que proclam a M. H all la ilimita^* 
facu ltud  que tienen los E stad o s soberanos d e ocu par t e r r i t o r i o s  

fiuUius, observa S u m n er M aine que el descubrim iento del con' 

tinento am ericano, unido al desarrollo  de las aventuras nnari' 

tim as, com unicó interés á este asunto, relegado hasta entonces 

á  una toscuridad o lvidada (4). .

( 1 )  Colón salió de Palos el día 3 de agosto de 149J y  llegó áG uan ah .m '»  

tomnnJúposesión de esta isla en nombre de FernanJo i  Isabel, el 12 d® octubre 
del mismo año; en 3 de mayo de 1493 concede el papa á aquéllos las India*» 
expidiendo la célebre bula de partición al día siguien te. Un arto n»ás taríie» 

celébrase el tratado de Tordesill.is, firmado en 7 de jun io  de M 94-
(2) De 1501 á 1503 se introdujeron los primeros negros en la
(3) Considero como primera protesta, según se verá más a d e la n te , la 

Vásquez M enchaca, cu}'as Controversias se publican en 1563.
(4) L e droit international. Parfs, 1890, pág. 87.
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L a  verdad de esta  afirm ación es,' á mí entender, indudable.

com o el sig lo  X V , el sig lo  de B arto lom é D íaz y  de Juan
> V a sco  de G am a y  de Colón, e s  el período culm inante 

la época de los grandes descubrim ientos geográficos, así 
^•itre todos éstos sobresale y  d escu ella  el descubrim iento de 
■^niérica.

Que navegantes europeos abordaran un día á las islas A fo r- 
'ladas, que naves francesas tocaran en las costas de G uinea, 

9Ue el genovés Perestrello  pisara la  tierra d e P uerto  San to , y  

del̂  T o rm en tas surgiera á la  vista  de los m arinos
¡  ̂ ^°*"tugal, no era, con ser m ucho, descubrir un continen te 

 ̂ y averiguar la  ex isten cia  de una porción del g lo b o
b rica para satisfacer todas las am biciones, y  so-
do exten sa  para que en ella  aspiraran á prolongar sus

todos los E stad o s m arítim os de E u ro p a . G ran deza 

de reservada tan só lo  á las exp ed icion es colom binas, y

conm oción u n iversal sentida al conocer sus resulta- 

E sp añ a  se apresurara á justificar 
nueva situación ju ríd ica  que se le preparaba 

'disfraz ^ dem ás potencias europeas,
propia am bición con diversos pretextos, se dis- 

doe  ̂ poner en tela  de ju icio  el va lor de los títu los a lega- 
nuestros reyes..

n o ticia  cierta de las tierras am ericanas, "p ara  

^'^ron^[° y  justo  títu lo  de ellas, d ice  don F ern and o Colón, pi- 
conqyjj, ’’®yes, por consejo  del A lm iran te , la  aprobación y  

tónces'^^ todas las In d ias al Su m o Pontífice, que era en- 

^^conc oto rgó  éste en 3 de m ayo  de 1493
^ntre pedida y ,  al d ía  siguiente, para evitar disensiones
en la ^ ° ‘"^ gal y  C astilla , e x p id e  la  fam osa bu la  /níer ccetera, 

^raza e n f  ’ el pensam iento de C ristób al C o lón  (2),
• las islas A zores y  las del C ab o  V e rd e  una línea que,

E l co*rf ■^Itntrante de las Indias, don Cristóbal Colon, c a p . 42.

I¡5 d e  L o r g u c s ,  e n  su  H istoria de Cristóbal Colón y  de

d e 'u n ' 1,° ’ § 5. a t r ib u y e  a l A lm ir a n te  la  id e a  d e  s e p a ra r , p o r

y  de C a  ^ e x p lo r a c io n e s  y  c o n q u is ta s  d e  P o r -

áC o ^ ¿ ^  c o n fír m a lo  u n a  c a r ta  d e  lo s  r e y e s

^®cha 5 d e  s e p t ie m b r e  d e  14 9 3 , e n  la  q u e  se  d ic e :  « fasta  la
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prolongada hasta los polos d e la tierra, d ebía  servir de frontera 

ideal á los futuros descubrim ientos y  conquistas de españoles 
y portugueses. A l  O. de esa línea, A le jan d ro  V I  da, concede y  

asign a todas las islas y  tierras firmes encontradas y  por en coii' 
trar, descubiertas y  por d escubrir á los reyes de E pafia, de­

jan d o  á salvo, sin em bargo, los derechos que los príncipes cris­
tianos hubieran ap oyad o  en una posesión actual antes del 2$ 
de d iciem bre de 14 9 2 (1): y  de este m odo, el títu lo  religioso 
vien e á legitim ar las adquisiciones españolas, el inm inente con­
flicto con P ortugal se previene, y  la autoridad pontificia re­
suelve, con decisión inapelable, la prim era y  gravísim a cuestión 

internacional p lan teada por el descubrim iento  de A m érica.
N o  era, á la verdad, la prim era ocasión en que así se hacía: 

porque en descubrim ientos anteriores m irábanse las i s l a s  atlán­

ticas, habitadas ó no, com o res nuUius, y  el je fe  de la Iglesia 

C ató lica  ejercitaba la  facultad  d e  atrib u ir á quien ju zgab a  con­

veniente el derecho de descubrirlas y  ocuparlas: y a  que si en 
ellas h abía pobladores, eran b árbaros ó  salvajes, ex trañ o s pof 
com pleto  á la v id a  internacion al de los E sta d o s cristianos, ci­

vilizados y  europeos. ,
A s í, pues, la  intervención de la  S e d e  R om an a, por medio de 

las célebres bulas de 1493, lejos de representar un sistem a nuevo 

en las relaciones internacionales, aparece m ás bien com o el últi­
m o y  esplendoroso cen telleo  de una luz que se extin gu e, corno 

el eco  final y  vib ran te  d e  u na edad y  de una tradición que pasan.

L a s  facultades que M artín  V ,  E u g e n io  I V , C a lix to  Y 
o tros pontífices ejercitaron  en favor de los portugueses; las de 

que usó C lem en te V I  a l o torgar á  don L u is  de la  C erd a  las C»' 
narias; y  aun aquellas por virtud  d e  las cuales Irlan da fué con­

ced ida  á E n riq u e II  d e  In glaterra, y  la  an tigu a  Borusia pasó 
los caballeros d e  la  O rd en  T eu tó n ica , y  H erm án de Salza so­

m etió  á los pueblos del B á ltico , esas y  no otras fueron las fa

raya que vos dijisles que dehla venir an la bula del Papan: véase la citada caft* 

en  la Colección de h s  viaja y  descubrimientos que hicieron por  
fióles desde fines del siglo X V ,  por don M artín Fernández de Navarrete. Ma Jf* ’ 

1825, tom o 2.®, págs. 108 y  siguiente.
( i )  Véase N avarrete, ob. cit., tom o 2.», págs. 29 y  siguientes.
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^ultades, trad icionalm ente respetadas, que ejercitó  A le jan d ro  
cuando asignó la  A m érica  á los españoles. •

Nadie ignora cuán lógicam en te respondía tal sistem a en la 
Edad M edia á la  organización  de la etnarqufa cristiana, so- 
'’^etida á la jefatu ra  de la  cabeza  visib le d e  la  Iglesia. E ra  el 
papa árbitro natural de los pueblos y  de los reyes; especie de 
poder m oderador establecido  sobre todas las potestades de la 
^■erra; y  personificación altísim a en la sociedad de los E stados, 
«e la suprem a autoridad que im ponía la  tregu a  de D ios, juz- 

. entre soberanos y  súbditos, d ecidía litig ios internacionales 
y declaraba el derecho del que conquistaba ó descubría.

Mas, al finalizar el sig lo  X V ,  habían pasado y a  los tiem pos 

J G regorio V I I  é In ocen cio  I I I ;  venía q uebrantada la  influen- 
tem poral de los papas, á partir de las fam osas luchas entre 

^onifacio V I I I  y  F e lip e  el H erm oso de F ran cia; R o m a se ha- 

la^ al grito  revolucionario de R ien zi; lloraba toda
cnstiandad las dolorosas consecuencias de un cism a y , ade- 

y a  las conciencias el v ien to  de la  llam ada R efor- 
^^ l̂l '̂^ '̂Siosa, anunciándose la p roxim id ad  de las predicaciones

indicar que el an tigu o prestigio  de las 
‘■'̂ '°ncs papales, unánim em ente acatadas en las solem nes

- del descubrim iento, la  ocupación y  k  conquista,
hundirse, faltando sólo  que co ad yu vase á ello  la 

_  ^  alguna am bición ó el em puje de un interés; porque 
â causa que, en otro caso, habría sido ineficaz por 

cret ' en ergía sobrada para acelerar una caída cu yo  se-
5 j  y  Verdadero origen estaba en la  corriente general de las 

hechos •

deb'  ̂ ^°' ‘̂^ausas, destinadas á p recip itar la  ruina con que 
nal á ''^augurarse el nuevo período de anarquía ínternacio- 
en cam inaban los E stad o s de E uropa, parecían brotar

partes, m ism o tiem po que á los ojos de todos sur- 

^P‘ ‘̂C'ada presa, el continente am ericano. E sp añ a  no 

autoridad verdadera en todo el territorio 

ligrosa'd'^*^°  ̂' no podía ocu ltar la visib le cuanto pe-
tivatYi' entre lo teóricam ente adquirido y  lo  efec-

c ocupado; P ortugal se creía lesionada en sus intereses

pij*-, -■ A UNIVER.S1DAD
C A T Ó L I C A  Df



por las adquisiciones españolas; H olan da, F ran cia  é Inglaterra, 

m inadas por el n acien te espíritu del protestantism o, sin nece­
sidad de otra  razón, sentían se m al dispuestas á reconocer la 

fuerza obligatoria  de las concesiones em anadas de R o m a ( 0 >
y , por fin, en aqu ellos días en que term inaba la elaboración se­

cu lar de la teoría del equilibrio  (2), no había pueblo  alguno en 
quien no e x c ita ra  recelos y  tem ores el ex traord in ario  engr^” '  
decim ien to  colon ial que d aba á nuestra patria  una situación 

sin preceden tes en la historia, '
P or eso entonces el derecho de adquirir la  soberanía sobre 

territorios descubiertos, y  la con siguiente condición de sus po 

bladores, atrae todas las m iradas del m undo culto; y  aquel 
blem a, desatendido  antes, com ienza á revestir, com o observa  ̂

Su m n er M aine, interés extraord in ario , v ivo  y  despierto 
h o y  después de cuatro  siglos; y  la  solución que ofrecían 
bulas pontificias e x c ita  desde luego  la  franca oposición de 0̂  ̂
unos y  la em bozada hostilidad  de los otros, inaugurando a-̂  

una era de cu yas discusiones y  doctrinas ha de guardarse sit 

pre im perecedero recuerdo.
Sin  duda alguna, el im pulso inicial de eso m ovim iento 

oponía reparos, d istin gos ó negaciones radicales á la costu 
de que los papas otorgaran  los derechos de soberanía 
poral en la  adquisición d e territorios, no coincide con 
m os años del sig lo  X V . B asta , para convencerse de 

las Relecíiones de V ito r ia  y  recordar las autoridades 

tre dom inico alavés invoca en corroboración de su 
convencerse de que, en plena E d ad  M edia, no faltaron te 
de indudable o rto d o x ia  que afirm aron resueltamente no 

papa verdadero señor del m undo todo en lo tém pora 

civil. B asta  fijarse en que las capitu lacion es de S an ta  j o f  

rieron á C olón los cargos de A lm iran te , V irre y  y ejercí' 
general de las islas y  tierras firm es que descubriese (3)>

(1) Véase Ch. Salomón, L'occupation des terriloires saits w*'
1889, págs. 58-59.

(2) Véase W heaton, Histoire des progris du droil des gens. L c ’P ’ 

tomo i.» ,pagf. n o y  siguientes. . , Colecd '̂^
(3) Pueden verse las capitulaciones de S a n t a  F e  en la cita 

de N avarrete, tomo 2.®, págs. 7 y  8, E n  las páginas s ig u ie n t e s
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tando así F ern an d o V  é Isabel I actos de soberanía, pendientes 

duda de las condiciones de ocupación y  descubrim iento, pero 
'’o de ulteriores concesiones pontificias, en aquella  ocasión o lv i­

dadas ó desatendidas. B a sta  observar que los descubridores to ­

ncaron posesión de G uanahan i y  de otras islas en nom bre de los 
'i^onarcas españoles, seis m eses antes de la  prim era bula de 
•Alejandro V I ;  y  basta, en fin, considerar que la  petición d ir ig i­
da á R om a m ás tarde, fué, com o dice don F ernando C olón  ( i ) ,  
"para más claro  y  ju sto  título.i de las conquistas, y  no porque 
fuera necesaria, com o y a  observó el escritor con tem poráneo 

Gonzalo Fern ánd ez de O vied o  (2).
*̂ero aunque el prim er im pulso d atara  de la  época prece- 

' y  el terreno vin iera preparado por anteriores aconteci- 

'’^'^ntos y  doctrinas, una vez descubierto el continente am ericano 

y otorgadas las bulas de 149S, aum entan de tal m odo el uiterés 

y proporciones del asunto, que la discusión esta lla  en todas 

m ultiplícanse lais novedades doctrinales, surgen e x p lic a ­
ciones y  teorías sin cuento, y  parece com o que se agotan  los ar- 

r\\xc T e o lo g ía  y  del D erecho, para con ten der en esta
j  lucha; lucha, para el orden internacional, d e transccn-

incalculable.

Pse H atribuir, pues, á la  crítica de nuestro sig lo  ó á la
co f del anterior, el haber arrojado la prim era piedra
cub decisiones de los papas en caso de ocupación y  des- 

*Tiérito hubiera en d estronar á la autoridad 

naci jefatura  que ha ejercido en las relaciones ínter-
^^“ doras al P on tificado y  á la Ig lesia  de gloriosísi- 

ese m érito no es de nuestro tiem po. Porque, sin 
*’ testim onios y  pruebas m ás arriba aducidos,' antes, mü-

‘ambiéti !o • •
de ahrii d concedidos á Colón por los reyes en Granada, á 30
tulacif,  ̂ cuales privilegios confirman lo que respecto á las capi-

( ,J ° ^ < ^ 't . ,c a p .4 , .  • ,

5_(i j_P®'’^-afuente, Historia general de España, parte 3.*, lib . 4.”, capl- 
en s * palabras de la bula Inter cutera, su posible interpreta-

diversos, y  el hecho de que el Papa, com o de costum bre, 
no* «'l descubridor y  ocupante, hacen creer que Alcjan-

P''etendla dar un titulo exclusivo á los monarcas españoles.
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ch o  antes de que el abate N u ix  contendiera gallardam en te con 

los detractores de la bu la  Inter ceetera ( i) ;  antes de que desa­
ten tad o  pregun tara V o lta ire  quién había d ado al papa facultad 
p ara  disponer de bienes de otro, y  de que M arm on tel osara lla­
m ar á la  concesión d e  A le jan d ro  "e l m ás grande d e  todos los 
crím en es de B o rja  (2)11, y  de que el m ism o B ossuet se hiciera 
eco  de aquellos que la  atribuían á equivocación ó  error padeci­

d o s por el V ica rio  d e  C risto  (3); antes, m ucho antes de todo 

esto, se lam en taba S o lórzan o  de que no fa ltara  quien negase al 
S u m o P on tífice 1̂ poder d e  o to rgar donaciones ó concesiones 
sem ejan tes (4), y  a testigu aba, por otra parte, el hecho de que 
•autores respetables, com o E g id io  d e  S an  Benito, H errera  y  f>"ay 
A n to n io  d e C órd ova, en tre otros, consideraban innecesaria la 

d on ación  pontificia  para ju stificar la  soberanía de E sp añ a  en el 

territorio  am ericano.
, P uede decirse que en la lum inosa discusión suscitada por la 
b u la  de A le jan d ro  V I ,  se d ibujaron pron to cu atro  escuelas: re­

co n o cía  sin vacilar la  una el derecho del papa á conceder la 
beranía  sobre territorios d escubiertos; n egaba t e r m i n a n t e m e n t e  

o tra  el va lor de tales concesiones; procuraba una tercera inter­

pretarlas com o m era autorización para p rop agar y  proteger d  

cristian ism o (5); y , por fin, la  ú ltim a sólo veía  en ellas la decla­
ración y  reconocim iento solem nes de derechos preestablecidos'

D e  estas cuatro  escuelas, la  prim era parecía responder en 
tod o á las trad iciones de la  E d ad  M edia; Encarnaba fielmente 
en la segu n d a el espíritu  del protestan tism o, que oficialmente

(1) Reflexiona impnrciaUs sobre la humanidad de los espadóles en las Indn¡f> 
conlra los pretendidos filósofos y  políticos. M adrid, 1783. R eflexión seguiid.i| P 

rrafos 6.®, 7.“ y  8.”
(2) C it. por De ^^^istre, del Papa. Barcelona, 1856, toi)io 1.®, píg*
(3) Dcfcnse déla declaralion du clergi de France, liv. I.” , sect. I *  chap. ^

(4) Política italiana, lib. i.*, cap. 3.®, núm. 14. _
(s )  E l P. Las Casas, que debe clasificarse en esta escuela, seilala co

fundamento y  explicación de la bula de Alejandro V I. la autoridad P°” 
ficia en orden á la propagación y  conservación de la fe. He aquí lo 
respecto á este punto, dice un escritor contem poráneo: «Las Casas - 

<ián(lose en la doctrina de canonistas y  teólogos, afirm a... que el 
Pontífice tiene autoridad sobre todos los hombres, cuanta es 
la  propagación y  conservación de la fe, pero ha de usarla de modo disti
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afirm ó, por boca de Isabel de Inglaterra, no reco n o cerá  los esp a­
ñoles "nin gún títu lo  resultante de una donación del O bisp o  de 

Román ( i ) ;  m ientras que en las dos restantes se afiliaban teólo­

gos y  juristas insignes, cu y a  doctrina se inclinó á interpretar, no 
íiteral y  aisladam en te la bula de A lejan d ro , sino en vista  del 
espíritu que p alp itaba en ella, y  poniéndola en relación tam bién 
con otras decisiones pontificias y  con los principios religiosos 
y jurídicos universalm ente aceptados. ,

Sin que éntre en mi propósito ex p lica r  las célebres bulas de 
<^oncesión y  de reparto (porque lo que rae im porta únicam ente 

señalar los resultados que producen, m erced á la  discusión 
por ellas iniciada), observaré que el punto de v ista  dom inante 

'as dos ú ltim as de las aludidas escuelas, es en teram ente irre­

prochable, aun m irado á través de las preocupaciones antirreli­
giosas de nuestro siglo.

 ̂ ¿Quién podrá n egar que el P ap a tenía la facultad  de confiar 

determ inado príncipe cató lico  el cuidado de la p rop agan ­

do ‘ ‘̂■'stianismo en los países descubiertos? Y  
podrá adm irarse de que esa m isión protectora, confiada 

zos descubridor com o prem io natural de sus esfuer- 

rir ' fi después en condiciones previleg iad as para adqui- 
cientes títu los de soberanía tem poral? .

infieles. Por otra parte, y  para cum plir su misión 
'os ministros idóneos y  convenientes, y  aun imponer 

dument  ̂ cristianos el aceptar tal mandato, siendo este el fun-

'̂ '■Q en° n resolución de Alejandro V I en su famosa bula;
u á los reyes de Castilla el alto imperio de las Indias

'̂■'‘ ■'eeir p* ^ señores, en cuanto era preciso para la predicación del 
proposición dieciocho, dice explícitam ente Las Casas: ícan 

universal principado de los reyes de CasliHa en las In- 

se/lores naturales dellas su administración, 
' ‘ ca y  dominio sobre sus subditos pueblos, ó que poli-

‘ ">per,ida'' ‘̂  compadecía el señoría universal y  supremo de
*̂ 0 don feyes antiguamente íenian.D Fabié, a Vida y  escri-

"̂'>10 I o f̂ '̂ tolom é de Las Casas, obispo de Chiapa». Madrid, 1870,
( i )  3 ‘ 3 - 3 1 4 .

^  de Inglaterra á Mendoza, embajador de Feli-
de ¡fy * Camden’s Annals,&fíO  de 1580, y  cit. por W estlake,

‘ '“ ‘ '''“ itional et de législatíon comparie, 1891, pág. 255.
S f A  F O R i t n s b , — T O M O  V I H  36
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Q u izá  las palabras em pleadas en el docum en to pontificio, 

palabras cu yo  literal sentido pudo tan to  en el ánim o de Bos- 

suet, hagan á prim era vista  inadm isible la  interpretación de 
que trato; pero, si detenidam ente se ex am in a  el asunto, sobran 
razones para hacer, cuando m enos, la  solución dudosa; para 

defen der lo  que defendieron en su tiem po B arto lom é de La® 

C asas, F ran cisco  de V ito r ia  y  tan tos otros, y  para hacer revi­
vir, por «onsiguientc, las contrarias doctrinas que, si se olvidaron 

con el transcurso de los siglos, podrían surgir de nuevo, porque 

m urieron los com batien tes sin que hubiera en la  lucha ni ven* 
cedores ni vencidos ( i) .

A h o ra , por lo  que toca  á la  escuela que estim a dichas bulas 

com o declaracion es solem nes d e los derechos adquiridos, áuo 

es m ás fácil m ostrar lo que su d octrina encierra de racional /  
de plausible. ' .

E n  tal hipótesis, e jercita  el papa aquella  suprem a jurisdi^ '̂

ción que el consentim iento de pueblos y  de reyes v in o  atribU'
f

( i )  L os términos de que se sirvirt Alejandro V I pueden interpretarse, 

violencia, com o plena concesión ásXTk autoridad que correspondiese al P-'P'’* 
do en el ordon puramente religioso ó espiritual, y  no com o donación de u" 
sujHicsto y  pleno derecho de propiedad ó de soberanía. Dlcese allí á los mo­
narcas e s p a ñ o le s ; p a r a  que siéndoos concedida la liberalidad de la Graci» 
A postólica, con mas libertad e atrevim iento tom éis el cargo de tan inip” ''' 
tante negocio...!.; frases que parecen indicar se trata más bien de una co” ’ 
cesión religiosa que de una donación política; de algo que com plete y  afir'” ® 
lo establecido anteriorm ente, m is que de un titulo exclusivo en que, 
prim era vez, se apoye una pretensión ó un derecho. De otra parte, 
rida la interpretación que literalm ente exp líca la s  p.ilabras de la bul:i> 
hay razón para suponer que el pleno señorío de que en ella se habla no 
pli(|ue la concesión del d e r e c h o  de propiedad á más dcl de soberanía; 
tal caso, surge una nueva dificultad ante el testim onio de otra bula 
tificia en quo Paulo III declara que los indios, aunque fuesen infii;les. " 
debían ser despojados de sus bienes, pues que tenían en ellos v e r d a d e r o  

minio, y  si á esto  se añaden las afirmaciones de los teólogos que negal'*'*” 
seflorlo temporal del Papa en las tierras de los infieles, y  la doctrina 
d é la s  escuelas (véase V itoria, Relectio posterior de Indis, núm. 
entendia no haber derecho á declarar la guerra por la sola diversidad d® 
ligión, se reconocerá sin duda, que era algo más que una i n t e r p r e t a c i ó n  

justificada y  caprichosa la que lim itaba á  la propaganda de la fe las concc*’

Des de Alejandro V I. -
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yéndole desde los días de G regorio  el G rande ( i) ;  tem pla  con 

su altísim a autoridad los im pulsos de am bición y  egoísm o que, 
Entonces com o hoy, am enazan sum ir en desoladora anarquía 
'a vida internacional de los E stados; ofrece anticipadam en te 

 ̂ l ’ ortugal y  E sp añ a una solución pacífica, inspiradora, m ás 
t^rde, del tratado de T ord esillas, y  o to rga  el más decisivo de 

reconocim ientos al derecho del prim er d escubridor y  ocu­
pante. ,

I'or eso, sin duda, no fueron sólo escritores católicos, com o
M aistre (2), W a lte r  (3) y  R o se lly  de L orgu es (4) los que mo-

'^^rnamente aplaudieron con incondicional aplauso la  célebre
^cisión pontificia; sino que tam bién le tributaron, á su m odo,

^'abanzas, autoridades tan intachables en el presente caso com o

de Sum ner M aine y  B cn tham  (5), quedando sólo para la his-

superficial, á lo L au ren t (6), el triste privilegio  de añadir
a censura el ridículo para m altratar aquella  bula que, m irada

^orno declaración ó reconocim iento de los derechos adquiridos,

*10 Sobrados títulos al respeto, y a  que no á la adm iración de 
las edades. ' 1 i

punto puede parecer fundada y  verosím il la in­

ri m antenida por la escuela á que m e refiero, es y a  

todo y  que aqu í es necesario resolver; porque de 
^ech estudio  sólo m e im porta ahora deducir un 

O- el hecho de que las bulas de 1493 producen un m ovi-
o doctrinal extraord in ario , a lgu n a de cu yas d irecciones

O  C .S c i i r * ! '  r  > o  ✓

form ula principios d ignos de toda consideración y

porque si se excep tú a, entre las escuelas 
* as, la que gg lim ita  á m antener las tradiciones de la E d ad

Orthn Intermcional, Barcelona, 1890, págs. 30 y  si-

iB Derecho Eclesiástico de todas las Confesionet Cristianas. Ma-
• (4) *15. 415, nota. '

(5) Véa^* ’ ” ■
l í tu ^  primero titulada L'ancien droit. París, 1874, pág. 235.

3-“) § de'riiHmanit!:, tom. 10, liv . 2.*, cliap. 3.*, sec-
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M edia, todas las dem ás, es decir, las verdaderam ente originadas 
por el descubrim iento de A m érica  ó, á lo m enos, desarrolladas 
y  exten d id as á consecuencia de aquel hccho> tienen influencia 
gran d ísim a en el conocim iento y  p ráctica  del D erecho  interna­
cional; y  no ciertam en te por lo  que, reunidas ó separadamente, 
d estruyen , sino precisam ente por lo que levantan ó edifican.

L a  dificultad  que podía resolver una bula del papa, desde el 

instante en que esta ú ltim a es totalm en te rechazada ó reducid» 
al orden religioso de la prop agación de la fe, ó m irada como 

d eclaración de derechos preexisten tes, es d ificultad  que queda 
en pie y  que e x ig e  una solución inspirada en nuevas doctrinas- 
S i el escritor ó el político  que bajan á la  arena para tom ar 
en el com bate, llevan el propósito de justificar las adquisiCiO' 

nes españolas, exp o n d rán  en favor de aquéllas, com o expus'^' 
ron V itoria , S a lazar de M en doza y  S o lórzan o, cuantas razones 
les sugieran la  razón y  la ciencia. S i, por el contrario, el ánimo 
del que d iscute se inclina en con tra  del poder español y  en pi"® 
d e  pretensiones rivales, opon drá razón á razón y  títu lo  á título, 

com o hizo la  reina d e  In glaterra  para dem ostrar la  incficao* 

ju ríd ica  del descubrim iento; y  d e  este  m odo, los prim eros y  
segundos, á pesar d e d iversidades y  contradicciones, trabajara" 

en la obra com ún de la  ciencia, an ticipo  con stan te de la  vida, Y 
por en cim a de las discusiones y  rivalidades de los hom bres bro­

tará  el fecundo y  universal progreso, d ispuesto  y  conducido po*" 

la m ano p roviden te de D ios.
In útil m e parece a d vertir  que, en los lím ites de este a rtíc u lo , 

n o pueden seguirse paso á pasó las controversias s u s c i t a d a s  pa*"» 

llenar el vacío  que, respecto  á la  exten sión  de la soberanía espa 
ñola  en A m érica , d ejó  la  ruina d e  las concesiones pápale^ 

Q uién es vo lvien do  los o jos al D erech o  R om ano, hallan cn^ 

d octrin a  d e la  propiedad base suficiente para aplicar á las a  ̂
qu isiciones de soberan ía  los principios d e ocupación y  dcscu 
brim iento; quiénes o to rgan  preferen cia A la  legítim a conqui''*^’ 

ab ord an do  francam ente esta  cuestión espinosísim a de D eic 

internacion al; quiénes alegan  la  b arbarie de los indios en fre 
d e  la  cu ltu ra  española, establecien do  los fundam entos de  ̂

m oderna teoría  acerca  del llam ad o  derecho de ^
quienes, por fin, sum an á los títu los anteriores, los de. cesi



compra, anticipándose al tan encom iado proceder de los puri­
tanos ingleses y  á lo que un autor contem poráneo llam a la ocu­
pación calificada, es decir, precedida y  autorizada por un con ­
trato ( i ) .

Para dar idea de la  inm ensa literatura ju ríd ica  nacida al 
contacto de la  soberanía española con los pueblos am ericanos, 

astarán un nom bre y  un libro; F ran cisco  de V ito r ia  y  sus Re- 
^̂ tioncs theologiccB. R eflejase en éstas de m anera tan ostensible 

situación creada por el descubrim iento de A m érica: alcan- 

influencia tan d ecisiva  y  confesada en los prim eros pasos 
’̂^'ntíficos del D erecho  internacional, y  contienen d octrina tan 
evada y  lum inosa, que hacer otra elección fuera im perdona- 

desacierto.

que F ran cisco  V ito ria , el gran  restaurador d e  
los teo lógicos en nuestra patria, dedicó al exam en  de
^  derechos d e E sp añ a  en los territorios á la  sazón reciente- 
g '^"te descubiertos, dos de sus célebres Relectiones, titu ladas

n i  ^ segunda, en particular, De jure belli hispa-
in barbaros. . .

la la prim era R elección  dos partes (2): d iscútese en
a SI los indios eran verd aderos señores, en el orden priva- 

dose á*̂  público, de los territorios que ocupaban, exam in án - 
ejjpiic ®^Suida los títu los que el autor estim aba ilegítim os para 

á la adquisiciones esp añ o las; y  está con sagrad a la otra
la y  defensa de los títu los adm isibles ó justos. E n

trif,^ d siguien te se fijan los puntos capitales de la  doc- 

la caus*̂  S ie rra , determ inando quién puede hacerla, cuál es 

el  ̂ justifica  y  qué ponducta debe en ella  observar
.jf'^gerante. . ■

mente ’nteresantísim a y  d ifícil m ateria  está m agistral-
^tada en pocas páginas: proposición, objeciones, de-

coii)^ ^ '''e rtirse  que la mayoría de los autores que trataron esta nia- 
Sepúlveda, G regorio  L ó p ez, Salazar de Mendoza, So- 

etc., sumaban cuantos títulos creían legitim o?, 

f “ iitoK!!. alegar uno sólo. Adem ás, los mismos que atribulan
* *''^8:iroti ' •1^ órdenes civ il y  político á la concesión pontificia, no

R efi/^  mejor com batir á los contrarios.
■'oine á la edición hecha en Salamanca en 1565.
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m ostración,' tod o  es a llí preciso y  breve, y  aquel apretado haz 
d e silogism os y  de citas contiene, sin em bargo, m ayor riqueza 
de origin alidad  y  de d octrina que m uchos de los aparatosos 

libros que prom eten soluciones científicas á los problem as siem­
pre nuevos de la  guerra y  de la paz. '

L o s  indios, d ice V itoria , no son siervos por naturaleza, antes 

bien ejercitaban  los derechos de soberanía y  propiedad cuando 
llegaron  á  sus tierras los españoles. N i h a y  razón, aunque sean 

pecadores ó  infieles, para  negarles el dom inio; porque el peca­
dor, com o el justo, tienen bienes, los aprovechan y  disponen de 

ellos, y  el infiel, aun que arb itrariam en te se com pare con el he­

reje, nun ca perdería  su patrim on io  sino en virtud  de la  previa 
condenación. P 'inalm ente, á p re te x to  d e insensatez, de imbeci­

lidad  ó dem encia, tam poco p uede justificarse el d espojo  de la® 

prop iedades am ericanas; porq ue el im bécil, com o el loco y  
niño, tienen derechos y , por o tra  parte, no son en realidad in­

sensatos esos pueblos á  quienes no faltan una cierta  organiza­
ción, ciudades, m agistrados y  leyes, m atrim onios, artífices y 

cam bios, y  h asta  creencias religiosas, por m ás que no sean las 

verdaderas. D e  d onde se sigue, d ice el insign e profesor sal­
m antino, que los indios, antes de la lleg ad a  d e los españoles, 

eran señores verdaderos en el orden p rivado  y  en el público ó, 
com o diríam os h oy, prop ietarios y  soberanos del territorio en 

que vivían  ( i) . '
E l  reconocim ien to del derecho de soberanía en las tribus 

indias antes de que fueran descubiertas por Colón: he ahí a 

consecuen cia  c a p ita l de los razon am ien tos de V itoria , la 

m era gran verdad que p roclam a y  dem uestra.
L le g a  á e lla  sacudiendo el p o lvo  de las preo cu p acio n es q“ 

arraigaban en espíritus m ás vu lgares que el suyo, estrechan  ̂

en la  red de sus raciocinios las doctrin as contrarias, y  emp 

d o  en el curso d e la  argum en tación , ora el te x to  de la 
m ana, ora el pasaje de la  Sunnua, ora el puro razonaniien > 

a p o y a d o  en d octrin as ó  ideas acep tad as u n iversalm cn te.

N o  le  detien en en su m archa reposada y  tranquila, ni la o 

nión com ún  de las gen tes, ni el m al en ten dido  interés

( i )  O b . cit. Relectioprior de Indis, i.» parte, núnis. 4 á 24>
.143-
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patria española, y  va  derecho al fin, sin vacilaciones ni rodeos, 

dom inado tan sólo por la  atracción de la  verdad y  seguro de 

con ésta se arm oniza todo interés legítim o y  tod a aspira- 
•ción generosa.

A sí pudo brotar y  brotó  aqu ella  nobilísim a doctrina, de la  
^^al tanto debieron aprender la práctica  y  la  teoría internacio- 
«alcs desde el sig lo  X V I  h asta el presente; porque es de adver- 

que los colonizadores m odernos no han logrado, por regla  
S^neral, am oldar su con ducta  á las norm as que V ito ria  esta­

y  que los escritores olvidaron con harta frecuencia, ó con- 
'̂■adijeron sin reparo el derecho de los pueblos incultos á gober- 

por sí propios, es decir, el inm utable p rin cip io  de ju stic ia  
•'niulado en nom bre de la  religión y  de la  cien cia por el sabio 

°™>nico espafíül.

1 olvido ó contradicción de tal principio, no sólo  responde á 

-equinas com binaciones de intereses, sino que parece ser el 

y  y una le y  histórica universal é inflexible: in flex ib le
por lo m enos, cuando no se tra ta  de individuos ó 

os que respiren, com o V ito ria , la  atm ósfera purificada de 
''^grandes alturas. ,

ign ora que hubo en cada uno de los E sta- 
una m arcadísim a tenden cia á considerarse com o 

rnundo, tierra p rivilegiad a  que el cielo  bendecía, y  

superior cu ltura  á la de cuantas con e lla  co ex istie- 

civi’]-  ̂ suerte que en las fronteras del país term inaban la  
día las religiones y  el derecho, y  m ás a llá  no se ex ten -
«n n vínculo de fraternidad, siendo el e x tra n jero  inferior 

^Ue • por su ign orancia  bárbaro, y  por la  desconfianza

«jcter¡Q  ̂ rnanera estrecha y  falsa de considerar la  relación 

llab^ la E stados, del período rudim entario en que se ha-
®°ciedad universal de las gen tes; sociedad im posible 

•llanas'  ̂ igu ald ad  fundam ental y  la fraternidad hu-
reco n o cid a sy , m u y  especialm ente, si una m arca- 

.Su de aptitu des ó de cu ltura  da p retex to  á un pueblo
inclinación á despreciar todo cuanto no se le 

^Ucir e x p ed ir  patentes de supuesta inferioridad, ó de-
 ̂  ̂inferioridad real una absurda desigualdad  jurídica,

■
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an álo g a  á la  que idearon P latón y  A ristóte les para e x p licar  la  

esclavitud.
P ues bien, por inverosím il que parezca, éstas y no otras son las 

causas de la  negación del derecho d e soberanía y  de otras fa­
cu ltad es jurídicas rehusadas, aun en tiem pos m odernos, á los 
pueblos no civilizados. Á  pesar del cosm opolitism o cristiano, 

del progreso en las relaciones com erciales, del con tacto  cada  día 
m ás exten so  y  continuo con el extran jero ; á pesar, en una pala­
bra, d e todo cuan to  conduce al establecim iento  d e la  verdadera 

sociedad in tern acion al, tan d istan te se está  de la  perfección de 

'e s ta  últim a, que en el sig lo  X V ,  com o en el sig lo  X I X ,  la  con­
d u cta  de los E stad o s en su v id a  exterio r  se inspira á veces to­

d avía  en el m ezquino criterio  de la antigüedad, con la  única di­
ferencia de haber d ism inuido el núm ero de los proscriptos al 

am pliarse el círcu lo  de los pueblos herm anos.
S u stitu ye  h o y  al E sta d o  en esta m ateria  la  com unidad de los 

pueblos cu ltos que viven  en recíproca relación norm al de dere­

chos y  d e deberes; lo que aye r era el E sta d o  es h o y  la civiliza* 
ción; pero ésta tien e por frontera, á su vez, com o d ecía  el poeta» 

•‘la línea som bría y  fatal en que com ienza la  barbarien, y  he ahí 
que, trasp uesta esa línea, renacen todos los exclu sivism os y  es 

recinplazada la  justic ia  por la flex ib le  le y  del interés ó de la 
fuerza; porque, una vez co locad o el bárbaro fuera de la socie­

dad de las naciones, y  m irado, en su inferioridad, com o extraigo 

á la le y  com ún, sobreviene lógicam en te la  negación d e sus de­

rechos, puesto  que, al fin y  al cabo, d onde quiera que faltan las 
garan tías norm ales de la  v id a  jurídica, sólo pueden im perar las 
arbitrariedades del despotim o ó los desenfrenos de la  anarquía.

N o  son, pues, m otivos particulares y  transitorios, sino una 

le y  histórica general y  constan te, la  que e x p lica  lo que H o f  

n un g llam aba “ el m artiro logio  de las razas inferiores ( i)» ; 
e lla  procede 1  ̂ d octrina que d eclara  nullius, á lo  m enos desde 
el punto de vista  de la  soberanía, los territorios habitados por 
bárbaros, y  ahí está la  causa de esas viejas preocupaciones, des­

hechas un día por la lóg ica  im placable de V itoria , pero renova-
/

( i )  Civilisés et barbares; articulo publicado en la Rerue de droit intcrHaíio~ 

nal et de Ugislation cotnparée, 1885, (tomo 17), págs. 6 y  siguiente».
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das, desgraciadam ente, después, y  vestidas con el ropaje de los 
m odernos sistem as de F ilosofía  y  de D erecho.

H cgcl, por ejem plo, n iega con ruda franqueza la  soberanía de 
las agrupaciones no civilizadas; "U n a  horda, dice, una fam ilia, 

'ín a tribu, una m ultitud, tienen m uchos grad os que recorrer 
antes de elevarse á la fase del E stad o; el pueblo, en tales con­
diciones, no tiene aún derecho á ser reconocido por los dem ás; 
sus leyes no han revestido el carácter o b jetivo; su independen- 

no es soberanía (i).i.

Pero nótese que la soberanía que el D erecho  internacional 
ex ige  en una com unidad p o lítica  para otorgarle el reconoci- 
'^'cnto, no es otra que aquella  de que h ablaba D e  M aistre, defi- 
*̂ ><̂ ndola com o cualidad  del que gobiern a y  no es gobern ado, que 
^ a n d a  y  no es m andado; es, com o dice M artens, "la  exp resión  

e la total independencia del E stad o  (2).i, que este ú ltim o posee 
’̂ 'empre que con stitu ye "en tid ad  ju ríd ica  d istinta, m oviéndose 

de activ idad  m oral y  física su ya  propia (3).!. 
se trata, pues, del valor m ás ó m enos alam bicado ó ar- 

len gu aje de determ inado sistem a filosófico, 
^  a tener la  palabra soberanía; trátase del sentido en que 
^®ua m ente se la em plea, considerándola com o expresión  de 

Se  ̂ com pañ era inseparable de tod a  agrupación que
^  gobierna sin extrañ o  influjo y  se da á sí m ism a las leyes, no 

conociendo, en lo exterio r, autoridad que con ju stic ia  la d o ­
y  m ande (4). "  '  . 

sin duda alguna, la situación de hecho en que los 

de com o los african os de hoy, los pueblos incultos 
°  as las épocas se hallan; antes de que á ellos llegu e el e x -

^̂ ‘*rrast, Laphilosophie du droit de Hcgel. París 1869, 3.* parte, pá-

(
'88j >nl‘ i'nalional,tTAAu\t án russe par Alfred L éo. París,

(3'/j;; ’̂° ' - ”.páír.378.
^ys. V  ^̂ >'>ncipios de Derecho internacional^ extractados por E rn esto

(4) castellana de A . L . López C oterilla. Madrid, i888, pág. 91.

el o f i ” "  elem entos que bastan para constituir un Estado
^ 0  u„ internacional deba respetar, son «una población organizada

estable en un determ inado territorio». L e  droil de la Fran- 
’̂ ^’Ue ¡jf le dernier traili de paix, articulo publicado en la citada

inleriiaUonal, 1886, tomo 18, pAg. 155.
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plorador europeo, ¿qué poder e x tra ñ o  los regía? ¿qué p lan ta  
extran jera  los hollaba? L a  com unidad que con stituyen  podrá 

haberse form ado con la crueldad y  la  violencia; pero al fin y  á la 
postre, si h a y  entre ellos, com o en tre nosotros, razas oprim idas, 

e l conjunto tiene toda la  autonom ía de que pueda g o zar el im ­
perio  ruso, no obstan te la  servidum bre polaca, y  el germ á­

nico, á pesar de la  san gre e x tra ñ a  o b lig a d a  á circu lar por sus 
venas.

P odría  decirse, sin em bargo, que, sea cual fuere la opinión 

relativa  al hechô  el derecho, por lo m enos, de soberanía, es im ­

propio  siem pre de las poblaciones incultas, sobre todo desde 
el m om ento en que, puestas en con tacto  con la  civilización, 

con vin iera  á los fines de ésta ejercitar aquél com o facultad rei­

vin dicad a  á títu lo  de superioridad intelectual.
A s í  enseña H egel que, "cuando el espíritu universal llega  en 

un pueblo á un grad o superior, e.se pueblo  representa su época 

y  la dom ina, quedan do los dem ás frente á él, sin derechos, po*" 
haber perdido su valor en la  h istoria del m undo (i)n ; y  de ma­
nera análoga, proclam a recientem ente N ovicow , que las socie­

d ad es civilizadas tienen el derecho de desposeer á  los salva­
je s  del territorio  de sus padres (2), y  que las agrupaciones no 

susceptibles de progreso deben perecer (3), por e x ig ir lo  así la 

in exo rab le  le y  de D arw in, que im pone la  de.saparición del débil 

en el com bate por la  vida.
E n  la superioridad orgullosa, p regon ad a á tod as horas y  lan* 

zada com o baldón y  afrenta  por la  civilización  con tra  la barba­
rie, está la exp licació n  ó el p re te x to  de estos lam en tables e x ­

travíos del en ten dim ien to hum ano; el cual, sí tom a falso punto 
d e  partida, fácilm en te después se precipita  en la  resbaladiza 
pen dien te de las deducciones, siendo lo m ás g rave  en el p'" '̂ 
sen te caso, que ni la  superioridad p reten d ida puede aceptarse

( 1 )  M arrast, loe. c i t .  E n  términos semejantes, pretende R íldiger que»"’® 
nación debe tener para la humanidad un ra lo r intelectual, c a r e c i e n d o , ®  

otro caso, del derecho á viv ir; según lo que están llamadas á desaparece^ 

por su escaso valor, las tribus bárbaras. C i t .  por H ornung en la
droit international, 1885, pág. 469, nota.

(2) Lapolitique internationale; París, 1886, pág. 268. , .
(3) O b. cit. pág. 281,
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com o eviden te axiom a, ni aun acep tán d ola  com o tal, cabe de­
fender las doctrinas que de ella  suelen deducirse.

U n escritor contem poráneo, cu yo  nom bre pronuncian con 
'■espeto los entusiastas de la  novísim a sociología, ha planteado, 

 ̂ mi entender, con indudable acierto, la  d ifícil cuestión del 
Valor y  superioridad relativos de las civilizaciones. O bserva, 
con efecto, T y lo r  ( i) , que es el escritor á quien aludo, que 
Siendo la civilización  el resultado com plejísim o de los factores 
más diversos, y  entrando com o com ponentes su yos cantidad es 

heterogéneas com o los progresos de la cien cia y  las creencias 
la religión, los preceptos de la  m oral y  las creaciones del 

se hace poco m enos que im posible la com paración entre 

civilizaciones distintas; porque si una de ellas e x ce d e  en un 
^rden y  es inferior en otro, ¿á quién le ha de ser d ad o averigu ar 

este d efecto es ó no com pensado por la  ven taja  aquella?

Si Un pueblo sobresale extraord in ariam en te en las inven- 
l^ ônes de la m oderna industria, surcado en todos sentidos de 

fieas férreas, fertilizados sus cam pos por la  naturaleza  y  el 

su  ̂ en gran decido  por la  prosperidad de
Comercio, cubierto  de populosas ciudades, pero corrom pido 

^ “ n̂ por desm oralización profunda que pudre sus entrañas 

6l germ en de salvajes delirios, negadores d e tod a  
^  social cu lta  y  tranquila, ¿por qué hem os de d ecir que ese 

tad °  " lá s  civ ilizad o  que aquel otro, pobre y  obscuro habi-
de I f T n r i r o r I n  é l i t r o  í? í  o  f  l o

'■eza de
Ignorada tierra, cu y a  riqueza tod a consiste en la pu-

^   ̂ su m oral y  en la  honradez de sus costum bres? (2). 

nuest^^ ’̂ tan to , que el cam ino segu ido  para proclam ar 
ll^^o ^^perioridad sobre otros pueblos y  razas, no es tan 

*̂ ota ordinariam ente se cree; pero, conten tán d om e con
> SI se supone in d iscutida é in d iscu tib le la  inferioridad

(*) I'aiis, 1876, t. I.®, chap. 2.®
Cimbuli participa en el fondo de la opinión sostenida en el 

com batiere un volgare e comune errore 
 ̂ radicato in tutte le nazioni che si chiam ano civ ili. E  questo

irrevocabilm ente come barbari e selvaggi tutti quei 

tutti r  u 'ia vita  assolutam ente diversa ed opposta a quella
tiiif ' conto della diversitá di luogo e di clima in cu¡

Poli f,- sonó stati destinati a nascere e svilupparsi.» l'opoli barbarie po-

''•R om a,i89t,p d g s.9 y 10.
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d e bárbaros y  salvajes, ¿síguese de ah í que las com unidades 

p olíticas form adas por agrupacion es incultas, estén privadas 

del derecho á gobern arse con en tera  independencia, y  pueda 
su soberanía ser confiscada en provecho del extran jero , que á 

títu lo  d e civilizado  la  reclam a, d iciéndose m ás d ig n o  d e  ella?

E l conocim iento de las necesidades propias y  de los medios 

que, para su satisfacción, deben em plearse, es lo  único que 
puede e x ig irse  de individuos y  sociedades para reconocerles el 

derecho de gobern arse por sí m ism os; pues de o tro  m odo regí* 

rían el m undo los m ás sabios, y  á su lad o  estarían  declarados 

incapaces cuantos tuvieran m ás escasa  claridad  en el entendi­

m iento, ó contaran en su patrim onio in telectual m enor número 

de verdades.

( Continuará)

J o a q u í n  F e r n á n d e z  P r i d a

Catedrálico d e  Derecho Internacional en la U n iv e rs id a d  

de Sevilla

E N  H O N R A  D E  U N  L I B R O  C H I L E N O  (O

( " L A  L E G I S L A C IÓ N  D E  C H I L E  C O N  R E L A C I Ó N  A L  D E R E C H O  

I N T E R N A C I O N A L  P R IV A D O ..,  P O R  D O N  J. C . F A H R E S )

C on  v iv o  interés hem os leído  el libro  que acab a  de p u b lic a r  en 

S a n tia g o  el con ocid o  juriscon su lto  don José C lem ente F a b r e s , 

m iem brp d e  la  F acu ltad  d e  L e y e s  y  C ien cias Políticas, bene­

m érito  d e las letras y  d e la  cau sa  ca tó lica  d e  Chile. E l 
F ab re s es acreedor á nuestras cord ia les sim patías por los in>* 

portan tes .servicios q u e de.sde las au las nos han p r e s t a d o  su s 

lum inosos escritos sobre D erech o  C iv il, q u e en nuestras in v e stí 

gacio n es hem os co n su ltad o  siem pre con buen éxito ; y  
saber: Instituciones de Derecho Civil Chileno; E x a m e n  crlttco 

jurídico de la Nulidad y  Rescisión segiln el Código Civil;

( i )  Con gusto  reproducim os este ju icio  critico  sobre un trabajo q»® P“ 
blicam os en esta R e v i s t a  antes de su aparición en forma de libro- Lo 

mames del número i.» de la interesantísim a revista La Unión 
abril de 1593, Cuenca .— (N oia  del Director.)
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. de los ¡lijos naturales en la sucesión intestada de sus padres; 
La porción conyugal según el Código Civil Chileno. Á  estos no­

tables trabajos ha agregad o  el señor P'abres La Legislación de 
Chile con relación al Derecho Internacional Privado, obra de co ­

piosa doctrina y  crítica  legal, que prueba satisfactoriam ente la 

suficiencia dcl profesor chileno en este d ifícil ram o de la  cien cia 
jurídica ( i) . '

D eterm inar el im perio de la le y  en el espacio, es el arduo y  
Cada día m ás im portan te problem a de la ciencia dcl D erecho 

*̂''■1 internacional; cien cia  que podem os llam ar de nuestros 

y  ciencia del porvenir; pues á m edida que las relaciones 

Comerciales son cad a  vez m ás num erosas en tre los E stados, y  

corrientes de em igración  de unos á otros aum entan diaria- 
*^cnte, y a  por el perfeccionam iento de los m edios de com úni- 

^^ción, y a  por el azote  d cl pauperism o que aflige á no pocas na- 

ré â an tigu o continente, crecen tam bién y  se com plican las 
y  ^Clones juríd icas en tre individuos de nacionalidades diversas, 

conflictos entre el D erech o  positivo  de distin- 

con ] Res ol ver  estos conflictos dcl m odo m ás conform e 
P'^crrogativas de la  propia soberanía y  con los bien en- 

deb ' ^*^terescs de la nación, sin o lv id ar por eso cuánto  sp 
pueblos civilizados y  cuánto  e x ig e  la frater- 

r,ĝ ‘ , Universal de las naciones, es, á no dudarlo, una de las 
dades prim arias de los E stad o s m odernos. P or desgracia, 

dop otra parte, com o en ésta, carece la  cien cia legal de
Seneralm ente reconocidos; en ninguna otra reina m ayor 

fue opiniones; en ninguna son m enos abundan tes las
•a sabia antigüedad. L a  orgu llosa  patria  del de- 

•■aclo no d ebía  ser propicia  al extran jero , conside-
por la le y  decen viral; y  así los códigos de 

ante oráculos dcl D erecho, perm anecen m udos
Ciencia del D e re c h o  internacional privado tal com o la

*lo á I5 C erran tes— 1892— E l ejemplar que hemos teni-
honrosísima dedicatoria del autor: Al señor don 

y — Teslinionio de mi aprecio por sus virtudes, talentos,
“̂'"/>n/tcro Arriaos prestados á ¡a caus4t católica.— Su aftmo. amigo y

J o s é  C l e m e n t e  F a u r k s
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conciben las naciones d e nuestra época. L a  E d ad  M edia  ape­

nas en trevió  los principios de que tratam os, al travos de la ma- 
rafia feudal y  d e sus m onstruosos derechos de a lb ín agio  y  de 
detracción. H a  sido, pues, m enester el extraord in ario  im pulso 
d ado á las relaciones de los pueblos en los tiem pos m odernos, 

com o lo n ota  S a v ig n y , para  hacer fijar y  reconocer esos prin­
cipios.

L a  cien cia del D erech o  internacional privado es, por tanto, 

una cien cia  en form ación, cu yo s horizontes exten d erá  am plia­
m ente el porvenir; m ás, considerada la  senda recorrida, es in­
d udable que una de las naciones don de ha alcan zado un alto 

grad o de perfección relativa, es C hile, que, separándose no 

p ocas veces, en esta  parte, del e jem p lar francés que tuvo cons­
tan tem ente por norm a, é inspirándose en los ú ltim os p r o g r e ­

sos d e la  jurispruden cia  m oderna, ha con sign ado en su Ifgi®' 
lación cK’il las d isposiciones m ás conform es con su Derecho 

p úblico  y  con sus propios intereses, no m enos que con los de las 
num erosas colon ias extran jeras que viven  y  prosperan en si* 
hospitalario  suelo. S í á un ch ilen o se le preguntase, observa 

m u y bien cl señor F abres, de qué m anera querría ser tratado en 

el extran jero , no trepid aría  en con testar que de la  m ism a nía- 

ñera que lo son los extran jero s en Chile. ’
E sas d isposiciones de la  le y  patria han sido lum inosam e''' 

te exp u estas, interpretadas é ilustradas por el autor chileno» 

quién, por lo general, se m uestra tan satisfecho de ellas, come» 
su propio gobierno, que ha rehusado, aún en conferencias in te r­

nacionales sobre la m ateria, ad op tar principios diversos de lo® 
consagrad os en su C ó d ig o  C ivil: nos referim os e s p e c ia lm e n t e  

al C on greso  In tern acional de M ontevideo, reunido en a g o s t o  d® 

1888, á invitación  de los gobiernos del U ru g u a y  y  d e la R»̂ P“ '  
b lica  A rgen tin a, en el cual el P len ipoten ciario  chileno, si bien 
reducido á m inoría, defen dió  airosam ente los p r i n c i p i o s  d e  la 

legislación  civil de su patria, en punto á D erecho in te r n a c io n a  

p r i v a d o ,  negándose luego, d e  acuerdo con las in s t r u c c io n e s  

su gobierno á suscribir el p royecto  de la m ayoría. S i la m emoré 
no nos es infiel, C h ile  negó igualm en te su aprobación al tr a ta   ̂

que en 187S celebró  en L im a  el C on greso  de J u r i s c o n s u l t o s ,  

p esar de haberlo  suscripto su P len ipoten ciario  G odoy.
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Pero el señor F abres no es un ciego  y  fanático adm irador de 
ías leyes de su país; su crítica  es ilustrada y  severa; señala los 
puntos en que cum ple m ejorar el sistem a adoptado; y  al m ism o 
tiem po que se m uestra respetuoso al C ó d ig o  C iv il patrio, ve r­

dadero m onum ento de la  civilización  am ericana, "qu e tan to  
aventaja á los códigos europeos.., com o lo sienta sin vacilación 
el em inente juriscon sulto  argen tinó  V é le z  Sarsfield, hace tam - 
“ iî n ostentación de su independencia de ideas é ilustrada im ­
parcialidad. Son notables, señaladam ente, los reparos del autor 

cuanto á la idea fundam ental del estado civil, y  respecto de 
 ̂ trascendental é im portantísim a cuestión del m atrim onio. D i- 

■■einos cuatro palabras acerca de esta últim a. .

En concepto del señor Fabres, es im propio d ar al m atrim o- 

^'o el calificativo de contrato: no lo es ni en la filosofía jurídi- 

ni en la  historia. H a y  en él, ciertam ente, concurso real de 

^ntades; pero, si es verdad que no puede e x istir  contrato  
este elem ento, no lo es que e x iste  donde quiera que él se 

cuentre. E ste  m ism o requisito es necesario en la  admini=- 
' n de todos los sacram entos, nin guno de los cuales es con- 

tam poco, en la vida civil, la em ancipa- 

^ctos  ̂ reconocim iento de hijos,naturales, etc.,
'^atr' requieren concurso d e voluntades. S i en el
to • contrato, es forzoso señalarle un objeto (elem en-

*’i ‘̂ l''^pensable) y  será preciso tener por tal la perso- 

doi hu'nana, d egradánd ola  de su a lta  dignidad, envilecién- 

suin servidum bre, renegando de la civilización. E n
y  te^ '^^^trimonio ni se contrae ni term ina, com o se celebran 

todos los contratos, ni sus obligacion es y  derechos 

el _ ■ 'a  voluntad de los contrayentes; por consiguiente,

Corno un contrato, sino una institución divina,

natura]^ Ig lesia  C atólica; una institución  de derecho

di(Y • por D io s en el paraíso terrenal, y  e levad a á
‘ l̂uye sacram ento  por N u estro  Señ or Jesucristo. Con-
^'sas^ ^utor recordando las bellísim as palabras de M. Carion  

T ribu n ado, sesión del 28 de ventoso, año II: "E n  
^Ue fy P^*'te se ha creído, d ice el hábil é ilustrado tribuno, 

m agistrado, un hom bre, p a ra  recibir el
o de los esposos, para conferirles tan gran carácter; en

^ 7%
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tod as partes la D iv in idad  m ism a ha sido llam ad a com o testigo  
y  com o una garantía. E n  los bellos d ías d e R om a, y  bajo  las 
leyes de N um a, no era al Foro, no era ante el tribunal dcl pretor 

á  don de los am igos y  parientes arrastraban á estos d esgracia­
d o s esposos; era al tem plo, era  ante los altares de Juno conci­

liadora, d e Juno que presidía á la  unión co n yu gal; era á la luz 
de aquellas m ism as antorchas que habían alum brado las pom ­
p as de su him eneo, bajo  esas m ism as bóvedas en que habían 

resonado sus prim eros juram en tos; era en estos lugares tan 
propios para hacer revivir tan tos recuerdos felices y  castos pen­

sam ientos, donde se les conjuraba en nom bre de todo lo qu® 
h a y  de san to  y  de sagrado, que desistiesen del m alhadado de­

sign io  de separar lo  que la sociedad y  la naturaleza y el cielo y 

la tierra habían unido.»
L a  obra dcl señor F ab res ha sido debidam ente apreciada en 

C h ile , c u y a  U n iversid ad  la ha ju zga d o  d ign a  de la a lta  distin­

ción que establece su L e y  O rgán ica, y  ha asign ado por cHa a! 
autor una gratificación anual. E n tre  nosotros m erece recomen­
d arse á la juven tu d  estudiosa, pues contiene el acertado y  eru­
dito com entario  de la  le y  chilena, en la  parte correspondiente á

los artícu los 13, 14, 15, 16, 17, 53, 114, 115, 116, 117, 2 9 4 , ^ ’ 
946, 987, 988, 1 0 1 7 ,1 0 1 8 ,1 0 1 9  y  2466 de nuestro C ód igo  Civil, 

que, com o se sabe, es, con reducidas m odificaciones, traslado 
fiel del de aq u ella  nación. -

R a f a e l  M . A r í z a g a

/yn -'X
f] f -* • '1 UNl\ l KMr‘ »

- : AT: =U.̂ A.::



A.ÑO VIII Santiago de Cliile NÚMS. 11 y  12
. I."  d e  a b r il y  i.® d e  m a y o  d e  1893

U M A R I O .  — N ecrología d el año. Su supresión, por L a  D irecció n .— Reforma» 

Consiitucionales. E lección  de Presidente de la R epública, p erd ó n  R olierlo  H u- 

i'eeus— Analo|;ias y  diferencias entre los artículos de los C ódigos C h ilen os 

(continuación), por don A níbal Echeverría y  R e y e s .— Creación de juzgados, por 

don Juan de D io s P la ia .— H erencia yacente. A cción , renuncio, rem uneración, 

P 'T don E nrique G a llo  M árq u ez.— reorganización adm inistrativa en C h ile , 

por ilon A rm ando Q uezada A . — L a  m oneda y los cambio», por don Pedro L u cio  

 ̂uadra.— Condenación en costas, por don Juan de D io s P la za .— El decreto de 17 
'  * febrero (le 1838 y  su aplicación por los Tribun ales, por don A gustín  Correa 

'avo. —  .Sobre los d efen jorei públiccs, por don G uillerm o Pinto A gU ero.—  

y m anifiestas de la edición auténtica d cl C ó digo  C iv il
Chileno, por don M iguel L u is A m unátegui R eyes.— Sum ario general del tom o

Cuadro de los colaboradores del tomo octavo.

N E C R O L O G I A  D E L  A Ñ O

su S U P R E S I Ó N

y  suscriptores de esta  publicación se han im - 
?  espíritu de im parcialidad y  d e justic ia  con que, sin 

' eración a lg u n a  á influencias políticas, ha sido m an tenida 

R k v i s t a ,  desde que se fundó, una sección destinada á  

g. y  á honrar á los jurisconsultos y  abogados fallecidos.

 ̂ pesar de que en nuestras ligeras apreciaciones 

tic^  evitábamo.s, com o queda dicho, las influencias poH- 
’ ^ en m uchas ocasiones, la  m anifestación de since- 

ndas

línea de conducta, después de la  guerra  civil d e 1891,

ras
afecciones personales, no ha sido estim ada 

 ̂ conducta, después de la  guerra  civil de 1891,
im parcialidad que, no  obstante, siem pre 

en referencia. E s  una triste d esgracia  que 

Sin*°t persistan hasta m ás allá  de la  tum ba.
o ro m óvil que evitar d ificultades á  esta  R E V IST A , y  aun

“ ‘ VISTA
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con el sacrificio de nuestro program a, declaram os quedan su­
prim idas las necrologías que antes escribíam os; sin perjuicio 

del derecho de cualquiera de nuestros colaboradores para in­
sertar las que ten g a  á bien respecto  d e los m ás notables juris­

con su ltos chilenos, siem pre que las abone con su firma.

La D i r e c c i ó n

R E F O R M A S  C O N S T I T U C I O N A L E S

ELECCIÓN DE P R E S I D E N T E  DE LA R EPÚ BL IC A

N ad ie desconoce las irregularidades de que adolecen nuestro*’ 

sistem as electorales, y  de aquí que será patriótico  todo iinpu'^'’ 
d irig id o  á m odificar los vicios é im perfecciones de las leyes co 

rrespondientes.
E n  C h ile  rige un sistem a m ixto ; cdm o quiera que en nueí> 

legislación  se da cab id a  a í  p rocedim iento  de la elección d irt  ̂

para la  com posición del C on greso  N acional y  de los 
pios, y  al sistem a de elección  indirecta para la  designación ‘  

P residente de la  R ep ública. .

S e  deduce de aqu í que la  Constitución se ha 
d e  los principios teóricos ó ideales para  generar lo=5 P”  . 
públicos en la  cuna m ás am p lia  de las conveniencias p f'

E l tipo, el ideal d e los sistem as electorales en el 

p resen tativo  es el de la elección  directa, en razón de 
lun tad  popu lar quedará m ás fielmente representada míe

m ás d irectam en te p u ed a e lla  m anifestarse. dccd^'
¿Por qué no ex iste , pues, este sistem a para todas las 

nes que traducen é invisten el m an dato  del pueblo? L a  

tación es clara. N o  ex iste , porque el pueblo no es rec^ ¡̂ îcla- 
com o suficientem ente apto para descubrir quitín es 
daño que m ejor m erece la  P residencia  de la República, 
no obsta para que se le  discierna p aten te  de aptitu 
ejercicio directo de otros derechos en el orden político»

E l d ip utado y  el m unicipal representan los ^ic-
lam én tales; el sen ador los intereses de la  provincia, 
siden ie de la  R ep ú b lica  los intereses generales de la .blo, 

D a d o  el atraso de la  educación y  cu ltura  de nuestro
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p u ed e  ju zgársele  com peten te para buscar, entre los hijos d el 

■departamento y  de la  provincia, el nom bre del que m ás títu los 
ha contraído en el servicio y  adelan to  de la localidad; pero 
sería aven turado considerar al pueblo  com o una en tid ad  sufi­
cien tem en te capaz de conocer á fondo los intereses generales 
de la nación; circunstancia sin la cual no podría asegurarse una 

•atinada y  consciente elección de je fe  del E stado . ,

E l pueblo  está al cabo de lo que en su p rop ia  localidad es 

necesario; pero sería ex ce so  de generosidad el concederle que 
tam bién se ha preocupado de indagar la  orden ada ex isten cia  y  

graduación de los intereses que en vuelven y  preparan el ad e­
lanto sim ultáneo del país entero.

R econ ocien do este hecho, y  queriendo respetar el precepto 
de que la soberanía reside en el pueblo, lo  que co n stitu ye  la 
t>ase del sistem a representativo, se ha recurrido á la ficción de 

^ue el ejercicio  d e  esa soberanía pueda desarrollarse m ediante 
■̂1 sistem a de las d elegaciones. ,

S e  ha ido en sanchando el sistem a de la elección directa, á 

h e d id a  que se ha creído d istin gu ir en el pueblo  un m ayor co- 

J’ ocim iento d e los deberes y  garan tías q u e en su co lectiv idad  
*e corresponden.

S e le ju zgó , en un principio, al corriente de los intereses d e ­
partam entales y  se le declaró  el derecho de eleg ir  d irectam ente 

ediles y  d iputados; y , juzgándo.sele m ás tarde al corriente de 

intereses provinciales, se le declaró el derecho de eleg ir  d¡- 
'■ectamente sus senadores.

E n un orden lóg ico  de ideas y  de progreso, la  reform a de 

im ponía con fuerza d ogm ática  ante el criterio  de los 
onstituyentes que la  dictaron.

^  n otros térm inos: se ha reconocido q u e el e lector de T e -  

está  preparado para e leg ir  d irectam en te su 

ele d ip utado  y  su senador; pero que no lo  está  para
al P residen te de la  R ep ública.

con qu ista  deben tend er los trabajos de los 
^  'stas, de los legislad ores y  de la  prensa.

P o b r e i n s t r u y a  al pueblo; m ientras persevere la  clase 
^ras '^f^orar lo que es el libro y  lo  que es la  escuela; m ien­

te  con ven za  el hom bre de que él es un ser sociable;
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m ientras no sepa el ¡ndivicluo que él tam bién es m iem bro d e  

una corporación que se llam a E s ta d o ; m ientras el venen o se 

disfrace con el nom bre del alcohol, y  m ientras no se con stitu ya  
un apostolado para enseñar al hom bre sus deberes de c iu d a­
dano, la  am pliación del sufragio  será irrisoria; las elecciones po­

pulares no pasarán de ser un producto del soborno y  de la 
borrachera; y  la  autoridad, en vez de tener un origen  inteligente 

y  libre, reposará sobre una serie de ficciones m ás ó m onos ab­

surdas y  peligrosas.
S o b re  estos anteceden tes no se d eb e en tregar la  elección del 

P residente d e la  R ep ú b lica  al su fragio  del pueblo. Cn efecto, 

tom an do el núm ero d e  sufragantes, se v e  que los aptos son los 
m enos, y  que form an una abrum adora m ayoría  precisamente 
aquellos que, por su fa lta  d e cap acidad  é independencia, no de­

ben ser los llam ad os á d ecidir la  m ás trascenden tal de las con­

tiendas en las m asas electorales.
E l sufragio  es un hecho im portan tísim o, para cu y o  ejercicio 

se requieren condicion es d e  tal n atu raleza  que lo  elevan á la 
ca tego ría  d e un ca rgo  antes que á  la  ca tego ría  de un derecho. 

N otab les publicistas ch ilenos han sosten ido esta  en érgica teoría, 

inspirándose en el con ocim ien to  p ráctico  d e nuestra entidad 

electoral y  en los sabios principios del em inen te Stuart-M ill.
L a  utopía  d el sufragio  universal descansa, co m o  toda utopía, 

en la  fantástica y  poética idealización  d e la  condición humana. 
L a  d em ocracia quiere la  igualdad  absoluta; pero la  buen a polí­
tica  coloca, sobre la  teoría  d e  la  dem ocracia, la  necesidad del 

orden y  del progreso, '
L a  cien cia del D erech o  P ú b lico  define, co n sagra  y  establece 

la condición d el ciudadan o; pero el arte de la  P olítica  aconseja 
estudiar los hábitos, instintos y  circun stancias d e  cad a  pueblo 

para  acordar sobre ellos e l e jercicio  de las facu ltades que e 

D erecho  P úb lico  les encom ienda.
E l D erech o  P ú b lico  discurre en orden al objeto , sin regla­

m en tar los m edios ni considerar los factores para alcanzarlo, en 

tan to  que la  P o lítica  está  o b lig a d a  á estu d iar e l sujeto  para ver 

si es ap to  para la  consecución del interés com ún.
L a  inconveniencia práctica  no  es ni un estím ulo  ni un o * 

tácu lo  para la  enunciación d e un p rin cip io  d e  D erecho  Público»
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pero es obstáculo  para la Política, que debe cum plir esos princi­

pios con sujeción al bien de los asociados.

P ara  com probar estas aseveraciones, bastaría  reproducir a l­
gun as de las adm irables págin as de B lun tsch li, ó de S pencer, ó 
de cualquier hom bre d istin gu id o  en los estudios de la  P olítica  
y  el D erecho. ,

■ T a le s  verdades tienen tam biiín la confirm ación d e una gran 

necesidad y  de un gran principio: el de la  separación de los in te­

reses políticos y  de los intereses m eram en te adm inistrativos. E n  

régim en de confusión, la p o lítica  en torpece el funcionam iento 
y  desarrollo  adm inistrativos, así com o una buen a adm inistra- 
<̂ ión em baraza y  d ificulta  el ex ce so  de la acción política. F ija r lo s  
lím ites á estos dos factores es, pues, una tarea útil y  necesaria.

E l E stad o  es la resultante del individuo considerado com o ser 
sociable; de m odo que el progreso del E sta d o  trae su origen del 
progreso del individuo. .

L a  educación del in dividuo es la  escu ela  m ejor para  la  edu- 

^íición del E stad o ; deducién dose de todo esto  la  con ven ien cia  de 
^ue las leyes que rigen al E sta d o  sean las m ism as que rigen al 

individuo, sin m ás d iferencia  que la  m ayo r g en eralid ad  y  am -
P itud que e x is te  necesariam en te en la  ap licación  de las pri­
meras. r  1

Sentados estos principios, no se con cibe una nación próspera 
entro de un pueblo  ign oran te é inculto. E s  preciso, por lo 
anto, conocer la situación individual para fijar el rum bo de la 

Situación com ún. D e  aqu í la  exclu sió n  de la  ideología  en la or- 
S^nización práctica  y  feliz d e las naciones.

’Tanto el hom bre com o el E sta d o  deben tener un desarrollo  

nto y  progresivo. N acid o  el hom bre, qu ed a som etido  á una 

^ujela y  v ig ilan cia  indispensables, y  á m edida que v a  educán- 

va  adquiriendo m ayo r sum a de derechos y  lib ertades. L a  
^Urora del h ogar y  de la  fam ilia  va, poco  á poco, confun diéndose 

1̂   ̂ tnafiana de la sociedad, para lleg a r m ás tard e al cén it d e  . 
^i^patria y  de la  hum anidad. L a  acción  en el h ogar es una ac-

«■íodo d sociedad  está  su jeta  á un p e­
la  ^ ®'^oluciones y  de restricciones; y , por fin, la  acción en 

^ade hum an idad es la  única que se ejerce  con ver-
aptitud  é independencia. H ay,;p u es, una graduación  ló
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g ic a  y  natura! en la conqu ista  p ráctica  de los derechos del hom ­
bre; graduación que tam bién e x is te  en la  conquista p ráctica  de: 
los derechos de los pueblos.

E l  derecho, com o en tidad, co e x iste  con el individuo; pero et 

ejercicio  de este d erech o requiere, p ara  la  co e x isten cia  con el 
individuo, cierta  sum a d e  requisitos q u e la  exp erien cia , la ne­

cesidad  ó el convencionalism o tienen determ in ad a de un m odo 
m as ó m enos claro.

C onocer al individuo es la  prim era y  m ás esencial prepara­

ción para  conocer al pueblo.

N o  es de extrañ ar, por esto, que náciones igu alm en te adelan­

tad as se rijan por institucion es d iam etralm en te opuestas. E llo  

p rueba que la le y  d escan sa sobre las costum bres y  las condicio­

nes peculiares de los pueblos y  d e las razas.

E n  consecuen cia, no d eb e en tregarse al pueblo  la e le c c ió n  

directa  del P resid en te  de la  R ep ú b lica  m ientras no se halle con 

aptitu des para el d ifícil e jercicio  d e  ese derecho. E l  d ía  de esa 
con q u ista  puede estar m ás ó  m enos p róxim o; y  m ientras sU 

e x isten cia  no sea un hecho, se hace forzoso idear un m edio que, 

tenien do su origen  en la  vo lun tad  del pueblo, reúna todas las 
garan tías necesarias para  asegu rar la  elección  del prim er m an­

d atario  y  servidor de la  R ep úb lica.
E lim in ad o  el sistem a de la  elección  popular directa, surgen 

los sigu ien tes m ed ios para el fin d e  que nos ocupam os:

1.° E lecció n  p o r R ep resen tan tes ad hoc;
2.° E lecció n  por los M un icipios; y

3.® E lecció n  por el C o n g re so  N acion al. '
P ued e haber otros sistem as m ás ó m enos fáciles d e  concebir

en el cam p o d e  las teorías; pero creem os que los tres indicados- 
son los únicos d iscu tib les en el terreno d e la  práctica.

'  ' II

E L E C C IÓ N  PO R R E P R E S E N T A N T E S  A D  HOC

E s  éste  el sistem a que rige  e n  C h ile , en los E stados Ü n id o s , 

en la  R ep ú b lica  A rg e n tin a , en e l P ara gu a y, en M éxico  y  en 
C olom b ia .
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Para m an ifestar sus inconvenientes, nos bastará  reproducir la  

introducción al proyecto  presentado por don Jorge H un eeus á 
ía C ám ara de D ip u tad o s en sesión del 15 de ju lio  de 1886.

D ice  así:

"H o n o ra b le  C ám ara:

" E l sistem a de elección in directa  que nuestra C on stitu ción  

establece para la  designación de P residen te de la R ep úb lica , 
®stá com pletanrente desautorizado por los hechos. L o s  electores 

c Presidente no reciben de los ciudadan os que los eligen  un 

facnHativo que los autorice para su fragar por quien 
l^uieran. N ó; en el hech o reciben un m an dato  imperativo, que

ob liga  á vo tar en favor de un* candidato d esign ado anticipa- 

^niente p o r asam bleas ó convenciones de partido, m ás ó m enos 
Correctam ente organizadas. ^

 ̂ Si en 1874 se abolió  y a  el sistem a de elección  in directa  que 

asta entonces había regido  en la  de senadores, á fin de ev ita r  

continuaran siendo e leg id o s ex clu siva m en te  por el 

“’C e x p lica  racion alm en te por qué ese m ism o sis- 

hub^> reform a co n stitu cion al de aquel año,
los continuar ap licán dose en la  elección  presidencial. S í

P residente deben ten er las ca lid ad es que se 

den cargo  d e d ip utado, y  si al C o n g re so  correspon-

^lecc’ó̂  acultades de escrutar, la  de anular y  la  de rectificar la  

■■̂Pido P residente de la R ep ú b lica , m enos com plicado, m ás 
al 'n fin itam en te m ás serio sería en com en dar esa elección

rn'C'itras no se m odifiquen radical- 

Pelicy  ̂ con dicion es y  nuestros hábitos electorales, sería

^‘•■cctr^ establecer para efectu arla  el sistem a de elección

•■es de C on greso  la  elección  de P residen te, los electo-
senadores y  diputados. S e  suprim irían asf 

y  luchas estériles que no producen resu ltad o 

Partidos beneficio de la N ación ; la fuerza vita l de los
^adie b consum iría  en van o, fom entan do gastos que á  

ah*'^ ^ p reparan d o m ovim ien tos de opinión q u e  
frustrado siem pre; se haría  im p osib le e! 

UnaelecciiSn presidencial extrao rd in aria , y  se evitaría .

i A > :< g i: P O N T I F I C I A
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por últim o, la  subrogación del P residen te por funcionarios de* 

sign ad os por él m ism o para efectos determ inados.
"D e n tro  del m ecanism o político  de los E sta d o s regid os por 

el sistem a parlam entario, no  e x is te  autorid ad  a lg u n a  perm a­

nente superior á la  del C ongreso. D e b e  discurrirse en el sentido 

d e que él es el m ás gen u in o  represen tante de la  N ación. E llo  

p odrá no ser á  veces sin o relativam en te cierto; pero lo  que evi* 
den tem en te se im pon e co m o  un d ile m a  inevitab le  á la  conside­

ración de los hom bres serios, es la  necesidad de op tar entre un 

P residen te d esignado por su antecesor ó un P residen te elegido 

p o r el C o n g reso  N a c io n a l.. .  m

D ich a  opinión reviste una au to rid ad  q u e no nos es dado 

apreciar á nosotros, pero sobre la cual ha em itid o  y a  el país un 

ju ic io  que puede considerarse unánim e.
N o  se debe a legar la  razón d e  que los senadores ó diputados 

no  representan fielm ente la  vo lu n tad  nacional á virtud de los 
gran d es vicios de nuestros h ábitos e lectorales, porque es evi­
d en te que esos m ism os vicio s concurren en las designaciones 

p ara  electores de P residen te de la  R ep úb lica.
S i el pueblo  tiene design ados sus represen tan tes ¿por qué 

o b lig arlo  á  hacer nuevas d esign acion es precisam ente para el 

acto  que requiere m ás ap titu des é inteligen cia? ’
E l  régim en actu a l p rod u ce absurdos que pueden acarrear 

trastorn os y  trem en das crisis al poner sim u ltán eam ente en ejer­

cicio , p ara  una m ism a elección, á  en tid ad es d e  distin to  género. 

L a  en tid ad  del C o le g io  E lecto ra l tien e la  representación del 

pueblo; pero idén tica  represen tación  posee el C on greso  Nacio­

nal. E l C o le g io  E lecto ra l e lige; pero el C o n greso  rectifica, anula 

y  h ace los escrutinios correspondientes. D e  aqu í que un Congre­

so que sim patizara  con un can d id ato  d istin to  del favorecido pof 

los C o le gio s E lectora les, lleg a ra  á an ular la  elección  de éste para 

d ar el triunfo á aquel que m ay o r con fianza le m ereciera.

Ig u a l in con ven ien te ofrece la  rectificación  por el Congrego 
d e  aq u ellas e leccion es de P resid en te de la  R ep úb lica  verin- 

cad as por el sistem a de elección  d irecta  ó  d e prim er grado.
Y  este p eligro  d ista  m ucho d e  ser an to jad izo  y  p r o b l c m á t i c O i  

com o lo  acredita  la  ú ltim a elección  llevad a  á cab o  en la 

b lica  de S o liv ia .
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E n  dicho país eran candidatos á la  presidencia el d octor don 

M ariano B ap tista  y  el general C am acho. C o n tab a  el uno con la  
m ayoría  de los electores; pero con tab a  el otro con la  m ayoría  
dcl C on greso  N acional. E le g id o  el sfcñor B ap tista , debió  reunir­
se el C on g reso  para  los fines del escrutinio, rectificaciones ó 

anulación del caso; y  sabedor el Presidente, d octor A rce , de 

<iue los partidarios d cl general C am ach o  no aprobarían  la e lec­

ción del señor B ap tista, se vió  inducido  á dar el go lp e  de E s ta ­
do de 4 d e ago sto  de 1892, para p recaver así los desórdenes re-- 

volucionarios que iba  á producir la  n otoria desin teligen cia  entre 
ôs dos factores llam ad os á pronunciarse en la  elección  de P re­

sidente de B oliv ia . ’
E n  C h ile  m ism o ha h abido  necesidad de d eclarar que no es 

plazo fatal el d ía  30 de agosto, que es la  fecha en que d ebe ca ­

lificarse la elección  de P residen te de la  R ep ú b lica ; y  se ha a gre­

gado á esta declaración , la  de que es suficiente la  asisten cia  de 

maj^oría ab so lu ta  de am bas C ám aras para verificar los actos 

acerca de esa elección  les corresponden. '
A l  discurrir en este sentido  y  al co lu m b rar estos tem ores, se 

a de tener presente que el C o n greso  N acion al, así com o los 

•^Isgios E lectora les, son cam p os p o líticos que pueden ced er 

fácilm ente ante la  h ogu era  d e  la  pasión que ante la  luz 
Purísima de la  verdad. T a l p eligro  no ob sta  para  recom endar la  

’^itervención de diversos agen tes en una m ism a elección, com o 
^^>era que será e lla  una favorab le  pren d a de im parcialidad  y  

 ̂ corrección, pero siem pre que esos agen tes obedezcan  á pro- 
P Sitos y  caracteres que no se encuentren ni puedan encontrar- 

pugna. D e  aqu í que la  revisión de ciertas eleccion es ve- 

cada por el P o d er Ju d icia l sea  una revisión ad ecu ad a y  

Necesaria, toda vez q u e el interés p o lítico  es y  d ebe ser un inte- 

^desconocido para  esta  im p ortan te ram a de los poderes pú-

I I I

E L E C C IÓ N  PO R  L O S M U N IC IP IO S

P l •
las V e l e g i r  al P residen te m ed ian te el vo to  de todas

■ ‘M unicipalidades de la  R e p ú b lica , es teórica y  práctica-

P O W I F I C I A  
, U N I V E R S I D A D



m ente inaceptable, ora sea en un terreno absoluto, ora sea 

com parán dolo  con los otros m edios que para esa elección se 
han sugerido.

E l M un icip io  es y  debe ser un organism o local, sin m ás re- 
presentaci(Sn que la de los intereses com unales, y  sin m ás órbita 
d e atribuciones q u e la  q u e afecta  á puntos del orden adm inis­
trativo. C u an d o  las M unicipalidades se convierten en prom oto­
res de cuestiones políticas, desentienden los intereses cu y a  d i­
rección les ha sido encom endada.

L o s  C ab ild o s son las en tidades que m ás d irectam en te repre­
sentan y  d irigen á la sociedad en el terreno de sus intereses 

particulares. T ien en  la ob ligación  de ve lar por el aseo, higiene, 
com odidad y  ornato de las poblaciones á las cuales lleg a  su 
respectiva jurisdicción; y  de aquí que las C onstitucion es políti­
cas de todos los países se h ayan  esm erado en llevar á las M u­

nicipalidades á individuos que conozcan las necesidades loca­

les, desentendiéndose del m ayo r ó m enor conocim iento  que 
puedan poseer en el orden general y  político  de la nación. 
N uestra  C onstitución , por ejem plo, e x ig e  que para poder ser 

R eg id o r ó A lca ld e  se necesita  haber residido cin co  afios, por 
lo  m enos, en el territorio com un al; y  así vem os que la  In glate­

rra d a  en trada  en los C ab ild o s á las m ujeres que reúnan ciertas 
y  determ inadas condicion es; lo  cual acredita  una vez m ás que 

la  p olítica  debe hallarse desterrada d e  la  organización, de los 

propósitos y  de los procedim ientos m unicipales.

P ensam os que la  adm inistración  es el único o b jetivo  de los 
M unicipios; de m an era q u e sería adulterarles su esencia y  su 

carácter, si hubiera de entrom etérseles en un asunto tan general 
y  p olítico  com o es la  d esign ación  del P residente d e  la  R epú­
blica. ,

P o r lo  dem ás, sem ejan te sistem a ha en con trado siem pre c e ­

rradas las puertas de tod as las C on stitu cion es europeas y  ame­
ricanas. N o  conocem os ningún país del m undb que h aya  desco­

n ocido  la  n aturaleza  local de sus C ab ild o s h asta el extremo 
de en com endarles la resolución d e l  m ás g ra v e  y  t r a s c e n d e n t a l  

de los problem as electorales. . • .

‘ S e a  que se considere á los M un icipios com o una parte com ­

plem en taria  del Poder E jecu tivo , ó sea que se les ju zgu e  como

l'ONTIUCIA 
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Un P oder autónom o é independiente, no creem os que h a y a  

razón a lgu n a para hacer lleg ar sus atribucion es fuera de los 

lím ites'd el territorio á cu y o  progreso y  bienestar deben tender, 
•'íin m irar al b ien estar y  progreso de las poblaciones á las cu a- 

Ics su jurisd icción  no alcan/a.
A n tes que con sagrar tan absurdo y  contradictorio  sistem a, 

nosotros estaríam os por la  designación de electores ad hoc para  

la elección dcl P residente de la  R ep ública.

I V

E L E C C I Ó N  P O R  E L  CON’ G K K S O  N A C I O N A L

T a l es el sistem a que rige en F ran cia, en el U ru g u a y  y  en 
Suiza.

í'-n las dos prim eras R ep ú b licas citadas, el P residente es ele-

Rido directam ente por el C ongreso. P'n S u iza  el P residente de
la Confederación es designado por los representantes del Poder
E jecutivo, debiend o recaer la elección en a lgu n o  de ellos, los

Mue á su vez son nom brados d irectam en te por el C on greso  F e ­
deral.

Nosotros estamos resuelta y  d ecidid am en te por la elección 

 ̂ Presidente de la R ep ú b lica  por el C o n greso  N acional. C ree- 

que para C h ile-es el m ejor de los sistem as den tro  del te- 

de la exp erien cia  y  d e la p rá c tic a  

p R epetirem os que, en un orden ideal de consideraciones, el 

^̂ •■csKlente de la  R ep ú b lica  d ebe ser e leg id o  d irectam en te por 

Pu^'blo; poro m ientras no se de á sem ejan te ideal la  en car­

de la posibilidad y  de la con veniencia, .seguirem os cre- 
y^ndo que C o n stitu cion es francesa, u ru g u aya  y  su iza  han 

CüM afortunadas en la  d eterm inación de la  entidad  á la

^  en com endarse el nom bram ien to  d cl Jefe d .I E stado, 

se insinúa en el p ro yecto  presentado á la  C ám ara  d e  

1886, cu y o  m ensaje hem os transcrito, la elección  

Cn de la R ep ú b lica  por el C o n g re so  N acional tien e
abono las sigu ien tes recom endaciones:

*ttás a ju stad o  á la  ló g ica  d cl sistem a parlam en-



2.̂  E v ita r la  am p lia  ingerencia del P residen te en la  designa* , 

cic^n de su sucesor;
E v ita r  elecciones costosas, apasionadas y  paralizadoras de 

la  buena m archa adm in istrativa  y  p olítica  de las naciones;

4»  Im pedir las elecciones extraord in arias; .
5 a H acer inútil la  e x isten cia  de los V icep resid en tes de la 

R ep úb lica; y
6.a C on clu ir con el sistem a irracional de subrogaciones que 

actu alm en te e x is te  en nuestra C on stitu ción  Política.
Podríam os adu cir otros argum en tos q u e contribuirían á reco­

m endar este  .sistema; pero im aginam os que las razones enun­
cia d a s serán b astan te  serias para producir e l convencim iento 

d e  su superioridad con relación al régim en estab lecid o  en la 

C o n stitu ción  vigen te. '

I  . a  E s el más ajustado á la lógica del sistema parlamentario-

D esd e luego, conviene an ticip ar que el P arlam entarism o es 

e l espíritu  dom in an te de la  C on stitu ción  ch ilen a  del 33 
p ru eb a  suficiente d e  e llo  la  facu ltad  d e  con ceder y  denegar 

p eriódicam ente las contribuciones, los presupuestos y  las fuer­

zas de m ar y  tierra, com o asim ism o la de sus[oender á los M i­

nistros del despacho, d an do lu g ar A la  adm isibilidad  de su acu­

sación ante el Senado.
Posee tam bién la atribución de escrutar y  pronunciarse sobre 

la  elección, renuncia, im posibilidad  y  respons.ibilidad del Presi­

d en te  de la  R ep ú b lica  dentro de los lím ites que la  m ism a Cons­

titución le marca.
Podríam os confirm ar el referido aserto  con la  cita  de otros 

p receptos constitucion ales y  con una reseña acerca  del origen 
d e  nuestro C ó d ig o  F u n d am en tal. H ech os tan conocidos no ne­

cesitan  corroboraciones singulares.
, E n  caso de conflicto  en tre los P oderes L eg is la tiv o  y  E jecu­

tiv o  prevalece el prim ero de éstos, y  es eso precisam ente lo que» 

según D u verg ier d ’H auranne, co n stitu ye  la  esencia del régimen 

parlam entario.
E n  nuestro m ecanism o constitucion al no se concibe la acción 

d el E jecu tiv o  sin la  anuencia y  confianza que le  dispense e 

C on greso  N acional.

C ü L u J K . l A  
, U N I V C R S i n A D



T en em os, pues, un régim en parlam entario de gobierno; y  

dentro de esa verdad n ada m ás lóg ico  que d ar al C on greso  la  
atribución de eleg ir  al P residente de la R ep úb lica, así com o 
posee y a  la facultad  de pronunciarse sobre la  corrección y  le g a ­

lidad de ella. _ 
Creen algunos que con esta  reform a se violarían la  nivelación 

y  autonom ía de los Poderes Públicos. N osotros no pensam os 
de esa m anera, en razón d e que la  reform a que aconsejam os 
no despojaría  al E jecu tiv o  de nin guna de sus atribuciones, y  no 

haría sino d ar form a regu lar y  lóg ica  á la  ingerencia que la  

C onstitución da al C ongreso  en la  elección de P residente de 

la R epública. ' '
E l principio de la  n ivelación  é indepen dencia absolutas vu l­

nera honda y  profun dam en te el principio necesario é indiscuti­
ble de la fiscalización recíproca de los poderes del E stado. A m ­
bos principios deben establecerse tratan do  de producir entre 
ellos una relación que consulte los bien entendidos intereses 

públicos. .
E l P residente de la  R ep ú b lica  sería e leg id o  por el C ongreso, 

sin que ello  im portara ni un d ebilitam ien to  ni un e x ceso  de 

autoridad de lo s , dos poderes. E l  C on greso  continuaría siendo 
el fiscalizador nato  del E jecu tiv o , quedan do éste con la  m ism a 

autoridad y  fuerza que ahora le corresponden.
E l hecho de acusar en vu elve  m ás superioridad y  jerarquía  

'lue el hecho de elegir; y , sin em bargo, nadie sostiene que la 

■■esponsabilidad del P residente de la R ep ú b lica  an te  el C o n g re­

so sea vio latoria  d e la  independencia del E jecu tiv o . T eó rica- 

" 'en te  esa violación no e x iste ; y  aun en la  hipótesis de que 

®5cist¡era, no dejaría  por eso de ser p ráctica  é inevitablem ente 

•Necesaria. '
L a  convenien cia de ciertos preceptos no d ebe inm olarse ante 

pudoroso cu lto  d e las teorías absolutas; y  d ebe tenerse com o 

im perdonable error político, el sacrificar la  aplicación  d e esos 
preceptos cuando esa aplicación  coincide y  cabe dentro  de un 

Orden general d e ¡deas que ni la  rechaza ni la  repugna.
Pendientes d e la  ideología, tendríam os q u e reconocer que los 

•"egímenes absoluto  y  representativo, presidencial y  parlam enta- 

vergon zosos o lv idos de la  teoría  del gobiern o d irecto

P O N T I F I C I A  
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<dcl pueblo por el pueblo; reconocim iento que sería absurdo 

porque en el diccionario político merecen ese nom bre todos los 
ideales que, no siendo obra de la naturaleza, son perfecta y  

■eternamente inaplicables.
Som os parlam entaristas; pero m uy lejos estam os de dar, por 

•eso, á nuestras Cám aras más atribuciones que las qué natural y  
prácticam ente les corresponden. E l  C ongreso legisla; pero des­
naturaliza su verdadero espíritu cuando invade la esfera de 
acció n  del P oder E jecu tivo, y , en vez de legislar, adm inistra.

U n Congreso om nipotente se derrum ba más fácilm ente en la 
tiranía que un Presidente de la R ep úb lica  revestido de atribu­
cion es tam bién om nipotentes. Y  la razón es clara. E l freno de los 
propósitos ó instintos apasionados es la responsabilidad i n h e r e n t e  

á la aplicación ó desarrollo de esos instintos y  propósitos.
L a  responsabilidad será tanto m ayor cuanto m enor y  más 

•concentrado parezca el punto sobre el cual recae. D e ja  de ser
■ responsabilidad la que se reparte en térm inos tan am plios que 
co n clu ye por desaparecer del todo. U n  hom bre llam ado á re­

so lver por sí solo acerca de la fortuna ó vida de u n  s e m e ja n te , 

vacilará siem pre y  m editará con ánim o sereno y  c o n c i e n z u d o ,  

.so pena de ser un dem ente ó un fatuo; en tanto que, c o n d u c i d o  

e se  m ism o problem a á la consideración sim ultánea de 50 ó de 

100 hom bres, quedará exp u esto  á re.solverse en una form a mu­
cho m enos reflexiva, porque la  responsabilidad del hecho p a re ­

c e r á  distribuirse proporcionalm ente sobre las c o n c ie n c ia s  del 
gran  núm ero de hom bres que á pronunciar esa sentencia c o n ­

tribuyan . ' . , 
E s  tam bién m ás fácil responsabilizar á uno que responsabili' 

y a r  á ciento.
 ̂ E n  E l Individuo contra el Estado aduce Spen cer p r u e b a s  

irrefutables en pro de esta verdad que sostenem os; y , des* 
pués de analizar m atem áticam ente las "cu lpas de los le g is la d o *  

resii y  lo que él llam a "la  gran superstición politica.i, s i n t e t i z a  

su opinión en este herm osísim o concepto: " L a  m isión del libe 

ralism o en lo pasado fué trazar lím ites al poder d e los M onar 
■cas; la m isión del verdadero liberalism o en lo futuro será trazar 

lím ites al poder de los Parlam entos.» - •
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2^ La elección por el Congreso Nacional dificulta y  redare ía 
■amplísima ingerencia del Presidente de la República en la desig­
nación de su sucesor.

H e aquí uri hecho que no podrá desconocerse A la luz de 
.nuestras historias electorales. R indiendo tributo á la verdad, y  
excep ción  hecha de la contienda de 1891, tenem os que convenir 
en que el Presidente de la R ep úb lica  ha sido siem pre elegido  m e­
diante la influencia de su antecesor ó de los agentes de éste . . .

E l Intendente ó G obernador ha sido constantem ente la au­
toridad llam ada por los hechos á decidir el triunfo de tal ó cual 
candidatura. E s  un em pleado am ovible á voluntad del Presi­
dente de la R epública, quien no está en la obligación de rendir 
<^uenta de los m óviles que sem ejante rem oción han producido. 
Por m ucha influencia que se deposite en las M unicipalidades ó 
en el prim er alcalde, el In tendente ó G obernador conservará 
til prestigio consiguiente á la representación del Jefe del E s ­
tado, y  será siem pre el interm ediario m ás eficaz entre los inte­

reses locales y  la voluntad del Presidente de la  R epública.
Pasarán los años, pasarán los lustros, pasarán las décadas y  

pasarán los siglos, y  el unitarism o continuará siendo el m ejor' 
Sistema de gobierno para Chile. L a  federación es una condes­
cendencia del régim en ideal ante las condiciones naturales y  
topográficas de los E stados.

E n un país reducido com o Chile, el sistem a unitario es el 
m ás conviene, por cuanto la acción gub ern ativa  puede a l­

canzar fácilm ente á todos y  cada uno de los puntos del territo- 
•■'o. I decim os gubernativa, porque esa centralización es la que 

Creemos buena é indispensable, así com o pensam os que, en el 
®rden adm inistrativo, el país puede y  debe descentralizarse.

L a  descentralización gub ern ativa  estim ula y  propende á la 

anarquía, así com o la descentralización adm inistrativa favorece 
im pulsos del progreso y  de la libertad. .

E l rep resen tan te 'd e  la adm inistración puede ser el M unici- 
P'f ;̂ pero el Intendente y  G obernador tienen que ser los repre- 
•scntantes del G obierno. .

L as provincias de C hile carecen en su m ayor parte de vida 
Propia, precisando, en consecuencia, del ap oyo  del E jecu tivo  
Para subvenir á sus necesidades. L as últim as reform as com una-
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les han propendido á concederles m ás autonom ía é ¡ndepen- 
dencia; pero éstas no llegarán al ex tre m o  de hacerlas viv ir y  

progresar con absoluto desligam iento de la acción gubernativa.
H abrá siem pre gran núm ero de intereses y  d e p royectos que, 

favoreciendo especial y  señaladam en te á una provincia deter-- 

m inada, no podrán resolverse ni aplicarse sin el exam en de los 

intereses generales.
E n  estos casos, la  voluntad del P residente de la  R ep úb lica  y  

del C ongreso podrán indudablem ente coronar ó entorpecer las 
aspiraciones de la  provincia privilegiada; y  á fin de evitar 

esto últim o, las autoridades locales tratarán de m antenerse en 

buen predicam ento con la autoridad central, la  que sentirá de­

seos d e que su decisivo ai)oyo sea oportunam ente com pensado 

m ediante la obediencia y  secundam iento de sus m óviles políti­

cos ó  electorales.
E stas verd ades aparecen com probadas con el hecho con s­

tan te de que la intervención gub ern ativa  en m aterias electora­

les, se hace sentir especial y  definitivam ente en aquellos puntos 

que carecen de recursos y  de vid a propia. L o s  partidos de opo 
sición tienen sus fuerzas en los departam entos y  provincias que 
poseen m ayor siqueza, así com o las provincias y  d ep arta m en to s 

pobres son las m ás sum isas al G obierno, en razón de que ® 
aguardan todo d el m ayor ó  m enor afecto  d el Presidente de a 

R ep úb lica. T arap acá, A tacam a , V alp araíso , S an tiago , T a lc a  y  

Concepción, que son las provincias m ejor am paradas por su ti 
queza, p o b la c ió n  ó  d esa rro llo , son la s  que p rim ero  lev an ta n  ê  

grito  de independencia política, porque y a  poco ó nada 
de la a u to rid a d  central. E sas provincias y  los dep artam ento^  

que las form an, son la s q u e  llevan los espíritus 
independientes á los co legios electorales, á  los M u n icip io s  

seno de nuestras Cám aras. .
E n  vista  de estas observaciones, creem os que nadie deseo 

cerá  la d ecisiva  influencia del P residente dé la  R e p ú b lic a  en  ̂

e lección  de su sucesor. S u  agen te en la  p rovincia ó 
m entó podrá siem pre m ucho, y  si no acata  incondicionalme^^^^ 

los propósitos d e  su representado, no tiene éste m as  ̂

m arlo ó destitu irlo  para poner en su lugar á quien se pres 
secundar sus planes.
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No ocurre lo mismo con los miembros del Congreso Nacio­
nal. La influencia del Presidente de la República sobre el Con­
greso es una influencia débil, por cuanto no puede enrielarse 
■en un camino constitucional y respetuoso, como asimismo por 
no poder, en ningún caso, adquirir el carácter de un mandato 
<ompulsivo. ,

El progreso político requiere la independencia personal y re­
cíproca de los funcionarios públicos en sus relaciones íntimas ó 
particulares; y  á ello tiende el concepto de las incompatibilida-* 
des judiciales, administrativas y  parlamentarias No puede ne­
garse que las últimas reformas en materia de incompatibilida­
des autorizan para confiar en que la independencia del Con­
greso será cada vez más grande, aun cuando se limitaran un 
poco los términos idealmente exagerados con que han venido á 
■establecerla la ley inconstitucional de 12 de diciembre de 1888 
y  la reforma constitucional sancionada últimamente.

Nosotros desearíamos que se tuviera en vista la escasez de 
los hombres que pueden y  deben dedicarse a los negocios pú­
blicos, antes de consagrar las incompatibilidades parlamenta­
rias en una forma tan incondicional, tan absoluta y  tan gené­
rica.

Por otra parte, careciendo el Presidente de la República del 
recurso de disolver las Cámaras ó de remover á los miembros 
de ellas, no se ve por dónde podría conducirlas y  dominarlas 
l'asta el extremo de imponerles un candidato determinado. Tan 
cierto es esto, que nadie negará que las candidaturas oficiales 
no tienen más período crítico entre nosotros que aquel en que, 
reunido el Congreso, hace éste uso de sus atribuciones fiscali/.a- 
^oras, á fin de hacerias abortar al iniciarse el parto de las leyes 
de contribuciones, de presupuestos y  de fuerzas de mar y tierra.

No negamos la intervención del Ejecutivo sobre el Congreso; 
pero nadie negará tampoco que ha sido y será siempre mayor 

que puede ejercitarse sobre los intendentes y gobernadores, 
sobre todo cuando llegue el suspirado día en que el Presidente 
de la República pierda la irresponsabilidad monárquica que 
•nadvertidamente le otorgó nuestra Constitución republicana.

artículo 74 de nuestra Carta Fundamental tendrá necesaria­
mente que reformarse, y  el Jefe del Poder Ejecutivo podrá ser
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acusado por el Congreso mientras aquél funciona y  por ciertos 
graves, determinados y  trascendentales crímenes de perjurio <5 
de lesa patria. Su influencia será entonces menor; y  con esa 
reforma y  con la que estamos sosteniendo, no tendrá el Presi­
dente de la República la ingerencia que hasta ayer se atribuía 
y  ejercitaba en la designación de la persona que había de suce-, 
derle.

Siendo justiciable mientras gobierna, el Jefe del Estado tra- 
*“ tará de respetar al Congreso en vez de atropellarlo ó de minar 

la autoridad de éste, primero con sus sonrisas y  después con 
sus amenazas...

Por último, siempre será más sencillo imponerse á un hom­
bre que á una reunión de hombres. El que desee y  aspire á la 
presidencia buscará ahora la fácil adhesión del Presidente; pero 
adoptando la reforma que sostenemos, tendría que conquistarse 

la difícil simpatía de todo un Congreso que adhiriese á su can­
didatura.

I V

«

j ."  E l sistema de elegir al Presidente de la República por 
Congreso Nacional evita elecciones costosas, apasionadas y  
lizadoras de la buena marcha administrativa y  política de 
Nación. ' .

Días antes á aquel en que debiera concluir el período presj  ̂
dencial, el Congreso se reuniría en un solo cuerpo para 
luirse en sesión permanente hasta proclamar el nombre 
que hubiera de asumir el mando de la República. Este 
verificaría con una ó dos semanas de anticipación, con el r* 
que el electo pudiera buscar las seis personas que formaran 
Gabinete.

La lucha y  agitación electorales se producirían dentro 
Congreso mismo, sin que se paralizara en lo más min* 
vida normal del pueblo.

El presidente mantendría su autoridad di^rante lo®  ̂
aflos de su gobierno, á diferencia de lo que pasa ahora e 
una vez incubada una candidatura con uno ó dos años e 
cipación, todas las miradas se dirigen, no sobre el actúa ,
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sobre el futuro Jefe del Estado, quien empieza á gobernar y  A 
administrar de hecho. ,

Elegidos por el Congreso, tendríamos presidentes que pres­
taran y  fueran garantía de rectitud y  de conciliación, de pru­
dencia y  de patriotismo; y  habría razón para suponer que mar­
charían de acuerdo y  al unísono las aspiraciones de los poderes 
políticos del Estado. En los más de los casos obtendrían el 
voto del Congreso aquellos hombres más desapasionados y  
prudentes, con lo cual se consultaría el interés de una Repú­
blica que, siendo tan joven como la nuestra, necesita tranqui­
lidad y  reposo en la elaboración y  aplicación de reformas para 
las cuales no está ni puede estar suficientemente preparada. Los 

estuvieran más cerca de los extremos serían tal vez los que 
estuvieran más distantes del é.xito de sus candid.'ituras, en razón 
de que el Parlamento debe suponerse constituido, no por uno, 
Sino por todos los partidos de la República. Exigiéndose, por 
ejemplo, la mayoría de los dos tercios de ambas Cámaras para 
ser elegido Presidente, los trabajos de los partidos convergerían 
 ̂buscar un hombre que fuera prenda de honradez y  de libertad 

para todos ellos.
La Rf'pública de Chile es joven; conviene que haya espíritus 

asta exaltados, si se quiere, en los bancos de la Representación 
•Nacional; conviene que no se produzcan esas peligrosas estag- 
’̂ acioncs políticas que tan frecuentes son en la Cámara de Se- 
•’adores; conviene que los partidos mantengan sus avanzadas 

el terreno de los principios y de las ¡deas; conviene que, de 
'"de en tarde, se escuchen en el Congreso las voces apasiona- 

de la juventud y  de la impaciencia por el logro de nuevas 
^^daces aspiraciones; todo eso conviene, porque todo eso im- 
^̂ >ona, crea y  desarrolla el espíritu público; pero todo eso 

j. . ®er muy peligroso cuando se encuentra sintetizado ó 
'iido en el hombre sobre quien pesa la responsabilidad de 

la paz, la soberanía y  la independencia de la Rer

haber caudillos ni luchadores en la Presidencia 
. *^epublica. Un exaltado jefe de partido será difícilmente 
‘^parcial y  discreto Jefe dcl Estado...

Lo * ^ ̂ grandes luchadores deben ser caudillos en el Congreso;
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En cada elecíón presidencial, el país se irrita y se exaspera. 
Se ponen en movimiento todos los recursos del entusiasmo, de 
la debilidad, del sentimentalismo. Se convoca al pueblo, se le 
distrae de sus más obligadas atenciones y  trabajos; se le lleva 
al comicio, al meeting ó al choclón; se le hace gritar; se le hace 
beber; se le paralogiza; se le adula; se le promete., .y luego se 
le amenaza; y, con garrote en mano, se le hace representar con 
ademán de caricatura el sagrado papel de elector y  de ciuda­
dano. .. El pueblo concluye así por envilecerse, prostituirse y 
desnaturalizarse casi por completo.

En las clases elevadas y en las susceptibles órbitas sociales y 
políticas, se producen también profundos y  numerosos incon­
venientes. Desde luego se advierte que la apasionada lucha es 
larga y  por demás costosa. Para que obre el inferior, se hace 
preciso que el superior abuse; y  todos los que tienen superion 
dad sobre otros empiezan entonces á convencerlos, á reunirlos 
y  á mandarlos para efectos enteramente desligados de su¡» 
tareas... El director de una sociedad de obreros, un jefe de e 
rrocarriles, un empresario de trabajos públicos, un comandai"'̂ ® 
de cuerpo, etc., todos, ó casi todos, se ponen en movinii e  

para rendir su tributo de exaltación ó de servilismo en o 
sangrientos sainetes electorales. Cada elección toma el aspe 
de una transitoria tiranía. Se abren corrientes de ataques, 
calumnias, de virulencias y de odios en la masa general e 
comunidad; se gasta mucho dinero...y, sobre todo, se g • 
mucho esfuerzo y  no poca vida.

Según el sistema vigente, durante los dos últimos afios 

cada administración, no hay más criterio público que 
destruye ó favorece á las respectivas fuerzas de los can ' 
que so encuentran en abierta y  eMcarnizada lucha. Los 
yectos financieros, los proyectos sobre instrucción y, en ¿
todos los proyectos administrativos se postergan, se olvi a 
se abandonan, para que las Cámaras, genuinos ecos de 
nión pública, puedan ocuparse del único problema ^^ '̂onesi 
tiene en crisis aguda al país entero. Se encienden las g
no es el diputado ó senador el que habla; es el 
pisotea al enemigo ó que se arrodilla ante su c a n d id a to .^  

concluye por sacrificarse en aras de un m a l  e n t e n d i d o  m
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político. De aquí también que el nuevo mandatario tenga que 
recibir la insignia presidencial tristemente enrogecida por la 
sangre derramada en el combate de las urnas...

La elección del Jefe del Poder Ejecutivo es la que más . 
conmueve á los países, y  evitar esas conmociones es imperioso 
deber de los legisladores y  de'los ciudadanos.

Implantada esa reforma, es casi seguro que se habría evitado 
la revolución de 1891, en virtud de que no habrían existido las 
principales causas que la produjeron.

Aduciremos el ejemplo de la Francia en 1888.
Por el instinto de la revancha, la candidatura de Boulanger 

era tenida como la verdadera resurrección de Bonaparte. Bou- 
langer quería la guerra con la Alemania; y  es que, sobre el 
mando del ejército, se le antojó preferir el mando de la Francia.

Mientras para la gente culta no pasaba de ser el general Bou­
langer un cómico y  afortunado calaverón político, su nombre 
era para el "pueblo el símbolo de una patriótica venganza. La 
rendición de Mctz y  el desastre de Sedán eran las luces de 
bengala con que marchaba Boulanger para encender la imagi- 
riación vehemente de los soldados y  de los ignorantes. La ola 
*íe su popularidad llevó la resaca dcl desorden al Elíseo, al 
Parlamento, á la sociedad y á los comicios. Se dispuso una per­
secución contra su nombre.. .y se revistió entonces con el sim­
pático vestido de las grandes víctimas. Mientras los políticos 
Sesudos y  previsores le atacaban y  maldecían, la chusma se le- 
''antaba para servir de pedestal á un ídolo. En el Parlamento 
y en el campo dcl desafío recibió dos tremendas estocadas. La 
'nteligencia y la mano de Floquct no pudieron derribar á ese 
nombre. Boulanger predicaba \a. revanc/ie, y unas cuantas cica­
t r i c e s  le servían de poderosos argumentos para repetir el papel 
y el fenómeno de Anteo. El pueblo adquirió un loco fanatismo 
Por tan vulgar é inexperto personaje, y  se alistó para secundar 

malévolas aspiraciones. Ocurrió entonces el incidente VVil- 
son, y Mj. Grevy prefirió salir por la puerta del Eliseo antes 
^̂ e exponerse á que rodara su nombre por la escalera del es- 
^^ndalo. La situación era difícil y  complicada. La Francia es- 
^vo al borde de la tumba y  dcl abismo... El pueblo quería á 

^ulangcr; pero la verdadera Francia quería hombres en vez
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de ídolos. Quedó vacante la presidencia de la República; y 
mientras el pueblo soñaba con Boulanger, el Parlamento lo 
hizo despertar con Sady Carnot... Pudo haber una r e v o l u c i ó n ,  

un movimiento popular, un desorden de perniciosas conse­
cuencias, un trastorno político, un cambio de la forma de go­
bierno y  una guerra sanguinaria en vez de una paz civilizado­
ra. .. Todo eso fué evitado por tener el Congreso la facultad de 
elegir al Presidente de la República.

En lugar de uri populachero adúltero y  suicida, obtuvo el 
triunfo un político de orden y  de tino... Y  la Francia c a m b ió  

de rumbo sin necesidad de que se derramara sangre...
La raza latina es ilusa y  apasionada; e n  ella son f r e c u e n t e s  los 

movimientos populares, movimientos que es preciso eludir, no 
atribuyendo al pueblo más derechos que aquellos que pueda 
ejercitar con libertad, con inteligencia, con moderación y  con 
éxito. ' •

El ejemplo aducido lo consideramos concluyente y  gráfico. •• 
No lo olvidemos al reformar el modo de elegir al P r e s i d e n t e  

la República.

4 ° La elección de Presidente de la República fo r  el 
imprime un carácter ordinario y  normal á las elecciones extraof 
diñarías.

Según el sistema que nos rige, producida la v a c a n c i a  

Presidencia, se convoca al pueblo á elecciones e x t r a o r d m a  

en circunstancias en que tal vez no han tenido
adormecerse las pasiones encendidas, ni equilibrarse ni 
tecerse las fuerzas vitales seriamente maltratadas 
en la última contienda. El país vuelve á agitarse, y 
la paralización en todos los órdenes de la actividad norma . 
ahí un daflo evidente que no necesita demostraciones.

Con el sistema que aconsejamos, junto con vacar  ̂
dencia, el Congreso se reúne y  elige á aquel q u e  debe su 
al que se ha imposibilitado ó fallecido. Nada se di.‘'lo ^ ’
.se gasta, nada .se pierde. Podrá haber una conv- ^
Congreso; pero esa convulsión no afecta á la administ^ ^

'al orden; y, en tales casos, lo más probable es que se _y
hombre conciliador y  recto; un candidato de t r a n s a c

ruUióo en
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todo sigue su curso sin tropiezos ni perturbaciones, y  sin dis­
traer la fuerza vital de los asociados. "

Las elecciones extraordinarias son acaso más peligrosas que 
las normales, en razón de que todo asume en ellas un carácter 
febril é improvisado. El trabajo en las urnas se refunde y  se 
concreta; todo se amontona y  se embaraza.. .  el tiempo es 
breve... y, en vez de un parto cuidadoso y  lento, se produce un 
■aborto crítico é inesperado. •

No hay que olvidar que la revolución penetra generalmente 
en los países por la peligrosa puerta de las elecciones populares 
<5 extraordinarias. Tales elecciones pueden fácilmente apro­
vecharse por los bandos de oposición para dar un golpe de sor­
presa al partido de gobierno, ya que todo partido, al subir al 
poder, es ley humana que se adormece y  paralogiza. De aquí 
<lue se nota siempre más ardor, más unión y  actividad en los 

están abajo que en los que están arriba. El que gobierna 
cree seguro porque ha conseguido el logro de sus ambiciones; 

y. con tal creencia, se despreocupa y  no pocas veces se desar­
en tanto que los grupos opositores quedan formados en 

•̂nea de batalla; no apagan sus fuegos; no abandonan su cam­
pamento; no pliegan sus estandartes.,. y  día A día se confunden, 

estrechan, se unifican, apuntan y  derriban y  vencen al ad- 
' êrsario cuando reconocen en éste más imprevisión, más segu­
ndad en los elementos del poder y  mayor indiferencia por los 
elementos del enem igo...

Un partido de gobierno que no predica la unión y  la ad- 
■'̂ ertencia, y  que no trabaja por consolidarse y  robustecerse, 
puede ser fácilmente derribado y  sustituido, sobre todo en una 
^'ección popular improvisada y  casi vertiginosa.

_ Tan graves y  reconocidos son los inconvenientes de las elec- 
'̂oncs extraordinarias de Presidente, que, con el fin de preca- 

'erlaSj casi todas las naciones han aceptado el sistema de elegir, 
'̂̂ ’ijunta y  simultáneamente con aquiíl, la persona ó personas 

deben asumir el mando en el caso de vacar la Presidencia 
^  República antes de su época constitucional y  determi-

c * •
ele pues, no entregar al pueblo la solución y  manejo

elecciones extraordinarias de Presidente de la República.
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Si no está preparado para elegirlo en varios meses, mucho 
menos lo estará para designarlo en tan breves días.

5 ° La elección por el Congreso hace Í7iútil la existencia de un<r 
6 más Vicepresidentes de la República.

Aunque la existencia estable del Vicepresidente de la Re* 
pública no es inherente á los sistemas que combatimos, llega,, 
sin embargo, á hacerse indispensable con el ya indicado objeto 
de evitar las elecciones extraordinarias de Jefe del Estado.

La Constitución de 1833 se separó de la de 1828 al no con­
sagrar la elección periódica y simultánea de Presidente y  Vice­
presidente de la República, dejando así expuesto al país y 
pueblo á las agitaciones de la designación extraordinaria de 
primero de los mandatarios. Caso de n o  corregirse nuestro sis 
tema, juzgamos indispensable que exista entro n o s o t r o s  un 
Vicepresidente elegido en cada renovación del mando.  ̂ ^

Nosotros no aceptamos, ni en la teoría ni en la práctica,  ̂
existencia estable y  jurídica de los Vicepresidentes; y  no 
venimos con ello sino para el caso de evitar elecciones extraor^ 
diñarías. Ese sistema envuelve y  origina muy serias diíicu 
des, dificultades que son inevitables por cuanto nacen 
misma naturaleza humana. El hombre es por naturaleza un  ̂
ambicioso, que suele convertirse, por la fuerza de los acci en 
políticos, en un ser intrigante y  egoísta.

Sabiendo un hombre que tendrá 61 que asumir el ° 
premo en la hipótesis, no siempre difícil, de que este va 
obrando conforme al natural instinto de él y  de sus partí 
dejará de ser el coadyuvante de los actos presidenciales, 

convertirse en el más solapado y  enérgico de sus i
la primera crisis no tratará de ayudarle, sino que p r o p e n  

hacerlo perecer en ella. E l Presidente y  el Vicesc ¿e
la celosa mirada propia de los que invisten una auton 
derecho que es idéntica en su origen. E l primero ver 
Vice la fisonomía de un pretendiente inquieto y se
caída, y  éste contemplará á aquél con la a n t i p a t í a  con 
mira á un usurpador ó al principal obstáculo para la co 
ción de sus deseos. No idealicemos la naturaleza 
mos débiles; y  no debemos olvidar nuestras debihda •



recuerdo nos es tanto más necesario cuanto más directamente 
tendamos á nuestro propio mejoramiento. ,

Las relaciones entre el Presidente y  el Vice serán casi siem­
pre falsas y  hasta hipócritas. En corroboración de ello, cita­
remos el ejemplo de las monarquías hereditarias. En ■ estas 
monarquías, el Príncipe es, las más de las veces, la principal 
preocupación y  el más vivo temor del Rey; y  la ambición suele 
ser tan grande que, pasando sobre las leyes de la sangre, ad­
quiere las proporciones de una criminal intriga. Provocado un 
conflicto ó descontento, los adversarios del que gobierna se 
^cercarán al sucesor nato de éste, con el propósito de azuzarle 

asta convencerle de que en él se encuentra la única salvación 
ael descontento ó del conflicto. El heredero del Rey en la mo- 
'’arquía, y  el Vicepresidente en la república, se sentirán mo- 
>̂dos á intrigar hasta colocarse la banda ó la corona; y  el Pre­

sidente ó el Rey, que podían hallarse dispuestos á abdicar 
f'empre que el pueblo fuera el matemático del problema, se 
'nclinarán á mantenerse en el poder para no dejar de sucesor 
 ̂ deudo ó al hombre que les ha sido desleal ó ingrato, y  que 

jjo habrían, en consecuencia, de conservar el prestigio del caído 
aciendo un gobierno dé continuación antes que un gobierno de 

^̂ ncción.

^ La renuncia del Jefe del Estado debe estimularse por los 
 ̂ edios lícitos y  correctos; y  seguramente no tiende á ello el 
^■ ĉimiento anticipado del que habrá de sucedcrle.

sistema que rige en las monarquías ó en las re- 
icas que tienen Vicepre'^idente, la existencia del Jefe del 

sujeta á desconfianzas y  sobresaltos, así como 
des'" Vicepresidente ó del heredero forzoso tiene que
J>arrüllarse en el resbaladizo y  frágil terreno de las meras 

'^^Pectativas. .

el relaciones del Presidente y  del Vice, no abdicará
sea que por no cumplimentar las am- 

s¡rtip¿̂ ĵ  adversario. El que baja trata siempre de ser
adm- sube, á fin de que éste no reaccione contra su

^^0‘stración ó su gobierno. ' ,
projj '̂ '̂ ância del mando supremo,, salvo el caso de muerte, se 

Scneralmente por la fuerza de una dificultad ó conflic-
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to entre el Ejecutivo y  algún otro de los Poderes, En las mo­
narquías y  también en la República Francesa, el sistema de la 
dotare deja entregada al pueblo la solución dcl fallo. Teóri­
camente es ese el más aceptable de los sistemas; pero en la 
pnictica hemos visto las grandes dificultades que produce en los 
pueblos latinos, que son de suyo impetuosos y  arrebatados. De 
todos modos, lo que debe buscarse es que el conflicto se solu­
cione con arreglo al juicio actual dcl pueblo; pero no en con­
formidad á la opinión que éste tenía hace ya algún tiempo. Se­
mejante defecto es ostensible dentro de la subrogación por un 
Vicepresidente elegido con uno ó varios años de anticipación, 
en tanto que no existe ni puede existir dentro del sistema que 
nosotros aconsejamo.s. Según nuestras ideas, el pueblo elige al 
Congrc.so, y éste designa al Presidente de la República; produ­
cida la vacancia, el Congreso, representante dcl pueblo, procede 
á elegir al subrogante, quien representará entonces la voluntad 
nacional, ya que el Congreso es la más fiel y  constante traduc­
ción de ella. Si la vacancia es temporal, elegirá el Congreso un 
Vicepresidente hasta que cese el motivo que la produjo; y  si 
la vacancia es absoluta, designará á un Presidente para el ejer­
cicio de un período completo.

Rechazamos, pues, la existencia anticipada y  platónica dcl 
Vicepresidente de la República, y creemos haber probado que 
ella está condenada por la naturaleza humana y  por la expe 
riencia histórica.

Nos resta que exponer la última de las razones f u n d a m e n ­

tales en que nos apoyamos para recomendar el sistema de elec­
ción de Presidente de la República por el Congreso Nacional.

La elección por el Congreso evita el sistema de subrogacio­
nes en la Presidencia de la República, establecido por la Consti­
tución vigente.

La Constitución de 1833 fué profundamente d e s g r a c i a d a  al 
determinar la forma de reemplazar al Presidente de la Repú­
blica cuando éste falleciere ó por cualquiera razón se imposibi­
litare.
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En Chile no hay Vicepresidente para subrogar al Presi­
dente. Cuando éste se imposibilita, le reemplaza el Ministro del 
Interior; á falta de éste el Ministro más antiguo, y  á falta de 
Ministros, el Consejero de Estado más antiguo que no fuere 
eclesiástico. Al Presidente electo le subroga el expresado Con­
sejero de Estado.

La ley considera como Consejero de Estado más antiguo al 
Vicepresidente de esta corporación, depositando así en el 
Consejo de Estado una facultad que los constituyentes no pen­
saron acaso conferirle. . • 

Nuestro venerado padre don Jorge Huneeus, en el tomo III 
de sus obras constitucionales, se expresa en los siguientes tér­
minos al analizar esta forma de subrogación ó de reemplazo: 

"Este absurdo sistema, que deposita en manos de urt funcio­
nario designado casi siempre por el Presidente de la República, 

âs funciones de este elevado cargo, aunque sea sólo para tiempo 
limitado, rige únicamente en Venezuela, donde el Presidente 
de la República es reemplazado también por los Ministros de 
Estado y por el Presidente de la Corte Federal. En los Esta­
dos Unidos, en la República Argentina, en el Paraguay, en el 
-cuador, en Suiza y  en Colombia hay un Vicepresidente ele- 

S'do conjuntamente con el Presidente. En el Perú y  en Bolivia 
eligen dos Vicepresidentes conjuntamente con el Presidente 

 ̂ la misma forma que este último. ' _
_ “En México el ex-presidente del Senado es quien ejerce la 

'"‘^^presidencia de la República, función que hasta hace poco 
Correspondía al Presidente de la Corte Suprema.

“En Francia, en caso de vacar la presidencia, queda inves- 
del Poder Ejecutivo el Consejo de Ministros, y  en el Uru- 

el Presidente del Senado, en idéntico caso, es quien lo 
'’ îste.i, (Pág. lio , tomo III.)

mui dicho lo bastante en contra del sistema de tener si- 
^-ineamente Presidente y  Vicepresidente d é la  República, 

régimen mexicano, no creemos que pueda de- 
p '-rse ni teórica ni prácticamente hablando. Encomendar al 
Jef d é la  Corte Suprema de Justicia las funciones de

Poder Ejecutivo, es confundir y  desvirtuar lamentable- 
 ̂ la esencia de los poderes públicos. El juez no debe ¡n-
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terv-cnir en la política, porque ella está generalmente llena de 
odios y  de pasiones; así como el Presidente de la R ep úb lica  

tiene que tener ingerencia importante en ella, en razón de qu<̂  
la dirección de la política reside en el Poder Ejecutivo y  en el 
Congreso Nacional.

El sistema chileno es poco menos absurdo que el m e x i c a n o .

Vamos á demostrarlo. _
Jamás d e b e  hallarse en la Presidencia de la República nin­

guna persona que no tenga la representación más ó menos 
próxima d e l  pueblo, ya que la soberanía reside e s e n c i a l m e n t e  

en la nación, quien delega su ejercicio en las autoridades esta 
b l e c i d a s  por la Constitución. Es cierto que el Presidente de la 
República representa también al pueblo; pero no es menos 
cierto que la voluntad popular no ha podido ni puede de e 
garse hasta el extremo de encomendar al Presidente la desig­
nación de la persona que habrá de reemplazarle ó de suceder e.
Y  d e b e  advertirse que, dentro de las leyes humanas, una s u b r o  

gación equivale á una sucesión. I m p o s i b i l i t a d o  el P r e s i d e n t e  e 
una forma t e m p o r a l ,  que muy bien puede convertirse en 
luta, es casi seguro que el Vicepresidente se haría elegir pâ  ̂
la Presidencia regular y  periódica, á virtud de aprovecharse^^  ̂
los grandes y poderosos elementos de que dispone el Je 
Estado. Ese acto puede equipararse á una verdadera 
y  las reelecciones están condenadas por la moral, por el sen
común’y  por casi todos W  códigos políticos del universo^

historia de los Estados Unidos y  de Chile sum inistran a 
1871 una prueba irrefragable de lo que decimos.

Encomendar al Presidente la designación de quien 
reemplazarle, es algo á todas luces inaceptable. Y  no sê ^

• que esta facultad se encuentra restringida por el ¡stros-
poder sobrogar al Presidente sino alguno de sus 
Siendo é s t o s  nombrados y  removidos por el Presidente, es 
que, en la práctica, semejante limitación no existe. Ues ■ 
Presidente de gozar de una licencia, una vez a u t o r i z a   ̂  ̂

por el Congreso, en la víspera de retirarse r e n o v a r í a  su g 
con el solo fin de dejar en la Presidencia á una p e r s o n a  

afecciones 6 simpatías. Y  el hecho ha ocurrido entre
Don Joaquín Tocornal fué Vicepresidente de la
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•en subrogación del general don Joaquín Prieto, desde el 29 de 
febrero de 1840 hasta el i l  de julio del mismo año, y  á virtud 
de desempeñar el Ministerio del Interior, cargo que le fué con­
ferido precisamente con ese solo y  exclusivo objeto. ¿No tene­
rnos allí un caso verdaderamente irrisorio ante los principios 
republicanos y  democráticos? ¿No hubo sabor de monarquía 
hereditaria en semejante procedimiento? . . .  Y, sin embargo, ese 
procedimiento fué y continúa siendo perfectamente ajustado á 
nuestros preceptos constitucionales, á pesar de que no corres­
ponde en lo más mínimo al sistema representativo.

La elección por el Congreso abrogaría tan graves inconve­
nientes; pues el reemplazo y  la elección extraordinaria del Pre­
sidente se verificarían de un modo fácil y sencillo, sin dejar por 
€sto de amoldarse al concepto del régimen popular y  represen­
tativo.

La subrogación del Presidente se produce por algunas de las 
siguientes causas; ^

1.‘  Por enfermedad ó licencia; '
2.* Por inconvenientes momentáneos y  transitorios;
3 * Por declaración de suspenderse el ejercicio de las funcio­

nes presidenciales mientras se tramita la acusación respectiva 
y  siempre que se reforme la Constitución en el sentido de res­
ponsabilizar al Jefe del Ejecutivo mientras éste desempeña el 
mando;

4-* Por renuncia;
S* Por muerte; y
6 * Por declaración judicial de hallarse el Presidente imposi­

bilitado constitucional y  legalmente para el ejercicio de sus  ̂
funciones.

En el i.o y  de estos cagos, se reuniría inmediatamente el 
Congreso para designar la persona que habría de asumir el 
mando mientras durase la imposibilidad del Presidente. Una 

que esta imposibilidad cesara, cesaría de hecho el nombra- 
*̂ *ento del reemplazante.

En los casos de renuncia, de muerte y  de imposibilidad legal 
y permanente declarada por los Tribunales de Justicia, el Con- 

®*n pérdida de tiempo, procedería á elegir un nuevo Pre- 
^nte por un período completo. ,

A  PONTIFICIA 
. \ lIN IVERSinA D
I  _ ) CATÓLICA DF 

VALPARAÍSO



En el segundo de los casos, ó sea, cuando la imposibilidad 
es accidental ó de pocos días, entraría á suplir al Presidente de 
la República el Presidente del Senado.

I Cualquiera de estos medios es de aplicación fácil y sin com­
plicaciones de ningún género. La opinión nacional quedaría así 
más seria y  popularmente consultada.

El sistema ideado en Francia para la subrogación presiden­
cia!, es tan malo ó peor que el que rige entre nosotros, pues lo 
juzgamos expuesto á una anarquía más ó menos grave. Es un 

- verdadero peligro encomendar la dirección del Poder Ejecuti­
vo á un grupo de cinco ó seis personas que pueden hallarse 

desunidas en ideas y  propósitos, y que tampoco tienen investi­
dura popular de ninguna especie.

Nos parece, pues, muy preferible el sistema uruguayo, que es 
el que nosotros recomendamos.

Con las idcíus desarrolladas, creemos dejar claram ente esta­
blecida la inconveniencia del actual sistema y  la indiscutible 

superioridad del que hemos venido afirmando en el compen* 
diado curso de estas páginas.

Antes de formular el proyecto tal como nosotros lo propof*' 
dríamos, nos haremos cargo de un argumento que se hace en 
pro de las elecciones extraordinarias. El argumento es que 
elecciones son convenientes, por cuanto hacen del ejercicio de 
derecho electoral un acto frecuente, ordinario y  normal de 
pueblo.

Muy lejos estamos de negar la verdad y  fuerza de semejante 
¡dea. Creemos que, á fin de corregir y  depurar las elecciones, 
preciso connaturalizar al pueblo con el ejercicio de los derecho  ̂
de ciudadanos. Dicha precisión tiene, sin embargo, sus 
clones como todas ó casi todas las leyes políticas ó s o c i o  

gica.s. ,
Ante todo, hay que distinguir las elecciones parciales 

elecciones generales. Importan las primeras una conmocion^^ 
el departamento ó la provincia, mientras las otras acarrean 
perniciosas excitaciones del país entero,

Cuando fallece un senador ó diputado, se procede á elt-8‘ 
reemplazante, y  el hecho se verifica sin transcendencia
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interés común; pero cuando es una elección general la que se 
prepara y  realiza, el país, el gobierno y  la administración so­
portan las paralizaciones de que en otra parte hemos hablado- 

Mientras una elección parci.'il proporciona momentos de acti­
vidad y  vida á la provincia ó al departamento, una elección ge­
neral agota la riqueza y  perturba la paz de todos los asociados.

No confundamos la índole de los pueblos y  de las razas, y  no 
atribuyamos á todas las naciones de la tierra el mismo grado de 
civilización y  de cultura.

Mientras el espíritu sajón es reposado y reflexivo, el espíritu 
latino es nervioso, vehemente, precipitado é inquieto.

Los partidos de ideas existen en Estados Unidos, en Alf'ma- 
nia y  en Inglaterra; pero en la América, en España, en Italia y 
Francia, los partidos se encuentran profundamente segregados 
y divididos; y de aquí que en las grandes luchas se juega más 
el amor por las personas que la noble pasión por las ideas.

Cuando tengamos partidos organizados y  con programas 
claros y  definidos; cuando el pueblo adquiera mayor suma de 
capacidad, de ilustración é independencia; cuando nos acos­
tumbremos á pensar antes de ejecutar; cuando las luchas elec­
torales sean luchas de principios y  no de .hombre.s, entonces 
podrá pensarse en generalizar las elecciones populares y direc­
tas para la designación del Presidente de la República. *

Y  no se diga que las prácticas electorales son los elementos 
más eficazmente contribuyen á depurar la libre é ilustrada 

'̂ttisión del voto. Pensar de esa manera es incurrir en el error 
'le desvanecer el vicio con el vicio mismo. Inmoral y  peligrosa 
teoría, sobre todo cuando se sabe que en materias políticas es 

costumbre un elemento que desvirtúa y  corrompe el criterio 
los hombres y  prostituye la noción de lo moral y  de lo per- 

^'tido; y es que los países atrasados creen que el escándalo po- 
’̂tico no es propiamente escándalo, llegando así á la conclusión 

Perversa de que, en este orden de cosas, el fin justifica el medio.
En los pueblos jóvenes hay muy poco espíritu'de adminis- 

■̂■ación y  mucho espíritu de política.
Vemos funcionar las instituciones de países viejos y  experi- 

«̂ n̂tados, y  en el acto creemos que nosotros estamos en apti- 
de legislarnos con las mismas instituciones con que aque-



líos se legislan. ¡Error que ha producido en Chile funestísimas 
consccucncias! Adn:iinistrcmos antes de hacer política, porque 
sin una buena administración es imposible robustecer y  conso­
lidar la soberanía é independencia del Estado.

Las elecciones populares en que interviene simultáneamente 
el país entero, tal como se han verificado en Chile, tienden á fo­
mentar la raza de los politiqueros y  de los incautos conmove­
dores del populacho. Nada más pernicioso que esta maldita e.s- 
cuela de agitadores que engasan y  alucinan á las ignorantes 
masas. E.sa e.scuela de agitadores es la escuela de la comuna y 
■del socialismo.

Eduquemos al pueblo antes de.hacerle ejercitar derechos que 
requieren una educación previa. No le lancemos á las urnas 
cuando no es su voluntad, sino la audacia extraiga la que le con­
duce. Apartémosle de la política, y  no le deslumbremos con los 
retumbantes bombos del sufragio universal; porque ellos son 
más que nosotros y  nosotros sabemos y  pensamos muchísimo 
más que ellos. Démosle instrucción por el fomento de las escue­
las; pero no le hagamos aprender sus derechos de ciudadano en 
la observación continua de los crímenes electorales. .

E l pueblo debe mantener la delegación de su soberanía míen 
tras no sea capaz de ejercitarla, sobre todo en aquellos actos 

que exigen más capacidad y  más conciencia.
La ignorancia es un vicio grave y  peligroso, y  cuando 

se añade el vicio de la soberbia, todo gobierno se corrompe 

se desquicia. Mace poco hemos tenido en Chile un 
ejemplo de las funestas consecuencias de alucinar al 
con la frase verdadera, pero inoportuna, de que él es el ' 
y  juez incondicional de todos los intereses públicos.

Prediquemos al pueblo la democracia cuando sea 
•distinguir la democracia de la demagogia...

No olvidemos tan saludables enseñanzas, y  no confim   ̂

los ideales teóricos con las conveniencias prácticas. ■ yeni-
Otra de las razones que se alegan en contra de lo q^e 

mos recomendando, es la de que la elección de en
República por el Congreso Nacional, es un sistema que 
considerable minoría en el organismo político de las na 
inás cultas y  adelantadas.
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Tal razón es menos efectiva que aparente, como pasamos á 
demostrarlo.

De los principales países de Europa, la Inglaterra, la Ru­
sia, la España, la Alemania, la Italia, el Portugal, la Holanda, 
la Bélgica, la Suecia y  la Noruega se encuentran monárquica­
mente organizadas; de manera que es absurda é improcedente 
la comparación del sistema republicano que defendemos con el 
sistema que rige en esas monarquías para asumir el primer 
cargo del Poder Ejecutivo. Y , en cambio, las dos principales re­
públicas europeas, la Francia y  la Suiza, han adoptado el sis­
tema de elección por el Congreso; la i.» al encomendarle la de­
signación directa del Presidente, y  la 2.» al atribuir al Congreso 
Federal la facultad de nombrar á los siete miembros del Poder 
Ejecutivo.

Volvamos á América. ,
Las Constituciones más adelantadas de los países del nuevo 

■continente son la de Chile, la de los Estados Unidos, la del 
Uruguay y  la de la República Argentina. Solamente en la del 
Uruguay existe la elección por el Congreso. En los demás Es­
tados rige ó bien el sistema de elección popular, como en el 
Perú y  Boliria, ó bien el sistema de segundo grado, como en 
Chile, los Estados Unidos y  la República Argentina. La expli­
cación de este fenómeno es por demás sencilla, como quiera 
^ue descansa en un hecho natural é histórico. -

De los países citados, la Unión Americana fué la que primero 
^ictó una Constitución política, á virtud de ser también la pri- 
*̂ era que se declaró libre é independiente de Europa. Ahora 

es natural que un pueblo, al independizarse de otro, trate 
adoptar un sistema opuesto al que rige en el país del cual 
independiza. Otra cosa sería desconocer la fuerza de la lógica 

y ^e la misma naturaleza humana. Los Estados Unidos se in­
dependizaron de la Inglaterra, que es la madre reconocida y  
egítima del sistema parlamentario. La elección por el Congreso 

casi una consecuencia de ese sistema; y  de allí que la Repú- 
lica del Norte se estableciera sobre las bases del sistema pre- 

®*̂ encial, y  no encomendara al Congreso aquellas funciones 
traslucieran el reconocimiento del régimen parlamentario.

otra parte, es sabido que la República Argentina se 
Revista f o r e n s e . - t o m o  vm 39
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constituyó en el molde de los Estados Unidos, que era entonces 
el único país constitucional é independiente del mundo ameri­
cano. Era indudablemente más sencillo, antes que idear un Có­
digo político, trasplantar á la América del Sur las instituciones 
fundamentales de la América del Norte.

No ha habido, pues, en la adopción del sistema que comba­
timos, un acto de meditación ó de experiencia. Lo que hubo 
fué un acto de pereza política perfectamente excusable, dadas 
las circunstancias en que los países americanos formaron sus 
respectivas Constituciones,

Al organizarse la República de Chile, la elección por el Con­
greso no existía en legislación alguna; y  la tendencia de la 
época era más bien monárquica que republicana. N a p o l e ó n  

acababa de morir; pero su trono no había muerto. D espués de 
la sacudida violenta del 93 en obsequio de la libertad, .se suce­

dió la reacción inevitable en obsequio del despotismo y 
principio de autoridad. En aquella época, lo s  Congresos podían 
poco y  los Jefes de Estado podían mucho. Tales verdades son 
propiamente del dominio histórico.

Lo que podemos asegurar es que, si en 1S33 hubiera existido 
en Francia el sistema republicano y  la elección de Presidente 
por el Congreso, es seguro que Chile y  todos los países ameri­
canos habrían acejitado el mismo procedimiento para la desig­
nación dcl Presidente de la República.

Queda así fácilmente explicada la mayoría en que se cncuen 

tra el sistema que combatimos, á pesar de que en Europa 
prevalece el sistema que nosotros aconsejamos.

Antes de concluir, daremos forma á nuestras ideas, par* 
facilitar el medio y  para acercarnos más á la es¡ieranza ® 
que un Congreso ex|x:rimentado y  patriota se sienta, an 
de mucho, sinceramente movido á introducir en nuestra 
titución una reforma honrosa para ella y  saludable para la 
pública. ^

En resumen, y  creyendo hacer un bien á la Rcpúbl'ca»̂ ^̂  
inspirándonos en el referido proyecto de nuestro venerado 
dre y  maestro, don Jorge Huneeus, nosotros propondríamo 
siguiente
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R K F O R M A  D l í  L A  C O N S T I T U C I Ó N
\

A r t í c u l o  ú n i c o .— Suprímcnse de la Constitución Política 
de la República los incisos 4.® y  5.0 del artículo 27 y  los artícu­
los 54, 55. 56, 57. 58, 59. 60, 6 1 , 62, 63, 64, 65, 66, 69 y  70, y  
sustitúyense por los siguientes:

A r t í c u l o  54. Las dos Cámaras, reunidas por derecho pro­
pio en Congreso Nacional, eligen por la mayoría de los dos 
tercios presentes al Presidente de la República. Si en la pri­
mera votación ninguna persona hubiese obtenido los dos ter­
cios de los sufragios, se re¡x;tirá la votación; y  si no resultase 
dicha mayoría, quedará elegida la que obtuviese la mayoría 
absoluta de los votantes.

A r t í c u l o  55. Cuando la Presidencia de la República v a ­

care por renuncia, imposibilidad absoluta judicialmente decla- 
•■̂da, ó por fallecimiento, el Congreso Nacional procederá inme­
diatamente á hacer la elección de Presidente por un período 
Constitucional completo.

Mientras se efectúa la elección, el Presidente del Senado 
'luedará investido del Poder Ejecutivo. Este mismo funcionario 
subrogará al Presidente de la República en el caso de impedi- 
•^ '̂Uo transitorio y  momentáneo calificado por el Congreso 
Nacional.

A r t í c u l o  56. En los casos de licencia por un período 
determinado, como asimismo en el caso de que el Congreso 
declare admisible la projxisición de acusación contra el Presi- 

cnte de la República, el Congreso procederá á elegir un Vice- 
P^esidcte^ el cual ejercerá su cargo hasta el día en que el Pre- 
*'dcntc conclu}’a su licencia ó reciba la sentencia absolutoria 

^bidamente expedida por la Cámara de Sen.idores.

ía completa aplicación de esta reforma, y  á virtud de 
' fíizones que dejamos anteriormente expuestas, sería preciso 

^Jponsabilizar al Presidente de la Rei)ública mientras funcio- 
para lo cual bastaría sustituir el artículo 74 de la Constitu- 

el siguiente:
H t í c u l o . . .  El Presidente de la República, ó quien le
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subrogue, puede ser acusado mientras funciona, y  en el año 
inmediato después de concluido el término de su presidencia, 
por los delitos de traición, infracción abierta'de la Constitución, 
malversación de los fondos públicos y  atropello de las garantías 
individuales.

La acusación se tramitará en la misma forma que la de los 
Ministros de Estado, sin más diferencia que la de requerirse la 
mayoría de los dos tercios de los miembros presentes de la 
Cámara de Diputados para declarar si la proposición es admi­
sible á examen.

Sin menoscabar los derechos populares, estamos convencidos 
de que la elc'cción de Presidente de la República por el Con­
greso Nacional, llegará á nuestra legislación con el paso rápido 
con que se imponen en un país inteligente todas las r e f o r m a s  

aconsejadas por los bien entendidos intereses públicos. ,
El autor dcl proyecto de 15 de julio de 18S6 no tuvo interés 

en precipitar la discusión de la reforma que proponía; pero la 
enorme crisis de 1891 nos autoriza para pensar que ha llegado 
el momento de discutirla y  de aprobarla, porque ella sería el 
natural coronamiento de los esfuerzos del liberalismo en favor 
de la mejora y  progresos de nuestra Constitución Política.

R o b e r t o  H u n e e l ’ S

Santiago, agosto de 1892.

A N A L O G ÍA S  Y  D IF E R E N C IA S  E N T R E  
L O S  A R T IC U L O S  D E  L O S C O D IG O S C H IL E N O S

(  Cofilinuación)

CÓ D IG O  DE C O M E R C IO

1 3 -8 -4 S á 9 5 -4 2 5 -4 2 7 -5 r .]  ¡nc.
1342. ^

2 4 - 9 - 1 0 - 1 7  - 9 0 - 1 1 0  • 1 1 3  - 127 - ]

337 - 407 - 41 7  - 423 - 501 - 5S0 - O'ifJ * ‘ ] 

708 - 810 - 822 - 825 - 828 - 835 núm.
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11

t i

o
II
II

I I

M
II

11
M
4

II

II

It
II

Inc. 1.“

4 “ 
6.» 

;»  
8.0 

n 9.®
I I  10 

II II 
12

15
16

17

It

II

tt

It

6

9
10
11

12

•s
16

>7
>9
20
22

" Inc. i.o

lir)8 - 1159- n e o  - 1372- 1370- 1378- 1397 
mim. 1 - 1 5 1 8 -ir)20- 1521.

7-48 -10 2 y siguientes - 002 y siguientes - 795- 
807 - 813-820-821. •

397.
94 - 233 y siguientes - 271 - 807 - 808.
100 inc. 7.»-171 -232-230.
91 - 807. '
237. •
512 - 500 - 501 - 507 inc. 3.«
020 - 021 - 033 - 037 - 707 - 768 - 775 - 781. 
5 5 - 5 8 - 6 7 -7 1  -72-004.
68. ,

100.

90-970-1108.
898 inc. 14.
7 - 1 1 2  - 120 - 1 3 0 - 1 3 2  - 1 3 9 -  140 - 141 - 1 4 3 ­

149 inc. 3.» - 191 - 2 2 5 - 2 3 3 -  209 inc. 2.®-275 

inc. 2.® - 279 inc. 3.® - 290  ̂297 - 307 - 429 - 520 

inc. 2.® - 537 inc. 2." - 000 núra. 2, inc. 3.® - 
042 inc. 5.® - 044 - 045 - 754 inc. 8.® - 809 inc. 2.®- 

830 - 905 núm. 11 - 932 - 934 - 938 - 987 inc. 3.® - 
9 8 8 -  1 0 0 2 - 1 0 2 6 -  1087. .

932 - 938 - 954.
19 - 458 - 477 - 485 - 1325 - 1329 - 1342 inc. 2.® - 

1390.
2.
2 -58 -8 0 -8 4 -3 4 9 -4 2 5 .
13 - 14 • 10 - 349 inc, 2.® - 710 - 735 - 906 - 919 - 

991 - 1319- 1341.
1 0 - 20. '

19 -5 5 -0 12 -13 4 2 .
12 - 20 y siguientes - 113 - 338 - 342 - 349.
2. "

5 5 -5 7 -0 0 2 - 1520. • ,
12 -1 3 -10 -2 2 -5 0 .
20-928- 1173 - 1193- 1333 inc. 3.® 
12-13-148 0.
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23
24

25

26
27 
29

31
3 3

3 4

3 5

38
40

42

4 3

4 4

4 5

46

4 7

48

4 9

51
52

5 3

5 5

56
it Inc.
fi ir 

ti fi

5 7

58
II II

2.°
4.“

5 “

2.“
3.“ 
6.»

1.®

2,®

16-850.
340 - 350 - 354 - 355 - 425 - 438 - 475 - 491 - 850 

inc. 2.“ - 1377 -1480.
339 inc. 3.» - 344 inc. 2.® - 928.
440 -1173- 1333 100.3.»
357 - 3G1 y siguientes.
3 0 -4 0 -5 6 -6 ¿  - 8 5-8 6 -315  - 320- 347-499­

509 - 899 - 900 - 901 - 918 - 929 - 1333 - 1334 - 
1350- 1394- 1397.

42 - 43 - 47. ,
31 núm. 1. '
1333 núm. 1 -1334 núra. 1.
3 4 -3 5 - 1333 inc. 1.®
4 3 -4 4 - 1334.
31. .
31.
347.
25 - 79. .
403 - 461 inc. 3,® - 462 - 482 - 488. .
33- 1448. .
62 -1334 núm. 8.
25 núm. 4 - 4: inc. 1 .® - 173 á 179 - 782 á 794 - 1333 

núm. 2.
31-32.
42 -4 3-133 3  núm. 2.
6 6 -110 -  233-i¿34ino. 4.®-239.
111 y  1, 2 y 3 del R. de Comercio.
55-84.
84 y 4 del R  de Comercio.
84 y  4 del R. de Comercio.
1 9 - 5 5 -SO -83-84. .
78 - 79 y 16 y siguientes del R. de Comercio.
261 - 262 - 264.
78 inc. 2.® - 347. ■ •
549 inc. 2.®
59 -80-88 núm. 2 - 331 -371 - 1335.
66.
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59 57 - 58. .
6o 980. .
6í 38.
62 44 - 56 núms. 3 y 4 - 85.

€3 80-84. ' .
64 , 1335.

65 56 núm. 1.° - 67 - 68.
66 6 y 15 del R  de Comercio.

67 6 9-74 -16 5-2 9 5-2 9 6 .

6S 3 núm. 12.

71 . 76. •
72 165.

75 234 inc. 4.0.

77 164-659-660.
78 56 núm. 3 - 549 inc. 2.° - 980 - 981 - 1170 ■

79 56 núm. 3.
80 55 - 981. ■
81 89. .
82 1 y 2 del R. de Martilieros.

83 50 y 3 del R. de Martilieros.
84 51 á 55-63.
85 247-313-314.
87 ' 153-230.
88 Inc. 2.0 271. .
89 9 del R. de Martilieros.
90 92 y 14 del R. de Martilieros.
91 10 del R. de Martilieros.
93 15 del R. de Martilieros.
95 16 y 17 del R. de Martilieros.
96 2. ,
9 7 106 -128.

• 1 0 5 220.
107 108 - 109. •
lio 2 - 48 - 49 - 111 - 112 - 645 - 646 incs. l.« y
111 646 inc. 2.»- 692-698.
112 546-646.
Í I 3 2 - 1 6 -  1225. '
114 797 - 1225. .
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n ;  ,

119
127
128 Inc. I . »

2.»

713.
721. ' '
2 -3 8 - 119 353.
177 - 179 - 361 - 515 - 533 - 553 - C18 - 728 - 735 - 

767 - 799 - 820 - 839 - 866 - 870 ínc. 2.° - 907 
núms.8 y 9- 937- 979 - 1109 - 1180 - 1245 - 
1279-1324. '

5 núm. 2 - 1 1 - 1 3 - 1 5 - 1 8  inc. 2.° -162 - 164 - 350­
353 - 357 - 425 - 441 - 448 - 474 - 493 inc. 2.*- 
.')14 - 515-632-666-668 - 680-721 - 727­
748 - 749 - 765-799 -815 - 820 - 833-839 núme­
ro 9 - 850 inc. 2,® - 866 - 870 - 888 - 907 núm. 9 - 
979 -1066 -1170 - 1173 - 1216 - 1278 - 1279.

129 907 - 937. .

131 130 inc. 2.“

139 141 inc. 2."
141 67 - 73 - 75 - 77 - 92 - 291 á 296 - 305 á 317 -

1068 - 1262 - 1332 -1333 - 1500 á 1510.
146 158- 159.

147 151.
148 134- 137 ->150-204.
149 112 -16 4 - 165.

0 Inc. l.o 16 0 -173- 104G. ,

15 142-153. '

151 147-287-810-818.

154 2.
158 146- 159.

159 204 -1007.
161 3 núm. 1 - 22.
162 ^ 2 - 176 - 783. .
164 77 - 176 - 451 - 634 - 655 - 656 - 660 - 664

768-783-1051 - 1175.
165 68.
166 3 núm. 6 -171 - 172 - 211 - 212 - 216 núm. í
167 199, '
169 198-1000- 1022. '
170 lOlS. "

171 , 3 núm. 6.
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172
173
174
175
176

177
178
179
180 
182

>83
184
185
186 
187
189
190

191
192 

Í94
•95
196

198

199
200 
202

203 . 
20+
205
206 
207
209
210 
2U

212

Inc. 1.0

220. . . 
179- 1046.
187 -214 núm. 1, inc. 2.®- 216 núm. 1 -1048.
17 7 -18 5 - 193.
162 y siguientes - 202 - 1051.
127 y siguientes - 175- 181.
353-534- 1004- 1061.
128. '
175 núms. 3 y 5 -183 -191.
170- 191 -195.
196-1016.
194-207-210.
176 - 178- 181 -207.
215. '
149 núm. 1 -174 - 202 - 203 - 1053 -1054.
993.
184 - 185- 187 inc. 2.“ - 191 - 194-206-209­

2 10 -2 12 -2 14 -2 8 9 - 1521 inc. 3.»
.175  núms. 3 y  5-180-185^989.
. 987 - 997.

184-10 76. 1153- 1260 núm'. 1. -
182- 1074.
183-197-891-90 9-910 .
1002.
167 - 207 - 809.
593-911 núm.2 -10 5 5 . 1149. •
176- 187.
188-230.
159 - 214 núm, 2.
178- 179.
190. •
167-18 6- 199.
17 8 -17 9 - 181. •
184.
175 núm. 4 - 199 - 203 - 216 núm. 2-1031 -1034 - 

1036-1078.
190 - 284 - 300 - 301 -1521 inc. 1.»
159 -174  - 203 - 204 - 2l6 núm. 1.

PO N IIH C IA
UNIVERSIDAD
CATÓLICA DF 
VALPARAISO



—  618 —

216  Inc. l.° 174 - 214 núra, 1.
II II 2.0 2 11 .

217 249-273- 298-302 - 303- 313-314.
218 211 -1032. ■
219 172-232.
220 172 inc.2.“ -229.
221 200.
224 20 0 -22 1  -228. '
228 224.
229 1052. •
230 , 203.
233 3 inc. 1.0-48-81 -1239.
234 3 núm. 4 -4 8 -7 5  inc. 2.® - 76 - 94 - 235 y siguien­

tes - 325 y siguientes.
236 291 y siguientes - 302 y  siguientes - 318 - 622 -

626. •
238 807-808. •
239 6 6 -9 5 -2 75 -2 7 7-2 78 .. '
241 278 - 306. .
242 327-332-335.

243 246.

245 272 - 273.
246 10 -199 - 239 - 248 - 298 - 299 - 808.
247 149 núm. 2 - 313 y siguientes.
249 302 y siguientes.
251 281 - 1330- 1334 núm. 9.
253 278-307-310 .
254 259.
255 257-258-318-32,6- 328.
256 260 - 372 inc. 2.® '
258 328 núm. 3 - 329.
260 325 - 326. .
261 262 y siguientes - 330.
268 340
271 Núm. 1 .5 7 - 2 7 6 - 3 1 3 -  314. •
274 283 ,
275 239.
276 271.
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278 253-306-310.
279 Núm. 3. 281-282. .
281 251 - 279. ,
282 279 núm. 3.
284 70 - 112 - 287 - 300-380 - 610 - 1509 -15

II Núm. I. 289.
M ff 2. 286 - 301. .

289 284.
291 268 inc. 1.0 -  294 - 296.
297 29i.
298 235-236-246. ,
300 284.
301 286.
302 178 - 181 - 249 - 303 - 1004 - 1006 -1007.
304 269.
305 268-291 y siguientes.
306 241 -278-296-297.
307 253-310.
310 317. .
313 247. .
317 553. .
318 254.
320 25.
321 512 - 518 y siguientes.
322 265 - 266.
324 ’

17 1-19 1-3 18 . .
325 254-256-344-346.
326 260 - 626.
327 270. •
328 10 -15-33 8 -342 .
U Núm. I.  340.
II

ti 2. 255 - 326 - 329.

331
332

333 Núm.
334 „ 
337,

3. 258. ■
404 núm. 4,
333 - 334 - 337.

2. 331.
I. 333 núm. 3.

2.
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338 10 -15 -3 4 2 .
339 22 núm. 5.

341 25 y siguientes.
342 338.
344 22 núm. 5.
347 35-37-38.
348 N úm , I. 489.

ti II 2. 849.
M It 3. 936 inc. 2.®

349 12 -16 -5 9 .
350 128 - 353 - 355 - 356 - 364 - 419 - 425 - 438 -

351 358. ,
352 Núm. I. 354 inc. 2.®

»l II 2. 354 inc. 2.® - 365 - 374. .
fl 1) 3. 354 inc. 2." - 371 - 372 - 385 - 386 - 393.
ft II 4- 354 inc. 2.®
tt II 5- 351 inc. 2.®
M II 6. 382 - 386.
t t II 7- 354 inc. 2.®
11 II 8. 404.
ti II 9- 408 y siguientes - 415. / «

II II 10. 414-415-426 núm. 11.
ir II 12. 426 núm. 11. ‘

353 129-178-350 -425.

354 23 - 352 núms. 1 á 5 y  7 - 419 - 440 - 475.

355 20 - 22 - 350 - 357 inc. 1.® - 364 - 419 • 438
' inc. 1.®-475. ,

356 425.
357 2 4 -35 5-36 3-36 4 -370 -4 4 1.
358 425.
359 ,425.
360 425. '
361 350 - 425.
362 357 - 358.-

363 425.
364 350 núm. 2 - 355.
366 368. . .
370 371 -374- 383-1329.
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371 352 núm. 3 - 372 inc. 1.»- 384 y  ¡ 

393.
372 254 y  siguientes - 259 - 260 - 371.
374 352 núm. 5 - 372 inc. 2.° - 373 - 4(
375 ■ 352 núm. 4.
377 57-81.
378 370.
379 404 inc. 3.®, núm. 2.
380 404 núm. 3 - 453 - 1329.
382 370.
383 406.
384 272-371 -392 -393-474-484.
386 393.
387 395-398-402-418.'
388 400-405-418.
389 418.
390 418-406 inc. 2.'»
391 370 -373-374-38 6-399-418.
393 9 -17 . .
394 9- 17-208-269-402-458.
395 397-398-400. •
396 460.
397 3 núm. 1 - 490.
398 460.
399 373- 374-388 -389-412 inc. 2.
400 360.

’ 401 261 - 404 núm. 3.
402 ' 387.
403

482.
Núm. I. 352 núm. 8.

3. 482. ‘

407 4.405-488. ■
2 - 400 ;inc. 2.®409 

4U ,
412

^ '3  Núm.
II

22 núm! 4.
39.).
389.

2. 411. ■

5- 119.



415
4 16

417
418
419

423
424
425 ^
426 Núm. I.

II II 4*
II II 6.
II II 8.
II M 9-
II II 10.

M II II .

427

433
438
439
440
441

444 ,
448 '
449
450

451
452
453
455 , 
465
458

459
460
461
462

463
464 
470

398 - 425.
2.
387 y siguientes. .
22 - 350 - 354 - 355 - 40'J incs. 2.° y 3.“ - 422.
2 - 489. '
30 - 348 - 426 núm. 3 - 455 - 457.

.350 - 353 - 350 - 358 y siguientes - 303 - 414 - 41-'í-
450-451.
433-442-445. ,
431.
433 inc. 2.®
404.
46.5.
352 núms. JO y 12.
434.
426 núm. 8 - 427.
355 - 404 ínc. 2.°
429 y siguientes - 437.
20 - 22 núm.4 - 350 inc. 2.® - 355 - 425 - 441.
357 y  siguientes - 363 - 427 - 440 - 457 - 459. 
378-379-450. . '
350 inc. 2.“ -42.5.
456.
427
104
456,
380
.463
449
438
441.
395
441
403.
426
438
476

-441.
-494.

12.-44Í 
inc. 2° - 479. 
y siguientes - 480 - 49¡5. 
inc. 2.° - 404 inc. 2.°

y siguientes, 
inc. 1.® - 404 inc. 2.®

\núm. 8 - 455.
-461 inc. 2.®
incs. 1.® y 2.® - 478 - 484 - 1329.
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474
475
476

477
479
480
482

483
484
485
486

487
488
489

491
492

493
494
495
496

497
498
500

501

502 Núm.
503
504 
S07
509

510

512

5 13
514

515
5 1 6

" Núm,

349 - 350 - 354 - 355 - 357 - 423.
354 - 355.
306-370-455.
4S3-4S4-48G. ' . .
455.
456. , '
403 - 452 - 461 - 402 - 474 - 480 - 487 núm. 3 - 488.
370 - 455 - 474 - 477 - 485 - 486 - 1329.
478 - 481 - 4S6 - 487 núm. 2.
483.

. 477-484.
481 - 484.
404 núm. 4 - 474 - 482.
348 - 385 - 392 - 472. '
350 - 354 - 355 - 357 - 473 * 474. .
503 - 504. •
496 - 503.
451 -503-504. '
450-452-450-489-504. '
3S9 - 504.
357-300-301 -474- 491.
493 - 503 inc. 2.»
400 inc. 2.® - 407 - 462 inc. 3.“ - 407.
496. .

2. 403.
492 y siguientes - 495 - 498 inc. 2.® - 501.
492 - 494 - 495. '
1329.
1329. - 
257.
3 núm. 1 - 536 - 541.
1283 núm. 6 - 1290 inc. 3.»
128 -174 -176 - 519 -1216 - 1242 y siguientes.
127 y siguientes - 549.
528 inc. 2.0 - 529 inc. 2.» - 573 - 579 - 587 - 591 

1216-1238-1239-1241.
2. 519-521 -1272.
3. 524-533.
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5 i6 Núm. 5. 536- 122(5.
.. „ 6. 537 - 1227.
M ■ H 7. 541 - 543.

9. 556 núm. 1 - 557 núm. 1.
518 mes. 2.°y 3.°- 522-523 inc. 3.°-525 - 526 - 528­

532 - 534 - 540 - 550 - 553 - 1216 - 1220 -1267. 
1 0 - 11 - 16-517-522-541 -569- 1216.
521 - 554 y siguientes - 559 - 570 -1216 - 1238. 
1216.
525-570- 1216. '
517-509- 1216. ,

Núm. 2. 1218.
„ 3. 517 - 523-528 - 1220 inc. 2.»
„ 4. 523'- 525 inc. 3.» - 528 - 529 - 541 - 551 - 566 - 574­

1229. ,
5 17-5 2 5 -52 8 - 1216- 1217 núm. 5.
540- 12 17-12 19 - 1247.
517 - 527 - 528 Inc. 2.»- 558 - 599 -1216.

' 517-528 inc. 2.»-1210-1253.
1216. •
2 - 517 - 522 núm. 3 - 525 - 526 - 554 - 1216.
1216.
618 inc. 2.°- 1216.
518 inc. 2.® - 557 núm. 3-1216.
517-534-1210 . ■
3 5 -4 0 -6 0 -12 7 -12 8 -5 3 5 -5 4 0 - 1216 - 1223 -

1224.
517-58 8 -1216 -1222-1223.
565-1210 - 1224. •
544 inc. 2.» - 552 - 572 - 575 - 583 - 584 - 594 y si­

guientes -1216 -1221 - 1220 -1256.
531 - 551 - 552 - 593-1190 -1210 - 1227 -1249. 
557 núm. 2 -58 3 -58 4-12 0 8 -1216 - 1257
530 - 551 - 552 - 583 - 584 - 595 - 590 - 598 -1216. 
517-598-1210 .
518 inc. 3.0-522-1216.
536 - 537 - 551 - 558 -1216 -1249 - 1270.
537-542-1210.

M
517

518
519
520

521
522

M
tt

I»

523
524

525
526

527
528
529

530

531
532

533

534
535
536

537
538

539
540

541
542
543
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5 4 4

5 4 5

546
5 4 7

5 4 8

5 4 9

5 5 0

551
5 5 2

5 5 3

5 5 4

5 5 5

5 5 6

II Núm. 2.
•I II 4'
II II 5-
II II 6.
II II 7-

I.5 5 7

5 5 8

5 5 9

5 6 0

5 6 1

563

564

565

5 6 6  

5 6 7 ­

5 6 8  

569

573
574

"  3 -

1 2 1 6 .

544 inc. 1 .® -1216.
1216. ,
1216. , •
56 núm. 6 - 78 -1216.
5 1 7  - 5 3 2 - 5 3 6 - 5 4 0 - 5 5 1  -  5 5 2  - 1 2 1 6  - 1 2 5 1  -

1258. ,
516 inc. 8." - 522 núm. 4 - 595 -1216 -1248.
536 - 539 - 1216 -1260 núms. 4, 6 y 7.
1216. '
523 inc. 3.» - 528 -1516.
8 3 8 - 8 8 0  - 8 8 4 - 1 2 1 6 .  ,

1 2 1 6 - 1 2 7 6 .

541 - 5 4 l ,
1300 inc. 1 .® '
1297 inc. 1.°-1308.
519 - 525 - 526 - 540 -1308 inc. 1."
567-1251. •
530 - 531 inc. 3.® - 538 - 544 - 559 - 675 -1273 -

1274 núm. 7.
1229 -1230. •
534 inc. 3.® - 542 - 557 núm. 3 - 564 inc. 2.® -1216 -

1274 núm. 2 -1280.
. 1 2 1 6 .  .

1216. ' . .
2 - 3  núm. 9.
559 - 564 inc. 3.® - 567 - 600 - 884 - 1182 - 1280 y

siguientes -1600.
531 - 557 - 559 - 560.
532 - 535 - 585 - 590 inc. 1.® -1220 inc. 2.® -1223 - 

1262 -1263. ■
5 2 2  n ú m .  4 - 1 2 2 9 - 1 2 3 0 .

556 inc. final.
1316.
5 1 8 - 5 7 5 - 1 1 6 8 .

516 - 1240.
522 núm. 4 - 506.
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575 Núm. I. 5C9 - 570. •

577 432.
579 510.

ir Núm. I. 538.
»t ti 2. 583,

M 3- 580 - 581.
tr t i 4- 538.
ft ti 5- 516 núms. 3, 6 y 9.

582 tt I. 558 - 584.
II II 2. 580.

584 582.
585 532 inc. 2.0 - 535 - 565
586 2. ,

587 516.
590 517-505-587 núm. 4.

591 516.
593 200 - 537 - 591 núm. 2.
594 193-591 -1254.

595 1248.
596 101 -538 -591 núm. 4

597 552 - 592.
598 536 - 539 - 601 - 1278.

599 193-601 - 1237.
600 563 - 601 -  1282 y siguí
601 1216 y  siguientes.
60? 606 inc. 4.»-609-611.
605 607 - 6 0 8 -6 10 -6 12 - (

606 Núm. 2. 617.
609 602-613.
6 ir 1371,
613 609. •
614 605-612-798.
617 606 núm. 3 - 804 - 806,
618 128- 799, .
620

1
170-623-633 núm. 7 

650 - 675.
62 r 3 5 -3 7 -3 8 -4 0 - 127 y
622 19 -5 7-3 3 9 -3 4 4 .
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€23 606 - 668 - 820.
624 622 - 628.
625 634-655-768-769.
626 259 - 260 - 325 - 326 - 339 - 343 - 344 - 647 - 738 -

898 núm. 9.
627 647. ,
629 720 inc. 2.°
630 621.
632 621 -625-641.
633 637-641. ■

» Núm. 2. 643 inc. 2.“ - 644.
" II 5- 635.
M N 7.3 4 4 -6 75 -73 3.

634 625 - 632 - 639 - 642 - 656 - 768 - 769.
635 660 - 808 núm. 9, inc. 2.®
637 620 - 638 - 641 - 766 - 769 - 775 - 779 inc. 2/>
638 340 - 344 - 384 y siguientes -392 - 620 - 637 inc. 2.*
640 631 - 637 inc. 2.» - 641 - 656.
641 633.
642 674.
®44 667 - 673 - 674 - 723,

4̂5 110 . . •
^46 110 y siguientes - 692 - 698 - 723 y siguientes.
%  , 260-325-326-344-622-626-627-650 inc. 2.“.

652 inc. 1.® - 653 - 663.
®48 239 -2 75-6 22 -6 52-6 77.
649 143 y siguientes - 602 y siguientes.
'  654.

654 - 674 - 685 - 686 - 688 - 690 - 700 inc. 1.» - 702­
722 y siguientes - 726 - 761.

255 - 257 - 260 - 325 - 326 - 344 - 626 - 647 - 648 
inc. 2.“ - 653 - 764 inc. 2.®

652 inc. 1.*
/ 649 y siguientes.

164 - 657 - 661 - 68l"inc. 2.»- 765 - 766 - 769. 
164-625-629-634 -670. '
633. '

Núm. I. 659. ■

650
6si

652

^53
®S4

ŜS
656
658
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659
660
661
662
663

664 
666
667
668
669
670
671

673
674
675
676
677
678
680
681
684
685
686
687
688
689
690
691
692

^ 3
694
695
696
697

2. 660. .
4. 601. '
5.325-326-626 - 632.

77-264-340 - 344-601.
77- 104.
658 -659inc. 2.»-665- 1339- 1340.
1339- 1340. .
647 - 651 - 652 - 605 - 670 - 683 - 685 y siguientcs-

696-700- 703 á 705- 722y siguientes-743,
162- 163 -700.
2 - 650.
646-676. •
617-670 - 673-677J ' '
676. ,
629 - 688 - 720 inc. 2.0 
157-694- 713.,
644.
642 inc. 6.“ - 667 - 685 y siguientes.
639 inc. S." ^
667 incs. 1.» y 3.» - 668 inc. 2.° - 678 - 679 • 742, 
648-695- 741.
1325 -1350 núm. 9 - 1357 inca. 3.“, 4.° y 5.®
820. , ,
655-683.
622.
644 - 674 - 689 - 697 - 773 inc. final.
663 - 690 - 693 - 694 - 698 inc. 2.“ - 699 - 728. 
663-665- 701 -703-744.
674. .
685.
728.
633 núm. 7 - 675 - 729 - 733.
111 -640-698 - 723.
699. ’
671. •
648 inc. 2.“ - 741. .
603. .
685 - 698. .
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698
699

700
701
702
703
704 .
706 Núm, 2.

•• .. 3­
709
710
7 n
712
713
715
716
717  •
718 .
720

721
722

723
724

725
726
727
728
729
730

731
732

733

734
735
736
737

111 - «46 inc8. 1.“ y 2.» - 686 - 701 - 723 - 724.
693.
697-698-70 5.724-725 - 1309. 
663-680-686-687-698.
700. -
647 - 663 - 676 - 683 - 687 - 749 inc. 1.®
648 inc. 2.0-649-740-743.
710.̂  ^ '
708.' ■
626 - 647 - 663 - 676.
11 -706 inc. 2.“ - 735 inc. 2.®- 919 - 991 -1319.
35 - 40 - 56 núm. 4 - 60 - 61 - 71 -127 -128. 
113 -114 -116 .
117-671.
789.
630 - 1576 núm. 2.
628 - 668 - 706 incs. 1.° y 2.° - 718 y siguientes. 
706 núm. 3-764.
629.
119. •
671 - 672 inc. 2.» - 673 inc. 2.® r 688 - 693 - 694 

inc. 4.»-698 inc. 2.®-710 - 713 -718  inc. 2.®- 
735.

657 - 692 - 698 - 724.
643 - 644 - 646 - 651 inc. 2.® - 688 - 692.
651 inc. 2.®
651 inc. 2.® - 652 inc. 2.® - 726 inc. 2.® .
675 - 091 - 733. ' .
690 inc. 2.® - 730 inc. 1.® .
691. '
693-699-728.
736.
734-736. ■
633 núm. 7 - 635.
651 inc. 2.®
11 - 710 - 769 - 777 - 906 - 919 - 1319.
731. '
754 inc. 3.® - 760 - 777.

PONTIFICIA ' 
UN IVERSIDAD
CATÓLICA DE 
VALPARAÍSO



' 738 ■ 699 - 722 - 740 - 748.
739 622. ■
740 671 - 694 - 704 - 743 incs. 2.°, 3.» y 4.» - 747.
741 677 - 098 - 747.
742 676 - 745.
743 703 - 349 .  750.
744 687. . .
745 697 - 700 - 702.
746 651.
749 . 603 - 687 - 703 - 743 - 753.
750 757.
752 703.
755 758.
758 . 755-759. ,
760 737-754 inc. 3.®
761. 651.
765 233 - 235 - 238 y  siguientes - 023-632 - 634 -'
766 637 -641.
767 2 - 3  núm. 10.
768 2 - 104 - 634 - 655 y  siguientes - 703 - 781.
769 643 - 648 inc. 2.° - 649 - 763 - 773 inc. 1.® * ' '

779.
770 659-601 -603-600.
771 633. 772. •
772 633 núm. 7 - 778. . ^
773 643 - 644 - 673 - 674 - 685 - 687 - 698 - 703 - 7'

775 - 778 - 779 - 795.
774 G47 - 049 - 050 - 722 - 709 - 779 inc. 1.®
775 020 - 037 - 607 inc. 2.<» - 769.
776 098 y siguientes.
778 773 inc. 1.0-795.
779 709 - 774 incs. 1.® y  2.®
780 671 - 694- 713- 709. .
781 620 - 700 inc. 2.° é inc. 3.“, núm. 10 - ”67 inc. •
782 3 núm. 10 - 021.
783 164.
784 790 - 794 - 790.
788 786. .

778 -

769'
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7 9 4

795
796 
7 9 8  

8oo

802
803 

•804
805

806 
Í 07 
«08 
809 

811

«•3
■816

8,8
^20
■822

«23
824
825 
«28 
830

^31
3̂3

^34
« 3 5

l|
It

Núum.
I I

ti

715. '
784.
643 inc. 2.® - 769 - 773 - 778.
1494.
806. ,
133 núm. 5 - 251 - 274 - 281 - 283 - 617 - 619 - 

737 - 760 - 791 - 799 - 801 - 802 - 804 - 1146 - 
1154- 110 8 -117 2 -118 0 - 1201 -12 0 3 -12 10 ­
1409.

1559.
1570.

'617. .
129.
603 - 798 - 801. '
3 núms. 7 y 15 - 238 y siguientes.
239 - 246.
239 - 274 - 275.
817-818. ^
35 - 37 - 38 - 40 - 96 -127 y siguientes.
2.
811. ■ . 
128 -129.
2 - 4 - 63 - 84 -131 - 160 - 163 - 213 y siguientes - 
230 - 231 - 419 y siguientes - 545 - 559 - 568 - 600­

619 - 761 - 764 -1313 y siguientes - 1318. 
831-833 inc. 4.“ -1186-1219. ’
1180-1219.
834 - 835 - 840 y  siguientes.
.2.
834. ' •
823-824.
128- 825 - 828 inc. 2.“ - 830 - 839 núm. 8 - 841 

é42. -
825-835- 1009.
555 - 837 y siguientes - 1036 -15 2 1.

1. 839 inc. 1.0- 1162- 1165* 1166.
2. 839 núm. 3 - 905 núm. 11.
3. 839 núm. 4.
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835 Núm. 4 .
I) II 5*

I, 9.
M 10,

836

837
838

839
II Núm. 7 .
II II 8.
II II 9. 
•I " 10.

839 núm. 5. ,
839 núm. 6 - 89'5 - 890 - 936 - 948 incs. 2." y 3.® - 

951-993.
6. 8lí4 - 839 núm. 7 - 898 núms. 8 á 11.
7. 2-839 núm. 8.
8. 837 ¡nc. 4.® - 839 núm. 9 - 898 núm. 8 - 1104 -

núms. 2 y 3-1108 - 1172 -1 1 7 3 incs.2.® y 3."* 
1182 ¡nc. 4.0-1192- 1193,

523 - 555 - 839 núm. 1 1 -  1206.
839 núm. 11 - 1081- 1126.
1172- 1176-1192.
835- 1204- 1206-1207,
555 - 835 inc. 1,® - 880 - 884,
835.
876 y siguientes - 898 núms. 10 y 11.
833.
1170- 1172- 1173. 
514-515.

840 825 - 835.
II Núm. I. 847.

841 840 núm. 1.
842 825-840-843-844-847,

843 902 - 9U4 - 950.
845 ■ 847 -905 inc. 10-913.
847 840 núm. 1 - 846 in& 3.°
8 4 8 * 827. •
849 348.
850 22 - 837 - 852 - 853 - 8R3 - 866 inc. 3.®

guientcs - 883 inc. 1.®
851 . 804 núms. 2 y 5, inc. 2.®
852 853 - 856 inc. 2.® - 859 - 860 - 867 - 883.

853 860.

855 827-879 -881.

857 854.
858 898 núm. 8 - 907 núm. 14,
859 850, -
860 404 núm. 3 - 450 - 451 - 849 - 854.
861 166 '

I I VJIN 11 r IV m
UNIVERSIDAD
C A T Ó L I C A  Dfc



863
864 Núm, 1

II II 2

II II 3 
II ' II 5

86s
II Núm. I
II II 2
II II 3
II II 4

II 6

866
867
868
869
870
871

872

873

874
876

877

878

879
880
881
883
884 
88$
887
888 
889

802 - 893.
898 núm. 4 - 933.
898 núm. 6 - 970 
850 inc. l.“ -851 -866 

874 -
866 y siguientes - 942 j  siguientes - 958.
864 núm. 4.
898 núms. 5 , 7 , 8 ,9 y 11.
873 inc. 1.® - 907 núms. 14 y 15 - 876 y siguientes- 

908 y siguientes - 913.
898 núm. 6 - 976 - 977. ,
983-985- 1013.
872 - 868 inc. 2.“ - 869 inc. 2.*
850-869. . .
893.
867.
866 - 872 - 898 núm. 4 - 933 - 942 - 958 á 966.
866 - 871 inc. 4.° - 872 - 898 núm. 4 - 933 - 942 - 

958 á 966. '
866-907 núms. 1 y 12-914.
862 - 865 inc. 4.° - 879 - 907 núms. 12 y 15 - 908 y 

siguientes - 913 - 920 - 926 - 930 - 941 - 960 - 977 
inc. 3.“ - 1055 inc. 2.°

261 - 265 - 266 - 907 núm. 12.
877 -879-890- 891 -907 -913.
839 - 845 y siguientes - 898 núm. 8, inc. 2.® y núms.

11 y 12 - 905 y siguientes.
329.
855 - 881 y siguientes - 888 - 1032 - 1301.
555 - 838 - 884.
260 - 339 - 855 - 879 - 890 inc. 2.® '
850-1032.
555-563-600- 1282. ,
847.
865 núm. 4 - 879.
885- 1301 - 1310.
890-905 núm. 2-907 núm. 13-915 - 922 - 933 -1083.
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Sqi
892

893
894
895 
898

\

899 Nu

Núm. I
2

3
4
5
6 
8

9
11
12

13
15

m. I 

2

900
901

902

903
904

905 Núm. I 
II II 2 

II M 3
II II 4

237 - 327 y siguientes - 898 núms. 2 y 3 - 930.
183 - 196 - 197 - 910 -1134 núm. 1.
916.
864.
245 - 332 y siguientes - 337 - 907 núm. 1 - 996.
835 núm. 5.
864.
889.
890.
890.
864 núms. 2 y 5 - 865 núm. 4-976.
864 núm. 4,
864 núm. 3 - 977. ^
907-909 núm. 14, inc. 2.“ - 1146  - 1173 inc. 3.®- 

1180 y siguientes.
339 - 340 - 626 - 890 inc. '1° -1182 inc. 1.* ¡
943- 1068.

1097-1098- 1101 -1102.
907 r.úm. 16-919.
90 i  núm. 13.
900 - 933.
901.
1021 inc. 2.». 1161 inc. 2.*
989. '
907 núm. 5 - 995. ,
1049- 1064-1065.
179 - 181 -1047 núm. 4 - 1061 - 1066.

898 núm. 15 - 933. _ ^
898 núms. 11 y 12, inc. 2.° - 899 núm. 3, me. 

núm. 10, inc. 4.“ - 905 núms. 3 y 16 - 929 inc. •
930 - 937.

150 - 843 - 904 - 908 inc. 3.® - 914 - 950 - 953. 
1014-1022-1023. .
844-902.
199-200-264-890 inc. 2.» - 898 núms. 1 a «>• 
894-907 núm. 13.
901-915. ■■
955 núm. 5. .
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II II 9
11 II 10
II II II
II II 12
II • II 14
ti II 15
II II 16

906 Núm. I
II II 2

H II 3
11 II 4
ti II 5
II H 6
II II 7
II II 9
II n 10

907 Núm. I
II II 2
II II 3
II II 4
II II 5
II II 6
II II 7
II 11 8
1! II 9
II II II
II

II 12
II

II 13
11 ^ 1! 14
II

II 15
II

II 16
II

II 18
ti II 20

908
909

1150 inc. 2.®
1150 inc. 2.°-1151 inc. final.
845 y  siguientes. '
839 núm. 3 - 935 núm. 3.
899 núm. 5 - 955 núms. 2 á 4.
1041. .
1037 inc. 2.0-1040-1041.
907 núm. 10 -919 inc. 2.® - 1097 y siguientes- 

1102 núm. 4, inc. 2.® .
905 núm. 14.
11 - 710 - 735 - 905 núm. 6-991 - 1104 y siguien­

t e s - 1319.
931 -1003- 1004-1034. ‘
1003- 1046-1053- 1054- 1058.
1000 - 1056.
1003-1004.
898 núms. 14 y 15 - 905 núm. 13.
955 núm. 7. '
890 inc. 2.®
872. •
940 inc. final.
990-998- 1019- 1020.
899- 1016. .
983 -985- 1013. *
894 - 907 núm. 2. ’
1094 núm. 3.
992 y siguientes.
331 - 932. ,
936.
261 - 265 y siguientes - 872 - 874. ,
894 - 905 núm. 2 -113 4  núms. 2 y 3 -1180 -1181. 
898 núm. 8, incs. 1.® y 2.®
898 núm. 10-1146 núm. 2.
898 núm. 13.
905 núm. 2 -113 4  núms. 2 y 3.
870 inc. 4 - 959.
865 núm. 4 -8 73 - 1131.
865 núm. 4.
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910 891. •
911 200- 1055- 1149.
912 184-1016- 1129 - 1142.
9 1 3 , 845 - 865 núm. 4 - 873.
9 1 4 ' 907 núm. 10.
916 892.
922 915. ,
923 916. '
924 • 889.
925 Núm. 4 898 núms. 2 y 3.
927 419 y  siguientes - 424 y siguientes.
928 22-339- 930-931. '
929 901 inc. 2.0
931 90C núm. 5. .
932 331
933 889-900.
935 898 núm 6 - 943 - 955.
936 835.
937 31 -32 -35.
939 9~2 incs. 2.® y 5.“ -1169 inc. 2.°
940 ■ 907 inc. 2.®
942 . 870-871-898 núm. 4, inc. 2.“ - 958 y siguientes»
943 ' 805 núm. 1 - 870 - 871 - 898 núm. 11 - 948 - 959 -

960.
944 955 núm. 4.
945 955 núm. 5.
946 ' 871 -933-936 inc. 2.0-948.
947 835 núm. 5 - 933 - 951 - 1162.
949 1162-1164.
950 ■ 902 y siguientes.
951 835 núm. 5-837.
952 Núm. I 962-966.

M M 7  943.
953 902. .
955 Núm. I . 907 núm. 2- 940 - 952.

.. I. 3 889 - 890 - 924.
. . 4  915-922. • ' •

956 936-939-947-957.
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957
958

959
960
961
962 Núm. 4

II " 5

963
964

965

967

968
970

971
974
975
976

977

978

979
980
981
982

II Núm. I
II II 2
ti

"  3
II

'• 5
II .. 8
II

. " 9
985
986
989

991
993

902 núm. 1.
870-871 - 942-963 inc. 2.» ’
870-871.
873 inc. 2°-966 inc. 3®- 1010- 1023. •
871 - 942 - 963 y siguientes.
964 inc. 1.0
905. ' ; '
958 inc. 2.»
962 núm. 4.
865 núm. 4 - 873 - 878 - 908 - 919 - 920 - 926 - 962 

núm. 5.
1018. , 
382 - 936 inc. 2.°
167 -168 - 864 üúm. 3 - 898 núm. 6 - 929 - 972 - 

977- 1047 num. 5.
972-973 ■
113 - 997 y siguientes.
830. '
218-864 núm. 3-970 -977-982 núm. 1-10 19 -  

• 1020.

325 y siguientes - 329 - 890 inc. 2.® - 898 núm. 6 - 
. 1019.
7 -10 y siguientes -16.
179 - 981 inc. 2.» - 1004 -1046 -1063.
56 inc. 3.“ -60 -61 -1062- 1063- 1170 inc. 2.®
35 -127 y siguientes -1170 inc. 2.°
1019-10G3. j
976.
254 - 256 - 260. '
827.
972-973.
987. ■
988. . '
974- 1013,
998 inc. 2.°
1018 - 1046 - 1048 y siguientes.
11 - 710 - 735 - 906 - 919 - 996 y siguientes -1319. 
272 - 273.
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994
995
996
997
998
999
1000

1001
1002
1003
1004
1005

1006 
1008
I C X 3 9

l O I O

ion
1013
1014
1015
1017
1018 
1019, ,

1020
1021
1022

1023
1024
1027 Núm. 1

II  M 2

II « 3
II II 4

1029

291 y siguientes.
992- 1069.
894 - 991 inc. 3.» - 993. ,
974 inc. 2.» - 991 - 999.
829 - 991.
974 inc. 2.» - 987 - 988 - 990. ■
906 inc. 5.» - 982 núms. 8 y 9 - 991 -1011 -1014 - 

1017- 1022.
996 inc. 2,»-1014- 1022. ' '
198-1014-1017.
906 núms. 3 á 6.
906 núm, 3.
204 inc. 2.° - 899 núm. 8 -9 12 -10 0 7- 1129 -1142 - 

1319- 1320. , ■
1319-1320.
1072.
834.
1000 inc. 2.°-1011 - 1024 y  s i g u i e n t e s  -1041 y 

siguientes -1070 y siguientes.
982 núms. 8 y 9 - 987 - 988. •
985- 1015.
1001 - 1002 inc. a " - 1017- 1022- 1023.
899 núm. 6 - 984 - 995.
198- 1000. .
1019- 1020-1021 - 1043-1044- 1075.
898 núm. 6 -9 7 6 -9 77 -9 8 2 - 990-1125 núm. 9* 

1120.
P 18 . '

207 -899 núm. 3-1044.
169 -1000 inc. 2.® y siguientes-1014 -1017 -10 

1023.
170-1018 inc. 2.»-1037-1040 y siguientes-10' ’
200-1025. '
898 núms, 10 y  11,
1032.
898 núm. 12.
906 núm. 3 -1080.
1019 - 1021 -1030-1092- 1126-1127. ,
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1031 
X032

1033
1034 
1036

1037

1038
1039
1040
1041
1042
Í043
1044
1045
1046
1047
1047 Núm.
1048 ,
1049

1050
1051

1052

1053
1055
1057

1058
1059

1061

1062
1063

1066
1067 

Í068
1069 .

Í073
1074

1034. -
879-883. '
1021-1027 -1028- lü m  
212-1036.
2 12-2 13-8 35- 1082.
905 núra. 15 -961 -9G2- 983-984- 986-1000 

10 01-1018-1019-1022- 1040.
170 inc. 2.“ -d 022 inc. 2.“
1045 inc. 2.° '
1017 - 1037 núms. 1 y 2.
905 núm. 15-1090 núm. 7-1143 -1145.
1024-1025- 1043 inc. 1.®
1042 inc. 1.0
989-1021 -1037 núra. 3.
1039.
173-979 inc. 2.»-1049.
1001 -1174. ^

6 982 núm. 10-1035.
174 - 203 - 204 - 627 - 628 - 893 - 1051 -1053.
1002 y siguientes.
1278.
2- 102 y siguientes - 176 - 655- 1175.
229-899 núm. 8 -112 4 - 1126.
187-188-1048.
873-911 -1052. '
1051 inc. 3.°
1006-1007.
203 - 906 núm. 5.
178-1047-1065-1006.
1049 inc. 2.°
982- 1047-1057.
178-899 núm. 7-10 0 1-10 6 4 -1111 inc. 3.®
979- 1077.
1077.
995 incs. 1.® y 3.®
1022 y siguientes.
170 -1018 -1037 y siguientes -1042 - 1044 - 1070 - 

1078. .
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1075
io ;6
1077
1081
1082
1083
1085 Núm. 4

II II 5
1089
1090 Núm. I

2

3

4

5
6
7
8

13
14
15
16 
18

II

It
l(
M
fl

1091
1092

I! Núm. 2

ti n 3 
II II 4

1093

1094 Núm. 2

'• II 3
1097 '

1098
1099
1100
1101

1018 y siguientes. . ' ' '
1138 núm. 3-1139 núm. 3-1140.'
898 núm. 11 - 1067.
930. '
1036- 1076 inc. 2.“ -1077. ’
889.
1090 núm. 13.
1260 núm. 8.
1090 núm. 18-1091 - 1124-1125.
905 núm. 6 - 1125 núm. 1.
045 inc. 2.°
905 núm. 5 -112 5  núm. 2.
905 núm. 5 -1096 núm. 1.
944.
950. ■ •
1141 inc. 3.°
898 núm. 12-1100. .
1085 núm. 4.
1141.
1142 inc. 2.0- 1143.
1150
1125 núm. 11. ,
1089. . 5
1091 inc. 1.0-1094-1096 núm. 4 -112 7  num.

inc. 2.». 1141. '
1027 núm. 3 -1116  núm. 3.
90Í núm. 7-1094 núm, 3.
898 núm. 16. 1 v 3­
1089 -1092 inc. 1.“ -1096  núm. 4-1125 núms 1 y 

1135.
Í046- 1063- 1006.
907 núm. 7.  ̂ '
930-1089 - 1090 - 1140 - 1148 inc. 2.® - 

1153.

90-5 núm. 17, inc, 2.®-1101 -1108 - ^  "
1098 inc. 1.® . ■
898 núm. 12 - 1099 -1108 -1212.
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1102 898 núm. 12.
II Núm. I 907 núm. 7 - 1094 núm. 3.

1104 1105 y siguientes.
l ! 0$ 1104 inc. 1.“
1106 1104.
1108 1099-1101.
1109 905 núm. 17.
ÍIIO 865 núm. 4 - 873-874-908
i i i i

i
1047 núm. 4 -10G2- 1063-

1112 1106- 1107- 1114.
1114 1 1 1 1 - 1112 .
1 115 Núm. i 1089. ,

" " ' 3 1107.
III6 M 1 1104-1107'-■ 1112 ,

I I 19 
1 I 2 I 

ÍI24

2 1090 núms. 8 á 12.
3 1092 núm. 2. .

1104. '
1125-1103.
1089. • , •

*125 Núm. I  1090 núm. 1. '
" II 2 1090 núm. 3.
" II 4 1157 - 1102 y siguientes. .
" II 6 898 núms. 10 y  1 1 -1 1 15  núm. 3.
" II 7 1138 y siguientes.
" II 8 848.
" II 9 l0 19 in c.3 .°
" II 10 112T núm. 3. ■

I I  1089. *
865 núm. 4 -873-915-922-1021-1038-1039 

'  1041 -1044-1052.
*127 Núm. 5 1092- 1130- 1133-1134.

12 1G y siguientes.
908-909-912.
8 7 á -908- 1130- 1134.
905 núm. 11-910 -9 12.

1 891-910.
2 843 inc. 2." ^

898 núms. 10 y 11 -1076 inc. 2.»

X126

1128 
Í 130 
^131 
I 132

*134 Núm.
” II

*138

Re v i s t a  f o r i í n s e .— t o m o  v i i i .
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1140 1097- 1099. <
1141 873-912- 1092- 1142.
1 142 873 - 878 y siguientes.
1143 1719.

Núm. I 1018- 1042- 1043.
1144 249-905 núm. 17-1040- 1041.
1146 Núm. I 1092-1126-1141.

II II 2 898 núm. 8.
,1 .1 3 1036- 1154 inc. 2.0- 1172- 1173 inc. 2.»

1147 250-269-890 inc. 2.»
II49 865 núm. 4-878-890 inc. 2.®-911-91
I I 50 905 núms. 8 y 9 - 907 núm. 17 - 1097 -
1151 905 núm. 9 - 906 núm. 2.
1152 . 1076-1153-1260 núm. 1.
IIS3 1097.
II54' . 1146 inc. final.
1156 1160 inc. 1.*
1157 1163 núm. 5 -116 5  y siguientes.
1 158 2.
IIS9 2. V
1 160 1156.
1161 899 núm. 3-915-92 0 - 921. '
1163 1125.
1 166 2.
1168 1183 -1195 -1203 -1208 -1210 -1212.
1 169 939.
1170 128-980-981 -1245-1246.
1171  Núm. 1 1172.
, 1 1  II 2 1172.

ir II 3 1 1 : 2.
II t i 4 1172 -119 5 . .
it 6 1203.
ti II 7 827.

I 172 835 - 979 inc. 2.® - 1046 - 1072 núms. 1 ^

U73 835 núm, 1-839 núm. 9-898 núm. 8 -
II7S 1051.
1 176 1202-1203.
1177 1062.



117 8

1179
1 1 80
1 1 81 
1182
1185
1 1 86

1187
1188 
1190
1192 '

^ 9 3
1194
U 9 5

1196
1200
1201
1202 

. ^203
1204

1205

1206
1207

1208

1209

1210
1211 
1212 
Í2I3
1214

1216
1217

7 - 1 1 - 1 0 .
852-858-862- 1180.
389 - 890 inc. 2.» - 907 núm. 14, inc. 2»
907 núim. 14, inc. 2.°
805 núm. 4 - 898 núms. 7 y 8 - 1024.
1190 inc. 0.°
823 - 824 - 898 núm. 8 -1179  pnc. 2.®-1207 -1209 - 

1219 inc. 2.° ,
1191, 1217.
1186 inc. 2.0-1190 inc. 7.®- 1206- 1211 inc. 2.® 
525-1185- 1188-1204 incs. 2.® y 3.®-1220 -1274. 

835.
1109 inc. 2.®
820.
1198- 1200 inc. 2.®
1227.
1092- 1120-1128-1196 inc. 2.®
1108 inc. 2.®-1196-1203 inc. 1.®
1197-1212. .
1212. .
837- 1146 núm. 3 -1182 incs. 1.® y 2.®-1188- 

1190 inc. 7.®
1180 inc. 2.®-1188 - 1190 inc. 7.®
1188 - 1190 inc. 7.® -1209 inc. 1.® -1521 núm. 6. 
1029-1186- 1192.' .
538- 1108 inc. 4.®-1 U 5 - 1198y siguientes-1255- 

1258-1281. '
1186 inc. 2.®-1206.
1204-1205.
1188-1189- 1214-1258.
1101 -1108-1202-1203. ,
573 inc. .̂® - 1108 incs. 3.® y 4.® -1208. '
12 11  inc. l.V
514 á 500. ,
1221.

Núm. 5 523 inc. 3.® ■
» 6 1187 -1218 núms. 3 y 4. 
" 7 509 y siguientes.
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12 17 Núm.
1218
1219
1220
1221
1222
1223
1225
1226
1227
1228
1229
1230
1231

1233
1234 .
1237
1238

Núm.

1240
1241
1242

1243
1244
1245
1246
1247
1248
1249 

I2$l

8 522. .
517 - 5 J2 inc. 2.0-1168 inc. 2°
524 inc. 2.0 y 3.“ -1180 -1224 -1258. ^
517 - 532 - 1190 inc. 7.° -1107 -1223 -1224.
53fi- 1217-125G- 1259.
534.
533-535-1220 inc. 2.0 
113 y siguientes.
193 - 530 - 594 -1254 y siguientes -1200 - 1274.  ̂
1190 y siguientes -1217 núm. 0-1218 núm. 3 -1298.

.542-558. 00
127 y siguientes-522 núm. 4-551 inc.2.°-500-123 . 
127 y siguientes - 557 núm. 1 - 1221 inc. 7.“ - 1 "  • 
1230 inc. 3.®- 1233 y siguientes.
1229.
1231.
193-557-558. ,
510.

1 1241.
2 1241. '
3 1258.
4  1241. .
5 530 inc. 2.” - 1227.
6 1109 inc. 2.°
8 525 y siguientes.

573. ■ ,
1238 núms. 1, 2 y 4. .
78 - 514.
525 y siguientes. ' . 
1219-1221. .
514 -5 15 -1170 ,
1051 - 1175.
524-1^19 inc. 3."
551 -1210.
537 - 1227.
550 - 550 núm. 7, inc. 2." - 1 

1205 - 1207.

2 10 -12 2 6 . 1256'
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— 645 —

1252 533 - 540 - 556 núm. 7j- 795 - 1038 y siguientes -
1224 -1238 -1247 inc. 2.»

1253 525-526-1244 . '
1254 1206 - 1259 inc. 2.°
1255 1038 y siguientes.
1256 513 incs. 4.® y 5.® - 10S9 -1124 -1216 -1282 y si­

guientes.
1257 538 - 557 núm. 2 - 558 -1208 inc.’2.“ -1216 - 1255 -

1274 núms. 1 y 6 -1281.
1260 1270.

Núm. I 1 0 T 6 -1138 y siguientes- 1153- 1226-1254.
ti II 7 1085. '
11 M 8 552. . ' .

1261 1256.
1262 532 inc. 2.®
1265 1267 inc. 1.®
1266 835 núm, 7 - 839 núm. 8.
1267 1265. .
1269 2 8 6 -517 -1310  inc. 2.® '
1270 542-567 núm. 3 - 588 -1228 - 1260. • '
1272 2 5 6 -5 1 9 -5 2 0 .
1274 559.

.. Núm. 1 1230-1231. .
II H 2 558- 1228- 1280. ,
U M S 522 núm. 3 - 525 - 526 - 1190 inc. 7.®
<1 II 6 1257.
II II 7 557-558. ,

1276 544 - 556 y siguientes - 1216 - 1231 - 1257 - inc. 2.®
*277 3 5 - 4 0 - 6 0 - 6 1 -  127 y siguientes -513  incs. 3.®,

4.® y 5.® - 533 - 539 - 540 -598.
1278 1277 inc. 1.® ,
1279 614- 1216- 1242-1247.
I 280 542 - 558 - 1229 -1274 núra. 2. '
I28l 538 -1257.
Í282 5 6 3 - 6 0 0 - 8 8 4 -  1183-1301-1310. .
1283 736 - 865 núm. 4 - 908 - 920 - 926 - 989 y siguien­

tes -1016 - 1020 - 1226 -1256 - 1259 -1298.
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_  6 4 6  —

1283 Núm. I 1269 - 1286.
tf fl 3 600-601 -1289.
II II 4 1290 -1296. , ' •
II II 6 513 incs. 4.® y 5° -  1289 inc. 2.° - 1299.
t i  II 7  1305. •

1285 835-837- 1206.
1286 , 5 17- 1256- 1269.
1290 845. , ■
1291 829. '
1292 1295.
1295 1292 - 1297 - 1302 inc. 2.“ - 1304. '
1296 1018 y siguientes. •
1297 , 556 núm. 5-1295 - 1304..
1298 1227. '
1300 556 núm. 4.
1301 879- 1305.
1302 1295. , .
1304 1295- 1297.
130S 1301 - 1306- 1307.
1306 . 1305 inc. 1.® '
1307 , 1305. '
*308 , 556 núm. 6.
1310 . 886-1269-1285- 1286.
1311 1256.
1312 1190 inc. 7.®- 1285-1286.
1314  ■ 835-839. • ■ . ■
1316 568 - 1301 y siguientes.
1318 S22-835 núm. 7 - 840 - 857- 1006 - 1007 -1036-

1319

1121 -1273.
11 - 710 - 735 - 906 - 919 - 991 -1005 -1006 -1323-

1320
1324. ■ : 

1005- 1006- 1323- 1324. .
1323 ' 1319- 1320. ^
1324 1319- 1320.
1325 1 - 3 - 7 - 8 -  10- 19- 1327 - 1342 incs. 1.® 7

1326
1352-13.59 - 1477.

1454 -1455 - 1459 -■ 1463 - 1472.
1327 1342 inc. 1.»

PONTIFICIA 
M  UNIVERSIDAD



1328
1329

1330
1332 Núm.

t i  II

1333
II Núm.
t i  I*

II t i

II II

t i  II

II II

1334  Núm.
II II

*335
1336
1337 Núm.

M tt

II II

' I  II

1340
1341
1342

>343
^344
*345
'346  Núm

•' II
*348

>349
*350 Núm.

1366- 1367-1397 núm. 1 -1405- 1418-1477.
348 - 370 - 380 - 453 - 470 - 482  ̂ 483 - 507 - 509 - 

1353. .
1331 á 1336. .

3 1333 núm. 6.
4 1337 núm. 5- 1349-1381.

1427.
1 2 5 -2 9 -3 1  -44-45. ^
-2 45-47.
3 22. '  ■
5 800. ' ■
7  1329-1345. , «
8 1336 núm. 3- 1420-1468.
I 29-1336.
9 241-242-251.

64.
4-64.

I 6C2.
3 1350 núm. 5. ,
4  630 - 631 - 678 - 679. . '
6  56 núm. 10.

662.
1335.
9 y siguientes - 622 -1325 -1327 - 1344 - 1351 y 

. siguientes - 1396.
1345 inc. 2.» -1349 inc. final - 1356 -1404. .
1327 - 1343 - 1351 y siguientes. 
1325-1327-1329-1333 núm. 7-1343-1349-1393.

1 1422. • '
2 1343-1345-1348.

1343-1345- 1349.
1343- 1358- 1359- 1362-1396.

1 1364- 1411 - 1412- 1415.
2 1345 inc. 4.»- 1392-1393. ,
3 1391 - 1394- 1396- 1397.
4 1421
5 1337 núm. 3.
6 1411.
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1350 Núm. 9 1324-1424.

1351 1327 -1342 - 1348 - 1388 inc. 3 “
1352 1325- 1477.

1353 1329.
1356 1343- 1344- 1396.

1357 1349 inc. 2° - 1379 y siguientes -1424.

1358 1339-1391. .

I3S9 1361.
1361 1349- 1351 - 1367.
1362 1328 - 1363 - 13G4 -1397 inc. 2.®. 1405 -1464.

1363 1373-1397 inc. 1.® •

1364 1350 núm. 1 - 1362 - 13 9 4 - 1414-1419-1454-
1468-1528.

1365 . ' 1367 - 1460 inc.. 2.»- 1502 - 1503 -1520 -1521.
1366 1328.
1367 724 - 1351 - 1369 - 1450 inc. 2.» - 1503.
1368 1378.
1369 663-680-693-694-769-1367 inc. 1.»

1371 610 y siguientes - 1373 y siguientes.

137? 2. ' •

1375 1349 - 1376 á 1378 -1380 -1381 - 1490.

>374 1378- 1490. ^

1375 648 inc. 2.0 - 663 -677- 680 - 704- 769-1378 inc.
1490. ■ .

i 37<5 2 - 1373 inc. l.»- 1490.

1377 1349 - 1373 núms. 1 y 4-1376-1384.

1378 2- 1373 núm. 3-1374. .

1379 1357.
1380 1349- 1357- 1381 inc. l.»-1382.
1381 1373- 1380 inc. 1.“
1382 1384.

1383 1450.
1384 1377 inc. 2.»- 1382. ,
1388 1351 inc. final.
1389 1357.

1391 1349 - 1350 núm. 2 - 1393 y siguientes.

1392 1340 - 1350 núm. 2. -1393 y siguientes. .

1393 1345-1350 núm. 2.
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1396 420 núm. 2 - 477 - 483 y siguientes - 1399 -  1400 
inc. 3.°

1397 Núm. I 2- 1303. /
I I  « f f 2 1398. '
M II 4 1330- 1414- 1419.

1398 1397 inc. 2.0- 1400.
1400 1390- 1401 - 1404- 1410.
1401 1399- 1403- 1404-1410- 1423.
1402 1397 núm. 1

.  1404 1343.
1405 1332 y siguientes - 1345 - 1411 núm. 4-1418. .

 ̂ 1406 1398 inc. 3.®
' 1407 1411 núm. 3-1429-1430.

1408 1407 inc. I.°- 1414-1410-1430.
1409 1424 inc. 2.“ - 1420 inc. 3.» - 1428. '

1410 42-1401.
1 4 1 1 1350 núm. 0 - 1459.

. II Núm. I 1412 inc. 2.»-1434-1435 inc. 3.»
II II 3 1407. . .

1 4 1 1 II 4 1405- 1418.
1412 1434- 1435.
1413 J473 inc. 4.“
1414 1339 inc. 2.» - 1408 - 1410 - 1429 - 1498 - 1512.
1415 1430. ,
1416 1500.
1418 1405. ■ .
1419 1304 inc. 2.0-1414. .
1420 1333 niim. 8-1330 núm. 3-1350 núm. 2 -13 9 4  

inc. 4.®
1421 1350 núm. 4.
1422 1340- 1347.
1424 1350 núm. 9 - 1409 - 1420 inc. 3.“ - 1428 - 1435 - 

1444 inc. 2.» '
1425 1414-1443- 1447 inc. 3.“ - 1495.
1426 14í)9 - 1424 - 1428 -1435 - 1444 inc. 2.» -1458. '
1427 142o inc. 2.“ -1423.
1428 1409- 1420 inc. 3.°-1435- 1444-1.'>07.
I429 1407 - 1411 núm. 3-1412.
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1430
Í43I
1434
1435

1436
1437
1438

1439

1440
1441
1442
1443
1444
1446
1447 Núm.
1448

1449 .
1450
1451
1452 

1454 . ,

1456
1458

1459
1460

1461
1462

1463
1464
1466
1467 .
1468
1469 
1471

1407- 1408.
239- 1414.
1412 inc. 2.° ■ .
1409 -1412 inc. 3." - 1424 inc. 2.» -1420 inc. 3.°- 

1428 inc. 2.°- 1444 inc. 2.»
1414- 1415- 1508.
1508. .
233-239- 1350 núm. 1-1412-1414-1435 inc. 3.»- 

1508. '
1350 núms. 6 á 8-1411 núm. 1 -1412-1435 

inc. 3.“ - 1441 incs. 3.° y 4.® - 1444.
1443 - 1450 inc. 2.» - 1452 inc. 2.» '
1439- 1444
1446 inc. 1.® - 1447 núm. 4.
1440 inc. 2.»- 1442 - 1450.
1409- 1425 - 14‘26 inc. 3.® - 1428 - 1435 - 1402. 
1442. '

4 1442.
42-43.
37 -38- 41 - 1451. .
1307 -1442 - 1443 inc. 2.® -1452 -1454.
1449. .
1350 núms. 7 y 8 - 1440- 1483- 1503 y siguientes 
1450 - 1459 - 1401 - 1408 - 1498.
1440 -1400 inc. 2.® - 1403 - 1472.
1330- 14-J2- 1427- 1428.
14I1-14G3. ,
1305- 1450 y signientos - 1401 - 1463 - 1466­

1498 • 1520 y siguientes.
1448 - 1451 - 1452 inc. 2.® - 1409 , 1483.
1444. .
1459 -1400 á 1408 - 1472 - 1473 - 1476.
1332 núm. 1-13G2 inc. 3.®-1476.
1400 inc. 3.® - 1403 inc. 1.® - 1469.
1463 - 1409.
1454. . .
1403- 1406 - 1467 - 1498. ' _
371 - 380 y siguientes - 480 - 483 - 491 -1329 1455.
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1472

1473
1474
1475
1476

1477
1478

¡479
1482

1483
1484
1485
1488
1489
1490
1491
1492
1494
1496
1498
1499
1500
1501
1502
1506

1507
1508 
1510

*513
1514

ÍSI5
1516

1 51 7
1518

14C3-14T3inc. 1.» - 1474 - 1476.
1425- 1433- 1444- 1472 inc.2.“ - 1474 ¡nc. 1* 
1473 ¡nc. 1.®
1326 - 1442 ¡nc. 3.» - 140 3 ¡nc. 4.»
1469-1485.
1397. ,
1305 Inc. 1.° • 1373 y siguientes - 1455 - 1400 ¡nc¡- 

sos 2.» y 3.0 -1405 - 1478 núm. 1 - 1533.
1337 núm. 5 - 1340 núma. 1 á 3,
1450 ¡nc. 2.° • 1473 ¡nc. 2°
1452 ¡nc. 2." - 1478 ¡nc. 1.° - 1480 ¡nc. 3.» '
1414-1415- 1464- 1478 ínc. 2.»
1334 núm. 15- 1409. ,
1470.
1350 núm. 1 - 1435 ¡nc. 3.°.- 1492.
1373 y sigiúentes.
14S6 ¡nos. 3.® y 4.®
1350 y siguientes - 1489.
1399- 1401 - 1403-1410-1489.
1350 núm. 2 - 1365- 1306- 1391- 1394- 1395. 
1414 - 1450 y sigu¡entos - 1459 - 1475 - 1520. 
1407- 1408- 1429- 1430.
1416. , .
1305-1519.
1305- 1460 ¡nc. 3.®
1441 ¡nca. 3.® y 4.°- 1447 - 1450- 1451 -̂ 1525. 
1414- 1428. '
1430. ' '
247-252-313-314.
148 - 149 núm. 1 - >41.
134 - 149 núm. 1 - 176 - 201 y s¡guienteá-1050- 

10ó6 -1518 -1519. ‘
253 - 274 - 275.
65 - 67 - 156 - 258 • 332 y s¡gu¡entes -1518 -1519. 
120-527. .
2 - 15- 147-212 - 213 - 284-287 y  8¡gu¡ontcs- 

300 - 301 - 610 - 630-631 -786-809- 814- 
■ 1034-1036- 1082- 1519. *
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1 519
1520 

1521 ,
•> N  im . I

1522

1523
1525
1526

1529
1531
1533
A r t . f i n a l

2 - 1498.
287 - 330. ■
835. ' . ^

2 1162- 1106.
3 100-190-212.
4 1082-1304- 1306.
5 1204-1205-1207.
6 1206-1312.

764.
1453 ¡nc. 2.0 
lñ06.
1533. '
1531.
1529.
1360 - 1362 - 1477 -1484 - 1527 ¡nc. 1.»
1 - 3.

A n í b a l  E c h e v e r r í a  y  R e y e s

CREACIÓN DE JUZGADOS

C a d a  día es m ás urgen te la  necesidad d e aum entar los del 
departam en to de S an tiago  en lo civil y  en lo  com ercial, y  es 
curioso que los poderes públicos, q ue están vien do y  tocan do 

esa  necesidad, no la  satisfagan. T o d o s  se quejan de que las 
causas dem oran siem pre años en ser falladas definitivam ente» 

desde que quedan en las solas m anos del ju e z letrado  para ese 
efecto; pero nadie acude al rem edio que es obvio: la  creación 

de nuevos juzgados.
C on tra  esta m edida no vale la objeción del g asto  que ocasio­

na, com o tam poco vale el atraso en la  fortuna para curar m ales 
que no adm iten dem ora. S i en la  adm inistración p ública  h ay  
a lg o  necesario absolutam ente, es la adm inistración de justicia , y  

para que sea tal debe, entre otras cosas, ser pronta. P ara  ello  la  
sociedad en general gasta  unas pocas m onedas más y  recibe 
cen tup licadas esas m ism as m onedas en los perjuicios que aho-

■ • ;
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Tra y  en los com prom isos forzados á que por esta causa tiene 
qu e ocurrir: y  cuen ta que mil veces, casi siem pre, no es dado 

lleg a r á celebrar esos com prom isos porque á una parte le inte­
resa la dem ora, la  cual no se obtiene con esc arbitrio.

E s ta  ob jcción .de econom ía no se tiene tam poco en cuenta, 
pues se han creados ju zgad os en todos los departam entos, y  
aun en aquellos donde, por fa lta  de trabajo  ó por la  p roxim idad  
á  otros juzgad os, no h a y  abogados, sin los que la  justic ia  no 
•es ni siquiera posible. Q uerem os, pues, creer que ha ex istid o  
só lo  una inadvertencia de los legisladores y  del E jecu tivo , que 

tom a siem pre con provecho la  in iciativa  en estos negocios que 
a lg o  tienen de adm inistrativos, por m ás que necesiten de que 

u n a le y  los autorice.
Por ley*de 12 de septiem bre de 1855 se creó el tercer ju z­

g ad o  civil para el departam ento de S an tiago , y  por le y  de 29 
•de septiem bre de ese m ism o año .se reorganizó el T ribu n al del 
C onsulado en S an tiago , creando, entre otros funcionarios, un 

ju e z  de derecho. A sim ism o, por le y  de 12 de septiem bre de 1855 

se  crearon dos ju zgad os del crim en para San tiago. B asta  com ­
parar la m archa seguida en los ram os crim inal, por una parte, 
y  civil y  com ercial por la otra, para que quede a priori probada 
la  necesidad de aum en tar los últim os. ¿Quién ignora cuál ha 
sid o  el aum ento de población, de riqueza y  de negocios en el 
transcurso de 38 años en el d epartam en to m ás cen tralizado de 
.a  R epública? L o s ju zgad os del crim en hanse doblado;^ las 
C o rtes se han quintuplicado; .se ha creado un ju zgad o  de letras 
para apelaciones de m enor cuantía de que antes conocían los 
subdelegados; pero sólo han quedado inm óviles los juzgad os 

civiles y  de com ercio.
S erá por dem ás oportuno el crear desde luego  dos ju zgad os 

civ iles en S an tiago  y  referir á los de esta ram a las causas e je ­

cutivas que com iencen por cesión de bienes, que por decreto  de

3 de abril de 1856 se encom endaron al ju zga d o  de com ercio 
sólo con calidad  de por ahora. A s í, am bos ram os se aliviarían 
en sus respectivas labores y  se deslindarían m ejor ellos m ismos. 
E l reparto de causas podría hacerse establecien do un turno 
forzado de m eses para los nuevos juzgad os, ó d istribuyen do 
toda.s las causas que h oy  penden de cuatro juzgad os, y  que han

i’ONTrriciA 
1 UNIVERSIDAD
I C A T Ó L i C A  f)[ 

V A L P A R A Í S O



d e radicarse m añana en los cinco civiles, conform e al d ecreto  
d e  24 de d iciem bre de 1855 sobre esta m ateria.

O ig a  el E jecu tiv o  estos votos, que son los de aquellos que 

están m ás en con tacto  con estas necesidades: los jueces, los 
abogad os y  los litigantes.

J u a n  d e  D i o s  P l a z a

D E N U N C I A  D E  H E R E N C I A  Y A C E N T E

I

■ . A C C I Ó N ,  R E N U N C I A ,  R E M U N E R A C I Ó N

C onstan tem en te vem os que en los T rib u n ales se e jercita  por 

cualquiera persona la acción sobre el dom inio de los bienes 

m ostrencos, pidiendo el actor ó denuncian te que la  herencia 

tal ó los bienes cuales dejad os por F u lan o  ó M engano, perte- 

nez.can al Fisco, y  al m ism o tiem po con clu yen  por so licitar que 

en prem io del denuncio  se le m ande en tregar la tercera parte 

del va lor de ella. ' , ,
E l  juez, sin hacer objeción  á la  personería del denunciante, 

acep ta  de plano la dem anda y  confiere traslado al actual posee­
dor ó m ero tenedor, quien tam poco se preocupa de pedir la le­

g itim ación  del derecho para instaurar la acción.

T rab ad a  la  litis en form a, se sustancia el ju ic io  com o cu a l­

quier otro, y  en d efin itiva  se declara^ y acen te  la  herencia ó se 

n iega  lugar á ello. '
R esu elto  lo  prim ero, se nom bra curador, quien tom a pose­

sión á nom bre del F isco  y  se procede á reducir á dinero circu ­

lan te  el im porte tota l de los bienes vacantes. L as dos tercias 
partes ingresan á arcas fiscales y  la  otra  pasa al denunciante 

com o rem uneración de su denuncia. _
H e aquí en dos palabras descrito el procedim iento observado 

gen eralm en te en estos casos.
A h o ra  es convenien te saber de dónde se deriva  la  acción po* 

pular para hacer esta  denuncia y  por qué se considera el d e­

nun cian te con derecho á percibir el tercio  de los bienes va ­

cantes, •
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II

L a  le y  6.*, títu lo  I2, libro lo  de la N ovísim a R ecopilación , 

d ictad a  hace cien to  siete años por C arlos III , estableció  tribu­
nales especiales, en cargados de conocer en esta clase de asun­
tos contenciosos, y  por nota que se les d irigió  en 1786 dán doles 
instrucción para sustanciar estos juicios, quedó de hecho reco­

nocido el derecho de dem andar estos bienes á favor del rey, 

quien ordenó se invirtiesen en construcciones y  conservación 
de cam inos. -

D esd e el sig lo  pasado, pues, d ata  este derecho; y  aun que 
el C ó d ig o  C iv il en su artícu lo  final dispuso que d esde el 1 °  
de enero de 1857 quedaran derogadas, aun en la  parte que 

no fueran contrarias á él, las leyes p reexisten tes sobre to- 
da's las m aterias que en él se tratah, la  p ráctica  seguida so­
bre ju icios de herencias vacan tes ha sido d istin ta  á esta le y  

patria y  ha continuado reconociéndose el derecho para denun­
ciar, conform e, m ás ó m enos, á lo d ispuesto en aquella  le y  es­
pañola.

L a  tercera parte de los bienes corresponde al denuncian te en 
virtud  de lo  d ispuesto  en el núm ero siete de aquellas instruc­
ciones de 1786, que dice: "C on clu iráse la causa; y  conclusa de­
clararán por sentencia (refiriéndose á los tribunales ad hoc) per­
tenecer al ob jeto  de construcción, conservación de cam inos los 
dichos bienes, y  aplicarán los en esta  m anera: las dos terceras 

partes d los dichos fines para que están destinados, y  la otra ter- 
êra parte para el denunciador, gastos del pleito, m inistros y  

jueces, subdelegados, por su ^ocupación y  trabajo, y  la  m ism a 

Aplicación se ha de hacer en las causas de m ostrencos, y  si la  

causa denunciada fuese de seis mil m aravedíes abajo, se saca- 
*■̂0 las costas del m ontón, y  de lo que quedare se harán tres 
partes com o está dicho.n

S e  h a  considerado por nuestros tribunales que d eba se­
guirse el m ism o sistem a ó form a an tigu a  á causa de no e x istir

^^gún reglam ento  ó d isposición lega l sobre el reparto  de estos 
oienes.

M ucho se ha discutido  si está v ig en te  ó no la le y  recopilada,
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después de lo exp u esto  en el títu lo  final del C ó d igo  C ivil, que 

d ero g a  las leyes anteriores. '
O pin ion es escogidas y  dignas de acatarse han sido co n tra ­

rias á que los tribunales acepten los juicios de d,;nuncios; pues 
todas están basadas en la m oralidad pública y  en que no h a y  
ninguna conveniencia razonable para suponer interesado al F is ­
co  en el provecho de estos bienes. L le v a d a  la cuestión al dere­
cho, se han ven tilado  en el sentido favorable al denunciador, 

considerándose procedente la acción.

III

E n  el evento d e q u e  no hubiera precepto legal a lgu n o que in ­
vocar, después de prom ulgado el C ó d igo  C ivil, esta m ism a le­
gislación  da m argen y  antecedente para deducir el derecho de 
den u n ciar y  el de pedir la tercera parte de los bienes yacentes 

por analogía; pues en su artículo 624 concede el libre dom inio 
d e  las cosas inanim adas que no pertenecen á nadie al que se 
apodera de ellas. P or esta especie de dom inio que se llam a in­
vención ó hallazgo, se adquieren las piedras, conchas y  otras sus­
tan cias que arroja el mar. D e  la m ism a m anera se apropian 

legal m ente las m onedas que se botan para que las h aga  suyas 

el prim er ocupante.
E l  artículo 626 dispone que las m onedas ó jo y a s  ú otros efec­

tos preciosos que, elaborados por el hom bre, han estado largo 

tiem po sepultados ó escondidos, pertenezcan la  mitad al que la 

descubrió y la otra al dueño del terreno.
L o s  artículos 629 y  630 establecen que las cosas al parecer 

perdidas, deberán restituirse á su dueño y , en caso de no hallar­
se, previas las diligencias necesarias, se venderán en alm oneda y  

su prod ucío  »se dividirá por partes iguales entre la persona 

encontró la especie y  la Municipaliiiad del departamento.»
E l artículo  590 dice: que son bienes del Estado todas las tie­

rras que, estando situadas dentro de los lím ites territoriales, ca­

recen de otro dueño.
P or últim o, el artículo  995 concedió  al F isco  el derecho de 

' suceder á fa lta  de otro heredero abintestato.
V em o s claram ente que, respecto d e los bienes m uebles, la le­

gislación  patria  o torga recom pensa pecuniaria, en los diversos
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casos citados, al que denuncia esos objetos ó especies, dando, 
según lo dispone el artículo 630, la mitad al denunciador y la  
otra  m itad, reservándola para el m unicipio, y , conform e á lo  
preceptuado en el artículo  626, el tesoro encontrado pertenecerá 
la mitad al descubridor y el resto al dueño del terreno.

L u e g o  la le y  ha querido pagar el trabajo  ó servicio que de­
m anda la busca de estas riquezas.

R especto  de los inm uebles, sólo declaró que, á fa lta  de otros 
duefíos, todas las tierras territoriales eran del E stado.

Y ,  finalm ente, en el derecho á las hererjcias reglam entadas 
por el título II, libro III , .se lim itó á dar cabida al Fi.sco en la 
sucesión intestada cuando no Hubiera más herederos, sin e x p re ­

sar absolutam ente nada respecto al derecho dcl denunciante 
de esos bienes vacantes, com o lo hizo con los m uebles.

E s verdad que los prom otores y  los tesoreros fiscales tienen 
sobre sí la tuición de los bienes del E stado; pero son tan poco 
diligentes en sus m andatos, y  aunque lo fueran, nunca podrían 
tener conocim iento de las herencias que podrían pertenecer al 
FÍ.SCO, salvo  contadas ocasiones.

D e  tal m anera, pues, que si en los descubrim ientos de bienes 
m uebles, que son m ás ex igu o s, la ley  concede un prem io á su 
autor, claro y  eviden te es qué, por analogía, debe presum irse que 
al d en u n ciad or'de m ayores bienes yacen tes ó herencia que ha­
cen m ás rico al F isco, ha de tener tam bién algu n a parte. D e  lo 
contrario sería ilusorio el derecho del F isco, porgue nadie haría 
el denuncio, entrando en gastos y  acarreándose el odio del po­
seedor ó tenedor de los bienes, si al final no supiera que o b te­
nía a lgu n a utilidad por sus trabajos. . .

E n  conclusión, consideram os indudable que los .servicios que 
prestan al F isco  los denunciadores de herencias yacen tes, deben 
Ser rem unerados por el beneficiado con lii tercera parte de los 

bienes, m ientras no h aya  nueva disposición legal que establezca 
otra cosa. C om o consecuencia de este m odo de opinar, deberá 

tam bién aceptarse la personería del denunciante, porque nó .se 
concibe el consecuente sin el antecedente.

, iStpj E n r i q u e  G a l l o  M.

I  ̂ , ■
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LA REORGANIZACIÓN ADMINISTRATIVA 
EN CHILE

M E M O R I A  D E  P U U E B A  P A R A  O P T A R  A L  G R A D O  D E  L I C E N C I A D O  

’ E N  L A  F A C U L T A D  D E  L E V E S  V  C I E N C I A S  P O L Í T I C A S

D e  todas las leyes d ictadas en los ú ltim os años por los C o n ­
gresos de Chile, pocas, ha habido  de m ayor gravedad  y  tras­
cen den cia  que la conocida con el nom bre de Ley de reorganiza­
ción de los servicios públicos  ̂ que d ice com o sigue:

" P o r  cuanto el C on greso  N acional ha aprobado el siguiente 

' P R O V E C T O  D E  L E Y

" A r t í c u l o  p r i m e r o . Procédase á la  reorganización de la 
p lan ta  de em pleados y  dem ás servicios de la adm inistración 
pública  y  á la  revisión de las pensiones de gracia  que se pagan

• co n  fondos dcl E stado. '

" A r t .  2.0 U n a  com isión com puesta de tres senadores y  de tres 
dip utados nom brados respectivam ente por cada una de las C á ­
m aras, y  de tres funcionarios ó ex-funcionarios públicos nom ­
brados por el P residen te de la R ep ú b lica  dentro de los cinco 
d ía s siguientes á la fech a de la prom ulgación de esta  ley, pro­

pondrá al C ongreso, en el mes de jun io  de 1893, la plan ta de 
•empleados públicos y  sus sueldos, las m odificaciones que deban 
introducirse en las pensiones y  las reform as legales que conven­

g a  establecer y  que no sean un obstáculo  para que la adm in is' 
tración  pública se h aga  sobre la  base de la m ás perfecta eco­
nom ía. • • '

" L a  com isión indicará qué cargos públicos deban acum ularse 

■en un sólo funcionario para los fines indicados.
' " A r t . 3.0 S e  autoriza  al Presidente d e la R ep ú b lica  para que

invierta la sum a de d oce mil pesos ($ 12,000) en rem unerar el 

trab ajo  de los m iem bros que él designe de la com isión, y  de tres 

m il pesos ( $  3,000) para rem unerar al secretario  que ella 
nom bre.

" Y  por cuanto, oido el C onsejo  de E stado , he tenido á bien 
ap ro b a rlo  y  sancionarlo; por tanto, prom úlguese y  llévese á efec-
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to  com o le y  de la  R ep úb lica.— S an tiago , 2 de noviem bre de 
1892.— J O U G E  lÁ O 'ü T T .— Enrique Mac-Iver.»

S e  trata, pues, con esta le y  de rehacer todo el m ecanism o de 
nuestra adm inistración actual, suprim iendo lo que se ju zgu e  
m alo, com pletando lo  que sea im perfecto y  conservando lo  que 

reporte beneficios. '
¿E s ésta una tarca  sencilla? E vid en tem en te no. L a  adm inis­

tración  de un país es un organism o que se form a y  desarrolla 
siguiendo leyes tan eficaces y  ex a ctas  com o las leyes físicas. 
A s í  com o no se podría, después de form ado un organism o anim al 
<S vegeta l cualquiera, destruirlo y , con sus diversas partes, form ar 
o tro  ex en to  de los defectos del prim ero, así tam poc^ se puede 
c o g e r  el organism o adm inistrativo cuando se ha desarrollado 
y a , y  reorgan izarlo  conform e á pi’incipios sistem áticos, por per­

fectos que se les suponga, sin ocasionar confusiones, incerti- 
dum bres y  trastornos m uchos peores y  m ás perniciosos que los 
•males cu y a  extirp ación  se persigue. Instituciones puede haber, 
y  las ha habido en todos los pueblos, que, ju zgad as con sereni­
dad, son inconvenientes, m onstruosas aún, y  que, sin em bargo, 
por la circunstancia de haber e x istid o  largos años en una 
sociedad, han llegado  á arraigarse de tal m odo y  á producir tales 
beneficios, que la  tarea de suprim irlas, por sensata que aparezéa, 
en con trará dificultades insalvables, dando origen á perturbacio­

nes graves. Y  todas estas d ificultades deben naturalm ente cre­
c e r  cuando se trate, com o se trata h o y  en Chile, de reorganizar 
todas las instituciones nacionales de adm inistración. ,

. Con todo, si ha de decirse la verdad com pleta, debe recono­

cerse que en C h ile  esta tarea en contrará en su cam ino atenua­
dos los obstáculos y a  dichos, á consecuencia de que en nuestro 

país no e x iste  tod avía  una adm inistración plenam ente consti­
tuida, con tradiciones seculares y  prácticas arraigadas, País el 
nuestro qne no cuen ta  ni un sig lo  de ex isten cia  propia, tod a 
clase de reform as pueden em prenderse y  llevarse á cabo en él 

con  dificultades relativam ente pequeñas.
P or esto, la obra que la  le y  de noviem bre ha ordenado, d ifí­

c il  sin duda, no es im posible, com o lo-sería en un país viejo.

M as, por esto  tam bién, creo que se im pone com o regla  supre-

l’ONTtriCIA 
A UNIVERSIDAD

CATÓLICA f)[ 
VALPARAÍSO



m a á que la  reorgan ización  d ebe sujetarse, la  de que no se  

cam bie sino aquello  que, siendo notoriam en te m alo, sea recha­
zado, adem ás, por el sentim ien to público  de una m anera clara. 

S i se observa otra  conducta, se correrá el peligro  de m alo grar 
la  reform a, esterilizando sus buenos propósitos y  produciendo 

m ales con lo que sólo d ebe ser fuente de positivos bienes.

A p a rte  de esta  regla  superior, m e parece que podrían tener­

se presentes con provecho las observaciones que siguen:

*  •  ^ .

A n te  todo, no perdam os de vista  a lgu n as verdades funda- 

m en ta les.*T o d a  adm inistración  se desarrolla  sigu iendo reglas 

fijas; la  m ejor adm inistración  es aquella  que m ás bien se con-

■ form a con el grad o  de progreso  de la  sociedad en que va  á 
prestar sus servicios; no b asta  que una institución adm inistrati­

va  prospere en un pueblo, para que todos los dem ás la adopten.
E sta s  verdades vu lgarísim as son la base de tod a  buen a adirii- 

nistración, y  es preciso  no echarlas nun ca en olvido: ellas nos 

ensefían que el estadista, ju n to  con un ideal que procure llevar 

á la práctica, debe tener/tam bión en cuen ta  el estad o  social de 

país que gobierna, á fin de acercarse á ese ideal sin precipita 

ción y  sin m alograr ningún paso.
A |)liqucm os ahora estos principios al estudio  de nuestra reof  

gan ización  adm inistrativa. ■
•

•  •  '  -

T en d e n cia  de toda adm inistración que progresa es hacer 
los varios servicios, concentrados antes en una sola direcci  ̂ » 

va y an  separándose y  quedan do á cargo  de funcionarios especié 

les. D esd e las grandes asam bleas de los p u eblos prim itivos, 

resum ían en su poder todos los servicios nacionales, hasta • 

innum erables oficinas adm in istrativas d iversas que existen 

los pueblos civilizados de h oy, ese y  no otro  es el cam ino qu^ 
ha seguido. Y  por esto  se d ice q u e el p rogreso  adm inistra 

d e  un país es tan to  m ayo r cuanto  m ayo r núm ero de serví 

esp ecia lizad os tiene.
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: Pero (y  aquí está el peligro), siendo esta especialización de 
lo s  servicios sólo  una obra natural dcl desarrollo  jurídico, es 

necesario hacerla únicam ente cu an d o ese desarrollo  jurídico  lo 
e x ig e , y  nunca antes. '

C reo  que por este ex tre m o  se ha errado en C hile: anim ados 

nuestros legisladores de m u y buenos deseos en pro dcl adelanto 
nacional, han ensanchado en ex a gera d a s proporciones nuestra 

adm inistración, hasta el punto de ser h o y  notorio para todos 

que el núm ero de las oficinas públicas y  el abu ltado  personal 

q u e las sirve son en orm em ente m ayores que lo requerido por 
nuestro grad o  de progreso. E n  los ú ltim os años, sobre todo, 

« ste m al ha revestid o  prop orcion es m ás considerables cad a  día: 
si es cierto  que, en estos años, el país ha progresado en todos 

sentidos de una m anera asom brosa, tam bién lo es que la  crea- 

■ción de m uchas oficinas adm inistrativas, dotadas de num eroso 
personal, ha su p erado  las e x ig e n cia s  d e ese progreso.

E n  esta esfera, y  d irigiéndose á corregir este m al por la su­

presión d e oficinas y  em pleados innecesarios, puede ten er ancho 
cam po la tarea de reorgan ización  adm inistrativa. N o  pretendo 

ccir con esto  que deban suprim irse los servicios m ism os que 
prestan aquellas oficinas y  em pleados. S ó lo  quiero hacer notar 
^ue, habiendo en C h ile  m uchos servicios que tienen, cad a  uno, 
■vida independiente, dirección propia y  organización  separada, 
Se podría, sin suprim ir esos servicios, en com endar dos ó m ás de 
ellos á una sola d irección y  refundir así varias oficinas especia- ' 

es en una sola general. A s í, al m ism o tiem po que se realizaría  

ahorro no despreciable, se haría  m ás ex p ed ito  el servicio pú- 
•ico y  m ás uniform e y  ordenado.

E sto  puede hacerse, por ejem plo, con los servicios de correos 

y  de telégrafos: cad a  uno de estos servicios tienen una dirección 

®®Parada, funcionarios y  em pleados especiales, etc., y  es sabido 

en la m ayo r parte de los pueblos de la R ep úb lica, el mo- 
^’niiento de los correos y  de los te légrafos no daría  ocupación 

P^ra una oficina sola. M an ten ien do la  separación de 
 ̂ Ciñas sólo  en las gran d es poblaciones, ¿no sería p osible y  con- 

^ ’ente reunir, en los otros pueblos, esos dos servicios en ung 
cargo  de una so la  dirección? P arécem e ev id en te que sí; las 

atajas de esta idea, que no es nueva en C hile, pues y a  antes

l’ÜN T tFK IA  
, UN IVERSIDAD
CATÓLICA f)[ 
VALPARAÍSO



se ha agitado, no pueden ocultarse á nadie; y  en otros p aíses 

e lla  se ha im plantado con é x ito  feliz.
A lg o  sem ejante pasa con el servicio  del R eg istro  C ivil, q u e  

e x iste  h o y  con una dirección separada y  em pleados indepen­
dientes. E s  del dom inio público  que, en la  inm ensa m ayoría  de 
las circunscripciones en que nuestro territorio  se d ivide para 
los efectos de este servicio, el trabajo  de los respectivos em plea­

dos es casi nulo y  no autoriza el gasto  que se hace en oficinas y  
personal. S e  podría, con positiva ventaja , en cargar este servicio^ 

en las referidas circunscripciones, á los m aestros de escuela, 
conservando oficinas y  em pleados especiales sólo en las grandc-s 
ciudades donde el m ovim ien to de la población es considerable. 

E s ta  reform a, que no es tam poco una idea nueva, tendría venta- 
jas^que son notorias: aparte del necesario ahorro, que .sería su 
in m ediata  consecuen cia, e lla  contribuiría  á a liviar la condición,, 

h o y  d ía tan precaria, de nuestros preceptores; ven taja  m u y im­
portante para un país com o C hile, que d ebe esperarlo todo de 

la  ilustración de sus habitantes. S e  daría  á los m aestros una 
subvención por este nuevo servicio; se les haría así m ás respe­
tables, y , por últim o, se m ejoraría el servicio del R eg istro  C¡v¡ > 
pues, á no dudarlo, estando ese servicio  á cargo  del maestro» 

que por lo regular es respetado y  considerado por los vecinos, lo^ 
obstáculos que h o y  se oponen á su correcto  funcionam iento, si 

no desaparecían del todo, se verían por lo  m enos m u y ate­

nuados. ' ‘ . .
U n  estudio  detenido de nuestra actual organización 

tra tiv a  haría  ver m uchos otros casos an álogos á los que aca  ̂

de indicar: la  tarea  de d ism inuir el núm ero de oficinas 
les sin perjudicar el servicio, sería fecun da y  sus benéficos res ^ 

lad o s dem asiado eviden tes para  que sea necesario ponderar o

•  «

M ateria  íntim am en te lig ad a  con la  a n t e r i o r  e s  la  de las

com patib ilid ades. ' . j
, Á  este respecto  puede tam bién decirse, en tesis 

á  m edida que una adm inistración progresa, las funciones 
servicio  tienden á  hacerse in com patib les con las funcio
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los dem ás. Pero es preciso no adelantarse á este progreso insti­
tu yen d o  incom patibilidades que el buen servicio  y  el grad o  de 
preparación social no hacen necesarias. .

C reo  que las incom patibilidades se han e x a g era d o  tam bién 
en C hile: y  al decirlo, quiero referirm e en p articu lar á las incom ­
patibilidades legislativas. '

S in  con ten tarse con las in com patib ilidades que estableció  la  
C on stitución , las cuales, á d ecir verdad, y a  no estaban á la a l­
tura de nuestro progreso, los legisladores han ido creando otras 

nuevas y  deján dose arrastrar por la pen dien te en gradación  
tan rápida que, h o y  por hoy, para ser senador ó diputado, se 

requiere tener suficiente fortuna para viv ir  en la capital y  aban ­
don ar tod a  ex p e c ta tiv a  de tener un puesto  público, por in d e­

pen dien te que él sea. T a n  lejos se ha llevado la exageración , q u e 
hasta se han in com patib ilizado las funciones legislativas con las 

m unicipales, sin que el espíritu acierte á com prender cuál es la  

razón de buen serv'icio ó de pú b lica  m oralidad que aconseje tal 
m edida. '

M e parece que no estam os preparados, ni lo  estarem os en 
m ucho tiem po m ás, para sacar provecho de un régim en tan 

avanzado; m e parece evid en te que, siendo reducida la clase g o ­
bernante de C hile, h a y  convenien cia en dar en trada al C on greso  
á los funcionarios públicos, y  que h a y  p erjuicio  en cerrársela; m e 

parece evidente, por últim o, que, si no se vu elve  atrás en este 
cam ino, los m ales del régim en actual, m ales que y a  em piezan 

á dejarse sentir, sé acentuarán y  llegarán á p rovocar una reac­
ción peligrosa.

L a  razón d ada para recom endar las incom patibilidades abso- 
utas, y  que consiste en decir que con ellas se indepen diza  al 

poder legislativo , es com pletam en te falsa. E n  general, los espf- 
•■'tus más indepen dientes en política, han sido los fun cionarios 

‘lue  han ten ido  asiento en el C ongreso. D esd e h ace años, la  
n iayoría de los em pleados públicos han estado de oposición en

C ám aras, y , eviden tem en te, m uchos, casi todos los em pleados 
que ap oyab an  al G obierno, hacían lo  con la m ás entera indepen­
dencia. B asta  recordar, (y  perm ítasem e c itar  nom bres que son 

ues^ o legítim o orgullo), basta recordar á L astarria , A m u n á te - 
u*. H uneeus, B ello , etc., para convencerse de esta verdad. N o
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tiene, pues, base a lgu n a en los hechos este argum ento  en favor 

de las incom patibilidades absolutas.
Y  todavía, si dud a de esto  quedara, al abrir las puertas del 

C on greso  á los funcionarios públicos, podrían adoptarse otras 

precauciones que hicieran ilusorio el peligro  de fa lta  de in de­
pendencia. E n  prim er lugar, se podría garan tir form alm ente á 
los em pleados la estabilidad en la posesión d e sus cargos; y  en 

segundo lugar, y  principalm ente, se podría abrir las puertas del 
C on greso  sólo á los em pleados de m ás elevad a categoría, á 

aquellos en quienes el P residente de la R ep ú b lica  no pudiera 

influir con prom esas de a'scensos ni con .serias am enazas de des­
titución; tales serían el d irector general de Correos, el presidente 

del T rib u n al de C uen tas, el d irector del T esoro, los generales 

del ejército, los profe.sores de instrucción superior, etc. Pero  e x ­
clu irlos en absoluto  á todos es una exageración  á todas luces 

perjudicial é infundada. Porque, tratán dose m u y á m enudo en 

los C on gresos de d ictar leyes sobre m aterias especiales, es ev i­
den te que no se consulta la ilustración de los d ebates ni la ati­

nada resolución de los problem as, a lejan d o del recinto  leg isla ' 
tiv o  á los m ism os funcionarios que, por fuerza, deben conocer 

m ejor esas m aterias. Y  en realidad, puede decirse que el C on ­

greso  de C h ile  no ha gan ad o  ni en sabiduría  ni en indepen­
den cia  con la  im plantación  de las incom patibilidades absolutas.

P or lo dem ás, en ningún pueblo las incom patibilidades son 

tan absolutas com o las que tenem os en C hile, país de cultura 

relativam en te atrasada. E n  todas partes, los publicistas miran 
estas incom patib ilidades m ás com o un ideal cu y a  realización 

debe perseguirse con em peño, que com o un principio adminis­

trativo  de inm ediata aplicación  práctica.
E n  Chile, sin em bargo, no se ha creído lo  m ism o; por desgra 

cia, los hechos están en cargán dose de probar que las leyes so  ̂

cia les se cum plen en todas partes y  que C h ile  no conseguí^ 
librarse de los m ales consigu ientes á las incom patibilidades a 

solutas.
C reo  que sería obra de verdadero  patriotism o el reform ar 

esta  p arte nuestra legislación  adm inistrativa. ^
E l régim en que, relativam en te á incom patibilidades, 

en C h ile  antes de la  C on stitución  del 33, es m u y d ign o  de a e
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ción  y  tal vez puede sum inistrar provechosas enseñanzas para 

llevar á fin cum plido la  reform a. E n  aqu ella  época podían en ­
trar al C ongreso, por regla  general, funcionarios de todas las 
catego rías de la  adm inistración; los pueblos eran enteram ente 

libres para elegir com o su representante á cualquier ciudadano, 
aunque fuese em pleado público. Pero, en cam bio, el G obierno 

no podía nom brar á un diputado ó senador para un cargo  pú­
blico  sin obtener próviam ente el perm iso de la  C ám ara  á que 

el representante pertenecía. L o s  m ilitares podían tam bién ser 
eleg id os d iputados ó senadores; pero desde su elección qu ed a­

ban independizados del E jecu tiv o , el cual, para hacerlos servir, 

tenía que im petrar la venia de la  respectiva C ám ara: nuestra 

h istoria  de entonces presenta m uchos ejem plos de esto que 

<ligo. •
*

D e  cap ita l im portancia, para que podam os tener una adm i­

nistración correcta, es el establecim ien to  de u n  buen sistem a de 

provisión de los em pleos públicos, que garan tice la  idoneidad 

de los funcionarios y  que asegure en el hecho á todos los ciu da­
danos lo que la  C on stitución  les h a  o torgado  ya: la igu al adm i­

sión de todos al desem peño de las funciones públicas.
H ab lan d o  (fon generalidad, puede afirm arse que en todos los 

países se nota h o y  la  tenden cia m arcada á aband on ar el sistem a 

d e nom bram iento simple  ̂ hecho á vo lun tad  del soberano, reem ­
plazán dolo  por el de nom bram ientos calificados: se som ete á los 

<lue aspiran á un puesto cualquiera  á una serie d e  concursos y  

d e  oposiciones cu y o  resultado es dar á conocer quiénes son los 

m ás m erecedores, ó bien se e x ig e , para la  provisión de un em ­
pico, la propuesta de a lgu n a corporación respetable, y  en se­

g u id a  se establece y  se respeta á toda costa  un sistem a racional 

' y  equ itativo  de ascensos y  prom ociones. D e  esta  m anera, los 

puestos públicos no son ni el botín  de un partido, ni el regalo  

de,un poderoso, ni el patrim onio d e u n a  casta: son propiedad 

d e  toda la nación, que se reparte á los m ás dignos. L a  adm inis­

tración alem ana, c itad a  com o un m odelo  en todos los países, 
debe en gran  p arte á esta  circun stan cia  su floreciente estado: 

ella, cad a  puesto  es el prem io m erecido que se discierne al
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m ás idóneo, y  cad a  ascenso es tam bién la  recom pensa de quien 
ha sabido conquistarlo.

E n  C h ile  la C onstitución  ha dado al P residente de la R e p ú ­
b lica  la  facultad  especial de nom brar á su volun tad  á todos los 
em pleados civiles y  m ilitares, con m u y cortas excep cion es. S in  

em bargo,’ diversas leyes secundarias han ido lim itan do en p arte 

esta  ilim itada facu ltad , establecien do de ordinario la previa 

propuesta de un je fe  ó de una corporación para proveer a lg u n o s 

puestos. A l  m ism o tiem po, la feliz in iciativa  de algun os jefes de 
oficina ha introducido  la  práctica, poco gen era lizad a  tod avía, 

por desgracia, de abrir concursos y  provocar oposiciones. Pero 

el cam in o que fa lta  aun por recorrer es d em asiad o  largo  para 
que podam os darnos por satisfechos.

Á  mi ju icio , aqu ella  tendencia por hacer calificados los nom ­

bram ientos, d ebe estim ularse en C hile, y a  que felizm ente ha 
lleg ad o  á pronunciarse. E x ig ir , para la  provisión de em pleos 

públicos, condicion es de técn ica  y  especial preparación ó la pro­

puesta  d e corporacion es respetables; establecer un sistem a serio 

de concursos á fin de que nadie se vea  ex c lu id o  de aquello  i  

que tiene el derecho de aspirar; trabajar, en una palabra, por que 

el servicio  público  esté en m anos de los m ás m eritorios, es, á mt 

ju icio , hacer obra de buena adm inistración  y  fecun da en felices 

resultados. ' .

E s  d e esperar q u e este punto d e tan a lta  im portacia no será 

d esatend ido  por los en cargad os de llevar á cabo la  reforma.

« «

S ien d o  la adm inistración  pú b lica  un organ ism o destinado á 

satisfacer necesidades perm anentes de la  sociedad, se com prefi' 

de sin esfuerzo que e lla  será tan to  m ás perfecta  cuan to  m ayo­

res sean su estabilid ad  y  su fijeza: en esto  consiste la ventaja ^  
las adm inistracion es que cuen tan larg a  v id a  y  que han llegado 

á  tener prácticas y  trad iciones que les dan un carácter propio y 

v igoroso . .
P ara  a lcan zar estas ventajas, uñó de los'e lem en tos más nece 

sarios es la form ación d e  un personal adm ini.strativo

q u e  h aga  de la adm inistración  su carrera d efin itiva y  que
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que tod a  su activ idad  é in teligen cia  al buen servicio  nacional; y  
en tre las m edidas que han de traer este resultado, figura un 

buen sistem a de provisión de los puestos públicos, punto sobre 

el cual he avanzad o y a  a lgu n as ideas.

P ero  esto  no basta.
E s  notorio  que en C h ile  no e x iste  la profesión de em p lead o  

público, en la  acepción elevada de la  palabra. ¿Por qué? Á  mi 
ju icio , principalm en te por dos causas: i.% porque nadie co b ra  
verd adero  afecto  á los em pleos adm inistrativos en un país en 
que la  carrera de em pleado ofrece tan pobres alicien tes al lad o  

de las seducciones continuas y  deslum bradoras de gran d es for­

tunas adquiridas en el tráfico de los n egocios particulares; y  2.» 

porque todos los em pleos públicos son en C h ile  m u y inestables.

P ara  suprim ir la prim era de estas causales, el rem edio está, 

com o todo el m undo lo  reconoce y  desea, en rentar m ejor á los 

em pleados, aunque se d ism in u ya su h o y  e x cesivo  núm ero, y  en 

respetar siem pre, á pesar de todo, un sistem a racional y  ju sto  

de ascensos y  prom ociones. C reo  que ésta es una de aquellas 

W edidas que no pueden en con trar oposición en parte alguna: la  
opinión la  reclam a desde h ace largos años, y  su utilidad es in ­

negable.
P ara  suprim ir la  segu n d a causal y a  referida, el rem edio está, 

naturalm ente, en asegurar á los em pleados, dentro de prudentes 

lím ites, la inam ovilidad  en sus destinos.
E n  efecto, para organ izar bien la  adm inistración , para co n ­

seguir que los em pleados se interesen en la  m ejora de los ser­
vicios que tienen á su cargo, es necesario que ellos se sien tan 

dueños de sus puestos y  que tengan la  seguridad  de que no se 

les separará sino por causas im parcialm en te calificadas. C u a n d o  

esa seguridad les fa lta  y  tem en á cad a  m om en to ser caprich osa- 

'^ente destitu id os, los em pleados, ó bien pierden tod o ap ego  á  

puesto  y  se lim itan  á desem peñ arlo  con m ala  volun tad , 6 
P ie n s e  con vierten  en sim ples m ecánicos in stru m en to s‘ d e los 

poderosos de quienes depen de su perm an encia ó su retiro. P or 

contrario, cu an d o la  adm inistración está  bien organ izad a  y  

funcionarios com prenden que son respetados, que dependen 
®ólo de la  ley , y  del superior únicam ente en lo  que la m ism a le y  

^^ermina, en tonces los em p leados tienden á e jercer sus fun-
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clon es con m ayo r conciencia, con m ás gusto  y  con m ás altas 
aspiraciones.

E n  una república y, sohre todo, en una república donde el 

parlam entarism o tiende á perturbar todos los servicios por su 

co n tin u a  intrusión en ellos, debe m antenerse á toda costa  el 

principio  d e la  inam ovilidad de los funcionarios; en algunos 
casos, la perm an encia de éstos en sus destinos, en especial 

cu an d o  tienen una personalidad p olítica  bien definida, podrá 

ser considerada com o inconven iente por la quisquillosidad de 

los partidos; pero, en últim o resultadó, es indudable que con esa 

con d u cta  gan ará la  adm inistración en perfección y  prestigio.

N o  es posible considerar los destinos públicos com o una 
g ra c ia  ó m unificencia del je fe  del E stad o , pues ellos deben 

siem pre concederse en interc's de la  R ep úb lica, y a  que todos 

los ciudad anos con trib uyen  á pagarlos; y  no se puede, por lo 

tanto, e x ig ir  á los em pleados identidad de ideas con el transi­

torio  je fe  que los nom bra para un puesto que debe durar siem ­
pre. L o  único que podría ex ig irse  (y  ello  es sin d ud a con­

ven iente) sería que los em pleados de confianza, cuando en 
con cien cia  no pudieran seguir la p o lítica  del gobierno, renun­
ciaran  sus destinos.

E n  C hile, por lo  que h ace el derecho, h a y  a lgu n as garantías 

para  los em pleados; pero en el hecho ellas no siem pre han m e­
recido deferencia. N o  hablem os de los ú ltim os tiem pos: en ellos, 
e l , derecho de la  guerra ha debido aplicarse con rigor. Pero, 

aun en períodos norm ales, los funcionarios no han sido respe­
tados.

C on ocido  es el precepto  constitucion al que establece diversa^ 
catego rías de em pleados para los efectos de su separación, y  

segú n  el cual h a y  en Chile:

1.“ L o s  em pleados que podrían llam arse de confianza, am o­
vib les al arb itrio  y  vo lun tad  del P residen te de la  R epública» 

co m o  son los em pleados de las secretarías m inisteriales, los 

m inistros d ip lom áticos, los intendentes y  gobernadores, los cón-. 

su les y  a lgunos consejeros de E stad o ;
2.° L o s  em pleados subalternos, á ín ovibles previo  inform e del 

je fe  respectivo, por ineptitud ú otra  cau sa que h a g a  inútil ó 

perjud icial su servicio; y
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3-° L os em pleados superiores y  jefes de oficina, am ovib les 

con acuerdo del Sen ado ó, en su receso, de la C om isión C o n ­
servadora, tam bién por ineptitud ú otra  causa que h aga  inútil 

ó perjudicial su sérvicio: de esta clase son, por ejem plo, los d i­

rectores de Correos, de T elégrafos, del T esoro, de C on tabilidad , 

los superintendentes de A d u an as y  de la C asa  de M oneda, etc., 

com o jefes d e oficina, y  los adm inistradores de aduana, los 

tesoreros fiscales, etc., com o em pleados superiores.

N ad a h a y  que observar respecto de los em pleados de la pri­
m era categoría; la  naturaleza de las funciones que ellos d esem ­

peñan e x ig e  que el Presidente de la R ep úb lica, de quien son 
representantes inm ediatos ó agen tes naturales, pueda separarlos 

siem pre que lo  estim e conveniente.
P or lo  que hace á los em picados subalternos, ha sucedido 

a lgo  m u y irritante: se ha violado de una m anera audaz el pre­

cep to  constitucion al afectando respetar su letra. D esd e m u y 

an tigu o  se ha observado la práctica  de pedir sim plem ente el 

inform e del je fe  y  separar en segu ida al em picado, aunque el 

inform e le sea del todo favorable. E s  evidente, sin em bargo, 
que lo que ha querido la  C onstitución , al establecer aquel 

precepto, ha sido ev itar que el P residente de la  R ep ú b lica  
ó alguno de sus m inistros pudiera, á su antojo, separar á los 
^nipli;ados de la nación; d ebiendo las leyes entenderse en un 
sentido racional, sería absurdo suponer que los con stitu yen tes 

33i hom bres que dieron pruebas repetidas de in teligen cia  y  
patriotism o, quisieron estam par en la C onstitución  un precepto 

<̂ ue habría sido á los ojos de todo el m undo una verd adera 
burla. .

L a  reform a que tienda á suprim ir este abuso y  á hacer ne-, 
ccsario el inform e desfavorable para separar á un em pleado 

subalterno, se im pone con urgen cia y  es de creer que no será 
olvidada. ' ‘

. R esp ecto  de los jefes de oficina y  los em pleados superiores,

bien no ha habido  de ordinario vio lación  de la  le y  de parte 

 ̂ G obierno, ha habido  á m enudo d e parte de ellos una con- 
.̂ ‘^pción errada, á mi ju icio , de sus deberes: han creído q u e  

o cam bio  de G obiern o que llevab a  al poder á sus adversarios 
■ticos (que eran no pocas veces sus am igos personales), los



p on ía  á ellos en la  obligación de resignar sus puestos, y  á m enu­
do  se han visto  servicios enteros d esorganizados por esta sola 
causa. S e  com prende que, tratándose de cargos esencialm ente 
políticos, com o el de inten den te ó gobernador, d eb a  observarse 

esa  conducta; pero no se com prende que ella  se observe tam ­
bién cuando se trata de otros em pleos adm inistrativos (que son 
los m ás) en los cuales no ex iste  otro interés que el del buen

servicio. •
N o  se d ivisa  razón algu n a para que un cam bio en la política 

d el G obierno provoque la renuncia de los em pleados opuestos á 

la  política nueva; lo natural, por el contrario, es que ellos, res­
petando la  política gubern ativa, perm anezcan en sus puestos 
cu m p lien d o  sus deberes, cualesquiera que sean las ideas del 

M inisterio. Y  es indudable que éste fué el propó.sito de la C on s­
titución  al consagrar aquel precepto: se quiso, en prim er lugar, 
d a r  garantías de estabilidad á los funcionarios, y  en segundo 

lugar, im prim ir unidad p?rfecta á tod a  la adm inistración; ésta 
no  debe m odificarse aí capricho, que d iariam en te cam bia, de 

M inisterios efím eros; y  los jefes de oficina y  em pleados supe­
riores colocados á firme en sus puestos y  conocedores á fondo, 

por lo tanto, de las necesidades del servicio, deben m antenerse 

en sus dcstino.s, alejados de los m ovim ientos sorpresivos y  ̂
m enudo estériles de la  política, y  guardand o las tradiciones a 
m inistrativas é im prim iendo unidad, firm eza y  carácter propio

á  toda la  m áquina.
P or cierto que esto, m ás que disposición legal, debe ser prác­

tica  adm in istrativa  introducida en las costum bres: habría con­

veniencia, para que la  adm inistración m archara bien, en q^ 
todos se penetrasen d e estas ideas y  les rindie3en obediencia-

L a  parte que á la le y  debe corresponderle en esta m ateria, es 

la relativa á determ inar claram ente cuáles son em pleados supe­
riores ó je fes  de oficina y  cuáles son em pleados subalternos, y  
d ebe tratarse, á mi juicio, de ex ten d er aquellas designaciones a 

m ayo r núm ero posible de funcionarios, siem pre que ello  no sea 

un obstácu lo  para el buen servicio.
E n  algunas de las leyes que se han d ictad o ú l t i m a m e n t e  en, 

tre  nosotros, se ha tratad o de satisfacer esta tendencia. T a  * 

sucedido, por ejem plo, con varias oficinas de hacienda: las o
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leyes de 20 de enero de 1883, que reorganizaron, la prim era, las 
o ficinas de aduana, y  la segunda, las direcciones del T esoro  y  de 
la  C ontabilidad , así com o la le y  de 20 de E n ero  de 1888, que 
reorganizó el T rib u n al de C uen tas, consultan disposiciones so­

bre esa m ateria y  en ese sentido.
Sin  em bargo, esta d istinción entre em pleados superiores y  

subalternos, que tiende á dar solidez á la adm inistración, no 
está  hecha en todas las leyes, y  aun en la  práctica  ha ofrecido 
dificultades. E n  varias ocasiones, por ejem plo, el gobierno se 
h a  visto  en la  necesidad de consultar á las C ortes de A p e la c io ­
nes para saber si los notarios son ó no em pleados superiores ó 
jefes de oficina. Y  com o éste h a y  m uchos otros casos en que la 

especificación no existe.
Sería  sin duda conveniente hacer, resp ecto  de todas las 

oficinas adm inistrativas, lo  que las ya  citadas leyes han hecho 
respecto  de algunas oficinas de hacienda: gan aría  asi la adm i­

nistración en estabilidad, en prestigio  y  en garantías de buen 

funcionam iento.
•  '

E n  un estudio  rápido, com o m e he visto  ob ligado  á hacerlo 
yo , de nuestra reorganización adm inistrativa, no es posible es­

tudiar y  d ilucidar con exten sión  los m uchos com plicados pro­
blem as que presenta la m ateria. P or esto m e he lim itado á 
insinuar aquellas m edidas que, á mi juicio , son más im portantes 

para asegurar el é x ito  de la reform a.
S i las ideas que he tenido el honor de avanzar y  que no son, 

por lo dem ás, invención mía, sino fruto de la  exp erien cia  de 

todas las naciones, son tom adas en cuen ta por los en cargados 
d e efectuar la  reform a, ésta puede traer inestim ables beneficios 

al país; y  ten go la convicción de que, si se las desatiende, no se 

hará sino ahondar los m ales, y a  bastante graves, de "nuestra 
a ctu a l organización  adm inistrativa. .

/
S a n tia go  de C h ile , 19 de abril de 1893.

A r m a n d o  Q u e z a d a  A .
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L A  M O N E D A  Y  L O S  C A M B I O S

CONFERENCIA DADA EN LA BOLSA COMERCIAL EN MAYO DK 
1892 POR DON PEDRO LUCIO CUADRA, MIEMIiRO D E L A  "SO­

CIEDAD CIENTÍFICA DE CHILE.m

. I .

. H e accedido gustoso á la  indicación que se m e ha hecho 
para ocupar la tribuna en esta ocasión, con el propósito de traer 
un pequeño contingente á la  labor de civilización  y  de progreso 

que procura realizar la "S o cied ad  C ien tífica de C h iles. •
E s ta  Sociedad, nacida á los im pulsos nobles y  patrióticos 

de algunos ciudadan os franceses am antes de las ciencias, se 
propone, com o m edio de ilustración y  de propagación de ellas, 
no sólo la  lectura de m em orias ó investigaciones científicas con 
que todos los países contribuyen á la obra general y  grandiosa 
del ensanche de los conocim ientos hum anos, sino que ha que­
rido tam bién, por m edio de conferencias públicas, propagarlos 

en condiciones que sean accesibles á la  generalidad  de los ciu­

dadanos. •
E stas conferencias, celebradas con tan ta  ven taja  en otros 

países, contribuyen eficazm ente á despertar entre los que las 
escuchan el am or al estudio  y  á la adquisición de conocim ientos.

N o son sólo los fenóm enos de las ciencias naturales y  exactas 

los que abraza el cam po de acción de esta S ocied ad , pues com ­
prende tam bién d  cam po no m enos vasto  é . interesante de las 
ciencias sociales y  principalm ente lo que se refiere á la vida 

económ ica de los pueblos. '
Con el fin de cum plir de la m ejor m anera posible la honrosa 

designación hecha en mí, para la  exp osición  de algunos fcnó 
m enos relacionados con la m oneda y  los cam bios, creo necesatio 

d esarrollar previam ente, con toda la brevedad que m e sea po­
sible, algunos de los accidentes vinculados á la situación actúa 

del m ercado m onetario en C hile, sus espectativas para el p c '
venir, y  algunas ideas que, á mi juicio, convendría poner eo

ejecución.
P ara  aclarar m ás esta  exposición , se hace necesario recor a
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á la  concurrencia los princii)ios fundam entales que se relacionan 
co n  la  m oneda y  los sistem as m onetarios. Y  aun cuando ello  
no ten ga  n ovedad  para los señores que m e escuchan, conviene, 

sin em bargo, en un ciarlos para la  m ejor apreciación de los h e­
ch o s que se exp o n d rán  en seguida.

I I  .

D esd e los tiem pos prim itivos de la  hum anidad, la  satisfac­

ció n  de las necesidades del hom bre ha e x ig id o  el cam bio de ar­

tículos producidos por unos y  necesitados por otros. E ste  fe­

nóm eno, sencillo  en su origen y  sim ple en su ejecución, fué 

tom and o m ás y  m ás increm ento y  ofreciendo cada d ía  nuevas y  
variad as circunstancias, á m edida que la civilización  se propa­

gaba. A l  sim ple trueque de un ob jeto  por otro, sucedieron los 

procedim ientos destinados á fraccion ar estas operaciones y  á 

ap licar el sistem a á objetos de la  m ás variad a  im portan cia y  

utilidad.
C u an d o el hom bre fué con stitu yen d o  aldeas ó pueblos, los 

cam bios tom aron m ás ensanche, y  cuando las agrupacion es d e  
hom bres se establecían  con cierta indepen dencia en d istin tas 

localidades d e un territorio, el cam bio  de productos tom aba 
n uevas fases y  se p restaba á d istintas com binaciones.

M ás tarde, disem inados los h abitantes en tod a  la  superficie 
<le la  tierra, parecía que poco  de nuevo había de ofrecer el in­

tercam bio de productos naturales é industriales.
S in  em bargo, las rápidas com unicaciones telegráficas y  d e  

transporte de que puede en orgullecerse el presente sig lo , h a  v e ­

nido á  presentar este fenóm eno económ ico en condicion es tan  
desarrolladas é interesantes, que abraza por com p leto  tod a  la  

v id a  social, llegan d o  á establecer el ilustre B a stiat q ue el cam bio  

es la  sociedad m ism a y  el principal agen te de la civilización  de 

ios pueblos, que no se con cibe sociedad sin cam bio, ni cam bio  
sin sociedad. * •

I I I

S i en el estad o  prim itivo  d e  las sociedades un lab rador po­
seía un b u ey  y  n ecesitaba proveerse de varios artículos in d isp en - 

k e v i s t a  f o r e n s e . — t o m o  vni 43
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sables, se com prenderá fácilm ente las d ificultades que se le 
presentarían para obtener los diversos objetos, sobre todo si 

debía de trocarlos á div'crsas personas. L o  probable es que 
cam biara prim eram ente su anim al por otra m ercadería, com o 
trigo, por ejem plo, con la cual podría efectuar los diversos ca m ­

bios de los artículos que deseaba obtener. ,
S i suponem os qu? obtuviera vein te  hectolitros de trigo  por 

su anim al, se com prende sin esfuerzo que, fraccionando la  m er­
cadería obtenida, podría sin dificultad  proporcionarse por m e­
dio  de diferentes operaciones de cam bio  los artículos de trabajo  

ó de a lim ento  que necesitase.
E l  trigo, en este m ism o caso, es una m ercadería que sirve de 

interm edio para que las d iversas operaciones d e cam bio que 
hem os supuesto, puedan efectuarse sobre la  base de una p er­

fecta equidad.
A l  m ism o tiem po, puede com prenderse que, á m ás del servi­

cio prestado por esta  m ercadería interm ediaria, puede e lla  tam ­

bién servir com o unidad de m edida para apreciar la  im portan ­

cia  relativa  de los distin tos cam bios.
A s í  es que, si los vein te hectolitros d e trigo  los d istribu yó  

dan do diez por una m áquina agrícola, seis por un caballo  y  cu a­

tro  por otros artículos destinados á su alim entación, se puede 

apreciar con bastan te ex a ctitu d  la im portan cia relativa  de cada 

uno de los objetos adquiridos.
Á  este producto que ha servido de interm ediario para facilitar 

los cam bios, á la vez que de unidad de m edida, es al que se da el 
nom bre genérico  de moneda. L a  im portan cia  de e lla  es notoria, 

y  las variedades de sustancias que á este propósito  pueden d es­

tinarse son infinitas, habiendo algu nas que, por sus d iversos ca ­

racteres físicos, se prestan m ás que otras para este objeto.
" L o s  tres reinos d e  la  n aturaleza  han prestado á los pueblos 

m odernos y  de la  an tigüedad  diversos ejem plos de m oneda; pero 

principalm en te les han servido los productos de la  tierra y  lo-̂  

m inerales. ^
E n  los tiem pos prim itivos se han em pleado los anim ales y  

los éueros; m as tarde, el fierro por los laccdcm onios y  el cobie 
p or los rom anos. B arras de d iversos m etales se han usado en 

otros países. E l  té en la  T artaria , y  principalm en te el oro y
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plata  desde la época m ás rem ota hasta nuestros tiem pos. Estos- 
m etales, por sus diversos caracteres, puede decirse que consti­
tuyen  la  m oneda por excelen cia. ,

D eten ién don os un poco en la  observación del fenóm eno eco ­
nóm ico que se ha descrito, á fin de ver cuáles serán las peculia­

ridades de que deberá estar dotada la m oneda, se llegará  induda­
blem ente á la  conclusión de que, si la sustancia que desem peña 

ese rol no tiene una verdadera utilidad y  la  cantidad que d e 
ella  se em plea no guarda perfecta equidad ó igualdad de va lor 
con la  otra  sustancia cam biada, la  operación del cam bio no se 
efectuaría, porque el que adquiriera esa m oneda podría segu ra­
m ente encontrar serias d ificultades para cam biarla  por los otros 
o bjetos útiles que deseaba adquirir.

A s í  es que la  prim era y  prim ordial cualidad que debe ten er 

una sustancia para servir de m oneda, es que sea una m ercade­

ría que ten g a  una utilidad  de la m ayor estabilidad posible.

L a s  otras condiciones, de un orden inferior, pueden clasifi­

carse com o sigue, según el célebre econom ista in glés S ta n le y  

Jevons: facilidad de transportarla, indestructibilidad, h o m o g e­
neidad, divisibilidad, estabilidad  en el va lor y  caracteres fácile.s 
de reconocer.

Facilidad de transporte.— mone da  de fierro que dió L ic u r­
go  á los lacedem onios, no satisfacía  esta condición, por el enor­
m e peso que era necesario transportar para va lores de poca consi­

deración. U n  gran núm ero de las sustancias em pleadas com o 

m onedas en la antigüedad, carecían de estos caracteres; al trigo  

m ism o, á pesar de su utilidad  tan reconocida, le  fa lta  esta  im ­
portante condición.

L a  inalterabilidad de la m oneda casi no necesita  exp licació n , 
desde que, d ebiendo servir de unidad de m edida de los valores, • 

conviene se m an ten ga inalterable durante el m ayor tiem po po­
sible. '

E n  caso idéntico  se en cuentra la homogeneidad, cualidad  que 

presentan d e  ordinario los m etales preciosos. M ientras que h a y  
gran variedad  de va lor en tre cantidad es iguales d e trigo, nô  

e x iste  esta diferencia en barras m etálicas, cualquiera que sea la 

parte del m undo donde hayan tenido su origen.

L a  divisibilidad de la sustancia  que sirve de m oneda, es o tra
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condición inapreciable, y a q u e  las necesidades que e lla  d ebe sa­
tisfacer en los cam bios e x ig e n  que á la  vez que puedan d ivid irse 
en pequeñas parcialidades, pueda tam bién recom ponerse en un 

todo, sin m enoscabo en su valor. S i el poseedor de una piedra 
preciosa debiera satisfacer con ella, por m edio del cam bio, d i­
versas necesidades, es eviden te que si la fraccionara en tan tas 
partes cuantos fueran los cam bios por efectuar, m enoscabaría 

considerablem ente su valor, y  si vo lvieran  todas esas parcia li­

dad es al poder de un solo  individuo, no le seria posible resta­
b lecer su va lor prim itivo.

L o s  m etales ofrecen á  este respecto todas las condiciones d e­

seables. •
L a  estabilidad en el valor de la  m oneda es otra éondición 

esencial para que p ueda servir com o unidad de m edida. C o n ­
vien e que los esfuerzos ó el trab ajo  necesarios para obtener un 

k ilogram o  de m oneda, no depen da de los accidentes del clim a 
ó de otras circunstancias extrem ad am en te variables, que dar/an 
por resultado que aquello  que se tom ase com o unidad de m e­
did a, fuera susceptible de intensas variaciones. E l  trigo  y  los 

d em ás productos agrícolas presentan esta  d ificultad.
L o s  m etales preciosos son h asta  ahora, de todos los p rod u c­

tos naturales, los que llenan m ejor estas condiciones. • 
S ien d o  indestructibles estos m etales, la  nueva produccic5n de 

ca d a  año vien e á aum en tar la  m asa ex isten te , y  siendo esa pro­

d ucción  insign ifican te con relación á la  m asa y a  acum ulada, no 
pueden ocasionarse sino variacion es m u y  lentas en el va lo r  de 
estos m etales. . '

S e  estim a en n oven ta  m illares d e francos la  producción de 

m etales preciosos que ha ten ido  lu g ar después del descubrí- 
m iento de la A m érica, de los cuales cincuen ta  m illares corres­

ponden á la  p lata  y  cuaren ta  a l oro ( i) . D e  estas sum as, una 

p arte  ha sido em pleada en usos ind ustriales y  o tra  destruida y  

perdida. S e gú n  las estad ísticas m ás d ig n as de fe, el oro  am o­

nedado alcan za  á  d iecisiete m illares y  m edio, y  la  p lata  am one­

d ad a  á trece y  m edio m illares.
L a  producción de las m inas d e p lata  en la  actualidad  puede

( i )  L eroy Rkauliku, Précisde Economie roUlique.
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apreciarse, com o térm ino m edio, en seiscientos m illones de 
francos anualm ente, y  la  producción de oro en quinientos cin ­
cu en ta  m illones. '

. H ay , pues, m u y pocas m ercaderías, según lo observa L e ro y  
B eaulieu , en que l?i producción anual sea una parte tan peq u e­
ña dcl stock existen te, siendo esta una poderosa razón para la  

estabilidad  en el valor d? estos m etales, respecto á las dem ás 
' producciones.

P or últim o, el oro y  la  p lata  cum plen con la  ú ltim a de las 
condiciones e x ig id a s  para el uso de una m ercadería com o m o­

neda.
. ♦

P or su color, sonoridad y  dureza, es fácil reconocerlos, al m is­

m o tiem p o que difícil su falsificación.

I V

E stab lecid as y a  las condiciones m ás im portan tes de la  m o­

neda, lleg a  el m om ento de ve r  qué rol corresponde, á los g o ­
biernos en su preparación. ' 

E l  cam bio  se ha establecid o  en los pueblos en fuerza de ra­
zones superiores é inevitables. N o  han sido d isposiciones d e  
la  autoridad las que le hayan  d ado vidci, y  qo  es e lla  tam p oco  
la  que necesita ingerirse en el cam p o de libertad  en que el ca m ­

bio  se desarrolla. '
P ero  com o con vien e que h a y a  a lg u n a garan tía  respecto  de 

la  legitim idad  de la  unidad m onetaria, sin o b lig ar á los con tra­

tan tes á frecuentes y  repetidas com probaciones, se ha estab le­

c id o  con buen é x ito  que la autoridad p ú b lica  im prim a sobre el 

m etal destinado á servir de m oneda un sello  que p erm ita  con o­

cer el peso y  la  calidad  de m ateria  en e lla  contenida.
L a  intervención de la  autoridad en la  fabricación de la  m o­

neda, ha d ad o  lu g a r á  continuas alteracion es en su valor, á 

pesar de con servar el nom bre prim itivo. A lg u n o s monarca.s, 

privados de recursos para  los gasto s del E stad o , acudieron con 

frecuencia al exp ed ien te  da adu lterar el peso y  calid ad  de la  

m oneda, creyen d o  tal vez que lo  que le  d ab a  su poder de ad- 
<iuisición, era el sello  d e la  autorid ad  y  no  el va lor de la  sus- 
t'incia. D e  este  m odo, según lo  observa M r. C hevallier, la  libra
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francesa, á  fines dcl sig lo  pasado, no conten ía  m ás que una 

o ch en ta  y  siete ava  parte de la  p lata  fina que la  m ism a m oneda 
conten ía  en la época de C arlom agn o; reducciones todas o p e­
radas por sucesivas falsificaciones ordenadas por d iversos sobe­

ranos.
E l com ercio, á fin d e evitar las perturbaciones consiguientes 

á  las alteracion es en la  m oneda, estableció  en los bancos de 
H am b u rgo  y  A m sterdam , una unidad m onetaria llam ad a marco 
de banco, igual á un peso determ inado de plata, que nunca lle­

gó  á recibir sello  de gobierno a lgu n o y  que sólo se trasp asaba 

de una persona á otra  por m edio de la  con tabilidad  de dichos 

•establecim ientos.

V

L a  im presión puesta á las m onedas por la autoridad pública 
ha dado origen  á los d iversos sistem as m onetarios. E l oro y  la 
p la ta  han sido aceptados por todas las naciones m odernas com o 

base de su sistem a.
D esd e el m om ento en que sim ultáneam ente estos dos m eta­

les deben ejercer las funciones de m oneda, surge la  cuestión si­

guiente:, ¿Será posible establecer una relación fija y  estable 

•entre los valores de dos m ercaderías? ¿Podría la  autoridad pu­

blica  d eterm inar de antem an o y  para siem pre el precio de un 
hecto litro  de trigo? U n a  lig era  observación b asta  para  r e c h a z a r  

•semejante suposición. A u n q u e  es verdad  que los m etales de 

que hablam os tienen bastan te  estabilid ad  en. su valor, que no 
perm ite que h a y a  gran d es fluctuaciones en un corto  p e r í o d o  de 
tiem po, no sucede lo  m ism o cuando se trata  d e rv a lo r  relativo 

d e  los dos m etales d urante una serie de años. '
Segú n  L e ro y  B eaulieu , en la  antigüedad  una porción dcter 

m in a d a  de oro t e n ía  un valor que variab a  fr e c u e n t e m e n t e  en 

t r e  ocho ó d iez veces m ás que igual peso en plata. S e  

« sta  relación de uno á d iez durante la  m ayo r parte de la I'- ^  ̂

M edia. E n  e l  sig lo  X V I  las nuevas m in a s  de p lata  j g
en  A m é ric a  hicieron variar esta  relación hasta  llegar á â̂ ^̂  

uno á quince, es decir, que una unidad de oro era e q u iv a  

á  q u in ce de plata. M ás t a r d e , esa relación fluctuó entre ca o .
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ce y  quince y  m edio por uno. P or últim o, desde 1873, esa 
proporción se ha elevad o gradualm ente á vein te y ,  vein tid ós

por uno. , • _
L a s  principales causas, según el econom ista recientem ente 

citado, han sido las m odificaciones acaecidas en la  producción 
anual de am bos m etales. L a  producción de p lata  ha crecido 
enorm em ente, m ientras que la  del oro m as bien ha dism inuido, 

y  tam bién ha influido la  reducción en el uso que com o m oneda 
han hecho de la  p lata  algunas naciones im portantes. E n  fin, el 

oro e s 'p a ra  la  sociedad rica un instrum ento de cam bio  mucii.) 
m ás perfecto  que la  plata. ( L e r o y  B eaU LIK U , Eco m vU ap o ­
lític a .) ' ,

E n  los años transcurridos de 1851 á 1855, la  producción 

de la  p lata  sólo  alcan zó  al 22 por cien to de la  producción 

tota l de los dos m etales. L le g ó  á 43 por cien to en el período 

de 1871 á 1880, y  pasó del 50 por ciento en los años de 1881 

á  1885. • '
E l  uso de estos dos m etales com o m oneda, h a  d ado lugar 

á  diferentes sistem as m onetarios, y  todos están  de acuerdo 
en que ellos deben em plearse sim ultáneam ente y  en que no es 
posible determ inar la  relación de sus valores por m ed io  de 

leyes.
A lg u n o s  países han querido establecer fuerza liberatoria  de 

las obligacion es en uno solo  de estos m etales, dejan do  las p ie­
zas del otro m etal som etidas á todas las fluctuaciones del m er­
cado. O tros, ap oyán d ose en la  relación casi con stan te en que 

se m antuvieron el oro y  la  p lata  en el sig lo  pasado, estab lecie­
ron su sistem a m onetario d ándole á cada uno d e los dos m etales 

fuerza 'lib eratoria  ó calidad  de m oneda legal.
M uch o .se ha discutido en los ú ltim os años sobre los m éritos 

y  defectos de am bos sistem as, sin que h asta ahora los m onom e- 

talistas ó los b im etalistas hayan  abandon ado el cam po, á pesar 

de que la  depreciación sucesiva  de la  p lata  en los ú ltim os vein ­
te años, h a ya  d ebilitado  considerablem ente los argum entos en 

favor del b im etalism o. ,
L a  In glaterra, la  Suecia, la  N o ru ega  y  la  D in am arca, los E s ­

tados U nidos, la  H olan d a  y  la  A lem an ia  tienen com o padrón 
único el oro, y  la  m oneda de p lata  que en esos países circula.
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sólo  tiene el va lor que su sello  le asign a  dentro  'de las fronteras 
d e su propio país.

I.as Indias orientales y  otros países asiáticos, tienen com o 
padrón legal la m oneda de plata.

L a  F ran cia, por le y  del año X I ,  fijó su unidad m bnetaria en 

el franco, ó sea, una pieza de p lata  de cinco gram os de peso con 
nueve décim os de fino; pero la  m ism a le y  establece m onedas 
d e  oro d e vein te y  cincuenta francos, sobre la  base de que una 
unidad en peso de oro fino eq u ivale  ex a ctam en te  á  quince y  

m edia  unidades de plata.

U n  sistem a m onetario idéntico  establecieron después la  B é l­
g ica, la  Ita lia  y  la  Suiza, y  estas cuatro  potencias, unidas por un 

pacto  internacional, asignaron va lo r  legal á todas las m onedas 
fabricadas en estos países, dentro del territorio  de las partes 
contratantes, ‘ '

L a  depreciación sobrevenida á la  p lata  después del afio 187J 

y  la  acuñación ilim itada de ella, habría necesariam ente privado 

d e  la m oneda de oro á estos países de la  unión latina, en cu m ­
plim iento del a x io m a  económ ico conocido desde antigu o y  que 
los ingleses denom inan con el nom bre de ley Greshain, en virtud 

d e l cual, cuando h a y  en circulación m onedas de igu al valor no­

m inal, pero de valor absoluto  distin to, la  m oneda de inferior 

clase  e x p e le  siem pre á la de m ejor.
P ara  ev itar el a le jam ien to  de la  m oneda de oro, los países 

que form aron la  unión latina necesitaron prim eram ente acor­

d ar ciertas restricciones en la  acuñación de la  p lata  y  m ás tarde 

la  suspensión absoluta. S ó lo  de este m odo han podido m ante­
ner sus m ohedas de oro eh circulación, sin que su m oneda co­

rriente d eclin ara  en el precio, y  conservando la plata, puede de­

cirse, sólo  las funciones de m oneda divisionaria.
E sto s países, aun cuando regidos p o r leyes que dan fuerza 

lib eratoria  á am bos m etales, en el hecho han venido á q u e d a r  

b ajo  el régim en m on om etálico  del oro, puesto  q u e  la plata no 

.se am on eda ahora librem ente.

V I

E l sistem a m on etario  de Chile, o rgan izad o  por le y  de 1̂ 5 
tien e a lgo  de an álogo  al sistem a francés, pues e s t a b le c e  cornO'
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unidad m onetaria el peso, de vein ticin co  gram os con le y  de nue­
v e  décim os de fino, m oneda que equivale ex a ctam en te  á c in co  
francos de plata.

L a  m ism a le y  dcl ailo  51, dispone que h a ya  tam bién m o­
nedas de oro de va lor de d iez pesos, estab lecien do  co m o  

relación entre una unidad de oro y  otra  de p lata  la  de uno á 
dieciséis.

T o r otra  parte, tam bién autorizan las leyes v igen tes en C h ile  

la  libre am onedación para los particulares que introdu7.can pas­
tas de oro ó  p lata  á la C asa  de M oneda,

E n  estas condiciones, este país, si no ' se en con trara bajo  el 
régim en dcl curso forzoso, sólo  tendría por única m oneda la d e  
p lata , desde que en la  actualidad el valor efectivo  d e un có n d o r 

(oro) en el m ercado inglés, es igual al de 15 pesos fuertes ch i­
lenos, por lo cual nadie daría en C h ile  un cón dor por d iez p esos 

plata, cuando en el e x te rio r  podría obtener por él 1 5 pesos. E n  

otro s térm inos, con la  m oneda de oro en Chile, podrían obte- 

tcnerse en el m ercado letras sobre L on dres á  45 peniques p o r 

peso, y  con la  m oneda fuerte de p lata  no podrían obtenerse á  
m ás de 30 peniques, que es el valor efectivo  de la p lata  con te­
nida en un peso fuerte chileno. ^

F á cil es calcular que, si por m ejoram ientos sucesivos del cam ­
bio  internacional en C hile, llegase á obtenerse por la  m oneda 

corrien te un cam bio  de 30 á 32 peniques, com o lo  tuvim os hace 

cu atro  ó seis años, nos en contraríam os bajo  el régim en de la  
circulación  m etálica  de plata. 1 ,

E s  verdad que tod avía  distaríam os m ucho del m om ento en 
que pudiéram os obten er m on eda de oro, pues sería necesario  

niodificar considerablem ente nuestro régim en m onetario actual 
para que pudiéram os tener d ich a m oneda.

F elizm en te, com o h a y  tod avía  bastan te cam in o que recorrer 
y  m uchos esfuerzos que realizar para llegar á la circulación de 

 ̂ p lata, ó sea, el cam bio  de 30 peniques, tenem os aun sobrado 

tiein po para  m ed itar si en d efin itiva  nos quedarem os con la  

’Tioncda lega l d e  plata, ó si continuarem os entonando m ás y  

m ás nuestra unidad m on etaria  h asta a lcan zar los 45 p en iques 

peso que representa el cóndor, ó los 48 peniques que repre- 
•''Cntan cin co  francos ó un quinto  de lib ra  esterlina.
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V I I

E x p lic a d o  el uso de la m oneda en los cam bios interiores, v e a ­
m os ahora qué rol desem peña en el intercam bio con las nacio­
nes extran jeras. .

' G eneralm ente, las m ercaderías que un país necesita im portar 
del exterior, están m edidas por los artículos de que los nacio­

nales pueden disponer com o sobrante de su producción ordinaria  
para proporcionarse artículos extran jeros.

E ste  ex ced en te  exp erim en ta  continuas fluctuaciones, según 

sea que la producción d e l país la proporcionen la  agricu ltura, la 
m inería ó las industrias fabriles. U n a  dism inución considerable 

en la producción de los artículos que se necesita en viar al e x ­
terior, o b lig a  al com ercio  en cargad o  d e  co locar las m e r c a d e r ía s  

extran jeras, á enviar com o artículo  d e retorno la m oneda m etá­
lica en circulación. ■ '

S i la dism inución en los productos nacionales se m antiene 

p or algún tiem po, la m oneda puede llegar A ser insuficiente para 
las transacciones interiores, y  en tal caso, la autoridad pública 

podrá neutralizar la acción del desequilibrio  del com ercio e x te ­
rior sobre la  m oneda m etálica, autorizan do la circulación de 

m oneda fiduciaria no con vertib le en m atálico, dentro de un 
p lazo  m ás ó m enos largo  y  que sea necesario para r e s t a b l e c e r  

el equilibrio  perdido.

D e  este m odo, la m oneda m etálica  en circulación es un 
g u iad o r d estinado á neutralizar las v io len tas alternativas q̂ t̂  

puede exp erim en tar el com ercio  de los pueblos entre sí.
L a  convenien cia de conservar una regu lar ex isten cia  de^mo- 

ncda m etálica  en el país, ha inducido á establecer en las divci 

sas legislaciones bancarias, que no puedan em itirse billetes  ̂

pequeño valor, ob ligan d o  de esta  m anera á que todas las tra» 

sacciones m enudas se efectúen con intervención de la tnonc a 

m etálica. ,
N o  sólo  en los casos de deficien cia de los a r t í c u l o s  dê »"̂  ̂

torno, se ve  un país ob ligad o  á reem p lazar la  m o n e d a  

por una o bligación  á p lazo  indeterm in ado em itid a por 
eos ó el E sta d o  m ism o, con el carácter de curso fo rz o so . ‘
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conflictos políticos ó internacionales en que un E stad o , no pu- 
d icndo proporcionarse los recursos necesarios en breve tiem po 

para dom inar la  situación, acude al sistem a de em itir o b lig a­

ciones que desem peñen las funciones de m oneda, y  que le 
perm itan usar, por v ía  de préstam os, de una parte ó del todo 
del circu lante m etálico. M ientras la can tidad  de papel no 
com p lete  la  cantidad  de m oneda que circula, el valor del papel ' 
m oneda no d iferirá m ucho del de la m oneda m etálica  que 

reem plaza. ,
P ero  las necesidades del E sta d o  se m antienen y , á fin de 

atender á los gastos que m uchas veces son im postergables, se 
em ite m ás y  m ás papel para satisfacer esas necesidades. E n to n ­

ces es fácil com prender cóm o á cad a  nueva em isión de papel 
corresponderá una m ayo r depreciación en el valor del signo 

m onetario.
L o s  países no han m enester una can tidad  ilim itada de m o­

neda. P or el contrario, e lla  depende del m onto de sus transac­

ciones y  del perfeccionam iento de sus sistem as de cam bio. E sto  
ex p licará  por qué en ocasiones, sin haber variado la  cantidad  

<le papel circulante, el valor d e la  m oneda m ejora si ha habido 

aum ento en la  producción nacional.
E s  llegad o  el m om en to de m anifestar icómo se m ide la d e ­

preciación de la  unidad m onetaria. P ara  esto  es nc(¡:esario esta­

blecer el valor de una m oneda m etálica  d ad a  en unidades de la 

m oneda circulante: tal sería, por ejem plo, si d ijéram os que la 
libra esterlina va le  catorce pesos. O tro  procedim iento es fijar 

valor en m oneda de oro de una u n idad  de la m oneda co 

•Tiente: tal es, por ejem plo, cuando se d ice que el peso chileno 
Vale 17 peniques. '

Á  la  m edida de la  unidad rhonetaria en m oneda de oro se 
ílam a tam bién cambio, por exten sión  del significado de esta 

niism a palabra y  por estar tan íntim am en te relacion ada con el. 
<^iiomeno á que se refiere la p alab ra  m ism a.

E sta  d iversa m anera de apreciar el va lor efectivo  de la  mo- 

corriente d a  lu g ar á que las frases subida del cambio ó 

del cambio, no tienen significación a lgu n a si no se conoce 

procedim iento que se ha usado com o unidad de m edida. A s í, 
ejem plo, cuando la m on ed a se deprecia en B uenos Aii^es
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y  la  libra esterlina d e dieciséis pesos pasa á va ler d ieciocho, se  
d ice  que el cambio ha subido.

E n  C h ile  una depreciación an áloga en la  m oneda m ed iante 
la  cual el peso de 18 peniques pasara á va ler 16, daría  lu gar á  
que se d ijese que el cavibio ha bajado. ^

V I I

V a m o s ahora á exp o n er las causas que han traído á C h ile  eí 
b ille te  de curso forzoso, y  las fluctuaciones que ha ex p e rim e n ­

tad o  su valor en sus rasgos generales.

H asta  el año de 1876, en que tuvim os en circulación la  m o­
neda de oro, el va lo r  de nuestro peso no b a jó  d e 44 peniques^ 
habiííndose elevad o  en algunas ocasiones hast^ 48. E n  el año 
indicado, se acentuó m ás y  m ás la  depreciación d e  la plata, 

razón por la  cual el va lor del peso fuerte descendió h asta 38 
peniques. .

L a  m oneda de oro en tonces fué exp o rtad a , porque corres­
pondía á un cam bio  m u y superior. D u ran te  el año y la  m itad 

del 78 m antuvim os la  circulación de la p lata  solam ente, decli-* 
nando en ese tiem p o el valor de nuestro peso fuerte desde 44 
pen iques h asta 40. '

L a  d em an da de letras que tra jo  consigo  la  e x p e c t a t i v a  ele 

u n a b aja  m ayor en el valor de la  m oneda, unida á una r e d u c ­

ción extrao rd in aria  en la  producción agrícola , produjo  una e X ' 

portación considerable d e m oneda, de tal m odo que en ju lio  de 
ese m ism o año la  le y  vin o  á d eclarar la ¡nconvertibilidad de lo^ 
billetes de B an co  por unos pocos m eses. E s a  crisis, p r o v e n i e n t e  

d e circunstancias accidentales, estaba llam ad a á d e s a p a r e c e r  eH 

b reve tiem po, pues se encon traban verdaderam en te intactas la"̂  
fuerzas productivas del país. E n  efecto, b a jo  el régim en de 13- 

in con vertib ilidad  de los billetes de B anco, la  m oneda corriente 

se m an tuvo á la  par con la  plata, y  en d iciem bre de 187S 

letras de cam bio  se vendían á 39 pen iques p o r peso.
E s ta  situación satisfactoria  se habría  m an tenido en adelan 

te, si en febrero d e  1879 no se hubiera producido el conflicto' 

internacion al con B oliv ia , que m ás tarde se ex ten d ió  taiTibi^-  ̂

a l Perú. E l  E stad o , necesitan do de cuantiosos r e c u r s o s
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co n ju rar la  d ificultad, hubo de ser autorizado para em itir seis 
m illones de billetes fiscales de curso forzoso, cantidad  que m ás 

tard e  llegó  á elevarse hasta vein tiocho m illones.
L a  incertidum bre sobre el resultado d e la con tien da y  los te ­

m ores d e  una larga duración, trajeron en el valor de la m oneda 
■circulante una depreciación durante los nueve prim eros m eses 

d e l 79, equ ivalen te á 14 peniques en el peso.
L a  captura del Huáscar, en octubre de ese año, h izo  subir el 

v a ío r  d e  la  m oneda con rapidez m ayo r que aq u ella  con la cual 
h ab ía  declinado, de tal m anera que, al com enzar octubre, el 

•cambio se estim aba á 25 peniques, y  al conclu ir d iciem bre, el 

v a lo r  del peso alcan zab a  á 37 peniques.
L a s  nuevas em isiones de papel, destinadas á  preparar las 

cam p añ as sobre T a c n a  y  L im a , hicieron de nuevo descender el 

valor de la  m oneda legal á 26 peniques en el m es de agosto  

d e  1879. D e sd e esta  fecha, reacciona con algu n as oscilaciones 

h asta  noviem bre de 1882, en que a lcan za á 36 peniques. L a  
g u e rra  estaba y a  term inada, las arm as de C h ile  exten d ían  su 
dom inio  por todo el territorio peruano, y  los vein tiocho m illones 

<3e papel en circulación eran la m oneda legal en todas las regio ­
nes ocupadas por nuestro ejército.

E n  1883 com ienza la  desocupación del Perú, y  el uso de núes- ■ 
tro  b illete  com o m oneda v a  paulatin am en te restringiéndose 
hasta; quedar encerrado en las fronteras de nuestro territorio. 
E s ta  concentración y  la  fa lta  de una le y  que sistem atizara  el 
retiro del papel y  preparara el régim en d e la  circu lación  m etá­
lica, h izo  decaer el va lo r  de la  m oneda circu lan te  en agosto  de 

1886 á un tip o  com pletam ente desconocido  hasta entonces: ta l 
fué el d e  21 peniques por peso.

L a  opinión pú b lica  y  el G obierno que estab a  en tonces para 
term inar, se pronunciaron en érgicam en te en el sentido de q u e 
se  d ictase una le y  que reglam entase la incineración del papel, 

q u e  restringiese en a lgo  la  libertad  de em isión que tenían los 
bancos y  que se tom asen otras providen cias tenden tes á e x t in ­
g u ir  la  circulación del b illete  forzoso. Á  los pocos días después 
d e haberse presentado el p royecto  de le y  respectivo, se vió  su b ir 
el cam bio h asta 25 peniques por peso en octub re de 1886. D e sd e  
esta  fecha se  m anifiesta una ten den cia  al alza, [aunque con a l-
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gun as interrupciones, h asta noviem bre de 1888, en que el cam ­

bio llc^ a A 30 peniques. D u ran te los años 89 y  90, aun cu an ­

do se dió cum plim iento  á todas las d isposiciones de la le y  des­

tin ada á preparar la vu elta  al régim en m etálico, el cam bio 

vo lvió  á declinar, hasta que en enero de 1891 se encontr?iba á 

22 peniques por peso. , ■
P roclam ad a la D ictad u ra  en ese m ism o m es, fu¿ fácil prever 

que nuevas y  fuertes em isiones de papel debían venir á pertur­

bar el m ercado m onetario. E n  efecto, se em itieron vein te m illo­

nes m ás de papel fiscal y  se dió curso forzoso á d iez m illones 

de la  em isión bancaria; de m odo que el b illete  fiscal legítim o, 

que alcan zó  á la cifra  de vein tiocho m illones de pesos, se encon­

traba reducido por incineraciones sucesivas á poco m ás de vein­

te m illones. L o s  trein ta m illones de pesos que, com o se acaba 

de decir, fueron em itidos por la D ictadu ra, vin ieron á aum entar 

en 150 por cien to  el papel-m oneda en circulación.
E sta s  nuevas em isiones y  las zozobras de la  situación política, 

llevaron el cam bio  en abril d e 1891 á 1 5 ^  peniques.
S e  encontraba á peniques á fines de agosto  de i89^> 

cu an d o el e jército  constitucional dom inó la  situación. D es c 

en tonces .se notó  un a lza  progresiva  hasta  fin  de ese año, en 

q u e alcan zó  á m ás de 22 jieniqucs. E n  los m eses que van co 

rridos del presente año, se le ha v is t o  declin ar n u e v a m e n t e  has a 

12% , debido, á  mi ju icio , á la  deficiencia de la producción 

co la  y  á las rem esas c.xtraordinarias que ha tenido que 
G obiern o para saldar las cuen tas pen dien tes con sus agentes 

E uroj)a. • .
Ign oro  si han con trib uid o  tam bién á este  r e s u lt a d o  ^

traordinarios d c l  G ob iern o  para equipo  d e  los ferrocarii 

m ateriales para otras obras públicas en c o n s tr u c c ió n .

A lg u n o s han c.vtrañado que el cam bio  se e n c u e n tr e  h oy ' 

ch o  m ás deprim ido que lo que se h allab a  en 1890. L o s 

discurren parecen o lv idar los acon tecim ientos que han so 

n ido en el ú ltim o año.
L a  can tidad  de pai>cl-m oncda ha aum en tado en 

nes (le pesos duran te la D ictadu ra, e.vcluj endo t o d a v ía  

llon cs que, en conform idad á la le y  ú ltim am en te d icta 

haberse retirado de la circulación. A s f  es que los re cu r .
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E sta d o  deudor han dism inuido notab lem en te en los últim os dos 

años. L o s  sobrantes d e d ieciocho ó  ve in te  m illones de pesos en 

arcas nacionales, se han cam biado en deudas que es de creer 

que no bajen de quin ce m illones en cuen ta  corriente y  d iez m i­

llones á p lazo  fijo, lo cual, unido á una sum a igual que aum entó 

el papel-m oneda, m anifiesta que en cifras redondas la situación 

del E rario  público  se encuentra m enoscabada en cin cuen ta  m i­
llones de pesos con relación á lo que era á  fines d e 1890.

I X ’

L a  intensa depreciación d e  la  m oneda, cu y as razones aca b a ­

m os de apuntar, ha agravad o  considerablem ente todos los in­
con ven ien tes y  peligros que trae con sigo  el régim en del curso 
forzoso.

L a  aparen te protección á la industria  nacional, por la  redu c­

ción en los salarios ocasion ada por el poco va lo r  del papel, ha 

desaparecido casi por com p leto  con el a lza  prop orcion ada de 

m ism os salarios. T o d o s  los sueldos tan to  p ú blicos com o pri­

vados, van p rogresivam en te aum en tan do en razón d é lo s  m ay o ­
res costos que ocasion a la  vida.

L o s  artícu los de consum ó, las m aterias prim as y ,  en general, 
todas las m ercaderías han exi^erim entado la  elevación  res¡x:ct¡- 

' a  de sus precios; lo que es natural que suceda, d esd e que el 

Valor e fectivo  de la m oneda corriente es a{)enas la  m itad  de 

'Kiial valor nom inal en plata, 6 de un tercio, si hubiera d e  esti- 
niarse en oro.

L o s  prod uctos nacionales ó  extran jeros, la  prop iedad  raíz y  

principalm en te la  urbana, han a lcan zado  precios del tod o  d es­

conocidos, lo  cual, aun que un tan to  h a lagad or para aquellos que 

guían por el nom bre de las cosas, no d eja  por eso d e produ- 

serias m editacion es por la  perturbación que m ás tard e  puede 

'■'cr con sigo  esta  a lza  ficticia, desde que no  corresponde á una 
'^^yor producción efectiva.

vio len tas fluctuaciones que el tip o  del cam bio  exp erim en - 

c . son tam bién cau sa de q u e el com ercio  y  el
 ̂ ‘ to m ercan til sufran de u n a m anera extrao rd in aria . C on  

‘̂ '̂5 repentinas variacion es en el va lo r  dcl circulante, no h a y

. , i 'n M ih t i  |r\
■ \ i lM V l KSIPAU

C A T Ó L I C A  1)1 
V A I P A R A Í S O



b ase segu ra para futuras transacciones, y  tienen ellas que efec­
tuarse tom ando en cuen ta las incertidum bres del cam bio. L a s  
utilidades de una operación com ercial en que la o ferta y  la d e­
m anda dejan de ordinario  escaso m argen á las gan an cias, d es­

ap arecen  con facilidad ó se aum entan con siderablem ente si las 

fluctuaciones que han sobrevenido  en el cam bio  son de a lza  ó 
<le b a ja  D egen eran , pues, las operaciones com erciales, bajo  un 
r^'-gimen com o el actual, en verdaderas especulaciones. E sto  tie­

ne que afectar profundam ente la  base sobre que deben descan- 

,sar las operaciones com erciales en el país.
E l a lto  precio a lcan zado  por la  propiedad raiz y  en especial 

la  urbana, ven d rá  á influ ir poderosam ente en otro  linaje de ne­
gociaciones. L o s  préstam os h ipotecarios con tratados en vista  d e  

las  apreciaciones actuales, pueden con facilidad  quedar con dé­

b iles garantías, si la m oneda reacciona sobre su valor y  el pre­

c io  de las propiedades d eclin a  com o es natural.
Pasan de cien m illones de pesos las cédulas hipotecarias g a ­

ran tidas con la  prop iedad  territorial, ob ligacion es que, destiníi- 

. d a s  á  v iv ir  largos años, serán seriam ente afectadas por líis 

fluctuaciones sucesivas en el va lor de la  m oneda. P odrán He* 
g a r  para los deudores m om entos d ifíciles cu an d o la  m oneda 
recobre su leg ítim o  valor. E l servicio  de esas obligacion es 

prob ab lem en te no podrá hacerse con el rendim iento natural 
d e  los fon dos h ipotecados, lo  cual, unido á la b a ja  que habrá 
e x p e r im e n ta d o  la  propiedad, puede d ejar insolutos algunos de 

■esos créd ito s, p roducien do así qu ebrantos en las instituciones 
em isoras. .

A l  la'do de estos inconvenientes, que son siem pre inherentes 

a l  régim en del curso forzozo, es necesario observar los halag*^  ̂

q u e  para  ciertos gru pos sociales tiene la  depreciación 
d el papel y  cuán profundas raíces ech a en ellos el deseo e 

b a ja  progresiva  en el va lor de la  m oneda. L o s  deudores de o 
gacio n es á largo  plazo, c u y a  e x p e c ta tiv a  acabam os de con e 

piar, tienen un interés v iv ísim o no sólo  en que el curso 

se m an tenga, sino en q u e se a gra ve  m ás todavía. S i j e

d e  deudores se une el de productores de cereales ó  
e x p o rta ció n  que circu lan  en el m ercado con precios m uy 
neradores, será fácil com prender cuán en érgica  resistencia
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siem pre á to d a  m edida que v a y a  d irecta y  eficazm ente á  resta- I
b lecer el régim en m etálico. i

Intereses idénticos á los que se acaban de apuntar se m ani- t
festaron en los E sta d o s U n id o s cuando se tratab a  de e x tin g u ir  , |
el curso forzoso.  ̂ í

T o d a s  estas ventajas, aparentes para algunos y  efectivas para í

otros, no com pensan sino en m ínim a cantidad los inconven ientes j
y  p eligros que este régim en trae con sigo  y  que afecta  tan profun- ^
d am en te todos los intereses económ icos del organism o social.

P o r eso todos los hom bres patriotas, y  el G obierno m ism o, deben 
coop erar con tod a activ idad  y  eficacia á que desaparezca esta  

situación enferm iza en que actualm ente se encuentran el co ­
m ercio y  las industrias del país.

X

In dicad as las causas que preparan y  m antienen en un país el 

papel de curso forzoso, es fácil ve r  cóm o obran los d iversos 

factores que lo producen. E n  prim er lugar, hem os visto  que la  
pérd ida de la  m oneda m etálica  proviene de la  deficiencia en 
los artículos de exp o rtación ; y  en seguida, que si h a y  im porta­
cion es extrao rd in arias que hacer del extran jero , aun cuand o la 
p roducción nacional se m an ten ga  con cierta estabilidad, la m o­
neda m etálica  tiene que ex p o rtarse . E n  fin, en cualquiera d e  
los dos even tos apuntados, la  m anifestación natural de a lgunos 

de ellos ó de am bos, se traduce siem pre en una can tid ad  m ás ó  

m enos considerable de papel inconvertible.

A  estos factores que, puede decirse, son m ateriales, se a greg a  
o tro  m u y im portan te tariibién y  que obra eficazm ente sobre los 

espíritus: tal es el m ayo r ó m enor g rad o  de confianza que ins­

pira al público  la  so lven cia del E sta d o  deudor y  el propósito  

que ten g a  de retirar las obligacion es em itidas, restableciendo 

así el im perio del régim en rnetálico.

E stu d ian d o  este  fenóm eno económ ico en sus d iversas m ani­

festaciones, deberem os ocuparnos: '

i.°  D e l retiro del papel-m oneda;
R E V I S T A  FORENSE.— TOMO V I I I  4 4
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2 ° D e  las exportacion es y  del estím ulo á la  producción n a ­
cio n al;

3.0 D e  la^ im portaciones extraord in arias; y

• 4.° D e  la solvencia del deudor y  de la confianza que se ten ga 
•de que desea seriam ente ex tin g u ir  el curso forzoso.

L a  incineración de cien mil pesos m ensuales de billetes del 
E stad o , orden ada por la le y  de 1887, v a  directam ente á hacer 
cesa r los m ales que ocasiona el ex ced en te  de papel. E n  virtud 
d e  sus disposiciones, se han incinerado próxim am en te seis m i­
llones de pesos, quedan do todavía  en circulación m ás de vein te 
m illones de los que se em itieron para sostener la  guerra contra 
el P erú  y  B olivia.

E n  1891 se han lan zado á la  circulación m ás de vein te m illo­
nes por la D ictadurá. '

L a  reducción sucesiva del b illete  del E sta d o  tiene necesaria­
m ente que producir la vu elta  al régim en m etálico. L a  razón es 
ob via . S i la  ausen cia de la  m oneda es d ebida á que el papel de 
curso forzoso hace sus veces por disposición de la ley, y  este p a­
pel se ha em itido en doble ó trip le  cantidad de la necesaria, es 
•evidente la depreciación que debe recibir esta m oneda, por lo 

cual, continuando la destrucción de este billete, llegará  el m o­
m ento en que su valor se ap roxim e por este solo hecho al va lor 
-de la m oneda de plata.

S i hubiera de ju zgarse  de la  eficacia de esta  m edida sólo por 
los efectos que se observan, sería de considerarla sin objeto; pero 

c re o  que ellos deben exam in arse con a lgu n a detención.
N o  es sólo el papel del E sta d o  el que hace las funciones de 

m oneda. Son tam bién las em isiones de los B ancos las que ejer­

cen  idénticas funciones. S egú n  la legislación vigente, no hay 
lím ite  a lgu n o establecido  para el total de las em isiones banca- 

rias, y  en virtud de estas disposiciones, á m edida que el E stado 

incin era su papel, los bancos em iten el su yo  en igual ó mayo*' 
cantidad.

E s  indudable que el b illete  de banco, cuand o es c o n v e r t i b l e  

en m oneda m etálica, cualquier ex ced en te  en la  circulación se 

corrige por sí m ism o, puesto que, tratándose d e  cam bios inter­

nacionales, se con vertiría  inm ediatam ente en m oneda para ser-
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v¡r de retorno; pero el b illete  de banco, bajo  el régim en del 

Curso forzoso, no puede convertirse sino en b illete fiscal, de 
donde resulta que sólo h a y  interés en la conversión cuando por 
circunstancias especiales se necesita  b illete fiscal. L a  deprecia­
ción que afecta  á  éste se transm ite íntegra  al b illete  de banco, 
y  sólo produce su efecto aum entando el instrum ento de cam bio 
y  con trib uyen do  á la  depreciación de la  rhoneda.

A s í  es, pues, que se hace necesario tom ar algu n a providencia 
para  evitar que los billetes del E sta d o  que m ensualm ente se 
destruyen , no sean reem plazados ó tal vez exced id o s por nue­
vas em isiones de billetes bancarios. S in  esta m edida, será difícil 
ver en un tiem po p róxim o  los efectos de la  incineración de 
billetes.

A l  d iscutirse la  le y  de 1887, sostuve la  idea de que era nece- 
•sario poner un lím ite á las em isiones bancarias, y  m anifesté en­
tonces que, habiéndose destruido pró.xim am ente dos m illones 

d e  papel-m oneda, los bancos habían registrado tres m illones 
m ás de billetes.

H o y  puede invocarse tam bién otro  dato  en corroboración de 
esta  m ism a idea. D esd e principios de 1886 hasta la  fecha, se 
han incinerado, en conform idad á la referida le y  d e 1887, cerca 
d e 5-000,000 de pesos. Intertanto, las em isiones de bancos re- 
g is tra d a sse  han elevado de 13.500,000 pesos á 19.500,000, ó sea,
6.000,000 en núm eros redondos. > '

P ara  im pedir que las em isiones de bancos vengan á aum en­

tar el circulante, será necesario suspender el registro  de nuevas 
em isio n es,y  aun reducirlas paulatinam ente, si no hubieran por 

su parte d e  com en zar á con stitu ir una reserva m etálica en idén­
ticas condiciones á la  que acum ula el E stado. ■.

N o  se concibe la  vu elta  al régim en m etálico, sino en un plazo 

excesivam en te  largo, si hubiera d e m antenerse el derecho de 

los bancos para aum entar sin lím ites las em isiones de billetes. 
N o  h a y  ejem plo  de país que, som etido al curso forzoso, h aya  

vu elto  á la  circulación m etálica  sin haber puesto un lím ite á la 

em isión total de los bancos. M. C ou rcelle  Seneuil, que ha sos­

ten ido  con tan to  brillo  la  d octrin a de la ^libertad absoluta  de 
los bancos, no ha d ejad o  d e reconocer que, cuando fa lta  el ré­
g im en  m etálico  en un país, no tienen aplicación las doctrinas
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d e  que el b illete de banco está lim itad o  por las ex ig e n cia s  de 
l:i circulación. D ejan d o  de ser m oneda legítim a, es sólo ca n ­
je a b le  por papel depreciado, y , por lo tanto, le afecta  al m enos 
la  depreciación del papel m oneda, pasando por esta circunstan­

c ia  á desem peñ ar un rol idéntico al del b illete  de curso forzoso.
L a  m ism a d octrin a sostiene M r. Sherm an, secretario  del 

T e so ro  de los E stad o s U n idos de A m érica, y  que tu vo  el alto  
honor de preparar en ese país la vu elta  á la  circulación m etálica.

E n  la  sesión de 16 de enero de 1873, este d istin gu id o  esta­
dista, en el Sen ado  de E stad o s U n idos, tratan do  de la libertad 

d e  em isión, dijo:
"S ie n d o  irredim ibles los billetes del E stad o , son tam bién 

irred im ibles los billetes de los 'ban cos nacionales. T o d o s  ellos, 

sien d o ahora inconvertibles, no h a y  o b jeto  en llevarlos al canje, 

y  de este m odo no sólo los E stad o s U n id o s obtienen beneficios 

del em préstito  forzado del pueblo, sin interés y  sin el com p ro­
m iso de la redención, sino tam bién los bancos, que obtienen el 
beneficio  de un em préstito  forzoso del pueblo  sin interés y  sin 

el peso de la  redención.
‘•Es verdad  que los bancos tienen necesidad d e  m antener 

u n a cierta  reserva en b illetes de los E sta d o s U n idos para ase­

gu rar la  redención de los suyos; pero p rácticam en te sabem os 

q u e sus billetes no son presentados para su redención.
i‘S i nuestra circulación hubiera de ser perm anentem en te irre­

dim ible, sería im posible d ar una razón por lo  que to d a  ella  no 

sería  em itid a por los E stad o s U uidos, ó p o rq u e  cualquiera paf" 

te  de ella  fuese em itid a por los bancosn.
C o n trib u ye  tam bién á n eutralizar los e fe cto s 'd e  tod o  exceso  

de papel, la prescripción de la ley  de 1880, que autorizaba el 

d epósito  en la C asa  de M on ed a, g an an d o  interés, de tod o d  
e x ce d e n te  sobre 16.000,000 de pesos de papel en circulación.

Ign oro  los m otivos por qué no se d á  cum plim iento  actual­

m en te á .esa  disposición, cu )’o  restablecim ien to  considero con­

ven ien te.

R esp ecto  dcl increm ento d e  las exp o rtacio n es y  estím ulo á 

producción nacional, n ad a  p uede hacerse que surta efectos 

m ediatos, aun cuando es general el patrió tico  anhelo p o f '
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crecer y  desarrollarse nuevas industrias en el pai's. N uestro  C o n ­
greso  no se ha m ostrado sordo á las solicitudes que en d iversas 

épocas se le han presentado al respecto, y  es p lausible que su 
acción pueda estim ular á los hom bres em prendedores para p lan ­
tear en C h ile  nuevas y  vigorosas industrias.

S e ría  m ateria  para una conferencia com pleta  la  dilucidación 
de la m anera com o las leyes pudieran allan ar el cam ino para 

alcan zar esos fines.
S in  em bargo, conviene poner en claro  que h a y  m ucha d istan ­

cia  entre aquello  que cada  cual quiere establecer y  lo  que es 

ju sto  y  verdaderam ente útil á la  nación.
E n  nom bre de la protección á la  agricultura, he v isto  p edir 

la  liberación de todo im puesto  sobre las m áquinas é instrum en­

tos agrícolas, y  en nom bre de la  protección á la  construcción 

d e m áquinas, he v isto  oponerse á tal liberación y  aun so licitar 

recargo  en el im puesto.

L a  industria  vin ícola ha pedido la liberación de las duelas 

labradas, al m ism o tiem po que los labradores de m adera se opo­

nen á la  liberación y  aun pretenden un recargo en el d erecho.

L o s  agricu ltores sostienen que se m an ten ga el im puesto sobre 
el sebo, que as de 25%, m ientras que en nom bre de la p rotec­
ción á la  industria  nacional se pide la  liberación de estos d e ­

rechos para favorecer la fabricación d e  velas estearinas.
E n  obedecim iento á las m ism as doctrinas, se ha ped ido en 

•diversas ocasiones que el im puesto  g rave  el carbón de piedra 
im portad o y  los anim ales vacunos que se nos traen del exterio r, 

y  en nom bre de la  protección á todas las dem ás industrias del 

país, se ha com batid o  ten azm en te y  con poderosas razones el 

establecim ien to  de tales im puestos.

D e  lo  d icho se desprende cuán difícil es proceder con acierto  

al acordar concesiones á  una industria determ inada.

R elativ am en te  á  las im portaciones, el factor principal en 

ellas es el E stado . S u  acción por sí sola  p ued e ejercer gran in- 

nuencia en la  b a lan za  com ercial. ’
L o s  particulares, por su parte, en la  esfera que les corres­

ponde, pueden por un esfuerzo persistente influir en la  redu c- 
■<̂ ión de las im portaciones de los artículos llam ados suntuarios,
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aplazando su adquisición para otra  época en que el equilibrio

se restablezca. ,
P or otra parte, las im portaciones, generalm en te hablando, es­

tim ulan con fuerza las producciones del país, y a  sea facilitando 
m edios económ icos de transporte, y a  sea em pleando los v a lo ­

res que representan en la adquisición de frutos nacionales. U n  
país que prohibiera en absoluto  las im portaciones y  que sólo  

exp ortara , sería el ideal para a lgunos; pero no es difícil com ­
prender que si fuera posible cérrar herm éticam ente la  puerta á 
las im portaciones en un país, éste e sta ñ a  ob ligado  á no tener 
com pradores para  sus productos ó á tenerlos sólo en m u y redu­

cida escala.
E n  cuanto á  la  restricción de las im portaciones por m edio 

del im puesto, es necesario proceder con cautela. N o  es el ideal, 
com o creen algunos, en m ateria de cam bios, que las e x p o rta ­
ciones superen en grandes sum as á las im portaciones. L a  teoría 

de la b alan za del com ercio, tan en b o g a  en otro tiem po, ha 
perdido su fuerza y  su prestigio  cuando los cam bios han tom a­
do el inm enso desarrollo  que tienen en el d ía  y  cuando las fre­
cuentes relaciones com erciales han creado com o artículos de 

retorno los títu los de crédito, los em préstitos exteriores y  tan tos 

otros m edios de saldar cuentas internacionales. Son  ingentes 
las sum as de capitales ingleses que se encuentran colocadas en 
em presas com erciales ó industriales de d istin ta  naturaleza. L o s 

rendim ientos d e esos capitales ó se invierten en nuevos títulos 
de crédito, ó se rem esan á In glaterra  por m edio de giros que . 

representan una parte de la exp o rtación  y  que no han apare­

cid o  en las estadísticas de las aduanas. L o s  gastos m ás ó m enos 
crecidos que los nacionales d e un país hacen en el exterior, y  

que deben en todo caso estar representados por ciertos artículos 

de la  exp o rtación  nacional, con trib uyen  tam bién en no pequeña 
parte al desequilibrio entre las im portaciones y  las exportaciones-

X I  ' .

L leg a m o s al cuarto  punto, que es, com o se ha dicho, el de la 

con fianza que el acreedor ó el com ercio' tengan en que el billete 

del E sta d o  sea p agad o  en m etálico. L o  prim ero de que es ne-
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ccsario penetrarse, es de que el deudor ten ga  una situación 
económ ica tal, que sus entradas sean superiores á sus g a s­
tos. S i esto  no sucede, en balde se repetirán las prom esas d e  
la  proxim idad  d cl pago, sin que pbr eso el público  se con­
ven za de que ella  llegará  á ser efectiva, desde que ve  que para 
saldar el presupuesto de gastos, es necesario contraer nuevas 

deudas. ,
E s, pues, de prim era é im prescindible necesidad que en ade­

lan te la renta pública no sólo baste  para cubrir e l  presupuesto, 

sino tam bién para saldar los déficit d cl ejercicio  financiero d e  
los dos ú ltim os años, que, si no e sto y  equivocado, deben pasar 

d e 15.000,000 de pesos. P ero  com o la renta pública no puede 
crearse á volun tad, sino con cierta  lentitud  y  en plazos no 
m u y breves, lo  m ás sencillo  es disponer los p róxim os presupues­
tos de m anera que se cubran con las en tradas probables, d ejan ­
do tod avía  un superávit para aplicarlo  á la  extin ció n  de la  deuda ,

flotante. ,
R esp ecto  al establecim iento  de nuevos im puestos, no co n ­

sidero oportuno acudir á ellos h asta  no con ocer cuál será 
la  verdadera situación del tesoro público  una vez que se 
reduzcan los gastos con tod a  la  severidad que el buen servicio

perm ita. .
H ay , sin em bargo, algunos nuevos recursos que en caso nece­

sario podrían obtenerse, sin que esto  significara un verdadero  
recargo  en los derechos, sino m ás bien el r^átablccim iento del 

impue.sto en su p rim itiva im portan cia y  conform e á una b ase  

m ás equitativa. L a  baja  tan considerable en el cam bio ha v e ­

nido á producir en algunos im puestos una reducción de gran 
entidad, justam en te en los m om entos en que el erario público  

necesita g ozar con toda plenitud de los recursos que las leye s 

le otorgan. A s í, por ejem plo, el im puesto aduanero, cu y a  cu an ­

tía, com o regla  general, está establecid a ad valorem, fija  co m o  

base dcl im puesto  los avalúos en m oneda de plata, y  com o las 

cuotas de la  contribución son de 4%, 15%, 25% y  35%, su p ago  
debería hacerse, según esta  regla  general, en m oneda m etálica, 

ó bien en billetes fiscales con el recargo  de 75% . es el que 
^ oy corresponde al peso fuerte. S in  em bargo, por leyes poste­

riores y  d ictadas probablem ente en la  creencia de que el cam bio
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rio d escendería al punto que ha llegado, se fijó sólo com o re­

cargo  perm an ente un 3 5 ^ , resultando de aquí esta  anom alía: 

que m ientras m ás b a ja  el va lor de la m oneda, m ás débil se h ace 

el co n tin gen te  que el im puesto aduanero lleva  á las arcas fisca­

les; de tal m anera que en la situación actual del m ercado, esta  

reducción eq u ivale  á un 4 0 ^  del m onto en m etálico  dijl im ­

puesto, ó  sea, 5.000,000 de pesos.
O bservaciones idénticas á la anterior podrían hacerse respecto 

d e  los 9.000,000 en que se calcu la  la  renta de los ferrocarriles • 

d el E sta d o  y  del m illón correspondiente al im puesto  agrícola. 

P or m ás incom prensib le que parezca, lo  cierto  es que, si tu vié­

ram os la  d esgracia  de ver descender m ás tod avía  el va lor de 

nuestra m oneda, los ferrocarriles del E sta d o  no alcan zarían  á 

cubrir los gastos d e  exp lotación .

C on d u ce tam bién á insi)irar confianza en el retiro del papel- 

m oneda, la  acum ulación  de pastas de p lata  que se hace por 

d isposición de la  le y  de 18S7. E s ta  m edida ha m erecido serios 
ataqu es en diversas ocasiones, á mi ju icio  d estitu idos de fun­

dam en to. C on sidero  que la  acum ulación  d e  pastas d e  p lata  cs 

un ahorro de a lg u n a im portan cia  que el E sta d o  está  oblig-ido 

á hacer constantem en te, lo cual no puede m enos de fortificar I» 

creen cia  de que en un p lazo  m ás ó m enos j)ró.\im o se podr*"! 

co n vertir  el papel en m on eda m etálica. '

S i  el E-stado está  o b ligad o  á p a ga r en m oneda de oro ó 
.sus billetes en circu lación, ¿cóm o puede llevar la  tranquilidad 

y  la  confianza á los espíritus, si no acu m u la con tiem p o el ele­

m ento indispen sable para  efectu ar esa  conversión? S e  dirá ta 

vez q u e cu an d o .se a p ro x im e el m om en to do la  convertibilid«‘ • 

eso  se podrá hacer con gran  facilidad y  á  m enor costo. Pero es 

necesario observar que, para que ese m om en to  se aproxim Ci e» 

con ven ien te  poner en ejecu ción  m edidas com o ésta ; co»  ̂

cual se v e  q u e m ejora la  situación  del deu dor y  q u e decidí ^ 

m en te se prepara á  cu m p lir  sus com prom isos. T a n to  c-ste a 

trio  com o el de la  incineración del p a jíc l, no son de 

m ediatos y , p or decirlo  así, tan g ib 'cs , sino  q u e están 

á  p roducir sus resultados clcspués d e  a lg u n o s afios de traml 

y  regu lar ejercicio . '
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X I I

In dicados y a , aunque som eram ente, los principales fenóm e­
nos económ icos que se observan en el régim en actual, vam os á  

■exponer algunos datos que contribuirán á m anifestar que, por 

penosa y  deprim ida que sea la  situación económ ica, no h a y  por 

qu ¿ desconfiar d e q u e  el equilibrio  financiero se restablezca  y  el 

va lo r  de la  m oneda se eleve sucesivam ente si, cóm o d ebem os 

esperarlo, n in gun a em ergencia inesperada turba la  m archa or­

d in aria  y  regu lar del país. A l  presentar estos datos, que no  po­

d rán  ser sino en cifras redondas y  aproxim ad as, no nos m u eve 

hacer n in gun a apreciación d e actualidad  política, lo  cual sería 

incon ven iente en esta tribuna, nm cho m ás cuando h a y  otros lu ­

gares don de estos n egocios pueden debatirse b ajo  el prism a de 

lo s intereses de partido.

A  ju z g a r  por las cifras de que el público  pued e tener co n o ­

cim iento, es de suponer que el 31 de d iciem bre del presente 

afio, el ejercicio  financiero del G obierno se cerrará en la  form a 

•siguiente:

Deuda á los nancos en cuenta corriente. . .  . $15.000,000

Deudas en vales........................................................... 10.000,000
Saldo de emisiones de los bancos..........................  10.000.000

• Pai)cl-nioneda dictatorial., ..................................... 10,000,000
Papel moneda legitimo..............................................  ao.000,000

T o t a l ..............................................  $ 63.000,000

L a  prudencia aconseja distribuir esta  deuda de m anera que 

lio  aparezca com o e x ig ib le ó d e  plazo vencido una parte de ella, 

^>no que se consolide á p lazo  fijo ó por am ortizaciones acum u- 

lat ivas, á lo  m enos una cantidad  equivalente á  35.000,000, d e­

jan d o  los 30.000,000 restantes, parte en papel-m oneda destina­

dlo á incinerarse paulatinam ente, parte en cu en ta  corriente p ara  

ser p agado á plazo con lo  que produzcan al contado las propie­

dades fiscales qu e deberán venderse, tan to  d e la  A ra u ca n ía  

com o en laes|> lanadade V a lp ara íso  y  canalización del M apocho.

E l servicio  de intereses ó am ortización de los 33.000,000 que 

^<-'ben con.so!idarsc, podría estim arse en un 8 por ciento, ó  sea.
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2.800,000 pesos, que deberán cargar el presupuesto en los artos 
subsiguientes. '

Suponien do que las entradas probables para el año entrante, 

sean iguales á las que se han calculado para el año actual, esa 
cifra  llegaría  á 58.000,000 de pesos. S egú n  cálculos que parecen' 
prudentes, podría reducirse el p róx im o  presupuesto á 52.000,000 
de pesos, dejan do un saldo de 6.000,000 á favor, con el cual se 

atendería al pago de los 2.800,000 pesos que im portaría el .ser- , 

vicio de la deuda consolidada, y  todo el saldo se destinaría  á  
abonarlo  á la  cuen ta corriente que quede subsistente en los 
bancos. '

T o d a s las nuevas fuentes d e  entradas, y a  sea por ven ta  de 

bienes nacionales, y a  sea por el restablecim ien to en .su ju sto  

va lo r  del im puesto  aduanero y  d e las tarifas d e ferrocarriles, 

com o se ha dicho, podrían destinarse á una am ortización m ás 
fuerte de papel. .

C on estos antecedentes, es fácil com prender que la situación 
del erario ch ilen o está m u y lejos de ser angustiada. L a  crisis 
agu d a que ahora exp erim en tam os no es sino com p letam en te 

accidental, d ebida á los tan tos m illones gastad os en el año an­
terior en el sostenim iento d e  dos gobiernos.

H ay , com o se ha dicho, recursos cuantiosos q u e , vendrán á 

ingresar á las rentas nacionales y  que no se han tom ado en 

cuen ta para el com pigto  equilib rio  del presupuesto.
L a  en ajenación de. las salitreras fiscales, d ebe nuevam ente 

estudiarse á fin de poner de.sde luego  una parte de ellas en m a­
nos de industríales chilenos ó e x tra n jero s que puedan destinar 

algunos cap ita les á tan im portante industria, y a  que la idea 

dom inante en este país es que en ningún caso  el E sta d o  ela­
bore .salitre. '

F u é  bien crecida la  sum a que el G obiern o tuvo  que pag^** 
por rescate de esas salitreras, y  el servicio de la  d euda contraída^ 

que pasa de un m illón de libras, g rava  á la  actual generación, 
dejan do  á las futuras valores considerables. L a  enajen ación de 

a lgu n as d e ellas h asta  por el m onto de un m illón de libras, 

sería útil y  con ven ien te para  d escargar al E sta d o  por 
tiem p o d e una p arte de sus rem esas á E u ropa. N o  es ju sto  qu® 
Ja actual generación  sobrelleve los recargos y  fuertes impuestos-
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que le representa el papel-m oneda, dejan do para m ás tarde 
valiosísim os recursos en reserva. L o s  fondos provenientes de la 

venta, á m ás de aliviar al E stad o  en la  adquisición de letras 

sobre el extran jero , podría dedicarse su equivalente á la  am or­
tización extraord in aria  de la deuda consolidada.

E n  las m edidas m eram ente fiscales que se han indicado, h a ­
brá podido observarse que la consolidación de la  actual deuda 

se hace toda dentro del país. P oco  estim ula m ás el ahorro en ­
tre los ciudadanos, que estas em isiones que gan an interés á largo  
plazo, y a  sea del E sta d o  ó de em presas particulares. A lg u n o s  , 

gobiernos m antienen sus dcudtxs perm anentes en títu los al a l­

can ce de todas las fortunas. E ste  sistem a, em pleado varias v e ­
ces entre nosotros, ha dado siem pre felices resultados. P or esta 
razón lo considero preferible al de em préstito  exterio r recom en- ‘ 

dado por algunos. Á  mi juicio, nada es m ás perturbador y  fu ­

nesto en una situación com o la  actual, que estos calm antes que 

se llam an em préstitos exteriores y  que contribuyen á influir en 

la  opinión para que, en fuerza de la acción del paliativo, sea o l­

v id ado  no sólo el verdadero  mal que aqueja á la  sociedad, sino 

tam bién los rem edios que eficazm ente debían operar la reac­

ción.' U n  em préstito  en el e.xterior produciría seguram en te una 
m ejora rápida en el cam bio, se creería que y a  nos ap ro xim áb a­
m os al régim en m etálico, y  probablem en te haría  o lv idar todos los 

esfuerzos que G obierno y  particulares deben poner en ejercicio  

para que la m ejoría repose sobre só lida base. C u an d o  los fon­

dos del em préstito  se agotan y  lleg a  el m om ento de servir en el 

ex terio r  tanto las deudas antigu as com o la nuevam en te con ­

traída, se produce una situación extrem ad am en te tirante en que 

no será difícil ver que la hioneda ha declinado á un valor infe­

rior al que tenía antes del em préstito. D e  esta  m anera se han 

obtenido fluctuaciones considerables en el valor de la  m oneda, 

son en e x tre m o  perniciosas, y  para a lcan zar tal vez una si­

tuación m ás precaria  que la anterior.

B astaría  recordar los efectos que produjeron en el país los 

<^nipréstitos exterio res de 1858 y  de 1875. T a n  pronto com o se 

Agotaron los fondos en E u rop a, fué necesario hacer rem esas en 

para el se n ’icio exterior.
" C onsidero que se obró prudentem ente por las ad m in istrad o -
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nes que sostuvieron la  guerra contra el Perú y  B olivia, al p edir 
a l país todos los recursos que necesitaron para llevarla  á feliz 

térm ino. ^
E s to  no quiere decir que condene en absoluto  los em préstitos 

extran jero s, puesto que h a y  casos en que, neceíitán d ose traer 
d e l exterior' gran d es cantidades d e m ateriales para obras p úbli­

cas, es natural preferir hacer los pagos paulatinos antes de pe­
d ir  al m ercado una sum a considerable en los m om entos en que 

e l  valor de la  m oneda se encuentra a lgo  depreciado.

XIII

E n  cuanto á la renta del E stad o , h a y  que considerar dos c la ­
ses d e entradas; unas que son fijas, cualquiera que sea el va lor 

■de la  m oneda legal, y  otras variables, en relación á esta  m ism a 

m on eda y  que están destinadas á desaparecer cuando vu elva  el 
régim en m etálico. E sta s  últim as son los 10.000,000 que por re­
ca rg o  en el cam bio  p agan  las exp o rtacion es d e salitre y  yodo, 

y  el recargo de 35 por cien to  que g rava  los derechos de im por­

tación  por cau sa del m enor valor de la  m oneda y  que puede 
estim arse en 4.500,000 pesos; así es que en tod o  sufriría una 

d ism in ución  la  renta pública, al vo lver  al régim en m etálico, de

14.500,000 pesos, .
E s ta  circunstancia  es m u y d ign a  de no ser olvidada, porque 

en nin gún caso  sería esta  sum a com pen.sada con la  disminución 
d e  la  pérd ida en el cam bio que tendría que p agar el G obierno 

por sus rem esas á  E u ropa, ■ ^
E sta s  rcfle.xioncs relativas á la  renta pública, corren parale­

las á otras que pueden hacerse con referencia al presupuesto de 

g a sto s  de la  N ación.
Es de todos conocido el hecho de que en la  época en que 

suprim ió la gratificación  del 25 por cien to  sobre los sueldos e 

q u e gozab an  los em pleados públicos ha.sta el año de 187^»  ̂

m on to to ta l de ellos lleg a b a  sólo á 3.000,000 de pe.sos. 
e sa  época acá, los servicios adm in istrativos se han desarroi a 

d e  una m anera extrao rd in aria  y  la  renta de los emple^i 

públicos se ha ido elevan do  paulatinam ente á m edida que 
pel-m on eda se ha depreciado, ascendiendo el total d e  los sU
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dos, según publicaciones oficiales, á 14.000,000 de pesos. R e a c ­
cionando el valor de la m oneda, el m onto de estos sueldos se  
m an tendrá nom inalm en te igual, y  los aum entos que se h u bie­
ren hecho en ellos por causa del m enor va lor d e la  m oneda, 
tendrían que subsistir, aunque vo lviera  el régim en m etálico; y , 
com o acabam os de ver que alcan zando la  m oneda á su va lo r  
pleno, dism inuirá la renta pública en 14.500,000 pesos, es ahora 
el caso de preguntar: ¿sería sostenible el presupuesto actual sin 
una revisión en los sueldos que diera por resultado una d ism i­

nución im portante? N o  es difícil com prender cuántas resisten­
cias y  d ificultades ofrecería sem ejante revisión. Y  si no fuera 
posible a lcan zar ese resultado ¿se irían á establecer nuevas con ­
tribuciones para el equilibrio  del presupuesto?^

C onsidero que este es un punto que  ̂ debe llam ar seriam ente 

la  atención de nuestros hom bres públicos. ¿N o sería posible cu ­

brir los sueldos actuales, aunque fuera con algu n a largueza, re­

duciéndolos á  m oneda m etálica  de plata? P or ejem plo, s¡ los-

14.000,000 de pesos de 17 peniques se cubrieran con 10.000,000 

d e  pesos fuertes, se obtendría, prim ero, una reducción e fectiva  

d e  4.000,000 en el presupuesto para la época en que tuviéram o.s 
la circulación d e la plata, y  en segund o lugar, todos los em ­
pleados serían bonificados en sus rentas desde que, siendo h o y  
el prem io del peso fuerte el 75 por ciento, los 10.000,000 de lo.‘i 
sueldos tendrían una fuerza de adquisición en el m ercado e q u i­

valen te  á  17.500,000 pesos. E n  el caso propuesto, un em p lead o  

que tuviera  1,400 pesos de renta, debería  recibir só lo  1,000 p c ­
, Sos en plata, los cuales, según el prem io que h o y  tienen, equi- 

 ̂ valdrían  á 1,750 pesos. '

■ X I V

L a  situación halagüeñ a que se acaba d e d iseñ ar respecto  del 

porvenir económ ico del E stad o , se en cuentra en perfecta arm a- 
con otros datos que m anifiestan que el país, en general, tra- 

aja  y  m ejora .su naciente industria, y  que el ahorro, verd adero  

aróm etro para apreciar el espíritu de orden y  de m oralidad de 
pueblo, crece y  .se desarrolla  en favorables condiciones.

L o s  depósitos que presentan los balan ces de los B an cos eri
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Jos ú ltim os m eses, indican que pasan de 130.000,000, lo  que im ­
porta un aum en to considerable respecto  de los años anteriores. 

. Id éntica  observación puede hacerse con relación al m onto de 
billetes h ipotecarios em itid os h asta la  fecha, cu y a  sum a lleg a  
á 100.000,000 de pesos. T o d a s estas cantidad es son prestadas 
por capitalistas á los propietarios urbanos y  rurales, y  de ord i­
nario son invertidas en m ejoras de esas m ism as propiedades. .

A h o ra , si descendem os á los establecim ientos en que el aho­
rro se efectúa en pequeñas cuotas, encontram os que en el esta­

blecim iento  ño m uy an tigu o  llam ado C a ja  de A h o rro s de S a n ­
tiago, pasan de 20,800 los depositan tes y  suben á m ás de dos 

m illones y  m edio las sum as depositadas.

X V

E l curso forzoso, en la form a que .se ha establecido  en tre nos­

otros, presenta un carácter especial, com o no se ha v isto  en 
otras partes. E l papel-m oneda tiene fuerza lega l para extinguir  
todas las obligaciones, cualesquiera que sean su fecha y  la  forma 
en que h ayan  sido otorgadas, prohibiéndose absolutam ente con­

traer obligacion es pagaderas en m etálico  y  resultando de aqm 

que, com o no tiene aplicación la  m oneda m etálica, sino qi“  ̂
qu ed a reducida al sim ple rol de m ercadería, e lla  ha tenido qu^ 

desaparecer por com pleto  d e la circulación.
E n  otros paf.ses el papel-m oneda ha d ejado subsistente I» 

libertad  de los contratos, de m anera que el com ercio  podía esti­

pular sus obligacion es p agaderas en m etálico. Y  en E sta  o 

U n id o s se estableció, adem ás, que el p ago  dé la  renta 

y  d e la d euda pública, se hiciera en m oneda de oro. 
m odo, la m oneda m etálica  ten ía  un rol que desem peñar 
transacciones y , conservándose en el m ercado, servía tam 

com o artícu lo  de retorno en el com ercio exterior. E ste  
m iento tenía la  ve n taja  de conservar en m anos del público 

can tidad  m ás ó m enos crecida de m oneda m etálica.
E n  el régim en adoptad o en tre nosotros, nada de esto 

ble, y , si es cierto  que en años anteriores los derechos de a i  ̂

debían satisfacerse en plata, tam bién lo es que, no 
E sta d o  em pleo especial que dar á esta m oneda, hubo
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rizarse que se cubriera ese im puesto  en papel con el recargo 
correspondiente. ,

C onsidero que la autorización legal para estipular o b ligacio ­
nes en m oneda m etálica, debe d ictarse en prim era oportunidad, 
lo  cual, ju n to  con devolver al país su libertad para contratar, de 
q u e fíoy  está privado, perm itiría que cierta  cantidad  de dicha 
m oneda pudiera m antenerse en la circulación.

P o r otra  parte, la incertidum bre en los precios m otivad a por 
las variaciones rápidas del cam bio y  que, com o hem os visto, es 
cau sa de peligros en los negocios á  plazo, desaparecería  si se 

pudiera contratar en m oneda m etálica.
A d em ás, los inconvenientes señalados para salir del curso 

forzoso, respecto  de la  situación de los deudores que han co n ­
tra ído  obligacion es á  largo  plazo, podrían de este m odo dism i­

nuirse, evitan d o  tam bién .inconvenien tes en las liquidaciones. 

A s í, por ejem plo, si un deudor se h a  o b ligad o  á p agar cien mil 
pesos, le bastaría  con tratar cincuenta m il, pagaderos, intereses 

y  am ortización, en m oneda de plata, para cancelar su obligación  
prim itiva. D e  este m odo, las liquidaciones finales que vendría 

á e x ig ir  la  vu elta  al régim en m etálico  se irían efectuando p ro ­
gresivam en te y  sin trastorno, en lugar de esperar la liquidación 
final y  general de todos los valores. .

L o s  m ism os bancos de em isión podrían recibir en deposito 
m oneda m etálica  con ó sin interés, y  aun hacer em isiones de 
billetes al portador pagaderos en la  m ism a m oneda. S e  des­
prende tam bién de aquí que las institucion es de crédito, á m e­

d id a  que la  m oneda m etálica  fuese teniendo circulación, p o ­

drían efectuar sus operaciones de préstam o y  g iro  de letras en 
ía  m ism a m oneda. E s te  sistem a facilitaría  el reem plazo de sus 

em isiones actuales, que son redim ibles en papel-m oneda, "por 
em isiones m etálicas en la  form a indicada.

X V I

R esum ien do las ideas exp u estas, tenem os que, adem ás de lo 
establecido  en las leyes v igen tes respecto de la  incineración 

C e n su a l de cien mil pesos en billetes, de la  acum ulación de 
pastas de p lata  en can tidad  d e  125,000 pesos m en su ales,'con - 

'^endria conservar en depósito, gan an do interés, todo el e x ce -
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d en te  sobre 16.000,000 d e pesos, com o lo  d ispuso la  le y  de 1 880.

P o r otra  parte, seria tainbii5n conveniente:
1.0 R ed u cir los presupuestos d e gastos públicos á una sum a 

q u e no pase de 52.000,000 de pe.sos;
2.° C on solidar en d euda interior á largo  p lazo  unos 35.000,000 

d e  pesos;
3.0 V e n d e r  propiedades fiscales en la  A rau can ía , en la  e.s- 

p lan ad a  de V a lp ara íso  y  en el M apocho, h asta  por va lores 

d e  10.000,000 de pesos;
4.0 E n ajen a r una parte de la propiedad salitrera del E stád o ;

5.° D e d icar á la  am ortización de la  d euda flotante y  del p a­
pel-m oneda los exced en tes  que d eje  anualm en te el servicio  del 

presupuesto  del E stad o ;
6 ° R estab lecer el im puesto  aduanero sobre la  base de que 

los derechos se cubran en p lata  ó su equ ivalen te; .
7.° R estab lecer igu alm en te las tarifas de ferrocarriles sobre 

la  base de la  m oneda de plata;
8 ° C u brir los sueldos de los em pleados públicos en pesos fuer­

tes, h aciendo en ellos la  reducción que se considere equitativa;

9.0 Su spend er el establecim ien to  de nuevos bancos de em i­

sión y  aun reducir grad ualm en te el m onto de las em isiones ac­

tuales h asta  que vu elva  la circulación  m etálica;
10. A u to r iza r  las transacciones en m etálico, pudiendo 10“̂ 

b an cos de em isión ó h ipotecarios hacer em isiones que deban 

can celarse  en oro ó plata. .
E n  vista , pues, de los datos enum erados y  d6 las observ'acio 

nes que de ellos se desprenden, no es aven turado establece^ 

q u e la  situación financiera del E stad o , aun qu e d ebilitada pof 
m om en to en fuerza  d e  acontecim ien tos extraordinarios, 

la  robustez necesaria  para  retirar sin gran d es sacrificios y^^  ̂

p lazo  no lejano, el papel-m oneda que h a  em itido, y  
v o lv e r  al país el uso de la  m on eda de pleno valor, sóli a 
en  que reposa la riqueza y  el en grandecim ien to  de los puc
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C O N D E N A C I Ó N  E N  C O S T A S  ,

N o  sólo es varia , sino que cada  d ía  lo  es m ás, la  in teligen cia  
d e  las C ortes sobre los casos en que procede en ju icio  la  con­
denación en costas. Q uién la  declara en ju icio  e jecu tivo  en 
a lzad a  siem pre que en todo ó p arte se aco ge  la  acción ejecutiva, 
y  en tonces la  h ace ex ten siva  á am bas instancias; quién e x cu sa  
d e  sem ejante condenación al ejecu tad o  que en prim era instan­
cia  obtiene algo; no fa lta  C orte  que revoque un alito  restitu torio  
y  no condene en costas a l querellante; tam p oco  fa lta  tribun al 
que deseche el recurso de nulidad con costas, y  m ande al m ism o 

tiem p o exp resa r agravios, al paso que otro  hace lo  con trario  
en orden á las costas; á veces en tercería se conden a en costas 

cu an d o se desecha la  dem anda, y  otras no; y  por últim o, h a y  

m ás de un caso en que la  C o rte  h a  confirm ado lo  apelado 
sólo costas del recurso, porque se ha acogid o  la  apelación en 

cuan to  e lla  se refirió á las costas de prim era instancia. Igu al 

variedad  se n ota  cuando se fa lla  un artícu lo  en a lzad a  intro­

d ucid o  sólo en ella. Y  cuen ta  que nunca las conden aciones 
en costas se fundan y  tod a  resolución debe tener su funda­
mento consign ado en e lla  m ism a; y  precisa'mente porque no se 
h a  pensado en ello, se h a  puesto ó se ha em itido, al azar á  

voces, la  condenación en costas, que es el resarcim iento de los 

perjuicios que la  litis tem eraria ó m aliciosa  ocasiona á la  otra 

parte. N ad ie  ha tratado de in vestigar si en el ju icio  ejecutivo, la  

le y  que con den a en costas al ven cido  se refiere á prim era ó á  
am b as instancias, ó  si son especiales las d isposiciones que á 

a lzad a  se refieren; nadie si la  tercería  es ju icio  ejecutivo , ó si á 

e lla  se refiere la  le y  al condenar siem pre en costas al ven cid o; 

nadie si en tre los perjuicios pueden contarse las costas cau sad as 

á  quien es parte ven cedora en querella, etc.; en sum a, sobre 

este punto  de tan d iaria  ocurrencia, no se han fijado los prin­
cipios ^ue deben gu iar al ju e z en sus fallos. S i al revés hubiera 

sucedido, y a  no habría cuestiones, sino jurisprudencia  uniform e, 

puesto  que las leyes son claras, pocas y  de con stan te aplicación.
P ara  subsanar este  defecto, creem os convenien te lla m a r la  

atención de quienes corresponda sobre este punto, con sign an do
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los principios que dom inan en la  m a te r ia 'y  rem itiendo á la 
' Gaceta de Tribunales á los que quieran conocer la  varia  ju ris­

pruden cia que reina en e l la

L a  ley  8, tít. 22, Part. 3.» con sign a una regla  gen eral que no se 
refiere á determ inados ju icios ó instancias y  que puede aplicarse 
á  incidentes ó partes de cada  ju icio : el litigan te  m alicioso y  el 

tem erario  deben ser conden ados en costas, causadas por su m a­
lic ia  ó tem eridad á su co litigante. E s a  le y  debe citarse cuando 

en virtud  de ella  se conden a á p agar costas.

L a s  leyes 27, tít. 23, Part. 3 2  y  3, t í t  19, lib. 11 de la N ov. 

R ecop., se refieren solo á los ju zgam ien tos en alzada, cu ales­

quiera que ellos sean, ordinarios, ejecutivos, sum arios, etc. L a  le y  

de ju icio  ejecutivo , en su art. 42, se refiere á la  sentencia de p ri­
m era instancia. L u e go , cuando ésta  es favorab le al ejecutado, la 

d e segunda, que revoca y  d a  lu g ar á la  ejecución, debe lim itarse 

á  d ecir lo que el ju e z  habría d icho ju zga n d o  com o el tribunal de 

a lzada: "p águ ese lo dem an dado y  las costas.i, es decir, las cau- 
•sadas en prim era instancia, porque la m alicia  ó tem eridad en el 
ju ic io  ejecutivo, sólo  se presum e cu an d o la  sentencia consagra 

la  acción ejecutiva, y  porque la  regla  de la apelación  se refiere 

a l caso en que se confirm e sin m odificación lo  apelado. Vor 

esta  cau sa no d ebe ser condenado en costas quien se a lzó  con 

rascan derecha y  ob tuvo  a lg o  en la  a lzad a, lo  que obsta  á 

presunción de tem eridad estab lecid a  en la  le y  m ism a. C o n d e ­

n ar só/o en costas del recurso es confirm ar una sen ten cia  con de­

c la ra ció n  de que no h a y  lugar á  la  conden ación en costas qu^ 
e l la  im pone, lo  que e x cu sa  d e conden ación en costas causadas 

en  la alzada; y  cu en ta  que á  ''veces se apela  e x p re s a m e n te  

e s a  condenación en costas, se revoca en esta parte la  sentencia 

ó auto  apelado, y, sin em bargo, se h a  ag reg ad o  la  expresión 

con trad ictoria  con sólo costas dcl recurso. A h o ra  bien, ning^^® 
le y  condena en costas á quien form ula artícu los en .segur'  ̂

instancia, sean ó no d esechados en e lla  m ism a, ni puede pi' '̂’  ̂

m irse que h a y a  tem eridad  cu an d o  sem ejantes artículos 

desechados con votos en contra, com o tan tas veces sucede, 

le y  só lo  presum e la  tem eridad, sin estudiarla, en contra del . 

a p e la  y  nada obtien e en a lzad a  al reverse la  sentencia apc 

P ara  el ju ic io  ejecutivo , en orden á costas, só lo  ex iste  e
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tículo  42 de la le y  de 8 de febrero de 1837. C u an d o se obtiene 

en parte lo dem andado en ju icio  ejecutivo, la sentencia de p ri­
m era in stan cia  debe tambií^n conden ar en parte á p agar las 
costas de cada  perdidoso; v .g r., cuando se dem andan las deudas 
A  y  B , y  el e jecutad o se a llan a  á la  prim era y  se excep cion a  
respecto  de la  segunda, la  secuela del ju icio  ha sido e x ig id a  en 

parte por una deuda solam ente, y  en otra  por am bas, y  en ton­
ces el deudor m oroso de la  d euda A  ha causado costas hasta 
la  citación  de rem ate inclusive, y  el acreedor de la  deuda B , que 
perdió  su acción, ha causado las restantes. E jecu toriad o  el fallo 

d e  prim era instanci.a, desaparece la ejecución por la  d euda B  y  
qu ed a sólo  en pié por la  d euda A , que seguirá  dando lu g ar á 
.costas. Igu al cosa  sucede y  se practica  en la  d efin itiva de ju icio  

ordinario, donde, únicam ente á veces, se ve  la  m alicia  ó tem eri­
dad con que se han interpuesto  artículos dentro del ju icio  y  en 

tal caso  puede condenarse á una de las partes en costas p arcia­

les del juicio . A h o ra  bien, en tercerías se seguirán las leyes g e ­

nerales ó las del ju icio  e jecu tivo  según sean las acciones ejer­

citad as por el tercerista, ordinarias ó ejecutivas. Q uien  con 

títu lo  e jecu tivo  pide preferencia sobre el prim er ejecutante, 
p uede ser rechazado por éste en lo relativo  á la preferencia, su­
pu esta  la  calid ad  de e jecu tivo  en el títu lo, ó  puede dicha ca li­
dad serle n egad a por cualquiera de las excep cion es ordinarias ó 
ejecu tiv as que obsten á una dem an da ordinaria  ó ejecu tiva; y  

otro tan to  puede hacer el ejecutado. E n  esos casos la  sentencia 
será de ju ic io  ordinario ó ejecutivo, según sea la  excep ció n  que 

se falle. Q uien  pide preferencia sin títu lo  ejecutivo , jam ás da 

lu gar á un ju zgam ien to  ejecu tivo , v. gr., si se a le g a  dom inio  ó 

preferencia com o acreedor sin título, y  en el curso del ju icio  e s­

tab lece una ú otra  cosa, dará  lu g ar á una sentencia de ju icio  or­
dinario.

C reem os que no h a y  leyes especiales sobre costas en las ac­
ciones posesorias sum arias; pero que tan to  los autores com o la 

jurispru den cia  condenan al vencid o á  p agarlas, com o en ju icio  
ejecutivo, y  acaso por creer que m ás que nunca es á d ichas 
acciones ap licab le  la  le y  general, que es la  8, tít. 22, l ’ art. 3.®, y  

precisam ente porque la le y  presum e m alicia  ó tem eridad, no o y e  
a l querellado  y  lo  conden a con sólo  una inform ación sum aria.
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y  no sólo lo condena á costas, sino á perjuicios. N os referimos^ 
pues, en estos ju icios á lo  d icho para el ejecutivo.

E n  orden al recurso de nulidad que es d e estricto  D erecho, 

só lo  se refieren á costas el artícu lo  l6  y  el artícu lo  6.°; éste, que 

no autoriza  n in guna conden ación en costas cuando se en tablan 
los dos recursos jun tos, el de nulidad y  el d e apelación, y  aquél 

que la  ordena con tra  el ab ogado  sólo  cuando se d eclara  que 

no h a y  nulidad, no cuando se d eclara  previam ente que no pro­

cede ese recurso, y  por eso en este caso se m anda d evolver 
Ja m ulta que se ap lica  al F isco , sólo  cuando se fa lla  e l fondo 
del recurso de nulidad, declarando que ésta  no ex iste . L a  le y  

de ese nom bre no perm ite otra cosa y  lleg a  á tal su rigorism o, 

que d icta  al ju e z h asta el te x to  literal de su resolución, sea  que 
h a y a  ó no nulidad. ,

A s í  com o nada h a y  m ás ju sto  que cuando el ju e z v e  la  m a­

licia  ó tem eridad, condene al p ago  de costas, así tam bién nada . 

h a y  m ás in justo  q u e presum ir esa tem eridad cuando los ju e ces  
m ism os unos ap oyan  y  otros desechan la  acción; ni nada h a y  

tam p oco  m ás innecesario que presum ir esa tem eridad desde que 
el ju e z  que acaba de fa llar sobre el fondo, puede com o nadie y  

con perfecto  conocim iento  de cau sa ju z g a r  si ha h abido  ó no li­

tig a n te  m alicioso ó tem erario. H acem o s votos porq ue para  toda 

clase  de ju icios y  en todas las instancias y  recursos, no m ilite  

m ás que la le y  general d e que quien lit ig a  sin razón derecha 

reem bolse á su conten dor las costas que á éste causó.

■ J u a n  d e  D i o s  P l a z a

E L  D E C R E T O  D E  17  D E  F E B R E R O  D E  1838 
Y  S U  A P L I C A C I Ó N  P O R  L O S  T R I B U N A L E S

Sr.MARio.— Decretos con fuerü.T de ley.— Objeto del de 17 de febrero de 
i 8j 8.— Su alcance.— Vigencia del mismo después de la promulgación de 
la L ey Orgánica de los Tribunales.— A  quién corresponde su derogación. 
— Jurisiirudciicia de los Tribunales superiores,— Conclusión.

P o r le y  de 31 de enero de 1837, d ic ta d a  d e conform idad con 

lo  que entonces d isponía la parte 6.a del artícu lo  36 de la  C ons­

titución, el C on greso  N acional declaró  en estad o  de sitio  el te-
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rritorio de la  R ep ú b lica  por el tiem p o que durase la guerra con 
-el Perú, y  autorizó  al Jefe del P o d er E jecu tiv o  para usar de 

todo el poder público que su prudencia hallare necesario para 

regir el E stad o , sin otra lim itación  que la  d e no poder condenar 
por sí ni ap licar penas, debiendo em anar estos actos de los T r i­
bunales establecidos ó que en adelan te estableciere el m ism o 
Presidente.

E n  ejercicio  de las om ním odas atribuciones que esta  le y  le , 
confería , el P residente de la R ep ú b lica  legisló  durante dos años 
sobre todas las m aterias que estim ara oportuno tratar, e x p i­
d ien d o sobre ellas num erosos decretos con fuerza de ley , m u­

ch o s de los cuales se hallan vigen tes hasta  la  fecha. T a l  sucede 

e.specialm ente con los d ecretos-leyes sobre procedim ientos ju d i­
ciales, entre los que, por ser m ás im portantes, podem os an otar 

los siguientes: . ,

"3 d e febrero de 1837, sobre im plicancias y  recu sacio ­

nes, en gran  parte m odificado por la  lej^ d e  15 de octubre 
d e  i 8 ; s ;  .

"8 de febrero de 1837, sobre ju icio  e jecu tivo  y  concurso d e  
acreedores, y  m odo de proceder en ellos;

" i .°  de m arzo de 1837, sobre la  m anera com o en ciertos ca ­
sos deben fundarse las sentencias; , .

“ I.® de mar.^o d e 1837, sobre recurso de nulidad;

"29 de m arzo de 1837, sobre consultas de sentencias en cau ­
sas crim inales;

"2 1 de ago sto  de 1837, que d ispone que la fuerza pú b lica  
que concurre á  la  ejecución d e sentencias debe sujetarse á las 

<^rdenes que d icte el ju e z  ordinario;

"24 de ago sto  de 1837, que d eclara  hábiles para  d eclarar en 

<^ausa crim in al á los testigos que están en cuarto  g rad o  de p a- 
i'cntesco con el acusador; • - .

"24 de enero de 1838, sobre tacha  d e ebriedad; . ’

"4  d e abril de 1838, sobre reconocim ien to  d e  docum en tos 
cuando el que d ebe practicarlos no puede com parecer al tri­
bunal;

"2 de m ayo  d e  1838, que d eclara  que la  notificación del m an- 

am ien to de em b argo  puede hacerse en cualquier lu gar en que 
se en cu en tre  al deudor;
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"25 de ju lio  de 1838, acerca  de la  m anera com o deben d e­

clarar los jueces subalternos; y
‘‘ 17 de febrero de 1838, que establece un trám ite previo para 

proceder en las causas de serenos.»

*
» »

D e  este últim o, cu y a  v igen cia  é interpretación han sido m a­
teria de aprcciaciopes diversas, nos proponem os ocuparnos p o r  

ahora. ,
D ice  así:— "S a n tia go , febrero 17 de 1838.— T en ien d o  el G o ­

bierno en consideración lo  ex p u esto  por el Inten dente de S a n ­
tiago, é inform ado en consecuencia por el ju ez de letras en lo 

crim inal, se declara por punto general, que siem pre que el c o ­

m an dan te de serenos ó a lgu n o d e  sus subaltern os fuere acusado 

de exceso  en el ejercicio  de sus funciones, debe elevarse la  q u e­

ja  ante el In tendente, quien, procedien do gub ern ativam ente, im ­
pondrá la corrección d ebida si el ex ceso  fuere fa lta  de d iscip lin a 

y  de corta  gravedad, ó pasará el conocim iento de la  queja  á la 

ju stic ia  ordinaria, poniendo á su disposición el reo, si la  con cep ­

tuase de gravedad, tom ando en este  caso  sin d ilación las pro­

videncias necesarias para que el servicio  público  en este ram o 

no sufra notable perjuicio. E n  consecuencia de esta  disposición, 

pásese al In tend en te la  querella  interpuesta con tra  don B a rto ­

lom é G rez, para que proceda con arreg lo  á lo que aqu í se pre­

viene. C om un iqúese.— P R I E T O . — Mariano de Egaña.»

C u an to  al ob jeto  de la  disposición con ten ida en el preceden­

te decreto, parece que no ha sido otro  que ev itar en gran  parte 

inútiles ju icios crim inales, m olestos y  disjxíndio.sos, en que los 

je fes y  subaltern os de los cuerpos de policía  pueden verse en- 

/ vueltos con m otivo  de los actos que ejecutan  en ejercicio  de sus 

funciones. P or el solo hecho de .ser represen tantes de la  auto­

ridad y  de hallarse investidos, aunque en pequeña escala, de 

cierta  parte del poder público, ocurre con frecuen cia que .se les 

m ira con d escon fianza ó m ala volun tad , que á veces lleg a  hasta 

v e r  en cada  uno de ellos un en em igo á quien es necesario com 

b atir  por todos los m edios de que sea d ado disponer. L a  eje
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cución de las órdenes que reciben de sus inm ediatos su p eriores 

es considerada en la m ayor parte de los casos com o actos pro­

pios y  espontáneos suyos y  cu y a  responsabilidad ex clu siva m en ­

te  les afecta.
N o  debe considerarse este trám ite  previo de ocurrir al In ten ­

d en te ó G obernad or para que califique la fa lta  de que al agen te  

de policía  se acusa, com o una especie de desafuero para proceder 
en su contra, sin o que m ás b ien  es un m edio de a llan ar las d i­
ficultades q u e entre ellos y  cualquiera  ind ivid uo  p articu lar 
puedan suscitarse con m otivo del ejercicio  de las funciones pú­

blicas que pesan sobre los prim eros. S i el In ten d en te ó G o b er­
nador estim a que la infracción de que á su subaltern o se acusa 
no pasa los lím ites de sim ple fa lta  de d isciplina, aprecian do 
prudcn cialm ente las circunstancias ó anteced en tes que la  pro­

dujeron, en uso de las facu ltades que com o á  superior je rá r­

qu ico  le corresponden, la  castiga  adm inistrativa  ó m ás bien  
disciplinariam ente, sin form a de ju icio  y  sin que por ello  pueda 

decirse que se co n stitu ye  en tribunal de justicia. P o r el contra­

rio, si de los datos que se le sum inistran por el reclam ante se 

desprende que el ex ceso  reviste los caracteres de d elito  ó que 
por lo m enos co n stitu ye  un hecho cu yo  esclarecim iento  corres- 

poiide á la justicia , d ebe el In ten d en te ó G obern ador poner en 
el acto  al reo á disposición del tribunal respectivo, sin necesidad 

de que por éste se h a ya  e x p ed id o  orden de arresto, de confor­

m idad con la obligación  que sobre d ichos funcionarios pesa d e  

concurrir, en la esfera de sus respectivas atribuciones, al e sc la -  

•■^cimiento y  castigo  de los delitos que se com etan en el territorio  

cu ya  adm inistración  superior se les h alla  en com endada.

Para que proceda la calificación previa de que se trata es, 
pues, indispensable, estando á los términos del decreto que 

. estudiamos, que á los jefes ó subalternos de los cuerpos desere- 
se acuse de exceso cometido en ejercicio de sus funciones, 

es decir, en actos del servicio y  con tal que esos excesos hayan 
. sido ejecutados en su carácter de representantes de la autorí- 
dad y  extralimitando las facultades de que se hallan investidos, 

tal manera que en su condición de simples particulares no 
hubieran podido hacerse reos de semejantes infracciones.

Por lo demás, no puede estimarse esta disposición como el
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reconocim ien to de un fuero p rivilegiado  en favor del personal 
d e  los cuerpos de serenos, y a  que en todos los ram os del serv i­

c io  publico  se ve  que cad a  vez que alguien  se siente agraviad o  

por los procedim ientos de cualquier subalterno, llev a  su recla­
m o al je fe  de la  oficina ó al superior inm ediato, y  éstos, después 

d e  im ponerse d e  los anteceden tes que m otivan la queja, a m p a­

ran • !  em pleado acusado ó le im ponen algún apercibim ieiU o c o ­
rreccional, según los casos. ' .

P od ría  tem erse y  con razón que la autoridad adm inistrativa, 
y a  sea por espíritu  d e  com pañerism o ó  por cu alqu iera  o tra  
consideración extrañ a , estuviera siem pre d isp u esta  á  ponerse 
d e  parte del subaltern o acusado, y  que, calificando de sim ple 

fa lta  d e  d iscip lin a el hecho ó hechos que m otivan el reclam o, 

fuera con ello  á am p arar al cu lp ab le  y  á estorb ar el ejercicio  

e x p e d ito  de la  acción  que af ofen dido corresponde para perse­

g u ir  la responsabilidad crim inal del acusado. P ero  esta  d ificu l­
tad  ha sido prevista y  solucionada por otro  decreto  posterior al 
d e  17 d e febrero, por el de 18 de abril del m ism o año d e  1838, 

segú n  el cual *-la parte que .se sintiere agraviad a  con la  califi­
cación  que hiciere el In ten d en te  de la m ayor ó m enor graved ad  

d el ex ce so  que com etiere un sereno en ejercicio  de sus funciones 

p ued e ocurrir, h aciéndolo  presente previam ente a l Intendente, 

al C on sejo  de E stad o , com o al tribunal señalado por el núm. 
d el art. 104 (h o y  95) de la C onstitución  para  declarar la legítim a 

com p eten cia  d e  las autoridades ad m in istrativas cuando hubiere 

d u d a  ó conflicto  de jurisd icción  en tre ellas ó con los T rib u n a ­

les d e Justicia, E l  C on sejo  de E sta d o  resolverá  breve y  suma* 

riam ente á  quién corresponde el conocim iento del asunto, o yen ­

d o, si fuere necesario, el inform e de un tribun al superior de 
ju stic ia n

E n  resum en, el suprem o d ecreto  d e  17 de febrero de 183^» 
antes que establecer una inm unidad p ara  los je fes  y  subalternos 

<3e los cuerpos de policía, ha querido asegurarles cierta  estabi- 

h'dad en el desem peño de sus cargos, ponién doles á cubierto  de 

las asechanzas de sus en em igos y  p restig ián d olos a n te  la socie-^ 

d ad, m erced á  la  g aran tía  de no poder ser procesados por l^s 

actos q u e ejecu taren  en su carácter d e  represen tan tes de 1» ' 

autoridad, sino m ed ian te un p rocedim iento  especial, breve /

PONTIFICIA 
, UN IVEK SJiM D
I C A T Ó L I C A  DE 

V A L P A R A Í S O



ex p e d ito , que, bien ejercitado, contiene el abuso y  no infiere 
agra vio  á ningún derecho.

•  •
. •  »

P ara  conocer el verdadero alcan ce d cl d ecreto  de 17  de fe­
brero de 1838 basta, á nuestro juicio , la  sim ple lectura  de los tér­

m inos en que aparece redactado. L a  declaración gen eral que 
co n tien e  reviste los caracteres de una le y  com o cualquiera otra  
d e  las que bajo  la form a de sim ples decretos se exp id ieron  por el 

P residen te de la R ep ú b lica  durante el bien io  d e 1837 y  1838, á 

virtud  d e la autorización m onstruosa y  á todas luces in con stitu­
cio n a l que la  le y  de 31 de enero del prim ero de esos años le confi­

riera. N o d ice precisam ente el preám bulo de este d ecreto  que sea 
e x p e d id o  en uso de las facultades extraord in arias d e q u e  se h a ­

lla b a  investido el E jecu tivo ; pero esta  adverten cia, que acaso no 

e ra  necesaria, la  suple la  m ism a circunstancia de d ictarse la  m e­

d id a  de que se trata, con el carácter de general, ó por punto ge­
neral, com o allí tex tu a lm en te  se dice.

S in  em bargo, el d ecreto  de 18 de abril del m ism o año 38, que 

sin  d ud a form a parte dcl de 17 de febrero y  que lo com plem en ta, 
p uesto  que establece el recurso que h a ya  de en tab lar el que se 

con sidere agraviad o  con la  resolución dcl In tendente al estim ar 
' la  g raved ad  de la  falta, contiene aquella  adverten cia, pues el 

P residente d é la  R ep ú b lica  d ice e x p ed irlo  en uso de las faculta­
des extraordinarias que ejerce, etc.

De conformidad con esta interpretación, cada vez que en las 
resoluciones de los tribunales se ha hecho referencia al decreto 
de 17 de febrero, se le ha llamado uniformemente decreto su­
premo con fuerza de ley, de la misma manera que á los demtls 

al principio del presente estudio hemos enumerado.
Pero, tratándose de la aplicación de este decreto-ley, se ha sus- 

< îtado más de una vez una curiosa dificultad al estimar el alcan­
ce dcl mismo, y  de ella dan cuenta varias resoluciones de la 

orto Suprema. Se ha sostenido en el seno de aquel alto T ri­
enal que el trámite previo que el decreto establece se refiere 

exclusivamente al cuerpo de s.crenos de Santiago, ó á  los jui- 
en que se persiga la responsabilidad do sus individuos por



excesos com etidos en ejercicio  de sus funciones, y  que á su d is­
posición no pueden acogerse los que form an parte d e los cu er­

pos de policía de cualquiera o tro  d epartam en to  de la  R e p ú ­

blica.
Para sostener esta afirm ación, se in voca aquella  frase que 

sirve de en cabezam iento al d ecreto  de 17 de febrero: "T en ien d o  
el G obierno en consideración lo  ex p u esto  por el In ten d en te d e  
S a n tia go  é inform ado en consecuencia por el ju e z de letras en 

lo crim inal, se declara por punto general,n etc.; m as, al rac io ci­

nar así, se o lvida lam en tablem en te que las leyes rigen del m ism o 

m odo en tod o el territorio  de la  R ep úb lica , á no ser que al 

d ictarlas se d ig a  de m anera ex p re sa  y  term inan te que se refie­
ren á una parte determ inada del m ism o, ó que la  n atu raleza  de 

las d isposiciones que contienen las h aga  ap licab les sólo  á una 

ó m ás porciones. Y  no habiéndose indicado, en el caso de que 

ahora se trata, el propósito  de establecer una p rerrogativa  espe­
cial para los serenos de S an tiago , que nin guna consideracióti de 

ju stic ia  ni de equidad justificaría, sino que, por el contrario, se 
d eclara por punto general que cad a  vez que el com an dan te de 

serenos ó a lgu n o  de sus subalternos fuere acusado de exceso  

en el e jercicio  d e sus funciones, se lleve la queja al In tendente 

respectivo, es fuera de duda que tal declaración  am p ara á todos 

los cuerpos de serenos de la  R ep úb lica .
S e  h a  sostenido asim ism o que las funciones que el decreto  

de 17 de febrero encom ienda al In ten d en te son ju d icia les y  q»e 

aquel funcionario se co n stitu ye  en tribunal de ju stic ia  para ha­

cer la  calificación de la graved ad  del e x ce s o  de que á los sere­

nos se acusa. Pero  esta  aseveración se h alla  con trad ich a en el 

m ism o decreto, puesto  que en él se orden a llevar la  queja al 
Inten dente para que, •>procediendo impong^'

la  corrección debida, st exceso fuere falla de disciplina y  
corta gravedad», 6  pon ga  al acusado á d isposición del tribuna 

respectivo, en el caso contrario. E l  In tenden te, ó G obern adof 

en su caso, no procede, pues, com o tribun al á  establecer  ̂
e x iste n c ia  de un delito , á recibir prueba ó á e x p e d ir  .sentencie^ 

su m isión se reduce sólo  á d eterm in ar si, por los antecedentes  ̂

caracteres del reclam o, el esclarecim ien to  y  ca stigo  del h e c h o  u 

om isión que lo  m otiva  es del resorte de la  ju stic ia  ordinaria,
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si únicam ente con stitu ye m era fa lta  de d iscip lina que d eba re­
prim irse adm inistrativam ente; de igual m anera que procedería  

un y:íe de oficina ante quien se reclam ara de la  con ducta  de 
alfjuno de sus subordinados, poniiíndolo á disposición del tr i­
bunal respectivo, ó im poniéndole cualquiera corrección d isc i­
plinaria, según los casos. •

T a m p o co  podría considerarse com o una pena, en el sentido 

que en D erecho  se da á e s ta  palabra, la m edida correccion al que 
el In tendente ó el je fe  de oficina dictaran para reprim ir el ab u ­
so reclam ado, porque esas m edidas se acuerdan por m otivos 

d iscrecionales y  sin n inguna responsabilidad u lterior para los 

em picados que d e ellas son objeto. Y  este principio, que es e le ­

m ental en D erecho, se halla e.xpresam ente san cionad o por el ar­
tícu lo  30 de nuestro C ó d ig o  P en al, que estab lece que no se 

reputarán penas para los efectos legales, "las m ultas y  dem ás 

correcciones que los superiores im pongan á sus subordinados 

y  adm inistrados, en uso de su jurisd icción  discip lin al 6 atribu­
ciones gubernativas.y,

K1 jjrccep to  conten ido  en el d ecreto  suprem o con fuerza de 
ley  de 17 de febrero de 1838, tan tas veces citado, establece, en 
consecuencia, una verdadera regla  de procedim ientos, un trá- 

rnite previo, ó, si se quiere, una m anera especial de dar com ienzo 

á las causas crim inales con tra  .serenos, por exceso s com etidos 

ejercicio  de sus funciones. P ued e ó no ser a ju stad a  á los 
principios de D erecho, y  en ello  tendrem os oportunidad de ocu ­

parnos m ás adelante; pero en todo caso, por absurda é inconve- 

*^iente que parezca, será forzoso observarla  en tan to  no h a y a  

sido d erogad a en la  form a prescrita  por la  ley.

*» »

aqu í lleg a  la  oportunidad  de averigu ar si esta  disposición 

está v igen te  aún, ó .se en cuentra derogada.

La d erogación de las leyes, d ice el art. 52 d e nuestro C ó d ig o  
’vil, podrá ser ex p re sa  ó tácita. E s  e x p re sa  cuando la nueva 

dice exp resam en te  que d ero ga  la  an tigu a,, y  tác ita  cuando 
 ̂ nueva le y  contiene disposiciones que no pueden concillarse 

las de la  anterior.
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L a  prim era de estas form as de derogación no concurre en el 

ca so  que ahora contem plam os', pues no se ha d ictad o le y  a lg u n a  

con posterioridad al d ecreto  suprem o de 17 de febrero de 1838 
q u e  d iga  exp resam en te que la  v ig en cia  de éste queda suspen­
did a. V ea m o s entonces si concurre la  segunda, esto es, si h a y  
a lgu n a le y  cu yas d isposiciones no puedan conciliarse con las 

<lel exp resad o  decreto.

A n te s  de la  prom ulgación de la de 15 de octub re de 1875, 
so b re organización  y  atribuciones de los T rib u n ales, se con si­

d eró  uniform em ente que la  le y  del año 38 estab a  en vigencia, y 
c a d a  vez que era necesario proceder con tra  los individuos de 
los cuerpos de serenos, se llevab a  previam ente la  qu eja  al In ­
ten d en te ó G obern ador para  los efectos que en e lla  se expresan . 

P ero, después d e la  v ig en cia  de la  prim era, la  uniform idad de 

op in ion es h a  desaparecido, y  así la jurisprudencia de los T r ib u ­

nales com o la  d octrin a de los tratadistas, se presentan en com ­

pleto  desacuerdo sobre la  m ateria.
L a s  consideraciones en que se fun da la d erogación  tácita  

son las que copiam os en seguida, de fallo  recientem en te e x p e ­

d id o  por la  C o rte  de A p elacion es de San tiago:

iiQ ue según lo  d ispuesto  en el art. 5.° de la  la le y  d e  15 de 

o ctu b re  d e 1875, está  su jeto  á los T rib u n ales que establece esta 

le y  el conocim iento  d e  todos los asuntos ju d icia les que se pro­

m uevan en el orden tem poral dentro del territorio  de la  R ep ú­
b lica, cualquiera  que sea la naturaleza  ó la  calidad  de las p e r s o n a s  

q u e  en ellos interven gan, con las solas excep cion es que el m ism o 

artícu lo  establece, en tre las cuales no están  com prendidas las 

cau sas de la n aturaleza  de que ahora se frata;
"Q u e  según lo  d ispu esto  en el a r t  l i  de la  m ism a ley» 

el poder ju d icia l es in depen diente de tod a  autorid ad  en el e je f' 

c ic io  de sus funciones.» (S en ten cia  de 22 de ju n io  de 18 9 3  ) 

N os ocuparem os separadam ente de ca d a  uno de estos dos 

fun dam entos, * ^
E s  verdad que, con arreg lo  á la  d isposición  leg a l citada, 

los tribun ales que esa m ism a le y  estab lece  está su jeto  el c o n o c í  

m ien to  de todos los asuntos judiciales que se prom uevan dentro 

d el territorio de la  R ep ú b lica  y  que en tre las e x c e p c i o n e s  

c o n sig n a  no están  com prendid as las causas d e serenos; p
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tam bién  es m enester tener presento, con relación al prim er 
punto, lo que y a  hem os dicho acerca del carácter con que la  auto­

ridad adm inistrativa  departam en tal intervien e en estos asuntos: 

no procede com o tribunal á tom ar conocim iento de una gestión  
ju d icia l entre partes, sino que se lim ita á o ir la  q u eja  que a n te  

e lla  se lleva  contra la conducta funcionaría de un subordin ado 
su yo, para castigar el hecho que la  m otiva, correccion al y  ad- 

viinistraíivajncnie, si se trata d e sim ple fa lta  de d isciplina, ó p o n er 
al acusado á disposición de la ju stica  ordinaria, si el hecho re­
viste  los caracteres de delito, esto  es, de una acción ú om isión 
volun taria  pen ada por la  ley. L a  resolución que e x p id a  no  

puede considerarse com o sentencia, ni darse tam poco el a lcan ce 
de una pena al apercibim ien to que im ponga, según y a  lo hem os 
m anifestado.

H e ahí precisam ente la razón por que no se consign ó esta  
clase  de asuntos entre las excep cion es que el art. 5.0 d e la  le y  

org/inica de T rib u n ales contiene; d e la  m ism a m anera que no  

con sign ó tam poco las gestion es relativas al desafuero para p ro ­

ceder crim in alm ente contra los In tendentes y  Gobernadores,, 

que corresponde resolver al C on sejo  de E stad o , con arreglo  á 

d ispuesto  por la  p arte 6 .̂  del art. 95 (104) de la Constitución., 
no se d ig a  que tales desafueros están com prendidos en la  

cx ce jic ió n  que figura b ajo  el núm ero 2.° de “ las causas c u y o  

conocim iento corresponde al C on sejo  de E stad o , con arreglo  al 
î"t. 104 de la C onstitución  de la  R epública,n pues aquellas g e s- 

Vones no constitu yen  una causa, es decir, una contienda jud icia l 
^ntre partes; en ellas el C on sejo  no procede com o Tribunal,. 

s>no que en su carácter de cuerpo po lítico  e jecu ta  un acto  pu- 

•^ainente adm in istrativo  que la  C a rta  F u n d am en tal y  o tras le ye s  
^secundarias le encom iendan. ,

 ̂ L as  causas cuyo conocimiento corresponde al C on sejo  d e E sta -  

^  no son otras que las que determ inan las atribucion es 4.“ y  

tócl?^'^ 95 (104) le señala y  que dicen así: "4.» Conocer en 
 ̂ las m aterias de p atron ato  y  protección  que se redujeren

• o ye iu lo  el d ictam en del T rib u n al superior de

señale la  ley». "5.‘  Conocer igualmente en las com - 

oc entre las autoricíades adm in istrativas y  en las que
'Jrricren en tre éstas y  los tribun ales de justicia.n ' ■



• E n  la  6.-'' atribución que el artícu lo  constitucion al encom icn- 
d aA l C onsejo, éste no conoce com o tribunal, sin o  que se lim ita á 
"¿feclarar si ha lugar ó no á la  form ación de causa en m ateria 
crim inal con tra  los Intendentes, G obernadores de p laza  y  de- 

partam entoii. . '
T am b ién  es verdad, com o dice el segundo de los consideran­

dos transcritos, que, según lo  d ispuesto  en el a r t  11 de la  le y  

de 15 d e octubre de 1875, el poder ju d icia l es indepen dien te de 

tod a  otra autoridad en el ejercicio  de sus funciones; m as esta  
indepen dencia no se ataca  en m anera a lgu n a con el ejercicio  

de las funciones adm inistrativas que con relación A los serenos 

y  al desafuero de ciertos em pleados superiores incum ben res­

pectivam ente á los intendentes ó gobern adores y  al C onsejo  de 

E stado . .
E s te  principio de la  independencia del poder jud icia l lo con ­

sagra, por otra  parte, la m ism a C on stitución  en su art. 99 
(108), según el cu al "la  facultad  de ju z g a r  las causas civiles y  
crim inales pertenece exclu sivam en te  á los tribunales estableci­
dos por la ley. N i el C ongreso, ni el Presidente de la  R ep ú b lica  

pueden en ningún caso  ejercer funciones judiciales, ó avocarse 

causas pendientes, ó hacer revivir procesos fertecidos.i. A h o ra  

bien, si la C on stitu ción  establece esa independencia, no es po­
sib le con ceb ir que h a ya  querido vu lnerarla  con la intervención 

d e autoridades extrañ as en el conocim iento  de los asuntos que 

coloca b a jo  la jurisd icción  de los tribunales, com o sería la rela­

tiva  al desafuero en la parte 6.» del art. 95> si tal atribucióti 

tuviera  el carácter de judicia l.
Otro tanto cabe decir del decreto de 17' de febrero, suscripta 

precisamente por uno de los autores de la Constitución,— don 
Mariano de E g a ñ a ,-e n  su carácter de Ministro de Estado, y 
cuando hacía apenas cinco años que aquélla estaba en vigcnt-i*'*' 
si es que á la misión que tal decreto encomienda al Intcndcnt*  ̂
pudiera darse el alcance de una función de carácter judicial.

P o r lo  dem ás, al fallo  cu yos fundam entos comentamos po 

m os oponer, en tre m uchos otros que resuelven la  cuesti¿»i 
sentido  contrario  al en que éste lo hace, el ex p ed id o  por la C of 

Su p rem a en 23 de m ayo  de 1882,— en p len a vigen cia  ele la 

o rgán ica  de T rib u n ales,— y  que d ice  así: •• R esultan do
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tos que L u n a  y  G on zález son soldados de policía, v isto  lo d is­
puesto  en los suprem os decretos de 17 de febrero y  18 de abril 
de 1838, se d eclara que deben ser puestos á disposición del go- 

' bernador departam en tal para los efectos d e lo  o/denado en

1 ellos, suspendiéndose m ientras tanto  la orden de prisión librada 

en su cov\tx2i.—  Covarnibias. — A. Reyes. — Bernales.—Prats.— 
Cousiílo.n (Sen ten cia  núm. 977, Gaceta de 1882, lib rada en jui- 

' cío  de doña E len a  H erazo  contra  Juan A . H ern án dez y  otros.)

E n tre  los dos altos tribunales que resoluciones tan con tra­
d ictorias han ex p ed id o  optam os por el m ás elevado, que es el 
prim ero en nuestra jerarq u ía  judicial, y  ju n to  con él y  en mé- 

vrito de las consideraciones que hem os apuntado, nos inclinam os 
á sostener la v igen cia  del decreto-ley  de 1838.

♦ .
« « .

P uesto  que el d ecreto  suprem o con fuerza de le y  que m oti­

v a  el presente estudio, está v igen te  aún, tócanos ahora determ i­

nar á qué autoridad corresponde su derogación, y a  qué ella  se 
h ace  sentir en con cep to  de los m ism os T rib u n ales de Justicia 
com o im periosa necesidad.

A c a so  jam ás habríam os im aginado que tal duda pudiera pro-, 
Sentarse, sí no hubiéram os le íd o  el d ecreto  que en seguida 

reproducim os, h ace poco ex p ed id o  por el M inisterio  del In ­
terior;— "S a n tia go , 14 de jun io  de 1893.— N úm . 2,246.— T e ­

niendo presente que la  resolución d e los asuntos con ten cio­

sos corresponde exclu sivam en te  á los T rib u n ales de Justicia, 

y  que para iniciar el procedim iento no se requiere autorización 

previa sino en los casos exp resam en te previstos en las leyes; y  

Visto lo d ispuesto  en el art. 5.° d e la  le y  de 15 d e octubre

1875, he acordado y  decreto; D eró gase  el d ecreto  de 17 de 

febrero de 1838 sobre ju zgam ien to  de las acusaciones ó quejas 
entre los funcionarios ó agen tes de policía. T ó m ese  razón y  co- 

niuníquese.— M oN T T .— Montt.,, ‘
D esd e lü cgo  cabe n otar la  d iversidad  de opiniones que do- 

^■na con relación á la v ig en cia  dcl d ecreto  de 17 de febrero de 

^838. E n  14 del pasado ju n io  el P od er E jecu tiv o  d ice que ese 
^creto no h a  sido derogado, y , tenien do presente que su dispo-
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sición no es oportuna, suspende sus efectos; m as, en 22 del m is­

m o m es, se ex p id ió  por la tercera sala  de la C o rte  d e Ai^clacio- 

nes la  sen ten cia  cu yo s considerand os reproducim os y  en la  cual 

se d eclara  q u e aquel d ecreto  fue d erogad o  por la  le y  d e 15 

o ctu b re  d e 1875, sobre organización  y  atribu cion es de los T r i­

bunales.
P o r su parte, el C o n sejo  d e  L sta d o , en resolución d e  24  ̂ ® 

sep tiem b re d el afio  ú ltim o, sostu vo  la  m ism a d octrin a de la 

C o rte  d e  A p ela cio n es, en supuesta  con tien d a d e competencia 
su scitad a  en tre el In ten d en te d e  S a n tia g o  y  uno d e  los jueces 

d cl crim en del m ism o d ep artam en to, con m otivo  de un proceso 

q u e  este  ú ltim o in stru yera  con tra  los d os je fes de la  Guare 1 

M un icip al. Y  d ecim os supuesta co n tien d a  de co m i« te n c ia  por­

que, á n uestro  ju icio , se d ió  in debidam en te este nom bre a la 
ficu ltad  nacid a  en tre  aq u ellos funcionarios; p u e s ,  habiendo e 

ju e z  ex¡)cd id o  m an dam ien to  de prisión con tra  los je fes ‘

c ía  y  p ed ido  al In ten d en te q u e los pusiera á su | J
este  ú ltim o le  h izo  presente que se h allab a  en la  im posi 1 
d e  p restar cu m p lim ien to  á a q u ella  orden, por ahora  ̂ en raz  ̂

d e  no haberse obser\ ado por el ju z g a d o  el d ecreto  suprem o coi 

fuerza  de le y  d e  17 de febrero d e 1838, según el cual 

d eb e llevarse al In ten d en te para que éste  castigu e  ¿
vam en te  el h ech o q u e la  produce, si fuese fa lta  de d iscip
jx^nga al acu sado  á dis¡x)sición del tribunal resjx-'ctivo, si cse^_

ch o  co n stitu ye ra  a lgú n  d elito  ó p resentara  los caracteres < e 

(Ñ u ta  d e la  In ten d en cia  de S a n tia g o  de 14 d e  enero

K1 Intendente de Santiago no disp\itó, pues, al  ̂ jj.fcs 
mcn el conocimicnto de la causa que se iniciaba contra 
de policía, sino que se limitó á pedirle los 
su contra obraran, para los efectos prevenidos en e 
tantas veces citado. De la rescilución que hubiera 
autoridad administrativa después de im]K)ncrse de los 
denles, habría jxxlido reclamar el juez al C o n s e j o  

con arreglo á lo dispuesto por el decreto de 18 de  ̂
que, como ya hemos dicho, complementa el de 17 *' ,^„c¡ón 
mismo afio, y  sólo entonces habría sido
<le este alto cuer[)o en el asunto, mas no ejercienuo ^̂ ĵ -̂io- 
judiciales como en las contiendas de c o m i i e t e n c i a ,  sino
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n cs de carácter puram en te adm in istrativo , com o en las so lici- 

tufles de desafuero de que conoce con arreg lo  al artícu lo  95 d e  

la  C o n stitu ción ,

P ero, vo lvien d o  al d ecreto  del M in isterio  del Interior q u e 

a cab am o s de reproducir, es fuerza reconocer que el represen­

tan te  del P od er E je cu tiv o  ha an d ad o con poca fortuna al ex­
pedido; pueí» si el decreto  de febrero h abía  sid o  d erogad o  por 

la  le y  o rgán ica  de los T rib u n ales, no n ecesitaba el G obierno ha­

cer declaración  a lg u n a al respecto, sobre tod o  en form a ab stracta  

y  gen eral com o el decreto  de 14 de ju n io  aparece d ictad o; por 

el contrario, si estab a  vigen te, por el hecho de tener fuerza de ley , 

y a  que fué c x jx :d id o  en uso de las facu ltad es extrao rd in arias 

con ced id as al G obiern o  por le y  de 31 de en ero de 1837, su d e ­

rogación corresponde exclu siva m en te  al Poder L egis la tiv o : es 

inateria d e  le y  y  no de sim ples decretos adm inistrativos.

*
. *  *  ^

H em os d ich o  y a  que la  jurispruden cia  de los tribunales su ­

periores d e  ju stic ia  carece d e uniform idad en lo que se refiere 

á la  ap licación  del d ecreto-ley  de 1837, después d e  la prom ul- 

k'‘ic ió n  de la  le y  de 15 d e  octub re d e  l 8 / 5- C om o d ato  ilustra­
tivo  m encionam os en segu id a  los fallos pronunciados sobre esta  

m ateria:
í ’or se n ten cia  e x p e d id a  en 8 de ju lio  d e 1876, que la  GaccLi 
esc afio pu b lica  bajo  el núm. 1,3 «5. C orte  S u p rem a d ijo  lo 

^'liiiientc, en qu erella  de don K u lo g io  S ilv a  contra  don R icard o  

G utiérrez: " V is to  lo  d isp u esto  por los d ecretos de 17 d e fe­

brero y  18 de abril d e  1838, se d eclara  que don E u lo g io  S ilv a
ocurrir al G ob ern ad or d cl d epartam en to.—  

Valettzuela.— Cúvarruhiiu.— A . Rcycs^^ Id én tica  resolu- 

libró  el a n o 'd e  18S2 en el caso de q u e  d a cu en ta  la  sentencia 

'"im ero . 9 77  y a  reprotlucida.
Sin embargo, el mismo tribunal, por sentencia núm. 2^ ,̂ del 

afio 1876 , mandó procesar á un policial sin acejitar el 
'̂■•ímite previo de que se trata. Otro tanto r e s o l v i ó  en las sen- 
‘̂-‘'icias núms. 3,188 y  2,684 de los años iSüó y  1887 respecti- 

'■amentc. . ,
• E V I S T A  f o r e n s e . — t o m o  V I I I
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L a  C o rte  de A p ela cio n es de L a  S eren a  declaró la  caducidad 

del d ecreto  de 1838, por tres votos contra dos, en la  sentencia 

núm  470 dcl año 86; pero en el m ism o año resolvió  lo  co n tra­

rio, según se ve en la  sentencia 2,537.
L a  C o rte  d e A p elacion es de C oncepción estuvo  asim ism o por 

la  derogación, á virtud de lo  d ispuesto  por el artícu lo  5.® de la 

le y  orgán ica  de los T ribunales, en el caso  de que da cuen ta la 

sentencia núm. 156 del aflo de 1883.

L a  C orto  de A p elacion es de S an tiago , que conoce en segu n ­

d a  in stancia  de causas crim inales desde la prom ulgación de la  

le y  de 19 de en ero de 1889, no ha e x p ed id o  otro  fallo, que n os­

otros sepam os al m enos, que el d e la  tercera  sala  de 22 de 

ju n io  d cl presente año, á que y a  hem os hecho referencia.

D e  las C o rtes de A p elacion es de T a c n a  y  de T a lc a  no c o ­

nocem os resolución algu n a sobre esta  m ateria.

« •  '

H em os discurrido h asta aquf sobre la  base de que el d ecreto  

suprem o con fuerza de le y  q u e el presente estudio  m otiva, est.i 

en plen a v igen cia  y  que, com o tal, debe ser observad o en tanto 

que no se le d erogue en la única form a que nuestras leyes re­

conocen y  que, según y& lo  hem os m anifestado, no es la  ad o p ­
tad a  por el M in isterio  d cl In terior en el d ecreto  r e p r o d u c i d o  de 

14 de junio. .
P ero, con tem p lad o  el d ecreto  á la  luz de la  san a razón y  

derecho, nada h a y  que justifiq ue en la  actualid ad  esa  e s p e c i e  

d e fuero de que gozan  los individuos de los cuerpos de policía 

cu an d o se trata  de hacer e fectiva  la  responsabilidad  de sus ac­

tos funcionarios. S i en otro  tiem p o fué necesario prestigiar á 
estos representantes de la  autoridad, tal necesidad no e x i s t e  

h o y  d ía  en que la tenden cia gen eral se en cam in a á hacer pr̂ ^̂ ' 

tica  b a jo  todos conceptos aq u ella  igu ald ad  ante la  ley  

nuestra C a rta  F u n d am en tal proclam a.
L o s  p riv ilegio s han ido d esap arecien d o p o c o  á p oco  en nues 

tra  legislación , y  h asta el fuero constitucion al d e ciertos f u n c i o  

narios adm in istrativos, p ara  las causas en que sean 

m irado com o un verd adero  anacron ism o por tod os los pu
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cistas que de esta m ateria han tenido oportunidad de ocuparse. 

¿Con cu án ta m ayo r razón no habría d e m irarse com o tal esta  

especie de p rivilegio  de que g ozan  los m iem bros de las p o li­

cías? T ie m p o  es y a  de suprim irlo, pero con tal que ello  se h a g a  

por m edio de una ley, de la m ism a m anera que se estableció. 
E l  estado actual de cu ltura  d e  este país, el g rad o  de progreso 

á que ha alcan zado  nuestra legislación , reclam an u rgen tem en te 

la  adopción de esta m edida, sobre todo cuando dolorosos acon ­

tecim ientos han ven ido  á m anifestarnos que l a ‘ in vio lab ilidad  

san ta  del hogar y  otras sagradas prerrogativas de D erech o  na­

tural que el D erecho  positivo  de todas las naciones civilizadas 

sanciona y  reconoce, pueden tod avía  lleg a r á en con trarse en tre 
nosotros á  m erced de anónim os groseros p o lizon tes que dicen 

cu m p lir su m isión y  obrar en nom bre de la  autoridad.

A g u s t í n  C o r r e a  B r a v o

S a n tia g o , 1893.

S O B R E  L O S  D E F E N S O R E S  P U B L I C O S

( m e m o r i a  p a r a  o p t a r  a l  g r a d o  d e  l i c e n x i a d o  e n  l a

F A C U L T A D  D E  L E Y E S  Y  C IE N C IA S P O L ÍT IC A S )

. E n  cu m plim ien to  de un deber, v o y  á d ar lectura  á una m e­

m oria escrita  sobre un tem a legal.

H e  e leg id o  com o o b jeto  de este estudio  a lgu n as d isposiciones 

de la le y  d e O rgan ización  y  A trib u cio n es d e  los T rib u n ales, 

d ictad a  el 15 d e  octub re de 1875. '

E sas d isposiciones .son las q u e organ izan  el m inisterio  de 

los defensores públicos y  fijan el papel q u e d ebe ju g a r  en los 
ju icios.

H a y  d iv ergen cia  d e opinion es cu and o se aprecia la  exten sión  

de las facu ltades que la  le y  ha querido d ar á  los defensores pú­
blicos. '

¿Puede ap elar un defensor de m enores en un ju icio  en que ha 

s*do llam ad o  á d ictam inar?
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E n  caso de tener derecho de apelar, una vez con cebido  el re.̂  
cu rso  ¿se le considera com o parte?

Y  en segun da instancia, ¿puede ser representado el defensor 
d e  m enores por un apoderado, cuando el defensor que ap ela  

no reside en el d epartam en to en don de fun cion a el tribunal d e  
alzada? '

A lg u n o s  creen que el radio de acción^de un defensor de m e­
nores, por ejem plo, se reduce á los estrechos lím ites asign ados 

á la  prim era instancia del ju icio , sin que le  sea d ado siquiera 

aspirar á una revisión de las sentencias en que se ha desesti­

m ado su opinión, y  lo  m ás que le conceden es el derecho d e  

apelar, pero quedan do privado de la facultad  de proseguir el re­
cu rso  en la  form a ordinaria. '

A s í, le n iegan el derecho d e nom brar apoderado que le repre­

sente en segu n d a in stan cia  y  d e aten der por sí m ism o, p o r 

m edio de instrucciones dadas con arreglo  á su leal saber y  en­
tender, á la prosecución del juicio. ’

E s ta  opinión se h alla  sustentada en sentencias d e  nuestros 
T ribu n ales.

H e  aquí una de ellas, d ictad a  por la  segu n d a sala de la  Ilu s- 

trísim a C o rte  de A p ela cio n es de S an tiago:

"S a n tia go , 27 d e  ju lio  d e  1889.— N o pudiendo el defen sor de 

m enores de T a lc a  con stitu ir apoderado q u e lo  represente en 

se gu n d a  instancia, se  d eclara  q u e el procurador don José R- 
A re lla n o  L ira  no es p arte en este  ju ic io  y  que d ebe hacerse 

saber el d ecreto  de autos en relación al defensor de m enores de 

esta  ciudad, de turn o en esa fecha, quien d ebe pedir lo  con ve­

niente.— Silva.— Gandarillas.— Abalas.— Errdzuriz.»
L a  opinión contraria  d a  m ás latitu d  á las funciones de los 

defensores de m enores.
S e gú n  ella, los defensores de m enores deben ser considerados 

co m o  parte en ciertos ju icios, y  les conceden la  facu ltad  de ape­

l a r  y  de atender en segun da instan cia  al é x ito  d e  la  cuestión p o f 
sí m ism os ó  por los apoderados q u e ten gan  á  bien c o n s t i t u i r -  

E s ta  m anera de pensar ha sido aco gid a  en u n a  s e n t e n c i a  

reciente fecha, e x p e d id a  tam bién por un tribun al superior.

L a  sentencia á que aludo es de la  líu strís im a  C o rte  de A p e ­

lacion es d e  T a lc a . '
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Hela ac îí:
"T a lc a , 14 de noviem bre de 1889.— V isto s: E n  rebeldía del 

defen sor de m enores de C hillán, se d eclara  desierto el recurso 

d e  apelación  deducido contra el auto  de 14 de ju lio  de 1886, 
corrien te á fs. 92. P ublíquese y  devuélvase.— Gundián.— Fernán­
dez Carvallo.— Pinto Agüero.— Canto.— Mora.»

E n  esta d isparidad de opiniones, que afecta  profun dam en te 

los intereses particulares, conviene esclarecer la  cuestión para 

procurar la  arm onía d e  pareceres. .
S in  pretender, por mi parte, hacer com pleta  luz en la  m ateria, 

m e p rop on go a llegar mi gran o  d e arena.
P ero  será necesario com en zar por fijar el carácter con que 

figuran los defensores públicos en los juicios, para  no sen tar 

reg las absolutas que no viniesen en ciertos casos.

L a  le y  d istin gue en ellos dos papeles distintos.
. L a  le y  d e  O rgan ización  y  A trib u cio n es de los T rib u n a le s  

determ in a los casos en que d ebe ó puede un ju e z oir al m inis­

terio  de los defensores públicos, y  tam bién señala las ocasion es 

en que está reservado para éstos e l papel de actores ó de pro­

vocad ores de la  acción  de la  justicia.
C u an d o  un tribunal so licita  del m inisterio de los defensores 

públicos su dictam en, espera que este elem ento  que figura com o 
a u x iliar  su yo  en este caso, ha de prestarle su im portan te co n ­
curso, estudian do las d iversas piezas del juicio , a n a lizan d o  las 

a legacion es d e  una y  o tra  p arte y  proponiendo, por últim o, la  

solución q u e crea m ás a ju stad a  á D erecho.
E l m inisterio de los defensores públicos, después de estudiar 

e l n egocio  som etido  á su conocim iento  y  según la  opinión q u e 

se form e de él, puede tom ar dos cam inos: ó  asum e un papel 

pasivo, em itien do un m ero voto  ilustrativo  y  d ejan d o  en tregad a  

la  m archa posterior de la  cuestión al buen criterio  y  celo  del 

tribun al únicam ente, ó bien ab raza  resueltam en te el papel a c­

tivo  que le d ep ara el inciso 2.° del artícu lo  296 de la  ley  de 15 
de octub re d e  1875, instauran do la  acción  q u e creyere eficaz 

para ev itar  ó  atenuar, si no es posible eso, los daños que están 
sufriendo ó pueden sufrir las personas ó fundaciones que él está  

en cargad o  d e atend er ó salvaguardiar.
E n  el prim er caso, su papel qued a term inado con la  em isión
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d e su vista; pero en el segundo, á nuestro ju icio , sólo  con la  
term inación del asunto en definitiva.

A h o ra  bien, d ictad a  la  resolución del' juez, ¿podría agitarse 

en  seguida el representante del m inisterio público, debería  
aj)elar y  ser considerado, en consecuencia, com o parte?

D e  acuerdo con lo  que hem os dicho, asum irá el papel que 
creyere  m ás conform e con sus deberes.

S i tom a el prim ero de los cam inos antes indicados, sin duda 
que no apelará, porque ni la acción ha partid o  de él, ni ha hecho 
su y a  la  causa al interiorizarse en el negocio.

P ero  si por el contrarío  la  desestim ación por p arte  del juez, 

d e  m edidas propuestas por un m iem bro del m inisterio de los 
defensores públicos im plica, á ju icio  de éste, graves daflos para 

un incapaz, por ejem plo, y  se resolviera á en tab lar la  acción  co­
rrespondiente en defensa, de los intereses del incapaz, es claro  

qu e p odría  ap elar y  p roseguir en segun da instan cia  la  gestión  
em p ezad a en la  prim era.

P or consiguiente, no se puede d ecir de un m odo absoluto  

cu án d o el m inisterio de los defensores públicos deberá agitarse 

y  apelar, porque el procedim iento  qu ed a siem pre su jeto  á la 
apreciación  d e sus m iem bros.

A s í, no se p uede decir, en rigor, que h a ya  un caso en que á los 

defensores públicos les esté  ved ad o  figurar com o partes.

H em os dicho que los defensores p ú blicos pueden en tab lar la 

acción  correspondiente, cuando lo  estim en necesario, á nom bre 

de los incapaces, ausentes y  fundaciones de beneficen cia ú obras 
pías.

A g r e g a  el prim er inciso del referido artícu lo  296, q u e en caso 
que dichas personas ó fundaciones no tuviesen r e p r e s e n t a n t e s ,  

las represen tará el d efen sor público.

¿Se d ud a de que pueda ser p arte el defen sor p ú b lico  cuando 

en tab la  una acción en el caso co n tem p lad o  por el inciso  2.® del 
recordado artícu lo  296?

E s a  duda no tiene fun dam ento m u y firm e, á nuestro juicio.

E ch em o s u n a m irada hacia  atrás y  tom em os en cuen ta los 

principios fundam entales en que descansan las reglas del pro­
ced im iento. ' ,  •

H a y  ju icio  cuando una ó  m ás personas que no han logi'̂ 'i'̂ ®



zan jar la  cuestión que tienen con otra  ú otras, la  som eten á la  

decisión de los tribunales establecidos por la  ley.
E n  todo ju icio  h a y  dos partes, esto  es, un representante por 

cad a  una de las dos ideas que se discuten y  que pretenden su­

plan tarse m utuam ente y  triunfar.
L a  le y  e x ig e  tam bién en el que pretende iniciar un juicio^ que 

en table  una acción, es decir, que ejercite  un derecho.
S in  derecho no h a y  acción, y  sin que se ejercite  una acción  

no es posible entrar al juicio.
D e  otra  m anera, se adm itiría  que cada  uno pudiera pedir lo 

que le vin iere en m ientes.
L u e go , en el caso que contem plo, el defensor público  es parte 

desde que en tab la  una acción, y  com o tal puede dar al ju icio  el  ̂
curso q ue quiera y  en tab lar todos los recursos legales, el m ás 

usado de los cuales es el de la  apelación.
T a l  es el principio sustentado en las sentencias núms. 87 y  

127, insertas en la  Gaceta de los Tribunales de 1882.
L o s  q u e están por la  restricción de las facu ltad es de los d e­

fensores públicos, suelen lleg a r h asta ahí; les perm iten apelar 

y , cosa curiosa, les cierran las puertas del T rib u n al Superior.

P ara  dar a lg u n a salida á esa d ifícil situación, opinan por que 

se o ig a  al defensor público  que ejerza  sus funciones en el d e­

partam en to  en que reside el T rib u n al de alzada.
E s ta  solución parece que es d ictad a  por la  idea errónea de 

equiparar al m inisterio de los defensores públicos con el ininiste- ̂  

rio público.
E s cierto  que uno que otro artícu lo  del C ó d ig o  C iv il han dado 

m argen á ta l confusión.
A s í, d an do  reglas especiales relativas á la  curaduría del d i­

sipador, d icen los artículos 443 y  452 del citad o C ódigo:

" A r t .  443, E l  ju icio  de interdicción podrá ser provocado por 

el có n y u ge  no d ivorciado  del supuesto  d isipador, por cu a lq u ie­
ra de sus consanguíneos legítim os hasta  en el cuarto  grado, por 

sus padres, hijos y  herm anos naturales y  por el ministerio público.

.."El ministerio público será oído  aun en los casos en que el 

juicio  de interdicción no h a y a  sido provocado por éln,
" A r t .  452. E l  d isipador tendrá derecho para  solicitar la  in ­

tervención del ministerio público, cuand o los actos del curador
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le  fueren vejatorios ó perjudiciales; y  el curador se conform ara, 

en ton ces á  lo  acord ado por el ministerio público.»
■ E n  am bos casos se trata  de los defensores públicos, y  con la 

redacción que tienen esos artículos se podría creer que es la  

m ism a cosa el ministerio público.  ̂ .
A ú n  más: el C ó d ig o  de C om ercio, en el núm ero 8 del artícu ­

lo  1350, introduce la  m ism a confusión. E n um eran d o  lo  que 

d eb e conten er el auto  declaratorio  de quiebra, dice;
" L a  orden de que se despachen los correspondientes ex h o r- 

tos para hacer saber la  declaración de la quiebra á los acreedo­
res que se hallen fuera de la  R ep úb lica , m andándoles que en el 
m ism o térm ino del em plazam ien to com parezcan en el lu gar del 
ju ic io  b a jo  el ap ercibim ien to dicho, y  disponien do que mientras- 

tan to ^ e an  representados por el ministerio público.^ ^
A q u í se h ace ajjarecer n uevam ente al vnnisterto publico en 

lu gar del ministerio de los defensores públicos.
Pero, felizm ente, el m ism o C ó d igo  C ivil se e n c a r g ó  d e d isipar 

esas dud as en los artícu los 416, 4 4 1, S H  y  1291.

' H e  aquí ésos artículos; ,
" A r t . 416. P od rá  el ju ez m an dar d e  oficio, cu an d o  lo  crea 

con ven ien te, que el tu tor ó  curador, aun d urante su cargo, 

e x h ib a  las cuen tas de su adm inistración ó m anifieste las e x is ­

ten cias á otro de los tutores ó curadores del m ism o pupilo  ó  á 

un curador especial, que el ju e z d esign ará al intento.
“ P od rá  provocar’ esta  providencia, con cau sa g r a v e ,  calificada 

por el ju e z verbalm en te, cu alqu ier o tro  tutor ó  cu rad or del mi-‘' 

m o pupilo, ó  cu alqu iera  d e  los con san gum eos m ás p róxim os  ̂

éste, ó su có n yu ge, ó el respectivo  defensor.\< ^
" A r t .  441. E l  pupilo  tendrá d erech o para so licitar la  inter­

ven ción  del defensor de menores, cuando de a lg u n o  de los acto.'» 

d e l curador le resulte m anifiesto perjuicio; y  el defensor, encon 

tran d o  fun dado el reclam o, ocurrirá al juez.» ^
i 'A r t . 514. P ueden  e.xcusarse de la  tu te la  ó curaduría:
"1.0 E l  P residen te de la  R ep ú b lica , los M in istros de E s ta  o» 

los M in istros de la  C o rte  S u p rem a y  de las C ortes de 

nes, los fiscales y  d em ás personas que ejercen  el 
público, los jueces^ letrados, e l defensor d e menores, el de o 
pias y  d em ás defensores públicos.
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" A r t .  12 9 1 . Si hubiere legados para objetos de beneficencia 
pública, dará conocimiento de ellos, con inserción de las res­
pectivas cláusulas testamentarias, al ministerio público; á quien 
asimismo denunciará la negligencia de los herederos ó legatarios 
obligados á ellos, ó del curador de la herencia yacente, en su 
caso. • .

"E l ministerio público perseguirá judicialmente á los omisos, 
ó delegará esta gestión al defensor de obras pias.

"De los legados destinados á obras de piedad religiosa, como 
.sufragios, aniversarios, capellanías, casas de ejercicios espiritua­
les, fiestas eclesiásticas y  otros semejantes, dará cuenta al mi­
nisterio público, y 3.\ ordinario eclesiástico, que podrá in^plorarcn 
su caso ante la autoridad civil las providencias judiciales necesa­
rias para que los obligados á prestar estos legados los cumplan.

"^1 ministerio público, el defetisor de obras pias y  el ordinaria 
eclesiástico en su caso, podrán también proceder espontánea­
mente á la diligencia antedicha contra el albacea, los herederos 
ó legatarios omisos.

"E l mismo derecho .se concede á las Municipalidades respec­
to de los legados de utilidad pública en que se intere.sen los 
respectivos vecindarios.i.

En los cuatro artículos que quedan transcritos, se aleja toda 
duda desde que en los dos primeros se hace especial mención 
de los defensores, y  en los dos últimos se distingue con claridad 
lo que es el ministerio público de lo que es el ministerio de lo-s 
defensores públicos.

A  mayor abundamiento, nos bastará recordar que la ley de 
Organización y  Atribuciones de los Tribunales e.stableceen sus 
títulos X III  y  X I V  ambas instituciones con toda precisión é 
independencia, sin que sea posible sostener, desde que .se dictó 
dicha ley, que el ministerio de los defensores públicos sea una 
rama del ministerio público. .

Sólo haciendo una confusión de ambas instituciones se puede 
sostener que, en caso de apelar un defensor de menores, no deba 
ser él el que comparezca en segunda instancia, personalmente 

 ̂ por medio de representante, sino el defensor que resida en el 
departamento en que funciona el tribunal de alzada. ^

En efecto, el ministerio deTos defensores públicos tiene una
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organización diversa de la que tiene el ministerio'público. Éste 
tiene representantes especiales ante cada tribunal, en primera 
y  en segunda instancia, de suerte que toda cuestión apelada 
por un pronnotor fiscal debe necesariamente ser sostenida ó 
abandonada expresamente por el oficial que desempeña sus 
funciones cerca del tribunal superior, como que esa es su única 
tarca y  el hecho que justifica su existencia.

En cambio ¿hay miembros del ministerio de los defensores 
públicos que tengan el encargo especial y  único de sostener ó 
dcsistirse ante los tribunales superiores, de las apelaciones in­
terpuestas por sus colegas que tuvieran la defensa en primera 
instancia? •

Absolutamente nó.
E l artículo 302 de la ley de Organización y  Atribuciones 

de los Tribunales establece que las funciones del ministerio de 
los defensores públicos esten á cargo en cada departamento de 
un defensor de menores, ausentes y  obras pías.

No hay más excepción que la de que trata el artículo 300, el 
cual establece dos defensores de menores en Santiago y  u n o  de 
ausentes y  obras pías.

Por tanto, los defensores desempeñan sus funciones por de­
partamentos, ó sea, con respecto á los negocios que se promue­
van en el departamento.

Pues bien, dados estos antecedentes, ¿cómo c r e e r  que los 
defensores públicos que no residen en el departamento en don­
de funciona la Corte respectiva, no puedan llegar á ella para 
sostener el recurso de apelación qué han iniciado, sino que de­
ben abandonarlo en manos del defensor que ejerce su c a r g o  en 
ese departamento?

¿Hay alguna disposición que lo prohíba?
No hay ley que tal cosa ordene.
Y a  hemos dicho que no hay jerarquía entre los defensores 

públicos; entonces ¿por qué se priva á uno que no reside en el 
departamento cabecera de Corte, del perfecto derecho que le 
asiste para atender un negocio iniciado por él hasta darle c u m ­

plido remate?
Se hace estribar toda la cuestión en el hecho i n c i d e n t a l  y  

extraño al negocio mismo, de la residencia.
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Una Corte de alzada se supone virtualmente presente en cada 
uno de los departamentos sujetos á su jurisdicción, aunque en 
el hecho resida en un departamento determinado.

, No realiza, pues, el defensor que, residiendo en otro departa­
mento, acude ante una Corte á proseguir una apelación, un 
hecho extraordinario, sino el muy corriente y  expedito de pre­
sentarse ante el tribunal que por la ley debe conocer en los 
negocios de ese departamento y  que, si bien en el hecho tiene 
su asiento en otro lugar, no se desprende por ello del carácter 
de tribunal local, si se nos permite expresarnos así.

Ante la ley y  en presencia de las disposiciones citadas, po­
demos llegar á estas dos conclusiones:

1.* Que ninguna ley faculta al defensor público que reside 
en el mismo departamento que una Corte, para tomar á su car­
go las apelaciones interpuestas por los- representantes del mi­
nisterio de los defensores públicos que rbsiden en los otros de­
partamentos sujetos á la jurisdicción del mismo tribunal; y

2.» Que tampoco hay ley alguna que prohiba á un defensor 
público, que no reside en el mismo departamento que la Corte 
respectiva, acudir ante ella con una apelación.

Ante la sana razón y  contemplando el verdadero interés de 
los incapaces, de los ausentes y  de las fundaciones de beneficen­
cia, es justo y  es conveniente dar al papel de los defensores 
públicos la latitud que nosotros le asignamos.

E l derecho de proseguir por sí mismo ó por medio de repre­
sentante, en segunda instancia, una apelación hasta obtener 
sentencia firme, halaga indudablemente’ al litigante y  le es­
timula en tal forma que, en caso de faltar tal garantía, sería de 
suponer que jamás hubiera intentado acción alguna.

Pugna tanto con la naturaleza íntima de las cosas el hecho 
privar á una persona que ha iniciado un juicio, que ha acu­

mulado trabajosamente todo el material que le ha de servir para 
defensa y  que, impuesto día á día de su marcha y  del espíri- 
que domina y  guía al adversario, del derecho de continuar 

la dirección del asunto en segunda instancia, que no es po­
sible suponer que la ley haya querido exprofeso inutilizar tanta 
abor y  desanimar á los mismos funcionarios cuyo celo está in­

teresada en sostener y  avivar por todos los medios posibles.
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Resumiendo, llegamos á las conclusiones siguientes:
1.“ Que un defensor público puede apelar en un juicio en que 

ha sido llamado á dictaminar; , .
2.a Que apelando, debe considerársele como parte; y
3.* Que puede ser representado en segunda instancia por un 

apoderado, cuando el defensor no resida en el departamento en, 
que funciona la Corte.
' Agreguemos aún dos palabras sobre esta última afirmación.

Se podría objetar contra ella que nuestra legislación general 
no admite la delegación de facultades de parte de los funcio« 
naríos públicos.

Pero tal principio sufre excepciones, y  una de ellas tiene lu­
gar en el caso en que me ocupo. i

El papel de los defensores públicos, ciíkndo asumen el carácter 
activo de provocadores de la acción de la justicia, es suigetieris.

Á  los defensores, en tal caso, debe considerárseles premuni­
dos de todos los medios de acción y  de todas las facilidades 
que las leyes acuerdan á los litigantes comunes.

Si un defensor es parte en un juicio y, hallándose en apela­
ción, no pudiese concurrir á la vista de la causa por detenerle 
en el departamento para el cual fué nombrado, otras atenciones 
más urgentes é importantes, haría lo que hace cualquier litigan­
te en ese caso: nombrar un apoderado que obre conforme á sus 
instrucciones.

No hay razón de peso para eliminar las consecuencias legales 
que lógicamente se desprenden del hecho de considerarse como 
partes en ciertos casos'á los defensores públicos.

1891
G u i l l e r m o  P i n t o  A g ü e r o

I M P E R F E C C I O N E S  Y  E R R A T A S  M A N IF IE S T A S  D E  
L A  E D IC IÓ N  A U T É N T I C A  D E L  C Ó D IG O  C I V I I ' 
C H IL E N O . .

L a  historia consigna siempre en sus páginas el día, mes /  
año en que se han verificado l o s  acontecimientos más n o t a b l e s ,  

los sucesos que mayor influencia han t e n i d o  en el d e s e n v o l v i ­

miento político, científico ó  literario de un pueblo.
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Estas fechas son las huellas luminosas que dejan tras de sí las 
generaciones que se van.

Con el transcurso de los tiempos, llegan á ser el símbolo de 
los hechos que recuerdan.

Entre ellas hay algunas que, junto con el resplandor de la 
victoria y del heroísmo, nos traen á la mente ideas de lucha, 
.sangre y  muerte. ■ .

H ay otras, por el contrario, en que ninguna imagen luctuosa 
se presenta á nuestro espíritu, y  que sólo nos producen senti­
mientos de gratitud, orgullo y  bienestar. ' '

I.a fecha de la promulgación de nuestro Código Civil perte­
nece al número de estas últimas.

14  de diciembre de 1855.
Desde este día, Chile pudo gloriarse de poseer un cuerpo de 

leyes que habrían jjodido envidiar algunas de las principales ' 
naciones del viejo mundo y  casi todas las del nuevo.

Desde este día, apareció radiante para nosotros una nueva 
legislación civil que venía á echar por tierra vetustas y  rancias 
<lisposiciones, introduciendo al mismo tiempo sabias y  acertadas 
reformas que estaban más en armonía con nuestras institucio­
nes, usos y  costumbres y  con los progresos de la jurisprudencia 
nioderna.

Desde este día, se mostró la luz que pronto iba á disipar las 
antilogías, confusiones y  deficiencias de las leyes vigentes, y  á 
permitirnos distinguir con claridad y  fijeza las reglas á que de­
bían ajustarse nuestras relaciones de familia, y  los preceptos 
■que debían deslindar los derechos y  obligaciones que emanan 

nuestros más frecuentes actos y  contratos. . ' '
Como se ve, tenemos poderosos y  fundados motivos para re-

< ôrdar siempre con júbilo la fecha de la partida de nacimiento
^el primeró y  del más importante de nuestros Códigos.,

, L a gestación de este primogénito había sido larga y  labo-
f'osa; al paso que en su alumbramiento todo fué fácil, rápido y  
feliz.

E l Proyecto de Código Civil, presentado al Senado en la sesión 
28 de noviembre de 1855 , f̂ ué inmediatamente aprobado por 

U n a n im id a d ,  sin discusión de ninguna especie, como puede 
Verse en la parte que copio del acta respectiva: ■
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"El señor P r e s i d e n t e . — E l Proyecto de Código C ivil s e  ha 
repartido ya á los señores senadores. Se acaba de dar cuenta 
del mensaje del Ejecutivo sobre este Proyecto, que contiene un 
profundo análisis de él, y creo ponveniente que prescindamos 
d e  la segunda lectura para entrar desde luego en su discusión,

"Puesto en discusicSn general.
«El señor P r e s i d e n t e . — Es nece-sario adoptar algiin medio 

para la aprobación de este Proyecto. La discusión es el que á 
primera vista se nos presenta, pero escolla en grandes inconve­
nientes. '

"Discutir utTproyecto de esta naturaleza es hacerle perder 
' esa armonía esencia! que debe guardarse en todas sus partes, 
es empleár quizá sin fruto alguno un sinnúmero de años, un 
tiempo interminable, y por último no a r r i b a r  j a m á s  al resultado 
que se desea. ¿ Y  qué iríamos á hacer nosotros, legos en materias 
tan delicadas, que han pasado ya por el crisol del análisis más 

_ prolijo? Nada, por cierto. Y  entonces ¿qué partido tomar? ¿En­
sayarlo por poco tiempo? Nó, pues una vez puesto en uso en el 
foro, daría lugar á mil acciones y  estorbos que embarazarían la 
administración de justicia. El único y  más prudente que encuen­
tro, es prestar desde luego nuestro voto en su favor, sin temor 
alguno. '

"Para esto, me fundo; primero, en que es la obra de un sabio 
que hace honor i  Chile, y  en que está revisado por una comisión 
compuesta de los más aventajados jurisconsultos de nuestro suelo 
y  ésta presidida por el Presidente de la República, el que, como 
el emperador de los franceses en la discusión de sus códigos, 
asistía y  tomaba parte en ella; y  segundo, porque pudiendo sólo 
abrigarse el temor de que contenga alguna parte oscura ó algún 
vacío, aunque debemos estar convencidos de que es una obra 
maestra, completa, esto está previsto desde que en él mismo se 
registra un artículo que prescribe, á la Corte Suprema de Jus­
ticia y  á las Cortes de Alzada, que en el mes de marzo de cada 
año den cuenta al Presidente de la República de las dudas y  
dificultades que les hayan ocurrido en la inteligencia y  aplica­
ción de las leyes y  de los vacíos que noten en ellas. ¿Y con qué 
objeto, pues, es esto, sino para pasar oportunamente á las Cá­
maras los proyectos que lo complementen?
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"Ahora bien, si no existe, pues, temor alguno, yo propondría 
á la Cámara que formulase un proyecto prestando su aproba­
ción al Código  ̂ y  pidiendo al mismo tiempo al Gobierno mande 
ejemplares de una edición bien correcta á las secretarías de 
éstas, para que nos sirvan de padrón en las dudas que se nos 
presenten. ' • *.

"Creo, pues, debe la Cámara, sin entrar en una discusión in- 
. terminable y  de fatal consecuencia, prestar desde luego su apro­

bación. .
"Consultada la sala sobre la indicación del señor presidente, 

fué aceptada por unanimidad, y, en consecuencia, aprobado el 
Proyecto de Código Civil, acordando redactar el que especifique 
esta aprobación. '

"Se suspendió la sesión.

SEG U N D A  HORA 
* -

'•Se presentó redactado el proyecto, que es como sigue;

" A r t í c u l o  p r i m e r o .  Se aprueba el presente Código Civil, 
y  comenzará á regir desde el i.° de enero de 1857.

" A r t .  2.0 En el tiempo intermedio se dará á luz una nueva 
edición calculada para la circulación general y  completamente 
exenta de errores tipográficos. A s í  COMO DE TODO D E F E C TO  D E 

l e n g u a j e  ó  r e d a c c i ó n  q u e  p u e d a  h a l l a r s e  e n  l a  a c ­

t u a l .

"A k t. 3.0 Se depositarán en la secretaría de ambas Cámaras 
dos ejemplares auténticos de la nueva edición.

"Sometido á votación general el presente proyecto, fué apro­
bado por unanimidad.

“ E n  d is c u s ió n  e l a r t íc u lo  I.®, fu é  d e l m is m o  m o d o  a p r o b a d o ;  
y  a s í  lo  fu e ro n  lo s  restan tes ,n

Sin esperar siquiera la aprobación del acta, el Proyecto de 
Código Civil fué inmediatamente remitido á la Cámara de Di­
putados; y  en la sesión celebrada por esta rama del Poder Le-
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gisla tivo , en 29 de noviem bre de 1855, se puso en discusión g e ­

neral.
N a d ie  hizo uso de la  palabra, y  el Proyecto fué tam bién 

acep tad o  por la  unanim idad de los votan tes; pero, al ponerse 

en  discusión particular, uno de los señores d iputados pidió  que 

<jl asunto se d ejara  para otra  sesión, porque " le e r á  en teram en te 

, desconocidoii.
A h o ra  bien, com o es indudable que todos ó por lo  m onos la 

m ay o r parte de los m iem bros de la  C am ara se encon traban en 

idéntico  caso, la proposición fué favorablem en te acogida.
N o  se crea, sin em bargo, que este n egocio  fué d iferido por 

largo  tiem po, pues en el acta  d e la  sesión sigu ien te , celebrada 

e l l.o de d iciem bre del m ism o año, encontram os lo  que se re­

p rod u ce á continuación:
" A c to  continuo se pasó á  d iscutir en particu lar el p royecto  

d el S en ad o  sobre la  aprobación del Código Civil.

" A rtíc u lo  l.° en discusión. ' ,
" E l  señor L l R A  exp u so  que en el presente Código había un 

artícu lo  que disponía com enzase á ser ob ligato rio  desde el i."

, d e  enero de 1857, y  que disponiendo esto ín ism o  el que ahora 

s e  discutía, ju z g a b a  inoficioso se exp resara  en él la  fecha desde 

q u e debe regir. •
|<E1 señor MINISTRO DEL INTERIOR, conform án dose con la 

'' ind icación  que acab ab a de hacer el señor L ira , observó que 
ten ía  el honor, de proponer á la  C ám ara  una indicación que 

su stitu ía  los tres artículos del proyecto  aprobado por el Senado, 

creyen d o  que con ella  podían salvarse todos los inconvenien­

tes que él ofrecía.
" E l  señor R e n g i f o ,  h aciendo uso de la  palabra, d ijo  eslar d i  

acuerdo con la  m odificación propuesta por su señoría el s e ñ o r  

M inistro  d e l  Interior; pero q u e ,  á su ju icio , creía  c o n v e n i e n t e  

s e  dep ositara  tam bién un ejem p lar en cada  una de las C o r t e s  

d e  Justicia, con el o b je to  d e  que ellas pudiesen c o n s u l t a r  c o n  . 

prontitud las dudas que se les ofrecieren. > _
" E l  s e ñ o r  V a r a s ,  oponiéndose á la  indicación del señor 

g ifo , ex p resó  q u e no creía  c o n v e n i e n t e  m u ltip licar m ucho ^  

d istribución de los ejem plares auténticos, y  que j u z g a b a  qu®  ̂

M inisterio  de Ju sticia  o frecía tod a  la  segu rid ad  y  g a r a n t í a  n e
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cosarias para depositar esos ejem plares, adonde podría ocurrirse 

en  caso de consulta.
“ E l  señor R e n g i f o , ap oyan d o  su in dicación , exp u so  que la  

fa lta  de un ejem plar en las C o rtes p odía  em barazar la  e x p e d i­
ción  de los asuntos som etidos á su conocim iento; y  que, d epo­
sitando e n ia  secretaría  de cad a  C ám ara  uno en lugar de dos, 

hab ría  sólo  un aum ento de dos ejem plares, según la  indicación 

q u e había hecho. '
•‘S e  vo tó  la indicación del señor V a ra s  y  fué unánim em ente 

aprobada. S e  puso en votación la adición del señor R en gifo  y ' 
resultó  igualm en te aprobada por 22 votos contra  20.

" L a  indicación con la adición es com o sigue:

A R T ÍC U L O  Ú N IC O  '

" S e  aprueba el presente Código Civil.
"D o s  ejem plares de una edición correcta y  esmerada que d e­

berá  hacerse inm ediatam ente, autorizados por el P residente d e 

la  R ep ú b lica  y  signados con el sello  del M in isterio  de Justicia, 

se depositarán en las .secretarías de am bas C ám aras, y  otros dos 
en el archivo del M in isterio  de Justicia.

" E l texto de estos ejemplares se tendrá por el texto auténtico del 
Código Civil, y  á él deberán conform arse las ediciones ó p u b li­

caciones que del exp resad o  Código se hicieren.
" S e  d epositará tam bién un ejem p lar en cad a  una de las C o r­

tes d e Justician.

E l p royecto  que acab a  de leerse, venía á introducir pequeñas 

m odificaciones al aprobado por el Senado; y  por consiguiente, 

ten ía  que vo lver á la  C ám ara  de origen!
E n  efecto, en la  sesión celeb rada  por el S en ad o  el 3 de d i­

ciem bre de 1855, se d ice lo  que copio  á continuación :

Pasóse en .seguida á tra tar de las alteracion es hechas por la  
otra C ám ara al p royecto  del S en ad o  sobre Código Civil, y  pues­
tas en discusión,

" E l  s e ñ o r  P k e s i d i c x t e  d i jo  q u e , p a r a  n o  v o l v e r á  t r a t a r  n u e ­

v a m e n t e  e s t e  a s u n t o  y  r e s o lv e r lo  d e s d e  lu e g o , le  p a r e c ía  c o n -  
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veniente preguntar á la Sala si se conforma ó no con las alte­
raciones que la Cámara de Diputados hacía en el proyecto 
sancionado ya por ésta; las cuales, en su concepto, no eran de 
mucha importancia,/«íí sólo se referían á suprimir la expresión 
de la fecha en que el Código debe comenzar á regir y  á que se de­
positasen dos ejemplares de él en las 'Cortes de Justicia. ^
/ “ E l señor M u j I C A  h izo notar que la  supresión que hacía  la  

 ̂C ám ara  de D ip u tad o s en la  prim era parte del proyecto  que 

fija la época en que debe com enzar á regir el Código com o la  
única le y  del E stado , era de la m ayo r en tidad, pues se quitaba 

un aviso preventivo por el que se advertía  á todos que desde 
e l año 1857 cesaban todas las disposiciones v ig en tes  para susti­

tuirlas por el Código, adverten cia  esencial que no deb ía  suprí-

mirse. < . , . .
i.El s e ñ o r  M IN IS T R O  o b s e r v ó  q u e  n o  c r e ía  d e  t a n t a  im p o r ­

t a n c ia  la  d e te r m in a c ió n  d e l t ie m p o  d e s d e  e l c u a l e l Código d e b e  

te n e r  fu e r z a  d e  le y ,  y  m u c h o  m e n o s  p e r c ib ía  l a  n e c e s id a d  d e  

e x p r e s a r la  e n  e l p r o y e c t o  d e  a p r o b a c ió n  d e l  C o n g r e s o ,  h a l lá n ­

d o s e  t e r m in a n te m e n t e  c o n s ig n a d a  a l  fin  d t l  m is m o  Código, 
d o n d e  e s  im p o s ib le  q u e  c u a lq u ie r a  q u e , p o r  m u y  á  la  l i g e r a  q u e

lo  r e v is e , d e je  d e  v e r la ;  q u e , p a r a  é l, n o  p a s a b a  e s t o  d e  u n a  p u r a  

r e d u n d a n c ia  s in  o b je t o  a lg u n o , y  q u e , a l in s e r t a r  la  l e y  e n  e l  p e ­

r ió d ic o  o f ic ia l , v e n d r ía  á  c o r r e r  la  m is m a  s u e r t e  d e  la s  m u c h a s  q u e  

e n  é l s e  in s e r ta n  y  q u e  p a s a n  in a d v e r t id a s  p a r a  la  m a y o r  p a rte .

. 'E l señor M U JIC A  volvió  á  incubar sobre la  necesidad  ̂
d ejar subsistente en el proyecto  esta  designación , fundándose 

en que, tenien do el Código que .ser, desde el año 1857, la  unic^ 
norm a á  que deben todos conform ar sus actos, com o asimism^ 
todas sus convenciones y  contratos, era indispensable el dar cb 

aviso  para que no pase ign orado de alguien, y  con tiem po  ̂

con arreglo  á  él, estudie y  revise cad a  cual la  parte que atai

sus negocios. . ¡ĵ .
.■El señor P r e s i d e n t e  determinó preguntar á  la sala  ̂

sistía ó no en su primer acuerdo, y  resultaron 7  votos po

afirm ativa  y  S por la  n egativa. . , c  la había
hEI señor L a r RAÍN hizo observación sobre si la  bal

in s is t id o  e n  la  s u b s is t e n c ia  d e  t o d o  e l  p r o y e c t o  q u e  e  a ■ >

cionó, ó tan sólo en su prim era parte.
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"E l señor V a r a s  dijo que, al insistir la Cámara, no debía 
tenerse por desechado todo el proyecto, porque la discusión 
había versado sobre un solo inciso del artículo, cual era el con­
signar ó no la fecha; que él lo creía así y  estaba en esa persua­
sión, y  que de otro modo se habría opuesto á  él, haciendo ver 
los defectos de que adolecía el proyecto del Senado.

, E l  s e ñ o r  B e l l o  o b s e r v ó  q u e  d e b ía  te n e r s e  p o r  d e s e c h a d o  

e l  p r o y e c t o ,  p u e s to  q u e  e l  a r t íc u lo  e r a  in d iv is ib le  y  q u e , a! p r e ­

g u n t a r s e  á  la  S a la  si in s is te  ó  n o , s e  e n t ie n d e  d e  t o d o  y  n o  d e  

u n a  s o la  p a r te . '

"E l señor M i n i s t r o  d e l  I n t e r i o r  contestó que él no lo 
comprendía así; que el artículo constaba de cuati'o incisos que 
encerraban ideas diversas, y  que sobre cada una de ellas debía 
pronunciarse la Cámara. '

"E l señor B e l l o  volvió á  observar diciendo que no tenía cono­
cimiento ni recordaba que alguna vez la Cámara hubiese proce­
dido del modo que el señor Ministro indicaba; pero que, si había 
algún acuerdo de la Sala en este sentido, retiraba su indicación.

"E l señor P é r e z  dijo que recordaba existía un acuerdo del 
Senado sobre el particular; pues, presidiendo él la Sala, se había 
suscitado una cuestión en que el señor senador Pinto sostenía 
que, por el hecho de aprobarse un proyecto en genera!, ya por 
esto no se podía introducir reforma alguna en sus artículos en ’ 
la discusión particular, y  la Sala había declarado lo contrario; 
que, según él, procediendo de ese modo, se desjjreciarían las 
luces que puede comunicar la otra Cámara, lo que ocasionaría 
seguramente bien malas consecuencias.

" E l  s e ñ o r  P R E S ID E N T E  d i jo  q u e  le  p a r e c ía  m e jo r  s u s p e n d e r  

la  s e s ió n  p a r a  q u e  p u d ie r a  p e n s a r s e  m e jo r  s o b r e  e l a s u n to .

• Á  S E G U N D A  H O R A

. "En virtud del acuerdo anteriormente celebrado á que hizo 
referencia el .señor Pérez, y  conforme con él, la Sala f̂ ué pre­
guntada sobre si aprobaba ó no las alteraciones que la otra Cá- 
niara hizo en el proyecto del Senado, y  resultó aprobada por 
'inanimidad la indicación del señor Mujica sobre la subsisten- 

de la fecha desde cuando debe comenzar á regir el nuevo
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y desechada por nueve votos contra tres la parte que 
determina la colocación de dos ejemplares en las Cortes de Jus­
ticia, quedando en consecuencia el proyecto en estos términos..

•i  A r t í c u l o  Ú N I C O .  Se aprueba el presente Código C ivil y 
comenzará á regir desde el i.“ de enero de 1 S57.

■■Dos ejemplares de una edición correcta y  esmerada que de­
berá hacerse inmediatamente, autorizados por el Presidente de 
la República y  sellados por el sello del Ministerio de Justicia, se 
depositarán en las secretarías de ambas Cámara.s y  otros dos en 

el archivo del Ministerio de Justicia.
■■ií/ texto de estos ejemplates se tendrá por el texto auténtico del 

Código Civil, y  á él deberán conformarse las ediciones y  publi­
caciones que del expresado Código se hicieren,f

L a  Cámara de Diputados aceptó esta nueva redacción, y  el 
proyecto fué promulgado como ley de la República en la forma 

que paso á copiar:
. "Santiago, diciembre 14. de

•■Por cuanto el Congreso Nacional ha aprobado el siguiente

I’ U O V E C T O  DE L E Y

•‘ A r t í c u l o  ú n i c o . — Se aprueba el presente Código C ivil V 
comenzará á regir desde el l.° de enero de 1857 . ,
• •■Dos ejemplares de una edición correcta y  esmerada que de­
berá h a c e r s e  inmediatamente, a u t o r iz a d o s  p o r  el P r e s id e n t e  t   ̂
l a  República y  signados con el sello del Ministerio de 
se depositarán en las secretarías de ambas Cámaras y  otros ■' 

en el archivo del Ministerio de Justicia.  ̂ ^
•■El texto de estos ejemplares se tendrá por el texto 

tico del Código Civil, y  á él deberán conformarse las edición» -̂ 
ó publicaciones que del expresado Código se hicieren.

•■Y por cuanto, ^ído el Consejo de Estado, he tenido  ̂
aprobarlo y  sancionarlo; por tanto, dispongo se promul?^'‘  ̂
lleve á efecto en todas sus partes CQmo ley de la R e p ú b  ica-

- M a n u e l  M o n 'T T
^^Francisco Javier Ovall("
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l ie  creído necesaria la reproducción de los trozos preceden­
tes á fin de dejar perfectamente esclarecida una cuestión á la 
cual se ha atribuido suma importancia.
. Como todos sabemos, entre el Código C ivil y el Proyecto pre­
sentado al Congreso y  aprobado en la forma que ya se ha refe­
rido, se notan ciertas diferencias que ascienden á un número 

considerable.
Pasan tal vez de doscientas las alteraciones que experimentó 

este Proyecto después de su aprobación.
Estas modificaciones han dado margen á que se censure acre­

mente á don Andrés Bello, que fue el que las introdujo, sin 
autorización alguna, según se dice, al hacer la primera edición

oficial del Código Civil.
Se ha ponderado la trascendencia de estas correcciones hasta 

el extremo de sostenerse que ellas se refieren á puntos sustan­
ciales, y  que, por consiguiente, Bello no estaba en ningún caso
facultado para hacerlas.

Mientras tanto, si se examinan úna a una las discrepancias 
que se observan entre el Proyecto presentado al Congreso y  el 
Código, se verá que las alteraciones introducidas se encuentra/i 
perfectamente justificadas y  que no tienen alcance legal alguno..

Salvo dos ó tres casos q u e  r e q u i e r e n  cierta meditación, el fun­
damento de las diversas variaciones se descubre á primera vista.

Las más de ellas no son otra cosa que un simple cambio de 
redacción; algunas no tienen más objeto que suprimir una pala­
bra ó frase redundante; en otras, por fin, se trata sólo de salvar
un error manifiesto (i).

A l bosquejar la biografía de Don Enrique Cood, he tenido 
ocasión de referir la parte que cupo á este distinguido juriscon­
sulto en algunas de las enmiendas más importantes del Proyecto 

de 1855 (2). ^
, Ahora bien, la forma en que se aprobó el mencionado 1  ro- 

yecto de Código Civil, sin haber sido siquiera leído en el Con-

(1 )  V é a se  la ob ra  titu lad a  Don Andrés Bello y  el Código Civil, páginas 33 

y  s igu ien tes, en donde y a  he hablado acerca  de uno de los erro res (1112 c o n ­

ten ía  el Proyecto de 1855.
(2) V éase  Don Enrique Cood, p ágin as 40 y  sigu ien tes.

- " ' A  P O N T I F I C I A



greso y  sin que los miembros de éste hubieran tenido tiempo 
suficiente para conocerlo detalladamente, está manifestando que 
lo q u e se aceptó, no fueron éstas ó'aquellas palabras sacra­
mentales, sino más bien tales ó cuales idecis.

El merecido prestigio de que gozaba el autor del Proyecto y 
la confianza que había en las personas encargadas de la revisión, 
autorizaban de sobra este procedimiento.

L a relación de lo que pasó en las sesiones de ambas Cámaras, 
confirma lo que digo á este respecto.

El Senado desde un principio declaró que, al aprobar el Pro­
yecto de Códií̂ o Civil, lo hacía con la condición de que se publi­
cara una nueva edición completamente exenta de errores tit>ográ- 

. Jicos, asi como d e  t o d o  d e f e c t o  d e  l e n g u a j e  ó  r e d a c c i ó n  

que pudiera hallarse en la que se había presentado.
La Cámara de Diputados^ aceptando esta misma idea, dis­

puso también que se hiciera una edición C O R R E C T A  Y  E S M E R A ­

D A  del Código, Y que sólo en esa edición debería buscarse la 
verdadera expresión de la voluntad del Legislador.

Tengo antecedentes para creer que don Andrés Bello no fué 
completamente ajeno á la resolución de que hablo.

Es más que probable que él la insinuara á sus colegas del 
Senado.

Existe en mi poder el mensaje original en que el Ejecutivo 
pedía á las Cámaras la aprobación del Proyecto de Código Civil, 
pieza, que como se sabe, fué redactada por Bello.

A l final de dicho mensaje, se encuentra una frase que se 
creyó conveniente suprimir, tal vez porque se consideró preíerl- 
ble que la iniciativa de la proposición que contenía partiera dcl 
Congreso mismo. - ,

He aquí el trozo á que me refiero:

"L a  presente edición, reducida á un corto número de ejem­
plares, será reemplazada, si aceptáis el Proyecto, por otra cuida­
dosamente expurgada de los errores tipográficos que no han 
podido evitarse en ésta, y  de algunos otros defectos que pudie­
ran corregirse sin alterar la sustancia de sus disposiciones, ha- 
ciándolas tan claras, precisas y  congruentes como sea posible-"

L a  supresión de esta frase en el mensaje no importaba segu-
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ramente el abandono de la idea que allí se encerraba, puesto 
que vemos que el Senado y  la Cámara de Diputados no trepi­
daron en acogerla y  consignarla en la ley aprobatoria del Código 
Civil. ■

De la relación exacta y  detallada que he hecho hasta aquí, 
se deduce que las criticas dirigidas á don Andrés Bello respecto 
de las enmiendas hechas al Proyecto de 1855 , carecen por com­
pleto de fundamento, puesto que la ley de 14 de diciembre del 
mismo año le facultaba para corregir las imperfecciones de len­
guaje y  de redacción que se notaran en el mencionado Proyecto.

Digo más todavía; lejos de censurar á Bello por las expresa­
das correcciones, considero que es de sentir que no se hubieran 
subsanado entonces todos los defectos de la misma especie que 
contenía y  contiene todavía la edición auténtica del Código Civil.

Mi malogrado y  distinguido maestro don José Bernardo Lira, 
en su discurso de incorporación á la Facultad de Leyes y  Cien­
cias Políticas, publicado más tarde en un folleto con el título 
de Código Civil: Necesidad de su revisión, refiere que don A n ­
drés Bello, en el Código de su uso particular, ha dejado nume­
rosas "anotaciones que con una palabra abren ancho campo á 
la inteligencia, ilustrando ó corrigiendo pasajes oscuros ó defec­
tuosos de la ley.II • .

Por mi parte, después de una lectura, que está bien distante 
de ser prolija, he podido observar en esta misma edición,oficial 
algunos otros errores manifiestos que no aparecen consignados 
en la fe de erratas, y  que hoy día no podrían ser corregidos sino 
en virtud de una ley. ’ ■
■ He creído conveniente reunir en un solo cuerpo las enmien­
das indicadas por don Andrés Bello y  reproducidas por el señor 
Lira, y  las demás que á cualquiera podrían ocurrirse después de 
’Jiia rápida ojeada del Código Civil. '

Paso á expresarlas según el orden numérico de los artículo» 
á que ellas se refieren: .

'  A R T . 48 •

 ̂ “Todos los plazos de días, meses ó años de que se haga men­
ción en las leyes ó en los decretos del Presidente de la Repu-
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blica, de los tribunales ó juzgad os, se entenderá que han de se r  
com pletos; y  correrán adem ás h asta la m edia noche dcl ú ltim o 
d ía  dcl plazo.

" E l  prim ero y  el ú ltim o d ía  d e un p lazo  de m eses ó afíos d e­
berán tener un m ism o núm ero en los respectivos meses. ICl 
p lazo  de un m es podrá ser, por consiguiente, de 28, 29, 30 ó 31 
d ías, y  el p lazo  d e un afio de 365 ó 366 días, según los casos.

“ S i el mes en que ha de prin cip iar un plazo de m eses ó años 
con stare  de m ás días que el m es en que ha de term inar el plazo, 
y  si el p lazo corriere desde a lgu n o  de los días en que el prim ero 

d e  dichos m eses e x ce d e  al segundo, el ú ltim o día del p lazo  será 
el ú ltim o d ía  d e este segu n d o  mes. .

" S e  aplicarán estas reglas á las prescripciones, á las califica­
cion es de edad y , en general, á cualesquiera plazos ó térm inos 
prescriptos en las leyes ó en los actos de las autoridades ch ile­

nas; salvo  que en las m ism as leyes ó actos se d isp on ga e x p re ­
sam en te o tra  cosa.II

' s

/ * A K T .  49

"C u an d o  se d ice  que un acto  debe ejecu tarse  en o  dentro de 
c ierto  plazo, se én ten derá que vale  si se e jecu ta  antes de la m e­

d ia  noche en que term ina el ú ltim o d ía  del p lazo; y  cuando se 
e x ig e  que h a ya  transcurrido un espacio  de tiem po para que n az­

c a n  ó exp iren  ciertos derechos, se enten derá que estos derechos 

no nacen ó exp iran  sino después de la  m edia noche en que ter­

m ine el ú ltim o d ía  de d icho espacio  d e  tiem po.» ' •

A R T . so

" E n  los p lazos que se señalaren en las leyes ó  en los decre­

tos del P residen te de la  R ep úb lica , ó de los tribun ales 6 ju z g a ­

dos, se com prenderán aun los d ías feriados; á m enos que el 
p lazo  señalado sea de días útiles, ex p resán d o se  así; pues en tal 

caso  no se contarán los feriados.n

A u n  cuando en tre nosotros estas reglas relativas á la com pu* 
tación  de los p lazos se han ap licad o  siem pre á los c o n t r a t o s ,
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convendría, sin cnribargo, que la letra de la ley estuviera de 
acuerdo con esta práctica.

Ha sido indudablemente un olvido del legislador^pl no indi­
car que estas disposiciones se extienden también á los plazos 
señalados en los contratos.

Es cierto que el epígrafe del párrafo 5 habla sólo de la Defi­
nición de varias palabras de uso frecuente EN  L A S  L E Y E S ; pero, 
así como los preceptos referentes á los plazos se han extendido 
también á los decretos del Presidente de la República y  de los 
tribunales ó juzgados, y  á las calificaciones de edad, nc^’eo por 
quó no podría hacerse igual cosa respecto á las convenciones 
ajustadas entre partes.

E l Cédigo C ivil Argentino, reformado hace pocos años, des­
pués de dar á conocer las reglas que determinan la manera de 
hacer la computación de los plazos (algunas de las cuales están 
concebidas en los mismos términos que las de nuestro Código)^ 
íigrega en su artículo 29: '

A R T . 29

"Las disposiciones de los artículos anteriores serán aplicables 
á todos los plazos señalados por las leyes, por los jueces, 6por 
iaspartes en los actos jurídicos, siempre que en las leyes ó en. 
esos actos no se disponga de otro modo.ti

Nuestro Código de Comercio ha salvado en parte la omisión 
del Código Civil, como puede verse en su artículo 1 10.

Don José Bernardo Lira, en el opúsculo citado, dice que, á 
juicio de don Andrés Bello, el artículo 50 de nuestro Código- 
Civil se refería únicamente á los plazos de días, y  que, por lo 
tanto, no debía estar redactado en términos comprensivos de 
iodos los plazos. .

A R T . 1 5 0  '

"Si la mujer casada ejerce públicamente una profesión ó in­
dustria cualquiera, (como la de directora de colegio, maestra de 
escuela, actriz, o\isX.ctx\z, posadera, nodriza), se presume la auto-
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rización general dcl marido para todos los actos y  contratos 
concernientes á su profesión ó industria, mientras no intervenga 
reclamación ó protesta de su marido, notificada de antemano 
al público, ó especialmente al que contratare con la muj^r.i.

No debe hablarse en este artículo de la mujer casada que 
ejerce la industria de posadera, puesto que ella ejecuta actos de 
comercio, y  está, por consiguiente, sometida á reglas especiales, 
diferentes de las de este Código.

A R T . i 8 8  •

' MNinguna reclamación contra la legitimidad del hijo, ora sea 
hecha por el marido, ó por otra persona, tendrá valor alguno, 
si no se interpusiere en tiempo hábil ante el juez, el cual nom­
brará curador al hijo que lo necesitare, para que le defienda

en//.  ̂ '■
>'La madre será'citada, pero no obligada, á parecer en el

juicio. , .
hN o se admitirá el testimonio de la madre que en el juicio 

de legitimidad dcl hijo declare haberlo concebido en adulterio...

Difícil es saber á qué palabra se refiere el demostrativo él con 
que termina el primer inciso de este articulo.

En el Proyecto de 1853 , el inciso de que se trata aparece re­

dactado en esta forma;

"Ninguna reclamación ó protesta contra la legitimidad 
hijo, ora sea hecha por el marido, ó por otra persona, ten r  ̂
valor alguno, si no se interpusiere en tiempo hábil ante el̂  
el cual mandará abrir el y  nombrará curador al hijo q>J

lo necesitare para que le defienda en él.-i

En la s . observaciones hechas al mencionado ¿
Corte de Apelaciones de L a Serena, se proponía que se î i 

este mismo inciso la siguiente redacción:
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"N in g u n a  reclam ación ó protesta contra la  legitim id ad  dcl 
hijo, ora sea hecha por el m arido, ó por otra  persona, tendrá 

valor a lguno, si no se interpusiere en tiem p o hábil en deman­
da form al ante el juez, el cual nom brará Curador al h ijo  que lo  

necesitare, para que le defienda en él.n •
E s ta  indicación sirvió  para que don A n d rés B ello  fijara su 

atención en el inciso de que hablo y  observara que la palabra 
protesta que ahí aparecía, era la que hacía necesario el em pleo 
de la frase mandará abrir el ju icio  usada en el Proyecto, 6 de la 
otra que he su b rayad o  en la  redacción propuesta por la C orte.

P ara  cortar toda cuestión, quitó, pues, B e llo  la  expresión  pro­
testa, pero, al suprim ir la frase mandará abrir el juicio, se o lv id ó  
de que en el m ism o inciso estaba el d em ostrativo  ¿l que se re­
fería á la  ú ltim a palabra d e osa frase, y  de aquí proviene la  im ­

perfección que señalo.

A R T . 2 5 5
■ I

“ N o  se podrán enajenar ni h ipotecar en caso alguno los bienes 

raíces del hijo, aun pertenecientes á su peculio profesional, sin 

autorización del ju ez con conocim iento de causa.n
I ■

D o n  José B ernardo L ira , en su discurso y a  citado, d ice lo 
que va  á leerse con relación á la frase peculio profesional, e m ­

pleada en este artículo:
" E l  señor B ello  querría  que se d ijera peculio profesional 6 in­

dustrial. E fectiv am en te  no son estas dos palabras enteram ente 
sinónim as; y  parece m ás natural que se §uscite la duda respecto 
de los bienes que un hijo  de fam ilia  adquiera en el ejercicio  de 
una industria que respecto  de los que obtiene m ediante un em ­

pleo ó una profesión liberal.m
L a  corrección in dicada por don A n d rés B e llo  es in dudable­

m ente necesaria, y  considero que pondría al presente artículo  

m ás en arm onía con el 246 y  el 303 del m ism o Código.

A R T . 394

■ " L a  ven ta  de cualquiera  parte de los bienes del pupilo  en u­
m erados en los artículos anteriores, se hará en pública subasta.n

%
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E n  lugar d<j la  frase en los artículos anteriores, debe decirse 
en el articulo anterior, que es el único en que se enum eran cierta  
clase  de bienes que por su im portan cia han m erecido una ate n ­

ción especial del L egislador.
E l artícu lo  393 aparecía d ividido  en dos en los ú ltim os p ro­

y ectos, y  de aquí proviene que la  referencia hecha en el artícu lo  
.siguiente se hiciera en plural; mas, la form a en que se exp resan  
ah ora  estas d isposiciones pide necesariam ente el singular.

A K T . 402

• " E s  prohibida la  donación de bienes raíces del pupilo, aun 

co n  previo  d ecreto  de juez.
"S ó lo  con previo  d ecreto  de ju ez podrán hacerse donaciones 

en  dinero ú otros bienes m uebles del pupilo; y no las autori­
zará  el ju ez sino ^ox causa grave, co m o /a  de socorrer á  un co n ­
san gu íneo  necesitado, contribuir á un o b jeto  de beneficencia 
pública, ú otro sem ejante, y  con tal que sean proporcionadas á 
las facu ltades del pupilo, y  que por ellas no sufran uq m enos­

ca b o  notab le los capitales productivos. •
" L o s  gastos de poco valor para objetos de caridad, ó de líc i­

ta  recreación, no están su jetos á la preceden te p rohibición .h

, - •
E n  lu gar de la  palabra otro, que Tie su brayad o, d ebe decirse 

otra, puesto que reproduce al su stantivo  fem enino causa.
E l sentido y  la  puntuación están indican do que otro no p u e d e  

referirse á  objeto. ' ' '
T a n to  en el P ro y ecto  de 1853 com o en el P ro yecto  inédito 

p u b l i c a d o  e n  el tom o X I I I  d e  l a s  Obras Completas d e  d o n  A n ­
d rés B ello, se l e e  otra y  n o  otro en l o s  a r t í c u l o s  c o r r e s p o n d i e n t e s ,

q u e  en am bos P ro yectos llevan el núm ero 443.

A R T . 412

"P o r  regla  general, ningún a cto  <5 con trato  en que directa ^ 

in d irectam ente ten g a  interés el tutor ó curador, 6 su cónyUp*^»
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cualquicrq de sus ascendientes o descendientes legítimos, ó de 
sus padres ó hijos naturales, ó de sus hermanos legítimos ó na­
turales, ó de sus consanguíneos ó afines legítimos hasta el cuarto 
grado inclusive, ó de alguno de sus socios de comercio, podrá 
ejecutarse ó celebrarse sino con autorización de los otros tutores 
ó curadores generales que no esten implicados de la misma ma­
nera, ó por el juez en subsidio. x

"Pero ni aun de este modo podrá el tutor ó curador comprar 
bienes raíces del pupilo, ó tomarlos en arriendo; y  se extiende 
esta prohibición á su cónyuge, y  á sus ascendientes ó descen­
dientes legítimos ó naturales.il

L a expresión socios de contercio está en lugar de socios de ne­
gocios ó industriales y  comprende tanto los socios civiles como 
los mercantiles, pues no habría razón alguna para que la prohi­
bición se refiriera á éstos y  no á aquéllos.

En el mismo error incurre el Código en el artículo 1255, al 
enumerar las personas que tienen derecho de asistir al inven­
tario de los bienes dejados por el difunto.

.  ̂ A R T . 5 5 4

'■Toda corporación tiene sobre sus miembros el derecho de 
policía correccional cjue sus estatutos le confieran, y  ejercerán 
este derecho en conformidad á ellos.n

lijcrcerá, y no ejercerán, dice la primitiva redacción de este 
artículo, y  es indudable que debe preferirse el singular, puesta 
que el sujeto está en este número. .

. A R T . 5 9 5  ' ■

■ “ Los ríos y  todas las aguas que corren por cauces naturales, 
•son bienes nacionales de uso público.

"Exceptúanse las vertientes que nacen y  mueren dentro de 
una misma heredad: su propiedad, uso y  goce pertenecen á los 
dueños de las riberas, y  pasan con éstas á los herederos y  demás 
sucesores de los duefíos.» ■
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Don José Bernardo Lira dice acerca de este artículo: .
"Imposible es encontrar una explicación satisfactoria á este 

último inciso; ni podríamos estudiarlo en el Proyecto primitivo 
dcl Código, porque todo el artículo aparece agregado en la re­
visión. Propónese aquel inciso el caso de vertientes que nacen 
y  mueren dentro de una misma heredad, esto es, de aguas que 
atraviesan, en toda la extensión de su corriente, terrenos de un 
solo predio; y  legislando sobre ellas, asigna su propiedad, uso y  
goce á los propietarios riberanos, como si tratara de fundos 
arcifiníos. E l señor Bello ha dado la única explicación que tiene 
el inciso, pero-explicación que está reclamando una declaración 
legislativa: la propiedad, uso y  goce de tales aguas, pertenecen 
al dueño de las riberas y  pasan con estas riberas á los herede­
ros y  demás sucesores dcl dueño. Donde la ley dice dueños, 
debe decir dueño.»

ART. 6 i 6

"L a  disposición del artículo 610  se extiende al que pesca en 
aguas ajeiias.ii

Don Andrés Bello había corregido este artículo, según ase­
vera el señor Lira, en la forma siguiente:

ART. 616

"Las disposiciones de los artículos 609 y  610  se extienden al 
que pesca en aguas ajenas.» • ,

. Parece, á la verdad, indispensable la referencia hecha al ar­
tículo 609, pues de otro modo no se sabría en qué casos e s t á  

uno obligado á solicitar el permiso dcl dueño' para p e s c a r  en 
aguas ajenas.

A R T .  6 5 1

"Siempre, que, prolongadas las antedichas l í n e a s  de dem»^ 
cación, se corten una á otra, ántes de llegar al agua, el triángu 
formado por ellas y por el borde del agua, accederá á las o
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heredades laterales; una linca recta que lo  d ivida  en dos partes 

iguales, tirada desde el punto de intersección hasta el agua, será 
la  línea d ivisoria  entre las dos heredadcs.it

' E l trián gu lo  de que h ab la  este artícu lo  debe form arse por la 
prolongación de las líneas de dem arcación y  por el borde del agua.

L a s  líneas de dem arcación se cortan ántes de llegar al agua, 
y  por lo tanto no podrían form ar triángulo  con el borde de ésta.

A K T . 7 19  .

"S i se ha em pezado á po.seer á nom bre p rop io .se  presum e que 

esta  posesión ha continuado h asta el m om ento en que se alega.
" S i se ha em pezado á poseer d nombre ajeno, se presum e 

igualm en te la  continuación del m ism o orden de cosas.

" S i álguien prueba haber poseído anteriorm ente, y  posee a c ­

tualm ente, se presum e la  posesión en el tiem po interm edio..!

D on  A n d ré s B e llo  había corregido tam bién este artículo, 
acerca del cual d ice el señor L ira: '

" E l  inciso 2.0 del artícu lo  719  contiene un m anifiesto error 
d e redacción: S i se ha empezado áposeer, dice, á nombre ajeno. .. 
N ad ie  puede, en el len gu aje  de la \cy, poseer una cosa á nombre 
ajeno: la posesión supone esencialm en te el ánim o de señor ó 

dueño. L o s  térm inos posesión civil, posesión natural, d ecía  el 

P residente de la  R ep ú b lica  en el m ensaje en que propuso al 
C on greso  la  aprobación del P ro yecto  de C ó d ig o  C ivil, son des­
conocidos en este P ro yecto ; las palabras posesión y  tenencia 

contrastan siem pre en él; la  posesión es á nom bre propio, la 
tenencia á nom bre ajeno. E l inciso recordado quería referirse, 

com o lo indica el señor B ello, al caso en que uno hubiese a lqui- 
rido la tenencia de una cosa á nom bre ajeno.n

• A R T . 739 • .

"T o d a  condición de que pen da la restitución de un fideico­
miso, y  que tarde m ás de trein ta  años en cum plirse, se tendrá



por fallida, á menos que la muerte del fiduciario sea el evento 
de que penda la restitución.

'‘Estos treinta años se contarán desde la delación de la pro­
piedad fiduciaria. II

Don José Bernardo Lira dice respecto de este artículo:
"E l señor Bello pone adquisición en lugar de delación. Esta 

ultima voz, en efecto, se aplica especialmente á la transmisión 
de la herencia; al paso que aquélla, más general y  comprensiva, 
se extiende á la transmisión de derechos á cualquier título, y  es 
sabido que puede constituirse un fideicomiso por acto entre 
vivos no menos bien que por acto testamentario.»

ART. 7 7 7  • •

i‘Si el usufructuario no rinde la caución á que es obligado, 
dentro de un plazo equitativo, señalado por el juez á instancia 
del propietario, se adjudicará la administración á éste, con 
cargo de pagar al usufructuario el valor líquido de los frutos, 
deducida la suma que el juez prefijare por el trabajo y  cuidados 
de la administración.

“ Podrá en el mismo caso tomar en arriendo ia cosa fruc­
tuaria, ó tomar prestados á interés los dineros fructuarios, de 
acuerdo con el usufructuario.

"Podrá también, de acuerdo con el usufructuario, arrendar la 
cosa fructuaria, y  dar los dineros á interés.

"Podrá también, de acuerdo con el usufructuario, comprar ó 
vender las cosas fungibles, y  tomar ó dar pre.stados á interés los 
dineros que de ello provengan.

"Los muebles comprendidos en el usufructo, que fueren ne­
cesarios para el uso personal del usufructuario y  de su familia, 
le serán entregados bajo juramento de restituir las especies ó 
sus respectivos valores, tomándose en cuenta el deterioro pro­
veniente del tiempo y  del uso legítimo.

"E l usufructucti-io podrá en todo tiempo reclamar la admi­
nistración, prestando la caución á que.es obligado.»

La arrendar empleada en el inciso tercero p u e d e  sig­
nificar ó bien tomar en arriendo ó bien dar en arriendo.
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Aunque es indudable que aquí debe entenderse en esta últi­
ma acepción, puesto que en el inciso anterior ya se ha hablado 
-del caso en que el propietario tome en arriendo la cosa fructua­
ria, convendría, sin embargo, expresar esta idea con mayor 
exactitud, reemplazando el vocablo arrendar por la frase dar 
■en arriendo.

■ A R T . 8 7 1  ,

"Abandonado un acueducto, vuelve el terreno á la propiedad 
y  uso exclusivo del dueño de la heredad sirviente, que sólo será 
obligado á restituir lo que se le pagó por el valor del suelo.»

La palabra propiedad está indudablemente mal empleada en 
este artículo. '

En virtud del pago que el dueño del predio dominante hace 
con arreglo á lo dispuesto en el artículo 865, dicho dueño ad­
quiere el derecho á la servidumbre, pero no el dominio del te­
rreno que ocupan el acueducto y  los espacios laterales de que 
habla el artículo. .

Si estos terrenos llegaran á ser propiedad del dueño del pre­
dio dominante, no podría sostenerse que había servidumbre, 
pues, como decían los romanos, neniinisua res servil, esto es, las 
cosas no sirven á su dueño '

Tan cierto es que no hay aquí transferencia de dominio, que á 
nadie se le habría ocurrido pagar, cuando existía, la contribu­
ción de alcabala en la constitución de esta especie de servi­
dumbre. '

Por consiguiente, no se puede decir, como lo hace el artículo 
871 del Código, que el terreno abandonado vuelve á la propie­
dad del dueño de la heredad sirviente, porque éste no ha deja­
do de ser dueño de ese suelo ni por un instante siquiera. .

Sería seguramente más exacto expresar que este terreno 
vuelve en el caso propuesto al uso exclusivo del dueño de la he­
redad sirviente. ' 

lin  el artículo 602, que tiene cierta analogía con el presente, 
no aparece el mismo defecto, como puede verse en seguida: 

r e v i s t a  f o r e n s e . — t o m o  V I I I  4 S
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A R T . 602

"Sobre las obras que con permiso de la autoridad competente 
se construyan en, sitios de propiedad nacional, no tienen los 
particulares que han obtenido este permiso, sino el uso y  goce 
de ellas, y  no la propiedad del suelo.

"Abandonadas las obras, ó terminado el tiempo por el cual 
se concedió, el permiso, se restituyen ellas y  el suelo por el minis­
terio de la ley a l uso y  goce privativo del Estado, 6 a l uso y  goce 
general de los habitantes, según prescriba la autoridad sobe­
rana..! .____ _

A R T . 907

"E l poseedor de mala fe es obligado á restituir los frutos na­
turales y  civiles de la cosa, y  no solamente los percibidos sino 
los que el dueño hubiera podido percibir con mediana inteligen­
cia y  actividad, teniendo la cosa en su poder.

"Si no existen loí frutos, deberá el valor que tenían ó hubie­
ran tenido al tiempo de la percepción: se considerarán como no 
existentes los que se hayan deteriorado en su poder.

"E l poseedor de buena fe no es obligado á la restitución de 
los frutos percibidos antes de la contestación de la demanda: en 
cuanto á los percibidos después, estará sujeto á las reglas de 
los dos incisos anteriores.

"En toda restitución de frutos se abonarán al que la hace los 
gastos ordinarios que ha invertido en producirlos.n

E l inciso tercero de este artículo dice que el p o s e e d o r  de 
buena fe que es vencido en la litis, seguirá las reglas de los po­
seedores de mala fe desde la contestación de la demanda.

D e aquí .se infiere que la sentencia que condena al posee o 
de buena fe, viene á declarar retroactivamente que ha , 
de mala fe desde la contestación de la demanda, p u e s  sólo des 
este momento se supone que ha conocido las razones que a 
su contrario.

E sta era la regla del Derecho Romano, según el cual a <
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contcsíntio producía un cuasi-con trato  entre el dem an dante y  el 
dem andado.

Sin  em bargo, entre nosotros he podido observar en la  prác­
tica  que se o b lig a  al poseedor de buen a fe que es vencido, á 
p agar frutos desde la notificación de la demanda; y  á la  verdad 
que h a y  fundam ento para creer que desde en tonces está de 
m ala fe, pues y a  con esa prim era d iligen cia  se le ha hecho saber 
que posee la cosa sin derecho.

P or lo dem ás, asi se evitaría  que el dem andado, por medio»
■ d e artículos dilatorios, tratara  de a largar el espacio  de tiem po 

que puede transcurrir entre la  notificación y  la  contestación  de 
la  dem anda. .

ART. 909 .

" E l poseedor de buena fe, vencido, tiene asim ism o derecho á 

que se le abonen las m ejoras útiles, hechas ántes de contestarse 
la demanda.

"S ó lo  se entenderán por m ejoras útiles las que h ayan  aum en­
tado el valor ven al de la  cosa. » '

" E l  reivindi(íador e leg irá  en tre el p ago de lo  que va lgan  al 
tiem p o de la  restitución las obras en que consisten las m ejoras, 
ó el p ago  de lo que en virtud  de d ichas m ejoras valiese m as la 
cosa en dicho tiem po. .

" E n  cuanto á  las obras hechas después de contestada la de­
manda, el poseedor de buena fe tendrá so lam en te los d erech os 
que por el artículo  siguiente se conceden al poseedor de m ala fe.it

E ste  artícu lo  sugiere idíínticas consideraciones á las que .se 
acaban d e hacer respecto  al 907. ^

. A R T . 915

" L a s  reglas de este títu lo  se aplicarán contra el que poseyen­
do d nombre ajeno retenga indebidam en te una cosa raiz ó m ue­
ble, aunque lo  h aga  sin ánim o de scñor.n
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A l tratar dcl artícu lo  719 , se ha hablado y a  de la im propie­

dad de la frase poseer d nombre ajeno que aparece n uevam en te 

en  el artícu lo  que se acab a  de copiar.

A R T . 9 19  .

11 E l heredero tiene y  está sujeto á las mismas acciones poseso­

. rias que tendría y  á que estaría  su jeto  su autor, si viviese. 1.

L a  frase su b rayad a  es incorrecta, porque el verbo  tiene rige  

acu sativo  y  no puede traer el m ism o com plem ento  que rige la 

c'ií'̂ xQÚ^w está y  sujeto.
H ab ría  podido darse á este  artícu lo  la  sigu ien te redacción:
*‘E 1 heredero tiene y  debe so p o rtar las m ism as acciones p o­

sesorias que tendría y  que d ebería soportar su autor, si viviese..i

ó  bien esta otra: _
"C orresp on d en  al heredero las m ism as acciones posesorias 

qu e habrían correspondido en favor ó en con tra  de su autor, si 

viviese. II

A R T . 928

"T o d o  el que v io lentam en te h a  sido d espojado, sea de la p j  

' sesión, sea d e  la  m era tenencia, y  que por poseer á nombre de
■ otro, ó por no h aber poseído b a sta n te  tiem po, ó  por o tra  causa 

cualquiera, no pudiere instaurar acción posesoria, tendr ^  

em bargo  derecho para  que se restablezcan las cosas en el 
que antes se hallaban, sin que para esto  necesite probar más qû  ̂

e l d espojo  vio len to, ni se le pueda o b jetar cland estin ida 

p o jo  anterior. E s te  derecho prescribe en seis m eses.  ̂ ^
"R estab lecid a s las cosas, y  asegu rad o  el r e s a r c i r n i e n t o  

daños, podrán inten tarse por una ú otra  parte las acciones 

sesorias que correspondan.»

V é a s e  lo  que se h a  d ich o acerca  de la  p o se er  áno^

bre ajeno, al h ab lar de los artícu los 7 1 9  X 9 Ŝr



A R T . 9 2 9

" L o s  actos d e vio lencia com etidos con arm as ó sin ellas, se­
rán adem ás castigad os con las penas que por el Código Crim inal 
correspondan.il

E n  lu g ar de Crimittal, debe decir Penal, pues así se llam a 
nuestro  Código. '

E s ta  descoiiform idad se ex p lica  fácilm en te si se atien de á q u e  
el Código C iv il es anterior al Penal. ,

A R T . 937

•'Lo dispuesto  en el artícu lo  preceden te se ap lica  no sólo á 

las obras nuevas, sino á las y a  hechas, m ientras no h a ya  tra n s­

currido  tiem p o bastante para con stitu ir un derecho de se rv i­
dum bre.

' "P e ro  nin gun a prescrii^ción se adm itirá  contra las obras que 
corrom pan el aire y  lo hagan  conocidam en te dañoso.n

D on  A n d rós B ello, en el C ó d ig o  de su uso particular, h abía  
cam biado la palabra contra, que he su b rayad o  en el inciso s e ­

gun do, por la frase á favor de, que es sin duda algu n a lo q u e  

pid e la  intención del L egislad or. .

D on  José B ern ard o  L ira  dice, respecto  al artícu lo  937, lo  

que copio  á continuación:

" E s te  artícu lo  aparece redactado en estos m ism os térm inos 

en el P ro yecto  prim itivo, y , com o consulta una m edida de co n ­
ven iencia  pública cu ya  im portancia es notoria, pasó inadvertido 

d e  su autor y  de la  em peñ osa com isión que con tan laudable 
ce lo  revisó  y  en m endó aquel P royecto . N ad ie  parece que se fijó  

en que esta  disposición, tal com o se halla- redactada, d ice p re­

cisam en te lo  contrario  d e  lo  que cualquiera cree ver en ella  á 

prim era vista. L a  letra  de la  ley, en efecto, rechaza la  excep ción  
prescripción contra las obras que corrom pen el aire y  lo  ha-
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cen conocidamente dañoSo, cuando evidentemente lo que quiso 
decir es, como lo indica el señor Bello, que no se admitiría tal 
excepción á favor de esas obras, n

A R T . 940

•‘Siempre que las aguas de que se sirve un predio, por negli­
gencia del dueño en darle salida sin daño de sus vecinos, se de­
rramen sobre otro predio, el dueño de éste tendrá derecho para 
que se le resarza el perjuicio sufrido, y  para que en caso de 
reincidencia se le pague el doble de lo que el perjuicio impor­

tare, m

En vez de la palabra darle, debe decirse darles, puesto que el 
enclítico se refiere al sustantivo plural aguas.

L a redacción primitiva de este artículo, que se conserva ma­
nuscrita, dice darles. ____  •

. A R T . 948 '

"L a municipalidad y  cualquiera persona del pueblo tendrá, 
en favor de los caminos, plazas ú otros lugares de uso público, 
y  para la seguridad de los que transitan por ellos, los derechos 
concedidos á los dueños de heredades ó edificios privados...

Las reglas de concordancia gramatical y  el uso corriente de 
los buenos escritores exigen necesariamente el plural del verbo 
tendrá en la frase que acabo de copiar.

A R T . 951 '

i'Se sucede á una persona difunta á título universal ó á título

singular. •
"E l título es universal cuando se sucede al difunto en to os 

sus bienes, y  obligaciones transmisibles, ó en una cuota

de ellos, como la mitad, tercio ó quinto. ‘
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t'El título es singular cuando se sucede en una ó más espe­
cies ó cuerpos ciertos, como tal caballo, tal casa; ó en una ó más 
especies indeterminadas de cierto género, como un caballo, tres 
vacas, seiscientos pesos fuertes, cuarenta fanegas de trigo.n

En el inciso segundo de este artículo, podría suprimirse la 
palabra derechos^^ov(\\xe. éstos están incluidos en los bienes de 
que habla el mismo inciso.

Los derechos no son más que los bienes incorporales de que 
trata el título I, libro II del Código Civil.

Este pleonasmo no tiene otro origen que la rutina.

. A R T . 9 5 9  .

i‘En toda sucesión por causa de muerte, para llevar á efecto 
las disposiciones del difunto ó de la ley, se deducirán del acer­
vo ó masa de bienes que el difunto dejado, inclusos los cré­
ditos hereditarios:

" i.o Las costas de la publicación del testamento, si lo hubiere, 
y  las demás anexas á la apertura de la sucesión;

" 2.° Las deudas hereditarias; ,
I-3.0 Los impuestos fiscales que gravaren toda la masa here­

ditaria; •
"4 .® Las asignaciones alimenticias forzosas;
•‘5.0 La porción conyugal á que hubiere lugar, en todos los 

órdenes de sucesión, menos en el de los descendientes legítimos.
"E l resto es el acervo liquido de que dispone el tesfador ó 

la ley. II

S egú n  el artículo  565 del Código Civil, los créditos heredita­
rios com prendidos en los bienes que el d ifunto ha dejado, 

de m odo que lá  frase subrayada en el prim er inciso del artículo  

co p ia d a  es sin duda algu n a superflua. .

A R T . 968

"Son indignos de suceder al difunto como heredeios ó lega­

tarios;
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"I ° E l que ha cometido el crimen de homicidio en la pcr- 
sona'dcl difunto, ó ha intervenido en este crimen por obra ó 
consejo, ó la dejó perecer pudiendo salvarla; '

«2 ° El que cometió atentado grave contra la vida, el honor 
<S los bienes de la persona de cuya sucesión se trata, ó de su 
cónyuge, ó de cualquiera de sus ascendientes ó descendientes 
legítimos, con tal que dicho atentado' se pruebe por sentencia 
ejecutoriada;' ‘ ,

" 3.0 El consanguíneo dentro del sexto grado inclusive, que 
en el estado de demencia ó destitución de la persona de cuya 
sucesión se trata, no la socorrió pudiendo;

"4 ° E l que [)or fuerza ó dolo obtuvo alguna disposición tes­
tamentaria del difunto, ó le impidió testar; '

"5  ° E l que dolosamente ha detenido ú ocultado un testa- 
monto del difunto; presumiéndose dolo por d  mero hecho de 
la detención ú ocultación.n ' ,

Según el Diccionario de la Real Academia Española, la pa­
labra destitución se aplica á la “acción y  efecto de destituir,, 
principalmente de un empleo, cargo ó dignidad.i; y  destituir^ 
según el mismo léxico, significa "privar á uno de alguna cosa».

Mientras tanto, el Código, al emplear en el número 3.” la 
expresión estado de destitución, no ha querido indicar segura­
mente al individuo que ha sido privado de un empleo, cargo ó 
dignidad, ó al que está privado de alguna cosa, cualquiera que 
ella sea, sino al que carece de medios 'para alimentarse, ves­
tirse, etc., es decir, al indigente. .

Considero, pues, que la palabra destitución, que aparece en el 
número 3.° de este artículo, podría ser reemplazada con ventaja 
jx)r el vocablo indigencia, que expresa la verdadera idea del 
legislador.

J’robablemcnte, don Andrés Bello no quiso emplear la pala­
bra indigencia por evitar la cacofonía; pero, á mi juicio, en la 
redacción de las leyes no debe atenderse tanto á la armonía de 
la frase, como á la exactitud de las expresiones.

Pudo haber recurrido igualmente al .sustantivo pobreza.
En el artículo 1208 del Código, se habla también de estado- 

ele destitución en vez de estado de indigencia 6 de pobreza.
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A R T . 9 7 9

"L a incapacidad ó indignidad no priva al heredero ó legata­
rio excluido, de los alimentos que la ley /e sefiale; i>cro en Ios- 
casos del artículo 968 no tendráíi ningún derecho á alimcntos..t’ ,

H ay una manifiesta inconsecuencia en la concordancia de las- 
palabras que he subrayado; así, el complementario le, que repro­
duce á heredero 6 legatario, está en singular; mientras que el 
verbo tendrán, que se refiere á los mismos vocablos, concierta 
con ellos en número plural.

Es verdad que, en casos como el precedente, los gramáticos, 
discuten sobre si es preferible que la concordancia se haga en 
singular ó en plural. ' ,

Don Andrés Bello, en su Gramática de la lengua castellana, 
cnsefía á este respecto lo siguiente:

■'Sujetos singulares, enlazados por la conjunción disyuntiva 
ó, parecen pedir el singular del verbo, sea que le precedan ó 
sigan: Movióle la ambición 6 la ira; La ambición ó la tra le 
movió. Esto sería rigorosamente lógico, porque movieron indi­
caría dos acciones distintas, y  el sentido supone una sola. Pero 
el uso permite el plural, aun precediendo el verbo: Moviéronle la  
ambición 6 la ira; y  si los sustantivos preceden, no sólo permite, 
sino casi exige este número: La ambición ó la ira le movieron. 
Cuando no todos los sujetos son singulares, lo mejor será siem­
pre poner el verbo en plural, junto con el .sujeto del mismO’ 
número: La fragata 6 los dos bergantines hicieron la presa: ¿H i­
cieron la fresa los dos bergantines ó la fragata? No siendo asi, 
quedará de todos modos de.scontento el oído, salvo que se 
anuncie la disj'untiva desde el principio; Ora le hubiese valido- 
en aquel lance la destreza 6 las fuerzas.»

Nuestro Código C ivil no ha seguido una regla uniforme en 

este punto. • _
Por lo general, ha preferido la concordancia en singular^

• * X.
como lo manifiestan los ejemplos que copip á continuación: 

"Joda tutela ó curaduría debe ser discernida.M (Art. :,7Z-)
" E l  tutor ó curador es obligado á inventariar los bienes de

pupilo, etc.-i (Art. 378.)
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" S i  el tutor 6 curador probare que los bienes son d em asiad o, 
e x igu o s, ctc.ii (A rt. 380.)

E l tutor 6 curador administra los bienes del pupilo, y es 
obligado, etc.ii (A rt. 391.)

. E n  el m ism o artículo  979, que he reproducido anteriorm ente, 

se dice: incapacidad ó indignidad no priva, etc >1
S in  em bargo, no son raros los casos en que el Código adm ite 

el plural, com o puede verse en los trozos siguientes:
II S ien do  m uchos los albaceas, todos son solidariam ente res­

ponsables, á m enos que el testador los h a ya  exon erado  de la 

solidariedad, ó que el mismo testador 6 el ju ez hayan dividid o  sus 

atribuciones, etc.n (A rt, 1281.)

"E x c e p tú a n se  los casos en que la ley ó el contrato exigen una­

nim idad, ó conceden á cualquiera  de los socios el derecho de 

oponerse á los otros.n (A rt. 2054.)

"M ientras no se ha consum ado la venta 6 la adjudicación pre­
venidas en el artícu lo  2397, podrá el deudor p agar la  deuda, 

con tal que .sea com pleto  el p ago  y  se in cluyan  en él los gastos 
que la venta 6 la adjudicación hubieren y a  ocasionadon ( A r ­

tícu lo  2399.)

P od ría  decir.se que en este ú ltim o ejem plo  se ha preferido al 

principio  el singular, porque el verbo precede á los sujetos; y  

al fin, el plural, porque los sujetos vienen antes del verbo.

S e a  lo  que fuere, lo cierto  es que el Código no ha adoptado 

una regla  fija en esta m ateria.
P o r otra  parte, cualquiera  (̂ ue sea la  .solución que se dé á la 

cuestión g ram atica l que he insinuado, m e parece que no es 

posible acep tar com o leg ítim a la  inconsecuencia que he seña­

lado en el artícu lo  979, en don de una m ism a frase se tom a á la 

ve z  en sin gu lar y  en plural.

¿ Á  quien llam a escribano el Códigó Civil?
E s ta  p regun ta  m e ha ven ido  á la m ente al leer los artículo-'’ 

10 12 ,10 14 , lO íS , 1016, 1017, 1 0 1 8 ,10 T 9 ,10 2 0 ,1021, 1023, io 25> 
1026, 1029, 1061, en los títu los referentes á la  ordenación 

testam ento  y  á las asign acion es testam entarias.
Escribano, según el Diccionario de la lengua castellana  po*" ^
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Real Academia Española, es "cl que por oficio público está 
autorizado para dar fe de las escrituras y  demás actos que pa­

san ante él.n
Todo ministro de fe pública es escribano; por consiguiente, 

entre nosotros lo son los secretarios de las Cortes y  juzgados, 
los receptores, los notarios, los conservadores, los archiveros.

Ahora bien, ¿podrá otorgarse un testamento ante cualquiera
de estos funcionarios?

Evidentemente que nó, y  que el único llamado para este ob­
jeto es el notario, en cuyo poder se encuentran los libros en 
donde deben protocolizarse los testamentos.

A sí se ha entendido siempre en la practica, de acuerdo en 
esto con el decreto de 3 de septiembre de 1866, que empieza de

este modo: y
"En vista de lo informado por la Corte de Apelaciones de 

esta capital en su dictamen sobre aranceles judiciales;
"Teniendo presente que en la apertura de los testamentos 

cerrados nadie es más competente para certificar sobre el es­
tado de la carátula del testamento que el mismo notario que lo 
autorizó; y  que el articulo I02¿ del Código C ivil exige para este 
acto la intervención de dicJio notario, etc.ii

Convendría, pues, en los casos á que me refiero, reemplazar 
la palabra escribano por el vocablo notario, como también escri­
banía por notaría; y  digo en los casos á que me refiero, porque 
es preciso tener presente que hay otros en que la voz notario 
no podría sustituir á escribano, como se ve en el siguiente 

artículo;
ART. 1798

- •  ,

"A l empleado público se prohibe comprar los bienes públicos 
ó particulares que se vendan por su ministerio; y  á los jueces, 
abogados, procuradores ó escribanos los bienes en cuyo htigio 
han intervenido, y  que se vendan á consecuencia dcl litigio, 

aunque la venta se haga en publica subasta.^

Es evidente que la palabra escrib^uio comprende en este caso, 
no sólo á los notarios, si no también á los Secretarios, recepto­

res, etc.
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E l  Código C iv il Franci's, en s\i articulo  1597, e x t ic n d e 'e s ta  
prohibición aun h asta los porteros y  alguaciles.

E l  articulo  35 de la  le y  de 15 de octubre de 1875 dispone lo  
q u e  copio  á  continuación:

ART..35

" A  los jueces de subd elegación corresponden las a trib u cio ­
nes propias d e m inistros de fe que el Código C ivil y otras le y e s  

no derogadas por la presente confieren á los subdelegados, m

P or consiguiente, en todos los artículos, com o el 1 0 1 4 ,1020 y  

10 2 1, en que el Código C ivil h ab la  de subdelegado, debe reem ­

plazarse esta  expresión  por la  de ju ez de subdelegación.

L a  Ley de Registro Civil, que com enzó á regir el i .°  d e en ero  
d e  1885, establece en su artícu lo  15;

A R T . 15

" L o s  oficiales del R e g istro  C iv il que tengan su asiento fuera 

d e  las ciudades, podrán llevar adem ás registro  p ú b l i c o , los 
efectos de otorgar testamentos, poderes ju d icia les ó  inventario;» 
.solemnes. P or estos servicios podrán cobrar los em olum entos 

establecid os por los aranceles judiciales.il
.  «

E n  consecuencia, debería  hablarse en el Código C iv il de 

estos funcionarios ante quienes se puede tam bién otorgar tes­
tam entos.

M i g u e l  L u l s  A m u n A t e g u i  R e v k s

(  Continuará)
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Analogías y diferencias entre los artículos de los Códigos Chilenos, 

373. 481 y 612, .

S E C C IÓ N  B IB L IO G R Á F IC A

Chile, pág. 256.— M e m o r i a s  y  d i s c u r s o s  u n i v e r s i t a r i o s  s o b r e  

P r Ac t i c a  F o r e n s k , recopilación hecha por el Director de esta R e ­
v i s t a , pág. 352.— En honra de un libro chileno ( L a  L e g i s l a c i ó n  d e  

C h i l e  c o n  r e l a c i ó n  a l  D k u e c h o  I n t e r n a c i o n a l  P r i v a d o , por don 

J. Clem ente Fabres), pAg. 572.

a l g u n a s  e r r a t a s  n o t a b l e s

Pig». Líneas Dice Debe decir

256 30 voluntad, voluntad arbit;

256 3 1 importunará importunara

3̂ 5 26 esta carta esto basta

326 9 doctrina será doctrina ¿será

326 12 pronunciada. ’ pronunciada?

3 2 7 2 4 no existen se excitan
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